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De  las  excepciones  en  general  y  sus  fundamentos 


Por  el  Licenciado  Carlos  Martines  Oliva. 

(Continúa) 


DE  LA  NULIDAD: 
— I— 

El  criterio  más  generalizado  sobre  la  signi- 
ficación jurídica  del  concepto  nulidad,  es:  El 
estado  de  un  acto  que  se  considera  no  sucedi- 
do; y,  para  englobar  cierta  modalidad  de  ac- 
tos efectivamente  sucedidos  pero  no  formali- 
zados convenientemente,  se  agrega:  El  vicio 
consecuencial  de  un  acto,  que  le  impide  pro- 
ducir efectos.  Estos  dos  conceptos  de  nuli- 
dad pueden  reducirse  a  su  mínima  expresión, 
así:  Son  nulos  los  actos  contrarios  a  las  leyes 
y  también,  los  carentes  de  formalidades. 

El  criterio  anterior  se  encuentra  perfecta- 
mente de  acuerdo  con  nuestra  legislación,  aun 
cuando  no  con  la  claridad  final  que  nos  in- 
formara una  comprensión  absoluta  del  segun- 
do concepto  de  nulidad;  veamos  el  contenido 
de  nuestras  leyes:  El  Artículo  — IX —  de  los 
preceptos  fundamentales  de  la  Ley  Constitu- 
tiva del  Poder  Judicial  (Dto.  1862)  dice:  Son 
nulos  los  actos  ejecutados  contra  el  tenor  de 
la  ley,  salvo  que  en  ella  misma  se  acuerde 
su  validez". 

Estamos,  dentro  de  ese  precepto,  abarcan- 
do única  y  exclusivamente  la  nulidad  del  pri- 
mer grado  o  de  la  primera  parte  de  la  de- 
finición asentada  en  el  principio  de  este  estu- 
dio y  subordinando  la  regla  de  derecho  al 
concepto  de  leyes  prohibitivas:  Todo  acto  eje- 
cutado contra  terminante  disposición  legal,  se 
considera  no  sucedido;  véase  en  esa  disposi- 
ción comentada,  que  no  se  comprenden  las 
formalidades,  es  decir,  que  no  hay  subordina- 
ción a  las  leyes  normativas  o  de  procedi- 
miento. 

El  complemento:  "salvo  que  en  ella  mis- 
ma (la  ley)  se  acuerde  su  validez",  nos  con- 
firma el  alcance  del  pensamiento  de  los  le- 
gisladores para  la  redacción  del  precepto  ci- 
tado; pues  efectivamente  hay  ciertas  leyes  que 
no  obstante  la  prohibición  general,  admiten 
excepciones  a  manera  de  una  prohibición  re- 
lativa, como  sucede  con  los  testamentos  in- 
validados cuando  en  ellos  aparece  un  recono- 
cimiento de  hijos,  o  en  los  matrimonios  nu- 


los con  respecto  a  la  prole,  en  caso  de  haberla. 

Si  nos  vamos  al  Artículo  288  del  Dto.  2009 
o  sea  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil,  dicho  precepto  dice:  "Los  docu- 
mentos públicos  y  los  auténticos  son  nulos 
cuando  contengan  uri  acto  contrario  a  termi- 
nantes disposiciones  de  las  leyes";  en  este 
precepto  hay  dirección  al  contenido  y  no  a  la 
ejecución  del  acto:  Esto  es,  que  siendo  cons- 
tancias de  actos  jurídicos,  tales  actos  debie- 
ron ajustarse  a  los  principios  legales. 

La  diferencia  de  ambos  conceptos  descan- 
sa en  lo  que  sigue:  En  el  fundamental  del 
Decreto  1862  se  habla  de  la  "ejecución  de  ac- 
tos" o  del  ajuste  de  situaciones  y  condiciones 
en  una  relación  jurídica  cualesquiera;  mien- 
tras, en  el  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil' 
se  habla  de  "las  constancias"  sobre  actos  que 
no  pudieron  ejecutarse  en  virtud  de  prohibi- 
ciones legales. 

En  ninguno  de  los  dos  preceptos  se  habla 
de  las  formalidades  a  llenarse  en  cada  caso, 
ni  de  las  solemnidades  que  implican  un  grado 
superior  de  consideración  jurídica;  sin  duda 
alguna  se  omitió  esa  consideración  para  evi- 
tar redundancias,  pues  en  cada  caso  se  deter- 
minan las  formalidades  o  solemnidades  corres- 
pondientes y  es  entendido,  que  la  falta  de  ellas 
o  de  una  sola,  para  los  casos  previstos  expre- 
samente, invalida  no  solo  los  actos  sino  tam- 
bién las  constancias  de  ellos. 

Pero,  es  importantísimo  advertir:  Que  la 
nulidad  o  invalidación  de  una  constancia  (do- 
cumento) no  involucra  la  nulidad  o  invalida- 
ción del  acto  contenido:  Que  como  conse- 
cuencia, si  la  nulidad  se  dirije  exclusivamen- 
te al  documento  o  constancia,  queda  expedita 
la  acción  del  otorgamiento  de  nueva  constan- 
cia del  mismo  acto:  Que  la  nulidad  del  do- 
cumento o  constancia,  es  consecuencia  inde- 
fectible de  la  nulidad  del  acto,  cuando  a  ésta 
se  dirigió  la  acción. 

Si  confrontamos  los  principios  del  párrafo 
anterior  con  el  contenido  de  los  preceptos  co- 
mentados, encontramos  nuevamente  la  cir- 
cunstancia, ya  advertida,  de  no  verse  clara  la 
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nulidad  de  los  actos  y  documentos  por  falta 
de  formalidades;  en  efecto,  puede  haber  un 
acto  licito  como  el  matrimonio,  por  ejemplo, 
que  se  pretenda  celebrar  en  escritura  pública, 
no  hay  prohibición  para  hacerlo  y  sinembargo 
tal  matrimonio  no  existe  y  el  documento  ser- 
viría única  y  exclusivamente  como  presunción 
de  paternidad  para  una  prole  posterior  o  pa- 
ra fincar  derechos  y  obligaciones  en  dirección 
a  los  bienes  jurídicos. 

El  caso  anterior  nos  está  demostrando  que 
existe,  jurídicamente,  no  sólo  la  subordina- 
ción a  leyes  prohibitivas,  sino  también  a  las 
normativas:  las  solemnidades  o  en  su  caso, 
las  formalidades  del  matrimonio  se  entienden 
como  leyes  imperativas  que  norman  las  for- 
mas de  proceder  para  su  ajuste  a  determina- 
dos actos,  su  quebrantamiento  da  origen  a  un 
vicio  que  invalida  lo  sucedido:  este  es  un  caso 
de  nulidad  de  la  segunda  dirección;  no  se  ajus- 
ta a  las  prescripciones  de  los  preceptos  cita- 
dos sino  a  otras  consideraciones. 

Para  evitar  esas  disquisiciones,  los  autores 
han  dividido  la  nulidad,  en  lo  que  respecta  a 
los  actos  contenibles  en  documentos,  en  AB- 
SOLUTA y  RELATIVA:  es  absoluta  la  que 
comprende  el  acto  original  y  como  consecuen 
cía,  a  sus  constancias;  y,  es  relativa,  la  que 
sólo  comprende  a  las  constancias  o  documen- 
tos, sin  afectar  los  actos  originales;  pero  aun 
esta  división  de  las  nulidades  no  nos  saca  de 
dudas  y  de  ningún  apuro  sobre  el  particular. 

Las  formas  y  ritualidades  de  los  juicios,  así 
como  de  los  documentos,  deben  considerarse 
invariables  en  la  sustancia  o  esencia  general; 
éste  principio  jurídico,  normativo  en  lo  exte- 
rior, abarca  una  forma  particular  de  las  le- 
yes prohibitivas  y  como  consecuencia  de  ser 
un  corolario  indefectible;  esto  es,  las  leyes 
disponen  una  forma  o  una  ritualidad,  la  va- 
riación de  lo  dispuesto  en  ellas  es  una  infrac- 
ción y,  como  consecuencia,  aparece,  aunque  en 
forma  tácita,  lo  imperativo  por  una  parte  y 
lo  prohibitivo  por  la  otra. 

Con  el  razonamiento  anterior  llegamos  a 
justificar  que  dentro  del  contenido  general  de 
los  dos  preceptos  legales  comentados  ( — IX — 
Dto.  1862  y  288  Dto.  2009)  quedan  compren- 
didas las  importantísimas  y  muy  variadas  for- 
mas de  la  nulidad:  Actos  contrarios  a  las  le- 
yes y  actos  carentes  de  formalidades:  o  nuli- 
dad absoluta  y  nulidad  relativa;  aunque  ésta 
última  división  admite  otra  clase  de  conside- 
raciones. 

En  efecto:  no  faltan  autores  que  al  hablar 
de  nulidades  absolutas  y  relativas,  den  a  és- 
tos conceptos  un  valor  más  restringido  que 
el  traído  a  cuenta  en  los  párrafos  preceden- 
tes, esto  es:  Consideran  que  en  los  actos  hay 
cuestiones  separables  y  como  consecuencia,  un 


acto  puede  ser  nulo  en  su  totalidad  o  en  una 
o  varias  de  sus  partes  separables,  sí  es  sobre 
la  totalidad,  la  nulidad  es  absoluta,  y  si  la 
nulidad  es  sobre  una  o  varias  de  sus  partes, 
es  relativa,  por  quedar  en  toda  su  fuerza  ju- 
rídica o  valor  exígible  una  o  varias  de  sus 
partes  separables. 

No  puede  negarse  la  razón  que  asiste  a  es- 
tos autores  de  Derecho  porque  efectivamente 
hay  actos  que  contienen  partes  separables  y 
estas  partes  pueden  ser,  unas  licitas  y  otras 
ilícitas,  por  ejemplo:  en  el  caso  de  los  testa- 
mentos que  instituyen  herederos  a  condición, 
donde  determinadas  condiciones  son  efectivas 
y  aceptables  y  otras  simplemente  se  tienen  por 
no  puestas  o  insubsistentes. 

Haciendo  un  recuento  de  lo  expuesto  sobre 
división  de  nulidades,  decimos:  Que  son  nulos 
los  actos  contrarios  a  las  leyes:  Que  son  nulos 
los  actos  carentes  de  las  formalidades  impe- 
rativas para  cada  caso:  Que  son  nulos  los 
documentos  públicos  o  auténticos,  también  los 
simples,  cuando  contienen  actos  contrarios  a 
las  leyes  o  simplemente  no  están  formaliza- 
dos convenientemente  y  en  los  casos  en  que 
las  formalidades  se  imponen  como  normas  im- 
presindibles:  Que  según  algunos  autores,  la 
nulidad  de  fondo  es  absoluta  y  la  de  forma  es 
relativa:  Y,  según  otros  autores,  la  nulidad 
absoluta  equivale  a  la  insubsistencia  y  la  re- 
lativa a  la  simple  informalidad;  Y,  finalmen- 
te, hay  quienes,  más  pragmáticos,  se  refieren 
a  la  condición  de  separabilidad'  de  las  partes 
de  un  acto,  para  fincar  la  nulidad  del  total 
o  absoluta  o  la  nulidad  de  partes  o  sea  la  rela- 
tiva. 

No  faltan  autores  que  dividen  la  nulidad  en 
Insubsistencia  y  en  nulidad  propiamente  di- 
cha, para  cuya  división  toman  la  sustancia- 
lidad  de  los  contratos,  hablan  sólo  de  contra- 
tos, esto  es:  Todo  contrato  carente  de  uno 
sólo  de  los  requisitos  esenciales  es  insubsis- 
tente o  nulo,  según  que  la  causa  sea  común  a 
las  dos  partes  contratantes  o  a  una  sola  de 
ellas,  respectivamente. 

Traen  a  colación  los  requisitos  esenciales  y 
generales  de  todo  contrato,  en  la  misma  for- 
ma que  los  trae  nuestra  legislación,  esto  es: 
Capacidad,  Consentimiento,  Cosa  cierta  mate- 
ria de  contrato  y  Causa  justa  para  obligar- 
se; asi  por  ejemplo,  un  contrato  entre  dos 
partes  carentes  do  capacidad  legal,  es  insub- 
sistente y  si  la  incapacidad  es  sólo  de  una  par- 
te, el  contrato  es  simplemente  nulo;  esa  di- 
ferenciación tiene  sus  razones  fundamentales 
en  la  diversidad  de  situaciones  a  que  se  llega 
en  la  disolución. 

En  efecto,  en  el  caso  traído  como  ejemplo, 
siendo  la  incapacidad  común,  el  contrato,  a 
rigor  de  principios  jurídicos,  jamás  pudo  exis- 
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tir  por  falta  de  la  libre  determinación  o  falta 
de  expresión  de  voluntad  en  quienes  por  pre- 
sunción legal,  nunca  la  han  tenido:  Ninguna 
consecuencia  accesoria  puede  resultar,  el  con- 
trato no  vivió  jamás,  ni  siquiera  llegó  a  for- 
marse: Ahora,  siendo  la  causa  de  una  sóla  de 
las  partes,  la  situación  final  tiene  sus  conse- 
cuencias, presumiéndose  dolo  o  justificándose 
simple  error  en  el  capaz:  Si  hay  dolo  hay 
indemnización  de  daños  y  perjuicios,  y  si  hay 
simple  error,  sólo  hay  disolución. 

Lo  mismo  ocurre  con  el  consentimiento  y  en 
éste,  las  leyes  son  más  explícitas,  como  que 
detallan  los  vicios  del  consentimiento  que  lle- 
gan a  invalidar  los  actos  contractuales,  den- 
tro de  los  que  asientan  el  dolo,  la  fuerza  o 
miedo  y  la  ignorancia  o  error;  de  tal  suerte 
que,  no  dejan  lugar  a  duda  en  el  calificativo 
de  nulidad  como  genérico;  pero  los  autores 
llevan  esa  nulidad  a  la  insubsistencia  si  cua- 
lesquiera de  esos  vicios  implica  una  causa  co- 
mún de  los  contratantes,  que  bien  puede  su- 
ceder en  el  miedo,  la  ignorancia  o  el  error. 

La  importancia  de  esta  clasificación  descan- 
sa en  lo  imprescriptible  de  la  insubsistencia  y 
la  prescripción  aplicable  a  la  nulidad;  y  efec- 
tivamente es  esta  una  razón  jurídica  muy  po- 
derosa, pues  aquello  que  nunca  ha  vivido  o 
pudo  vivir,  jamás  puede  llegar  a  reconocer- 
se con  validez  alguna  y  nótese  que  la  pres- 
cripción se  dirije  a  los  contratos  válidos  y 
efectivos  o  al  menos  a  los  revalidables  por 
virtud  del  silencio,  que  es  una  forma  de  mani- 
festar el  consentimiento  tácito. 

Aquí  encontramos  precisamente  uno  de  los 
casos  de  excepción  que  determina  el  Articulo 
— IX —  del  Decreto  1862:  Las  leyes  en  virtud 
de  la  prescripción  acuerdan  la  validez  (indi- 
rectamente) de  los  contratos  nulos,  cuando  la 
acción  respectiva  no  se  ejercita  dentro  de  los 
cuatro  años  que  se  fijan  para  la  prescripción 
de  las  acciones  de  nulidad;  pero,  ¿será  admi- 
sible en  derecho  la  revalidación,  por  el  silen- 
cio, de  los  actos  ejecutados  entre  dos  inca- 
paces?; ¿será  aceptable  la  prescripción  de  ac- 
tos ejecutados  sin  consentimiento  alguno?  De 
ninguna  manera,  y  esta  es  la  insubsistencia 
de  que  venimos  hablando. 

Hay  también  determinados  actos  que  sin 
ser  nulos  con  respecto  de  los  propios  contra- 
tantes, se  tienen  como  inexistentes  para  ter- 
ceros no  contratantes,  siendo  ésta  una  moda- 
lidad particular  de  la  insubsistencia,  la  cual 
debe  advertirse  que  no  requiere  declaración 
judicial  alguna;  tenemos  por  ejemplo  los  ca- 
sos del  Mutuo-Dísenso  o  Rescición  Voluntaria, 
esos  contratos  cuando  perjudican  a  terceros 
se  tienen  como  no  hechos  para  los  efectos  del 
interés  del  tercero  y  aun  cuando  subsistan 
respecto  de  los  contratantes. 


Esos  casos  no  implican  nulidad  ni  mucho 
menos  insubsistencia,  pues  estas  como  ya  ve- 
remos son  motivos  de  acción  o  de  excepción, 
según  el  caso,  y  el  ejemplo  comentado  es  por 
determinación  de  la  ley  que  no  perjudica  a 
terceros;  eso  mismo  acontece  con  la  situación 
de  los  terceros  en  lo  que  respecta  al  Registro 
de  Inmuebles,  todo  lo  cual  descansa  en  el  prin- 
cipio jurídico  que  sigue:  Nadie  puede  obligar- 
se sino  por  la  propia  determinación,  salvo  los 
casos  contenidos  en  leyes  imperativas  expre- 
sas. 

También  tenemos  como  casos  que  no  impli- 
can nulidad,  las  infracciones  u  omisiones  de 
las  normas  que  fijan  los  Artículos  277,  278, 
283  al  287  todos  del  Decreto  2009  que  regu- 
lan las  formas  correspondientes  a  los  docu- 
mentos auténticos  y  en  general  de  los  públi- 
cos; tales  infracciones  u  omisiones  sólo  con- 
curren a  la  falta  de  "valor  probatorio"  o  dis- 
minución en  las  consideraciones  jurídicas  res- 
pecto de  la  convicción  o  fé  para  un  fallo  cua- 
lesquiera. 

Con  respecto  de  los  documentos  auténticos, 
las  leyes  guardaron  silencio  en  su  situación 
para  el  caso  de  infracciones  u  omisiones;  aho- 
ra, respecto  de  los  documentos  públicos,  el 
Artículo  293  del  Decreto  2009,  establece  que 
cuando  no  se  hubieren  llenado  los  requisitos 
necesarios  para  su  validez,  se  consideran  co- 
mo documentos  privados;  cuya  condición  con- 
firma la  división  de  documentos  (constancia 
de  actos)  en  válidos  y  efectivos  sólo  que  a  la 
inversa. 

Esta  misma  excepción  sobre  documentos 
públicos  nos  confirma,  también,  la  existencia 
de  una  nulidad  parcial  con  fundamento  en  la 
informalidad:  Es  la  real  y  verdadera  nuli- 
dad relativa  de  que  hablan  unos  autores,  aun- 
que no  todos  como  ya  se  dijo;  La  verdad  ju- 
rídica es:  que  los  documentos  informales  (pú- 
blicos) al  reducirse  a  documentos  privados, 
admiten  su  revalidación  para  ser  efectivos  me- 
diante el  reconocimiento  judicial. 

Si  la  condición  es  suspensiva  para  revali- 
darlos mediante  reconocimiento  judicial,  in- 
discutiblemente no  hay  sino  una  nulidad  del 
documento  y  no  nulidad  del  acto;  hay  falta 
de  formalidades  subsanables;  hay  carencia 
condicional  de  fé  en  la  convicción  para  un 
fallo  o  falta  de  requisitos  para  ajustarse  al 
concepto  "plena  prueba":  Es  ineficaz  la  cons- 
tancia pero  sólo  bajo  condición,  el  acto  cons- 
tatado nada  sufre  en  la  subsistencia  jurídica, 
a  no  ser  que  se  halla  agotado  la  discución  en 
juicio  plenario  y  llegue  una  sentencia  absolu- 
toria a  convertirse  en  cosa  juzgada. 

A  continuación  y  fundándonos  en  esos  an- 
tecedentes, iremos  analizando  el  tratado  de  la 
nulidad  general  que  trae  nuestro  Código  Ci- 
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vil,  luego  las  nulidades  específicas  que  iremos 
entresacando  del  Código  y  hasta  donde  sea  po- 
sible; y,  al  final,  completaremos  este  estudio 
con  un  comentario  sobre  la  acción  de  nuli- 
dad, la  nulidad  como  incidencia  y  la  nulidad 
como  un  recurso,  cuyas  cuestiones  tienen  una 
importancia  capital. 

—11^ 

Congruente  con  la  definición  que  encabeza 
este  estudio,  encontramos  el  Artículo  2364  del 
Código  Civil,  cuando  dice:  "Es  obligación 
nula  la  que  no  produce  efecto  alguno";  Des- 
de luego,  se  habla  de  obligaciones  y  como  es 
natural  considerar,  dentro  de  ese  concepto 
quedan  comprendidas  las  diversas  clases  de 
obligaciones  y  especialmente  las  Legales  y 
Voluntarias  o  contractuales;  habiendo  con- 
gruencia de  la  definición  íteoría)  con  la  de- 
terminación legal  (práctica),  el  precepto  an- 
terior no  ofrece  dificultades. 

Seguidamente  encontramos  el  Artículo  2365 
del  mismo  Código  citado,  que  establece  en  for- 
ma general  los  casos  de  nulidad;  es  conve- 
niente fijarse  en  la  característica  de  general 
que  tiene  este  precepto,  pues  con  solo  sus  pres- 
cripciones es  muy  difícil  hacer  prosperar  un 
intento  de  nulidad,  ya  que  tales  casos  deben 
buscarse  en  las  situaciones  particulares  y  sólo 
por  similitud  con  los  casos  específicos,  puede 
encontrarse  la  situación  de  nulidad  de  otros 
casos  no  determinados  expi-esamente. 

Por  estas  razones,  nos  vemos  obligados  a 
ir  comentando  cada  uno  de  los  incisos  de  que 
se  compone  ese  Artículo,  tanto  en  relación  di-  ■ 
recta  con  el  contenido  del  Artículo  1406  del 
mismo  Código,  como  con  los  casos  particula- 
res que  hemos  podido  entresacar,  dividiendo 
el  estudio  de  conformidad  con  los  siete  inci- 
sos que  contiene  el  Artículo  legal  a  que  nos 
referimos. 

El  inciso  lo.  del  Artículo  comentado,  dice: 
"Hay  nulidad...  Cuando  recae  (la  obligación) 
sobre  un  hecho  ilícito  o  imposible,  o  se  hace 
depender  su  cumplimiento  de  una  condición 
ilícita  o  imposible".  Como  consecuencia  del 
contenido  del  Artículo  242  del  Decreto  272  se 
ha  creído  que  este  precepto  contiene  dos  par- 
tes y  que  la  segunda  no  se  encuentra  compren-  * 
dida  dentro  de  la  nulidad;  esto  no  lo  creemos 
cierto  ni  aun  partiendo  de  la  redacción  origi- 
nal del  Artículo  1451  del  Código  Civil,  el  cual 
se  reformó  por  el  242  ya  referido. 

En  efecto:  de  conformidad  con  el  original, 
se  tenían  por  no  hechos  los  contratos  que  de- 
penden de  condición  ilícita,  de  condición  impo- 
sible y  los  que  su  cumplimiento  se  deja  a  la 
voluntad  de  la  parte  obligada;  esto  significa- 
ba, en  sus  dos  primeros  incisos,  la  nulidad  de 


hecho  con  fundamento  en  condiciones  suspen- 
sivas y,  respecto  al  inciso  tercero,  que  deján- 
dose el  cumplimiento  a  la  voluntad  del  obliga- 
do, la  obligación  no  podía  aparecer  desde  el 
Instante  que  se  le  preestablecía  la  no  exígibi- 
lidad,  cuando  ésta  es  la  característica  funda- 
mental y  jurídica  de  toda  obligación. 

Como  se  tratara  de  Condiciones  Suspensi- 
vas y  en  muchas  veces  esas  condiciones  no 
afectan  el  fondo  de  las  obligaciones,  vino  la 
reforma  contenida  en  el  Artículo  242  del  De- 
creto 272  que  de  la  nulidad  de  todo  el  contra- 
to pasó  a  la  insubsistencia  de  las  condiciones, 
asentando  la  efectividad  de  los  verdaderos  mo- 
tivos de  las  relaciones  pactadas  y  confirman- 
do la  exigibilidad  del  fondo  con  apartamiento 
de  las  formas  exteriores  o  modalidades  sus- 
pensivas. 

¿Por  qué  el  legislador  cuidadoso  aun  pasó 
por  alto  la  segunda  parte  del  Inciso  lo.  del 
Artículo  2365  Código  Civil?;  esto  tiene  dos 
respuestas  o  una  alternativa:  Porque  se  olvi- 
dó o  porque,  habiendo  interpretado  el  crite- 
rio original,  convino  en  que  esta  fracción  se 
refiere  a  la  esencia  de  los  contratos  o  simple- 
mente a  condiciones  resolutivas  de  afirma- 
ción; ésto  último  creemos  nosotros,  no  obs- 
tante que  la  apariencia  puede  inclinar  el  cri- 
terio sobre  que  fué  un  olvido  cualesquiera. 

Nótese  la  diferencia  de  condiciones  que  re- 
sultarían de  un  contrato  en  la  forma  que  si- 
gue: a).  Debo  y  pagaré  si  mi  padre  muere  en 
este  año;  o,  b).  Debo  y  pagaré  cuando  mue- 
ra mi  padre:  La  primera  es  condición  reso- 
lutivo-afirmativa y  la  segunda  es  simplemen- 
te suspensiva;  esta  última  "se  tiene  por  no 
puesta"  y  teniendo  el  contrato  el  carácter  de 
un  mutuo  (por  ejemplo)  el  plazo  se  entiende 
a  seis  meses,  sin  tomarse  en  cuenta  la  muer- 
te o  supervivencia  del  padre,  y  que  sea  en  el 
año  o  fuera  de  él;  mientras,  en  el  primer  caso 
¿puede  haber  contrato?,  NO. 

Entrando  en  materia  sobre  los  hechos  ilíci- 
tos o  imposibles,  decimos:  De  conformidad  con 
el  Artículo  1424  del  Código  Civil  "Es  ilícita  la 
causa  que  se  opone  a  las  leyes";  es  una  tet 
minante  consecuencia  de  la  ejecución  de  actos 
prohibitivos  o  sea  la  sanción  que  imponen  las 
leyes  para  las  infracciones  respectivas:  Aho- 
ra, hay  actos  o  hechos  que  no  están  al  alcan- 
ce de  las  posibilidades  humanas  o  de  una  eje- 
cución inaceptable;  son  situaciones  o  condi- 
ciones cualíficativas  y  como  tales  deben  estar 
expresamente  definidas  por  las  leyes  o  tener 
tal  naturaleza  que  sean  ponderables,  como  ve- 
remos en  los  párrafos  a  seguir. 

En  primer  lugar  debe  entenderse  que  es 
prohibido  el  matrimonio:  de  persona  ligada 
por  uno  anterior,  entre  asendientes  y  des- 
endientes consanguíneos,  entre  asendientes  o 
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desendientes  ligados  por  afinidad,  entre  her- 
manos y  medio  hei'manos  y  del  incapaz  decla- 
rado en  interdicción;  cuyas  prohibiciones  se 
dejan  entrever  del  Artículo  93  del  Código  Ci- 
vil y  nótese  que  no  tiene  excepciones. 

No  hacemos  mayores  comentarios  sobre  lo 
anterior,  porque  perseguimos,  en  estos  estu- 
dios, una  dirección  hacia  las  relaciones  con- 
tractuales y  sólo  por  referencias  nos  vemos 
obligados  a  tocar  asuntos  sobre  obligaciones 
o  relaciones  sociales,  civiles  o  legales;  pero 
al  caso,  debe  notarse  la  importancia  que  tie- 
nen las  prohibiciones  para  llegar  a  los  actos 
¡licites  que  informan  nulidad. 

En  el  tratado  de  "La  Prenda"  encontramos: 
lo.)  Que  la  prenda  se  considera  como  un 
"gravamen"  que  implica  "garantía"  del  cum- 
plimiento de  una  obligación  y  cualidad  de  pre- 
ferencia en  el  pago;  y,  2o.),  que  todo  pacto  que 
autorice  al  acreedor  para  apropiarse  de  la 
prenda  o  para  disponer  de  ella  por  sí  mismo, 
es  nulo;  estos  dos  principios  están  contenidos 
en  los  Artículos  736  y  761  Código  Civil:  el  pri- 
mero define  el  contrato  y  el  segundo  regula 
su  condición. 

La  prohibición  del  pacto  tiene  su  funda- 
mento en  la  desnaturalización  del  propio  con- 
trato de  prenda  si  llegara  a  ser  aceptable  la 
ejecución  en  la  forma  apuntada,  pues  para 
tal  caso  se  llegaría  a  un  contrato  de  venta 
con  pacto  de  retroventa  sobré  muebles,  títulos 
y  acciones,  lo  cual  cambiaría  la  situación  de 
las  formas  dentro  de  la  nomenclatura  jurídi- 
ca: Una  cosa  es  venta  con  pacto  de  retroven- 
ta o  sea  contrato  de  enajenación  y  otra  es 
prenda  o  contrato  de  garantía. 

Lo  anterior  implica  dos  cosas:  a)  Que  el 
contrato  de  prenda  aun  con  ese  pacto  no  pue- 
de desnaturalizarse  y  como  consecuencia,  es 
válido  pero  dentro  de  las  normas  legales  y 
su  efectividad  se  ajusta  a  los  procedimientos 
preestablecidos;  y,  b)  Que  el  pacto  acceso- 
rio es  nulo  o  lo  que  equivale  a  una  nulidad  re- 
lativa que  recae  sobre  las  formas  y  no  so- 
bre el  fondo  general  de  lo  pactado;  esto  mis- 
mo nos  demuestra  las  razones  aducidas  con 
respecto  a  la  fracción  segunda  del  inciso  lo. 
del  Artículo  2365  Código  Civil,  pues  aquí  con 
todo  y  venir  de  una  ley  más  nueva  aunque  las 
reformas  del  Decreto  272,  no  se  dijo  que  se 
tenían  por  no  puestas  esas  condiciones. 

En  el  mismo  tratado  de  La  Prenda  encon- 
tramos el  Articulo  782  que,  a  decir  verdad, 
no  tiene  otra  razón  fundamental  que  repetir 
la  prohibición  del  Artículo  761;  de  tal  dispo- 
sición sólo  era  necesaria  la  excepción  sobre 
que  puede  el  acreedor  comprar  de  su  deudor 
los  objetos  pignorados,  fuera  de  remate;  era 
natural  esa  excepción  puesto  que  al  haber 
venta  y  compra  fuera  de  remate,  lo  que  apa- 


rece no  es  una  exigibilidad  o  conminación,  si- 
no una  concurrencia  de  voluntades  hacia  el 
ajuste  de  un  negocio  cualesquiera. 

Siendo  prohibido  el  contrato  de  sucesión  re- 
cíproco ya  sea  entre  cónyugues  o  cualesquie- 
ra personas,  como  lo  determina  el  Artículo 
839  del  Código  Civil,  la  nulidad  es  indefecti- 
ble por  ejecutar  actos  ilícitos;  las  leyes  lo 
prohiben  y  como  consecuencia,  la  sanción  in- 
mediata sobre  las  infracciones  y  la  caracterís- 
tica de  nulidad  que  califica  los  testamentos 
asi  llegados  a  otorgar;  pero  debe  advertirse 
que  se  habla  de  los  contratos  X'ecíprocos  con 
tendencia  a  heredarse  mutua  y  obligatoria- 
mente; pues  en  el  caso  de  testamentos  sepa- 
rados sin  previos  pactos  entre  si,  nadie  ni  las 
mismas  leyes  pueden  llegar  al  estorbo  de  la 
expresión  de  la  voluntad  particular. 

De  conformidad  con  el  Artículo  969  del  Có- 
digo Civil,  los  Albaceas  tienen  prohibido  com- 
prar por  si  o  por  intermediarios,  bienes  de  la 
sucesión  ni  créditos  contra  ella,  mientras  no 
estén  aprobadas  sus  cuentas  de  administra- 
ción; como  consecuencia,  la  infracción  de  es- 
te principio  trae  aparejada  la  sanción  de  nu- 
lidad de  los  contratos  así  celebrados  ya  que 
envuelven  causa  ilícita;  — esta  nulidad  es  to- 
tal o  absoluta — -. 

Los  contratos  tienen  vida  real  o  no  la  tie- 
nen, son  originados  en  la  decisión  de  adquirir 
o  de  entregar  o  prometer  algo,  se  justifican 
en  la  necesidad  jurídica  de  dar,  hacer  o  no 
hacer  alguna  cosa;  pero  nunca  puede  llegar- 
se a  justificar  el  concurso  para  evadir  el  cum- 
plimiento de  determinadas  obligaciones;  de 
estos  principios  se  origina  la  división  condi- 
cional de  efectivos  y  simulados  y  desde  el 
punto  de  vista  penal 

Tenemos,  para  el  caso,  el  inciso  2o.  del  Ar- 
tículo 424  del  Código  Penal  que  dice:  "Incu- 
rrirán en  las  penas  señaladas....;  2o.),  El 
que  otorgare  en  perjuicio  de  otro  un  contrato 
simulado";  este  precepto  envuelve  una  defini- 
ción y  una  condición  inseparable  que  lo  es  la 
existencia  del  "perjuicio  de  otro";  si  comen- 
táramos cuestiones  criminales  diríamos  que 
aparece  un  autor  (el  que  otorga)  y  un  cóm- 
plice o  sea  el  otorgado;  como  nuestra  inten- 
ción camina  sobre  cuestiones  civiles,  sólo  nos 
interesa  la  prohibición  que  en  tal  precepto  se 
entrevee  y  su  sanción  respectiva:  La  nulidad 
civil,,  que  es  a  la  que  se  refiere  el  Artículo 
1501  en  dirección  especial  a  la  compra-venta. 

Del  mismo  tratado  de  la  compra-venta,  en- 
contramos: El  Artículo  1516  Código  Civil  que 
prohibe  las  ventas  y  compras  entre  marido  y 
mujer:  El  siguiente,  1517  que  prohibe  las  com- 
pras del  tutor  o  guardador  y  del  administra- 
dor por  los  bienes  que  tengan  bajo  su  cuida- 
do o  cargo,  asi  como  los  apoderados,  alba- 
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ceas,  al  escribano  y  expertos,  al  abogado  y 
al  procurador,  al  Juez  y  a  los  acreedores,  to 
dos  respecto  de  bienes  a  su  cargo  y  en  los 
que  hayan  intervenido  para  un  remate. 

Las  infracciones  a  lo  prohibido  en  los  ar- 
tículos citados  e'n  el  párrafo  anterior,  se  san- 
cionan así:  lo),  Con  la  nulidad  de  los  respec- 
tivos contratos;  y  2o.)  Con  la  pérdida  del 
precio  en  favor  del  Estado;  éstas  sanciones  se 
encuentran  en  el  Artículo  1518  del  Código  Ci- 
vil e  informan  la  personalidad  y  personería 
del  Estado  para  ejercitar  la  acción  correspon- 
diente, tanto  por  emanar  las  prohibiciones 
de  razones  de  orden  público,  cuanto  por  el  in- 
terés final  que  representa  para  el  Estado  la 
segunda  sanción. 

Es  regla  de  Derecho  que  todo  contrato  debe 
hacerse  constar  con  la  debida  claridad  y  es- 
pecificación de  obligaciones  y  no  obstante  ese 
principio,  se  dan  reglas  especiales  para  los 
contratos  en  particular  y  sobre  cuestiones  que 
pueden  las  partes  haber  omitido,  sin  que  ello 
implique  nulidad  o  insubsistencía;  pero  ante 
todo,  debe  encontrarse  manifiesta  la  intención 
de  las  partes,  puesto  que  esa  intención  es  si- 
nónimo jurídico  de  la  voluntad  exteriorizada. 

Las  oscuridades  o  ambigüedades  se  consi- 
deran prohibidas  y  desde  ese  viso,  cuando  és- 
tas fueren  de  tal  naturaleza  que  aun  aplican- 
do los  principios  sobre  interpretación  de  los 
contratos,  no  pueda  llegarse  a  descubrir  la 
intención  o  voluntad  de  las  partes  para  el 
ajuste  contractual,  las  leyes  optan  por  la  nu- 
lidad; así  lo  determina  el  Artículo  2439  del 
Código  Civil  y  nada  más  justo  que  esa  deter- 
minación. 

De  conformidad  con  los  Artículos  663  y  664 
del  Decreto  2009,  toda  persona  que  haya  sus- 
pendido o  esté  próxima  a  suspender  el  pago 
corriente  de  sus  obligaciones,  puede  solicitar 
el  concurso  voluntario  a  fin  de  obtener  de  sus 
acreedores:  Aceptación  de  la  totalidad  del 
patrimonio  en  pago  de  las  deudas:  Sobre  ad- 
ministración del  activo:  y,  sobre  esperas  o 
quitas;  pero  ello  informa  que  desde  el  instan- 
te de  su  proposición  al  Juez,  debe  suspender 
sus  actividades  y  hacer  entrega  judicial  de  su 
patrimonio. 

Apartado  de  los  bienes,  aun  en  forma  vo- 
luntaria, su  personalidad  y  personería  quedan 
reducidas  a  las  indispensables  para  gestionar 
el  logro  de  sus  fines;  como  consecuencia,  le 
quedan  prohibidos  toda  clase  de  actos  que  tien- 
dan a  aumentar  o  disminuir  el  capital  liqui- 
do, mediante  operaciones  con  el  activo  y  pasi- 
vo manifestados  Habiendo  infracción  a  es- 
tos principios,  las  sanciones  sobre  nulidad  que- 
dan especificadas  bajo  el  Artículo  669  del  mis- 
mo Decreto;  y,  con  mayor  razón,  mientras  el 
convenio  propuesto  no  se  haya  aprobado,  to- 


do pacto  o  acto  con  las  mismas  tendencias, 
tiene  la  misma  característica  de  nulo,  confor- 
me el  Artículo  686  del  mismo  Decreto. 

Hasta  aquí  hemos  comentado  las  nulidades 
de  origen  en  los  actos  ejecutados  sobre  he- 
chos ilícitos  o  imposibles  y  que  encontramos 
en  detalle  particular  en  los  Códigos  Civil  y  de 
Enjuiciamiento  respectivo;  entramos  ahora  a 
los  actos  nulos  por  referirse  a  objetos  que 
no  están  en  el  comercio  de  los  hombres,  co- 
mentando el  Inciso  2o.  del  Articulo  2365  Có- 
digo Civil  y  los  casos  particulares  habidos. 

Congruentes  con  el  precepto  a  comentar,  en- 
contramos el  inciso  3o.  del  Artículo  1406  que 
determina  como  un  requisito  esencial  de  los 
contratos,  la  "Cosa  cierta  que  sea  materia  de 
contrato";  esto  es,  que  todo  contrato  debe  te- 
ner un  objeto  determinado  al  menos  en  espe- 
cie y,  considerando  los  legisladores  la  impor- 
tancia de  ese  principio,  aun  lo  reforzaron  más 
con  la  definición  contenida  en  el  Artículo  1420 
del  mismo  Código  Civil. 

Nótese  que  las  prohibiciones  quedan  com- 
prendidas bajo  dos  formas:  a),  la  expresa 
cuando  se  dice  con  claridad  qué  actos  parti- 
culares son  ilícitos;  y  b),  la  tácita,  cuando 
solo  se  dan  definiciones  limitativas  como  las 
anteriores,  que  en  todo  caso  al  indicar  hasta 
donde  puede  llegarse  dentro  de  la  licitud,  el 
paso  de  tales  límites  se  entiende  bajo  lo  pro- 
hibido y  sancionado  con  la  nulidad. 

Como  una  aclaración  y  ampliación  de  los 
preceptos  anteriores,  se  encuentra  el  Articulo 
1418  y  el  1419  del  mismo  Código  que  dicen  en 
términos  generales.  Que  están  en  el  comer- 
cio de  los  hombres  los  bienes  corporales  e  in- 
corporales, presentes  y  futuros  y  que  pueden 
negociarse  el  simple  uso  o  posesión  de  una 
cosa;  pero  es  entendido  que  hay  limitaciones 
expresas  también  y  que  éstas  no  involucran 
el  que  todos  los  casos  deben  especificarse. 

En  primer  lugar  aparece  la  prohibición  ab 
soluta  de  transar  sobre  la  calidad  de  hijo  y 
aunque  sea  permitida  una  transacción  sobre 
los  derechos  pecuniarios  consecuentes  de  la  fi- 
liación; esta  prohibición  contenida  en  el  Ar- 
tículo 162  del  Código  Civil,  separa  convenien- 
temente los  actos  originados  por  los  vínculos 
familiares  o  de  sociedad  y  los  vínculos  con- 
secuencial-económicos:  los  primeros  son  limi- 
tativos por  razones  de  orden  público  y  los  se- 
gundos son  libres,  porque  la  razón  es  particu- 
lar o  negociable. 

La  sucesión  es  voluntaria  y  en  su  deíento, 
es  legal;  como  consecuencia,  sólo  entra  la  le- 
gal para  el  caso  de  no  existir  un  testamento 
que  contenga  la  última,  expresa  y  fiel  volun- 
tad del  testador  para  adjudicar  sus  bienes  a 
personas  determinadas;  algo  más,  aun  el  tes- 
tamento es  mandato  que  se  perfecciona  con 
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la  muerte  del  testador,  época  que  le  da  su  efi- 
cacia jurídica  y  le  caracteriza  de  exigible; 
como  consecuencia,  mientras  no  ocurra  la 
muerte  del  testador,  nadie  es  heredero  y,  con 
mayor  razón,  no  existen  perspectivas  para  los 
llamados  a  una  sucesión  legal. 

Con  esos  fundamentos  el  legislador  dictó  el 
precepto  contenido  en  el  Articulo  1421  Códi- 
go Civil  que  establece:  Que  es  prohibido  todo 
contrato  sobre  el  derecho  de  suceder  a  quien 
no  ha  fallecido  y  ni  aun  con  el  consentimien- 
to de  éste  y  aunque  dió  a  entender  una  ex- 
cepción sobre  los  fallecimientos  ignorados,  tal 
excepción  se  subordina  a  la  declaración  de 
muerte  presunta.  Siendo  actos  prohibidos  ex- 
presamente, su  sanción  es  la  nulidad. 

Veníamos  hablando  de  las  prohibiciones  tá- 
citas mediante  preceptos  limitativos;  ahora 
encontramos  los  Artículos  1509  a  1513  del  Có- 
digo Civil,  que  son  meramente  facultativos; 
esto  implica  excepcionar  las  prohibiciones  o 
aclarar  las  limitaciones  contenidas  en  los  pre- 
ceptos legales  ya  comentados  con  anterioridad; 
pero,  no  obstante  que  son  principios  faculta- 
tivos, encontramos  que  las  infracciones  por 
extralimitacíón  de  facultades,  también  impli- 
can una  ilicitud  que  se  sanciona  con  la  nu- 
lidad. 

Del  tratado  de  las  mejoras  encontramos  el 
Artículo  1739  del  Código  Civil  que  establece 
la  nulidad  sobre  el  abono  de  mejoras,  cuan- 
do no  se  especifica  cuáles  son  esas  mejoras 
abonables  y  cuánta  será  la  mayor  cantidad 
que  puede  invertirse  en  ellas;  este  principióse 
funda  en  la  claridad  de  los  contratos  y  preci- 
samente por  no  existir  preceptos  particulares 
que  llenen  las  omisiones  de  los  pactos  parti- 
culares, se  opta  por  la  nulidad  o  invalidez. 

Finalmente,  se  encuentra  prohibido  el  co- 
mercio de  personas  y  en  forma  expresa  "la 
trata  de  blancas"  y  los  negocios  de  "escla- 
vitud"; las  infracciones  sobre  el  parti- 
cular no  solo  se  consideran  delitos,  sino  impli- 
can la  nulidad  de  hecho  de  cualesquiera  con- 
tratos que  infrinjan  esas  disposiciones;  estos 
son  verdaderos  contratos  insubsistentes;  y,  en 
dirección  a  los  bienes  jurídicos,  tenemos  las 
limitaciones  de  los  artículos  estancados  y  las 
prohibiciones  sobre  el  tráfico  del  opio. 

Sin  embargo,  con  respecto  de  las  personas, 
sabemos  que  hay  regulación  de  convenios  so- 
bre la  energía  posible  o  sea  los  contratos  de 
locación  de  servicios,  pero  siempre  bajo  el  con- 
cepto limitativo  a  solo  la  energía  posible,  nun- 
ca en  contra  la  libertad  de  las  propias  perso- 
nas y  a  todo  aquello  que  signifique  límite  en 
la  exteriorización  de  su  voluntad. 

Siguiendo  el  orden  del  Artículo  2365  Códi- 
go Civil,  tenemos  ahora  el  inciso  3o.  que  se 
refiere  a  los  casos  de  "Falta  de  Capacidad" 


y  congruente  con  los  requisitos  esenciales  de 
los  contratos  en  lo  que  determina  el  inciso  2o. 
del  Artículo  1406;  también  estas  son  meras  li- 
mitaciones por  i'azón  de  la  presunción  de  fal- 
ta de  voluntad  o  determinación  propia  para 
obligarse  o,  de  la  falta  de  determinación  aje- 
na para  obligarla. 

Tenemos  en  primer  lugar  el  tratado  de  los 
albaceas  a  quienes  el  testador  ordena  deter- 
minados actos  o  a  quienes  a  falta  de  órdenes 
expresas  del  testador,  las  leyes  confieren  ca- 
pacidad para  ciertos  actos  de  indispensable 
ejecución;  por  caducidad,  las  funciones  de  al- 
bacea  terminan  al  año  de  la  muerte  del  cau- 
sante o  al  satisfacer  los  encargos  recibidos  o 
determinados  por  la  ley;  como  consecuencia, 
todo  acto  fuera  de  las  facultades  y  limitacio- 
nes o  ejecutado  fuera  del  tiempo  indicado,  es 
nulo  por  falta  de  capacidad  en  el  albacea. 

Los  principios  anteriores  se  encuentran  cla- 
ramente definidos  en  los  Artículos  963,  964, 
971  y  973  del  Código  Civil.  Principiamos  por 
aquí  y  no  por  los  Artículos  6o.  al  15o.  del  Có- 
digo Civil  porque  tales  preceptos  ya  fueron  co- 
mentados en  el  tratado  de  excepciones  dila- 
torias y  porque,  hoy  tratamos,  además,  de  ca- 
sos particulares  de  falta  de  capacidad  para 
la  ejecución  de  actos  contractuales,  dos  cosas 
distintas  en  el  fondo. 

Al  llegar  al  tratado  de  los  contratos  en  ge- 
neral, encontramos  las  disposiciones  faculta- 
tivas y  limitativas  que  contienen  los  artículos 
1416  y  1417  del  Código  Civil,  que  dicen:  Que 
tienen  capacidad  para  contratar  quienes  no 
tienen  impedimento  legal,  cuyos  impedimentos 
se  hacen  consistir:  a)  Los  menores  de  edad; 
b)  Los  privados  de  la  administración  de  sus 
bienes  (interdictos);  y,  c)  Aquellos  a  quienes 
la  ley  prohibe  ciertos  contratos. 

Es  entendido  que  todo  contrato  ajustado 
por  dichas  personas,  se  tiene  como  nulo  pero 
de  las  calidades  de  insubsistencia  que  hemos 
comentado  al  principio  de  este  estudio  y  efec- 
tivamente no  puede  ser  de  otra  manera,  pues- 
to que  los  contratos  nacen  de  la  libre  volun- 
tad y  a  estas  personas,  por  presunción  o  por 
realidad,  se  les  considera  bajo  tutela  por  fal- 
ta de  la  libre  determinación. 

Por  el  mandato  se  confiere  la  representa- 
ción para  actos  generales  o  particulares,  pero 
las  leyes  exigen  facultades  especíalísimas  pa- 
ra ciertos  actos;  como  una  consecuencia,  la  ca- 
pacidad del  mandatario  o  apoderado  sólo  llega 
hasta  donde  fuere  facultado  o  hasta  donde 
las  leyes  admiten  la  representación  efectiva; 
exediéndose  de  las  facultades  conferidas  o  de 
las  legales,  sus  actos  son  nulos  por  falta  de 
capacidad.  Véanse  los  Artículos  2184,  2189, 
2190,  2191,  2204  Código  Civil  y  319  Decreto 
272  que  corresponde  al  2192  Código  Civil. 
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No  debe  pasarse  por  alto  que  también  las 
Infracciones  a  los  Artículos  669  y  686  del  De- 
creto 2009,  además  de  tenerse  por  nulas  con 
arreglo  al  tratado  de  las  prohibiciones,  con- 
tienen la  razón  fundamental  de  la  "falta  de 
capacidad"  como  que  los  bienes  concursados, 
desde  el  instante  que  principia  el  procedimien- 
to, pasan  bajo  la  custodia  del  Tribunal,  de  los 
Acreedores  o  de  las  personas  designadas  al 
efecto  y  ya  dijimos  que  el  concursado,  desde 
el  principio,  se  aparta  de  esos  bienes  hasta 
llegar  a  los  arreglos  o  conclusiones  legales  res- 
pectivas. 

Conforme  el  inciso  3o.  del  Articulo  2365  son 
nulos  los  actos:  "Cuando  el  que  se  obliga,  aún 
siendo  hábil  para  contratar,  no  observa  las 
formalidades  que  este  Código  e.xlge  para  la 
validez  de  la  obligación",  tratamos  del  Códi- 
go Civil;  aquí  encontramos  la  nulidad  del  se- 
gundo carácter  que  se  expuso  al  principio  de 
estos  estudios;  pero  es  entendido  que  en  esta 
nulidad  en  general  se  va  solo  a  las  constan- 
cias y  en  particular,  sólo  a  casos  taxativos. 

No  obstante  lo  anterior,  hay  constancias' 
que  pone.i  fin  a  los  mismos  actos  constatados 
y  precisamente  porque  no  admiten  reposición; 
por  ello  el  cuidado  de  los  Tribunales  ha  sido 
esmeradísimo  cuando  juzgan  de  esta  clase  de 
nulidades;  tenemos  por  ejemplo  los  testamen- 
tos en  que  no  se  observan  las  solemnidades 
prescritas  por  el  Articulo  22  del  Decreto  2010 
que  corresponde  al  849  del  Código  Civil,  que 
a  Tigor  del  Articulo  850  del  mismo  Código, 
son  nulos  a  excepción  de  los  casos  de  solem- 
nidad de  la  casa  y  sitio  en  que  se  otorga  y 
de  la  nacionalidad  del  causante,  que  se  esti- 
man secundarlas. 

Muerto  el  causante,  es  natural  que  no  ad- 
mita reposición  el  testamento,  porque  preci- 
samente el  otorgado,  aun  falto  de  solemnida- 
des, es  la  expresión  de  la  última  voluntad  y 
debe  notarse  que  muchas  de  las  solemnidades 
indicadas  no  son  inculpables  al  propio  testa- 
dor ni  menos  a  los  herederos  instituidos,  sino 
al  Notario  autorizante  que  por  ignorancia, 
negligencia  o  finalmente  por  malicia,  omitió 
llenar  dichas  solemnidades. 

El  mismo  caso  ocurre  con  los  testamentos 
cerrados,  con  la  sola  salvedad  que  aqui,  hay 
falta  de  formalidades  inculpables  al  otorgan- 
te, pues  a  él  compete  su  redacción  y  formali- 
zación;  algo  más,  la  formalidad  caracteristi- 
ca  de  dichos  testamentos  es  aparecer  en  la 
más  extricta  reserva  y  por  ello,  sobre  las  for- 
malidades de  su  formación  y  redacción,  se 
encuentran  las  de  su  conservación  y  apertu- 
ra: Las  de  su  formación  y  conservación  son 
defectos  que  pueden  llegar  a  la  nulidad,  como 
lo  establecen  los  Artículos  861  y  880  del  Có- 
digo Civil. 


Las  inscripciones  en  el  Registro  de  Inmue- 
bles son  nulas  bajo  dos  situaciones  alternati- 
vas y  dos  condiciones  determinantes:  Toda 
inscripción  debe  hacerse  circunstanciada  con- 
forme la  ley  y  debe  extenderse  con  exactitud; 
faltando  cualesquiera  de  esas  dos  situaciones, 
es  nula  si  es  de  tal  naturaleza,  la  omisión, 
que  induzca  a  error  o  cause  algún  perjuicio  a 
los  contratantes  o  a  un  tercero;  es  siempre 
una  falta  de  formalidad  que  anula  lo  verifi- 
cado, conforme  el  Articulo  1119  del  Código 
Civil. 

También  las  cancelaciones  en  el  Registro  de- 
ben sujetarse  a  determinadas  formalidades,  e 
indica  el  Articulo  1171  del  Código  Civil  las 
que  son  nulas,  asi:  Cuando  no  den  a  conocer 
la  inscripción  cancelada,  cuando  en  las  par- 
ciales no  conste  con  claridad  la  parte  del  in- 
mueble o  de  la  obligación  que  se  hayan  extin- 
guido o  desaparecido  y  la  parte  o  partes  que 
queden  subsistentes;  y  cuando  la  cancelación 
no  tenga  la  fecha  de  entrega  a  la  Institución, 
del  instrumento  que  contenga  la  decisión  de 
las  partes  o  un  mandato  judicial. 

Toda  transacción  debe  ajustarse  extricta- 
mente  a  los  requisitos  generales  y  a  sus  muy 
particulares  contenidos  en  el  Articulo  1834  del 
Código  Civil,  toda  infracción  sobre  el  parti- 
cular, implica  nulidad  de  acuerdo  con  el  Ar- 
tículo 1848  del  mismo  Código.  Es  digna  de 
considerar  la  diferencia  de  fundamento  para 
la  nulidad,  entre  el  contenido  de  las  leyes  ci- 
tadas y  del  Articulo  1847  relacionado  con  el 
inciso  lo.  del  2365,  ambos  del  Código  Civil. 

De  los  requisitos  esenciales  especialísimos 
de  la  transacción:  la  condición  de  dudosas  o  li- 
tigiosas en  los  bienes  transados  y  que  las  par- 
tes se  prometan,  cedan  o  den  algo  se  despren- 
de: Que  al  haber  infracción,  no  se  trata  de 
un  contrato  suceptible  de  reposición,  es  la  nu- 
lidad absoluta  y  como  consecuencia,  aunque 
hablamos  de  informalidades,  son  éstas  de  tal 
naturaleza  que  bien  pudieran  calificarse  de 
solemnidades  si  a  lo  exterior  nos  refiriéramos; 
por  ello  el  legislador  hizo  perfectamente  bien 
en  calificarlas  de  requisitos. 

Finalmente,  de  los  términos  en  que  está 
concebido  el  Artículo  2439  del  Código  Civil, 
venimos  a  cuenta  que  también  la  claridad  de 
la  redacción  de  los  contratos  se  considera  co- 
mo una  formalidad  sustancial  y  que  la  oscu- 
ridad o  ambigüedad  no  sólo  origina  la  nuli- 
dad por  prohibición,  sino  también  por  infor- 
malidad; ésto  último  parece  ser  la  mejor  in- 
terpretación que  debe  darse  a  ese  precepto. 

Hay  algunas  nulidades  relativas  contenidas 
en  el  Decreto  2154  o  sea  la  ley  del  Notariado, 
cuyas  nulidades  se  razonan  con  la  falta  de 
formalidad:  léanse  para  el  caso,  los  Artículos 
12,  22,  24,  25,  73  y  74  de  dicha  ley;  en  ella 
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misma  se  habla  de  la  nulidad  de  los  testimo- 
nios y  la  reposición  de  éstos  con  simples  san- 
ciones de  multa  para  el  Notario,  asi  como  tang-. 
bién,  de  la  nulidad  de  las  constancias,  escri- 
turas, auténticas  o  actas  Notariales;  pero  todo 
admite  reconstrucción  de  ios  hechos  y  como 
consecuencia,  sólo  afectan  las  formas  exterio- 
res, no  así  el  fondo  de  los  mismos  contratos. 

Pasando  a  los  incisos  5o.  y  6o.  del  Articulo 
2365  Código  Civil,  encontramos  la  congruen- 
cia respectiva  con  el  inciso  lo.  del  Articulo 
1406,  del  mismo  Código;  en  efecto,  el  último 
prescribe  el  Consentimiento  de  las  partes  co- 
mo requisito  esencial  de  los  contratos,  pues 
efectivamente  los  contratos  tienen  su  origen 
en  la  voluntad  manifiesta  y  libre  determina- 
ción de  los  capaces;  seguidamente  los  Artícu- 
los 1407  a  1414  del  mismo  Código  determinan 
los  llamados  "Vicios  del  Consentimiento"  y  fi- 
nalmente, los  incisos  5o.  y  6o.  del  2365,  deter- 
minan la  sanción  de  nulidad  para  las  defini- 
ciones o  infracciones  respectivas. 

Si  los  contratos  tienen  su  origen  en  la  libre 
determinación  o  manifestación  externa  de  la 
voluntad,  el  consentimiento  o  manera  de  obli- 
garse, es,  sobre  requisito  esencial  de  los  con- 
tratos, el  medio  o  modo  de  llegar  a  los  pac- 
tos o  convenios;  en  esa  situación,  el  error  que 
concurre  a  desnaturalizar  la  sustancia  que  sir- 
ve de  objeto  al  contrato  o  que  desnaturaliza 
la  causa  del  propio  contrato,  no  puede  justi- 
ficarse en  forma  alguna,  conduce  a  la  nulidad. 

El  dolo,  como  cualquier  sujestión  o  artifi- 
cio empleado  para  inducir  a  error  o  mantener 
en  él  a  alguno  de  los  contratantes  y  con  el  fin 
de  que  preste  su  consentimiento  en  un  contra- 
to o  para  que  eluda  el  cumplimiento  de  uno 
ya  contraído,  es  una  forma  de  astucia  y  frau- 
de, no  penados  por  las  leyes  del  crimen,  pero 
como  era  natural,  si  no  podía  llegarse  a  los 
delitos,  tampoco  podía  justificarse  como  me- 
dio de  llegar  a  exigibilidades  contractuales; 
pero  requiere  dos  condiciones:  a)  Que  sea  de 
tal  naturaleza  que  sin  él  no  se  hubiera  cele- 
brado el  contrato;  y,  b),  que  debe  probarse 
o  justificarse  convenientemente. 

Las  amenazas  sobre  un  mal  grave  en  la 
persona,  en  la  de  su  cónyuge,  ascendientes  o 
descendientes  o  con  la  pérdida  de  parte  o  todo 
del  patrimonio,  hechas  con  el  fin  de  obligar 
a  la  celebración  de  un  contrato,  se  califican 
jurídicamente  como  Fuerza  o  Violencia,  y  se 
tienen  como  vicios  que  invalidan  el  consenti- 
miento, por  la  misma  razón  de  la  libertad  de 
acción  y  voluntad  manifestada  con  exponta- 
neidad. 

Los  incisos  lo.  y  2o.  del  Artículo  1852  Códi- 
go Civil,  sólo  son  complementos  innecesarios 
a  lo  anteriormente  dicho;  en  efecto,  no  hay 
razón  para  que  las  transacciones  tuvieran  un 


capitulo  especial  sobre  nulidad  con  fundamen- 
to en  los  vicios  del  consentimiento,  si  para  el 
L-aso  se  les  estima  como  contratos;  la  repeti- 
ción nada  significa  que  no  sea  una  redun- 
dancia. 

En  lo  que  respecta  al  Articulo  1860,  que  dice: 
"La  apuesta  es  nula  y  no  produce  obligación, 
cuando  la  parte  que  gana  sabía  con  certeza 
el  hecho  presentado  como  eventual  y  lo  ocul- 
tó"; es  otra  repetición  de  lo  indicado,  pues  al 
haber  ocultación  de  realidad,  efectivamente  se 
está  procediendo  con  dolo  e  induciendo  a  otro 
a  un  error  por  medio  de  la  ocultación  de  ver- 
dad conocida  de  antemano;  pero  en  todo  caso 
es  nulidad  por  vicio  de  consentimiento. 

En  iguales  condiciones  que  el  Articulo  ante- 
rior, encontramos  al  1873  Código  Civil  que  se 
refiere  a  la  nulidad  del  contrato  de  seguro 
cuando  el  asegurado  sabe  la  pérdida  de  la 
cosa  o  el  asegurador  sabe  que  ha  pasado  el 
riesgo  antes  de  concluirse  o  suscribirse  el  con- 
trato; el  consentimiento  se  encuentra  viciado 
por  el  dolo  de  quien  indujo  a  error  mediante 
ocultación  de  antecedentes  conocidos. 

Por  último,  tenemos  el  inciso  7o.  del  Ar- 
ticulo 2365  que,  congruente  con  el  inciso  4o. 
del  Articulo  1406,  ambos  del  Código  Civil,  de- 
termina la  nulidad  de  los  contratos  "cuando 
no  exista  causa  para  obligarse"  cuyo  comen- 
tario se  hace  un  tanto  dificultoso  por  la  dis- 
paridad de  criterios  que  informa  a  los  auto- 
res sobre  lo  que  debe  llamarse  causa  justa 
o  simplemente  causa  para  después  calificarla 
de  justa,  injusta  o  falsa. 

De  lo  leído,  sobre  el  particular,  hemos  en- 
tresacado que  la  causa  en  los  contratos  debe 
interpretarse  como  el  fin  principal  para  obli- 
garse, la  realidad  o  efectividad  de  los  motivos 
que  inducen  a  contratar,  la  necesidad  o  el  in- 
terés sobre  el  contrato  a  celebrarse,  o  el  ob- 
jeto perseguido  al  obligarse;  dentro  de  esa 
sencillez  creemos  que  se  encuentra  lo  que  se 
denomina  causa;  ahora,  sus  calificativos  de 
justa,  injusta  o  de  falsa,  descansan  en  que  no 
exista  prohibición  sobre  determinadas  obliga- 
ciones o  contratos,  de  que  se  infrinjan  prohi- 
biciones o  limitaciones  o  finalmente,  que  se 
tergiverse  la  verdad  de  una  intención  positiva 
por  una  manifestación  externa  distinta  del 
original. 

La  causa  es  de  origen  en  la  misma  natura- 
leza de  las  obligaciones  "dar,  hacer  o  no  ha- 
cer", si  se  dá  algo  debe  recibirse  y  si  se  hace 
o  no  se  hace,  siempre  hay  algo  reflejo:  o  se 
hace  lo  ya  preestablecido  por  algo  que  en 
cambio  se  recibió  o  no  se  hace  en  virtud  de 
algo  que  también  ya  se  había  recibido  o  está 
por  recibirse;  de  todas  maneras,  las  obliga- 
ciones nacen  de  una  relación  directa  de  dar 
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y  recibir;  su  misma  definición  lo  establece; 
como  consecuencia,  al  haber  una  obligación 
sin  equivalencia,  la  causa  no  existe. 

Algo  más,  si  la  causa  proviene  de  una  li- 
mitación o  prohibición  legal,  es  injusta  o  ili- 
cita,  se  tiene  como  inexistente;  o  si  la  varia- 
ción de  intentos  y  finalidades  la  califican  de 
falsa,  con  cuanta  mayor  razón  debe  conside- 
rarse su  inexistencia;  a  ese  respecto  encon- 
tramos las  prescripciones  del  Articulo  1422  Có- 
digo Civil,  que  dice  expresamente:  "Es  nulo 
el  contrato  celebrado  sin  haber  causa,  o  con 
una  causa  falsa  o  ilícita",  pero  esa  —  o  —  no 
implica  equivalencia  de  los  términos  o  que 
sean  sinónimos,  son  dos  calificativos  distin- 
tos, aunque  concurren  a  un  mismo  efecto:  la 
nulidad. 

Del  tenor  del  Articulo  1030  Código  Civil,  apa- 
rece: Que  la  partición  hecha  con  un  falso  he- 
redero es  nula  en  lo  que  a  él  respecta  y  cuan- 
do su  personalidad  perjudique  a  otros  intere- 
sados; tal  redacción  tiene  una  aparente  condi- 
ción insustancial,  pues  si  hay  un  heredero  fal- 
so, por  ese  solo  hecho  la  partición  debe  ser 
nula  y  sin  necesidad  que  perjudicara  a  un  ter- 
cero no  participe  y  también  es  curioso  que  se 
tenga  por  nula  solo  respecto  del  falso  here- 
dero. 

La  partición  es  reparto  y  como  tal,  debe 
comprender  toda  la  masa  a  partirse,  sea  de 
concurso,  sea  hereditaria  o  sea  simplemente 
de  bienes  comunes:  la  intervención  de  un  fal- 
so heredero  debe  interpretarse  como  la  "ad- 
judicación", a  un  titulo  cualquiera,  que  se  hace 
a  determinada  persona  y  por  alguna  razón  o 
causa  justificable;  el  tercero  perjudicado  se- 
ria un  problema  encontrarlo,  porque  si  se 
tratara  de  deudas  de  la  mortual,  éstas  quedan 
excluidas  desde  el  instante  que  deben  liqui- 
darse como  cuestión  previa. 

Si  los  otros  interesados  de  que  habla  ese 
Articulo  son  los  mismos  herederos,  seria  un 
caso  muy  curioso,  puesto  que  toda  partición 
se  hace  con  consentimiento  expreso  o  presun- 
to de  todos  los  copartícipes  o  copropietarios  o 
finalmente  coherederos  declarados  judicial- 
mente; ahora,  si  posterior  a  la  declaratoria 
aparece  la  condición  de  "falso  heredero"  la 
partición  no  la  creemos  nula,  sino,  la  parte  ad- 
judicada al  "falso  heredero"  vuelve  a  la  masa 
y  se  distribuye,  como  ampliación,  entre  los  le- 
gítimos. 

Debe  notarse  también,  que  de  conformidad 
con  las  leyes,  antes  de  saberse  cuál  es  la  masa 
partible,  se  hace  la  debida  separación  de  los 
bienes  afectos  a  cubrir  el  pasivo  de  las  mor- 
tuales y  como  consecuencia,  la  adjudicación 
de  uno  o  más  bienes  con  cargo  a  satisfacer  el 
pasivo,  no  implica  el  carácter  de  heredero  al 


adjudicatario  con  tal  encargo,  se  define  una 
obligación  ignominada:  Doy  para  que  des,, 
que  equivale  a  damos  para  que  pagues. 

Sin  embargo,  creemos  que  la  intención  del 
legislador  fué  la  de  los  "falsos  herederos"  cu- 
ya condición  aparece  después  de  verificadas 
las  adjudicaciones  y  que  los  interesados,  de- 
ben ser  precisamente  los  otros  herederos  co- 
partícipes: finalmente,  la  nulidad  que  se  pre- 
establece es  de  las  denominadas  de  hecho 
porque  no  requieren  intervención  judicial,  sal- 
vo para  la  ampliación  de  porciones  heredita- 
rias cuando  haya  menores  de  edad  entre  los 
copartícipes. 

En  lo  que  respecta  a  las  transacciones,  tam- 
bién hay  nulidad  por  falta  de  causa  justa  o 
por  causa  falsa:  a)  Cuando  se  hace  sobre 
constancias  nulas  y  no  se  revalidan  mediante 
la  insistencia  en  su  contenido:  b)  Cuando  se 
hacen  sobre  constancias  o  documentos  que  re- 
sultan falsos:  y,  c)  Cuando  recaen  sobre  cues- 
tiones resueltas  en  sentencias  firmes  de  las 
cuales  no  tenían  conocimiento  las  partes;  es- 
to aparece  de  los  incisos  3",  4"  y  5"  del  Ar- 
tículo 1852  del  Código  Civil. 

En  la  tercera  fracción  de  dicho  precepto  se 
encuentra  la  nulidad  condicional,  no  sólo  pa- 
ra que  pueda  fundarse  en  la  causa  falsa,  sino 
para  calificarla  de  vicio  en  el  consentimiento 
por  dolo,  en  el  caso  de  que  la  sentencia  sea 
del  conocimiento  de  uno  de  ellos  y  sobre  co- 
nocida le  aparezca  perjudicial  o  gravosa;  y, 
algo  más,  siendo  desconocida  por  ambos,  siem- 
pre aparece  el  vicio  del  consentimiento  por 
error  sustancial  ya  que,  de  ser  conocida  la 
resolución  del  litigio,  ninguna  transacción  se 
hubiera  suscrito  por  el  favorecido  con  ella. 

Finalmente,  de  conformidad  con  el  Artícu- 
lo 1834  del  Código  Civil,  una  de  las  condicio- 
nes para  poderse  transar,  es  que  las  cosas  o 
derechos  sobre  que  se  transige,  sean  dudosas 
o  litigiosas;  habiendo  sentencia  firme,  las  du- 
das no  existen  a  rigor  de  principios  jurídicos, 
si  tal  fallo  procede  de  un  juicio  plenario  o 
declarativo;  pues  de  ser  un  juicio  interino,  la 
transacción  la  creemos  válida  y  procedente; 
pero  esta  nulidad  sería  con  fundamento  en  las 
infracciones  a  los  principios  limitativos  y  pro- 
hibitivos, no  por  falta  de  causa  o  por  causa 
falsa. 

Los  Seguros  se  encuentran  comprendidos 
dentro  de  las  determinaciones  de  los  Artículos 
1871,  1872  y  1889  del  Código  Civil,  y  especial- 
mente en  esos  artículos  se  especifica  las  de- 
claraciones que  corresponden  a  cada  parte  con- 
tratante, asegurador  y  asegurado;  si  en  esas 
declaraciones  se  falta  a  la  verdad,  indiscuti- 
blemente se  preestablece  una  causa  falsa,  un 
error  o  vicio  del  consentimiento  que  es  cense- 
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cuente  de  la  misma  causa;  de  ahí  que,  el  Ar- 
tículo 1892  del  mismo  Código,  establezca  la  nu- 
lidad para  los  seguros  de  esta  naturaleza. 

Ahora,  la  verdad  debe  ser  conocida  con  an- 
ticipación, pues  de  no  serlo  caemos  en  el  sim- 
ple error  como  vicio;  por  ello  el  mismo  articu- 
lo citado,  establece  la  condición  especialísima 
de  que  se  incurra  en  falsedad  "a  sabiendas", 
dando  a  entender  el  dolo  en  las  manifesta- 
ciones del  asegurado  o  la  misma  circuntsan- 
cia  respecto  del  asegurador;  en  todo  caso,  lle- 
nada la  condición  se  dice  que  hay  nulidad  de 
derecho  y  es  de  un  carácter  absoluto. 

De  las  prescripciones  contenidas  en  el  Ar- 
tículo 2247  Código  Civil,  sólo  encontramos  ra- 
zonable la  excepción,  pues  si  una  obligación 
no  es  civilmente  válida,  no  hay  razón  para 
obligar  al  principal  ni  menos  al  fiador,  quien 
garantiza  el  cumplimiento  subsidiario  del  deu- 
dor: le  sustituye  en  toda  la  palabra;  dicha  ex- 
cepción, dice:  que  si  la  nulidad  procede  de  in- 
capacidad del  deudor  y  esta  incapacidad  era 
conocida  del  fiador,  la  obligación  es  efectiva  o 
exigible  en  toda  su  extensión. 

Lo  que  contiene  este  precepto  lo  creemos 
natural,  lógico  y  jurídicamente  aceptable, 
puesto  que  en  tal  caso,  el  fiador  desde  que 
admite  o  adquiere  la  obligación  a  sabiendas 
de  la  incapacidad  de  su  fiado  o  deudor,  lo 
hace  para  sí  y  con  conocimiento  perfecto  de 
sus  responsabilidades,  suscribe  los  compromi- 
sos; el  acreedor  no  procede  de  mala  fe,  sino 
por  el  contrario,  contrata  directamente  con  el 
fiador. 

Respecto  del  fiado  o  deudor  la  nulidad  es 
efectiva  y  sostenible  desde  el  instante  que  es 
requisito  esencial  de  los  contratos,  la  capa- 
cidad efectiva  que  significa  la  personalidad 
jurídica  en  cierto  sentido;  pero  siguiendo  el 
criterio  anterior,  esa  nulidad  es  relativa  y  li- 
mitada sólo  en  lo  que  respecta  al  incapaz  y 
del  conocimiento  de  esa  incapacidad,  nace  la 
causa  justa  con  respecto  del  fiador,  quien,  co- 
mo ya  se  dijo,  no  se  obliga  por  o  para  otros  si- 
no para  si  mismo  y  en  favor  del  acreedor  po- 
sitivo. 

Hemos  procurado  comentar  los  incisos  de 
que  se  compone  el  Artículo  2365  Código  Civil 
y  con  ese  comentario,  nos  fuimos  haciendo  las 
relaciones  pertinentes  con  las  nulidades  espe- 
cificas que  pudimos  entresacar  del  articulado 
del  mismo  Código;  y  antes  de  concluir,  que- 
remos hacer  un  resumen  sobre  la  teoría  gene- 
ral y  para  que  aparezca  nuestro  criterio  con 
respecto  a  la  diversidad  de  posiciones  en  que 
los  autores  toman  fundamento  para  clasificar 
las  nulidades. 

En  primer  lugar,  creemos  que  sólo  son  ad- 
misibles dos  posiciones  con  respecto  de  la  sig- 
nificación de  "Nulidad  absoluta  y  nulidad  re- 


lativa", a  saber:  a)  La  que  afecta  al  acto  en 
si  y  sus  accesorios  o  complementos;  es  abso. 
luta:  Y,  la  que  afecta  sólo  a  los  accesorios  o 
complementos,  es  relativa:  b)  La  que  afecta  a 
los  actos  y  las  constancias  respectivas,  es  ab- 
soluta y,  la  que  simplemente  afecta  las  cons- 
tancias o  documentos,  dejando  los  actos  in- 
tocables, es  relativa. 

La  nulidad  no  es  sinónimo  de  insubsisten- 
cia,  esta  última  es  consecuencia  indefectible 
de  aquella  cuando  es  absoluta  o  es  condición 
esencial  de  un  acto;  esa  esencialidad  tiene  dos 
características:  a)  Que  no  requiere  declara- 
ción judicial:  Y,  b)  Que  la  invalidez  del  acto 
provenga  de  una  causa  común  e  imputable  a 
los  contratantes  sin  distinción,  pero  cuya  cau- 
sa debe  justificarse  judicialmente  para  obte- 
ner declaración  al  respecto. 

Ejemplo  típico  de  la  insubsistencia  del  tipo 
(a)  es  el  contenido  de  los  Artículos  2349  y 
2350  del  Código  Civil  que  establecen  con  cla- 
ridad, que  el  mutuo  disenso  o  rescición  volun- 
taria se  tiene  "por  no  hecho"  respecto  de  un 
tercero  perjudicado  puesto  que  la  invalidación 
de  los  contratos  compete  a  las  partes  contra- 
tantes y  no  a  terceros:  que  no  tiene  razón  al- 
guna invalidar  un  acto  que  siempre  conserva 
su  fuerza  legal  respecto  de  los  propios  con- 
tratantes. 

También  es  típico  de  la  insubsistencia  de  la 
misma  clase,  el  contenido  del  Artículo  242  del 
Decreto  272  o  sea  el  correspondiente  al  1451 
del  Código  Civil,  cuando  dice  que  se  tienen  por 
no  puestas  las  condiciones  imposibles  y  las 
contrarias  a  las  leyes  o  buenas  costumbres; 
pero  entendido  de  que  tales  condiciones  se 
tengan  o  consideran  como  simples  accesorios 
o  complementos  de  una  obligación  principal 
que  define  la  causa  justa  respectiva. 

La  falta  de  capacidad  común  de  los  contra- 
tantes, como  en  el  caso  de  obligaciones  entre 
menores  o  de  incapaces  declarados  en  inter- 
dicción; en  el  caso  de  error  común  en  el  con- 
sentimiento; error  común  en  la  cosa  cierta,  o 
variación  inocente  de  la  causa:  estos  son  ca- 
sos de  insubsistencia  del  tipo  (b)  tanto  por 
que  requieren  la  intervención  judicial  para  que 
haya  declaración  en  determinados  casos,  para 
el  conocimiento  y  justificación  de  los  extre- 
mos respectivos,  como  porque  puede,  llegado 
el  caso,  revalidarse  en  cuanto  la  causa  común 
sea  conocida  y  mediante  reiteración  o  ratifi- 
cación de  voluntades. 

Debe  advertirse  que  hay  error  en  aplicar 
los  principios  de  prescripción  a  los  casos  de 
insubsistencia,  pues  la  prescripción  en  este 
aspecto  se  asimila  a  la  rescición,  porque  recae 
sobre  actos  válidos  y  efectivos  y  nunca  sobre 
los  que  no  podían  ni  siquiera  nacer,  menos 
tener  vida  jurídica  aceptable;  nótese  además 
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que  la  prescripición  es  no  sólo  forma  de  ex- 
tinción que  obligaciones  sino  con  más  reali- 
dad juiídica:  forma  de  quitar  la  exigibilidad 
caracteristica  de  los  contratos  y  hablamos  de 
que  la  insubsistencia  recae  sobre  actos  o  con- 
tratos inexigibles. 

Finalmente,  la  nulidad  de  las  constancias, 
sean  documentos  auténticos  o  públicos,  sólo 
implica  la  REPOSICION  de  ellas  y  a  costa  de 
los  Funcionarios  o  de  los  Notarios,  respecti- 
vamente, que  causaron  la  propia  nulidad;  los 
actos  quedan  perfectos  a  condición  de  forma- 
lizarlos nuevamente.  No  debe  confundirse  la 
nulidad  con  la  rescición,  ni  menos  con  la  fal- 
sedad como  ya  se  dijo  y  se  dirá  oportunamente. 

—III— 

Entramos  ahora  al  estudio  de  las  diversas 
formas  jurídicas  de  obtener  la  NULIDAD;  es- 
tas formas  son  de  tres  clases:  1' — Acción;  2' — 
Contraaeción;  y,  3' — Recurso — .  Como  al  prin- 
ciopio  de  estos  estudios  (Primera  Parte)  di- 
mos las  generalidades  sobre  lo  que  significa 
acción,  ahora  nos  concretamos  a  particulari- 
zar el  criterio  sobre  la  acción  neta  de  nulidad. 

1'  —  Como  sólo  en  la  forma  ordinaria  se 
pueden  obtener  resoluciones  declarativas  que 
informen  el  concepto  jurídico  de  "Cosa  Juz- 
gada" o,  sólo  mediante  agotar  discuciones  ple- 
narias  por  todos  los  trámites  que  preestable- 
cen las  leyes  se  puede  fundamentar  un  fallo 
que  revalide  o  invalide  los  actos  o  sus  cons- 
tancias; es  incuestionable  que  la  verdadera 
acción  de  nulidad  es  ORDINARIA  de  las  com- 
prendidas en  los  Títulos  I,  y  II  del  Libro  II 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil. 

Pero  es  entendido  que  esta  acción  para  que 
sea  pura  y  sin  acondicionamientos  se  requiere 
que  nazca  con  anterioridad  a  toda  acción  que 
tienda  a  la  efectividad  o  exigibilidad  de  los 
actos  o  constancias  sobre  las  que  recae  la  nu- 
lidad; el  por  qué  de  esta  condición  es  simple 
y  razonable,  desde  luego  que  tal  acción  pue- 
de informar  fundamento  de  "Litis"  o  de  "Co- 
sa Juzgada"  si  ya  fué  resuelta  en  sentencia 
firme  y  le  es  aplicable,  sobre  todo  en  el  caso 
de  "Litis",  la  suspensión  del  nuevo  juicio  has- 
ta que  éste  quede  resuelto. 

Respecto  de  la  Prescripción,  también  adquie- 
re caracteres  importantísimos,  puesto  que  es 
aceptable  o  no,  según  provenga  de  nulidad 
simple  o  propiamente  dicha  o  de  insubsisten- 
cia; o  finalmente,  que  haya  transcurrido  el 
término  respectivo,  habiendo  diferencia  con  la 
contraacción,  como  se  verá  oportunamente. 

Hicimos  la  advertencia  de  que  ésta  acción 
sea  ejercitada  con  anterioridad  a  la  de  efecti- 
vidad o  de  exigibilidad,  porque  de  ser  poste- 


rior, adquiere  los  caracteres  de  una  contraac- 
ción y  en  ese  caso,  no  llega  a  "Litis"  ni  "Cosa 
Juzgada"  sino  talvez,  con  algunas  dudas  al 
respecto,  a  una  excepción  de  "Falta  de  Cum- 
plimiento de  la  condición  a  que  está  sujeta  la 
acción  intentada",  cuya  condición  podia  ha- 
cerse descansar  en  la  ineficacia  o  eficacia  dis- 
cutida de  la  efectividad  de  los  actos  o  cons- 
tancias. 

2» — La  contraacción  la  encontramos  varia- 
ble o  divisible,  asi;  a)  Cuando  es  una  acción 
independiente  pero  sobre  actos  o  constancias 
cuya  exigibilidad  ya  se  formalizó  en  juicio; 
éste  es  el  caso  del  párrafo  anterior  y  sólo 
le  agregamos,  que  no  lleva  como  condición 
suspender  el  trámite  de  la  otra  acción,  sino 
es  "Acumulable"  y  bien  sabemos  que  los  efec- 
tos de  "Litis"  y  de  "Acumulación"  son  dife 
rentes,  o  al  menos  asi  los  consideramos  nos- 
otros. 

b)  Cuando  se  persigue  la  nulidad  al  tomar 
conocimiento  de  la  acción  que  exige  las  obli- 
gaciones a  cuya  invalidación  se  tiende;  és- 
te es  el  caso  de  las  contrademandas  y  que 
transforman  los  juicios  de  simples  a  dobles  y 
por  su  naturaleza  no  toman  ni  las  modalida- 
des de  la  "Acumulación"  ni  mucho  menos  las 
de  la  "Litis":  son  imputaciones  reciprocas  de 
las  partes  y  que  se  resuelven  en  una  sola  sen- 
tencia. 

Esta  es  la  modalidad  más  frecuentemente 
confundida  con  la  significación  jurídica  de 
"Excepción"  pero  nótese  que  en  ningún  caso 
representa  ser  una  defensa,  cuya  es  la  carac- 
terística de  las  excepciones;  es  una  verdadera 
acción  en  contra  de  otra;  son  imputaciones 
reciprocas  pero  de  diversa  índole  aunque  con- 
curran a  la  finalidad  de  condena  o  absolu- 
ción; y  debe  fijarse  la  atención  en  que  la  nu- 
lidad no  siempre  es  fundamento  de  la  abso- 
lución, por  la  concurrencia  de  otras  justifica- 
ciones y,  si  llega  a  serlo,  es  por  la  ausencia 
de  las  otras  o  por  ser  de  típica  insubsistencia. 

En  efecto:  Si  la  nulidad  es  el  único  funda- 
mento de  la  absolución  de  la  otra  demanda  o 
acción,  aunque  aparentemente  se  significa  co- 
mo defensa,  sus  fundamentos  son  muy  otros  y 
de  diversa  índole  de  la  naturaleza  del  cumpli- 
miento o  de  la  pérdida  de  la  exigibilidad,  que 
es  el  fundamento  jurídico  de  todas  las  excep- 
ciones perentorias  o  perpetuas  del  primer  gru- 
po y,  entre  la  naturaleza  del  segundo,  no  pue- 
de catalogarse,  porque  éste  se  informa  de  las 
que  niegan  el  derecho. 

En  realidad,  las  excepciones  tienden  a  pre- 
establecer la  extinción  de  perfectas,  válidas  y 
efectivas  obligaciones  anteriores  y  como  con- 
secuencia, los  actos  nulos  que  nunca  engen- 
dran obligaciones,  no  pueden  llegar  a  esa  si- 
tuación o  condición  jurídica  de  extinguirse; 
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luego,  si  bien  hay  excepciones  que  niegan  la 
existencia  de  un  derecho  o  de  las  obligaciones 
reflejas  de  ese  derecho,  hay  variación  de  con- 
ceptos, aunque  no  en  todos  los  casos,  respec- 
to de  la  invalidez  o  invalidación  de  determina- 
dos actos. 

A  rigor  de  principios  fundamentales  la  dife- 
rencia de  contraacción  de  nulidad  con  el  con- 
cepto nulidad  o  invalidez  e  invalidación,  es  al- 
go difícil  aunque  comprensible;  sin  embargo, 
esa  diferenciación  desde  el  punto  de  vista  for- 
mal, es  lo  suficientemente  clara  y  por  ello  pre- 
ferimos ese  punto  de  vista  para  estos  estu- 
dios, sin  perjuicio  de  las  relaciones  corres- 
pondientes que  nacen  al  exponer. 

Efectivamente,  las  excepciones  no  tienen 
más  formalidad  que  oponerlas  en  tiempo  y 
muchas  de  ellas  sólo  requieren  ser  insinuadas, 
ni  siquiera  hay  obligación  de  presentarlas  co- 
mo expresas,  como  por  ejemplo:  No  se  ne- 
cesita decir  categóricamente  "opongo  excep- 
ción de  pago",  sobra  con  decir  "si  bien  es  cier- 
to que  debía  la  cantidad  que  se  me  demanda, 
dicha  cantidad  la  entregué  al  demandante  en 
tal  época  o  en  tal  condición". 

Nótese  que  si  bien  la  prueba  de  las  excep- 
ciones corresponde  al  interponente,  no  Ijay 
principio  expreso  en  nuestras  leyes  que  mande 
enumerar  o  enunciar  las  pruebas  a  rendirse, 
ni  siquiera  obliga  a  ofrecer  que  se  probaran 
los  extremos  de  las  excepciones  opuestas; 
tampoco  requieren  relación  de  "hechos"  ni  es- 
pecificación de  "puntos  de  derecho"  en  que  ta- 
les excepciones  se  fundan,  el  derecho  obliga- 
torio es  simplemente  el  ordenado  en  los  prin- 
cipios generales  de  todo  memorial  dirigido  a 
los  Tribunales  de  Justicia,  pero  no  hay  precep- 
to sobre  el  particular. 

Ahora,  ¿seria  aceptable  una  impugnación 
de  nulidad  sin  llenar  los  requisitos  de  exposi- 
ción de  hechos,  especificación  del  derecho  en 
que  se  funda,  proposición  de  pruebas  concretas 
y  enumeradas  en  detalle  y  pedimento  formal?; 
tenemos  la  creencia  absoluta  de  que  toda  res- 
puesta debe  ser  negativa;  he  aquí  porque  la 
nulidad  como  contraacción  no  es  defensa  sino 
una  acción  en  contrademanda,  la  cual  debe 
ajustarse  a  los  principios  establecidos  en  los 
Artículos  81,  229  y  230  del  Decreto  2.009  o  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

Al  tratar  de  las  excepciones  en  general,  al- 
gunos autores  dicen  que  son  contraacciones  y 
naturalmente,  ese  dicho  nos  puede  confundir 
y  obligar  a  la  creencia  de  que  la  nulidad  co- 
mo una  contraacción  equivale  a  una  excep- 
ción; no  puede  negarse  que  los  autores  tienen 
razón,  pero  esa  Tazón  es  condicional,  puesto 
que  ellos  mismos  indican  que  tiende  a  la  "de- 
fensa"; luego,  si  le  quitamos  a  la  nulidad  la 


225 


condición  de  defensa,  no  llega  a  constituir  ex- 
cepción, sino  siempre  es  una  real  y  verdadera 
acción. 

Esta  diferenciación  es  importantísima  por 
las  razones  que  siguen:  a)  Aun  habiendo  jui- 
cio concluido  con  sentencias  de  carácter  firme 
o  que  informan  cosa  juzgada,  si  tales  juicios 
no  tuvieron  como  fin  la  discución  de  la  nuli- 
dad de  determinados  actos  o  documentos  y 
aun  habiendo  servido  éstos  como  medios  pro- 
batorios y,  habiendo  diversidad  de  acciones  y 
finalidades,  la  cosa  juzgada  no  cabe  sobre  una 
nulidad  propuesta  con  posterioridad:  b.)  La 
nulidad  de  los  actos  o  de  los  documentos,  no 
prescribe  aún  cuando  le  haya  corrido  el  tér- 
mino respectivo,  mientras  no  se  ejercite  una 
acción  de  exigibilidad  de  los  actos  o  documen- 
tos sobre  que  recae  la  nulidad  impugnada. 

Hay  pues,  una  contraacción  de  nulidad  en 
forma  de  contrademanda  que  forma  dobles  los 
juicios  y  cuya  presentación  debe  ajustarse  a 
los  requisitos  y  condiciones,  así  como  a  las 
formalidades  de  toda  demanda  y  debemos 
agregar,  que  esta  contraacción  no  admite  ex- 
tinguirse por  prescripción,  mientras  no  se  haya 
planteado  la  demanda  o  acción  que  la  motive; 
y  que  no  teniendo  por  condición  la  defensa,  si- 
no el  ataque,  no  es  una  excepción  en  el  senti- 
do jurídico  pero  si  en  su  apreciación  general; 
en  su  apreciación  particular,  hay  casos  en  que 
admite  prescripción  y  como  consecuencia,  es- 
ta es  otra  característica  diferencial  con  las 
excepciones,  porque  éstas  en  ningún  caso  pres- 
criben. 

Decimos  de  casos  particulares  de  prescrip- 
ción admisible  y  efectivamente  que  los  hay, 
no  obstante  la  regla  general  que  apuntamos; 
estos  casos  pueden  ser:  1' — Cuando  la  acción 
original  recae  sobre  contratos  de  vicio  unila- 
teral, es  decir  que  no  llegan  a  la  verdadera 
nulidad  por  insubsistencia;  2- — Cuando  el  vi- 
cio unilateral  fuera  reconocido  y  subsanado 
mediante  reiteración  o  ratificación  posterior; 
y  3° — Cuando  con  vicio  subsanado,  se  tuvo  co- 
nocimiento, mediante  interrupciones  de  la  pres- 
cripción, de  la  acción  original. 

Estos  principios  descansan  en  la  equidad  y 
justicia  razonables,  toda  vez  que  la  prescrip- 
ción para  estos  casos  seria  común  entre  las 
partes  que  discuten,  es  decir:  que  siendo  ad- 
misible la  prescripción  para  la  acción  origi- 
nal, lo  debe  ser  para  la  acción  consecuencia! 
o  a  la  inversa,  de  ser  inadmisible  para  el  uno, 
lo  debe  ser  para  el  otro,  pero  sin  diferencia-  . 
ción  de  términos  o  plazos  para  las  diversas 
prescripciones. 

La  contraacción  como  contrademanda  sólo 
es  admisible  al  contestar  la  respectiva  y  den- 
tro del  término  legal;  en  caso  de  encaminarse 
como  una  acción  separada,  es  fundamento  de 
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suspensión  dol  ordinario  de  exigibilidades,  en 
íorma  y  como  consecuencia  de  "Litis";  y  fi- 
nalmente, esta  forma  de  contraacción  debe  di- 
rijirse  contra  los  actos  o  los  documentos  cons- 
tancias, ya  en  demanda  separada  o  en  contra- 
demanda. 

Tenemos  ahora  la  contraacción  que  se  diri- 
je  solo  contra  las  constancias  o  documentos 
y  que  cabe  con  posterioridad  a  la  contestación 
de  la  demanda;  esta  es  la  INCIDENCIA  DE 
NULIDAD,  cuya  incidencia  tiene  dos  tramita- 
ciones, según  que  sea  planteada  dentro  de 
los  primeros  o  dentro  de  los  últimos  quince 
días  de  la  dilación  o  término  probatorio;  dis- 
posición del  Articulo  289  del  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y  Mercantil,  siendo  extensiva 
la  admisión  aun  hasta  en  la  Segunda  ins- 
tancia. 

Hay  pues,  tres  casos  de  incidencia:  lo.) 
Fuera  de  la  contestación  de  la  demanda,  pero 
dentro  o  antes  de  los  primeros  quince  dias  del 
término  o  dilación  probatoria;  2o.)  Fuera  de 
la  contestación  de  la  demanda,  pero  dentro  de 
los  segundos  quince  días  del  término  o  dila- 
ción probatoria;  y,  3o.)  Fuera  de  la  discu- 
ción  de  Primera  Instancia,  pero  dentro  de  la 
discución  de  la  Segunda  Instancia,  antes  del 
señalamiento  de  día  para  la  vista;  todo  en 
dirección  a  la  nulidad  de  documentos  presen- 
tados como  pruebas,  porque  hay  otra  clase 
de  incidencias  de  nulidad  dirigidos  contra  las 
actuaciones,  como  ya  se  verá  adelante  en  esta 
exposición. 

Los  tres  casos  indicados  son  incidencias  de 
forma  pero  contraacciones  de  fondo;  se  cali- 
fican de  incidencias  para  hacerlos  admisibles 
en  circunstancias  determinadas  o  particula- 
res, pero  se  sujetan,  los  dos  primeros,  a  las 
prescripciones  de  rigor  para  las  demandas,  es 
decir,  que  deben  llenar  los  requisitos  y  condi- 
ciones así  como  las  formalidades  de  toda  de- 
manda judicial  y,  el  tercer  caso,  sobre  tales 
requisitos  y  condiciones,  la  formalidad  de  plan- 
tearse en  "otro  si"  al  expresar  los  agravios 
que  indujeron  al  recurso  de  apelación. 

Aqui  encontramos  que  la  contraacción  de 
nulidad,  apartándose  del  concepto  jurídico  de 
excepción,  se  asimila  más  al  otro  concepto  de 
"tacha"  como  que  en  efecto  se  encamina  a 
destruir  las  consideraciones  que  como  justifi- 
cación jurídica  podían  hacerse  sobre  determi- 
nados documentos  presentados  como  pruebas 
dentro  del  juicio;  ésto  según  las  incidencias 
de  los  casos  lo.  y  2o.,  la  tercera  no  se  asimi- 
la a  una  tacha,  por  ser  verdadera  y  pura  im- 
pugnación. 

El  Articulo  289  citado,  lo  encontramos  con- 
gruente con  los  Artículos  214,  216  y  218  del 
Decreto  1862  o  sea  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial,  en  la  forma  que  sigue:  a)  Para 


el  primer  caso,  la  incidencia  no  pone  obstácu- 
la  a  la  procecución  del  juicio,  y  como  conse- 
cuencia, no  forma  cuerda  separada  porque  no 
se  trata  de  perseguir  una  resolución  aislada, 
sino  de  adquirir  las  justificaciones  convenien- 
tes para  confirmar  o  desechar  la  validez  del 
o  de  los  documentos  impugnados;  hay  diferen- 
cia con  los  incidentes  comunes,  pero  tienen 
concordancias. 

Las  concordancias  son:  Que  no  suspende 
el  juicio  y  que  principia  con  audiencia  a  la 
otra  parte;  y  se  diferencia  en  que  no  forma 
cuerda  separada  ni  se  resuelve  por  sí,  sino 
juntamente  con  el  principal,  hasta  en  la  sen- 
tencia respectiva;  b)  Para  el  segundo  caso, 
las  concordancias  son:  que  suspende  la  pro- 
cecución del  juicio  y  principia  con  audiencia  a 
la  otra  parte,  siendo  sus  diferencias,  las  mis- 
mas que  en  el  caso  anterior  y  más,  que  se 
abre  a  prueba,  por  quince  días  especíales  pa- 
ra justificar  la  nulidad,  mientras  que  en  los 
otros  incidentes  son  diez  días. 

El  tercer  caso  debe  considerarse  asimilado 
a  las  prescripciones  del  Articulo  470  del  Códi- 
go de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  aun 
sin  admitir  que  la  nulidad  es  excepción,  pues 
si  se  admite  la  incidencia  es  en  virtud  del 
principio  contenido  en  el  Articulo  289  y  obe- 
deciendo al  precepto  que  estatuye  que  las  le- 
yes especiales  privan  sobre  las  generales;  sin 
embargo,  siendo  incidente  debe  principiar  por 
audiencia  a  la  otra  parte,  abrirse  a  prueba 
por  quince  dias  y  llegar  a  su  consideración 
hasta  en  sentencia. 

Los  tres  casos  de  incidencia,  como  contraac- 
ciones de  nulidad,  deben  sujetarse  a  las  pres- 
cripciones de  una  demanda  formal  y  para  el 
tercer  caso  en  particular,  debe  plantearse  en 
un  "otro  si"  de  la  expresión  de  agravios  pues- 
to que  contiene  nuevas  cuestiones  jurídicas  a 
discutirse,  formalizarse  y  justificarse  y,  algo 
más,  es  admisible  al  evacuar  la  audiencia  con- 
ferida para  el  fin  de  los  agravios,  siendo  sólo 
aceptable  en  el  caso,  de  que  hasta  en  Segun- 
da Instancia  se  presenten  pruebas  documen- 
tales que  admitan  nulidad. 

Es  regla  de  derecho  que  en  la  Segunda  Ins- 
tancia solo  son  admisibles  las  pruebas  pro- 
puestas en  la  Primera  y  que  no  se  hayan  ren- 
dido sin  culpa  del  actor,  del  reo  o  del  Tribu- 
nal; por  ello  también  solo  seria  admisible 
la  incidencia  de  nulidad  sobre  tales  documen- 
tos presentados  como  pruebas  bajo  las  condi- 
ciones apuntadas,  pues  de  no  ser  admisibles 
los  nuevos  documentos,  tampoco  puede  haber 
razón  para  que  sea  admisible  su  impugna- 
ción: Nótese  que  estas  incidencias  se  asimi- 
lan a  las  "tachas". 
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Hasta  aquí  hemos  venido  hablando  solo  de 
las  incidencias  de  nulidad  dirigidas  en  contra 
los  documentos  públicos  o  auténticos  que  se 
presenten  como  pruebas  en  una  discución  cua- 
lesquiera; siendo  que  tales  incidencias  tienen 
como  característica  que  no  son  privilegios  de 
defensa,  sino  también  son  derechos  del  actor 
en  contra  de  las  pruebas  que  presente  el  de- 
mandado: Otra  diferencia  de  fondo,  de  las 
contraacciones  con  las  excepciones  propiamen- 
te dichas. 

Finalmente,  hay  una  variedad  de  Inciden- 
tes que  no  informan  contraacción,  son  medios 
de  invalidar  diligencias  judiciales  carentes  de 
formalidades  legales;  estas  incidencias  son 
comunmente  confundidas  con  los  Recursos  de 
Nulidad  y  para  su  mejor  apreciación  y  con- 
sideraciones, las  estudiaremos  a  continuación 
del  Recurso  respectivo  y  precisamente  por  ra- 
zón de  método. 

3a.)  El  Recurso  de  Nulidad  lo  definen  los 
Artículos  500  al  504  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil,  asi:  a)  Con  dos  di- 
recciones; b)  Tres  condiciones,  una  resolutiva, 
una  modelativa  y  otra  facultativa;  y  c)  Con 
dos  finalidades.  Haremos  el  estudio  de  ese 
Recurso,  según  el  orden  comprendido  por  la 
definición  del  Código  antes  dicho. 

a)  Las  direcciones  del  Recurso,  son:  la.)  En 
contra  las  resoluciones  en  que  se  infrinja  la 
ley;  y  2a.)  En  contra  las  infracciones  de 
Procedimiento;  la  diversidad  de  direcciones  es 
muy  significativa  por  cuanto  concuerda  con 
las  finalidades  del  Recurso,  que  son:  c)  Anu- 
lar o  invalidar  una  resolución  ilegal,  para  dic- 
tar lo  procedente  en  derecho;  Y,  anular  todo 
lo  actuado  desde  donde  se  infringió  el  proce- 
dimiento, mandando  reponer  las  diligencias. 

Y  b).  Las  tres  condiciones  son:  la.)  Que  en 
contra  las  resoluciones  recurridas  no  sean 
procedentes  los  recursos  de  apelación  o  casa- 
ción: 2a.)  Que  el  Recurso  de  Nulidad  se  ínter 
ponga  antes  del  señalamiento  de  día  para  la 
vista  de  la  sentencia  final;  y  3a.)  Que  la  re- 
solución del  recurso  es  apelable  ante  la  Sala 
respectiva  o  ante  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, según  los  casos. 

Las  dos  direcciones,  concordantes  con  las 
dos  finalidades,  se  supeditan  a  la  primera  con- 
dición y  ello  significa  que  el  Recurso  de  Nu- 
lidad se  asimila  en  gran  parte  al  Recurso  de 
Casación  porque  éste  último  recurso  tiene 
precisamente  las  mismas  direcciones  y  las 
mismas  finalidades  pero  solo  en  parte;  cuya 
es  la  diferencia  fundamental  de  ambos. 

En  efecto:  De  conformidad  con  los  Artícu- 
los 506  incisos  lo.  y  3o.  del  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y  Mercantil  y  el  518  del  mis- 
mo Código,  la  aplicación  indebida  o  interpre- 
tación errónea  de  la  ley  y  la  apreciación  erró- 


nea de  las  pruebas,  da  lugar  ail  recurso  y  a 
que,  anulando  las  sentencias  recurridas,  se 
dicten  las  procedentes  en  Derecho;  cuyo  as- 
pecto se  asimila  a  la  primera  dirección  y  pri- 
mera finalidad  del  recurso  estudiado. 

Luego,  de  conformidad  con  el  inciso  3o.  del 
mismo  Articulo  506,  en  compaginación  con  el 
519  del  mismo  Código,  "Cuando  se  hubiese 
quebrantado  sustancialmente  el  procedimien- 
to", procede  el  recurso  de  Casación  y  el  Tri- 
bunal respectivo  "anulará  lo  actuado  desde 
que  se  cometió  la  falta  y  remitirá  los  autos  a 
donde  corresponda  para  que  se  sustancien  y 
resuelvan  con  arreglo  a  la  ley"...;  cuyo  as- 
pecto se  asimila  a  la  segunda  dirección  y  se- 
gunda finalidad  del  recurso  estudiado. 

Además  de  las  similitudes  apuntadas,  en- 
contramos que  tanto  la  procedencia  del  recur- 
so de  casación  como  la  del  recurso  de  nulidad, 
por  infracciones  al  procedimiento,  tienen  la 
sanción  común  de  reponerse  las  actuaciones 
anuladas  a  costa  del  Juez  o  Tribunal  que  ha- 
ya cometido  la  infracción;  nótese  la  congruen- 
cia de  los  Artículos  519  y  503  fracción  segun- 
da. Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil. 

Nótese,  también,  que  el  recurso  de  casacióri 
es  más  extensivo,  como  que  comprende  los 
casos  de  simple  invalidación  o  de  insubsísten- 
cía  y  que  se  definen  en  el  inciso  6o.  del  Ar- 
tículo 506;  los  casos  de  simple  ampliación  y 
de  simple  aclaración  a  que  se  refieren  los  in- 
cisos 4o.  y  5o.  del  mismo  Artículo;  y  las  re- 
sultantes de  la  congruencia  de  los  Artículos 
508  y  520  del  mismo  Código,  sobre  cuestiones 
arbitrales;  lo  cual  es  limitativo  para  el  recur- 
so de  nulidad,  aunque  sea  en  forma  tácita. 

Entrando  de  lleno  a  la  primera  condición, 
decimos:  Que  el  Recurso  de  Nulidad,  se  nos 
presenta,  a  primera  vista,  como  algo  teóri- 
co sin  aplicaciones  prácticas  o  consecuencias 
útiles;  sin  embargo,  del  análisis,  sereno  y  jui- 
cioso, puede  llegarse  a  encontrar  la  razón  de 
su  origen  y  la  utilidad  de  su  regulación;  para 
ese  estudio  requerimos,  y  así  lo  hacemos,  en- 
caminarnos por  el  recurso  de  casación  en  el 
aspecto  de  su  procedimiento. 

Sí  penetramos  la  intención  del  legislador  so- 
bre la  redacción  del  Articulo  506  (C.  de  E.  C. 
y  M.)  encontramos  tres  condiciones  para  su 
procedencia:  la.)  Que  el  recurso  se  dirija 
contra  sentencias  o  autos  DEFINITIVOS  de 
Primera  o  Segunda  Instancia;  2a.)  Que  tales 
sentencias  o  autos  definitivos,  no  hayan  sido 
consentidos  expresamente  por  las  partes;  y, 
3a.)  Que  tales  sentencias  o  autos  definitivos, 
pongan  fin  a  los  juicios  de  mayor  cuantía; 
hablamos  de  las  condiciones  generales,  las  es- 
peciales y  taxativas,  no  nos  interesan  por 
ahora. 
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La  Primera  condición  es  importantísima  pa- 
ra  nuestro  objeto,  pues  efectivamente  hay  sen- 
tencias y  autos  no  definitivos,  esto  es,  senten- 
cias que,  aún  ejecutorias,  no  causan  los  efec- 
tos de  "Cosa  Juzgada"  y  hay  autos,  llamados 
interlocutorios,  que  no  dan  ningún  efecto 
trascendente  o  no  llegan  a  la  misma  condi- 
ción de  producir  efectos  de  "Cosa  Juzgada"; 
como  consecuencia,  contra  estas  sentencias  y 
autos  (no  definitivos)  el  recurso  de  casación 
no  procede. 

La  Segunda  condición  sólo  se  encamina  a 
reafirmar  el  principio  de  la  libre  determina- 
ción y  como  fundamento  de  las  relaciones  ci- 
viles; pues,  en  efecto,  la  forma  de  consentir 
las  sentencias  o  los  autos,  es  manifestando  su 
ACEPTACION  EXPRESA  y  cuya  forma  se 
mejora  en  valor  jurídico,  medíante  la  ratifi- 
cación del  memorial  que  contiene  la  solicitud 
sobre  ejecutoriarse  las  resoluciones;  ésto  nos 
interesa  un  poco  menos  que  lo  anterior. 

Y,  la  Tercera  condición,  no  es  más  que  con- 
secuencia aclarativa  de  la  primera,  como  que 
indica  que  el  recurso  de  casación  solo  proce- 
de contra  las  sentencias  o  autos  definitivos 
que  "terminen  los  JUICIOS  DE  MAYOR 
CUANTIA...";  francamente,  la  primera  y  ter- 
cera condiciones  guardan  una  relación  direc- 
ta e  inmediata,  son  condiciones  complementa- 
rias, aunque  aparentan  reducirse  a  una  sola 
condición,  hay  razones  fundamentales  y  le- 
gales para  asentarlas  como  separadas. 

En  efecto:  Una  sentencia  que  pone  fin  a  un 
procedimiento  ejecutivo,  es  interina  en  lo  ge- 
neral, pero  definitiva  en  lo  particular  si  se 
ajusta  a  las  excepciones  contenidas  en  el  Ar- 
ticulo 882  del  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y  Mercantil;  interesándonos  el  caso  final 
"que  la  cuestión  haya  sido  puramente  de  de- 
recho"; esa  sentencia  se  ajusta  perfectamen- 
te a  la  Primera  condición  para  el  recurso  de 
casación. 

Sin  embargo,  ¿Puede  calificarse  de  JUICIOS 
DE  MAYOR  CUANTIA  a  los  procedimientos 
ejecutivos?;  he  aquí  el  nudo  gordiano  de  las 
diferentes  condiciones  (la.  y  3a.),  y  nos  for- 
mulamos otra  pregunta  accesoria:  ¿Las  sen- 
tencias ejecutivas  que  resuelven  puntos  de  de- 
recho, aun  siendo  definitivas  por  esa  condi- 
ción, son  casables?;  La  respuesta  es  negati- 
va, pues  los  procedimientos  ejecutivos,  como 
especiales,  no  forman  instancia,  no  son  jui- 
cios en  el  sentido  jurídico  de  la  palabra  y  como 
consecuencia  de  esto  último,  tampoco  se  sub- 
dividen  en  de  mayor  o  de  menor  cuantía. 

Estamos,  pues,  en  que  la  primera  y  tercera 
condiciones  aunque  complementarias,  son  se- 
parables en  la  consideración.  Estas  condicio- 
nes nos  dan  la  medida  de  la  procedencia  del 
Recurso  de  Nulidad,  para  cuando  no  procede 


el  Recurso  de  Casación;  principia  la  proceden- 
cia del  primero,  donde  se  limita  la  proceden- 
cía  del  segundo  y  aún  con  las  finalidades  con- 
secuencíales  de  sus  dos  direcciones  comunes, 
que  en  párrafos  anteriores  se  determinaron. 

¿Quiere  decir  lo  anterior,  que  procede  el  Re- 
curso de  Nulidad  en  contra  las  sentencias  dic- 
tadas en  procedimientos  ejecutivos?,  si,  pero 
a  condición,  como  se  verá  adelante;  pre- 
cisamente este  ha  sido  nuestro  criterio  y  has- 
ta hemos  tenido  la  pretensión  de  que  así  in- 
terpretamos la  intención  de  los  legisladores 
que  formularon  el  proyecto  del  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y  Mercantil. 

A  esta  solución  del  problema  le  hicimos  una 
advertencia  o  sea  que  afirmamos  la  proceden- 
cia condicional  del  recurso;  ésto  necesita  justi- 
ficaciones y  ellas  van  en  el  análisis  de  la  se- 
gunda parte,  para  nosotros,  pero  primera  pa- 
ra el  legislador:  Vamos  a  tratar  en  los  pá- 
rrafos siguientes  de  la  condición  de  improce- 
dencia del  Recurso  de  Nulidad  cuando  está  ex- 
pedito el  recurso  de  Apelación. 

En  primer  lugar,  aseguramos:  Que  no  to- 
dos los  casos  comprendidos  por  el  Articulo  459 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til se  compaginan  con  los  del  Articulo  506  del 
mismo  Código;  la  razón  es  obvia,  la  Apela- 
ción es  un  recurso  ordinario  y  la  Casación  lo 
es  de  un  carácter  especialisimo  o  extraordi- 
nario; esta  primera  diferencia  vale  por  si  mis- 
ma y  no  requiere  comentario  alguno,  a  no 
ser  para  entrar  en  detalles  necesarios  para 
nuestro  objeto. 

El  citado  Articulo  459  estatuye  que  son  ape- 
lables: a)  Los  autos  y  las  sentencias;  b)  Los 
decretos  que  desnaturalicen  la  acción  inten- 
tada; c).  Los  decretos  que  den  intervención  a 
personas  extrañas  al  juicio;  d),  Los  decretos 
que  produzcan  los  efectos  de  un  auto  o  impon- 
gan algún  apremio;  y,  e),  Toda  providencia 
que  sea  apelable  conforme  preceptos  especiales. 

La  primera  diferencia  entre  la  procedencia 
del  recurso  de  casación  y  la  del  de  apelación, 
es:  Que  los  autos  y  sentencias  casables  de- 
ben llenar  la  condición  de  "definitivos"  y  la 
apelación  procede  para  toda  clase  de  senten- 
cias o  autos,  interinas,  interlocutorios  o  de- 
finitivos, respectivamente;  y,  la  segunda  di- 
ferencia, que  ninguna  clase  de  decretos  es  ca- 
sable  y  sinembargo  son  apelables  los  que  lle- 
nan las  condiciones  apuntadas. 

Siguiendo  el  criterio  general  que  informa  al 
Articulo  459  que  venimos  comentando,  encon- 
tramos: Que  las  fracciones  a)  y  d)  tienden 
a  perseguir  la  reparación  del  agravio  inferi- 
do con  las  resoluciones  de  Primera  Instancia 
y,  el  Tribunal  respectivo,  procede  a  confirmar, 
revocar  o  modificar  las  resoluciones  recurri- 
das, de  acuerdo  con  el  Articulo  476  del  mismo 
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Código,  que  son  las  únicas  formas  de  reso- 
lución que  corresponde  a  los  Tribunales  de 
Segunda  Instancia,  en  los  negocios  civiles. 

Y,  encontramos  también,  que  las  fracciones 
b)  ye)  o  sean  las  que  se  dirigen  en  contra 
las  infracciones  del  procedimiento,  no  se  en- 
cuentran reguladas  por  el  precepto  476  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil, 
porque  la  invalidación  no  queda  comprendida 
dentro  las  facultades  de  confirmar,  revocar 
o  modificar;  y  ni  aun  dentro  de  la  anulación 
que  impone  el  Artículo  119  de  la  Ley  Consti- 
tutiva del  Poder  Judicial,  porque  tal  precep- 
to es  expreso  para  cuestiones  o  juicios  crimi- 
nales y  nada  dice  de  las  civiles. 

En  esa  situación,  la  única  forma  de  llegar 
a  la  nulidad  de  las  actuaciones  judiciales,  es 
bajo  el  imperio  del  Inciso  2o.  del  Articulo  91 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  que 
dice:  Los  Jueces  tienen  facultad:  ...2o.), 
"Para  enmendar  o  suplir  las  omisiones  o  de- 
fectos relativos  a  las  formas  del  juicio  en  que 
incurran  el  Juez  o  los  litigantes";  pero  en  con- 
tra de  esa  facultad,  encontramos  que  los  Tri- 
bunales solo  pueden  ejercer  su  ministerio  a 
"petición  de  parte"  en  los  negocios  civiles; 
— véase  Articulo  84  de  La  Ley  Constitutiva 
del  Poder  Judicial. 

Como  una  consecuencia  de  la  relación  inme- 
diata que  resulta  de  los  dos  principios  legales 
citados  en  el  párrafo  anterior,  creemos  que  el 
Tribunal  de  Segunda  Instancia,  si  se  le  inciden- 
ta  la  nulidad  de  las  actuaciones  que  a  él  lle- 
gan por  virtud  del  recurso  de  apelación,  tiene 
facultad  para  entrar  a  conocer  de  dicha  nu- 
lidad; pero  se  nos  ofrece  una  duda:  ¿Puede 
conocer  la  Sala  de  Apelaciones  de  cosa  dis- 
tinta de  la  resolución  recurrida  o  venida  en 
grado?;  la  respuesta  es  negativa. 

La  respuesta  es  negativa  por  dos  razones: 
la.)  Ante  la  Sala  solo  llega  a  conocimiento  la 
resolución,  o  parte  de  una  resolución  y  sobre 
ella  versa  su  competencia;  y,  2a.)  La  forma 
jurídica  de  anular  o  invalidar  diligencias  o 
actuaciones,  es  el  Recurso  de  Nulidad  y  éste 
debe  interponerse  ante  el  que  "haya  dictado 
la  resolución,  o  infringido  el  procedimiento" 
de  conformidad  con  el  Articulo  501  del  Códi- 
go de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

Ahora,  si  la  resolución  recurrida  contie- 
ne la  infracción  legal  o  la  infracción  del 
procedimiento,  desde  luego  cae  bajo  el  co-. 
nocimiento  de  la  Sala  de  Apelaciones  con- 
firmar, revocar,  modificar  y  hasta  para  en- 
mendar o  suplir  las  omisiones  o  defectos  en 
que  se  ha  incurrido  con  respecto  del  procedi- 
miento; pero  supongamos  que  la  Sala  confir- 
ma una  resolución  defectuosa,  ¿se  habrá  con 


ello  obstaculizado  el  Recurso  de  Nulidad?;  no 
lo  creemos,  por  el  contrario,  el  Recurso  de  Nu- 
lidad sigue  expedito. 

Precisamente  este  es  un  caso  de  Recurso  de 
Nulidad,  sí  se  trata  de  juicios  o  procedimien- 
tos que  no  llegan  a  las  condiciones  generales 
que  expeditan  el  Recurso  de  Casación  (la.  y 
2a.  y  3a.)  ya  indicadas;  aparece  un  proble- 
ma que  se  plantea  asi:  Cuando  la  Sala  con- 
firma una  resolución  de  un  Juez,  ¿ante  quién 
de  los  dos  Tribunales  debe  presentarse  el  Re- 
curso de  Nulidad?;  en  tesis  general  debiera 
ser  ante  el  Juez,  pero  siguiendo  esa  tésis  la 
resolución  de  la  Sala  sería  cosa  juzgada  y  la 
enmienda  sería  baldía. 

La  tesis  particular  es  que  el  Recurso  de  Nu- 
lidad debe  interponerse  ante  la  Sala  para  asi, 
en  caso  de  denegatoria,  tener  expedito  el  re- 
curso de  apelación  para  ante  la  Corte  Suprema 
de  Justicia;  siempre  bajo  el  entendido  de  que 
hablamos  de  juicios  interinos,  de  menor  cuan- 
tía o  de  procedimientos  especiales  y  no  de  OR- 
DINARIOS de  MAYOR  CUANTIA,  porque  és- 
tos últimos,  tienen  expedito  el  recurso  de  ca- 
sación y  con  la  aplicación  de  la  tesis  particu- 
lar llegaríamos  en  una  forma  vedada  a  la  Ter- 
cera Instancia  que  la  sabemos  prohibida  por 
nuestra  legislación. 

Es  de  advertir  que  esta  solución  no  tiene 
fundamento  legal  expreso,  es  una  consecuencia 
lógica  que  sacamos  con  fundamento  en  los 
principios  de  justicia  y  equidad,  pues  de  otra 
manera,  el  recurso  de  Nulidad  sería  negativo, 
insustancial  o  una  simple  fórmula  de  exhibi- 
cionismos novedosos  para  la  legislación  que 
pretendemos  comentar;  hay  que  fijar  la  aten- 
ción en  la  forma  expresa  en  que  por  el  Ar- 
ticulo 459  se  comprenden  la  desnaturalización 
de  las  acciones  y  la  intervención  de  extraños 
al  juicio. 

También  encontramos  alguna  relación  entre 
el  Recurso  de  Nulidad  y  el  Recurso  de  Ampa- 
ro; en  efecto,  toda  persona  tiene  derecho  de 
interponer  el  recurso  de  amparo:  Inciso  b), 
del  Articulo  lo.  del  Decreto  1539.  "A  efecto  de 
que,  en  casos  concretos,  se  declare  que  una 
ley,  un  reglamento  o  una  disposición  de  la  Au- 
toridad, no  le  es  aplicable";  y  dicho  recurso  no 
procede  conforme  el  Inciso  a)  del  Articulo  27 
de  la  misma  ley,  "En  asuntos  judiciales  del 
orden  civil  y  criminal...". 

Efectivamente  los  legisladores  tuvieron  ra- 
zón al  redactar  estos  principios  puesto  que  con 
ello  las  discuciones  judiciales  se  volverían  in- 
terminables o  inagotables;  pero,  si  el  recurso 
de  Amparo  no  es  procedente  en  contra  los 
asuntos  judiciales  del  orden  civil  y  criminal, 
se  hacia  imperiosa  la  necesidad  de  algún  re- 
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curso  sobre  el  particular  y  distinto  del  extra- 
ordinario de  Casación  para  cuando  aquel  no 
fuera  procedente. 

Hasta  aqui  hemos  venido  tratando  de  justi- 
ficar la  existencia  del  Recurso  de  Nulidad  y 
creemos  haber  sacado  algún  provecho  del  aná- 
lisis de  las  leyes  citadas:  como  consecuencia, 
debemos  hacer  un  resumen  de  los  casos  en  que 
consideramos  procedente  el  recurso  indicado, 
no  sin  advertir  que  nos  quedan  muchas  dudas 
sobre  el  particular,  pero  no  son  dudas  por  fal- 
ta de  intención,  sino  por  ausencia  de  jurispru- 
dencia inteligente  y  porque  para  evitar  con- 
jeturas kilométricas  hemos  omitido  ejemplos. 

Haciendo  el  resumen  anunciado,  creemos  que 
el  Recurso  de  Nulidad  es  procedente:  Por  in- 
fracciones al  procedimiento:  a)  Cuando  se  ha 
desvirtuado  la  forma  y  ritualidad  de  los  juicios 
interinos,  cuyas  resoluciones  solo  inducen  a 
responsabilidad,  sin  otros  recursos:  b).  Cuan- 
do aun  agotado  el  recurso  de  Apelación  no  es 
procedente  el  de  Casación;  c).  Cuando  agotado 
el  recurso  de  revisión  o  de  reposición,  no  pro- 
cede el  de  Casación;  y,  d),  Cuando  se  desvir- 
túan las  formas  y  ritualidades  de  los  juicios  en 
general  (ordinarios)  pero  con  resoluciones  que 
no  se  comprendan  en  el  Articulo  507  del  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

Los  casos  comprendidos  por  a),  b)  y  c)  son 
fáciles  y  claros,  pero  el  caso  d)  por  ser  tan  ge- 
neral sigue  siendo  dudoso  y  solo  puede  quedar 
al  buen  criterio  de  los  Tribunales  de  Justicia 
para  juzgar  en  situaciones  concretas  si  un  trá- 
mite, una  resolución  o  algo  distinto  de  los  ca- 
sos del  Articulo  507  citado,  desvirtúa  la  acción, 
el  procedimiento  o  desnaturaliza  las  formas  y 
ritualidades  de  los  juicios;  cuyo  buen  criterio 
solo  puede  ajustarse  a  casos  concretos. 

Seguidamente,  tenemos  la  procedencia  del 
recurso  por  Infracción  de  Ley:  a).  Cuando  una 
sentencia  en  juicio  interino,  aún  teniendo  ex- 
pedito el  recurso  de  apelación,  no  tiene  el  de 
casación  ni  admite  alguna  contraacción  en  for- 
ma ordinaria;  b),  Cuando  se  haya  agotado  el 
recurso  de  apelación  de  un  auto  interlocutorio 
o  interino  y  como  tal,  no  admite  casación;  c), 
Cuando  agotado  el  recurso  de  revisión  o  repo- 
sición, no  procede  la  casación  de  un  auto  ori- 
ginario de  las  Salas  de  Apelaciones:  d).  Cuan- 
do una  ley,  reglamento  o  resolución  no  es  apli- 
cable a  un  caso  concreto,  ya  que  no  procede 
el  recurso  de  Amparo  en  los  asuntos  del  orden 
civil;  e).  Cuando  una  resolución  se  funde  en 
leyes  derogadas  o  disposiciones  inexistentes  y 
recaiga  en  juicios  o  procedimientos  interinos 
a  los  cuales  la  casación  no  es  procedente. 

Todos  estos  casos  tienen  como  condición  que 
haya  flagrante  o  manifiesta  infracción  de  las 
leyes;  los  encontramos  como  más  generales  y 
comprensibles,  aunque  requieren,  en  cada  uno. 


un  estudio  sereno  y  acoplado  a  los  detalles  y 
accidentes  de  los  hechos  concretos;  deben  des- 
cartarse las  parentelas  simuladas  o  forzadas 
para  que  la  procedencia  del  recurso  tenga  cla- 
ridad y  logre  los  fines  que  indujeron  su  funda- 
ción y  regulación.  Habrá  otros  tantos  casos 
que  por  ahora  no  alcanzamos  nosotros. 

Como  se  vé  de  lo  hasta  aqui  considerado, 
venimos  hablando:  1°),  De  los  incidentes  de 
nulidad  con  dirección  a  los  documentos  pre- 
sentados como  probanzas  o  justificaciones;  y, 
2"),  De  los  Recursos  de  Nulidad  que  tienen  co- 
mo única  dirección,  las  actuaciones,  las  resolu- 
ciones o  los  expedientes  y  nunca  los  documen- 
tos presentados  como  probanzas  en  los  juicios: 
Dos  direcciones  diferentes  y  bien  perfiladas. 

Además  de  haber  dos  direcciones  diferentes, 
hay  dos  trámites  y  en  la  generalidad,  dos  fi- 
nalidades jurídicas;  los  incidentes  tratados  so- 
lo tienen  tres  periodos  de  aceptación:  en  la 
primera  y  segunda  quincena  de  la  dilación  pro- 
batoria y  en  la  expresión  de  agravios  de  la  Se- 
gunda Instancia;  el  Recurso  de  Nulidad  solo 
es  admisible  antes  del  señalamiento  de  dia  para 
la  vista  de  la  sentencia,  condiciones  que  dejan 
algunas  para  otros  actos  jurídicos  que  impor- 
tan infracciones  al  procedimiento  y  aun  a  las 
mismas  leyes. 

Por  ejemplo:  En  la  ejecución  o  cumplimien- 
to de  las  sentencias  ejecutorias  es  muy  fre- 
cuente la  violación  de  leyes  o  la  infracción 
del  procedimiento:  En  los  actos  de  remate,  su 
aprobación,  liquidaciones  y  adjudicaciones  con- 
secuentes, también  es  frecuente  la  infracción 
de  ley  y  procedimiento:  Y,  hay  otros  proce- 
dimientos, como  el  ejecutivo-hipotecario  o  el 
ejecutivo-prendario  que  no  tienen  sentencia 
ni  mucho  menos  señalamiento  de  día  para  la 
vista. 

El  último  caso  seria  el  más  curioso  porque, 
o  procede  el  recurso  de  nulidad  sin  tiempo  de- 
terminado o  solo  es  admisible  dentro  de  los  tres 
días  de  audiencia  para  la  oposición  o,  final- 
mente, dentro  del  segundo  dia  pasado  el  tér- 
mino probatorio  especial  para  las  excepcio- 
nes; creemos  que  en  ninguno  de  estos  casos 
queda  expedito  el  recurso  de  nulidad,  por  la 
condición  de  apelable  que  tienen  las  resolu- 
ciones de  este  procedimiento;  seria  admisible, 
eso  si,  agotada  la  Segunda  Instancia  sobre  el 
particular,  pero  aun  dudoso  respecto  de  la  in- 
fracción de  ley.  El  verdadero  procedimiento 
seria  mediante  una  contraacción  ordinaria  de 
nulidad. 

Pero,  y  los  dos  primeros  casos?;  ¿Es  forzo- 
so llegar  a  la  contraacción  ordinaria  de  nuli- 
dad?; ¿No  serla  preferible  un  trámite  más 
corto?;  ¿No  será  la  nulidad  una  cuestión  a 
promoverse,  en  un  asunto  y  que  tiene  rela- 
ción inmediata  con  el  procedimiento  princt- 
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pal?;  estas  interrogaciones  deben  contestarse: 
a  la  pi'imera,  negativamente;  a  la  segunda, 
afirmativamente;  y,  a  la  tercera,  afirmativa- 
mente y  con  fundamento  en  la  definición  del 
Articulo  214  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial. 

Sobre  ese  particular  deben  hacerse  las  con- 
sideraciones a  seguir:  Si  la  nulidad  compren- 
de todo  un  juicio  o  serie  de  actuaciones,  debe 
formularse  en  una  acción  ordinaria:  Si  solo 
se  dirige  la  nulidad  en  contra  de  un  acto  o 
constancia  no  ejecutoriado  ni  consentido,  es 
en  forma  de  incidente:  Si  la  nulidad  se  dirije 
en  contra  del  titulo  ejecutivo  o  base  de  la  eje- 
cución, es  incidente  o  es  ordinario  según  que 
se  presente  dentro  del  procedimiento  o  fuera 
de  él,  respectivamente;  Si  dentro  del  término 
probatorio  se  presentan  constancias  impug- 
nables, esa  impugnación  es  incidente  pero  de 
la  primera  clase. 

Con  esos  antecedentes  ya  podemos  asegu- 
rar: Que  hay  dos  clases  de  incidentes  de  nu- 
lidad: 1'-'),  La  que  comprende  la  impugnación 
de  documentos  presentados  como  pruebas,  los 
cuales  tienen  periodos  legales  de  aceptación 
y  se  resuelven  en  la  sentencia  general;  y,  2"), 
La  que  comprende  la  impugnación  de  proce- 
dimientos o  actuaciones  que,  por  una  u  otra 


causa,  no  admiten  el  i'ecurso  de  nulidad;  la 
primera  clase  se  rige  por  los  Artículos  289  y 
290  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til; y  la  segunda  por  los  Artículos  del  214  al 
221  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 

Recapitulando  esta  exposición,  desde  el  pun- 
to de  vista  de  las  Excepciones  Perentorias  o 
Perpetuas,  concluimos  manifestando:  Que  bajo 
ninguna  de  las  formas  consideradas  y  con  las 
cuales  se  persigue  la  NULIDAD  de  actos,  sus 
constancias  o  de  actuaciones  y  diligencias, 
PUEDE  ENCONTRARSE  EL  VERDADERO 
CONCEPTO  DE  EXCEPCION  O  DEFENSA; 
lo  que  hay  son  acciones,  contraaccíones,  inci- 
dencias y  recurso  de  nulidad.  Excepto,  eso  sí, 
la  insubsistencia  porque  ésta  puede  ser  ex- 
cepción o  defensa,  cuando  la  opone  un  tercero 
no  contratante,  para  los  casos  respectivos. 

Hicimos  el  estudio  de  las  formas  de  inva- 
lidar por  nulidad,  buscando  las  excepciones  y 
por  ello,  este  trabajo  se  redujo  a  todo  lo  que 
pudiera  tener  apariencia  de  defensas;  y,  fi- 
nalmente, no  estudiamos  el  Recurso  de  Casa- 
ción por  si  mismo,  sino  solo  en  relación  al 
recurso  de  nulidad,  porque  bajo  ningún  con- 
cepto podía  tener  ni  siquiera  apariencia  de  re- 
lación con  las  excepciones. 

(Continuará). 
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SECCION  JUDICIAL 

RESOLUCIONES  DE  lA  CORTE  SOPREMA  DE  JUSTICIA 


CIVIL 

AMPARO:  Memorial  presentado  por  Catalina 
López  contra  la  Sala  3a.  de  Apelaciones. 

DOCTRINA:  No  debe  confundirse  el  recurso 
de  amparo  con  el  de  casación;  y  cuando  se 
tienen  expeditos  los  derechos  para  ventilar- 
los ante  los  tribunales,  no  procede  el  prime- 
ro de  los  expresados  recursos. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  dos 
de  Julio  de  mil  novecientos  cuarenta. 

VISTOS;  y  CONSIDERANDO:  que  el  me- 
morial presentado  a  este  tribunal  por  Catali- 
no  López  auxiliado  por  el  Abogado  Manuel 
Garcia  Alvarado  con  fecha  diecinueve  del  mes 
próximo  pasado,  no  es  precisamente  un  recur- 
so de  amparo  en  los  conceptos  que  para  tales 
recursos  contiene  la  ley  en  el  Decreto  Legisla- 
tivo número  1539,  por  más  que  en  esta  forma 
haya  sido  tramitado;  sino  que  su  contenido  es 
el  de  un  recurso  de  casación  contra  el  auto 
dictado  por  la  Sala  Tercera  de  Apelaciones 
fecha  primero  de  Mayo  último,  en  que  revocó 
lo  resuelto  por  el  Juez  Tercero  de  Primera  Ins- 
tancia de  este  Departamento,  que  declaraba 
que  previa  identificación  de  un  inmueble  aho- 
ra perteneciente  a  Catalino  López  según  la  es- 
critura pública  que  acompañó,  se  le  prestara 
auxilio  para  ejercitar  sus  derechos,  los  cuales 
no  estaban  a  discusión  en  el  juicio  sobre  apeo 
y  deslinde  de  sus  propiedades,  seguido  entre 
Macario  Garrido  .Vélez  y  Emilio  Martínez, 
afirmando  el  presentado  que  el  amparo  que 
propone  es  contra  la  resolución  de  la  Sala  in- 
dicada, por  estimar  que  se  han  violado  las  le- 
yes que  corresponden  a  las  alegaciones  hechas 
y  que  son  los  artículos  XXVI  P.  F.  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial;  el  artículo 
230  Decreto  Gubernativo  1862;  artículo  1114 
Decreto  1932  y  36  de  la  Constitución  de  la  Re- 
pública, pidiendo  en  definitiva,  que  quede  sin 
efecto  alguno  lo  resuelto  por  el  Tribunal  de 
segunda  Instancia. 

CONSIDERANDO: 

Que  aunque  se  tratara  de  una  querella  de 
amparo,  también  es  improcedente  por  cuanto 
que  refiriéndose  a  actos  consumados  con  re- 
lación a  un  juicio  sostenido  por  Garrido  Vé- 


lez y  Emilio  Martínez,  dependiendo  los  dere- 
chos de  Catalino  López  Fajardo  de  los  que 
correspondían  a  Martínez,  en  todo  caso,  como 
dice  la  Sala,  su  acción  seria  materia  de  un 
juicio  de  despojo  muy  independiente  del  segui- 
do por  aquellos,  que  como  se  dice,  ya  está  con- 
cluido. Y  teniendo  López  Fajardo  expedito 
ante  los  Tribunales,  el  procedimiento  a  seguir 
para  reinvindicar  la  propiedad  de  que  — ase- 
gura—  fué  despojado,  el  recurso  debe  decla- 
rarse improcedente,  de  conformidad  con  la 
opinión  en  estos  términos  manifestada  por  el 
Ministerio  Público.  . 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  en 
lo  dispuesto  en  el  artículo  27  inciso  a)  del  De- 
creto Legislativo  número  1539,  declara  que  es 
improcedente  el  amparo  interpuesto  por  Ca- 
talino López  Fajardo  contra  una  resolución 
de  la  Sala  de  Apelaciones  de  que  se  ha  he- 
cho referencia.  Notifiquese  y  devuélvanse  los 
autos  a  los  Tribunales  de  donde  se  pidieron, 
reponiéndose  el  papel  en  la  forma  de  ley. 

Ordóñez  Solís.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pare- 
des. —  Rodríguez.  —  O.  Salazar.  —  Max  Gar- 
cía R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  José  Dolores 
Guerrero,  apoderado  de  doña  Elena  Calde- 
rón Pérez  y  el  señor  Ernesto  Pérez,  contra 
la  Empresa  de  Los  Ferrocarriles  de  Centro 
América. — Sobre  pago  de  una  indemniza- 
ción. 

DOCTRINA:  Si  los  hechos  establecidos  no 
evidencian,  las  circunstancias  precisas  y  con- 
cretas en  que  se  produjo  el  accidente,  no 
pueden  servir  de  base  para  llegar  a  la  con- 
clusión de  que  la  muerte  del  sujeto  que  su- 
cumbió a  consecuencia  de  aquel,  sea  iwipií- 
table  al  conductor  del  vehiculo,  y  de  consi- 
guiente no  puede  haber  responsabilidad  civil 
de  la  Empresa  demandada. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala  cin- 
co de  Julio  de  mil  novecientos  cuarenta. 
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Vista  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y  con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  que  más  adelante  será  relacionada, 
proferida  en  el  juicio  ordinario  seguido  por 
don  José  Dolores  Guerrero  en  concepto  de  apo- 
derado de  doña  Elena  Calderón  Pérez  y  del 
señor  Ernesto  Pérez  contra  la  Empresa  de  los 
Ferrocarriles  Internacionales  de  Centro  Amé- 
rica, sobre  el  pago  de  una  indemnización. 

RESULTANDO: 

Que  doña  Elena  Calderón  Pérez  y  don  Er- 
nesto Pérez,  como  herederos  del  señor  Manuel 
de  Jesús  Pérez  García,  el  veinticinco  de  Junio 
del  año  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  se  pre- 
sentaron ante  el  Juez  Segundo  de  Primera 
Instancia  de  este  Departamento  (Guatemala), 
entablando  demanda  contra  la  Empresa  que 
acaba  de  mencionarse,  y  entre  otras  cosas,  ex- 
pusieron lo  que  sigue:  que  a  las  quince  horas, 
poco  más  o  menos,  del  veinte  de  Agosto  de 
mil  novecientos  treinta  y  siete,  el  señor  Ma- 
nuel de  Jesús  Pérez  García  (tío  de  los  com- 
parecientes), fué  arrollado  y  atropellado  en 
la  décima  octava  calle  Oriente  y  Avenida  del 
Ferrocarril  de  esta  ciudad  (Guatemala),  por 
un  tren  mixto  perteneciente  a  la  Empresa  de 
los  Ferrocarriles  Internacionales  de  Centro 
América,  y  a  consecuencia  de  los  golpes  que 
recibió  y  de  la  amputación  de  la  pierna  iz- 
quierda, había  fallecido  algunas  horas  des- 
pués en  el  Hospital  General.  El  referido  tren, 
tirado  por  la  locomotora  número  ciento  vein- 
ticuatro, marchaba  de  Sur  a  Norte,  lo  mane- 
jaba el  maquinista  Juan  Melgar,  llevando  a 
los  señores  Federico  M.  Flores,  Francisco  Mi- 
rón, Alberto  Jiménez  y  Francisco  Girón,  al 
primero  como  conductor,  como  fogonero  al 
segundo  y  al  tercero  y  cuarto  como  breque- 
ros. Don  Manuel  de  Jesús  García,  caminaba 
en  la  misma  dirección  hacia  el  lado  derecho 
de  la  vía  férrea  y  adelante  del  mencionado 
tren.  Que  en  ese  lugar  hay  mucho  tránsito, 
y  a  pesar  de  ello,  no  se  ha  dispuesto  que  un 
guardián  prevenga  de  los  daños  a  que  están 
expuestos  los  transeúntes,  tal  como  so  ha  he- 
cho en  el  viaducto  de  "Las  Vacas",  que  en  la 
dirección  en  donde  caminaba  el  señor  Pérez 
García  no  había  signo  alguno  accesible  a  la 
vista  que  indicara  peligro.  Que  desde  que  los 
trenes  atraviesan  el  puente  denominado  "La 
Barranquilla"  van  por  una  vía  casi  recta,  pu- 
diendo  observarse  en  toda  la  extensión  com- 
prendida entre  dicho  puente  y  el  lugar  en 
que  ocurrió  el  accidente,  tanto  los  rieles,  co- 
mo las  personas  y  cosas  que  pasan  o  están  a 
los  dos  lados  de  la  via,  y  con  mayor  razón 
las  que  la  atraviesan  o  pretenden  atravesarla 
en  cualquiera  de  dichos  puntos;  y  por  consi- 


guiente, al  maquinista  le  hubiera  sido  fácil  de- 
tener la  marcha  de  la  locomotora,  y  asi  evi- 
tar los  daños  que  resultaron;  y  que  si  el  re- 
ferido maquinista  por  defecto  en  el  órgano 
de  la  visión  no  se  percató  de  la  presencia  de 
Pérez  García,  y  a  esta  causa  se  debió  el  acci- 
dente, el  hecho  siempre  acarrea  responsabili- 
dad en  el  orden  civil,  motivo  por  el  cual  se 
presentaban  ejercitando  la  acción  precitada. 
Que  los  reglamentos  establecen  que  entre  po- 
blado, las  máquinas  caminen  a  una  velocidad 
moderada,  y  de  orden  mecánico  técnico  es  que 
las  mismas  tengan  todos  los  dispositivos,  y 
entre  ellos  los  frenos  para  detenerlas  en  las 
ocasiones  y  momentos  necesarios;  que  el  ma- 
quinista Melgar,  en  el  de  que  se  trata,  no  hizo 
uso  de  los  procedimientos  que  aconseja  la  pe- 
ricia y  la  diligencia  y  dejó  avanzar  el  tren 
produciéndose  el  referido  suceso.  Que  hacia 
constar  además,  que  Melgar  era  bastante  des- 
cuidado a  tal  grado,  que  a  causa  de  su  negli- 
gencia había  muerto  en  un  accidente  parecido. 
Que  de  conformidad  con  el  articulo  primero 
del  Decreto  Legislativo  número  1827,  son  res- 
ponsables civilmente  las  Empresas  de  la  cla- 
se de  los  Ferrocarriles  Internacionales  de 
Centro  América  por  los  daños  que  causen  sus 
medios  de  transporte,  aún  cuando  las  perso- 
nas que  los  manejen  no  sean  las  personas  en- 
cargadas de  ellos,  siempre  que  el  verdadero 
encargado  se  los  hubiere  encomendado.  Que 
consistiendo  la  culpa  en  las  acciones  u  omi- 
siones perjudiciales  a  otro,  en  las  cuales  se  in- 
curre por  ignorancia,  impericia  o  negligencia 
pero  sin  propósito  de  dañar,  la  muerte  del 
señor  Pérez  García,  debe  estimarse  que  está 
comprendida  dentro  de  los  requisitos  susodi- 
chos, toda  vez  que  si  el  maquinista  Melgar  o 
la  Compañía  Ferrocarrilera  mencionada  hu- 
bieran puesto  de  su  parte  los  actos  necesa- 
rios, el  accidente  no  se  produce.  Que  la  falta 
de  diligencia,  pues,  generó  un  cuasi  delito,  y 
por  lo  tanto  una  acción  reparable,  al  tenor  de 
lo  prescrito  por  los  artículos  1435  del  Código 
Civil  y  2o.  del  Decreto  Legislativo  número 
1827.  Que  es  un  principio  jurídico  que  ha  ve- 
nido sirviendo  de  base  a  nuestras  Institucio- 
nes Civiles,  y  el  cual  dice:  que  quien  en  el 
ejercicio  de  su  propio  derecho  procura  sus  in- 
tereses, debe  en  caso  de  conflicto,  a  falta  de 
disposición  expresa,  ceder  ante  aquél  que  tra- 
ta de  evitarse  perjuicios.  Que  el  derecho  que 
tiene  la  precitada  compañía  de  usar  de  su  lí- 
nea férrea,  y  el  que  tienen  los  habitantes  de 
atravesarla  en  los  puntos  donde  la  cruzan,  la 
prolongación  de  las  calles  y  avenidas  de  la 
ciudad,  es  natural  que  tiene  para  la  primera, 
ol  limite  de  ceder  el  tránsito,  llegado  el  caso 
a  los  peatones.  Los  hermanos  Pérez  Calde- 
rón ofrecieron  prueba  de  testigos,  de  exper- 
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tos,  la  confesión  de  la  parte  contraria,  de  pre- 
sunciones, de  inspección  judicial,  y  la  docu- 
mental que  sigue:  al  la  partida  de  defunción 
de  don  Manuel  Pérez  Garcia  en  la  cual  cons- 
ta: que  dicho  señor  a  la  edad  de  setenta  y  seis 
años,  falleció  en  el  Hospital  General  a  las 
diez  y  seis  horas  del  veinte  de  Agosto  de  mil 
novecientos  treinta  y  siete,  a  consecuencia  de 
un  shock  traumático;  b)  una  certificación  del 
auto  fecha  veintiuno  de  Mayo  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  ocho,  en  que  consta  que  el 
Juez  Segundo  de  Primera  Instancia  Departa- 
mental declaró  que  los  señores  Ernesto  Pé- 
rez y  Elena  Calderón  Pérez,  en  representación 
de  Mercedes  Pérez,  son  herederos  de  don  Ma- 
nuel de  Jesús  Pérez  Garcia;  c)  una  certifica- 
ción que  expidió  el  Secretario  del  Juzgado 
Quinto  de  Primera  Instancia  de  este  Departa- 
mento (Guatemala),  de  varios  pasajes  de  la 
causa  instruida  sobre  averiguar  cómo  acae- 
ció la  muerte  del  señor  Pérez  García,  en  esas 
diligencias  aparece  lo  que  sigue:  lo.  que  el 
veinte  de  Agosto  de  mil  novecientos  treinta  y 
siete  se  constituyó  el  Juez  de  Instrucción  a 
las  quince  horas  en  la  esquina  de  la  décima 
octava  calle  Oriente  y  avenida  del  Ferroca- 
rril, en  donde  encontró  un  tren  mixto  com- 
puesto de  nueve  carros  y  que  tiraba  la  loco- 
motora número  ciento  veinticuatro,  la  que  por 
su  posición,  se  advertía  que  caminaba  de  la 
Estación  Central  a  la  Estación  "La  Ermita", 
y  al  lado  derecho  de  la  máquina  y  debajo  de 
ésta,  dentro  de  un  "tragante"  transversal  de 
la  via  férrea  fué  encontrado  el  cuerpo  de  un 
hombre,  que  tenia  la  pierna  izquierda  com- 
pletamente mutilada  debajo  de  la  primera 
rueda.  Interrogado  el  maquinista  Juan  Mel- 
gar expuso:  que  manejaba  el  tren  con  rumbo 
a  Chiquimula,  y  al  aproximarse  a  la  décima 
octava  calle,  sonando  la  campana  y  tocando 
el  pito,  vió  que  un  individuo  caminaba  a  un 
lado  de  la  via  y  en  el  mismo  sentido  que  el 
Ferrocarril,  y  que  aquél,  cuando  estaba  como 
a  veinticinco  pies  de  distancia  de  la  máqui- 
na, intentó  atravesar  la  linea  férrea,  sin  fi- 
jarse que  abanzaba  el  convoy,  y  aunque  él  hizo 
todo  lo  posible  por  detenerlo,  ya  no  pudo.  En 
el  informe  emitido  por  el  Doctor  Enrique  Pe- 
nedo  consta  que  Manuel  Pérez  García  "pre- 
sentaba las  siguientes  lesiones:  arrancamien- 
to de  la  pierna  izquierda;  herida  contusa  de 
la  región  occipital,  interesando  partes  blan- 
das, erosión  de  la  región  temporal  izquierda; 
herida  contusa  en  la  región  lumbar  izquierda 
de  ocho  centímetros  de  longitud,  y  que  dejó 
al  descubierto  los  músculos  de  los  canales  ver- 
tebrales; equimosis  en  el  hombro  izquierdo; 
erosiones  y  equimosis  en  ambos  brazos;  ero- 
siones en  la  región  dorsal  de  ambas  manos; 
y  erosión  en  el  tercio  superior  del  muslo  iz.- 


quierdo.  Murió  dos  horas  después.  A  la  au- 
topsia se  comprobaron  las  lesiones  anteriores, 
asi  como  la  ausencia  de  lesiones  de  los  órga- 
nos, encontrando  el  contenido  de  las  cavida- 
des on  estado  normal,  fuera  de  la  coloración 
anémica".  Por  último,  consignó  el  referido 
facultativo  que  Manuel  Pérez  falleció  "a  con- 
secuencia del  shock  traumático  que  le  produ- 
jeron las  heridas  anteriores".  2o.  El  Juez 
Quinto  de  Primera  Instancia  Departamental 
por  auto  fecha  veinte  de  Septiembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  siete,  sobreseyó  defini- 
tivamente las  diligencias  relacionadas  por  es- 
timar que  se  trataba  de  un  caso  fortuito.  Es- 
ta resolución  fué  confirmada  por  la  Sala  Ter- 
cera de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  once  de 
Octubre  de  ese  mismo  año  (1937).  Finalmen- 
te los  actores  pidieron  que  al  dictar  sentencia 
se  declarara:  lo.  que  la  Empresa  debe  pagar 
la  suma  fijada  por  los  expertos  que  nombren 
las  partes  o  designara  el  Juez,  en  su  caso;  y 
2o.  que  las  costas  son  a  cargo  de  la  susodi- 
cha Empresa. 

Que  el  Abogado  don  Federico  Salazar,  en 
concepto  de  apoderado  de  la  Compañía  de  los 
Ferrocarriles  Internacionales  de  Centro  Amé- 
rica, contestó  la  demanda  en  sentido  negati- 
vo, y  entre  otras  cosas  expuso:  que  los  seño- 
res Pérez  demandaban  por  los  daños  y  per- 
juicios que  aseguran  les  fueron  causados  con 
motivo  del  accidente  que  causó  la  muerte  a 
don  Manuel  Pérez  García,  fundando  su  acción 
en  la  culpa  que  el  maquinista,  Juan  Melgar 
tuvo  en  el  accidente,  y  para  probar  esa  culpa 
presentaron  una  certificación  expedida  por  el 
Secretario  del  Juzgado  Quinto  Departamental 
que  contiene  varios  pasajes  del  proceso  se- 
guido con  el  objeto  de  averiguar  la  causa  del 
accidente;  y,  entre  tales  pasajes  están  las  re- 
soluciones de  primera  y  segunda  Instancia, 
que  constituyen  las  conclusiones  a  que  llega- 
ron los  Tribunales  después  de  haber  agota- 
do la  pesquisa.  En  dichas  resoluciones  el 
Juez  Quinto  declaró  que  el  accidente  fué  de- 
bido a  la  sordera  e  idiotismo  de  Pérez  Garcia, 
y  la  Sala  Tercera  de  Apelaciones  confirmó  lo 
resuelto  por  el  Juez  atribuyendo  el  accidente 
a  la  imprudencia.  Que  los  demandantes,  pues, 
con  el  documento  presentado,  destruyen  por 
su  base,  el  fundamento  de  culpabilidad  en  que 
cimientan  su  demanda  y  demuestran  la  falta 
de  acción  de  los  mismos,  excepción  perentoria 
que  desde  luego  interponía;  y  finalmente  pi- 
dió, que  en  definitiva  se  absolviera  de  la  de- 
manda a  la  mencionada  Empresa,  y  que  se 
condenara  en  costas  a  los  demandantes. 

Que  a  solicitud  del  señor  José  Dolores  Gue- 
rrero, apoderado  de  los  actores,  se  tuvieron 
como  prueba  por  parte  de  estos,  los  documen- 
tos presentados  al  entablar  la  demanda.  Y 
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el  Licenciado  Federico  Salazar,  pidió  que  por 
parte  de  la  Compañía,  que  representaba,  se 
tuviera  como  prueba  el  documento  auténtico 
que  había  acompañado  a  su  contestación  a 
la  demanda  entablada  por  los  señores  Pérez. 
El  demandante  rindió  también  las  probanzas 
que  a  continuación  se  detallan:  a)  una  inspec- 
ción ocular  practicada  en  el  lugar  del  suceso, 
en  las  cuales  el  Juez  Segundo  de  Primera  Ins- 
tancia Departamental,  hizo  constar:  que  en  el 
punto  donde  la  linea  férrea  del  Norte  cruza 
la  décima  octava  calle,  corriendo  a  lo  largo 
de  la  avenida  del  Ferrocarril,  hasta  la  Es- 
tación Central,  existen  avisos  indicando  peli- 
gro únicamente  hacia  los  lados  de  la  décima 
Octava  calle  o  sea  uno  hacia  el  Oriente  y  otro 
hacia  el  Poniente;  de  manera  que  tales  avisos 
sólo  pueden  verlos  las  personas  que  caminan 
perpendicularmente  a  la  vía,  pero  no  las  que 
marchan  paralelamente  a  la  misma,  de  Norte 
a  Sur  o  viceversa;  que  los  anuncios  referidos 
están  colocados  sobre  postes  de  hierro,  fijos, 
sin  movimiento  alguno;  que  a  cuatro  o  cinco 
cuadras  de  distancia,  poco  más  o  menos,  se 
encuentra  situado  el  cruce  de  la  décima  oc- 
tava calle  Oriente  y  Avenida  del  Ferrocarril 
del  punto  en  que  aparece  el  observador,  vi- 
niendo sobre  la  linea  férrea  de  Sur  a  Norte; 
que  la  décima  octava  calle  se  prolonga  más 
allá  de  la  Avenida  del  Ferrocarril,  hacia  el 
Oriente,  aproximadamente  tres  cuadras;  que 
no  existe  ningún  otro  sistema  de  advertencia 
de  peligro  para  los  transeúntes,  que  los  pos- 
tes con  letreros  que  se  dejan  ya  menciona- 
dos, ni  defensas  a  propósito  ( travesaños  o  ba- 
randas), que  impidan  el  tránsito  de  peatones 
o  de  otros  vehículos  en  los  momentos  en  que 
por  dicho  lugar  pasan  los  trenes;  que  del  ex- 
tremo Norte  del  "Puente  de  la  Barranquilla", 
hay  una  recta  hasta  la  décima  novena  calle 
Oriente,  linea  que  tiene  aproximadamente  seis 
cuadras  de  largo  y  en  este  último  lugar  prin- 
cipia una  curva  muy  abierta,  la  cual  termina 
más  allá  de  la  décima  octava  calle.  El  pun- 
to de  cruce  de  esta  calle  con  la  vía  es  visible 
caminando  de  Sur  a  Norte,  desde  la  duodéci- 
ma avenida,  es  decir  unas  tres  cuadras  antes. 
Se  puede  ver  claro  y  distintamente  a  los  pea- 
tones que  caminan  paralelamente  a  la  vía; 
y  a  los  que  van  a  atravesarla,  desde  que  des- 
embocan en  la  Avenida  del  Ferrocarril.  A  pe- 
tición del  Licenciado  Federico  Salazar,  se  hizo 
constar:  "que  para  el  que  camina  paralela- 
mente a  la  via,  no  existe  ningún  aviso,  pero, 
en  cambio,  los  hay  en  todos  los  cruceros  per- 
pendiculares a  la  vía,  tanto  para  los  peato- 
nes, como  para  los  vehículos  que  vayan  a 
atravesarla".  Hecho  que  fué  comprobado  por 
el  Juez,  en  los  cruceros  do  la  décima  octava, 
décima  novena  y  vigésima  calle  que  se  reco- 


rrieron; b)  declaraciones  de  los  señores  Ale- 
jandro Ruperto  Mendoza  y  Salvador  Ortiz 
Briones,  quienes  al  ser  examinados  contesta- 
ron en  sentido  afirmativo  a  las  preguntas  ten- 
dientes a  establecer  los  hechos  que  siguen: 
lo.,  que  en  el  sitio  que  ocupa  la  décima  octa- 
va calle  y  la  Avenida  del  Ferrocarril,  no  hay 
ni  ha  habido  con  anterioridad  ningún  guarda- 
vía, encargado  de  advertir  a  los  transeúntes 
los  peligros  que  corren  por  el  tránsito  de  las 
máquinas  ferrocarrileras  por  el  lugar  susodi- 
cho; 2o.,  que  en  la  entrada  del  rumbo  Sur  del 
viaducto  de  "Las  Vacas",  si  han  visto  a  una 
persona  encargada  de  evitar  los  daños  que 
les  puedan  sobrevenir  a  las  personas  que  por 
ahí  transitan;  3o.,  que  en  la  dirección  al  prin- 
cipio mencionada,  solamente  existen  dos  pos- 
tes con  un  aviso  del  peligro;  y  4o,  que  los  le- 
ti-eros  a  que  se  refiere  la  pregunta  que  acaba 
de  ser  mencionada,  uno  da  frente  al  Occiden- 
te, y  el  otro  hacia  el  Oriente;  c),  una  certifi- 
cación expedida  por  el  Secretario  del  Juzgado 
Quinto  de  Primera  Instancia  del  Departamen- 
to de  Guatemala,  en  la  cual  hizo  constar,  en- 
tre otras  cosas,  que  en  la  causa  instruida  so- 
bre averiguar  la  muerte  de  Manuel  Pérez  Gar- 
cía se  encuentra  la  boleta  de  excepción  Mili- 
tar definitiva  del  referido  Pérez  García  por 
padecer  de  sordera,  defimocis  congénito  y  de 
idiotismo;  d)  una  copia  certificada  de  la  par- 
tida de  defunción  del  maquinista  Juan  Melgar 
Mijangos,  quien  falleció  en  el  barrio  denomi- 
nado Estación,  de  la  cabecera  departamental 
de  Zacapa,  el  veintiséis  de  Diciembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  siete,  a  las  quince  horas 
y  cuarenta  y  cinco  minutos,  a  consecuencia  de 
la  fractura  de  la  base  del  cráneo;  e)  el  núme- 
ro dos  de  "La  Gaceta  de  la  Policía"  corres- 
pondiente al  nueve  de  Enero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  ocho  y  en  el  cual  se  publica  el 
oficio  número  un  mil  novecientos  ochenta  y 
cinco  (1985),  dirigido  por  don  M.  Humberto 
Flores,  Comisario  de  la  Policía  Nacional  en 
Zacapa,  al  Director  General  de  dicha  Institu- 
ción. En  el  precitado  oficio,  el  Comisario  que 
acaba  de  mencionarse,  informó  detalladamen-, 
te  acerca  de  que  el  tren  número  diez  y  nueve, 
que  llegaba  de  Puerto  Barrios  a  las  tres  horas 
y  treinta  minutos,  en  la  milla  número  ciento 
dos,  atropelló  al  maquinista  Juan  Melgar, 
quien  dormía  sobre  la  línea  férrea,  apoyando 
la  cabeza  sobre  uno  de  los  rieles,  "vencido  por 
la  embriaguez  y  las  dos  noches  que  tenía"  de 
no  dormir;  f)  los  dictámenes  presentados  por 
don  Luis  Coronado  Lira  y  don  Bcrnardino 
Meré,  quienes  estimaron  que,  en  el  caso  de 
ser  procedente,  la  Empresa  tantas  veces  men- 
cionada debe  pagar  como  Indemnización,  la 
suma  de  quinientos  quetzales,  según  el  pri- 
mero de  dichos  señores,  y  la  cantidad  de  cua- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


237 


tro  mil  quinientos,  según  el  segundo.  Ni  la 
ratificación  del  dictamen  emitido  por  el  señor 
Lira  ni  la  diligencia  en  que  dictaminaron  el 
señor  Meré  y  el  señor  Lira  fueron  autoriza- 
das por  el  Secretario  respectivo;  g)  los  dic- 
támenes de  don  Luis  Coronado  Lira  y  don  Mi- 
guel Castellanos  Monroy.  El  señor  Lira  opi- 
nó que  el  accidente  fué  inevitable.  Y  el  señor 
Castellanos  Monroy  expuso  lo  siguiente:  que 
por  ser  recta  la  vía  en  toda  la  extensión  com- 
prendida entre  el  puente  de  "La  Barranqul- 
11a"  hasta  la  décima  octava  calle  y  Avenida 
del  Ferrocarril,  se  puede  perfectamente,  en 
caso  de  emergencia,  evitar  el  accidente  que 
pueda  sufrir  la  persona  que  camine  adelante  y 
al  lado  derecho  de  la  via  y  que  intente  atra- 
vezarla  en  el  cruce  de  la  décima  octava  Calle 
Oriente  y  Avenida  mencionada,  ya  que  el  tren 
puede  ser  detenido  sin  dificultad.  Por  las  ra- 
zones siguientes:  la.)  porque  dentro  de  los 
límites  del  "Patio"  que  corresponden  a  la  ciu- 
dad capital,  todos  los  trenes  deben  moverse 
con  precaución;  2a.)  porque  antes  de  salir  de 
la  Estación  Central,  todo  maquinista  está  en 
la  obligación  de  probar  los  frenos  de  aire  de 
las  locomotoras,  con  el  objeto  de  cerciorarse 
de  la  eficacia  de  los  vehículos  para  empren- 
der la  marcha,  y  si  Juan  Melgar  no  lo  hizo, 
incurrió  en  descuido;  3a.)  por  que  además  de 
los  frenos  de  aire,  las  locomotoras  tienen  un 
aprovisionamiento  de  arena  para  atender  a 
las  emergencias  probables;  que  el  maquinis- 
ta al  advertir  que  el  peatón  no  oía,  que  este 
iba  caminando  adelante  y  que  se  aproximaba 
al  cruce  de  la  décima  octava  calle  y  Avenida 
del  Ferrocarril,  debió  proceder  al  arenamien- 
to  de  la  via  para  que  la  locomotora,  sin  ma- 
yor esfuerzo  se  detuviera  instantáneamente; 
4a.)  por  que  si  bien  es  verdad,  que  los  con- 
ductores no  llevan  en  sus  manos  los  medios 
de  impulsión  y  detención  principales  de  las 
máquinas,  también  lo  es,  que  pueden  parar 
un  tren  con  solo  hacer  uso  de  las  válvulas  ae 
aire  que  llevan  los  carros  del  mismo;  y  5a.) 
porque  yendo  el  peatón  al  lado  derecho  de  la 
via,  y  siendo  ese  mismo,  el  que  corresponde 
al  maquinista  en  su  locomotora,  tuvo  forzo- 
samente que  darse  cuenta  del  peligro,  y  por 
lo  tanto  debió  tomar  las  precauciones  que  lo 
evitaran  en  caso  dado,  haciendo  uso  de  los 
medios  enumerados  anteriormente;  y  h),  dic- 
tamen del  Bachiller  Carlos  Humberto  de  León, 
quien  expuso:  que  el  horario  de  los  Ferroca- 
rriles que  examinó  establece  que  dentro  de 
los  limites  de  patio,  los  trenes  deben  mover- 
se con  precaución,  y  la  regla  sexta  explica: 
"con  precaución,  quiere  decir:  correr  a  una  ve- 
locidad reducida  de  acuerdo  con  las  condicio- 
nes, de  modo  que  pueda  pararse  antes  de  lle- 
gar a  un  tren,  máquina,   carro,   swich  mal 


puesto,  descarrilador  u  otro  obstáculo".  Que 
en  virtud  de  lo  expuesto  estima:  que  una  lo- 
comotora que  vaya  dentro  de  los  límites  del 
patio,  con  sus  frenos  de  aire  en  perfecto  fun- 
cionamiento, caminando  con  precaución,  a  una 
velocidad  reducida  como  indican  las  reglas  ci- 
tadas, velocidad  que  puede  reducirse  al  dar- 
se cuenta  el  maquinista  de  que  hay  una  vida 
en  peligro,  y  por  consiguiente  tomar  todas 
las  medidas  que  aconseja  la  técnica,  puede  pa- 
rarse la  locomotora  en  un  momento  dado  evi- 
tándose el  accidente.  Que  en  el  caso  concre- 
to, si  concurrieron  todas  las  circunstancias 
mencionadas  y  además  un  terreno  recto  y 
plano  como  el  lugar  en  que  acaeció  el  acci- 
denté, sí  pudo  ser  detenida  la  marcha  de  la 
locomotora  y  evitar  la  muerte  del  peatón.  Y 
que  caminando  el  tren  a  una  velocidad  de  diez 
millas  por  hora  fué  imposible  pararlo  inme- 
diatamente, pero  entiende  que  no  es  esta  la 
velocidad  reglamentaria  en  los  límites  de 
patio. 

Que  el  representante  de  la  Empresa  de  los 
Ferrocarriles  acompañó  a  su  alegato  fecha 
veinte  de  Enero  del  año  anterior  (1939),  un 
ejemplar  de  los  avisos  en  que  la  referida  Em- 
presa ha  hecho  imprimir  el  Reglamento  que 
fué  aprobado  por  acuerdo  Gubernativo  fecha 
veinte  de  Mayo  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos,  en  que  se  recuerda  al  público  la  vigencia 
del  Acuerdo  Gubernativo  emitido  a  los  veinti- 
cuatro días  del  mes  de  Febrero  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  dos,  que  en  lo  conducente 
dice:  "prohibir  en  lo  absoluto  a  todas  las  em- 
presas de  transporte,  lo  mismo  que  a  los  par- 
ticulares, transitar  de  cualquier  manera,  sobre 
el  terreno  que  recorren  las  vías  férreas  esta- 
blecidas en  la  República;  y  entre  las  prohibi- 
ciones contenidas  en  el  aviso  susodicho,  están 
las  siguientes:  "se  prohibe  a  toda  persona 
con  excepción  de  los  empleados  de  esta  Com- 
pañía de  Ferrocarriles  que  tengan  que  hacer- 
lo en  cumplimiento  de  sus  obligaciones,  tran- 
sitar en  lo  largo  del  derecho  de  vía  del  Fe- 
rrocarril; pasar  por  sus  puentes;  y  penetrar 
a  sus  propiedades  o  dependencias.  Queda  ab- 
solutamente prohibido  cruzar  la  via  férrea, 
salvo  en  lugares  en  donde  para  tal  efecto  hu- 
biere calles  o  caminos  públicos  establecidos. 
Para  el  caso  del  punto  anterior,  la  persona 
que  haya  de  cruzar  la  vía  férrea,  deberá  ob- 
servar las  precauciones  indicadas  por  los  avi- 
sos colocados  en  los  cruces  de  los  caminos 
públicos". 

Que  el  señor  José  Dolores  Guerrero,  en  con- 
cepto de  personero  de  doña  Elena  Calderón 
Pérez  y  don  Ernesto  Pérez  relató  en  su  alega- 
to el  hecho,  analizó  la  prueba  que  obra  en  au- 
tos, y  por  último,  pidió  que  se  hicieran  las  de- 
claraciones solicitadas  en  la  demanda. 
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Que  el  Juez  Segundo  de  Primera  Instancia 
de  este  departamento,  puso  fin  a  la  contro- 
versia resolviendo  sin  lugar  la  excepción  pe- 
rentoria de  falta  de  acción  interpuesta  por  la 
Empresa  demandada,  condena  a  esta  al  pago, 
dentro  de  tercero  dia,  de  la  cantidad  de  qui- 
nientos quetzales,  en  concepto  de  indemniza- 
ción a  los  herederos  del  señor  Manuel  de  Je- 
sús Pérez  Garcia;  y  declara  que  las  costas  son 
a  cargo  de  ambas  partes. 

Que  en  Segunda  Instancia,  el  representante 
legal  de  la  parte  demandada,  presentó  una 
certificación  en  que  consta  la  demanda  enta- 
blada por  el  Doctor  Arturo  Carrillo  contra  la 
Compañía  de  los  Ferrocarriles  Internacionales 
de  Centro  América;  y  la  sentencia  pronuncia- 
da por  esta  Suprema  Corte  de  Justicia  a  los 
dos  días  del  mes  de  Diciembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  seis,  y  por  medio  de  la  cual 
fué  desestimado  el  recurso  de  casación  que  in- 
terpuso el  referido  Facultativo  contra  el  fallo 
dictado  por  la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  diez  y  nueve  de  Junio  del  año 
mencionado  anteriormente. 

Que  el  Tribunal  de  segunda  Instancia  a  diez 
y  siete  de  Junio  del  año  retropróximo,  revocó 
la  sentencia  proferida  por  el  Juez  aquo,  decla- 
rando: a)  procedente  la  excepción  perentoria 
de  falta  de  acción  interpuesta  por  la  Compa- 
ñía de  los  Ferrocarriles  Internacionales  de 
Centro  América;  b)  que  absuelve  de  la  deman- 
da a  la  referida  Empresa;  y  c)  que  no  hay 
especial  condenación  en  costas. 

Que  el  señor  José  Dolores  Guerrero,  en  con- 
cepto de  apoderado  de  la  parte  demandante, 
y  con  el  auxilio  del  Abogado  Antonio  Florlan 
Aguirre,  interpuso  contra  este  último  pronun- 
ciamiento el  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción, manifestando  que  dicho  fallo  contiene 
violaciones  de  leyes,  aplicación  indebida  y 
errónea  interpretación  de  las  mismas;  y,  al 
ser  apreciadas  las  pruebas  rendidas,  se  han 
cometido  errores  tanto  de  hecho  como  de  de- 
recho de  parte  del  Tribunal  sentenciador.  Y 
denunció  como  infringidas  las  leyes  siguien- 
tes: del  Decreto  Legislativo  número  1827;  los 
artículos  lo.,  2o.,  3o.,  4o.,  5o.  y  7o.;  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial;  artículos  3o. 
inciso  4o.  y  237;  del  Código  Civil  de  1877;  ar- 
tículos 2293,  2277  y  1435;  artículo  329  del  De- 
creto número  272;  del  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil;  los  artículos  374  ,  428  in- 
ciso lo.,  431,  282.  384  y  259;  articulo  27  del 
Código  de  Procedimientos  Penales;  y  por  úl- 
timo los  artículos  259,  277,  278  inciso  lo.,  282, 
319,  427  y  378  del  Decreto  Legislativo  núme- 
ro 2009. 


CONSIDERANDO: 

Que  el  recurrente  arguye:  "que  al  no  ha 
berse,  pues,  deducido  la  acción  civil  ante  el 
Juez  del  sobreseimiento,  nada  de  lo  relativo  a 
esta  acción  independiente  tiene  que  estar  juz- 
gado por  aquel;  tampoco  se  trata  de  una  sen- 
tencia declarativa  de  derechos;  no  es  ni  Jui- 
cio, ni  puede  dársele  a  aquel  acfo  los  efectos 
de  cosa  juzgada".  Ahora  bien,  en  el  sobresei- 
miento de  que  se  trata  consideró  el  Tribunal 
sentenciador  al  hacer  referencia  a  dicho  auto, 
solamente  consideró  que  en  el  caso  sub-júdice, 
no  aparece  establecida  la  relación  de  causali- 
dad que  debe  existir  para  que  pueda  tener  vida 
la  responsabilidad  solidaria,  según  se  deduce 
de  los  fundamentos  invocados  para  acordar 
la  resolución  al  principio  mencionada;  jxjr 
consiguiente,  la  Sala,  tampoco  le  ha  dado  erró- 
neamente valor  ilimitado  al  auto  de  sobresei- 
miento, ni  consideró  que,  el  referido  "acto" 
produzca  los  efectos  de  cosa  juzgada,  como  lo 
afirma  el  señor  Guerrero  en  su  alegato;  y 
en  ese  concepto  no  fueron  infringidos  los  ar- 
tículos 3o.  inciso  4o.  y  237  de  la  Ley  Consti- 
tutiva del  Poder  Judicial,  ni  los  artículos  282 
(citados  dos  veces),  277,  278  inciso  lo.  y  319 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil. 

CONSIDERANDO: 

Que  también  estima  la  Sala:  que  los  hechos 
establecidos  durante  el  término  probatorio,  no 
evidenciaron  las  circunstancias  concretas  y 
precisas  en  que  se  produjo  el  accidente,  y 
por  ello,  no  pueden  servir  de  base  a  la  con- 
clusión de  que  la  muerte  del  señor  Manuel  de 
Jesús  Pérez  Garcia  es  legalmente  imputable 
al  maquinista  Juan  Melgar;  y  por  consiguien- 
te es  indudable  que  no  fueron  quebrantados 
los  artículos  2277  y  1435  del  Código  Civil  de 
1877;  329  del  Decreto  Gubernativo  número 
272;  lo.  2o.  y  3o.  del  Decreto  Legislativo  nú- 
mero 1827,  ni  los  artículos  2293  del  primero 
de  los  cuerpos  legales  que  acaban  de  mencio- 
narse, 7o.,  del  Decreto  Legislativo  número 
1827  y  27  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les, porque  el  Tribunal  de  segunda  Instancia 
no  ha  hecho  declaración  alguna  tendiente  a 
contravenir  lo  dispuesto  por  los  preceptos  su- 
sodichos. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  la  inspección  ocular  practicada  por 
el  Juez  se  hizo  constar,  entre  otras  cosas,  que 
para  el  que  camina  paralelamente  a  la  via, 
no  existe  ningún  aviso,  pero  en  cambio  los 
hay  en  todos  los  cruceros  perpendiculares  a  la 
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misma  linea,  para  los  peatones,  y  los  vehícu- 
los que  vayan  a  atravesarla.  Este  hecho  fué 
comprobado  personalmente  por  dicho  íuncio- 
nario,  en  los  cruceros  situados  en  la  décima  oc- 
tava, décima  novena  y  vigésima  calles,  que 
se  recorrieron.  Por  otra  parte,  en  el  Regla- 
mento aprobado  por  Acuerdo  Gubernativo,  fe- 
cha veinte  de  Mayo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  dos,  se  establece  la  prohibición  de  tran- 
sitar las  empresas  de  transportes  y  particula- 
res, de  cualquiera  manera  sobre  el  terreno 
ocupado  por  las  vías  férreas  establecidas  en 
la  República.  Con  respecto  a  la  falta  de  guar- 
davías en  la  línea  férrea  de  que  se  trata,  cabe 
considerar  que  con  la  inspección  ocular  ya  ex- 
presada, y  las  declaraciones  de  los  testigos 
presentados  por  los  propios  actores,  se  en- 
cuentra establecido  que  la  Empresa  demanda- 
da sí  ha  cuidado  de  que  los  peatones  puedan 
enterarse  del  peligro  que  existe  al  atravesar 
la  referida  vía  sin  tomar  previamente  las  pre- 
cauciones debidas  con  el  fin  de  evitar  un  ac- 
cidente; y  por  lo  tanto  no  fueron  violados  los 
artículos  374,  427  y  428  inciso  lo.,  y  431  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

CONSIDERANDO: 

Que  por  no  ser  asertivo  el  dictamen  de  los 
dos  expertos  señores  Luis  Coronado  Lira  y 
Miguel  Castellanos  Monroy  con  relación  a  las 
cuestiones  consignadas  en  el  auto  fecha  tres 
de  Agosto  (1938),  correspondería  apreciar  di- 
cha prueba  tomando  en  cuenta  las  demás  que 
hubieran  sido  presentadas,  sobre  aquellos  pun- 
tos, pero  como  no  fué  rendida  probanza  algu- 
na, tampoco  procede  hacer  esa  calificación; 
y  en  consecuencia  no  se  infringieron  los  ar- 
tículos 259  (citado  dos  veces  por  el  recurren- 
te) 378  y  384  del  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y  Mercantil,  ni  los  artículos  4o.  y  5o.  del 
Decreto  Legislativo  número  1827,  pues  habien- 
do estimado  la  referida  Sala,  que  carecen  de 
acción  los  actores,  es  inconducente  entrar  a 
considerar  el  valor  jurídico  que  pudiera  tener 
el  otro  dictamen  dado  acerca  de  la  cuantía  de 
los  daños  tantas  veces  mencionados. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  funda- 
mento en  los  artículos  521  y  524  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  DESESTI- 
MA el  recurso  de  que  se  ha  hecho  mérito  y 
condena  al  recurrente  al  pago  de  las  costas 
del  mismo  y  a  una  multa  de  veinticinco  quet- 
zales. En  caso  de  insolvencia  purgará  vein- 
ticinco días  de  prisión  conmutables  a  razón 
de  un  quetzal  diario.    Notiííquese,  devuélvan- 


se los  antecedentes  con  certificación  de  lo  re- 
suelto y  repóngase  el  papel  en  la  forma  que 
determina  el  articulo  27  del  Decreto  Legisla- 
tivo número  2009. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez. 
Jesús  Unda  Murillo.  —  Max  García  R.  —  Se- 
cretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Candelaria  Cas- 
tro A.  contra  Encarnación  Archila  y  Rosau- 
ra Díaz  de  Archila. 

DOCTRINA:  La  falta  de  firma  del  Secreta- 
rio del  Tribunal,  y  la  de  competencia  del 
juzgador  para  mandar  a  practicar  una  di- 
ligencia en  auto  "para  mejor  fallar",  son 
actos  de  procedimien  to  y  no  de  violación  de 
ley,  para  el  efecto  de  introducir  un  recurso 
de  casación. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiséis  de  Junio  de  mil  novecientos  cua- 
renta. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  antece- 
dentes, se  examina  la  sentencia  proferida  por 
la  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones 
con  fecha  treinta  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  nueve,  en  el  juicio  ordinario 
de  filiación  seguido  por  doña  Candelaria  Cas- 
tro A.,  contra  don  Encarnación  Archila  y  do- 
ña Rosaura  Díaz  de  Archila. 

Con  fecha  catorce  de  mayo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  ocho,  se  presentó  ante  el  Juez 
Tercero  de  Primera  Instancia  de  este  depar- 
tamento, doña  Candelaria  Castro  A.  y  expu- 
so: que  con  Eligió  Archila  procreó  un  hijo  que 
nació  en  el  distrito  Municipal  de  San  Vicente 
Pacaya  el  diez  y  siete  de  abril  de  rail  nove- 
cientos veintidós,  que  lleva  por  nombre  "Car- 
los Alfonso  Castro"  y  a  quien  don  Eligió  siem- 
pre reconoció  como  hijo  suyo,  proveyendo  a 
su  subsistencia  y  presentándolo  como  tal  a 
sus  familiares  y  distintas  relaciones  sociales. 
Don  Eligió  Archila  falleció  en  la  Ciudad  de 
Quezaltenango,  el  veintiocho  de  Mayo  de  mil 
novecientos  treinta  y  siete,  habiendo  dejado 
algunos  bienes  que  consisten  en  una  casa  ubi- 
bada  en  esta  ciudad,  registrada  bajo  el  núme- 
ro veintitrés  mil  novecientos  uno  (23901),  fo- 
lio diez  y  nueve  (19)  del  Libro  doscientos 
treinta  y  cuatro  (234)  de  Guatemala,  y  varios 
muebles  y  semovientes  en  Sololá.  Radicada 
la  mortuoria  correspondiente  ante  el  mismo 
Juzgado  Tercero  de  Primera  Instancia,  fueron 
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declarados  sus  herederos  ab  intestado,  sus  pa- 
dres don  Encarnación  Archila  y  doña  Rosaura 
Díaz  de  Arcliila. 

Que  como  tutriz  natural  de  su  menor  hijo 
Carlos  Alfonso,  demanda  a  los  mencionados 
señores  Encarnación  Archila  y  Rosaura  Díaz 
de  Archila,  en  su  carácter  de  representantes 
de  la  mortual  de  don  Eligió,  a  efecto  de  que 
en  sentencia  se  declare  que  su  menor  hijo  ya 
citado,  lo  es  también  de  don  Eligió  Archila. 
Acompañó  a  su  demanda,  certificación  de  la 
partida  de  nacimiento  de  su  hijo  Carlos  Al- 
fonso, asentada  en  el  Registro  Civil  de  San 
Vicente  Pacaya  del  extinguido  departamento 
de  Amatitlán,  el  ocho  de  Mayo  de  mil  nove- 
cientos veintidós,  y  varios  documentos  priva- 
dos que  consisten  en  correspondencia  episto- 
lar sostenida  entre  ella  y  don  Eligió;  y  como 
medida  preventiva,  solicitó  se  anotara  de  de- 
manda la  finca  urbana  ya  descrita  y  se  cons- 
tituyeran en  depósito  los  muebles  y  semovien- 
tes, lo  que  oportunamente  asi  se  decretó. 

En  rebeldía  de  los  esposos  Archila  se  tuvo 
por  contestada  la  demanda  en  sentido  negati- 
vo y  se  abrió  el  juicio  a  prueba  por  el  térmi- 
no de  ley,  en  cuya  dilación  probatoria  la  par- 
te actora  pidió  el  reconocimiento,  por  parte 
de  los  demandados,  de  los  documentos  priva- 
dos que  acompañó  a  su  demanda,  prueba  que 
le  fué  adversa,  pues  éstos  manifestaron  que 
no  reconocían  ninguno  de  los  documentos  que 
fueron  enumerados  en  las  respectivas  diligen- 
cias (cartas),  ni  la  leyenda  de  la  fotografía, 
ni  las  firmas  que  los  autorizan,  como  escritos 
por  su  hijo  Eligió  Archila,  pues  advierte  la 
madre  que  él  nunca  usó  la  "P"  y  además,  la 
letra  le  es  desconocida,  y  el  padre  dijo  que 
le  eran  desconocidos  y  que  ignoraba  quién 
los  haya  escrito  y  firmado.  Esta  negativa  al 
reconocimiento  dió  lugar  a  que  doña  Cande- 
laria Castro  solicitara  prueba  de  expertos  a 
fin  de  constatar  si  dicha  correspondencia  fué 
escrita  y  firmada  por  el  mencionado  don  Eli- 
gió Archila.  Como  perito  por  su  parte,  pro- 
puso al  profesor  José  Luis  Guillén,  cuyo  nom- 
bramiento fué  confirmado,  y  en  rebeldía  de 
los  demandados,  se  nombró  experto  por  su 
parte,  al  señor  Prudencio  Dávila,  y  como  ter- 
cero para  el  caso  de  discordia,  al  Bachiller 
Desiderio  Menchú.  También  presentó  la  ac- 
tora, certificación  de  otra  partida  de  nacimien- 
to de  Carlos  Alfonso,  asentada  en  el  libro  del 
Registro  Civil  de  esta  Capital,  el  veintiséis  de 
Agosto  de  mil  novecientos  veintidós,  como  hi- 
jo legitimo  de  Eligió  Archila  y  Candelaria 
Castro,  dando  parte  Jorge  Gutiérrez,  quien  se- 
ñaló como  lugar  de  nacimiento,  la  Calle  Real 
de  La  Libertad,  casa  número  17,  el  veinte  del 
propio  mes,  a  la  una  y  media  a.  m.,  habién- 
dose mandado  agregar    a  sus  antecedentes. 


Agotado  el  término  probatorio  y  su  prórroga, 
los  expertos  no  rindieron  su  dictamen,  sino 
que  lo  hicieron  durante  el  término  que  para 
el  efecto  se  señaló  en  auto  para  mejor  fallar. 
Esta  prueba  consiste  en  varias  cartas  de  los 
años  mil  novecientos  veintidós  y  mil  nove- 
cientos veintitrés,  fechadas  en  Sololá,  Pana- 
jachel  y  Guatemala,  dirigidas  a  Candelaria 
Castro,  Coatepeque  o  Los  Dolores,  firmadas 
unas  con  el  nombre  José  E.  Archila,  otras  con 
Eligió  —Eligió  P.  Archila—  solo  Eligió  o 
E.  P.  Archila,  en  las  cuales  se  hacen  referen- 
cias a  un  niño  llamado  Carlos,  nacido  en  ese 
tiempo,  y  al  envío  de  ciertas  sumas  de  dinero 
y  al  encargo  de  que  la  madre  del  niño  lo  fue- 
ra a  inscribir  en  el  Registro  como  hijo  natu- 
ral reconocido  del  señor  Archila.  Además  es- 
tá una  fotografía  en  postal  del  señor  Archi-. 
la,  con  dedicatoria  que  dice  "A  mi  querido  hijo 
Carlos  Alfonso,  como  un  recuerdo  de  su  pa- 
dre,   (f)  E.  Archila". 

Los  expertos  dictaminaron  en  forma  favo- 
rable a  las  pretensiones  de  la  parte  actora, 
manifestando  en  su  dictamen  que  fué  unifor- 
me y  conteste  y  debidamente  ratificado  ante 
el  Juez,  que  las  firmas  que  aparecen  en  las 
cartas  y  fotografía  y  en  una  escritura  públi- 
ca autorizada  por  el  Notario  Valentín  Dávi- 
la Barrios,  con  la  cual  se  hizo  el  cotejo,  fue- 
ron escritas  por  la  misma  persona  que  es  don 
Eligió  Archila.  También  propuso  la  deman- 
dante, que  fueran  examinados  varios  testigos 
para  establecer  que  como  veinte  años  antes 
del  fallecimiento  de  don  Eligió,  mantuvo  re- 
laciones amorosas  con  él,  a  consecuencia  de 
las  cuales  nació  su  hijo  Carlos,  pero  esta  prue- 
ba no  se  recibió. 

Previo  señalamiento  de  día  para  la  vista, 
se  dictó  sentencia  el  doce  de  Julio  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  nueve,  en  la  que  el  Tribu- 
nal de  Primera  Instancia  al  condenar  a  los 
esposos  Archila,  declara  que  el  menor  Carlos 
Alfonso  Castro  es  hijo  fuera  de  matrimonio 
de  don  Eligió  Archila  y  doña  Candelaria  Cas- 
tro, y  ordena  que  al  estar  firme  el  fallo  se 
haga  la  correspondiente  inscripción  en  el  Re- 
gistro Civil  respectivo. 

Por  haberse  apelado  del  fallo,  conoció  la 
Sala  Tercera  de  Apelaciones  y,  en  esa  instan- 
cia rindieron  los  demandados,  como  prueba  de 
su  parte,  confesión  judicial  prestada  por  la 
actora  y  su  menor  hijo  Carlos  Alfonso.  La 
primera  sobre  ratificación  de  su  demanda  y 
al  hecho  de  haber  presentado  al  juicio  las 
dos  partidas  de  nacimiento  que  se  han  rela- 
cionado, manifestando  que  la  primera,  obede- 
ce al  parte  que  ella  dió  al  auxiliar  de  la  Aldea 
"Los  Dolores"  donde  tuvo  lugar  el  alumbra- 
miento; y  la  segunda,  a  que  sin  duda  el  padre 
del  menor  lo  hizo  inscribir  como  su  hijo  legl- 
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timo,  sin  que  ella  interviniera,  porque  enton- 
ces no  estaba  en  esta  capital;  y  la  del  segun- 
do versa  sobre  ratificación  de  lo  hecho  por  su 
señora  madre  en  este  asunto. 

Señalado  día  para  la  vista,  se  dictó  la  sen- 
tencia que  se  examina,  confirmándose  la  de 
primer  grado,  motivo  por  el  cual  los  deman- 
dados, con  auxilio  de  los  abogados  José  Luis 
Charnaud  y  Conrado  Tercero,  introdujeron  re- 
curso de  casación  por  violación  de  ley  y  seña- 
laron como  violados  los  artículos  siguientes: 
68,  91  inciso  2o.,  189,  232  fracciones  4a.,  5a.  y 
6a.  y  233  del  Decreto  Gubernativo  número 
1862.  (L.  C.  del  P.  J.);  53  inciso  8o.,  61  inciso 
4o.  del  Decreto  Gubernativo  número  1568  (R. 
de  T.),  166  y  167  en  sus  cuatro  incisos  del  Có 
digo  Civil;  378  y  384  del  Decreto  2009  (L.  de 
E.  C.  y^M.). 

Señalado  día  para  la  vista  y  aceptada  la 
excusa  de  uno  de  los  Vocales  de  esta  Corte, 
es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  articulo  68  de  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  no  puede  ser  infringido  para 
el  efecto  de  fundar  en  él  un  recurso  de  casa- 
ción, por  cuanto  que  el  mandato  que  contie 
ne  de  que  habrá  en  cada  tribunal  de  justicia 
un  secretario  que  autorice  los  proveídos,  reso- 
luciones y  diligencias  que  se  dicten,  más  es 
del  resorte  de  la  organización  de  dichas  ofi- 
cinas que  no  concierne  a  los  litigantes  que  a 
ellas  acuden,  ni  a  derechos  de  estos  en  el  or- 
den estrictamente  legal.  Otro  tanto  puede  de- 
cirse del  inciso  8o.  del  artículo  53  y  del  inciso 
4o.  del  articulo  61  del  Reglamento  de  los  Tri- 
bunales, que  se  refieren  a  la  obligación  que 
tienen  los  Secretarios  de  redactar  o  hacer  que 
se  redacten  las  actas,  declaraciones  y  demás 
diligencias  que  deban  autorizar,  y  hacer  esto 
con  los  despachos,  exhortos,  diligencias,  au- 
tos y  toda  clase  de  resoluciones  que  se  expi- 
dan, practiquen  o  dicten  por  el  Juez. 

Pero  como  la  infracción  denunciada  de  los 
citados  artículos,  está  en  relación  con  los  que 
llevan  los  números  189,  378  y  384  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  también 
denunciados  como  infringidos,  por  cuanto  la 
sentencia  recurrida  se  ha  apoyado  en  el  dic- 
tamen de  los  dos  expertos  nombrados,  a  pesar 
de  que  el  acta  de  discernimiento  del  cargo  a 
uno  de  ellos  no  fué  autorizada  por  el  Secreta- 
rio, se  hace  indispensable  establecer  si  esta 
omisión  anula  la  prueba  producida  haciendo 
ineficaz  el  dictamen  de  los  peritos.  A  este 
efecto  cabe  considerar  que  no  hay  razón  para 
estimarlo  asi,  por  cuanto  que  tratándose  de 
una  diligencia  de  pura  formalidad,  que  fué 
firmada  por  el  Juez  y  también  por  el  exper- 


to nombrado,  la  omisión  de  la  firma  del  Se- 
cretario no  la  inutiliza,  porque  la  parte  intrín- 
seca de  la  prevención  de  la  ley,  sobre  que  se 
discierna  el  cargo  a  los  expertos,  antes  de 
proceder,  fué  cumplida  y  confirmada  más  tar- 
de con  otra  diligencia  más  formal  todavía,  co- 
mo es  la  ratificación  del  dictamen  emitido  por 
los  mismos  expertos.  Por  otra  parte,  la  omi- 
sión apuntada,  constituirla  un  vicio  del  proce- 
dimiento que  no  dá  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción, ni  aun  por  infracción  del  mismo,  causa 
en  la  cual  no  se  apoyan  los  recurrentes,  y  por 
lo  mismo,  la  cita  que  se  hace  de  tales  artícu- 
los para  fundar  el  recurso  ha  sido  incondu- 
cente. 

CONSIDERANDO: 

Que  otro  de  los  fundamentos  del  recurso, 
consiste  en  que  el  Juez  que  conoció  del  asun- 
to, no  ha  tenido  derecho  para  mandar  que  se 
practicara  la  prueba  de  expertos  en  auto  "pa- 
ra mejor  fallar",  porque  esa  facultad  está 
limitada  a  los  casos  previstos  y  consignados 
en  el  artículo  91  del  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil,  el  cual  poi-  esa  razón 
fué  infringido. 

Fuera  de  que  también  milita  para  desechar 
la  argumentación  como  causa  del  recurso,  la 
consignada  en  la  última  parte  del  consideran- 
do anterior,  o  sea  la  de  que  esto  es  un  acto 
de  procedimiento  que  no  daría  lugar  al  recur- 
so por  violación  de  ley,  existe  la  razón  de  que 
el  reconocimiento  de  firmas  por  expertos,  si 
es  diligencia  comprendida  entre  las  que  los 
Jueces  pueden  mandar  a  practicar  en  la  for- 
ma ya  indicada,  por  lo  que  no  ha  habido  vio- 
lación alguna  del  artículo  ya  citado,  en  su 
inciso  lo.,  punto  b). 

CONSIDERANDO: 

Que  si  bien  fueron  citados  también  como 
infringidos  los  artículos  166  y  167  en  sus  cua- 
tro incisos  del  Código  Civil,  el  primero  se  com- 
pone de  tres  párrafos  de  los  cuales  no  se 
menciona  especialmente  cuál  es  el  que  sirve 
de  fundamento  al  recurso;  pero  fuera  de  esta 
circunstancia,  cabe  observar  que  tanto  una 
como  otra  de  tales  disposiciones,  se  refieren 
a  los  modos  como  puede  establecerse  la  filia- 
ción; y  los  razonamientos  de  los  recurrentes 
en  su  alegato,  no  se  dirigen  más  que  a  com- 
batir la  prueba  del  reconocimiento  por  exper- 
tos de  las  firmas  de  los  documentos  presen- 
tados, por  falta  del  requisito  a  que  se  ha  he- 
cho referencia,  sino  que  dejan  a  los  propios 
documentos  toda  la  fuerza  legal  que  por  si 
mismos  representan,  y  que  llevan  el  conven- 
cimiento  de  que,   efectivamente,   don  Eligió 
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Archila  es  el  padre  del  menor  Carlos  Alfon- 
so Castro;  y  una  vez  que  los  susodichos  do- 
cumentos deben  tenerse  por  reconocidos  por 
el  padre  a  virtud  del  reconocimiento  de  fir- 
mas que  se  deja  expresado,  hecho  por  exper- 
tos y  aceptado  por  los  Jueces  con  la  facultad 
que  le  dá  el  artículo  378  del  Decreto  2009 
para  su  estimación,  teniendo  en  cuenta  la 
competencia  de  los  peritos,  la  uniformidad  de 
sus  opiniones  y  demás  condiciones  que  el  pro- 
pio artículo  enumera,  no  cabe  duda  que  no 
hubo  violación  alguna  de  los  expresados  ar- 
tículos. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  232  y  233  de  la  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial,  se  refieren  a  re- 
glas que  deben  observarse  en  la  redacción  de 
las  sentencias,  y  por  esa  misma  razón,  pue- 
de apreciarse  que  no  dan  lugar  a  un  recurso 
de  casación,  en  virtud  de  que  no  es  posible 
hacer  en  sentencia  ninguna  declaración  con- 
traría a  las  reglas  que  contienen.  Esto  sin 
perjuicio  de  que  también  fueron  observadas 
dichas  reglas  por  el  Tribunal  sentenciador, 
relacionando  la  prueba  única  rendida,  apre- 
ciándola en  su  justo  valor  y  haciendo  mérito 
de  los  puntos  de  derecho  sometidos  a  su  co- 
nocimiento. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  en 
lo  que  disponen  los  artículos  233  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  521  y  524  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil, 
estima  que  la  resolución  recurrida  está  arre- 
glada a  derecho;  declara  improcedente  el  re- 
curso interpuesto  y  condena  a  los  que  lo  in- 
terpusieron al  pago  de  las  costas  del  mismo  y 
al  de  una  multa  de  veinticinco  quetzales  a  ca- 
da uno,  que  en  caso  de  insolvencia  se  susti- 
tuirá por  la  de  veinticinco  días  de  prisión  sim- 
ple a  cada  uno,  o  sea  un  día  de  prisión  por 
cada  quetzal.  Notifiquese,  repóngase  el  pa- 
pel en  caso  necesario,  y  con  certificación  de 
lo  resuelto,  devuélvanse  los  autos  al  tribunal 
de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  SoUs.  —  Abel  Paredes. — Fran- 
cisco E.  Rodríguez.  —  Federico  O.  Salasar. 
Oct.  Aguilar.  —  Max  García  R.  —  Secre- 
tario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  cin- 
co de  Julio  de  mil  novecientos  cuarenta. 

VISTOS;  y  CONSIDERANDO:  que  al  re- 
solverse por  esta  Corte,  en  sentencia  fecha 
veintiséis  de  Junio  último,  que  es  improceden- 


te el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Ro- 
saura Díaz  de  Archila  y  José  Encarnación  Ar- 
chila, en  el  juicio  seguido  con  Condelaria  Cas- 
tro, no  se  ha  dejado  de  resolver  ningún  pun- 
to sometido  en  el  mismo  o  prescrito  en  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  únicos 
casos  en  que  sería  procedente  la  ampliación 
solicitada; 

POR  TANTO: 

Este  Tribunal  con  apoyo  en  lo  que  dispone 
el  articulo  456  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil,  declara  que  no  ha  lugar  a 
la  solicitud  presentada  por  el  Licenciado  José 
Luís  Charnaud,  como  apoderado  de  doña  Ro- 
saura Díaz  de  Archila,  sobre  que  se  amplíe  la 
sentencia  de  que  se  hace  mérito.  Notifiquese 
y  repóngase  el  papel  en  la  forma  d*  ley. 

Ordóñez  Solis.  —  Paredes.  —  Rodríguez. 
O.  Salazar.  —  Aguilar.  — •  Max  García  R.  — 
Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  Ordinario  seguido  por  Manuel  Girón 
Meléndez  contra  ¡sidra  Pérez  Arana. 

DOCTRINA:  Procede  rechazar  de  plano  el  re- 
curso de  casación  en  el  que  se  citan  como 
violados,  exclusivamente,  los  preceptos  que 
reglan  dicho  recurso. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  seis 
de  Julio  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Visto  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Manuel  Girón  Meléndez  contra  la  sentencia 
de  veintisiete  de  febrero  del  año  en  curso  dic- 
tada por  la  Sala  2'  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes que  revoca  la  de  1"  Instancia  proferida 
por  el  Juez  departamental  de  Chimaltenango 
en  el  juicio  civil  ordinario  sobre  posesión  y 
propiedad  de  la  finca  denominada  "La  Zona", 
ubicada  en  el  municipio  de  Zaragoza,  seguido 
por  dicho  señor  contra  Isidra  Pérez  Arana,  de- 
clarando procedente  la  excepción  de  prescrip- 
ción propuestas  por  la  parte  demandada  a 
quien  absuelve  de  la  demanda  sin  especial  con- 
denación en  costas. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  escrito  de  introducción  del  recurso 
suscrito  en  esta  ciudad  el  diez  y  nueve  de  mar- 
zo del  corriente  año  por  Manuel  Girón  Melén- 
dez y  firmado  a  su  ruego  y  en  su  auxilio  por 
el  abogado  don  Cecilio  Palma,  no  contiene  la 
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cita  de  los  artículos  de  la  ley  o  leyes  Infrin- 
gidas, pues  los  artículos  505,  506  incisos  1-  y 
3",  511  y  512,  únicos  que  aparecen  menciona- 
dos, se  refieren  al  procedimiento  del  recurso 
de  casación,  su  procedencia,  término  y  requisi- 
tos; que  tampoco  lo  hizo  antes  del  señala- 
miento de  día  para  la  vista,  como  terminante- 
mente lo  establece  el  articulo  512  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil  y,  en  con- 
secuencia, el  recurso  carece  de  los  requisitos 
exigidos  por  la  ley  para  su  admisión; 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
además  en  el  artículo  513  del  Código  citado, 
RECHAZA  de  plano  el  recurso  interpuesto. 
Notifíquese  y  devuélvanse  los  antecedentes. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pare- 
des. —  Rodríguez.  —  O.  Salazar.  —  Max  García 
R.  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  de  cuentas  presentadas  por  Juan  Se- 
rva Masalles,  como  tutor  de  Felipe  Torres 
Amaya. 

'  DOCTRINA:  El  memorial  en  que  se  introduce 
un  recurso  de  casación,  en  materia  civil,  de- 
be contener  la  cita  de  los  artículos  de  ley  que 
se  estimen  infringidos,  de  lo  contrario,  será 
rechazado  de  plano. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  tre- 
ce de  Julio  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Visto  el  memorial  presentado  con  fecha  diez 
de  Febrero  del  corriente  año,  por  Rodolfo  R. 
Monzón,  con  auxilio  del  abogado  Max  Cifuen- 
tes  M.,  interponiendo  el  recurso  de  casación 
contra  el  auto  dictado  por  la  Sala  Tercera  de 
Apelaciones,  el  veinticuatro  de  enero  del  co- 
rriente año,  en  el  que  se  confirma  el  pronun- 
ciado por  el  Juez  Tercero  de  Primera  Instan- 
cia de  este  departamento,  por  el  cual  se  aprue- 
ban las  cuentas  presentadas  por  Juan  Serra 
Masalles,  como  tutor  de  Ricardo  Felipe  To- 
rres Amaya,  con  la  modificación  que  se  indi- 
ca; y 

CONSIDERANDO: 

que  el  recurrente  expresa  categóricamente 
que  de  conformidad  con  los  artículos  505,  506 
incisos  1",  2^  3°,  5"  y  6=  y  507,  511  y  512  del 
Decreto  Legislativo  número  2009  que  fueron 
violados  e  infringidos,  viene  a  interponer  con- 
tra los  fallos  expresados  por  la  Sala  Tercera 


de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  recurso  de  ca- 
sación que  corresponde,  reservándose  el  dere- 
cho de  alegar  lo  conducente  en  su  oportu- 
nidad. 

Que  de  conformidad  con  lo  dispuesto  por  el 
articulo  512,  precisamente  citado  por  el  pre- 
sentado, el  escrito  en  que  se  interpone  el  re- 
curso debe  contener  indispensablemente  la  ci- 
ta de  los  artículos  de  la  ley  o  leyes  infrin- 
gidas, precepto  con  el  cual  no  cumplió  el  re- 
currente, pues  los  que  se  han  enumerado  co- 
rresponden exclusivamente  al  tratado  de  ca- 
sación y  por  su  propia  naturaleza  no  pueden 
ser  objeto  del  mismo  recurso,  ya  que  su  apli- 
cación solamente  corresponde  a  este  Tribunal 
y  no  a  la  Sala  de  Apelaciones. 

POR  TANTO: 


la  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  en  la 
misma  ley  citada  y  el  513  del  propio  Código, 
rechaza  de  plano  el  recurso  interpuesto.  No- 
tifíquese y  con  certificación,  devuélvanse  los 
antecedentes  al  Tribunal  de  su  procedencia. 

Ordóñez  SoUs.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pare- 
des. —  Rodríguez.  —  O.  Salazar.  —  Max  Gar- 
cía R.  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  don  Luis  José 
Urrutia  Elorduy  contra  el  Licenciado  Rafael 
Santisteban  y  los  señores  Emilio,  Eva  y  Abe- 
lino  Urrutia  Garategui. 

DOCTRINA:  Los  instrumentos  públicos  ha- 
cen plena  prueba.  Y  si  se  alega  que  encie- 
rran un  contrato  simulado  o  existente  al- 
guna suplantación,  tales  hechos  deben  pro- 
barse para  poder  estimar  desvirtuado  el  va- 
lor jurídico  del  instrumento. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala  tre- 
ce de  Julio  de  Mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes,  la  sentencia  que  más 
adelante  se  relatará  pronunciada  en  el  juicio 
ordinario  de  tercería  excluyente  de  dominio 
seguido  por  don  Luis  José  Urrutia  contra  el 
Licenciado  Rafael  Santisteban  y  los  señores 
Emilio  Eva  y  Abelino  Urrutia  Garategui. 

I 

RESULTADO: 

Que  ante  el  Juez  Segundo  de  Primera  Ins- 
tancia de  este  Departamento  (Guatemala),  el 
cuatro  de  Abril  del  año  mil  novecientos  trein- 
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ta  y  ocho,  se  presentó  don  Luis  José  Urrutia 
manifestando:  que  ante  el  mismo  funcionario, 
el  Licenciado  Rafael  Santisteban  había  enta- 
blado demanda  ejecutiva  cobrando  cierta  can- 
tidad de  dinero,  a  los  señores  Emilio  Eva  y 
Abelino  Urrutia;  y  que  al  efectuarse  el  embar- 
go, después  de  requerir  al  señor  Urrutia  le  fué 
embargada  la  "Panadería  Española",  negocio 
que  con  máquinas,  muebles,  útiles  y  enseres, 
semovientes,  vehículos  y  mercaderías,  está  si- 
tuado en  la  quinta  calle  Oriente  número  cua- 
renta y  cuatro  de  la  capital  de  la  República, 
nombrándose  a  dicho  señor  como  depositarlo. 
Que  ese  negocio  con  todo  lo  que  le  correspon- 
de es  de  su  legítima  pertenencia,  como  lo  jus- 
tifica con  el  testimonio  de  la  escritura  públi- 
ca que  acompaña,  como  título,  la  cual  fué  au- 
torizada por  el  Notario  Tomás  González;  y 
fundado  en  el  motivo  expuesto,  iniciaba  la  res- 
pectiva tercería  contra  el  ejecutante  y  los  eje- 
cutados, con  el  objeto  de  que  en  sentencia 
se  declarara  excluido  del  embargo  el  negocio 
susodicho.  En  el  mencionado  testimonio  cons- 
ta: que  a  los  veintitrés  días  del  mes  de  Marzo 
de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  fué  autori- 
zada en  esta  ciudad,  la  escritura  pública  otor- 
gada por  don  Abelino  Urrutia  Garategui  a  fa- 
vor de  don  Luis  José  Urrutia  Elorduy  y  por 
medio  de  la  cual  el  señor  Urrutia  Garategui, 
vendió  al  señor  Urrutia  Elorduy  la  "Panadería 
Española"  por  ocho  mil  quetzales  que  recibió 
en  el  acto  de  firmarse  la  escritura,  y  un  mil 
que  se  mencionarán  más  adelante,  para  com- 
pletar nueve  mil,  que  es  el  precio  de  dicha 
venta  y  en  este  contrato,  se  comprende  toda 
la  instalación,  "con  principales",  accesorios, 
útiles,  muebles,  vehículos,  semovientes,  etc.,  y 
"demás  que  constan  en  el  inventario  respecti- 
vo", con  inclusión  del  derecho  al  teléfono  e 
instalación  eléctrica  que  corresponde  al  mo- 
tor, todo  lo  necesario  para  la  elaboración  de 
pan  y  galletas,  y  el  nombre  del  negocio.  Que 
soportando  este  un  pasivo  de  mil  quetzales,  a 
ciento  veinte  dias  de  plazo,  se  convino  cate- 
górica y  expresamente,  que  el  comprador  pa- 
gará esa  suma  a  don  José  Riera  Dalmau,  co- 
mo lo  haría  Garategui,  y  además,  se  encar- 
gará de  que  Riera  Dalmau,  dueño  de  la  casa 
donde  está  el  negocio,  "sostenga  el  contrato 
de  arrendamiento"  que  celebró  dicho  señor  con 
Garategui.  Y  dejó  desde  aquella  fecha  a  don 
Luis  José  Urrutia,  en  posesión  de  hecho  y  de 
derecho  de  la  panadería  y  mercancía  que  Iba 
a  ser  recibida. 

Que  el  Licenciado  Rafael  Santisteban  Gar- 
cía opuso  las  excepciones  de  demanda  defec- 
tuosa, y  de  judicatum  solví.  Previos  los  trá- 
mites legales,  la  primera  de  las  mencionadas 
excepciones  fué  desestimada  y  se  declaró  pro- 
cedente la  segunda. 


Que  se  tuvo  por  contestada  la  demanda  en 
sentido  afirmativo  por  parte  de  los  señores 
Urrutia  y  Eva,  y  en  sentido  negativo  en  re- 
beldía del  señor  Santisteban. 

Que  durante  el  término  probatorio,  el  actor 
rindió  las  probanzas  siguientes:  a)  el  primer 
testimonio  de  la  escritura  pública  número  diez 
y  siete  que  presentó  juntamente  con  su  de- 
manda; y  b)  la  confesión  judicial  presentada 
por  los  señores  Abelino  Urrutia  y  Emilio  Eva 
al  contestar  la  referida  demanda. 

Que  el  Juez  Segundo  de  Primera  Instancia 
Departamental,  para  mejor  resolver,  dispuso 
que  se  le  pusiera  a  la  vista  el  procedimiento 
ejecutivo  seguido  por  el  Licenciado  Rafael 
Santisteban  contra  los  señores  Eva  y  Urrutia. 
Y  cumplimentada  esa  resolución,  dictó  senten- 
cia declarando:  primero,  excluidas  de  la  traba, 
las  cosas  embargadas  al  señor  Urrutia  Ga- 
rategui, y  que  de  conformidad  con  la  escri- 
tura, que  se  deja  ya  relacionada,  sean  de  la 
propiedad  de  don  Luís  José  Urrutia;  y  segun- 
do, que  no  hay  especial  condena  en  costas. 

Que  habiendo  apelado  el  Licenciado  Rafael 
Santisteban,  al  ser  tramitada  la  segunda  Ins- 
tancia, dicho  señor  alegó,  entre  otras  cosas,  lo 
que  sigue:  que  la  deuda  cuyo  pago  reclamaba 
se  originó  del  contrato  de  arrendamiento  de 
la  casa  número  treinta  y  cinco  de  la  novena 
Avenida  Sur,  que  posee  en  esta  ciudad,  con- 
trato que  fué  autorizado  por  el  Notario  Juan 
Córdova  Cerna,  a  los  quince  días  del  mes  de 
Julio  del  año  mil  novecientos  treinta  y  tres. 
En  virtud  de  su  demanda  se  embargaron  los 
bienes  que  hizo  constar  el  Ministerio  Ejecutor 
en  el  acta  fecha  veintiocho  de  Marzo  de  mil 
novecientos  treinta  y  ocho.  El  señor  Urrutia 
Elorduy  para  fundamentar  su  tercería  pre- 
sentó el  testimonio  de  la  escritura  pública  au- 
torizada en  esta  Capital  por  el  Notario  Tomás 
González  el  veintitrés  de  Marzo  (1938).  Este 
instrumento  contiene  la  simulación  de  un  con- 
trato de  compra  venta  do  maquinaria,  mue- 
bles, útiles,  semovientes  y  enseres  do  la  Pa- 
nadería Española.  Que  al  leer  el  contrato  ce- 
lebrado entre  el  hijo  y  el  padre,  se  notan  con- 
tradicciones que  revelan  que  el  negocio  es  su- 
puesto, así  como  una  serie  de  testaduras,  y 
entrerrenglonados,  que  inducen  a  creer  en  una 
suplantación  posterior  a  la  lectura,  firma  y 
autorización  de  la  escritura  matriz.  Que  acom- 
pañaba dos  certificaciones,  una  expedida  por 
el  Secretario  del  Juzgado  Primero  de  Primera 
Instancia  Departamental  y  la  otra,  por  el  Se- 
cretario de  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones. 
En  la  primera  de  las  mencionadas  certifica- 
ciones se  transcribió  el  memorial  presentado 
el  catorce  de  Maiv,o  (1938),  por  don  Abelino 
Urrutia  Garategui  por  medio  del  cual  pidió 
que  en  la  vía  voluntaria  se  notificara  al  com- 
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pareciente,  que  desde  el  primero  de  Diciem- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y  tres,  liabia 
dejado  de  ser  inquilino  de  su  casa  situada  en 
la  novena  Avenida  Sur  de  esta  capital  y  mar- 
cada con  el  número  treinta  y  cinco,  y  que  des- 
de esa  fecha  don  Emilio  Eva  se  había  quedado 
ocupando  el  inmueble;  y  que  en  consecuencia, 
los  pagos  correspondientes  por  alquileres  eran 
a  cargo  del  señor  Eva.  Esa  notificación  la  pi- 
dió Urrutia  Garategui  a  sabiendas  de  que 
muy  pronto  se  entablarla  acción  ejecutiva  pa- 
ra cobrar  el  valor  de  los  alquileres  adeuda- 
dos por  los  inquilinos  solidarios  y  mancomu- 
nados, pues  desde  hacia  varios  meses,  él  (San- 
tisteban),  habia  agotado  los  medios  pacíficos 
y  extra-judiciales  a  fin  de  que  los  señores  Eva 
y  Urrutia  Garategui   le   cubrieran   la  canti- 
dad de  trescientos  setenta  y  cinco  quetzales 
por  las  mensualidades  comprendidas  entre  el 
quince  de  Octubre  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete  y  el  quince  de  Marzo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  ocho,  más  el  valor  de  los  alqui- 
leres que  siguieron  corriendo  por  todo  el  tiem- 
po que  su  casa  estuviera  ocupada  por  los  su- 
sodichos inquilinos.  Que  la  sentencia  está  fun- 
dada en  una  escritura  pública  que  contiene 
errores  y  contradicciones  de  fondo  y  forma,  y 
además,  no  se  detallaron  los  muebles  y  ense- 
res que  a  su  solicitud  fueron  embargados  al 
señor  Urrutia  Garategui,  es  decir  que  en  ese 
instrumento  no  consta  que  el  tercerista  sea 
dueño  de  las  cosas  siguientes:  un  amueblado 
de  mimbre  compuesto  de  nueve  piezas,  una 
caja  de  hierro  marca  "Hall's  Sup  Co",  un  apa- 
rato de  radio  marca  "Atwater  Kent",  una  cor- 
tadora de  pan  marca  "Oliver"  número  797, 
serie  41772,  una  Registradora  National  núme- 
ro 285716-1864,  una  estantería  grande  con  vi- 
drios, un  mostrador  grande  con  vidrios,  una 
vitrina  para  exhibir  productos  y  molino  de  ca- 
fé marca  "Hobart"  número  482308.  Para  dar 
mayor  fuerza  a  sus  argumentos  acompañaba 
un  pliego  de  la  revista  denominada  "Amane- 
cer", fechada  el  quince  de  Marzo  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  nueve  y  en  la  cual  apare- 
ce consignada  la  publicación  de  un  aviso  de 
la  Panadería  Española,  y  al  pie  se  lee:  "Pro- 
pietario Abelino  Urrutia  G."  Publicación  que 
revela  que  su  deudor  don  Abelino  Urrutia  Ga- 
rategui, sigue  siendo  efectivamente  el  dueño 
de  la  Panadería  Española,  y  que  la  venta  que 
se  hizo  es  simulada.  La  segunda  certificación 
contiene  el  acta  levantada,  a  los  veintiocho 
días  del  mes  de  Marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho,  y  en  la  cual  el  Ministro  Ejecu- 
tor hizo  constar  las  cosas  embargadas  al  se- 
ñor Urrutia  Garategui. 

Que  el  veinticuatro  de  Junio  (1939),  la  Sa- 
la Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones  con- 
firmó el  fallo  de  primera  Instancia  con  la 


modificación  de  que  la  Panadería  Española, 
debe  ser  excluida  del  embargo,  "exclusión  que 
comprenderá,  únicamente,  todos  aquellos  úti- 
les y  enseres  que,  notoriamente,  sean  necesa- 
rios y  pertenezcan  al  negocio  de  panadería 
en  sí".  El  Licenciado  Santisteban  García  pi- 
dió que  la  sentencia  fuera  aclarada  y  amplia- 
da en  el  sentido  de  declarar  expresamente  cua- 
les son  los  bienes  que  deben  ser  excluidos  del 
embargo  y  cuales  serán  los  que  él  (Licencia- 
do Santisteban  García),  persiga  para  su  re- 
mate, y  consiguiente  pago  de  lo  que  se  le 
adeuda.  El  señor  Urrutia  Elorduy  refiriéndo- 
se a  la  anterior  solicitud  expuso,  entre  otras 
cosas,  que  la  tercería  se  fundó  en  instrumen- 
to público  en  el  cual  aparece  consignado  con 
-  claridad  que  los  bienes  embargados  no  son 
del  ejecutado,  sino  suyos,  pero  como  este  se- 
ñala algunos  como  el  radio,  el  amueblado, 
etc.,  etc.,  acompañaba  los  Libros  de  Inventa- 
rios del  negocio  de  la  Panadería  Española  en 
donde  figuran  esos  bienes  como  pertenecien- 
tes al  mencionado  negocio,  y  en  cuanto  al  ra- 
dio y  el  molino  podía  también  probar  en  igual 
forma  sus  derechos.  El  Tribunal  aclaró  su 
sentencia  en  le  sentido  de  que  no  quedan  ex- 
cluidos del  embargo,  el  amueblado  de  nueve 
piezas,  el  radio,  la  caja  de  hierro  y  el  moli- 
no de  café,  por  cuanto  dichas  cosas  por  su  na- 
turaleza no  son  indispensables  ni  forman  par- 
te del  susodicho  negocio  de  panadería. 

Que  el  señor  Luis  José  Urrutia  Elorduy  con 
auxilio  del  Abogado  Luis  Felipe  Rosales,  in- 
terpuso contra  el  auto  que  acaba  de  relacio- 
narse y  la  sentencia  de  la  Sala,  el  recurso  de 
casación  por  estimar  violados  los  artículos 
387,  388,  389,  396  y  397  del  Decreto  número 
1932;  916  inciso  18,  47,  51,  259,  269  y  282  del 
Decreto  número  2009. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Tribunal  de  Segunda  Instancia  pro- 
cedió correctamente:  1")  al  estimar  que  el  tes- 
timonio de  la  escritura  pública  tantas  veces 
mencionada  constituye  prueba  suficiente  para 
establecer  que  don  Luis  José  Urrutia  es  due- 
ño de  la  Panadería  Española,  y  además,  de 
todos  los  muebles  y  enseres  a  que  se  refiere 
la  susodicha  escritura.  Y  que  debe  excluirse 
del  embargo,  comprendiendo  esa  exclusión  úni- 
camente, los  útiles  y  enseres  notoriamente,  ne- 
cesarios y  pertenecientes  al  negocio  de  que  se 
trata;  y  2")  aclarando  su  sentencia  en  el  sen- 
tido de  que  no  quedan  excluidos  de  la  traba 
los  objetos  que  expresa  en  el  auto  fecha  doce 
de  Julio  (1939).  En  efecto,  los  hechos  apunta- 
dos constan  en  el  instrumento  público  que  en 
el  caso  presente,  forma  una  probanza  plena 
de  la  acción  deducida  por  el  actor.  Y  por  otra 
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parte,  el  valor  probatorio  del  precitado  ins- 
trumento, no  ha  sido  enervado,  pues  aunque 
el  ejecutante  alegó  que  aquella  escritura  pú- 
blica encierra  un  contrato  simulado  y  existe 
una  suplantación,  ninguna  de  estas  afirmacio- 
nes fué  probada.  Que  en  consecuencia  no  se 
infringieron  los  artículos  387,  388,  389,  396  y 
397  del  Decreto  Legislativo  número  1932;  259 
y  282  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil,  ni  los  artículos  47  y  51  de  este 
mismo  Cuerpo  de  Leyes,  toda  vez  que  la  Sala 
no  ha  hecho  declaración  alguna  tendiente  a 
desvirtuar  lo  dispuesto  por  tales  preceptos. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  puede  entrarse  a  conocer  de  los  ar- 
tículos 269  y  916  inciso  18  del  Decreto  Legis- 
lativo número  2009,  en  cuanto  al  primero,  por 
que  encierra  nueve  incisos,  cada  uno,  contie- 
ne una  materia  diversa,  y  el  recurrente  no 
cuidó  de  señalar  a  cuál  de  todos  tuvo  el  pro- 
pósito de  referirse;  y  con  respecto  al  segundo, 
a  virtud  de  no  haber  sido  citada,  la  ley  es- 
pecial que  establezca  la  excepción  relativa  a 
la  disposición  que  se  denunció  como  infringida. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  funda- 
mento en  lo  estatuido  por  los  artículos  521  y 
524  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil, DESESTIMA  el  recurso  de  que  se  ha 
hecho  mérito  y  condena  a  don  Luis  José  Urru- 
tia  Elorduy  al  pago  de  las  costas  del  mismo 
y  a  una  multa  de  noventa  quetzales.  En  caso 
de  insolvencia  purgará  un  mes  de  prisión  con- 
mutable a  razón  de  tres  quetzales  diarios.  No- 
tifiquese  y  con  certificación  de  lo  resuelto,  de- 
vuélvanse los  autos  al  Tribunal  de  su  origen 
y  repóngase  el  papel  de  acuerdo  con  lo  que 
determina  el  articulo  27  del  Decreto  Legisla- 
tivo número  2009. 

Rafael  Ordóñez  SoUs.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrí- 
guez. —  Federico  O.  Salazar.  —  Max  García 
R.  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  Julio  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  la  solicitud  presentada  por  el  señor 
Luis  José  Urrutia  Elorduy  relativa  a  que  se 
aclare  y  amplíe  la  sentencia  fecha  trece  de 
los  corrientes,  en  virtud  de  la  cual  fué  deses- 
timado el  recurso  extraordinario  de  casación 


interpuesto  por  el  señor  Urrutia  Elorduy  con- 
tra el  fallo  de  Segunda  Instancia,  y  el  auto 
que  lo  amplia,  pronunciados  por  la  Sala  Se- 
gunda de  Apelaciones,  en  el  juicio  ordinario 
de  tercería  excluyente  de  dominio  seguido 
por  dicho  señor  contra  el  Licenciado  Rafael 
Santisteban  y  los  señores  Emilio  Eva  y  Abe- 
lino  Urrutia  Garategui. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  argumentos  del  señor  Urrutia  Elor- 
duy tendientes  a  establecer  la  procedencia  de 
los  recursos  de  que  se  trata,  carecen  de  fun- 
damento alguno,  pues  al  ser  desestimada  la 
casación  se  consignaron  en  aquella  sentencia, 
los  motivos  que  esta  Suprema  Corte  tuvo  en 
cuenta  para  resolver  en  la  forma  que  lo  hizo, 
sin  incurrir  por  consiguiente,  en  las  omisiones 
señaladas  por  los  artículos  455  y  456  del  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  observan- 
cia de  las  leyes  citadas,  declara  sin  lugar  la 
aclaración  y  ampliación  de  que  so  ha  hecho 
mérito.  Notifíquese,  y  como  está  mandado,  de- 
vuélvanse los  autos  al  Tribunal  de  su  origen, 
reponiéndose  el  papel  en  conformidad  con  lo 
dispuesto  por  el  articulo  27  del  Decreto  Legis- 
latino  número  2009. 

Ordófiez  Solís.  —  Serrano  Muñoz.  — 
Paredes.  —  Rodríguez.  —  O.  Salazar.  —  Max 
García  R.  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  Ordinario  seguido  por  Rosa  Aguilar 
Franco  contra  la  Casa  Maegli  y  Compañía. 

DOCTRINA:  Cuando  no  pueda  hacerse  la  de- 
claración de  herederos  dentro  de  un  mes, 
contado  desde  el  discernimiento  del  cargo 
de  Administrador,  puede  (*sfe  con  autoriza- 
ción judicial,  contestar  las  demandas  que 
se  promuevan  contra  el  intestado. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  vein- 
tidós de  Julio  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  segunda 
Instancia  proferida  en  el  juicio  ordinario  que 
Rosa  Aguilar  Franco  siguió  contra  la  Casa 
Maegli  y  Compañía. 
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RESULTANDO: 
— I— 

Al  Juzgado  1°  de  1'  Instancia  de  este  depar- 
tamento se  presentó  Rosa  Aguilar,  el  catorce 
de  Junio  del  año  próximo  pasado,  bajo  la  di- 
rección del  abogado  don  Juan  Mayorga  Fran- 
co, manifestando:  que  el  apoderado  general 
de  la  Casa  Maegli  y  Compañía  había  iniciado 
demanda  ordinaria  contra  la  mortual  de  Ju- 
lia Samayoa  de  Aguilar,  quien  era  también  co- 
nocida con  el  nombre  de  Juliana  Ayala  de 
Aguilar,  pretendiendo  el  pago  de  la  suma  de 
novecientos  quetzales,  setenta  y  siete  centa- 
vos, por  mercaderías  obtenidas  en  su  Alma- 
cén desde  el  año  de  mil  novecientos  treinta  y 
dos;  que  para  el  efecto  de  su  demanda,  el  re- 
ferido apoderado  inició  primeramente  un  em- 
bargo precautorio  contra  el  señor  Rodrigo 
Aguilar,  como  heredero  de  su  difunta  esposa 
la  mencionada  señora  Samayoa  y  simultánea- 
mente, radicó  el  juicio  intestado  pidiendo  que 
se  declarara  a  Aguilar  como  legítimo  here- 
dero. En  este  juicio  hereditario  se  logró  el 
nombramiento  de  Interventor  y  con  éste  se 
entendió  el  juicio  ordinario  que  siguió  el  em- 
bargo precautorio  hasta  lograr  que  se  dictara 
sentencia;  y,  en  seguida  se  inició  el  juicio  eje- 
cutivo, siempre  con  el  Interventor,  hasta  la 
aprobación  del  remate.  Con  el  carácter  de  ce- 
sionaria  de  los  derechos  hereditarios  de  Ro- 
drigo Aguilar  Franco,  según  escritura  autori- 
zada por  el  Notario  don  Pedro  Antonio  Ibá- 
ñez,  se  presentaba  a  demandar  la  nulidad  del 
juicio  ordinario  y  juicio  ejecutivo  iniciado  y 
seguido  contra  la  mortual  de  Juliana  Ayala  o 
Julia  Samayoa,  por  las  siguientes  razones: 
V — El  representante  de  la  Casa  Maegli  pidió 
embargo  precautorio  contra  Rodrigo  Aguilar 
Franco,  asegurando  que  la  difunta  le  debía 
novecientos  quetzales  sesenta  y  siete  centavos, 
solicitud  que  se  fundó  en  que  el  heredero  po- 
día dilapidar  el  único  bien  de  la  herencia;  2° — 
La  casa  Maegli  inició  en  seguida  el  intestado 
pidiendo  la  declaratoria  de  herederos  a  favor 
de  Rodrigo  Aguilar,  pues  era  la  única  perso- 
na que  reconocían  como  tal  heredero;  3= — El 
representante  de  Maegli,  una  vez  iniciado  el 
precautorio  y  el  intestado,  comprendió  que  su 
acción  estaba  perdida  pues  le  faltaba  la  prue- 
ba plena  para  probar  su  acción  y  entonces 
decidió  iniciar  su  demanda  ordinaria  y  seguir- 
la contra  un  interventor  de  la  mortual,  lo  que 
es  de  extrañar  puesto  que  la  misma  Casa  de- 
mandante había  asegurado  que  el  único  he- 
redero era  Aguilar;  4- — Consintiendo  el  Inter- 
ventor que  el  fallo  del  juicio  ordinario  queda- 
ra ejecutoriado,  sin  introducir  apelación,  se 
inició  el  juicio  'ejecutivo  y  se  siguió  hasta  el 


remate  y  en  este  estado  la  Casa  Maegli  pidió 
que  se  notificara  la  aprobación  a  Rosa  Agui- 
lar, como  cesionaria  del  heredero.  Comenta 
la  demandante  que  la  ley  que  faculta  al  in- 
terventor para  contestar  demandas  no  es  apli- 
cable a  este  caso  pues  al  Juez  le  constaba  por 
razón  de  oficio  quién  era  el  heredero  y  por 
lo  tanto  no  podía  haberse  nombrado  para  ese 
cargo  a  un  extraño.  La  falta  de  citación  e  in- 
tervención del  heredero  en  los  dos  juicios  pro- 
duce nulidad;  y,  por  otra  parte,  la  acción  de 
Maegli  no  podía  pei-judicarla  por  ser  ella  ce- 
cíonaría  de  conformidad  con  la  escritura  que 
autorizó  el  Notario  Ibáñez  en  fecha  en  que 
ninguno  había  demandado  deuda  alguna,  de  lo 
cual  el  propio  notario  informó  a  la  Casa  acree- 
dora; y  siendo  esto  así  debió  habérsele  dado 
intervención  como  tal  cesionaria.  Terminó  pi- 
diendo la  declaración  de  nulidad  de  ambos 
juicios  y  que  se  ordenara  al  demandado  que 
iniciara  su  acción  en  justicia. 

El  treinta  y  uno  de  julio,  contestó  la  Casa 
Maegli  por  medio  de  su  representante  don 
Roberto  Fischer  y  con  auxilio  del  abogado 
don  Pedro  Antonio  Ibáñez,  interponiendo  las 
excepciones  de  capacidad  legal,  de  personali- 
dad, de  personería,  de  cosa  juzgada  y  de  pres- 
cripción, pidiendo  que  el  asunto  fuera  resuel- 
to como  punto  de  derecho  pues  dentro  de  lo 
actuado  estaba  la  prueba  de  ambas  partes,  y 
contra  la  actora  pidió  la  condenación  en  cos- 
tas por  su  manifiesta  temeridad  y  malicia, 
con  la  sanción  anexa  al  abogado  director.  La 
parte  actora  contestó  el  traslado  de  las  excep- 
ciones dilatorias  y  pidió  la  apertura  a  prueba, 
decretada  la  cual  y  sin  rendirse  ninguna,  se 
declararon  sin  lugar  en  auto  de  veinticinco 
de  agosto. 

La  demanda  fué  ampliada  por  Rosa  Aguí- 
lar  en  el  sentido  de  que  también  invocaba  la 
nulidad  y  falsedad  del  juicio  de  intestado  de 
Juliana  Ayala  o  Julia  Samayoa  de  Aguilar  ini- 
ciado por  la  Casa  Maegli  y  Compañía  el  seis 
de  octubre  de  mil  novecientos  treinta  y  ocho. 
Después  de  una  incidencia  de  nulidad  propues- 
ta por  el  representante  de  Maegli,  señor  Car- 
los Faeh,  se  tuvo  por  contestada  negativa- 
mente la  demanda  y  se  señaló  día  para  la  vis- 
ta, dictándose  sentencia  el  ocho  de  noviembre 
del  mismo  año  anterior. 

—II— 

La  sentencia  del  Juez  1-  de  1'  Instancia  de 
ocho  de  noviembre  del  año  próximo  pasado, 
declara:  1- — Improcedente  la  excepción  peren- 
toria de  prescripción  que  interpuso  Maegli  y 
Compañía;  2- — Procedente  la  excepción  de  co- 
sa juzgada;  y  3° — Absuelta  la  Casa  Maegli  y 
Compañía  de  la  demanda  ordinaria  de  nuli- 
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dad;  y  conceptuando  que  la  acción  es  temera- 
ria, por  su  falta  absoluta  de  fundamento  ju- 
rídico, condena  en  costas  a  la  parte  actora. 

Los  fundamentos  del  fallo  son  los  siguientes: 
1- — La  acción  de  nulidad  del  juicio  intestado 
de  Julia  Ayala  de  Aguilar,  del  juicio  ordina- 
rio seguido  por  Maegli  contra  la  mortual  de  la 
mencionada  señora,  sobre  cobro  de  novecien- 
tos quetzales  setenta  y  siete  centavos,  y  del 
procedimiento  ejecutivo  que  se  originó  del  jui- 
cio ordinario,  se  basa  en  el  hecho  de  que  estos 
juicios  dice  el  actor,  fueron  seguidos  sin  cita- 
ción ni  notificación  de  las  partes  interesadas; 
pero  tal  hecho  es  inexacto  pues  las  notifica- 
ciones se  hicieron  al  interventor  de  la  mortual 
hasta  que  el  heredero  obtuvo  su  reconocimien- 
to y  desde  esta  ocasión  las  notificaciones  se 
le  hicieron  a  él  personalmente;  2- — La  pres- 
cripción invocada  por  Maegli  y  Compañía,  es 
notoriamente  improcedente  pues  se  trata  de 
un  nuevo  juicio,  entablado  en  tiempo,  y  no  de 
la  interposición  de  recursos  contra  el  juicio 
ordinario;  y  en  cuanto  a  la  excepción  de  cosa 
juzgada  sí  debe  tomarse  en  cuenta  porque  la 
sentencia  recaída  en  el  juicio  ordinario  que 
motivó  la  ejecución  adquirió  la  firmeza  de  fa- 
llo definitivo  e  irrevocable;  y  si  Rodrigo  Agui- 
lar creía  que  en  tal  juicio  se  le  debía  dar  in- 
tervención, pudo  muy  bien  solicitar  en  tiempo 
su  declaratoria  de  heredero  y  comparecer  en 
el  juicio  del  cual  estaba  muy  bien  enterado. 

La  parte  actora  interpuso  apelación,  la  que 
fué  concedida,  elevándose  los  autos  a  la  Sala 
de  Apelaciones. 

—III— 

La  sentencia  de  la  Sala  1«  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  fecha  veintidós  de  enero  del  año 
en  curso,  revoca  la  de  primera  instancia  y  de- 
clara: la  nulidad  del  juicio  ordinario  seguido 
por  Maegli  y  Compañía  contra  la  mortual  de 
Julia  Ayala  de  Aguilar  y  del  procedimiento 
ejecutivo  originado  de  tal  juicio;  improceden- 
tes las  excepciones  de  cosa  juzgada  y  prescrip- 
ción; improcedente  la  nulidad  del  intestado;  y 
las  costas  a  cargo  de  ambas  partes. 

Considera  el  Tribunal  de  Apelación:  1'— 
que  Maegli  y  Compañía  como  acreedores  de 
Juliana  Ayala  de  Aguilar  sí  tenían  facultad  de 
seguir  el  juicio  intestado;  2°— Que  la  socie- 
dad actora  se  manifestó  sabedora  en  varias 
oportunidades  de  que  el  heredero  único  y  le- 
gitimo era  Rodrigo  Aguilar,  pero  para  conse- 
guir el  nombramiento  de  interventor  mani- 
festó que  no  había  herederos  conocidos;  3" — 
Que  la  ley  autoriza  el  nombramiento  de  inter- 
ventor solamente  mientras  se  presentan  o  se 
conocen  los  herederos,  pero  en  el  caso,  ya  se 
sabia  que  el  heredero  era  Aguilar,  por  lo  que 


el  nombramiento  de  interventor  se  hizo  contra 
la  ley  y  por  consiguiente  tenía  que  ser  nulo; 
4° — Que  esta  nulidad  debía  acarrear  la  del  jui- 
cio ordinario  y  la  del  procedimiento  ejecutivo, 
seguidos  con  su  intervención;  5- — Que  no  ha- 
biéndose seguido  el  juicio  con  la  parte  actora 
no  le  alcanzan  los  efectos  de  la  resolución  eje- 
cutoriada recaída  en  el  juicio  ordinario,  por  lo 
que  era  inadmisible  la  excepción  de  cosa  juz- 
gada; 6" — Que  también  era  inadmisible  la  ex- 
cepción de  prescripción  por  la  razón  anterior 
y  porque  en  cuanto  al  ordinario  la  acción  in- 
tentada por  la  cesionaria  Rosa  Aguilar,  estaba 
dentro  del  término  legal;  y  en  cuanto  al  eje- 
cutivo, siguió  la  suerte  de  aquél;  y  por  último, 
porque  los  tres  meses  que  para  discutir  la  nu- 
lidad del  procedimiento  ejecutivo  fija  la  ley, 
se  entiende  que  deben  ser  utilizados  por  los 
que  fueron  vencidos  en  el  ordinario  y  no  por 
quienes  no  intervinieron  en  él. 

—IV— 

El  señor  Carlos  Faeh,  representante  de  la 
Casa  Maegli  y  Compañía,  auxiliado  por  el  abo- 
gado don  Pedro  Antonio  Ibáñez,  interpuso  re- 
curso de  casación  contra  el  fallo  de  segunda 
instancia,  por  quebrantamiento  sustancial  del 
procedimiento  y  violación  de  ley.  Citó  como 
violadas  las  leyes  siguientes:  XII,  XIII,  XIV 
y  XIX  de  los  Preceptos  Fundamentales;  224, 
230,  231  y  232  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial; 818,  819  última  parte  del  segundo  pá- 
rrafo 980,  985,  986,  987  y  1014  del  Código  Ci- 
vil; 2369  del  Código  Civil  del  77;  237,  239  in- 
ciso 3'.  277  278  279  280  281  282  283  284  285 
286  287  238  parte  final  249  y  506  incisos  3",  4° 
y  6"  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil. 

Agregó:  "También  interpongo  el  presente  re- 
curso en  contra  del  mismo  fallo,  por  los  moti- 
vos que  indica  el  inciso  2'  del  artículo  507  del 
mismo  Decreto  2009,  ya  que  desde  en  1*  Ins- 
tancia y  desde  que  se  notificó  la  demanda, 
interpuse  las  excepciones  de  falta  de  capaci- 
dad legal  y  personalidad  en  la  demandante  y 
que  no  se  tomaron  en  cuenta  en  ninguna  ins- 
tancia". "Y,  finalmente,  para  el  trámite  y  de- 
cisión de  este  recurso,  me  fundo  en  los  artícu- 
los 505,  506  del  mismo  Código  en  su  inciso  1' 
y  en  sus  tres  aspectos  legales.  En  el  inciso 
3"  del  citado  artículo  .506  por  la  mala  califi- 
cación y  apreciación  do  las  pruebas  en  que  in- 
currió ol  mismo  Tribunal;  en  el  inciso  4''  de  la 
misma  ley  porque  el  fallo  de  segunda  instan- 
cia y  recurrido  mediante  este  recurso,  contie- 
ne apreciaciones  legales  contradictorias  a  las 
mismas  decisiones  que  en  este  mi.<;mo  asunto 
ha  dado  el  mismo  Tribunal  y  porque  me  fué 
denegada  la  aclaración  pedida  en  tiempo  y 
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en  el  inciso  articulo  que  se  viene  citando  por- 
que hay  incongruencia  en  las  apreciaciones 
del  fallo  al  darle  vida  legal  a  las  actuaciones 
para  un  extremo  y  desconocer  su  validez  para 
los  demás.  También  interpongo  el  presente  re- 
curso en  contra  del  mismo  fallo  por  los  mo- 
tivos que  indica  el  inciso  2°  del  articulo  507 
del  mismo  Decreto  2009,  ya  que  desde  1»  Ins- 
tancia y  desde  que  se  me  notificó  la  deman- 
da, interpuse  las  excepciones  de  falta  de  ca- 
pacidad legal  y  de  personalidad  de  la  deman- 
dante y  que  no  se  tomaron  en  cuenta  en  nin- 
guna instancia".  A  solicitud  de  Rosa  Aguilar, 
la  vista  señalada  para  el  viernes  diez  y  nueve 
de  abril  fué  pública  y  en  ese  acto  los  abogados 
de  las  partes  licenciados  Ibáñez  y  Mayorga 
Franco,  alegaron  in  voce  y  depositaron  sus 
alegatos  escritos  los  cuales  obran  en  autos. 

CONSIDERANDO: 

— I— 

El  recurso  se  interpuso  por  quebrantamien- 
to sustancial  del  procedimiento  y  por  viola- 
ción de  ley  expresa.  Con  respecto  al  primer 
motivo,  no  es  el  caso  de  estimarlo  por  cuan- 
to que  no  basta  la  simple  mención  de  él  sino 
que  es  indispensable  precisar  su  existencia 
conforme  a  la  ley  y  que  conste  además  en  au- 
tos que  se  pidió  la  subsanación  en  la  instancia 
en  que  se  cometió  la  infracción,  extremos  que 
el  recurrente  dejó  de  cumplir,  por  lo  que  pro- 
cede entrar  únicamente  al  examen  del  recur- 
so por  violación  de  ley. 

—II— 

El  juicio  ordinario  sobre  pago  de  la  suma 
de  novecientos  quetzales,  setenta  y  siete  cen- 
tavos, iniciado  por  la  Casa  Maegli  y  Compa- 
ñía contra  la  mortual  de  Juliana  Ayala  de 
Aguilar,  se  siguió  con  el  Interventor  Licen- 
ciado Juan  Ibarra,  quien  fué  facultado  por  el 
Juez  para  contestar  demandas;  intervención 
acerca  de  la  cual  ha  versado  la  discusión  de 
las  partes  contendientes  y  las  resoluciones  de 
los  tribunales  que  han  conocido. 

Consta  en  autos  que  Rodrigo  Aguilar  Fran- 
co radicó  el  intestado  el  catorce  de  mayo  de 
mil  novecientos  treinta  y  seis,  dejándolo  en 
suspenso,  sin  motivo  alguno  manifiesto  hasta 
que,  por  gestión  de  Maegli  y  Compañía,  se  le 
declaró  heredero  ab-intestato  el  diez  de  marzo 
de  mil  novecientos  treinta  y  nueve,  es  decir, 
casi  tres  años  después.  Mientras  tanto,  la 
Casa  mencionada,  trató  de  ejercitar  sus  dere- 
chos como  acreedora  de  la  mortual,  pero  no 
habiendo  herederos  declarados  para  entender 
en  la  demanda,  gestionó  y  obtuvo  el  nombra- 


miento de  Interventor,  quien  la  representó 
hasta  que  Rodrigo  Aguilar  pudo  apersonarse 
legalmente.  Este  se  muestra  extrañado  de 
que  pueda  afectarle  un  fallo  no  consentido  por 
él  y  que  asimismo  pueda  perjudicar  a  su  ce- 
sionaria  que  en  nada  ha  intervenido  en  el  jui- 
cio ordinario  ni  en  el  procedimiento  ejecutivo 
seguidos  tan  solo  con  el  Interventor.  Debe 
examinarse,  por  consiguiente,  lo.  si  la  repre- 
sentación del  Licenciado  Ibarra  fué  legítima; 
2o.,  si  el  heredero  y  la  cesionaria  son  terce- 
ros; y  3o.,  si  lo  resuelto  con  la  ingerencia  del 
Interventor  debe  perjudicar  al  heredero  y  la 
cesionaria. 

—III— 

La  legalidad  de  la  intervención  del  señor 
Ibarra  y  la  facultad  que  tuvo  para  contestar 
las  demandas  que  se  produjeron  contra  el  in- 
testado, han  sido  objetadas  por  el  recurren- 
te, quien  sostiene  que  el  conocimiento  del  he- 
redero, por  la  parte  acreedora  y  su  presen- 
tación al  Juzgado  competente,  produjeron  la 
nulidad  del  procedimiento  desde  ese  entonces; 
pero  este  criterio  sustentado  asimismo  en  la 
sentencia  recurrida,  como  la  correcta  interpre- 
tación del  articulo  600  del  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y  Mercantil,  es  contrario  a  su 
tenor  literal,  que  dice:    "Si  por  cualquier  mo- 
tivo no  pudo  hacerse  la  declaración  de  here- 
deros dentro  de  un  mes,  contado  desde  el  dis- 
cernimiento de  cargo  del  administrador,  po- 
drá éste,  con  autorización  del  Juez,  intentar 
las  demandas  que  tengan  por  objeto  recobrar 
bienes  o  hacer  efectivos  derechos  pertenecien- 
tes al  intestado  y  contestar  las  demandas  que 
contra  éste  se  promueva".    La  ley,  pues,  se 
refiere  a  la  declaración  de  heredero  y  no  a 
su  conocimiento  por  parte  interesada,  de  mo- 
do que  aunque  el  acreedor  haya  tenido  a  Agui- 
lar como  heredero,  esta  circunstancia  no  resta 
valor  legal  a  las  facultades    del  interventor 
mientras  no  se  hiciera  tal  declaratoria  y  cual- 
quiera que  haya  sido  el  motivo  para  la  sus- 
pensión del  intestado  por  parte  de  Rodrigo 
Aguilar,  lo  cierto  es  que  ésta  se  hizo,  como  se 
ha  dicho,  hasta  el  diez  de  marzo  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  nueve,  de  suerte  que  de 
conformidad  con  el  texto  claro  y  terminante 
del  artículo  transcrito,   el  nombramiento  de 
Interventor  fué  perfectamente  legal,  lo  mis- 
mo que  la  concesión  de  facultades  para  enten- 
der en  las  demandas.  Y  debe  tomarse  en  cuen- 
ta que  el  reconocimiento  de  heredero  se  hizo 
a  solicitud  y  por  gestiones  de  Maegli  y  Com- 
pañía que  no  estaba  obligada  a  pedirlo  pues 
sus  intereses  estaban  a  cubierto  y  sus  accio- 
nes legalmente  enderezadas  contra  el  Inter- 
ventor de  la  mortual.    Artículo  600  del  Códi- 
go de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 
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—IV— 

Se  ha  alegado  que  lo  resuelto  con  la  inter- 
vención del  Licenciado  Ibarra  no  puede  per- 
judicar a  Rodrigo  Aguilar  y  menos  a  la  ce- 
sionaria,  personas  distintas  en  los  juicios,  pues 
de  conformidad  con  el  Precepto  Fundamental 
de  la  Ley  Constitutiva  número  XXVIII,  no 
podrán  ser  afectados  los  derechos  de  persona 
alguna  si  antes  no  fuere  legalmente  citada, 
oída  y  vencida  en  juicio.  Si  en  realidad  las 
personas  mencionadas  representaran  intere- 
ses diferentes,  la  disposición  legal  referida 
tendría  perfecta  aplicación,  pero  no  sucede 
asi:  el  Licenciado  Ibarra,  Rodrigo  Aguilar  y 
Rosa  Aguilar  sólo  han  podido  apersonarse  en 
el  juicio  de  Maegli  como  representantes  de  la 
mortual  de  Juliana  Ayala  de  Aguilar,  el  pri- 
mero como  interventor  legitimo  por  falta  de 
heredero  declarado,  el  segundo,  desde  que  fué 
reconocido  judicialmente  como  heredero,  y, 
la  última,  como  cesionaria  de  éste.  El  here- 
dero no  es  tercero;  forma  una  misma  perso- 
na con  el  difunto,  lo  continúa,  le  sucede  en  sus 
derechos  y  obligaciones  y  está  obligado  ante 
todo  a  pagar  las  deudas  de  su  causante  con 
los  bienes  de  la  herencia;  el  cesionario,  asi- 
mismo, por  ministerio  de  la  ley,  se  subroga  en 
el  ejercicio  de  los  derechos  de  su  cedente  y 
queda  sometido  a  las  obligaciones  inherentes 
a  la  existencia  de  estos  derechos.  La  mor- 
tual, representada  en  este  caso,  por  el  Inter- 
ventor y  posteriormente  por  su  heredero  y  és- 
te subrogado  por  su  cesionaria,  forma  una 
sola  entidad  demandada  y,  por  lo  tanto,  nin- 
guno de  sus  representantes  tiene  la  calidad  de 
tercero.    Articulo  818  y  1014  Código  Civil. 

— V— 

Establecido  que  la  intervención  del  Licen- 
ciado Ibarra  fué  legítima  y  que  no  son  terce- 
ros el  heredero  ni  la  cesionaria,  la  consecuen- 
cia es  que  todo  lo  actuado  en  el  juicio  ordi- 
nario y  ejecutivo  con  aquella  intervención  de- 
be perjudicarles  y  por  lo  mismo,  es  absolu- 
tamente improcedente  la  nulidad  deducida  por 
dicho  motivo,  pues  hay  sentencia  ejecutoria- 
da que  resuelve  la  cuestión  que  de  nuevo  se 
pretende  discutir  y  dicha  sentencia  produce 
excepción  de  cosa  juzgada.  El  artículo  237  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  en 
efecto  preceptúa  que  hay  cosa  juzgada  cuan- 
do la  sentencia  es  ejecutoriada,  siempre  que 
haya  identidad  de  personas,  cosas  y  acción, 
pero  cuando  hubiere  lugar  a  un  juicio  ordina- 
rio, no  causa  dicha  excepción.  Y  el  inciso  2o. 
del  articulo  2.35  de  la  misma  Ley,  determina 
que  son  ejecutoriadas  las  sentencias  de  que 
hecha  la  notificación  en  forma  legal,  no  se  in- 
terpone recurso  en  el  término  señalado  por 
la  ley. 


Contra  la  sentencia  pronunciada  en  el  jui- 
cio ordinario  que  declaró  la  existencia  del  cré- 
dito por  novecientos  quetzales  setenta  y  siete 
centavos,  a  favor  de  Maegli  y  a  cargo  de  la 
mortual  de  Juliana  Ayala,  no  se  interpuso 
ningún  recurso  por  el  Interventor,  parte  legi- 
tima en  el  juicio;  luego,  de  conformidad  con 
el  inciso  2o.  del  articulo  237  transcrito  ante- 
riormente, adquirió  el  carácter  de  ejecutoria- 
da, siendo  jurídicamente  imposible  que  pueda 
producirse  otro  juicio  ordinario  para  anular 
éste;  y  como  de  dicho  fallo  ejecutoriado  se 
desprendió  la  acción  ejecutiva,  tampoco  seria 
admisible  otro  juicio  ordinario  de  nulidad  del 
procedimiento. 

La  acción  de  nulidad  ejercitada  por  la  cC' 
sionaria  en  el  caso  subjúdice  queda  destruida 
por  la  excepción  de  cosa  juzgada  que  causa 
aquel  fallo,  toda  vez  que  hay  identidad  de 
persona,  de  cosas  y  de  acción,  y  la  Sala  al  de- 
clarar lo  contrario,  violó  el  artículo  237  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  citado 
en  el  recurso,  por  lo  que  debe  casarse  la  sen- 
tencia recurrida  para  resolver  lo  que  procede 
en  derecho;  y,  como  se  trata  de  excepción  pe- 
rentoria que  destruye  la  acción  del  deman- 
dante, se  hace  innecesario  entrar  al  estudio 
de  las  demás  cuestiones  planteadas  en  la  litis. 
Artículos  citados  y  248,  249,  500,  506  inciso  lo. 
510  y  518  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  las  leyes  citadas  y  en  los  artículos  506  in- 
ciso lo.  y  518  Código  de  Enjuiciamiento  Civil 
y  Mercantil,  CASA  Y  ANULA  la  sentencia  re- 
currida y  resolviendo  declara:  procedente  la 
excepción  de  cosa  juzgada  interpuesta  por  la 
Casa  Maegli  y,  en  consecuencia,  absuelta  de 
la  demanda  de  nulidad.  No  hay  especial  con- 
denación en  costas.  Notifiquese  y  con  certi- 
ficación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  ante- 
cedentes. 

Raf.  Ordénes  Solís.  —  José  Serrano  Muñe 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez. — /■  > 
derico  O.  Solazar.  —  Max  García  R.  —  Secre- 
tario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  ocho 
de  Agosto  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vistos  los  recursos  de  aclaración  y  amplia- 
ción interpuestos  por  el  abogado  Juan  Mayor- 
ga  Franco,  a  ruego  y  en  auxilio  de  Rosa  Agui- 
lar. en  la  casación  que  introdujo  la  Casa 
Maegli  y  Compañía. 
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Asegura  el  señor  Mayorga  Franco  que  "se 
omitió  resolver  el  problema  principal  que  se 
discutía  asi:  lo.  si  la  falsedad  de  Carlos  Faeh 
al  pedir  el  nombramiento  de  Interventor  ma- 
nifestando que  no  tenia  conocimiento  de  los 
herederos,  por  lo  que  pedia  el  Interventor  el 
nombramiento  de  éste  es  legitimo;  máxime 
que  como  probado  está  en  los  autos  tenia  dos 
años  de  conocerlo;  2o.  si  al  nombrarse  el  In- 
terventor y  no  habiéndose   cumplido   con  lo 
que  estatuye  el  articulo  572  del  Decreto  2009, 
puede  considerarse  este  nombramiento  como 
legitimo;  3o.,  si  iniciada  la  demanda  ordina- 
ria contra  Rodrigo  Aguilar  Franco,  personal- 
mente y  no  notificar  a  éste  a  solicitud  del 
actor  se  le  notifica  al  Interventor,  puede  este 
último  contestarla  y  seguir  la  litis  hasta  sen- 
tencia y  obliga  esto  a  que  Rodrigo  Aguilar 
Franco  acepte  una  sentencia  condenatoria  sin 
haber  sido  citado,  oido  ni  vencido  en  juicio, 
porque  desde  el  momento  que  fué  contra  Ro- 
drigo Aguilar  Franco  que  se  dirigió  la  litis  y 
al  no  habérsele  invitado  para  que  entrara  al 
pleito,  Rodrigo  Aguilar  Franco,  viene  siendo 
un  tercero  y  por  lo  tanto  era  improcedente 
la  cosa  juzgada".    Agrega,  que  "estos  errores 
jurídicos  nunca  pueden  dar  patente  de  legi- 
timidad a  la  cosa  juzgada  que  pretende  el  re- 
currente y  el  Tribunal  al  aceptarla  olvidó  re- 
solver los  puntos  básicos  de  la  sentencia  re- 
currida".   Posteriormente;  solicitó  que  al  re- 
solver se  tenga  en  cuenta  los  puntos  siguien- 
tes:   lo.,  que  el  Tribunal  de  Casación  no  po- 
día conocer  de  la  sentencia  de  segunda  Ins- 
tancia por  no  tener  ésta  el  carácter  de  defini- 
tiva; 2o.,  que  al  Tribunal  se  le  olvidó  resol- 
ver que  la  acción  entablada  por  Maegli  con- 
tra la  difunta  Samayoa  Aguilar  no  afecta  los 
gananciales  de  su  esposo  Rodrigo  Aguilar;  3o., 
que  el  fallo  no  produce  ningún  efecto  porque 
la  demanda  se  funda  en  un  acta  notarial  en 
que  aparece  cosa  distinta   de  lo  consignado 
en  el  acta  de  inspección  ocular  practicada  por 
el  Juez,  no  sabiéndose  cual  es  el  documento 
falso,  por  lo  que  las  cosas  deben  dejarse  tal 
como  estaban  antes  de  iniciarse  la  demanda; 
4o.,  que  Maegli  no  acompañó  la  escritura  de 
hipoteca  para  que  el  Tribunal  se  cerciorara 
si  el  crédito  era  por  mercaderías  o  de  otra 
♦  índole  y  mientras  ese  extremo  no  se  acredi- 
te, el  fallo  no  puede  tener  efecto  jurídico.  En 
resumen,  pidió  que  al  resolverse  la  aclaración 
y  ampliación,  se  declare  que  la  sentencia  que- 
da sin  efecto.   En  un  otro  si  agregó  que  tam- 
bién pide  que  se  mande  abrir  procedimiento 
criminal  contra  Carlos  Faeh,  como  represen- 
tante de  Maegli,  por  el  delito  de  estafa  que 
cometió  por  haber  dicho  en  el  juicio  intestado 
de  Juliana  Samayoa  de  Aguilar  que  descono- 
cía a  los  herederos  y  pedia  el  nombramien- 


to de  interventor,  siendo  asi  que  no  sólo  no 
los  desconocía  sino  que  había  tratado  con  el 
único  heredero  de  arreglar  el  asunto.  Ade- 
más, solicitó  que  se  examine  si  al  pedirse  el 
nombramiento  de  interventor  se  hizo  simple- 
mente con  el  carácter  de  depositario  o  si  se 
pidió  el  nombramiento  de  interventor-adminis- 
trador que  son  cosas  distintas  para  que  pu- 
diera llegarse  al  extremo  del  artículo  600  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil. 

El  representante  de  la  Casa  Maegli,  auxi- 
liado por  el  abogado  don  Pedro  Antonio  Ibá- 
ñez,  contestó  la  audiencia  manifestando  en 
definitiva  que  lo  único  que  hay  que  ampliar 
en  el  fallo  es  la  condenación  en  costas  de  la 
parte  actora,  "tanto  por  lo  infundado  del  jui- 
cio de  nulidad  como  por  la  temeridad,  mala 
fe  e  ignorancia  con  que  procedió  la  señora 
Aguilar  González  y  su  abogado  director  señor 
Mayorga  Franco". 

CONSIDERANDO: 

La  aclaración  procede,  como  lo  preceptúa 
el  artículo  455  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil,  cuando  los  términos  de  la 
sentencia  son  obscuros,  ambiguos  o  contra- 
dictorios, a  fin  solamente  de  que  se  aclare  y 
amplíe  su  tenor.  La  sentencia  de  esta  Corte, 
proferida  el  veintidós  de  julio  último,  resuel- 
ve que  es  procedente  la  excepción  de  cosa 
juzgada  y  absuelve  de  la  demanda  de  nuli- 
dad a  la  Casa  Maegli  y  Compañía.  Como  es- 
ta parte  resolutiva  es  bastante  clara  y  el  in- 
terponente  no  señala  las  obscuridades,  con- 
tradicciones ni  ambigüedades,  el  recurso  por 
ese  motivo  debe  declararse  improcedente. 

CONSIDERANDO: 

La  ampliación  tiene  lugar  según  el  articulo 
456  del  mismo  Código,  cuando  se  omite  resol- 
ver algún  punto  sometido  en  el  juicio,  o  pres- 
crito en  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial. El  punto  sometido  en  el  juicio  fue  la  nu- 
lidad del  juicio  ordinario  y  del  procedimien- 
to ejecutivo  seguidos  por  la  Casa  Maegli  y 
Compañía  contra  la  mortual  de  Juliana  Aya- 
la  o  Samayoa  de  Aguilar,  fundada  en  que 
"ambos  juicios,  según  dice  la  demanda,  fue- 
ron seguidos  sin  citación  ni  notificación  de 
las  partes  interesadas". 

Las  sentencias,  ordena  el  artículo  227  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  con- 
tendrán decisiones  expresas,  positivas  y  pre- 
cisas, congruentes  con  la  demanda.  De  con- 
formidad con  este  precepto,  la  parte  resolu- 
tiva del  fallo,  cuya  ampliación  se  solicita,  de- 
clara; "procedente  la  excepción  de  cosa  juz- 
gada interpuesta  por  la  Casa  Maegli  y  Com- 
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pañía,  y  en  consecuencia,  absuelta  de  la  de- 
manda de  nulidad".    Para  llegar  a  esta  con- 
clusión y  de  entero  acuerdo  con  el  articulo 
233  de  la  misma  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  después   de  exponer   el  extracto  de 
las  pruebas  y  alegaciones  de  las  partes  con- 
tendientes, se  examinaron    en  cinco  conside- 
randos las  cuestiones  controvertidas  en  el  jui- 
cio, cuya  enunciación  se  hizo  en  el  segundo 
considerando,  y  las  cuales  son  las  mismas  que 
contiene  el  escrito  en  que  se  interpone  la  am- 
pliación.   La  legalidad  del  nombramiento  de 
interventor  y  de  sus  facultades   para  repre- 
sentar a  la  mortual  demandada,  se  examinó 
en  el  tercer  considerando;  las  razones  legales 
que  obligan  a  estimar  que  el  heredero  Rodri- 
go Aguilar  y  su  cesionaria  Rosa  Aguilar  no 
son  terceros,  están  expuestas  en  el  cuarto  con- 
siderando; y  el  fundamento  jurídico  de  la  ex- 
cepción de  cosa  juzgada,  como  consecuencia 
de  la  validez  de  todo  lo  actuado  anteriormen- 
te, se  examinó  en  el  quinto  considerando.  Por 
último,  en  conformidad  con  la  parte  petitoria 
de  la  demanda,  se  resolvió  el  único  punto  pro- 
puesto en  el  sentido  de  que  se  absuelve  de  la 
demanda  de  nulidad  a  la  Casa  Maegli,  por  ser 
procedente  la  excepción  de  cosa  juzgada.  En 
consecuencia,  de  conformidad  con  la  ley,  na- 
da hay  que  ampliar,  pues  las  demás  cuestio- 
nes adicionales  propuestas   en  el   escrito  en 
que  se  interpuso  el  presente  recurso  de  am- 
pliación,   son    absolutamente  impertinentes, 
toda  vez  que  estos  recursos  deben  concretar- 
se a  aclarar  y  ampliar  una  sentencia,  en  caso 
de  que  procedan,  pero  nunca  a  resolver  cues- 
tiones ajenas  a  la  controversia  y  menos  a  de 
clarar  sin  efecto  lo  resuelto,  como  se  ha  atre- 
vido a  proponerlo  el  abogado  interponente. 

CONSIDERANDO: 

Que  a  juicio  de  este  Tribunal  la  parte  ac- 
tora  ha  procedido  con  manifiesta  temeridad, 
por  lo  que  procede  condenarla  en  costas,  de 
acuerdo  con  lo  que  prescribe  el  articulo  157 
inciso  2o.  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil 
y  Mercantil,  pero  habiéndose  omitido  hacer 
tal  declaración  en  la  sentencia  sin  embargo 
de  haberla  solicitado  Maegli  y  Compañía  en 
su  contestación  a  la  demanda,  es  procedente 
ampliar  el  fallo,  de  acuerdo  con  la  nueva  pe- 
tición hecha  por  dichos  señores  al  contestar 
la  audiencia  que  se  les  concedió  del  recurso 
de  aclaración  y  ampliación.  Articulo  456  Có- 
digo citado. 

POR  TANTO: 

La  Corto  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  en 
las  leyes  citadas  y  de  lo  dispuesto  en  el  articu- 
lo 457  del  mencionado  Código,  declara:  lo.,  Im- 


procedentes los  recursos  de  aclaración  y  am- 
pliación interpuestos  por  Rosa  Aguilar;  2o., 
Se  amplia  la  sentencia  de  veintidós  de  julio 
último,  conforme  lo  solicitó  la  parte  deman- 
dada, en  el  sentido  de  que  las  costas  del  jui- 
cio son  a  cargo  de  la  parte  actora.  Notifíque- 
se  y  con  certificación  de  lo  resuelto,  devuél- 
vanse los  antecedentes  a  donde  corresponde. 

Ordóñez  Solís.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pare- 
des. —  Rodriguen.  —  O.  Salazar.  —  Max  Gar- 
cía R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  José  María 
Mancilla  García,  como  apoderado  de  Ana 
Vélez  de  Ruano  y  compameros,  contra  Cor- 
nelio  Falencia  Osuna  y  Gaudencio  Carrera 
Falencia. 

DOCTRINA:  En  los  juicios  posesorios  no  pro- 
cede el  recurso  de  casación,  porque  la  sen- 
tencia puede  ser  modificada  si  se  sigue  la 
acción  de  propiedad. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  vein- 
tinueve de  Julio  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación  se 
ve  la  sentencia  que  dictó,  por  mayoría  de  vo- 
tos, la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, el  catorce  de  marzo  del  año  en  curso,  en 
el  juicio  ordinario  de  posesión  seguido  por 
José  María  Mansilla  García,  en  concepto  de 
apoderado  de  Ana  Vélez  de  Ruano,  Cecilia  y 
José  de  Jesús  Vélez  Beltrán  contra  Cornelio 
Falencia  Osuna  y  Gaudencio  Carrera  Falen- 
cia. El  fallo  confirma  el  del  Juez  Segundo  de 
Primera  Instancia  de  este  departamento,  que 
declara:  a)  que  los  señores  Santa  Ana  Vélez 
de  Ruano,  José  de  Jesús  y  Cecilia  Vélez  Bel- 
trán, tienen  derecho  a  la  posesión  de  una  par- 
te del  inmueble  denominado  "El  Convento", 
registrada  bajo  el  número  cincuenta  y  dos 
(52),  folio  ciento  dieciseis  (116),  del  libro  pri- 
mero (lo.)  de  El  Progreso  y  se  las  manda  a 
dar;  b)  que  los  señores  Cornelio  Falencia  , 
Osuna  y  Gaudencio  Carrera  Falencia,  están 
obligados  a  devolver  los  frutos  percibidos  des- 
de el  diecisiete  de  diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cinco  y  los  que  se  sigan  deven- 
gando hasta  la  efectiva  posesión,  dentro  de 
tercero  día;  que  se  estiman  en  cien  quetzales 
anuales,  conforme  al  dictamen  de  los  exper- 
tos; y  c),  que  las  costas  son  a  cargo  de  los  de- 
mandados; con  la  reforma  de  que  Carrera  Fa- 
lencia queda  responsable  del  pago,  a  partir 
del  dieciseis  de  Julio  de  mil  novecientos  trein- 
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ta  y  siete,  por  haber  sido  cuando  comenzó  a 
poseer  la  finca;  y  que  las  costas  quedan  a  car- 
go de  ambas  partes.  El  Magistrado  Licencia- 
do Octavio  Aguilar,  salvó  su  voto. 

RESULTA: 

Que  el  diecinueve  de  Julio  del  año  mil  no- 
vecientos treinta  y  ocho,  se  presentó  el  señor 
José  María  Mansilla  García,  en  el  carácter 
ya  indicado,  ante  el  Juzgado  Segundo  de  Pri- 
mera Instancia  de  este  departamento,  deman- 
dando de  los  señores  Cornelio  Falencia  Osu- 
na y  Gaudencio  Carrera  Falencia,  la  posesión 
del  terreno  denominado  "El  Convento",  ins- 
crito a  favor  de  sus  mandantes,  en  el  Regis- 
tro de  la  Propiedad  Inmueble,  como  finca  rús- 
tica número  cincuenta  y  dos  (52),  folio  ciento 
dieciseis  (116),  del  Libro  primero  (lo.)  de  El 
Progreso;  la  devolución  de  los  frutos  percibi- 
dos desde  el  diecisiete  de  diciembre  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  cinco,  los  que  se  percibie- 
ran durante  el  curso  del  juicio  y  los  que  se 
dejaran  de  percibir  por  su  negligencia  o  mal 
manejo;  el  resarcimiento  de  los  daños  y  per- 
juicios causados,  sin  deducir  expensa  alguna; 
y  el  pago  de  las  costas  del  juicio.  Se  funda 
en  que  Falencia  Osuna  estaba  poseyendo  de 
mala  fé,  por  cuanto  que  el  titulo  que  ampa- 
raba su  posesión,  habia  sido  declarado  irrito 
e  ineficaz,  por  sentencia  de  tribunal  competen- 
te, y  en  esta  situación  quedaba  su  yerno  Ca- 
rrera Falencia,  pues  no  obstante  la  nulidad, 
le  había  vendido  el  inmueble  ante  los  oficios 
del  notario  Pablo  Torselli,  el  doce  de  Julio 
de  mil  novecientos  treinta  y  siete,  con  la  mira 
de  aprovechar  conjuntamente  los  beneficios 
del  fondo,  pastando  ganado  y  efectuando  toda 
clase  de  siembras.  Como  prueba  ofreció  la 
siguiente:  a)  certificación  expedida  por  el  Re- 
gistrador de  la  Propiedad  Inmueble,  con  fe- 
cha seis  de  Junio  de  mil  novecientos  treinta 
y  ocho,  en  donde  consta  la  última  inscripción 
de  dominio  hecha  a  favor  de  los  actores;  b), 
certificación  de  las  sentencias  de  primera,  se- 
gunda instancia  y  casación,  dictadas  en  el 
juicio  ordinario  de  nulidad,  que  a  nombre  de 
sus  poderdantes  siguió  contra  el  señor  Falen- 
cia Osuna;  c),  certificación  del  acta  de  pose- 
sión del  terreno  cuestionado  al  señor  Falen- 
cia, fecha  quince  de  Octubre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete,  que  obra  en  el  juicio  ordi- 
nario de  nulidad;  d),  el  propio  juicio  de  nu- 
lidad, que  desde  luego  pidió  que  se  tuviera  a 
la  vista;  e),  confesión  judicial  de  los  deman- 
dados; f),  declaraciones  de  testigos  y  dictá- 
menes de  expertos;  y  g),  inspección  judicial. 

RESULTA: 

Que  los  demandados  interpusieron  la  ex- 
cepción de  litis  pendencia,  que  fué  declarada 
sin  lugar,  asi  como  un  incidente  de  nulidad. 


A  petición  del  actor,  se  tuvo  por  contestada 
en  sentido  negativo  la  demanda  y  se  abrió 
el  juicio  a  prueba  por  el  término  ordinario. 

RESULTA: 

Que  durante  ese  tiempo,  el  demandante  rin- 
dió las  pruebas  siguientes:  certificación  expe- 
dida por  el  Registrador  General  de  Inmuebles 
de  la  República,  en  la  que  consta  que  la  fin- 
ca rústica  número  cincuenta  y  dos  (52),  folio 
ciento  dieciseis  (116),  del  libro  primero  (lo.) 
de  El  Progreso,  que  se  desmembró  de  la  nú- 
mero novecientos  veintisiete  (927),  folio  dos- 
cientos ochenta  y  cinco  (285),  libro  veintiséis 
(26)  antiguo,  fué  inscrita,  primeramente,  a 
nombre  de  Miguel  Vélez,  con  una  extensión 
de  seis  caballerías,  cincuenta  y  ocho  manza- 
nas y  una  fracción;  certificación  dada  por  el 
Secretario  del  Juzgado  Segundo  de  Primera 
Instancia,  transcribiendo  las  sentencias  de  pri- 
mera y  segunda  instancia  y  la  de  casación, 
pronunciadas  en  el  juicio  ordinario  de  nuli- 
dad del  titulo  supletorio  que  siguió  en  su  ca- 
rácter de  apoderado  de  Santa  Ana  Vélez  de 
Ruano,  el  señor  Mansilla  García,  contra  Cor- 
nelio Falencia  Osuna,  sentencias  en  las  cua- 
les, en  las  dos  primeras,  se  declaró  la  nulidad 
del  título  supletorio,  la  cancelación  de  la  ins- 
cripción hecha  a  favor  del  demandado,  bajo 
el  número  doce  mil  dieciocho  (12018),  folio 
cincuenta  y  seis  (56),  del  libro  ciento  noventa 
y  uno  (191)  de  Guatemala;  declara  también 
que  el  referido  lote  forma  parte  de  la  finca 
número  cincuenta  y  dos  (52),  folio  ciento  die- 
ciseis (116),  del  libro  primero  (lo.)  de  El  Pro- 
greso, perteneciente  a  los  herederos  de  Mi- 
guel Vélez  Ruano;  que  el  demandado  está  en 
la  obligación  de  cubrir  a  la  parte  actora,  pro- 
porcionalmente  a  su  derecho,  los  frutos  per- 
cibidos, cuyo  monto  se  establecería  por  medio 
de  expertos.  Y  en  la  última  sentencia,  se  de- 
claró sin  lugar  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  el  señor  Falencia  Osuna;  certifica 
ción  del  acta  que  en  parte  dice:  "En  San  José 
del  Golfo...  primero,  acompañados  de  la  per- 
sona indicada,  se  recorrió  el  lindero  sur  que 
colinda  con  los  herederos  de  Miguel  Vélez... 
fué  recorrido  el  lindero  poniente  que  colinda 
en  toda  su  extensión  con  terrenos  de  don  Cor- 
nelio Falencia  Osuna.  Los  linderos  norte  y 
oriente  no  se  recorrieron,  por  las  dificultades 
del  terreno  y  el  río  Agua  Caliente.  Con  las 
formalidades  de  ley  y  sin  perjuicio  de  los  de- 
rechos de  tercero,  se  dió  la  posesión  del  te- 
rreno indicado,  al  demandado  don  Cornelio 
Falencia  Osuna".;  certificación  expedida  por 
el  Secretario  del  Juzgado  Segundo  de  Primera 
Instancia,  transcribiendo  el  auto  recaído  en  el 
juicio  ordinario,  que  fija  en  la  suma  de  cien 
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quetzales  el  monto  de  los  frutos  percibidos  en 
un  año,  en  el  terreno  "Boca  del  Monte";  y  se 
trajo  a  la  vista  el  juicio  ordinario  de  nulidad, 
seguido  contra  el  mismo  señor  Falencia  Osuna. 

RESULTA: 

Que  el  Juez  Segundo  de  Primera  Instancia 
dictó  su  fallo  en  el  sentido  que  aparece  con- 
signado al  principio  y  en  virtud  de  apelación, 
pasó  el  juicio  a  la  Sala  Segunda  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  en  donde  el  señor  Falencia 
Osuna  interpuso  la  excepción  de  prescripción, 
que  fué  abierta  a  prueba,  recibiéndose  las  si- 
guientes: a)  testimonio  de  los  señores  Vicen- 
te Reyes  Carrera,  Julio  Ortiz  Barrientes,  Va- 
lentín Sandoval  Catalán  y  Juan  Morales 
Duarte,  quienes,  en  substancia,  manifestaron 
que  les  consta  que  en  el  mes  de  mayo  de  mil 
novecientos  diecinueve,  el  señor  Falencia  Osu- 
na compró  a  Miguel  Vélez  un  lote  de  terreno 
llamado  "El  Convento",  que  era  una  sección 
del  denominado  "Boca  del  Monte",  terreno 
que  estuvo  poseyendo  desde  entonces,  sin  in- 
terrupción, pública  y  pacíficamente,  en  cali- 
dad de  dueño.  La  venta  se  hizo  constar  en 
una  acta  cuyo  tenor  recordaron  que  es  el  mis- 
mo que  aparece  en  la  copia  que  se  acompañó 
a  la  diligencia;  y  fijaron  los  linderos.  Los 
dos  testigos  primeros,  declararon  que  cuando 
se  levantó  el  acta,  desempeñaban  los  cargos 
de  Alcalde  Municipal  y  Sindico,  respectiva- 
mente, de  San  José  del  Golfo;  b),  testimonio 
del  testamento  privado  que  en  la  misma  po- 
blación, otorgó  el  señor  Miguel  Vélez  R.,  el 
trece  de  noviembre  de  mil  novecientos  dieci- 
nueve, ante  el  Alcalde  Municipal,  Vicente  Re- 
yes, testigos  Bernardo  Peláez  A.,  Jesús  Bel- 
trán,  Máximo  Castro,  Baldomero  Carrera,  Ju- 
lio Ortiz  y  Secretario  Municipal,  de  las  tres 
a  las  cuatro  de  la  tarde,  testamento  que  fué 
protocolado  en  el  Registro  del  Licenciado  José 
Salazar  Z.,  de  orden  del  Juez  Primero  de  Pri- 
mera Instancia  de  este  departamento,  que  en 
una  de  sus  cláusulas  dice  literalmente:  "de- 
clara que  posee  un  lote  de  terreno  en  este 
pueblo  SOBRANTE  del  que  le  vendió  a  don 
Cornelio  Falencia  con  el  nombre  de  "Boca  del 
Monte"...  Sexto.  Declara  que  en  caso  de 
fallecimiento  de  lo  que  queda,  tanto  del  terre- 
no libre  de  lo  que  le  vendió  a  don  Cornelio  Fa- 
lencia, como  de  lo  demás  que  se  menciona,  se 
partirán  partes  iguales  entre  de  sus  hijos  ya 
mencionados,  Ciríaco,  Lino  y  Santa  Ana  Vé- 
lez".; y  c),  certificación  expedida  por  el  Se- 
cretario de  la  Intendencia  de  San  José  del 
Golfo,  que  dice  que  son  absolutamente  cier- 
tos los  conceptos  del  memorial  presentado  el 
veinte  de  septiembre  del  año  mil  novecientos 
treinta  y  nueve,  por  don  Cornelio  Falencia 


Osuna,  referente  a  que  desde  el  año  de  mil 
novecientos  diecinueve,  ha  venido  poseyendo 
quieta,  pública  y  a  ciencia  y  paciencia  de  los 
demandantes,  el  terreno  denominado  "El  Con- 
vento", que  en  aquel  lugar  es  reputado  como 
legitimo  dueño  y  poseedor  y  que  nunca  se 
presentaron  los  demandantes  ante  el  Juzgado 
de  Paz  de  San  José  del  Golfo  haciéndole  nin- 
gún reclamo  sobre  la  posesión.  Con  todas  es- 
tas diligencias,  la  Sala  Segunda  de  Apelacio- 
nes, dictó  su  fallo,  por  mayoría,  en  el  senti- 
do que  se  indica  al  principio.  El  Licenciado 
Octavio  Aguilar,  Presidente  de  la  Sala,  salvó 
su  voto,  fundándose  en  que  los  antecedentes 
no  son  suficientes  para  enervar  la  excepción 
de  prescripción,  cuyos  fundamentos  se  esta- 
blecieron cumplidamente;  que  el  título  suple- 
torio adquirido  de  manera  incorrecta,  no  es 
prueba  evidente  de  una  posesión  viciada;  y 
en  su  apoyo  cita  el  caso  de  los  herederos  que 
sacan  títulos  supletorios,  en  vez  de  arreglar 
debidamente  la  mortual. 

Contra  la  sentencia  de  segunda  instancia, 
interpusieron  los  señores  Cornelio  Falencia 
Osuna  y  Gaudencio  Carrera  Falencia,  recur- 
so de  casación,  con  auxilio  del  abogado  José 
Luis  Charnaud,  por  violación  de  ley,  citando 
como  infringidos  los  artículos  479,  480,  484, 
486,  487,  493,  494,  1038,  1039,  1040,  1041,  1042, 
1052,  1053,  1054,  1055,  1056,  1057,  1060,  1061  y 
1062  del  Código  Civil;  206  y  207  del  Decreto 
Gubernativo  1862,  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial;  82,  103,  104,  269  inciso  7o.  427,  428  y 
431  del  Decreto  Legislativo  2009;  y  por-  que- 
brantamiento substancial  del  procedimiento, 
de  conformidad  con  el  articulo  507  inciso  2o. 
del  Decreto  Legislativo  2009,  al  admitir  al  apo- 
derado de  Cecilia  y  Jesús  Vélez  Beltrán,  sin 
que  se  le  extendiera  poder  en  forma  a  Man- 
silla  García,  pues  los  que  le  habían  sido  con- 
feridos, fueron  solo  para  el  juicio  testamen- 
tario. Se  admitió  el  recurso  y  habiéndose  ve- 
rificado la  vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  recurso  extraordinario  de  casación, 
concedido  en  los  casos  especialmente  especi- 
ficados por  la  ley,  contra  las  sentencias  de- 
finitivas, que  terminan  los  juicios  ordinarios 
de  mayor  cuantía,  no  procede  en  los  de  esta 
clase  que  versan  sobre  posesión,  porque  la 
sentencia  no  tiene  ese  carácter,  desde  luego 
que,  aunque  concluye  el  asunto,  la  cuestión 
puede  ser  modificada  o  cambiada  y  dejar  de 
tener  efectos  legales,  mediante  la  acción  de 
propiedad,  cuando  no  ha  precedido  ni  fué 
comprendida  en  el  mismo  juicio;  y  como  en 
este  caso  se  trata  de  una  acción  posesoria, 
apoyada  en  la  nulidad  declarada  del  título  su- 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


255 


pletorio  que  amparaba  la  posesión  del  señor 
Cornelio  Falencia  Osuna,  que  no  comprendió 
la  propiedad,  resulta  claro  y  evidente  que, 
pudiendo  ser  modificada  por  esta  acción,  la 
sentencia  que  le  puso  término  no  es,  propia- 
mente, definitiva,  y  por  lo  tanto,  no  procede 
contra  ella  el  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción, aun  cuando  comprenda  la  devolución  de 
frutos,  ya  que  la  devolución  está  supeditada 
a  la  acción  de  posesión  y  la  suerte  de  ésta, 
forzosamente  tiene  que  afectar  a  la  otra.  Y 
conforme  a  este  criterio,  es  innecesario  en- 
trar al  examen  de  los  artículos  que  se  citan 
como  infringidos.  Artículos  XV  Preceptos 
Fundamentales  de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial;  506,  510  y  821  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil  y  Mercantil,  éste  último  ci- 
tado por  el  principio  que  contiene. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  apoyada  en 
las  leyes  citadas  y  en  los  artículos  513  y  524 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til, rechaza  el  recurso  interpuesto  y  manda 
que  al  estar  hechas  las  notificaciones  se  de- 
vuelvan los  autos,  con  certificación,  al  lugar 
de  su  procedencia,  debiéndose  reponer  y  reva- 
lidar el  papel,  en  la  forma  correspondiente. 

Baf.  Ordóñez  Solis.  —  Abel  Paredes.  — 
Francisco  E.  Rodríguez.  —  Federico  O.  Sala- 
zar.  —  Jesús  Unda  Murillo.  —  Max  García 
R.  —  Secretario. 


CIVIL 

DAÑ^OS:  Juicio  ordinario  seguido  por  Enrique 
Paiz  Beteta  contra  Alfonso  L.  Kech. 

DOCTRINA:  Si  el  recurrente  no  pidió  al  Juez 
aquo  la  subsanación  de  las  irregularidades 
que  invoca,  es  inadmisible  el  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  substancial  del 
procedimiento. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  vein- 
tidós de  Agosto  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes,  la  sentencia  que  más 
adelante  se  relatará  pronunciada  en  el  juicio 
seguido  por  don  Enrique  Paiz  Beteta  contra 
el  señor  Alfonso  L.  Kech  sobre  pago  de  daños. 

RESULTANDO: 

Que  don  Enrique  Paiz  Beteta  se  presentó 
ante  el  Juez  Segundo  de  Primera  Instancia  de 
este  Departamento  (Guatemala),  el  veintiocho 


de  Enero  del  año  retropróximo  exponiendo, 
entre  otras  cosas,  lo  siguiente:  que  el  nueve 
de  Febrero  (1938),  en  ocasión  que  viajaba  en 
su  automóvil,  acompañado  de  su  esposa  doña 
Concha  de  Paiz,  de  don  Dámaso  Maldonado  y 
de  sus  hijitos  Carlos   y  María  Teresa  Paiz 
Maldonado  por  un  lugar  de  Villa  Nueva  de- 
nominado "El  Boulevar",  el  carro  pertenecien- 
te al  señor  Alfonso  L.  Kech,  que  era  condu- 
cido por  Humberto  Ramírez  chocó  con  su  au- 
tomóvil, a  consecuencia  de  lo  cual  este  sufrió 
grandes  averias,  su  referida  esposa  lesiones, 
y  los  demás  ocupantes  golpes,  más  o  menos 
fuertes.    Que  oportunamente  se  siguió  en  los 
Tribunales,  el  proceso  correspondiente  contra 
Humberto  Ramírez,  habiendo  dictado  el  Juez 
Sexto  Departamental,  sentencia  definitiva,  fa- 
llo que  contiene  la  declaratoria  de  la  culpa- 
bilidad de  Ramírez,  y  deja  a  este  afecto  a  las 
responsabilidades  civiles  provenientes  del  he- 
cho punible,  extremo  que  probaba  con  la  cer- 
tificación de  dicha  sentencia,  expedida  por  el 
Secretario  del  Juzgado  Sexto  y  que  acompa- 
ñaba a  su  demanda.    Que  a  fin  de  poder  re- 
sarcirse de  los  daños  que  le  fueron  ocasiona- 
dos, entablaba  su  acción  ordinaria  contra  el 
señor  Kech,  ya  que  él  en  su  calidad  de  legiti- 
mo propietario  del  carro  que  ocasionó  el  ac- 
cidente, es  solidariamente  responsable  con  el 
chófer  Ramírez  por  los   daños  ocasionados. 
Que  los  gastos  efectuados  con  motivo  del  ac- 
cidente montan  a  la  suma  de  trescientos  ochen- 
ta quetzales,  como  lo  establecería,  durante  la 
tramitación  del  juicio,  por  medio  de  documen- 
tos, testigos,  etc.,  etc.    Y  el  señor  Paiz  con- 
cluyó pidiendo  que  en  su  oportunidad  se  con- 
denara a  don  Alfonso  L.  Kech  al  pago  de  la 
cantidad  demandada,  más  intereses  y  las  cos- 
tas del  juicio. 

El  señor  Paiz  Beteta  acompañó  dos  certifi- 
caciones: la  primera,  de  la  sentencia  fecha 
veintiuno  de  Diciembre  (1938),  en  que  el  Juez 
Sexto  departamental,  revocó  el  fallo  dictado 
por  el  Juez  Tercero  de  Paz  y  condenó  a  Hum- 
berto Ramírez  a  sufrir  la  pena  de  tres  meses 
de  arresto  menor,  como  autor  de  daños  cau- 
sados por  imprudencia  simple,  dejándolo  afec- 
to a  las  responsabilidades  civiles  provenien- 
tes del  delito;  y  la  segunda,  del  informe  en 
que  el  Secretario  del  Juzgado  de  Tránsito  hizo 
constar:  que  el  automóvil  particular,  marca 
Lincoln,  modelo  mil  novecientos  veintiocho 
(1928),  de  siete  pasajeros,  perteneció  al  señor 
Alfonso  L.  Kech,  según  aparece  en  el  Libro 
de  Registro  de  vehículos  del  año  de  mil  no- 
vecientos veintisiete  (1927). 

A  solicitud  del  actor  se  libró  exhorto  al 
Juez  de  Retalhuleu  con  el  objeto  de  hacer  sa- 
ber al  demandado  las  resoluciones  pendien- 
tes de  notificación,  y  este,   el  veintiocho  de 
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Febrero  (1939),  quedó  enterado  de  los  pro- 
veídos que  recayeron  en  los  escritos  presen- 
tados por  aquel,  a  saber:  a)  el  de  veintiocho 
de  Enero  (1939),  en  que  se  dió  audiencia  a 
don  Alfonso  L.  Kech  de  la  demanda,  se  le 
previno  no  ausentarse  de  la  ciudad  (Gua- 
temala), sin  dejar  apoderado  y  fué  señalado 
día  y  hora  para  la  junta  de  conciliación;  b), 
el  del  quince  de  Febrero  (1939),  en  que  se  or- 
denó que  se  hicieran  las  notificaciones  al  se- 
ñor Kech  en  la  dirección  indicada  por  don  En- 
rique Paiz  Beteta;  c),  el  de  veintiuno  de  Fe- 
brero (1939),  en  que  se  mandó  hacer  saber 
a  la  otra  parte,  y  agregar  a  sus  antecedentes 
el  escrito  en  que  don  Jorge  Figueroa  Godoy 
manifiesta  que  el  domicilio  de  don  Alfonso  L. 
Kech  es  la  ciudad  de  Retalhuleu,  y  acciden- 
talmente tiene  registrada  su  dirección  en  la 
séptima  avenida  sur  número  ciento  tres,  para 
asuntos  puramente  comerciales;  d),  el  de 
igual  fecha  y  de  idéntico  tenor  que  el  men- 
cionado anteriormente,  consignado  en  otro 
memorial  del  señor  Figueroa  Godoy,  relativo 
al  mismo  asunto  del  domicilio  del  demanda- 
do; e),  el  de  la  misma  fecha  (21  de  Febrero) 
en  que  se  declaró  no  haber  lugar  a  que  la  de- 
manda se  tuviera  por  contestada  en  sentido 
negativo;  f),  el  del  veintitrés  de  Febrero 
(1939)  en  que  se  mandó  pedir  informe  al  Di- 
rector General  de  Rentas  acerca  de  que  el 
señor  Kech  únicamente  tiene  negocio  comer- 
cial establecido  en  esta  ciudad;  y  g),  el  del 
mismo  mes  y  año  Febrero  (1939)  en  que  se 
libró  el  exhorto  mencionado. 

El  ocho  de  Marzo  (1939),  don  Alfonso  L. 
Kech  se  presentó  ante  el  Juez  de  Primera 
Instancia  de  Retalhuleu  promoviendo  una 
cuestión  de  competencia  por  inhibitoria,  que 
resolvió  dicho  funcionario  declarando  ser 
competente  para  conocer  del  asunto;  pero  el 
Juez  Segundo  de  este  Departamento  (Gua- 
temala), después  de  haber  oído  a  la  parte 
contraria  aceptó  la  competencia  y  remitió  las 
actuaciones  a  esta  Suprema  Corte.  El  Tribu- 
nal, por  auto  fecha  veintiocho  de  Marzo  (1939), 
declaró  que  el  Juez  Segundo  do  Primera  Ins- 
tancia del  Departamento  de  Guatemala  era 
el  competente  para  seguir  conociendo  del 
asunto  relacionado. 

El  diez  de  Marzo  en  rebeldía  del  demanda- 
do se  tuvo  por  contestada  en  sentido  negati- 
vo la  demanda  y  el  juicio  fué  abierto  a  prue- 
ba por  treinta  días. 

El  veintiuno  de  Abril  (1939),  el  señor  Kech, 
interpuso  las  excepciones:  a)  de  demanda  de- 
fectuosa; y  b),  de  falta  de  personería  en  él 
(Kech).  La  primera  de  estas  excepciones  fue 
rechazada  de  plano  por  extemporánea;  y  la 
segunda  se  tramitó,  abriéndose  a  prueba  en 


su  oportunidad.  Ninguna  probanza  fué  ren- 
dida; y  por  auto  fecha  tres  de  Julio  se  decla- 
ró sin  lugar. 

El  señor  Paiz  Beteta  presentó  las  proban- 
zas que  a  continuación  se  expresan:  lo.,  unas 
certificaciones  expedidas  por  el  Secretario  del 
Juzgado  Tercero  de  Paz  en  que  consta:  en  la 
primera,  la  factura  número  757-1057,  firmada 
por  Sor  Estanislao,  el  diez  y  seis  de  Febrero 
de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  por  valor 
de  catorce  quetzales,  correspondientes  a  siete 
días  de  asistencia  a  doña  Concepción  de  Paiz 
en  la  Casa  de  Salud  del  Hospital  General;  en 
la  segunda  certificación  se  encuentra,  la  fac- 
tura número  78  fechada  en  esta  ciudad,  el 
primero  de  Julio  de  mil  novecientos  treinta  y 
ocho,  por  cincuenta  quetzales  valor  de  los  ser- 
vicios profesionales  que  le  prestó  a  doña  Con- 
cha de  Paiz  el  doctor  Horacio  Polanco  Rodrí- 
guez; en  la  tercera  certificación,  aparece  la 
factura  número  750,  por  valor  de  ciento  no- 
venta y  dos  quetzales,  correspondientes  a  las 
reparaciones  hechas  al  automóvil  del  señor 
Enrique  Paiz,  cancelada  el  cinco  de  Abril 
(1938);  en  la  cuarta  certificación  consta:  el 
recibo  extendido  a  favor  de  don  Enrique  Paiz 
por  tres  quetzales,  correspondientes  al  valor 
de  la  nivelación  del  disco  de  la  rueda  delante- 
ra de  su  carro  Packard,  documento  firmado 
en  esta  capital,  a  veinte  de  Abril  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  ocho,  por  Miguel  Vizcaíno; 
y  en  la  quinta  certificación  se  transcribe  el 
recibo  por  un  quetzal  y  veinticinco  centavos, 
que  expidió  don  José  Luis  Castro,  el  nueve 
de  Abril  de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  a 
favor  de  don  Enrique  Paiz  por  valor  de  la 
vulcanización  de  una  llanta  y  un  tubo.  Las 
firmas  de  Sor  Estanislao,  del  Doctor  Polanco 
Rodríguez  y  del  señor  Werner  Bosse.  fueron 
legalizadas  por  el  Notario  Miguel  Castejón 
Fiallos;  2o.  Dos  certificaciones  expedidas  por 
el  Secretario  del  Juzgado  Sexto  de  Primera 
Instancia  del  Departamento  de  Guatemala,  en 
la  primera  de  las  cuales  se  transcribió  el  in- 
forme del  Facultativo  Encargado  del  Servicio 
Médico  Quirúrgico  del  Hospital  General,  quien 
hizo  constar  que  doña  Concepción  de  Paiz 
curó  en  siete  días  de  un  escalpe  incompleto,  y 
le  quedó  cicatriz  visible;  en  la  segunda  certi- 
ficación aparece  el  dictámen  de  los  expertos, 
señores  Enrique  Flores  B.  y  Santiago  Pezza- 
rossi.  Los  peritos  susodichos  valoraron  los 
daños  causados  en  la  suma  de  doscientos  quet- 
zales; y  en  la  tercera  certificación  se  encuen- 
tra copiado  el  escrito  que  presentó  don  Al- 
fonso L.  Kech  al  Juez  Cuarto  de  Primera  Ins- 
tancia Departamental,  solicitando  la  entrega 
de  su  automóvil  marca  Lincoln;  y  3o.  los  re- 
cibos que  siguen:  uno  valor  de  diez  quetza- 
les expedido  por  Otto  Paiz  B.   a  favor  de 
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don  Enrique  Paiz,  por  remolcar  su  carro  des- 
de Villa  Nueva  hasta  la  Agencia  Packard  es- 
tablecida en  esta  capital  (Guatemala);  otro 
recibo  por  siete  quetzales  valor  de  tres  autén- 
ticas y  gastos  extendido  por  el  Licenciado  Mi- 
guel Castejón  Fiallos  a  favor  del  mismo  se- 
ñor Paiz;  y  el  recibo  número  siete  firmado 
por  el  Licenciado  González  Calvo  a  favor  del 
señor  Enrique  Paiz,  valor  de  ochenta  y  cinco 
quetzales,  cantidad  a  que  ascendieron  los  ser- 
vicios profesionales  prestados  al  señor  Paiz 
con  motivo  del  proceso  instruido  contra  Hum- 
berto Ramírez  por  daños  y  lesiones. 

El  Juez  Segundo  de  Primera  Instancia  De- 
partamental puso  fin  al  Juicio  declarando  que 
don  Alfonso  L.  Kech  está  obligado  a  pagar 
a  don  Enrique  Paiz  Beteta,  dentro  de  tercero 
día,  en  concepto  de  indemnización,  la  canti- 
dad de  trescientos  ochenta  quetzales,  que  de- 
berá hacer  efectivo  en  aquel  despacho,  o  de- 
positarla en  la  Tesorería  de  Fondos  Judicia- 
les; y  que  las  costas  son  a  cargo  de  ambas 
partes. 

El  demandado  apeló  de  la  sentencia  referi- 
da, y  al  expresar  agravios  pidió  su  revocato- 
ria y  que  se  declarara  la  nulidad  de  todo  lo 
actuado  "a  partir  del  estado  del  juicio  en  que 
se  debió  librar  exhorto  al  Juez  de  Retalhuleu 
para  notificar  el  "ejecútese"  de  lo  resuelto 
por  el  Tribunal  Supremo  en  la  competencia", 
por  las  razones  siguientes:  que  a  principios 
del  mes  de  Abril  sin  que  se  le  notificara  el 
"ejecútese"  de  la  resolución  en  que  se  diri- 
mió la  cuestión  de  competencia,  y  antes  de 
contestar  la  demanda  interpuso  las  excepcio- 
nes dilatorias  especificadas  en  el  articulo  239 
incisos  2o.  y  6o.,  pero  la  primera,  fué  recha- 
zada y  se  dió  trámite  a  la  segunda;  que  por 
haber  sido  notificado  hasta  el  trece  de  Julio 
de  la  resolución  en  que  fué  desestimada  la 
excepción  de  falta  de  personería,  ya  no  pudo 
contestar  la  demanda,  y  como  el  mismo  tiem- 
po se  le  notificó  la  sentencia  interpuso  ape- 
lación; que  la  providencia  del  diez  de  Marzo, 
además  de  ser  festinada,  es  nula,  pues  esta 
Corte  Suprema,  hasta  el  veintiocho  de  ese 
mismo  mes  (Marzo)  dirimió  la  competencia 
y  desde  luego  se  trata  de  una  cuestión  previa, 
sin  la  cual  aquella  resolución  resulta  fuera 
de  oportunidad;  que  no  se  le  notificó  lo  re- 
suelto por  la  "Sala"  en  la  forma  correspon- 
diente, toda  vez  que  no  fué  librado  despa- 
cho al  Juez  de  Retalhuleu,  haciéndole  saber 
el  "ejecútese"  para  que  pudiera  interponer  ex- 
cepciones dilatorias  o  bien,  para  que  contes- 
tara la  demanda.  El  juicio  jamás  fue  abier- 
to a  prueba;  que  el  veintiuno  de  Abril  se  subs- 
tanció una  excepción  dilatoria,  y  sin  estar 
contestada  la  demanda,  el  actor  propuso  prue- 
bas, y  fueron  mandadas  recibir.    El  veinti- 


dós de  Abril,  al  día  siguiente  de  haber  sido 
tramitada  la  mencionada  excepción  se  acep- 
taron otras  pruebas.  La  otra  parte  abogó 
por  la  confirmación  de  la  sentencia  sin  modi- 
ficación alguna,  pues  estima  que  está  arre- 
glada a  la  ley. 

La  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, el  diez  y  ocho  de  Agosto  del  año  retro- 
próximo, confirmó  el  fallo  apelado  que  en- 
cierra: a)  apreciaciones  relativas  a  los  vicios 
del  procedimiento  invocados  por  el  señor  Kech, 
los  cuales  desechó  el  Tribunal  sentenciador, 
porque  en  primera  instancia,  no  se  alegaron 
tales  irregularidades,  para  subsanarlas,  ni  el 
demandado  en  su  oportunidad  hizo  uso  de  los 
recursos  legales  para  obtener  la  enmienda  de 
aquel  procedimiento;  y  b),  consideraciones 
acerca  de  la  documentación  presentada  al  jui- 
cio, y  con  base  en  esta,  la  Sala,  resolvió  que 
dicho  señor  debe  de  pagar  el  monto  de  los 
daños  demandados,  pues  siendo  él,  dueño  del 
automóvil  que  los  causó,  su  responsabilidad 
civil  es  solidaria  con  la  de  Humberto  Ramí- 
rez, quien  en  aquella  ocasión  manejaba  ese 
vehículo;  ya  que  no  probó  encontrarse  en  nin- 
guno de  los  casos  señalados  por  la  ley. 

El  señor  Alfonso  L.  Kech  auxiliado  por  el 
Abogado  Carlos  Rafael  López  Estrada,  in- 
terpuso contra  este  último  pronunciamiento, 
el  recurso  extraordinario  de  casación,  con  fun- 
damento en  el  artículo  506  inciso  1-,  y  por  haber 
sido  violados  los  artículos  238,  243,  246  y  262 
del  Decreto  Legislativo  número  2009.  El  re- 
currente en  su  alegato  presentado  el  día  de 
la  vista  del  asunto,  después  de  repetir  que  se 
ha  incurrido  en  las  anomalías  ya  expresadas 
anteriormente,  manifiesta:  que  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil  y  Mercantil  manda  que  las 
excepciones  dilatorias  se  interpongan  antes 
de  contestar  la  demanda,  y  que  esta  debe  con- 
testarse al  estar  firme  la  resolución  que  de- 
clare sin  lugar  las  indicadas  excepciones  di- 
latorias, y  por  lo  tanto,  el  simple  hecho  de 
haber  sido  tramitado  el  juicio,  sin  resolver 
antes  dichas  excepciones,  es  motivo  para  de- 
clarar nulo  lo  actuado.  Por  no  estar  contes- 
tada la  demanda  no  hubo  término  probatorio, 
y  como  las  pruebas  deben  rendirse  precisa- 
mente dentro  de  ese  período,  las  presentadas 
por  el  actor  son  extemporáneas  y  no  debieron 
ser  admitidas. 

CONSIDERANDO: 

Que  don  Alfonso  L.  Kech,  para  fundamen- 
tar su  recurso,  citó  la  disposición  contenida 
en  el  inciso  primero  del  artículo  506  del  De- 
creto Legislativo  número  2009,  pues  asegura 
que  la  sentencia  de  que  se  trata  violó  la  ley 
contenida  en  los  artículos  precitados  del  re- 
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ferido  Cuerpo  Legal.  El  inciso  susodicho  es- 
tablece que  el  recurso  de  casación  se  dará 
cuando  la  sentencia  o  auto  recurrido  conten- 
ga violación,  aplicación  indebida  o  interpre- 
tación errónea  de  la  ley.  Ahora  bien,  lo  que 
ha  sostenido  el  señor  Kech  desde  la  segunda 
Instancia,  es  la  nulidad  del  procedimiento, 
según  puede  verse  en  sus  respectivos  alegatos. 
En  efecto,  al  expresar  agravios,  después  de 
hablar  de  las  anomalías  que  se  dejan  ya  re- 
lacionadas, terminó  pidiendo  al  Tribunal  la 
revocatoria  del  íallo  y  que  se  declarara  la 
nulidad  de  todo  lo  actuado  a  partir  del  esta- 
do del  juicio  en  que  se  debió  librar  exhorto 
al  Juez  Departamental  de  Retalhuleu.  El  mis- 
mo señor  Kech,  al  alegar  el  dia  de  la  vista 
ante  este  Tribunal  Supremo,  repitió  sus  ar- 
gumentos, manifestando  por  último,  estar  se- 
guro de  que  esta  Corte  anularía  el  juicio,  des- 
de la  fecha  en  que  se  tuvo  por  contestada  la 
demanda  sin  haber  sido  resuelta  la  excepción 
dilatoria  que  propuso.  En  consecuencia,  el 
inciso  de  que  se  trata  ninguna  relación  tiene, 
en  cuanto  a  violación  de  ley,  con  los  artículos 
citados  como  infringidos.  Y  si  bien  es  cier- 
to, que  estas  disposiciones  legales  se  refieren 
&1  procedimiento,  también  es  verdad,  que  el 
recurrente  no  pidió  al  referido  Juez  la  sub- 
sanación  de  las  irregularidades  que  invoca,  ni 
oportunamente  interpuso  los  recursos  estable- 
cidos por  las  leyes  contra  las  resoluciones  que 
vulneraran  sus  derechos. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  funda- 
mento en  lo  que  estatuyen  los  artículos  506, 
507,  510,  521  y  524  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil,  DESESTIMA  el  pre- 
sente recurso  y  condena  al  señor  Alfonso  L. 
Kech  al  pago  de  las  costas  del  mismo  y  a  una 
multa  de  veinticinco  quetzales.  En  caso  de 
insolvencia  purgará  veinticinco  días  de  pri- 
sión simple  conmutables  a  razón  de  un  quet- 
zal diario.  Notifíquese  y  en  la  forma  que 
corresponde,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen  y  repóngase  el  papel 
de  conformidad  con  lo  que  establece  el  ar- 
tículo 27  del  Decreto  Legislativo  número 
2009. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Muñoz- 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  — 
Federico  O.  Solazar.  —  Max  García  R.  —  Se- 
cretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  de  divorcio,  seguido  por  El- 
vira Josefina  Abulara^h  de  Garzona  contra 
Pedro  Garzona  Barrios. 

DOCTRINA:  Para  que  proceda  decretar  el  di- 
vorcio, demandando  por  causa  determinada, 
es  indispensable  que  ésta  se  pruebe  plena- 
mente por  el  actor. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  vein- 
tisiete de  Agosto  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Para  resolver  el  recurso  de  casación,  se  tie- 
ne a  la  vista  la  sentencia  proferida  el  cinco 
de  abril  del  presente  año,  por  la  Sala  Terce- 
ra de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  el  juicio  or- 
dinario de  divorcio  seguido  por  doña  Elvira 
Josefina  Abularach  de  Garzona  contra  su  es- 
poso don  Pedro  Garzona  Barrios,  así  como 
los  antecedentes  de  la  misma,  de  cuyo  estudio, 

RESULTA: 

Que  con  fecha  veintiuno  de  Julio  del  año 
próximo  pasado,  se  presentó  ante  el  Juzgado 
Tercero  de  Primera  Instancia  departamental, 
doña  Elvira  Josefina  Abularach  de  Garzona, 
manifestando  que  en  esta  capital  contrajo 
matrimonio  el  treinta  y  uno  de  enero  de  mil 
novecientos  treinta  y  uno  con  don  Pedro  Gar- 
zona Barrios,  con  quien  procreó  dos  hijas  lla- 
madas Mélída  y  Rosalinda;  que  ninguno  de 
los  dos  aportó  bienes  al  matrimonio  y  tam- 
poco adquirieron  ninguno  durante  el  mismo; 
que  durante  la  vida  conyugal  ha  sido  victima 
de  un  trato  muy  cruel,  de  ofensas  graves  y  de 
faltas  contra  su  honor  y  su  dignidad  por  par- 
te de  su  esposo,  quien  no  ha  cumplido  con  sus 
deberes  y  observa  una  conducta  que  hace  in- 
tolerable la  vida  en  común;  que  además  de 
eso,  Garzona  padece  de  una  enfermedad  in- 
curable, perjudicial  a  la  descendencia  y  a  la 
demandante,  motivos  por  los  cuales  solicitaba 
su  divorcio  absoluto. 

El  esposo  demandado,  don  Pedro  Garzona 
Barrios,  negó  los  conceptos  de  la  demanda, 
afirmando  que  nunca  ha  faltado  a  sus  debe- 
res de  esposo,  menos  a  los  de  padre,  como  lo 
prueba  el  hecho  de  que  su  hija  mayor,  la  tie- 
ne en  su  poder  y  ésta  no  puede  ni  pensar  si- 
quiera en  irse  con  su  madre.  Hasta  hace  seis 
meses  su  vida  con  su  esposa  fué  tranquila, 
cumpliendo  ambos  con  sus  deberes,  velando 
únicamente  por  el  bienestar  de  sus  hijas,  co- 
mo lo  podían  decir  los  mismos  hermanos  de 
su  esposa;  pero  por  mala  suerte,  ella  hizo 
amistad  con  Vitalína  Ruiz  y  ésto  ha  sido  la 
causa  de  sus  dificultades. 
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Se  abrió  a  prueba  el  juicio,  por  el  término 
de  ley,  durante  el  cual  la  autora  presentó  la 
declaración  testimonial  de  Alejandro  Hurtar- 
te Monzón,  Vitalina  Ruiz,  María  Elena  Thom- 
son, Inocente  Lemus,  Margarita  Alvarez  e  Is- 
mael Lara  Flores,  de  los  cuales  el  primero  y 
la  segunda  contestaron  afirmativamente  las 
preguntas  propuestas,  relativas  a  establecer  lo 
siguiente:  que  varias  veces  llegaron  a  la  tien- 
da que  la  señora  Abularach  tenia  en  la  Ave- 
nida de  la  Libertad;  alli  les  contaron  los  in- 
sultos e  injurias  que  Pedro  Garzona  dirigía  a 
su  esposa,  haciéndola  victima  por  celos  infun- 
dados y  ella  misma  los  referia  los  grandes 
sufrimientos  que  tenia  debido  a  los  celos  de 
su  marido,  quien  últimamente  hasta  le  habia 
pegado.  El  primero  de  los  nombrados,  en  las 
repreguntas,  dijo  que  no  ha  visto  en  la  tienda 
a  Garzona  y  no  ha  visitado  su  casa;  que  él 
trabaja  en  el  Teatro  Venecia  los  domingos  des- 
de las  cuatro,  otros  días  antes  del  treinta  de 
Julio  en  que  comenzó  a  trabajar  todas  las  no- 
ches, los  lunes,  miércoles,  jueves  y  sábados,  só- 
lo trabajaba  de  ocho  a  doce  y  martes  y  vier- 
nes no  trabajaba;  que  sabe  que  actualmente 
doña  Elvira  vive  en  la  casa  de  Vitalina  Ruiz. 
La  señora  Vitalina,  contestando  las  repregun- 
tas, dijo  que  no  tiene  amistad  íntima  con  la 
señora,  si  la  conoce  es  porque  le  cosía  y  siem- 
pre que  llegaba  a  dejarle  sus  costuras,  se  da- 
ba cuenta  del  mal  trato  de  su  esposo  y  que 
actualmente  doña  Elvira  ocupa  un  apartamen- 
to en  su  casa  de  ella,  pagado  por  Garzona. 
La  señora  Thomson,  dijo:  que  por  referencias 
de  la  señora  Abularach,  sabe  que  su  esposo  le 
habia  pegado  una  noche,  mostrándole  el  labio 
y  la  mejilla  golpeada,  relato  del  cual  pudo 
haberse  dado  cuenta  Garzona,  porque  estaba 
parado  en  la  puerta  de  calle  de  su  casa,  lo 
demás  del  interrogatorio  no  lo  sabe  ni  le  cons- 
ta. Inocente  Lemus,  preso  en  la  Penitenciaría 
Central,  contestó  de  conformidad  con  el  inte- 
rrogatorio presentado  a  los  testigos  anterio- 
res y  a  las  repreguntas  dijo:  que  una  vez  que 
pasó  a  la  tienda  de  doña  Elvira  a  comprar 
un  sombrero,  se  dió  cuenta  del  disgusto  habi- 
do entre  ellos  y  otra  vez,  porque  estuvo  de 
visita  en  su  casa  y  además,  por  lo  que  la  se- 
ñora le  contó,  no  constándole  nada.  Margarita 
Alvarez,  también  dijo  ser  cierto  el  contenido 
del  interrogatorio;  y  a  las  repreguntas  dijo, 
que  por  referencias  de  doña  Elvira,  supo  que 
era  objeto  de  malos  tratos  de  parte  de  su  ma- 
rido y,  además,  en  una  ocasión  ella  le  mostró 
golpes  en  los  brazos,  mejillas  y  labios  y  otra 
vez  vió  que  Garzona  le  daba  sus  pescozones. 
Ismael  Lara,  dijo  que  por  referencias  sabe 
que  los  esposos  Garzona  Aburalach,  han  teni- 
do disgustos  por  celos,  pero  no  le  consta  per- 
sonalmente, sino  por  lo  que  dice  la  gente  ve- 


cina del  barrio  y  porque  ella  contaba  que  su 
vida  era  un  mfierno.  A  una  repregunta  con- 
testó: que  sí  visitó  la  casa  de  aquellas  perso- 
nas y  por  un  alegato  de  ambos  que  presenció, 
puede  decir  que  sí  se  dió  cuenta  de  la  vida 
íntima  que  llevaban. 

El  demandado  en  su  descargo,  presentó  las 
declaraciones  de  Mario  y  Oscar  Abularach, 
quienes  expusieron,  primero:  que  son  herma- 
nos de  doña  Elvira  Josefina  Abularach,  se- 
gundo: que  vivieron  con  ésta  y  su  esposo  por 
más  de  seis  años  en  la  Avenida  de  La  Liber- 
tad y  por  esa  razón  vieron  que  don  Pedro 
nunca  causó  ofensas  graves  ni  dió  mal  trato 
a  su  esposa,  y  las  dificultades  habidas  entre 
ellos,  provinieron  de  la  amistad  que  doña  Jo- 
sefina hizo  con  Vitalina  Ruiz,  por  lo  que  en 
más  de  una  ocasión  le  llamaron  la  atención  a 
su  hermana,  para  impedírsela;  qüe  don  Pedro 
siempre  daba  en  su  casa  lo  necesario  para  el 
gasto  y  doña  Elvira  nunca  se  quejó  por  ésto. 
A  solicitud  de  la  actora,  se  dirigieron  al  testi- 
go primero,  algunas  repreguntas,  a  las  cuales 
contestó  así:  a)  que  hacía  dos  meses  (la  de- 
claración fué  recibida  el  dos  de  septiembre  de 
mil  novecientos  treinta  y  nueve),  se  había  vis- 
to obligada  a  abandonar  el  hogar  conyugal, 
trasladándose  a  la  Avenida  de  La  Libertad, 
pero  los  pleitos  eran  motivados  por  su  her- 
mana; que  no  es  cierto  que  hayan  interveni- 
do en  sus  disgustos  su  abuelita  Julia  ni  su  tía 
Paca  Leíva,  quienes  vivían  con  ellos;  el  segun- 
do de  los  nombrados  testigos,  contestó  las  re- 
preguntas, asi:  que  no  es  cierto  que  por  plei- 
tos con  su  marido  haya  abandonado  su  her- 
mana el  hogar  conyugal,  sino  que  para  evitar 
la  amistad  que  tenia  con  Vitalina  Ruiz,  el  Juez 
llegó  a  verificar  su  depósito;  que  viven  en  la 
misma  casa  con  Pedro  Garzona,  porque  son 
cuñados  y  éste  es  quien  la  sostiene;  que  no 
ha  oído  que  Vitalina  Ruiz  le  dé  malos  conse- 
jos a  su  hermana,  pero  desde  que  entre  ésta 
y  aquélla  hicieron  amistad,  empezaron  las  des- 
avenencias entre  los  esposos. 

También  fueron  examinados,  a  solicitud  del 
demandado:  Leonor  Mirón  viuda  de  Barrien- 
tes, de  setenta  y  dos  años  de  edad,  quien  con- 
testó afirmando  las  preguntas:  1«,  sobre  que 
Garzona  siempre  ha  sido  honrado,  sin  vicios 
y  consagrado  a  su  trabajo;  2°,  que  es  educa- 
do, respetuoso  y  cumplido  en  sus  deberes;  3-, 
es  buen  padre  y  cumplido  esposo,  siempre  ha 
dado  buen  trato  a  su  mujer,  por  lo  que  ésta 
contaba  que  estaba  satisfecha  de  él  y  4-,  que 
las  dificultades  entre  ellos  provinieron  de  la 
amistad  que  entabló  doña  Elvira  con  Vitalina 
Ruiz,  con  quien  últimamente  vivía  en  la  mis- 
ma casa,  pero  que  Garzona  nunca  le  dió  mal 
trato  a  su  esposa;  en  las  repreguntas  dijo  que 
no  le  consta  si  le  daba  o  no  mal  trato,  pero  sí 
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puede  asegurar  que  don  Pedro  es  un  hombre 
honrado  y  dedicado  a  su  trabajo  y  agrega,  que 
ella  no  conoce  a  la  señora  Vitalina.  Gustavo 
Villagrán,  contestó  en  el  mismo  sentido  que 
la  anterior,  menos  en  el  punto  cuarto,  pues 
eso  no  le  consta.  Alejandro  Arango,  también 
declaró  su  conformidad  con  algunas  pregun- 
tas del  mismo  interrogatorio,  pero  no  le  cons- 
ta que  Garzona  observe  un  buen  comporta- 
miento con  su  esposa,  ni  ha  oído  que  doña 
Elvira  diga  que  está  satisfecha  de  su  marido, 
pero  por  el  conocimiento  que  de  él  tiene,  de- 
duce que  es  incapaz  de  darle  mal  trato. 

Dos  médicos,  en  calidad  de  expertos,  dieron 
su  dictamen,  manifestando:  que  ni  don  Pedro 
Garzona  ni  su  esposa,  han  padecido  ni  pade- 
cen de  enfermedad  alguna  perjudicial  a  su 
descendencia. 

Terminado  el  término  de  prueba,  se  señaló 
dia  para  la  vista,  y  con  fecha  once  de  diciem- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y  nueve,  el  Juez 
de  la  causa  dictó  sentencia,  declarando:  1", 
sin  lugar  la  tacha  contra  la  declaración  testi- 
monial de  Vitalina  Ruiz;  2-,  el  divorcio  abso- 
luto de  los  esposos  Pedro  Garzona  Barrios  y 
Elvira  Josefina  Abularach  de  Garzona  y  por 
consiguiente,  disuelto  el  vinculo  matrimonial 
que  los  unia;  3°,  que  Mélida  y  Rosalinda  Gar- 
zona Abularach,  las  menores  hijas  procreadas 
durante  el  matrimonio,  quedaban  en  poder  de 
la  madre,  debiendo  el  padre  pasarles  cada 
mes  y  anticipadamente,  la  suma  de  doce  quet- 
zales como  pensión  alimenticia;  y  4°,  que  no 
hay  especial  condenación  en  costas. 

Por  inconformidad  del  señor  Garzona  Ba- 
rrios, pasó  la  causa  a  la  Sala  Tercera  de  Ape- 
laciones, donde  el  apelante  alegó  lo  que  con- 
sideró oportuno.  Con  fecha  cinco  de  abril  del 
presente  año,  la  Sala  dictó  sentencia,  confir- 
mando el  fallo  recurrido  y  contra  este  último 
pronunciamiento,  el  demandado  con  auxilio 
del  Abogado  David  E.  Galicia,  interpuso  el 
presente  recurso  de  casación  por  violación  de 
ley,  citando  como  infringidos  los  artículos  122 
123  inciso  2»  y  124  incisos  2»  y  13  del  Código 
Civil;  259,  388,  390,  391,  397,  398  inciso  2"  399, 
409,  427,  428  incisos  1°  y  2",  430,  431,  433  y  396 
Incisos  1°,  4'  y  5'  del  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil.  Habiéndose  efectuado  la 
vista,  sin  que  alegaran  las  partes,  es  el  caso 
de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  categóricamente  dice  el  articulo  388  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil, 
citado  como  infringido,  que  para  que  la  prue- 
ba testimonial  produzca  efecto,  es  necesario 
que  los  testigos  tengan  los  requisitos  que  la 
ley  exige.  Otras  disposiciones  agregan  que  de- 


ben los  testigos  tener  conocimiento  de  los  he- 
chos y  están  obligados  a  dar  razón  de  sus  di- 
chos y  que  serán  examinados  separada  y  su- 
cesivamente, sin  que  unos  puedan  oír  las  de- 
claraciones de  los  otros. 

La  acción  de  la  demandante  se  funda  en  dos 
causas:  primera,  que  ha  sido  victima  de  un 
trato  muy  cruel  de  parte  de  su  marido,  quien 
le  ha  causado  ofensas  graves  y  faltado  a  su 
dignidad  y  su  honor;  que  no  cumple  con  sus 
deberes,  y  observa  una  conducta  que  hace  in- 
tolerable la  vida  en  común;  segunda,  que  su 
esposo  padece  de  enfermedad  incurable,  per- 
judicial a  su  descendencia  y  a  ella  misma.  Pa- 
ra justificar  la  primera  de  estas  causas,  fue- 
ron propuestos  seis  testigos  (el  articulo  414 
permite  hasta  cinco),  de  los  cuales  el  primer 
grupo  compuesto  por  Alejandro  Hurtarte,  Vi- 
talina Ruiz  y  María  Elena  Thomson,  fueron 
propuestos  el  dieciseis  de  Agosto  (1939)  y  exa- 
minados el  veintitrés;  y  el  segundo  compues- 
to por  Inocente  Lemus,  Margarita  Alvarez  e 
Ismael  Lara,  propuestos  en  el  periodo  de  am- 
pliación del  término,  fueron  examinados  el 
dos  de  Octubre  (1939),  de  donde  se  colige  que 
se  faltó  a  la  prescripción  legal  de  que  los  tes- 
tigos deben  ser  examinados  separada  y  suce- 
sivamente, sin  que  unos  puedan  oír  las  decla- 
raciones de  los  otros;  y  estos  últimos  pudieron 
enterarse  perfectamente  de  la  forma  en  que 
habían  declarado  los  anteriores,  circunstancia 
que  influye  en  la  apreciación  de  estas  declara- 
ciones. 

Y  no  sólo  se  ha  faltado  al  precepto  legal 
relacionado,  sino  que  también  al  del  articulo 
410  del  mismo  Código,  desde  luego  que  los  seis 
testigos  propuestos  amoldaron  sus  declaracio- 
nes a  la  forma  más  simple  y  elemental  que 
puede  darse,  contestando  maquinalmente  a  ca- 
da pregunta  "es  cierto  y  le  consta".  Fuera  de 
esta  irregularidad  que  por  si  sola  les  resta 
mérito  a  todas  las  declaraciones,  hasta  el  gra- 
do que  puede  afirmarse  que  éstas  no  existen, 
también  está  la  de  que  en  las  propias  pregun- 
tas no  se  indica  cuáles  son  yen  qué  consisten 
las  injurias  que  el  esposo  dirigía  a  la  esposa 
y  las  fechas  aún  aproximadas  y  lugares  en 
que  tuvieron  lugar;  y  si  la  esposa  ofendida 
haya  acudido  alguna  vez  a  los  vecinos  y  a  las 
autoridades,  aún  a  los  simples  agentes,  pi- 
diendo su  protección  o  ayuda  en  tales  casos. 

De  lo  anteriormente  expuesto,  se  deduce  que 
las  declaraciones  de  los  testigos  dichos  care- 
cen de  las  condiciones  legales  indispensables 
para  formar  plena  prueba,  y  que  la  acción  de 
la  demanda,  por  consiguiente,  ha  quedado  stn 
probar,  ya  que,  respecto  do  la  causal  número 
dos,  tampoco  se  produjo  prueba  que  le  sea 
favorable;  por  consiguiente  es  procedente  el 
recurso  interpuesto  por  haberse  infringido  el 
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articulo  259  del  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y  Mercantil,  el  cual  dispone  que  el  que 
afirma  es  el  que  está  obligado  a  probar, 

CONSIDERANDO: 

Que  siendo  el  matrimonio  una  institución 
social,  las  autoridades  están  en  el  deber  de 
procurar  su  mantenimiento,  hasta  donde  sea 
posible,  de  ahi  que,  una  vez  celebrado,  sólo 
puede  modificarse  por  la  separación  y  disol- 
verse por  el  divorcio,  pero,  para  cualquiera 
de  estos  casos,  es  indispensable,  a)  que  se  fun- 
de en  el  mutuo  acuerdo  de  los  cónyuges  y  b) 
en  la  voluntad  de  uno  de  ellos  mediando  cau- 
sa determinada.  Habiéndose  fundado  la  ac- 
ción de  divorcio  de  la  señora  Abularach  en 
esta  segunda  fracción  y,  no  habiendo  proba- 
do la  existencia  de  la  causa  que  invocó,  no 
cabe  duda  que  no  procede  legalizarse  la  des- 
trucción del  vinculo  matrimonial  que  la  une  a 
su  esposo  don  Pedro  Garzona,  quien,  por  otra 
parte,  se  opone  a  las  pretensiones  de  su  con- 
sorte. Articules  122,  123,  124  Código  Civil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  en 
lo  que  disponen  los  artículos  506  inciso  3=,  518 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil, 
233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
CASA  Y  ANULA  la  sentencia  recurrida;  y  ab- 
suelve a  don  Pedro  Garzona  Barrios  de  la  de- 
manda de  divorcio  de  que  se  ha  hecho  refe- 
rencia. Las  costas  son  a  cargo  de  ambas  par- 
tes. Notifíquese,  con  certificación  de  lo  resuel- 
to, devuélvanse  los  antecedentes  al  tribunal 
de  su  origen;  y  repóngase  el  papel  de  confor- 
midad con  la  ley. 

Raf.  Ordóñez  Solls.  —  José  Serrano  Muñoz. 
—  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  — 
Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R.  Secre- 
tario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Anís  Aboud 
Blanco  contra  Elias  Jorge  Aboud  Blanco  y 
Elias  Aboud  Blanco. 

DOCTRINA:  La  parte  ■perjudicada  con  un 
contrato  es  la  única  que  a  quien  compete 
el  ejercicio  de  la  acción  de  nulidad,  si  le 
conviniere  hacer  uso  de  ella. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  agosto  de  mil  novecientos  cua- 
renta. 


Vista  en  casación  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
con  fecha  veinticuatro  de  febrero  del  año  en 
curso,  que  revoca  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia; declara  procedente  la  excepción  peren- 
toria de  falta  de  acción  interpuesta  y,  como 
consecuencia,  absuelve  de  la  demanda  a  Elias 
Jorge  Aboud  Blanco  y  a  su  hijo  Elias  Aboud 
Blanco;  desestima  la  excepción  de  falta  de 
personalidad  y  no  hace  especial  condena  en 
costas. 

RESULTA: 

El  diez  de  octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  ocho,  don  Emilio  Eva,  como  mandatario 
de  don  Anís  Aboud  Blanco,  se  presentó  al 
Juzgado  Segundo  de  Primera  Instancia  de  es- 
te departamento,  manifestando:  que  el  siete 
de  diciembre  de  mil  novecientos  treinta  y  seis, 
por  escritura  pública  que  autorizó  el  notario 
don  José  Maria  Moscoso,  don  Elias  Aboud 
Blanco  declaró  haber  recibido  a  mutuo  de  su 
hijo  Aboud  Elias  Aboud  Blanco  la  suma  de 
VEINTE  MIL  DOLARES,  garantizando  el 
cumplimiento  de  sus  obligaciones  con  hipoteca 
sobre  tres  fincas  de  su  propiedad;  que  como 
mutuo,  el  contrato  es  nulo,  porque  está  en 
oposición  con  disposiciones  legales  prohibiti- 
vas, pues,  en  efecto,  el  padre  tiene  la  admi- 
nistración de  los  bienes  del  hijo  menor  de 
edad  como  atributo  de  la  patria  potestad,  pe- 
ro le  está  prohibido  todo  acto  que  no  sea  de 
simple  y  corriente  administración;  que  el  se- 
ñor Elias  Aboud  Blanco  no  solo  tomó  para 
si  el  dinero  sino  que  no  llenó  los  requisitos  de 
ley  para  obtener  la  autorización  judicial  in- 
dispensable; que  el  inciso  5o.  del  articulo  271 
del  Código  Civil,  "CLASICO  FUNDAMENTO 
Y 'APOYO  DE  ESTA  DEMANDA",  ordena  que, 
para  que  el  tutor  del  menor  pueda  tomar  di- 
nero de  éste,  cumpla  con  recabar  previamen- 
te autorización  judicial;  y  será  la  autoridad 
que  la  otorgue,  LA  UNICA  que  acuerde  lo  re- 
lativo a  forma,  condiciones  y  garantía.  Abun- 
dando en  otras  consideraciones  relativas  al 
fundamento  de  su  demanda,  concluyó  pidien- 
do en  definitiva:  que  se  declara  la  suspensión 
de  los  efectos  del  documento  mencionado;  la 
nulidad  del  acto  contenido  en  la  escritura,  co- 
mo contrato  principal,  y  de  la  hipoteca  que 
garantiza  su  cumplimiento,  como  contrato  ac- 
cesorio; y  en  consecuencia,  que  se  cancelara 
la  inscripción  correspondiente  en  el  Registro 
de  la  Propiedad;  y  se  condenara  a  los  deman- 
dados, en  caso  de  oposición,  en  las  costas  del 
juicio. 

El  Juez  con  vista  de  la  oposición  de  intere- 
ses entre  el  padre  e  hijo  demandados,  nom- 
bró al  abogado  don  Carlos  Leónidas  Aceve- 
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do,  tutor  especifico  del  menor;  denegó  la  sus- 
pensión de  los  efectos  del  documento  por  es- 
timar "suficientemente  garantizados  los  de- 
rechos del  solicitante  con  la  anotación  orde- 
nada" de  la  demanda;  mandó  dar  interven- 
ción al  representante  del  Ministerio  Público; 
y  que  previa  comprobación  de  la  calidad  de 
mandatario  de  don  Elias  Aboud  Blanco  atri- 
buida a  don  Teófilo  Elias  Kreyker,  se  siguie- 
ra el  procedimiento  con  este  y  con  el  repre- 
^sentante  del  menor. 

RESULTA: 

El  veintiocho  de  octubre  subsiguiente,  el  abo- 
gado don  Carlos  Leónidas  Acevedo,  en  su  ca- 
rácter de  tutor  especifico,  se  presentó  inter- 
poniendo excepción  de  incompetencia  de  los 
tribunales  de  la  república,  pues  su  defendido 
por  su  calidad  de  extranjero  residente  fuera 
del  pais  y  por  tratarse  de  una  acción  perso- 
nal y  no  real,  no  estaba  obligado    a  compa- 
recer; excepción  que  fue  declarada  sin  lugar 
y  que  confirmó  la  Sala;  el  cinco  de  abril  del 
año    próximo    pasado,    se    presentó  nueva- 
mente   al  tribunal    manifestando  que  pro- 
cedía esclarecer  el  derecho  de  la   parte  ac- 
tora  para  demandar  a  su  representado  y  la 
obligación  de  éste  para  soportar  su  tramita- 
ción y  consecuencias;  que  con  la  declaratoria 
de  nulidad  del  contrato  los  intereses  del  me- 
nor quedarían   burlados,  pues   solo   la  parte 
demandante  obtendría  provecho  de  tal  decla- 
ración; pero  que  de  todas  maneras  el  llama- 
do a  demandar  la  nulijiad  de  la  escritura  era 
el  propio  menor,  por  medio    de  sus  represen- 
tantes legales  y  no  un  tercero  ya  que  se  tra- 
ta de  intereses  privados;  que  el  señor  Elias 
Aboud  Blanco  tendrá  que  rendir  cuenta  de  su 
administración  y  será  en  esa  oportunidad  cuan- 
do el  pei-judicado  pueda  hacer  valer  sus  dere- 
chos y  aceptar  o  no  ese  contrato;  y  que  por 
lo  expuesto,  la  parte  actora  carecía  de  perso- 
nalidad para  demandar  la  nulidad  del  con- 
trato y  también  carecía  de  personalidad  su 
representado  para  contestar  la  demanda.  El 
señor  Anís  Aboud  Blanco    evacuando    la  au- 
diencia contestó  negando  la  excepción  por  dos 
razones:  la  primera  por  tratarse  de  una  es- 
critura simulada,  para  defraudar  al  señor  Jo- 
sé Pérez,  acreedor  de  don  Elias,  en  aquel  en- 
tonces, y  segundo,  por  el  perjuicio  que  dicho 
contrato  le  causaba  como  cesionario  del  señor 
Pérez,  según  consta  en  documentos  agrega- 
dos al  juicio.   El  Juez  declaró  sin  lugar  las  ex- 
cepciones interpuestas  fundado  en  que  el  de- 
recho que  asistía  al  señor  Anís  Aboud  Blan- 
co para  demandar  la  nulidad  se  encontraba 
evidenciado  en  autos  con   la  certificación  de 
la  sentencia  proferida  en  el  procedimiento  eje- 


cutivo que  dicho  señor  siguió  contra  don  Elias 
de  los  mismos  apellidos,  en  que  se  declaró  que 
había  lugar  a  hacer  trance  y  remate  de  los 
bienes  embargados,  entre  los  cuales  uno  de 
ellos  apai'ece  gravado  con  hipoteca  a  favor 
del  menor,  y  por  otra  parte,  la  obligación  que 
tenía  éste  menor  de  comparecer  en  el  juicio 
quedaba  probada  con  la  misma  escritura  pú- 
blica a  cuyo  favor  se  hizo.  En  virtud  de  ape- 
lación, la  Sala  con  los  mismos  fundamentos, 
confirmó  dicha  resolución. 

RESULTA: 

El  siete  de  septiembre  del  año  anterior, 
contestó  negativamente  la  demanda  el  Licen- 
ciado Acevedo,  en  su  carácter  de  tutor  especi- 
fico del  menor,  e  interpuso  las  excepciones 
perentorias  de  falta  de  acción  en  la  parte  de- 
mandante y  de  falta  de  personalidad  en  él  y 
en  su  representado  para  ser  demandados,  por 
las  razones  siguientes:  a)  según  el  tenor  de 
la  escritura,  el  contrato  ya  se  había  consu- 
mado cuando  el  señor  Blanco  compareció  an- 
te el  notario  Moscoso;  luego,  para  aceptar 
la  nulidad  sería  necesario  establecer  previa- 
mente en  qué  lugar  se  verificó  el  contrato  y 
si  de  conformidad  con  las  leyes  de  ese  lugar 
se  llenaron  o  no  los  requisitos  esenciales; 
b)  porque  en  caso  de  que  este  contrato  no  es- 
tuviera ajustado  a  las  prescripciones  del  lu- 
gar en  que  fue  celebrado,  la  nulidad  debía 
demandarla  únicamente  la  persona  afectada 
o  sea  el  menor,  ya  que  si  la  ley  establece 
formalidades  que  enuncia  la  demanda,  el  ob 
jeto  que  persigue  es  favorecer  los  intereses 
del  menor  y  si  éste  está  conforme  con  la  si- 
tuación creada  y  sus  intereses  no  han  sufrido 
perjuicio  sino  por  el  contrario,  se  han  garan- 
tizado, ningún  derecho  tiene  un  tercero  para 
demandar  la  nulidad. 

El  abogado  Manuel  García  Alvarado  con 
poder  de  don  Anís  A.  Blanco,  se  apersonó  on 
el  juicio  el  diez  y  ocho  de  septiembre  siguien- 
te, solicitando  que  previos  los  trámites  del 
caso  se  señalara  día  para  la  vista  y  se  resol- 
viera la  cuestión  propuesta  como  punto  de 
derecho.  El  once  de  octubre  el  Juez  dictó 
sentencia  que  declara  la  nulidad  del  contrato 
de  mutuo  celebrado  con  garantía  hipotecaria 
ante  el  notario  don  José  María  Moscoso  el 
siete  de  diciembre  de  mil  novecientos  treinta 
y  seis  entre  don  Elias  Aboud  Blanco  y  sume 
ñor  hijo  Elias  Aboud  Blanco  y  como  conse- 
cuencia, manda  cancelar  la  anotación  hipo- 
tecaria que  pesa  sobre  las  fincas  que  deta- 
lla; declara  asimismo  que  las  costas  son  a 
cargo  de  ambas  partes  y  sin  lugar  las  cxcep 
ciones  de  falta  de  acción  y  falta  de  persona- 
lidad, con  carácter  de  perentoria  esta  última 
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interpuestas  por  el  tutor  específico  licenciado 
Acevedo.  Son  fundamentos  de  este  fallo  las 
siguientes  consideraciones:  lo.  falta  de  capa- 
cidad en  el  menor  para  contratar;  2o.,  falta 
de  formalidades  indispensables  para  que  el 
padre  haya  podido  celebrar  el  contrato;  y  3o., 
la  parte  demandante  demostró  el  derecho  que 
le  asiste  para  demandar  la  nulidad  del  con- 
trato tal  como  lo  apreció  la  Sala  jurisdiccio- 
nal, al  declarar  sin  lugar  las  excepciones  in- 
terpuestas por  el  tutor  especifico  ya  referido, 
confirmando  de  esta  manera  la  resolución  dic- 
tada por  el  Juzgado  en  igual  sentido.  De 
lo  resuelto  apeló  el  tutor  específico  y  otorga- 
do el  recurso  pasó  el  juicio  a  la  Sala  2a.  de 
Apelaciones. 

RESULTA: 

En  segunda  instancia  el  Licenciado  Aceve- 
do expresó  agravios  reiterando  su  manifesta- 
ción anterior  de  que  la  escritura  no  contiene 
como  expresa  el  demandante,  un  contrato  de 
mutuo  sino  un  reconocimiento  de  crédito  por 
veinte  mil  dólares,  que  ya  tenia  recibidos  en 
calidad  de  mutuo;  pero  el  contrato  no  se  rea- 
lizó en  esta  República  y  se  ignora,  por  falta 
de  prueba,  si  se  llenaron  o  no  los  requisitos 
exigidos  en  tales  casos  por  las  leyes  del  país 
en  que  fue  celebrado.  Agregó  que  las  leyes 
que  se  dictan  en  materia  de  menores  tienden 
a  protegerlos  y  con  la  nulidad  pretendida  el 
menor  quedaría  completamente  desampara- 
do en  sus  intereses,  y,  finalmente,  que  el  de- 
recho de  invocar  la  nulidad  corresponde  ál 
damnificado  o  a  sus  legítimos  representantes, 
que  en  este  caso,  es  la  madre  que  reside  en 
Beyruth,  Siria,  a  quien  debió  habérsele  oído. 

El  señor  Porfirio  Alvarado  se  presentó  el 
diez  y  seis  de  noviembre,  con  auxilio  del  abo- 
gado Carlos  Martínez  Oliva,  en  concepto  de 
apoderado  de  doña  Juana  Manzur  Hana  de 
Aboud  Blanco,  madre  legitima  del  menor  de- 
mandado, interponiendo  incidente  de  nulidad 
de  todo  lo  actuado  desde  la  respuesta  de  la 
demanda,  pero  la  Sala  denegó  la  tramitación 
por  ser  extemporáneo  el  recurso.  Después 
de  algunas  incidencias,  el  Tribunal  dictó  sen- 
tencia el  veinticuatro  de  febrero  del  corrien- 
te año  en  el  sentido  que  se  expresó  al  princi- 
pio, con  las  consideraciones  siguientes:  lo.  No 
existe  constancia  alguna  acerca  del  tiempo 
y  lugar  en  que  se  contrajo  la  obligación  a 
cuyo  reconocimiento  y  garantía  se  contrajo  la 
escritura  que  autorizó  el  notario  Moscoso  y 
como  se  trata  de  personas  que  no  estaban  do- 
miciliadas en  esta  República,  es  admisible  lo 
expuesto  por  el  tutor  especifico  de  que  en  au- 
tos no  se  estableció  que  la  obligación  contro- 
vertida es  nula  de  conformidad  con  las  le- 
yes del  país  donde  tuvo  su  origen;  2o.,  Aún 


en  el  supuesto  de  que  las  leyes  guatemaltecas 
sean  aplicables  al  caso,  la  acción  de  nulidad 
deducida  compete  única  y  exclusivamente  a 
los  que  tienen  la  representación  de  los  meno- 
res y  en  ningún  caso  a  personas  distintas; 
y,  por  otra  parte,  la  patria  potestad  y  la  tu- 
tela son  situaciones  jurídicas  de  índole  diver- 
sa que  tienen  su  fundamento  en  hechos  to- 
talmente disímiles,  circunstancia  por  la  cual 
están  regidos  por  disposiciones  distintas  y,  en 
el  juicio,  se  han  confundido;  3o.,  Por  las  ra- 
zones anteriores  se  justifica  plenamente  la  ex- 
cepción de  falta  de  acción  interpuesta  tanto 
en  lo  que  concierne  a  la  contenida  en  la  de- 
manda, considerada  en  sí  misma,  como  en 
cuanto  se  enderezó  contra  la  persona  que  por 
razón  de  los  hechos  aducidos,  sería  la  única 
a  quien  de  manera  exclusiva,  correspondería 
deducirla.  Pero  la  excepción  de  falta  de  per- 
sonalidad que  también  se  interpuso,  concier- 
ne a  los  elementos  que  integran  el  sujeto  de 
derecho  y  determinan  su  aptitud  para  actuar 
en  la  vida  jurídica,  atendiendo  a  que  no  ha 
sido  definida  de  modo  distinto  por  la  ley. 

RESULTA: 

El  señor  Anís  A.  Blanco,  con  auxilio  del 
abogado  Manuel  García  Alvarado,  introdujo 
recurso  de  casación  contra  la  sentencia  de  la 
Sala,  alegando  violación  de  las  leyes  siguien- 
tes: De  la  L.  C.  del  P.  J.  los  Preceptos  Fun- 
damentales: III,  IV,  VI,  VIII,  IX,  X,  XII, 
XIV,  XV,  incisos  2o.  y  4o.,  XXI,  XXII,  XXIII 
inciso  lo.,  XXIV  y  XXVII;  del  D.  L.  2009,  los 
artículos:  38,  12,  10,  13,  246,  248,  259,  260,  269, 
inciso  lo.,  277,  281,  288,  283,  inciso  lo.,  284  in- 
cisos 2o.  y  8o.,  286  inciso  2o.,  282,  289  incisos 
lo.  y  2o.,  1045  y  1046,  los  tres  incisos  de  cada 
uno  de  estos,  1044,  1047,  1048  y  1054;  del  D.  G. 
1862,  los  artículos  lo.  primer  concepto,  85  in- 
ciso 2o.  130,  135,  la.  Parte,  222  inciso  3o.  (De- 
finición de  autos)  224,  225,  233  penúltimo  con- 
cepto, 235  incisos  4o.  y  7o.  236  y  237,  de  la 
Constitución  de  la  República,  los  artículos  5o., 
inciso  lo.,  6o.  incisos  lo.,  3o.  y  4o.  y  23  (1er. 
concepto)  de  las  reformas  del  II  de  Julio  de 
1935  y  artículo  36  de  la  Constitución  de  1879. 
Del  Código  Civil  de  Obligaciones:  los  artícu- 
los 1396,  1405,  1406,  incisos  lo.  y  2o.,  1416, 
1417,  incisos  lo.  y  4o.,  1436,  1438,  1904,  1906, 
1917,  inciso  2o.,  2364,  2365  incisos  3o.  y  4o. 
2425  inciso  lo.,  2426  y  2439.  Del  D.  L.  1932 
los  artículos  44  parte  final,  45,  192,  194,  198, 
inciso  3o.,  271,  inciso  5o.,  274  inciso  lo.,  292, 
389,  la.,  parte  687,  708,  1114  y  1116.  Del  D.  L. 
2010,  el  articulo  12.  El  día  de  la  vista  las 
partes  presentaron  sus  alegatos  insistiendo  en 
los  mismos  puntos  examinados  en  memoria- 
les anteriores. 
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CONSIDERANDO: 

Se  citan  en  el  recurso  los  artículos  235,  236 
y  237  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial, porque  estima  el  recurrente  que  acerca 
de  la  excepción  de  falta  de  acción,  la  Sala  ya 
la  habia  declarado  sin  lugar  al  resolver  di- 
cha excepción  como  dilatoria;  pero  tal  viola- 
ción de  las  leyes  citadas  no  existe,  puesto  que 
la  excepción  dilatoria  que  sólo  impide  el  cur- 
so de  la  acción  nunca  puede  tener  los  efectos 
de  la  excepción  perentoria  que  destruye  la  ac- 
ción, razón  por  lo  que  lo  resuelto  en  aquella 
no  puede  producir  respecto  de  ésta,  excep- 
ción de  cosa  juzgada:  además,  para  la  exis- 
tencia legal  de  la  cosa  juzgada  se  necesita  la 
concurrencia  de  los  requisitos  enumerados  en 
el  artículo  237  que  se  cita  como  infringido, 
los  cuales  no  concurren  en  el  presente  caso, 
pues  no  hay  sentencia  ejecutoriada  resolvien- 
do el  fondo  de  la  cuestión  que  se  declaró  en 
la  sentencia  recurrida. 

CONSIDERANDO: 

La  nulidad  deducida  por  el  señor  Anís  A. 
Blanco  se  funda  en  que  la  escritura  de  siete 
de  diciembre  de  mil  novecientos  treinta  y  seis 
que  autorizó  en  esta   ciudad   el  notario  don 
José  María  Moscoso,  contiene  un  contrato  de 
mutuo  con  hipoteca  celebrado  entre  don  Elias 
Aboud  Blanco  y  su  menor    hijo  Aboud  Elias 
Aboud  Blanco,  para  cuyo  otorgamiento  no  se 
llenaron  las  formalidades  exigidas  por  la  ley 
a  las  personas  que  administran  bienes  de  me- 
nores.   La  sentencia    recurrida   declara  que 
el  demandante  carece  de  acción  para  deman- 
dar la  nulidad  y  este  Supremo  Tribunal  esti- 
ma que  dicha  declaración  está  de  entero  acuer- 
do con  la  ley.    En  efecto,  el  precepto  legal 
que  prohibe  a  los  padres  todo  acto  que  no 
sea  de  simple  y  corriente  administración  y 
las   disposiciones   que  asimismo   prohiben  a 
los  tutores  ciertas  operaciones  con  los  bienes 
que  administran,  sin  llenar  previamente  los 
requisitos  que  la  misma  ley  establece,  tienen 
como  única  finalidad,  indudablemente,  la  pro 
teccíón  de  los  intereses  de  los  menores;  pero, 
una  vez  establecida  la  prohibición,  si  el  acto, 
no  obstante,  se  llevare  a  cabo,  la  parte  per- 
judicada con  su  otorgamiento,  es  la  única  a 
quien  compete  el  ejercicio  de  la  acción  de  nu- 
lidad si  le  conviniere  hacer  uso  de  ella;  y  no 
correspondiéndole  esta  acción  al  demandan- 
te señor  Blanco,  por  no  tener  derecho  algu- 
no que  deducir,  derivado  de  aquella  escritu- 
ra, sólo  podría  demandar  su  nulidad  por  tal 
motivo,  en  el  caso  que  la  ley  permitiera  esa 
acción  a  un  tercero.    Artículos  38  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil    y  Mercantil;    194,  196, 
197  Código  Civil. 


CONSIDERANDO: 

Que  el  demandante  acompañó  a  su  deman- 
da, certificación  de  la  sentencia  dictada  en  el 
procedimiento  ejecutivo  que  siguió  contra  don 
Elias  A.  Blanco,  fallo  que  declara  que  ha  lu- 
gar a  hacer  trance  y  remate  de  las  fincas 
2461,  1300  y  1395,  que  son  las  mismas  que  so- 
portan el  gravamen  hipotecario  constituido 
en  la  escritura  cuya  nulidad  se  demanda;  y, 
en  escrito  que  obra  a  folios  34  de  la  pieza  de 
primera  instancia,  el  actor  manifiesta  que 
por  cesión  del  señor  José  Pérez  adquirió  la 
calidad  de  acreedor  de  don  Elias  por  respe- 
table suma,  circunstancia  que  cree  suficiente 
para  tener  personalidad  en  la  demanda  de 
nulidad  de  un  contrato  que  haría  ilusorios, 
por  efectos  de  su  fraude  y  simulación,  sus 
derechos  de  acreedor.  De  lo  expuesto  se  de- 
duce que  aunque  los  motivos  de  la  demanda 
son  las  violaciones  legales  en  que  incurrió  el 
padre  del  menor  otorgando  un  contrato  sin 
llenar  previamente  las  formalidades  que  las 
leyes  establecen  para  resguardo  de  los  inte- 
reses de  los  menores,  en  el  fondo,  el  objeto  es 
la  cancelación  de  la  hipoteca  que  pesa  sobre 
inmuebles  que  pasaron  a  ser  de  propiedad 
del  actor  y  la  acción  que  quiso  ejercitar,  la 
que  corresponde  a  los  acreedores  cuando  se 
otorga  un  contrato  en  fraude  de  sus  intere- 
ses; pero  no  siendo  éstas  las  cuestiones  plan- 
teadas en  la  demanda  sino  las  relacionadas 
en  el  considerando  anterior,  seria  ilegal  ad- 
mitirlas para  justificar  la  personalidad  del 
demandante,  pues  la  demanda  es  la  que  fija 
los  puntos  que  deben  discutirse  en  el  juicio 
y  resolverse  en  la  sentencia,  y  ésta  debe  ser 
congruente  con  aquella.  En  resumen,  el  de- 
recho que  pudiera  tener  el  demandante  como 
acreedor,  es  motivo  de  acción  rescisoría  com- 
pletamente distinta  a  la  escogida  por  él,  pa 
ra  obtener  la  anulación  de  un  acto  en  que 
sólo  son  partes  el  deudor  y  su  menor  hii' ' 
acreedor,  a  quien  compete  primativamente  ■ 
ejercicio  de  aquélla  acción.  Artículos  227L(\\ 
Constitutiva  del  Poder  Judicial;  2359,  236ii 
2361  y  2362  Código  Civil;  229,  231  Código  de 
Enjuiciamiento. 

CONSIDERANDO: 

No  teniendo  personalidad  el  señor  Anís  A. 
Blanco  por  las  razones  legales  expresadas,  no 
procede  entrar  al  estudio  de  las  leyes  cita- 
das en  el  recurso,  fuera  de  las  que  se  men- 
cionan en  el  primer  considerando,  pues  la 
Sala  no  pudo  violar  las  disposiciones  que  se 
estiman  infringidas,  en  virtud  de  que  el  de- 
mandante no  tiene  facultad  de  discutir  los 
actos  que  el  señor  Elias  A.  Blanco  ejecutó  en 
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ejercicio  de  la  patria  potestad  de  su  menor 
hijo;  y  cualquiera  apreciación  de  este  Su- 
premo Tribunal  respecto  de  las  leyes  mencio- 
nadas, en  nada  modificarían  el  fondo  de  la 
cuestión,  ya  que  todas  ellas  contienen  dispo- 
siciones que  únicamente  podría  invocar  la  per- 
sona que  tuviera  derecho  a  demandar  la  nu- 
lidad, pero  nunca  el  recurrente  que  ninguna 
ingerencia  tuvo  en  aquel  contrato.  Artículos 
248  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til, 1425,  1426  y  1427  Código  Civil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  estimando 
que  la  resolución  recurrida  está  arreglada  a 
derecho,  con  apoyo  en  las  leyes  citadas  y  de 
lo  dispuesto  en  el  articulo  521  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  DESESTI- 
MA el  recurso  de  casación  interpuesto  y  con- 
dena a  la  parte  que  lo  interpuso  al  pago  de 
las  costas  del  mismo  y  a  una  multa  de  tres- 
cientos quetzales,  o  tres  meses  de  prisión  en 
caso  de  insolvencia.  Notifiquese  con  certifi- 
cación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  antece- 
dentes a  donde  corresponde  y  repóngase  el 
papel' en  la  forma  establecida  por  el  articulo 
27  del  Decreto  Legislativo  número  2009. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  — 
Federico  O.  Solazar.  —  Max  García  R.  —  Se- 
cretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  seis 
de  Septiembre  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vistos  para  resolver  los  recursos  de  acla- 
ración y  ampliación  de  la  sentencia  de  esta 
Corte  dictada  el  veintiocho'  de  agosto  pró.xi- 
mo  pasado,  en  que  se  desestima  el  recurso 
de  casación  introducido  por  el  señor  Anís  A. 
Blanco;  y 

CONSIDERANDO: 

Que  los  términos  de  la  sentencia  no  son  obs- 
curos, ambiguos  ni  contradictorios;  y  no  se 
omitió  resolver  punto  alguno  controvertido 
en  el  juicio  puesto  que  este  Tribunal  se  con- 
cretó a  desestimar  el  recurso  de  casación. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  los  artículos  455,  456  y  457  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  declara  im- 
procedentes los  recursos  de  aclaración  y  am- 


pliación interpuestos.  Notifiquese,  devuélvan- 
se los  antecedentes  con  certificación  de  lo  re- 
suelto y  repóngase  el  papel  de  acuerdo  con 
lo  que  determina  el  artículo  27  del  Decreto 
Legislativo  número  2009. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pare- 
des. —  Rodríguez.  —  O.  Salazar.  —  Max  Gar- 
cía R. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Tomás  Duque 
y  compañeros,  contra  la  sociedad  "Keil- 
liauer  &  Molina". 

DOCTRINA:  La  violación  de  las  disposicio- 
nes que  se  refieren  a  la  forma  de  redactar 
las  sentencias  y  a  que  el  fallo  debe  dictar- 
se efectuada  la  vista,  no  puede  ser  motivo 
de  casación. 

Corte  Suprema  d^  Justicia,  Guatemala,  once 
de  Septiembre  de   mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  en  casación  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  el 
juicio  ordinario  seguido  en  el  Juzgado  de  la. 
Instancia  de  Izabal  por  Tomás  Duque  y  Com- 
pañeros contra  la  sociedad  "Keilhauer  &  Mo- 
lina". 

í' 

RESULTA:" 

El  diez  y  nueve  de  mayo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  nueve,  el  señor  Erich  Karl  Schu- 
bart  en  concepto  de  apoderado  de  la  Socie- 
dad Keilhauer  &  Molina,  presentó  al  Juzga- 
do de  la.  Instancia  de  Izabal,  demanda  de 
reinvindicación  de  las  fincas  números  39,  40 
y  2909,  folios  68  y  69  del  Libro  lo.  de  Izabal 
y  179  del  Libro  36  Grupo  Norte,  consistentes 
en  terrenos  situados  en  la  ciudad  de  Puerto 
Barrios,  adquiridas  por  la  Sociedad  en  virtud 
de  aporte  de  los  socios  según  consta  en  su  es- 
critura constitutiva.  Los  señores  Tomás  Du- 
que, Victoria  C.  Castillo,  Juan  J.  Juárez,  Sara 
Argueta,  Miguel  Angel  Chacón,  María  Luisa 
Franco,  Angel  Rivas  y  Cirilo  Castillo  ocupa- 
ron indebidamente  varios  lotes,  sin  título  al- 
guno o  motivo  legal,  como  meros  ocupantes 
de  mala  fe,  pues  bien  sabían  que  la  Sociedad 
es  la  legitima  propietaria. 

RESULTA: 

Dos  de  los  demandados  contestaron  que  las 
parcelas  las  tenían  en  su  poder  por  muchos 
años  y  las  adquirieron  por  ocupación  creyen- 
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do  que  eran  bienes  del  Estado;  construyeron 
sus  viviendas  y  mejoraron  las  condiciones  del 
terreno.  A  su  vez  demandaron  a  la  Socie- 
dad actora  para  que  vendieran  el  terreno  o 
compraran  las  casas.  Acusada  rebeldía  a  los 
demás  se  tuvo  por  su  parte  por  contestada  ne- 
gativamente la  demanda  y  en  su  oportunidad 
nombraron  representante  común  al  señor  To- 
más Duque,  quien  opuso  la  excepción  de  pres- 
cripción. 

RESULTA: 

El  Juez  dictó  sentencia  el  diez  de  febrero 
del  año  en  curso.  Considera  que  los  deman- 
dados admitieron  estar  en  posesión  de  los  lo- 
tes de  terreno  y  haberlos  adquirido  por  ocu- 
pación en  la  creencia  de  que  eran  bienes  del 
Estado.  Que  para  adquirir  por  prescripción 
el  dominio  se  necesita  la  existencia  de  justo 
titulo,  del  que  carecen  los  demandados,  pues 
no  es  tal  la  ocupación  que  ellos  alegan,  aún 
cuando  los  predios  hubieran  sido  de  propie- 
dad de  la  Nación;  que  la  propiedad  confiere 
a  su  titular  el  derecho  de  reinvindicación  y 
esta  propiedad  de  la  Sociedad  actora  está  ple- 
namente demostrada;  que  no  habiendo  pro- 
bado aquellos  los  hechos  en  que  fundaron  su 
reconvención,  procede  absolver  a  la  Sociedad. 
Por  lo  expuesto,  resuelve:  lo..  Condenar  a  los 
demandados  a  entregar  dentro  de  tercero  día 
a  Keilhauer  y  Compañía  los  lotes  de  terreno 
descritos  en  la  demanda;  2o.,  Absolver  a  la 
misma  Sociedad  de  la  contrademanda  inter- 
puesta por  Cirilo  Castillo  y  Victoria  Castillo 
de  Castillo;  3o.,  Declarar  sin  lugar  la  excep- 
ción perentoria  de  prescripción;  4o.,  Las  cos- 
tas a  cargo  de  ambas  partes. 

RESULTA: 

Esta  sentencia  fue  confirmada  por  la  Sala 
5a.  de  Apelaciones  el  doce  de  abril  del  co- 
rriente año  y  contra  ella  el  señor  Tomás  Du- 
que con  auxilio  del  abogado  don  Manuel  Ze- 
ceña  Molina,  introdujo  i'ccurso  de  casación 
por  violación  de  ley,  citando  como  infringidos 
los  artículos  227,  232  y  233  de  la  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial  y  452  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

CONSIDERANDO: 

Que  ninguno  de  los  cuatro  artículos  cita- 
dos en  el  recurso  pueden  servir  de  funda- 
mento a  la  casación  del  fallo  pues  son  dispo- 
siciones de  carácter  adjetivo  puramente  for- 
males que  se  refieren  a  la  manera  de  redac- 
tar las  sentencias  de  primera  y  segunda  ins- 


tancia, ya  que  el  fallo  debe  dictarse  una  vez 
efectuada  la  vista.  Artículos  506  y  507  Có- 
digo de  Enjuiciamiento. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  en 
los  artículos  512  y  521  del  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y  Mercantil,  DESESTIMA  el 
recurso  interpuesto  y  condena  a  la  parte  que 
lo  interpuso  a  la  multa  de  veinticinco  quet- 
zales o  igual  número  de  días  de  prisión  en 
caso  de  insolvencia.  Notifiquese  y  con  certi- 
ficación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  ante- 
cedentes al  Tribunal  de  su  origen  y  repónga- 
se el  papel  de  acuerdo  con  lo  que  determina 
el  articulo  27  del  Decreto  Legislativo  número 
2009. 

Raf.  Ordónez  Solis.  —  José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  — Fe- 
derico O.  Salazar.  —  Max  García  R.  —  Secre- 
tario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  don  Guillermo 
Lippke,  contra  el  señor  don  Enrique 
Hertzsch.  sobre  pafio  de  cierta  cantidad  de 
dinero. 

DOCTRINA:  Procede  estimar  establecidos  los 
requisitos  esenciales  de  un  contrato  con  la 
confesión  ficta  del  obligado,  si  este  no  des- 
virtúa el  t^alor  jurídico  de  dicha  probanza. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  once 
de  Septiembre  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes,  la  sentencia  que  más 
adelante  se  i'clatará  pronunciada  en  el  juicio 
que  sobro  el  pago  de  cierta  suma,  ha  seguido 
el  señor  Oscar  VVeiss,  en  concepto  de  apode- 
rado de  don  Guillermo  Lippke  contra  don  En- 
rique Hortzsch,  a  quien  ha  representado  el 
Licenciado  Ernesto  Viteri  y  Bertrand. 

RESULTANDO: 

Que  el  señor  Weiss  entabló  demanda  con- 
tra don  Enrique  Hertzsch,  ante  el  Juez  Terce- 
ro de  Primera  Instancia  del  Departamento  do 
Guatemala,  el  veintinueve  de  Abril  do  mil  no- 
vecientos treinta  y  ocho,  manifestando,  en 
tro  otras  cosas,  lo  siguiente:  en  los  primeros 
meses  dOl  año  mil  novecientos  treinta  y  slcto. 
so  encontraba  en  Alemania,  su  representado, 
cuando  este  tuvo  conocimiento   de  que  don 
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Teodoro  Hertzsch  hermano  de  don  Enrique 
Hertzsch,  buscaba  un  "experto  molinero"  para 
trabajar  en  Guatemala;  don  Guillermo  buscó 
al  señor  Hertzsch,  y  "después  de  comprobar- 
le" su  competencia  en  el  trabajo  indicado,  con- 
vinieron en  que  Lippke  se  vendría  al  pais.  En 
estos  arreglos  el  señor  Hertzsch  intervino  en 
representación  de  su  mencionado  hermano 
(don  Enrique),  y  se  pactó  que  el  señor  Lippke 
devengaría  el  sueldo  de  cincuenta  quetzales  al 
mes,  dándole  además,  veinticinco  quetzales, 
que  se  invertirían  en  su  alimentación  y  el  la- 
vado de  ropa;  los  gastos  de  viaje  de  ida  y 
regreso  a  Alemania  los  pagaría  también  el  se- 
ñor Hertzsch.  Y  el  contrato  duraría  tres  años. 
En  estas  condiciones  emprendió  su  viaje  don 
Guillermo  y  al  llegar  a  esta  ciudad  (Guatema- 
la), a  mediados  del  mes  de  Julio  (1937),  em- 
pezó a  trabajar  en  el  molino  perteneciente  a 
don  Enrique  Hertzsch.  Que  el  señor  Lippke, 
como  técnico  en  el  ramo  de  harinas  mejoró 
notablemente  la  calidad  de  dicho  articulo,  en 
provecho  de  los  intereses  de  don  Enrique, 
quien  en  vez  de  reconocer  aquella  mejora,  tra- 
tó, por  cuantos  medios  tuvo  a  su  alcance,  de 
no  cumplir  con  el  relacionado  contrato,  y  el 
quince  de  Octubre  siguiente,  sin  que  mediara 
una  razón  justificada,  despidió  a  don  Guiller- 
mo sin  pagarle  sus  sueldos  ni  cumplir  con  los 
otros  compromisos  contraídos.  En  virtud  de 
gestiones  extrajudiciales  pudo  lograr  su  po- 
derdante, que  se  le  abonaran  a  su  cuenta  cin- 
cuenta quetzales.  Y  que  con  fundamento  en 
todo  lo  expuesto,  promovía  su  acción  a  efecto 
de  que  don  Enrique  Hertzsch  pagara  a  don 
Guillermo  Lippke  tres  mil  treinta  y  dos  quet- 
zales, cinóuenta  centavos  que  le  adeuda  por 
sus  sueldos  y  gastos  de  viaje  en  la  forma  es- 
tipulada, mas  los  intereses  correspondientes  y 
las  costas  del  juicio. 

Que  el  representante  del  actor  rectificó  su 
memorial  fecha  veintinueve  de  Abril  (1938), 
en  el  sentido  de  que  la  suma  porque  demanda 
es  de  dos  mil  novecientos  cincuenta  y  siete 
quetzales  y  cincuenta  centavos. 

Que  después  de  haber  sido  resuelta  una 
cuestión  de  competencia  se  tuvo  por  contes- 
tada negativamente  la  demanda. 

Que  el  apoderado  del  demandante  presentó 
las  posiciones  articuladas  a  don  Enrique 
Hertzsch  para  establecer  los  hechos  siguien- 
tes: lo.,  que  don  Teodoro  Hertzsch  reside  en 
Limbach,  S.  A.  Alemania;  2o.,  que  el  señor  En- 
rique Hertzsch  a  principios  del  año  de  "mil 
novecientos  treinta  y  seis",  encargó  a  su  her- 
mano Teodoro  Hertzsch  que  buscara  un  técni- 
co para  el  manejo  de  un  molino  de  trigo  que 
él  (don  Enrique)  tiene  establecido  en  Gua- 
temala; 3o.,  que  para  ese  efecto  dió  a  su  re- 
ferido hermano  Teodoro,   amplios  poderes  y 


facultades;  4o.,  que  con  instrucción  de  él  (don 
Enrique),  don  Teodoro  celebró  un  contrato  de 
trabajo  con  el  señor  Lippke,  el  manejo  del 
molino  de  trigo  mencionado  y  elaboración  de 
harina;  5o.,  que  desde  su  llegada,  a  Guatemala 
don  Guillermo  se  presentó  a  don  Enrique  para 
dar  principio  al  trabajo;  6o.,  que  el  señor 
Hertzsch  puso  bajo  el  inmediato  cuidado  de 
don  Guillermo  Lippke  el  molino  y  sus  máqui- 
nas accesoi'ias;  7o.,  que  don  Enrique  por  me- 
dio de  su  referido  hermano  (don  Teodoro),  le 
ofreció  el  sueldo  mensual  de  cincuenta  quet- 
zales, la  comida,  casa  donde  vivir  y  ropa  lim- 
pia; 8o.,  que  el  señor  Lippke  llegó  a  esta  ca- 
pital (Guatemala),  el  quince  de  Julio  (1937), 
dando  principio  a  su  trabajo,  el  diez  y  siete 
de  ese  mismo  mes  en  el  molino  establecido  en 
la  Avenida  Bolívar  número  ciento  setenta  y 
nueve;  9o.,  que  el  señor  Hertzsch  no  tiene  re- 
clamo alguno  o  queja  contra  la  competencia 
de  don  Guillermo  Lippke;  10o.,  que  la  firma 
de  la  carta  marcada  con  la  letra  E.,  fecha 
quince  de  Octubre  (1937),  y  el  contenido  de 
esa  carta,  fueron  escritos  por  el  señor 
Hertzsch;  lio.,  que  don  Enrique  Hertzsch  re- 
tiró del  trabajo  a  don  Guillermo  Lippke  por 
las  dificultades  que  existían  para  trabajar  de 
noche  en  el  molino,  según  le  e.xpuso  el  mismo 
señor  Lippke;  12.,  que  al  señor  Hertzsch  le 
consta  que  don  Guillermo  vino  a  Guatemala 
con  el  único  objeto  de  cumplir  el  contrato  tan- 
tas veces  expresado;  13o.,  que  el  señor 
Hertzsch  únicamente  ha  entregado  a  don  Gui- 
llermo Lippke  cincuenta  quetzales  a  cuenta  de 
sus  sueldos;  14o.,  que  el  señor  Lippke  dejó  de 
trabajar  en  el  molino,  el  quince  de  Octubre 
(1937),  a  virtud  de  la  orden  contenida  en  la 
carta  anteriormente  relacionada;  15o.,  que  el 
señor  Lippke  no  trabajó  en  ninguna  otra  par- 
te de  esta  capital  (Guatemala),  hasta  aque- 
lla fecha  (6  de  Diciembre  de  1937),  dedican 
do  su  tiempo  y  sus  conocimientos  al  molino 
que  tenia  a  su  cargo;  16o.,  que  don  Enrique 
por  medio  de  su  hermano  Teodoro,  ofreció  al 
señor  Lippke  los  gastos  de  regreso  a  Alema- 
nia, como  una  de  las  condiciones  del  contra- 
to; 17o.,  que  el  absolvente  respeta  y  acata  los 
arreglos  llevados  a  cabo  en  Alemania,  sobre 
este  particular  por  medio  de  su  hermano  Teo- 
doro; 18o.,  que  se  convino  en  que  el  contrato 
duraría  tres  años;  19o.,  que  el  señor  Hertzsch 
se  obligó  a  pagar  a  don  Guillermo  cincuenta 
quetzales  mensuales  durante  el  tiempo  ya 
mencionado,  mas  veinticinco  al  mes  por  comi- 
da y  ropa  limpia;  20o.,  que  don  Enrique 
Hertzsch  también  se  obligó  a  pagar  al  .señor 
Lippke  ciento  un  quetzales  a  que  ascienden  los 
gastos  personales  que  hizo  en  su  viaje  de  Ale- 
mania a  Guatemala;  21o.,  que  además  dicho 
señor  convino  en  pagar  a  don  Guillermo  Lipp- 
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ke  sus  gastos  de  regreso  de  Guatemala  a  Ale- 
mania que  arrojan   doscientos  treinta  y  un 
quetzales;    22o.,    que   don   Enrique  Hertzsch 
adeuda  al  señor  Guillermo  Lippke  tres  mil 
treinta  y  dos  quetzales  cincuenta  centavos  que 
suman  los  sueldos  y  gastos  enumerados;  23o., 
que  de  esa  cantidad  el  absolvente  solo  entre- 
gó al  articulante  cincuenta  quetzales;  y  24o., 
que  don  Enrique  Hertzsch,  como   homtjre  de 
honor,  está  dispuesto  a  pagar  esa  cantidad  al 
señor  Lippke.    Por  no  haber  comparecido  el 
señor  Hertzsch,  a  absolver  las  posiciones  re- 
lacionadas, fué  declarado  confeso  en  las  pre- 
guntas contenidas  en  los  pliegos  respectivos, 
con  excepción  de  las  marcadas  con  los  núme- 
ros cuatro  y  seis,  correspondientes  al  primer 
pliego  por  contener  la  cuarta  hechos  que  no 
son  propios  del  absolvente,  y  la  sexta  por  ser 
incompleta.    El   apoderado    del  demandado 
presentó  las  probanzas  que  siguen:  a)  un  in- 
forme en  que  los  señores  E.  Estrada  y  Cía. 
expusieron  lo  que  sigue:  que  don  Guillermo 
Lippke  trabajó  como  experto  molinero  en  el 
"Molino  Helvetia"  perteneciente  a  la  casa  "E. 
Estrada  Suc."  ubicado  en  jurisdicción  de  Tec- 
pán,  habiendo  empezado  a  trabajar  en  el  mes 
de  Diciembre  (1937),  y  se  retiró  en  el  mes  de 
Julio  del  año  siguiente  (1938).    Dicho  señor 
devengaba   el  sueldo    mensual  de  cincuenta 
quetzales   y  además,   los  señores   Estrada  y 
Cia.  le  proporcionaron  sin  costo  alguno,  ali- 
mentación y  alojamiento  en  el  referido  moli- 
no, y  también  percibía  el  señor  Lippke,  íueta. 
de  su  sueldo,  una  asignación  de  tres  centavos 
de  quetzal  por  cada  quintal  de  harina  elabo- 
rada, y  dejó  de  prestar  sus  servicios  a  los  se- 
ñores susodichos  por  haberse  terminado  el  tri 
go  y  por  ser  su  carácter  incompatible  con  el 
de  los  trabajadores  que  ahi  se  ocupaban;  b), 
una  certificación  extendida  por  el  Secretario 
del  Departamento  Nacional   del  Trabajo,  el 
veinticuatro  de  Junio  (1938),  en  que  consta: 
el  escrito  presentado  por  el  señor  Guillermo 
Lippke,  el  diez  y  nueve  de  Noviembre  (1937), 
y  el  acta  que  con  la  comparecencia  de  los  se- 
ñores Lippke  y  Hertzsch  fue  suscrita  a  los  tres 
días  del  mes  de  Diciembre  de  ese  mismo  año, 
ante  el  Director  de  aquel  Despacho.   En  el  re- 
ferido escrito  el  primero  de  los  señores  que 
acaban  de  mencionarse  manifiesta  que  soli- 
citaba la  celebración  de  una  junta  con  el  ob- 
jeto de  que  don  Enrique  Hertzsch  fuera  obli- 
gado a  pagarle  el  sueldo  de  tres  meses  de  tra- 
bajo, dos  meses  de  sueldo  que  debía  recono- 
cerle, y  además  el  valor  del  pasaje  de  vuelta 
a  su  país,  todo  lo  cual  asciende  a  cuatrocien- 
tos ochenta  y  un  quetzales,  mas  los  daños  y 
perjuicios  que  le  ha  ocasionado  con  la  falta  do 
cumplimiento  a  las  obligaciones  que  contrajo 
en  el  contrato  celebrado  entre  él  (señor  Lipp- 


ke) y  don  Teodoro  Hertzsch,  en  nombre  y  re- 
presentación de  don  Enrique  del  mismo  ape- 
llido.   El  dia  en  que  fué  llevada  a  cabo  la 
junta  el  señor  Lippke  presentó  su  liquidación 
que  asciende  a  seiscientos  quince  quetzales  y 
ochenta  y  dos  centavos.  Don  Enrique  Hertzsch 
expuso:  que  no  reconocía  esa  liquidación  prac- 
ticada el  veinticinco  de  Noviembre  (1937),  y 
agregó  que  hasta  la  fecha  el  señor  Lippke  le 
adeuda  ciento  ocho  quetzales  veintiocho  cen- 
tavos.   Y  por  no  haberse  adelantado  más  en 
las  diligencias  quedaron  pendientes  para  su 
oportunidad;  c),  una  certificación  del  acta  fe- 
cha once  de  noviembre  (1937),  levantada  en 
el  Juzgado  de  Sanidad  Pública,  con  motivo  de 
la  denuncia  que  hizo  don  Guillermo  Lippke. 
En  aquel  acto  dicho  señor  por  medio  del  in- 
térprete don  Oscar  Weiss,  relató  el  contrato 
celebrado  con  don   Enrique  Hertzsch,  expo- 
niendo también,  entre   otras   cosas,    "que  el 
doce  de  Octubre  recién  pasado,  se  retiró  del 
Molino  del  señor  Hertzsch  por  haberse  disgus- 
tado con  él  a  causa  de  que  el  declarante  se 
negó  a  seguir  mezclando  la  harina  de  trigo 
con  la  de  arroz  de  tercera  clase,  como  lo  ha- 
cia al  principio,  por  indicación  y  orden  del 
señor  Hertzsch;  que  el  declarante  le  llamó  la 
atención  que  se  mezclara  la  harina  de  trigo 
con  la  de  arroz  y  se  lo  hizo  ver  a  Hertzsch,  pe- 
ro éste  le  repuso  que  en  las  etiquetas  de  los 
sacos  se  hacia  constar  la  adulteración  o  mez- 
cla de  modo  que  no  era  un  engaño  al  públi- 
co, pero  una  vez  oyó  decir  a  un  vendedor  de 
la  harina  que  le  dijo  a  Hertzsch  que  la  gente 
ya  no  quería  comprar  la  harina,  porque  esta- 
ba mezclada,  y  entonces   se  dió  cuenta  que 
Hertzsch  lo  estaba  engañando  al  decirle  que 
era  permitido  en  Guatemala  tal  adulteración 
con  afrecho  de  arroz,  en  un  cincuenta  por  cien- 
to y  la  mezcla  de  harina  de  trigo  con  la  de 
arroz  en  un  diez  por  ciento;  que  por  haberse 
negado  a  hacer  tales  adulteraciones,  vino  un 
disgusto  con  el  señor  Hertzsch.  y  ahora  este 
lo  desacredita  y  está  interesado  en  que  regre- 
so a  Alemania  para  que  no  le  vaya  a  hacer 
la  competencia,  pues  además,  de  ser  experto 
on  molinos,  os  químico  en  la  materia;  d),  las 
posiciones  articuladas   por  el  Licenciado  Er- 
nesto Viteri,  en  concepto  do  apoderado  de  don 
Enrique  Hertzsch.  al  señor  Guillermo  Lippke, 
quien  por  medio  del  intérprete  don  Alfredo 
Schlesinger.  confesó  los  hechos  siguientes:  que 
el  doce  de  Octubre  (1937),  escribió  una  carta 
a  don  Enrique  Hertzsch  dirigida  a  la  agencia 
de  arroz  de  San  Antonio,  "Presente",  y  que,  re- 
conocía como  suya,  la  firma  de  dicha  carta; 
que  por  referencias  de  don  Enrique  Hertzsch, 
le  consta  que  el  Molino  Central,  pertenece  a 
ese  señor;  que  en  Diciembre  (1937),  obtuvo 
empleo  en  el  Molino  Helvetia;  que  por  reíe- 
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rendas  le  consta  que  este  Molino  pertenece  a 
los  señores  E.  Estrada  y  Cía.,  habiendo  cele- 
brado con  ellos  su  contrato  de  trabajo  en  el 
referido  Molino,  y  ahi  trabajó  desde  Diciem- 
bre (1937),  hasta  Julio  (1938)  inclusive;  que 
además  de  su  sueldo  devengó  una  asignación 
de  tres  centavos  de  quetzal,  por  cada  quintal 
de  harina  elaborada  y  mientras  prestó  sus 
servicios  en  aquel  molino  a  los  señores  Estra- 
da y  Cia.,  estos  le  proporcionaron  sin  costo 
alguno  alimentación  y  alojamiento;  que  fué 
despedido  del  molino  Helvetia,  el  cual  está 
ubicado  en  jurisdicción  de  Tecpán,  según  le 
han  referido;  que  se  presentó  al  Departamen- 
to Nacional  del  Trabajo  de  Guatemala  quere- 
llándose contra  el  señor  Hertzsch  en  Noviem- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y  siete;  que 
desde  que  dejó  de  trabajar  en  el  Molino  Hel- 
vetia ha  estado  trabajando  en  otras  cosas; 
que  hasta  el  cinco  de  Noviembre  (1938),  ha 
estado  trabajando  en  Palo  Gordo,  de  manera 
gratuita  a  un  amigo  suyo,  con  quien  ha  vivido 
en  ese  lugar;  y  e)  el  oficio  fecha  siete  de  Di- 
ciembre (1938)  en  que  el  Juez  de  Sanidad  in- 
formó: a),  que  el  once  de  Noviembre  del  año 
mil  novecientos  treinta  y  siete  el  señor  Gui- 
llermo Lippke  se  presentó  al  Juzgado  enta- 
blando una  denuncia  contra  don  Enrique 
Hertzsch;  b),  que  en  esa  denuncia  firmada  por 
el  señor  Lippke,  éste  consigna  que  se  retiró  de 
su  trabajo  en  el  Molino  Central  por  haberse 
negado  a  efectuar  las  mezclas  de  harina  y 
arroz  (que  según  el  denunciante  afirma)  le 
ordenó  el  señor  Hertzsch;  y  c),  que  a  conse- 
cuencia de  la  denuncia  del  señor  Lippke,  se  im- 
puso a  don  Enrique  Hertzsch  una  multa  de 
cien  quetzales  que  este  hizo  efectiva  en  la  Te- 
sorería de  Sanidad. 

Que  el  representante  legal  del  señor  Lippke 
presentó  juntamente  con  su  alegato  dos  co- 
pias traducidas  al  castellano  de  las  constan- 
cias expedidas  por  el  Presidente  del  Departa- 
mento del  Trabajo  Alemán  relacionadas  con 
las  solicitudes  de  don  Teodoro  Hertzsch  sobre 
contratar  un  experto  Molinero;  y  la  certifica- 
ción extendida  por  el  Juzgado  de  Sanidad  Pú- 
blica de  Guatemala,  en  donde  consta  la  decla- 
ración de  don  Enrique  Hertzsch  Gorhmann 
quien  expuso,  entre  otras  cosas,  que  trajo  ex- 
presamente de  Alemania  en  calidad  de  exper- 
to molinero  al  señor  Guillermo  Lippke;  pero 
que  tuvo  necesidad  de  prescindir  de  los  servi- 
cios de  dicho  señor  por  haberle  "hecho  sabo- 
taje" en  la  maquinaria  llenándole  de  aceite  y 
grasa  los  cilindros  para  que  se  taparan  los 
cedazos  y  la  harina  saliera  mala,  habiéndose 
negado  Lippke,  antes,  a  trabajar  por  la  no- 
che, y  debido  a  esos  hechos  le  ordenó  al  re- 
ferido experto,  que  abandonara  el  edificio  del 
molino,  y  estimaba  que  la  denuncia  hecha  por 


aquel  señor  no  es  más  que  producto  de  su 
"cólera  y  enemistad  por  haberlo  despedido  del 
empleo". 

Que  el  Juez  Tercero  de  Primera  Instancia 
de  este  Departamento  (Guatemala),  dándole 
fin  al  juicio  declaró  que  don  Enrique  Hertzsch 
dentro  de  tercero  día  debe  hacer  efectiva  al 
demandante,  la  suma  de  dos  mil  novecientos 
cincuenta  y  siete  quetzales  y  cincuenta  centa- 
vos, por  sueldos  que  correspondían  devengar 
al  señor  Lippke,  durante  el  tiempo  para  el 
cual  fué  contratado,  gastos  de  viaje  de  veni- 
da y  regreso  a  Alemania;  y  que  no  hay  espe- 
cial condenación  en  costas. 

Que  el  apoderado  de  don  Enrique  Hertzsch, 
al  expresar  agravios  en  segunda  Instancia  ma- 
nifestó, entre  otras  cosas,  lo  siguiente:  que 
no  puede  permitirse  al  actor  la  presentación 
de  pruebas  no  puntualizadas  en  su  demanda; 
y  en  consecuencia,  como  actos  ejecutados  con- 
tra el  tenor  prohibitivo  de  la  Ley,  son  inadmi- 
sibles como  pruebas  las  posiciones  que  el  se- 
ñor Lippke  articuló  al  señor  Hertzsch  ante  el 
Juzgado  Tercero  de  Primera  Instancia  de  es- 
te Departamento  (Guatemala),  ya  que  no  las 
presentó  con  su  demanda  y  ni  siquiera  men- 
cionó esas  posiciones,  ni  menos  las  individua- 
lizó indicando  los  hechos  que  con  ellos  inten- 
taba probar,  ni  de  lo  que  de  las  mismas  apa- 
recía. Omitió  también,  la  indicación  del  ar- 
chivo u  oficina  en  que  se  encontraban  los  ori- 
ginales de  tales  posiciones.  Que  lo  dicho  an- 
teriormente vale  también  en  cuanto  a  los  do- 
cumentos que  el  actor  no  acompañó  a  su  de- 
manda, ni  puntualizó  y  que  presentó  con  su 
escrito  fecha  diez  y  nueve  de  Septiembre 
(1938).  En  el  caso  subjúdice  está  comproba- 
do con  la  certificación  extendida  por  el  Juz- 
gado de  Sanidad  Pública  que  el  señor  Lippke 
se  presentó  a  dicha  oficina  a  denunciar  que 
el  señor  Hertzsch  le  había  ordenado  que  mez- 
clara harina  de  trigo  con  arroz  y  que  por  ha- 
berse negado  a  hacerlo,  .se  retiró  el  doce  de 
Octubre  (1938),  del  Molino,  pues  se  disgustó 
con  el  señor  Hertzsch.  Que  su  poderdante  e.x- 
plica  y  no  hay  prueba  en  contrario,  que  tal 
mezcla  fué  ordenada  a  fin  de  efectuar  ensayos 
que  permitieran  vender  un  producto  más  ba- 
rato, con  la  advertencia  de  contener  un  por- 
centaje de  harina  de  arroz.  El  señor  Lippke 
violó  la  fidelidad  debida  con  dos  hechos  im- 
putables solamente  a  él,  hechos  que  aparecen 
demostrados  en  autos  con  la  certificación  de 
referencia:  lo.,  negarse  a  efectuar  una  mezcla 
perfectamente  licita,  cuando  como  molinero 
estaba  obligado  a  trabajar  para  el  señor 
Hertzsch  y  sin  que  conste  en  forma  alguna  que 
el  estudio  de  ensayo  para  abaratar  un  produc- 
to, constituya  un  hecho  ilícito;  y  2o.,  el  pro- 
pio Lippke  cometiendo  una  deslealtad,  perso- 
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nalmente  se  presentó  a  denunciar  ese  hecho 
al  Juzgado  de  Sanidad  con  el  único  y  exclu- 
sivo propósito  de  perjudicar  a  su  patrón,  que- 
bi-antado  así  la  fidelidad  debida.  En  la  con- 
fesión rendida  por  Lippke  ante  el  Juez  Ter- 
cero de  Primera  Instancia,  aquel  reconoció  co- 
mo suya  la  carta  que  el  proDio  doce  de  Octu- 
bre (1937).  dirigió  al  señor  Hertzsch,  en  la 
cual  se  negó  a  desempeñar  trabajos  nocturnos 
con  lo  cual  de  nuevo  quebrantó  sus  obligacio- 
nes dejando  de  obedecer'  a  su  patrón  y  dando 
motivo  suficiente  para  que  el  señor  Hertzsch 
se  sintiera  desvinculado  de  sus  arreglos  con  el 
señor  Lippke.  Que  no  hay  disposición  algu- 
na que  obligue  a  un  patrón  a  pagar  a  un  em- 
pleado que  se  despide  por  determinación  pro- 
pia después  de  haberse  negado  a  trabajar. 
Tampoco  hay  disposición  alguna  en  la  cual 
pueda  fundarse  el  pago  de  tres  años  de  sala- 
rios al  señor  Lippke  sin  tener  este  el  carác- 
ter de  criado  y  sin  que  preste  durante  tal  pe- 
riodo ningún  servicio.  En  el  supuesto  que  el 
señor  Hejjtzsch  hubiera  contravenido  el  con- 
trato, la  única  disposición  aplicable  sería  la 
de  resarcir  a  Lippke-  los  daños  resultantes  de 
tal  contravención,  de  conformidad  con  el  ar- 
tículo 1434  del  Código  Civil;  pero  al  respecto 
no  se  ha  rendido  ninguna  prueba  tendiente  a 
fijar  el  valor  de  los  daños  que  pudieran  ha- 
berse causado  a  don  Guillermo.  Que  la  dili- 
gencia de  posiciones  es  nula  por  la  manifies- 
ta falta  de  jurisdicción  de  la  Sala  para  resol- 
ver el  recurso  de  apelación  interpuesto  por 
Lippke  contra  el  auto  fecha  veinte  de  Diciem- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y  siete.  Que 
dicha  Sala  declaró  en  resolución  de  diez  y 
nueve  de  Agosto  de  mil  novecientos  treinta  y 
ocho,  que  esa  apelación  debió  ser  resuelta  por 
esta  Corte  Suprema  de  Justicia,  "por  .ser  la 
única  competente  para  conocer  en  el  caso  de 
que  se  trata".  Continuó  manifestando  el  re- 
presentante del  señor  Hertzsch  que  reprodu- 
cía todos  y  cada  uno  de  los  argumentos  y  le- 
yes consignados  en  su  memorial  de  veintiocho 
de  Febrero  (1939)  dirigido  a  la  propia  Sala; 
que  la  confesión  ficta  debía  de  ser  descartada 
porque  su  poderdante  ha  rendido  prueba  con- 
tra el  tenor  de  la  susodicha  confesión,  y  es  asi 
como  está  demostrado  que  el  señor  Hertzsch 
no  despidió  al  señor  Lippke,  sino  que  fue  éste 
quien  abandonó  su  empleo.  Que  al  acta  de 
tres  de  Diciembre  (1937),  suscrita  en  el  Juz- 
gado de  Sanidad,  no  tiene  mérito  alguno  por 
haber  sido  presentada  por'  Lippke  cuando  ya 
había  vencido  el  término  probatorio.  Que  la 
Ley  exige  que  la  confesión  pruebe  todos  los 
requisitos  indispensables  del  pacto,  y  en  el 
caso  sub  júdice,  faltaría  uno  de  ellos,  la  prue- 
ba de  la  fecha  en  que  principió  a  correr  el 
contrato  de  locación  de  servicios.   Que  los  jui- 


cios de  locación  de  servicios  deben  de  ser  ven- 
tilados en  la  vía  sumaria,  pues  tales  contien- 
das tienen  señalada  tramitación  especial  y  por 
consiguiente  el  juicio  ordinario  de  que  se  trata 
es  baldío,  ya  que  las  Leyes  procesivas  tienen 
el  carácter  de  disposiciones  de  orden  público, 
y  porque  son  nulos  los  actos  ejecutados  con- 
tra el  tenor  de  la  Ley.  Está  demostrado  con 
la  propia  confesión  del  actor,  que  fué  este 
quien  se  retiró  de  su  trabajo  dejando  de  cum- 
plirlo en  la  parte  que  le  concernía  y  por  ello 
deL'ía  declararse  que  se  realizó  la  causa  reso- 
lutoria del  contrato  por  haber  faltado  Lippke 
a  sus  obligaciones,  y  por  esa  misma  razón  y 
haberse  despedido  Lippke  el  tiempo  de  su  con- 
cierto y  sin  haber  demostrado  la  existencia  de 
una  causa  para  ello,  el  actor  perdió  lo  que  el 
señor  Hertzsch,  de  no  haber  mediado  tales  cir- 
cunstancias le  hubiese  debido. 

Que  la  parte  contraria  rebatió  los  argumen- 
tos del  Licenciado  Viteri,  pidiendo  por  último, 
la  confirmación  del  fallo  del  Juez  y  que  dicha 
resolución  se  ampliara  en  el  sentido  de  con- 
denar en  costas  al  señor  Enrique  Hertzsch. 

Que  el  cuatro  de  Octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve,  la  Sala  Tercera  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  confirmó  en  todas  sus  partes 
la  sentencia  apelada. 

Que  contra  este  último  pronunciamiento, 
interpuso  el  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción, el  apoderado  de  don  Enrique  Hertzsch 
denunciando  la  infracción  de  los  artículos  que 
siguen:  1434,  1457,  1758,  1761,  142.5,  1426,  1427, 
1403.  1404  del  Código  Civil;  237,  238,  239  y  318 
del  Decreto  Gubernativo  272;  lo.,  inciso  lo. 
del  artículo  2o.,  3o.,  4o.,  26,  288.  289,  227,  229, 
230.  231,  282,  367.  277.  262.  297.  298,  315  y  364 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til; IX  y  X  de  los  Preceptos  Fudamentales  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial;  83, 
130.  132.  135.  136.  153  y  164  de  la  misma  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial;  y  15  del  Decre- 
to Gubernativo  número  1755.  El  señor  Weiss, 
el  día  de  la  vista  presentó  su  alegato:  y  el 
Licenciado  Viteri  y  Bertrand  posteriormente 
por  medio  del  memorial  que  fué  agregado  a 
los  autos,  expuso  los  motivos  que  estima  per- 
tinentes para  haber  denunciado  como  infrin- 
gidos los  artículos  que  acaban  de  mencio- 
narse. 

CONSIDERANDO: 

Que  entre  los  motivos  que  se  invocan  para 
abogar  por  la  absolución  del  demandado,  es- 
tán los  siguientes:  lo.)  que  no  deben  ser  ad- 
mitidas las  posiciones  mencionadas,  porque  el 
señor  Lippke  no  acompañó  a  su  demanda  nin- 
gún documento,  ni  especificó  las  pruebas  que 
iba  a  rendir;  2o.)  que  las  referidas  posicio 
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nes  carecen  de  valor  jurídico  por  estar  vicia- 
das en  forma  irreparable,  desde  el  momento 
en  que  la  Sala  Tei'cera  de  Apelaciones  entró 
a  conocer  del  auto  dictado  por  el  Juez  Terce- 
ro de  Primera  Instancia  de  este  Departamen- 
to (Guatemala),  y  por  medio  del  cual  dicho 
funcionario  se  habia  inhibido  del  conocimiento 
de  las  precitadas  diligencias  de  posiciones;  y 
3o.)  que  el  señor  Hertzsch  rindió  prueba  su- 
perabundante contra  la  confesión  ficta.  Aho- 
ra bien,  en  cuanto  al  primero  de  los  susodi- 
chos motivos  debe  de  tenerse  presente,  que 
en  la  parte  final  del  escrito,  fecha  veintisiete 
de  Abril  de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  el 
actor  al  iniciar  su  acción  expuso:  que  ofrecía 
probarlo  con  documentos  auténticos,  confesión 
judicial,  correspondencia  epistolar,  prueba  de 
expertos  y  de  testigos  y  demás  medios  pro- 
batorios reconocidos  por  la  ley.  Por  otra  par- 
te, el  demandado,  el  nueve  de  Diciembre  del 
año  mil  novecientos  treinta  y  siete,  fué  noti- 
ficado de  que  don  Guillermo  Lippke  le  arti- 
culaba posiciones,  y  el  veintinueve  de  Abril 
del  año  siguiente  (1938),  supo  por  la  notifi- 
cación que  se  le  hizo  ese  mismo  día,  que  ha- 
bía sido  declarado  confeso,  pudiendo  por  con- 
siguiente enterarse,  desde  esa  fecha  del  con- 
tenido de  las  posiciones  referidas.  Siendo  de 
advertir,  que  le  fué  hecha  saber  la  demanda 
hasta  el  nueve  de  Mayo  (1938);  y  por  consi- 
guiente esa  prueba  surgió  desde  que  el  auto 
respectivo  fué  confirmado  por  la  Sala  juris- 
diccional. Acerca  del  segundo  motivo  cabe 
estimar  que,  el  Licenciado  Ernesto  Viteri  y 
Bertrand  en  escrito  presentado  el  cinco  de 
Diciembre  (1938)  mil  novecientos  treinta  y 
ocho,  promovió  un  incidente  con  el  objeto  de 
que  se  declarara  la  nulidad  de  las  expresa- 
das diligencias  a  partir  del  día  en  que  la  Sala 
Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones  entró  a 
conocer  del  auto  fecha  veinte  de  Diciembre 
(1937).  Como  el  Juez  declaró  la  improceden- 
cia de  la  susodicha  nulidad,  y  ese  auto  fué 
confirmado  por  la  Sala  jurisdiccional,  la  cues- 
tión de  que  se  viene  hablando  quedó  resuelta 
definitivamente.  Respecto  al  tercero  de  los 
motivos  alegados  debe  tomarse  en  cuenta  que 
dicha  prueba  no  fué  enervada:  a)  porque  no 
se  presentó  probanza  alguna  tendiente  a  des- 
virtuar la  existencia  del  contrato  tantas  ve- 
ces mencionado;  y  b),  a  virtud  de  que  contra 
el  reconocimiento  ficto  de  la  carta  fecha  quin- 
ce de  Octubre  (1937),  tampoco  se  rindió  prue- 
ba alguna,  y  en  el  primer  párrafo  de  esta  car- 
ta, el  señor  Hertzsch  manifiesta  a  don  Gui- 
llermo Lippke  lo  siguiente:  "como  Ud.  no 
quiso  ejecutar  mi  orden  por  escrito  de  cam- 
biar las  horas  de  trabajo  del  molino,  a  causa 
del  nuevo  arreglo  con  la  "Empresa  Eléctrica" 
de  esta  ciudad,  me  veo  en    el  caso  de  pedir, 


que  sin  ninguna  falta  abandone  Ud.  el  Molino 
donde  actualmente  está  viviendo".  En  con- 
secuencia, los  requisitos  esenciales  del  contra- 
to celebrado  entre  don  Guillermo  Lippke  y 
don  Enrique  Hertzsch,  se  encuentran  proba- 
dos con  la  confesión  ficta  del  señor  Hertzsch, 
quien  como  ya  se  dijo,  no  logró  destruirla,  ni 
consiguió  justificar  por  medio  probatorio  al- 
guno, los  actos  de  sabotaje  imputados  tam- 
bién al  demandante.  Y  por  las  razones  que 
se  dejan  ya  expresadas  debe  estimarse  que 
el  Tribunal  sentenciador  no  infringió  los  ar- 
tículos lo.,  inciso  lo.  del  2o.,  3o.,  4o.,  26,  288, 
289,  230,  231,  282,  367,  277,  del  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y  Mercantil;  1403  y  1404 
del  Código  Civil;  y  318  del  Decreto  número 
272;  83,  130,  132,  135,  136,  153  y  164;  IX  y  X 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  ni 
los  artículos  229  y  227  del  primero  de  los 
Cuerpos  legales  mencionados,  porque  en  el  es- 
crito en  que  se  entabló  la  acción  se  pide  el 
pago  de  la  cantidad  demandada  con  funda- 
mento precisamente  en  estos  dos  preceptos,  y 
los  artículos  1396  y  1425  del  Código  Civil  de 
1877.  Y  por  otra  parte,  la  contienda  fué  ven- 
tilada en  juicio  ordinario,  pues  el  recurrente 
que  hoy  objeta  ese  procedimiento,  desde  un 
principio  se  conformó  con  el  trámite  dado  a 
la  demanda. 

CONSIDERANDO: 

Que  si  bien  es  verdad,  que  los  documentos 
acompañados  por  el  señor  Lippke  a  su  alega- 
to final  no  se  mandaron  tener  como  prueba, 
también  es  cierto,  que  con  las  posiciones  tan- 
tas veces  mencionadas,  se  ha  establecido  ade- 
más, el  retiro  de  dicho  señor,  sin  causa  algu- 
na de  los  trabajos  para  que  habia  sido  con- 
tratado, pues  la  negativa  del  referido  emplea- 
do a  trabajar  por  la  noche  sin  estar  probado 
que  se  hubiera  obligado  a  ello  al  celebrarse 
el  contrato,  en  manera  alguna  implica  por  su 
parte,  el  incumplimiento  de  las  obligaciones 
que  habia  contraído.  En  ese  concepto  no  fue- 
ron infringidos  los  artículos  1434,  1457,  1758, 
1761,  1425  y  1426  del  Código  Civil.  Y  pudien- 
do incluirse  en  las  posiciones,  el  reconoci- 
miento de  documentos,  es  indudable  que  no 
fueron  infringidos  los  artículos  297,  298  y  315 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til, ni  el  262  pues  como  ya  se  dijo,  los  docu- 
mentos presentados  el  treinta  de  Noviembre 
(1938),  no  han  sido  tenidos  como  probanzas; 
ni  el  364,  ya  que  lo  dicho  por  el  señor  Lippke 
ante  el  Juez  de  Sanidad  no  puede  ser  reputa- 
do como  una  confesión  judicial,  al  tenor  de 
lo  establecido  en  el  artículo  340,  y  en  la  mis- 
ma disposición  legal  que  fué  citada  como  in- 
fringida. 
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CONSIDERANDO: 

Que  es  inconducente  la  cita  de  los  artículos 
1427  del  Código  Civil;  237,  238  y  239  del  De- 
creto Gubernativo  número  272,  en  virtud  de 
no  haber  versado  la  controversia  sobre  la 
procedencia  de  la  rescisión  del  contrato,  ni 
acerca  de  indemnización  de  daños  y  perjui- 
cios; y  por  ese  motivo  el  Tribunal  sentencia- 
dor al  confirmar,  la  resolución  apelada,  nin- 
guna declaración  hizo  en  cuanto  a  tales  pun- 
tos, los  cuales  no  se  discutieron  en  su  opor- 
tunidad; y  por  la  misma  razón  no  es  dable 
entrar  a  conocer  del  articulo  15  del  Decreto 
Gubernativo  1755,  que  se  refiere  al  enrique- 
simiento  o  ventaja  contractual  obtenidos  a 
base  de  concesiones  usurarias,  o  mediante  sis- 
temas de  extorsión;  al  delito  de  usura;  y  a  la 
nulidad  de  los  contratos  celebrados  con  tales 
vicios. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  funda- 
mento en  los  artículos  521  y  524  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  DESES- 
TIMA el  recurso  de  que  se  ha  hecho  mérito  y 
condena  a  don  Enrique  Hertzsch  al  pago  de 
las  costas  del  mismo  y  a  una  multa  de  cien 
quetzales.  En  caso  de  insolvencia  purgará 
cincuenta  días  de  arresto  conmutable  a  razón 
de  dos  quetzales  diarios.  Notifíquese  y  con 
certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  an- 
tecedentes al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  — Fe- 
derico O.  Salazar.  —  Max  García  R.  —  Secre- 
tario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Germán  Duar- 
te  Castañeda,  contra  Julián  y  María  Emilia 
Santos  Duarte. 

DOCTRINA:  Cuando  aparezcan  documentos 
debidamente  reconocidos  acerca  de  la  filia- 
ción de  una  persona,  puede  entablarse  el  re.i- 
pectivo  juicio  contra  quien  deba  dirigirse  la 
acción,  aún  después  de  la  muerte  del  padre 
o  de  la  madre. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  die- 
cinueve de  Septiembre  do  mil  novecientos  cua- 
renta. 


Por  recurso  de  casación  se  examina  con  sus 
antecedentes,  la  sentencia  proferida  por  la 
Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones,  con 
fecha  doce  de  Abril  del  año  en  curso,  en  el 
juicio  ordinario  de  filiación  entablado  por  Ger- 
mán Duarte  Castañeda  contra  Julián  y  María 
Emilia  Santos  Duarte,  como  herederos  legales 
declarados  de  Manuel  Duarte  Camey. 

RESULTANDO: 

El  veintidós  de  Junio  del  año  próximo  pasa- 
do, se  presentó  Germán  Duarte  Castañeda,  al 
Juzgado  Primero  de  Primera  Instancia  de  este 
departamento,  demandando  en  la  via  ordina- 
ria a  sus  tios  Julián  y  María  Emilia  Santos 
Duarte  en  su  calidad  indicada,  los  puntos  que 
luego  se  detallarán.  Los  conceptos  de  su  de- 
manda se  resumen  asi:  que  es  hijo  fuera  de 
matrimonio  de  Manuel  Duarte  Camey  y  de 
Cristina  Castañeda;  que  Duarte  Camey  pro- 
veyó a  su  subsistencia,  educación,  lo  hizo  vivir 
a  su  lado,  lo  inició  en  el  oficio  de  panificador, 
lo  presentó  como  su  hijo  en  sociedad  y  en  re- 
laciones de  familia,  y  lo  facultó  para  que  usa- 
ra públicamente  su  apellido.  Que  durante  la 
enfermedad  que  precedió  a  la  muerte  de  su  pa- 
dre, le  procuró  asistencia  médica,  costeó  su 
enterramiento  y  que  tiene  prueba  documental 
acerca  de  su  estado  de  hijo  de  Duarte  Camey. 
Que  su  relacionado  padre,  al  subscribir  el  acta 
de  su  nacimiento  asentada  el  cuatro  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  diecinueve  en  el 
Registro  Civil  de  esta  capital,  escribió  su  ape- 
llido en  tal  forma  que  tanto  puede  leerse 
"Iriarte"  como  "Duarte",  debido  a  la  forma 
abierta  de  la  letra.  Que  sus  tios  Julián  y  Ma- 
ría Emilia  Santos  Duarte  aprovechándose  de 
este  error  de  la  partida  de  su  nacimiento,  se 
han  hecho  declarar  herederos  legales  de  su 
padre  Manuel  Duarte  Camey,  fallecido  en  es- 
ta ciudad  el  primero  de  enero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  ocho,  a  pesar  de  que  el  paren- 
tesco que  les  une  con  él,  es  de  cuarto  grado. 
Que  la  partida  de  su  nacimiento  fué  rectifi- 
cada, pero  por  no  haberse  hecho  con  las  so- 
lemnidades de  un  juicio  declarativo,  no  fué 
aceptada  por  los  Tribunales  como  prueba  de 
su  filiación;  por  lo  que  procede  que  se  recti- 
fique en  la  forma  legal,  y  que  se  investigue 
su  paternidad  para  que  sus  bienes  no  se  adju- 
diquen a  terceros  sin  derecho.  En  virtud  de  lo 
expuesto,  demandó  a  Julián  y  María  Emilia 
Santos  Duarte,  lo  siguiente:  1',  la  rectifica- 
ción en  derecho  de  su  partida  de  nacimiento 
a  efecto  de  establecer  que  Manuel  Duarte  Ca- 
mey y  no  otra  persona  fué  quien  lo  reconoció; 
2',  que  en  vista  de  las  pruebas  que  presentará 
en  el  curso  del  juicio,  se  declare  que  es  hijo 
ilegitimo  o  natural  de  Manuel  Duarte  Camey; 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


273 


3',  que  la  posesión  notoria  de  su  estado,  acre- 
dita su  filiación  como  hijo  de  Manuel  Duarte 
Camey;  4",  como  la  rectificación  de  su  parti- 
da de  nacimiento  y  la  declaratoria  de  su  ca- 
lidad de  hijo  de  Duarte  Camey  traen  como 
consecuencia  su  derecho  de  heredero  de  dicho 
causante  y  de  propietario  de  los  bienes  que 
corresponden  a  la  sucesión,  demanda  la  pro- 
piedad de  los  bienes  de  tal  sucesión  intestada, 
que  consisten  en  dos  fincas  urbanas  números 
mil  treinta  y  tres  (1033),  folio  setenta  y  seis 
(76),  -del  libro  treinta  (30)  de  Guatemala,  y 
número  cincuenta  (50),  folio  ciento  ochenta  y 
cuatro  (184)  del  libro  segundo  (2°)  de  Guate- 
mala; y  5-,  demandó  las  costas  procesales  en 
caso  de  oposición.  Ofreció  la  prueba  que  creyó 
conveniente  para  probar  su  acción  y  pidió  que 
se  anotara  la  demanda  en  el  registro  coi'res- 
pondiente.  La  demanda  fué  ampliada  por  el  ac- 
tor en  el  sentido  de  que  también  se  declare: 
1",  que  durante  los  diecinueve  años  y  meses 
que  pasó  al  lado  de  Duarte  Camey  gozó  de  la 
posesión  notoria,  pública  y  constante  de  hijo 
suyo;  2",  que  en  su  oportunidad,  se  mande  a 
rectificar  su  partida  de  nacimiento  en  el  sen- 
tido de  que  la  firma  que  la  calza  fué  puesta 
por  Manuel  Leopoldo  Duarte  Camey  y  por  úl- 
timo solicitó  que  se  diera  intervención  al  Mi- 
nisterio Público.  La  demanda'  y  su  ampliación 
fueron  tramitadas  en  la  forma  legal. 

RESULTANDO: 

que  Julián  y  Maria  Emilia  Santos  Duarte,  al 
contestar  negativamente  la  demanda  y  su  am- 
pliación, interpusieron  las  excepciones  peren- 
torias de  cosa  juzgada  y  de  falta  de  acción, 
por  considerar,  primero:  que  este  asunto  ya  es- 
tá resuelto  en  sentencia  dictada  por  este  mis- 
mo Tribunal  de  Casación,  con  fecha  quince  de 
Junio  de  mil  novecientos  treinta  y  nueve  y  se- 
gundo: porque  el  juicio  de  filiación  sólo  puede 
entablarse  en  vida  del  padre  o  madre  contra 
quien  se  dirija  la  acción,  salvo  los  casos  de 
excepción  taxativamente  enumerados  en  el  ar- 
ticulo 168  del  Decreto  Legislativo  1932,  casos 
en  los  que,  según  los  demandados,  no  está 
comprendido  el  actor  Germán  Duarte  Castañe- 
da. Ofrecieron  probar  sus  excepciones  con  la 
partida  de  defunción  de  Manuel  Duarte  Ca- 
mey, con  certificación  de  la  partida  de  naci- 
miento de  Garmán  Leopoldo  Triarte  Castañeda, 
con  el  juicio  que  sobre  el  mismo  asunto  se  si- 
guió y  con  certificación  de  la  sentencia  dicta- 
da por  la  Corte  Suprema  de  Justicia  en  dicho 
juicio.  Pidieron  asi  mismo  que  por  su  temeridad 
se  condene  en  costas  al  demandante  y  que  se 
mande  instruir  el  proceso  correspodiente  por 
el  uso  que  hizo  de  un  apellido  que  no  le  co- 
rresponde y  por  los  demás  ,  hechos  delictuosos 
que  contra  la  propiedad  pudieran  resultar. 


RESULTANDO: 

que  durante  la  dilación  probatoria  y  su  am- 
pliación, el  demandante  rindió  las  siguientes: 
documental :  a)  fotografía  en  que  aparece  en 
compañía  de  su  pretendido  padre  Manuel  Duar- 
te Camey;  b)  comprobante  de  que  canceló  los 
gastos  de  funerales  de  su  pretendido  padre;  c) 
nota  dirigida  por  el  Director  y  Profesora  de 
Grado  de  la  Escuela  "Francos  y  Monroy",  a 
don  Manuel  Duarte  Camey,  participándole  las 
calificaciones  obtenidas  por  Germán  Duarte 
Castañeda,  en  dicho  centro  educativo;  d)  testi- 
monios de'las  escrituras  públicas  autorizadas, 
respectivamente,  por  los  Notarios  Manuel  Ji- 
ménez Pinto  y  Alberto  Cayetano  Camey,  con 
fechas  tres  y  seis  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  ocho,  en  las  que  los  demanda- 
dos reconocieron  a  Leopoldo  Germán  Duarte 
Castañeda,  como  hijo  de  Manuel  Duarte  Ca- 
mey; e)  comprobante  de  pago  extendido  por  el 
Jefe  del  servicio  fúnebre  a  favor  del  actor,  por 
gastos  de  inhumación  del  cadáver  de  Manuel 
Duarte  Can>ey;  f)  informe  emitido  por  la  Se- 
cretaria de  Educación  Pública,  en  que  consta 
que  el  Licenciado  Juan  Mayorga  Franco  y  Jua- 
na Barreii-a  de  Cordón,  desempeñaban  los  car- 
gos de  Director  y  Profesora  de  grado,  respecti- 
vamente, en  la  fecha  en  que  extendieron  el 
informe  de  calificaciones  de  Germán  Duarte 
Castañeda,  a  que  se  hizo  referencia;  g)  certifi- 
caciones de  las  posiciones  articuladas  por  el  ac- 
tor a  los  demandados  ante  el  Juzgado  Prime- 
ro de  Primera  Instancia  departamental,  en  las 
que  se  les  tuvo  por  confesos  por  no  haber  com- 
parecido a  absolverlas;  h)  juicio  ordinario  se- 
guido ante  el  mismo  Juzgado  por  Germán 
Duarte  Castañeda  contra  Julián  y  Maria  Emi- 
lia Santos  Duarte;  i)  carta  dirigida  por  Felisa 
Ortiz  a  Manuel  Duarte  cuya  firma  fué  recono- 
cida por  sus  herederos  Narciso  y  Victoria  Urru- 
tia  Ortiz,  en  cuyo  acto  estos  declararon  que  las 
personas  mencionadas  en  dicha  carta,  son  Cris- 
tina Castañeda  y  Germán  Duarte  Castañeda: 
j )  una  hoja  de  una  Biblia,  en  la  que  aparece 
manuscrita  una  leyenda  que  dice:  "el  dia  : 
de  Octubre  de  1919  nació  el  niño  Germán  Cas- 
tañeda hijo  de  doña  Cristina  Castañeda  y  de 
M.  L.  D.  debajo  el  aguacatal";  k)  varios  reci- 
bos sobre  alquileres  de  habitaciones,  suscritos 
por  Manuel  Duarte  Camey  a  favor  diversas 
personas;  1)  carta  dirigida  por  Cristina  Casta- 
ñeda a  Mnauel  Duarte  Camey,  haciendo  alu- 
sión a  "Germán"  para  quién  le  solicitaba  ro- 
pa; m)  cédula  de  vecindad,  inscripción  militar, 
boleto  de  ciudadanía  y  certificación  de  la  parti- 
da de  nacimiento  de  Manuel  Duarte  Camey; 
n)  certificación  de  la  partida  de  defunción  de 
Francisca  Camey;  ñ)  esquela  mortuoria  de  Ma- 
nuel Duarte  Camey,  en  la  que  aparece  Germán 
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Duarte  Castañeda  participando  la  defunción  e 
invitando  al  entierro.  Testimonial:  se  recibie- 
ron las  declaraciones  de  Gregorio  Calderón, 
Juan  Mayorga  Franco,  Juana  Barreira  de  Cor- 
dón, Aurelia  Guzmán,  Adela  Alvarez,  Francisco 
Carranza,  José  Gabriel  García,  Aurora  Menén- 
dez,  Guillermo  Avendaño,  Narciso,  Victoria  y 
José  Urrutia.  Pericial:  a)  Los  expertos  Li- 
cenciado Abraham  Cabrera  Cruz  y  Jaime  F. 
Sánchez,  dictaminaron  acerca  de  la  similitud  e 
identidad  entre  las  letras  y  firmas  siguientes: 
las  que  fueron  puestas,  tanto  en  los  recibos  pri- 
vados sobre  arrendamiento  extendidos  a  nom- 
bre de  distintas  personas,  como  en  la  leyenda 
contenida  en  la  hoja  de  una  Biblia  Protestan- 
te, en  la  cédula  de  vecindad  de  Manuel  Duarte 
Camey,  en  los  inventarios  de  la  mortual  de 
Francisca  Camey,  y  la  firma  que  cubre  el  ac- 
ta de  nacimiento  del  demandante.  Diligencia  en 
la  que  se  constató  que  dichas  letras  y  firmas 
fueron  puestas  por  Manuel  Duarte  Camey;  b) 
Los  señores  Jaime  F.  Sánchez  y  Daniel  Améz- 
quita,  en  su  calidad  de  expertos,  dictaminaron 
acerca  de  la  antigüedad  y  originalidad  de  una 
carta  dirigida  por  Cristina  Castañeda  a  Ma- 
nuel Duarte  Camey.  Inspección  Ocular:  la 
practicada  por  el  Juez  de  los  autos  en  la 
casa  número  uno  de  la  avenida  Santa  Cecilia 
de  esta  ciudad,  en  la  que  se  constató  que  en 
dicha  casa  existe  un  árbol  añoso  de  aguacate, 
en  cuyo  acto  la  señora  Adela  Alvarez,  que  se 
encontraba  presente,  manifestó  que  antigua- 
mente existieron  dos  barracas  debajo  de  dicho 
aguacatal,  que  fueron  construidas  por  Manuel 
Duarte  Camey.  Los  demandados  rindieron  las 
siguientes:  Documental:  a)  juicio  seguido  por 
Germán  Duarte  Castañeda  contra  ellos  mismos, 
fallado  por  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  con 
fecha  quince  de  Junio  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  nueve;  b)  copias  certificadas  de  un  memo- 
rial dirigido  a  la  Corte  Suprema  de  Justicia  y 
de  la  sentencia  dictada  por  este  mismo  Tribu- 
nal en  el  juicio  que  acaba  de  citarse:  Inspec- 
ción judicial:  la  practicada  en  los  libros  del  Re- 
gistro Civil,  en  la  que  se  constató  que  el  cua- 
tro de  noviembre  de  mil  novecientos  diecinue- 
ve, se  presentó  a  dicha  institución  Manuel 
Yriarte  dando  parte  del  nacimiento  de  un  niño 
llamado  Germán,  hijo  de  Cristina  Castañeda, 
y  que  la  firma  con  que  se  calzó  dicha  acta  dice: 
"Manuel  Yriarte". 

RESULTANDO: 

que  agotado  el  término  probatorio  y  su  am 
pliación,  se  señaló  día  para  la  vista,  habiendo 
alegado  por  escrito,  únicamente  el  demandante, 
y  el  Tribunal  do  Primera  Instancia  dictó  sen- 
tencia el  veinticinco  de  noviembre  de  mil  nove 
cientos  treinta  y  nueve,  declarando:  a)  absuel- 


to  el  demandante  de  la  nulidad  de  las  escri- 
turas autorizadas  por  los  Notarios  Alberto  C. 
Camey  y  Manuel  Jiménez  Pinto,  a  que  ya  se 
hizo  referencia;  b)  sin  lugar  las  excepciones  de 
falta  de  acción  y  de  cosa  juzgada,  interpuestas 
por  los  demandados;  c)  que  la  partida  de  na- 
cimiento del  demandante,  debe  ser  modificada, 
en  el  sentido  de  hacer  constar  mediante  anota- 
ción marginal,  que  la  persona  que  lo  reconoció, 
al  dar  el  parte  de  su  nacimiento,  fué  Manuel 
Duarte  Camey  y  que  fué  éste  quien  firmó  di- 
cha acta;  d)  que  como  consecuencia  de  ésto,  el 
actor  Germán  Duarte  Castañeda,  es  hijo  reco- 
nocido fuera  de  matrimonio  de  Manuel  Duarte 
Camey  y  Cristina  Castañeda;  e)  absuelve  a  los 
demandados  del  punto  tercero  de  la  demanda 
y  del  primero  de  la  ampliación  de  la  misma,  to- 
da vez  que,  la  posesión  notoria  de  estado  es 
prueba  de  la  filiación,  pero  no  materia  resolu- 
tiva de  sentencia;  fi  asi  mismo,  los  absuelve 
del  punto  cuarto  de  la  demanda,  porque  su  con- 
tenido debe  ser  objeto  del  trábite  del  juicio 
sucesorio,  y  del  punto  segundo  de  la  amplia- 
ción de  la  misma,  porque  su  resolución  quedó 
comprendida  en  el  punto  id  de  su  sentencia. 
Los  demandados  interpusieron  recurso  de  ape- 
lación contra  este  fallo;  señalado  día  para  la 
vista  en  segunda  instancia,  alegó  por  escrito 
el  demandante  y  con  fecha  doce  de  abril  del  año 
en  curso,  se  dictó  sentencia  confirmando  en  to- 
das sus  partes  la  de  primer  grado.  Con  el  au- 
xilio del  abogado  director,  Fabián  S.  Imeri,  los 
demandados  interpusieron  el  veinte  de  Abril 
de  mil  novecientos  cuarenta,  recurso  de  casa- 
ción por  violación  de  ley,  contra  la  sentencia 
de  segunda  instancia,  citando  como  infringi- 
dos los  artículos  166  primera  parte,  168  in- 
ciso 3',  170,  171,  310  y  366  del  Código  Civil; 
227,  248  segunda  parte,  277,  282.  262,  374  del 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil:  y 
185  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 
Señalado  día  para  la  vista,  es  el  caso  de  dictar 
la  sentencia  que  en  derecho  procede. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  investigación  de  la  paternidad  es  un 
derecho  que  la  ley  otorga  a  los  hijos  que  ig- 
noran quienes  son  sus  progenitores,  o  que  sa- 
biéndolo no  aparece  en  forma  auténtica  que 
les  permita  acreditarlo  legalmente,  por  lo  mis- 
mo no  pueden  ostentar  su  apellido,  ni  suceder- 
Ies  por  ab  intestado  en  sus  bienes,  derechos  y 
acciones  después  de  su  fallecimiento.  Siendo 
como  es,  la  familia,  una  institución  social  de 
gran  importancia,  cuyo  desquiciamiento  es  per- 
turbador para  el  Estado  mismo,  este  ha  sido 
cauteloso  al  establecer  los  casos  y  la  forma 
en  que  dicha  investigación  es  permitida.  Según 
la  ley,  esta  debe  declararse  en  juicio  plenario 
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entablado  durante  la  vida  del  padre  o  madre 
contra  quien  se  dirija  la  acción,  a  excepción  de 
los  tres  casos  siguientes:  1",  cuando  el  hijo  sea 
postumo;  2",  cuando  la  persona  contra  quien 
se  entable  la  acción  hubiere  fallecido  durante 
la  menor  edad  del  hijo;  y  3",  si  después  de  la 
muerte  del  padre  o  madre,  apareciere  un  testa- 
mento o  instrumento  público  o  auténtico  o  un 
documento  privado  debidamente  reconocido  o 
legalizado,  en  el  que  de  una  manera  inequívo- 
ca se  reconozca  la  filiación. 

Como  consta  en  autos  que  el  pretendido  pa- 
dre del  demandante,  ya  había  fallecido  cuando 
éste  inició  su  acción,  precisa  investigar  si  Ger- 
mán Leopoldo  Duarte  Castañeda  se  encuentra 
comprendido  en  los  casos  de  excepción  enume- 
rados por  el  articulo  168  ya  citado,  a  efecto 
de  constatar  si  su  acción  es  o  nó  procedente. 
Consta  asimismo  en  autos,  que  el  actor  no  es 
hijo  postumo  y  que  Manuel  Duarte  Camey  fa- 
lleció cuando  el  demandante  ya  era  mayor  de 
edad;  con  lo  que  resta  por  anilizar  sólo  el  caso 
de  excepción  contenido  en  el  inciso  3",  del  ar- 
ticulo 168  del  Código  Civil  vigente. 

Cabe  estimar,  que  de  ser  absolutamente  in- 
equívoca la  forma  de  reconocimiento  de  la  fi- 
liación a  que  se  refiere  el  inciso  3",  del  ar- 
tiulo  168  del  Decreto  Legislativo  número  1932 
que  acaba  de  citarse,  estaría  por  demás  to- 
do juicio  de  filiación,  porque  bastaría  la  pre- 
sentación de  tal  documento  al  Registro  Civil, 
para  que  quedara  perfecto  el  reconocimiento  y 
surtiera  sus  efectos  legales  consiguientes  en  to- 
da su  plenitud. 

Los  expertos,  Licenciado  Abraham  Cabrera 
Cruz  y  Jaime  F.  Sánchez,  después  de  un  minu- 
cioso estudio  sobre  el  cotejo  de  letras  de  la  fir- 
ma que  dice  "Manuel  Yriarte"  que  calza  la 
partida  de  nacimiento  número  577,  folio  199 
y  200  del  Libro  18  de  reconocimiento  de  hijos, 
asentada  el  cuatro  de  noviembre  de  mil  nove- 
cientos diecinueve,  con  otras  puestas  por  Ma- 
nuel Duarte  Camey,  afirmaron,  sin  objeción  al- 
guna por  la  parte  contraria,  que  efectivamente 
fué  esta  persona  quien  firmó  con  el  nombre  de 
"Manuel  Yinarte",  la  partida  de  nacimiento 
mencionada.  Esta  aseveración  está  robusteci- 
da con  la  inspección  judicial  practicada  en  la 
partida  que  acaba  de  describirse,  en  cuya  dili- 
gencia se  constató  que  la  persona  a  quien  co- 
rresponde dicha  acta  de  nacimiento,  es  hijo  de 
Cristina  Castañeda,  lo  que  está  de  acuerdo  con 
las  demás  pruebas  rendidas.  Por  consiguiente, 
el  actor  Germán  Duarte  Castañeda  sí  tiene  de- 
recho para  entablar  su  acción  de  filiación,  aún 
después  del  fallecimiento  de  su  pretendido  pa- 
dre Manuel  Duarte  Camey,  ya  que  la  partida 
de  su  nacimiento  a  que  se  ha  hecho  referencia, 
es  un  documento  auténtico  en  que  de  una  ma- 
nera inequívoca  se  reconoce  su  filiación.  En 


consecuencia,  la  Sala  sentenciadora  al  decla- 
rar sin  lugar  la  excepción  de  falta  de  acción 
interpuesta  por  los  demandados,  no  violó  el 
inciso  3',  del  articulo  168  del  Decreto  Legisla- 
tivo número  1932,  como  lo  manifestaron  los  re- 
currentes en  su  memorial  de  introducción  del 
recurso. 

CONSIDERANDO: 

Que  entre  los  medios  que  la  ley  admite  pa- 
ra probar  la  filiación  cuando  las  constancias 
del  Registro  Civil  fueren  defectuosas,  incomple- 
tas o  falsas,  está  la  posesión  notoria  de  estado; 
y  que  la  prüeba  testimonial  en  los  juicios  de 
filiación  es  admisible  únicamente  cuando  exis- 
te principio  de  prueba  por  escrito.  El  actor 
Germán  Duarte  Castañeda  con  su  documenta- 
ción acompañada,  presentó  una  hoja  de  una 
Biblia  que  contiene  una  leyenda  manuscrita 
alusiva  a  su  nacimiento,  que  literalmente  dice: 
"El  dia  26  de  Octubre  de  1919  nació  el  niño 
Germán  Castañeda  hijo  de  doña  Cristina  Cas- 
tañeda y  de  M.  L.  D.  debajo  el  aguacatal".  Es- 
te documento,  según  el  dictamen  de  expertos, 
fué  escrito  de  puño  y  letra  por  Manuel  Duar- 
te Camey;  dictamen  que  merece  todo  crédito, 
ya  que,  como  muy  bien  dice  el  Tribunal  de  Se- 
gunda Instancia,  en  las  consideraciones  de  su 
fallo,  se  destaca  el  hecho  de  que  en  la  leyenda 
manuscrita  de  la  hoja  de  la  Biblia,  se  hace  alu- 
sión al  nacimiento  del  niño  Germán  Castañeda 
ocurrido  debajo  de  un  aguacatal,  agregando 
que  es  hijo  de  Cristina  Castañeda  y  de  M.  L.  D., 
lo  cual  está  en  concordancia  con  otras  prue- 
bas rendidas,  entre  las  que  puede  citarse  la 
inspección  ocular  practicada  por  el  Juez  de  los 
autos  en  la  casa  número  uno  de  la  Avenida 
Santa  Cecilia  de  esta  ciudad,  en  cuyá  diligen- 
cia se  comprobó  la  existencia  de  un  árbol  año- 
so de  aguacate,  y  por  referencias  de  la  inqui- 
lina  Adela  Alvarez,  se  supo  que  al  pie  del  mis- 
mo, en  un  tiempo  existieron  dos  galeras  o  ba- 
rracas, construidas  por  Manuel  Duarte  Camey. 
De  manera  que  en  esta  forma  queda  plena- 
mente establecida  la  existencia  del  principio  de 
prueba  por  escrito  que  la  ley  exige  para  la  ad- 
misión de  la  prueba  testimonial. 

Con  las  declaraciones  de  los  testigos,  seño- 
res: Gregorio  Calderón,  Narciso  y  Victoria' 
Urrutia  Ortiz,  Aurelia  Guzmán,  Aurora  Menén- 
dez,  Adela  Alvarez,  Francisco  Carranza,  José 
Gabriel  García,  José  Urrutia,  Guillermo  Aven- 
daño,  Licenciado  Juan  Mayorga  Franco  y  Jua- 
na Barreira  de  Cordón,  se  estableció  de  ma- 
nera irrefragable  que  Manuel  Duarte  Camey 
proveyó  a  la  subsistencia  y  educación  de  Ger- 
mán Leopoldo  Duarte  Castañeda;  que  éste  ha 
usado  constante  y  públicamente  el  apellido  de 
su  presunto  padre  y  que  éste  último  presenta- 
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ba  y  trataba  a  Germán  Leopoldo  Duarte  Cas- 
tañeda como  su  hijo  en  las  relaciones  socia- 
les y  de  familia,  circunstancias  todas  que  cons- 
tituyen la  posesión  notoria  de  estado  al  tenor 
de  lo  dispuesto  por  el  articulo  167  del  Decreto 
Legislativo  1932.  En  apoyo  de  la  demanda, 
obran  en  autos  los  siguientes  documentos  pre- 
sentados por  la  parte  actora:  testimonios  de 
las  escrituras  públicas  autorizadas  por  los  No- 
tarios Alberto  Cayetano  Camey  y  Juan  Ma- 
nuel Jiménez  Pinto,  en  esta  ciudad,  con  fechas 
seis  y  tres  de  septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho,  respectivamente,  en  las  que  de 
una  manera  clara  y  terminante  los  demanda- 
dos María  Emilia  y  Julián  Santos  Duarte  reco- 
nocieron a  Germán  Leopoldo  Duarte  Castañe- 
da, como  hijo  de  Manuel  Duarte  Camey.  El  mis- 
mo reconocimiento  hicieron  los  demandados  en 
los  memoriales  que  presentaron  al  Juzgado 
Primero  de  Primera  Instancia  departamental, 
con  fechas  seis  de  septiembre  del  mismo  año, 
escritos  que  fueron  debidamente  ratificados  an- 
te Juez  competente  por  los  signatarios.  En  con- 
secuencia, el  actor  Germán  Duarte  Castañeda 
ha  probado  plenamente  su  posesión  notoria  de 
estado  de  hijo  de  Manuel  Duarte  Camey,  por 
lo  que  la  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, al  reconocerlo  asi  en  su  sentencia,  hizo 
recta  aplicación  de  la  ley  y  no  violó  los  artícu- 
los 166  primera  parte,  170  y  171  del  Decreto  Le- 
gislativo número  1932. 

CONSIDERANDO: 

Que  por  no  tener  relación  con  el  punto  discu- 
tido, toda  vez  que  en  ellos  se  indica:  el  pro- 
cedimiento a  seguir  para  la  rectificación  de 
actas  defectuosas  del  Registro  Civil  y  las  ano- 
taciones marginales  consiguientes;  las  contien- 
das que  deben  tramitarse  en  via  ordinaria; 
qué  se  entiende  por  excepciones  perentorias  o 
instrumentos  públicos  y  auténticos  y  cuál  es  la 
fuerza  probatoria  de  los  mismos,  asi  como  de 
las  inspecciones  oculares,  la  Sala  sentenciadora 
al  pronunciar  su  fallo,  tampoco  infringió  los 
articulo  310,  366  del  Decreto  Legislativo  núme- 
ro 1932,  227,  248  segunda  parte,  277,  282,  262  y 
374  del  Decreto  Legislativo  número  2009.  Tam- 
poco fué  violado  el  artículo  185  del  Decreto  Gu- 
bernativo número  1862,  porque  la  prueba  pe- 
ricial fué  rendida  con  todos  los  requisitos  le- 
gales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  en 
las  consideraciones  hechas,  en  las  leyes  citadas 
y  en  lo  que  preceptúan  los  artículos  521,  524 
del  Decreto  Legislativo  número  2009,  232  y  233 
del  Decreto  Gubernativo  número  1862,  DESES- 


TIMA el  recurso  de  casación  interpuesto,  con- 
dena a  los  recurrentes  en  las  costas  del  mismo 
y  al  pago  de  la  multa  de  cien  quetzales,  que  en 
caso  de  insolvencia  se  traducirá  en  cincuenta 
días  de  prisión  simple,  conmutables  a  dos  quet- 
zales cada  día.  Notifiquese  y  con  certificación 
de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Raj.  Ordóñez  SoJís. — José  Serrano  Muñoz. — 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  — 
Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R.  Secre- 
tario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Mauricio  López  Flores  y  com- 
pafieros,  por  el  delito  de  hurto  de  semovien- 
tes. 

DOCTRINA:  Cuando  en  la  sentencia  se  expre- 
sa cuáles  hechos  fueron  probados  y  cuáles 
nó,  y  se  han  resuelto  todos  los  puntos  sobre 
que  versó  la  investigación  de  varios  delitos, 
la  parte  acusadora  carece  de  razón  al  ale- 
gar quebrantamiento  del  procedimiento  pa- 
ra fundan  el  recurso  de  casación. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  tres 
de  Julio  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  antece- 
dentes, se  examina  la  sentencia  que  dictó  la 
Sala  Tercera  de  Apelaciones  con  fecha  trece  de 
septiembre  de  mil  novecientos  treinta  y  nue- 
ve, confirmando  la  que  pronunció  el  Juez  de 
Primera  Instancia  del  departamento  de  Re- 
talhuleu,  en  la  que  declara:  lo.,  que  Mauri- 
cio López  Flores  es  autor  de  triple  delito  de 
hurto  de  semovientes  y  le  impone  acumulati- 
vamente la  pena  de  cinco  años  de  prisión  co- 
rreccional inconmutable,  aumentada  en  una 
tercera  parte;  2o.,  que  Wenceslao  Mérida  Mo- 
reno, es  autor  de  doble  delito  de  hurto  de  se- 
movientes y  le  impone  la  pena  acumulada  do 
tres  años  de  prisión  correccional  inconmuta- 
ble, aumentada  en  una  tercera  parte;  3o.,  que 
Wenceslao  Castillo  Hernández,  es  autor  de  do- 
ble delito  de  hurto  de  semovientes  y  le  impo- 
ne la  pena  acumulada  de  dos  años  de  prisión 
correccional  inconmutable,  aumentada  en  una 
tercera  parte;  y  4o.,  por  falta  de  prueba  ab- 
suelve a  Félix  Apolonio  González,  Juan  Ma- 
rroquín  Grijalva,  Magdaleno  Túnchez  García, 
José  Antonio  Bonilla  del  Cid,  Federico  de 
León  Ochoa,  Adolfo  González  Gramajo  y  José 
Antonio  García  Melgar,  del  cargo  que  por  el 
delito  de  hurto  de  semovientes,  se  les  formuló. 
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RESULTA: 

Que  el  veinticinco  de  abril  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  ocho,  el  Juez  de  Paz  de  Nuevo 
San  Carlos,  departamento  de  Quezaltenango, 
inició  diligencias  criminales,  por  haberse  pre- 
sentado Pedro  Barrios,  denunciando  que  de  la 
finca  "El  Recuerdo",  de  la  propiedad  de  Eve- 
rilda  Reyes,  de  donde  era  el  Caporal,  se  ha- 
bía desaparecido  un  novillo,  cinco  dias  antes. 
Al  ratificar  Barrios  el  parte,  expuso  que  tenia 
sospechas  de  que  el  vecino  Ismael  Gramajo 
fuera  el  autor  del  hurto  del  novillo,  pues  solo 
lo  veia  salir  de  noche  y  sus  familiares  no  da- 
ban razón  de  donde  se  encontraba,  y  porque 
éste  conocía  bien  los  potreros. 

El  mismo  día  (25)  se  presentó  por  escrito 
el  Licenciado  Rosalío  Reyes,  denunciando  el 
mismo  hecho,  haciendo  referencias  de  que  la 
desaparición  del  novillo,  que  era  de  su  hija, 
coincidió  con  el  retiro  de  los  mozos  de  su  pro- 
piedad, después  de  haberse  sublevado  alegan- 
do pretextos  fútiles  y  razones  infundadas  para 
no  trabajar.  Denunció  que  también  a  otras 
personas  se  les  han  perdido  semovientes  que 
no  han  podido  recuperar  y,  por  lo  que  se  re- 
fiere al  novillo  relacionado,  se  constituía  for- 
mal acusador  jie  los  que  resultaran  culpables. 
La  señorita  Everilda  Reyes  continuó  gestio- 
nando durante  el  curso  del  proceso,  firmando 
todos  sus  memoriales  con  auxilio  de  su  padre 
ya  mencionado,  agregando  en  el  primero  de 
ellos,  que  como  su  padre  ya  se  había  consti- 
tuido como  acusador,  se  abstenía  de  hacerlo 
ella.  Sin  embargo,  posteriormente  se  consti- 
tuyó como  tal  acusadora. 

En  virtud  de  citación  que  se  le  hizo,  se  pre- 
sentó Ismael  Gramajo  Salguero  y,  al  ser  inte- 
rrogado negó  haber  cometido  el  delito,  agre- 
gando que  la  cólera  que  tiene  el  Licenciado 
Reyes  es  porque  no  han  querido  venderle  los 
terrenos  contiguos  a  sus  propiedades.  A  este 
individuo  se  le  dejó  en  libertad  sujeto  a  resul- 
tas, por  no  aparecer  indicios  contra  él. 

Algún  tiempo  después,  el  doce  de  Junio  del 
mismo  año,  al  propio  Juzgado  de  Paz  de  Nue- 
vo San  Carlos,  se  presentó  Silvestre  M.  Reyes, 
dando  parte  que  de  los  potreros  de  don  Miguel 
Alecio  se  le  habían  perdido  dos  novillos,  sin 
haber  podido  encontrarlos  por  ninguna  parte, 
ni  tenia  sospechas  acerca  de  quien  se  los  hu- 
biera hurtado,  pero  más  tarde,  fué  avisado  y 
pudo  ver  que  Mauricio  Flores  los  conducía  y 
al  verlo  soltó  la  soga  con  que  había  agarrado 
a  uno  y  salió  corriendo,  a  caballo  hacia  la  po- 
blación. Esta  última  parte  fué  corroborada 
por  Eulalio  Túnchez,  hijo  del  denunciante, 
José  Carmen  González,  Lorenzo  Reyes  y  Cu- 
pertino  Cifuentes,  aunque  refiriéndose  el  últi- 
mo a  un  individuo  desconocido. 


Habiendo  sido  capturado  el  acusado  López 
Flores,  en  Retalhuleu,  el  Comisario  de  la  Po- 
licía de  este  lugar,  dispuso  practicar  las  pri- 
meras diligencias,  con  fundamento  en  las  fa- 
cultades que  confiere  el  Decreto  Gubernativo 
número  1745,  y  de  lo  practicado  ante  él  apare- 
ce: que  interrogado  el  reo,  expuso:  que  presu- 
mía que  su  detención  obedecía  a  que  había 
ayudado  a  Félix  Apolinario  González  a  sacar 
de  sus  terrenos  dos  semovientes  para  echar- 
los a  la  vía  pública  y  pudieran  llegar  a  sus 
querencias,  porque  sabían  que  su  dueño  Sil- 
vestre Reyes  los  estaba  buscando  y  a  quien  le 
habían  sido  robados  unos  días  antes,  habien- 
do sido  soi'prendidos  cuando  se  encontraban 
ejecutando  aquel  trabajo;  que  hacía  cinco  o 
seis  meses  que  se  dedicaba  a  cometer  esa  cla- 
se de  delitos,  inducido  por  Féliz  González  y 
Juan  Marroquin,  formando  parte  de  la  cua- 
drilla Magdaleno  Túnchez,  César  y  Eni'ique 
Escribá,  José  Antonio  y  José  Domingo  Boni- 
lla. Sindicó  como  autores  del  hurto  del  novi- 
llo del  Licenciado  Reyes  a  los  dos  Bonilla, 
ayudados  por  Juan  Marroquin  y  Félix  Gonzá- 
lez, habiéndolo  vendido  a  Francisco  Fuentes, 
destazador  de  Candelaria  Xolhuitz,  firmando 
la  carta  de  venta  Marroquin;  que  Marroquin  y 
los  dos  Bonilla  se  hurtaron  de  la  finca  "Co- 
pepé"  de  Emilio  Friely,  un  toro  que  vendieron 
a  Félix  González  y  éste  a  Magdaleno  Túnchez 
y  éste  al  destazador  Miguel  Alecio;  que  Tún- 
chez y  Félix  Apolonio  González  se  robaron  de 
la  finca  "Bella  Isla"  de  Maximiliano  Arrióla 
un  toro  que  fué  vendido  a  Federico  Ochoa,  asi 
como  los  dos  Escribá  y  Marroquin  se  hurtaron 
de  la  finca  "La  Fuente"  un  buey  grande  ven- 
dido a  Félix  González  y  éste  a  Ochoa,  y  de  la 
misma  finca,  el  declarante  con  Magdaleno 
Túnchez  se  robaron  un  buey  que  conserva  Tún- 
chez en  terrenos  de  Pedro  Cifuentes;  que  de 
la  hacienda  "La  Cuchilla"  los  hermanos  Boni- 
lla se  hurtaron  dos  novillos,  los  cuales  fueron 
vendidos  por  Marroquin  en  Champerico;  de  la 
hacienda  "Vaquil",  el  declarante,  los  Bonillas 
y  González,  se  robaron  un  novillo  vendido  a 
Federico  Ochoa;  de  la  finca  "Los  Unidos"  de 
Eduardo  Alejos,  juntamente  con  Félíz  Gonzá- 
lez, Túnchez,  Bonilla  (Antonio)  y  Marroquin, 
se  hurtaron  un  novillo  bermejo  de  Juan  Ra- 
mírez, quedándole  a  Marroquin,  quien  se  lo 
dió  a  González;  a  Feliciano  Guzmán,  los  dos 
Escribá  y  Marroquin  le  robaron  una  vaca  ove- 
ra; de  la  finca  "San  Francisco",  el  declarante 
con  César  Escribá,  Túnchez  y  González,  se 
hurtaron  un  novillo  color  sardo;  que  Gonzá- 
lez tiene  en  su  terreno  un  caballo  bayo  que  le 
vendió  Marroquin  y  éste  tiene  un  caballo  ro- 
sillo que  se  trajo  de  por  Champerico;  los  Bo- 
nilla tienen  un  caballo  alazán  que  trajeron  de 
Mazatenango,  presumiendo  que  todos  estos  ani- 
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males  sean  hurtados,  por  dedicarse  todos  ellos 
al  robo  de  semovientes,  acostumbrando  que 
cuando  vendia  Túnchez,  extendía  la  carta  de 
venta  González  y  cuando  éste  hacia  el  nego- 
cio, Túnchez  firmaba  la  carta  de  venta. 

Silvestre  Maldonado  se  produjo  en  el  mismo 
sentido  que  se  deja  relacionado  anteriormente. 

Magdaleno  Túnchez  dijo  que  su  prisión  obe- 
dece a  que  unos  cuatreros  lo  sindican  como 
cómplice,  pero  que  los  principales  autores  son 
Félix  Apolonio  González,  Juan  Marroquín,  Fe- 
derico de  León  Ochoa  y  Mauricio  López,  a 
quienes  conoce,  y  sus  relaciones  con  ellos  so 
concretan  a  que  en  muchas  ocasiones,  y  siem- 
pre en  horas  de  la  noche,  los  ha  ayudado  a 
conducir  partidas  de  ganado;  hacia  poco  les 
fué  hacer  encuentro  al  puente  de  "Ocosito", 
cuando  conduela  doce  cabezas  de  ganado  va- 
cuno, ayudándoles  para  llevarlos  a  la  propie- 
dad de  González,  de  donde  supo  fueron  trasla- 
dados el  dia  siguiente  a  la  do  Federico  Ochoa 
en  Nuevo  San  Carlos. 

Arcadio  Rosoto  dijo:  que  Félix  González  ha- 
bía llegado  a  su  casa  a  pedirle  pastura  para 
dos  novillos,  cuya  procedencia  él  ignoraba. 

César  Escribá,  Domingo  Bonilla  y  Federico 
de  León  Ochoa,  negaron  haber  cometido  ningu- 
no de  estos  hurtos,  agregando  el  primero,  que 
a  Juan  Marroquin  le  vendió  un  caballo  bayo 
que  había  comprado  a  Carlos  Krammer  y  el 
tercero,  que  su  oficio  es  destazador  y  como  tal 
ha  comprado  varios  animales  a  Félix  Apolonio 
González,  habiendo  tenido  últimamente  con  él 
una  dificultad,  consistente  en  que  se  había 
comprometido  a  entregarle  ocho  vacas  para  el 
destace  y  en  vez  de  la  primera  vaca  le  llevó 
un  novillo  que  a  fuerza  de  ruegos  al  guarda- 
rastro,  consintió  en  que  fuera  destazado  y  que 
las  demás  no  se  las  ha  entregado,  a  pesar  de 
haber  recibido  su  valor  y  de  la  carta  de  venta 
que  le  otorgó. 

Juan  Marroquín  negó  su  participación  en 
estos  hechos,  agregando  que  con  Félix  Apolo- 
nio González  ha  celebrado  contratos  de  gana- 
do, entre  ellos  haberle  vendido  un  novillo  pin- 
to de  blanco  y  bermejo  que  había  comprado  a 
Wenceslao  Mérida;  que  en  cierta  ocasión  vió 
pasar  por  su  casa  a  González  conduciendo  una 
vaca  bermeja  y  una  novilla,  requiriendo  la 
ayuda  del  dicente  para  pasarlos  de  la  pobla- 
ción, pagándole  un  quetzal:  otra  vez  pasó  con 
una  novilla  barrosa,  un  toro  hosco  y  una  no- 
villita  baya;  que  por  referencia  verbal  que  le 
hizo  Adolfo  González  sabe  que  entre  él  o  Is- 
mael Gramajo  se  hurtaron  un  novillo  del  Li- 
cenciado Rosalío  Reyes;  que  no  tuvo  interven- 
ción en  el  hurto  de  un  toro  de  la  hacienda 
"Copcpé",  pero  sobre  ésto  hay  de  cierto  que 
Adolfo  González  llegó  a  su  casa  y  le  dijo  que 
estaba  muy  pobre  y  necesitado  de  dinero  para 


pagar  lo  que  debía  a  Matías  López  y  le  pro- 
puso le  ayudara  a  sacar  un  chivito  de  "Cope- 
pé"  o  mejor  sería  una  mancuerna,  a  lo  que  le 
respondió  negándose,  porque  siendo  su  padre 
un  hombre  honrado  no  podía  manchar  su  nom- 
bre por  una  bagatela;  el  mismo  día,  por  la  tar- 
de, vió  que  González  regresaba  con  un  chivito, 
el  cual  vendió  a  Félix  Apolonio  González.  Este 
último  dijo  que  desde  hacía  dos  meses,  tenía 
a  su  servicio  a  Mauricio  López;  que  se  dedica 
a  la  compra  y  venta  de  semovientes  y  por  esa 
razón  ha  comprado:  a  Juan  Marroquín  un  ca- 
ballo claro,  sin  carta  de  venta,  al  mismo  un 
buey  sardo;  a  Magdaleno  Túnchez  le  vendió 
una  vaca  hosca  y  una  prieta;  que  con  César 
Escribá  y  J.  Antonio  Bonilla  no  ha  tenido  ne- 
gocios y  sí  con  Federico  Ochoa  a  quien  le  ha 
vendido  por  partidas,  comprometiéndose  a  en- 
treguárselas  una  por  una  para  su  destace,  en- 
tre las  que  está  la  de  ocho  vacas  a  que  éste 
se  refiere;  con  Adolfo  González  e  Ismael  Gra- 
majo nunca  ha  tenido  negocios;  a  Wenceslao 
Castillo  le  compró  dos  novillas,  un  torito  y  un 
novillo  sin  que  le  diera  cartas  de  venta;  que 
no  se  explica  cómo  pudieron  resultar  en  sus 
terrenos  los  animales  que  Silvestre  Maldonado 
tenía  en  terrenos  de  Miguel  Alecio,  solo  que 
Mauricio  Flores  los  haya  llevado  allí.  Niega 
haber  tomado  participación  en  el  hurto  del  no- 
villo del  Licenciado  Reyes,  aunque  es  verdad 
que  por  ese  tiempo  le  vendió  a  Francisco 
Fuentes,  destazador  de  Candelaria  un  toro  ber- 
mejo, criollo,  habiéndoselo  ido  a  dejar  como 
a  las  diecinueve  horas  en  compañía  de  Mauri- 
cio Flores;  también  compró  a  J.  Antonio  y  Do- 
mingo Bonilla  un  toro  barroso  que  vendió  a 
Magdaleno  Túnchez. 

Francisco  Fuentes  dijo  haber  comprado  a 
Félix  González  un  novillo  overo  de  blanco  y 
negro;  que  dadas  las  circunstancias  en  que  se 
encontraba  el  vendedor  (no  explica  cuáles  son) 
no  pudo  extenderle  la  carta  de  venta,  compro- 
metiéndose a  llevársela  junto  con  el  semo- 
viente a  Candelaria,  lo  que  verificó  ese  mismo 
dia  por  la  noche,  llegando  en  compañía  de 
Mauricio  López.  También  ha  comprado  a  Gon- 
zález otros  semovientes  cuya  enumeración 
hace. 

Fueron  capturados  también  Wenceslao  Cas- 
tillo Hernández  y  Wenceslao  Mérida,  habien- 
do declarado  el  primero,  que  a  fines  de  Abril 
le  vendió  a  Félix  González  dos  novillas,  sin 
haberle  dado  carta  de  venta  por  falta  de  pa- 
pel sellado,  pero  ya  la  tenia  hecha  entre  los 
papeles  que  le  incautó  la  policía;  uno  de  esos 
semovientes  lo  compró  a  José  Maria  Carrillo 
y  el  otro  es  criollo;  a  Juan  Marroquín  le  ven- 
dió un  caballo  rosillo  que  compró  a  Filandro 
Orozco  en  Champerico;  que  a  Wenceslao  Mé- 
rida le  ha  vendido  ganado  para  el  destace, 
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pues  éste  es  el  oficio  de  Mérida;  que  es  propie- 
tario de  cinco  vacas  paridas,  una  hiorra  y  dos 
caballos  obtenidos  legalmente  con  sus  cartas 
de  venta  respectivas.  El  segundo,  Mérida,  dijo 
que  efectivamente  le  ha  comprado  algunos  ani- 
males a  Castillo,  para  su  destace,  pero  a  Juan 
Marroquín  no  le  ha  vendido;  que  es  dueño  de 
veintinueve  cabezas  de  ganado  de  diferentes 
clases  y  edades  y  cuatro  bestias,  teniendo  su 
fierro  de  herrar;  no  conoce  a  Félix  Apolonio 
González,  ni  ha  hecho  ningún  negocio  con  él. 

Las  diligencias  practicadas  por  la  policía, 
pasaron  al  Juzgado  de  Primera  Instancia  de 
Retalhuleu,  en  donde  Silvestre  Reyes  presen- 
tó un  memorial  auxiliado  por  el  Licenciado 
Rosalía  Reyes,  constituyéndose  acusador.  El 
mismo  Licenciado  Reyes  auxilia  a  Magdaleno 
Túnchez,  en  un  memorial  que  presentó  ha- 
ciendo ver  su  inocencia. 

Al  dar  parte  el  Comisario  de  Policía  de  Re- 
talhuleu de  haber  sido  capturados  Adolfo  Gon- 
zález Gramajo  e  Ismael  Gramajo  Salguero, 
manifestó  que  el  primero  habla  confesado  su 
participación  en  estos  delitos,  citando  como  su 
principal  cómplice  a  Mauricio  Flores  a  quien 
tenía  a  su  servicio.  Al  ser  examinados,  de- 
claró el  primero,  diciendo  que  Mauricio  Flores 
le  dió  dos  toretes  para  que  los  vendiera  y  sa- 
liera de  sus  deudas,  mas  otros  dos,  diciéndole 
que  Félix  González  se  los  mandaba;  que  de  és- 
tos cuatro,  uno  se  le  extravió  y  supone  que  el 
mismo  Flores  se  lo  llevó,  pero  que  él  no  es 
cómplice  en  ninguno  de  los  hechos  pesquisa- 
dos. El  segundo,  negó  lo  relativo  al  hurto 
del  novillo  del  Licenciado  Reyes  y  que  haya 
hecho  denuncia  de  que  Pedro  Barrios,  caporal 
de  Reyes,  tuviera  en  su  poder  armas  naciona- 
les, pues  acerca  de  ésto  se  ha  quejado  insis- 
tentemente Reyes,  diciendo  que  a  causa  de  la 
denuncia  que  hizo  su  caporal  Barrios,  Grama- 
jo  había  denunciado  que  tenia  armas  escon- 
didas, por  cuyo  motivo  lo  pusieron  preso,  has- 
ta que  se  comprobó  que  era  falso. 

Al  proceso  fueron  presentadas  muchas  car- 
tas de  venta,  correspondiendo  veintiuna  a  fa- 
vor de  Juan  Marroquín  y  ochentitres  a  Félix 
Apolonio  González. 

El  Juez  de  Primera  Instancia,  dictó  senten- 
cia el  veintidós  de  diciembre  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  ocho,  en  la  que  consideró  que  está 
comprobada  la  delincuencia  de  Mauricio  Flores 
con  respecto  a  los  semovientes  de  Silvestre  M. 
Reyes,  que  fueron  valuados  en  veinte  quetza- 
les; asi  como  el  hurto  de  dos  novillos  de  la 
propiedad  de  Sebastián  Suxeva,  valuados  en 
cinco  quetzales  cada  uno;  y  de  un  novillo  de 
Everilda  Reyes,  valuado  en  veinte  quetzales; 
que  contra  Wesceslao  Mérida  existe  prueba  de 
su  propia  confesión,  de  haberse  hurtado  dos 
bueyes  de  la  Hacienda  "El  Carmen",  valuados 


en  diez  quetzales  cada  uno;  que  a  Wenceslao 
Mérida  le  fué  encontrada  una  novilla  prieta, 
valuada  en  cinco  quetzales,  sin  que  justificara 
su  procedencia,  y  a  Wenceslao  Castillo,  un 
buey  bermejo  estimado  en  diez  quetzales  y 
que  este  mismo  confesó  haber  hurtado  un  no- 
villo prieto  de  José  Kiesh,  valuado  en  ocho 
quetzales;  por  lo  que  fueron  condenados  a  las 
penas  expresadas  al  principio  del  presente  fa- 
llo, el  cual,  como  se  ha  dicho,  fué  confirmado 
sin  ninguna  modificación  por  la  Sala  Tercera 
de  Apelaciones. 

Contra  el  fallo  de  segunda  Instancia,  inter- 
pusieron el  recurso  de  casación:  a)  Everilda 
Reyes  por  haber  — según  dice —  flagrante  vio- 
lación de  ley  y  violación  en  el  procedimiento, 
por  no  expresarse  qué  hechos  fueron  probados 
y  cuáles  nó;  porque  tampoco  se  resolvieron  to- 
dos los  puntos  sobre  que  versó  la  discusión; 
se  ha  cometido  error  de  derecho  al  calificar 
los  hechos  que  constituyen  el  delito,  así  como 
al  determinar  la  participación  que  cada  uno 
de  los  procesados  tuvieron  en  ese  delito;  y 
juzga  que  han  sido  violados  los  artículos  35, 
566,  568,  570  incisos  lo.,  2o.,  3o.,  6o.;  571,  574, 
586  incisos  lo.  y  2o.,  589,  595,  596,  598,  599,  601, 
602  incisos  lo.,  2o.,  6o.  y  7o.:  603,  673,  674  in- 
cisos lo.  y  2o.;  675,  676  incisos  3o.,  4o.  y  5o.; 
677  incisos  3o.,  4o.  y  7o.;  729  y  735  del  Código 
de  Procedimientos  Penales;  IX,  82,  130  y  136 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial;  b), 
Wenceslao  Mérida  y  Wenceslao  Castillo;  por 
infracción  de  ley,  porque  los  hechos  en  que  se 
fundan  las  presunciones  que  se  consideran  en 
el  fallo  para  condenarlos,  no  se  ven  pi'obados 
en  las  actuaciones  y  se  fundan  para  ello  en  los 
artículos  566,  568,  571,  572,  573  incisos  lo.,  2o., 
3o.  y  4o.;  574,  575,  581  incisos  2o.,  4o.  y  8o.; 
583  inciso  lo.;  586  en  sus  seis  incisos;  589,  595, 
596,  597,  601,  602  inciso  7o.;  603,  604,  608,  609 
incisos  lo.,  2o.,  3o.  y  4o.;  614  y  615  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

La  primera  de  las  recurrentes  fué  notifica- 
da del  "ejecútese"  el  día  once  de  Octubre  de 
mil  novecientos  treinta  y  nueve,  habiéndose 
recibido  su  escrito  en  la  Secretaría  de  esta 
Corte,  por  correo  el  veintitrés  del  mismo,  y  los 
segundos  fueron  notificados  el  día  nueve  de 
Octubre,  recibiéndose  su  escrito  en  la  propia 
Secretaría,  también  por  correo,  el  mismo  vein- 
titrés. Auxilia  a  la  primera  su  padre,  el  abo- 
gado Rosalío  Reyes  y  a  los  otros  el  Abogado 
Carlos  Rafael  López,  que  también  fué  su  de- 
fensor. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  es  cierto  lo  que  afirma  la  recurren- 
te Everilda  Reyes  de  que  no  se  exprese  en  la 
sentencia  recurrida  cuáles  hechos  fueron  pro- 
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bados  y  cuáles  nó;  y  que  no  se  hayan  resuel- 
to todos  los  puntos  sobre  que  versó  la  discu- 
sión, omisiones  en  las  que  hace  consistir  la 
violación  en  el  procedimiento;  pues  en  párra- 
fos separados,  puede  leerse  las  razones  en  que 
se  apoyó  el  tribunal  de  segunda  instancia  para 
estimar  quiénes  de  los  sindicados  son  los  res- 
ponsables de  los  distintos  hechos  de  que  fue- 
ron acusados  y  quienes  son  aquellos  respecto 
de  los  cuales  no  se  pudo  evidenciar  su  partici- 
pación en  esos  mismos  delitos,  lo  que  motivó 
que  fueran  absueltos  de  los  cargos  que  se  les 
formularon,  sin  que,  fuera  de  los  delitos  de 
hurto  de  semovientes  que  constituyeron  la 
base  del  procedimiento,  existan  otros  puntos 
sobre  los  cuales  haya  versado  la  discusión.  En 
consecuencia,  el  recurso  por  infracción  en  el 
procedimiento,  no  tiene  razón  de  ser  y  debe 
desestimarse,  por  no  aparecer  violación  algu- 
na de  artículos  relativos  a  las  causas  invoca- 
das por  la  recurrente. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  673,  674,  67.5,  676,  677  y  735 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  citados 
como  infringidos  por  la  propia  recurrente,  no 
pueden  ser  materia  de  un  recurso  extraordi- 
nario, porque  los  cinco  primeros  regulan  el  de 
casación  que  solo  pueden  ser  tenidos  en  cuen- 
ta por  el  Tribunal  Supremo,  sin  que  tenga 
participación  en  ellos  el  de  segunda  instancia: 
y  el  último  por  referirse  a  la  redacción  de  las 
sentencias,  respecto  de  lo  cual  no  puede  en- 
trarse a  conocer,  sino  que  sus  prescripciones 
tienen  que  ser  observadas  por  los  respectivos 
tribunales. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  competencia  para  conocer  en  las  cau- 
sas criminales,  cuando  no  se  promueve  de  ofi- 
cio, las  partes  tienen  el  derecho  de  promoverla 
dentro  del  término  legal,  y  no  habiéndolo  he- 
cho la  recurrente  en  su  oportunidad,  no  puedo 
alegar  la  infracción  de  los  artículos  35  de  Pro- 
cedimientos Penales,-  IX  de  los  P.  F.;  82,  130 
y  136  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  .Tu- 
dicial. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  la  sentencia  que  se  examina,  han 
quedado  ampliamente  reconocidos  los  dere- 
chos de  Everilda  Reyes  como  acusadora  en  la 
causa,  por  cuanto  que  contieno  la  condena  del 
reo  Mauricio  López  Flores  como  autor  del  hur- 
to de  un  novillo  de  su  propiedad  y  a  la  indem- 
nización civil  correspondiente;  y  no  se  expli- 
ca, en  consecuencia,  ol  motivo  para  la  interpo- 
sición del  recurso  y  para  alegar  la  violación 
de  los  artículos  relativos  a  la  prueba,  los  cua- 
les podrían  haberle  servido  para  el  efecto  de 


que  la  sentencia  fuese  absolutoria.  Y  si  su 
mira  ha  sido  la  de  objetar  el  fallo  de  la  Sala, 
por  la  absolución  de  que  fueron  objeto  otros 
de  los  enjuiciados,  debe  tenerse  en  cuenta  que 
no  habiéndose  explicado  por  ella  cuáles  son  en 
detalle  las  pruebas  que  existen  para  que  hu- 
biesen sido  condenados  y  no  apareciendo  de  lo 
actuado  el  mérito  suficiente  para  haber  pro- 
cedido conforme  a  las  intenciones  por  ella  ma- 
nifestadas, no  puede  admitirse  que  hayan  sido 
infringidos  los  artículos  566,  568,  570,  571,  574, 
586,  588,  589,  595,  596,  598,  599,  601,  602  y  603 
y  729  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
todos  los  cuales  fueron  estrictamente  observa- 
dos por  el  tribunal  sentenciador  al  analizar 
las  pruebas  rendidas,  estimándolas  insuficien- 
tes para  fundar  en  ellas  un  fallo  condenatorio 
respecto  de  los  sindicados  que  fueron  absueltos. 

CONSIDERANDO: 

Que  habiendo  sido  notificados  del  "ejecú- 
tese" los  enjuiciados  Wenceslao  Mérida  y  Wen- 
ceslao Castillo  el  día  nueve  de  Octubre  de  mil 
novecientos  treinta  y  nueve,  comenzó  a  co- 
rrerles el  término  de  diez  días  para  la  interpo- 
sición del  recurso  el  dia  siguiente,  es  decir  el 
diez  de  Octubre,  habiéndose  vencido  los  diez 
días  el  diecinueve  del  mismo;  y  como  el  res- 
pectivo memorial  fué  recibido  en  la  Secreta- 
ría de  esta  Corte  hasta  el  día  veintitrés,  quie- 
re decir  que  para  esta  fecha  ya  había  expira- 
do ol  plazo,  aun  descontándose  los  días  domin- 
gos y  feriados,  no  así  el  término  de  la  dis- 
tancia, porque  los  interesados  tuvieron  el  do 
reeho  de  presentarlo  ante  el  propio  Juzgado 
de  Primera  Instancia  y  por  esta  razón,  el  re- 
curso es  extemporáneo.  Artículos  681  de  Pro- 
cedimientos Penales,  XXIX  inciso  .5o.  P.  F.  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  en 
lo  que  disponen  los  artículos  685,  686  y  690 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  233  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  recha- 
za poi'  extemporáneo  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  Wenceslao  Mérida  y  Wenceslao 
Castillo;  declara  improcedente  el  que  asimis- 
mo interpuso  Everilda  Reyes,  tanto  por  que- 
brantamiento de  forma  como  por  violación  de 
ley  y  la  condena  a  un  arrosto  de  quince  días, 
que  podrá  conmutar  a  razón  de  veinticinco 
centavos  diarios.  Notifiquese  y  con  certiifca- 
ción  de  lo  resuello,  devuélvanse  los  anteceden- 
tes al  tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñei  .S'o/i.v.  -  José  Serrana  Muñoz. 
Abel  Paredes.  -  Fianrisco  E.  Rodrigues.  — 
Federico  O.  SiUasar.  Max  García  R.  Se- 
cretario. 
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CRIMINAL 

PROCESO  contra  el  aargento  Juan  Castillo, 
por  el  delito  de  atentado  y  lesiones. 

DOCTRINA:  Los  atentados  contra  los  jueces: 
ordinarios  cometidos  por  individuos  que  per- 
tenecen al  Ejército,  causan  desafuero. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  cin- 
co de  Julio  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  en  casación  la  causa  que  por  el  delito 
de  atentado  y  lesiones  se  siguió  contra  el  sar 
gento  Juan  Castillo  López. 

RESULTA: 

Que  el  diez  y  seis  de  marzo  del  año  próximo 
pasado,  el  Comisario  de  la  Policía  de  Hacien- 
da y  el  Comandante  Local  de  San  Antonio 
Huista,  dieron  parte  por  telégrafo  al  Juez  de 
la.  Instancia  y  al  Jefe  Político  de  Huehuete- 
nango  de  que  en  la  aldea  Santa  Ana  Huista,  en 
donde  se  celebraba  una  festividad  popular,  el 
Intendente  Municipal  Humberto  Galicia,  en  es- 
tado de  ebriedad  agredió  a  la  guardia,  siendo 
golpeado  por  el  sargento  de  la  misma.  Asi- 
mismo el  Regidor  lo.  envió  telegrama  al  Juaz 
dándole  parte  de  que  en  esos  momentos  la  au- 
toridad militar  había  atropellado  al  Intenden- 
te Municipal  flagelándolo  sin  motivo  justifica- 
do en  el  corredor  del  Juzgado  de  la  localidad. 
Al  día  siguiente,  el  Jefe  Político  dió  cuenta  al 
Juez  con  el  señor  Humberto  Galicia  en  la  Cár- 
cel pública  de  la  cabecera.  Dicho  señor  Ga- 
licia que  desempeñaba  el  cargo  de  Intendente 
Municipal  de  San  Antonio  Huista  fué  indaga- 
do el  veintidós  del  mismo  mes  y  explicó  el  he- 
cho asi:  que  como  a  las  catorce  horas  del  día 
diez  y  seis  de  ese  mes  el  declarante  salió  a  la 
puerta  del  Juzgado  Auxiliar  de  la  aldea  y  le 
dijo  al  sargento  que  no  le  estuvieran  botando 
en  la  puerta  del  Juzgado  ¡as  basuras  de  la 
fruta  que  se  estaban  comiendo,  pues  momen- 
tos antes  un  hombre  se  había  escapado  de 
caer  por  una  cáscara  de  papaya,  a  lo  que  con- 
testó el  sargento  dándole  una  bofetada  en  la 
boca,  dos  golpes  en  el  pecho  y  causándole  una 
pequeña  lesión  en  el  dedo  meñique  de  la  mano 
derecha;  que  como  ya  era  hora  de  almuerzo 
llegaron  sus  hermanos  y  se  lo  llevaron  a  su 
posada.  Negó  haber  estado  ebrio  y  disparado 
su  revólver;  pues  no  portaba  y  dijo  que  en 
ninguna  ocasión  había  tenido  dificultades  con 
el  sargento  por  lo  que  le  extrañó  que  solo  por 
el  reclamo  que  le  hizo  le  haya  pegado. 

El  Comandante  Local  de  San  Antonio  Huis- 
ta, Luis  Felipe  Figueroa,  declaró  que  el  hecho 
no  le  constaba  de  vista  sino  por  parte  que  le 
dió  el  cabo  Mariano  Martínez. 


El  señor  Pedro  Castilla  y  Arana,  Coman- 
dante de  la  Policía  de  Hacienda,  declaró  que 
no  presenció  el  hecho  pero  lo  supo  por  parte 
que  le  dió  uno  de  sus  agentes;  que  respecto 
al  disparo,  acudió  a  ver  lo  que  ocurría,  pre- 
guntó en  el  cuerpo  de  guardia  y  uno  de  los 
soldados  le  dijo  que  el  Intendente  era  el  que 
había  disparado  en  el  interior  del  Juzgado 
Auxiliar;  que  por  orden  del  Jefe  Político  remi- 
tió a  Galicia  a  la  cabecera  bajo  la  custodia  del 
Regidor  Octavio  Palacios. 

Con  vista  de  las  diligencias  practicadas,  el 
Juez  mandó  que  se  tomara  declaración  inda- 
gatoria al  sargento  Juan  Castillo  y  el  veinti- 
cinco de  marzo  declaró  en  los  términos  si- 
guientes: Conocía  a  Humberto  Galicia  por- 
que era  Intendente  del  pueblo  de  su  domici- 
lio; el  día  diez  y  seis  de  marzo  como  a  las 
quince  horas,  se  encontraba  en  la  aldea  San- 
ta Ana  Huista,  acompañado  de  los  soldados 
Pedro  Félix,  Isidro  Rodríguez,  Flavio  Agustín, 
Tiburcio  Domínguez,  Pedro  López  y  Virgilio 
Hernández,  cuando  el  Intendente  Galicia  en 
estado  de  ebriedad  le  pegó  a  Porfirio  Castella- 
nos, quien  llegó  hasta  el  cuerpo  de  guardia  del 
cual  era  sargento  el  interrogado  y  como  le 
hiciera  ver  lo  malo  que  hacia  con  atropellar, 
dejó  a  Castellanos  y  agredió  al  declarante  tra- 
tando de  quitar  su  arma  al  soldado  Isidro  Ro- 
dríguez por  lo  que  tuvo  que  defender  el  pues- 
to que  se  le  había  confiado  y  le  dió  un  solo 
culatazo  en  la  cara  a  Galicia;  negó  haber  bo- 
tado cáscaras  de  frutas  pues  sabia  que  era 
prohibido  comer  fruta  en  la  guardia  y  botar 
la  basura  en  lugar  visible.  Por  los  delitos  de 
abusos  contra  particulares  y  lesiones  decretó 
el  Juez  la  prisión  provisional  de  Juan  Casti- 
llo López. 

Los  soldados  Isidro  Rodríguez,  Flavio  Agus- 
tín, Pedro  Félix  y  Tiburcio  Domínguez,  indi- 
viduos de  la  guardia,  que  cuidaban  el  orden 
público  de  Santa  Ana  Huista,  el  día  del  he- 
cho declararon  en  iguales  términos  que  lo  hizo 
el  sargento  Castillo. 

Los  testigos  Carlos  Gómez,  sargento  de  la 
Policía  Municipal  de  San  Antonio  Huista,  Lu- 
percio  Morales  agente  de  la  misma  Policía  y 
el  particular  Mariano  Martínez  que  instaló 
una  venta  en  la  aldea  Santa  Ana  en  los  días 
de  la  fiesta,  declararon  de  conformidad  que  el 
Intendente  Municipal  señor  Galicia  no  estaba 
ebrio  y  que  el  disgusto  del  sargento  fué  el  re- 
clamo que  aquél  le  hizo  porque  tiraba  cásca- 
ras de  fruta  frente  al  Juzgado,  por  lo  que  le 
dió  de  culatazos  derribándolo  al  suelo. 

Mariano  E.  Martínez,  cabo  de  la  guarnición 
y  los  -soldados  Félix  Martínez,  Pedro  López, 
José  Cecilio  Camposeco  y  Virgilio  Hernández, 
declararon  que  Galicia  quería  pelear  con  Cali- 
merio  Castillo,  en  estado  de  ebriedad  y,  como 
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tenía  pistola,  el  Cabo  le  llamó  la  atención  in- 
dicándole que  mejor  se  fuera  a  recoger,  pero 
en  vez  de  hacerlo  asi,  Galicia  se  entró  a  la  co- 
cina de  la  casa  donde  estaba  Castillo  y  los  de- 
clarantes siguieron  rondando  las  calles  de  la 
aldea;  que  al  momento  oyeron  un  disparo  y 
lograron  averiguar  que  lo  habla  hecho  Gali- 
cia en  el  propio  Juzgado.  En  virtud  de  pre- 
gunta manifestaron,  Mariano  E.  Martínez,  que 
Galicia  vestía  pantalón  azul  sin  saco  y  sin 
sombrero;  Félix  Martínez,  dice  que  vestía 
pantalón  amarillo  camisa  blanca  y  no  se.  fijó 
si  tenía  saco;  Pedro  López,  que  era  pantalón 
blanco,  camisa  blanca  sin  sombrero  ni  saco; 
Camposeco,  que  llevaba  pantalón  negro  y  ca- 
misa color  de  rosa;  y  Hernández,  que  era 
pantalón  blanco  o  crée  que  azul,  camisa  blan- 
ca sin  sombrero  y  saco. 

.  J.  Matilde  Martínez  declaró  que  el  diez  y 
seis  de  marzo  encontrándose  en  Santa  Ana 
Huista  con  motivo  de  la  fiesta,  como  a  las  diez 
y  seis  horas  vió  que  en  el  corredor  del  Juzga- 
do había  una  bulla;  que  se  acercó  y  en  ese 
momento  el  Intendente  Galicia  levantaba  las 
manos  y  el  sargento  de  la  guardia  Juan  Cas- 
tillo le  daba  un  culatazo  en  la  cara  del  cual 
lo  botó  al  suelo;  que  le  consta  que  el  señor  Ga- 
licia nunca  llevaba  revólver  pues  no  tenia  ar- 
ma de  su  propiedad;  que  como  dos  horas  an- 
tes lo  había  visto  completamente  bueno  y  que 
ignoraba  el  motivo  del  disgusto  con  el  sar- 
gento. 

Gildardo  Camposeco,  declaró  que  estuvo  to- 
cando marimba  en  el  corredor  del  Juzgado  el 
día  diez  y  seis  entre  diez  y  seis  y  diez  y  siete 
horas;  vió  que  Galicia  no  estaba  ebrio  y  le 
consta  que  no  portaba  revólver  porque  no  te- 
nía esa  arma.  Juan  Arnulfo  Rodríguez,  pri- 
mer Regidor  de  la  Junta  Municipal,  Romualdo 
Morales  y  Adrián  López  Hernández,  Au.xilíar, 
vieron  cuando  Castillo  le  pegó  a  Galicia,  quien 
ni  estaba  ebrio  ni  portaba  revólver.  Adrián 
Cardona  llegó  cuando  Galicia  ya  estaba  gol- 
peado, pero  le  consta  asimismo  que  nunca 
portaba  revólver. 

RESULTA: 

Que  el  treinta  y  uno  de  marzo  el  Juez  se 
inhibió  de  conocer  y  mandó  pasar  las  diligen 
cias  a  la  Comandancia  do  Armas  para  su  pro- 
secución y  fenecimiento,  estimando  que  el  co- 
nocimiento del  hecho  correspondía  a  los  Tri- 
bunales Militares.  Ya  en  la  Comandancia  de 
Armas  se  elevó  a  plenario  la  causa  y  se  ex- 
carceló al  reo,  practicándose  en  seguida  nue- 
vas diligencias  durante  el  término  de  prueba, 
de  las  cuales  no  se  hace  mención  por  haber 
sido  anuladas  por  la  Sala. 


En  auto  para  mejor  fallar  se  mandó  que  in- 
formara el  Intendente  de  San  Antonio  Huista 
sobre  si  en  su  despacho  aparecían  quebrados 
un  reloj  y  la  vara  correspondientes  a  dicho 
funcionario,  debiendo  averiguar  quien  los 
rompió  y  por  qué  causa;  asimismo  se  mandó 
a  examinar  a  Augusto  Aguirre  y  Porfirio  Cas- 
tellanos. 

Porfirio  Castellanos  declaró  ser  cierto  que 
el  diez  y  seis  de  marzo  como  a  las  diez  y  seis 
horas,  estando  parado  en  el  corredor  del  Juz- 
gado de  San  Antonio  Huista,  Galicia  en  esta- 
do de  ebriedad  intentó  pegarle  manadas  sin 
que  mediara  motivo  sino  simplemente  por  el 
estado  de  borrachera  en  que  se  encontraba; 
que  como  el  cuerpo  de  guardia  estaba  insta- 
lado en  el  propio  corredor,  el  sargento  Casti- 
llo intervino  para  evitar  que  le  pegara  pero 
entonces  Galicia  se  volteó  queriendo  pegarle 
al  sargento;  que  no  se  dió  cuenta  de  lo  demás 
porque  aprovechando  ese  momento  se  retiró 
el  declarante  de  aquel  lugar,  sin  que  Galicia 
le  haya  pegado  ningún  golpe  al  exponente. 

Augusto  D.  Aguirre  dirigió  escrito  al  Fiscal 
Militar,  fechado  en  Agua  Zarca,  Santa  Ana 
Huista,  el  diez  de  junio,  manifestando  que  fué 
citado  para  presentarse  a  la  Fiscalía  pero  que 
habiendo  sido  víctima  de  una  caída  de  caba- 
llo no  podía  moverse  de  su  domicilio;  que  ha- 
biendo averiguado  que  se  le  necesitaba  para 
declarar  en  el  proceso  seguido  contra  el  ex- 
Intendente  Municipal  Humberto  Galicia  y  el 
sargento  de  la  guarnición,  manifestaba  que  es- 
tuvo en  Santa  Ana  Huista  el  miércoles  quince 
de  marzo  y  el  diez  y  seis  hasta  las  nueve  ho- 
ras no  habiéndole  ocurrido  ninguna  novedad 
ni  presenciando  ninguna  cosa. 

En  autos  obran  un  escrito  dirigido  al  Jefe 
Político  de  Huehuetenango  y  firmado  por  va- 
rias personas,  fecha  diez  y  ocho  de  abril  de 
mil  novecientos  treinta  y  nueve,  en  que  ma- 
nifiestan que  durante  el  tiempo  que  estuvo  el 
señor  Humberto  Galicia  Díaz  como  Intenden- 
te Municipal  de  San  Antonio  Huista  se  com- 
portó con  honradez  y  actividad;  un  telegrama 
firmado  por  F.  Raúl  Villatoro,  Intendente  Mu- 
nicipal que  substituyó  al  señor  Galicia,  en  que 
índica  que  el  trece  do  mayo  se  hizo  cargo  de 
ese  despacho  y  recibió  cinco  varas  en  buen  es- 
tado así  como  un  reloj  al  que  únicamente  le 
faltaba  el  vidrio;  otro  telegrama  del  mismo 
Intendente  en  que  manifiesta  que  en  ese  des 
pacho  no  hay  vara  que  aparezca  al  servicio 
del  Intendente,  no  pudiendo  averiguar  si  al- 
guna vara  fué  quebrada  en  el  mes  de  marzo 
anterior;  ignorando  también  el  motivo  de  que 
el  reloj  careciera  de  vidrio;  telegrama  de  Fi- 
liberto  del  'V'allc,  fechado  en  Barillas,  hacien- 
do constar  que  como  antecedentes  penales  con- 
tra Humberto  Galicia  solamente  existia  una 
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sentencia  económica  por  ebriedad  y  disparos; 
certificación  del  Intendente  Municipal  del  pue- 
blo de  Barillas,  fecha  veintioclio  de  octubre  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco,  en  que  liace 
constar  que  Galicia  actuó  como  Secretario 
Municipal,  Secretai'io  del  Juzgado  de  Paz,  En- 
cargado del  Registro  Civil  y  de  la  cédula  do 
vecindad,  de  la  Junta  de  Educación  Pública  y 
de  Sanidad,  habiendo  observado  honradez, 
cumplimiento  y  competencia;  certificación  del 
Alcalde  lo.  de  Barillas,  fecha  treinta  y  uno  de 
diciembre  de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro, 
en  el  mismo  sentido;  certificación  del  Coman- 
dante Local  de  Barillas,  fecha  diez  y  nueve  de 
enero  de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro,  re- 
lativa a  la  honradez,  actividad  y  competencia 
de  Galicia  y  durante  ocho  meses  que  desem- 
peñó la  Secretaria  de  la  Comandancia. 

Obra  también  en  autos  el  informe  médico 
legal  emitido  por  el  Doctor  Mariano  Mazarie- 
gos  P.  en  que  consta  que  Galicia  presentaba 
dos  lesiones  contusas:  una  sobre  la  boca,  in- 
teresando ambos  labios  y  otra  sobre  la  articu- 
lación de  la  falange  con  la  falangina  del  dedo 
meñique  de  la  mano  derecha,  habiendo  nece- 
sitado diez  dias  de  asistencia  facultatitva. 

RESULTA: 

Que  el  Tribunal  Militar  de  Huehuetenango 
dictó  sentencia  el  primero  de  agosto  absolvien- 
do del  cargo  a  Galicia  y  condenando  a  Juan 
Castillo  a  las  penas  de  tres  años  de  prisión 
correccional  y  seis  meses  de  arresto  mayor, 
como  autor  de  los  delitos  de  atentado  contra 
la  autoridad  y  lesiones.  La  Sala  4a.  de  la  Cos- 
te de  Apelaciones  anuló  este  fallo  y  todo  el 
plenario,  el  seis  de  septiembre  siguiente  por 
haber  estimado  la  incompetencia  del  Tribunal 
Militar,  pues  los  atentados  y  desacatos  contra 
los  Jueces  ordinarios  causan  desafuei'o. 

Recibidas  las  diligencias  en  el  Juzgado  de 
la.  Instancia  se  elevó  de  nuevo  a  plenario, 
designándose  defensor  de  Humberto  Galicia  al 
Licenciado  José  Palemón  Chávez  y  en  cuanto 
al  reo  Juan  Castillo,  él  mismo  prometió  ha- 
cer su  defensa.  Durante  el  término  de  quince 
dias  de  prueba  fué  recibi4a  la  declaración  de 
Baltasar  Montejo  Méndez  propuesto  por  Cas- 
tillo y  de  conformidad  con  el  interrogatorio 
contestó  que  llegó  a  Santa  Ana  Huista  con 
motivo  de  la  fiesta  del  cuarto  viernes,  del 
diez  y  seis  al  diez  y  siete  de  marzo;  vió  a  Ga- 
licia en  estado  de  ebriedad  y  haciendo  escán- 
dalo; que  en  cuanto  al  pleito  con  Castellanos 
porque  se  le  preguntaba  únicamente  vió  que 
el  sargento  se  defendía  de  unas  bofetadas  de 
Galicia  quien  por  encontrarse  ebrio  cayó  al 
suelo  sin  que  el  sargento  le  hubiera  pegado 
ningún  culatazo  pues  solamente  se  defendía. 


El  testigo  Isaac  Vega  Letona,  por  medio  de 
exliorto  que  se  dirigió  al  Juez  de  la.  Instancia 
de  Chiquimula,  ratificó  la  declaración  que  el 
diez  de  mayo  anterior  prestó  en  la  Fiscalía 
Militar.  En  esa  declaración  manifestó  que 
Galicia  no  estaba  ebrio,  que  no  portaba  revól- 
ver y  que  fué  golpeado  por  Castillo  sólo  por- 
que le  llamó  la  atención  por  estar  tirando 
cascaras  de  frutas. 

RESULTA: 

Que  previos  los  alegatos,  el  diez  y  nueve  de 
febrero  del  año  en  curso  el  Juzgado  de  la.  Ins- 
tancia dictó  sentencia  en  la  cual  declara:  lo., 
que  por  falta  de  prueba  absuelve  a  Humberto 
Galicia  del  cargo  que  se  le  formuló  por  el  de- 
lito de  atentado  a  los  agentes  de  la  autori- 
dad; y  2o.,  que  Juan  Castillo  es  autor  de  los 
delitos  de  atentado  a  la  autoridad  y  lesiones 
debiendo  sufrir  por  el  primero  la  pena  de  tres 
años  de  prisión  correccional  y  por  el  segun- 
do la  de  seis  meses  de  arresto  mayor,  conmu- 
table esta  última  en  su  totalidad  y  en  sus  dos 
terceras  partes  la  primera  a  razón  de  diez 
centavos  diarios.  Considera  el  Tribunal  que 
los  componentes  de  la  escolta  son  testigos  in- 
hábiles pai-a  declarar  por  ser  interesados,  asi 
como  también  el  testigo  Porfirio  Castellanos, 
y  en  cuanto  al  testigo  Baltasar  Montejo  Mén- 
dez, único  que  es  hábil,  se  produjo  con  tanto 
desacuerdo  con  las  demás  constancias  de  au- 
tos que  no  es  posible  concederle  crédito.  Que 
en  cuanto  a  la  responsabilidad  de  Castillo,  si 
hay  prueba  plena  suficiente  además  de  la  con- 
fesión del  reo;  y  en  cuanto  a  los  hechos  de- 
lictuosos cometidos  estima  que  debe  calificar- 
se de  atentado  y  lesiones  pues  Galicia  desem- 
peñaba en  ese  entonces  los  cargos  de  Inten- 
dente Municipal  y  Juez  de  Paz  de  San  Anto- 
nio Huista  y  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
fué  agredido. 

La  Sala  4a.  de  Apelaciones  conoció  en  ape- 
lación interpuesta  por  el  reo  y  el  veintiocho 
de  marzo  del  año  en  curso  dictó  sentencia  en 
la  cual  confirma  lo  resuelto  por  el  Juez,  con 
las  mismas  consideraciones  de  primera  ins- 
tancia. 

El  reo  Juan  Castillo  López,  con  auxilio  del 
abogado  don  Edmundo  Méndez,  interpuso  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  pro- 
cedimiento y  violación  de  ley,  citando  como  in- 
fringidos los  artículos  lo.  del  Código  Penal; 
4o.  inciso  lo.  del  Código  Militar  2a.  Parte; 
568,  570  inciso  lo.  y  573  incisos  lo.,  2o.,  3o.  y 
4o.  de  Procedimientos  Penales;  434  del  Regla- 
mento para  el  servicio  del  Ejército  en  tiempo 
de  paz,  emitido  por  el  Ejecutivo  el  veintinueve 
de  abril  de  mil  novecientos  treinta  y  cinco,  21 
inciso  10o.  del  Código  Penal  y  4o.  incisos  3o. 
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y  4o.  Código  Militar  la.  Parte.  Ni  en  el  es- 
crito de  introducción  del  recurso  ni  posterior 
mente  se  expresó  en  qué  consistía  el  quebran- 
tamiento de  forma  indicado  por  el  reo,  ni  se 
presentó  alegato  alguno  el  día  de  la  vista. 

CONSIDERANDO: 

El  articulo  lo.  del  Código  Penal  no  está 
violado  pues  los  hechos  por  los  cuales  se  ha 
juzgado  al  sargento  Juan  Castillo  López  son 
constitutivos  de  delitos,  calificados  como  tales 
por  la  ley;  el  inciso  lo.  del  artículo  4o.  Códi- 
go Militar  2a.  Parte,  establece  que  gozan  del 
fuero  de  guerra  todos  los  individuos  que  com- 
ponen el  Ejército  de  la  República;  pero,  la 
competencia  del  Tribunal  Militar  fué  objeta- 
da por  la  Sala  por  ser  causa  de  desafuero  el 
delito  cometido  por  el  enjuiciado,  como  lo  pres- 
cribe el  inciso  5o.  del  artículo  10  del  mismo  Có- 
digo; los  artículos  568,  570  inciso  lo.  y  573  in- 
cisos lo.,  2o.,  3o.  y  4o.  de  Procedimientos  Pe- 
nales, no  están  violados,  puesto  que  hay  prue- 
ba plena  de  la  delincuencia  de  Castillo;  y  las 
declaraciones  de  los  testigos  están  conformes 
en  las  personas,  en  el  lugar,  en  la  manera  co- 
mo se  verificó  el  hecho  y  en  el  tiempo  en  que 
acaeció;  los  incisos  3o.  y  4o.  del  articulo  4o. 
Código  Militar  la.  Parte  y  10o.  artículo  21  del 
Código  Penal,  tampoco  están  infringidos  pues 
la  defensa  alegada  por  el  reo  de  ninguna  ma- 
nera está  establecida  y  en  cuanto  el  haber 
obrado  en  cumplimiento  de  un  deber  o  en  el 
ejercicio  legítimo  de  un  derecho,  autoridad,  ofi- 
cio o  cargo,  es  inaceptable  como  lo  es  también 
la  cita  del  articulo  434  del  Reglamento  para 
el  servicio  del  Ejército  en  tiempo  de  paz,  por- 
que son  completamente  distintas  las  situacio- 
nes que  se  consideran  en  dichas  disposiciones 
legales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  en 
los  artículos  citados  y  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 690  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales, DESESTIMA  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto y  condena  al  recurrente  a  la  pena 
adiciona]  de  treinta  días  de  prisión  simple 
conmutables  a  cincuenta  centavos  diarios.  No- 
tifiquese  y  con  certificación  de  lo  resuelto,  de- 
vuélvanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mufioz. 
Abel  Pureden.  —  Francisco  E.  Rodrigues.  — 
Federico  O.  Saladar.  Max  García  R.  —  Se- 
cretario. 


CRIMINAL 

QUEJA  presentada  por  Ricardo  Lone  contra  el 
Bachiller  Francisco  Guzmán  Grajeda  y  Va- 
lentin  Santillana  Cruz. 

DOCTRINA:  Es  improcedente  el  recurso  de 
apelación  contra  los  autos  originarios  de  las 
Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  seis 
de  Julio  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vistos:  Resulta  que  don  Ricardo  Lone  se  pre- 
sentó ante  la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones manifestando,  entre  otras  cosas,  lo  que 
sigue:  que  el  trece  de  Marzo  del  corriente  año, 
dirigió  un  escrito  al  Jefe  Político  del  Departa- 
mento de  Zacapa  por  medio  del  cual  denunció 
algunos  hechos  punibles  cometidos  por  el  Ba- 
chiller Francisco  Guzmán  Grajeda,  Intendente 
Municipal  de  aquella  cabecera.  La  denuncia 
fué  pasada  al  Juzgado  de  Primera  Instancia 
del  susodicho  Departamento,  pero  se  había  en- 
terado de  "que  por  cierta  complacencia  no 
tuvo  mérito  lo  actuado",  y  por  tal  motivo,  so- 
licitaba que  se  pidieran  los  autos,  y  con  vista 
de  estos,  el  Tribunal  dictara  la  resolución  pro- 
cedente en  derecho. 

Pedido  informe  al  referido  funcionario,  lo 
evacuó  exponiendo:  que  efectivamente  en  su 
Despacho  se  instruyen  diligencias  contra  el  Ba- 
chiller Guzmán  Grajeda  y  don  Valentín  Santi- 
llana Cruz,  ex-Tesorero  del  precitado  Ayunta- 
miento, en  virtud  de  una  denuncia  que  presen- 
tó don  Ricardo  Lone  a  la  Secretaría  de  Gober- 
nación y  Justicia;  que  el  proceso  seguía  sus 
trámites  de  acuerdo  con  la  Ley.  los  sindicados 
habían  sido  puestos  en  libertad  con  sujeción  a 
resultas,  fué  mandado  oír  el  Director  Gene- 
ral de  Cuentas,  y  a  la  causa  se  agregaron 
otras  diligencias  practicadas  sobre  el  mismo 
asunto  por  la  Policía  de  Seguridad  de  la  Capi- 
tal de  la  República. 

El  Tribunal  de  referencia  declaró  que  no  ha- 
bía lugar  a  dictar  providencia  contra  el  Juez 
susodicho.  El  quejoso  interpuso  apelación  con- 
tra este  pronunciamiento,  y  la  Sala  le  concedió 
el  recurso  en  ambos  efectos,  pero  el  señor  Fis- 
cal pidió  revocatoria  de  tal  decisión  y  que  se 
declarara  la  improcedencia  del  recurso  inter- 
puesto, solicitud  que  le  fué  denegada. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  resolución  fecha  veinticuatro  de  Ma- 
yo retropróximo,  es  un  auto  originario  de  la 
Sala  de  Apelaciones,  y  por  consiguiente  con- 
tra ol  mismo,  no  cabe  el  recurso  de  que  se  ha 
hecho  mérito.  Y  por  otra  parto,  esta  Suprema 
Corte  sólo  está  facultada  para  conocer  en  So- 
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gunda  Instancia,  de  las  resoluciones  pronuncia- 
das por  dichas  Salas,  cuando  éstas  hayan  co- 
nocido del  asunto  sub-judice,  en  primer  grado. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  observan- 
cia de  lo  estatuido  por  los  artículos  13  inciso 
c),  23  inciso  b)  y  24  de  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  declara  improcedente  el  otor- 
gamiento de  la  apelación  que  se  deja  ya  rela- 
cionada. Notifíquese  y  con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

Ordóñez  SoUs.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pare- 
des. —  Rodríguez.  —  Salazar.  —  Max  Garcia 
R.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Rogelio  Bailón  Méndez  por 
lesiones. 

DOCTRINA:  No  incurre  en  responsabilidad 
criminal,  el  que  con  ocasión  de  acciones  lí- 
citas, poniendo  en  ellas  la  debida  diligencia, 
produce  un  mal  por  mero  accidente. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  seis 
de  Julio  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  casación 
y  con  sus  respectivos  antecedentes,  la  senten- 
cia que  más  adelante  se  relatará,  pronunciada 
en  el  proceso  instruido  contra  Rogelio  Bailón 
Méndez  por  el  delito  de  lesiones  causadas  por 
imprudencia  temeraria. 

RESULTA: 

Que  el  veintiuno  de  Febrero  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y  nueve,  el  agente  de  la 
Policía  Nacional,  Pedro  Barrera  Ruiz,  se  pre- 
sentó ante  el  Juez  de  Paz  de  Cobán,  dando 
parte  de  haber  ocurrido  un  accidente  de  auto- 
movilismo. Y  al  ratificar  su  parte,  dijo:  que 
estando  de  servicio  en  la  garita  del  puente  de 
"San  Vicente",  tomó  nota  que  pasó  por  ese 
lugar,  a  las  once  horas  y  treinta  minutos,  la 
motocicleta  número  cuatrocientos  ochenta  y 
nueve  (489),  piloteada  por  don  Francisco  Es- 
trada y  en  la  que  iban  como  pasajeros  don 
Eduardo  Micheo  y  don  Luis  de  León  Chava- 
rria.  Y  como  a  las  doce  horas  y  media,  se  en- 
teró que  en  el  camión  número  cuatro  mil  no- 
vecientos veintinueve  (4929),  conducían  heri- 
das a  las  mismas  personas  que  él  había  visto 
pasar  antes,  en  la  mencionada  motocicleta. 


Que  seguida  la  correspondiente  averiguación 
fueron  examinados:  Diego  Francisco  Estrada, 
Eduardo  Micheo  Castillo  y  José  Luis  de  León 
Chavarria,  quienes  expusieron  lo  que  sigue:  el 
primero,  que  el  dia  de  autos,  como  a  las  once 
horas  y  cuarenta  y  cinco  minutos,  poco  más  o 
menos,  salió  de  Cobán  a  Tac-Tic,  piloteando  su 
propia  motocicleta,  acompañado  de  sus  amigos 
Eduardo  Micheo  y  José  Luis  de  León.  En  el 
camino  encontraron  una  procesión  de  indíge- 
nas, por  este  motivo  disminuyó  la  velocidad 
de  su  máquina  hasta  donde  le  fué  posible,  des- 
pués de  haber  pasado  dicha  procesión,  y  a  los 
pocos  metros,  en  una  vuelta  del  camino  de  im- 
proviso se  hizo  encuentro  con  un  camión  grande; 
que  el  conductor  de  dicho  vehículo  no  tocó  la  bo- 
cina; que  él  procuró  como  experto  en  el  manejo 
de  su  motocicleta  esquivar  el  choque,  pero  no  le 
fué  posible  debido  a  la  pequeña  distancia  en 
que  se  encontraba,  del  referido  camión;  que 
advierte  que  tiene  mucha  práctica  para  con- 
ducir su  máquina,  pues  en  ella  ha  recorrido, 
casi  toda  la  República;  habiendo  hecho  uso  de 
su  bocina  en  esta  ocasión  mientras"  transitaba 
por  la  vía,  y  principalmente  en  el  lugar  don- 
de ocurrió  el  accidente,  pues  estaban  muchos 
peones  arreglando  la  can-etera.  Que  antes 
de  llegar  al  sitio  ya  mencionado  sonó  la  boci- 
na, pero  que  probablemente  por  el  mucho  rui- 
do que  hacen  los  camiones  no  la  oyó  el  chauf- 
feur y  no  pitó  tan  fuerte  como  lo  hizo  cuando 
los  conducían  ya  heridos.  El  Juez  instructor 
hizo  constar  que  Estrada  tenia  el  pantalón  en- 
sangrentado, la  pierna  izquierda  completa- 
mente triturada,  y  el  pie  pendiente  de  ese 
miembro  por  algunos  fragmentos  de  tejidos. 
El  segundo  dijo:  que  el  dia  y  a  la  hora  de 
autos,  se  dirigían  a  esta  capital,  Francisco  Es- 
trada, quien  piloteaba  su  motocicleta,  José 
Luis  de  León  que  ocupaba  el  "said-cart",  y  el 
declarante  que  iba  en  el  asiento  de  atrás  de 
la  máquina.  Como  a  las  doce  horas  y  quince 
minutos  a  siete  u  ocho  kilómetros  de  Cobán, 
se  hicieron  encuentro  con  un  camión,  y  el  con- 
ductor no  tocó  la  bocina  y  por  este  motivo,  la 
motocicleta  que  manejaba  Francisco  Estrada 
chocó  con  aquel  vehículo,  advierte  el  decla- 
rante que  Estrada  marchaba  a  su  derecha  y 
sonaba  la  bocina  antes  de  entrar  a  cada  curva 
del  camino.  El  tercero  dijo:  entre  otras  cosas, 
que  observando  en  el  trayecto  las  prescripcio- 
nes reglamentarias,  caminaban  en  una  motoci- 
cleta manejada  por  Francisco  Estrada,  quien 
tocaba  la  bocina  en  cada  curva;  que  Estrada 
disminuyó  la  velocidad  del  vehículo  cuando 
le  dieron  alcance  a  una  procesión  de  indíge- 
nas; que  al  ir  ascendiendo  de  una  manera  im- 
prevista se  hicieron  encuentro  con  un  camión, 
el  conductor  no  había  tocado  la  bocina,  y  ese 
encuentro  fué  tan  inesperado  que  no  pudiendo 
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Francisco  frenar  desvió  un  tanto  su  máquina 
para  evitar  el  choque  de  frente;  que  al  cho- 
car los  dos  vehículos,  con  el  bomper  del  ca- 
mión fueron  lesionadas  las  piernas  izquier- 
das de  Francisco  y  Eduardo;  que  debido  al 
violento  viraje  el  deponente  fué  lanzado  del 
carrito,  como  a  cuatro  metros  de  distancia, 
permaneciendo  un  momento  inconsciente;  y 
que  atribuye  el  accidente  a  la  circunstancia 
de  que  el  chófer  no  haya  tocado  la  bocina 
antes  de  llegar  a  la  curva,  "y  subir". 

Que  interrogado  Rogelio  Bailón  Méndez  ex- 
puso: que  el  día  y  a  la  hora  de  autos,  poco 
más  o  menos,  venia  de  Pancajché,  conduciendo 
el  camión  número  cuatro  mil  novecientos  vein- 
tinueve, de  la  finca  "Sasis",  y  al  llegar  al  si- 
tio conocido  con  el  nombre  de  "Vuelta  del 
Triunfo"  se  hizo  encuentro  con  una  motocicle- 
ta en  la  que  caminaban  tres  personas  a  quie- 
nes no  conocía,  y  que  vió  la  mencionada  má- 
quina cuando  estaba  a  cuatro  o  cinco  metros 
del  camión.  Que  el  piloto  de  la  motocicleta 
la  llevaba  a  mucha  velocidad  y  es  indudable 
que  por  el  peligro  que  ofrece  la  vuelta,  la 
conducía  por  el  lado  izquierdo  del  camino,  que 
correspondía  al  lado  derecho  del  deponente, 
según  la  dirección  en  que  cada  uno  movía  su 
vehículo;  que  el  declarante  se  acercó  al  ba- 
rranco (su  lado  derecho)  y  entonces  el  moto- 
rista intentó  esquivar  el  choque;  pero  por  lo 
peligroso  de  la  pendiente  "pasó  rozando  el 
"bomper"  de  su  carro,  fracturándose  la  pier- 
na"; que  antes  de  entrar  a  la  vuelta  tocó  va- 
rias veces  la  bocina,  lo  cual  puede  probar  con 
los  p.eones  camineros  que  trabajaban,  como  a 
veinte  metros  más  allá,  del  lugar  del  acciden- 
te, quienes  estaban  almorzando  cuando  él 
pasó;  que  no  oyó  la  bocina  de  la  motocicleta, 
pero  tampoco  puede  afirmar  que  el  motorista 
no  la  haya  tocado,  pues  advierte  que  como 
iba  subiendo  traía  el  camión  en  tercera  y  por 
lo  tanto,  pudo  haber  sucedido  que  a  causa  del 
ruido  de  su  máquina  no  oyó  la  bocina,  de  la  ' 
motocicleta.  Además,  manifiesta  que  camina- 
ba muy  despacio  y  sobre  su  derecha;  que  di- 
rigiéndose para  Cobán  necesariamente  tenia 
que  tomar  esc  lado  al  llegar  a  la  vuelta,  acer- 
cándose a  la  cuneta  del  barranco,  lo  que  no 
sucede  caminando  en  sentido  contrario,  pues 
entonces  es  posible  tomar  la  vuelta  amplia; 
que  el  conductor  de  la  motocicleta,  además  de 
haber  entrado  con  excesiva  velocidad  no  iba 
por  el  centro  de  la  vía,  sino  al  lado  izquierdo. 

Que  interrogado  nuevamente  Bailón  Méndez 
expuso:  que  no  es  cierto  que  condujera  su  ca- 
mión a  excesiva  velocidad,  pues  subía  y  pasaba 
por  la  parte  más  peligrosa  del  camino,  y  ade- 
más, siempre  que  llega  a  ese  lugar  de  la  vía 
camina  con  muchas  precauciones,  porque  la 


vuelta  es  cerrada  y  existe  ahí,  un  barranco; 
y  en  esa  ocasión  solamente  le  acompañaba 
su  ayudante  Ricardo  Chiquín. 

Que  tomada  declaración  a  Ricardo  Chiquín 
manifestó:  que  el  chauffeur  del  camión  tocó 
la  bocina,  pues  lo  hace  siempre  que  entra  a  una 
curva  por  pequeña  que  sea;  que  de  lo  demás, 
no  se  dio  cuenta,  porque  iba  acostado  dentro 
del  camión. 

Que  constituido  el  Juez  de  Paz  en  el  lugar 
denominado  "La  Vuelta  o  Peña  del  Tiñunfo" 
o  vuelta  de  "Don  Maríanito",  hizo  constar:  que 
por  las  'huellas  que  se  veían  en  la  carretex'a 
un  camión  se  detuvo  precisamente  en  la  vuel- 
ta mencionada,  caminando  de  Sur  a  Norte, 
con  la  rueda  delantera  al  lado  derecho,  den- 
tro de  la  cuneta  muy  próxima  "a  la  peña  o  ba- 
rranco de  ese  lado",  que  es  de  roca  calcárea; 
a  cuatro  metros  más  adelante  y  a  la  derecha, 
yendo  de  Norte  a  Sur,  se  encontraron  manchas 
de  sangre;  que  al  reconstruir  el  hecho  pudo 
apreciarse  que  el  camión  "ocupaba  su  lado 
derecho",  dentro  de  la  cuneta  y  que  la  moto- 
cicleta quedó  parada  atrás  del  camión  un  tan- 
to atravezada  en  la  vía;  las  huellas  estaban 
bien  marcadas;  y  durante  el  tiempo  transcu- 
rrido antes  de  practicarse  la  diligencia  no  ha- 
bía pasado  otro  vehículo  por  ese  lugar,  según 
informó  la  policía;  que  al  lado  derecho  de  la 
carretera,  en  la  referida  vuelta,  estando  de 
frente  hacía  el  Sur  se  vé  una  pendiente  muy 
pronunciada  que  termina  en  una  hondonadita 
distante  como  treinta  o  cuarenta  metros;  y 
que  el  ancho  de  la  vía  en  el  punto  menciona 
do,  es  suficiente  para  el  acceso  de  dos  ve- 
hículos que  se  encuentren. 

Que  al  proceso  fué  agregado  el  informe  mé- 
dico legal  en  que  consta:  lo.,  que  Francisco 
Estrada  recibió  una  herida  contusa  de  treinta 
centímetros  de  largo  en  la  cara  anterior  de  la 
pierna  izquierda  de  diez  centímetros  de  ancho, 
con  atrición  completa  de  todas  las  partes  blan- 
das y  fractura  conminuta  por  contusión,  de 
ambos  huesos  de  la  pierna  en  una  longitud  de 
veinte  centímetros;  también  fueron  lesionados 
los  nervios  y  las  arterias  y  venas  de  este  seg- 
mento de  miembro:  2o.,  que  Eduardo  Mícheo 
Castillo  sufrió:  una  herida  de  diez  centímetros 
de  largo  en  la  cara  anterior  de  la  pierna  iz- 
quierda en  el  tercio  inferior;  dos  heridas  de 
cinco  centímetros  de  largo  en  la  cara  poste- 
rior de  la  misma  pierna  en  el  tercio  inferior; 
unas  fracturas  conminutas  de  ambos  huesos 
de  la  pierna  al  mismo  nivel  y  atrición  de  la.s 
partes  blandas,  nervios  y  vasos;  3o.,  que  Luis 
de  León  Chavarría,  tenía  una  contusión  en  la 
región  escapular  izquierda:  otra  contusión  y 
croción  de  tres  milímetros  de  largo  esta  últi- 
ma, en  la  rodilla  izquierda;  una  herida  contu- 
sa de  tres  por  quince  milimetros  de  largo,  que 
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interesó  la  piel  y  el  tejido  celular  en  la  cara 
externa  del  brazo  izquierdo;  4o.,  que  a  los  dos 
primeros  lesionados  fué  necesario  practicarles 
la  amputación  de  la  pierna  izquierda,  al  pri- 
mero, al  nivel  de  la  rodilla  y  al  segundo,  al 
nivel  de  tercio  superior,  entre  este  y  el  tercio 
medio;  5o.,  que  las  lesiones  de  Estrada  y  Mi- 
cheo  tardarían  para  su  curación  dos  meses  y 
medio,  aproximadamente,  les  quedará  impe- 
dimento físico  y  deformidad,  no  pudiendo  tra- 
bajar en  sus  ocupaciones  habituales,  durante 
el  tiempo  de  su  curación  ni  aún  después  por 
un  lapso  indefinido;  6o.,  que  de  León  Chava- 
rria  necesitó  de  cinco  días  de  asistencia,  no  le 
quedai'á  impedimento  ni  deformidad;  y  7o., 
que  Estrada  y  Micheo  en  la  fecha  en  que  fué 
emitido  el  informe  (4  de  Marzo  de  1939),  aún 
se  encontraban  en  curación  en  el  Hospital  del 
Norte. 

Que  en  el  plenario  se  practicaron  las  diligen- 
cias que  siguen:  a)  a  solicitud  del  procesado  se 
tomó  declaración  a  Juan  Meneos  Leal,  Pablo 
Bac  Tot,  Julián  Yoj   Cu,  Miguel  Ba  Chub  y 
Pablo    Coy  Macz.    De  estos  testigos.  Meneos 
Leal  dijo  que  en  la  fecha  de  autos  se  dirigía 
de  Chirripec  a  Santa  Cruz  Verapaz  y  caminan- 
do por  una    vereda  que    existe    cerca  de  la 
"Vuelta  del  Triunfo",  oyó  que  pasaba  una  mo- 
tocicleta muy  velozmente  y  momentos  después 
percibió  el  sonido  de  la  "bocina  de  escape"  de 
un  camión".    Bac  Toe,  Ba  Chub,  Coy  Macz  y 
Yoj  Cu  declararon  haber  oído  sonar  la  bocina 
de  un  camión  que  avanzaba  hacia  la  vuelta 
del  Triunfo,  y  el  primero,  segundo    y  tercero, 
se  dieron  cuenta  de  lo  ocurrido,  porque  traba- 
jaban en  la  carretera  Cobán-Santa  Cruz,  y  el 
cuarto  por  haber  estado  trabajando  en  un  "fri- 
jolar" que  posee  a  cincuenta  metros,  poco  más 
o  menos,  de  la  mencionada  "Vuelta";  b),  a  pe- 
tición de  Francisco  Estrada  se  ordenó  la  prác- 
tica de  una  inspección  ocular  en  el  lugar  com- 
prendido entre  los  kilómetros  seis  y  siete  de 
la  carretera  que  de  la  ciudad  de  Cobán  condu- 
ce a  la  de  Salamá,  en  la  "Vuelta",  conocida  con 
el  nombre  de  "El  Triunfo".    Y  al  reconstruir 
el  hecho,  se  estableció:  lo.,  que  la  mutilación 
sufrida  por  los  ofendidos  fué  a  causa  del  con- 
tacto violento  del  "bomper"  y  la  "lodera"  iz- 
quierda del  vehículo;  2o.,  que  la  carretera  en 
el  lugar  donde  ocurrió  el  accidente  tiene  cua- 
tro metros  noventa  y  cuatro  centímetros,  de 
ancho  y  el  camión  tiene  en  la  parte  delantera 
sesenta  y  nueve  pulgadas  y  media,  y  en  la  tra- 
cera  setenta  y  dos  y  media;  la  motocicleta  tie- 
ne con  "su  said-cart"  cincuenta  y  una  pulga- 
das y  media,  en  ambos  extremos;  3o.,  la  vuel- 
ta donde  ocurrió  el  accidente  es  bastante  ce- 
rrada y  "cortada  a  pico",  y  por  esta  circuns- 
tancia los  conductores  de  dos    vehículos  que 
transiten  esa  via    en  dirección  contraria  no 


pueden  verse  reciprocamente,  sino  cuando  ya 
están  a  corta  distancia;  4o.,  que  los  mencio- 
nados vehículos  caminaban  por  el  centro  de 
la  carretera;  y  5o.,  que  los  conductores  de  la 
motocicleta  no  conocían  el  camino,  se  dirigían 
cuesta  abajo,  y  no  pudieron  oír  la  bocina  del 
camión  por  el  ruido  que  producía  la  máquina 
de  dicho  vehículo  y  el  conductor    del  camión 
tampoco  oyó  la  bocina  de  la  motocicleta,  por 
dos  circunstancias,  primera  porque  aquella  es 
bastante  débil  y  segunda  ya  que    el  camión 
iba  subiendo  y  estos  vehículos  en  tales  condi- 
ciones hacen  mucho  ruido;  y  b),  al  ser  practi- 
cada la  diligencia  que  acaba    de  mencionarse, 
concurrieron  los  señores  Alfonso  Méndez  Bau- 
tista, Abraham  Lizama  y  Jesús  Coronado  Sie- 
rra,   el  primero  en    concepto  de    experto  de 
Francisco  Estrada,  el  segundo  como  perito  por 
parte  de  Rogelio  Bailón  Méndez  y  el  último  co- 
mo tercero,  en  caso  de  discordia.    Dichos  se- 
ñores dictaminaron    en  la  forma  siguiente: 
Méndez  Bautista  asentó  las  siguientes  conclu- 
siones; a)  que  Francisco  Estrada  caminaba  a 
una  velocidad  de  veinte  kilómetros  por  hora; 
b),  que  Bailón  Méndez  iba  a  una  velocidad  de 
treinta    a  cuarenta  kilómetros  por  hora,  to- 
mando en  consideración  la  potencia  de  la  má- 
quina, y  para  que  un  camión  ascienda  es  ne- 
cesario desarrollar  toda  la  fuerza  de  la  má- 
quina a  efecto  de  que  el  motor  no  deje  de  fun- 
cionar; el,  que  si  Estrada  tocó  la  bocina,  Bai- 
lón Méndez  no  pudo  haberla  oído,  a  causa  de 
que  caminando  "en  tercera",  se  lo  impedía  el 
ruido  que  producía  el  motor;    d),  que  si  Bai- 
lón Méndez  tocó  la  bocina  al  entrar  a  la  cur- 
va. Estrada  la  hubiera  percibido,  porque  su 
sonido  se  oye  a  gran  distancia,  y  en  este  caso 
hubiera  parado  su  máquina  o  la  dirige  hacia 
su  derecha  sobre  la  parte  intransitable  del  ca- 
mino; e),  que    indudablemente  Estrada  viró 
hacia  la  derecha  al  ver  la  inminencia  del  pe- 
ligro, pues  de  lo  contrario,  el  choque  hubiera 
sido  de  frente;  f),  que  Estrada  y  Bailón  Mén- 
dez iban  por  el  centro  del  camino,  que  es  de 
una  "sola  vía";  g),  que  Bailón  Méndez  no  paró 
el  camión  al  instante,  ya  por  haberse  sorpren- 
dido o  ya  por  el  viraje    hecho  por  Estrada, 
pues  creyó  posible  que  su  carro  pasaría  sin 
chocar.    Si  Bailón  Méndez  frena  y  para  inme- 
diatamente, el  espacio  que  quedaba  entre  los 
dos  vehículos,  al  virar  Estrada,  hubiera  sido 
suficiente  para  que  pasara    sin  producirse  el 
choque;  h),  que  Estrada  ha  de  haber  parado 
su  máquina  al  mismo  tiempo  que  viró,  y  an- 
tes del  accidente,  porque  de  lo  contrario  no  hu- 
biera podido  hacerlo,  ya  que  el  choque  le  frac- 
turó la  pierna  izquierda  y  precisamente  con  la 
extremidad  de  este    miembro  se    maneja  el 
"cloch",  y  tomando  en  consideración    el  peso 
de  la  máquina  y  el  de  las  personas  que  viaja- 
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ban  en  la  misma,  asi  como,  la  velocidad  de- 
sarrollada y  la  pendiente  del  camino,  se  de- 
duce que  no  pudo  haberla  parado  usando  sola- 
mente el  freno  de  mano.  Lizama  expuso:  lo., 
que  el  ancho  de  la  via  en  el  lugar  "preciso" 
donde  se  verificó  el  hecho,  y  que  fué  medido 
por  el  Juez,  es  de  cuatro  metros  noventa  y 
cuatro  centímetros,  el  ancho  del  camión  que 
maneja  Rogelio  Bailón  Méndez  es  de  un  me- 
tro setenta  y  seis  centímetros  y  el  ancho  de  la 
motocicleta  de  Estrada  es  de  un  metro  trein- 
ta centímetros;  2o.,  que  el  mencionado  camión 
tiene  frenos  en  las  cuatro  ruedas,  los  cuales 
funcionan  perfectamente  bien,  y  el  vehículo 
puede  ser  parado  casi  instantáneamente,  so- 
bretodo caminando  cuesta  arriba  y  sin  mayor 
carga;  y  3o.,  que  la  motocicleta  solo  tiene  fre- 
no en  la  rueda  de  atrás,  y  yendo  cuesta  abajo 
en  la  parte  más  pendiente  de  la  via,  y  con  un 
peso  no  menor  de  cuatrocientas  libras,  pues 
iban  tres  personas,  el  piloto  no  podía  parar  in- 
mediatamente su  vehículo  por  la  "fuerza  de 
impulsión",  y  además,  llevaba  said-cart,  que 
no  tiene  frenos.  Que  en  la  inspección  ocular 
se  estableció:  a)  que  entre  la  rueda  delantera 
izquierda  del  camión  y  la  orilla  del  camino, 
quedó  una  e.xtensíón  de  más  de  dos  metros 
cincuenta  centímetros,  espacio  más  que  sufi- 
ciente para  que  un  piloto  previsor,  yendo  a 
moderada  velocidad  hubiera  podido  tomar  su 
derecha  para  esquivar  el  choque:  y  b),  que 
Bailón  Méndez  hizo  todo  lo  humanamente  po- 
sible para  evitar  el  accidente  habiendo  lleva- 
do su  camión  hasta  pararlo  contra  una  piedra 
de  la  peña  donde  ya  no  quedaba  espacio  algu- 
no, y  prueba  de  ello  es  que  el  "cubo"  de  la  rue- 
da trasera  derecha  del  camión  quedó  abollado 
al  pasar  rozando  con  la  roca.  Que  el  camión 
en  el  momento  del  choque  no  llevaba  una  ve- 
locidad mayor  de  veinte  kilómetros  por  hora, 
no  solo  por  el  peligro  que  ofrece  la  "Vuelta 
del  Triunfo",  bien  conocida  por  todos  los  chauf- 
feures del  Departamento  do  Alta  Verapaz,  si- 
no también  porque  al  pasar  el  camión  contra 
la  roca,  sí  hubiera  llevado  mayor  velocidad,  o 
se  rompe  la  rueda  o  estalla  la  llanta  del  ca- 
mión, lo  cual  no  sucedió,  y  a  la  motocicleta 
tampoco  se  le  causó  deterioro  alguno.  Que 
Estrada  no  conocía  ese  camino  y  llevaba  la 
motocicleta  a  excesiva  velocidad  por  lo  que  no 
pudo  tener  el  dominio  suficiente  sobre  aque- 
lla para  desviarla  a  tiempo,  y  al  virar  a  la  de- 
recha, el  "bomper"  del  camión  lesionó  al  con- 
ductor y  a  su  acompañante  Micheo  Castillo,  y 
el  extremo  del  timón  de  la  motocicleta  rompió 
el  vidrio  del  farol  izquierdo  del  camión,  este 
golpe  hizo  que  la  rueda  delantera  de  la  moto- 
cicleta virara  sobre  la  izquierda  y  esto  fué  lo 
que  impidió  que  cayera  al  barranco  y  queda- 
ra atrás  del  carro  y  a  la  derecha  del  camino. 


Y  que,  si  alguna  responsabilidad  hubiera  por 
parte  de  los  conductores,  es  indudable  que  re- 
caería sobre  Estrada  por  los  motivos  que  se 
dejan  consignados.  Coronado  Sierra  atribuye 
el  accidente:  a),  a  que  Estrada  no  conocía  lo 
peligroso  del  camino;  b),  a  que  la  máquina  iba 
por  el  centro  de  la  via;  c),  a  la  velocidad  dada 
por  el  piloto  a  su  motocicleta;  d),  a  la  inclina- 
ción y  pendiente  del  camino;  e),  a  que  la  mo- 
tocicleta solo  tiene  freno  en  la  rueda  de  atrás; 
y  f ),  al  peso  que  llevaba  el  mencionado  vehícu- 
lo. Y  que  debido  a  todas  estas  circunstancias, 
Estrada  no  pudo  parar  su  máquina  inmediata- 
mente ni  virarla  esquivando  el  golpe.  Y  que 
Bailón  Méndez  puso  de  su  parte  lo  que  pudo 
para  evitar  el  accidente.  En  efecto,  tomó  su 
derecha  acercando  completamente  el  camión  a 
la  peña,  y  por  los  muy  buenos  frenos  que  este 
tiene,  la  parada  fué  al  momento. 

Que  a  petición  de  Bailón  Méndez  se  tuvie- 
ron como  prueba:  lo.,  el  número  diez  de  La 
Gaceta  de  Policía,  correspondiente  al  doce  de 
Marzo  de  mil  novecientos  treinta  y  nueve,  don- 
de se  encuentra  la  ampliación  del  informe  que 
el  Comisario  de  la  Policía  en  Cobán  presentó 
al  Director  de  la  referida  institución,  en  que 
explica  el  accidente  que  dió  origen  al  encau- 
samiento  de  Rogelio  Bailón  Méndez;  2o.,  un 
oficio  en  que  el  Mayor  Rafael  Menéndez  Ríos, 
Comisario  de  la  Policía  en  Cobán  informó:  que 
en  los  Libros  respectivos,  no  aparece  anotación 
alguna  contra  el  enjuiciado  por  infracciones 
del  Reglamento  de  Tránsito,  ni  ha  sido  inscrito 
como  delincuente  por  falta  o  delito  cometido 
con  anterioridad;  3o.,  dos  certificaciones,  una 
expedida  por  el  Presidente  del  Comité  de  Ca- 
minos de  la  carretera  Tactíc  Pancajché,  y  la 
otra,  extendida  por  el  Encargado  de  los  traba- 
jos de  esa  via,  y  en  las  cuales  consta  que  Bai- 
lón Méndez,  ha  trabajado  con  honradez  y  sa- 
tisfactoriamente como  chófer,  sin  que  haya 
ocurrido  accidente  alguno  durante  el  tiempo 
que  manejó  los  vehículos  confiados  a  su  pe- 
ricia. 

Que  el  Juez  de  Primera  Instancia  del  Do 
parlamento  de  Alta  Verapaz,  puso  fin  al  pro- 
ceso declarando:  que  Rogelio  Bailón  Méndez 
"es  autor  de  doble  delito  de  lesiones  causadas 
por  imprudencia  temeraria,  pero  lo  absuelve 
del  cargo,  porque  en  ejecución  de  un  acto  licito, 
poniendo  en  él  la  debida  diligencia,  produjo  el 
mal  por  mero  accidente. 

Que  la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, el  nueve  de  Agosto  del  año  retropróxi 
mo.  dió  su  aprobación  al  fallo  consultado. 

Que  contra  este  último  pronunciamiento,  el 
señor  Procurador  General  de  la  Nación,  inter- 
puso el  recurso  extraordinario  de  casación,  el- 
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tando  como  infringidos  los  artículos  15  y  449 
del  Código  Penal  y  609  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 

CONSIDERANDO: 
Que  según  se  encuentra  establecido  con  las 
constancias  que  obran  en  autos,  y  las  cuales  se 
dejan  relacionadas,  el  procesado  manejaba  su 
máquina  con  la  debida  diligencia;  y  por  con- 
siguiente no  ha  incurrido  en  responsabilidad 
criminal,  con  tanta  mayor  razón,  cuanto  que, 
como  lo  estimó  el  Tribunal  sentenciador,  "en 
la  producción  del  siniestro  también  concurrió 
la  actividad  que  iban  desplegando  los  lesiona- 
dos, y  a  que  no  quedó  excluida  la  posibilidad 
de  que  el  suceso  se  haya  debido  a  la  velocidad 
con  que  era  conducida  la  motocicleta";  y  en 
ese  concepto  no  fueron  infringidos  los  articu 
los  15  y  449  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  al  ser  interrogado  Rogelio  Bailón  Mén- 
dez, hizo  una  relación  de  lo  sucedido  en  aque- 
lla ocasión,  pero  esta  indagatoria  no  contiene 
hecho  alguno  que  implique  la  perpetración  de 
acciones  u  omisiones  punibles;  y  al  contrario, 
encierra  detalles  favorables  a  Bailón  Méndez, 
los  cuales  más  tarde  fueron  coi-roborados  por 
las  personas  que  se  dieron  cuenta  de  que  dicho 
sujeto  habla  pasado  por  aquellos  lugares.  Y 
siendo  esto  así,  es  evidente,  que  la  Sala  al  pro- 
nunciar su  fallo,  no  pudo  quebrantar  el  articu- 
lo 609  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 
La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  observan- 
cia de  los  artículos  686  y  690  del  cuerpo  legal 
últimamente  mencionado  DESESTIMA  el  re- 
curso de  que  ha  hecho  mérito.  Notifiquese  y 
con  certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse 
los  antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Muño^. 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  — Fe- 
derico O.  Salazar.  —  Max  García  R.  —  Secre- 
tario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Patricio  Ruano  Polanco  y  Juan 
Antonio  López  González,  por  el  delito  de  le- 
siones. ' 

DOCTRINA:  Cuando  hay  desacuerdo  entre  los 
testigos  de  descargo,  en  cuanto  al  número  de 
personas,  armas  y  el  sitio  en  que  se  desa- 
rrolló el  suceso,  no  desvirtúa  la  prueba  de 
cargo  que  con  toda  uniformidad  expresa 
quiénes  tomaron  parte  en  la  riña. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  diez 
de  Julio  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Por  recurso  de  casación  y  con  los  anteceden- 
tes a  que  se  refiere,  se  ve  la  sentencia  que  dic- 
tó la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
el  tres  de  abril  del  año  en  curso,  en  el  pi^oceso 
seguido  contra  Patricio  Ruano  Polanco  y  Juan 
Antonio  López  González,  por  el  delito  de  lesio- 
nes, por  la  cual  confirma  la  del  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  de  Jutiapa,  que  les  impone  cin- 
co años  de  prisión  correccional  y  seis  meses  de 
arresto  mayor,  respectivamente. 

RESULTA: 

Que  la  causa  se  inició  en  el  Juzgado  de  Paz 
de  Jutiapa,  el  quince  de  octubre  del  año  pasa- 
do, por  parte  que  diera  el  alcalde  auxiliar  de  la 
Aldea  "Las  Canoas",  Leandro  Rivas  Quinta- 
na, diciendo  que  se  hablan  herido  Patricio  Rua- 
no y  Juan  Antonio  López,  siendo  cómplice  Al- 
fonso de  este  último  apellido.  Seguida  la  ave- 
riguación, fueron  examinados  los  auxiliares 
Nicolás  López  y  Vicente  Orozco  Asensio,  ha- 
biendo manifestado  el  primero:  que  Vicente 
Orellana  le  habia  comunicado  que  en  la  casa 
de  Antonio  López  habia  una  riña;  fué  a  ver, 
con  el  auxilio  que  se  reunió,  y  capturaron  a 
los  que  hablan  reñido,  habiendo  visto  en  la 
casa  huellas  de  sangre.  La  conducta  de  Patri- 
cio Ruano  es  mala,  es  insolente  y  les  juró  que 
al  salir  les  daría  muerte.  Y  el  segundo:  que 
oyó  gritos  de  Alberta  Ruano,  que  decían:  "me 
miatan  a  mi  hermanito",  entendiendo  que  era  a 
Patricio  por  ser  hermana  de  este  individuo; 
fué  a  dar  parte  y  cuando  llegaron  los  auxilia- 
res procedieron  a  la  captura  de  Patricio  Ruano 
y  Juan  Antonio  López;  no  así  a  la  de  Miguel 
López,  hermano  de  Juan  Antonio,  por  haber 
salido  huyendo,  siendo  de  éste  el  machete  que 
se  le  puso  a  la  vista.  Le  consta  que  los  López 
como  Ruano,  son  individuos  de  mala  conducta; 
que  Miguel  tenia  en  una  mano,  pistola,  en  la 
otra  machete;  Juan  Antonio  una  daga  y  el  vie- 
jecíto  Alfonso  López,  un  leño. 

El  auxiliar  Alfredo  González  Tomás,  decla- 
ró que  yendo  a  su  casa  oyó  gritos,  que  no  pudo 
distinguir  bien  y  al  rato  salió  al  patio,  habien- 
do visto  que  estaban  "engrenchados"  Miguel 
y  Antonio  López  y  Patricio  Ruano,  no  asi  el 
viejecito  Alfonso  López;  y  Alberta  Ruano  gri- 
taba, diciendo  que  le  mataban  a  su  hermano, 
que  es  Patricio.  No  intervino,  temiendo  que 
lo  mataran,  por  ser  hombres  de  malos  antece- 
dentes, y  Miguel  tenía  un  corvo,  no  asi  pisto- 
la; Antonio  una  daga  y  Alfonso  no  le  vió  nin- 
gún objeto  en  las  manos. 

Alberta  Ruano  Polanco,  dijo:  que  es  parien- 
te con  las  partes,  por  ser  mujer  de  Juan  Anto- 
nio López  y  hermana  de  Patricio  Ruano  Polan- 
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co;  que  el  domingo  a  las  cinco  horas,  estando 
algo  obscuro,  pasó  su  hermano  Patricio  a  com- 
prarle unos  puros,  saliendo  entonces  su  mari- 
do Juan  Antonio,  el  hermano  de  éste,  Miguel, 
y  el  padre  Alfonso  López  a  atacarle  con  sus 
corvos  hasta  botarlo;  lo  arrastraron  por  todo 
el  patio,  dándole  tres  machetazos  en  diferentes 
partes  del  cuerpo  y  lo  llevaron  al  corredor  don- 
de lo  tenían  medio  muerto.  Su  hermano  Patri- 
cio estaba  muy  ebrio;  pero  no  ofendía  ni  por- 
taba arma  de  ninguna  clase. 

Alfonso  López  Rivas,  de  sesenta  y  cuatro 
años  de  edad,  e.xpuso:  que  Patricio  llegó  a  ase- 
sinar a  su  hijo  Juan  Antonio  López,  habiéndo- 
se desarrollado  entre  estos  la  riña,  por  cuyo 
motivo  fué  a  pedir  auxilio,  por  insinuación  de 
su  nuera  Alberta  Ruano.  Su  hijo  Juan  Anto- 
nio perdió  un  dedo,  tiempo  antes,  en  una  riña 
que  no  supo  con  quien  fué;  y  el  veintinueve 
del  mes  anterior,  llegó  el  mismo  Patricio  a 
asaltar  a  su  hijo  Juan  Antonio,  se  "engren- 
charon"  y  tuvo  conocimiento  de  ésto,  el  Comi 
sionado  Militar. 

El  Cirujano  informó:  que  Juan  Antonio  Ló- 
pez presentaba  una  lesión  en  el  dedo  pulgar 
derecho,  otra  en  el  antebrazo  izquierdo  y  una 
contusión  sobre  la  articulación  del  puño  iz- 
quierdo; que  Patricio  Ruano  Polanco  presenta- 
ba una  herida  sobre  el  dedo  meñique  izquier- 
do, otra  en  el  pié  del  mismo  lado  y  otras,  que 
curarían  todas  en  doce  dias. 

En  la  inspección  practicada  en  la  casa  donde 
tuvo  lugar  la  riña,  se  hizo  constar:  que  en  la 
puerta  de  alambre  que  queda  al  lado  de  la  ca- 
rretera, en  un  horcón,  hablan  siete  manchas 
de  sangre;  en  un  pilar  se  advertían  pringas  do 
sangre,  asi  como  también  en  un  palo;  y  en  un 
rincón  del  corredor,  fué  encontrado  un  garro- 
te manchado  de  sangre  en  sus  e.xtremos,  que 
posiblemente  se  había  usado  en  la  ejecución 
del  hecho. 

Juan  Antonio  López,  declaró:  que  cree  que 
Patricio  Ruano  está  enojado  con  él,  porque  Rua- 
no supone  que  dijo  que  él,  es  decir  Ruano,  le 
había  hurtado  un  machete.  El  veintinueve  del 
mes  anterior,  no  obstante  que  son  cuñados, 
llegó  a  desafiarlo,  habiéndolo  puesto  en  cono- 
cimiento de  la  autoridad.  El  día  de  autos,  vol- 
vió a  llegar  en  estado  de  ebriedad  a  su  casa, 
habló  con  su  mujer,  que  es  hermana  de  Patri- 
cio y  al  salir  el  declarante  y  hablarle,  Patri- 
cio le  dijo,  usando  de  expresiones  ihsultativas, 
"que  con  él  también",  se  le  fué  encima,  tomó 
un  palo  para  defenderse  del  arma  con  que  lo 
atacaba  su  cuñado,  se  "engrencharon"  y  resul- 
taron lesionados,  pero  las  lesiones  del  pié  que 
sufrió  Patricio,  se  las  causó  con  el  alambrado. 

Examinado  Patricio  Ruano  Polanco,  expuso 
que  andaba  solo,  llegó  a  las  cinco  y  media  de 
la  mañana  a  la  casa  de  su  hermana  Alberta 


Ruano  Polanco,  a  comprar  dos  centavos  de  pu- 
ros y  cuando  sintió,  le  habían  asestado  un  le- 
ñazo en  la  nuca,  cayendo  al  suelo,  entonces  en- 
tre Alfonso,  Miguel  y  Juan  Anotnio  López,  lo 
arrastraron,  llevándolo  al  corredor,  habiendo 
presenciado  ésto,  Juan  González,  Eulalia  Ra- 
mos y  Agustín  Martínez.  Las  lesiones  que  su- 
frió Juan  Antonio,  se  las  causó  Miguel  López, 
pues  él  no  llevaba  arma,  y  las  que  presentaba 
se  las  infirió  sólo  Juan  Antonio.  Ese  día  an- 
daba "chupando"  y  "a  esas  horas  iba  del  es- 
tanco, de  meterse  un  su  buen  trago". 

Interrogado  Miguel  Angel  López  González, 
negó  haber  tomado  parte  en  la  riña  y  se  le 
dejó  libre,  sujeto  a  resultas. 

Petrona  García,  mujer  del  anterior,  mani- 
festó que  vió  reñir  a  Juan  Antonio  López  y  a 
Patricio  Ruano,  en  el  corredor  de  la  casa  y  la 
señora  Alberta  Ruano  le  dijo  que  le  dijera  a 
don  Alfonso  que  fuera  a  pedir  auxilio,  por  lo 
que  se  levantó  este  señor  y  fué  a  dar  parte; 
pero  antes  llegó  Nicolás  López,  quien  se  dió 
cuenta  por  la  bulla  que  había  en  la  casa.  Mi- 
guel no  estaba  allí  ese  día,  sino  que  en  Gue- 
vara. En  la  riña  vió  que  Patricio  peleaba  con 
un  machete  corvo  y  Juan  Antonio  con  un  ga- 
rrote; y  le  consta  que  hacía  quince  días  que 
había  llegado  el  mismo  Patricio,  a  medía  no- 
che, a  querer  pegarle  a  Juan  Antonio,  pues  de 
su  casa  oyeron  la  bulla  y  se  los  refirió  Juan 
Antonio. 

Examinados  Dionisía  Ruano  González,  Agus- 
tín González  y  Pablo  González  Escobar,  a  la 
primera,  no  le  consta  nada  y  a  los  dos  restan- 
tes, les  consta  el  hecho  por  referencias. 

Leonor  González  de  López,  madre  de  Juan 
Antonio  y  Miguel  Angel  López,  dijo:  que  a  los 
gritos  que  oyó.  fué  a  ver  qué  pasaba  y  vió  que 
Patricio  Ruano  y  su  hijo  Juan  Antonio,  esta- 
ban luchando  en  el  suelo,  su  hijo  con  un  leño, 
queriendo  quitarle  el  corvo  a  Patricio,  estan- 
do ambos  hondos.  Refirió  los  antecedentes  en 
la  misma  forma  que  lo  hizo  Juan  Antonio  Ló- 
pez. 

Agustín  Martínez,  expuso:  que  a  las  cinco 
horas  y  medía,  vió  que  en  la  calle  le  pegaban 
Juan  Antonio,  Alfonso  y  Miguel  López  a  Pa- 
tricio Ruano,  que  estaba  botado;  pero  no  vió 
con  qué  le  pagaban,  habiendo  sido  eso  veintidós 
o  veintitrés  dias  antes  de  que  diera  su  decla- 
ración. Estaba  entonces  a  una  cuadra  de  dis- 
tancia y  conoció  que  Patricio  era  el  que  esta- 
ba botado,  porque  al  regresar  supo  .que  le  ha- 
bían pegado  los  López. 

Eulalia  Ramos  Pineda,  expuso  que  un  día,  .> 
las  cinco  horas,  vió  reñir  a  Juan  Antonio  Ló- 
pez y  Patricio  Ruano,  llegando  al  momento 
Alfonso  y  Miguel  López,  se  montaron  sobre  Pa- 
tricio y  le  pegaron.  Miguel  con  corvo.  Alfonso 
con  leño  y  no  vió  si  Juan  Antonio  tenía  arma. 
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ni  tampoco  si  la  tenia  Patricio.  Su  casa  queda 
a  cuadra  y  media  de  distancia  y  cuando  la  bu- 
lla, salieron  ella  y  su  marido,  a  ver. 

A  Juan  González  Teo  y  María  Luisa  Ruano 
Polanco,  no  les  consta  nada. 

Ampliando  sus  informes  el  Cirujano  de  Ju- 
tiapa,  manifestó:  que  la  contusión  que  sufrió 
Juan  Antonio  López  sobre  el  puño  izquierdo, 
provocó  un  flemón,  que  necesitó  de  treinta 
dias  para  curar,  quedando  un  impedimento 
funcional  en  la  mano,  que  requería  otros  se- 
senta dias  más  o  menos  para  saber  si  era  tem- 
poral o  definitivo;  y  el  catorce  de  febrero  de 
este  año,  informó  que  aún  presentaba  impedi- 
mento en  la  mano  izquierda,  consecutivo  a  la 
infección  y  por  el  tiempo  que  habia  transcurri- 
do, parece  ser  de  carácter  crónico  y  definitivo 
y  le  deja  inutilizada  la  mano. 

El  Juzgado  de  Primera  Insíancia  de  Jutiapa, 
con  fecha  cuatro  de  febrero  de  este  año,  dictó 
sentencia,  condenando  a  Patricio  Ruano  Po- 
lanco a  sufrir  la  pena  de  cinco  años  de  prisión 
correccional,  conmutables  hasta  en  sus  dos  ter- 
ceras partes  a  diez  centavos  diarios;  a  Juan 
Antonio  López  González  a  sufrir  seis  meses  de 
arresto  mayor,  conmutables  en  su  totalidad  a 
diez  centavos  diarios,  por  estar  plenamente 
probado  que  los  dos  reos  riñeron  en  la  casa 
de  López  González  y  que  en  esa  riña  resulta- 
ron heridos,  sin  haber  podido  deslindar,  con 
seguridad,  si  Juan  Antonio  López  González  ha- 
bia provocado,  o  nó,  la  i'iña. 

La  Sala  Quinta  de  Apelaciones,  con  fecha 
tres  de  abril  del  corriente  año,  confirmó  la  sen- 
tencia en  todas  sus  partes  y  contra  este  últi- 
mo fallo,  el  reo  Patricio  Ruano  Polanco,  inter- 
puso recurso  de  casación,  fundado  en  que  sin 
existir  la  prueba  requerida  por  la  ley  y  sin 
haber  él  causado  la  lesión,  se  le  condena  a  su- 
frir la  pena  de  cinco  años  de  prisión,  injusta- 
mente, violando  los  artículos  566,  568,  571  y 
582  del  Código  de  Procedimientos  Penales;  fue- 
ron pedidos  los  autos,  y  habiéndose  verificado 
la  vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  es  indudable  que  los  extremos  funda- 
mentales de  la  condena,  están  perfectamente 
probados  en  el  proceso,  con  los  testimonios  de 
Petrona  García  y  Leonor  González  de  López, 
que  a  pesar  de  ser  pariente  inmediata,  la  se- 
gunda, de  Juan  Antonio  López  González,  y  la 
primera,  mujer  de  su  hermano  Miguel  Angel, 
merecen  fé,  por  referirse  a  hechor;  que  se  veri- 
ficaron en  el  interior  de  la  casa,  a  las  cinco 
y  media  horas;  y  con  los  informes  que  emitió 
el  Cirujano  de  Jutiapa,  quedando  probado:  a), 
que  el  golpe  contuso  que  sufrió  Juan  Antonio 
López  González,  sobre  el  puño  izquierdo,  pro- 


vocó un  flemón  que  parece  ser  crónico  y  que 
determina  la  inutilización  de  dicha  mano;  b), 
que  esa  contusión  la  recibió  en  la  riña  que  tuvo 
con  Patricio  Ruano  Polanco;  ye),  que  por  ha- 
ber sido  en  la  riña  con  éste,  Ruano  Polanco  re- 
sulta ser  el  único  autor  de  tal  contusión,  pues 
las  declaraciones  del  auxiliar  Alfredo  Gonzá- 
lez Tomás,  Alberta  Ruano  Polanco,  mujer  de 
Juan  Antonio  y  hermana  de  Patricio  Ruano 
Polanco,  Agustín  Martínez  y  Eulalia  Ramos 
Pineda,  no  contrarrestan  la  eficacia  probato- 
ria de  los  dichos  de  la  Garcia  y  la  González 
de  López,  porque  estas  dos  testigos  están  co- 
rroboradas, en  cierto  modo,  con  lo  expuesto 
por  el  propio  Ruano  Polanco,  que  sólo  Juan 
Antonio  fué  el  que  le  causó  las  heridas  que  él 
presentaba;  y  entre  los  otros  testigos  hay  des- 
acuerdo, entre  ellos  mismos,  en  cuanto  al  nú- 
mero de  personas  que  tomaron  parte  en  la  riña, 
las  armas  que  mencionan,  el  sitio  donde  se  de- 
sarrolló, pues  Martínez  y  la  Ramos  Pineda  ase- 
guran que  fué  en  la  calle,  cuando  está  proba- 
do con  la  inspección  judicial  que  fué  en  el  in- 
terior de  la  casa;  y  Martínez  más  bien  parece 
ser  testigo  de  referencia,  que  presencial,  ya 
que  dice  que  Patricio  Ruano  Polanco  era  el  que 
estaba  en  el  suelo,  porque  lo  supo  al  regresar 
y  sí  llegó  a  su  conocimiento  de  esta  manera, 
fué  porque  no  lo  presenció  o  no  se  dió  cuenta 
exacta  de  lo  que  estaba  pasando.  Y  las  decla- 
raciones de  personas  que  se  encuentran  en  las 
condiciones  de  estos  cuatro  testigos,  no  pue- 
den destruir  el  mérito  de  las  dos  que,  con  toda 
uniformidad,  han  expresado  que  los  que  to- 
maron parte  en  la  riña,  sólo  fueron  Patricio 
Ruano  Polanco,  que  estaba  ebrio,  y  Juan  An- 
tonio López  González.  De  manera  que  al  con- 
siderarlo así  la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  en  lugar  de  haber  infringido  los 
artículos  566,  568,  571  y  582  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales,  los  aplicó  correctamente. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  obedeciendo 
a  lo  dispuesto  en  los  artículos  686  y  690  del 
Código  de  Procedimientos  Penales  y  233  de  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  DESESTI- 
MA el  recurso  de  casación  interpuesto  y  con- 
dena al  recurrente  a  sufrir  la  pena  adicional 
de  quince  dias  de  prisión  simple,  conmutables 
a  razón  de  veinticinco  centavos  diarios.  Noti- 
ííquese  y  con  certificación  de  lo  resuelto,  de- 
vuélvanse los  antecedentes  al  tribunal  de  su 
origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Sen-ano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  —  Fe- 
derico O.  Salazar.  —  Max  Garcia  R,  —  Secre- 
tario. 
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CRIMINAL 

CAUSA  contra  Lorenzo  Tax  Canastuj,  Dolores 
García  de  Tax  y  Sebastián  Tax,  por  el  deli- 
to de  usurpación  de  estado  civil. 

DOCTRINA:  Cuando  la  objetividad  jurídica 
de  una  acción  está  de  manifiesto,  y  con  ella 
misma  se  demuestre  la  falta  absoluta  de 
dolo,  es  procedente  la  absolución  de  los  sin- 
dicados como  autores  del  delito  de  suposi- 
ción de  parto,  como  lo  ha  declarado  la  Sala 
Cuarta  de  Apelaciones,  y  por  lo  mismo  no 
cabe  el  recurso  de  casación. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  doce 
de  Julio  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Por  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
Fiscal  de  la  Sala  Cuarta  de  Apelaciones,  Li- 
cenciado Eulogio  González,  quien  denuncia  co- 
mo infringidos  los  artículos  359,  196  inciso 
cuarto  y  198  incisos  tercero  y  cuarto  del  Có- 
digo Penal,  se  examina  la  sentencia  que  dictó 
la  propia  Sala  con  fecha  trece  de  febrero  del 
corriente  año,  en  la  que  revoca  la  que  pronun- 
ció el  Juez  de  Primera  Instancia  del  departa- 
mento de  Totonicapán,  que  condenaba  a  Lo- 
renzo Tax  Canastuj,  Dolores  Garcia  de  Tax  y 
Sebastián  Tax,  por  el  delito  de  usurpación  de 
estado  civil,  a  la  pena  de  cinco  años  de  pri- 
sión correccional  a  cada  uno,  rebajada  en  una 
tercera  parte  por  la  atenuante  de  su  confe- 
sión; y  los  absuelve  del  cargo  que  se  les  for- 
muló. 

El  empicado  del  Registro  Civil  de  Totoni- 
capán, Carlos  A.  González,  tenia  conocimiento 
particular  de  que  una  indígena  llamada  Jose- 
fa Sebastiana  Tax  estaba  embarazada,  y  co- 
mo ninguno  habla  llegado  a  dar  el  parte  del 
nacimiento  o  defunción  de  su  hijo,  le  hizo  pre- 
guntas a  ese  respecto  al  empirico  del  Cantón 
"Palin  Primero",  quien  le  ofreció  que  averi- 
guarla lo  que  hubiera  de  cierto,  habiéndole  lie 
vado  después  la  noticia  de  que  la  Tax  ya  ha- 
bía dado  a  luz  un  niño,  pero  que  no  sabia  dón- 
de lo  tenía.  Con  este  motivo  se  dió  parte  al 
Juzgado  de  Paz,  el  que  dió  principio  a  la  ave- 
riguación, examinando  en  primer  término  al 
mencionado  empírico  José  Dolores  Alvarez. 
quien  dió  las  explicaciones  obtenidas  de  los 
propios  interesados,  como  se  leerán  en  seguida. 

Lorenzo  Tax  Canastuj,  casado  con  Dolores 
Garcia  Tzul  de  Tax,  dijo  que  sabia  estaba  pre 
so,  por  haber  inscrito  en  el  Registro  Civil  a 
un  niño  llamado  José  Miguel  Canastuj,  que  no 
es  hijo  suyo  ni  de  su  mencionada  mujer,  sino 
de  Sebastiana  Tax,  quien,  antes  de  tenerlo,  lle- 
gó a  su  casa  a  ofrecérselo  porque  no  tenia  di- 
nero para  mantenerlo,  y  que  el  padre  del  mis- 
mo, don  Alfonso  Cifuentes,  no  la  iba  a  ayudar 


en  ninguna  forma  y  efectivamente,  se  lo  llevó 
como  a  los  ocho  días  de  haber  nacido  la  cria- 
tura, a  quien  el  dicente  y  su  mujer  dispusie- 
ron reconocer  como  su  hijo  legitimo,  habiendo 
dado  el  parte  en  esa  forma  en  el  Registro  Ci- 
vil, lo  que  verificó  por  su  ignorancia  y  por  eso 
mismo,  se  allana  a  sufrir  la  pena  que  se  le 
imponga. 

Dolores  Garcia  Tzul  de  Tax,  se  produjo  en 
los  mismos  términos  que  su  indicado  esposo, 
agregando  que  si  reconocieron  como  su  hijo  al 
de  Josefa  Sebastiana,  se  debió  a  que  la  madre 
se  los  regaló  para  siempre  y  porque  ésta  les 
dijo  que  no  tenia  dinero  para  alimentarlo  y 
cree  que  más  bien  hicieron  una  obra  de  cari- 
dad, entendiendo  que  lo  malo  que  se  hizo  fué 
inscribirlo  en  el  Registro  como  hijo  suyo,  sin 
serlo;  pero  eso  se  debe  a  su  ignorancia. 

Interrogada  Josefa  Sebastiana  Tax,  expuso: 
que  su  prisión  obedece  a  haber  regalado  un  su 
hijito  a  Lorenzo  Tax,  hecho  que  verificó  obli- 
gada por  su  pobreza  extrema  a  condición  de 
que  lo  alimentaran  y  educaran:  que  se  allana 
a  sufrir  la  pena  que  le  corresponda  y  que  el 
verdadero  padre  del  niño  es  Alfonso  Cifuentes. 
Examinado  éste  último,  manifestó:  que  hace 
como  seis  años  tuvo  a  su  servicio  a  Josefa 
Sebastiana  Tax,  pero  es  completamente  falso 
que  haya  tenido  relaciones  carnales  con  ella, 
e  ignora  si  dicha  mujer  haya  tenido  algún  hijo 
recientemente,  pues  en  muy  raras  ocasiones  la 
ha  visto  en  las  calles. 

Consideró  el  Juez  que  estaba  evidenciado  el 
delito,  cuya  naturaleza  consiste  en  haber  su- 
puesto un  parto  de  los  cónyuges  Tax-Garcla. 
y  concurrir  el  marido  a  denunciarlo  para  su 
inscripción  en  el  Registro  Civil,  faltando  a  la 
verdad  al  ocultar  que  se  trataba  de  un  varón 
hijo  fuera  de  matrimonio  de  Josefa  Sebastia- 
na Tax,  estando  de  acuerdo  con  ello,  tanto  la 
verdadera  madre  como  los  supuestos  padres, 
con  lo  cual  falsearon  desde  su  origen  el  estado 
civil  del  recién  nacido. 

La  Sala  de  Apelaciones  consideró  que  el  de- 
lito que  comenta  y  pena  el  articulo  3ií9  del  Có- 
digo Penal,  se  caracteriza  por  el  ataque  direc- 
to contra  el  estado  civil  de  las  personas,  o  sea 
la  condición  o  cualidades  bajo  las  cuales  se 
halla  constituido  el  hombre  en  la  sociedad  y 
en  su  familia,  gozando  de  ciertos  derechos 
acompañados  de  ciertas  obligaciones,  que  deja 
de  tener  cuando  muda  de  condición;  y  es  por 
dicha  causa,  que  la  ley  castiga  este  hecho  con 
suma  severidad,  puesto  que  tiende  a  subvertir 
el  orden  natural  y  civil.  Pero  para  su  existen- 
cia, es  indispensable  la  concurrencia  de  los  ele- 
mentos que  lo  informan,  siendo  el  principal 
de  ellos,  el  engai'ío  o  ficción  de  que  se  vale  el 
sujeto  del  delito  a  fin  de  procurar  la  suposi- 
ción de  un  parto,  con  el  deliberado  propósito. 
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ya  sea  de  sustituir  un  niño  por  otro,  o  de  lia- 
cerle  creer  al  marido  o  a  una  tercera  persona 
directamente  interesada,  que  la  criatura  es  su 
hijo  o  pariente  llamado  a  heredarle.  De  lo 
anterior  se  infiere  — dice  la  Sala —  que  para  l;i 
existencia  de  este  delito,  es  preciso  que  se 
haga  con  un  propósito  doloso  y  siempre  que  el 
cambio  redunde  en  perjuicio  de  otra  persona, 
y  por  dicha  causa  fundamental,  los  procesados 
no  han  incurrido  en  la  infracción  legal  comen- 
tada, puesto  que,  de  común  acuerdo  aceptaron 
la  superchería,  sin  ánimo  de  perjudicar  a  na- 
die. Y  es  más,  los  esposos  Ta.x  García  hicie- 
ron una  obra  de  caridad  al  aceptar  la  ciúatu- 
ra,  comprometiéndose  a  alimentarla,  vestirla  y 
educarla,  en  vista  del  estado  de  miseria  de  la 
madre. 

Contra  la  sentencia  de  segunda  instancia, 
fué  interpuesto  por  el  Fiscal  el  recurso  de  ca- 
sación, en  la  forma  expresada  al  principio  de 
la  presente  y  habiéndose  señalado  dia  para  la 
vista  y  tenido  lugar  ésta,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO. 

Que  no  puede  desatenderse  la  parte  doctri- 
naria en  que  se  funda  la  suposición  de  partos, 
como  delito  penado  con  cinco  años  de  prisión 
correccional  por  el  Código  Penal  Común,  y  de 
esta  manera  llama  la  atención  que  "lo  que  ca- 
racteriza el  linaje  de  estas  acciones  es  su  obje- 
tividad jurídica,  el  fin  que  con  ellas  se  pro- 
pone el  culpable  conseguir.  Lo  esencial,  y  lo 
que  el  hecho  debe  revelar  para  poder  ser  ló- 
gicamente comprendido  en  este  titulo,  es  que 
constituya  un  atentado,  un  ataque  contra  el  es- 
tado civil  de  una  persona,  teniéndose  siempre 
en  cuenta  la  objetividad  de  la  acción".  (Groi- 
zard  T.  V.  Pag.  434).  Enteramente  de  acuer- 
do con  esta  doctrina  se  encuentran  los  razona- 
mientos expuestos  por  la  Sala  en  la  sentencia 
que  se  examina,  en  Ips  cuales  hace  ver  que  pa- 
ra la  existencia  de  este  delito  es  indispensa- 
ble que  concurrán  los  elementos  que  lo  infor- 
man, siendo  el  principal  de  ellos,  el  engaño  o 
ficción  y  que  sea  ejecutado  con  un  propósito 
doloso.  Lejos  de  aparecer  el  dolo  especial  que 
se  requiere,  las  acciones  de  los  encausados  re- 
velan que  carecen  completamente  de  él  y  que 
sus  propósitos  no  fueron  otros  sino  los  de  eje- 


cutar una  obra  de  caridad  o  beneficencia, 
aceptando  al  niño  que  se  les  ofrecía,  para  ali- 
mentarlo y  educarlo,  conforme  sus  posibilida- 
des, en  vista  de  la  miseria  en  que  se  encontra- 
ba la  madre  y  de  la  imposibilidad  de  obtener 
ninguna  ayuda  del  padre,  como  se  pudo  com- 
probar más  tarde,  al  tomarse  declaración  al 
sindicado  como  tal,  señor  Cifuentes,  quien  en 
lo  absoluto  negó  ser  el  progenitor  de  la  cria- 
tura. Bajo  tales  aspectos,  es  indudable  que 
no  es  procedente  aplicar  en  este  caso  la  pres- 
cripción legal  citada  y  al  declararse  la  absolu- 
ción de  los  enjuiciados,  la  Sala  no  ha  infrin- 
gido el  artículo  ya  citado. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  artículo  196  inciso  cuarto  y  el  198  in- 
cisos tercero  y  cuarto  del  propio  Código  Pe- 
nal, no  pudieron  ser  infringidos:  el  primero, 
porque  es  ajeno  a  la  materia  de  que  se  trata, 
por  referirse  a  las  penas  en  que  incurra  un 
funcionario  público,  que  abusando  de  su  ofi- 
cio, cometiere  alguna  falsedad  en  alguna  de 
las  formas  que  el  propio  artículo  enumera;  y 
el  segundo,  porque  solamente  enumera  los  re- 
quisitos que  son  indispensables  para  que  el  de- 
lito de  falsificación  de  documentos  sea  puni- 
ble, entre  los  cuales  están,  precisamente,  que 
el  falsario  se  proponga  sacar  algún  provecho 
para  si  o  para  otro,  o  causar  algún  perjuicio 
a  alguno  o  a  la  sociedad;  y  que  resulte  o  pue- 
da resultar  perjuicio  a  la  sociedad  o  a  un  par- 
ticular, en  sus  bienes,  en  su  persona,  en  su  re- 
putación u  honra;  teniéndose  además  en  cuen- 
ta, que  el  hecho  del  asiento  de  la  partida  de 
nacimiento  en  el  Registro  Civil,  no  puede  juz- 
garse independientemente  del  hecho  principal, 
pues  es  precisamente  lo  que  lo  ha  caracteri- 
zado. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  en 
lo  que  disponen  los  artículos  686  y  690  frac- 
ción segunda,  del  Código  de  Procedimientos 
Penales  y  233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial,  declara  improcedente  el  recurso 
de  que  se  ha  hecho  mérito.  Notifíquese  y  con 
certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  an- 
tecedentes al  tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  —  Fe- 
derico O.  Salazar.  —  Max  García  R.  —  Secre- 
tario. 
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CRIMINAL 

PROCESO  contra  Ernesto  Herrera  Barrios, 
por  varios  delitos. 

DOCTRINA:  Para  que  exista  delito  continua- 
do es  indispensable  la  concurrencia  de  las 
siguientes  circunstancias:  pluralidad  de  ac- 
ciones, unidad  de  propósito  o  designio  y  uni- 
dad de  ley  violada. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  vein- 
ticuatro de  Julio  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  en  casación  la  causa  que  por  el  delito 
de  hurto  y  violación  de  correspondencia,  se  si- 
guió en  el  Juzgado  do  1'  Instancia  de  Huehue- 
tenango  contra  Ernesto  Herrera  Barrios,  Jefe 
de  la  Estafeta  Postal  de  Nentón. 

RESULTA: 

— I— 

El  veinticinco  de  Enero  de  mil  novecientos 
veintiocho,  el  Receptor  Fiscal  de  "Gracias  a 
Dios"  depositó  en  la  Estafeta  Postal  de  Nen- 
tón departamento  de  Huehuetenango,  un  cer- 
tificado oficial  con  la  suma  de  Q339.66  centa- 
vos, consignado  al  Administrador  de  Rentas 
del  departamento.  El  Jefe  de  la  oficina,  señor 
Ernesto  Herrera  Barrios  quiso  tomar  precau- 
ciones según  dijo,  por  tratarse  de  una  suma 
apreciable  y  para  ese  efecto  requiinó  la  pre- 
sencia del  Juez  de  Paz,  señor  Francisco  Alva- 
rado,  funcionario  que  con  los  testigos  de  asis- 
tencia Margarito  Domingo  y  Ricardo  Santos, 
por  ausencia  del  Secretario,  levantó  acta  ha- 
ciendo constar  que  la  cantidad  mencionada, 
contada  ante  él,  fué  puesta  en  una  bolsa  es- 
pecial de  manta  que  ya  cerrada  y  con  la  di- 
rección del  destinatario,  se  colocó  dentro  de  la 
valija  del  correo  y  se  entregó  al  peatón  Gus- 
tavo Santos,  quien  en  seguida  tomó  camino. 

La  administración  Departamental  do  Correos 
al  recibir  la  correspondencia,  se  fijó  quo  el 
peso  de  la  bolsa  conteniendo  el  dinero  no  era 
de  8280  gramos  que  llevaba  anotado  sino  de 
7838  gramos,  por  lo  que  solicitó  la  interven- 
ción del  Juez  de  Paz  y  abierta  la  bolsa  se  con- 
tó el  dinero  y  faltaban  Q45.10  centavos,  lo  cual 
se  comunicó  a  la  oficina  demitonte  por  despa- 
cho telegráfico  de  veintinuevp  del  mismo  mes. 
Herrera  Barrios  se  dorigió  al  Juez  de  Paz  de 
Nentón  ose  mismo  dia,  poniendo  en  su  conoci- 
miento lo  ocuirido  y  pidiendo  so  establcciorn 
su  inculpabilidad  mediante  el  examen  de  las 
personas  que  presenciaron  en  su  Estafeta  Pos- 
tal el  despacho  de  la  cantidad  consignada  al 
Administrador  do  Rentas.  El  procedimiento 
del  Admin¡str;ulor  do  Correos,  manifestó  en  su 


denuncia,  lo  hace  responsable  del  delito  de  vio- 
lación de  correspondencia,  pues  abrió  la  bolsa 
que  contenia  el  dinero  que  no  iba  dirigido  a  él. 
El  Juez  de  Paz  mandó  instruir  la  averiguación 
y  procedió  al  examen  de  los  señores  Francis- 
co Alvarado,  que  había  intervenido  como  Juez 
accidental,  Margarito  Domingo  y  Ricardo  San- 
tos, que  sirvieron  de  testigos  de  asistencia  y 
Doroteo  L.  Ruiz,  Receptor  Fiscal  de  la  finca 
"Gracias  a  Dios",  que  entregó  el  dinero.  Acor- 
des, relataron  haber  presenciado  la  contada 
de  la  suma  que  se  certificó  y  su  despacho  con 
las  precauciones  necesarias. 

— o — 

Elevadas  las  primeras  diligencias  al  Juzga- 
do de  1'  Instancia  y  proseguidas  las  averigua- 
ciones se  estableció  con  las  declaraciones  de 
los  señores  Manuel  Morales  López,  Juez  de 
Paz  do  la  Cabecera,  Gilberto  Hernández,  Se- 
cretario del  Juzgado  de  Paz,  Humberto  He- 
rrera López,  Ayudante  de  la  Receptoría  Fiscal 
e  Isidro  E.  Muñoz,  Administrador  de  Correos, 
que  en  la  Administración  de  Correos  fué  reci- 
bida entre  los  certificados  una  bolsa  con  dine- 
ro, procedente  de  Nentón;  y  como  llevaba  ex- 
ceso do  peso,  de  más  de  400  gramos,  el  Encar- 
gado de  Certificados  señor  Arnulfo  Méndez, 
requirió  la  intervención  del  Juez  de  Paz  para 
verificar  la  entrega  a  la  Administración  de 
Rentas.  Asi  se  hizo,  en  efecto,  y  el  veintinueve 
del  mismo  mes,  la  autoridad  mencionada  le- 
vantó acta  haciendo  constar  quo  la  bolsa  es- 
taba perfectamente  cerrada,  sin  señal  alguna 
de  violación,  pero  al  ser  abierta  y  contarso  el 
dinero  se  encontró  una  diferencia  de  cuaren- 
ta y  cinco  quetzales,  diez  centavos. 

Indagado  el  señor  Ernesto  Herrera  Barrios, 
Jefe  de  la  Estafeta  Postal  de  Nentón,  negó  to- 
da responsabilidad  en  la  pérdida  del  dinero  y 
explicó  de  nuevo  las  formalidades  que  llenó 
para  despacharlo  a  la  cabecera.  Se  decretó  su 
prisión  por  el  delito  de  estafa  y  posteriormen- 
te fué  excarcelado  bajo  fianza. 

Fué  indagado  asimismo  el  señor  José  Arnul- 
do  Méndez  Hernández,  Encargado  de  la  Ofici- 
na de  Certificados  de  la  Administración  de 
Correos  de  la  cabecera,  y  contestando  pre- 
guntas, manifestó:  que  el  veintiocho  de  ene- 
ro como  a  las  once  horas,  lo  llamó  el  Adminis- 
trador para  que  fuera  a  presenciar  el  arqueo 
de  caja  que  practicaba  el  Glosador  de  Cuen- 
tas que  iba  en  la  jira  presidencial,  por  cuyo 
motivo  ya  no  tuvo  tiempo  de  hacer  todas  sus 
operaciones  en  su  oficina  y  sin  rectificar  los 
pesos  de  los  certificados,  se  dio  por  recibido 
do  ellos,  con  sólo  contarlos  y  ver  quo  cstah.iv 
bien  cerrados:  que  hasta  las  diez  y  seis  h' 
ras  en  que  terminó  el  arqueo,  continuó  su 
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trabajo  propio  y  al  rectificar  el  peso  del  cer- 
tificado número  diez  y  ocho,  constató  un  ex- 
ceso de  que  dió  pai'te  inmediatamente  al  Ad- 
ministrador, quien  le  dió  orden  de  que  citara 
al  destinatario  y  que  llamara  al  Juez  de  Paz 
para  la  entrega,  habiéndose  comprobado  ante 
este  funcionario  la  falta  de  cuarenta  y  cinco 
quetzales,  diez  centavos,  por  lo  que  el  dinero 
quedó  depositado  en  la  Oficina.  Que  al  devol- 
ver la  factura  de  envió  al  Administrador  de 
Correos  de  Nentón,  al  pie  y  con  lápiz  rojo,  só- 
lo reclamó  el  aviso  de  recepción  del  certifica- 
do número  diez  y  siete  y  nada  dijo  respecto  del 
certificado,  debido  a  que  de  momento  es  más  vi- 
sible aquella  falta  en  la  que  fijó  al  recibirlos.  A 
Méndez  se  le  redujo  a  prisión  por  el  delito  de  es- 
tafa; y  acerca  de  lo  manifestado  por  éste,  se 
tomó  declaración  al  señor  Isidro  E.  Muñoz, 
Administrador  de  Correos,  quien  expuso  que 
efectivamente  comisionó  a  aquél  para  traba- 
jar con  el  Contador  de  Glosa  que  había  lle- 
gado ese  día  veintiocho  de  enero;  que  tam- 
bién fué  cierto  que  Méndez  le  dió  parte,  como 
a  las  diez  y  seis  horas,  que  el  certificado  nú- 
mero diez  y  ocho  procedente  de  Nentón  para 
el  Administrador  de  Rentas  acusaba  un  exce- 
so de  peso  por  lo  que  le  ordenó  que  la  en- 
trega la  hiciera  ante  el  Juez  de  Paz;  y  no  dió 
aviso  inmediato  al  Administrador  de  Correos 
de  Nentón  porque  el  trabajo  extraordinario  de 
ese  dia  con  motivo  de  la  llegada  del  Glosador, 
le  hizo  olvidar,  pero  lo  dió  al  dia  siguiente 
cuando  ya  se  habia  averiguado  la  falta  de  di- 
nero. 

La  Auditoria  de  Correos  siguió  diligencias 
separadamente  y  en  su  oportunidad  rindió 
informe  al  Director  General  de  Comunicacio- 
nes Eléctricas,  quien  mandó  remitirlas  al  Juz- 
gado de  1'  Instancia  de  Huehuetenango,  lo 
mismo  que  el  saco  en  que  se  encerró  el  dinero, 
marbete  y  marchamo  correspondientes.  En 
esas  diligencias  se  estableció  que  el  envió  lle- 
vaba anotado  un  peso  de  ocho  mil  doscientos 
ochenta  gramos  y  al  ser  rectificado  en  la  ofi- 
cina destinataria  acusó  un  peso  de  ocho  mil 
setecientos  treinta  y  ocho  gramos.  El  Auditor 
manifiesta  que  la  cantidad  que  faltó  es  casi 
seguro  que  no  fué  incluida  por  la  oficina  de 
Nentón,  por  las  razones  siguientes:  1' — porque 
según  acta  levantada  por  el  Juez  de  Paz  de 
Huehuetenango,  al  ser  abierto  el  envío  en  su 
presencia  y  ante  los  testigos,  se  encontró  úni- 
camente la  suma  de  doscientos  noventa  y  cua- 
tro quetzales,  cincuenta  y  seis  centavos;  2- — 
porque  esta  cantidad  con  la  distribución  en  mo- 
nedas que  llevaba,  arrojaba  un  peso  mucho 
mayor  del  que  maliciosamente  anotó  la  ofici- 
na expedidora,  pues  su  peso  total  era  de  ocho 
mil  seiscientos  cuarenta  y  nueve  gramos.  In- 
cluyendo saco,  marbete  y  marchamo;  3' — por- 


que la  cantidad  que  se  sustrajo  de  cuarenta  y 
dos  quetzales,  sesenta  centavos  en  moneda 
fraccionaria  y  dos  quetzales  cincuenta  centa- 
vos en  billetes,  tenia  un  peso  de  mil  trescien- 
tos cincuenta  y  dos  gramos,  que  sumado  con 
el  peso  anterior,  da  un  total  de  diez  mil  un 
gramos;  y  4- — porque  el  marchamo  que  ase- 
guraba el  saco  estaba  en  perfectas  condiciones. 
El  peso  anotado  por  el  Administrador  de  Co- 
rreos de  Nentón,  agrega  el  informe,  fué  con  el 
fin  de  despistar  cualquiera  investigación  toda 
vez  que  no  existe  relación  con  el  peso  con  que 
llegó  a  su  destino  dicho  envío  ni  con  el  que 
realmente  debió  haber  tenido. 

—III— 

Nuevo  proceso  se  inició  el  dos  de  marzo  de 
mil  novecientos  treinta  y  ocho  por  haber  dado 
parte  telegráfico  el  Administrador  de  Correos 
de  Quezaltenango  de  la  pérdida  de  un  quetzal 
en  el  envio  certificado  a  favor  de  Guillermo 
Alvarado,  por  la  Oficina  de  Nentón  a  cargo  de 
Ernesto  Herrera  Barrios.  El  Encargado  de  Cer- 
tificados de  la  Administración  de  Huehuete- 
nango, Arnulfo  Méndez,  dijo  que  el  once  de  fe- 
brero anterior  recibió  entre  el  correo  proceden- 
te de  Nentón  el  certificado  número  treinta  y 
uno,  un  valor  declarado  de  un  quetzal,  dirigido 
a  Guillermo  Alvarado  del  departamento  de 
Quezaltenango,  al  que  le  dió  curso  por  haberse 
recibido  sin  señal  alguna  de  violación  y  con 
su  peso  conforme;  que  como  así  lo  recibiera 
también  el  Administrador  de  Correos  de  Que- 
zaltenango, le  acusó  recibo  con  el  "Recibí  con- 
forme" del  mismo  modo  que  él  lo  había  hecho 
con  el  Administrador  de  Nentón. 

Respecto  a  este  nuevo  delito,  la  Auditoria  de 
Correos  siguió  sus  averiguaciones  e  informó  al 
Director  General  el  resultado.  De  las  investiga- 
ciones efectuadas  manifiesta  el  Auditor  se  pu- 
do establecer  que  la  suma  en  referencia  no  fué 
incluida  en  el  certificado  por  cuanto  el  peso 
y  cierre  de  la  pieza  estaban  conformes.  Las 
diligencias  fueron  remitidas  al  Juez  de  1'  Ins- 
tancia de  Huehuetenango  y  sobre  este  hecho  se 
indagó  al  señor  Herrera  Barrios,  quien  mani- 
festó que  al  recibir  el  quetzal  lo  depositó  en 
la  carta,  cerrándola  y  lacrándola  en  presencia 
del  remitente,  pero  no  se  explica  cómo  pudo 
ser  extraído.  Se  le  redujo  a  prisión  por  esta- 
fa y  se  mandó  acular  estas  nuevas  diligencias 
a  las  anteriores,  permitiéndose  al  reo  que  con- 
tinuara excarcelado  bajo  fianza. 

—IV— 

El  veintiocho  de  marzo  del  mismo  año,  el 
Auditor  de  Correos,  don  Manuel  Angel  Pérez, 
remitió  al  Juzgado  de  la.  Instancia  de  Huehue- 
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tenango  otras  diligencias  seguidas  en  su  Des- 
pacho para  averiguar  el  extravío  del  certifi- 
cado número  ocho,  depositado  en  la  Adminis- 
tración de  Correos  de  aquel  departamento  para 
don  Abelardo  Alvarado,  residente  en  Nen- 
tón, certificado  recibido  por  Ernesto  Herrera 
Barrios.  Por  tercera  vez  se  indagó  a  éste, 
quien  reconoció  su  firma  puesta  en  la  factura 
de  recibo,  agregando  que  talvez  por  un  descui- 
do haya  dejado  de  entregarlo  o  se  extravió,  o 
que  después  de  firmada  la  factura  se  haya 
agregado  el  número  correspondiente  a  dicho 
certificado.    Por  estafa  se  le  redujo  a  prisión. 

Acerca  de  este  hecho,  el  Licenciado  en  far- 
macia don  Juan  Florencio  Calderón  manifes- 
tó: que  don  Manuel  Mérida,  residente  en  Nen- 
tón, le  solicitó  que  le  enviara  un  pomo  de  cáp- 
sulas de  efedrina,  de  valor  de  dos  quetzales, 
recomendada  a  Abelardo  Alvarado.  Asi  lo 
hizo,  pero  ni  el  pomo  de  cápsulas  que  envió 
por  correo  certificado  ni  una  carta  que  le  man- 
dó en  la  vía  ordinaria,  le  fueron  entregados, 
no  obstante  haber  sido  recibidos  en  la  Oficina 
de  Nentón. 

Se  elevó  a  plenario  la  causa  y  se  practica- 
ron varias  pruebas,  pero  como  fueron  anula- 
das por  la  Sala,  no  se  hace  mención  de  ellas. 

El  Juez  dictó  sentencia  el  tres  de  diciembre 
de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  absolviendo 
a  Arnulfo  Méndez  y  condenando  a  Herrera 
Barrios  como  autor  de  estafa  a  un  año  de 
arresto  mayor  y  como  autor  de  doble  falta 
contra  la  propiedad  a  quince  dias  de  prisión 
por  cada  una  con  aumento  de  la  tercera  parte 
por  la  reincidencia.  La  Sala  4a.  anuló  este 
fallo  y  todo  el  plenario  por  haber  encontrado 
las  siguientes  irregularidades  en  el  procedi- 
miento: lo..  Falta  de  intervención  del  Admi- 
nistrador de  Rentas  en  el  proceso  relativo  a  la 
pérdida  de  los  cuarenta  y  cinco  quetzales,  diez 
centavos;  2o.,  En  el  hecho  denunciado  por  el 
señor  Calderón  se  dejó  de  investigar  el  deli- 
to de  violación  de  correspondencia;  y  3o.,  De- 
ben examinarse  los  hechos  y  ver  si  es  hurto  o 
estafa  el  delito  cometido. 

Repuesto  el  plenario  sin  más  diligencia 
apreciable  que  el  avalúo  de  la  efedrina  en  un 
quetzal,  veinticinco  centavos,  se  dictó  nueva- 
mente sentencia  el  trece  de  septiembre  si- 
guiente, en  la  cual  hace  las  mismas  declara- 
ciones del  fallo  anterior  y  agrega  que  no  es- 
tá claro  el  hecho  de  la  violación  de  la  corres- 
pondencia pues  falta  evidencia  de  que  el  reo 
la  haya  abievto,  destruido  o  subtraído. 

— V— 

La  Sala  4a.  de  la  Corto  de  Apelaciones  co. 
noció  en  apelación  y  dictó  sentencia  el  quince 
de  noviembre  del  año    recién  transcurrido. 


Considera  el  Tribunal  que  la  culpabilidad  del 
reo  Ernesto  Herrera  Barrios    en  el  proceso 
que  se  siguió  por  haber  faltado  cuarenta  y 
cinco  quetzales  diez  centavos  en  el  certifica- 
do número  diez  y  ocho,  quedó  probado  con 
los  hechos  siguientes:  a)  las  formalidades  que 
quiso  tomar  antes  de  expedir  el  mencionado 
certificado,  las  cuales  consistieron  en  hacer 
llegar  a  la  oficina  al  Juez  de  Paz  accidental 
con  sus  testigos  de  asistencia  y  hasta  el  Co- 
mandante Local  Capitán  Abel  Morales,  para 
que  presenciaran  el  despacho  del  dinero,  lujo 
de  precauciones  que  se  vuelven  en  su  contra 
puesto  que  se  estableció  que  esa  fué  la  única 
vez  que  tales  formalidades  se  llenaron,  lo  que 
hace  presumir  que  fué  maliciosamente  y  co- 
mo preparatorias  de  lo  que  él  había  pensado 
hacer;  bi,  el  peso  aproximado  que  el  dinero 
certificado  debía  haber  dado  el  que  según  los 
cálculos  periciales,  debió  ser  de  diez  mil  un 
gramos  y  el  acusado  únicamente  consignó 
ocho  mil  doscientos  ochenta  gramos,  acusan- 
do una  diferencia  de  mil  setecientos  veintiún 
gramos,  que  de  ninguna  manera  puede  ex- 
plicarse por  la  diferencia  de  romanas;  c),  el 
hecho  de  haber  sido  recibida  la  bolsa  que  con- 
tenia el  dinero,  en  la  Oficina  de  Correos  de 
Huehuetenango,  sin  señal  alguna  de  violen- 
cia, según  lo  hizo  constar  el  señor  Juez  de 
Paz  de  la  cabecera,  lo  que  aleja  la  posibilidad 
de  que  la  substracción    del  dinero    se  haya 
efectuado  después  de  haber  sido  expedido  por 
la  oficina  de  Nentón;  d),  la  actitud  que  desde 
el  principio  de  la  investigación  tomó  el  pro- 
cesado, tratando  de  hacer  recaer  toda  respon- 
sabilidad sobre  la  Administración  de  Correos 
de  Huehuetenango,  no  obstante  que  el  envío 
había  pasado  por  varias  Estafetas  de  tránsi- 
to: y  su  proceder  iniciando  él  mismo  la  suma- 
ria en  cuanto  se  le  hizo  el  reparo,  creyendo 
sin  duda  que  su  impunidad  quedaba  asegu- 
rada con  el  acta  que  había  hecho  levantar  an- 
te el  Juez  de  Paz  de  Nentón;  el,  el  hecho  de 
que  nadie  más  que  él  y  el  empleado  de  certifi- 
cados de  Huehuetenango,  cuya  inocencia  se 
estableció  en  el  proceso,  intervino  en  el  envío 
del  repetido  certificado;  y  por  último    la  cir- 
cunstancia de  serle  imputable  los  otros  hechos 
que  motivaron  su  nuevo  procesamiento. 

En  el  segundo  proceso  seguido  por  haberle 
faltado  la  suma  de  un  quetzal  en  el  certifica- 
do número  treinta  y  uno,  considera  probada 
la  culpabilidad  del  procesado  con  los  hechos 
siguientes:  al,  con  el  acta  levantada  por  el 
Juez  2o.  de  Paz  de  Quezaltenango  en  que  hace 
constar  que  el  peso  en  gramos  estaba  con- 
forme con  el  consignado  en  Nentón,  sin  em 
hargo  que  hacia  falta  el  quetzal  que  debió  ha- 
ber llegado  incluido,  sin  que  el  sobre  tuviera 
señales  de  violación  alguna:  b),  con  la  inves- 
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tigación  seguida  por  la  Auditoría  de  Correos 
y  de  la  cual  se  desprende  que  el  lacre  con 
que  se  aseguró  el  cierre  del  sobre  fué  puesto 
sobre  la  frase:  "cerrado  ante  mi",  lo  que  es 
inexacto  ya  que  esta  frase  se  escribe  hasta 
que  el  sobre  está  lacrado;  y  c),  con  la  expli- 
cación que  el  reo  dá  respecto  a  esta  pérdida 
atribuyéndola  también  a  la  Administración 
de  Correos  de  Huehuetenango,  cosa  imposible 
como  se  demostró  en  la  investigación  seguida 
en  la  Auditoría  de  Correos. 

En  cuanto  al  tercer  proceso  iniciado  con  mo- 
tivo de  la  pérdida  de  un  pomo  de  cápsulas 
de  efedrina  que  el  señor  farmacéutico  Calde- 
rón envió  a  don  Abelardo  Alvárado,  quedó  es- 
tablecido con  los  documentos  de  tramitación 
del  Correo  que  ese  pomo  fué  enviado  a  Nen- 
tón  y  recibido  por  Herrera  Barrios,  sin  que 
haya  dado  ninguna  razón  satisfactoria  del 
motivo  de  no  haberse  entregado  al  destina- 
tario. 

Considera  el  fallo  que  los  delitos  cometidos 
por  el  enjuiciado  son  los  continuados  de  hur- 
to y  violación  de  correspondencia,  pues  mien- 
tras el  elemento  estructural  de  la  estafa  lo 
constituye  el  apoderamiento  de  la  cosa  ajena 
con  ánimo  de  lucro  y  usando  para  ello  de  de- 
fraudación o  cualquier  engaño,  el  de  hurto  lo 
constituye  el  mismo  apoderamiento  pero  usan- 
do de  artificio  o  astucia  sin  que  exista  fuerza 
en  las  cosas  o  violencias  en  las  personas;  que 
el  reo  no  recibió  el  dinero  ni  la  efedrina  para 
devolverla  ni  entregarla  personalmente  sino 
para  tramitar  su  envió,  habiéndose  substraí- 
do parte  del  dinero  y  la  medicina,  de  modo 
que  la  calificación  de  los  hechos  debe  ser  de 
hurto  y  no  de  estafa;  que  también  de  acuerdo 
con  el  artículo  161  inciso  2o.  del  Código  Pos- 
tal se  comete  el  delito  de  violación  de  corres- 
pondencia cuando  se  destruye  o  sustrae  de  al- 
guna oficina  de  correos  o  valija  alguna  pieza 
cerrada  de  correspondencia,  en  cuya  virtud 
habiendo  substraído  el  reo  parte  del  dinero 
y  el  paquete  conteniendo  las  cápsulas  de  efe- 
drina, también  cometió  tal  infracción  legal. 
Pero  ambos  delitos  fueron  continuados  por- 
que los  diferentes  heclios  que  el  acusado  co- 
metió son  solo  diferentes  momentos  de  una  so- 
la acción  delictuosa,  cometidos  con  el  mismo 
fin  el  lucro,  y  una  sola  persona  dañada,  el 
correo,  porque  dicha  institución  es  la  obligada 
a  reponer  a  los  particulares  el  dinero  o  efec- 
tos perdidos,  que  le  hubieren  confiado  de 
acuerdo  con  las  Leyes  Postales. 

Por  último  apreciando  que  el  delito  postal 
fué  medio  para  cometer  el  de  hurto  y  que  am- 
bos fueron  cometidos  en  el  mismo  acto,  de 
acuerdo  con  el  artículo  88  del  Código  Penal, 
en  relación  con  el  166  Código  Postal,  la  pena 
que  debe  imponerse  es  la  asignada  al  delito 


de  violación  de  correspondencia  que  tiene  una 
compuesta  de  uno  a  tres  años  de  prisión  co- 
rreccional, de  la  que  toma  en  término  menor 
por  ser  más  favorable  al  reo,  aumentada  en 
una  tercera  parte;  y  este  resultado  aumenta- 
do en  otra  tercera  parte  por  la  circunstancia 
de  que  el  reo  era  empleado  de  Correos  cuan- 
do cometió  el  delito.  Por  las  razones  consig- 
nadas, el  fallo  confirma  la  sentencia  en  cuan- 
to a  la  condena  del  acusado  Ernesto  Herrera 
Barrios  pero  con  la  modificación  de  que  éste 
es  responsable  como  autor  de  los  delitos  de 
violación  de  correspondencia  y  hurto  por  lo 
que  le  impone  la  pena  de  veintiún  meses  diez 
días  de  prisión  correccional  inconmutable;  y 
revoca  en  las  declaraciones  relativas  a  faltas 
la  sentencia  de  primera  instancia. 

— V— 

El  reo  con  auxilio  del  Abogado  don  Edmun- 
do Méndez  interpuso  recurso  de  casación  con- 
tra el  fallo  de  segunda  instancia,  por  viola- 
ción de  los  artículos  468,  603,  589  y  595  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  161  inciso 
2o.  del  Código  Postal,  419  inciso  5o.  y  472  in- 
ciso 2o.  del  Código  Penal.  Por  haber  conoci- 
do en  segunda  instancia  el  Magistrado  de  esta 
Corte  Licenciado  Francisco  E.  Rodríguez,  se 
llamó  a  integrar  al  Presidente  de  la  Sala  la. 
Licenciado  Unda  Murillo,  pero  estando  impe- 
dido asimismo,  por  idéntica  razón,  el  Tribunal 
quedó  integrado  con  el  Presidente  de  la  Sala 
2a.  Hasta  la  fecha  ningún  alegato  se  presen- 
tó por  el  recurrente  para  dar  las  razones  le- 
gales en  que  se  funda  su  recurso. 

CONSIDERANDO: 

La  culpabilidad  del  procesado  en  las  tres 
infracciones  delictuosas  que  motivaron  su  en- 
juiciamiento, se  encuentra  plenamente  esta- 
blecida en  autos,  con  la  grave  presunción  que 
produce  la  concurrencia  de  los  hechos  justi- 
ciables, cuya  apreciación  hizo  la  Sala  en  la 
sentencia  recurrida,  conforme  las  disposicio- 
nes contenidas  en  los  artículos  570  inciso  2o., 
571  la.  parte,  587,  589,  595,  596,  601  y  613  del 
Código  de  Procedimientos  Penales.  Sin  em- 
bargo, se  ha  cometido  error  de  derecho  en  la 
calificación  de  los  hechos  delictuosos  y,  por 
consiguiente,  la  pena  impuesta  no  correspon- 
de, según  la  ley  a  su  calificación,  siendo  el 
primero  de  éstos  motivos  el  alegado  por  el 
recurrente  al  citar  el  inciso  5o.  del  articulo 
419  y  el  inciso  2o.  del  articulo  472  del  Códi- 
go Penal,  en  cuya  virtud  procede  casar  y  anu- 
lar el  fallo  recurrido  y  dictar  el  que  en  dere- 
cho corresponde.  Articulo  676  incisos  3o.  y 
6o.  de  Procedimientos  Penales. 
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CONSIDERANDO: 

La  primera  infracción  cometida  por  el  en- 
causado es  constitutiva  de  estafa,  al  tenor  del 
inciso  5o.  del  articulo  519  del  Código  Penal, 
porque  se  apropió  en  perjuicio  de  otro  de  par- 
te del  dinero  que  recibió  como  jefe  de  la  Esta- 
feta Postal,  encargado  del  sei'vicio  de  certifi- 
cados, para  remitirlo  a  la  Oficina  de  Huehue- 
tenango  y  con  destino  a  la  Administración 
de  Rentas  del  departamento;  pero  como  el 
procesado  no  abrió  pieza  cerrada  de  corres- 
pondencia ni  destruyó  ni  sustrajo  de  oficina 
o  valija  el  envió  en  cuestión,  sino  que  se  apro- 
pió de  parte  de  la  cantidad  que  recibió  para 
su  remisión,  no  es  el  caso  de  apreciar  en  es- 
ta infracción  la  comisión  del  delito  de  viola- 
ción de  correspondencia.  Articulo  citado  y 
161  Código  Postal. 

CONSIDERANDO: 

La  segunda  infracción  imputada  a  Herrera 
Barrios,  es  la  sustracción  de  un  quetzal  de 
una  carta  certificada  que  la  Oficina  de  Nen- 
tón,  a  su  cargo,  recibió  para  remitir  a  Que- 
zaltenango.  De  las  pruebas  producidas  se 
presume  que  Herrera  abrió  la  carta  después 
de  haberla  cerrado  ante  el  remitente,  pues  se- 
gún su  propia  declaración,  éste  vió  cuando  in- 
trodujo el  quetzal  en  la  carta  y  la  cerró  en  su 
presencia,  con  la  razón  "Cerrada  ante  mí", 
pero  no  la  lacró;  circunstancia  esta  probada 
por  la  Auditoria  del  Correo,  con  el  hecho  de 
que  el  lacre  aparece  sobre  la  firma  del  remi- 
tente, en  cuyo  caso  da  lugar  a  suponer  que 
si  pudo  abrir  la  carta  después  de  cerrada  y 
firmada  la  razón,  sin  dejar  señales  de  viola- 
ción. Esta  nueva  estafa  constituye  falta  por- 
que la  cantidad  no  excede  de  dos  quetzales, 
de  conformidad  con  el  inciso  2o.  del  articulo 
472  del  Código  Penal,  pero  en  este  caso  existe 
el  delito  de  violación  de  correspondencia, 
puesto  que  para  apropiarse  el  quetzal  tuvo  el 
i-eo  necesidad  de  violar  la  pieza  cerrada  que 
lo  contenia,  toda  vez  que  él  mismo  confiesa 
que  la  cerró  en  presencia  del  remitente  y  a  su 
satisfacción,  y  como  fué  recibida  debidamente 
cerrada  en  la  Oficina  de  destino,  pero  sin  el 
quetzal,  la  consecuencia  necesaria  es  que  la 
violó  para  tal  efecto,  lo  cual  queda  confirma- 
do con  la  prueba  establecida.  Artículos  307 
y  312  Código  Postal,  571  y  595  Procedimientos 
Penales. 

CONSIDERANDO: 

La  apropiación  de  un  pomo  de  efedrina,  va- 
luado por  los  expertos  en  un  quetzal  cincuen- 
ta centavos,  remitido  a  la  Estafeta  Postal  de 


que  era  jefe  Herrera  Barrios  y  recibido  por 
él,  sin  que  haya  dado  explicación  satisfacto- 
ria del  motivo  de  no  haber  entregado  el  en- 
vió a  su  destinatario,  también  es  estafa  cons- 
titutivo de  falta  por  no  pasar  de  dos  quetza- 
les el  valor  de  lo  apropiado;  pero,  además,  el 
hecho  de  no  entregar  la  carta  que  acompaña- 
ba al  especifico,  constituye  delito  de  violación 
de  correspondencia,  pues  la  conducta  del  acu- 
sado hace  suponer  fundadamente  que  sustrajo 
o  destruyó  la  carta  para  evitar  que  llegara  al 
conocimiento  del  destinatario  el  envió  de  la 
medicina.  Artículos  citados  y  472  inciso  2o. 
Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

El  Tribunal  de  Apelación  estima  que  las 
tres  infracciones  constituyen  un  solo  delito 
continuado  de  hurto  y  violación  de  correspon- 
dencia, porque  los  diversos  actos  cometidos 
por  el  acusado  son  solo  diferentes  momentos 
de  una  sola  acción  delictuosa;  criterio  que  no 
acepta  este  Supremo  Tribunal,  toda  vez  que 
los  hechos  delictuosos  son  independientes  y  no 
guardan  la  relación  que  exige  la  continuidad 
del  delito.  La  intención  o  propósito  se  mani- 
fiesta distinta  en  cada  uno  de  ellos  y  falta 
unidad  de  ley  violada,  pues  constituyen  in- 
fracciones de  distinta  naturaleza,  no  estando 
caracterizados  por  lo  tanto  con  las  circuns- 
tancias que  son  propias  de  delito  continuado, 
a  saber:  pluralidad  de  acciones,  unidad  de  pro- 
pósito o  designio  y  unidad  de  ley  violada.  Ar- 
tículos 11,  12,  68,  84  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

El  delito  de  estafa  cometido  con  motivo  de 
la  apropiación  de  cuarenta  y  cinco  quetzales, 
diez  centavos,  debe  ser  penado  con  la  sanción 
que  señala  el  inciso  2o.  del  artículo  418  del 
Código  Penal,  o  sea  un  año  de  arresto  ma- 
yor, por  no  exceder  de  cien  quetzales  la  can- 
tidad objeto  de  la  estafa;  el  segundo  hecho 
constitutivo  de  falta  de  estafa  y  de  delito  de 
violación  de  correspondencia,  debe  sancionar- 
se con  la  pena  de  quince  días  de  prisión  sim- 
ple por  la  primera,  como  lo  ordena  el  inciso 
2o.  del  artículo  472  del  Código  Penal,  y  con 
un  año  ocho  meses  de  prisión  correccional  por 
el  segundo,  tiempo  que  corresponde  al  extre- 
mo menor  del  grado  medio  de  la  pena  com- 
puesta de  uno  a  tres  años,  prescrita  en  el  ar- 
tículo 162  del  Código  Postal,  por  no  haber  cir- 
cunstancias qué  apreciar,  debiendo  aumentar- 
se en  una  tercera  parte  en  atención  a  lo  orde 
nado  en  el  articulo  164  del  mismo  Código;  > 
la  tercera  infracción  debe  penarse  de  igual 
modo  que  la  precedente,  es  decir,  con  quince 
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días  de  prisión  simple  por  la  estafa  y  un  año 
ocho  meses  de  prisión  correccional  por  el  deli- 
to de  violación  de  correspondencia,  siempre 
con  la  agravación  de  la  tercera  parte  por  ha- 
ber cometido  el  delito  un  empleado  del  ramo. 
Artículos  68,  78,  84  y  88  Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  en 
las  leyes  citadas  y  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 687  de  Procedimientos  Penales,  CASA 
Y  ANULA  la  sentencia  recurrida  y  resolviendo 
en  lo  principal,  declara:  lo.,  que  Ernesto  He- 
rrera Barrios,  ex-jefe  de  la  Estafeta  Postal 
de  Nentón,  es  autor  del  delito  de  estafa  de  la 
suma  de  cuarenta  y  cinco  quetzales,  diez  cen- 
tavos, por  lo  que  le  impone  la  pena  de  un  año 
de  arresto  mayor,  conmutable  en  su  totalidad 
a  diez  centavos  diarios;  2o.,  que  también  es 
responsable  como  autor  de  dos  delitos  de  vio- 
lación de  correspondencia  por  los  cuales  le 
impone  la  pena  de  un  año  ocho  meses  de  pri- 
sión correccional  por  cada  uno,  aumentada  en 
una  tercera  parte,  o  sea  un  total  de  cincuenta 
y  tres  meses  de  prisión  correccional,  conmu- 
table en  dos  terceras  partes,  en  la  misma  pro- 
porción; 3o.,.  como  autor  de  dos  faltas  de  esta- 
fa lo  condena  a  quince  días  de  prisión  simple 
por  cada  una,  conmutable  en  su  totalidad  en  la 
proporción  de  las  anteriores;  4o.,  queda  sus- 
penso en  el  ejercicio  de  sus  derechos  políti- 
cos durante  el  tiempo  de  la  condena  y  obliga- 
do a  la  reposición  del  papel  empleado  en  la 
causa  al  del  sello  que  corresponde.  Notifi- 
quese  y  con  certificación  de  lo  resuelto,  de- 
vuélvanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su 
origen. 

Raf.  Ordóñez  SoUs.  —  José  Serrano  Muñoz 
Abel  Paredes.  —  Federico  O.  Salazar.  —  Oct. 
Aguilar.  —  Max  García  R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Eulalia  Ayala  de  Rodrígnez  y 
Gonzalo  Maltés  Ronquillo,  por  el  delito  de 
adulterio. 

DOCTRINA:  Siendo  la  jurisdicción  impro- 
rrogable en  materia  criminal,  se  puede  diri- 
mir en  cualqtcier  estado  del  proceso. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  trein- 
ta y  uno  de  Julio  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Para  dirimir  la  competencia,  se  vé  el  auto 
que  dictó  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  Su- 
chitepéquez,  el  veintisiete  de  Junio  del  año 


en  curso,  en  el  proceso  que,  por  el  delito  de 
adulterio,  sigue  Francisco  Rodríguez  Tarace- 
na  contra  su  esposa  Eulalia  Ayala  de  Rodrí- 
guez y  Gonzalo  Maltés  Ronquillo,  inhibiéndo- 
se del  conocimiento  y  manda  pasarlo  al  Juz- 
gado de  la  misma  categoría  de  Retalhuleu, 
por  haber  sido  perpetrado  en  Muluá,  que  co- 
rresponde a  este  último  departamento. 

CONSIDERANDO: 

Que  sin  embargo  de  que  no  se  hizo  ninguna 
objeción  a  la  competencia  dentro  del  plazo 
señalado,  todavía  es  oportunidad  de  tratar  de 
ella,  porque  siendo  improrrogable  en  materia 
criminal,  en  cualquier  estado  del  proceso,  se 
puede  dirimir;  que  estando  bien  establecido 
que  el  lugar  en  que  se  dice  que  se  consumó  el 
hecho,  es  Muluá,  del  departamento  de  Retal- 
huleu, y  no  en  Suchitepéquez  donde  hasta  aho- 
ra se  ha  seguido  el  proceso,  el  llamado  a  co- 
nocer es  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  Re- 
talhuleu, por  ser  el  único  competente  para  to- 
dos los  procesos  que  se  originen  por  hechos 
perpetrados  en  el  territorio  de  su  departamen- 
to, cuando  no  están  comprendidos  en  los  ca- 
sos especiales  que  corresponden  a  otro  fuero, 
en  los  cuales  no  está  éste.  Artículos  30  y  33 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  151,  153, 
159  y  164  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial, 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  el  íun 
damento  que  le  dan  las  leyes  citadas,  resuelve, 
que  el  Juez  competente  para  conocer  en  este 
proceso,  es  el  de  Primera  Instancia  del  depar- 
tamento de  Retalhuleu,  y  no  el  de  la  misma 
categoría  de  Suchitepéquez;  manda  que  se  le 
remitan  los  antecedentes  y  se  le  dé  aviso  a 
este  último  funcionario.  Notifiquese  y  como 
procede,  envíense  los  antecedentes. 

Ordóñez  Salís.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pare- 
des. —  Rodríguez.  —  O.  Salazar.  —  Max  Gar- 
cía R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Roberto  Barrios  Palencia, 
por  el  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego. 

DOCTRINA:  Es  notoriamente  improcedente 
solicitar  en  los  recursos  de  aclaración  y  am- 
pliación, que  se  declare  la  nulidad  de  lo  ac- 
tuado. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatecala,  ocho 
de  Agosto  de  mil  novecientos  cuarenta. 
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Visto  el  recurso  de  aclaración  y  ampliación 
interpuesto  por  Juan  Roberto  Barrios  Falen- 
cia, con  auxilio  del  abogado  don  Juan  Mayor- 
ga  Franco. 

La  sentencia  de  esta  Corte,  fecha  veinticua- 
tro de  junio  del  año  en  curso,  desestima  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  menciona- 
do Barrios  Falencia  contra  la  sentencia  de  la 
Sala  2a.  de  Apelaciones,  en  la  cual  se  le  con- 
dena como  autor  de  lesiones  y  disparo  de  ar- 
ma de  fuego  a  la  pena  de  dos  años  ocho  me- 
ses de  prisión  correccional. 

El  recurrente  asegura  que  en  segunda  ins- 
tancia se  le  juzgó  por  el  delito  de  disparo  de 
arma  sin  haber  sido  juzgado  por  ese  hecho  en 
primera  instancia,  en  donde  únicamente  se  le 
condenó  por  lesiones,  por  lo  que  introdujo  re- 
curso de  casación  por  haberse  violado  el  ar- 
ticulo 315  del  Código  Penal;  pero  como  en  la 
sentencia  se  hizo  caso  omiso  de  sus  pretensio- 
nes, pide  que  se  aclare  y  amplié  declarando  la 
nulidad  de  todo  lo  actuado. 

■  CONSIDERANDO: 

Los  recursos  de  aclaración  y  ampliación 
tienen  por  objeto,  únicamente,  aclarar  el  te- 
nor del  fallo  cuando  está  concebido  en  térmi- 
nos obscuros,  ambiguos  o  contradictorios,  o  re- 
solver sobre  puntos  que  se  hubieren  omitido, 
pero  nunca  declarar  la  nuhdad  de  la  senten- 
cia y  de  todo  lo  actuado,  como  lo  proponen  el 
reo  y  su  abogado.  Artículos  648  y  649  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  sentencia  cuya  aclaración  y  amplia- 
ción se  solicita,  se  contrae  a  desestimar  el  re- 
curso de  casación  que  el  reo  interpuso  contra 
lo  resuelto  en  segunda  instancia,  después  de 
estudiar  las  leyes  que  el  recurrente  citó  como 
violadas;  entre  las  cuales  y  de  manera  espe- 
cial, está  examinado  en  el  tercer  consideran- 
do, el  articulo  15  del  Código  Penal,  que  el  re- 
currente afirma  que  no  está  debidamente  apre- 
ciado; de  manera  que  no  existe  motivo  para 
estimar  que  haya  dejado  de  resolver  algún 
punto  que  debió  comprenderse  en  la  sentencia. 
Artículo  690  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  do  Justicia,  con  apoyo  en 
las  leyes  citadas  y  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 650  de  Procedimientos  Penales,  decla- 
ra improcedentes  los  recursos  de  aclaración 


y  ampliación  propuestos.  Notifiquese  y  con 
certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
antecedentes  a  donde  corresponde. 

Ordóñez  Salís.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pare- 
des. —  Rodríguez.  —  O.  Salazar.  —  Max  Gar- 
cía R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Alejandro  Castillo  Artiga, 
por  malversación  de  caudales  públicos. 

DOCTRINA:  Cuando  la  substracción  excede 
de  cien  quetzales,  pero  no  llega  a  quinientos, 
procede  infligir  al  autor  del  delito,  la  pena 
de  quince  meses  de  prisión  correccional. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  nue- 
ve de  Agosto  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes,  la  sentencia  que  más 
adelante  se  relatará  pronunciada  en  el  proce- 
so instruido  contra  Alejandro  Castillo  Artiga 
por  los  delitos  de  malversación  de  caudales 
públicos  e  infidelidad  en  la  custodia  de  docu- 
mentos, y  contra  Francisco  Dardón  Barrios 
por  el  primero  de  los  delitos  que  acaban  de 
mencionarse. 

RESULTA: 

Que  el  diez  y  ocho  de  Mayo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  nueve,  el  Juez  Segundo  de  Paz 
de  Quezaltenango,  inició  la  causa  en  virtud  de 
haber  sido  descubierta  la  perpetración  de  va- 
rios hechos  punibles  al  practicarse  un  corte  de 
Caja  y  la  revisión  de  Cuentas,  en  la  Recepto- 
ría Fiscal,  Tesorería  de  Vialidad  y  Tesorería 
del  Municipio  de  Concepción  Chiquirichapa. 
En  el  acta  levantada,  ese  misnio  día,  por  el 
referido  Juez  menor,  se  hizo  constar  entre 
otras  cosas,  lo  siguiente:  que  en  el  Libro  de 
Actas  de  la  Tesorería  Municipal,  se  encuentra 
transcrita  la  del  veintiocho  de  Enero  (1939), 
cuyo  original  no  existe,  ignorando  el  Tesorero 
donde  estaba  guardada;  que  el  acta  número 
treinta  y  dos  escrita  en  los  folios  cincuenta  y 
cuatro  y  cincuenta  y  cinco,  fecha  treinta  y  uno 
de  Marzo  (1939),  solo  fué  firmada  por  el  In- 
tendente; que  se  principió  a  levantar  el  acta 
número  treinta  y  tros;  que  el  acta  fecha  trein- 
ta de  Abril  (1939),  y  que  le  corresponded  nú- 
mero treinta  y  cinco,  no  fué  firmada  por  el  Te- 
sorero ni  por  el  Secretario,  sino  solo  por  el  In- 
tendente; que  el  saldo  de  ciento  siete  quetzales 
y  medio  centavo,  ho  apareció  en  Caja,  y  el  Te- 
sorero Roberto  Alejandro  Castillo  Artiga,  in- 
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formó:  que  para  satisfacer  necesidades  de  ca- 
rácter personal  tomó  ese  dinero;  que  el  Inten- 
dente Municipal  Francisco  Dardón  Barrios,  en 
aquel  acto,  dijo  que  entregaba  cincuenta  y  tres 
quetzales  y  cincuenta  centavos  de  quetzal  con 
el  objeto  de  "deslindar  su  responsabilidad  por 
tenerla  mancomunadamente  con  el  Tesorero"; 
que  el  Juez  recogió  los  documentos  que  a  con- 
tinuación se  expresan:  a)  dos  comprobantes  de 
ingresos  de  Sanidad  expedidos  a  favor  de  Ma- 
nuel Pérez  E.  y  Pedro  Juárez  Agullar  h.,  por 
valor  de  tres  quetzales  cada  uno;  b),  cuatro 
vales  simples,  por  valor  de  dos  quetzales,  un 
quetzal  y  cincuenta  centavos,  dos  quetzales 
veintinueve  centavos  y  un  quetzal,  que  le  exhi- 
bió el  referido  Tesorero  y  que  dió,  como  anti- 
cipo de  sueldo  al  señor  Dardón  Barrios,  quien 
desde  luego  los  reconoció;  c),  un  recibo  exten- 
dido por  Roberto  Castillo  Artiga  por  diez  quet- 
zales y  cincuenta  centavos,  por  valor  de  los 
honorarios  del  diez  por  ciento  que  le  correspon- 
de por  mayor  cantidad  de  Contribuciones  de 
Ornato,  sin  el  Páguese  de  Ley. 

Continuada  la  investigación,  el  Juez  instruc- 
tor recibió  del  Administrador  de  Rentas  De- 
partamental una  copia  certificada  del  acta  nú- 
mero treinta  y  seis,  en  la  que  consta  que  fal- 
taron las  cantidades  siguientes:  diez  quetzales 
y  sesenta  centavos  de  luz,  cincuenta  y  dos  quet- 
zales de  Vialidad,  seis  quetzales  de  Sanidad  y 
treinta  y  ocho  quetzales  cuarenta  centavos  y 
medio  de  la  Contribución  de  ornato. 

Interrogado  Castillo  Artiga  confesó  haber  to- 
mado por  una  parte  veinticinco  quetzales  y  por 
otra  setenta  y  seis  quetzales;  lo  que  hizo  para 
satisfacer  sus  necesidades,  que  aun  le  adeuda- 
ban honorarios,  también  tomó  diez  quetzales 
cincuenta  centavos,  que  son  el  diez  por  ciento 
sobre  la  cantidad  recaudada  por  Contribución 
de  Ornato,  y  diez  y  seis  quetzales  noventa  y 
seis  centavos  para  pagar  las  cuotas  por  cuen- 
ta de  Pólizas  de  fianza  del  Crédito  Hipotecario 
del  Intendente  Municipal  señor  Dardón  Ba- 
rrios y  del  declarante^  y  que  el  recibo  corres- 
pondiente a  las  entradas  de  Ornato  no  tenia  el 
Páguese",  porque  en  esos  dias,  el  Intendente 
habia  marchado  en  comisión  a  la  cabecera  De- 
partamental. Posteriormente,  el  enjuiciado 
expuso:  que  el  referido  Intendente,  el  dia  últi- 
mo de  cada  mes  más  o  menos,  hacia  con  toda 
regularidad  las  revisiones  de  cuentas  en  la  Te- 
sorería Municipal  en  compañía  del  Sindico  y 
del  Regidor  Primero  del  Ayuntamiento;  que 
a  fines  de  Abril  (1939),  fué  cuando  la  Comisión 
de  Hacienda  por  última  vez  practicó  el  corte  de 
Caja;  y  que  al  ser  revisadas  las  cuentas,  ponia 
a  la  vista  el  saldo  "meramente  Municipal"  en 
el  que  incluía  fondos  de  "Propios",  de  Ornato 
y  de  Sanidad,  y  en  cuanto  a  los  pertenecientes 
a  Vialidad,  directamente  rendía  sus  cuentas  a 


la  Junta  de  Agricultura  y  Caminos;  que  se  con- 
sidei'aba  como  único  responsable  de  las  sumas 
que  le  hablan  faltado  y  tenia  el  propósito  de 
reponerlas;  que  por  un  olvido,  y  porque  se  le 
extraviaron  los  codos  respectivos,  "no  dió  in- 
greso a  la  Caja  al  valor  de  los  recibos  de  Ma- 
nuel Pérez  E.  y  Pedro  Juárez  Aguilar,  pero  si 
recibió  la  cantidad  consignada  en  esos  docu- 
mentos; que  el  Auditor  de  Cuentas  don  Ale- 
jandro Flores  levantó  el  acta  fecha  veintiocho 
de  Enero  (1939),  en  un  pliego,  y  el  declaran- 
te a  continuación  procedió  a  copiarla  en  un  li- 
bro de  la  Tesorería,  el  documento  original  de- 
be encontrarse  en  el  archivo  de  esta  oficina, 
y  cuando  el  administrador  hizo  la  glosa,  el  in- 
terrogado no  tuvo  tiempo  de  buscarla,  razón 
por  la  cual  supone  que  no  se  ha  extraviado; 
que  las  cuentas  de  la  Planta  Eléctrica  del  Es- 
tado no  las  revisaba  el  Intendente,  porque  el 
declarante  las  enviaba  directamente  a  la  Con- 
taduría de  dicha  Planta;  que  ya  tenia  en  su 
poder  dos  recibos:  uno  por  veintiocho  quetza- 
les, cinco  centavos,  y  otro  por  diez  quetzales 
cuarenta  centavos,  correspondientes  a  los  me- 
ses de  Enero  y  Febrero  (1939),  por  honorarios 
del  diez  por  ciento  que  le  pertenecen  de  los 
fondos  de  "Propios"  que  ingresaron  durante 
dichos  meses;  y  que  además  habia  pagado  tres 
quetzales  por  un  viaje  en  carro  que  efectuó  el 
Intendente,  y  dos  quetzales  que  dió  al  Secre- 
tario Cándido  Rodríguez,  como  suplemento  del 
sueldo  que  devengaba. 

Constituido  el  Juez  Segundo  de  Primera  Ins- 
tancia del  Departamento  de  Quezaltenango  en 
la  Intendencia  Municipal  de  Concepción  Chi- 
quirichapa  hizo  constar,  entre  otras  cosas,  lo 
siguiente:  lo.,  que  en  el  Libro  de  Actas  de  Se- 
siones Municipales  no  se  encuentra  punto  al- 
guno relativo  a  que  la  Comisión  de  Hacienda 
de  dicha  Corporación  haya  informado  a  esta 
sobre  las  revisiones  que  debia  haber  efectua- 
do mensualmente  en  la  Tesorería  Municipal. 
Acerca  de  este  particular,  el  Intendente  inte- 
rino informó  que  la  referida  Comisión  cada 
mes  se  constituía  en  la  oficina  precitada  con 
el  objeto  de  llevar  a  cabo  la  revisión  respec- 
tiva y  practicar  corte  de  Caja,  habiéndose  he- 
cho la  última  revisión,  el  treinta  de  Abril 
(1939),  y  al  efectuarla  el  Tesorero  puso  a  la 
vista  en  efectivo  un  saldo  de  setenta  y  siete 
quetzales  setenta  centavos,  cuya  cantidad  era 
la  misma  que  arrojaba  el  Libro  de  Caja  que 
tuvieron  a  la  vista;  2o.,  que  en  el  Libro  de  Ac- 
tas de  revisión  de  Cuentas  de  la  Tesorería  Mu- 
nicipal aparecen:  las  levantadas  al  efectuarse 
la  inspección  por  la  Comisión  de  Hacienda  en 
unión  del  Intendente  señor  Francisco  Dardón, 
correspondientes  a  los  meses  de  Mayo,  Junio, 
Julio,  Agosto,  Septiembre,  Octubre,  Noviem- 
bre y  Diciembre  del  año  de  mil  novecientos 
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treinta  y  siete,  constando  en  la  del  último 
mes  mencionado,  que  con  fecha  veintinueve, 
recibió,  interinamente  Alejandro  Roberto  Cas- 
tillo la  referida  oficina,  y  las  de  Enero  a  No- 
viembre del  año  de  mil  novecientos  treinta  y 
ocho.  El  acta  del  treinta  de  Octubre,  sola- 
mente fué  firmada  por  el  Intendente  y  el  Sin- 
dico Municipal.  En  la  del  treinta  de  Noviem- 
bre faltan  las  firmas  del  Tesorero  y  del  Se- 
cretario; el  acta  fecha  veintiocho  de  Enero 
(1939),  levantada  por  los  glosadores  de  la  ca- 
pital; la  copia  certificada  de  la  que  levantó 
el  Auditor  de  Cuentas  don  Alejandro  Flores  J. 
a  los  veintiocho  dias  del  mes  de  Enero  (1939), 
firmada  solamente  por  el  Tesorero  Roberto 
Castillo;  las  actas  de  Enero,  Febrero  y  Mar- 
zo (1939),  firmada  la  última  solo  por  el  In- 
tendente Dardón;  el  encabezamiento  del  acta 
número  treinta  y  tres;  el  acta  del  treinta  de 
Abril  del  año  de  mil  novecientos  treinta  y  nue- 
ve firmada  solo  por  el  Intendente  Dardón,  y 
la  de  fecha  diez  y  ocho  de  Mayo  (19391,  se  re- 
fiere a  la  revisión  de  Cuentas  que  practicó  el 
administrador  de  Rentas;  3o.,  en  todas  las  ac- 
tas que  se  tuvieron  a  la  vista  consta  que  fué 
practicado  el  corte  de  Caja  existiendo  en  efec- 
tivo los  saldos  correspondientes  y  que  no  se 
encontró  ninguna  irregularidad  digna  de  ser 
mencionada,  a  excepción  de  la  última,  la  cual 
dió  origen  a  la  investigación  de  que  se  viene 
hablando;  4o.,  el  Secretario  de  la  Intendencia 
Municipal  don  Cándido  Rodríguez  expuso:  que 
de  todas  las  actas  se  extendieron  copias,  las 
cuales  fueron  enviadas  a  la  Administración  de 
Rentas  Departamental  con  la  documentación 
de  la  Tesorería,  y  también  de  las  actas  núme- 
ros treinta  y  dos  y  treinta  y  cinco;  5o.,  en  las 
actas  que  a  continuación  se  expresan  se  no- 
taron las  anomalías  siguientes:  a  la  número 
veintiuno  le  falta  la  firma  del  Secretario;  a 
la  número  veintitrés  le  faltan  las  firmas  del 
Tesorero  Antonio  Hernández  y  del  Secretario; 
la  número  veinticuatro  no  fué  firmada  por  el 
Tesorero  ni  por  el  Secretario;  la  número  vein- 
ticinco no  la  firmaron  ni  el  Secretario  ni  el 
Tesorero;  en  la  marcada  con  el  número  vein- 
tinueve faltan  las  firmas  del  Tesorero  y  Secre- 
tario; en  la  número  treinta  y  uno  se  omitió  la 
firma  del  Secretario;  en  la  treinta  y  d'os  no 
aparecen  las  firmas  de  los  Miembros  de  la  Co- 
misión de  Hacienda,  del  Tesorero  y  del  Secre- 
tario; y  la  número  treinta  y  cinco  solamente 
fué  firmada  por  el  señor  Intendente. 

Fueron  agregados  a  los  autos  los  documen- 
tos siguientes:  a)  las  certificaciones  de  las  ac- 
tas de  glosa  practicadas  periódicamente  por  el 
Intendente  y  los  Miembros  que  integraban  la 
Comisión  de  Hacienda,  en  las  que  consta  que 
siempre  se  encontró  el  saldo  en  efectivo  co- 
rrespondiente a  cada  una  de  las  cuentas  lle- 


vadas por  el  Tesorero  de  aquella  Municipali- 
dad; b),  dos  recibos  firmados  por  Roberto  Cas- 
tillo a  cargo  de    la  Tesorería  de  Concepción 
Chiquirichapa,  uno  por  veintiocho  quetzales  y 
cinco  centavos,  y  otro  por  diez  quetzales  y 
cuarenta  centavos;  c),  tres  recibos  del  Crédito 
Hipotecario  por  valor  de  descuentos  verifica- 
dos en  concepto  de  primas    sobre  Pólizas  de 
Fianza  de  los  señores  Francisco  Dardón  Ba- 
rrios y  Roberto  Alejandro  Castillo,  por  las  su- 
mas de  ocho  quetzales    ocho  centavos,  seis 
quetzales  ochenta  y  seis  centavos  y  dos  quet- 
zales dos  centavos;  d),  dos  informes  emitidos 
por  el  Intendente  interino  de  Concepción  Chi- 
quirichapa en  el  segundo  de  los  cuales,  mani- 
festó: que  las  cantidades  recaudadas    en  los 
ramos  de  Propios  y  de  Ornato  ascienden  a  las 
sumas  de  ciento  sesenta  y  cinco  quetzales,  se- 
senta centavos  (Q165.60),  y  doscientos  sesen- 
ta y  cuatro    quetzales,    cincuenta  centavos 
(Q264.50),  respectivamente,  durante  el  tiempo 
comprendido  entre  el  mes  de  Enero  (1939),  y 
el  diez  y  ocho  de  Mayo  de  ese  mismo  año;  e), 
otro  informe  en  que  el  mismo  Intendente  ex- 
puso: que  no  se  encontró  en  el  archivo  de  la 
Tesorería  de  Concepción  Chiquirichapa  el  ori- 
ginal del  acta  levantada  por    el  Auditor  del 
Tribunal  de  Cuentas,  el  veintiocho  de  Enero 
del  año  retropróximo,  a  causa  de  que  el  señor 
Castillo,  no  obstante  las  órdenes  recibidas  por 
el  Intendente  señor  Dardón,  siempre  mante- 
nía en  desorden  su  documentación;  f),  el  nom- 
bramiento   de  Receptor  Fiscal  de  Concepción 
Chiquirichapa,  expedido  a  favor  de  don  Rober- 
to Castillo  a  los  veintiún  dias  del  mes  de  Mar- 
zo de  mil  novecientos  treinta  y  nueve;  g),  un 
recibo  por  cuarenta  y  tres  quetzales  un  cen- 
tavos (Q43.01)  a  cargo  de  la  Tesorería  Muni- 
cipal de  la  mencionada  población,  firmado  por 
Roberto  Castillo  por  honorarios  correspon- 
dientes a  la  suma  de  cuatrocientos  treinta 
quetzales,  nueve  centavos,  de  ingresos  habi- 
dos en  dicha  oficina,  durante  el  tiempo  que 
en  el  referido  documento  se  expresa;  y  un  re- 
cibo por  cuarenta  quetzales  y  cuarenta  y  ocho 
centavos  a  cargo  de  la    oficina  mencionada 
por  honorarios  devengados  del  mes  de  Enero 
al  diez  y  ocho  de  Mayo  (1939),  fechado  el  vein- 
te de  Septiembre  de  ese  mismo  año  y  con  el 
"Visto  Bueno"  del  Jefe  Político  del  Departa- 
mento de  Quezaltenango. 

El  Juez  Segundo  de  Primera  Instancia  del 
Departamento  que  acaba  de  mencionarse  dió 
fin  al  proceso  declarando:  lo.,  que  por  falta 
de  prueba  absolvía  a  Francisco  Dardón  Ba- 
rrios de  los  cargos  que  le  fueron  formulados: 
2o.,  que  por  el  mismo  motivo  decretaba  la 
absolución  de  Roberto»  Alejandro  Castillo  Ar 
tiga  del  cargo  que  por  infidelidad  en  la  cus- 
todia de  docuincntos  se  le  formuló;  3o.,  que 
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Roberto  Alejandro  Castillo  Artiga  es  autor  del 
delito  de  malversación  de  caudales  públicos, 
y  por  esta  infracción  legal  lo  condenó  a  nue- 
ve meses  de  arresto  mayor,  pena  que  con  abo- 
no de  la  prisión  sufrida  cumplirá  en  las  cár- 
celes de  aquel  Departamento,  permitiéndole 
la  conmuta  en  todo  o  en  parte  a  razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  diarios,  previo  pago  o 
afianzamiento  de  las  responsabilidades  civi- 
les provenientes  del  delito,  a  las  que  también 
lo  deja  afecto;  y  lo  obliga  a  la  reposición  del 
papel  empleado  en  la  causa  al  del  sello  res- 
pectivo. 

La  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
el  veintiocho  de  Noviembre  del  año  próximo 
pasado,  aprobó  la  sentencia  consultada,  pero 
con  la  modificación  de  que  Castillo  Artiga  de- 
be extinguir  quince  meses  de  prisión  correccio- 
nal, que  purgará  en  la  Penitenciaria  del  Cen- 
tro y  que  solamente  puede  conmutar  las  dos 
terceras  partes  de  la  pena  impuesta. 

Contra  este  último  pronunciamiento,  el  reo 
con  auxilio  del  Abogado  Alfonso  Villagrán  Al- 
varado,  interpuso  el  recurso  extraordinario 
de  casación,  por  estimar  que,  la  Sala  Cuarta 
de  Apelaciones  infringió  el  inciso  primero  del 
articulo  288  del  Código  Penal,  por  no  haber  to- 
mado en  cuenta,  los  documentos  "del  pago  de 
fianzas  hecho  al  Crédito  Hipotecario  Nacio- 
nal" y  los  recibos  de  su  sueldo  que  le  adeu- 
da la  Tesorería  de  Concepción  Chiquirichapa. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  fracción  primera  del  articulo  citado 
por  el  recurrente  no  fué  quebrantada;  toda 
vez  que  la  pena  aplicable  en  el  caso  sub-júdi- 
ce,  es  la  señalada  en  -el  inciso  segundo  de  ese 
mismo  precepto  legal,  tomando  en  cuenta  que 
la  sustracción  hecha  por  el  reo  e.xcede  de 
cien  quetzales,  pero  no  llega  a  quinientos.  Las 
cantidades  que  pagó  Castillo  Artiga  al  Crédi- 
to Nacional  y  las  que  asegura  le  corresponden 
por  "honorarios"  es  improcedente  abonárse- 
las, toda  vez  que  en  cuanto  a  las  primeras,  es 
el  fiado  quien  debe  cubrir  mensualmente  la 
prima  respectiva,  por  conducto  de  las  oficinas 
pagadoras,  las  cuales,  bajo  la  responsabilidad 
de  sus  jefes,  descontaran  su  valor  de  los  suel- 
dos respectivos,  y  los  gastos  de  envió  o  situa- 
ción de  fondos  serán  en  todo  caso  por  cuenta 
de  aquel.  Respecto  a  las  otras  sumas,  tam- 
poco deben  ser  tomadas  en  consideración,  por- 
que para  su  descargo  no  se  llenaron  los  re- 
quisitos legales  establecidos  en  la  materia  de 
que  se  trata. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  funda- 
mento en  lo  dispuesto  por  el  artículo  690  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  declara  im- 


procedente el  recurso  interpuesto  e  impone  a 
Roberto  Alejandro  Castillo  Artiga,  la  pena 
adicional  de  un  mes  de  arresto  conmutable  a 
razón  de  diez  centavos  diarios.  Notifiquese  y 
con  certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse 
los  antecedentes  a  donde  corresponde. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  — Fe- 
derico O.  Salazar.  —  Max  García  R.  —  Secre- 
tario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Juana  Cordón  Franco,  por 
estafa. 

DOCTRINA:  Es  improcedente  estimar  carac- 
terizada, la  modalidad  del  delito  de  estafa 
comprendido  en  el  inciso  tercero  del  artículo 
418  del  Código  Penal,  si  no  concurren  los 
elementos  que  la  integran,  a  saber:  a)  una 
defraudación  cuyo  valor  pueda  ser  aprecia- 
do; b),  que  esa  defraudación  consista  en  la 
substancia  o  en  la  calidad  de  la  cosa;  y  c), 
que  la  cosa  sea  entregada  en  virtud  de  un 
titulo  obligatorio. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  nue- 
ve de  Agosto  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Visto  por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes,  la  sentencia  fecha  vein- 
tinueve de  Agosto  del  año  próximo  pasado,  en 
que  la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, revocó  el  fallo  condenatorio  pronunciado 
por  el  Juez  Departamental  de  Zacapa  y  resol- 
viendo absuelve  a  Juana  Cordón  Franco  del 
cargo  que  se  le  formuló  por  el  delito  de  esta- 
fa, en  virtud  de  no  existir  prueba  para  conde- 
narla. 

El  proceso  fué  iniciado  el  veintiuno  de  mar- 
zo del  año  mil  novecientos  treinta  y  nueve,  por 
el  Juez  que  acaba  de  mencionarse  a  causa  de 
no  haber  cumplido  Juana  Cordón  Franco  con 
entregar  los  bienes  de  la  menor  Olivia  Ramí- 
rez Cordón.  En  la  cei-tificación  expedida  por 
el  Secretario  de  aquel  despacho  consta  lo  que 
sigue:  lo.)  La  sentencia  fecha  nueve  de  Agos- 
to de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  en  que 
el  referido  funcionario  declaró:  a)  que  Juana 
Cordón  Franco  está  obligada  a  rendir  cuenta 
de  su  adminisfración  como  tutriz  de  la  menor 
Olivia  Ramírez  Cordón,  lo  cual  deberá  verifi- 
car dentro  de  diez  días;  b),  sin  lugar  la  e.xcep- 
ción  perentoria  de  falta  de  acción  interpuesta; 
y  c),  que  las  costas  son  a  cargo  de  ambas 
partes;  2.)  Las  providencias  fecha  veintiuno 
de  Enero  de  mil  novecientos  treinta  y  nueve 
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en  que  se  previno  a  la  señora  Cordón  Franco 
que  debe  rendir  cuenta  a  la  menor  Olivia  Ra- 
mírez Cordón  por  medio  de  su  esposo,  y  en- 
tregarle sus  bienes  dentro  de  cinco  días,  bajo 
apercibimiento  de  lo  que  hubiere  lugar;  y  que 
señalaba  la  audiencia  del  treinta  de  dicho  mes, 
a  las  diez  y  seis  horas  para  que  se  verificara 
una  junta  de  consiliación;  la  del  primero  de 
Febrero  (1939),  en  que  se  previene  a  las  par- 
tes que  indiquen  quien  es  el  protutor,  y  se 
manda  a  dar  vista  por  dos  días  de  la  rendi- 
ción de  cuentas  presentada  por  la  señora  Cor- 
dón; la  del  tres  de  Febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve  en  que  se  señaló  audiencia  pa- 
ra que  doña  Juana  Cordón  Franco  ratificara 
el  escrito  fecha  treinta  y  uno  de  Enero  (1939), 
y  el  pliego  de  rendición  de  cuentas  que  presen- 
tó ante  el  Juzgado  y  que  lleva  la  misma  fecha 
mes  y  año;  la  providencia  fecha  dos  de  Fe- 
brero (1939),  en  que  se  manda  librar  despa- 
cho para  la  entrega  de  los  bienes  tantas  veces 
mencionados  debiendo  hacerse  la  entrega  por 
riguroso  inventarío;  3.)  La  demanda  entabla- 
da por  Olivia  Ramírez  Cordón  el  diez  y  nueve 
de  Noviembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
siete,  pidiendo  la  rendición  de  cuentas  a  Juana 
Cordón,  y  el  proveído  de  dicha  demanda. 

Indagada  Juana  Cordón  Franco  expuso,  en- 
tre otras  cosas,  lo  que  sigue:  que  Olivia  Ramí- 
rez Cordón  es  su  sobrina  y  hasta  ahora  dicen 
que  la  interrogada  fué  tutriz  de  Olivia;  que 
ésta  permaneció  con  ella  doce  años  y  medio  y 
se  fué  con  Félix  Cordón  Acevedo  cuando  había 
cumplido  ya  catorce  años  de  edad;  que  a  di- 
cha menor  la  recibió  de  su  hermana  Tránsito 
Cordón  ante  sus  hermanos  Virgilio,  Magdale- 
na y  Soledad  todos  de  apellido  Cordón  Fran- 
co y  sin  estipular  condición  alguna;  que  reci- 
bió a  la  referida  menor  cuando  ésta  aún  se  en- 
contraba en  la  época  de  la  lactancia,  en  pre- 
sencia de  Albertina  Vásquez,  Luis  Estrada, 
Delfina  Hichos,  Tomás  Cordón  Fuentes,  Tori- 
bio  Acevedo  y  Reginalda  Pacheco;  que  como 
lo  ha  dicho  en  el  juicio  civil  recibió  tres  vacas, 
con  su  respectiva  cria  y  una  novilla  de  tres 
años  que  le  dió  Nicolás  Ramírez  Archila,  her- 
mano de  Olivia,  y  que  los  referidos  bienes  los 
adquirió  la  referida  menor  como  herencia  de 
su  padre;  además  recibió  una  casa  de  palma 
ubicada  en  Santa  Lucía,  una  caja  de  cedro, 
dos  tarímitas,  una  cama  de  la  misma  clase  de 
madera,  una  hachuela,  un  par  de  planchas  y 
una  canasta  de  palma;  que  además  recibió  una 
casa  de  teja  ubicada  en  Santa  Rosalía,  un  co 
fre  de  cedro,  una  piedra  de  moler,  y  una  ro- 
mana de  plata-forma,  todo  lo  cual  está  dis- 
puesta a  entregar.  La  casa  ya  no  la  tiene, 
porque  desde  hacía  como  cinco  o  seis  aftosi  la 
cambió  por  "un  rastrojo"  con  Adelina  Cordón; 
que  cuando  se  realizó  esa  permuta,  firmaron 


un  documento  que  hizo  Miguel  Hernández, 
quien  ya  falleció;  que  ese  negocio  lo  efectuó 
por  carecer  de  pastos  para  los  anímales  ya 
mencionados;  que  una  de  las  vacas  referidas 
murió  y  las  otras  dos,  las  vendió  a  Carlos  Ba- 
rahona,  pero  nó  con  el  fin  de  apropiarse  el 
precio  de  la  venta  sino  para  evitar  que  aque- 
llas salieran  del  terreno  y  que  efectivamente 
no  solicitó  autorización  judicial  para  vender 
la  precitada  casa;  que  a  un  señor  cuyo  nombre 
ignora,  le  vendió  un  toro;  que  a  Jorge  Orella- 
na  le  vendió  un  novillo  y  dos  terneros  pero  es- 
tos son  de  su  propiedad;  que  Rosa  Cordón  le 
debía  a  la  madre  de  Olivia  Ramírez  la  suma 
de  dos  mil  pesos  billetes  de  los  antiguos  ban- 
cos de  emisión,  pero  por  esta  suma  le  entregó 
Rosa  Cordón  a  la  interrogada  la  casa  que  per- 
mutó por  el  mencionado  "rastrojo";  que  en  un 
recibo  que  le  dió  el  Juez  de  Santa  Rosalía  cons- 
ta que,  la  casa  tantas  veces  mencionada,  se 
justipreció  en  la  suma  de  ocho  mil  pesos,  y 
que  el  recibo  de  referencia  obra  en  el  juicio 
civil;  que  con  los  testigos  Luis  y  Felipe  Cor- 
dón, "Golo"  Ramírez,  Francisca  Reyes,  Fran- 
cisca Peña  y  Magdalena  Cordón  justifica  que 
recibió  a  Olivia  cuando  esta  era  de  muy  corta 
edad;  que  sabe  que  cometía  el  delito  do  estafa 
al  vender  los  semovientes  mencionados  y  la 
casa  de  Santa  Rosalía,  que  no  eran  de  su  pro- 
piedad, pero  que  efectuó  tales  negocios  en  be- 
neficio de  la  menor. 

Don  Victoriano  Aldana  Mejia  valoró  la  casa 
en  la  cantidad  de  treinta  quetzales  y  en  ochen- 
ta y  cuatro  quetzales  los  semovientes,  hacien- 
do un  total  de  ciento  catorce  quetzales. 

Proseguida  la  pesquisa  se  tomó  declaración 
a  Luisa  Estrada  Cordón,  Delfina  Hichos,  To- 
más Cordón,  Rosa  Beldad  Cordón  Ronce,  Al- 
bertina Vásquez  Oliva,  Jorge  Orellana  Pineda, 
Carlos  Barahona  Acevedo  y  Toribío  Acevedo 
Almazán,  quienes,  a  excepción  de  la  Cordón 
Ponce,  manifestaron  que  Olivia  Ramírez  había 
vivido  desde  su  infancia  en  la  morada  de  Jua- 
na Cordón  hasta  que  Olivia  se  marchó  con  Fé- 
lix Cordón.  La  primera  también  expuso;  que 
Nicolás  Ramírez  heredó  a  la  referida  menor, 
pero  ignoraba  en  que  consistía  la  herencia  y 
Juana  recibió,  las  cosas  correspondientes  a  la 
mortual,  mas  tarde;  que  Tránsito  Cordón  le 
adeudaba  a  Rosa  Cordón  Pinto  un  mil  pesos 
billetes  y  como  la  Cordón  Franco  trabajaba 
para  sostener  a  la  referida  menor  le  compró 
a  Rosa  un  sitio,  situado  en  Santa  Rosalía,  pa- 
gándole dos  mil  cuatrocientos  o  dos  mil  qui- 
niéntos  pesos.  Rosa  Beldad  Cordón  Ponce  di- 
jo: que  Tránsito  Cordón  le  dió  a  mutuo  un 
mil  pesos  de  los  antiguos  bancos  emisores,  en- 
tregándole el  documento  respectivo,  este  sir- 
vió de  base  a  la  ejecución  que  entabló  Juana 
Cordón,  habiéndole  embargado  un  terreno  con 
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una  casita  de  seis  varas  de  largo  por  cuatro 
de  ancho,  inmueble  que  fué  valorado  en  doce 
mil  pesos  billetes;  que  después  de  efectuado  el 
remate  todavía  aquella  le  dió  un  mil  quinien- 
tos pesos;  y  Adelina  Ursúa  le  habla  referido 
que  le  dió  a  Juana  Cordón  un  rastrojo  por  el 
mencionado  terreno.  Tomás  Cordón  y  Cor- 
dón dijo:  que  en  Santa  Lucia  y  en  Santa  Ro- 
salía ha  oido  decir  que  Juana  Cordón  admi- 
nistraba la  herencia  de  Olivia  Ramírez  Cor- 
dón, pero  ignoraba  cuáles  eran  los  bienes  que 
la  formaban.  Acevedo  Almazán  expuso  haber 
oído  decir  que  Olivia  Ramírez  Cordón  recibió 
de  su  padre  una  herencia  la  cual  fué  adminis- 
trada por  Juana  Cordón  Franco.  Orellana  Pi- 
neda dijo:  que  compró  a  Juana  Cordón  tres 
terneros  de  dos  años,  un  novio  y  un  toro  de 
cuatro  años;  que  esta  señora  tiene  dos  yeguas, 
cuatro  vacas  y  dos  terneros,  y  siempre  ha  po- 
seído semovientes;  sabe  también  que  doña 
Juana  recibió  varios  animales  pertenecientes 
a  la  herencia  de  Olivia  Ramírez  Cordón,  y  un 
terreno  ubicado  en  la  "Loma  del  Palmar",  cer- 
ca de  Santa  Rosalía.  Carlos  Barahona  Aceve- 
do expuso:  que  hacía  cinco  años,  poco  más  o 
menos,  que  compró  a  Juana  Cordón  dos  vacas, 
una  overa  de  negro,  y  barrosa,  la  otra.  La 
parte  acusadora  presentó  las  pruebas  que  si- 
guen: lo.,  los  testimonios  de  Jorge  Orellana, 
Santiago  Oliva  y  Hermenegildo  Cordón  Aceve- 
do quienes  declararon:  Orellana,  que  a  la  se- 
ñora Cordón  Franco  le  compró  hacía  tres  años, 
poco  más  o  menos,  dos  terneros  "canches", 
como  de  dos  años,  y  el  año  anterior  (1938),  un 
toro  overo  "canche",  de  cuatro  años,  poco  más 
o  menos,  un  novillo  overo  de  bermejo,  de  la 
misma  edad  y  un  ternero  overo  de  bermejo, 
y  éstos  semovientes  los  compró  con  la  marca 
que  usa  la  señora  Cordón  Franco,  y  aparece 
en  el  respectivo  interrogatorio.  Oliva  dijo: 
que  hacía  como  tres  años  permutó  dos  bueyes 
por  otros  de  doña  Juana  Cordón  Franco,  pero 
no  recordaba  los  colores  de  esos  animales  ni 
el  hierro  con  que  fueron  marcados,  y  creía  que 
los  semovientes  que  le  dió  a  dicha  señora  esta- 
ban en  poder  de  Toribío  Cordón,  y  que  él  ven- 
dió los  que  había  recibido.  Orellana  y  Oliva 
dijeron  que  no  les  constaba,  que  los  semovien- 
tes a  que  hacen  referencia  en  sus  respectivas 
declaraciones  pertenecieran  a  Olivia  Ramírez 
de  Cordón.  Cordón  Acevedo  (hermano  de  Fé 
lix  Cordón),  expuso:  que  hacia  como  seis  años, 
que  compró  a  doña  Juana  Cordón  Franco  tres 
toros,  uno  hosco,  otro  overo  de  bermejo  y  un 
"canche";  que  los  semovientes  grandes  que 
doña  Juana  recibió,  en  representación  de  la 
menor  Ramírez  Cordón,  del  señor  Nicolás  Ra- 
mírez Archila  estaban  marcados  con  el  hierro 
usado  por  don  Nicolás  Ramírez  López,  (mar- 
ca que  aparece  dibujada  en  el  interrogatorio 


que  obra  al  folio  noventa  y  cuatro  de  la  cau- 
sa ) ;  que  dicha  señora  le  pondrá  su  hierro  a 
todos  los  animales  que  recibió  del  señor  Ramí- 
rez Archila  y  "a  todos  los  demás  que  nazcan 
en  lo  sucesivo";  que  dicha  señora  solamente 
era  dueña  de  una  vaca  vieja  que  le  dejó  don 
Jorge  Urzúa  y  una  ternera  de  color  achiote, 
pues  los  animales  vendidos  por  doña  Juana, 
y  todos  los  demás  que  ella  tenía  en  su  poner 
eran  de  la  susodicha  menor;  y  2o.,  testimonios 
de  Rafael  Cordón,  Toribío  Ordóñez  y  Adolfo 
Granados,  quienes  expusieron:  Cordón  (primo 
hermano  de  Félix  Cordón  Acevedo),  que  cono- 
ce bien  el  hierro  con  que  Nicolás  Ramírez  Ló- 
pez marcaba  sus  semovientes  y  el  cual  está 
dibujado  en  el  interrogatorio  que  se  encuentra 
al  folio  ochenta  y  seis  del  proceso;  que  tam- 
bién conoce  la  marca  usada  por  doña  Juana 
Cordón  Franco  para  herrar  los  semovientes 
que  ha  tenido  en  su  poder,  y  es  igual  al  que 
aparece  dibujado  en  el  escrito  que  acaba  de 
mencionarse;  que  las  crías  de  las  vacas  que 
doña  Juana  recibió  de  don  Nicolás  López  Ar- 
chila, pertenecientes  a  la  menor  Ramírez  Cor- 
dón, al  cumplir  un  año,  dicha  señora,  las  mar- 
caba con  su  hierro;  que  doña  Juana  tuvo  re- 
laciones amorosas  con  don  Jorge  Urzúa,  quien 
le  dejó  una  vaca  hosca  vieja,  y  una  ternera 
de  color  achiote,  y  la  vaca  estaba  marcada  con 
el  hierro  usado  por  Urzúa,  el  cual  representa 
una  U.  Ordóñez  afirmó  también,  conocer  los 
hierros  de  que  se  habla  en  el  interrogatorio 
anteriormente  mencionado,  y  que  Alberto  Ma- 
drid como  sirviente  de  la  señora  Cordón  Fran- 
co y  los  cuatro  testigos  restantes,  vecinos  de 
la  casa  de  doña  Juana,  se  enteraron  de  que 
dicha  señora  les  puso  su  hierro,  a  nueve  ani- 
males grandes  y  a  cuatro  de  las  vacas;  que  vió 
que  marcaban  un  ternero  los  señores  Toribío 
Coi'dón  y  José  Portillo,  en  el  corral  de  la  mo- 
rada de  la  señora  Cordón  Franco,  como  a  las 
nueve  horas  de  una  fecha  que  no  puede  pre- 
cisar, pero  que  si  haría  ya  un  año,  y  única- 
mente vió  que  estaban  herrando  al  semovien- 
te, con  la  marca  que  usa  la  señora  referida 
(doña  Juana).  El  testigo  invitado  para  que 
dibujara  el  mencionado  hierro,  hizo  una  figu- 
ra semejante  a  la  que  aparece  en  el  interro- 
gatorio respectivo.  Aclarando  su  respuesta  di- 
jo que  únicamente  vió  herrar  al  semoviente  a 
que  se  ha  referido,  que  en  ese  lugar  estaba  la 
señora  Cordón  Franco,  pero  no  vió  cuando  és- 
ta señora  herraba  los  demás  semovientes  que 
se  mencionan  en  la  quinta  pregunta  del  inte- 
rrogatorio que  obra  en  autos.  Granados  con- 
testó en  sentido  afirmativo  las  preguntas  re- 
lativas a  los  hierros  usados  por  Nicolás  Ra- 
mírez López  y  Juana  Cordón  Franco  para  mar- 
car su  ganado;  que  solamente  ha  visto  los  ani- 
males a  que  se  hace  referencia  en  la  pregunta 
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séptima  del  interrogatorio  que  fué  agregado 
al  folio  ochenta  y  seis  de  autos.  Los  tres  tes- 
tigos manifestaron  además,  que  les  constaba 
de  vista  y  a  "ciencia  cierta",  lo  que  habían  de- 
clarado, por  el  convencimiento  propio,  pues 
son  vecinos  de  Santa  Lucia  y  viven  cerca  de 
la  casa  de  la  señora  Cordón  Franco. 

El  defensor  solicitó  que  fueran  examinadas 
varias  personas  pero    solamente  declararon 
Toribio  Cordón,  Andrés  Franco  y  Gregorio  Ra- 
mírez Cordón.    El  primero  y  segundo  de  es- 
tos testigos  expusieron:  que  a  virtud  de  las  re- 
laciones que  cultivan  con  doña  Juana  Cordón 
Franco  les  consta  que  dicha  señora  ha  sido 
dueña  de  vacas,  novillas,  bueyes  y  ganado  ca- 
ballar, y  fiel  cumplidora  de  sus  obligaciones. 
Explica  Cordón,  quien  es  cuñado  de  doña  Jua- 
na, que  esta  señora  le  compró  otra  vaca,  tam- 
bién con  cría,  y  adquirió  dos  bueyes  por  com- 
pra que  hizo  a  Adrián  Orellana  y  Raymundo 
Morales,  pero  no  recordaba  las  fechas  en  que 
se  habían  efectuado  esos  negocios;  las  referi- 
das personas  "ventearon"  los  semovientes  y 
doña  Juana  les  puso  su  hierro;  dicha  señora 
tenía  tres  novillas,  una  color  bermejo  y  las 
otras  azulejas,  las  tres  habían  sido  criadas  por 
una  vaca  hosca,  y  de  aquellas,  la  bermeja  ama- 
mantaba un  ternero  y  la  azuleja  una  ternera; 
tenía  también  doña  Juana  un  buey  overo  ber- 
mejo, otro  overo  de  hosco,  un  caballo  moro  y 
dos  yeguas  prietas  moras  horras;  ^que  los  se- 
movientes poseídos  por  doña  Juana  no  perte- 
necían a  Olivia  Ramírez  Cordón;  que  la  seño- 
ra Cordón  Franco,  lo  facultó  para  entregar  a 
Santiago  Oliva  Tobar,  en  la  quebrada  de  San 
Juan,  un  buey  "canche"  con  la  cola  blanca  y 
otro  bermejo,  pertenecientes  a  la  menor  Olivia 
Ramírez  Cordón,  y  Oliva  Tobar  en  cambio  de 
los  mencionados  semovientes,  le  dió  una  yun- 
ta de  bueyes  bermejos,  la  cual  tiene  él  en  su 
poder.    El  testigo  Franco  dando  respuesta  a 
las  repreguntas  expuso:  que  no  recordaba  el 
año  en  que  Jorge  Urzúa  reconociendo  los  bue- 
nos servicios,  que  doña  Juana  le  habia  pres- 
tado, dispuso  dejarle  unos  semovientes,  igno- 
ra cuantos  eran,  pues  solamente  vió  que  los 
iban  arreando,  pero  si  vió  que  estaban  marca- 
dos con  el  hierro  usado  por  Urzúa,  y  camina- 
ban dos  bueyes  bermejos,  dos  yeguas  horras 
retintas  y  un  caballo  rosillo;  y  oyó  decir  a  Oli- 
via Ramírez  Cordón  que  tres  vacas  con  cría 
y  una  novilla  Je  pertenecían.    Y  Gregorio  Ra- 
mírez Cordón  dijo  que  habia  visto  a  Juana 
Cordón  arreando  unas  novillas,  bueyes  y  bes- 
tias, pero  ignora  sí  eran  de  ella. 

Por  haber  sido  prosentada  extemporánea- 
mente no  se  tuvo  como  prueba  la  certificación 
que  acompañó  doña  Juana  Cordón  Franco,  en 
la  cual  constan,  los  pasajes  del  juicio  ordina 
rio  que  mencionó  dicha  señora,  en  su  escrito 


fecha  diez  y  siete  de  Mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve,  memorial  transcrito  en  la  re- 
ferida certificación. 

El  Juez  Departamental  de  Zacapa  puso  fin 
al  proceso  condenando  a  la  enjuiciada  a  pur- 
gar dos  años  de  prisión  correccional  por  esta- 
fa, pena  que  le  permitió  conmutar  a  razón  de 
diez  centavos  de  quetzal  diarios,  siempre  que 
pague  o  afiance  previamente  las  responsabi- 
lidades civiles  provenientes  del  delito  y  por  su 
pobreza  notoria  la  exonera  de  la  reposición  del 
papel  empleado  en  la  causa. 

En  segunda  Instancia,  el  Procurador  al€gó, 
entre  otras  cosas,  que  la  señora  Cordón  Fran- 
co de  Mejia  no  perpetró  el  hecho  delictuoso 
que  se  le  imputa:  lo.,  por  no  estar  justificado 
que  dicha  señora  haya  tenido  la  intención  de 
apropiarse  los  bienes  pertenecientes  a  su  hija 
de  crianza  Olivia  Ramírez  de  Cordón,  pues  lo 
contrario  consta  en  autos,  ya  que  doña  Juana 
confiesa  espontáneamente  que  recibió   el  nú- 
mero de  animales  indicados  en  su  declaración 
y  en  el  juicio  ,de  rendición  de  cuentas  que  se 
le  siguió  previamente  a  la  acción  criminal  de 
que  se  trata;  2o.,  que  por  ser  mujer  casada  es- 
taba impedida  para  ejercer  la  tutela  legitima, 
nombramiento  que  es  nulo  porque  contiene  un 
acto  contrario  a  terminantes  disposiciones  le- 
gales; 3o.,  porque  no  consta  que  la  entrega  de 
los  bienes  mencionados  se  haya  hecho  por  in- 
ventario y  avalúo  solemne;  y  4o.,  porque  no 
se  estableció,  si  cuando  se  le  entregaron  los 
bienes,  aún  vivían  la  madre  y  la  abuela  de  di- 
cha menor,  pues  en  tal  caso,  a  las  precitadas 
personas  hubiera  correspondido  la  tutela  legí 
tima  y  la  administración  de  la  herencia  de  Oli- 
via Ramírez.    Que  aún  en  el  supuesto  que  la 
señora  Franco  de  Mejia  hubiera  tenido  el  ca- 
rácter de  tutriz,  muy  bien  pudo  enajenar  lo< 
semovientes,  para  lo  cual  no  requería  autori 
zación  judicial;  y  por  último  que  para  mejor 
fallar  se  ordenara  la  práctica  de  las  díligen 
cías  que  siguen:   a),  que  los  testigos  Arturo 
Ramírez.  Froilán  Alonzo  Castañeda.  Zenón  Gó- 
mez y  Alberto  Madrid  Franco,  ampliaran  sus 
declaraciones  indicando  en  qué  fecha  le  fueron 
entregados,  los  bienes  a  que  se  refiere  la  litis, 
a  la  señora  Juana  Cordón  Franco  de  Mejia,  así 
como  si  dicha  entrega  se  hizo  por  inventario 
judicial  o  extra-judicial,  y  todos  los  requisitos 
que  se  observaron  para  tal  acto;  especificando 
ante  qué  autoridad  o  funcionario  público  si 
practicó  la  diligencia;  bl,  que  se  trajeran  a  l.i 
vista  las  certificaciones  de  las  partidas  de  do 
función  de  Viviana  Franco  viuda  de  Cordón 
y  Tránsito  Cordón  y  las  certificaciones  de  las 
partidas  de  nacimiento  de  Tránsito  Cordón  y 
Olivia  Ramírez  de  Cordón;  c),  que  se  trajcr.T 
a  la  vista  la  certificación  del  acta  de  matrimi 
nlo  de  la  encausada  Juana  Cordón  Franco  de 
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Mejía  con  Jacinto  de  este  último  apellido;  d), 
que  la  Secretaría  del  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia de  Zacapa  informara  detalladamente 
acerca  de  si  en  los  Juicios  respectivos,  aparece 
la  entrega  por  inventario  y  con  los  demás  re- 
quisitos legales  de  los  bienes  que  pertenecen 
a  la  menor  Olivia  Ramírez  de  Cordón,  en  las 
mortuorias  de  su  padre  Nicolás  Ramírez  Ló- 
pez y  Tránsito  Cordón,  indicando  si  la  enjui- 
ciada Juana  Cordón  Franco  de  Mejia,  se  dió 
por  recibida  de  los  bienes  de  las  mortuales  re- 
lacionadas o  si  consta  en  autos,  que  otras  per- 
sonas hayan  sido  nombradas  depositarlas  y  si 
estas  recibieron  algunos  bienes;  e),  que  la  Se- 
cretaria del  Juzgado  de  Primera  Instancia  de 
Zacapa  informara  si  figuran  en  los  documen- 
tos de  la  liquidación  o  partición  de  las  mortuo- 
rias de  don  Nicolás  Ramírez  López  y  Tránsito 
Cordón,  los  bienes  que  le  reclama  Olivia  Ra- 
mírez de  Cordón  a  Juana  Cordón  Franco  de 
Mejía  y  si  tales  liquidaciones  se  encuentran 
debidamente  aprobadas;  f),  que  la  Secretaria 
del  mismo  Juzgado  certificara  en  autos  el  es- 
crito y  resolución,  en  que  Juana  Cordón  Fran- 
co de  Mejia,  pidió  que  se  le  tuviera  por  sepa- 
rada de  la  tutela;  y  g),  que  se  trajeran  a  la 
vista  los  juicios  hereditarios  de  don  Nicolás 
Ramírez  López  y  Tránsito  Cordón  Franco,  asi 
como  todos  los  juicios  y  expedientes  o  diligen- 
cias, que  obran  en  el  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia de  Zacapa,  relacionados  con  dichas  mor- 
tuorias. 

Olivia  Ramírez  de  Cordón  y  Félix  Cordón 
solicitaron  la  confirmación  del  fallo  de  prime- 
ra instancia  por  estimarlo  "bien  basado  en  los 
pasajes  del  proceso  y  en  la  recta  aplicación 
de  las  leyes  invocadas". 

El  señor  Fiscal  pidió  la  revocatoria  de  la 
sentencia  apelada  por  las  razones  siguientes: 
la.,  por  no  aparecer  que  la  llamada  tutela  ha- 
ya sido  ejercida  con  todos  los  requisitos  lega- 
les; 2a.,  por  no  haberse  terminado  el  juicio  de 
cuentas,  siendo  de  advertir  que  la  administra- 
dora no  se  ha  resistido  a  entregar  los  bienes 
de  la  heredera  ni  ha  puesto  obstáculos  en  esa 
entrega,  pues  no  puede  considerarse  como  tal, 
el  que  su  exigente  pupila  no  acepte  como 
buenas  las  cuentas  que  le  ha  presentado,  re- 
sistiéndose (la  pupila  sí)  a  a  recibir  los  bienes 
que  le  ha  querido  entregar  con  mandato  ju- 
dicial; y  3a.,  porque  no  aparece  cometido  el 
hecho  delictuoso  que  se  imputa  a  la  procesada, 
pues  no  ha  habido  engaño  de  ninguna  natura- 
leza, ni  esta  probada  la  defraudación,  toda  vez 
que  no  hay  finiquito. 

La  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
al  revocar,  el  veintinueve  de  Agosto  del  año 
retropróximo,  la  sentencia  apelada,  absolvió  a 
Juana  Cordón  Franco  del  cargo  que  se  le  for- 
muló por  el  delito  de  estafa,  por  falta  de  prue- 


ba  para  condenarla.  Consideró  el  Tribunal  sen- 
tenciador: a),  que  no  consta  que  la  encausa- 
da haya  recibido  por  inventario  ni  con  los  re- 
quisitos legales  los  bienes  que  le  reclama  la 
parte  acusadora;  b),  que  la  procesada  no  ha 
negado  que  recibió  los  bienes  mencionados  y  le- 
jos de  oponerse  a  su  devolución  está  anuente 
a  efectuarlo;  y  c),  que  el  juicio  de  rendición 
de  cuentas  no  está  terminado  para  poder  sa- 
ber hasta  dónde  seria  responsable  la  señora 
Cordón  Franco  conforme  al  saldo  que  le  re- 
sultara en  su  contra,  durante  la  administra- 
ción de  los  bienes  que  confiesa  haber  recibido, 
ya  que  en  esta  forma,  y  no  con  prueba  testi- 
monial, se  justifica  la  solvencia  o  insolvencia 
del  tutor  al  finalizar  su  administración. 

Olivia  Ramírez  Cordón  de  Cordón  y  Félix 
Cordón  Acevedo,  interpusieron  contra  este  úl- 
timo pronunciamiento,  el  recurso  extraordina- 
rio de  casación,  auxiliados  por  el  abogado 
Luis  Edmundo  López  Duran,  denunciando  co- 
mo infringidos  los  artículos  2.36,  271,  280,  285, 
282,  288  del  Código  Civil;  386,  387,  596,  602, 
1041,  1054  del  Decreto  Legislativo  número 
2009;  lo.,  4o.,  259,  419,  566,  570,  571,  573,  602 
inciso  7o.,  603  y  609  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales;  11,  68,  418  inciso  3o.  y  419  inciso 
5o.  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  inciso  quinto  del  artículo  419  del  Có- 
go  Penal,  establece  que  incurrirán  en  las  pe- 
nas señaladas  por  el  articulo  418  del  susodi- 
cho Cuerpo  de  Leyes,  los  que  en  perjuicio  de 
otro  se  apropiaren  o  distrajeren  dinero,  efec- 
tos o  cualesquiera  otra  cosa  mueble  que  hu- 
bieren recibido  en  depósito,  comisión  o  admi- 
nistración o  por  otro  titulo  que  produzca  obli- 
gación de  entregarla  o  devolverla  o  negaren 
haberla  recibido.  Y  que  la  mencionada  pena 
será  agravada  en  una  tercera  parte  si  se  tra- 
ta de  un  depósito  necesario.  En  el  caso  sub- 
judice,  no  se  encuentra  establecido  que  Juana 
Cordón  Franco  haya  administrado  dolosamen- 
te los  bienes  que  recibió,  pertenecientes,  a  Oli- 
via Ramírez  Cordón,  quien  en  aquel  entonces, 
era  menor  de  edad;  que  en  consecuencia  las 
acciones  que  la  señora  Ramírez  de  Cordón  Ace- 
vedo tenga  que  ejercitar,  con  relación  a  los 
bienes  que  ha  administrado  la  Cordón  Fran- 
co, son  de  carácter  civil.  En  ese  concepto  los 
hechos  imputados  a  la  procesada,  no  deben 
estimarse  comprendidos  en  la  fracción  quinta 
del  precepto  legal  al  principio  relacionado;  y 
por  consiguiente  dicho  inciso  no  fué  infringido, 
ni  el  tercero  del  artículo  418,  toda  vez  que,  no 
concurren  los  elementos  determinanícs  de  es- 
ta otra  modalidad  del  delito  de  estafa,  a  saber: 
"a)  una  defraudación  cuyo  valor  pueda  ser 
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estimado;  b)  que  esa  defraudación  consista 
en  la  substancia  o  en  la  calidad  de  la  cosa;  y 
c)  que  la  cosa  sea  entregada  en  virtud  de  un 
titulo  obligatorio";  ni  mucho  menos  pudieron 
ser  violados  los  artículos  1",  4",  259,  419,  566, 
570,  571,  573  y  602  inciso  7'  y  603  del  Código 
de  Procedimientos  Penales;  11  y  68,  Código  Pe- 
nal, pues  si  no  aparece  caracterizado,  el  he- 
cho punible  que  originó  el  encausamiento  de 
la  procesada,  tampoco  cabe  determinar  el  gra- 
do de  su  responsabilidad  criminal,  ni  procede 
infligirle  sanción  alguna. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  236,  271,  280,  285,  282  y  288 
del  Código  Civil,  se  refieren:  el  primero,  a  la 
facultad  que  tiene  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia del  domicilio  del  menor  para  elegirle  tutor 
siempre  que  no  se  le  hubiere  nombrado  tutor 
testamentario  ni  legitimo,  el  segundo,  enumera 
los  casos  en  que  el  tutor  necesita  de  autori- 
zación judicial;  y  los  demás,  contienen  dispo- 
siciones relativas  a  las  cuentas  de  la  tutela; 
que  por  lo  tanto,  todas  las  disposiciones  lega- 
les que  acaban  de  ser  mencionadas  carecen 
de  aplicación  en  el  caso  presente,  tomando  en 
cuenta  por  una  parte,  lo  consignado  en  el  an- 
terior "Considerando",  y  por  la  otra,  el  objeto 
del  procedimiento  Criminal.  Y  los  mismos  mo- 
tivos hay  para  considerar  inconducente,  la 
cita  de  los  artículos  386,  387,  596,  602,  1041  y 
1054  del  Decreto  Gubernativo  número  2009,  los 
dos  primeros  que  encierran  preceptos  relati- 
vos a  la  prueba  testimonial  en  materia  Civil; 
el  tercero  y  cuarto  que  se  refieren  a  las  obli- 
gaciones que  tienen  los  administradores  de 
herencias;  y  el  quinto  y  sexto,  que  establecen 
respectivamente,  que  todo  tutor  o  protutor  o 
guardador  deberá  solicitar  del  Juez  de  Pri- 
mera Instancia,  el  discernimiento  del  cargo; 
y  que  para  otros  casos  en  que  se  necesite  la 
autorización  judicial,  se  observarán  las  pres- 
cripciones del  Capitulo  III,  Titulo  IV,  del  Li- 
bro IV  del  susodicho  Cuerpo  de  Leyes,  en  lo 
que  fueren  aplicables. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  articulo  609  del  Código  do  Procedi- 
mientos Penales,  tampoco  fué  quebrantado, 
por  que  la  Cordón  Franco  no  niega  haber  re- 
cibido los  bienes  que  detalló  al  ser  interroga- 
da, ni  se  ha  opuesto  a  la  devolución  de  los  que 
conserva  en  su  poder;  razón  por  la  cual,  lo 
expuesto  por  dicha  señora,  no  puede  reputar- 
se como  una  confesión  de  los  actos  punibles 
que  se  le  imputan. 


POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  funda- 
mento en  lo  que  estatuye  el  articulo  690  del 
Código  últimamente  citado,  declara  improce- 
dente el  recurso  de  que  se  ha  hecho  mérito  e 
impone  a  Olivia  Ramírez  Cordón  de  Cordón, 
la  pena  de  treinta  dias  de  arresto,  conmutables 
a  razón  de  cincuenta  centavos  diarios.  Notifi- 
quese  y  con  certificación  de  lo  resuelto,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  Tribunal  de  su  ori- 
gen. 

Baf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Muñoz. 

—  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez. 

—  Federico  O.  Solazar.  —  Max  García  R.  Se- 
cretario. 


CRIMINA!. 

CAUSA  contra  Roberto  Robles  Sinibaldi,  por 
lesiones  menos  graves,  por  imprudencia  te- 
yneraria. 

DOCTRINA:  En  los  juicios  verbales,  no  es  ad- 
misible el  recurso  de  casación  por  violación 
de  ley  y  tampoco  por  quebrantamiento  de 
forma,  cuando  en  el  escrito  en  que  se  in- 
terpone el  recurso  no  se  expresa  en  qué 
consiste  el  quebrantamiento. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  ca- 
torce de  Agosto  de  mil  novecientos  cuarenta. 

VISTOS;  y  CONSIDERANDO: 

Que  contra  el  fallo  que  dictó  la  Sala  Prime- 
ra de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  el  proceso 
seguido  contra  Roberto  Robles  Sinibaldi,  por 
el  delito  de  lesiones  menos  graves,  causadas 
por  imprudencia  temeraria,  condenándole  a  su- 
frir cuarenta  días  de  arresto  menor,  no  pro- 
cede el  recurso  extraordinario  de  casación,  por 
violación  de  ley,  aunque  se  le  haya  juzgado  en 
juicio  escrito,  porque  por  su  importancia  se 
debió  haber  seguido  en  juicio  verbal;  y  en  los 
juicios  verbales  no  es  admisible  el  recurso 
de  casación  por  violación  de  ley.  Tampoco  se 
puede  admitir  por  quebrantamiento  de  forma, 
en  este  caso,  porque  en  el  escrito  en  que  se  in- 
terpone no  se  dice  en  qué  consiste  el  quebran- 
tamiento y  los  artículos  que  se  citan,  no  orten 
tan  para  saber  cuál  es  la  parte  del  trámite 
esencial,  que,  en  el  concepto  del  presentado,  se 
alteró,  pues  ninguno  de  ellos  se  refiere  a  los 
casos  en  que  procede.  Artículos  674  inciso  1 
677,  749,  770  y  792  del  Código  dr  .M  iNÜmioii 
tos  Penales; 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  fundada  ade- 
más, en  el  artículo  684  del  mismo  cuerpo  de 
leyes,  desecha  el  recurso  de  casación,  por  im- 
procedente. Notifiquese  y  con  certificación,  de- 
vuélvanse los  antecedentes  al  tribunal  de  su 
origen. 

Ordóñe»  Solís.  —  Serrano  Muñoz.  —  Paredes. 
—  Rodríguez.  —  O.  Solazar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  José  Salvador  Morán  Morales, 
por  el  delito  de  malversación  de  caudales  pú- 
blicos. 

DOCTRINA:  Cuando  todos  los  actos  que  se  eje- 
cutan, son  momentos  de  una  misma  acción, 
encaminada  al  mismo  fin,  todo  el  hecho  cons- 
tituye un  solo  delito. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  quin- 
ce de  Agosto  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Por  recurso  de  casación,  se  examina  la  sen- 
tencia que  dictó  la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  catorce  de  diciembre  del  año 
próximo  pasado,  en  el  proceso  seguido  contra 
José  Salvador  Morales,  por  los  delitos  de  mal- 
versación de  caudales  públicos  y  estafa,  de  la 
que  se  hará  relación  más  adelante. 

RESULTA: 

Que  el  veintidós  de  Julio  del  año  mil  nove- 
cientos veintisiete,  el  Inspector  de  Hacienda, 
Jorge  Echeverría  Lizarralde,  puso  en  conoci- 
miento del  Juez  de  Primera  Instancia  de  Iza- 
bal,  que  al  practicar  corte  de  caja  en  la  Ad- 
ministración de  Rentas  y  Aduanas,  el  dieciséis 
de  ese  mismo  mes,  encontró  en  caja  un  saldo 
de  veinticinco  mil  setecientos  sesenta  pesos, 
veintinueve  centavos,  de  la  antigua  emisión, 
descompuesto  asi:  en  efectivo,  dieciocho  mil  no- 
vecientos veinte  pesos  y  seis  mil  ochocientos 
cuarenta  pesos,  veintinueve  centavos,  en  un  va- 
le del  Administrador,  señor  Morán  Morales,  a 
cuenta  de  su  sueldo.  Al  revisar  la  documenta- 
ción de  la  contabilidad  en  los  días  subsiguien- 
tes, logró  establecer  que  no  se  había  dado  in- 
greso a  algunos  cobros  hechos  con  anterioridad 
y  que  no  aparecían  los  codos  de  los  recibos  ex- 
tendidos; requirió  al  Administrador,  le  entregó 
los  codos  y  entonces  ordenó  que  se  les  diera  en- 
trada a  Caja,  verificando  nuevo  arqueo,  que 
dió  por  resultado  un  saldo  de  once  mil  veinti- 


trés quetzales,  veinte  centavos,  saldo  que  el 
Administrador  presentó  en  una  forma  irregu- 
lar. Comprobó,  asimismo,  que  el  Administrador 
Morán  Morales  había  cometido  los  hechos  si- 
guientes: primero,  desfalco  de  la  suma  de  seis 
mil  quetzales,  pues  en  la  descomposición  que 
hizo  el  Administrador  del  saldo  que  le  presen- 
tó, aparecía  esa  suma  como  remesa  en  efectivo, 
hecha  por  la  Administración  con  dinero  entre- 
gado a  la  Compañía  Frutera,  para  que  fuera 
puesto  en  esta  capital,  a  la  disposición  del  Mi- 
nisterio de  Hacienda;  lo  que  no  es  cierto,  como 
lo  comprobaba  con  la  contestación  que  dió  el 
Auditor  de  dicha  Compañía,  a  la  pregunta  que 
con  respecto  a  los  seis  mil  quetzales  le  hizo;  se- 
gundo, presentar  vales  como  efectivo  en  el  sal- 
do de  caja,  lo  que  es  terminantemente  prohi- 
bido, según  el  Código  Fiscal;  y  tercero,  pre- 
sentar como  efectivo  documentos  pagados  sin 
la  autorización  correspondiente.  En  el  oficio 
a  que  se  refiere  el  Inspector  de  Hacienda,  ma- 
nifiesta el  Auditor  de  la  Compañía  Frutera, 
que  el  Administrador  de  Rentas  y  de  la  Adua- 
na de  Izabal,  señor  Morán  Morales,  solicitó 
que  la  compañía,  como  anticipo  por  derechos 
de  importación,  diera  la  suma  de  seis  mil  quet- 
zales y  pidió  a  la  vez  que  fuera  situada  en  es- 
ta capital,  por  lo  cual  la  Compañía  telegrafió 
a  su  agente  con  el  fin  de  que  situara  los  seis 
mil  quetzales  a  la  orden  del  señor  Ministro  de 
Hacienda,  a  cuenta  de  derechos  de  importa- 
ción, y  por  este  motivo  no  podía  extender  re- 
cibo, porque  no  había  sido  un  depósito  hecho 
por  la  Administración  para  trasladarlo  a  esta 
capital.  A  su  denuncia  acompañó  copias  certi- 
ficadas de  las  actas  levantadas  en  la  Adminis- 
tración de  Rentas,  el  dieciséis  y  veintiuno  de 
Julio  de  ese  mismo  año,  en  las  que  constan  las 
irregularidades  y  lo  manifestado  por  el  proce- 
sado, señor  Morán  Morales,  diciendo  que  había 
mandado  los  seis  mil  quetzales  en  efectivo,  de 
los  ingresos,  a  la  orden  del  Ministerio  de  Ha- 
cienda, a  esta  capital,  actas  que  fueron  firma- 
das por  este  mismo  señor.  Oportunamente  rati- 
ficó su  denuncia  el  Inspector  de  Hacienda,  asi 
como  también  su  respuesta  el  Auditor  de  la 
Compañía  Frutera,  señor  Freman  Haynes  Gil- 
man. 

Interrogado  Salvador  Morán  Morales,  expu- 
so: que  cuando  el  señor  Inspector  de  Hacienda 
practicó  corte  de  caja,  no  les  había  dado  in- 
greso a  Caja  a  varios  cobros  hechos  anterior- 
mente, pero  que  lo  hizo  a  presencia  del  propio 
Inspector;  y  le  presentó  vales  como  efectivo, 
porque  asi  se  había  acostumbrado,  por  las  ne- 
cesidades de  los  empleados;  que  también  pre- 
sentó con  el  mismo  carácter,  varios  documentos 
sin  la  autorización  correspondiente,  pero  fué 
porque  tenía  instrucciones  escritas  del  Minis- 
terio de  Hacienda;  y  que  lo  del  desfalco  de  los 
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seis  mil  quetzales,  no  es  cierto,  pues  lo  que  pa- 
só fué  que  le  pidió  a  la  Compañía  Frutera  que 
situara  esa  suma  en  el  Ministerio  de  Hacienda 
y  cuando  diera  aviso  de  haberla  situado,  la  en- 
tregarla en  Puerto  Barrios,  donde  estaba  la  Ad- 
ministración de  Rentas.  Esto  demuestra  que  es 
falso  que  haya  pedido  la  cantidad  como  anti- 
cipo a  cuenta  de  derechos  de  importación,  por- 
que tenia  en  su  poder  cinco  mil  ochocientos 
quetzales  en  efectivo  y  cien  en  un  vale  firmado 
por  el  Contador  de  la  Administración,  Rodrigo 
Medina,  faltándole  únicamente  cien  quetzales 
para  completar  los  seis  mil,  suma  que  no  pre- 
sentó al  Inspector  General  de  Hacienda,  porque 
esperaba  la  orden  telegráfica  de  pago  que  ha- 
bla solicitado  a  la  Compañía  Frutera.  Al  termi- 
nar su  declaración,  entregó  al  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  de  Izabal,  cinco  mil  ochocientos 
quetzales  y  un  vale  por  cien  quetzales,  dinero  y 
documento  que  quedaron  depositados  provisio- 
nalmente. 

Por  el  delito  de  estafa  y  también  por  mal 
versación  de  caudales  públicos,  se  redujo  a  pri- 
sión provisional  a  Salvador  Morán  Morales. 

RESULTA: 

Que  el  veintisiete  de  Julio  de  mil  novecien- 
tos veintisiete,  el  mismo  Inspector  de  Hacienda, 
puso  en  conocimiento  del  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia de  Izabal,  que  habia  descubierto  otros 
actos  delictuosos  cometidos  por  el  ex-Adminis- 
trador  de  Rentas  y  Aduana,  Morán  Morales, 
y  adjuntó  copia  del  acta  que  con  tal  motivo  le- 
vantó y  una  certificación.  En  el  acta  aparece 
que  Jerónimo  Quinto,  José  Lamfur,  Gonzalo 
Güelan,  Felipe  Chan,  Can  Chan,  Angel  Lom- 
bera  y  Leonardo  de  la  Rosa,  patentados  para 
la  venta  de  aguardiente  en  Puerto  Barrios,  le 
manifestaron  al  Inspector  de  Hacienda,  que  ha- 
bían pagado  su  patente  respectiva,  por  el  mes 
de  Julio  de  ese  año,  pero  que  el  recibo  no  les 
habia  sido  extendido  en  el  formulario  de  ley, 
sino  en  papel  sellado  y  antes  de  que  terminara 
el  mes  habia  llegado  el  guarda  de  playas  de 
la  Administración  de  Rentas  y  Aduana,  Javier 
B.  López,  a  recogerlos.  Cada  uno  pagó  treinta 
y  cinco  quetzales  de  impuesto,  sumas  que  no 
fueron  operadas  en  el  libro  del  Receptor  Fis- 
cal y  según  la  declaración  de  López,  dada  al 
mismo  Inspector,  los  recibos  habían  sido  des- 
truidos por  fuego. 

Después  de  la  ratificación  fué  examinado 
Javier  B.  López,  habiendo  manifestado:  que  de 
orden  de  Ernesto  González  Leal,  Jefe  de  Recen- 
tores,  i-ecogió  a  Leonardo  de  la  Rosa,  Joaquín 
Jerónimo  Quinto,  José  Lamfui-,  Felipe  Chan, 
Can  Chan  y  Gonzalo  Güelan,  el  veintitrés  de 
Julio,  las  patentes  que  les  fueron  extendidas 
para  la  venta  de  aguardiente,  indicándoles  que 


en  la  Receptoría  Fiscal  serían  cambiadas  por 
otras  en  debida  forma,  porque  las  que  recogió 
estaban  en  papel  sellado.  Al  dar  cuenta  con 
ellas  al  Receptor,  González  Leal,  éste  le  dijo 
que  ya  no  tenían  importancia,  que  se  quedara 
con  ellas  y  al  día  siguiente  le  twdenó  que  las 
quemara,  habiendo  obedecido.  González  Leal 
no  le  dió  ninguna  explicación,  sino  que  sim- 
plemente le  ordenó  que  fueran  quemadas  y 
al  obedecer  no  lo  hizo  con  la  mira  de  encu- 
brir al  Administrador  de  Rentas,  porque  aun- 
que sabia  que  el  Inspector  General  de  Hacien- 
da estaba  averiguando  unos  hechos  cometidos 
en  la  Administración,  no  supo  qué  hechos  eran. 

Al  ser  interrogado  Ernesto  González  Leal,  Je- 
fe de  Receptores,  negó  haber  tomado  parte  en 
los  hechos  que  se  estaban  averiguando. 

Examinados  los  cinco  patentados,  manifesta- 
ron lo  mismo  que  expusieron  al  Inspector  de 
Hacienda,  con  respecto  a  las  patentes  y  su  va- 
lor, habiendo  agregado  unos  que  las  que  le 
fueron  extendidas,  estaban  firmadas  por  el  Ad- 
ministrador, y  otros  que  no  se  fijaron  por  quie- 
nes estaban  firmadas. 

El  Contador  de  la  Administración  de  Rentas 
y  Aduana  de  Izabal,  Rodrigo  Medina,  expuso: 
que  nunca  estuvo  de  acuerdo  con  el  Adminis- 
trador Morán  Morales,  ni  con  el  Receptor  Gon- 
zález Leal,  para  cometer  los  hechos  que  se  es- 
taban averiguando.  El  firmaba  las  patentes, 
pero  no  las  que  habían  sido  extendidas  a  los 
patentados  que  se  acababan  de  mencionar,  por 
no  haber  tenido  conocimiento  de  ellas,  pues  su 
valor  no  fué  operado  en  los  libros  y  no  sabía 
en  poder  de  quién  había  quedado.  Por  referen- 
cias supo  que  en  "Playitas",  algunos  estableci- 
mientos de  licores  tenían  patentes  en  papel  se- 
llado y  no  en  los  talonarios  respectivos,  ha- 
biéndole hecho  estas  referencias  el  guarda  Sar- 
belio  Pivaral. 

Pivaral  dijo;  que  estando  en  el  corredor  ri 
la  Administración,  cerca  de  la  ventana  del  di> 
pacho  del  Administrador,  se  dió  cuenta  que  rl 
Jefe  de  Receptores,  González  Leal,  estando  pn- 
senté  el  Administrador  Moi-án  Morales,  ordeno 
al  Inspector  de  guarda-playas,  Javier  B.  Lópc 
que  fuera  a  recoger  las  patentes,  habiéndo-- 
retirado  López  y  volvió  después  con  un  rolU 
de  papeles  blancos,  entró  al  despacho  del  Ad 
ministrador,  pasando  luego  al  del  Receptoi 
González  Leal,  llevando  en  la  mano  el  misnv 
rollo  de  papeles.  En  el  lugar  llamado  "Pla\ 
tas",  en  ocasión  que  iba  con  el  guarda  Jesi 
Portillo,  vió  en  dos  cantinas  que  las  patenta 
no  habían  sido  extendidas  en  el  talonario  acó 
tumbrado,  sino  en  papel  sellado,  recopiend. 
una  Portillo,  que  se  la  exhibió  a  su  jefe  Bao 
dilio  Morales  y  éste  ordenó  que  se  la  devolví' 
ran  al  dueño  de  la  cantina. 
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Por  complicidad  y  encubrimiento  en  el  deli- 
to de  malversación  de  caudales  públicos,  queda- 
ron reducidos,  provisionalmente,  a  prisión,  Er- 
nesto González  Leal  y  Javier  B.  López,  respec- 
tivamente. 

González  Leal  amplió  su  declaración,  dicien- 
do que  le  dijo  a  López:  que  decia  el  Adminis- 
trador Morán  Morales,  que  recogiera  "los  pa- 
peles" de  las  cantinas  y  el  día  veintiséis  de  ese 
mes,  estando  en  la  Receptoría  Fiscal,  llegó  el 
Administrador  a  decirle  que  fuera  a  su  oficina', 
porque  quería  hablar  con  él;  llegó  y  entonces 
le  preguntó  que  porqué  estaban  llegando  tantos 
chinos,  a  lo  que  le  respondió  que  era  que  es- 
taban averiguando  el  asunto  de  unas  patentes 
de  licores  y  luego  le  volvió  a  decir  el  Adminis- 
trador Morán  Morales:  "dígale  a  López  que 
queme  inmediatamente  los  recibos";  y  como 
López  se  encontraba  a  la  distancia  de  tres  o 
cuatro  metros,  le  transmitió  la  orden  del  Ad- 
ministrador. Desde  el  principio  Morán  Morales 
le  ordenó  que  le  hiciera  una  lista  de  todos  los 
patentados,  la  que  le  hizo  y  se  la  devolvió  con 
algunos  nombres  tachados,  indicándole  que  a 
los  tachados  no  había  que  extenderles  patente. 
Con  respecto  a  las  patentes  de  los  municipios, 
el  Administrador  era  el  que  recibía  directa- 
mente las  solicitudes  y  el  dinero  y  en  una  oca- 
sión, al  regresar  de  un  viaje  que  hizo  a  esta 
capital,  vió  sobre  la  mesa  del  Administrador 
una  carta  y  al  preguntarle  a  qué  se  refería, 
le  contestó  que  eran  cosas  sin  importancia  y 
como  se  la  diera,  se  enteró  que  el  fiador  de 
un  patentado  de  apellido  Moguel,  le  reclamaba 
al  Administrador  por  qué  le  había  extendido 
la  patente  en  papel  sellado  y  entonces  se  la 
extendió  en  el  talonario  respectivo  y  se  la  re- 
mitió. En  otra  oportunidad  le  llegó  una  so- 
licitud de  patente,  juntamente  con  el  dinero, 
y  al  darle  cuenta  al  Administrador,  éste  se  que- 
dó con  la  solicitud  y  el  dinero,  diciéndole  que 
no  la  extendiera;  pero  más  o  menos  el  die- 
ciocho o  veinte  de  Julio,  estando  el  Inspector 
General  de  Hacienda  en  la  Administración,  Mo- 
rán le  ordenó  que  hiciera  la  patente  y  se  la 
remitiera  al  patentado  de  Quiriguá,  que  era  el 
mismo  que  había  remitido  el  dinero;  y  que  sí 
él  hacia  todo  lo  que  Morán  ordenaba,  se  debía 
a  que  no  conocia  el  trabajo,  porque  no  había 
sido  empleado  público. 

Interrogado  el  Administrador  Morán  Mora- 
les, negó  haber  extendido  las  patentes  en  pa- 
pel sellado  y  haberse  apropiado  el  dinero.  Dijo 
que  únicamente  a  Miguel  Portillo  le  había  ex- 
tendido una  patente  en  papel  sellado;  pero  fué 
porque  el  Receptor  González  Leal  había  guar- 
dado los  talonarios;  que  a- principios  del  mes 
de  Julio,  el  Receptor  González  Leal,  vino  a 
Guatemala  y  entonces  llegó  un  señor  a  pedir 
que  se  le  extendiera  patente  para  la  venta  de 


aguardiente,  por  lo  que  dispuso  que  se  le  ex- 
tendiera una  en  carácter  de  provisional,  en 
papel  sellado,  por  estar  los  talonarios  bajo  lla- 
ve, y  cuando  regresó  González  Leal  le  entregó 
la  solicitud  y  el  dinero  y  ordenó  que  extendie- 
ra la  patente  en  el  talonario  de  ley,  previa  ad- 
vertencia al  patentado  para  que  presentara 
una  nueva  solicitud  y  devolviera  el  recibo  pro- 
visional. Otras  patentes  en  esta  forma,  no  fue- 
ron extendidas  y  supone  que  los  empleados  de 
la  Administración  abusaron  de  su  confianza, 
usando  el  facsímil  de  su  propiedad.  Le  fué 
puesta  a  la  vista  la  licencia  extendida  a  Miguel 
Portillo,  vecino  de  Los  Amates,  para  la  venta 
de  licores  durante  el  mes  de  Julio  y  manifes- 
tó que  la  firma  había  sido  puesta  con  su  facsí- 
mil; pero  que  su  contenido  lo  desconoce.  Negó 
haberle  ordenado  a  González  Leal  que  le  di- 
jera a  López  que  recogiera  las  patentes  y  las 
quemara;  y  convino  en  que  habiendo  reclama- 
do un  patentado  porque  su  patente  no  estaba 
en  debida  forma,  ordenó  que  se  le  extendiera 
y  explicara  que  le  había  sido  extendida  en 
papel  sellado  por  ausencia  del  Jefe  de  Redac- 
tores. Al  patentado  de  Quiriguá  no  se  le  ex- 
tendió luego  su  patente  por  complacer  los  de- 
seos de  la  Compañía  Frutera,  que  quería  que 
se  quitara  esa  fonda  y  para  este  objeto,  llamó 
repetidas  veces  al  fiador  Sebastián  Péñate, 
para  ver  sí  en  forma  amistosa  se  pasaba  la 
cantina  a  Los  Amates;  pero  habiendo  llegado 
hasta  el  dieciocho  de  Julio,  tuvo  que  ordenar 
que  se  le  extendiera  la  patente,  reservándose 
sus  gestiones  para  el  siguiente  mes. 

Interrogado  nuevamente  González  Lea!,  re- 
conoció la  licencia  que  le  fué  extendida  a  Mi- 
guel Portillo,  de  orden  del  Administrador  Mo- 
rán Morales  y  dijo  que  es  falso  que  haya  abu- 
sado de  la  confianza  de  éste,  usando  su  facsí- 
mil, con  el  fin  de  apropiarse  el  producto  de  las 
patentes,  pues  este  señor  siempre  lo  tenía  bajo 
llave  y  era  el  que  se  tomaba  el  dinero  y  exten- 
día las  licencias  en  papel  sellado.  No  lo  de- 
nunció, por  desconocimiento  de  su  trabajo  y 
porque  siendo  subalterno,  tenía  que  acatar  las 
órdenes  de  su  jefe,  sin  que  percibiera  de  éste, 
parte  del  dinero  que  malversaba.  Los  patenta- 
dos le  entregaron  el  valor  de  treinta  y  cinco 
quetzales  cada  uno,  pasando  ese  dinero  a  po- 
der del  Administrador,  quien  se  quedó  con  él; 
habiendo  principiado  desde  el  mes  de  Abril  a 
expedir  las  licencias  en  papel  sellado,  en  vez 
del  talonario,  de  orden  del  Administrador,  sin 
estar  en  conivencia  con  él. 

Javier  B.  López,  fué  interrogado  nuevamente 
y  no  le  hizo  ninguna  modificación  a  su  decla- 
ración anterior. 

E.xaminados  Sofía  Ruano  viuda  de  King,  Fe- 
lipe King  y  Romeo  Monge,  patentados  del  Mu- 
nicipio de  Morales,  manifestaron,  los  dos  pri- 
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meros:  que  en  el  mes  de  Mayo  no  les  exten- 
dieron sus  patentes  en  el  formulario,  sino  en 
papel  sellado  y  al  concluir  el  mes,  las  devol- 
vieron a  la  Administración;  y  el  tercero:  que 
en  el  mes  de  Julio,  se  le  extendió  la  suya  en 
papel  sellado,  pero  gracias  a  los  reclamos  he- 
chos por  su  fiador,  se  le  cambió,  dándosele  en 
el  talonario  respectivo. 

Examinados  asimismo  Rosario  Salguero,  Ro- 
dolfo Quinto,  José  Brown,  Joaquín  Quinto,  Jo- 
sé Villa,  Juan  Matheu  Muñoz,  Diego  Morales, 
Miguel  Portillo,  Luis  López  y  Dolores  Chacón, 
dijeron  que  sus  patentes  se  las  habían  exten- 
dido en  papel  sellado  en  vez  del  talonario  acos- 
tumbrado. 

RESULTA. 

Que  el  dos  de  Agosto  del  mismo  año,  el  Ins- 
pector General  de  Hacienda,  señor  Echeverría 
Lizarralde,  puso  en  conocimiento  del  Juzgado 
departamental  de  Izabal,  que  por  medio  del  se- 
ñor Carlos  Solerti,  había  sabido  que  éste  ven- 
dió a  la  Compañía  Frutera,  a  principios  de 
Abril  del  año  mil  novecientos  veintisiete,  cier- 
ta cantidad  de  hierro  que  había  en  las  bodegas 
de  la  Aduana,  en  la  suma  de  setecientos  "y 
pico"  de  quetzales,  sin  que  tal  dinero  haya  in- 
gresado a  la  Caja  de  la  Administración,  según 
informe  del  Contador  Rodrigo  Medina.  A  la 
denuncia  acompañó  copia  certificada  del  acta 
que  levantó,  en  la  que  aparece  la  declaración 
del  señor  Solerti,  diciendo:  que  a  fines  del  año 
mil  novecientos  veintiséis,  el  Administrador  Mi- 
guel Angel  Castillo,  lo  nombró  experto  valua- 
dor  de  la  mercadería  que  existía  en  la  Adua- 
na, que  no  habia  pagado  los  derechos  corres- 
pondientes y  de  la  que  había  entrado  de  con- 
trabando, entre  la  que  estaba  una  cantidad  de 
hierro,  que  a  principios  de!  año  siguiente  se 
sacó  a  subasta  pública,  habiendo  vendido,  So- 
lerti, el  hierro,  a  la  Compañía  Frutera  en  se- 
tecientos "y  pico"  de  dólares,  suma  que  le  fué 
pagada  por  el  mismo  Solerti  al  Administra- 
dor Salvador  Moran,  que  en  la  fecha  de  la  ven- 
ta había  ya  substituido  a  Castillo.  El  recibo 
que  otorgó  estaba  en  poder  de  la  Compañía, 
habiendo  sido  testigo  el  señor  Ernesto  Gonzá- 
lez Leal;  y  que  Morán  le  había  ofrecido  por 
la  venta  una  comisión,  pero  no  se  la  pagó 
porque  no  fué  vendido  todo  el  hierro. 

Interrogado  el  ex  Administrador,  Salvador 
Morán  Morales,  expuso:  que  le  dió  todas  las 
facilidades  a  Solerti  para  que  como  comisio- 
nista pudiera  vender  el  hierro,  al  grado  que  en 
un  papel  hizo  constar  el  valor  que  el  mismo 
Solerti  le  había  dado  a  esa  mercadería,  dan- 
do oportunidad  a  que  pudiera  obtener  una  ga- 
nancia. Con  él  celebró  contrato  de  venta  del 
hierro,  habiéndose  llevado  la  tercera  parte, 


más  o  menos,  y  Solerti  recibió  el  valor,  sin 
que  tuviera  derecho  a  ninguna  comisión,  por- 
que era  el  que  aparecia  como  comprador.  No 
recordaba  la  cantidad  de  dinero  que  había  re- 
cibido de  Solerti  por  esa  venta;  sin  embargo 
la  iba  a  averiguar  con  Rafael  Ruiz,  que  era  el 
encargado  de  esos  comprobantes  y  la  reinte- 
graría al  Fisco,  pues  en  el  momento  que  fué 
indagado,  no  le  era  posible  hacerlo. 

Examinado  Ernesto  González  Leal,  negó  ha- 
ber acompañado  a  Solerti  cuando  hizo  el  nego- 
cio del  hierro,  asegurando  que  durante  el  tiem- 
po que  fué  Jefe  de  Receptores,  no  se  hizo  nin- 
gún remate- 
Al  proceso  Se  agregó  copia  certificada  del 
acta  de  recibo  de  la  Administración  de  Ren- 
tas y  Aduana  de  Izabal,  por  parte  del  señor 
Morán  Morales,  y  consta  en  el  punto  quinto, 
que  recibió  un  lote  de  mercaderías,  valuadas 
por  el  señor  Solerti  en  la  suma  de  dos  mil  sete- 
cientos veintiún  quetzales,  diecinueve  centavos, 
lote  que  debería  rematarse  el  veintidós  de  ene- 
ro de  mil  novecientos  veintisiete  y  que  de  esa 
suma  se  debía  rebajar  la  cantidad  de  cuatro- 
cientos sesenta  quetzales,  correspondientes  a 
dieciocho  fardos  de  papel  para  cigarros,  que 
habían  sido  remitidos  a  la  Aduana  de  esta  ca- 
pital. 

Por  este  nuevo  delito,  se  dictó  auto  de  pri- 
sión preventiva  contra  el  ex-Administrador 
Morán  Morales,  quien  más  tarde  amplió  su  de- 
claración, exponiendo,  que  su  antecesor  Mi- 
guel Angel  Castillo  le  entregó  un  lote  de  mer- 
caderías almacenado  en  las  bodegas  de  la 
Aduana,  por  abandono  y  decomiso,  sin  que  le 
fuera  posible  recordar  que  valor  tenían  y  que 
sólo  esperaba  la  respuesta  del  señor  Rafael 
Ruiz  para  poder  responder  respecto  a  la  do- 
cumentación de  tal  mercadería. 

El  empleado  de  la  Compañía  Frutera,  Gcorge 
J.  Martin,  manifestó:  que  con  Solerti  habia 
contratado  la  compra  de  un  lote  de  hierro,  cu- 
yo dato  lo  tenia  en  su  oficina  y  podía  propor- 
cionarlo al  ser  solicitado;  habiendo  interven! 
do  el  vendedor  por  cuenta  o  comisión  de  l:i 
Administración  de  Rentas  y  Aduanas. 

Se  agregó  a  la  causa  una  copia  del  acta  do 
remate  de  mercaderías  hecho  en  febrero  de 
ese  mismo  año. 

RESULTA: 

Que  El  Tribunal  de  Primera  Instancia  de  Iza 
bal,  apoyado  en  el  informe  del  Doctor  Ricarda  ■ 
Chávez,  suspendió  provisionalmente  el  pro(  ■ 
so,  en  lo  que  se  relaciona  a  Morán  Moralo- 
porque  se  afirmaba  que  padecía  de  enajen. 
ción  mental;  y  se  concedió  la  excarcelacii' 
de  González  Leal  y  López,  por  estar  cnferni. 
de  gravedad.  Do  acuerdo  con  la  resoluclór 
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fué  remitido  Morán  Morales  al  Asilo  de  Alie- 
nados de  esta  Capital,  de  donde  más  tarde  se 
fugó,  mientras  tanto  el  proceso  siguió  su  cur- 
so, con  relación  a  González  Leal,  hasta  que- 
dar absuelto  en  sentencia  que  fué  aprobada  el 
diez  de  diciembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco. 

El  cuatro  de  Julio  del  año  pasado,  fué  cap- 
turado nuevamente  Morán  Morales  y  puesto  a 
disposición  del  Juzgado  departamental  de  Iza- 
bal.  Pidió  la  suspensión  del  proceso  por  pres- 
cripción; pero  tal  solicitud  fué  denegada  por 
los  tribunales,  por  carecer  de  razón. 

El  diez  de  octubre  de  ese  mismo  año,  resol- 
vió el  Juzgado  do  Primera  Instancia  mencio- 
nado, que  Morán  Morales  es  autor  del  delito 
de  estafa  y  autor  también  del  de  malversación 
de  caudales  públicos,  por  los  cuales  le  impone, 
por  el  primero,  dieciocho  meses  de  prisión  co- 
rreccional, conmutables  en  dos  terceras  partes 
a  veinticinco  centavos  diarios;  y  por  el  segun- 
do, declara  extinguida  su  responsabilidad,  en 
virtud  del  indulto  contenido  en  el  Decreto  Gu- 
bernativo número  963;  le  absuelve  de  la  ins- 
tancia en  los  otros  delitos  por  malversación 
de  caudales  públicos,  que  deja  considerados  en 
su  fallo.  La  sentencia  fué  confirmada  por  la 
Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  con  la 
reforma  de  que  la  pena  que  se  le  impone  por 
el  delito  de  malversación  de  caudales  públicos 
(la  sustracción  de  los  seis  mil  quetzales),  es 
la  de  cinco  años  de  prisión  correccional,  sin 
aplicación  del  indulto;  que  por  la  venta  inde- 
bida del  hierro,  la  pena  que  debe  sufrir  es 
de  tres  años  de  prisión  correccional,  sin  las 
rebajas  consideradas  por  el  Juez,  por  ser  im- 
procedentes. La  revocó  en  lo  relativo  a  la  otra 
estafa  y  le  impone  por  ella  le  pena  de  quince 
meses  de  prisión  correccional,  haciendo  a  la 
vez  las  demás  declaraciones  que  corresponden 
a  este  último  delito.  Y,  no  aplica  el  indulto, 
basada  en  que  por  circular  se  hizo  saber  que 
era  facultad  exclusiva  de  esta  Corte  Suprema 
de  Justicia. 

Contra  la  sentencia  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, interpuso  el  reo  Salvador  Morán  Morales, 
recurso  extraordinario  de  casación,  con  auxilio 
del  abogado  Marcial  Méndez  Montenegro,  ale- 
gando que  el  fallo  es  completamente  ilegal  y 
que  habia  violado  los  articules  568,  571,  573 
incisos  1°,  2S  3°  y  4=,  574,  575,  581  inciso  T-  del 
Código  de  Procedimientos  Penales;  22  inciso 
9=,  79,  81,  82,  290,  418  incisos  l^  2%  3°,  4»  y  5°, 
419  inciso  5°  del  Código  Penal  (Decreto  Legis- 
lativo 2164);  y  pidió  que  oportunamente  se  ca- 
sara y  anulara  el  fallo  y  se  le  absolviera  de  los 
cargos  que  le  hablan  sido  formulados.  Se  pidie- 
ron los  antecedentes  y  habiéndose  verificado  la 
vista,  es  el  caso  de  resolver. 


CONSIDERANDO: 

Que  el  hierro  que  estaba  en  los  almacenes 
de  la  Aduana  de  Puerto  Barrios,  ya  fuera  aban- 
donado por  sus  propietarios,  por  no  haber  pa- 
gado los  derechos  de  importación  o  como  pro- 
ducto de  contrabando,  según  se  deduce  del  ac- 
ta de  recibo  del  cargo  de  administrador  de 
Rentas  de  aquel  departamento,  levantada  al 
momento  de  llegar  el  procesado  Morán  Mora- 
les, a  desempeñar  esas  funciones,  y  de  las 
declaraciones  que  obran  en  la  causa,  perte- 
necía al  Estado,  porque  las  mercaderías  aban- 
donadas conforme  al  articulo  108  del  Código 
de  Aduanas,  Decreto  Legislativo  2064,  que  re- 
produce el  precepto  que  contenia  la  ley  de  es- 
ta materia,  vigente  el  año  1927,  quedan  a  fa- 
vor de  la  hacienda  pública,  o  lo  que  es  lo  mis- 
mo, pasan  a  ser  propiedad  del  Estado,  asi  co- 
mo las  que  se  decomisen.  Por  lo  tanto,  el 
hierro  formaba  parte  del  caudal  público  que 
quedó  a  cargo  del  Administrador  Morán  Mo- 
rales, al  tomar  posesión  de  su  puesto,  y  no 
era  un  efecto  de  propiedad  particular.  Su  ven- 
ta, en  las  condiciones  que  fué  hecha,  y  la  apro- 
piación de  su  valor,  constituyen  parte  del  de- 
lito de  malversación  de  caudales  públicos,  y 
no  el  de  estafa,  porque  al  hacer  el  examen  co- 
rrespondiente, se  encuentra  que  han  concu- 
rrido los  requisitos  o  elementos  que  forman 
el  primero  de  estos  delitos,  a  saber:  a),  el 
agente  activo  del  delito  ejercía  el  cargo  de  ad- 
ministrador de  Rentas  y  de  la  Aduana  de  Iza- 
bal;  b),  el  hierro  sustraído  pertenecía  al  Es- 
tado y,  de  consiguiente,  era  parte  del  caudal 
público;  c),  lo  tenia  bajo  su  custodia  en  su 
concepto  de  Administrador;  d),  se  apropió  de 
su  valor,  abusando  de  su  cargo,  puesto  que  no 
le  dió  ingreso  a  caja;  y  e),  lo  hizo  con  la  mira 
de  lucrar.  En  consecuencia,  la  Sala  Quinta 
de  la  Corte  de'  Apelaciones,  cometió  error  de 
derecho  e  infringió  los  artículos  288  y  419  in- 
ciso 5o.  del  Código  Penal,  al  calificar  este  he- 
cho como  estafa,  en  vez  de  malversación  de 
caudales  públicos. 

El  dinero  recibido  por  razón  de  cuotas  de 
ventas  de  aguardiente,  que  asciende  a  doscien- 
tos cuarenta  y  cinco  quetzales,  el  valor  de  las 
que  se  pudo  avex'iguar,  en  el  mes  de  Julio  del 
año  mil  novecientos  veintisiete,  cuando  se 
practicó  la  inspección  y  se  hizo  arqueo  de 
caja,  llegó  a  poder  de  Morán  Morales  en  su 
concepto  de  representante  del  Estado  en  el  de- 
partamento de  Izabal,  encargado  de  recibir  e 
invertir,  de  conformidad  con  la  ley,  los  im- 
puestos por  las  ventas  de  aguardiente,  al  por 
menor.  La  forma  en  que  se  hizo  constar  el 
pago  y  la  autorización  para  la  venta,  exten- 
diéndola en  papel  sellado,  el  lugar  del  talona- 
rio respectivo,  para  burlar  asi  su  ingreso  a 
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caja  y  apropiarse  el  valor,  no  le  dá  un  aspec- 
to distinto  a  la  figura  de  delito  que  se  perfi- 
la, que  es  parte  integrante  de  una  legitima 
malversación  de  caudales  públicos,  como  se 
analizará  más  adelante,  porque  los  elementos 
que  le  dieron  existencia,  coinciden  con  toda 
exactitud,  con  los  que  se  dejan  enumerados. 
De  consiguiente,  la  calificación  de  estafa,  que 
le  dió  la  Sala  sentenciadora,  es  indebida,  hie- 
re los  preceptos  contenidos  en  los  dos  artícu- 
los del  Código  Penal,  que  se  acaban  de  citar. 
Y  no  hablan  razones  suficientes  para  dividir 
y  calificar  separadamente  los  hechos,  ya  que 
de  las  constancias  de  autos  se  desprende  que 
todos  fueron  diversos  momentos  durante  los 
cuales  se  fué  desarrollando  una  sola  resolución 
criminal,  constituida  por  un  solo  dolo,  que 
iba  encaminada  a  causar  la  misma  lesión  ju- 
rídica, o  lo  que  es  igual,  a  violar  la  misma 
ley  penal,  sin  que  el  tiempo  transcurrido  en- 
tre la  venta  del  hierro  y  los  otros  actos,  sea 
suficiente  para  demostrar  lo  contrario,  pues 
con  respecto  a  los  seis  mil  quetzales,  produc- 
to de  varios  ingresos,  con  los  que  no  se  habia 
operado  en  caja,  no  fué  posible  establecer  la 
forma  y  fecha  en  que  llegaron  a  la  Adminis- 
tración de  Rentas  y  pasaron  a  poder  del  pro- 
cesado; y  si  la  resolución  o  idea  de  delinquir 
fué  una  y  una  también  la  ley  violada,  todos 
los  actos  ejecutados,  aunque  aisladamente  pa- 
rezcan hechos  consumados,  no  son,  en  reali- 
dad, más  que  distintos  momentos  de  ejecutar 
un  solo  propósito  y  no  los  diversos  delitos  que 
apreció  la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, razón  por  la  que  procede  el  recurso  de 
casación,  se  debe  casar  y  anular  la  sentencia 
y  pronunciar  la  que  corresponde.  Articulo 
687  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  resultado  de  la  prueba  que  se  deja 
enumerada  en  la  parte  histórica  de  este  fallo 
y  la  relación  que  hay  entre  ella,  que  guarda 
perfecta  armonía  una  con  otra,  demuestra 
que  el  ex-administrador  de  Rentas  y  Aduana 
de  Izabal,  José  Salvador  Moran  Morales,  per- 
petró los  actos  siguientes:  lo.,  en  el  mes  de 
Abril  de  mil  novecientos  veintisiete,  vendió 
una  parte  del  hierro  que  estaba  depositado  en 
las  bodegas  de  la  aduana,  que  por  razón  de 
su  empleo  tenía  a  su  cargo,  habiéndose  apro- 
piado su  valor  que  ascendió  a  setecientos  se- 
senta y  siete  quetzales  setenta  y  dos  centa- 
vos, que  no  ingresó  a  Caja  y  que  pagó  por  él 
la  Compañía  Frutera;  y  2o.,  que  en  el  mismo 
concepto  de  Administrador,  percibió  doscien- 
tos cuarenta  y  cmco  dólares  de  impuesto  por 
patentes  de  aguardiente,  durante  el  mes  de 
Julio  del  año  mil  novecientos  veintisiete,  que 


tampoco  ingresó  a  Caja,  y  que  se  apropió, 
con  seis  mil  dólares  más,  correspondientes  a 
otros  ingresos,  con  los  cuales,  asimismo,  no 
operó  en  Caja,  y  si  bien  estos  últimos  dijo  que 
los  tenia  en  su  poder  para  reembolsarlos  a  la 
Compañía  Frutera  en  cuanto  tuviera  noticia 
de  que  habían  sido  situados  en  esta  capital, 
a  la  orden  del  Ministerio  de  Hacienda,  ésto 
no  solo  no  es  cierto  porque  la  Compañía  infor- 
mó que  Morán  Morales,  en  su  carácter  de  Ad- 
ministrador, pidió  que  la  misma  Compañía  le 
hiciera  un  anticipo  por  igual  cantidad,  por 
pagos  futuros  de  impuestos  y  que  en  esa  for- 
ma había  ordenado  a  su  agente  que  pusiera 
a  la  orden  del  Ministerio  los  seis  mil  dólares, 
sino  que  la  entrega  incompleta  de  esa  suma, 
pues  sólo  tenia  cinco  mil  ochocientos  dólares 
en  efectivo  y  un  vale  del  Contador  de  la  Ad- 
ministración, por  cien  quetzales,  no  le  libra 
de  la  responsabilidad  criminal,  porque  trató 
de  hacerlo,  en  forma  incompleta,  cuando  ya 
se  habia  averiguado  la  falta  del  dinero  y  abier- 
to procedimiento  ci'imínal  contra  él;  y  el  ar- 
ticulo 290,  en  su  fracción  última,  establece  que 
el  reintegro  de  los  caudales  o  efectos,  aunque 
sea  completo,  no  excusa  la  pena  señalada  a 
la  malversación  de  caudales  públicos,  cuando 
tiene  lugar  después  de  averiguada  la  falta. 

Por  la  forma  como  fué  desarrollando  su 
propósito,  aprovechando  la  condición  particu- 
lar del  desempeño  de  su  cargo,  todos  esos  ac- 
tos, como  ya  se  dijo,  siendo  momentos  de  una 
misma  acción,  encaminada  a  igual  fin,  consti- 
tuyen el  delito  de  malversación  de  caudales 
públicos,  que  es  el  que  cometió  el  procesado 
Morán  Morales,  y  por  el  cual  se  le  debe  impo- 
ner la  pena  correspondiente.  Artículos  288  in- 
ciso 4o.  del  Código  Penal;  571,  573,  603  y  609 
del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  concurrió  ninguna  de  las  circunstan- 
cias que  modifican  la  responsabilidad,  pues  la 
confesión,  a  la  cual  se  refiere  la  defensa,  no 
es  posible  apreciarla  como  atenuante,  porque 
sin  ella  siempre  hay  prueba  suficiente  para 
condenarlo;  y  para  que  la  confesión  se  apre- 
cie como  atenuante,  se  requiere  que  sea  la  úni- 
ca demostración  de  la  delincuencia,  de  mane- 
ra que  sin  ella  no  sea  posible  condenar.  No 
habiendo  circunstancias  agravantes  ni  atenuan- 
tes y  excediendo  de  cinco  mil  quetzales  la  can- 
tidad malversada,  la  pena  que  debe  sufrir  es 
de  cinco  años  de  prisión  correccional,  conta- 
dos desde  el  auto  de  prisión,  exceptuando  el 
tiempo  que  estuvo  libre;  que  podrá  conmutar 
en  dos  terceras  partos  a  razón  de  veinticinco 
centavos  diarios.  Artículos  67.  78,  288  inciso 
4o.  y  290  del  Código  Penal  y  Decreto  Guber- 
nativo número  2167. 
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CONSIDERANDO: 

Que  el  delito  se  cometió  con  antelación  a  la 
promulgación  del  Decreto  Gubernativo  núme- 
ro 963,  que  en  su  artículo  2o.  indulta  parcial- 
mente, rebajando  la  coarta  parte,  a  los  proce- 
sados por  delitos  castigados  con  pena  que 
exceda  de  un  año  de  prisión  correccional;  pero 
esa  gracia  no  le  es  aplicable,  porque  el  articu- 
lo 5o.  del  mismo  Decreto  fija  como  condición 
para  tener  derecho  a  él,  haber  observado  bue- 
na conducta  y  la  fuga  de  Morán  Morales  de- 
muestra lo  contrario. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  el  apoyo 
que  le  dan  las  leyes  citadas  y  los  artículos  47, 
59,  60,  97  y  483  del  Código  Penal;  735  de  sus 
Procedimientos  y  233  de  la  Ley  Constitutiva 
del  Poder  Judicial,  CASA  Y  ANULA  la  sen- 
tencia recurrida  y  resolviendo,  declara:  que  el 
ex-Administrador  de  Rentas  y  Aduana  de 
Izabal,  José  Salvador  Morán  Morales,  es  au- 
tor del  delito  de  malversación  de  caudales  pú- 
blicos, perpetrado  el  año  mil  novecientos  vein- 
tisiete. Por  este  delito  le  impone  la  pena  de 
cinco  años  de  prisión  correccional,  contados 
en  la  forma  que  ya  se  dejó  indicada,  d»  los 
cuales  le  permite  conmutar  las  dos  terceras 
partes,  a  razón  de  veinticinco  centavos  dia- 
rios, previo  pago  o  afianzamiento  de  las  res- 
ponsabilidades civiles  provinientes  del  delito, 
a  las  que  se  le  deja  afecto;  le  suspende  en  el 
ejercicio  de  sus  derechos  políticos  durante  todo 
ese  tiempo  y  le  obliga  a  la  reposición  del  pa- 
pel en  la  forma  que  corresponde.  Publiquese 
en  el  Diario  Oficial,  oportunamente;  notifi- 
quese  y  con  certificación  de  lo  resuelto,  de- 
vuélvanse los  antecedntes  al  tribunal  de  su 
origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  — 
Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R.  —  Se- 
cretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Javier  Valenzuela  Rendan,  por 
tentativa  del  delito  de  hurto. 

DOCTRINA:  El  hallazgo  de  un  bien  mostren- 
co se  castiga  como  tentativa  del  delito  de 
hurto,  cuando  no  se  dá  cuenta  con  él  a  las 
autoridades. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  vein- 
tidós de  Agosto  de  mil  novecientos  cuarenta. 


Pon  recurso  de  casación,  y  con  sus  antece- 
dentes, se  examina  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  Quinta  de  Apelaciones  con  fecha  trein- 
tiuno  de  mayo  del  corriente  año,  en  la  que 
confirma  la  que  pronunció  el  Juez  departa- 
mental de  Izabal,  que  condena  a  Javier  Va- 
lenzuela Rendón,  a  sufrir  la  pena  inconmuta- 
ble de  un  año  de  prisión  correccional,  por  el 
delito  de  hurto. 

La  causa  obedece  a  lo  siguiente:  un  sar- 
gento de  guardia  de  la  Policía  de  Puerto  Ba- 
rrios, el  trece  de  febrero  del  año  en  curso, 
puso  a  disposición  del  Juez  de  Paz  a  Javier 
Valenzuela  Rendón,  con  el  parte  de  que  se  le 
había  detenido  por  encontrársele  en  su  poder 
una  capa  color  gris,  la  cual,  según  las  averi- 
guaciones hechas,  se  la  había  sustraído  de 
uno  de  los  cuartos  del  segundo  piso  de  la  casa 
"Cantón  y  Cía.",  donde  vivía  Herlindo  Paz 
Calderón,  que  era  el  propietario  de  la  misma. 
Examinado  éste  último,  dijo:  que  cuando  llegó 
a  su  cuarto,  después  de  su  trabajo,  su  compa- 
ñero le  informó  que  su  capa  se  la  habían  ro- 
bado, pero  que  ya  la  tenían  en  la  Comisaria, 
juntamente  con  el  ladrón  y  que  se  presenta- 
ra a  recogerla,  lo  que  asi  hizo,  conociendo 
hasta  entonces  al  sindicado  y  que  talvez  por 
sus  muchas  ocupaciones,  no  se  había  dado 
cuenta  de  esa  pérdida.  No  se  constituyó  en 
acusador.  Un  experto  le  dió  el  valor  de  CIN- 
CUENTA CENTAVOS  a  la  capa  en  referen- 
cia. 

Examinado  el  acusado,  explicó  que  la  capa 
la  encontró  botada  en  las  gradas  de  la  casa 
"Cantón",  la  recogió  y  se  la  llevó,  porque  se 
imaginó  que  no  tenía  dueño  y  además,  por 
el  estado  de  ebriedad  en  que  se  encontraba  y 
la  fué  a  dejar  botada  cerca  de  la  Iglesia  en 
el  Barrio  "El  Bordo". 

Doña  María  Arriaza  y  don  Manuel  Mata, 
declararon  conocer  al  reo,  la  primera,  porque 
estuvo  trabajando  como  panificador  en  su  casa 
durante  un  año,  habiendo  demostrado  ser  hon- 
rado, de  buena  conducta  y  de  trabajo;  y  el 
segundo,  que  lo  conoce  hace  dos  años  y  le 
consta  que  ha  sido  un  hombre  honrado  y  de 
buena  conducta. 

No  se  pudo  obtener  la  declaración  del  agen- 
te que  capturó  al  prevenido. 

Dictada  por  el  Juez  y  por  la  Sala  las  sen- 
tencias que  se  han  relacionado,  el  propio  reo, 
auxiliado  por  el  Procurador  de  la  propia  Sala, 
interpuso  contra  ésta  última,  el  recurso  de  ca- 
sación, sosteniendo  que  no  há  cometido  el  de- 
lito que  se  le  imputa  y  al  efecto  cita  como  in- 
fringidos los  artículos  401  del  Código  Penal, 
568,  571  y  575  del  Código  de  Procedimientos 
Penales. 
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CONSIDERANDO: 

Que  no  existe  una  base  suficientemente  le- 
gal que  establezca  que  se  lia  cometido  el  de- 
lito de  hurto  propiamente  dicho,  pues  lo  úni- 
co de  que  se  tiene  noticia  es  lo  declarado  por 
el  propio  reo,  quien  sostiene  que  la  capa  se  la 
encontró  tirada  en  las  gradas  de  la  casa 
"Cantón  y  Cia",  la  recogió  y  se  la  llevó,  sin 
que,  ni  siquiera  se  haya  comprobado  que  la 
llevara  en  su  poder  cuando  fué  capturado, 
pues,  acerca  de  esto  último,  no  está  más  que 
lo  consignado  en  el  parte,  sin  haberse  obteni- 
do la  declaración  del  agente  que  verificó  la 
captura  y,  faltando  los  elementos  que  inte- 
gran este  delito,  hubo  infracción  del  articulo 
568  del  Código  de  Procedimientos  Penales,  por 
lo  que  procede  casar  y  anular  la  sentencia 
recurrida  y  dictar  la  que  en  derecho  corres- 
ponde. 

CONSIDERANDO: 

Que  como  no  hay  la  menor  prueba  que  con- 
tradiga lo  expuesto  por  el  reo,  acerca  de  que 
lo  que  hubo  fué  un  hallazgo  de  un  bien  mos- 
trenco, dada  la  información  acerca  de  su  bue- 
na conducta  anterior,  debe  aceptarse  su  con- 
fesión en  cuanto  al  hecho  verificado,  el  cual 
está  calificado  como  tentativa  del  delito  de 
hurto  por  el  Decreto  Gubernativo  1835  y  cas- 
tigado en  la  forma  que  indican  las  leyes  co- 
munes, que  en  este  caso,  la  aplicable  en  razón 
a  la  cuantía  del  objeto,  es  el  articulo  403  in- 
ciso 5o.  del  Código  Penal,  en  relación  con  el 
articulo  72  de  esa  propia  Ley.  Artículos  609 
y  614  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  en 
lo  dispuesto  en  los  artículos  676,  686,  687,  735, 
741  de  Procedimientos  Penales,  233  Ley  Cons- 
titutiva del  Poder  Judicial,  45,  47,  60  y  65  del 
Código  Penal,  CASA  Y  ANULA  la  sentencia 
recurrida  y,  resolviendo  sobre  lo  principal,  de- 
clara: lo.,  absuelto  del  cargo  por  el  delito  de 
hurto  que  se  formuló  a  Javier  Valenzuela  Ren- 
dón;  2o.,  que  este  individuo  es  autor  de  ten- 
tativa del  propio  delito,  por  lo  que  le  impone 
la  pena  de  cuatro  meses  de  arresto  menor,  la 
que  ha  quedado  extinguida  con  la  prisión  su- 
frida; 3o.,  manda  que  por  el  órgano  que  co- 
rresponde, se  comunique  la  libertad  del  pre- 
venido; 4o.,  se  condena  al  mismo  a  la  reposi- 
ción del  papel  empleado  en  la  causa.  Notifí- 
quese  y  con  certificación,  devuélvase  la  causa 
al  tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóiwz  SoUs.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrí- 
guez. —  Federico  O.  Salazar.  —  Max  García 
R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Francisca  Dtiarte  Aquino, 
por  el  delito  de  lesiones. 

DOCTRINA:  No  puede  aumentarse  la  respon- 
sabilidad de  la  inculpada  si  las  lesiones  que 
infirió  a  su  víctima  se  agravan  y  complican 
por  actos  que  únicamente  a  ésta  son  impu- 
tables. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  vein- 
tidós de  Agosto  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  segunda 
instancia  dictada  en  el  proceso  que  por  lesio- 
nes se  siguió  contra  Francisca  Duarte  Aquino. 

RESULTA: 

El  trece  de  junio  del  año  próximo  pasado, 
se  presentó  Matilde  Tejeda  Guerra  al  Juzga- 
do 2o.  de  Paz  y  manifestó  que  el  lunes  cinco 
de  ese  mes  como  a  las  diez  y  siete  horas, 
Francisca  Duarte  Aquino  la  agredió  y  le  cau- 
só una  lesión  con  los  dientes  en  el  dedo  me- 
ñique de  la  mano  derecha;  que  en  ese  momen- 
to intervino  el  agente  de  policía  número  cien- 
to noventa  y  cinco  y  aprehendió  sólo  a  la  ex- 
ponefcte  pues  su  agresora  salió  huyendo  y  se 
entró  a  su  casa;  que  fueron  sentenciadas  por 
falta  a  diez  días  de  prisión  simple,  pero  como 
la  lesión  que  sufrió  aun  no  estaba  curada,  se 
presentaba  acusando  por  ese  hecho  a  la  Duar- 
te Aquino,  quien  estaba  enemistada  porque  su 
concubino  José  María  González  le  dejó  y  se 
pasó  a  vivir  con  la  manifestante. 

El  Juez  mandó  agi'egar  a  la  querella  certi- 
ficación de  la  sentencia  dictada  por  él  mismo 
el  seis  de  ese  mes,  en  que  consta  que  por  mal- 
tratos, escándalo  y  lesiones  leves,  se  condena 
a  Matilde  Tejeda  González  y  a  Francisca 
Duartí  Aquino  a  sufrir  diez  dias  de  prisión 
simple  conmutables  a  cincuenta  centavos  dia- 
rios; y  mandó  elevar  las  diligencias  al  Juz- 
gado 5o.  de  la.  Instancia. 

RESULTA: 

El  Juez  pidió  el  informe  médico  de  las  le- 
siones sufridas  por  la  quejosa  y  el  Cirujano 
respectivo  del  Hospital  General  contestó  que 
la  Tejeda  ingresó  al  Servicio  de  Emergencia 
el  día  cinco  de  junio  con  una  herida  contusa 
circular,  en  la  segunda  falange  del  dedo  me- 
ñique derecho,  contaminada,  pero  no  quiso 
quedarse  en  el  Hospital  por  lo  que  no  podia 
emitir  informe.  Posteriormente,  fué  recono- 
cida en  el  mismo  Establecimiento  e  informó  el 
Cirujano  que  presentaba  dos  heridas  contu- 
sas: una  en  la  cara  dorsal  y  otra  en  la  cara 
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palmar  del  dedo  meñique  derecho  y  panadizo 
del  dicho  dedo,  las  cuales  estimaba  que  po- 
dían curar  en  veinte  días  de  asistencia  facul- 
tativa. El  veintiuno  de  julio  subsiguiente  el 
Cirujano  informa  que  la  enferma  se  fugó  del 
servicio  al  día  siguiente  de  haber  ingresado; 
que  nuevamente  entró  el  cinco  de  julio  con 
un  panadizo  de  cuarto  grado  en  el  mismo  dedo 
y  destrucción  total  de  la  tercera  falange  por 
lo  que  el  día  diez  se  le  hizo  amputación  de 
la  mitad  de  la  segunda  falange  y  extirpación 
de  los  restos  de  la  tercera,  habiendo  quedado 
en  curación  y  repitió  que  hubiera  curado  en 
veinte  días  la  lesión  original  si  su  fuga  del  Es- 
tablecimiento no  hubiera  agravado  el  pronós- 
tico de  la  lesión.  Con  fecha  veinticinco  del 
mismo  mes  el  Cirujano  informó  que  la  enfer- 
ma se  había  fugado  de  nuevo.  Por  último,  a 
solicitud  de  la  acusada,  se  pidió  informe  al 
Cirujano  sobre  los  dos  puntos  siguientes:  lo. 
En  cuantos  días  hubiera  curado  la  lesión  si  la 
paciente  se  hubiera  quedado  hospitalizada; 
y  2o.,  Si  las  complicaciones  fueron  debidas  al 
manifiesto  descuido  y  negligencia  de  la  enfer- 
ma. El  Facultativo  contestó  que  hubiera  cu- 
rado en  veinte  días  y  que  sí  era  evidente  que 
las  complicaciones  y  consecuencias  se  debie- 
ron a  su  descuido  y  negligencia  al  eludir  el 
tratamiento,  fugándose  del  Servicio. 

RESULTA: 

Francisca  Duarte  Aquino  fué  capturada  y 
declaró  en  su  indagatoria  que  vivía  marida- 
blemente con  el  ex-amante  de  Matilde  Tejeda 
González;  que  ésta  fue  la  que  se  le  avalanzó 
alevosamente  y  le  causó  varios  araños  en  la 
cara,  agarrándose  ambas  por  lo  que  no  se  dió 
cuenta  si  la  mordió;  que  la  señora  Romelia 
de  Lobos  intervino  para  separarlas  pero  no  en 
favor  de  ella;  y  que  no  la  condujo  el  agente 
de  policía  porque  ella  como  ofendida  quedó 
de  presentarse  al  Juzgado.  El  Juez  le  decre- 
tó prisión  por  lesiones  y  cuando  el  estado  de 
la  causa  lo  permitió  le  concedió  su  excarcela- 
ción bajo  fianza. 

Las  declaraciones  recibidas  durante  el  su- 
mario y  plenario  son  las  siguientes: 

Romelia  Nájera  de  Lobos,  citada  por  la  que- 
josa en  su  querella,  dijo  que  estaba  platican- 
do con  la  Duarte  cuando  pasó  Matilde  Tejeda 
y  sin  ser  provocada  le  dijo  "qué  mirás"  y  se 
le  echó  encima  produciéndose  la  riña;  ella  tra- 
taba de  separarlas  cuando  llegó  un  policía  y 
agarró  únicamente  a  la  Tejeda  pues  la  Duar- 
te se  entró  a  su  casa.  > 

José  María  González,  que  vivió  maridable- 
mente con  la  Tejeda  y  vivía  en  ese  entonces 
con  la  Duarte,  expuso  que  su  primera  concu- 
bina tenía  un  carácter  pendenciero  que  le  obli- 


gó a  separarse  de  ella;  que  cuando  se  encon- 
traban lo  injuriaba,  lo  mismo  que  a  su  con- 
cubina Francisca,  por  lo  que  suponía  que  por 
celos  riñó  con  ella. 

El  agente  de  policía  José  Francisco  Monte- 
rroso,  dijo  que  una  niña  le  avisó  que  dos  mu- 
jeres reñían,  por  lo  que  inmediatamente  se 
constituyó  en  el  lugar  que  se  le  indicaba  y  en 
efecto  encontró  agarradas  a  las  dos  mujeres, 
las  separó  y  se  llevó  a  una  solamente  pues  la 
otra  se  fue  a  su  casa  y  no  pudo  capturarla. 

María  Teresa  López,  Albina  Castillo,  Anto- 
nio Santizo  Rangel,  Vicente  Aguilar  Castella- 
nos y  Rafael  Hernández  Salgado,  manifesta- 
ron que  les  constaba  la  honradez  de  la  señora 
Duarte;  y  la  segunda,  declaró  además,  que  el 
día  de  autos  iba  detrás  de  la  Tejeda  cuando 
ésta  le  dijo  a  aquélla:  "qué  mirás  india  mo- 
rada" e  inmediatamente  se  le  echó  encima  y 
se  agarraron. 

Susana  López  Urrutia  vió  que  una  mujer  in- 
juriaba a  la  señora  Duarte  y  cuando  ésta  se 
paró  en  la  puerta  de  una  casa,  aquella  que 
iba  detrás,  la  agarró  del  pelo  y  comenzó  la 
riña. 

José  Guzmán  Quezada,  expuso  que  estaba 
parado  en  la  esquina  cuando  vió  que  la  Teje- 
da se  le  echó  encima  a  la  Duarte. 

RESULTA: 

El  Juez  dictó  sentencia  el  catorce  de  febre- 
ro del  año  en  curso  en  que  declara  que  Fran- 
cisca Duarte  Aquino  es  autora  del  delito  de 
lesiones  por  cuya  infracción  le  impone  la  pena 
de  un  año  de  prisión  correccional,  conmutable 
en  dos  terceras  partes  a  diez  centavos  diarios. 
Considera  que  con  el  informe  médico  quedó  es- 
tablecido que  la  agravación  de  la  lesión  origi- 
nal es  imputable  a  la  ofendida  no  a  la  enjui- 
ciada por  lo  que  para  imponer  la  pena  debe 
estarse  a  los  términos  en  que  aparece  rendido 
el  informe  médico  forense  que  estima  el  tiem- 
po de  curación  entre  quince  y  veinte  días.  La 
condenada  interpuso  apelación  y  la  causa  pasó 
a  la  Sala  3a.  de  Apelaciones.  El  Procurador 
pidió  la  revocatoria  porque  el  hecho  punible 
imputado  fue  penado  económicamente  por  el 
Juzgado  2o.  de  Paz;  y  además  porque  concu- 
rren las  circunstancias  eximentes  de  la  legíti- 
ma defensa.  La  acusadora  pidió  la  confirma- 
toria del  fallo  pero  aumentado  la  pena  de  con- 
formidad con  la  gravedad  de  la  lesión  sufri- 
da, así  como  la  conmuta,  dada  la  gravedad  del 
delito.  Él  Fiscal  estimó  que  la  sentencia  se  en- 
cuentra ajustada  a  la  ley  pues  la  agravación 
de  la  lesión  se  debió  única  y  exclusivamente  a 
la  incuria  de  la  ofendida.  Por  último,  la  pro- 
cesada alegó  la  legítima  defensa  de  su  perso- 
na; pero  de  no  ser  asi  pidió  que  se  tomara  en 
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consideración  las  circunstancias  atenuantes 
previstas  en  los  incisos  lo.,  4o.,  6o.  y  9o.  del 
articulo  22  del  Código  Penal. 

La  sentencia  de  la  Sala,  de  fecha  cinco  de 
junio  último,  confirma  el  fallo  apelado  y  con- 
sidera que  el  hecho  quedó  probado  con  la  con- 
fesión y  las  declaraciones  de  varios  testigos; 
y  que  de  acuerdo  con  los  informes  médicos,  la 
lesión  se  agravó  por  descuido  voluntario  de  la 
ofendida  que  eludió  el  tratamiento,  pues  de 
otra  suerte  hubiera  curado  en  un  término  má- 
ximo de  veinte  días,  tiempo  que  debe  servir 
de  base  para  la  imposición  de  la  pena. 

La  procesada,  con  auxilio  del  abogado  don 
Guillermo  Campos,  introdujo  recurso  de  casa- 
ción por  violación  de  ley,  en  virtud  de  no  ha- 
berse tomado  en  cuenta  las  cii'cunstancias  exi- 
mentes que  existen  en  su  favor,  o,  en  todo  ca- 
so, por  haber  omitido  la  aplicación  de  las  cir- 
cunstancias atenuantes  perfectamente  defini- 
das, que  implica  violación  de  los  artículos  21 
inciso  6o.  22  incisos  lo.,  4o.  y  6o.,  79,  81  y  62 
del  Código  Penal.  Señalado  para  la  vista  el 
veinte  del  corriente,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

La  ofendida  pretende  hacer  responsable  a  la 
acusada  de  las  consecuencias  graves  de  la  le- 
sión, pero  está  probado  plenamente  que  de  no 
mediar  circunstancias  que  únicamente  a  ella 
son  imputables,  como  fueron  sus  fugas  repe- 
tidas del  Hospital  cuando  se  encontraba  en 
tratamiento,  la  lesión  hubiera  curado  en  un 
término  no  mayor  de  veinte  días,  lo  cual  de- 
termina la  responsabilidad  de  la  procesada  en 
el  hecho  subjúdice  y,  por  consiguiente,  la  pena 
impuesta  en  la  sentencia  está  arreglada  a  la 
ley.    Artículos  65,  66  y  76  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Alega  la  ac\isada  que  la  sentencia  infringe 
el  inciso  6o.  del  artículo  21  del  Código  Penal, 
el  que  debió  aplicarse,  puesto  que  ella  proce- 
dió en  legitima  defensa  de  su  persona,  y  de 
no  aceptarse  como  tal  eximente,  el  Tribunal 
viola  el  inciso  lo.  del  articulo  22  del  mismo  Có- 
digo, en  virtud  de  que  debió  apreciarse  dicha 
circunstancia  como  atenuante;  pero  esa  viola- 
ción no  existe,  ya  que  estando  probada  la  riña, 
la  legitima  defensa  se  excluye.  Articulo  566 
Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Se  denuncia  la  violación  de  los  incisos  4o. 
y  6o.  del  articulo  22  del  Código  citado,  que  con- 
tienen las  atenuantes  de  haber  precedido  pro- 
vocación proporcionada  al  delito  y  haber  obra- 


do por  estímulos  tan  poderosos  que  produje- 
ron arrebato  u  obcecación,  pero  de  estas  dos 
circunstancias  ninguna  es  aplicable  al  caso, 
pues  la  agresión  de  que  fue  víctima  la  acusa- 
da, bien  pudo  repelerla  sin  necesidad  de  cau- 
sar a  la  otra  la  lesión  grave  que  le  produjo, 
dado  el  hecho  de  que  aquella  no  tenia  arma 
de  ninguna  clase,  por  lo  que  no  hay  propor- 
cionalidad entre  el  ataque  y  la  defensa;  y  en 
cuanto  a  la  segunda  circunstancia  alegada,  no 
existe  prueba  alguna  que  la  demuestre.  Ar- 
tículos 21  inciso  6o.  y  566  Procedimientos  Pe- 
nales. 

CONSIDERANDO: 

Que  al  no  poder  apreciarse  las  circunstan- 
cias eximentes  y  atenuantes  citadas  en  el  re- 
curso, es  improcedente  la  aplicación  de  los  ar- 
tículos 79,  81  y  82  del  Código  Penal  puesto 
que  son  su  consecuencia  y  en  esa  virtud  la 
Sala  no  ha  podido  infringirlos.  Artículos  67  y 
78  Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  ade- 
más en  el  artículo  690  Procedimientos  Pena- 
les, DESESTIMA  el  recurso  de  casación  ínter- 
puesto  y  condena  a  la  reo  a  la  pena  adicional 
de  un  mes  de  prisión  conmutable  a  diez  centa- 
vos diarios.  Notifiquese  y  con  certificación 
de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes 
al  Tribunal  de  su  procedencia. 

Raf.  Ordóñez  SoUs.  —  José  Serrano  Muñoi. 

Abel  Paredes.  — -  Francisco  E.  Rodrigues.   

Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R.  —  Se- 
cretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Toma.'ia  Toledo  Morales  de 
Cruz  y  Enrique  Pozuelos  Reinoso.  por  el  de- 
lito de  contrabando  en  el  ramo  de  alcoholes. 

DOCTRINA:  Estando  prohibida  la  venta  de 
cerveza  por  vasos  en  los  establecimientos  de 
licores  del  tipo  "C".  la  contraicnción  está 
considerada  expresamente  como  delito  de 
contrabando  en  el  ramo  de  alcoholes,  bebi-  ' 
das  alcohólicas  y  fermentadas. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  vein- 
tidós de  Agosto  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación,  se  ve 
la  sentencia  que  dictó  la  Sala  Quinta  do  la 
Corte  do  Apelaciones,  el  ocho  do  Junio  del  año 
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en  curso,  en  el  proceso  seguido  contra  Tomasa 
Toledo  Morales  de  Cruz  y  Enrique  Pozuelos 
Reinoso,  por  el  delito  de  contrabando  en  el 
ramo  de  alcoholes,  por  la  cual  confirma  la  que 
dictó  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  Jalapa, 
condenando  a  sufrir  tres  meses  de  arresto  me- 
nor y  a  pagar  cien  quetzales  de  multa,  reba- 
jadas las  dos  penas  en  una  tercera  parte,  a 
la  primera;  y  absolviendo  al  segundo,  por  no 
encontrar  prueba  para  condenarlo.  El  fallo 
contiene  las  demás  declaraciones  de  ley. 

RESULTA: 

Que  el  cuatro  de  marzo  del  año  en  curso, 
Gregorio  Bran  Bonilla,  sargento  de  la  policía 
de  hacienda,  puso  a  disposición  del  Juez  me- 
nor de  Mataquescuintla,  del  departamento  de 
Jalapa,  a  los  individuos  Julián  Prado,  Enrique 
Pozuelos  y  Tomasa  Toledo  Morales  de  Cruz, 
por  haber  sorprendido  al  primero  tomando 
cerveza  en  un  vaso,  en  el  interior  del  estable- 
cimiento tipo  "C",  perteneciente  al  patentado 
Enrique  Pozuelos  y  regenteado  por  la  señora 
Toledo  Morales  de  Cruz;  y  agregó  que  por  re- 
ferencias del  Comisario  de  la  policía  munici- 
pal del  mismo  lugar,  Manuel  Angel  Salazar, 
sabia  que  en  repetidas  ocasiones  le  habia  lla- 
mado la  atención  a  la  señora  Toledo  Morales 
de  Cruz,  por  la  permanencia  inmotivada  do 
hombres  en  su  venta  de  licor.  Que  decomisó 
todos  los  licores  y  demás  objetos  que  estaban 
en  el  establecimiento. 

Examinado  el  agente  de  la  policía  de  hacien- 
da, Francisco  Privado  Castillo,  expuso:  que 
cumpliendo  con  su  deber,  acompañó  al  sargen- 
to de  la  policía  de  hacienda  al  decomiso  del  es- 
tablecimiento tipo  "C",  correspondiente  a  En- 
rique Pozuelos  y  regenteado  por  Tomasa  To- 
ledo Morales  de  Cruz,  por  haber  sorprendido, 
el  agente  Estanislao  Cruz  Interiano  a  Julián 
Prado,  como  a  las  quince  horas  y  cuarenta  mi- 
nutos, tomando  cerveza  en  un  vaso,  en  el  in- 
terior del  establecimiento. 

El  agente  Estanislao  Cruz  Interiano  confir- 
mó que  el  día  de  autos,  a  las  quince  horas  y 
cuarenta  minutos,  estando  parado  en  la  esqui- 
na del  establecimiento  tipo  "C",  del  patentado 
Enrique  Pozuelos,  que  está  a  cargo  de  Toma- 
sa Toledo  Morales  de  Cruz,  vió  que  en  el  inte- 
rior el  individuo  Julián  Prado  estaba  toman- 
do cerveza,  marca  "Gallo",  en  un  vaso  de  cris- 
tal; inmediatamente  intervino,  quitándole  a 
Prado  la  botella  vacia  y  el  vaso  con  residuos 
de  cerveza  y  lo  puso  en  conocimiento  del  sar- 
gento de  su  cuerpo,  Gregorio  Bran  Bonilla, 
quien  dió  orden  para  que  se  procediera  al  de. 
comiso  del  establecimiento.  Mateo  López  Ma- 
tías, declaró  que  pasó  frente  a  la  tienda  de  En- 
rique Pozuelos,  patentado  para  vender  licor  al 


por  menor,  y  fué  llamado  por  el  agente  Esta- 
nislao Cruz  Interiano,  para  que  ayudara  a  de- 
comisar los  efectos  del  establecimiento,  por  ha- 
ber sido  encontrado  el  individuo  Julián  Prado, 
tomando  cerveza  en  el  interior  y  cuando  lle- 
gó, ya  el  agente  tenia  en  la  mano  una  botella 
de  cerveza  marca  "Gallo"  y  un  vaso  de  cris- 
tal vacio. 

Fué  interrogado  el  individuo  Julián  Prado  y 
manifestó:  que  no  sabia  que  fuera  prohibido 
tomar  cerveza  en  el  interior  de  los  estableci- 
mientos patentados  para  la  venta  de  licor  en 
envases;  que  es  cierto  que  el  día  y  hora  de 
autos,  estaba  en  el  interior  de  la  cantina  que 
está  a  cargo  de  Tomasa  Toledo  Morales  de 
Cruz,  tomándose  una  cerveza  cuando  fué  cap- 
turado y  no  sabe  por  qué  motivo  esta  señora, 
que  debe  estar  más  enterada,  no  le  dijo  que 
no  la  podía  tomar  en  el  interior. 

El  Comisario  de  la  policía  municipal  de  Ma- 
taquescuintla, Manuel  Angel  Salazar,  expuso: 
que  varias  veces  le  llamó  la  atención  a  la  pro- 
cesada, porque  permitía  la  permanencia  in- 
motivada de  individuos  en  el  interior  de  su  es- 
tablecimiento de  venta  de  licor,  tipo  "C",  y  por 
este  motivo  condujo  a  varios  a  la  cárcel.  Por 
el  rumor  público,  llegó  a  su  conocimiento  que 
esta  señora  permitía  a  sus  clientes  que  consu- 
mieran licor  en  el  interior  de  su  establecimien- 
to y  para  burlar  la  vigilancia,  ponía  a  su  hijo 
menor  de  edad,  en  la  esquina  o  puerta,  con  el 
fin  de  observar  si  se  acercaba  algún  agente 
de  la  autoridad. 

Los  licores  y  demás  objetos  recogidos,  fue- 
ron estimados  en  ciento  diez  quetzales,  treinta 
y  nueve  y  medio  centavos. 

Interrogado  Enrique  Pozuelos  Reinoso,  dijo: 
que  a  la  hora  de  autos,  estaba  encerrando  unos 
terneros  y  por  esta  razón  no  le  consta  nada  del 
hecho;  que  él  sólo  es  representante  del  esta- 
blecimiento que  está  a  cargo  de  la  señora  To- 
ledo Morales  de  Cruz,  pues  ésta  es  la  verdade- 
ra propietaria. 

Interrogada  Tomasa  Toledo  Morales  de  Cruz, 
e.xpuso:  que  estaba  en  su  tienda  amarrando 
sacos  de  trigo,  en  unión  de  su  hijo  Manuel  Ma- 
ría y  su  mozo  Antonio  Zecaida,  cuando  fué 
capturado  en  la  puerta  de  su  establecimiento 
Julián  Prado,  a  quien  ella  no  tuvo  tiempo  de 
despachar,  por  estar  muy  ocupada  y,  por  lo 
mismo,  no  es  cierto  que  le  haya  destapado  la 
cerveza  y  proporcionado  vaso  para  que  se  la 
tomara  en  el  interior.  No  ha  permitido  que 
los  que  llegan  a  su  establecimiento  beban  en 
el  interior.  La  botella  y  el  vaso  los  reconoció 
y  confesó  que  es  la  dueña  del  negocio. 

El  experto  Daniel  Alarcón  Navas,  dictaminó 
que  el  envase  de  medio  litro  de  cerveza,  con- 
tenía bebida  fermentada  de  esta  clase  y  lo  de- 
duce por  el  olor  que  despedía. 
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En  los  careos  practicados  entre  la  procesa- 
da Tomasa  Toledo  Morales  de  Cruz  con  Grego- 
rio Bran,  Francisco  Privado  Castillo  y  Esta- 
nislao Cruz  Interiano,  no  quedaron  de  acuerdo. 

La  procesada  propuso,  en  su  descargo,  los 
testimonios  de  Ricardo  Pineda,  José  Maria  Ji- 
ménez, Juan  Borrayos  y  Antonio  Zecaida,  a 
quienes  les  constaba  que  Prado  se  tomó  la 
cerveza  en  la  calle. 

Según  el  parecer  del  experto  Manuel  Higi- 
nio  Martínez,  la  botella  de  cerveza  y  el  vaso 
de  cristal,  valen  quince  centavos. 

Examinados  Antonio  Zecaida,  Ricardo  Jesús 
Pineda,  Juan  Borrayos  Arana  y  José  Maria  Ji- 
ménez Alonso,  dijeron,  el  primero:  que  cuan- 
do se  le  despachó  la  cerveza  a  Prado,  le  arre- 
bató un  vaso  a  un  niño  y  se  la  tomó  en  la  ca- 
lle, cerca  de  la  puerta;  el  segundo:  expuso  lo 
mismo,  con  la  modificación  de  que  destapó  la 
botella  con  los  dientes  y  se  la  tomó  en  la  mis- 
ma botella;  el  tercero:  vió  que  sacó  la  cerve- 
za, sin  haberse  fijado  si  la  botella  iba  destapa- 
da, se  la  tomó  en  la  calle,  cerca  de  la  puerta 
y  entró  a  devolver  el  envase  y  el  vaso  de  cris- 
tal, siendo  entonces  capturado;  y  el  cuarto:  de- 
claró en  este  mismo  sentido,  sin  dar  más  de- 
talles. 

El  Receptor  Pagador  del  departamento  de 
Jalapa,  informó  que  a  Pozuelos  Reinoso  le  fué 
extendida  la  patente  tipo  "C",  para  el  expen- 
dio de  licores  y  aguardientes  embotellados,  en 
el  establecimiento  que  estaba  a  cargo  de  To- 
masa Toledo  Morales  de  Cruz. 

A  Antonio  Toledo  Castellanos,  José  Inés  Mo- 
rales y  Manuel  Trinidad  Pineda  Sarillas,  no 
les  consta  nada. 

En  el  careo  practicado  entre  la  procesada  y 
Julián  Prado,  éste  le  sostuvo  a  su  careada,  que 
la  cerveza  se  la  habia  tomado  en  el  interior 
del  establecimiento,  y  la  Toledo  Morales  de 
Cruz  lo  negó. 

Se  dispuso  que  el  Juez  Menor  de  Mataqucs- 
cuintla,  practicara  inspección  ocular  en  el  lu- 
gar donde  estuvo  estacionado  un  camión,  con 
el  fin  de  ver  si  era  posible  que  desde  allí  se 
dieran  cuenta  de  lo  que  pasaba  en  la  cantina 
y,  en  la  diligencia,  se  estableció  que  el  camión 
estuvo  en  la  esquina  opuesta  a  la  cantina,  no 
a  la  vuelta,  y  los  que  estaban  en  él,  podían 
ver  lo  que  pasaba  en  el  interior,  pues  estaba 
a  diez  metros  de  distancia;  se  estableció  tam- 
bién que  a  las  quince  horas  del  cuatro  de  mar- 
zo, todavía  no  estaba  el  camión  en  la  esquina, 
sino  que  llegó  momentos  después.  A  esas  di- 
ligencias asistieron  Antonio  Zecaida,  Jesús  Pi- 
neda Albizures  y  José  Maria  Jiménez  Alonso, 
que  son  los  que  estaban  en  Mataquescuintla. 
Pineda  Albizures  dijo  que  no  le  constaba  na- 


da; y  el  Juez  hizo  constar  que  en  aquel  lugar 
no  hay  hombre  que  responda  al  nombre  de 
Jesús  Pineda  Raimundo. 

Por  medio  del  Juez  Cuarto  de  Primera  Ins- 
tancia de  esta  Capital,  fué  examinado  el  me- 
nor Manuel  María  Cruz  Toledo  y  manifestó: 
que  estando  en  el  interior  de  la  venta  de  lico- 
res, tomando  remedio  en  un  vaso,  al  pasar  el 
individuo  con  la  cerveza,  le  arrebató  el  vaso  y 
en  él  se  tomó  la  cerveza. 

RESULTA: 

Que  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Ja- 
lapa dictó  su  fallo  y  fué  confii-mado  por  la  Sala 
Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  estimando 
que  el  delito  consiste  en  haber  permitido  que 
Julián  Prado  tomara  cerveza  en  vaso,  en  el 
interior  de  la  venta  de  licores,  tipo  "C",  de  la 
propiedad  de  Tomasa  Toledo  Morales  de  Cruz; 
y  por  no  pasar  de  cincuenta  centavos  (no  de 
cincuenta  quetzales  como  dice  el  consideran- 
do), aplica  las  penas  indicadas  al  principio. 
Contra  este  fallo,  interpuso  recurso  extraordi- 
nario de  casación  el  Procurador  de  la  Sala 
Quinta,  por  violación  de  ley,  citando  como  in- 
fringidos los  artículos  3o.  y  568  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  porque  en  la  senten- 
cia que  puso  fin  al  proceso  seguido  contra  Ma- 
tilde Alvarez,  por  igual  infracción,  esta  Corte 
Suprema  de  Justicia  la  casó  y  anuló  y  la  ab- 
solvió; y  como  es  idéntico,  en  su  concepto,  la 
Sala  Quinta  de  Apelaciones  ha  infringido  los 
dos  artículos  que  cita.  Fueron  pedidos  los  au- 
tos y  habiéndose  verificado  la  vista,  es  el  caso 
de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  según  la  circular  del  siete  de  marzo  del 
año  próximo  pasado,  dirigida  por  la  Dirección 
General  de  Rentas  a  los  jefes  de  la  policía  de 
hacienda,  la  venta  de  cerveza  en  vasos,  en  tien- 
das, pulperías  o  refresquerias,  es  permitida, 
siempre  que  no  se  haga  en  forma  inmoderada; 
pero  no  en  los  establecimientos  destinados  al 
expendio  de  licores  embotellados,  del  tipo  "C". 
porque  el  acuerdo  gubernativo  de  fecha  trein- 
ta de  marzo  de  mil  novecientos  treinta  y  ocho, 
lo  prohibe,  y  estos  establecimientos  no  están 
comprendidos  en  la  excepción  que  hace  la  cir- 
cular de  la  Dirección  General  de  Rentas,  sin 
duda,  pai-a  evitar  que  se  burle  la  ley  de  alcoho- 
les y  bebidas  alcohólicas,  vendiéndolos  en  va- 
sos, separados  o  mezclados  en  el  interior  do 
los  establecimientos,  aprovechando  la  venta  de 
cerveza:  y  la  transgresión  de  este  acuerdo, 
conforme  al  artículo  4o.  del  mismo,  está  con- 
siderada y  castigada  como  delito  de  contra- 
bando en  el  ramo  de  alcoholes,  bebidas  aleo- 
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hólicas  y  fermentadas.  En  consecuencia,  la 
Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  no  ha 
infringido  los  artículos  3o.  y  568  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  que  cita  en  apoyo 
de  su  recurso,  el  Procurador  del  mismo  Tribu- 
nal, porque  no  se  trata  de  una  tienda,  pulpe- 
ría o  refresqueríá,  sino  de  una  venta  de  lico- 
res embotellados  del  tipo  "C",  donde  no  es 
permitido  vender  cerveza  en  vasos,  copas  o 
recipientes  abiertos. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  basada  en  los 
artículos  686  y  690  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales  y  233  de  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  DESESTIMA  el  recurso  de  ca- 
sación y  no  impone  sanción,  por  haber  sido  el 
Procurador  de  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones 
el  que  lo  interpuso.  Notifiquese  y  con  certifi- 
cación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  antece- 
dentes al  tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Muño:;. 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  — 
Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R.  —  Se- 
cretario. 


CRIMINAL 

•^CAUSA  contra  Nicolás  Porras  Miranda,  por  el 
delito  de  homicidio  por  imprudencia  teme- 
raria. 

DOCTRINA:  La  imprudencia  es  grave  Citando 
es  con  infracción  del  Reglamento  de  Tránsi- 
to y  el  resultado  se  pudo  haber  evitado  con 
la  más  elemental  y  ordinaria  diligencia. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  vein- 
tidós de  Agosto  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Por  recurso  de  casación  se  ve  la  sentencia 
que  dictó  la  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, el  veintitrés  de  enero  del  año  en  cur- 
so, en  el  proceso  seguido  contra  Nicolás  Po- 
rras Miranda,  por  el  delito  de  homicidio  por 
imprudencia  temeraria,  confirmando  la  que 
dictó  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  Sacate- 
péquez,  el  diecisiete  de  octubre  del  año  próxi- 
mo pasado,  con  la  modificación  de  que  la  pena 
que  le  corresponde  es  de  tres  años  de  prisión 
correccional,  por  ser  imprudencia  temeraria,  y 
no  simple.  Le  permite  conmutar  las  dos  ter- 
ceras partes,  a  diez  centavos  diarios  y  resuel- 
ve que  no  ha  lugar  a  abrir  procedimiento  con- 
tra varios  de  los  testigos  que  cambiaron  sus 
declaraciones. 


RESULTA: 

Que  el  veinticuatro  de  marzo  del  año  próxi- 
mo pasado,  el  Juez  de  Paz  de  Santiago  Saca- 
tepéquez,  tuvo  conocimiento  de  la  perpetración 
de  un  delito  y  se  constituyó  en  el  tramo  de  la 
carretera  internacional  llamado  San  Miguel, 
con  el  propósito  de  investigarlo;  encontró  la 
camioneta  mixta  número  2644  llamada  "Elsa", 
piloteada  ■  por  el  chófer  Nicolás  Porras  Miran- 
da, que  llevaba  como  ayudante  a  Reginaldo 
Castillo,  sobre  la  cuneta  izquierda;  entre  la 
rueda  delantera  y  el  paredón,  yacía  el  cadá- 
ver de  Victoria  Barillas,  en  posición  supina, 
con  varios  golpes  en  diferentes  partes  del 
cuerpo;  y  caminaban  en  la  camioneta,  además 
de  las  personas  mencionadas,  Rosalía  Camar- 
go,  Isabel  Morales,  María  Antonia  de  Casti- 
llo y  Camila  Pérez.  El  Juez  inspeccionó  las 
huellas  para  establecer  el  origen  y  circuns- 
tancias que  causaron  el  accidente  y  "pudo 
comprobar  notablemente,  que  el  vehículo  ca- 
minaba perfectamente  sobre  la  vía,  pero  al 
dar  la  vuelta,  caminó  con  dirección  al  paredón 
de  piedra  que  lo  limita,  hasta  chocar  con  una 
de  las  expresadas  piedras  del  paredón  y  el  que 
innegablemente  (el  choque)  fué  tan  fuerte, 
que  produjo  la  rotura  de  la  portezuela  izquier- 
da delantera  y  la  que  abriéndose,  tuvo  necesa- 
riamente que  caerse  Victoria  Barillas,  caída 
que  le  trajo  como  consecuencia  la  muerte  ins- 
tantánea". La  camioneta  presentaba  la  por- 
tezuela delantera  izquierda,  quebrada,  y  ras- 
gado el  forro  de  lámina  de  zinc,  con  señales 
evidentes  del  choque  en  su  parte  inferior;  la 
llanta  delantera  izquierda,  estallada,  y  quebra- 
do el  resorte  del  mismo  lado.  El  mismo  Juez 
deduce  de  su  inspección,  que  el  chófer  Porras 
Miranda  procedió  con  descuido.  En  ese  acto 
exhibió  la  licencia  provisional  que  le  había  si- 
do extendida  el  siete  de  ese  mismo  mes,  míen- 
tras  estaba  en  trámite  la  que  había  pedido  al 
Juzgado  de  Tránsito  de  esta  capital;  licencia 
provisional  que  era  válida  para  un  mes. 

Examinada  Plácida  Martínez  de  Rodas,  ma- 
nifestó: que  venía  en  la  camioneta  procedente 
de  Ciudad  Vieja,  a  vender  víveres  a  esta  capi- 
tal y  como  a  las  cuatro  y  media  horas,  oyó 
un  fuerte  golpe,  como  que  había  chocado  la 
camioneta  del  lado  izquierdo  con  la  carretera; 
continuó  su  marcha  sobre  la  cuneta  y  a  unos 
cinco  metros,  vió  caer  a  la  señora  Victoria  Ba- 
rillas, que  iba  sentada  adelante,  a  un  lado  del 
chófer,  por  haberse  abierto  la  portezuela;  y  la 
desgracia  la  atribuye  a  culpa  o  descuido  del 
mismo  chófer. 

María  Antonia  López  de  Castillo,  Camila 
Pérez  de  Jolón,  Rosalía  Camargó  de  Paredes  y 
Justa  Reyes  García,  declararon  en  igual  sen- 
tido, con  la  modificación  de  que  al  momento 
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de  chocar  la  camioneta  con  el  muro  izquierdo 
del  camino,  se  abrió  la  portezuela  y  fué  arro- 
jada la  señora  Victoria  Sarillas,  que  resultó 
muerta. 

Interrogado  Nicolás  Porras  Mii-anda,  con- 
testó que  en  la  vuelta  denominada  San  Miguel, 
vió  que  la  señora  Victoria  Barillas,  que  venía 
en  la  camioneta,  a  su  izquierda,  estaba  dormi- 
da y  que  la  portezuela  se  habia  abierto,  quiso 
agarrarla,  pero  por  atenderla,  descuidó  el  ti- 
món y  por  ésto,  fué  a  chocar  con  el  paredón, 
tuvo  que  enderezar  el  vehículo;  pero  la  seño- 
ra había  caído  e  indudablemente  por  el  golpe 
que  sufrió,  había  muerto  instantáneamente. 
La  camioneta  la  traía  sobre  su  derecha  y  en 
los  momentos  del  suceso  se  vió  obligado  a 
hacerse  a  la  izquierda,  hasta  donde  la  detuvo 
y  quedó  para  que  el  Juez  la  inspeccionara. 

El  ayudante  Reginaldo  Castillo  Gordillo,  se 
expresó  en  los  mismos  términos  que  el  chófer 
Porras  Miranda. 

Por  el  delito  de  homicidio  por  imprudencia 
temeraria,  se  decretó  la  prisión  provisional 
de  éste  y  el  ocho  de  mayo  del  año  pasado,  fué 
excarcelado  bajo  fianza. 

En  el  oficio  que  con  fecha  veinticuatro  de 
marzo  del  año  pasado,  dirigió  el  Juez  de  Paz 
de  San  Lucas  Sacatepéquez,  al  Juez  de  Primera 
Instancia  de  Antigua  Guatemala,  relata  lo  que 
observó  al  llegar  al  lugar  del  suceso  y,  entre 
otras  cosas,  dice  que  el  suceso  se  debió  a  que 
el  piloto  de  la  camioneta  la  hizo  a  la  orilla, 
pasando  la  rueda  izquierda  delantera  sobre  las 
piedras  del  camino  que  constituyen  el  talud 
en  ese  punto  y  al  caer  la  misma  rueda,  se  abrió 
la  portezuela,  arrojando  de  su  asiento  a  Vic- 
toria Barillas,  quien  fué  a  caer  entre  el  indi- 
cado talud  y  la  rueda  delantera  izquierda,  que, 
aunque  ya  habia  estallado,  la  prensó  contra 
las  piedras  y  le  ocasionó  la  muerte  instantá- 
neamente. 

El  Juez  departamental  de  Sacatepéquez,  se 
constituyó  en  el  lugar  donde  estaba  la  camio- 
neta, en  unión  de  los  expertos  Emilio  Possc 
y  F.  Bocaletti,  ordenó  que  la  revisaran  y  dic- 
taminaron: que  las  portezuelas  estaban  bien 
ajustadas  y  que  para  abrirse  era  indispensa- 
ble mover  las  llaves  correspondientes. 

Ampliando  sus  declaraciones  Camila  Pérez 
de  Jolón  y  Plácida  Martínez  de  Rodas,  cam- 
biaron lo  que  habían  dicho  anteriormente  y 
se  expresaron  do  acuerdo  con  lo  manifestado 
por  el  chófer  Porras  Miranda. 

Oportunamente  informó  el  Cirujano  depar- 
tamental de  Sacatepéquez,  que  al  practicar  la 
autopsia  en  el  cadáver  de  Victoria  Barillas, 
encontró  lo  siguiente:  contusiones  y  escoria- 
ciones de  la  piel  en  ambas  regiones  pectora- 
les, en  el  hipocondrio  izquierdo,  en  el  flanco 
abdominal  derecho,  en  la  cara  externa  del  ter- 


cio medio  del  brazo  derecho,  en  la  cara  exter- 
na del  tercio  medio  e  inferior  del  brazo  iz- 
quierdo, así  como  en  el  codo,  en  la  cara  ex- 
terna del  tercio  superior  del  muslo  izquierdo 
y  en  la  cara  anteiior  del  tercio  medio  de  am- 
bas piernas;  fracturas  del  esternón  en  su  par- 
te media;  de  cinco  costillas  izquierdas  y  tres 
derechas;  ruptura  del  hígado,  del  intestino 
grueso,  por  estallamiento  y  fractura  de  la  pel- 
vis, a  nivel  de  ambas  crestas  ilíacas.  La  muer- 
te se  produjo  por  la  intensidad  de  las  contu- 
siones, que  causaron  los  destrozos  de  las  vis- 
ceras ya  indicadas. 

RESULTA: 

Que  el  reo  no  se  conformó  con  el  cargo  que 
se  le  dedujo  por  el  delito  de  homicidio  por  im- 
prudencia temeraria,  en  la  forma  que  consta 
en  autos  y  habiendo  sido  abierto  a  prueba,  el 
proceso,  se  lecíbíeron  las  siguientes:  examen 
de  Pedro  Guillermo  Cofiño,  Alberto  Palomo 
Carrillo  y  Augusto  Azurdia  Olaverri,  quienes 
manifestaron:  constarles  la  buena  conducta  y 
honradez  del  procesado;  inspección  en  el 
asiento  delantero  de  la  camioneta,  en  la  que 
se  hizo  constar:  que  cabían,  holgadamente, 
cuatro  personas;  examen  de  Alfonso  Búrbano 
Rodríguez  y  Alfonso  Lima  Mazariegos,  a  quie- 
nes les  consta  que  Porras  Miranda  tiene  su- 
ficiente pericia  para  manejar  vehículos;  y 
ampliación  de  la  declaración  de  María  Anto- 
nia López  do  Castillo,  que  no  ratificó  su  pri- 
mera declaración  en  la  parte  que  se  refiere 
"al  descuido  del  chófer",  porque  eso  no  lo  di- 
jo, sino  que  fué  puesto  por  el  Secretario  y  no 
se  lo  leyó.  A  las  demás  preguntas,  contestó 
de  acuerdo  con  lo  que  declaró  Porras  Miranda. 

RESULTA: 

Que  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  Saca- 
tepéquez estimó  que  a  pesar  de  las  contradic- 
ciones en  que  incurrieron  tres  de  las  testigos 
presenciales,  no  se  demostró  que  el  hecho  ha- 
ya ocurrido  por  circunstancias  totalmente  aje- 
nas a  la  voluntad  del  piloto  Porras  Miranda, 
sino  que  fué  por  haber  faltado  a  la  más  ele- 
mental provisión;  que  por  no  concurrir  los  re- 
quisitos necesarios  para  calificar  la  impru- 
dencia de  temeraria,  resulta  responsable  d"' 
imprudencia  simple.  Le  impone  la  pona  do 
seis  meses  de  arrosto  mayor  y  manda  abrir 
procedimiento  contra  las  testigos  que  cambia- 
ron sus  declaraciones. 

La  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, encuentra  que  está  probado  que  la  ca- 
mioneta caminaba  a  su  lado  izquierdo,  infrin 
Riendo  el  reglamento  de  Tránsito  y  que  indo 
bidamente  llevaba  a  Victoria  Barillas  en  el 
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asiento  de  adelante  a  la  izquierda  del  piloto; 
que  las  cinco  testigos  que  declararon  a  raiz 
del  suceso,  cuando  todavia  no  se  habia  pen- 
sado en  tergiversarlo,  han  declarado  que  la 
Barillas  cayó  después  del  choque;  y  que  por 
haber  sido  la  muerte  por  infracción  del  Re- 
glamento de  Tránsito,  lo  que  está  más  de  ma- 
nifiesto con  el  acta  que  levantó  el  Juez  ins- 
tructor de  las  primeras  diligencias,  la  impru- 
dencia es  temeraria,  y  la  pena  que  le  corres- 
ponde, es  de  tres  años  de  prisión  correccio- 
nal. Asi  lo  resuelve  y  no  manda  abrir  proce- 
dimiento contra  las  testigos. 

Contra  la  sentencia  de  la  Sala  Primera,  in- 
terpuso recurso  extraordinario  de  casación  el 
reo  Nicolás  Porras  Miranda,  con  auxilio  del 
abogado  Angel  Cuevas  del  Cid,  por  infracción 
de  ley,  citando  como  violado  el  artículo  14, 
inciso  3o.  del  Código  Penal.  Se  admitió  el  re- 
curso y  estando  terminado  el  trámite,  es  el 
caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  Sala  "Primera  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, no  ha  infringido  el  inciso  3o.  del  ar- 
ticulo 14  del  Código  Penal,  que  dice  que  la  im- 
prudencia es  grave  o  temeraria  cuando  se  eje- 
cuta con  infracción  de  leyes  o  reglamentos, 
porque  con  las  declaraciones  recibidas,  al  ini- 
ciarse la  pesquisa,  que  no  fueron  desvirtua- 
das con  la  modificación  posterior  de  tres  de 
las  testigos  presenciales,  puesto  que,  las  pri- 
meras están  en  un  todo  de  acuerdo  con  lo  ob 
servado  por  el  Juez  instructor  de  las  prime- 
ras diligencias  en  el  propio  teatro  del  suceso, 
quedó  plenamente  establecido  que  la  camione- 
ta caminaba  sobre  su  izquierda,  en  vez  de  su 
derecha,  y  que,  al  chocar  sobre  el  muro  o  ta- 
lud del  mismo  lado  izquierdo,  fué  arrojada 
Victoria  Barillas,  que  venía  en  el  asiento  de 
adelante,  a  la  izquiei'da  del  piloto,  y  falleció 
instantáneamente,  a  consecuencia  de  los  gol- 
pes que  sufrió  en  diferentes  partes  del  cuer- 
po; y  como  el  articulo  64  del  Reglamento  de 
Tránsito,  no  permite  que  los  vehículos  de  cual- 
quier clase,  caminen  sobre  su  izquierda,  la 
imprudencia  fué  con  infracción  de  un  Regla- 
mento, razón  por  la  que  es  más  grave.  Ade- 
más de  ésto,  el  resultado  se  pudo  haber  evi- 
tado con  la  más  elemental  y  ordinaria  dili- 
gencia, si  el  piloto,  atento  al  desempeilo  de 
su  oficio,  impide  que  su  vehículo  llegue  a  esa 
parte  del  camino,  que  ofrecía  peligro,  por 
donde  no  le  era  permitido  transitar,  adoptan- 
do las  medidas  de  precaución  que  conocía  por 
razón  de  su  oficio,  y  sin  embargo  no  lo  hizo. 
Artículos  14  incisos  lo.  y  4o.  del  Código  Penal; 
573  y  607  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales. 


POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  fundada  en 
las  leyes  citadas  y  en  los  artículos  690  del  Có- 
digo que  se  acaba  de  citar  y  233  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  DESESTIMA 
el  recurso  de  casación  interpuesto  y  condena 
al  recurrente  a  sufrir  la  pena  adicional  de 
un  mes  de  prisión  simple,  conmutable  a  cin- 
cuenta centavos  diarios.  Notifiquese  y  con 
certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
antecedentes  al  tribunal  de  su  origen. 

Baf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  —  Francisco  B.  Rodríguez.  — 
Federico  O.  Solazar.  —  Max  García  R.  —  Se- 
cretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Juana  Guevara  Ramos,  por  el 
delito  de  Contrabando  a  la  Hacienda  Públi- 
ca en  el  ramo  de  Alcoholes  y  Bebidas  Aleo- 
licas. 

DOCTRINA:  No  es  constitutivo  del  delito  de 
contrabando,  el  hecho  de  vender  una  perso- 
na patentada,  a  otra  que  no  lo  es,  su  esta- 
blecimiento de  venta  de  licoies,  sin  dar  avi- 
so previo  a  la  administración  de  Rentas.  Si 
vencido  el  término  que  ampara  la  patente, 
no  fuere  renovada  con  los  requisitos  de  ley, 
lo  que  procede  es  el  cierre  de  la  venta. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  vein- 
tisiete de  Agosto  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus  an- 
tecedentes, la  sentencia  pronunciada  por  la  Sa- 
la Quinta  de  Apelaciones,  con  fecha  once  de 
mayo  del  corriente  año,  en  la  que  confirma  la 
dictada  por  el  Juez  departamental  de  Izabal 
que  declara  que  Juana  Guevara  Ramos  es  au- 
tora del  delito  de  Contrabando  a  la  Hacienda 
Pública  en  el  ramo  de  Alcoholes  y  Bebidas  Al- 
cohólicas, por  el  que  le  impone  la  pena  de 
ocho  meses  de  arresto  mayor,  más  la  multa  de 
doscientos  quetzales,  con  la  reforma  de  que 
esta  última  pena  también  queda  aumentada 
en  una  tercera  parte  por  la  agravante  de  ser 
patentada  la  procesada. 

RESULTA: 

Que  María  Antonia  Cruz,  vecina  de  Entre 
Ríos,  del  departamento  de  Izabal,  se  presentó 
por  escrito  al  Administrador  de  Rentas,  dán- 
dole parte  de  que  habia  comprado  a  Juana 
Guevara  una  venta  de  licores  Tipo  "B",  que 
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ésta  tenia  establecida  en  el  lugar  de  su  domi- 
cilio. Con  motivo  de  no  ser  patentada  la  com- 
pradora, se  procedió  al  comiso  de  las  existen- 
cias adquiridas  y  se  procedió  a  la  investiga- 
ción, examinándose  a  la  compradora  y  vende- 
dora del  negocio,  de  las  cuales  la  primera  dijo 
haberlo  comprado  por  la  suma  de  ciento  vein- 
ticinco quetzales  que  pagó  al  contado,  igno- 
rando que  no  podía  hacerlo  por  estar  la  pa- 
tente a  nombre  de  otra  persona;  y  la  segunda, 
confesó  haberlo  vendido  por  la  misma  suma  y 
que  no  llenó  los  requisitos  exigidos  por  la  ley, 
porque  ignoraba  que  existieran  algunos  que 
le  impidieran  hacer  la  venta.  ' 

Según  lo  informado  por  el  Administrador  de 
Rentas,  el  valor  de  los  impuestos  fiscales  omi- 
tidos con  motivo  de  la  transacción  celebrada, 
asciende  a  la  suma  de  veinte  quetzales  con 
ochenta  centavos. 

El  Juez  dictó  sentencia  sin  apreciar  ninguna 
circunstancia  atenuante  en  favor  de  la  procesa- 
da, pero  si  la  agravante  de  ser  patentada  y 
por  esta  razón  la  condenó  a  seis  meses  de 
arresto  mayor,  aumentada  en  una  tercera  par- 
te y  al  pago  de  una  multa  de  doscientos  quet- 
zales. Y  la  Sala  Quinta,  reformó  dicha  sen- 
tencia, en  el  sentido  que  también  la  multa  de- 
be aumentarse  en  la  tercera  parte,  por  la  mis- 
ma agravante  ya  expresa. 

Contra  el  fallo  de  segunda  instancia,  la  reo, 
con  auxilio  del  abogado  Pablo  Forres,  interpu- 
so el  recurso  de  casación,  fundada  en  que  no 
fueron  apreciadas  estas  dos  circunstancias  ate- 
nuantes: a)  la  de  su  espontánea  confesión,  sin 
la  cual  hubiera  procedido  absolverla,  y  b)  la 
de  no  haber  tenido  la  intención  de  causar  un 
mal  de  tanta  gravedad  como  el  que  produjo, 
por  lo  que  estima  que  fueron  infringidos  los 
incisos  3"  y  9°  del  articulo  22  del  Código  Penal 
Común.  199  inciso  IV  y  2.58  de  la  Ley  de  Al- 
coholes. 

CONSIDERANDO: 

Que  no  estando  comprobada  la  venta  efec- 
tuada por  la  enjuiciada  a  favor  de  Maria  An- 
tonia Cruz,  por  otros  medios  distintos  do  la 
confesión  de  aquélla,  cabe  hacer  apreciación 
de  dicha  confesión  como  circunstancia  atenuan- 
te, por  lo  que  al  no  haberla  tomado  en  cuenta 
el  tribunal  sentenciador,  infringió  el  articulo 
199  inciso  IV  del  Decreto  número  1602,  (Ley 
de  Alcoholes)  citado  por  la  recurrente. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  confesión  de  la  enjuiciada,  no  sola- 
mente establece  en  su  favor  una  circunstancia 
modificativa  de  su  responsabilidad,  sino  que 
llega  a  plantear  una  cuestión  de  mayor  tras 


cendencia  e  importancia,  no  tanto  para  ella, 
como  para  la  aplicación  de  los  principios  de 
justicia,  razón  por  la  que  debe  examinarse  si 
el  hecho  que  ha  dado  lugar  a  su  encausamien- 
to,  enmarca  en  la  nomenclatura  del  delito  de 
contrabando  o  ha  habido  una  falsa  o  errónea 
interpretación  de  concepto. 

Juana  Guevara  Ramos,  tenia  una  pequeña 
venta  de  licores  en  la  población  de  Entre  Rios, 
departamento  de  Izabal,  con  patente  número 
191711,  que  la  amparaba  durante  todo  el  mes 
de  febrero,  por  haber  llenado  los  requisitos  le- 
gales y  pagado  la  cuota  de  veinte  quetzales. 
El  día  ocho  del  propio  mes,  dispuso  traspasar 
el  negocio  a  Maria  Antonia  Cruz,  quien,  inme- 
diatamente lo  puso  en  conocimiento  del  Admi- 
nistrador de  Rentas,  y  este  funcionario  lo  que 
hizo  fué  ordenar  que  se  procediera  al  comiso 
de  las  existencias,  lo  que  asi  se  verificó,  pasán- 
dose en  seguida  las  diligencias  al  Juzgado  de 
Paz  para  lo  que  hubiera  lugar,  sin  que  se  hi- 
ciera mención  de  alguna  ley  que  autorizara  el 
procedimiento  del  Administrador. 

Según  el  articulo  50  de  la  Ley  de  Alcoholes, 
las  patentes  para  vender  bebidas  alcohólicas, 
no  podrán  traspasarse  a  otra  persona,  sin 
permiso  previo  del  Administrador  del  Ramo,  lo 
que  quiere  decir  que  cuando  se  hace  sin  llenar 
esa  formalidad,  se  tendrá  por  no  hecha  y,  las 
responsabilidades  inherentes  al  caso  continua- 
rán a  cargo  de  la  patentada,  sin  que  la  com- 
pradora adquiriera  ningún  derecho  ante  la  pro- 
pia Administración;  tanto  más  es  esto  asi,  que 
el  impuesto  de  patente,  aunque  es  personal, 
también  se  percibe  por  razón  del  negocio,  de 
manera  que,  una  vez  pagado,  no  hay  derecho 
para  volverlo  acobrar,  de  donde  se  colige  que 
lo  único  que  procedería,  seria  razonar  la  pa- 
tente ya  expedida  para  cubrir  el  tiempo  para 
el  que  se  expidió  y,  la  nueva  propietaria  esta- 
rá en  la  obligación  de  obtener  la  de  los  meses 
subsiguientes,  llenando  las  respectivas  forma- 
lidades y,  cuando  no  se  obtuvieran  hasta  cinco 
días  después  de  su  vencimiento,  la  sanción 
es  el  cierre  de  sus  ventas.  (Artículo  63  párrafo 
3'  Ley  de  Licores).  No  puede  estimarse  este  ca- 
so como  el  señalado  en  el  párrafo  II  del  ar- 
ticulo 201  de  la  propia  Ley,  que  es  el  en  que 
se  ha  basado  la  sentencia  recurrida  para  ca- 
lificarlo de  contrabando,  porque  el  comercio 
en  alcoholes  a  que  tal  disposición  y  el  articulo 
194  se  refieren,  es  muy  ajena  a  la  sustitución 
que  se  haga  de  una  persona  por  otra  en  el  ex- 
pendio de  licores  por  personas  debidamente  au- 
torizadas. 

En  consecuencia,  el  hecho  ejecutado  por  Jua- 
na Guevara,  no  es  constitutivo  del  delito  de 
contrabando,  por  lo  que  procede  dictar  sen- 
tencia absolviéndola  de  todo  cargo  con  rela- 
ción a  este  asunto. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  en 
los  artículos  1=  y  11  del  Código  Penal;  259, 
609,  687,  726,  731,  735  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  81,  233  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  y  en  que  los  hechos,  objeto  de  esta 
causa,  no  constituyen  delito,  CASA  y  ANULA 
la  sentencia  recurrida,  y  absuelve  a  Juana 
Guevara  Ramos  del  cargo  que  se  le  formuló, 
y  manda  que  se  comunique  por  telégrafo  la 
parte  resolutiva  a  efecto  de  que  la  prevenida 
sea  puesta  inmediatamente  en  libertad.  Noti- 
fiquese  y  con  certificación  de  lo  resuelto,  de- 
vuélvanse los  autos  al  tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Muñoz. 
—  Abel  Paredes.  —  Francisco  B.  Rodríguez.  — 
Federico  O.  Salazar.  —  Max  Garcia  R.  Secre- 
tario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Jesús  Pacay  Turckheim,  por  el 
delito  de  estafa. 

DOCTRINA:  Cuando  la  prueba  queda  reducida 
a  la  entrega  de  cierta  suma  de  dinero,  sin 
indicar  el  fin  con  que  se  hizo,  no  puede  ser- 
vir de  base  para  deducir  la  culpabilidad  del 
delito  de  estafa. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  vein- 
tiocho de  Agosto  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación,  se 
ve  la  sentencia  que  pronunció  la  Sala  Tercera 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  veintiséis  ae 
Abril  del  año  en  curso,  en  el  proceso  seguido 
contra  Jesús  Pacay  Turckhein,  por  el  delito 
de  estafa,  por  la  cual  revoca  la  del  Juez  de 
Primera  Instancia  de  Alta  Verapaz  y  declara 
que  es  autor  de  ese  delito,  y  le  impone  la  pena 
de  dos  años  de  prisión  correccional,  que  le 
permite  conmutar  en  dos  terceras  partes,  a 
diez  centavos  diarios;  lo  deja  afecto  al  pago 
de  las  responsabilidades  civiles;  le  suspende  en 
el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  la  condena;  y  le  obliga  a  la  reposi- 
ción del  papel  empleado  en  la  causa,  al  sello 
respectivo.  Revoca  también  la  parte  del  fallo 
en  que  manda  abrir  procedimiento  contra  va- 
ríos  de  los  testigos,  estimando  que  no  hay  mo- 
tivo para  hacerlo. 

RESULTA: 

Que  el  veinte  de  Julio  del  año  próximo  pa- 
sado, se  presentó  al  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia de  Alta  Verapaz,  Sebastián  Caal  Pop, 


acusando  criminalmente  a  Jesús  Pacay  Turck- 
hein, fundándose  en  que,  en  escritura  que  au- 
torizó el  notario  Manuel  Rojas,  el  veintiocho  de 
Julio  de  mil  novecientos  treinta  y  dos,  el  que- 
rellante y  su  hermana  Concepción  Caal  reco- 
nocieron deber  una  suma  de  dinero  al  señor 
Javier  N.  Juárez;  que  garantizaron  con  hipote- 
ca y  después  de  varias  operaciones,  tal  crédi- 
to fué  cedido  a  doña  Jesús  Menéndez  viuda  tle 
Polanco,  quien  había  seguido  un  procedimiento 
ejecutivo  contra  ellos,  en  el  Juzgado  de  Paz 
de  aquella  cabecera  y  por  encontrarse  en  esa 
oportunidad  enfermo,  grave,  no  pudo  atender 
personalmente  el  juicio,  teniendo  que  recomen- 
dar su  arreglo  a  su  pariente  consanguíneo  Je- 
sús Pacay  Turckhein,  a  quien,  para  que  paga- 
ra a  su  acreedora  y  ejecutante,  le  entregó  la 
suma  de  doscientos  treinta  quetzales,  en  la  for- 
ma siguiente:  sesenta  quetzales  en  efectivo,  en 
su  casa  de  habitación  situada  en  Cobán;  cua- 
renta quetzales  en  un  cheque  contra  el  Banco 
Central,  que  libró  el  señor  Humberto  Hemps- 
tead  de  la  finca  "Los  Alpes";  cincuenta  quet- 
zales en  efectivo,  que  entregó  tres  o  cuatro 
días  después  de  la  suma  anterior;  cuarenta  y 
cinco  quetzales  que  en  efectivo  le  entregó  la 
destazadora  María  Cuguá,  por  valor  de  cinco 
novillos  que  su  hermana  Concepción  Caal  ha- 
bla comprado  e  Emilio  Garcia  en  la  finca  "Are- 
nales", que  fueron  entregados  a  la  Cuguá  por 
Pacay;  y  treinta  y  cinco  quetzales  en  efectivo, 
recibidos  de  Ramiro  Paz,  por  valor  de  un  ma- 
cho retinto,  de  silla,  que  por  su  encargo  le 
fué  a  vender  Pacay  a  la  finca  "Cubilgüitz"; 
valores  todos  estos  que  hacen  la  suma  de  dos- 
cientos treinta  quetzales  ya  indicada.  Pero  Pa- 
cay Turckhein  en  vez  de  pagar  el  crédito  a  la 
señora  viuda  de  Polanco,  hizo  que  se  lo  ce- 
diera, y  negaba  haber  recibido  del  querellan- 
te una  parte  del  dinero  y  la  otra  asegura  que 
la  recibió  a  cuentat  de  una  cantidad  que  dice 
que  le  debe,  lo  que  es  enteramente  falso.  Co- 
mo la  negativa  envolvía  un  hecho  delictuoso, 
se  querellaba  contra  él,  ofreciendo  como  prue- 
ba la  certificación  de  las  posiciones  que  le  ar- 
ticuló en  el  Juzgado  de  Paz,  y  pidió  que  fue- 
ran examinados  los  testigos  que  propuso.  En  la 
certificación  de  las  posiciones,  consta  que  el 
procesado  negó  haber  recibido  el  dinero  para 
pagar  por  cuenta  de  Caal  Pop  y  dijo  que  los 
cuarenta  quetzales,  que  en  un  cheque  le  fue- 
ron pagados,  fué  a  cuenta  de  una  suma  que  le 
debía  y  con  respecto  a  los  cinco  novillos  que 
vendió  a  la  señora  Cuguá,  fué  un  trato  que  hi- 
zo personal  y  directamente,  porque  Caal  Pop 
se  los  dió  también  en  pago  del  dinero  que  le 
debía. 

Examinados  los  testigos  que  fueron  propues- 
tos, declararon:  Ramón  Caal,  que  hacía  poco 
más  o  menos  dos  años  y  medio,  después  de  la 
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fiesta  titular  de  Senahú,  al  regresar  Caal  Pop 
de  la  fiesta,  llevó  cinco  novillos,  como  de  tres 
años  de  edad,  que  se  los  valuó  en  cuarenta  y 
cinco  quetzales  y  Caal  Pop  pretendía  por  ellos 
cincuenta;  y  al  dia  siguiente,  vio  que  los  con- 
ducía sin  saber  adonde;  pero  cuando  lo  vió, 
le  preguntó  y  supo  que  los  habia  logrado  ven- 
der en  cuarenta  y  cinco  quetzales,  a  la  señora 
Maria  Cuguá,  yendo  acompañado  de  los  mozos 
Vicente  Maás  y  Manuel  Chiquin,  que  fueron 
los  mismos  que  acompañaron  al  acusador  a 
Senahú.  Esteban  de  la  Cruz  Pineda;  que  en 
una  ocasión,  Pacay  Turckhein  llegó  a  su  casa, 
hacía  más  o  menos  un  año,  a  ver  si  por  su 
medio  le  era  posible  comprar  un  sitio,  pagán- 
dole veinte  quetzales,  por  comisión,  diciéndole 
que  tenía  dinero  y  para  probar  su  honradez, 
le  dijo  que  el  acusador  le  había  dado  un  di- 
nero, sin  decir  cuánto,  y  que  si  él  quería,  po- 
dría negarlo,  pero  que  no  lo  hacía  porque  era 
honrado.  Maria  Cuguá:  que  a  ella  le  ofreció  el 
acusador  Caal  Pop  cinco  novillos,  hacía  más 
o  menos  dos  años,  en  el  mes  de  Junio,  sin  re- 
cordar la  fecha,  pidiéndole  cincuenta  y  cinco 
quetzales,  valor  que  no  le  convino;  pero  al  dia 
siguiente  llegó  el  acusado  Pacay  Turckhein 
con  los  mismos  animales,  diciéndole  que  Caal 
Pop  se  había  decidido  a  darle  los  novillos  en 
cuarenta  y  cinco  quetzales,  valor  que  entregó 
en  dos  partidas,  dando  primero  treinta  y  des- 
pués el  resto,  sin  que  le  otorgara  carta  de  ven- 
ta. Francisco  Javier  Maás;  que  Pacay  Turck- 
hein llegaba  a  la  casa  de  Caal  Pop  a  verlo  con 
frecuencia,  hacia  dos  años  más  o  menos,  en 
ocasión  que  estuvo  enfermo.  Sebastián  Rax 
Choc:  que  hacia  como  dos  años,  más  o  menos, 
cuando  tuvo  su  taller  de  talabartería  en  la  ca- 
sa de  la  viuda  de  Polanco,  llegó  Pacay  Turck- 
hein a  verlo  y  le  dijo  que  iba  a  esperar  al  Li- 
cenciado Rivera,  porque  tenía  que  entregarle 
una  suma  de  dinero  que  le  había  dado  el  acu- 
sador por  una  deuda  que  le  tenía;  estuvo  en 
su  taller  como  dos  horas  y  en  la  conversación 
se  dió  cuenta  que  llevaba  bastante  dinero  y  le 
informó  que  no  era  sólo  ese,  sino  que  tenia 
más,  enseñándole  un  cheque,  que  no  supo  cuál 
era  su  valor.  A  los  dos  dias  volvió  nuevamen- 
te, diciéndole  que  no  habia  encontrado  al  Li- 
cenciado Rivera  y  quince  dias  más  tarde  le 
refirió  que  estaba  muy  cansado,  porque  había 
ido  a  la  finca  Cubügüitz  a  vender  un  caballo 
y  entonces  le  refirió  también  que  la  deuda  de 
Caal  Pop  a  la  señora  viuda  de  Polanco,  ya  es 
taba  cancelada,  que  el  valor  se  completó  con 
la  venta  del  caballo  y  que  le  iba  apedir  recibo 
al  Licenciado  Rivera.  Pablo  Rax  Tun:  que  dos 
años  antes,  trabajó  una  semana  en  la  casa  de 
Caal  Pop,  arreglando  unas  goteras  y  en  oca- 
sión que  estaba  sobre  la  pieza,  llegó  Pacay 
Turckhein  a  las  diez  horas  y  media,  de  un  dia 


que  no  le  era  posible  precisar,  habló  con  Caal 
Pop,  quien  estaba  enfermo  de  un  pie  y  claudi- 
caba al  andar,  no  se  dió  cuenta  de  qué  habla- 
ron y  sí  oyó  cuando  Pacay  Turckhein  le  dijo 
a  Caal  Pop  que  iba  por  el  dinero,  contestándole 
éste  que  le  iba  a  dar  sesenta  quetzales  en 
efectivo  y  cuarenta  en  un  cheque,  que  vió  que 
le  entregó.  Alfonso  Cuguá  Winter:  hacía  dos 
años  más  o  menos,  de  orden  de  su  mamá,  fué 
a  la  casa  de  Caal  Pop  a  tratar  cinco  novillos 
en  cuarenta  y  cinco  quetzales,  precio  que  no 
quiso  aceptar  el  vendedor;  pero  que  a  los  tres 
dias,  si  no  recordaba  mal,  el  acusado  le  pre- 
guntó si  había  ido  donde  el  acusador  a  pro- 
ponerle negocio  por  los  animales  y  en  la  plá 
tica  le  dijo  al  reo  que  se  los  daba  en  cuaren- 
ta y  cinco  quetzales  y  como  le  preguntara  que 
si  eran  de  él,  le  contestó  que  no,  que  con  Se- 
bastián eran  parientes  y  por  esta  razón  quedó 
cerrado  el  negocio,  habiendo  ido  Pacay  Turck- 
hein, a  su  casa,  a  dejar  los  novillos,  en  oca- 
sión que  el  declarante  estaba  ausente.  Ramiro 
Paz:  hacía  dos  años  que  compró,  en  treinta  y 
cinco  quetzales,  un  macho  retinto  al  acusado, 
quien  le  dijo  que  se  lo  habia  comprado  a  Caal 
Pop.  Vicente  Maás  y  Manuel  Chiquin  Ch:  que 
acompañaron  al  acusador  a  la  finca  El  Arenal, 
a  comprar  cinco  novillos.  Maria  Gertrudis 
Choc:  un  dia  que  no  recordaba,  hacia  ya  dos 
años  y  medio,  más  o  menos,  llegó  a  vender 
a  la  casa  de  Caal  Pop  y  vió  que  allí  estaba 
Pacay  Turckhein  y  otro  muchacho,  parado  so- 
bre las  vigas  de  la  casa,  componiendo  sin  du 
da  algunas  goteras  y  cuando  entró,  vió  que 
Caal  Pop  le  entregaba  a  Pacay  Turckhein  di- 
nero, que  oyó  decir  que  eran  sesenta  quetza- 
les en  efectivo,  y  cuarenta  quetzales  en  un  che- 
que, habiendo  visto  que  la  primera  cantidad  es- 
taba formada  por  billetes  y  fichas;  y  Trinidad 
Chun,  confirma  todo  lo  expuesto  por  Caal  Pop, 
asi  como  también  Vicenta  Caal,  siendo  la  pri- 
mera de  éstas,  mujer  del  acusador  y  la  otra, 
hermana. 

RESULTA: 

Que  al  ser  indagado  el  acusado  Jesús  Pa- 
cay Turckhein,  dijo  que  no  era  cierto  que  él 
hubiera  intervenido  entre  Caal  Pop  y  la  eje- 
cutante señora  viuda  de  Polanco  para  el  arre- 
glo entre  ellos;  ni  es  cierto  que  el  acusador 
le  haya  entregado  dinero  para  pagar  a  su 
nombre  a  la  viuda  de  Polanco.  Su  acusador  le 
debía  noventa  quetzales  que  le  habia  dado  an- 
teriormente en  su  casa  de  habitación  y  en  pa- 
gos parciales  de  esa  suma,  recibió  cuarenta 
quetzales  en  un  cheque  y  los  novillos  que  ven- 
dió a  la  Cuguá,  venta  que  fué  hecha  por  él 
directamente,  con  el  derecho  que  tenía  sobre 
los  animales  y  le  dió  carta  de  venta,  lo  que 
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ella  ahora,  niega;  pero  que  no  es  cierto  que  al 
recibir  el  cheque  haya  recibido  también  se- 
senta quetzales  en  efectivo. 

En  los  careos  practicados  entre  el  acusador 
y  el  reo  y  entre  éste  y  los  testigos,  no  fué  po- 
sible ponerlos  de  acuerdo. 

A  los  autos  se  agregó  la  carta  de  venta  fir- 
mada por  el  acusador,  a  favor  del  reo,  el  pri- 
mero de  enero  de  mil  novecientos  treinta  y  sie- 
te, haciendo  constar:  que  por  veinticinco  quet- 
zales, recibidos,  le  vendia  un  macho  color  re- 
tinto, como  de  cinco  años  de  edad;  y  al  pie  de 
ese  documento  está  la  razón  de  traspaso,  pues- 
ta por  Pacay  Turckhein,  el  quince  de  marzo 
del  mismo  año,  a  favor  de  Ramiro  Paz. 

RESULTA: 

Que  durante  el  término  de  prueba,  rindió 
el  acusador,  las  que  a  continuación  se  indi- 
can: declaraciones  de  Sebastián  de  León,  Jo- 
sé María  Villacorta,  Rafael  Ayala  y  Oscar 
Wassen,  a  quienes  les  consta  los  buenos  ante- 
cedentues  y  honradez  del  acusador,  así  como 
que  se  dedica  a  pequeños  negocios.  Fueron  re- 
preguntados, sin  haber  cambiado  el  punto  prin- 
cipal de  sus  declaraciones;  posiciones  articu- 
ladas a  Jesús  viuda  de  Polanco,  que  dijo  que 
el  valor  del  crédito  lo  había  pagado  Jesús  Pa- 
cay Turckhein  y  no  el  acusador  Sebastián  Caal 
Pop,  crédito  que  había  comprado  a  la  señorita 
Teresa  López.  De  parte  de  la  defensa,  se  rin- 
dieron las  siguientes:  informe  de  la  Secretaría 
del  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Cobán, 
que  dice  que  el  seis  de  Febrero  del  año  mil  no- 
vecientos treinta  y  siete,  se  inició  procedimien- 
to ejecutivo  contra  Sebastián  Caal  Pop,  co- 
brando la  suma  de  trescientos  noventa  y  siete 
quetzales,  treinta  y  nueve  centavos,  garantiza- 
dos con  hipoteca,  habiendo  sido  aprobado  el  re- 
mate; declaración  de  la  señora  viuda  de  Polan- 
co, en  los  mismos  términos  que  contestó  las 
posiciones;  testimonio  de  la  escritura  de  pro- 
mesa de  venta  otorgada  por  Caal  Pop  a  favor 
de  Teresa  Chocoj;  y  certificaciones  del  Juzga- 
do de  Paz  de  Cobán,  que  se  refieren  a  la  venta 
de  tres  novillos,  destazados  por  la  Cuguá. 

RESULTA: 

Que  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  Cobán, 
estimó  que  la  prueba  rendida  por  la  acusación, 
es  contradictoria,  absolvió  a  Jesús  Pacay 
Turckhein  del  cargo  que  se  le  formuló  por  el 
delito  de  estafa  y  mandó  abrir  procedimiento 
contra  varios  de  los  testigos,  con  el  fin  de  "ave- 
riguar si  habían  declarado  falsamente.  La  Sa- 
la Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones,  apre- 
ciando la  prueba  testifical  de  cargo  como  una 
presunción;  la  confesión  del  procesado  en  lo 


que  se  refiere  a  los  cuarenta  quetzales,  y  a  los 
cinco  novillos;  y  lo  manifestado  por  Ramiro 
Paz  con  respecto  a  la  compra  de  un  macho  re- 
tinto, encuentra  que  está  probado  el  delito  de 
estafa  en  cuanto  a  esas  sumas,  incluyendo  la 
venta  hecha  a  Paz  y  revoca  la  sentencia,  en  el 
sentido  que  se  deja  expresado  al  principio. 
Contra  la  sentencia  de  la  Sala  Tercera  de  Ape- 
laciones, interpuso  el  reo  Pacay  Turckhein,  re- 
curso extraordinario  de  casación,  con  auxilio 
del  abogado  José  Luis  Quiñónez  Sologaistoa, 
por  infracción  de  los  artículos  566,  568,  570 
incisos  3'=  y  6°,  572,  573,  580  incisos  1°  y  2", 
581  inciso  8',  589,  601,  611  y  614  del  Código 
de  Procedimientos  Penales;  y  19  inciso  1-  del 
Decreto  Legislativo  número  1728.  Fueron  pe- 
didos los  autos  y  habiéndose  verificado  la  vis- 
ta, que  oportunamente  se  señaló,  es  el  caso  de 
resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  el  supuesto  de  que  toda  la  prueba 
rendida  fuera  buena  y  mereciera  el  valor  que 
le  da  la  ley,  no  demostraría  la  entrega  de  la 
suma  de  doscientos  treinta  quetzales,  a  Jesús 
Pacay  Turckhein,  para  que  en  representación 
del  acusador,  pagara  a  la  señora  Jesús  viuda 
de  Polanco,  el  valor  de  un  crédito  hipotecario, 
y  que,  en  vez  de  hacerlo,  lo  hubiera  comprado, 
con  ese  mismo  dinero,  abusando  de  la  confian- 
za que  se  había  depositado  en  él;  que  es,  pre- 
cisamente, en  lo  que  se  funda  la  acusación, 
pues  es  suficiente  la  lectura  detenida  del  pro- 
ceso para  convencerse  que  ninguno  de  los  tes- 
tigos ha  dicho  que  le  conste  de  vista  tal  en- 
cargo, exceptuando  a  Trinidad  Chun,  Vicen- 
ta y  Concepción  Caal  Pop,  la  primera  mujer 
y  las  otras  dos  hermanas  del  acusador,  que 
por  las  relaciones  que  le  unen  a  él,  por  el  pa- 
rentesco, y  además  la  última  que  resulta  in- 
teresada, están  en  una  situación  que  no  se 
puede  considerar  imparcial,  y  por  ende  no 
producen  ningún  efecto  contra  el  reo.  La  de- 
claración de  Sebastián  Rox  Choc  se  refiere 
a  una  confesión  extrajudicial,  que  no  es  más 
que  semiplena  prueba  de  esa  confesión  que 
inducirla  a  gran  sospecha;  y  lo  que  declara 
Pacay  Turckhein  con  respecto  al  pago  de  la 
suma  que  asegura  que  le  debia  su  acusador, 
y  su  negativa  de  lo  demás,  que  no  implica  el 
reconocimiento  de  su  delincuencia.  Y  si,  en  es»' 
supuesto,  la  prueba  no  hubiera  llegado  a  pro- 
bar la  base  de  la  acusación,  menos  puede 
servir,  no  dándole  todo  su  valor  para  estable- 
cer hechos  fundamentales  y  deducir  de  ellos 
la  perpetración  del  delito,  en  parte  de  lo  que 
expresa  la  acusación,  como  lo  ha  estimado  la 
Sala  sentenciadora,  porque  los  testigos  Ra- 
món Caal,  Vicente  Maás  y  Manuel  Chiquín 
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Ch.,  se  refieren  a  que  Caal  Pop  fué  el  que 
compró  los  novillos  que  más  tarde  vendió  Pa- 
cay Turckhein,  a  Maria  Cuguá,  y  lo  confirma 
ésta,  estando  en  desacuerdo  en  cuanto  al  año, 
con  lo  que  consta  en  las  cartas  de  venta;  Ma- 
ría Gertrudis  Choc  y  Pablo  Rax  Tun,  dicen 
haber  visto  la  entrega  de  sesenta  quetzales 
y  un  cheque,  a  Pacay  Turckhein,  en  la  casa 
del  acusador,  pero  no  están  de  acuerdo  en  la 
hora;  y  Ramiro  Paz  declara  que  compró  un 
mulo  al  procesado,  con  carta  de  venta  que  le 
traspasó,  otorgada  a  favor  de  éste  por  Se- 
bastián Caal  Pop,  quien  no  compareció  a  re- 
conocerla. Ninguno  dice  lo  esencial,  que  el  di- 
nero y  los  animales  se  le  hubieran  entrega- 
do para  ir  a  pagar  la  deuda  a  nombre  del 
acusador.  Y  esa  prueba,  quedando  reducida  a 
la  entrega,  sin  indicar  el  fin  con  que  se  hi- 
zo, no  determina  la  existencia  de  hechos  im- 
portantes de  los  cuales  fuera  posible  deducir 
la  culpabilidad  de  Pacay  Turckhein  en  el  de- 
lito que  se  le  imputa. 

Ahora,  en  cuanto  a  lo  que  niega  con  respec- 
to a  los  sesenta  quetzales,  que  dos  testigos, 
que  no  concuerdan  en  la  hora,  dicen  haber 
presenciado,  tampoco  es  suficiente  para  es- 
timar que  cometió  el  delito  de  estafa,  compren- 
dido en  el  inciso  5-  del  articulo  419  del  Códi- 
go Penal,  porque,  para  que  el  delito  so  per- 
feccione se  requiere  que  se  niegue  haber  reci- 
bido un  encargo  en  esas  condiciones  y  los  tes- 
tigos solo  dijeron  que  vieron  que  recibió  los 
sesenta  quetzales  y  un  cheque,  sin  decir  la  ra- 
zón de  la  entrega.  En  consecuencia  de  todo 
lo  expuesto,  procede  casar  y  anular  la  sen- 
tencia recurrida,  por  haber  infringido  los  ar- 
tículos 568,  572,  573,  580  incisos  1'  y  2-  y  589 
del  Código  de  Procedimientos  Penales,  que 
cita  en  su  apoyo  el  recurrente,  y  dictar  la  abso- 
lutoria del  cargo  que  se  le  dedujo  por  el  do- 
lito  de  estafa,  por  no  haber  prueba  para  con- 
denarle. Artículos  687  y  731  del  mismo  Código. 

CONSIDERANDO: 

Que  las  contradicciones  en  que  incurrieron 
varios  de  los  testigos,  en  cuanto  a  fechas  y 
detalles,  no  arrojan  el  mérito  que  se  requiere 
para  abrir  procedimiento  contra  ellos,  con  el 
fin  de  investigar  si  procedieron  dolosamente. 
Artículos  4'  y  234  Código  de  Procedimientos 
Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  .Justicia,  fundada  en 
las  leyes  citadas  y  en  los  artículos  233  de  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial  y  735  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  CASA  y 
ANULA  la  sentencia  recurrida  y  resolviendo, 


absuelve  a  Jesús  Pacay  Turckhein  del  cargo 
que  se  le  formuló  por  el  delito  de  estafa  y 
manda  que  oportunamente  se  cancele  la  fian- 
za que  se  prestó  a  favor  del  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  de  Alta  Verapaz.  Notifiquese 
y  con  certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse 
los  antecedentes  al  tribunal  de  su  origen. 

Raf  Ordóñez  SoHs.  —  José  Serrano  Muñoz. 
—  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez. — 
Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R.  Secre- 
tario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Felipe  Orozco  Velásquez  y 
compañero,  por  el  delito  de  lesiones  mutuas. 

DOCTRINA:  Establecida  la  riña,  queda  ex- 
cluida la  legítima  defensa. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  nue- 
ve de  Septiembre  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  en  casación  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  el 
proceso  que  por  el  delito  de  lesiones  mutuas 
se  siguió  contra  Felipe  Orozco  Velásquez  y  Fe- 
lipe de  León. 

RESULTA: 

El  quince  de  octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  nueve  a  las  diez  y  siete  horas  y  media,  el 
Alcalde  Auxiliar  del  cantón  "El  Chita",  con- 
dujo a  Felipe  de  León  herido  de  la  mano  dere- 
cha y  del  estómago  y  a  su  acompañante  Vicen- 
te Mejia,  ante  el  Juez  de  Paz  de  Zunilito  y  ma- 
nifestó que  frente  a  su  casa  pasó  montado  a 
caballo,  rápidamente,  con  dirección  a  las  fin- 
cas vecinas,  un  individuo  desconocido  y  ebrio 
y  como  a  los  cinco  minutos  pasó  Felipe  de 
León  ensangrentado,  acompañándolo  Vicente 
Mejia  que  lo  llevaba  del  brazo;  al  ver  esto, 
reunió  su  auxilio,  dió  alcance  al  herido  y  lo 
regresó  al  Juzgado.  Felipe  de  León  declaró 
ser  mozo  do  la  finca  Colima;  que  ese  día  do- 
mingo, estuvo  por  la  mañana  en  San  Francis- 
co Zapotitlán  en  donde  se  reunió  con  Vicente 
Mejia;  por  la  tarde  algo  ebrios  regresaron  y 
como  a  las  diez  y  seis  y  media  horas  en  el  lu- 
gar denominado  "La  Corona",  camino  que  con- 
duce al  cantón  El  Chitá  y  finca  Colima,  un  in- 
dividuo cruzándole  el  caballo  le  dijo  "ahora  es 
cuando"  y  desenvainando  ol  machete  lo  agre- 
dió; que  no  tuvo  más  remedio  que  defenderse 
también  con  su  machete  y  cuando  su  agresor 
vió  que  lo  había  herido  montó  en  su  caballo  y 
se  fué;  que  Mejia  presenció  el  hecho  como  a 
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diez  metros  de  distancia,  asustado;  en  seguida 
lo  agarró  cuando  ya  estaba  herido  y  se  lo  lle- 
vó del  brazo  con  dirección  a  Colima  pero  al 
pasar  por  la  casa  del  Alcalde  Auxiliar  del 
cantón  "El  Chita",  dicho  Alcalde  los  regresó 
y  los  condujo  al  Juzgado.  Vicente  Mejia  de- 
claró en  el  mismo  sentido  que  de  León. 

El  Juzgado  de  Paz  de  San  Francisco  Zapoti- 
tlán,  a  su  vez  inició  diligencias  sumariales  el 
mismo  día  porque  a  las  veintitrés  horas  el  Re- 
gidor auxiliar  de  la  finca  Las  Nubes,  de  su 
jurisdicción,  le  dió  parte  que  habia  llegado  he- 
rido Felipe  Orozco.  Examinado  éste  declaró 
que  ese  dia  dispuso  ir  a  pasear  a  Zunilito  don- 
de encontró  a  su  amigo  Felipe  de  León  y  con 
él  estuvo  tomando  aguardiente  hasta  embria- 
garse; ya  de  noche,  en  el  camino  cerca  del  can- 
tón "Chita",  estando  ya  montado,  su  compa- 
ñero de  León  lo  acometió  con  machete;  debido 
a  su  embriaguez  no  recordaba  el  motivo  ni 
tampoco  si  él  le  habia  causado  algún  daño; 
que  al  sentirse  herido  dirigió  el  caballo  a  su 
casa  a  donde  llegó  muy  noche  y  de  donde  lo 
recogió  el  Regidor  auxiliar.  Estas  diligencias 
fueron  enviadas  al  Juez  de  Paz  de  Zunilito,  por 
haber  ocurrido  el  hecho  en  esa  jurisdicción, 
pero  Felipe  Orozco  quedó  internado  en  el  Hos- 
pital de  Mazatenango. 

RESULTA: 

El  Juzgado  lo.  de  la.  Instancia  de  Quezal- 
tenango  recibió  las  diligencias  de  los  Juzga- 
dos de  Paz  de  Zunilito  y  San  Francisco  Zapo- 
titlán  y  practicó  las  siguientes:  a)  Vicente  Me- 
jia fue  indagado  y  repitió  su  declaración  pres- 
tada ante  el  Juez  menor  de  Zunilito;  b),  Feli- 
pe de  León  fue  indagado  en  el  Hospital  de 
Occidente  y  asimismo  repitió  su  declaración 
anterior,  siendo  reducido  a  prisión  por  lesio- 
nes; c),  por  exhorto  cometido  al  Juez  de  la.. 
Instancia  de  Suchitepéquez,  fue  examinado 
Felipe  Orozco.  Declaró  que  el  dia  de  autos 
como  a  las  nueve  de  la  mañana  llegó  a  San 
Francisco  Zapotitlán  con  el  objeto  de  hacer 
unas  compras,  se  embriagó  solo  él  sin  acom- 
pañarse de  ninguna  persona,  sin  poder  preci- 
sar a  qué  hora  regresó  a  su  casa  en  la  finca 
"Las  Nubes";  en  el  camino  se  quedó  botado 
un  rato  y  despertó  porque  estaba  lloviendo; 
se  montó  en  su  caballo  y  siguió;  de  repente 
sintió  que  se  le  tapaban  los  ojos  y  que  le 
caía  sangre,  dándose  cuenta  de  que  estaba 
herido  en  la  cabeza  y  en  la  mano,  pero  no  sin- 
tió a  qué  hora  lo  hirieron;  que  a  consecuen- 
cia de  la  lluvia  se  le  quitó  la  bolencia  y  se  dió 
cuenta  que  Felipe  de  León  con  un  machete  le 
causó  dos  lesiones.  El  Juez  de  la  causa  de- 
cretó la  prisión  provisional  de  Orozco  por  el 
delito  de  lesiones  y  ordenó  la  libertad  de  Vi- 


cente Mejia,  a  quien  habia  dejado  reducido  a 
prisión.  También  por  exhorto  al  Juez  de  Su- 
chitepéquez fue  examinado  el  testigo  Domin- 
go Garcia,  quien  declaró  que  el  domingo  quin- 
ce de  octubre  se  dirigía  de  San  Francisco  a  la 
finca  "Colima",  como  a  las  diez  y  seis  horas 
y  antes  de  llegar  al  lugar  denominado  "Coro- 
na" lo  alcanzó  Felipe  Orozco,  montado  a  ca- 
ballo, en  estado  de  ebriedad  y  pasó  sin  ha- 
blarle; que  a  poco  andar  se  detuvo  al  ver  que 
Felipe  Orozco  y  Felipe  de  León  se  tiraban  de 
machetazos;  que  Vicente  Mejia  estaba  parado, 
sin  machete,  asustado,  mirando  lo  que  ocurría 
y  suelto  el  caballo  que  montaba  Orozco;  que 
al  ver  esto  dispuso  no  pasar  enfrente  y  se  in- 
trodujo al  cafetal  para  salir  al  camino,  pero 
arriba  del  cantón  Chita  se  encontró  que  el 
Alcalde  Auxiliar  de  dicho  cantón  regresaba  a 
Felipe  de  León,  herido,  acompañado  de  Mejia 
a  quienes  conduela  a  la  Intendencia  Munici- 
pal de  la  población. 

RESULTA: 

Durante  el  plenario  se  produjeron  las  si- 
guientes diligencias:  a),  el  Juez  de  la.  Instan- 
cia de  Suchitepéquez  informó  que  en  el  Tribu- 
nal de  su  cargo  se  instruyó  proceso  contra  Fe- 
lipe Orozco  por  el  delito  de  lesiones  graves 
inferidas  a  José  Elias,  el  veintidós  de  septiem- 
bre de  mil  novecientos  treinta,  habiendo  sido 
condenado  a  cinco  años  de  prisión  correccio- 
nal; b),  informe  de  las  lesiones  sufridas  por 
Felipe  de  León  emitido  por  el  Hospital  Gene- 
ral de  Occidente.  Ingresó  a  dicho  estableci- 
miento a  curarse  dos  heridas  cortantes  en  la 
mano  derecha  y  en  el  epigastro,  las  que  se  in- 
fectaron; necesitaba  de  operación  para  suturar 
el  tendón  del  extensor  común  correspondiente 
al  dedo  medio,  pero  el  paciente  rehusó  la  pro- 
puesta de  esa  operación  y  le  quedó  impedi- 
mento funcional  para  el  dedo  medio  derecho; 
durante  treinta  dias  no  pudo  dedicarse  a  sus 
ocupaciones  habituales;  c),  Felipe  Orozco  in- 
gresó al  Hospital  de  Mazatenango  a  curarse 
una  herida  cortante  de  los  dedos  cuarto  y 
quinto  de  la  mano  derecha;  necesitó  cuarenta 
y  dos  dias  de  asistencia  facultativa,  quedán- 
dole impedimento  funcional  temporal  por  es- 
pacio de  dos  meses  más  o  menos;  d),  los  tes- 
tigos Marcelino  Pérez,  Benito  José  y  Teodoro 
Pérez,  propuestos  por  Felipe  de  León,  decla- 
raron acerca  de  la  honradez  y  buenos  antece- 
dentes de  éste;  e),  ampliación  del  informe  qui- 
rúrgico de  las  lesiones  que  sufrió  Felipe  de 
León,  en  que  manifiesta  el  cirujano  que  para 
que  la  deformidad  no  fuera  definitiva  podia 
practicarse  una  operación  después  de  un  tér- 
mino de  cuarenta  y  cinco  a  noventa  dias  para 
que  las  condiciones  de  infección  latente  hubie- 
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ran  desaparecido  y  asi  tener  la  máxima  pro- 
babilidad del  éxito  operatorio.  El  tiempo  que 
hubiera  tardado  es  de  treinta  días  más  suma- 
dos a  los  dos  términos  de  tiempo  anteriores 
ya  dichos;  pero  sin  poder  asegurar  el  desapa- 
recimiento de  la  deformidad  definitiva,  lo  que 
únicamente  podría  establecerse  en  vista  del 
éxito  operatorio:  f),  posiciones  que  articuló 
Felipe  de  León  a  Felipe  Orozco,  pretendiendo 
que  éste  confesara  haber  sido  el  único  agre- 
sor, sin  haber  logrado  su  propósito. 

RESULTA: 

Que  el  Juez  dictó  sentencia  el  tres  de  abril 
del  año  en  curso  en  que  declara  a  Orozco  res- 
ponsable de  las  lesiones  que  sufrió  de  León, 
por  lo  que  le  impone  la  pena  de  un  año  de  pri- 
sión correccional  aumentada  en  una  tercera 
parte  por  la  agravante  de  su  reincidencia,  con- 
mutable en  dos  terceras  partes  a  diez  centa- 
vos diarios;  y  por  falta  de  prueba  absuelve  a 
Felipe  de  León  y  lo  manda  a  poner  en  liber- 
tad bajo  fianza.  Considera  que  la  culpabilidad 
de  Orozco  está  probada  con  su  confesión  y  las 
declaraciones  de  Domingo  García  y  Vicente 
Mejía;  que  no  llegó  a  establecerse  la  culpa- 
bilidad de  Felipe  de  León  por  haberse  probado 
con  la  declaración  de  Vicente  Mejía  y  la  con- 
fesión del  reo  que  obró  en  legitima  defensa, 
confesión  calificada  que  debe  aceptarse  por  no 
haber  ninguna  prueba  en  contra  y  existir  prue- 
ba de  sus  buenos  antecedentes:  que  la  pena 
aplicable  a  Orozco  es  la  que  señala  el  artículo 
311  inciso  lo.  del  Código  Penal  y  no  la  que 
prescribe  el  inciso  2o.  del  articulo  309  porque 
aunque  en  el  informe  se  dice  que  a  de  León 
le  quedó  un  impedimento  funcional  en  el  dedo 
medio  de  la  mano  derecha,  eso  se  debió  a  que 
las  heridas  se  infectaron  y  más  que  todo  a  la 
oposición  del  paciente  a  que  se  le  practicara 
la  operación  del  caso,  por  lo  que  el  impedi- 
mento no  es  imputable  a  hecho  del  reo  Oroz- 
co, pero  la  pena  debe  aumentarse  en  una  ter- 
cera parte  por  la  circunstancia  de  su  reinsi- 
dencia. 

RESULTA: 

Que  apelada  la  sentencia,  la  causa  pasó  a 
la  Sala  4a.  de  Apelaciones.  El  Procurador  pi- 
dió el  nombramiento  de  procurador  específico 
para  uno  de  los  reos  quedando  él  con  la  de- 
fensa del  otro,  por  imputarse  entro  si  los  pro- 
cesados la  provocación  de  la  riña  de  la  que 
ambos  salieron  heridos.  El  Tribunal  resolvió 
que  quedara  a  su  cargo  la  defensa  de  Felipe 
Orozco  y  designó  procurador  especifico  de  Fe- 
lipe de  León  al  abogado  Carlos  .1.  Martínez  hi- 
jo.  El  procurador  oficial  dice  en  su  dictamen 


que  no  quedó  establecido  que  Orozco  fué  el 
provocador:  que  ambos  enjuiciados  declararon 
haber  obrado  en  legitima  defensa  y  que  sok> 
el  testigo  Mejia  confirma  la  aseveración  de 
de  León,  pues  el  otro  testigo  presencial  no  se 
dió  cuenta  del  principio  de  la  riña;  sus  res- 
pectivas confesiones  les  favorecen  para  reba- 
jarles una  tercera  parte  y  la  agravante  que 
le  resulta  a  Orozco  debe  quedar  compensada 
con  la  atenuante  de  su  confesión.  El  Fiscal 
dice  que  tomando  en  cuenta  la  limpia  conduc- 
ta de  de  León  y  la  pésima  conducta  anterior 
de  Orozco  y  las  demás  circunstancias  que  ro- 
dearon el  hecho,  debe  aceptarse  la  confesión 
de  de  León  en  lo  que  le  favorece,  pues  no  hay 
prueba  en  contra  de  la  calificación  y  al  con- 
trario si  la  hay  en  favor,  por  lo  que  concu- 
rriendo los  tres  requisitos  de  la  legitima  de- 
fensa procede  absolverlo:  que  Orozco  es  el  au- 
tor de  las  lesiones  de  de  León  y  procede  im- 
ponerle tres  años  de  prisión  por  haber  queda- 
do el  herido  inutilizado  del  dedo  medio  de  la 
mano  derecha  e  incapacitado  para  el  trabajo 
por  más  de  noventa  días,  aumentada  en  una 
tercera  parte  por  la  reincidencia  o  sean  cua- 
tro años;  que  la  infección  si  es  imputable  al 
hechor  pues  no  está  probado  que  el  paciente 
la  haya  causado  o  hubiera  dado  motivo;  que 
la  discusión  respecto  a  que  éste  no  permitió 
que  se  le  operara  la  mano  a  efecto  de  suturar- 
le el  tendón  del  dedo  medio  de  la  mano  dere- 
cha para  reducirlo,  atenuarle  o  quitarle  el  im- 
pedimento funcional  de  dicho  miembro,  está 
fuera  de  lugar  porque  con  esa  operación  o  sin 
ella,  el  ofendido  siempre  habría  taráado  más 
de  noventa  días  en  sanar.  Pidió  la  confirma- 
toria de  la  sentencia  con  la  reforma  de  que 
Orozco  debe  sufrir  cuatro  años  de  prisión  co- 
rreccional. 

La  sentencia  dictada  el  veintisiete  de  mayo 
del  año  en  curso  confirma  la  condenatoria  de 
Orozco  con  la  reforma  de  que  la  pena  es  de 
tres -años  de  prisión  correccional  aumentada 
en  una  tercera  parte;  la  revoca  en  cuanto  a 
de  León  a  quien  declara  autor  responsable  de 
las  lesiones  que  sufrió  Orozco  y  le  impone  dos 
años  de  prisión  correccional  rebajados  en  una 
tercera  parte  por  su  confesión  y  sus  buenos 
antecedentes,  conmutable  en  dos  torceras  par- 
tes a  diez  centavos  diarios.  Considera:  lo., 
que  no  está  probada  la  agresión  ilegitima,  el 
principio  la  lucha,  ni  quien  fué  el  primero  en 
agredir,  tampoco  la  falta  de  provocación  su- 
ficiente de  parte  de  de  León;  pues  la  decla- 
ración de  Mejia  solo  hace  semiplena  prueba 
y  tanto  por  esta  falta  de  prueba  como  porque 
hubo  riña,  no  cabe  aceptar  la  legitima  defen- 
sa; 2o.,  que  de  León  tardó  en  curarse  más  de 
noventa  üías,  quedándole  deformidad  y  de 
acuerdo  con  el  articulo  309,  inciso  3o.  Código 
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Penal,  Orozco  debe  sufrir  la  pena  de  tres  años 
de  prisión  aumentada  en  una  tercera  parte 
por  la  reincidencia,  sin  tomar  en  cuenta  su 
confesión  por  sus  malos  antecedentes  y  porque 
existen  contra  él  las  declaraciones  de  Garcia 
y  Mejía;  3o.,  que  de  León  es  responsable  de 
las  lesiones  que  sufrió  Orozco,  quien  según  el 
informe  médico,  tardó  en  curarse  más  de  trein- 
ta dias  y  menos  de  cuarenta,  sin  quedarle  de- 
formidad permanente,  por  lo  que  debe  purgar 
dos  años  de  prisión  correccional  rebajada  en 
una  tercera  parte  por  militar  en  su  favor  la 
atenuante  de  su  confesión,  la  declaración  de 
Mejia  que  corrobora  su  confesión  y  por  sus 
buenos  antecedentes,  debidamente  probados. 

RESULTA: 

Que  Felipe  Orozco  Velásquez,  con  auxilio  del 
abogado  Huberto  Castro  Conde,  introdujo  re- 
curso de  casación  por  violación  de  ley  citando 
los  articulos  309,  311  y  314  del  Código  Penal. 
Felipe  de  León,  con  el  auxilio  de  su  procura- 
dor especifico  abogado  José  Martínez,  tam- 
bién introdujo  recurso  de  casación  por  consi- 
derar infringido  en  la  sentencia  el  inciso  6o. 
del  articulo  21  del  Código  Penal.  Verificada 
la  vista  el  veintitrés  de  agosto  último,  sin  ale- 
gato de  las  partes,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  inciso  6o.  del  articulo  21  del  Código 
Penal,  citado  por  el  recurrente  Felipe  de  León, 
no  está  violado  en  la  sentencia,  pues  no  hay 
prueba  plena  de  que  Orozco  haya  sido  el  agre- 
sor, toda  vez  que  acerca  de  este  detalle  sólo 
se  encuentra  la  declaración  del  testigo  Vicen- 
te Mejia  y  aún  éste  es  sospechoso  de  parcia- 
lidad por  haber  declarado  en  favor  de  su  ami- 
go con  quien  se  embriagó  y  acompañaba  el 
día  de  autos;  tampoco  puede  aceptarse  la  con- 
fesión calificada  de  de  León  porque  estando 
establecida  la  riña  queda  excluida  la  legitima 
defensa,  como  lo  aprecia  la  Sala.  Artículos 
566,  571,  573  y  614  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  recurrente  Felipe  Orozco,  al  citar  los 
articulos  309  y  311  del  Código  Penal,  no  seña- 
ló el  inciso  de  cada  uno  que  consideraba  vio- 
lado, ya  que  se  trata  de  disposiciones  diferen- 
tes, motivo  por  el  cual  esta  Corte  no  entra  a 
examinarlos.  En  cuanto  al  articulo  314  del 
mismo  Código,  no  hay  violación  alguna  pues- 
to que  el  mismo  precepto  exceptúa  el  caso  de 
riña  o  pelea  entre  los  dos  que  es  el  que  mo- 
tivó la  condena  de  los  procesados.  Artículos 
68  Código  Penal. 


POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  en 
el  articulo  690  de  Procedimientos  Penales,  DE- 
SESTIMA los  recursos  interpuestos  y  condena 
a  cada  uno  de  los  reos  a  la  pena  adicional  de 
quince  días  de  prisión  conmutable  a  diez  cen- 
tavos diarios.  Notifiquese  y  con  certificación 
de  lo  resuelto  devuélvanse  los  antecedentes  al 
Tribunal  de  su  procedencia. 

Raj.  Ordónez  Solis.  —  José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  — 
Federico  O.  Salazar.  —  Max  Garcia  R.  —  Se- 
cretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  Víctor  Manuel  Mazariegos 
y  Dermidio  Argueta,  por  varios  delitos. 

DOCTRINA:  Incumbe  al  Tribunal  sentencia- 
dor, la  apreciación  de  las  presunciones  hu- 
manas, cuando  los  hechos  en  que  estas  se 
fundan,  están  debidamente  probados. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  diez 
de  Septiembre  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes,  la  sentencia  que  más 
adelante  se  relatará,  pronunciada  en  el  proce- 
so instruido  contra  Víctor  Manuel  Mazariegos 
y  Dermidio  Argueta  por  varios  delitos. 

RESULTA: 

Que  don  Humberto  Hernández  G.  Sindico 
Municipal  de  Salea já,  y  como  representante 
del  Ministerio  Público,  el  treinta  y  uno  de  Ma- 
yo de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  enta- 
bló acusación  ante  el  Juez  de  Paz  de  aquel  po- 
blado, contra  el  ex-Tesorero  del  Ayuntamiento 
del  mencionado  Municipio  por  las  anomalías 
encontradas  al  ser  practicado  un  arqueo  de 
caja  a  las  diez  horas  y  treinta  minutos,  del 
veintiséis  del  mes  y  año  que  se  dejan  ya  men- 
cionados. 

En  el  acta  respectiva,  consta:  lo.  que  el  re- 
ferido Tesorero  manifestó:  al  Contador  de  la 
Administración  de  Rentas  de  Quezaltenango 
don  Juan  M.  Cáceres  O.,  que  los  Libros  de  Con- 
tabilidad, inclusive  el  de  Caja,  los  tenia  en  la 
cabecera  Departamental,  en  casa  del  señor  Ri- 
cardo López,  y  el  efectivo  en  su  morada;  y 
habiéndole  concedido  permiso  para  que  fuera 
a  recogerlo,  presentó  comprobantes  del  Banco 
Central,  uno  fecha  veintitrés  de  Febrero  (1938), 
por  cincuenta  quetzales  y  otro  del  dos  de  Mar- 
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zo  de  ese  mismo  año,  por  cien  quetzales  y  en 
efectivo  la  cantidad  de  ciento  veintiocho  quet- 
zales {Q.128).  Después  de  llevarse  a  cabo  el 
arqueo  correspondiente  faltó  en  la  caja  la  su- 
ma de  un  quetzal,  diez  y  nueve  centavos;  2o., 
que  se  presentaron  de  una  manera  espontá- 
nea Julián  Caxaj  y  Florencio  Estrada,  expo- 
"  'endo  el  primero,  que  desde  el  mes  de  Febre- 
ro (1938),  tenia  en  su  poder  un  vale  por  nue- 
ve quetzales  noventa  centavos,  firmado  por 
el  Tesorero  de  la  susodicha  Corporación,  can- 
tidad que  devengó  trabajando  en  obras  muni- 
cipales, y  en  cuya  planilla  aparece  consigna- 
do, que  en  su  oportunidad,  fué  descargada  la 
suma  referida;  y  a  buena  cuenta  de  ese  vale 
recibió,  en  abonos  parciales,  la  cantidad  de 
cinco  quetzales,  cincuenta  centavos;  y  el  se- 
gundo de  los  sujetos  nombrados,  presentó  un 
vale  también  firmado  por  el  mismo  Tesorero 
por  la  cantidad  de  dos  quetzales  setenta  y  cin- 
co centavos,  y  dijo  que  de  esta  suma,  única- 
mente le  hablan  sido  pagados  cincuenta  cen- 
tavos. En  ambos  documentos  se  encuentra  el 
sello  de  la  oficina  referida;  y  3o.,  Mazariegos 
expuso:  que  los  Libros  los  tenía  en  Quezalte- 
nango  para  que  los  arreglara  el  señor  López 
por  no  considerarse  suficientemente  capacita- 
do para  llevarlos  personalmente;  que  el  di- 
nero desde  un  principio  lo  guardaba  en  su  casa 
por  falta  de  seguridad;  y  que  "el  saldo  en  su 
contra"  podía  reponerlo  en  el  acto.  Al  ser  in- 
terrogado Mazariegos  dijo:  que  "le  debía  a 
Julián  Caxaj  y  compañeros",  la  cantidad  de 
cuatro  quetzales  cuarenta  centavos,  pero  que 
ya  les  había  pagado. 

Continuada  la  pesquisa  por  el  Juez  Segun- 
do de  Primera  Instancia  de  Quezaltenango,  se 
examinó  a  Héctor  Morán  de  León,  quien  ex- 
puso: que  llegó  a  su  casa,  el  Regidor  Primero 
de  la  Municipalidad  de  Salcajá  don  Dermidio 
Argueta,  acompañado  del  Tesorero  de  dicha 
Corporación  don  Víctor  Manuel  Mazariegos  de 
León,  y  Argucia  le  suplicó  que  por  tener  nece- 
sidad de  hacer  unas  operaciones  en  la  Inten- 
dencia, le  facilitara  al  referido  Tesorero,  cien- 
to veintiocho  quetzales,  cantidad  que  le  devol- 
verían dentro  de  dos  horas;  que  al  principio 
se  negó,  pero  como  el  señor  Argueta  le  repitió 
que  le  devolverían  su  dinero  dentro  del  tér- 
mino ya  expresado,  accedió  a  ello,  entregán- 
dole a  Mazariegos  ciento  veinticinco  quetza- 
les; y  Mazariegos,  le  manifestó  también,  que 
cuando  tuviera  que  hacer  remisiones  por  pa- 
gos de  la  patente  de  su  farmacia,  podía  efec- 
tuarlo por  conducto  de  la  Tesorería  que  estaba 
a  su  cargo,  por  este  motivo  lo  entregó  a  don 
Víctor  Manuel,  sois  quetzales,  correspondien- 
tes a  su  cuota  por  los  meses  de  Abril,  Mayo 
y  Junio  de  ese  mismo  año  (19.38),  y  como  Ma 
zariegos  no  le  expidió  recibo  alguno  ni  se  lo 


enviaron  de  esta  Capital  (Guatemala),  se  diri- 
gió al  Director  de  Sanidad,  manifestándole 
que  ya  le  había  pagado  al  Tesorero;  que  Ar- 
gueta, más  tarde,  le  refirió  que  de  la  Direc- 
ción General  de  Sanidad  habian  preguntado  la 
fecha,  y  el  número  del  oficio  por  medio  del 
cual  el  Tesorero  había  hecho  la  remesa  respec- 
tiva, y  que  entonces,  Mazariegos  negó  haber 
recibido  ese  dinero  para  efectuar  los  pagos 
del  dicente;  que  como  transcurrieron  varios 
días  sin  que  cumpliera  lo  prometido,  y  solo  le 
engañaban,  decidió  comunicar  al  Jefe  Político 
lo  sucedido.  Y  que  se  constituía  acusador  de 
Mazariegos  por  los  hechos  relacionados. 

Fué  interrogado  nuevamente  Mazariegos,  y 
dijo  lo  siguiente:  que  guardaba  en  su  bolsillo 
el  dinero  para  efectuar  los  pequeños  pagos, 
y  por  esta  razón  había  faltado  un  quetzal  y 
diez  y  nueve  centavos;  que  no  tuvo  tiempo  de 
hacer  los  recibos  del  talonario,  formulario 
IB.,  que  debían  ser  remitidos  al  Tribunal  de 
Cuentas,  y  por  un  olvido  no  consignó  en  el  nú- 
mero doscientos  noventa  mil  cuatrocientos  no- 
venta, el  valor  de  un  quetzal,  que  Juana  Fe- 
lipa Rosales  había  cubierto  por  el  alquiler  de 
un  local  de  la  Municipalidad;  pero  que  tres 
horas  después  de  haberse  retirado  el  Contador 
de  la  Administración  de  Rentas,  y  cuando  ya 
no  desempeñaba  el  cargo  de  Tesorero,  hizo  la 
operación  correspondiente  por  haberlo  entre- 
gado el  Intendente  el  libro  y  los  talonarios 
para  que  arreglara  sus  cuentas;  que  guardó 
el  dinero  para  pagarle  a  Caxaj  por  abonos, 
porque  asi  se  lo  indicó  éste,  y  cuando  se  prac- 
ticó el  corte  de  caja,  dicho  individuo  ya  había 
recibido  cinco  quetzales  cincuenta  centavos,  y 
ese  día  después  de  terminada  la  referida  ope- 
ración le  pagó  el  resto;  que  Estrada  no  quiso 
recibir  la  cantidad  expresada  en  el  vale,  pero 
a  la  señora  de  aquel  sujeto,  le  dió  primera- 
mente cincuenta  centavos,  después  le  hizo  dos 
abonos  de  veinticinco  centavos,  y  pagó  lo  de- 
más, cuando  ya  había  sido  levantada  el  acta 
de  entrega  de  la  Tesorería  Municipal;  y  que 
para  mayor  seguridad,  había  guardado  el  di- 
nero en  su  morada. 

Tomada  declaración  a  Dermidio  Argueta  di- 
jo: que  había  llegado  a  su  morada  Víctor  Ma- 
nuel Mazariegos  a  manifestarle  que  le  hacía 
falta  dinero  para  ajustar  una  cuenta  y  que  lo 
acompañara  a  casa  de  Héctor  Morán,  se  diri- 
gieron a  la  mencionada  casa,  y  ahí,  Mazarie- 
gos manifestó  a  dicho  señor  que  lo  diera  pres- 
tado "un  poquito  do  dinero  que  le  hacía  falla, 
para  dos  horas".  Morán  respondió,  que  con 
mucho  gusto,  y  que  fuera  a  la  farmacia.  Es- 
tando en  este  lugar,  Mazariegos  le  dijo  que 
necesitaba  ciento  veintiocho  quetzales,  poro 
habiéndose  encontrado  en  esos  momentos  en 
su  bolsillo,  tres  quetzales  le  manifestó  que 
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únicamente  necesitaba  ciento  veinticinco,  can- 
tidad que  Morán  le  entregó  a  Mazariegos,  con- 
tándosela en  presencia  del  dicente,  y  no  le 
exigió  recibo,  y  supone  que  Mazariegos  se  íué 
a  la  Intendencia  llevando  consigo  la  suma 
mencionada;  que  más  tarde,  el  interrogado  se 
dirigió  a  la  Municipalidad,  y  entonces  al  ver 
que  glosaba  las  cuentas  de  la  Tesorería,  el 
Contador  de  la  Administración  de  Rentas,  su- 
puso que  esa  cantidad  la  necesitaba  Mazarie- 
gos para  reponer  alguna  suma  que  le  habia 
faltado  en  la  precitada  oficina. 

Interrogado  Victor  Manuel  Mazariegos  acer- 
ca de  lo  expuesto  por  Morán  y  Argueta,  negó 
todo  lo  que. afirmaron  éstos  señores  en  sus  res- 
pectivas declaraciones.  Los  careos  practica- 
dos entre  Morán  de  León  y  Argueta;  entre  éste 
y  Mazariegos;  y  entre  el  último  y  Morán  de 
León,  dieron  el  resultado  siguiente:  en  el  pri- 
mero, los  careados  se  pusieron  de  acuerdo  en 
los  puntos  que  a  continuación  se  expresan:  a), 
que  Argueta  suplicó  a  Morán  de  León  facili- 
tarle a  Víctor  Manuel  Mazariegos  ciento  vein- 
tiocho quetzales,  pero  ese  préstamo  era  para 
el  Tesorero  señor  Mazariegos  y  no  para  usar- 
lo en  operaciones  de  la  Municipalidad;  b),  que 
Argueta  y  Mazariegos  le  ofrecieron  a  Morán 
de  León  devolverle  su  dinero  dentro  de  dos  ho- 
ras; c),  que  Morán  le  dijo  a  Argueta  que  él 
daria  la  cantidad  de  ciento  veinticinco  quet- 
zales, siempre  que  se  cumpliera  con  devolvér- 
sela dentro  del  precitado  término;  d),  y  la 
mencionada  suma  le  fué  entregada  al  Teso- 
rero Victor  Manuel  Mazariegos  en  atención  a 
la  súplica  que  Argueta  hizo  a  Morán.  Y  en  el 
segundo  y  tercero  de  los  careos  susodichos,  no 
fué  posible  lograr  que  se  pusieran  de  acuerdo 
las  personas  mencionadas  en  tales  diligencias. 

Héctor  Morán  de  León  se  presentó  ante  el 
Juez  con  el  objeto  de  ampliar  su  declaración; 
y  dijo,  entre  otras  cosas,  lo  siguiente:  que  se 
presentó  a  la  Intendencia  a  reclamar  a  Víctor 
Manuel  Mazariegos  los  ciento  veinticinco  quet- 
zales que  le  habia  dado  en  calidad  de  présta- 
mo, y  Mazariegos  en  presencia  del  Sindico  Mu- 
nicipal don  Humberto  Hernández  manifestó: 
que  al  levantarse  el  acta  pagaría  la  referida 
suma,  pues  a  él  le  debían  ciento  cincuenta  quet- 
zales de  sueldos  retrasados,  y  al  cubrirle  dicha 
suma,  cancelaría  su  deuda;  que  los  albañiles 
José  N.  y  Pedro  N.,  quienes  en  aquella  ocasión 
trabajaban  en  la  casa  del  dicente,  se  dieron 
cuenta  cuando  llegaron  Dermidio  Argueta  y  el 
señor  Mazariegos  a  su  casa;  que  por  la  con- 
fianza que  tenía  a  dichas  personas  no  les  exi- 
gió recibo  alguno;  y  que  a  Víctor  Manuel  le 
dió  la  cantidad  tantas  veces  mencionada  en  bi- 
lletes completamente  nuevos,  cinco  del  valor 
de  diez  quetzales  cada  uno  y  el  resto  en  bille- 
tes de  cinco  quetzales. 


El  Juez  Municipal  de  Salcajá  practicó  una 
nueva  inspección  en  los  Libros  de  Contabilidad 
del  Ayuntamiento  de  aquel  poblado  c  hizo  cons- 
tar, entre  otras  cosas,  lo  siguiente:  lo.,  que  el 
Tesorero  señor  J.  León  Sotovando  puso  a  la 
vista  el  Libro  de  Caja,  y  examinadas  las  cuen- 
tas de  Enero  a  Mayo  (1938),  no  aparecieron 
nuevas  cantidades  defraudadas,  estableciendo 
que  si  fueron  operadas  las  sumas  de  nueve 
quetzales  noventa  centavos  (Q.9.90)  asi:  en  el 
mes  de  Abril  (1938),  al  folio  ochenta  y  siete  del 
mencionado  Libro  y  bajo  la  partida  número 
catorce  se  consignó  que  fué  descargada  la 
mencionada  cantidad;  2o.,  los  cinco  quetzales 
cincuenta  centavos  de  Gaudencio  o  Florencio 
Estrada  fueron  descargados  asi:  al  folio  seten- 
ta, apaíece  la  suma  de  tres  quetzales  pagados 
por  su  sueldo  correspondiente  a  los  meses  de 
Octubre  y  Noviembre  (1937);  y  al  folio  seten- 
ta y  siete  están  descargados  un  quetzal  cin- 
cuenta centavos  por  su  sueldo  de  Diciembre 
(1937)  completándose  cuatro  quetzales  cincuen- 
ta centavos,  no  apareciendo  en  consecuencia 
completa,  la  cantidad  de  cinco  quetzales  cin- 
cuenta centavos.  Los  primeros  nueve  quetza- 
les noventa  centavos  se  refieren  a  trabajos 
efectuados  en  Obras  Municipales  por  Julián 
Caxaj;  3o.,  en  el  Libro  de  Caja  de  la  Recepto- 
ría de  Sanidad  consta  que  fueron  remitidas  a 
la  Tesorería  General  de  esta  Institución,  las 
sumas  siguientes:  en  el  mes  de  Enero  (1938), 
nueve  quetzales,  en  Febrero  y  Abril  del  mismo 
año,  treinta  y  siete  quetzales,  treinta  centavos 
y  medio,  y  seis  quetzales,  respectivamente;  y 
4o.,  según  consta  en  la  certificación  del  oficio 
fecha  cuatro  de  Junio  (1938),  dirigido  por  el 
Administrador  de  Correos  de  Salcajá  al  In- 
tendente Municipal  de  dicha  población,  fué  re- 
mitida por  la  mencionada  Receptoría  la  canti- 
dad de  setenta  y  cinco  quetzales,  treinta  y  cin- 
co centavos  y  medio  al  Tesorero  General  de 
Sanidad. 

Practicada  una  inspección  ocular  en  la  Te- 
sorería, el  Intendente  don  José  Arnulfo  do 
León  González  informó  que  después  de  haber 
sido  levantada  el  acta  por  medio  de  la  cual  en- 
tregó la  Tesorería  el  señor  Mazariegos  remitió 
los  fondos  de  Ornato  a  la  sucursal  del  Banco 
Central  en  Quezaltenango,  remesa  qúe  ascen- 
dió a  la  suma  de  ciento  treinta  y  un  quetza- 
les, y  por  no  haber  prestado  mucha  atención 
no  podía  expresar  el  valor  de  los  billetes  que 
fueron  remitidos;  que  probablemente  el  Comi- 
sario de  la  Policía  Felipe  Rodríguez  y  Agus- 
tín Ovalle,  que  llevaron  ese  dinero  estarían 
enterados  de  los  valores  de  tales  billetes;  y 
además,  el  referido  ex-Tesorero  remitió  vein- 
titrés quetzales  cinco  centavos  por  cuenta  de 
Sanidad,  cantidad  que  no  había  glosado. 
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Tomada  declaración  a  Felipe  Rodríguez  Mén- 
dez, Comisarío  de  Policía  de  Salcajá,  Agustín 
Ovalle,  fiel  del  mercado  Municipal,  José  Ar- 
nulfo  de  León,  Intendente  de  dicho  poblado,  Jo- 
sé León  Sotovando,  José  López  Yax,  Pedro 
.Cayax,  José  Humberto  Hernández  Gramajo  y 
Gaudencio  (y  no  Florencio  como  aparece  al 
principio)  Estrada  expusieron:  Rodríguez  Mén- 
dez y  Ovalle,  que  el  treinta  de  Mayo  (1938), 
entregaron  en  la  sucursal  del  Banco  Central 
de  Guatemala  en  Quezaltenango,  la  suma  de 
ciento  treinta  y  un  quetzales,  de  orden  del  In- 
tendente Municipal  de  Salcajá;  que  en  esa 
cantidad  había  un  billete  por  valor  de  veinte 
quetzales,  uno  de  un  quetzal,  varios  de  diez, 
y  el  resto  de  cinco  quetzales,  y  todos  los  bille- 
tes eran  nuevos,  de  León  dijo;  que  en  la  In- 
tendencia no  hay  seguridad  alguna  para  guar- 
dar el  dinero  de  la  Tesorería;  el  escritorio  del 
Tesorero  es  un  mueble  de  pino  muy  viejo  e 
inseguro,  pues  tiene  unos  candados  con  argo- 
llas que  pueden  abrirse  con  suma  facilidad; 
y  se  enteró  por  el  acta  levantada,  al  practicar 
un  arqueo  de  caja  el  Contador  de  la  Adminis- 
tración de  Rentas  de  Quezaltenango,  que  el 
señor  Mazariegos  tenía  el  dinero  de  la  Tesore- 
ría, según  parece  en  su  casa  de  habitación; 
que  mensualmente  ha  hecho  el  arqueo,  al  fi- 
nal de  cada  mes,  el  último  lo  efectuó  el  trein- 
ta de  Abril  (1938)  y  en  esa  ocasión,  encontró 
los  Libros  y  el  dinero  "de  conformidad",  y  si  en 
Mayo,  no  había  verificado  el  corte  de  Caja, 
fué  porque  tenía  el  propósito  de  llevarlo  a  cabo 
el  día  treinta  y  uno  de  dicho  mes;  pero  en  vis- 
ta del  acta  mencionada,  se  hizo  un  nuevo  corte 
de  caja  por  parte  de  la  Municipalidad,  el  vein- 
ticinco de  "Mayo",  estando  "el  dinero"  de 
acuerdo  "con  los  Libros",  a  causa  de  que  des- 
pués de  haber  hecho  el  referido  Contador,  la 
operación  correspondiente,  Mazariegos  arregló 
los  Libros  susodichos,  y  como  supo  el  dicente 
que  estaban  en  poder  de  un  señor  López,  or- 
denó al  Tesorero  que,  inmediatamente  los  en- 
tregara a  la  Municipalidad;  y  que  el  corte  de 
Caja  que  él  (de  León)  efectuó,  fué  con  el  ob- 
jeto de  entregar  ese  mismo  día  la  oficina  a 
don  José  León  Sotovando,  persona  nombrada 
por  la  Municipalidad,  para  desempeñar  inte- 
rinamente, el  cargo  de  Tesorero  de  aquel 
Ayuntamiento.  Sotovando  dijo:  que  única- 
mente tenía  en  caja  documentos  por  valor  de 
quince  quetzales,  pues  el  efectivo  que  existia 
cuando  Mazariegos  entregó  la  oficina,  lo  reci- 
bió el  Intendente  Municipal,  quien  dispuso  en- 
viarlo a  la  agencia  del  Banco  Central  de  Gua- 
temala en  Quezaltenango.  López  Yax,  y  Ca- 
yax declararon:  que  a  fines  del  mes  de  Mayo 
(1938),  se  encontraban  repellando  las  paredes 
de  unas  habitaciones,  en  la  casa  del  señor  Héc- 
tor Moran,  cuando  entre  las  nueve  y  las  diez 


horas,  llegaron  los  señores  Dermidio  Argueta 
y  Víctor  Manuel  Mazariegos;  que  al  verlos  el 
señor  Morán  dejó  de  hablar  con  López  Yax  y 
se  dirigió  a  su  encuentro,  pero  ignoran  de  qué 
trataron,  pues  enseguida  todos  se  fueron  a  la 
farmacia  de  don  Héctor;  que  Mazariegos  esta- 
ba con  la  cabeza  descubierta  y  Argueta  iba  con 
sombrero.  Y  López  Yax,  agregó  que  la  pri- 
mera de  dichas  personas  vestía  de  gris  obscu- 
ro, y  la  segunda  llevaba  un  traje  negro.  Her- 
nández Gramajo:  expuso  haber  estado  el  trein- 
ta de  Mayo  (1938),  en  la  Intendencia  Munici- 
pal en  donde  también  se  encontraban  Dermi- 
dio Argueta  y  Víctor  Manuel  Mazariegos,  pero 
no  habló  con  ellos,  y  al  llegar  don  Héctor  Mo- 
rán él  (Hernández  Gramajo)  se  retiró  de  ese 
despacho.  Estrada  dijo:  que  en  una  fecha  que 
no  recordaba,  le  ordenó  a  su  mujer  Rosario 
Rodas  que  fuera  a  cobrar  sus  sueldos  corres- 
pondientes a  los  meses  de  Octubre,  Noviembre 
y  Diciembre  del  año  anterior  (1937),  y  cuando 
su  señora  regresó,  le  llevó  un  vale  por  valor 
de  cuatro  quetzales  y  un  abono  de  cincuenta 
centavos  que  había  hecho  el  Tesorero  Víctor 
Manuel  Mazariegos,  mas  tarde,  este  señor  efec- 
tuó varios  abonos,  y  terminó  de  pagarle,  el 
vale  mencionado,  dos  o  tres  días  después  de 
haber  llegado,  el  Contador  de  Glosa,  a  revisar- 
le sus  cuentas;  que  ignora  por  qué  motivo  el 
señor  Mazariegos  había  procedido  en  aquella 
forma,  pues  él  (Estrada)  necesitaba  del  dine- 
ro para  su  alimentación.  Víctor  Manuel  Ma- 
zariegos solamente  manifestó  su  conformidad 
con  el  cargo  que  se  le  formuló  por  malversa- 
ción de  caudales  públicos. 

Que  durante  el  plenario  se  practicaron  las 
diligencias  siguientes:  a),  Dermidio  Argueta  so- 
licitó ampliar  su  declaración,  y  al  comparecer 
a  verificarlo  dijo:  que  Víctor  Manuel  Mazarie- 
gos mandó  a  Juan  Balbino  V'ásquez  a  casa  de 
José  Humberto  Hernández  a  pedirle  prestado 
el  dinero  que  le  faltaba,  pero  Vásquez  no  en- 
contró a  Hernández;  que  Elfego  Mazariegos 
y  José  León  Rodas  hicieron  idéntica  solicitud 
al  señor  Alfonso  Tobar,  quien  les  negó  el  di- 
nero, porque  no  le  garantizaron  su  devolución, 
y  don  L.  Ramiro  Arango  también  les  contestó 
en  sentido  negativo  su  mencionada  petición; 
que  cuando  estaba  Mazariegos  en  la  cárcel, 
le  refirió  a  José  Ernesto  Tobar,  Rubén  Sepúlve- 
da  y  a  otras  personas  más,  que  había  recibido 
el  dinero  que  aseguraba  Moran  haberle  dado 
prestado,  y  gastó  cuarenta  quetzales  tomando 
licores  muy  finos  con  motivo  de  la  inaugura- 
ción del  alumbrado  eléctrico,  dinero  que  subs- 
trajo de  los  fondos  de  la  Tesorería  Municipal: 
b),  se  tomó  declaración  a  Longino  Ramírez 
Arango,  Humberto  Hernández,  Alfonso  Tobar, 
Rubén  Sepúlveda  y  José  Ernesto  Tobar  quie- 
nes expusieron  lo  siguiente:  Arango  y  Hernán- 
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dez  declararon  acerca  de  los  buenos  antece- 
dentes de  Dermldio  Argueta.  Tobar  dijo:  que 
el  veintisiete  de  Mayo  (1938)  llegó  a  su  mora- 
da Elfego  Mazariegos  acompañado  de  José 
Rodas  a  pedirle  prestados  veinticinco  quetza- 
les de  parte  de  su  hermano  Victor  Manuel  Ma- 
zariegos, pero  no  se  los  dió,  a  causa  de  que  no 
tenia  dinero.  Y  Sepúlveda  y  Tobar  (José  Er- 
nesto) negaron  haber  oído  las  especies  que 
Argueta  relata  en  su  declaración. 

Se  acumularon  a  esta  causa,  las  diligencias 
seguidas  contra  el  ex  Receptor  de  Sanidad  de 
Salcajá  Víctor  Manuel  Mazariegos,  sobre  ave- 
riguar el  monto  de  los  impuestos  que  dejó  de 
remitir  a  la  Tesorería  General  de  Sanidad  Pú- 
blica. Tomada  declaración  a  Mazariegos  acer- 
ca  de  estos  hechos  dijo:  que  habla  dejado  de 
remitir  a  la  mencionada  oficina,  la  suma  de 
quince  quetzales  trece  centavos  y  medio  por 
valor  de  los  impuestos  que  pagaron  muchas 
personas  de  aquel  poblado  y  que  no  podia  de- 
tallar, pero  ese  dinero,  según  lo  demostraba 
con  el  comprobante  expedido  por  el  "Correo" 
lo  depositó  en  dichas  oficinas  con  destino  al 
Tesorero  de  Sanidad  Pública;  y  ya  con  esa  can- 
tidad, "no  quedaba  por  remitir"  a  la  mencio- 
nada Tesorería  suma  alguna  correspondiente 
a  los  impuestos  sanitarios,  lo  cual  podía  com- 
probarse examinando  el  "Especial  de  Caja" 
llevado  en  la  oficina  de  Salcajá  o  en  las  copias 
enviadas  a  la  Administración  de  Rentas  De- 
partamental. Interrogado  Mazariegos  por  el 
Juez  Segundo  de  Primera  Instancia  Departa- 
mental expuso:  que  reconocía  el  contenido  de 
la  copia  correspondiente  a  la  carta  que  el  cin- 
co de  Agosto  (1938),  dirigió  al  Terosero  Gene- 
ral de  Sanidad  remitiéndole  quince  quetzales 
saldo  que  aparecía  en  su  contra  en  la  Recepto- 
ría de  Salcajá;  que  esa  cantidad  la  percibió 
por  "matriculas  y  pagos  trimestrales",  y  por 
un  olvido  no  hizo  tales  entregas  en  su  oportu- 
nidad. Entre  los  oficias  que  se  agregaron  a 
las  actuaciones  se  encuentra  el  del  catorce  de 
Noviembre  (1938),  en  que  consta:  que  las  can- 
tidades de  nueve  quetzales  y  seis  quetzales, 
correspondientes  al  pago  de  la  matricula  del 
primero  y  segundo  trimesti'es  de  la  farmacia 
de  segunda  clase  del  señor  Ricardo  Mazarie- 
gos, fueron  recibidas  en  la  Tesorería  mencio- 
nada dentro  del  término  de  ley,  pues  la  prime- 
ra remesa  llegó,  el  veinticuatro  de  Enero 
(1938),  y  la  segunda,  el  nueve  de  Mayo  de  ese 
mismo  año. 

En  la  revisión  de  los  Libros  de  Contabili- 
dad de  la  Tesorería  de  Salcajá,  el  Juez  de  esta 
población  hizo  constar,  entre  otras  cosas,  que 
había  desaparecido  un  Libro  de  Caja  que  co- 
rresponde al  lapso  comprendido  entre  el  trein- 
ta y  uno  de  Agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y  seis  y  el  diez   de  Junio  de  mil  novecientos 


treinta  y  siete,  durante  el  tiempo  que  Víctor 
Manuel  Mazariegos  tuvo  a  su  cargo  aquella 
oficina,  y  don  Arnulfo  de  León  desempeñó  la 
Intendencia  Municipal. 

El  Juez  menor  de  Salcajá  a  los  diez  y  siete 
días  del  mes  de  Marzo  (1939),  levantó  un  acta 
en  la  cual  se  hicieron  constar  las  irregulari 
dades  encontradas  en  el  Libro  de  Caja  abierto 
el  diez  y  siete  de  Junio  1937),  y  que  llevó  el 
Tesorero  Javier  Pérez  Díaz  anomalías  que  con- 
sisten en  borrones,  manchas  de  tinta,  enmien- 
das, partidas  tachadas,  sobre  las  sumas  del 
Haber,  al  folio  ciento  sesenta  y  dos,  estaba  pe- 
gada una  tira  de  papel  y  fueron  encontrados 
varios  asientos  "sin  especificación  de  formu- 
larios legales. 

Se  tomó  declaración  a  José  Tránsito  Soto  de 
León,  Manuela  Tziquitzal,  Estanislao  Rodas, 
Tranquilino  Saloj  y  Julia  Rodas,  quienes  ma- 
nifestaron: de  León,  la  Tziquitzal,  Rodas,  Sa- 
loj, la  Rodas  (Julia)  que  habían  pagado  al  Te- 
sorero Municipal  de  Salcajá,  las  cantidades 
que  cada  una  de  dichas  personas  consignó  en 
su  respectiva  declaración,  pero  que  el  referido 
Tesorero  no  les  extendió  el  -recibo  correspon- 
diente. María  Hernández  y  Balbino  Ovalle  al 
ser  examinados  dijeron:  la  primera,  que  su 
marido  pagó  en  la  Tesorería  Municipal  vein- 
ticinco centavos  de  quetzal  por  "destazar  un 
cerdo",  y  perdió  el  "papel"  que  ahí  le  dieron, 
a  consecuencia  de  haberse  embriagado.  El  se- 
gundo, expuso:  que  pagó  un  quetzal  por  valor 
de  una  multa  que  se  le  impuso,  cantidad  que 
entregó  al  Secretario  Municipal  don  Lucas 
Aguílar,  de  orden  del  señor  Belizario  Maldo- 
nado,  pero  no  se  dió  cuenta  si  el  mencionado 
Secretario  pasó  ese  dinero  a  la  Tesorería,  y 
en  un  pedazo  de  papel  le  extendió  don  Lucas, 
un  recibo  provisional,  y  a  causa  de  que  no 
permanece  en  Salcajá  no  se  dió  cuenta  si  el 
recibo  "legalizado"  se  lo  entregaron  a  su  se- 
ñora, y  que,  el  mencionado  anteriormente,  lo 
extravió. 

Fueron  agregadas  a  la  causa:  a),  el  acta  nú- 
mero sesenta  y  dos,  levantada  en  Salcajá,  a 
los  diez  y  nueve  días  del  mes  de  Julio  de  mil 
novecientos  treinta  y  siete,  en  la  que  consta, 
la  entrega  de  la  Tesorería  Municipal  y  de  Sa- 
nidad hecha  por  don  Ricardo  Mazariegos,  quien 
la  servía  interinamente,  a  don  Víctor  Manuel 
Mazariegos  y  que  al  ser  efectuada  esa  entre- 
ga, el  primero  de  dichos  señores  recibió,  en- 
tre otras  cosas,  y  Libros,  un  Libro  de  Caja 
en  uso  de  la  Receptoría  de  Sanidad,  tres  Li- 
bros de  Caja  correspondientes  a  los  años  de 
mil  novecientos  treinta  y  tres  a  mil  novecien- 
tos treinta  y  siete  y  un  Libro  de  Caja  en  uso; 
y  b),  en  el  acta  número  ciento  doce,  levantada 
el  veintiséis  de  Mayo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  ocho,  consta  que,  el  Intendente  Municipal 
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don  J.  Arnulfo  de  León  G.  hizo  entrega  al  se- 
ñor José  León  Sotovando  de  la  Tesorería  Mu- 
nicipal, habiéndose  consignado  entre  otras  co- 
sas, que  solamente  se  lleva  en  dicha  oficina, 
el  Libro  de  Caja  y  hacen  falta  los  Libros  Au- 
xiliares. Interrogados  Victor  Manuel  Maza- 
riegos  y  Javier  Pérez  Díaz  expusieron  el  pri- 
mero, que  no  recordaba  cuantos  Libros  de  Ca- 
ja le  entregaron,  "yero  que  si  eran  bastantes" ; 
que  entregó  el  Libro  de  Caja  que  estaba  en 
uso,  y  todos  los  demás  "llenos";  que  el  Libro 
de  Caja  que  contiene  las  operaciones  asenta- 
das del  treinta  y  uno  de  Agosto  de  "mil  nove- 
cientos treinta"  al  diez  de  Junio  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  siete  se  lo  entregó  al  señor 
Sotovando;  y  que  no  ha  extraviado  ningún  Li- 
bro. Posteriormente,  Mazariegos  amplió  su 
indagatoria  manifestando:  que  al  hacer  entre- 
ga de  la  Tesorería  al  señor  Sotovando,  lo  ve- 
rificó de  conformidad  con  los  Inventarios  y  en 
la  forma  que  el  declarante  recibió  de  don  Ri- 
cardo Mazariegos;  que  no  entregó  Libros  Au- 
xiliares, Diario,  Talonarios,  Inventarios  y  Ma- 
yor, porque  no  se  usaban,  como  podían  infoi'- 
marlo  los  ex-Tesoreros  Municipales,  señores 
Mazariegos  (Ricardo),  Valdez  y  Argueta.  El 
segundo  expuso:  que  el  reparo  de  catorce  quet- 
zales cincuenta  centavos  que  le  hizo  la  Admi- 
nistración de  Rentas  fué,  porque  carecía  de 
Talonarios  para  extender  los  recibos  corres- 
pondientes, a  las  personas  que  efectuaban  pa- 
gos en  la  Tesorería  que  tuvo  a  su  cargo. 

Tomada  declaración  a  Ricardo  Mazariegos, 
Julio  Máximo  Valdez,  Dermidio  Argueta  y  Jo- 
sé León  Sotovando  expusieron:  Mazariegos, 
que  cuando  hizo  entrega  de  la  Tesorería  Muni- 
cipal de  Salcajá  a  Victor  Manuel  Mazariegos, 
personalmente,  y  uno  por  uno,  le  entregó  tres 
Libros  de  Caja  "llenos  y  uno  en  blanco",  un 
Diario,  en  blanco,  uno  de  Conocimientos,  uno 
de  Contribución  de  Ornato  "leño",  y  otro  en 
uso,  un  Libro  de  Inventarios,  en  uso,  uno  del 
movimiento  de  Talonarios,  en  uso,  uno  de  cuen- 
tas de  Telares  y  un  Mayor,  y  en  globo  quince 
Libros  de  Caja  llenos  correspondientes  a  los 
años  anteriores;  y  presentaba  una  copia  de 
todo  lo  que  había  entregado  a  dicho  señor. 
Valdez  dijo:  que  fué  Tesorero  do  la  Municipa- 
lidad de  Salcajá  y  llevó  Libros  Auxiliares,  Dia- 
rio, Talonarios,  Inventarios  y  Mayor,  todo  lo 
cual  entregó  a  don  Ricardo  Mazariegos  y  cuan- 
do hubo  necesidad  operó  en  estos  Libros.  Ar- 
gueta corroboró  lo  manifestado  por  Valdez.  Y 
Sotovando  expuso:  que  cuando  se  le  hizo  entre- 
ga de  la  mencionada  Tesorería  únicamente  re- 
cibió dos  Libros  de  Caja  llenos  y  uno  en  uso, 
pero  que  no  le  entregaron  el  de  Inventarios, 
el  Diario,  Mayor,  ni  Talonarios,  y  tuvo  necesi- 
dad de  comprarlos  pero  no  asentó  ninguna  ope- 
ración, porque  ol  principal  que  era  el  Libro  de 


Inventarios  estaba  en  la  Jefatura  Política,  y 
además,  por  haber  tenido  que  hacer  entrega 
de  aquella  oficina  al  señor  Javier  Pérez  Díaz. 
En  el  careo  practicado  entre  los  señores  Ma- 
zariegos, don  Víctor  Manuel  expuso:  que  se 
ponía  de  acuerdo  con  su  careado  en  que  es 
cierto  que  había  recibido  la  Tesorería  en  la 
forma  indicada  por  don  Ricardo,  quien  le  en- 
tregó los  Libros  mencionados  en  la  certifica- 
ción presentada  por  este  señor;  y  si  anterior- 
mente dijo  que  no  se  los  habían  entregado, 
fué  porque  no  consignó  en  aquellos  operación 
alguna. 

El  Juez  Segundo  de  Primera  Instancia  del 
Departamento  de  Quezaltenango  dando  fin  a 
la  causa,  declaró:  a),  que  Victor  Manuel  Ma- 
zariegos es  autor  de  los  delitos  siguientes:  lo., 
malversación  de  caudales  públicos  y  por  éste 
hecho  delictuoso  le  impuso  nueve  meses  de 
arresto  mayor;  2o.,  múltiples  estafas  en  las 
que  fueron  damnificados  Julián  Caxaj,  Flo- 
rencio o  Gaudencío  Estrada  y  Héctor  Morán 
de  León,  delitos  por  los  cuales  le  impuso  seis 
meses  de  arresto  mayor  por  cada  uno  de  los 
dos  primeros  y  dos  años  de  prisión  correctiva 
por  la  última  infracción  penal;  3o.,  que  es  au- 
tor de  infidelidad  en  la  custodia  de  documen- 
tos por  lo  que  le  infligió  seis  meses  de  arresto 
mayor,  penas  que  se  le  aplicaron  sin  modifi- 
cación por  no  haber  atenuantes  ni  agravan- 
tes que  considerar;  b),  que  Dermidio  Argueta 
es  autor  del  delito  de  estafa,  y  por  dicha  in- 
fracción lo  condenó  a  sufrir  un  año  cuatro 
meses  de  prisión  correccional  hecha  la  rebaja 
correspondiente  por  la  atenuante  de  su  confe- 
sión. Permite  a  los  reos  conmutar  las  dos  ter- 
ceras partes  de  las  penas  de  prisión  correc- 
cional, y  en  cuanto  a  las  de  arresto  mayor  que 
corresponden  a  Mazariegos,  en  su  totalidad, 
todas  a  razón  de  diez  centavos  de  quetzal  dia- 
rios, previo  pago  o  afianzamiento  de  las  res- 
ponsabilidades civiles  a  las  que  quedan  afec- 
tos; por  su  notoria  pobreza  los  exonera  de  la 
reposición  del  papel  empleado  en  el  proceso; 
los  suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  po- 
líticos durante  el  tiempo  de  la  condena;  y  c), 
que  absuelve  a  Victor  Manuel  Mazariegos  del 
cargo  que  se  le  formuló  por  haber  recibido  de 
Héctor  Morán,  el  veintiocho  de  Abril  de  mil 
novecientos  treinta  y  ocho,  la  suma  de  seis 
quetzales,  correspondientes  a  contribución  de 
Sanidad,  por  falta  de  prueba. 

En  segunda  Instancia  fueron  mandadas 
practicar  las  diligencias  siguientes:  a),  que  so 
tomara  declaración  a  Juan  Balbino  Vásqucz, 
José  León  Rodas,  L.  Ramiro  Arango,  J.  Hum- 
berto Hernández  Gu3majo  y  Elfcgo  Mazarie- 
gos. Al  ser  examinados  estos  testigos  mani- 
festaron: Vásquez  que  no  es  cierto  que  Victor 
Manuel  Mazariegos  le  haya  mandado  a  la  casa 
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de  J.  Humberto  Hernández  a  pedirle  prestado 
dinero.  Rodas  dijo:  que  acompañado  de  Elíe- 
go  Mazariegos  (hermano  de  Victor  Manuel 
del  mismo  apellido)  llegó  a  fines  del  mes  de 
Mayo  (1938),  a  la  morada  de  Alfonso  Tobar  a 
pedirle  en  calidad  de  préstamo  veintitrés  quet- 
zales de  parte  de  Mazariegos  (Victor  Manuel), 
pero  el  señor  Tobar  no  les  dió  la  mencionada 
suma.  Arango  expuso:  que  ninguna  persona 
habia  llegado  a  pedirle  prestado  dinero,  en  los 
últimos  dias  del  mes  de  Mayo  (1938),  Hernán- 
dez Gramajo  corroboró  lo  manifestado  por 
Vásquez.  Y  Mazariegos  (Elfego)  expuso:  que 
a  fines  del  mes  de  Mayo  (1938)  llegó  a  la 
puerta  de  la  tienda  de  Alfonso  Tobar,  en  com- 
pañía de  José  León  Rodas  a  pedir  prestados 
al  señor  Tobar,  diez  o  veinte  quetzales  o  la 
cantidad  que  "pudiera",  por  necesitar  dinero 
con  urgencia,  para  hacer  las  gestiones  perti- 
nentes, pues  su  hermano  Victor  Manuel  esta- 
ba preso,  y  que  Tobar  le  contestó  que  no  tenía 
dinero,  pero  no  es  cierto  que  con  el  mismo  ob- 
jeto haya  ido  a  la  casa  de  don  Ramiro  Aran- 
go; b),  que  se  estableciera  si  hubo  daño  o  en- 
torpecimiento en  el  servicio  público  por  la 
substracción  de  la  suma  que  faltó,  al  ser  prac- 
ticado el  veintiséis  de  Mayo  (1938),  un  arqueo 
de  Caja  en  la  Tesorería  Municipal  de  Salca- 
já.  El  Intendente  y  Juez  menor  interino  del 
Municipio  que  acaba  de  mencionarse,  informó 
en  sentido  negativo  acerca  del  punto  anterior- 
mente relacionado;  y  c),  que  se  tomara  de- 
claración a  don  Juan  Miguel  Cáceres  Ortiz, 
quien  al  ser  examinado  dijo:  que  cuando  fué 
practicado,  el  arqueo  de  Caja  en  la  Tesorería 
tantas  veces  mencionada,  el  Tesorero  le  indi- 
có que  el  dinero  correspondiente  al  saldo  de 
Caja,  lo  tenia  en  su  casa  particular  por  falta 
de  seguridad  en  la  citada  oficina,  lo  cual  co- 
rroboró el  Intendente  y  habiéndole  concedido 
un  plazo  para  llevar  el  dinero,  solamente  en- 
tregó una  parte;  y  que  en  consecuencia  no  es 
cierto  lo  manifestado  por  el  señor  que  dice 
llamarse  Dermidio  Argueta. 

La  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
el  treinta  y  uno  de  Octubre  del  año  retropró- 
ximo, confirmó  la  sentencia  apelada  con  la  en- 
mienda de  que  la  pena  que  se  impone  al  reo 
Víctor  Manuel  Mazariegos  por  el  delito  de  mal- 
versación de  caudales  públicos  es  una  multa 
de  diez  quetzales  a  excepción  del  punto  en  que 
condena  a  Dermidio  Argueta  por  el  delito  de 
estafa,  la  cual  revoca  absolviéndolo  del  cargo 
que  por  tal  infracción  se  le  formuló. 

El  reo  con  auxilio  del  Abogado  Alfonso  Vi- 
llagrán  Alvarado,  interpuso  contra  este  últi- 
mo pronunciamiento,  el  recurso  extraordina- 
rio de  casación  denunciando  como  infringidos 
los  artículos  568  y  731  del  Código  de  Procedi- 


mientos Penales;  418  y  419  del  Código  Penal, 
en  todos  sus  incisos,  pues  considera  que  los 
delitos  de  estafa  no  están  justificados. 

CONSIDERANDO: 

Que  consta  en  autos  lo  que  sigue:  a),  que 
Victor  Manuel  Mazariegos  manifestó  no  haber 
cubierto  a  Julián  Caxaj  y  compañeros  las  can- 
tidades devengadas  por  dichos  individuos  al 
efectuar  los  trabajos  en  Obras  Públicas  del 
Municipio  de  Salcajá,  y  solamente  les  dió  unos 
vales;  b),  el  hecho  relacionado  se  hizo  cons- 
tar también  en  el  acta  levantada  al  practi- 
car don  Manuel  M.  Cáceres  O.  un  arqueo  de 
Caja  en  la  Tesorería  Municipal,  de  aquella 
población,  que  tenía  a  su  cargo  el  referido  se- 
ñor Mazariegos;  c),  en  el  acta  que  se  levantó 
el  once  de  Junio  (1938),  aparece  que  al  revi- 
sar el  Libro  de  Caja  de  la  susodicha  oficina 
quedó  establecido  que  las  cantidades  a  que  se 
refieren  Julián  Cajax  y  Florencio  o  Gauden- 
cio  Estrada  fueron  descargadas;  d),  que  al  es- 
tar practicándose  el  reconocimiento  de  los 
caudales  y  papeles  existentes  en  la  precitada 
Tesorería,  Mazariegos  e.xpuso:  que  en  su  casa 
tenía  en  efectivo  ciento  veintiocho  quetzales, 
motivo  por  el  cual  el  Contador  que  llevaba  a 
cabo  las  operaciones  consiguientes,  permitió  al 
Tesorero  que  fuera  a  traerlos,  y  este  así  lo 
hizo,  habiendo  entregado,  casi  la  misma  can- 
tidad que  Morán  aseguró  que  Mazariegos  fué 
a  pedirle  prestada;  e),  que  a  la  hora  en  que 
fué  practicado  el  arqueo,  es  más  o  menos  la 
misma,  en  que  el  procesado  llegó  a  la  casa 
del  señor  Morán  en  compañía  de  Dermidio  Ar- 
gueta, hecho  que  está  probado  con  las  decla- 
raciones de  López  Caxaj  y  Argueta;  f),  la  de- 
claración de  Alfonso  Tobar,  quien  afirmó  que 
el  mismo  día  en  que  se  verificaba  el  arqueo 
en  la  Tesorería  Municipal,  el  enjuiciado  man- 
dó a  pedirle  en  calidad  de  préstamo  la  suma 
de  veinticinco  quetzales;  g),  lo  declarado'  por 
José  León  Rodas,  persona  que  manifestó  ha- 
ber ido  acompañado  de  Elfego  Mazariegos  y 
de  parte  de  Víctor  Manuel,  a  solicitar  al  señor 
Tobar,  prestada  aproximadamente  la  misma 
cantidad  de  dinero;  h),  la  declaración  de  El- 
fego Mazariegos,  quien  aseguró  haber  ido  en 
compañía  de  Rodas,  y  por  encargo  de  su  her- 
mano Victor  Manuel,  a  hablar  con  Tobar  para 
que  le  diera  prestados  veinte,  diez  quetzales 
o  lo  que  pudiera,  pues  los  necesitaba  con  ur- 
gencia para  pagar  los  honorarios  de  un  Abo- 
gado que  gestionara  en  favor  de  su  hermano, 
y  además,  para  "otras  vueltas";  i),  la  negati- 
va del  enjuiciado  de  haber  estado  en  compañía 
de  Dermidio  Argueta  el  día  y  hora  de  autos; 
j),  lo  declarado  por  don  Héctor  Morán  de  que 
la  mayor  parte  del  dinero  se  la  entregó  a  Ma- 
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zariegos  en  billetes  nuevos  de  a  cinco  quet- 
zales; k),  las  declaraciones  de  Agustín  Ovalle 
y  Felipe  Rodríguez  Méndez,  personas  que  ase- 
veraron haber  llevado  a  la  sucursal  del  Ban- 
co Central  de  Guatemala,  la  suma  de  dinero 
entregada  por  el  referido  exTesorero  Munici- 
pal, y  que  este  dinero  consistía  en  billetes 
nuevos  de  a  cinco  quetzales,  en  su  mayor  par- 
te. Que  probados  los  hechos  que  acaban  de 
relacionarse,  incumbe  al  Tribunal  sentencia- 
dor, la  apreciación  en  justicia  de  valor  jurídi- 
co de  las  presunciones  humanas  que  de  los 
mismos  se  deduzcan,  y  la  aplicación  más  o  me- 
nos exacta  que  pueda  hacer  de  los  principios 
establecidos  acerca  de  este  medio  probatorio. 
Y  en  consecuencia,  al  pronunciar  la  Sala,  el 
fallo  recurrido,  en  manera  alguna  quebrantó 
los  artículos  568  y  731  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  esta  Suprema  Corte  no  puede  entrar  a 
conocer  sobre  la  violación  que  se  denuncia  de 
los  artículos  418  y  419  del  Código  Penal  en 
todos  sus  incisos,  en  virtud  de  que  estos  pre- 
ceptos legales  encierran,  el  primero  cinco  pe- 
nas diferentes  para  el  delito  a  que  dicho  ar- 
ticulo se  refiere,  y  el  segundo  establece  las 
sanciones  aplicables  a  doce  modalidades,  des- 
de luego  también  distintas,  de  los  delitos  "de 
estafa  y  otros  engaños".  No  es  lógico  supo- 
ner que  en  una  sentencia  puedan  ser  infringi- 
das todas  y  cada  una  de  las  fracciones  de  que 
se  componen  la  mayor  parte  de  las  disposi- 
ciones legales.  Y  si  bien  es  verdad,  que  en  la 
última  fracción  del  artículo  682  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  se  establece  que  se 
expresará:  "el  articulo  o  artículos  de  la  ley 
que  se  consideren  como  violados",  también  lo 
es  que,  debe  citarse  no  solamente  el  inciso  que 
corresponda  sino  también  el  número  pertinen- 
te al  artículo  que  enumera  los  casos  en  que 
se  entenderá  que  ha  sido  quebrantada  una  ley 
en  la  sentencia  definitiva  para  poder  determi- 
nar así,  con  toda  precisión,  "el  concepto  del 
quebrantamiento  en  que  se  funda  el  recurso" 
y  la  ley  citada  como  infringida.  El  reo  de- 
nunció la  violación  de  disposiciones  legales 
que  se  componen  de  varios  incisos  sin  especi- 
ficar a  cual  do  todos  tuvo  el  propósito  de  re- 
ferirse. Por  otra  parte,  omitió  consignar  el 
número  correspondiente  a  alguno  de  los  siete 
motivos  que  procede  invocar  como  fundamen- 
to de  la  casación,  citando  al  final  de  su  escri- 
to, los  artículos  673,  681  y  684  del  Código  de 
Procedimientos  Penales.  Do  la  enunciación 
de  tales  preceptos  se  d'educe  que  son  inapli- 
cables al  caso  sub-júdice.  En  efecto,  el  pri- 
mero estatuye  que  los  recursos    de  casación 


son  de  dos  clases,  a  saber:  por  infracción  de 
ley  o  por  quebrantamiento  de  forma;  el  segun- 
do señala  los  Tribunales  ante  quienes  deben 
ser  interpuestos  aquellos,  y  el  término  para 
proponerlos;  y  el  tercero,  determina  el  trámi- 
te que  corresponde  a  los  mismos. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  observan- 
cia de  los  artículos  676  y  690  del  Cuerpo  legal 
que  acaba  de  mencionarse,  declara  improce- 
dente el  recurso  interpuesto  e  impone  a  Víc- 
tor Manuel  Mazariegos  la  pena  adicional  de 
quince  días  de  arresto,  conmutable  a  razón 
de  diez  centavos  diarios.  Notifiquese  y  con 
certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

Ra}.  Ordóñez  Solís.  —  José  Sen-ano  Muñoe. 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  — - 
Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R.  —  Se- 
cretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Benjamín  Monterroso  Moran, 
por  el  delito  de  homicidio  por  imprudencia 
temeraria. 

DOCTRINA:  Aunque  se  tenga  derecho  a  la 
vía  férrea,  la  diligencia  debida  no  debe  con- ' 
sistir  únicamente  en  dar  aviso  de  la  proxi- 
midad del  vehículo,  sino  en  poner  todo  él 
cuidado  y  diligencia  indispensables  para  evi- 
tar el  daño. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  ca- 
torce de  septiembre  de  mil  novecientos  cua- 
renta. 

Vista,  por  recurso  de  casación,  la  sentencia 
que  dictó  la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, el  diecisiete  de  Mayo  del  año  en  cur- 
so, en  el  proceso  seguido  contra  Benjamín 
Monterroso  Moran,  por  el  delito  de  homicidio 
por  imprudencia  temeraria,  por  la  cual  con- 
firma la  pena  de  tres  años  de  prisión  correc- 
cional, conmutables  en  dos  terceras  partes,  a 
quince  centavos  diarios,  que  por  ese  delito,  le 
impuso  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  Es- 
cuintla. 

RESULTA: 

Que  el  Comisario  de  Policía  de  Tiquisate, 
puso  en  conocimiento  del  Juez  de  Paz  del 
mismo  lugar,  el  dieciocho  de  agosto  del  afio 
próximo  pasado,  que  el  veintiocho  de  Julio  de 
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ese  mismo  año,  en  el  tramo  de  la  línea  férrea 
que  vá  a  la  finca  Santa  Rosa,  entre  los  pos- 
tes marcados  con  los  números  332  y  333,  el  ca- 
rro motor  número  318,  conducido  por  Benja- 
mín Monterroso,  atropello  al  peón  Abelino 
Castro,  que  falleció  al  dia  siguiente,  a  conse- 
cuencia de  las  lesiones.  Ocurrió  el  suceso 
frente  al  campamento  de  Pablo  Gil  y  se  die- 
ron cuenta  el  tractorista  Patricio  Peralta  y  el 
caporal  Andrés  Falencia,  habiendo  acudido 
después,  el  comisionado  militar  Julián  Hernán- 
dez y  el  ex-comisionado  Benedicto  Orellana, 
quienes  no  dieron  parte  a  la  autoridad. 

Examinado  Santiago  Dardón  Morales,  moto- 
rista de  la  compañía  Agrícola,  expuso:  que  el 
veintiocho  de  Julio,  en  el  campamento  de  San- 
ta Rosa,  recibió  órdenes  por  teléfono  de  le- 
vantar un  motor  descarrilado  y  conducir  al 
hospital  a  un  hombre,  en  caso  de  que  estuviese 
golpeado  de  gravedad.  Por  ésto,  llegó  al  lu- 
gar del  suceso  y  condujo  al  herido  al  Hospi- 
tal de  Tiquisate,  sin  dar  parte,  creyendo  que 
los  dos  comisionados  a  quienes  encontró  en 
aquel  lugar  lo  habían  hecho. 

Julián  Hernández  y  Benedicto  Orellana  Cha- 
cón, comisionado  militar  del  campamento 
Tecpán,  el  primero,  y  el  segundo,  ex-comisio- 
nado del  campamento  El  Algodón,  declararon: 
que  llegaron  al  lugar  del  suceso,  encontraron 
al  herido,  que  fué  conducido  al  hospital  y  si 
no  dieron  parte  fué  porque  llegó  el  motorista 
Dardón  con  orden  de  levantar  al  herido,  se- 
gún afirmó. 

El  testigo  Pablo  Gil  Suneta,  dijo:  que  a  las 
dieciocho  horas  de  un  dia,  que  no  pudo  preci- 
sar, oyó  decir  que  en  la  línea  estaba  un  mo- 
tor descarrilado  y  un  hombre  herido,  se  acer- 
có y  notó  que  el  lesionado  era  un  comensal  de 
su  casa,  que  respondía  al  nombre  de  Abelino; 
inmediatamente  se  lo  comunicó  al  comisiona- 
do de  Tecpán  y  como  a  las  diecinueve  horas, 
fué  conducido  al  hospital  de  Tiquisate. 

El  Juez  instructor  inspeccionó  el  lugar  e  hi- 
zo constar:  que  el  tramo  de  linea  férrea,  com- 
prendido entre  los  postes  números  332  y  333, 
frente  al  rancho  de  Pablo  Gil,  estaba  cons- 
truido provisionalmente,  existiendo  al  norte 
un  camino  lodoso  que  vá  de  Santa  Rosa  al 
campamento  Tecpán  y  al  sur  una  zanja  de  dos 
varas  y  medía  de  ancho,  por  una  y  media  de 
profundidad,  más  o  menos,  distante  como  tres 
varas  de  la  línea. 

A  la  causa  se  agregó  copia  certificada  de 
la  partida  de  defunción  de  Abelino  Castro  y 
así  mismo  el  informe  emitido  por  el  cirujano 
del  hospital  de  Tiquisate,  que  dice:  que  Cas- 
tro ingresó  el  veintiocho  de  Julio,  a  las  dieci- 
nueve horas  y  treinta  minutos,  presentando 
una  herida  contusa  sobre  el  cráneo,  de  tres 
pulgadas  de  longitud,  sobre  la  región  fronto- 


parietal  izquierda,  que  interesó  el  cuero  ca- 
belludo; la  laceración  de  la  piel  en  la  región 
mentoníana;  herida  contusa  en  la  cara  antero 
externa  del  muslo  izquierdo,  de  cuatro  pul- 
gadas de  longitud,  que  interesó  piel,  tejido  ce- 
lular subcutáneo,  músculos  y  vena  femoral. 
La  causa  de  la  muerte  fué  anemia  primaria, 
producida  por  la  hemorragia  consecutiva  a  la 
lesión  de  la  vena  femoral. 

Interrogado  Benjamín  Monterroso  Morán, 
declaró:  que  el  jueves  veintiocho  de  Julio,  sa- 
lió de  Tiquisate  tripulando  el  motor  318,  con 
la  correspondencia  para  Santa  Rosa  y  Tec- 
pán, yendo  a  una  velocidad  de  cinco  millas 
por  hora  y  al  llegar  al  kilómetro  23,  notó  que 
en  la  linea  estaban  como  veinte  trabajadores 
y  como  el  motor  no  llevaba  bocina,  les  gritó 
que  se  hicieran  a  un  lado,  habiendo  atendido 
todos,  exceptuando  un  hombre  de  edad  avan- 
zada que  hablaba  acaloradamente  con  otro  y 
volvía  a  ver  al  lado  contrarío  de  donde  iba 
el  motor  y  cuando  se  acercó,  se  hizo  hacia  la 
linea,  en  vez  de  dar  un  salto  en  sentido  con- 
trario; el  motor  le  alcanzó  la  pierna  izquier- 
da y  al  sentirse  cogido,  trató  de  asirse  de  uno 
de  los  parales  de  la  carrocería,  cayendo  en- 
tonces debajo  del  carro  y  originando  la  salida 
del  mismo,  como  a  un  metro  de  donde  quedó 
golpeado.  Habló  por  teléfono  al  despacho  de 
trenes  de  Tiquisate  y  como  casualmente  pasa- 
ba en  esos  momentos  el  motorista  Santiago 
Dardón,  pidió  instrucciones  por  teléfono  y  con- 
dujo al  herido  al  hospital.  Como  no  conocía 
a  las  autoridades  de  ese  lugar,  no  se  dió  cuen- 
ta sí  estuvieron  presentes;  pero  si  oyó  decir, 
cuando  conducían  al  herido,  que  iba  entre  ellos 
un  comisionado  militar. 

Patricio  Peralta  García,  declaró:  que  iba 
manejando  un  tractor  con  dirección  al  cam- 
pamento denominado  Santa  Rosa,  acompaña- 
do del  caporal  Andrés  Palencia  y  al  pasar  por 
el  kilómetro  23,  vió  que  sobre  la  línea  cami- 
naba despacio  un  hombre,  como  de  cincuenta 
y  cinco  años  de  edad,  a  quien  perdió  de  vista 
cuando  había  caminado  como  veinticinco  me- 
tros; entonces  vió  un  carro  motor  que  se  diri- 
gía a  Tecpán,  a  una  velocidad  como  de  veinti- 
cinco kilómetros  y  al  dar  la  vuelta  el  decla- 
rante y  llegar  a  un  puente  que  está  en  alto, 
vió  una  aglomeración  de  gente  en  el  lugar 
donde  antes  había  visto  al  hombre  que  cami- 
naba despacio. 

Andrés  Palencia  Cabrera,  expuso:  que  en 
unión  de  varios  trabajadores  iba  en  dirección 
al  campamento  Santa  Rosa  en  el  tractor  que 
manejaba  Patricio  Peralta  y  al  pasar  por  el 
kilómetro  23,  vió  a  un  hombre  que  caminaba 
en  la  línea;  que  de  pronto  vió  que  un  motor 
caminaba  también  y  pasó  como  a  una  distan- 
cia de  quince  metros  de  donde  había  visto  al 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


340 


hombre  y  sin  duda  no  le  dió  tiempo  para  que 
se  hiciera  a  un  lado,  porque  lo  atropello,  sa- 
liendo el  motor  de  la  linea  y  el  hombre  quedó 
botado  al  lado  derecho  de  la  máquina.  Lle- 
garon varias  personas  y  ellos  continuaron  su 
camino. 

El  Juez  hizo  constar  que  los  durmientes  de 
la  línea,  en  el  lugar  del  suceso,  estaban  des- 
provistos de  balastro  y  como  a  diez  metros  del 
poste  23,  en  dirección  de  oriente  a  poniente, 
al  lado  izquierdo,  habia  un  canal  de  irrigación 
y  en  ambos  lados  de  la  linea,  depósitos  de 
agua  estancada.  La  linea  es  recta  en  una 
longitud  como  de  dos  kilómetros,  aunque  for- 
maba una  curva  poco  pronunciada,  a  cien  me- 
tros de  distancia  al  occidente;  y  las  casas  de 
Pablo  Gil  están  casi  a  la  orilla  del  camino 
■carretero,  paralelo  a  la  linea  férrea.  El  mo- 
tor 318  carecía  de  bocina,  pero  sus  breques  es- 
taban en  buenas  condiciones. 

RESULTA: 

Que  Monterroso  Morán  no  quedó  conforme 
con  el  cargo  que  se  le  dedujo  por  el  hecho,  y 
durante  el  término  probatorio,  rindió  las  prue- 
bas siguientes:  declaraciones  de  Adolfo  Báez 
Bone  y  Salvador  Portillo,  personas  que  dije- 
ron que  era  cierto  que  a  fines  de  Julio  y  prin- 
cipios de  Agosto  del  año  próximo  pasado,  de- 
bido a  que  la  línea  férrea  tendida  en  Tiqui- 
Eate,  en  el  kilómetro  23,  era  provisional  y  sin 
balastro,  los  motores  que  transitaban,  lo  ha- 
cían muy  despacio,  no  pudiendo  desarrollar 
más  de  cinco  millas  por  hora;  y  que  los  mo- 
tores al  caminar  producen  un  ruido  que  se  oye 
como  a  quinientos  metros  donde  hay  mucho 
tráfico  y  sin  esa  circunstancia,  a  un  kilóme- 
tro, según  el  primero,  y  a  doscientos  o  tres- 
cientos metros  y  tres  o  cuatro  kilómetros,  res- 
pectivamente, según  Portillo;  y  declaraciones 
de  Juan  Zúñiga  Quirós  y  Ricardo  Fulton,  quie- 
nes manifestaron:  que  en  la  fecha  de  autos  el 
motor  manejado  por  Monterroso  Morán,  iba 
a  una  velocidad  de  cinco  millas  por  hora;  que 
entre  los  postes  números  2  y  3,  estaban  como 
veinte  personas  formando  un  grupo  y  dos  in- 
dividuos en  la  linea,  discutiendo  acalorada- 
mente y  que  debido  a  que  estaba  el  grupo,  el 
motorista  nó  pudo  ver  a  los  dos  individuos  que 
discutían,  para  parar  la  marcha  del  motor  y 
evitar  el  atropello.  Les  consta  esto,  porque 
estaban  cerca  del  lugar,  regresando  do  su  tra- 
bajo. 

RESULTA: 

Que  ol  veintiuno  de  diciembre  del  año  pró- 
ximo pasado,  el  Juez  de  Primera  Instancia  do 
Escuintla,  dictó  su  fallo  condenatorio,  fundán- 


dose en  que  el  procesado  Monterroso  Morán 
no  probó  haber  puesto  de  su  parte  la  diligen- 
cia debida  para  evitar  el  accidente  y  que  ni 
siquiera  había  dado  parte  a  la  autoridad.  La 
Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelaciones  con- 
firmó este  fallo,  basándose  en  que  del  proce- 
so se  infiere  que  el  hecho  se  pudo  haber  evi- 
tado si  el  conductor  del  carro  motor  número 
318,  pone  de  su  parte  la  diligencia  necesaria, 
deteniéndolo,  ya  que  no  tenia  bocina,  al  darse 
cuenta  que  la  persona  que  habia  visto,  no  se 
hacía  a  un  lado,  mayormente  que  las  condi- 
ciones provisionales  en  que  estaba  la  línea,  se 
lo  permitían.  Contra  esta  última  sentencia, 
interpuso  recurso  extraordinario  de  casación 
el  Procurador  oficial  de  la  misma  Sala,  por 
violación  de  ley,  citando  como  infringidos  los 
artículos  13,  14,  considerado  en  su  conjunto,  y 
449  del  Código  Penal;  y  568  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales.  Invoca  que  el  vehículo 
tenia  derecho  a  la  vía,  que  los  peatones  no  po- 
dían transitar  por  ella  y  que  el  motorista  su- 
plió la  falta  de  bocina,  dando  aviso  a  voces 
de  la  proximidad  del  vehículo.  El  mismo  reo, 
con  auxilio  del  abogado  Jorge  Francisco  Sán- 
chez, interpuso,  por  su  parte,  recurso  de  casa- 
ción por  violación  de  ley,  dentro  del  término 
legal,  y  citó  como  infringidos  los  artículos  13, 
14  en  todos  sus  incisos,  15,  22  incisos  7o.  y 
10o.,  79,  81  y  449,  párrafos  lo.  y  3o.  del  Có- 
digo Penal,  párrafos  éstos  últimos  en  el  senti- 
do que  fueron  modificados  por  el  Decreto  Gu- 
bernativo 2330;  568,  571,  573  incisos  lo.,  2o., 
3o.  y  4o.,  574  y  614  párrafos  lo.  y  2o.  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales  y  Acuerdo  Gu- 
berhativo  del  24  de  Febrero  de  1892.  Se  pi- 
dieron los  autos,  y  habiéndose  verificado  la 
vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  diligencia  debida,  aunque  se  tenga 
derecho  a  la  vía,  no  debe  consistir  únicamente 
en  dar  aviso  de  la  proximidad  del  vehículo 
que  pudiera  causar  daño,  sino  en  poner  toda 
la  actividad  indispensable  y  acostumbrada  en 
iguales  casos,  para  evitarlo;  y  según  los  au- 
tos, el  procesado  Benjamín  Monterroso  Mo- 
rán, cuando  conducía  el  carro-motor,  vió  a  las 
personas  que  caminaban  sobre  la  vía  o  para- 
lelamente a  ella  y  a  pesar  de  ser  motorista  de 
profesión,  llevar  los  frenos  en  buenas  condi- 
ciones y  no  tener  bocina,  se  concretó,  según 
dice,  a  decir  a  voces,  que  se  aproximaba  el 
vehículo,  sin  haber  hecho  ninguna  otra  cosa 
para  no  atropellar  a  los  transeúntes,  como  te- 
nía obligación  do  hacerlo,  no  obstante  que  los 
peatones  tienen  prohibido  caminar  sobre  las 
vías  férreas  o  paralelamente  a  ellas,  porque 
esta  prohibición  no  llega  al  gradó  de  eximir 
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de  responsabilidad,  cuando  no  se  han  adopta- 
do todas  las  diligencias  de  precaución  que  sean 
necesarias  para  evitarlo.  En  consecuencia,  al 
estimar  la  Sala  sentenciadora  que  Benjamín 
MonteiTOSO  Morán  es  autor  del  delito  de  ho- 
micidio, por  imprudencia  temeraria  e  impo- 
nerle tres  años  de  prisión  correccional,  no  in- 
fringió los  artículos  13,  14,  15  y  449,  fracción 
segunda,  del  Código  Penal;  568,  571,  573  inci- 
sos lo.,  2o.,  3o.  y  4o.,  574  y  614,  párrafos  pri- 
mero y  segundo,  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales  y  Acuerdo  Gubernativo  del  24  de 
Febrero  de  1892. 

CONSIDERANDO: 
Que  el  aviso  que  dió  por  teléfono,  a  la  ofi- 
cina correspondiente,  de  Tiquisate,  no  puede 
conceptuarse  como  una  circunstancia  atenuan- 
te, análoga  o  de  la  misma  entidad  que  la  de 
haber  procurado  con  celo,  reparar  el  mal  cau- 
sado o  impedir  sus  ulteriores  perniciosas  con- 
secuencias, porque  es  un  hecho  vago,  que  no 
revela  que  se  haya  operado  en  él  una  reac- 
ción moral,  inmediata,  encaminada  a  favore- 
cer al  herido,  en  forma  efectiva  o  que  por  lo 
menos  hubiere  hecho  esfuerzos  para  lograrlo, 
pues  fué  llevado  al  hospital  porque  casual- 
mente pasó  por  allí  otro  carro-motor,  que  con 
autorización  de  la  oficina  del  despacho  de  tre- 
nes, hizo  el  traslado.  Por  lo  tanto,  el  artículo 
22  del  Código  Penal,  en  sus  incisos  7o.  y  8o., 
no  ha  sido  infringido. 

CONSIDERANDO: 
Que  si  no  concurrió  ninguna  circunstancia 
atenuante,  la  Sala  sentenciadora  no  tenía  mo- 
tivo para  aplicar  la  pena  rebajada,  pues  úni- 
camente en  los  casos  previstos  por  la  ley,  que 
es  cuando  concurren  circunstancias  eximentes, 
incompletas  o  atenuantes,  se  puede  disminuir 
en  una  o  dos  terceras  partes,  o  en  una  cuarta 
o  quinta  parte,  en  los  cuales  no  está  compren- 
dido éste.  En  esa  virtud  los  artículos  79  y  81 
del  Código  Penal,  no  han  sido  violados. 

POR  TANTO: 
La  Corte  Suprema  de  Justicia,  apoyada  en 
los  artículos  686  y  690  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales  y  233  de  la  Ley  Constitutiva 
del  Poder  Judicial,  DESESTIMA  el  recurso  y 
por  haberlo  interpuesto  también  el  reo  Ben- 
jamín Monterroso  Morán,  dentro  del  término 
de  ley,  se  le  impone  a  éste  la  pena  adicional 
de  quince  días  de  prisión  simple,  conmutables 
a  diez  centavos  diarios.  Notifiquese  y  con  cer- 
tificación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  ante- 
cedentes al  tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  — 
Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R.  —  Se- 
cretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  contra  José  Rufino  Barrios  López, 
por  denuncia  calumniosa. 

DOCTRINA:  La  inculpación  hecha  de  un  de- 
lito a  persona  que  no  lo  ha  cometido,  se  pre- 
sume voluntaria  mientras  no  se  establezca 
lo  contrario. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  die- 
ciocho de  Septiembre  de  mil  novecientos  cua- 
renta. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  casación 
y  con  sus  respectivos  antecedentes,  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  diez  y  seis  de  Octubre  del  año 
retropróximo,  en  la  cual  revoca  el  fallo  del 
Juez  de  Primera  Instancia  del  Departamento 
de  Quiché  y  declara:  lo.,  que  José  Rufino  Ba- 
rrios es  autor  del  delito  de  denuncia  calumnio- 
sa y  por  este  hecho  delictuoso  le  impone  cin- 
co años  de  prisión  correccional,  rebajados  en 
sus  dos  terceras  partes  por  militar  a  su  favor 
las  circunstancias  atenuantes  de  su  confesión 
espontánea  y  la  de  haber  procurado  con  celo 
reparar  el  mal  causado,  impidiendo  sus  ulte- 
riores perniciosas  consecuencias;  2o.,  que  le 
permite  conmutar  las  dos  terceras  partes  de 
la  pena  impuesta  a  razón  de  diez  centavos  de 
quetzal  por  día,  abonándole  la  prisión  sufrida 
y  debiendo  extinguir  el  resto  de  dicha  pena  en 
la  Penitenciaria  Central;  y  3o.,  que  le  suspen- 
de en  el  ejercicio  de  sus  derechos  políticos,  de- 
jándolo afecto  al  pago  de  las  responsabilida- 
des civiles  provenientes  del  delito;  y  lo  exone- 
ra de  la  reposición  del  papel  empleado  en  la 
causa  por  ser  notoriamente  pobre. 

RESULTA: 

Que  el  referido  Tribunal,  el  ocho  de  Junio 
de  mil  novecientos  treinta  y  nueve,  confirmó 
la  sentencia  dictada  por  el  Juez  del  Departa- 
mento que  se  deja  ya  mencionado,  con  las  mo- 
dificaciones siguientes:  la.,  que  milita  en  con- 
tra del  reo  José  Rufino  Barrios  la  circunstan- 
cia agravante  de  ser  reincidente  de  delitos  de 
diferente  naturaleza  al  juzgado,  circunstancia 
que  se  compensa  racionalmente  con  la  ate- 
nuante de  su  confesión,  quedándole  por  cum- 
plir tres  años  de  prisión  correccional;  y  2a., 
que  deja  abierto  el  procedimiento  contra  el  reo 
por  el  delito  de  acusación  falsa. 

Recibido  el  proceso  en  el  Juzgado  del  Qui- 
ché, se  mandó  ejecutar  el  fallo  y  a  interrogar 
a  Barrios,  quien  expuso:  que  el  domingo  ocho 
de  Enero  (1938),  entre  las  once  y  doce  horas, 
había  ido  a  cazar  a  Chicruz,  lugar  situado  en 
San  Miguel  Uspantan,  cuando  de  una  manera 
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casual  dió  muerte  a  Pánfilo  Cano  Rodríguez, 
quien  era  su  amigo  y  compadre  y  nunca  exis- 
tió entre  ambos  enemistad;  que  si  en  un  prin- 
cipio imputó  este  hecho  a  Manuel  Santiago,  di- 
ciendo que  Santiago  habia  disparado  su  esco- 
peta causándole  la  muerte  a  Cano  Rodríguez, 
fué,  porque  ya  es  anciano  y  temía  estar  en  la 
cárcel,  pero  después  comprendió  que  hacia  un 
daño,  al  atribuir  a  otra  persona  el  hecho  de 
que  se  trata,  y  dispuso  rectificar  su  declaración 
al  ser  careado  con  dicho  señor;  que  quiso  de- 
fenderse en  la  forma  ya  mencionada,  y  para 
tranquilizar  su  conciencia  confesó  la  verdad  de 
lo  sucedido;  que  en  aquella  ocasión  no  vió  a! 
señor  Cano  Rodríguez  por  esos  lugares,  pues 
de  lo  contrario  hubiera  tomado  las  precaucio- 
nes necesarias  para  evitar  el  accidente  rela- 
cionado; y  que  ignoraba  que  al  sindicar  a  San- 
tiago, como  autor  de  la  mencionada  infracción 
legal  incurría  en  responsabilidad,  y  estimaba 
que  no  había  cometido  el  delito  de  denuncia 
falsa,  en  virtud  de  haber  destruido  su  decla- 
ración anterior,  al  rectificarla,  pocos  días  des- 
pués, confesando  ser  él  quien  dió  muerte  a 
Pánfilo  Cano  Rodríguez. 

Elevado  a  plenarío  el  proceso  se  mandó  to- 
mar al  enjuiciado  confesión  con  cargos  por  los 
hechos  justiciables  que  aparecieran  en  el  pro- 
ceso. Previos  los  trámites  legales  se  dictaron 
las  sentencias  de  primera  y  segunda  Instancia 
que  se  dejan  ya  relacionadas. 

La  Sala  sentenciadora  estima:  lo.,  que  la 
vida  del  delito  de  acusación  falsa  la  forman 
los  elementos  siguientes:  a),  imputación  falsa 
de  ciertos  hechos;  b),  que  tales  hechos  de  ser 
ciertos  constituyan  delitos  pesquisados  de  ofi- 
cio; y  c),  que  la  imputación  se  haga  ante  au- 
toridad competente  sea  administrativa  o  judi- 
cial; pero  que  el  delito  de  que  se  trata  se  per- 
fecciona con  la  concurrencia  de  dos  hechos  a 
saber:  primero,  que  el  acusador  se  haya  pro- 
puesto lucrar  con  la  acusación  falsa;  y  segun- 
do, que  su  propósito  sea  el  de  perjudicar  al 
acusado.  Y  que  el  delito  se  genera  siempre 
que  exista  cualquiera  de  estos  dos  requisitos 
en  armonía  con  los  anteriores.  José  Rufino 
Barrios  en  su  afán  de  escapar  a  la  acción  de 
la  justicia,  negó  ser  el  autor  de  la  muerte  vio- 
lenta de  Pánfilo  Cano  Rodríguez,  negativa  que 
era  humana  y  comprensible,  toda  vez  que  ella 
encierra  una  defensa;  poro  cuando  la  negati- 
va comprendió  a  un  tercero  descargando  toda 
Ja  responsabilidad  en  un  inocente,  entonces  la 
negativa  traspasó 'los  límites  permitidos  en- 
trando de  lleno  al  campo  justiciable.  Aquí  pre- 
cisamente se  encuentra  comprendido  ol  reo, 
por  cuanto  que  causó  un  daño  efectivo  a  Ma- 
nuel Santiago,  no  solamente  lesionándolo  en 
su  reputación  y  buen  nombre,  sino  también 
perjudicándolo  materialmente,  puesto  que  a 


causa  de  la  falsa  imputación  fué  capturado,  y 
lo  llevaron  del  lugar  de  su  residencia  a  la  ca- 
becera de  Quiché,  donde  estuvo  preso  varios 
días.  El  hecho  de  que  Barrios  haya  manifes- 
tado que  su  intención  no  fué  dañar  a  Santiago 
no  destruye  el  daño  ocasionado,  es  decir,  que 
el  perjuicio  de  que  habla  la  ley,  es  patente  e 
incuestionable.  Que  sin  duda  alguna,  y  con 
fundamento  en  todo  lo  expuesto,  Barrios  es  au- 
tor del  delito  de  denuncia  calumniosa,  por  lo 
que  debe  sufrir  la  pena  de  cinco  años  de  pri- 
sión correccional;  y  2o.,  que  concurren  en  fa- 
vor del  enjuiciado  dos  circunstancias  atenuan- 
tes; su  confesión  espontánea  sin  la  cual  pro- 
cedería absolverlo;  y  la  de  haber  procurado 
con  celo  reparar  el  mal  causado.  De  la  pena 
citada  se  rebajan  dos  terceras  partes,  quedan- 
do por  lo  tanto  reducida  a  un  año  y  ocho  me- 
ses de  prisión  correccional. 

El  reo  auxiliado  por  el  Abogado  Juan  To- 
más Delgadíllo,  interpuso  contra  la  sentencia 
relacionada,  el  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción denunciando  el  quebrantamiento  de  los 
artículos  lo.,  11,  224  y  226  del  Código  Penal; 
568  y  571  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les. Argumenta  el  recurrente  que  no  aparece 
probado  en  el  juicio  que  al  hacer  una  relación 
del  hecho  en  su  indagatoria,  haya  tenido  en 
mira  lucrar  ni  la  intención  de  causar  única- 
mente un  daño  al  señor  Santiago,  circunstan- 
cia esta  última  que  el  Tribunal  de  segunda 
Instancia  apreció  como  establecida  por  haber 
sido  restringida  la  libertad  del  referido  señor, 
sin  tomar  en  cuenta  que  él  (Barrios)  jamás 
tuvo  tal  intención  que  es  lo  que  la  ley  casti- 
ga, es  decir,  el  deseo  de  causar  un  mal  en  el 
presente  caso,  no  está  demostrado  ese  fin  do- 
loso de  su  parte. 

CONSIDERANDO: 

Que  cuando  fué  interrogado,  José  Rufino 
Barrios  López  ante  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia de  Quiché,  imputó  falsamente  a  Manuel 
Santiago  Cortez,  la  muerte  violenta  de  Pánfi- 
lo Cano  Rodríguez,  y,  al  practicarse  un  careo 
entre  aquellos  sujetos,  Barrios  López  manifes- 
tó ser  el  autor  de  ese  delito,  invocando  como 
causal  de  exculpación  su  edad  avanzada,  y  no 
poder  soportar  ya,  la  pena  que  se  le  impusie- 
ra. Y  a  consecuencia  de  tal  imputación  San 
tiago  estuvo  preso  durante  varios  días.  Aho- 
ra bien,  mientras  no  conste  lo  contrario,  se 
presumo  voluntaria,  la  infracción  de  toda  lo\ 
penal.  En  el  caso  sub  júdice,  dicha  presun- 
ción no  fué  desvirtuada  por  medio  de  proban- 
za alguna.  Además,  lo  expuesto  por  Barrios 
López,  en  la  parto  que  le  perjudica,  y  las  cons 
tancias  quo  obran  on  el  proceso  relativas,  a 
la  captura  y  libertad  de  Santiago,  establecen 
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plenamente,  los  elementos  constitutivos  del 
acto  punible  y  la  delincuencia  del  encausado. 
En  ese  concepto  no  fueron  infringidos  los  ar- 
tículos que  citó  el  reo  al  interponer  su  recurso. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  funda- 
mento en  lo  estatuido  por  el  articulo  690  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  declara  la 
improcedencia  del  recurso  de  que  se  ha  hecho 
mérito  e  impone  a  José  Rufino  Barrios  López, 
la  pena  adicional  de  un  mes  de  arresto,  con- 
mutable a  razón  de  veinticinco  centavos  dia- 
rios. Notifiquese  y  con  certificación  de  lo  re- 
suelto, devuélvanse  los  autos  al  Tribunal  de 
su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  — 
Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R.  —  Se- 
cretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Ismael  Búcaro  Prado,  por  el 
delito  de  lesiones  menos  graves. 

DOCTRINA:  Cuando  los  testigos  no  están  de 
acuerdo  en  cuanto  al  lugar,  hora  y  desarro- 
llo del  suceso  y  existen  además  motivos  para 
poner  en  duda  lo  que  afirman,  no  merecen 
crédito. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  trein- 
ta de  septiembre  de  mil  novecientos  cuarenta. 

En  virtud  de  recurso  de  casación,  se  exami- 
na la  sentencia  que  dictó  la  Sala  Segunda  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  el  nueve  de  Julio  del 
año  en  curso,  en  el  proceso  seguido  contra  Is- 
mael Búcaro  Prado,  por  el  delito  de  lesiones 
menos  graves,  por  la  cual  confirma  la  del 
Juez  Cuarto  de  Primera  Instancia  de  esta  ca- 
pital, que  le  impuso  la  pena  de  seis  meses  de 
arresto  mayor,  con  la  reforma  de  que  la  con- 
muta es  a  razón  de  veinticinco  centavos  dia- 
rios; que  queda  obligado  a  la  reposición  del 
papel  empleado  en  la  causa,  al  sello  corres- 
pondiente y  manda  proceder  contra  los  testi- 
gos Luis  Juárez  López,  Porfirio  y  Rodolfo  Ro- 
sales Mazariegos  y  Aparicio  Torres,  por  el  de- 
lito de  falso  testimonio.  Contra  ese  fallo,  in- 
terpuso recurso  extraordinario  de  casación  el 
reo  Búcaro  Prado,  con  auxilio  del  abogado  An- 
tonio Florián  Aguirre,  alegando  que  la  Sala 
Segunda,  sin  razón  alguna,  habia  aumentado 
la  conmuta  de  la  pena  y  mandaba  a  proceder 
contra  los  testigos  propuestos  por  él,  por  fal- 


so testimonio;  y  que,  como  no  estaba  confor- 
me con  el  fallo,  interponía  el  recurso  indicado 
por  infracción  de  ley,  citando  como  violados 
los  artículos  568,  571,  573,  584,  586  (éste  está 
citado  dos  veces),  588,  589,  595,  597,  600  y  601 
del  Código  de  Procedimientos  Penales;  11  y 
206  del  Código  Penal. 

La  historia  del  hecho,  es  la  siguiente:  el  tre- 
ce de  diciembre  del  año  próximo  pasado,  se 
inició  el  proceso  en  el  Juzgado  de  Instrucción 
de  esta  capital,  por  haber  comparecido  Emilio 
Prado  Beltrán,  manifestando:  que  a  las  doce 
horas  de  ese  día,  momentos  después  de  haber 
salido  del  traba  jo,  en  los  talleres  Feltrín,  llegó 
a  la  linea  férrea  que  pasa  atrás  del  Parque 
Navidad  y  fué  agredido  con  formón  por  Is- 
mael Búcaro  Prado,  quien  le  infirió  una  heri- 
da en  el  antebrazo  derecho  y  luego  emprendió 
la  fuga.  Entre  los  dos  no  había  enemistad  y 
supone  que  su  enojo  fué  por  haberle  cobrado 
un  día  antes,  una  suma  que  le  debía. 

Siguiendo  la  averiguación,  fueron  examina- 
dos Emilio  Maltés  Rosales,  Vidal  Samayoa  y 
Nicolás  Rodríguez,  habiendo'  dicho  el  primero, 
que  no  le  constaba  nada  del  hecho,  lo  supo 
por  referencias;  el  segundo:  que  el  día  trece 
de  diciembre,  cuando  salía  a  almorzar,  vió  a 
Ismael  Búcaro  que  corría,  yendo  detrás  de  él 
Emilio  Prado,  siguiéndolo,  con  una  mano  en- 
sangrentada y  más  tarde,  supo  que  Búcaro  lo 
había  herido;  y  el  tercero:  que  vió  cuando  Bú- 
caro hirió  a  Emilio  Prado  con  un  formón  y 
luego  salió  huyendo. 

Según  el  informe  emitido  por  el  Cirujano 
del  Hospital  General,  la  herida  que  sufrió 
Prado  Beltrán,  interesó  la  piel,  el  tejido  celu- 
lar subcutáneo,  las  venas  superficiales  y  la 
aponeurosis  de  la  región;  y  necesitó  de  nueve 
días  para  su  curación,  sin  quedarle  conse- 
cuencias. 

Cuando  estaba  pendiente  de  captura  y  las 
diligencias  se  encontraban  en  el  Juzgado  Cuar- 
to de  Primera  Instancia  de  esta  capital,  se  pre- 
sentó el  procesado,  con  auxilio  del  Licenciado 
Antonio  Florián  Aguirre,  solicitando  el  exa- 
men de  los  testigos  Luis  Juárez  López,  Porfi- 
rio y  Rodolfo  Rosales  Mazariegos  y  Aparicio 
Torres,  quienes  fueron  examinados  y  se  expre- 
saron de  la  siguiente  manera,  el  primero:  que 
iba  de  su  trabajo  en  unión  de  su  ayudante  Apa- 
ricio Torres,  cuando  vió  que  la  gente  corría, 
en  dirección  al  frente  de  los  talleres  Feltrín, 
estando  Ismael  Búcaro  con  otra  persona  y 
otros  dos  sujetos  "se  metieron  a  defender  a 
los  que  estaban  peleando,  y  entonces  el  dicen- 
te  le  dijo  a  su  ayudante  que  se  fueran,  porque 
eso  era  serio,  pues  Ismael  Búcaro  estaba  cho- 
rreando sangre";  el  segundo:  que  haría  como 
un  mes,  en  una  fecha  que  no  podía  precisar, 
siendo  las  doce  horas  y  treinta  minutos,  vió 
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que  a  inmediaciones  de  una  galera  de  los  talle- 
res Feltrin,  que  está  el  lado  de  la  linea  férrea, 
estaban  peleando  Ismael  Búcaro  y  otro  mu- 
chacho, que  llevaba  una  "chumpa"  y  un  pan- 
talón azul;  se  daban  de  bofetadas,  teniendo 
el  de  la  "chumpa"  un  palo  como  de  media 
vara  en  las  manos,  con  el  cual  atacaba  a  Bú- 
caro, mientras  éste  trataba  de  desarmarlo, 
sin  haber  visto  que  Búcaro  tuviera  nada  en 
la  mano  y  no  se  dió  cuenta  de  más,  por  haber 
seguido  su  camino;  el  tercero:  que  como  a  las 
doce  horas  y  treinta  minutos,  iba  en  unión  de 
su  hermano  Porfirio,  por  la  linea  del  ferroca- 
rril del  sur,  y  vió  que  estaban  peleando  Bú- 
caro Prado  con  otro  sujeto,  quien  tenia  un 
palo  en  la  mano  y  trataba  de  pegarle  con  el 
a  su  contrincante,  estando  éste  completamen- 
te desarmado;  y  como  no  se  detuvo,  ya  no  vió 
más  que  dos  muchachos  se  metieron  a  sepa- 
rarlos; y  el  cuarto:  que  como  a  las  doce  ho- 
ras, en  momentos  que  caminaba  sobre  la  linea 
del  ferrocarril,  en  compañía  de  Luis  Juárez 
López,  con  quien  trabajó  como  ayudante,  vió 
un  grupo  de  gente  y  no  obstante  que  ninguno 
de  los  dos  se  detuvo,  se  pudo  dar  cuenta  que 
peleaban  Búcaro  Prado  y  otro  individuo  a 
quien  no  conoció;  pero  si  se  fijó  que  tenia  un 
pantalón  azul  y  una  "chumpa",  asi  como  tam- 
bién un  palo,  con  el  que  le  estaba  pegando  a 
Búcaro  Prado,  quien  se  defendía  sólo  con  las 
manos  y  no  se  dió  cuenta  si  alguno  de  los  dos 
estaba  herido. 

Hasta  el  diecinueve  de  enero  del  año  en  cur- 
so, fué  captui'ado  Ismael  Búcaro  Prado  y  al 
tomarle  su  declaración  indagatoria,  manifes- 
tó: que  Prado  Beltrán  es  su  primo  hermano, 
crecieron  juntos  y  lo  ha  favorecido  en  diver- 
sas oportunidades,  hasta  conseguirle  trabajo 
en  los  talleres  Feltrin;  que  en  cierta  ocasión, 
que  estuvo  enfermo,  le  proporcionó  medicinas 
y  después,  para  pagarse  la  deuda,  quiso  que 
su  esposa  le  entregara  su  caja  de  herramien- 
ta y  como  ella  se  negó,  ésto  provocó  el  enojo 
de  Prado  Beltrán.  La  víspera  del  dia  trece 
de  diciembre  del  año  pró.ximo  pasado.  Prado 
Beltrán  lo  injurió  y  después  de  las  palabras 
que  se  cruzaron  entre  los  dos,  lo  retó  a  pelear, 
mas  viendo  que  tenía  un  formón,  no  quiso  re- 
ñir con  él  y  como  trató  de  agredirlo,  le  arro- 
jó una  piedra  y  lo  obligó  a  salir  huyendo  al 
recoger  la  otra.  Al  día  siguiente,  Luis  N.,  le 
advirtió  a  las  diez  horas,  que  Prado  Beltrán 
"lo  iba  a  puyar",  y  por  eso  motivo  salió  acom- 
pañado de  su  hermano  Ramiro  Búcaro  y  Ni- 
colás Rodríguez;  en  efecto,  Prado  Beltrán  lo 
golpeó  con  un  palo  y  lo  obligó  a  pelear  con 
él,  sin  tener  ninguna  clase  do  arma.  La  le- 
sión que  sufrió  Prado  Beltrán,  dice  que  indu- 


dablemente se  la  causó  él  mismo,  pues  tenía 
un  formón  en  el  bolsillo,  que  después  se  lo  re- 
cogió Nicolás  Rodríguez. 

En  el  informe  del  servicio  médico  legal, 
consta:  que  Ismael  Búcaro  Prado  presentaba 
varias  cicatrices:  una,  consecutiva  a  una  le- 
sión contusa;  otra,  procedente  de  una  herida 
causada  por  instrumento  cortante;  otra  del 
mismo  origen,  sobre  el  pulgar  de  la  mano  iz- 
quierda; otra,  debida  a  excoriación,  sobre  el 
tercio  superior  de  la  cara  posterior  del  ante- 
brazo izquierdo  y  otra,  causada  con  instru- 
mento corlante,  sobre  el  hipocondrio,  a  la  al- 
tura de  la  última  costilla  y  linea  mamilar. 

Con  esa  prueba,  pronunció  su  fallo  el  Juez 
Cuarto  de  Primera  Instancia  de  esta  capital; 
y  la  Sala  Segunda  lo  confirmó,  con  las  modi- 
ficaciones indicadas,  considerando  que  no  son 
dignos  de  crédito,  los  testimonios  de  Luis  Juá- 
rez López,  Porfirio  y  Rodolfo  Rosales  Maza- 
riegos  y  Aparicio  Torres,  por  los  términos  en 
que  se  produjeron,  unos  en  cuanto  al  lugar, 
□tros  en  cuanto  a  la  hora  y  todos  respecto  a 
la  forma  como  los  hechos  se  desarrollaron. 
Porque  no  es  verosímil  que  se  les  hubiera  pa- 
sado inadvertida  la  hemorragia  que  en  el  mis- 
mo momento  a  que  se  refieren,  fué  vista  por 
los  demás  testigos,  en  la  mano  de  Prado  Bel- 
trán, ni  tampoco  que  hubieran  seguido  su  mar- 
cha, sin  sentirse  estimulados  por  un  senti- 
miento natural  de  curiosidad,  que  ordinaria- 
mente es  común  en  todos  los  que  presencian 
hechos  de  esta  clase.  Por  otra  parte,  el  in- 
forme médico,  no  corrobora  lo  afirmado  por 
ellos  y  por  el  reo,  acerca  de  que  fué  apaleado. 
Además,  do  haber  sido  el  suceso  como  lo  ex- 
ponen, no  habría  habido  razón  para  que  se 
ocultura,  huyendo  de  la  acción  de  la  justicia  y 
tratara  de  defenderse  de  la  manera  que  lo 
hizo.  En  consecuencia,  estima  que  los  testi- 
monios de  Nicolás  Rodríguez  y  Emilio  Maltes 
Rosales  (no  es  Maltes  Rosales,  sino  Vidal  Sa- 
mayoa>,  corroborados  por  la  denuncia  del  ofen- 
dido, la  información  médica  y  la  conducta  ob- 
servada por  el  reo,  después  de  la  perpetración 
del  delito,  establecen  plenamente  su  delin- 
cuencia. 

Por  estar  en  tiempo,  se  admitió  el  recurso, 
y  habiéndose  verificado  la  vista,  es  el  caso  de 
resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  Sala  sentenciadora  desestima  las  de- 
claraciones de  los  testigos  propuestos  por  la 
defensa,  por  los  términos  en  que  se  produje- 
ron en  cuanto  al  lugar,  hora,  desarrollo  del 
suceso  y  las  observaciones  acertadas,  que  hace, 
si  fueran  en  realidad  testigos  presenciales;  y 
los  testimonios  de  esta  clase,  que  además  de 
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haber  motivos  para  dudar  de  su  veracidad, 
existen  otras  pruebas  de  mejores  condiciones, 
no  producen  ningún  efecto  decisivo  en  la  cues- 
tión. Y,  al  apreciarlo  asi  el  Tribunal  de  segun- 
da instancia,  no  infringió  los  artículos  571, 
573,  574,  586  y  600  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales,  sino  que,  con  respecto  a  estas  de- 
claraciones, los  aplicó  correctamente. 

CONSIDERANDO- 

Que  la  prueba  la  forma,  como  se  describe 
en  la  parte  histórica  del  fallo,  con  las  decla- 
raciones de  Nicolás  Rodríguez  y  Vidal  Sama- 
yoa,  no  Emilio  Maltes  Rosales,  a  quien  no  le 
consta  y  se  citó  por  un  lapsus,  que  presencia- 
ron hechos  importantes,  siendo  uno  de  éstos 
el  que  vió  que  Búcaro  Prado  atacaba  con  for- 
món a  Prado  Beltrán,  corroboradas  con  la  de- 
nuncia hecha  por  el'  propio  ofendido,  el  infor- 
me médico  y  la  conducta  posterior  del  mismo 
Búcaro  Prado,  de  todo  lo  que  deduce  que  es 
el  autor  de  la  lesión.  La  deducción  que  obtie- 
ne del  conjunto  de  esa  prueba,  es,  realmente, 
indefectible  y  como  queda  a  su  criterio  la  re- 
lación de  unos  hechos  con  otros,  para  descu- 
brir la  verdad  en  forma  científica,  no  proce- 
de contra  su  apreciación,  el  recurso  que  se  exa- 
mina, en  virtud  de  estar  fundada  en  presun- 
ciones humanas.  Por  esta  razón,  no  pudo  ha- 
ber violado  los  articules  568,  588,  589,  595  597 
y  601  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
y  11  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  articulo  206  del  Código  Penal,  no  lo 
pudo  haber  violado,  porque  trata  de  la  pena 
de  un  año  de  prisión  correccional  que  corres- 


ponde al  que  falsifica  un  pasaporte  o  una  cé- 
dula de  vecindad;  y  en  este  proceso  no  se  ha- 
ce referencia  a  ninguno  de  estos  dos  casos, 
sino  que  solo  comprende  el  delito  de  lesiones 
menos  graves. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  cuanto  a  la  apertura  del  procedi- 
miento contra  los  testigos  propuestos  por  la 
defensa,  no  procede  el  recurso  extraordinario 
de  casación,  por  violación  de  ley,  por  no  estar 
comprendida  en  ninguno  de  los  siete  casos 
que  tiene  el  articulo  676  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales,  como  es  fácil  convencerse 
con  la  simple  lectura  de  cada  uno  de  esos  in- 
cisos. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  apoyada  en 
las  leyes  citadas  y  en  lo  que  disponen  los  ar- 
tículos 686  y  690  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales  y  233  de  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  DESESTIMA  el  recurso  ínter- 
puesto,  por  improcedente,  y  condena  al  reo  Is- 
mael Búcaro  Prado,  a  sufrir  la  pena  adicio- 
nal de  un  mes  de  arresto  menor,  conmutable 
en  su  totalidad  a  veinticinco  centavos  diarios. 
Notifiquese  y  con  certificación  de  lo  resuelto, 
devuélvanse  los  antecedentes  al  tribunal  de 
su  origen. 

Raf.  Ordóñez  SoUs.  —  José  Serrano  Muñoz. 
Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  — 
Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R.  —  Se- 
cretario. 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 

RESOi-UCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 

DURANTE   LOS    MESES   DE   JULIO.    AGOSTO   Y   SEPTIEMBRE    DE  1940 


TRIBUNALES 

RAMO 

CIVIL 

RAMO  CRIMINAL 

Decretos 

Autos 

Sen- 
tencias 

Total 

Deere  toa 

Autos 

Sen- 
tencias 
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Corte  Suprema  de  Justicia 

479 

24 

12 

515 

393 

190 

28 

611 

CORTE  DE  APELACIONES 

462 

120 

31 

613 

265 

115 

128 

508 

341 

78 

21 

440 

415 

156 

185 

756 

351 

69 

9 

429 

452 

134 

156 

742 

136 

46 

13 

195 

535 

194 

178 

907 

77 

28 

9 

114 

266 

174 

119 

559 

108 

101 

20 

229 

JUZGADOS  DE  la.  INST. 

TANGIA- 

2.069 

1.032 

88 

3.189 

1.518 

815 

78 

2.411 

1.565 

502 

42 

2.109 

Juzgado  4°  de  Guatemala  . . 

1.733 

586 

2.618 

Juzgado  5'  de  Guatemala  . . 

2.344 

937 

125 

3.406 

Juzgado  6'  de  Guatemala  . . 

1010 

824 

53 

1.885 

192 

Dy 

1 

71  ^ 

398 

1  ^9 

1.243 

159 

71 

2 

232 

193 

1S31 

1.309 

268 

7 

1  IQíí 

498 

Rñ 
OU 

1.754 

331 

37 

4 

372 

515 

249 

95 

859 

169 

75 

5 

249 

1.985 

264 

94 

2.354 

211 

fiCl 
o\j 

10 

301 

414 

151 

1.561 

193 

181 

13 

387 

851 

364 

49 

1.264 

241 

87 

4 

332 

1.310 

303 

33 

1.650 

273 

70 

6 

349 

1.418 

765 

302 

2.485 

73 

11 

0 

84 

218 

54 

10 

282 

670 

173 

7 

850 

1.130 

448 

54 

1.632 

419 

80 

5 

504 

1.430 

280 

51 

1.700 

465 

65 

4 

534 

1.255 

280 

147 

1.672 

362 

55 

10 

427 

2.830 

203 

35 

3.068 

158 

130 

4 

292 

582 

443 

212 

1.237 

69 

44 

03 

116 

1.171 

460 

169 

1.800 

179 

57 

01 

237 

866 

311 

133 

1.310 

116 

74 

01 

191 

988 

149 

38 

1.175 

207 

140 

8 

355 

916 

493 

69 

1.488 

186 

59 

1 

246 

690 

92 

26 

808 

356 

52 

3 

411 

870 

83 

195 

1.148 

244 

142 

20 

406 

711 

261 

28 

1.100 

TOTALES   

12.539 

4.600 

422 

17.561 

31.097 

10.416 

 . 

3.555 

45.120 

Totales 
general 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


347 


Circulares  Giradas  por  la  Secretaría  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia 


Guatemala,  27  de  Julio  de  1940. 

Señor  Juez: 

Con  instrucciones  de  esta  Superioridad,  sírvase  dar  aviso  a  esta  Secretaria 
del  fallecimiento  de  los  abogados  y  notarios  que  ocurran  en  ese  departamento, 
haciéndole  saber  al  Registrador  Civil,  la  obligación  que  tiene  de  darle  a  Ud.  el 
parte  respectivo.    Sírvase  acusar  recibo  a  su  muy  Atto.  y  S.  S., 

Max.  García  R. 


Guatemala,  27  de  Agosto  de  1940. 

Señor  Secretario  de  la  Sala  de  Apelaciones, 
Presente: 

Con  instrucciones  de  esta  Superioridad,  para  que  lo  haga  del  conocimien- 
to de  los  Juzgados  de  Primera  Instancia  de  su  jurisdicción  y  éstos  a  su  vez  a  los 
de  Paz  respectivos,  le  transcribo  el  Acuerdo  contenido  en  el  oficio  que  dice: 

"Guatemala,  26  de  Agosto  de  1940. — Señor  Presidente:  De  la  Secretaría 
de  Hacienda  y  Crédito  Público  se  recibió  la  nota  que  dice:  "Guat.  Agot.|23|40. 
Señor  Secretario:  Con  fecha  de' hoy  se  emitió  por  el  órgano  de  esta  Secretaria, 
el  acuerdo  que  dice:  "EL  PRESIDENTE  DE  LA  REPUBLICA,  para  la  debida  y 
pronta  aplicación  del  párrafo  lo.  del  Articulo  lo.  del  Decreto  Gubernativo  Nu- 
mero 2342,  ACUERDA:  A  simple  solicitud  escrita  de  la  Dirección  General  de 
Rentas,  los  Jueces  de  Paz  de  la  República  impondrán  de  plano  las  sanciones  es- 
tablecidas por  el  Decreto  Gubernativo  Número  2342,  a  los  Notarios  que  al  ser 
requeridos  por  aquella  dependencia  administrativa,  no  pagaren  dentro  del  plazo 
que  ésta  les  fije,  las  multas  que  les  fueren  impuestas  de  entera  conformidad 
con  el  Decreto  Gubernativo  Número  1750.  Contra  dicho  procedimiento  no  cabe 
más  recurso  que  el  de  responsabilidad.  Comuniqúese. — (f)  UBICO.  El  Secreta- 
rio de  Estado  en  el  Despacho  de  Hacienda  y  Crédito  Público. — (f)  J.  González 
Campo".  El  que  tengo  el  honor,  etc. — (f)  J.  González  Campo.  La  que  tengo,  etc. — 
'f)  Gmo.  S.  de  Tejada.  Señor  Presidente  del  Poder  Judicial. — Presente".  Sír- 
vase acusar  recibo  a  su  muy  Atto.  y  S.  S. 

Max  García  R. 


Guatemala,  10  de  Septiembre  de  1940 

Señor  Juez: 

Con  instrucciones  de  esta  Superioridad,  para  su  debido  conocimiento  y  para 
que  lo  haga  del  conocimiento  de  los  jueces  menores  de  su  jurisdicción,  tengo  la 
honra  de  transcribirle  la  exposición  que  dice: 

"Guatemala,  10  de  Septiembre  de  1940. — Señor  Presidente  de  la  Corte  Su- 
prema de  Justicia. — Ciudad.  Señor  Presidente:  En  el  estudio  de  los  procesos 
de  que  hemos  conocido  en  ejercicio  de  nuestro  ministerio,  nos  hemos  dado  cuen- 
ta de  algunas  prácticas  viciadas  que  se  hace  necesario  corregir  y  es  por  ello  que 


348 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


acudimos  a  esa  Superioridad  para  ponerlo  en  su  conocimiento,  a  fin  de  que  si  lo 
estima  conveniente  dicte  las  medidas  pertinentes.  Es  práctica  frecuente  en  los 
Tribunales  de  Justicia  nombrar  como  expertos  a  personas  que  carecen  de  los  co- 
nocimientos necesarios  en  la  materia  del  peritaje  y  que  cumplen  con  su  cometido 
únicamente  por  llenar  una  exigencia  legal,  cuando  los  Juzgadores  son  los  llama- 
dos a  procurar  porque  los  expertos  que  se  nombren  sean  verdaderos  peritos  con 
conocimientos  especializados  acerca  del  asunto  de  que  se  trate.  Debe  evitarse 
el  nombramiento  de  los  empleados  o  pasantes  de  los  propios  Tribunales,  tanto 
para  el  avalúo  de  daños  o  cosas  hurtadas  o  estafadas  como  para  la  calificación 
de  edad  de  menores,  porque  no  solo  los  pasantes  y  empleados  carecen  de  la  ca- 
pacidad indispensable  para  ello,  sino  que  se  contraria  un  principio  legal  esta- 
blecido en  los  Reglamentos  de  los  Tribunales  de  Justicia.  Creemos  que  con  el 
envió  de  una  Circular,  los  Señores  Jueces,  celosos  del  cumplimiento  de  sus  obli- 
gaciones, pondrían  especial  atención  en  que  se  corrigieran  estas  anomalías.  Ro- 
gamos al  Señor  Presidente,  dispensar  su  atención  a  la  presente,  etc. — (ff)  Ric. 
Ortiz  Sánchez.  Fiscal  de  la  Sala  la.  J.  F.  Juárez  y  Aragón.  Fiscal  de  la  Sala 
2a.,  V.  M.  Cáceres,  Fiscal  de  la  .Sala  3a." 

Sírvase  acusar  recibo  a  su  muy  Atto.  y  S.  S. 

Max  García  R. 
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PODER  JUDICIAL 

Presidente  del  Poder  Judicial  y  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia: 
Licenciado  Don  Rafael  Ordóñez  So  lis.  —  Sexta  Avenida  Norte  N°  25. 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

MAGISTRADO:  Licenciado  Don  José  Serrano  Muñoz.  —  Villa  de  Guadalupe  "Villa  Elena". 
MAGISTRADO:  Licenciado  Don  Abel  Paredes.  —  12  Avenida  Sur  Prolongación. 
MAGISTRADO:  Licenciado  Don  Francisco  E.  Rodríguez.  —  11  Calle  Poniente  N=  28. 
MAGISTRADO:  Licenciado  Don  Federico  Ojeda  Salazar.  —  Callejón  Corona  N-  5. 
SECRETARIO:  Licenciado  Don  Max.  Garcia  R.—  5»  Calle  Oriente  N-  50. 
OFICIAL  MAYOR:  Br.  Don  Héctor  Fajardo  Cadena.  —  6'  Calle  Poniente  N'  45. 


CORTE  DE  APELACIONES 


SALA  PRIMERA: 
( Guatemala) 

Presidente:  Licenciado  Don  Jesús  Unda 
Murillo,  2»  Avenida  Sur  N°  92-A. 

Magistrado:  Licenciado  Don  José  Leandro 
Rodas,  15  Calle  Oriente  N"  22. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Jorge  Morales 
Urruela,  11  Calle  Poniente  N-  11. 

Magistrados  Suplentes:  Licenciado  Don  Gon- 
zalo Menéndez  de  la  Riva  y  Licenciado  Don 
Abel  Girón. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Ricardo  Ortiz  Sán- 
chez, 16  Calle  Poniente  N'  31. 

Procurador:  Licenciado  Don  Federico  Hari- 
nas Calzia,  14  Calle  Oriente  N°  30. 

Secretario:  Licenciado  Don  Emilio  Beltra- 
nena,  Finca  "Las  Charcas",  Chalet  "Paselli". 

SALA  SEGUNDA: 

C  Guatemala) 

Presidente:  Licenciado  Don  Octavio  Agui- 
lar,  7°  Avenida  Norte  Prolongación,  N-  2. 

¡Vlagistrado:  Licenciado  Don  Miguel  Alvarez 
Lobos,  17  Calle  Oriente  N=  11. 

Magistrado:  Licenciado  Don  J.  Joaquín  Pal- 
ma, 12  Calle  Poniente  N°  8. 

Magistrados  Suplentes:  Licenciado  Don  Car- 
los A.  Recinos  y  Licenciado  Don  Guillermo 
Lavagnino. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Fernando  Juárez 
Aragón,  7'  Avenida  Sur  N"  92. 

Procurador:  Licenciado  Don  Héctor  Cruz  F., 
18  Calle  Oriente  N=  80. 

Secretario:  Licenciado  Don  Antonio  Rivera 
Ariza.  Ciudad. 

SALA  TERCERA: 
( Guatemala) 

Presidente:  Licenciado  Don  Manuel  V.  Ma- 
rroquin,  4"-  Calle  Oriente  N-  28. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Miguel  Alfredo 
Gil,  5«  Calle  Poniente  N"  38. 


Magistrado:  Licenciado  Don  Carlos  Girón 
Zirión,  Avenida  "La  Reforma". 

Magistrados  Suplentes:  Licenciado  Don  Leo- 
poldo Rosales  y  Licenciado  Don  Jesús  Ibarra. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Victor  Manuel  Cáce- 
res,  Callejón  Variedades  N'-'  31. 

Procurador:  Licenciado  Don  Eleázar  Urme- 
neta,  11  Avenida  Norte  N"  29. 

Secretario:  Licenciado  Don  Fernando  Ore- 
llana  h.,  4"  Avenida  Sur  N'-  92. 

SALA  CUARTA: 
f  Quezaltenango) 

Presidente:  Licenciado  Don  J.  Luis  P.  Var- 
gas. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Eulogio  Gon- 
zález. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Abraham  Bus- 
tamante. 

Magistrados  Suplentes:  Licenciado  Don  Fi- 
ladelfo  J.  Fuentes  y  Licenciado  Don  Francis- 
co Rendón  C. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Francisco  Barrios 
S¿is. 

Procurador:  Licenciado  Don  Luis  Gerardo 
Barrios. 

Secretario:  Don  Porfirio  Sánchez. 

SALA  QUINTA: 
C  Jalapa) 

Presidente:  Licenciado  Don  Daniel  Are- 
llano. 

Magistrado:  Lienciado  Don  José  I.  Cabrera. 
Magistrado:   Licenciado  Don  Alfonso  Gál- 
vez  S. 

Magistrados  Suplentes:  Licenciado  Don  An- 
tonio Castañeda  y  Licenciado  Don  Virgilio 
Alvarez  Castro. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Humberto  Robles. 

Procurador:  Licenciado  Don  Augusto  Lina- 
res Letona. 

Secretario:  Licenciado  Don  Alfredo  Figue- 
roa  Palma. 
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VOCALES  MILITARES 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

Propietarios:  General  de  División  Ciríaco 
Antonio  Urrutia,  6»  Calle  Poniente  N-  69. 

General  de  División  Miguel  Castro  Monzón, 
Jalapa. 

Suplentes:  General  de  División  José  Víctor 
Mejía,  Chalet  "Los  Andes". 

General  de  División  Eduardo  Villagrán  Arí- 
za,  16  Calle  Oriente  N"  65. 

SALAS  PRIMERA,  SEGUNDA  Y  TERCERA 
DE  APELACIONES 

Propietarios:  General  de  Brigada  Don  Ro- 
salió  Reina,  Ciudad. 

General  de  Brigada  Don  Manuel  Gómez 
Ponce,  Ciudad. 

Suplentes:  General  de  Brigada  Don  Encar- 
nación de  León  Corzo. 

Coronel  Don  Manuel  Maldonado  Robles. 


SALA  CUARTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  Teniente  Coronel  Don  Regino 
Siliézar. 

Teniente  Coronel  Don  Gustavo  Ovalle. 

Suplentes:  Teniente  Coronel  Don  Juan  J. 
Maldonado. 

Teniente  Coronel  Don  Gabriel  Soberanis. 

SALA  QUINTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  Teniente  Coronel  Don  Adrián 
Salazar. 

Teniente  Coronel  Don  Moisés  Morales. 

.Suplentes:  Teniente  Coronel  Don  Felipe  So- 
lórzano. 

Teniente  Coronel  Don  Martin  Carias. 


JUECES   DE   PRIMERA  INSTANCIA 


Juez  1"  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Hernán  Morales  Dardón,  Cha- 
let "Mimosa",  "La  Reforma". 

Juez  2"  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Juan  Fernández  Córdova,  9° 
Avenida  Sur  N"  58. 

Juez  3'-  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  José  Luis  Lemus,  Villa  do 
Guadalupe,  Chalet  "Las  Palmas". 

Juez  4"  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Gonzalo  Menéndez  de  la  Riva, 
11  Calle  Oriente  N-'  28. 

Juez  5"  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Eugenio  Nuila,  12  Avenida 
Sur  N"  112. 

Juez  6"  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Carlos  A.  Recinos,  12  Avenida 
Sur  N'  129. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Alta 
Verapaz:  Licenciado  Don  Francisco  Carrillo 
Magaña.  ^ 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Baja 
Verapaz:  Licenciado  Don  Oliverio  García  As- 
turias. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Chi- 
maltenango:  Licenciado  Don  Alberto  Herrar- 
te. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Chi- 
quimula:  Licenciado  Don  Justo  Rufino  Mo- 
rales. 

Juez  Propietario  del  Departamento  do  Es- 
cuintla:  Licenciado  Don  Virgilio  Alvarez  Cas- 
tro. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Hue- 
huetenango:  Licenciado  Don  J.  Vicente  Ro- 
dríguez. 

Juez  Propietario  del  Departamento  do  Iza- 
bal:  Licenciado  Don  Ricardo  Marroquin. 

Juez  Propietario  del  Deparlamento  de  Jala- 
pa: Licenciado  Don  Carlos  Villela  Rosa. 


Juez  Propietario  del  Departamento  de  Ju- 
tiapa:  Licenciado  Don  Víctor  Manuel  Gutié- 
rrez. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  El 
Peten:  Licenciado  Don  Manuel  Pacheco  Ra: 
mirez. 

Juez  1'  Propietario  del  Departamento  de 
Quezaltenango:  Licenciado  Don  Héctor  Villa- 
grán. 

Juez  2»  Propietario  del  Departamento  de 
Quezaltenango:  Licenciado  Don  Francisco  Ren- 
dón  C. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  El 
Quiche:  Licenciado  Don  J.  Juan  Alvarez. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Re- 
talhulcu:  Licenciado  Don  José  María  Grajeda. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Sa- 
catepéquez:  Licenciado  Don  Arturo  Herbru- 
ger  A. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  San 
Marcos:  Licenciado  Don  Ismael  Ortiz  Ore- 
llana. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  San 
ta  Rosa:  Licenciado  Don  Haroldo  Barillas 
Arrojo. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  So 
lolá:  Licenciado^  Don  Carlos  Fernández  Cha- 
varria.  ^ 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Su- 
chitepéquez:  Licenciado  Don  Oscar  Paiz. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Toío 
nicapán:  Licenciado  Don  Eduardo  Rivera  Mo 
rales. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Za- 
capa:  Licenciado  Don  Laureano  Torres  Loren- 
zana. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  El 
Progreso:  Licenciado  Don  José  Arturo  Ruano 
Mejia. 
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COMANDANTES  DE  ARMAS 


Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Guatemala,  General  Don  Pedro  Reyes  Rei- 
nelas. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Alta  Verapaz,  General  Don  Fidel  Torres. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Baja  Verapaz,  General  Don  Mario  Ochoa 
Méndez. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento  de 
Chimaltenango,  General  Don  Rafael  Arrióla  G. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Chlquimula,  General  Don  Daniel  Corado. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Escuintla,  Coronel  Don  Carlos  Humberto 
Ceballos. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Huehuetenango,  Coronel  Don  Isidoro  Mo- 
rales. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Izabal,  General  Don  Buenaventura  Pineda. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Jalapa,  General  Don  Miguel  Castro  Mon- 
zón. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Jutiapa,  General  Don  Gustavo  Alfaro. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  El  Petén,  Coronel  Don  Oscar  H.  Peralta. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Quezaltenango,  Coronel  Don  Carlos  Enri- 
quez  Barrios. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  El  Quiché,  General  Don  Daniel  Montenegro. 


Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Retalhuleu,  General  Don  Rafael  Aldana. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Sacatepéquez,  General  Don  Manuel  J.  Ve- 
lázquez. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  San  Marcos,  General  Don  José  Domingo 
Juárez  Aragón. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Santa  Rosa,  Coronel  Don  Ramón  Gróte- 
wold. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Sololá,  General  Don  Sarbelio  Castillo  Gon- 
zález. 

Comandante  de  Arreas  del  Departamento 
de  Suchitepéquez,  General  Don  Nicolás  de 
León. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Totonicapán,  Coronel  Don  Enrique  Ardón. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Zacapa,  Coronel  Don  Carlos  Cipriani. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  El  Progreso,  General  Don  Federico  Ponce. 

Auditor  General  de  Guerra:  Licenciado  Don 
Eliseo  Solis,  10»  Calle  Oriente  .N=  33-B. 

Auditor  de  Guerra  del  Departamento  de 
Guatemala:  Licenciado  Don  Guillermo  Cable- 
ra Martínez,  "Villa  Olympia",  Calle  García 
Granados. 

Fiscal  Militar:  Bachiller  Don  Urbano  Gra- 
majo.  Ciudad. 


JUECES  DE  PAZ 

DE    LA  CAPITAU 

Juez  1°  Licenciado  Don  Domingo  Ayerdi.— Pasaje  Rubio  Letra  B. 

Juez  2=  Licenciado  Don  José  Luis  Villacorta  Francés.— -10"  Avenida  Sur  N-  12. 

Juez  3=  Bachiller  Don  Cecilio  Mayorga  Cordón. — Colonia  Ubico,  2»  Avenida  N°  232 

Juez  4"  Licenciado  Don  Ramón  Alvarez.— 2»  Calle  Oriente  N°  11. 

Juez  5'-'  Bachiller  Don  Alberto  Portillo  Aldana.— 12  Avenida  Sur  N=  67. 

Juez  6-  Licenciado  Don  Feliciano  Fuentes  Alvarado.— Avenida  "El  Quetzal"  N"  15 

Juez  7=  Señor  Don  Juan  Garci-Aguirre  Vives.— Cantón  Lavarreda,  Ciudad. 

Juez  de  Instrucción,  Br.  Don  Humberto  Solís  Gallardo.— 11  Avenida  y  10'  Calle. 

Juez  del  Tránsito,  Licenciado  Don  José  León  Castañeda  Ayala,  15  C.  P.  N°  7128. 
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SALA  CUARTA 


Juzgado  1°  y  2"  de  1»  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Quezaltenango 

Juzgado  de  1'  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    San  Marcos 

Juzgado  de  1"  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Totonicapán 

Juzgado  de  1"  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Solóla 

Juzgado  de  1'  Instancia  y  Comandancia  de.  Armas  de    El  Quiche 

Juzgado  de  1'  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Huehuetenango 
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  Chiquimula 

Juzgado 

de 

1» 

Instancia 

y 

Comandancia 

  Izabal 
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EN  EL  DEPARTAMENTO  DE  GUATEMALA 
RAMO  CIVIL 

Juzgado  1^  de  Paz   [  JUZGADO  1'  DE  1-  INSTANCIA 

Juzgado  2 "  de  Paz   1 

Juzgado  3'  de  Paz   )  JUZGADO  2'  DE  !•  INSTANCIA 

Juzgado  4"  de  Paz   j 

Juzgado  5°  de  Paz   v 

Juzgado  6"  de  Paz   | 

Juzgado  7»  de  Paz    V  JUZGADO  3'  DE  1-  INSTANCIA 

Municipios  de  este  Departamento   ) 


RAMO  PENAL 


Juzgado  4'  de  !•  Instancia:  Juzgados  3'  y     de  Paz  y  municipios. 
Juzgado  5°  de  !•  Instancia:  Juzgados  2°,  4'  y  5°  de  Paz. 
Juzgado  6'  de  1*  Instancia:  Juzgados  1'  y  6'  de  Paz. 
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DIRECTORIO  JUDICIAL 


PALACIO  DE  JUSTICIA 


Presidencia  del  Poder  Judicial. 
Corte  Suprema  de  Justicia. 
Sala  1',  2-  y  3'  de  Apelaciones 
Archivo  General  de  Protocolos 

Archivo  General  de  Tribunales    ^  ,9.  Avenida  Sur  entre  14  Calle  y  Callejón 
Tesorería  de  Fondos  de  Justicia  j  del  Carrocero). 
Estadística  Judicial  j 
Biblioteca  del  Poder  Judicial.  j 
"Gaceta  de  los  Tribunales"  1 


Juzgado  1=,  2"  y  3»  de  1»  Instancia:  9"  Calle  Oriente  N°  41. 
Juzgado  4=  de  1»  Instancia:  7»  Avenida  Sur  N"  72. 
Juzgado  5°  y  6°  de  1»  Instancia:  7-'  Avenida  Sur  N"  70. 

Comandancia  de  Armas,  Auditoria  de  Guerra  y  Fiscalía  Militar:  13  Av.  y  7' C. 
Juzgado  1=  de  Paz:  15  Calle  Poniente  N"  37. 
Juzgado  2=  de  Paz:  3«  Calle  Oriente  N°  15. 
Juzgado  3'  de  Paz:  Avenida  Los  Arboles  N°  139. 
Juzgado  4°  de  Paz:  7'  Avenida  Sur  N"  72. 

Juzgado  5°  de  Paz:  Avenida  Bolívar  155.  1 
Juzgado  6°  de  Paz:  2«  Avenida  del  Cantón  La  Independencia,  San  Pedrito. 
Juzgado  7»  de  Paz:  Cantón  Lavarreda.  Ciudad. 
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PERMANENTE 

Se  ruega  poner  en  conocimiento  de  la 
Presidencia  del  Poder  Judicial,  cual- 
quier anomalía  que  se  advierta  en  la 
administración  de  justicia,  a  fin  de 
seguir  la  investigación  que  corresponda 
y  dictar  las  medidas  que  el  caso  requiera. 
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SECCION  JUDICIAL 
RESOLUCIONES  DE  LA  CORTE  SUPREMA   DE  JUSTICIA 

ORDINARIO,  seguido  entre  Ismael  Delgado  Chavarria  y  Erwin  Pablo  Die- 
seldorff  Rethey. — DOCTRINA:  No  habiendo  probado  el  actor  la  existencia 
de  la  i-elación  jurídica  en  virtud  de  la  cual  pretende  que  se  condene  al  reo 
procede  absolver  a  éste  de  la  demanda  que  le  entablara    367 

ORDINARIO,  seguido  por  José  Chagtin  contra  Marino  Maselli  Bocaletti  y 
Juan  B.  Maselli  Filipini. — DOCTRINA:  Los  dueños  de  cualquier  medio  de 
transporte  quedan  solidariamente  obligados  al  pago  de  las  responsabilida- 
des civiles,  con  los  autores  de  los  daños  y  perjuicios  que  causen  las  perso- 
nas encargadas  de  los  vehículos,  aún  cuando  no  sean  empleadas  de  las  em- 
presas, siempre  que  el  verdadero  encargado  de  ellos  se  los  halla  encomen- 
dado, aunque  fuere  de  manera  transitoria.  No  estando  probada  esta  últi- 
ma circunstancia  procede  absolver  al  demandado    375 

CIVIL.— JUICIO:  ORDINARIO,  seguido  por  Miguel  Soto  Barillas  contra  Emiliano  Poi- 
tán  López.  —  DOCTRINA:  Una  vez  hecha  liquidación  de  una  cuenta,  y 
reconocido  de  común  acuerdo  entre  las  partes  el  saldo  que  resulte,  no 
puede,  el  deudor,  alegar  que  está  pagada  con  otras  partidas  anteriores  a  la 
liquidación,  a  menos  que  se  comprobara  plenamente  que  por  alguna  causa 
legal  no  fueron  comprendidas    378 

CIVIL. — JUICIO:  ORDINARIO,  seguido  entre  Lucio  Palma  Gómez  y  Juan  Antonio  Gómez. 

DOCTRINA:  Interpuesto  recurso  extraordinario  de  casación  por  haberse 
denegado  la  diligencia  de  una  prueba  admisible,  recibida  después  en  vir- 
tud de  auto  para  mejor  fallar,  quedó  subsanado  el  vicio  de  procedimiento 
y  en  consecuencia  es  improcedente  el  recurso  que  se  interponga  por  dicho 
.    mptivo    383 

CIVIL. — QUEJA:  presentada  ñor  el  Licenciado  Juan  Córdova  Cerna,  contra  la  Sala  Primera 
de  Apelaciones. — DOCTRINA:  La  citación  que  se  hace  a  un  tercer  posee- 
dor de  bienes  adquiridos  en  subasta  pública,  le  da  derecho  para  oponer  ex- 
cepciones en  otro  juicio  relativo  a  los  mismos  bienes,  aunque  no  se  tenga 
el  carácter  de  demandado    386 

CIVIL.— JUICIO:  ORDINARIO,  seguido  por  Tiburcio  García  contra  Mauricia  Reyes.— DOC- 
TRINA: Iniciada  una  demanda  de  propiedad  y  posesión  para  que  se  de- 
clare en  sentencia  un  derecho  que  ya  constaba  en  forma  legal,  el  abandono 
que  de  la  instancia  hubiere  hecho  el  demandante  en  nada  puede  perjudicar- 
le en  el  ejercicio  de  las  acciones  que  como  propietario  y  usufructuario  le 
correspondan,  sin  que  para  este  último  efecto  pueda  estimarse  procedente 
la  excepción  de  cosa  juzgada  producida  con  el  mencionado  auto  de  aban- 
dono que  alegue  la  parte  contraria    388 
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CIVIL.— JUICIO:  ARBITRAL,  seguido  entre  Samuel  Gómez  Sierra  y  "Scliwendener  y  Com- 
pañia".— DOCTRINA:  El  término  para  dictar  sentencia  en  juicio  de  árbi- 
tros  de  hecho,  fijado  por  las  partes  o  por  la  ley,  se  cuenta  desde  que  se  ha- 
ga la  última  notificación  de  que  el  Tribunal  ha  quedado  organizado.  Es 
irrenunciable  el  recurso  de  casación  contra  la  sentencia  que  se  dicte  en  jui- 
cio arbitral,  aunque  asi  se  estipule  en  la  escritura  de  compromiso    391 

CIVIL.— JUICIO:  ORDINARIO,  seguido  por  Neftalí  Figueroa  contra  Víctor  Manuel  Castillo 
Flores. — DOCTRINA:  La  prueba  producida  en  el  procedimiento  criminal 
no  puede  surtir  efectos  en  el  juicio  civil,  ya  que  son  de  naturaleza  distinta, 
y  para  recibirlas  están  sujetas  a  formalidades  diferentes,  por  lo  que  aun- 
que la  certificación  de  los  pasajes  del  proceso  penal  tenga  el  carácter  de  do- 
cumento auténtico  se  entiende  que  su  valor  probatorio  debe  apreciarse  en 
el  juicio  a  que  corresponda  y,  en  todo  caso,  siempre  que  el  hecho  que  se 
trate  de  establecer,  no  estuviere'  sujeto  a  formalidades  diferentes  determi- 
nadas en  la  ley   393 

CIVIL. — JUICIO:  SUMARIO  de  despojo  seguido  por  Carlos  Rivera  Arévalo  contra  el  juez  Pri- 
mero de  Primera  Instancia  de  este  departamento. — DOCTRINA:  El  ejerci- 
cio del  cargo  de  depositario  interventor  de  un  bien  inmueble,  no  implica 
más  que  funciones  de  un  simple  administrador,  que  no  privan  de  la  pose- 
sión al  dueño  del  fundo    397 

CIVIL.- -JUICIO:  ORDINARIO,  seguido  por  el  Banco  Central  de  Guatemala,  contra  Ro- 
sa Vassaux  viuda  de  Salazar. — DOCTRINA:  El  carácter  mercantil  del  pa- 
garé a  la  orden,  se  determina  por  la  circunstancia  esencial  de  proceder  de 
operaciones  meramente  mercantiles  o  de  ser  comerciantes  las  personas  que 
en  él  se  interesan    399 

CIVIL.— JUICIO:  ORDINARIO,  seguido  por  Rosa  Amelia  Gramajo  Sánchez  y  Rosalinda 
Gramajo  Ortiz  contra  los  herederos  de  Leocadio  Gramajo. — DOCTRINA: 
Sólo  el  marido  por  si  o  por  medio  de  apoderado  especial  podrá  negar  la  pa- 
ternidad del  hijo  concebido  durante  el  matrimonio    401 
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ferencias que  surgieron  entre  los  socios  de  "Kielhorn  y  Compañía". — DOC- 
TRINA: Cuando  la  resolución  contra  la  que  se  recurre  no  pone  fin  a  un 
juicio  de  mayor  cuantía,  procede  desechar  de  plano  el  recurso  de  casación 
que  al  efecto  se  interponga    404 

CIVIL.— JUICIO:  ORDINARIO,  seguido  por  Buenaventura  Morales  Bonilla  contra  Ernesto 
Polanco  Grajeda  y  compañeros.- -DOCTRINA:  No  debe  estimarse  proce- 
dente la  excepción  de  cosa  juzgada,  cuando  el  segundo  juicio  es  consecuen- 
cia del  primero  por  haber  este  aplazado  para  otro  juicio,  un  punto  a  re- 
solver   40.5 
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González  Schaeffer,  Ramiro  Samayoa  Rueda  y  El  Crédito  Hipotecario  Na- 
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transporte  de  las  aguas,  para  la  finca  donde  termina,  a  ésta  pertenecen  las 
aguas  en   su   totalidad,   mientras  no  se  demuestre  lo  contrario    407 
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tas a  la  jurisdicción  de  tribunales  especiales    419 
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del  Reglamento  de  Tribunales  no  es  inconstitucional,  ya  que  el  articulo  89 
de  la  Constitución  establece  que  las  leyes  señalan  el  orden  y  las  formali- 
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la  realización  del  crimen,  sino  activa  e  importante,  queda  comprendida  en- 
tre los  que  toman  parte  directa  en  la  ejecución  del  hecho    424 

CRIMINAL.  PROCESO  por  robo,  contra  Rafael  Mansilla  Llerena  y  compañeros.-  DOCTRI- 
NA: Estando  probado  que  los  acusados,  de  común  acuerdo  y  colectiva- 
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dad criminal  de  cada  uno,  que  todos  hayan  obrado  con  violencia,  pues  su 
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La  casación  de  una  sentencia  recaída  en  causa  instruida  por  un  delito  cuya 
preexistencia  no  se  estableció,  así  como  tampoco  la  responsabilidad  del 
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CRIMINAL. — PROCESO  por  abusos  contra  particulares,  contra  el  Agente  de  Policía  de  Ha- 
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guardan  relación  con  los  que  aparecen,  no  pueden  servir  de  medio  proba- 
torio, por  no  reunir  las  condiciones  jurídicas  que  las  caracterizan    456 
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De  las  excepciones  en  general  y  sus  fundamentos 

Por  el  Licenciado  Carlos  Martines  Oliva. 
(Continúa) 


DE  LA  FALSEDAD 

En  el  orden  jurídico  es  indispensable  ha- 
cer dos  clases  de  consideraciones  sobre  "La 
Falsedad":  una  en  lo  penal  o  criminal,  en 
cuanto  los  hechos  o  actos  ejecutados  enca- 
jan perfectamente  bien  dentro  de  la  defini- 
ción de  "Delito"  y  para  el  caso  que  tales 
actos  o  hechos  reúnan  las  condiciones  de  ser 
punibles;  siendo  la  finalidad  reprimir  esos 
actos  o  hechos  y  buscarles  la  respectiva  re- 
paración: Y,  otra  en  lo  puramente  civil,  que 
es  la  que  nos  interesa  en  estos  estudios,  sin 
perjuicio  de  las  relaciones  impresindibles  que 
deben  buscarse  dentro  de  una  legislación  y 
otra. 

La  Falsedad  del  orden  civil  cae  dentro  de 
la  definición  de  La  Nulidad  en  cuanto  de 
aquella  se  dice  ser  "El  estado  de  un  acto  que 
se  considera  no  sucedido"  y  con  su  adición 
consecuencial  de  "Vicio  que  impide  producir 
efectos".  Hay  pués,  la  finalidad  de  invali- 
dar todo  lo  que  comprenda  una  Falsedad  y 
con  el  fin  de  quitar  los  efectos  jurídicos  que 
pudiera  contener  un  acto  o  un  hecho  en  esas 
circunstancias. 

No  obstante  que  hacemos  un  estudio  se- 
parado de  la  Falsedad  y  de  que  advertimos 
una  finalidad  común  entre  ésta  y  la  nulidad 
y  aun  más,  que  les  significamos  de  un  valor 
idéntico  en  sus  fundamentos  y  consecuencias, 
es  importantísimo  buscar  y  asentar  las  di- 
ferencias que  de  findo  pueden  contener  am- 
bas excepciones  o  acciones:  En  primer  lu- 
gar, debe  advertise  que  la  falsedad  no  puede 
dirigirse  a  los  actos  o  hechos  en  sí,  puesto 
que  éstos  son  o  no  són,  sino  sólo  a  las  cons- 
tancias de  éstos,  mientras  que  la  nulidad,  de 
cierto  grado,  afecta  precisamente  a  los  actos 
o  hechos. 

En  efecto:  Como  definición  general  de  La 
Falsedad,  los  autores  nos  dan  la  que  sigue: 
"Toda  alteración  de  la  verdad";  de  cuya  de- 
finición se  colige  existencia  de  un  hecho  o 
acto  cierto  y  su  manifestación,  también  cier- 


ta, y  luego,  que  aparece  la  Falsedad  cuando 
tal  hecho  o  acto  se  transforma  mediante 
mentiras,  engaños  o  faltas  a  la  verdad  o 
con  dobleces,  perfidia  o  alevosía;  lo  cual 
nos  está  demostrando  que  La  Falsedad 
no  puede  existir  en  los  propios  hechos  o 
actos  sino  en  las  constancias  que  de  tales  se 
lleguen  a  formalizar. 

El  concepto  "alteración  de  la  verdad"  es 
aclarado  y  ampliado  en  cuanto  se  agrega  la 
definición  consecuencial  de  Falsedad,  como: 
"Inconformidad  entre  la  realidad  de  los  he- 
chos o  actos  con  las  manifestaciones  que  con 
posterioridad  se  haga  de  ellos";  esto,  es  que 
implica  Falsedad,  "La  Falta  de  conformidad 
entre  las  palabras,  las  ideas  y  las  cosas"; 
cuya  aclaración  y  ampliación  tiene  por  fi- 
nalidad, fijar  mejor  los  conceptos  anterior- 
mente vertidos. 

Vista  así  La  Falsedad,  encontramos:  Que 
no  puede  recaer  sobre  las  hechos  o  actos  y 
como  censecuencia,  sólo  se  dirije  en  contra 
de  las  constancias  que  se  formen  de  tales 
hechos  o  actos,  repitiendo  de  los  Autores,  que 
las  constanciás  o  documentos  son  de  dos  cla- 
ses: FALSOS  y  FALSIFICADOS;  que  aun- 
que produzcan  efectos  parecidos,  tienen  di- 
ferencias de  fondo  y  de  forma. 

Un  documento  o  constancia  es  FALSO, 
cuando  se  caracteriza  por  engañoso,  fingido 
o  simulado;  esto  es,  que  por  contrario  a  la 
verdad  se  califica  de  incierto;  y  es  FALSI- 
FICADO, cuando  aparecen  sus  caracteres 
adulterados,  mixtificados,  corrompidos  o  ad- 
mitir el  calificativo  de  supuestos.  Estas  de- 
finiciones son  lo  suficientemente  claras  pa- 
ra evidenciar  lo  distinto  de  las  situaciones 
jurídicas  de  cada  especie  o  calidad. 

Lo  FALSO  implica  la  inexistencia  del 
hecho  o  acto  que  se  pretendió  significcir  o 
exteriorizar  o  en  otras  palabras,  que  se  for- 
muló una  constancia  de  hechos  o  actos  ima- 
ginarios, creándolos  con  la  inteligencia  y  sin 
haber  una  manifestación  real  de  ellos;  por 
lo  cual,  el  calificativo  de  simulados  les  en- 
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caja  perfectamente  bien:  Y  lo  FALSIFICA- 
DO implica  la  existencia  real  de  un  hecho  o 
acto  pero,  sucedido  en  una  forma  determina- 
da, se  le  pretende  presentar  distinto  o  no- 
vedoso hasta  significarle  como  extraordina- 
rio; por  lo  cual  se  le  califica  de  supuesto. 

Con  las  consideraciones  del  párrafo  ante- 
rior, puede  llegarse  a  dividir  La  Falsedad  en 
idéntica  forma  que  se  hace  de  la  La  Nulidad: 
En  absoluta  y  relativa;  aquí  la  división  es 
más  firme  hasta  en  las  expresiones,  puesto 
que  la  falsedad  general  equivale  a  los  docu- 
mentos falsos  y  la  falsedad  relativa  a  los  do- 
cumentos falsificados.  La  falsedad  relativa  só- 
lo implicaría  la  invalidación  de  las  constan- 
cias o  documentos  de  un  hecho  o  acto  y  por 
haber  inconformidad  y,  naturalmente,  deja 
expedita  la  acción  de  reconstruir  esos  hechos 
o  actos,  mediante  la  formación  de  constan- 
cias ajustadas  y  fidegignas. 

Los  Autores  generalmente  no  hacen  esta 
separación,  sino  cuando  tratan  de  los  térmi- 
nos falso  y  falsificado;  en  general  y  cuando 
hablan  de  la  falsedad  no  hacen  separaciones 
sobre  el  particular,  aun  cuando  dan  a  enten- 
der que  no  desconocen  la  diversidad  de  si- 
tuaciones y  de  consediraciones  jurídicas  que 
existen  entre  uno  y  otro  término  y  hasta 
hay  quienes  les  analizan  indistinta  y  sepa- 
radamente de  La  Falsedad. 

Si  habláramos  de  La  Falsedad  del  orden 
penal  o  criminal,  nada  interesa  hacer  distin- 
gos sobre  los  términos  indicados,  ya  que  la 
circunstancia  es  de  una  finalidad  de  repre- 
sión y  de  reparación  del  daño  causado  con  la 
comisión  del  hecho  que  se  calificó  delito  en 
virtud  de  sus  condiciones  accesorias;  sin- 
embargo,  al  perseguirse  la  reparación  del 
daño  o  la  indemnización  del  perjuicio,  ¿no  es 
evidente  que  la  separación  de  los  términos 
se  hace  indispensable? 

En  realidad,  suponer  un  hecho  o  acto  es  de 
un  grado  máximo  de  peligrosidad  y  en  mu- 
chas veces  no  importa  una  reparación  ya 
que  pudiera  no  haberse  realizado  la  intención 
primitiva;  pero  realizada  la  intención,  el  gra- 
do de  la  reparación  o  indemnización  tiene 
que  ser  de  un  grado  máximo  también;  pero, 
¿cual  es  la  medida  de  la  reparación  o  indem- 
nización, cuando  el  hecho  o  acto  sólo  se  ha 
simulado  mediante  alteraciones?  ;  aquí  apa- 
rece el  problema  jurídico  de  la  reconstruc- 
ción. 

En  efecto,  un  hecho  o  acto  tuvo  vida  real 
y  jurídica  en  una  forma  determinada  y  su 
constancia  o  documento  fué  efectivameni" 
conforme  con  esa  realidad;  alguien  interesado 
en  mejorar  su  condición,  ya  sea  aumentando 


la  extensión  de  sus  derechos  o  limitando  la 
de  sus  obligaciones,  hace  alteración  de  la 
verdad;  ese  aumento  o  disminución  es  una 
Falsedad,  pero  ¿dónde  principia  el  aumento 
o  disminución?  ;  he  aquí  el  problema. 

La  verdad  es  que  aun  para  los  asuntos 
penales  o  criminales  interesa  en  mucho  la 
Falsedad,  según  su  origen,  de  los  grados  an- 
tes dichos:  Falso  y  Falsificado;  ya  que  a  la 
hora  de  la  reparación  o  indemnización  apa- 
rece el  problema  citado  en  los  párrafos  an- 
teriores: Y.  el  valor  de  esa  división  de  ori- 
gen es  aun  mayor  para  los  asuntos  del  orden 
civil,  pues:  a)  Con  lo  falso  sobre  invalidar.se 
totalmente  la  constancia  o  documento,  la 
acción  queda  cerrada  en  definitiva:  Y,  h) 
Con  lo  simplemente  falsificado,  aun  invali- 
dándose la  constancia  que  adolece  de  tales 
vicios,  el  hecho  o  acto  original  es  suceptible 
de  reconstrucción;  todo  ésto  insistiendo  en 
que  no  hay  Falsedad  de  hechos  o  actos,  sino 
de  constancias  por  simulación  o  por  suposi- 
ción. 

Nuestros  legisladores  imbuidos  en  el  crite- 
rio de  indentidad  de  fundamentos  entre  La 
Nulidad  y  La  Falsedad,  no  hicieron  Capitulo 
aparte  de  la  última  y  la  dejaron  no  expresa, 
pero  sí  tácitamente  comprendida  por  el  tra- 
tado de  la  Nulidad;  apenas  sí  dentro  de  las 
normas  procesivas  hicieron  una  alusión  de 
La  Falsedad,  considerándola  como  una  excep- 
ción suigéneris  de  un  carácter  judicial;  por 
lo  demás,  no  aparece  tratado  especial  alguno 
y  en  verdad  tienen  razón  puesto  que  la  in- 
validación se  obtiene  mediante  la  nulidad  y 
ésta  abarca  "los  vicios  del  con.sentimiento". 
"la  falta  de  causa  justa",  "el  error",  "la  cau- 
sa falsa"  etc.,  etc.  dentro  de  cuyos  términos 
se  encuentra  La  Falsedad. 

En  efecto,  nuestra  legislación  procesiva 
anterior  traía  el  Articulo  674  (Procedimien- 
tos Civiles)  en  el  cual  se  dio  una  definición 
de  Instrumento  Falso,  haciendo  descansar  esn 
falsedad  en  haberse  contrahecho  la  escritura 
o  suscripción  de  los  que  so  supone  la  otor- 
garon, de  los  testigos  o  del  Notario;  por  ha- 
bcr.se  suprimido,  alterado  o  añadido  cláusu- 
las o  palabras  en  el  cuerpo  de  la  escritura 
o  por  haberse  anticipado  o  postergado  su  da- 
ta; Y,  seguidamente,  el  mismo  Código  indi- 
caba en  su  Articulo  676  que  pendiente  la  fal- 
sedad de  un  documento,  ésto  podia  ejecutarse 
si  .>;c  prestaba  fianza  para  las  resultas  del 
juicio  de  falsedad. 

Hoy  nuestra  legislación.  Decreto  2.000 
(Código  do  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil) 
sólo  se  redujo  a  aclarar  y  ampliar  el  conte- 
nido del  Articulo  676  Procedimientos  Civiles 
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Antiguo,  pero  nada  dijo  de  lo  que  es  en  si 
La  Falsedad:  omitió  la  definición;  ¿por  qué 
esa  omisión? ,  sencillamente  para  evitar  la 
redundancia  de  preceptos  legaleis,  ya.  que  con 
más  claridad  se  establecen  en  el  Artículo  196 
del  Código  Penal  Común,  donde  con  detalles 
se  formulan  los  nueve  incisos  que  le  compe- 
nen y  que  son  otras  tantas  situaciones  jurí- 
dicas que  califican  o  determinan  La  Falsedad. 

Como  al  principio  de  este  estudio  hacemos 
hincapié  en  la  diversidad  de  origen  de  La 
Falsedad  y  por  otra  parte  nos  vemos  obli- 
gados a  comentar  el  contenido  del  Artículo 
196  del  Código  Penal  Común,  por  ser  él  la 
única  disposición  legal  que  define  La  False- 
dad, hacemos  de  una  vez  la  separación  de  los 
casos  de  Falsedad  por  Documento  Falso  y  de 
la  de  origen  en  Documento  Falsificado  y  an- 
ticipamos: Que  los  incisos  lo.,  7o.  y  8o.  con- 
tienen la  definición  de  documentos  Falsos  y 
los  restantes  o  sean  2o.,  3o.,  4o.,  5o.,  6o.  y  9o., 
incluyendo  parte  del  lo.  y  del  7o.,  son  defini- 
ciones de  documentos  falsificados. 

La  primera  falsedad  se  colige  de  suponer 
en  un  acto,  la  intervención  de  personas  que 
efectivamente  no  la  han  tenido  y  de  allí  que 
para  significar  su  presencia  o  la  prestación 
de  su  consentimiento,  se  tenga  que  fingir  su 
letra,  firma  o  rúbrica;  esta  es  una  falsedad 
de  origen  natural  o  de  primer  grado,  es  la 
que  aparece  de  documentos  falsos;  y  en  idén- 
ticos términos  puede  justificarse  la  expedición 
de  testimonios  sobre  actos  no  existentes  o 
■supuestas  y  simuladas  y  la  intercalación  de 
escrituras  en  un  protocolo,  registro  o  libro 
oficial. 

La  Falsedad  de  origen  en  la  Falsificación, 
queda -definida  por  contrahacer  letras,  firmas 
o  rúbricas;  faltar  a  la  verdad  en  la  narra- 
ción de  los  hechos:  alterar  las  fechas  verda- 
deras; haciendo  en  documento  verdadero, 
cualquiera  alteración,  intercalación  que  varíe 
su  sentido;  manifestando  en  un  testinrvonio, 
cosa  distinta  de  la  contenida  en  el  original; 
en  cuyos  casos  se  ve  claramente:  Que  existió 
un  hecho  o  acto  verdaderos  y  que  este  hecho 
o  acto  ha  sufrido  una  transformación  o  mu- 
tación en  sus  accidententes  y  detalles,  hasta 
suponerlo  distinto  del  original. 

Los  documentos  que  adolecen  de  tales  vi- 
cios deben  invalidarse  y  esa  invalidación  e.s 
por  NULIDAD,  como  consecuencia.  La  Ex- 
cepción de  Falsedad  en  caso  de  existir,  que 
no  lo  aceptamos,  debe  ajustarse  a  lo  expuesto 
en  el  estudio  anterior  respectivo,  y  decimos 
que  no  aceptamos  La  Falsedad  como  excep- 
ción, por  ser,  como  ya  dijimos  en  el  tratado 


de  la  Nulidad,  una  acción  o  contracción  for- 
mal, pero  nunca  una  defensa  sino  una  pon- 
deración de  la  verdad. 

Sin  embargo,  ajustándonos  al  tenor  del  Ar- 
tículo 291  del  Decreto  2.009,  la  Falsedad  es 
una  condición  jurídica  que  implica:  a)  Si  los 
documentos  impugnados  de  falsos  afectan  el 
fondo  del  asúnto  discutido,  como  en  el  caso 
de  los  títulos  que  sirven  de  base  a  una  ejecu- 
ción, una  EXCEPCION  DILATORIA  qu^' 
formulada  en  cualquier  tiempo,  suspende  la 
sustanciación  del  juicio:  b)  Si  los  documen- 
tos impugnados  son  simples  pruebas  adicio- 
nales o  no  afectan  el  fondo  de  la  cuestión 
discutida,  no  existe  la  excepción  y  sólo  pa- 
san certificados  a  la  justicia  penal  para  sus 
efectos  respectivos:  Y,  c)  Tampoco  existe  la 
excepción  en  el  caso  (a)  cuando  la  parte  in- 
teresada presta  fianza  a  satisfacción  del  Juez 
para  asegurar  los  daños  y  perjuicios  que  pu- 
dieran resultar  del  juicio  que  declare  la  fal- 
sedad de  tales  documentos. 

Ninguna  ley  especial  habla  de  la  forma 
de  discutirse  la  falsedad  civil  y  tampoco  es 
aceptable  admitir  que  una  sentencia  en  e! 
orden  penal  pueda  hacer  declaraciones  de 
falsedad  que  tengan  un  valor  civil  de  inva- 
lidación; como  consecuencia,  debe  tramitar- 
se la  falsedad  en  forma  de  ACCION  de  las 
definidas  por  el  Artículo  227  del  Decreto 
2.009,  en  la  vía  ordinaria  y  asignando  como 
fundamentos  los  correspondientes  a  LA  NU- 
LIDAD; o  plantearse  como  una  CONTRAC- 
CION ya  en  contrademanda  o  simplemente 
como  una  incidencia  o  un  recurso,  según  los 
casos  previstos  en  el  estudio  sobre  nulidad. 

Qomo  una  simple  excepción  o  defensa  sólo 
es  admisible  en  su  carácter  de  DILATORIA 
en  el  caso  previsto  en  párrafo  anterior  o 
en  su  carácter  de  "Condición  a  que  se  suje- 
ta la  Acción  intentada"  cuando  es  exigible 
fianza  para  asegurar  las  resultas;  pero  fue- 
ra de  esos  casos  no  es  sino  una  acción  o  una 
contracción  en  forma  de  contrademanda: 
algo  más,  el  caso  previsto  (b)  debe  estimar- 
se para  los  juicios  plenarios  donde  caben 
pruebas  adicionales  o  para  detorminadcs 
juicios  donde  no  hay  un  documento  base  in- 
defectible de  la  acción,  porque  si  hay  docu- 
mento base,  al  recaer  sobre  él  La  Falsedad, 
estamos  en  el  caso  previsto  (a). 

Y,  concluyendo,  la  falsedad  sólo  debe  plan- 
tearse en  lo  civil,  bajo  los  argumentos  y  fun- 
damentos de  la  Nulidad,  aunque  el  origen  sea 
de  actos  que  por  las  condiciones  en  que  fue- 
ran realizados,  lleguen  a  significarse  como 
delitos,  pues  como  condiciones  las  hay  para 
la  consideración  delictuosa  de  tales  actos:  Y, 
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una  sentencia  dictada  en  juicio  penal,  no  in- 
cluye declaraciones  del  orden  civil  como  pa- 
ra tomar  los  documentos  base  de  aquella  ac- 
ción como  invalidados  definitivamente:  an- 
tes, al  mismo  tiempo  o  con  posterioridad  a 
la  acción  penal,  debe  seguirse  la  civil  si  lo 
perseguido  es  la  invalidación. 

Es  muy  significativo  que  ni  aun  la  conde- 
na en  los  daños  y  perjuicios  llegue  a  com- 
prender la  invalidación;  el  problema  es  sim- 
ple y  no  requiere  comentario  alguno  sobre  el 
particular,  sin  embargo,  lo  aclaramos  asi:  lo.) 


Si  mediante  la  falsedad  cometida  hubo  algún 
provecho  o  lucro,  la  reparación  criminalmen- 
te ordenada,  aunque  no  invalida  la  constan- 
cia, indemniza  la  parte  pecuniaria  de  la  cues- 
tión: Y,  2o.)  Sí  mediante  la  falsedad  crimi- 
nal deducida  no  hubo  provecho  o  lucro,  la 
reparación  no  indemniza  sino  consecuencias 
directas  del  juicio  y  aquí  es  donde  se  requiere 
la  persecución  de  la  falsedad  civil  para  obte- 
ner la  invalidación  del  documento  y  evitar 
consecuencias  futuras. 

ConUnuard. 


LA  MATRICULA  DE  INMUEBLES 


La  importancia  que  representa  el  Catastro 
territorial  de  la  República,  ha  pasado,  hasta 
cierto  punto,  inadvertida  para  muchos  ele- 
mentos que,  ya  por  su  calidad  de  propieta- 
rios o  por  su  profesión,  relacionada  con  e¡ 
traspaso  de  bienes,  tienen  atribuciones  que 
llenar  ante  las  Oficanas  Fiscales  respectivas. 

Como  consecuencia  de  tal  inadvertencia, 
ha  resultado  que  los  datos  que  tiene  obli- 
gación de  suministrar,  adolezcan  de  inexacti- 
tudes que  redundan  en  graves  trastornos  en 
el  registro  respectivo  de  la  Matrícula  de  In- 
muebles. Con  el  propósito  de  eliminar  tales 
inconvenientes,  se  han  emitido  leyes  y  dictado 
disposiciones  encaminadas  a  un  mejoramiento 
absoluto  sobre  el  particular.  Sin  embargo, 
aun  'se  dan  casos  en  que  se  incurre  en  las 
inexactitudes  aludidas,  no  propiamente  por 
mala  fe  sino  por  falta  de  comprensión  de  las 
leyes  o  disposiciones  indicadas.  El  objeto 
es  lograr  una  organización  completa  en  el 
Registro  de  la  Matricula  de  Inmuebles  y  ha- 
cia ese  propósito  han  tendido  las  leyes  emi- 
tidas y  las  instrucciones  impartidas  a  las  ofi- 
cinas subalternas,  y,  aun  cuando  se  ha  logra- 
do mucho,  no  puede  afirmarse  que  se  haya 
llegado  a  la  meta  del  deseo,  precisamente, 
por  falta  de  cooperación  de  parte  de  los  pro- 
pietarios o  Notarios  que  intervienen  en  los 
traspasos  de  dominio  de  las  propiedades. 

En  efecto,  está  para  expirar  el  plazo  con- 
cedido por  el  Supremo  Gobierno  para  la  ob- 
tención de  títulos  supletorios  de  todas  las 
fincas  carentes  de  registro  en  la  Propiedad 
Inmueble,  y  no  está  de  más  recordar  por  ei- 
te  medio,  a  los  interesados,  la  obligación  en 
que  se  encuentran  de  efectuar  la  declaración 
fiscal  de  sus  bienes,  requiriendo  para  tal  ob- 
jeto — sin  costo  alguno,  absolutamente--, 
los  cuadros  especiales  destinados  a  ese  fin, 
que  contienen  casilleros  que  sirven  de  orien- 
tación para  ser  llenados,  pudiendo,  en  casos 
de  dudas  sobre  el  particular,  solicitar  las  acla- 
raciones que  creyeren  pertinentes,  a  las  Ad- 
ministraciones de  Rentas,  en  los  departamen- 
tos de  la  República,  o  la  Dirección  General 
de  Rentas,  en  esta  capital. 

Las  declaraciones  a  que  se  alude,  pueden, 
asimismo,  ser  entregadas  en  cualquiera  de  las 
Oficinas  Fiscales  de  los  municipios,  para  ma- 


yor facilidad  de  los  declarantes:  es  decir,  que 
no  es  imperativo  que  se  entreguen  a  las  Ad- 
ministraciones de  Rentas  o  la  Dirección  Ge- 
neral del  ramo. 

La  Oficina  Central  de  la  Matrícula,  co.i 
vista  de  las  declaraciones  respestivas,  procede 
a  abrir  matrícula  a  nombre  del  declarante,  de- 
terminándola con  un  número  de  identificación, 
o  agrega  los  bienes  declarados  a  la  matricu- 
la del  propietario,  si  ya  la  tuviere  abierta  a 
su  nombre  clasificándola  por  Matrícula  afec- 
ta al  Impuesto  del  Tres  por  Millar  o  no  afecta. 

Para  los  efectos  de  tal  declaración,  los  pro- 
pietarios que  poseen  bienes  debidamente  es- 
criturados, deberán  comprobar  su  declaración 
con  los  títulos  referidos,  a  fin  de  que  en  el 
Registro  de  la  Matrícula,  queden  asentadas 
perfectamente,  es  decir,  con  su  extensión,  lin- 
deros, ubicación  y  demás  datos  de  identifica- 
ción. 

La  declaración  y  registro  en  la  matrícula 
de  tales  bienes,  es  de  gran  interés  para  los 
propios  declarantes,  ya  que  deben  tener  en- 
tendido que,  para  el  caso  de  transacciones 
con  los  bienes  aludidos,  habrán  de  tropezar 
con  dificultades,  pues,  en  el  momento  dado, 
no  estarán  en  posibilidad  de  obtener  certifi- 
cación de  solvencia,  a  su  favor,  documento 
indispensable  para  dichos  contratos,  sin  el 
cual  los  Notarios  tienen  prohibición  expresa, 
por  la  ley,  para  autorizarlos. 

Los  Notarios  que  intervengan  en  los  con- 
tratos de  traslación  de  dominio  o  derechos  de 
bienes  inmuebles  a  su  vez,  tienen  la  obliga- 
ción de  dar  los  avisos  correspondientes,  en 
fórmulas  especiales  impresas  con  ese  fin,  que 
se  adquieren  en  las  Administraciones  de  Ren- 
tas o  Dirección  General  del  ramo,  y  están 
denorninadas  así: 

Modelo  A. — Para  los  casos  de  traspaso  de 
compra-venta  de  inmuebles  completos. 

Modelo  B. — Para  los  casos  de  traspaso  do 
donación  de  inmuebles  completos. 

Modelo  C. — Para  los  casos  de  traspaso  por 
permuta  de  bienes  inmuebles  completos. 

Modelo  D. — Para  los  casos  de  traspaso  de 
herencia  de  inmuebles  completos. 

Modelo  E. — Para  los  casos  de  traspaso  de 
adjudicación  de  inmuebles  completos;  y. 
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Modelo  H. — Que  se  puede  usar  para  todos 
los  casos  que  se  dejan  anotados,  siempre  que 
se  trate  de  desmembración  o  fracción  de  in- 
muebles. 

Cuando  se  trate  de  rectificar  parcialmente 
la  inscripción  de  inmuebles  comprendidos  en 
la  matricula,  los  propietarios  deben  suminis- 
trar el  mayor  número  de  datos  posible,  a  fin 
de  que  estos  nuevos  asientos  queden  perfec- 
tos; y  en  cuanto  se  refiere  al  valor  que  se 
asigna  a  los  bienes,  es  recomendable  que  se 
estimen  en  su  valor  positivo  tanto  por  ser 
principio  honrado  declarar  la  verdad,  cuan- 
to porque  no  debe  restarse  al  Fisco  lo  que  le- 
gítimamente, por  concepto  de  tributación,  le 
corresponde. 

No  obstante  las  disposiciones  que  regla- 
mentan la  forma  de  actuar  en  los  asuntos 
que  conciernen  al  traspaso  de  dominio  de  bie- 
nes raíces,  ya  por  transacción  herancia  o  do- 
nación, aun  se  puede  observar  que  no  siempre 
se  siguen  las  normas  establecidas;  y,  fruto  de 
ello,  son  los  consiguientes  entorpecimientos 
del  servicio,  que  perjudican  muy  especial- 
mente a  los  propios  interesados. 

En  lo  que  respecta  a  la  liquidación  de  mor- 
tuorias, éstas  sufren  demoras,  debido  a  que 
en  la  mayoría  de  los  casos  los  bienes  que 
comprende  la  sucesión,  no  se  encuentran  de- 
bidamente inscritos  en  el  Catastro,  sino  ado- 
leciendo de  inexactitudes,  y,  a  veces,  ni  si- 
quiera se  encuentran  — uno  y  más  inmue- 
bles— ,  inscritos  en  la  Matrícula  del  causante. 
Asimismo,  en  la  generalidad  de  los  casos,  y 
dando  por  sentado  que  todos  los  bienes  que 
comprenda  determinada  mortuoria,  se  en- 
contraren inscritos,  se  puede  anotar  la  ano- 
malía de  que  el  valor  con  que  dichos  raíces 
figuran  en  los  inventarios  notariales,  son 
completamente  discrepantes  al  valor  que 
tienen  asignado  en  la  Matrícula  respectiva. 

De  lo  anterior  se  infiere  la  conveniencia 
de  que  los  Notarios  que  intervengan  como 
gestores  en  la  tramitación  de  mortuorias  cui- 
den de  presentar  la  documentación  corres- 
pondiente, después  de  haberse  percatado  de 
que  los  bienes  respectivos  se  encuentran  co- 
rrectamente inscritos  en  la  Matrícula  de 
Inmuebles. 

Para  la  inscripción  de  bienes  en  la  Matri- 
cula, se  ha  tenido  empeño  especial,  por  par- 
te de  las  Oficinas  Fiscales,  en  que  los  intere- 
sados describan  sus  inmuebles  con  el  mayor 
número  de  datos  de  identificación  posibles, 
entre  los  cuales  debe  figurar,  muy  significa- 
damente, el  número  de  Registro  de  la  Pro- 
piedad Inmueble,  folio  y  libro  respectivos. 

No  obstante  tal  empeño,  son  muchos  los 
bienes  que  aun  adolecen  do  falta  de  este  da- 
to; y  como  quiera  que  algunos  Notarios  — 


al  dar  avisos  de  traspaso — ,  únicamente  se 
refieren  al  número  de  registro,  sin  consignar 
otros  datos  que  sirvan  de  identificación  del 
inmueble,  da  por  resultado  que  no  pueden 
llevarse  a  cabo  las  operaciones  pertinentes, 
sino  hasta  después  de  dispendiosas  tramita- 
ciones de  aclaración  sobre  el  particular,  lo 
cual  redunda  en  pérdida  de  tiempo  y  demo- 
ras perjudiciales  para  los  interesados. 

Tampoco  está  de  más  recomendar  a  los 
señores  Notarios  que,  cuando  hayan  de  auto- 
rizar escrituras  que  impliquen  traslación  de 
dominio  de  bienes  raíces,  cuiden  de  tener  a 
la  vista,  no  solamente  el  título  de  propiedad 
y  recibo  del  3  por  millar,  o  solvencia  fiscal, 
sino  que  se  persuadan  de  que  el  inmueble  de 
que  se  trate,  se  encuentre  comprendido  en 
la  Matricula  correspondiente,  evitando  asi 
autorizar  escrituras  de  traspaso  de  inmuebles 
que  no  se  encuentran  inscritos  en  el  Catas- 
tro territorial  de  la  República,  con  lo  que 
igualmente  se  evitarán  de  incurrir  en  las  res- 
ponsabilidades sancionadas  por  los  Decretos 
Números  1750  y  1822. 

Se  recuerda  a  los  señores  propietarios,  la 
conveniencia  de  que  sus  bienes  raíces  se 
encuentren  comprendidos  en  el  Registro  del 
Catastro  Territorial,  pues  muchos  de  ellos  han 
sido  experimentadores  de  pérdidas  de  tiem- 
po y  demoras  que  les  han  sido  perjudiciales 
— al  momento  de  tratar  de  efectuar  una  tran- 
sacción— ,  por  no  haber  llenado  en  su  res- 
pectiva oportunidad  el  requisito  y  obligación 
legal  de  declararlos,  para  el  efecto  de  su  tri- 
butación. 

Así  pues,  con  el  propósito  de  brindarles  las 
mayores  facilidades  para  que  cumplan  con  la 
declaración  de  bienes  que  aún  no  lo  estén,  se 
lian  las  siguientes  instrucciones: 

La  declaración  deberá  ser  hecha  en  los  for- 
mularios oficiales  que  con  tal  fin  se  suminis- 
tran en  la  Dirección  General  de  Rentas  — p.-»- 
ra  las  declaraciones  en  esta  capital — ,  y  en 
las  Administraciones  de  Rentas,  para  las  de- 
claraciones en  los  departamentos. 

Dichos  formularios  comprenden  un  casilic- 
io fácil  de  entender,  y  que  debe  ser  llenado 
con  los  datos  concernientes  cuya  tendencia 
es  la  identificación  perfecta  de  cada  uno  de 
los  inmuebles  objeto  de  la  declaración. 

A  cada  formulario  de  declaración  deberá 
adherírsele  un  timbre  fiscal  de  QO.IO. 

Como  justificación  de  las  declaraciones  que 
efectúen  los  interesados,  deberán  acompañar 
^ — con  carácter  devolutivo — .  los  documentos 
que  tuvieren  en  su  poder  y  que  prueben  el 
derecho  de  propiedad  respectivo. 

En  caso  de  carecerse  de  la  documentación 
aludida,  podrá  substituirse  con  una  informa- 
ción ante  la  Intendencial  Municipal  del  lugar 
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de  ubicación  del  inmueble,  en  la  que  se  esta- 
blezca el  derecho  de  propiedad,  la  forma  de 
adquisición  o  tiempo  de  posesión  pacífica  del 
inmueble  de  mérito  y  demás  circunstancias 
que  acrediten  la  posesión  en  defecto  de  titu- 
lo inscribible  en  el  Registro  de  la  Propiedad. 

Cuando  se  trate  de  bienes  adquiridos  me- 
diante escritura  pública,  la  inscripción  única- 
mente se  llevará  a  cabo,  con  presencia  del  avi- 
so notarial  que  deberá  presentar  el  Notario 
que  hubiere  autorizado  la  escritura  contrac- 
tual. 

Cuando  por  circunstancias  imprevistas  se 
dificulte  a  los  interesados  la  inscripción  de 
los  bienes,  por  falta  del  aviso  notarial  res- 
pectivo, pueden  ocurrir  a  las  Oficinas  Fisca- 
les a  solicitar  de  ellas  que  se  requiera  al  No- 
tario el  aviso  que  esté  obligado  a  dar,  con- 
signando la  fecha  de  la  éscritura  o  contrato 


y  la  identificación  del  inmueble  correspon- 
diente, así  como  el  nombre  del  dueño  ante- 
rior. 

Con  estos  datos,  las  Oficinas  Fiscales  tra- 
tarán de  obtener  el  aviso  omitido,  procedien- 
do en  la  forma  determinada  en  las  disposi- 
ciones emitidas  sobre  el  particular. 

Resta  decir  que,  todas  estas  gestiones,  pue- 
den hacerlas  los  interesados,  en  esta  capital, 
ante  la  Dirección  General  de  Rentas,  y  en  los 
departamentos,  en  las  Administraciones  de 
Rentas  o  Intendencias  Municipales. 

(Ciclo  de  pláticas  utilitarias  dé  la  radiodi- 
fusora nacional  "La  Voz  de  Guatemala."  Sec- 
ción a  cargo  de  la  Secretaría  de  Hacienda  y 
Crédito  Público.  Colaboración  de  la  Direc- 
ción General  de  Rentas). 
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SECCION  JUDICIAL 

RESOLUCIONES  OE  U  CORTE  SUPREMA  DE  JOSIIA 


CIVIL 

JUICIO  ORDINARIO  seguido  entre  Ismael 
Delgado  Chavarría  y  Erwin  Pablo  Diesel- 
dorff  Rethey. 

DOCTRINA :  No  habiendo  probado  el  actor  la 
existencia  de  la  relación  jurídica  en  virtud 
de  la  cual  pretende  que  se  condene  al  reo, 
procede  absolver  a  éste  de  la  demanda  que 
le  entablara. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
tres  de  Octubre  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  por  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción y  con  sus  respectivos  antecedentes,  la 
sentencia  fecha  once  de  Noviembre  (1939), 
en  que  la  Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones confirmó,  el  fallo  del  Juez  de  Primera 
Instancia  del  Departamento  de  Alta  Verapaz. 
Esta  resolución  en  su  "Por  tanto,"  contiene, 
entre  otras  cosas,  lo  que  sigue:  declara:  pri- 
mero, procedentes  las  excepciones  perentorias 
de  prescripción  y  falta  de  acción,  en  cuanto 
a  las  comisiones  reclamadas  por  don  Ismael 
Delgado  Chavarría  por  su  administración  en 
las  fincas  "Chajcar"  y  "Sechaib";  segundo, 
improcedente  la  excepción  perentoria  de  no- 
vación; tercero,  que  absuelve  al  demandado 
don  Erwin  Pablo  Dieseledorff  Rethey  de  la 
demanda  en  cuanto  a  las  comisiones  recla- 
madas en  las  fincas  "Chajcar"  y  "Sechaib", 
por  estar  ya  prescrita  la  acción;  cuarto,  que 
condena  al  señor  Dieseldorff  Rethey  al  pago 
dentro  del  término  de  tres  días  a  don  Ismael 
Delgado  Chavarría,  de  la  cantidad  de  ocho- 
cientos sesenta  y  un  quetzales  ochenta  y  tres 
centavos,  por  las  comisiones  devengadas  co- 
mo administrador  de  la  finca  "Santa  Ceci- 
lia"; y  quinto,  que  las  costas  son  a  cargo  de 
ambas  partes. 

El  Ti'ibunal  de  segunda  Instancia  para  fun- 
damentar su  fallo  estima  lo  que  sigue:  a) 
probada  la  existencia  de  un  contrato  de  lo- 
cación de  servicios  celebrado  entre  el  señor 
Dieseldorff  Rethey  y  el  señor  Delgado  Chava- 
rría con  el  documento  privado,  fecha  once  de 
Enero  (1926),  reconocido  judicialmente  por 
el  primero  de  dichos  señores,  quien  convino 
en  pagar  al  demandante  por  sus  servicios, 
como  administrador  de  los  tres  inmuebles  que 
acaban  de  ser  mencionados,  la  cantidad  de 


cincuenta  quetzales,  cada  mes,  más  las  co- 
misiones consignadas  pn  el  documento  do 
que  se  trata;  b)  establecido  con  la  confesión 
del  señor  Dieseldorff  que  el  señor  Delgado 
Chavarría  aceptó  ese  contrato,  y  aunque  es- 
te señor  rechazó  el  extracto  de  su  cuenta  co- 
rrespondiente al  primer  semestre  del  año  de 
mil  novecientos  veintiséis,  por  la  circunstan- 
cia de  no  haberle  abonado  el  sueldo  de  se- 
senta quetzales,  de  ello  no  se  infiere  el  pago 
de  las  comisiones,  por  que  en  aquella  carta 
aparece  la  frase:  "para  principiar",  al  hacer 
referencia  a  la  suma  que  le  sería  cubierta 
como  sueldo,  y  por  consiguiente,  este  era 
susceptible  de  aumento,  sin  que  por  eso  se 
excluyera  el  pago  de  las  comisiones  conveni- 
das, y  sobre  el  particular  nada  prueban  lar- 
cartas  cruzadas  entre  los  señores  Dieseldorff 
y  Quirín  por  haber  sido  dirigidas  a  una  per- 
sona distinta  del  demandante.    Y  además,  se 
probó  por  medio  de  la  carta  fecha  veintiocho 
de  Abril  (1938),  legalmente  reconocida,  que 
el  señor  Delgado  Chavarría  exigió  de  don  Er- 
win Dieseldorff  Rethey,  el  pago  de  la  suso- 
dicha comisión.    Que  si  bien  es  cierto,  que 
aparece  establecido  que  Delgado  Chavarría 
tomó  dinero  a  mutuo  con  interés  de  la  casa 
de  su  patrón,  también  lo  es,  que  esto,  por  sí 
solo,  no  desvirtúa  la  prueba  aducida  en  fa- 
vor del  actor,  toda  vez  que  asevera  que  pro- 
curaba hacer  ahorros  en  aquella  casa,  afir- 
mación que  no  ha  sido  destruida;  c)  que  el 
hecho  de  que  a  Benjamín  Mendoza,  Guiller- 
mo Cacao  y  Jacinto  Vaidez  se  les  hayan  pa- 
gado en  su  oportunidad,  sus  respectivas  comi- 
siones, no  prueba  que  el  señor  Dieseldorff. 
estuviera  ya  exonerado  de  esa  obligación  con 
respecto  a  su  administración;  d)  que  el  de- 
mandante con  la  confesión  del  demandado, 
los  libros  de  Contabilidad  del  señor  Diesel- 
dorff Rethey  y  los  extractos  de  su  cuenta  ha 
justificado  que  aun  no  le  han  sido  pagadas 
las  comisiones  convenidas,  sin  que  esta  prue- 
ba la  enerve  el  hecho  de  haber  reconocido  el 
señor  Delgado  Chavarría,  la  suma  de  ochenta 
quetzales,  como  saldo  a  su  favor,  porque  la 
cantidad  expresada  se  refiere  a  sueldos  y  no 
a  comisiones,  ya  que  el  propio  demandado 
conviene  en  que  no  ha  pagado  al  actor  las 
comisiones  mencionadas;    e)  que  por  estar 
probado  que,  el  diez  de  Septiembre  (1934), 
el  señor  Delgado  Chavarría  dejó  de  adminis- 
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trar  las  fincas  "Sechaib"  y  "Chajcar",  desde 
esta  fecha  cesó  su  derecho  a  percibir  las  co- 
misiones convenidas  y  relativas  a  las  precita- 
das fincas;  y  como  su  acción  la  entabló,  el 
diez  y  seis  de  Mayo  (1939),  el  derecho  para 
reclamar  ese  pago  está  ya  prescripto;  no  su- 
cede lo  mismo  con  la  finca  denominada  "San- 
ta Cecilia",  que  fué  administrada  hasta  el  mes 
de  Mayo  (1938),  pues  a  la  fecha  en  que  se  in- 
terpuso la  demanda,  la  acción  para  pedir  el 
pago  de  las  comisiones  pactadas,  encuanto  se 
refieren  a  esta  finca,  no  había  prescrito;  y  f ) 
que  no  entraña  una  novación  del  contrato  de 
que  se  viene  hablando,  el  hecho  de  haberse 
reducido  las  obligaciones  del  administrador  a 
la  finca  Santa  Cecilia,  dándose  por  termina- 
das sus  funciones  con  relación  a  las  otras 
dos  propiedades  (Chajcar  y  Schaib).  pues  con 
esto  únicamente  fue  modificado  el  referido 
convenio. 

El  señor  Erwin  Pablo  Dieseldorff  Rethey 
auxiliado  por  el  Abogado  Carlos  Leónidas 
Acevedo,  interpuso  contra  la  sentencia  rela- 
cionada, el  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción por  los  motivos  que  siguen:  a)  la  in- 
existencia del  contrato,  y  siendo  esta  feha- 
ciente, la  Sala  al  proceder  en  la  forma  que 
lo  hizo,  violó  los  artículos  1396,  1397,  1398  y 
406  inciso  lo.  del  Código  Civil  de  1877,  que 
exigen  en  los  contratos  bilaterales,  la  expre- 
sión del  consentimiento  de  los  contratantes; 
y  además,  violó  los  mismos  artículos,  al  no 
tomar  en  cuenta  la  modifación  que  sufrió  el 
convenio  de  mérito,  al  fijarle  un  sueldo  más 
alto  al  señor  Delgado  Chavarria;  y  el  hecho 
de  que  dijera  para  "principiar",  el  documen- 
to base  de  la  demanda,  no  modifica  en  nada 
la  situación,  por  que  esa  expresión  además 
de  ser  vaga  es  ilimitada;  y  por  que  el  señor 
Delgado  Chavarria,  nunca  principió  sus  tra- 
bajos con  cincuenta  quetzales,  como  dice  di- 
cho documento,  sino  que  con  sesenta,  lo  que 
consta  en  la  propia  confesión  del  demandan- 
te, quien  dijo  que  había  rechazado  el  ex- 
tracto de  cuentas  de  lo.  de  Julio  (1926).  en 
que  le  habían  sido  abonados  cincuenta  quetza- 
les como  sueldo,  porque  eran  sesenta  los  que 
le  correspondían.  La  Sala  quebrantó  los  ar- 
tículos 318,  364,  430,  431,  435,  436,  437  y  438 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil, al  no  tomar  en  cuenta,  las  pruebas 
mencionadas;  las  declaraciones  de  los  señores 
Benjamín  Mendoza,  Guillermo  Cacao  y  "Ja- 
cinto Valdez",  sobre  que  la  casa,  pagaba 
siempre  las  comisiones  al  final  de  la  cosecha, 
que  es  lo  acostumbrado,  y  las  presunciones 
que  enumera  el  recurrente  en  el  escrito  d^^ 
que  se  trata.  Que  fué  violado  el  articulo  8o. 
de  la  Ley  de  Trabajo,  al  no  tener  en  cuent.i 
la  forma  en  que  se  acostumbra  pagar  esas 


comisiones.  Que  los  artículos  375,  376,  377 
y  378  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil,  fueron  quebrantados,  al  ser  acep- 
tada una  prueba  de  expertos  que  no  se  prac- 
ticó dentro  del  juicio,  sino  con  anterioridad 
a  él;  experta  je  que  adolece  de  graves  errores 
de  cálculo.  Que  fueron  violados  los  artículos 
2337,  2338  y  2342  del  Código  Civil  de  1877, 
por  haber  sido  declarada  sin  lugar  la  excep- 
ción de  novación.  El  contrato  de  que  habla 
el  señor  Delgado  Chavarria  nunca  se  cum- 
plió; y  hubo  una  segunda  novación,  cuando 
dicho  señor  dejó  la  administración  general 
para  convertirse  en  administrador  de  la  fin- 
ca Santa  Cecilia  con  un  sueldo  distinto,  pues 
devengaba  treinta  y  cinco  quetzales.  Que  las 
disposiciones  contenidas  en  los  artículos  1060, 
1061  y  1063  inciso  lo.  del  Código  Civil  fueron 
quebrantadas,  por  que  se  declaró  procedente, 
sólo  en  sentido  parcial,  la  excepción  de  pres- 
cripción, pues  el  tiempo  de  esta,  deberá  con- 
tarse desde  el  diez  de  Septiembre  (1934),  fe- 
cha en  que  el  señor  Delgado  Chavarria  dejó 
la  administración  de  las  tres  fincas  que  te- 
nía a  su  cargo.  Se  excluye  la  prescripción 
en  lo  que  se  refiere  a  la  finca  Santa  Cecilia, 
sin  considerar  que  se  trata  de  un  nuevo  con- 
trato. Para  que  pueda  existir  de  su  parte 
obligación  de  pagar  comisiones  por  dicha 
finca,  agrega  el  señor  Dieseldorff  Rethey,  de- 
berá constar  esa  obligación  en  forma  expre- 
sa, o,  haber  hecho  la  parte  demandante,  la 
reserva  de  que  renunciaba  a  la  administra- 
ción general  de  las  fincas,  en  el  entendido  de 
que  el  nuevo  contrato  de  administración  de 
Santa  Cecidia,  quedaba  sujeto  a  las  mismas 
estipulaciones  anteriores. 

RESULTANDO: 

Que  don  Ismael  Delgado  Chavarria  se  pre- 
sentó ante  el  Juez  Departamental  de  Alta  Ve- 
rapaz,  el  diez  y  siete  de  Mayo  (1939),  enta- 
blando demanda  contra  el  señor  Erwin  Pa- 
blo Dieseldorff  Rethey  con  motivo  de  los  he- 
chos siguientes:  lo.  El  señor  Dieseldorff  Re- 
they en  carta  fechada  en  Coban,  a  los  once 
días  del  mes  de  Enero  (1926),  le  ofreció  al 
señor  Delgado  Chavarria  la  administración 
de  sus  fincas  denomanidas  "Santa  Cecilia". 
"Chajcar"  y  "Sechaib",  con  el  sueldo  de  cin- 
cuenta quetzales  "para  principiar",  más  una 
comisión  de  cinco  centavos  oro  por  cada  quin- 
tal de  café  pergamino  y  cereza  que  se  pro- 
dujera o  comprara  en  esas  fincas,  y  dos  cen- 
tavos y  medio  oro  sobre  cada  quintal  de  café 
bolita  y  cascarilla  que  también  fuera  produ- 
cido o  comprado  en  las  mismas  fincas;  2o. 
en  virtud  de  ese  ofrecimiento  y  en  prueba  de 
su  aceptación,  a  principios  del  mes  de  Marzo 
(1926),  el  señor  Delgado  Chavarria.  se  hizo 
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cargo  de  la  administración  de  las  referidas 
lincas,  devengando  desde  esa  fecha  el  suel- 
do prometido;  3o.  en  conformidad  con  los 
conceptos  de  la  carta  del  once  de  Enero 
(1926),  subscrita  por  el  señor  Dieseldoríf 
Rethey,  la  comisión  ofrecida  empezó  a  co- 
rrer a  favor  de  don  Ismael  Delgado  Chava- 
rría  desde  la  cosecha  correspondiente  al  año 
de  mil  novecientos  veintiséis,  a  mil  novecien- 
tos veintisiete,  hasta  la  del  mil  novecientos 
treinta  y  siete  a  mil  novecientos  treinta  y 
ocho;  4o.  que  en  la  certificación  que  acompa- 
ñaba a  su  demanda  se  encuentra  la  carta  del 
veintiocho  de  Abril  (1938),  por  medio  de  la 
cual,  el  señor  Dieseldorff  le  notificó  su  retiro 
de  las  fincas;  5o.  que  durante  el  tiempo  que 
comprende  estas  dos  cosechas,  en  las  tres 
fincas  que  se  dejan  ya  mencionadas,  se  ob- 
tuvieron por  compra  y  cosecha  (qq.  27,035.39) 
veintisiete  mil  treinta  y  cinco  quintales  y 
treinta  y  nueve  libras  de  café  pergamino; 
novecientos  ochenta  quintales  y  diez  y  ocho 
libras  de  café  bolita  y  cascabilla  (qq.  980.18); 
y  treinta  y  tres  mil  trescientos  treinta  y  seis 
quintales  y  cuarenta  y  seis  libras  de  café  ce- 
reza (qq.  33.336.46);  6o.  que  en  consecuen- 
cia, y  de  acuerdo  con  la  carta  ya  expresada, 
le  corresponden  al  administrador  de  las  fin- 
cas susodichas  por  somisiones,  las  cantida- 
des siguientes:  un  mil  trescientos  cincuenta 
y  un  quetazales  setenta  y  seis  centavos  y  no- 

venticinco  centésimos  de  centavo   

(Q1351.76.-95)  por  la  segunda;  y  veinticu.H- 
tro  quetzales  cincuenta  centavos  y  cuarenta 
y  cinco  centésimos  de  centavos  por  la  ter- 
cera (Q24. 50.45).  Partidas  que  sumadas  arro- 
jan un  total  de  tres  mil  cuarenta  y  tres  quet- 
zales, nueve  centavos  y  setenta  centésimos 
de  centavo,  (Q3,043.09.70).  Invocó  el  actor 
como  fundamentos  de  su  acción  los  siguien- 
tes hechos:  a)  la  relación  jurídica  que  sur- 
gió entre  él,  y  don  Erwin  Pablo  Dieseldorff 
Rethey  desde  el  momento  en  que  se  hizo  car- 
go de  administrar  las  fincas  de  dicho  se- 
ñor, quien  se  obligó  a  pagarle  el  sueldo  y  la 
comisión  en  que  convinieron,  según  consta 
en  la  carta  tantas  veces  mencionada;  y  b) 
estar  probada  la  existencia  de  aquel  contra- 
to con  la  referida  misiva,  y  si  bien  es  ver- 
dad, que  no  hay  documento  alguno  por  me- 
dio del  cual  pueda  probarse  su  aceptación 
expresa  de  las  condiciones  consignadas  en 
esa  carta,  su  aceptación  tácita  de  dichas  con- 
diciones, está  comprobada  con  hechos  posi- 
tivos que  la  ponen  de  manifiesto,  a  saber: 
haberse  hecho  cargo  de  administrar  las  fin- 
cas de  que  se  trata,  y  el  reclamo  insistente 
de  la  comisión  ofrecida.  Y  en  la  parte  final 
de  la  demanda  se  pide  el  pago  de  la  can- 
tidad adeudada;  los  intereses  correspondien- 


tes a  esa  suma  computados  al  tipo  legal  has- 
ta que  sea  cubierta  la  deuda,  y  las  costas  del 
juicio. 

El  señor  Erwin  Pablo  Dieseldorff  Rethey 
contestó  la  demanda  en  sentido  negativo  y 
opuso  las  excepciones  de  falta  de  acción,  no- 
vación del  contrato  y  prescripción.  Afirma 
el  demandado  en  ese  memorial,  entre  otras 
cosas,  lo  que  a  continuación  se  expresa:  que 
la  oferta  contenida  en  la  carta  fecha  once 
de  Enero  (1926),  no  fué  aceptada  por  el  se- 
ñor Delgado  Chavarría  sino  que  se  hizo  car- 
go de  la  administración  general  de  sus  fin- 
cas "Santa  Cecilia",  "Chajcar"  y  "Sechaib" 
devengando  el  sueldo  de  sesenta  quetzales  al 
mes,  como  lo  probaba:  a)  con  sus  Libros 
Mayor  de  los  años  mil  novecientos  veinti- 
cinco a  mil  novecientos  veintisiete,  folios 
ochenta  y  nueve  y  noventa  y  Diario  número 
siete  página  ciento  veintisiete,  en  el  que  fi- 
gura el  abono  de  setenta  quetzales  a  fg,v,ir 
del  señor  Delgado  Chavarria  y  a  cargo  de 
"Santa  Cecilia",  como  diferencia  en  su  suel- 
do, por  haber  convenido  que  ganaría  sesen- 
ta quetzales,  sin  comisión,  desde  el  mes  de 
Marzo  (1926);  b)  con  las  posiciones  absuel- 
tas  por  su  ex-administrador;  c)  con  los  ex- 
tractos de  su  cuenta  reconocidos  por  éste; 
y  d)  con  las  cartas  que  don  Max  Quirín  le 
dirigió  a  él  (señor  Dieseldorff  Rethey), 
cuando  estaba  en  Alemania  y  Nueva  York, 
fechadas  el  veintinueve  de  Agosto  de  mil  no- 
vecientos veintiséis  y  el  veintiocho  de  Octu- 
bre de  ese  mismo  año.  Que  cuando  hizo  al 
señor  Delgado  Chavarría  la  oferta  referida, 
ya  desempeñaba  desde  años  anteriores,  el 
empleo  de  administrador  de  su  finca  "Santa 
Cecilia",  según  consta  en  el  Libro  Mayor  en 
donde  aparecen  asentados  los  sueldos  que  de- 
vengó a  cargo  de  eso  finca,  por  lo  cual  no 
se  puede  asegurar  que  haya  tomado  posesión, 
como  aceptación  tácita  de  su  oferta,  puesto 
que  ya  desempeñaba  el  cargo  de  administra- 
dor de  "Santa  Cecilia"  y  solamente  se  am- 
pliaron sus  atribuciones  con  respecto  a  las 
otras  dos  fincas  denominadas  "Chajcar"  y 
"Sechaib".  Sostiene  el  actor  que  la  comisión 
le  fué  confirmada  en  diferentes  cartas,  las 
que  o  no  existen  o  expresan  que  no  tiene  de- 
recho a  la  comisión,  puesto  que  no  las  había 
presentado.  Este  criterio  está  corroborado, 
por  el  hecho  elocuente  de  que  en  la  junta  de 
conciliación,  ofreció  arreglarse  con  don  I.-;- 
mael,  si  presentaba  la  carta  que  su  apodera- 
do don  Max  Quirín,  le  dirigió,  el  treinta  de 
Octubre  (1926),  y  que  asegura  el  señor  Del- 
gado Chavarría,  que  contiene  la  confirma- 
toria de  la  comisión.  Que  durante  el  tiem- 
po que  dicho  señor  tuvo  a  su  carggo  la  ad- 
ministraeión  general  de  sus  fincas,  nunca  le 
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reclamó  comisión  alguna,  ni  cuidó  que  se  abo- 
nara en  su  cuenta,  puesto  que  en  los  extrac- 
tos que  le  fueron  enviados  no  figuraron  abo- 
nos relativos  a  esa  comisión.  Que  las  co- 
misiones sobre  cosechas  se  liquidan  anual- 
mente. Así  se  acostumbra  hacerlo  en  todas 
partes,  y  él  mismo  (señor  Dieseldorff  Rethey) 
siempre  efectuó  esas  operaciones.  Don  Is- 
mael pagó  anualmente  con  fondos  de  la  Ca- 
ja de  "Santa  Cecilia",  a  don  Jacinto  Vaidez, 
administrador  de  la  finca  "Sechaib"  la  co- 
misión que  le  correspondía.  Que  una  comi- 
sión sobre  cosechas  de  café  debe  pagarse  ca- 
da año  y  al  concluirse  éstas,  época  desde  la 
cual,  quien  la  devenga  tiene  derecho  a  pedir 
el  pago,  el  señor  Delgado  Chavarría  no  lo 
hizo,  a  sabiendas  que  no  le  correspondía,  y 
este  señor  debe  estar  enterado  de  que  el  de- 
recho a  percibir  tal  comisión  prescribe  a  los 
dos  años  contados  desde  que  se  devengó  o 
sea  al  final  de  cada  cosecha.  Que  el  señor 
Delgado  no  tenía  más  saldo  a  su  favor  que 
ochenta  o  noventa  quetzales.  Que  los  prés- 
tamos que  en  dos  ocasiones  distintas  le  hizo 
dicho  señor  constituyen  otra  prueba  fuerte 
en  contra  de  su  afirmación;  porque  si  la  co- 
misión que  pretende  la  hubiera  estado  deven- 
gando en  las  fechas  en  que  solicitó  esos  prés- 
tamos, por  los  cuales  tuvo  que  pagar  intereses, 
no  habría  tenido  necesidad  de  hacerlos,  y  tam- 
poco el  saldo  a  su  favor  en  el  extracto  a  que 
se  refiere  su  carta  reconocida,  fecha  veinti- 
cuatro de  Enero  de  mil  novecientos  treinta 
y  dos,  habría  sido  solamente  de  sesenta  quet- 
zales, sino  de  cantidad  mayor  y  esta  canti- 
dad hubiera  devengado  intereses,  como  se  lo 
computaron  a  los  saldos  de  sus  sueldos,  en 
ocasiones  anteriores,  según  consta  en  el  Li- 
bro respectivo  correspondiente  al  mes  de 
Mayo.  Que  don  Ismael  Delgado  Chavarría 
dejó  de  ser  administrador  de  sus  fincas,  el 
diez  de  septiembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cuatro,  pues  en  la  comunicación  de  eso 
mismo  día  y  año,  se  le  notificó  que  cesaba 
en  la  administración  general  de  los  inmue- 
bles mencionados;  y  en  consecuencia,  su  co- 
misión en  caso  que  hubiera  tenido  derecho 
a  percibirla,  quedó  sin  efecto  desde  aquella 
fecha,  y  nunca  podría  ascender  a  la  canti- 
dad demandada,  no  sólo  por  esta  causa,  sino 
también  por  que  su  oferta  del  once  de  Ene- 
ro (1926),  en  el  caso  de  que  hubiese  sido 
aceptada,  daría  derecho  al  actor  a  una  co- 
misión de  cinco  centavos  oro  por  cada  quin- 
tal de  café  pergamino  producido  en  las  tres 
fincas,  y  por  cada  quintal  de  café  pergami- 
no que  resultara  de  la  cereza  comprada  en  las 
mismas  propiedades,  pues  esa  oferta  se  re- 
fiere únicamente  a  café  pergamino  y  no  a 
cereza,  lo  que  se  aclara  con  el  concepto  de 


que  el  artículo  debe  ser  "seco  y  sano"  y  por- 
que además,  se  le  fija  una  comisión  menor 
por  la  bolita  y  cascarilla.  Si  la  oferta  hu- 
biera sido  sobre  cereza  no  cabría  el  ofreci- 
miento de  una  comisión  aparte  por  bolita  y 
cascarilla,  ya  que  estas  clases  están  conteni- 
das en  la  cereza  y  se  apartan  al  ser  benefi- 
ciada, resultando  hasta  entonces  las  tres 
clases;  pergamino  sano,  bolita  y  cascarilla. 
Que  en  un  extracto  que  acompañaba,  tomado 
de  sus  Libros,  podía  verse,  que  el  café  per- 
gamino producido  y  el  pergamino  que  resul- 
tó de  la  cereza  comprada,  ascendió,  en  los 
años  de  mil  novecientos  veintiséis  a  mil  no- 
vecientos treinta  y  cuatro,  a  la  cantidad  de 
dos  millones  cuatrocientos  cincuenta  y  dos 
mil  setecientas  ochenta  y  nueve  libras,  o  sean 
veinticuatro  mil  quinientos  veintisiete  quin- 
tales, ochenta  y  nueve  libras  pergamino,  que 
a  razón  de  cinco  centavos  llegan  a  la  suma  de 
un  mil  doscientos  veintiséis  quetzales,  trein- 
ta y  nueve  centavos  (Ql, 226.39);  y  en  los 
años  del  mil  novecientos  treinta  y  cuatro  a 
mil  novecientos  treinta  y  ocho,  resultan  ser 
un  millón  cuarenta  y  siete  mil  trescientas 
ochenta  y  dos  libras  o  sean  diez  mil  cuatro- 
cientos setenta  y  tres  quintales  ochenta  y  dos 
libras,  los  que  a  razón  de  cinco  centavos  por 
quintal  pergamino,  llegarían  a  la  suma  de 
quinientos  veintitrés  quetzales  setenta  cen- 
tavos (Q523.70).  El  demandado  concluyó 
su  exposición  pidiendo:  lo.  que  se"  declarara, 
oportunamente,  que  no  tiene  acción  el  señor 
Ismael  Delgado  Chavarría  para  demandar  el 
pago  de  la  comisión  que  pretente,  por  no  ha- 
ber estado  a  su  servicio,  en  las  condiciones 
contenidas  en  la  carta  fecha  once  de  Enero 
(1926);  2o.  que  ha  prescrito  la  acción  para 
demandar  el  pago  de  esa  comisrón;  3o.  que 
se  condenara  en  las  costas  del  juicio  al  de- 
mandante por  la  temeridad  fii?  su  acción: 
^o.  que  se  previniera  al  señor  Delgado  Cha- 
varría que  nombrara  apoderado  para  la  pro- 
secución del  juicio;  y  5o.  que  se  certificara 
en  autos  lo  conducente  de  los  Libros  de  su 
contabilidad:  Mayor  y  Diario  que  presentaba.. 

A  solicitud  del  actor  se  tuvieron  como 
pruebas  por  su  parte,  las  que  siguen:  lo.  las 
posiciones  que  articuló  al  demandado,  en  las 
cuales  este  manifestó:  que  por  medio  de  la 
carta,  fecha  once  de  Enero  (1926),  le  ofre- 
ció al  articulante  la  administración  general 
de  las  fincas  de  su  propiedad  denominadas 
"Santa  Cecilia",  "Chajcar"  y  "Sechaib",  pe- 
ro que  las  condiciones  do  empleo  fueron  di- 
ferentes; le  propuso  por  la  administración 
de  dichas  fincas  el  sueldo  de  cincuenta  quet- 
zales al  mes,  más  una  comisión  de  cinco 
centavos  sobre  cada  quintal  de  café  perga- 
mino que  se  produjera  y  compilara  en  esas 
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fincas  y  dos  centavos  y  medio  por  cada  quin- 
tal de  café  cereza,  bolita  y  cascarilla  que 
también  fuera  producido  o  comprado,  pro- 
puesta que  nunca  fué  aceptada  por  el  señor 
Delgado  Chavarria,  por  haberse  convenido 
que  ganara  sesenta  quetzales  sin  esa  comi- 
sión; que  don  Ismael  Delgado  Chavarria  to- 
mó de  hecho  la  administración  de  las  fin- 
cas mencionadas  y  acerca  de  su  sueldo  se 
convino,  cuando  él  (señor  Dieseldorff)  fut- 
en cierta  ocasión  a  las  fincas  susodischas; 
que  Delgado  Chavarria  fué  destituido  de  la 
administración  de  las  fincas  "Chajcar"  y 
"Sechaib"  por  don  Max  Quirín,  habiéndole 
quedado  únicamente  la  administración  de 
"Santa  Cecilia",  destitución  que  se  llívó  a 
cabo  en  el  año  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro;  que  no  le  ha  pagado  nada  a  dicho 
señor  porque  no  tiene  derecho  a  comisión  al- 
guna. Aclarando  el  absolvente  las  respuestas 
que  dio  a  las  preguntas  primera  y  décima- 
quinta,  dijo:  que  don  Ismael  tuvo  la  admi- 
nistración de  la  finca  "Santa  ■Cecilia",  desda 
años  atrás,  y  en  el  de  mil  novecientos  vein- 
tiséis, además  de  ser  administrador  de  esa 
finca  se  le  dió  la  administración  general  de 
las  fincas  "Chajcar"  y  "Sechaib",  adminis- 
tración que  cesó  en  el  año  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  cuatro,  desde  cuya  fecha,  el  se- 
ñor Delgado  Chavarria  continuó  nuevamen- 
te, como  al  principio,  administrando  la  finca 
"Santa  Cecilia";  que  si  en  la  carta  del 
veintiocho  de  Abril  )1938)  usó  la  frase:  "que 
los  últimos  años  no  le  ha  sido  reconocido", 
refiriéndose  a  su  comisión,  fué  porque  hizo 
uso  de  las  mismas  palabras  empleadas  por  el 
articulante,  cuando  insistió  que  le  debía  co- 
misión por  los  últimos  años,  y  que  el  uso 
de  esas  palabras  no  implica  el  reconocimien- 
to de  com^áión  alguna;  2o.  una  certificación 
expedida  por  el  Secretario  del  Juzgado  De- 
partamental de  Alta  Verapaz  de  las  diligen- 
cias de  reconocimiento  de  cuatro  cartas  di- 
rigidas por  don  Erwin  Pablo  Dieseldorff 
Rethey  a  don  Ismael  Delgado  Chavarria.  Por 
no  haber  comparecido  el  señor  Die^seldorff 
Rethey  se  tuvieron  por  reconocidas  dichas 
cartas,  en  las  cuales  están  los  párrafos  que 
siguen:  a)  en  la  fechada  en  Cobán  a  once  de 
Enero  (1926),  el  que  dice:  "Estimado  don 
Ismael:  como  don  Augusto  Kucklin  ha  re- 
nunciado, ofrezco  a  Ud.  el  primer  puesto  de 
mis  fincas  de  aquella  sección.  El  sueldo  de 
Ud.  será  de  cincuenta  dólares,  para  principiar 
y  su  comisión  de  cinco  centavos  oro  por  ca- 
da quintal  pergamino  producido  y  la  cereza 
comprada  en  "Santa  Cecilia,  "Chajcar"  y 
"Sechaib",  seco  y  sano;  bolita  y  cascarilla 
la  mitad.  El  sueldo  comienza  desde  que  Ud. 
reciba  su  puesto,  y  la  comisión  comenzará 


desde  la  cosecha  entrante;  b)  en  la  carta 
fecha  veintiocho  de  Abril  (1938),  el  señor 
Dieseldorff  Rethey  expresa,  entre  otras  co- 
sas, "como  Ud.  me  ha  devuelto  el  extracto 
de  su  cuenta  y  evidentemente  quiere  insistir 
que  le  debo  comisión  sobre  la  producción  de 
café,  que  en  los  últimos  años  no  le  ha  sido 
reconocida,  y  siendo  imposible  tenerle  como 
empleado,  mientras  Ud.  hace  reclamos,  que 
a  mi  juicio  son  injustos,  me  veo  en  el  caso 
de  comunicarle,  que  no  puedo  seguir  emplean- 
do a  Ud.  .como  administrador  de  la  finca 
"Santa  Cecilia";  c)  en  la  fechada  en  Cobán, 
el  cartorce  de  Marzo  de  ese  mismo  año 
(1938),  dice  el  señor  Dieseldorff  Rethey: 
"respecto  al  sueldo  de  administrador  de  "San- 
ta Cecilia",  no  puedo  pagar  más  de  quince 
dólares  al  mes  desde  el  próximo  Abril.  Sír- 
vase decirme  si  Ud.  lo  acepta  o  no";  y  d)  en 
la  fechada  en  Cobán  a  catorce  de  Mayo 
(1938),  manifiesta  el  señor  Dieseldorff  Re- 
they entre  otras  cosas,  lo  que  sigue:  "referen- 
te a  su  presencia  en  "Santa  Cecilia",  ha- 
biendo Ud.  pedido  ya  su  retiro,  manifiesto 
a  Ud.  que  por  mí  parte  no  hay  inconvenien- 
te, pero  depende  que  don  Manuel  Berreondo, 
esté  de  acuerdo,  que  le  dé  el  permiso  para  re- 
tirarse antes  del  final  del  mes";  3o.  una  co- 
pia certificada  de  las  diligencias  relativas  a 
la  exhibición  de  los  Libros  de  la  Contabili- 
dad del  demandado,  en  ese  documento  se 
encuentra  el  acta  levantada,  a  los  once  días 
del  mes  de  Abril  (1939),  al  ser  presentados 
dichos  Libros  y  emitir  su  díctámen  el  exper  - 
to don  Carlos  Chavarria  Juárez,  quien  en 
aquel  acto  expuso  lo  siguiente:  que  tuvo  a  la 
vista  los  Libros  "Mayor"  y  "Diario",  donde 
aparecen  las  operaciones  correspondientes  a 
los  años  de  mil  novecientos  veintiséis  y  mil 
novecientos  treinta  y  ocho,  así  como  los  Li- 
bros auxiliares  respectivos,  y  que  las  parti- 
das delativas  a  las  mencionadas  operaciones 
son:  café  pergamino  cosechado  en  la  finca 
"Chajcar"  ocho  mil  noventa  y  dos  quintales, 
cuatro  libras  (8,092.04);  en  la  finca  "'Se- 
chaib" ocho  mil  sesenta  y  cuatro  quintales, 
cuarenta  y  siete  libras  (8,064.47);  y  en  la 
finca  "Santa  Cecilia",  diez  mil  ochocientos 
setenta  y  ocho  quintales,  ochenta  y  ocho  li- 
bras, (10,878.88)  o  sea  un  total  de  veinti- 
siete mil  treinta  y  cinco  quintales,  treinta  y 
nueve  libras;  (27,035.39)  café  bolita  y  cas- 
carilla cosechado  durante  ese  mismo  perío- 
do, en  la  finca  "chajcar"  noventa  quintales, 
setenta  y  seis  libras  (90.76);  en  "Sechaib" 
seiscientos  trenta  y  cinco  quintales,  treinta 
y  ocho  libraá  (635.38);  y  en  "Santa  Cecilia", 
doscientos  cincuenta  y  cuatro  quintales,  cua- 
tro libras  (254.04),  o  sea  un  total  de  nove- 
cientos ochenta  quintales,  diez  y  ocho  libras 
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'(980.18);  café  cereza  comprado  en  las  mis- 
mas fincas,  durante  el  mismo  período  asi: 
"Chajcar"  cuatrocientos  sesenta  y  ocho  quin- 
tales, treinta  y  dos  libras  (468.32);  "Sechaib" 
veintiséis  mil  seiscientos  treinta  y  siete 
quintales,  cuarenta  libras  (26,637.40);  y 
"Santa  Cecilia"  seis  mil  doscientos  treinta 
quintales,  setenta  y  cuatro  libras  (6,230.74) 
o  sea  un  total  de  treinta  y  tres  mil  trescien- 
tos treinta  y  seis  quintales,  cuarenta  y  seis 
libras  (33.336.46).  Hizo  constar  también  el 
experto  que  los  productos  de  bolita  y  casca- 
rilla, están  especificados  en  los  Libros,  en 
café  en  oro,  habiendo  calculado  para  perga- 
mino, una  pérdida  del  cincuenta  por  ciento. 

Se  tuvieron  como  pruebas  rendidas  por  el 
demandado  las  que  siguen:  lo. — Las  posi- 
ciones absueltas  por  don  Ismael  Delgado  Cha- 
varría  en  las  cuales  dicho  señor  confesó:  que 
el  año  de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro, 
al  practicarse  el  arqueo  de  Caja  de  la  finca 
"Santa  Cecilia"  le  faltaron  trescientos  quet- 
zales, pero  pagó  esta  suma  con  dinero  de  su 
propio  sueldo;  que  reconocía  el  contenido  y 
la  firma  que  se  encuentra  al  pie  de  la  car- 
ta fecha  veinticinco  de  Septiembre  (1935), 
diriga  al  señor  Dieseldorff  Rethev,  relativa 
al  mismo  asunto,  y  en  que  también  expresa, 
entre  otras  cosas,  que  solamente  adeuda  en 
esa  fecha  cincuenta  y  cinco  quetzales;  que 
reconocía  también  la  carta  escrita  en  ".Sania 
Cecilia"  en  aquella  misma  fecha,  y  su  fir- 
ma, carta  por  medio  de  la  cual  dio  respuesta 
a  la  que  le  dirigió  don  Erwin,  el  diez  de 
Septiembre  v  le  manifiesta  a  dicho  señor  que 
no  tiene  créditos  a  su  favor;  en  efectivo  tie- 
ne de  ochenta  a  noventa  quetzales  y  ninguna 
persona  lo  instigó  a  tomar  dinero  de  la  ca.ia; 
aue  rehusó  el  extracto  de  su  cuenta  cerrada 
el  treinta  de  Junio  (1926),  por  habérsele  abo- 
nado la  suma  de  cincuenta  dólares  por  suel- 
do mensualmente,  eiv  vez  de  sesenta  dólares 
oue  lo  correspondían;  que  reconoce  el  con- 
tenido de  los  documentos  exhibidos  lo  mis- 
mo que  su  firma  que  se  encuentra  al  pie  de 
los  tres  documentos  susodichos,  y  son  reri- 
bos por  saldos  de  sus  sueldos;  que  no  fué 
administrador  general  de  las  fincas  "Santa 
Cecilia",  "chaicar"  y  "Sechaib",  sino  inspec- 
tor general  de  estas  propiedades;  que  reco- 
noce la  firma  y  el  contenido  de  su  carta  fe- 
cha ocho  de  Agosto  (1935),  en  que  renunció 
del  cargo  do  administrador  de  la  finca  "San- 
la  Cecilia"  por  no  poder  vivir  con  el  sueldo 
de  veinte  quetzales  que  se  le  ofrecía;  que 
recibió  la  carta'' fecha  diez  de  Septiembre 
(1934)  y  desde  esta  fecha  quedó  únicamente 
como  administrador  de  la  finca  "Santa  Ce- 
cilia", devengando  el  sueldo  do  treinta  y 
cinco  quetzales;    que  reconoce  el  contenido 


del  documento  número  siete  y  de  las  cartas 
marcadas  con  los  números  ocho  y  nueve  que 
le  fueron  exhibidas,  y  también  las  firmas 
respectivas,  que  se  encuentran  al  pie  de  aquel 
y  de  éstas;  que  cuando  tenia  a  su  cargo  la 
administración  de  las  tres  fincas  tantas  veces 
mencionadas,  por  no  tener  fondos  a  su  favor, 
solicitó  al  señor  Dieseldorff  Rethey,  a  mutuo 
con  interés  algunas  sumas,  las  cuales  fué 
cubriendo  con  el  valor  de  sus  sueldos;  que 
hasta  el  veintidós  y  el  veintinueve  de  Abril 
(1938),  escribió  a  don  Erwin  reclamando  la 
comisión  sobre  el  café  producido  y  compra- 
do en  las  fincas  de  dicho  señor;  y  que  le  fal- 
tó en  la  caja  de  la  tienda  de  la  finca  "Santa 
Cecilia"  la  suma  de  ciento  sesenta  y  seis  quet- 
zales, cuatro  centavos  de  quetzal,  que  aún 
no  ha  pagado,  pero  que  esa  tienda  pertene- 
ce a  don  Guillermo  Dieseldorff  hijo  de  don 
Edwin;  2o.  certificación  de  las  partidas  de  la 
cuenta  de  don  Ismael  Delgado  Chavarría  de 
los  liibros  Diario  y  llayor  de  la  Contabili- 
dad de  la  Casa  E.  P.  Dieseldorff;  3o.  decla- 
raciones de  los  señores  Guillermo  Cacao, 
Benjamín  Mendoza  Sandoval  y  Jacinto  Va¡- 
dez,  quienes  expusieron:  Cacao,  aue  estuvo 
al  servicio  del  señor  Erwin  Dieseldorff,  du- 
rante veintiocho  años,  en  concepto  de  admi- 
nistrador de  la  finca  Raxahá;  que  la  casa 
del  referido  señor  acostumbrada  pagar  anual- 
mente al  final  de  la  cosecha,  las  comisiones 
ofrecidas  sobre  café,  y  que  él  (Cacao)  recibió 
en  esa  forma  y  sin  haber  reclamado,  la  co- 
misión que  se  le  había  ofrecido,  como  admi- 
nistrador de  la  finca  susodicha;  v  que  re- 
conocía su  firma  y  el  contenido  de  la  respues- 
ta aue  dió  al  nie  de  la  carta,  fecha  veintiséis 
de  Mavo  (1938),  que  le  fué  dirieida  por  el 
señor  Dieseldorff.  Benjamín  Mendoza  San- 
doval, dijo:  aue  estuvo  como  administrador 
He  la  finca  "Chairar",  perteneciente  a  don 
Erwin  P.  Dieseldorff.  desde  el  Tirimero  de 
Marzo  de  mil  novecientos  veintiséis,  hasta 
el  treinta  y  uno  de  Julio  de  mil  novecientos 
treinla,  y  durante  aquel  tiempo,  don  Ismael 
Delgado  Chavarría  era  el  administrador  ge- 
neral de  las  fincas  "'Santa  Cecilia",  "Chai- 
rar" y  "Serhaib";  que  el  señor  Delgado 
«"■havarría  nunra  lo  refirió  que  tuviera  dere- 
cho a  robrar  además  de  su  sueldo,  una  comi- 
sión sobre  café  en  su  carácter  de  adminis- 
trador general;  qjic  anualmente  al  final  de 
al  cosecha,  le  pagaba  la  casa  E.  P.  Dieseldorff. 
las  romisiones  sobre  rafe  habiéndolas  reci- 
bido él  (Mendoza  Sandoval  1,  romo  adminis- 
trador de  la  finca  "Chiquixji",  sin  habei'  he- 
cho reclamo  alguno,  pero  ignoraba  si  ocu- 
rría lo  mismo  en  las  otras  fincas  de  dich.i 
casa;  que  reconocía  su  firma  y  el  tenor  de 
la  respuesta  que  se  encuentra  al  pie  de  la 
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carta  que  el  señor  Dieseldorff  le  dirigió  el 
veintisiete  de  Mayo  (1938);  pero  con  la 
aclaración  de  que  no  recibía,  el  cinco  por 
ciento  sobre  la  cantidad  de  quintales  de  café 
cereza  comprado,  como  hizo  constai  en  esa 
respuesta,  sino  dos  pesos  billetes  de  la  an- 
tigua emisión,  y  que  puso  cinco  al  contestar, 
equivocadamente  con  otras  comisiones  que 
devengaba.  Vaidez,  dijo:  que  administró  la 
finca  '"Sechaib",  bajo  la  supervigilancia  del 
señor  Ismael  Delgado  Chavarría,  quien  des- 
de el  año  de  mil  novecientos  veintiséis,  hasta 
el  diez  de  Septiembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  cuatro,  tuvo  a  su  cargo  la  admi- 
nistración general  de  las  fincas  '"Santa  Ce- 
cilia", "Chajcar"  y  "Sechaib";  que  recibió 
la  comunicación  que  don  Max  Quirín,  apode- 
rado de  la  casa  E.  P.  Dieseldorff,  le  dirigió 
a  él  (Vaidez),  y  a  los  señores  Ismael  Del- 
gado Chavarría,  Romualdo  Delgado  y  Salva- 
dor Santa  María,  ei  diez  de  Septiembre  de 
mil  novecientos  treinta  y  cuatro,  indicándo- 
les que  desde  aquella  fecha  quedaba  disuel- 
ta la  administración  general  que  estaba  a 
cargo  de  don  Ismael  Delgado  Chavarría;  que 
este  señor  no  le  refirió  que  además  de  su 
sueldo,  como  administrador  general,  tuviera 
derecho  a  cobrar  una  comisión  sobre  café: 
y  que  unos  días  antes  de  retirarse  dicho  se- 
ñor, le  manifestó  que  iba  a  cobrar  a  don 
Erwin,  la  mencionada  comisión;  que  la  ca- 
sa E.  P.  Dieseldorff  pagaba  las  comisiones 
ofrecidas  sobre  café,  habiendo  recibido  él 
del  administrador  general,  señor  Delgado 
Chavarría,  las  comisiones  correspondientes  a 
los  años  de  mil  novecientos  veintisiete,  mil 
novecientos  veintiocho,  mil  novecientos  trein- 
ta, mil  novecientos  treinta  y  uno  y  mil  nove- 
cientos treinta  y  tres;  y  que  después  del  diez 
de  Septiembre  (1934),  fecha  en  que  quedó 
disuelta  la  administración  general  del  señor 
Delgado  Chavarría,  este  ya  no  tuvo  inter- 
vención en  la  administración  de  las  fincas 
"Sechaib"  y  "Chajcar".  En  ese  mismo  ac'o 
el  señor  Vaidez  reconoció  su  firma  y  el  con- 
tenido de  la  respuesta  que  consignó  al  pif> 
de  la  carta  que  obra  al  folio  cuarenta  y  uno 
de  la  pieza  de  Primera  Instancia;  4o.  la  tra- 
ducción de  las  cartas  fechas  veintinueve  de 
Agosto  de  mil  novecientos  veintiséis  y  vein- 
tiocho de  Octubre  de  ese  mismo  año,  dirigi- 
das por  don  Max  Quirín  a  don  Erwin  P. 
Dieseldorff,  que  se  encuentran  en  el  Libro 
Copiador  de  cartas  del  señor  Quirín,  escri- 
tas en  idioma  alemán  y  fueron  traucidas  al 
castellano  por  los  expertos  nombrados  para 
el  efecto,  señores  Máximo  Krings  y  Fede- 
rico Schlelhauf.  En  la  primera  y  segunda 
de  las  mencionadas  cartas,  se  encuentran 
respectivamente,  los  párrafos  que  literalmen- 


te dicen:  "Don  Ismael  había  devuelto  su 
extracto  semestral  con  la  razón,  de  que  haya 
convenido  contigo  ganar  mensualmente  $60. 
O.  A.  sin  comisión,  mientras  que  aquí  en  el 
negocio  le  fueron  abonados  por  mes  $50.  O.A. 
de  sueldo,  pendiente  la  comisión  para  la  pró- 
fíima  cosecha.  Respecto  al  convenio  refe- 
rente al  sueldo  de  $60.,  mensuales,  no  tengo 
apunte  en  mi  librito  y  hablé  con  don  Ismael 
que  te  consultaré  al  respecto,  para  abonarle 
la  diferencia  en  caso  afirmativo.  Sobre  to- 
do espero  todavía  tu  resolución".  "He  to- 
mado nota  que  don  Ismael  gana  mensual- 
mente  $60.,  O.  A.  con  lo  que  entonces  queda 
suprimida  la  comisión  sobre  el  café";  5o.  las 
posiciones  en  que  don  Ismael  Delgado  Cha- 
varría confesó  los  hechos  siguientes:  haber 
manejado,  como  administrador  general  de 
las  fincas  "Santa  Cecilia",  "Chajcar"  y  "Se- 
chaib", el  Libro  de  Caja  que  le  fué  exhibi- 
do, desde  el  primero  de  Marzo  (1926),  hasta 
el  primero  de  Junio  (1933);  y  que  asentó 
"con  su  puño  y  letra"  las  partidas  que  apa- 
recen en  dicho  Libro,  a  excepción  de  dos,  que 
se  encuentran  al  folio  ciento  veintitrés,  y  di- 
cen: Efectivo  a  Chajcar  $4.000.  Efectivo  a 
Sechaib  $3.000,  fecha  veinte  de  Marzo  de 
mil  novecientos  veintinueve;  y  dos  partidas 
que  están  al  folio  doscientos  cincuenta  y  sie- 
te y  dicen:  Por  boletos  viejísimos  $480.  Re- 
misión a  Cobán  billetes  rotos  $66,  fecha  vein- 
ticinco de  Octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  dos;  que  tomó  de  la  caja  que  estaba  a 
BU  cargo,  la  suma  de  cuatrocientos  treinta 
y  ocho  pesos  billetes  de  los  antiguos  Bancos, 
para  hacerse  pago  al  final  de  la  cosecha  del 
año  de  mil  novecientos  veintiséis,  de  la  co- 
misión que  tenía  sobre  café  cereza  compra- 
do en  la  finca  "Santa  Cecilia",  en  los  meses 
de  Diciembre  de  mil  novecientos  veinticinco. 
Enero  y  Febrero  de  mil  novecientos  veinti- 
séis, y  antes  de  desempeñar  el  puesto  de  ad- 
ministrados general;  que  al  final  de  la  cose- 
cha del  año  mil  novecientos  treinta,  pagó 
a  don  Jacinto  Vaidez  cuatro  mil  quinientos 
tinco  pesos,  por  comisión  sobre  café  cereza 
comprado,  y  ochocientos  diez  pesos  sobre  la 
misma  clase  de  café  "habilitado"  y  entre- 
gado en  la  finca  Sechaib;  que  al  concluirse 
la  cosecha  del  año  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  uno,  pagó  al  mismo  señor  Vaidez  la  su- 
ma de  dos  mil  doscientos  ochenta  y  cinco 
pesos,  y  quinientos  veinte  pesos  respectiva- 
mente, por  comisiones  de  café  cereza  com- 
prado y  café  cereza  "habilitado"  y  entrega- 
do a  la  finca  Sechaib;  que  al  terminarse  la 
cosecha  del  año  de  mil  novecientos  treinta 
y  tres  pagó  también  a  don  Jacinto  Vaidez 
por  comisiones,  ciento  diez  y  nueve  pesos 
treinta  y  dos  centavos  oro  americano,  sobre 
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compras  de  café  cereza;  y  veintitrés  pesos 
de  la  misma  clase  de  moneda,  sobre  el  cafó 
cereza  "habilitado"  y  entregado  en  la  fin- 
ca "Sechaib";  que  cubrió  las  comisiones 
mencionadas,  al  final  de  cada  cosecha,  por 
ser  esa  la  costumbre.  En  esa  misma  diligen- 
cia, el  absolvente  reconoció  su  firma  puesta 
al  pie  del  escrito  dirigido  al  Jefe  Político  de! 
Departamento  de  Alta  Verapaz,  fecha  diez  y 
cíete  de  Mayo  del  año  mil  novecientos  trein- 
ta y  ocho,  también  reconoció  ese  memorial 
y  la  liquidación  que  contiene. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  el  Código  Civil  se  consigna  que 
contrato  es  un  convenio  celebrado~éntre  dos 
o  más  personas,  por  el  que  se  obligan  a  dar, 
hacer  o  no  hacer  alguna  cosa.  Y  al  clasifi- 
car los  contratos  coloca  en  primer  término, 
dicho  Cuerpo  Legal,  a  los  unilaterales  y  a 
Jos  bilaterales,  dando  la  primera  denomina- 
ción a  aquellos  en  que  la  obligación  recae 
únicamente  sobre  uno  de  los  contratantes, 
y  la  segunda,  a  los  en  que  las  partes  aparez- 
can obligándose  reciprocamente.  Y  en  la 
enumeración  hecha  en  ese  Código  de  los  cua- 
tro requisitos  esenciales  para  la  validez  de 
los  mismos,  se  encuentra  primero,  el  consen- 
timiento de  los  contratantes.  E¡  señor  Er- 
win  Pablo  Dieseldorff  Rethey  al  interponer 
su  recurso  ha  denunciado  la  violación,  entre 
otros,  de  los  artículos  1396,  1397,  139g  y  1406 
inciso  lo.  del  Código  Civil  que  comenzó  a  re- 
gir el  quince  de  Septiembre  de  1877.  dispo- 
siciones que  se  refieren  a  la  materia  que 
acaba  de  ser  relacionada.  Ahora  bien,  don 
Ismael  Delgado  Chavarría  no  dió  respuesta 
a  la  oferta  que  le  hizo  el  señor  Dieseldorff 
por  medio  de  su  carta,  fechada  en  Cobán  a 
once  de  Enero  de  mil  novecientos  veintiséis, 
que  concluye  con  las  siguientes  palabras:  "en 
espera  de  su  oportuna  contestación".  .  etc. 
Por  otra  parte,  el  señor  Delgado  Chavarría 
manifestó  inconformidad  con  el  e-xtracto  de 
su  cuenta  que  fué  cerrada  el  treinta  de  Ju- 
nio de  ese  mismo  año,  por  no  haberle  abona- 
do el  sueldo  de  sesenta  quetzales,  sino  cin- 
cuenta solamente.  Dicho  señor  hizo  prés- 
tamos a  la  Casa  Dieseldorff  pagando  intere- 
ses, y  al  ser  practicado  un  arqueo  en  la  Ca- 
ja de  la  finca  "Santa  Cecilia"  apareció  un 
saldo  en  su  contra,  el  cual  canceló  con  sus 
sueldos,  habiéndose  establecido  con  motivo 
de  esta  operación,  que  el  señor  Delgado  Cha- 
varría no  tenia  dinero  en  efectivo,  ni  cré- 
dito alguno.  Las  comisiones  pactadas  con  los 
empleados  de  las  fincas  "Santa  Cecilia", 
"Chajcar"  y  "Sechaib"  se  pagaban  al  fin  de 
cada  año,  y  las  que  asegura  aquel  señor,  que 
aún  se  le  adeudan,  las  reclamó,  según  su  pro- 


pia confesión,  hasta  el  veintidós  y  veintinue- 
ve de  abril  de  mil  novecientos  treinta  y  ocho, 
y  no  figuran  en  la  Contabilidad  de  la  Casa 
Dieseldorff,  ni  en  el  Libro  de  Caja  número 
cuatro  que  personalmente  llevó  el  adminis- 
trador de  la  mencionada  propiedad.  Si  bien 
es  cierto  que  con  la  carta  fecha  once  de  Ene- 
ro (1926),  se  estableció  el  contrato  de  loca- 
ción de  servicios  entre  los  señores  Diesel- 
dorff y  Chavarría,  también  es  verdad,  que 
en  cuanto  a  las  comisiones  ofrecidas  por  el 
primero  de  dichos  señores  al  segundones  im- 
procedente admitir,  como  una  aceptación 
tácita  de  la  propuesta  de  que  se  viene  ha- 
blando, los  dos  hechos  en  que  la  funda,  el  se- 
ñor Delgado  Chavarría,  a  saber:  a)  haberse 
encargado  de  la  administración  de  las  fin- 
cas mencionadas;  y  b)  reclamar  las  comi- 
siones; por  que  el  propio  ^.\-administrador 
cuando  se  le  remitió  el  resumen  de  su  cuen- 
ta correspondiente  al  treinta  de  Junio  (1926), 
lo  rechazó  manifestando  que  devengaba  un 
sueldo  de  sesenta  quetzales  y  no  de  cincuen- 
ta como  se  había  consignado  en  el  extrac- 
to. En  las  cartas  que  don  Máximo  Quirin 
dirigió  al  señor  Dieseldorff  se  hace  referen- 
cia precisamente  a  los  sueldos  sin  exigir  co- 
misiones, cartas  que  procede  tener  en  cuen- 
ta, pues  se  relacionan  con  el  asunto  susodi- 
cho, el  cual  fué  tratado  por  el  señor  Quirín, 
en  concepto  de  representante  legal  de  la  per- 
sona que  ha  figurado  en  el  juicio  como  parte 
demandada.  Si  el  señor  Delgado  Chavarría 
hubiera  tenido  derecho  a  que  tales  comi- 
siones le  fueron  abonadas,  no  habría  tomado 
sin  autorización  del  señor  Dieseldorff.  la  su- 
ma que  más  tarde  reintegró  con  sus  sueldos, 
ni  se  hubiera  visto  en  el  caso  de  solicitar  a 
mutuo  con  interés,  cantidad  alguna  del  pro- 
pio patrón.  Y  la  oportunidad  para  cobrar  las 
comisiones,  si  se  le  debían,  hubiera  sido  cuan- 
do asumió  únicamente,  la  administración  de 
la  finca  "Santa  Cecilia".  Está  también  demos- 
trado, que  al  final  de  cada  cosecha  se  hacia  la 
liquidación  de  las  comisiones  correspondien- 
tes a  los  empleados  que  servían  en  aquellas 
fincas,  y  a  mayor  abundamiento,  el  mismo 
ex-administrador  ha  confesado  que  tomó  la 
cantidad  a  que  se  refiere  la  partida  fecha  13 
de  Marzo  (1926),  por  valor  de  las  comisiones 
que  en  la  misma  se  detallan:  y  si  hubiera 
tenido  derecho  a  percibir  otras,  es  evidente 
que  las  habría  tomado,  asentado  su  abono  en 
el  Libro  de  Caja  de  la  finca  "Santa  Cecilia", 
como  lo  efectuó  con  la  última  que  se  deja 
ya  mencionada..  Si  bien  es  verdad,  que  por 
auto  fecha  \-einte  de  Agosto  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  ocho,  el  Juez  Departamental  de 
Alta  Verapaz  tuvo  por  reconocidas  las  fir- 
mas de  don  Erwin  Pablo  Dieseldorff,  y  lo 
consignado  en  cada  una  de  las  cuatro  cartas 
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presentadas  por  don  Ismael  Delgado  Chava- 
rría,  también  es  cierto,  que  el  señor  Diesel- 
dorff,  ha  establecido,  que  no  fué  aceptada 
la  propuesta  relativa  a  las  comisiones  de  que 
se  hape  referencia  en  la  primera  de  las  car 
tas  precitadas.  Afirma  el  actor  en  su  deman- 
da que  en  la  certificación  que  acompañaba  do 
las  posiciones  absueltas  por  el  señor  Diesel- 
dorff,  consta  que  don  Erwin  confesó  el  con- 
tenido de  la  cuarta  pregunta,  pero  según  pue- 
de verse,  dicho  señor  dijo  que  no  le  había 
entregado  sus  fincas  al  articulante,  sino  qu' 
este  de  hecho  tomó  posesión  "de  esas  adminis- 
traciones", y  acerca  de  su  sueldo,  se  convino, 
cuando  el  absolvente  llegó  en  cierta  ocasión 
a  sus  propiedades.  Todos  estos  hechos  lle- 
van al  convencimiento  de  que  no  ha  existido 
la  relación  jurídica  en  virtud  de  la  cual,  ei 
demandado  deba  pagar  las  comisiones  pre- 
•.endidas  por  el  actor.  Y  al  estimar  lo  con- 
trario la  Sala  sentenciadora,  es  indudable  quo 
infringió  los  artículos  1396,  1397,  1398  y  140G 
inciso  primero  del  Código  Civil  de  1877. 

CONSIDERANDO: 

Que  a  juicio  de  este  Tribunal  es  improce- 
dente condenar  en  costas  a  la  parte  actora, 
toda  vez  que  su  acción  no  la  promovió  ni  la 
ha  seguido  con  malicia  ni  de  un  modo  temt- 
rario. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  funda- 
mento en  los  artículos  157,  259,  282,  317,  36-1. 
431,  427,  439,  518  y  524  del  Código  de  En- 
juiciamiento Civil  y  Mercantil,  CASA  Y 
i* NULA  la  sentencia  recurrida  y  declara:  lo. 

—  Que  absuelve  a  don  Erwin  Pablo  Diesel- 
dorff  Rethey  de  la  demanda  que  le  entabló 
don  Ismael  Delgado  Chavarría  por  no  haber 
demostrado  dicho  señor,  la  existencia  del  con- 
trato de  comisiones  tantas  veces  mencionado; 
y  2o. — Que  las  costas  son  a  cargo  de  ambas 
partes.  Notifíquese  y  con  certificación  de 
lo  resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  a! 
Tribunal  de  su  origen  y  repóngase  el  pape! 
de  acuerdo  con  lo  que  determina  el  artículr- 
27  del  Decreto  Legislativo  número  2009. 

Raf.  Ordóíw.v  SoUs.  —  José  Serrano  Muñoz. 

—  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrigues. 
~  Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  José  Oiagtin 
contra  Marino  MaselU  Bocaletti  y  Juan  B. 
MaselH  Filipini. 

DOCTRINA:  Los  dueños  de  cualquier  me- 
dio de  transporte  qued.an  solidariamente 
obligados  al  pago  de  las  responsabilidade-^ 
civiles,  con  los  autores  de  los  daños  y  per- 
juicios que  causen  las  personas  encargadas 
de  los  vehículos,  aun  cuando  no  sean  em- 
pleadas de  las  empresas,  siempre  que  el  ver- 
dadero encargado  de  ellos  se  los  halla  en- 
comendado, aunque  fuere  de  manera  tran- 
sitoria. No  estando  probada  esta  última 
circunstancia  procede  absolver  al  deman- 
dado. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemab, 
ocho  de  Agosto  de  mil  novecientos  C!;arents, 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  segunda 
instancia  proferida  en  el  juicio  ordinario  se- 
guido por  José  Changtin  Cantón  contra  Ma- 
rino Maselli  Bocaletti  y  Juan  B.  Maselli  Fi- 
lipini. 

RESULTA: 

El  veintiocho  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho,  José  Changtin  Cantón,  de  na- 
cionalidad china,  sufrió  un  accidente  en  un 
camión  que  manejaba  Marino  Maselli,  a 
consecuencia  del  cual  permaneció  en  la  Ca- 
sa de  Salud  del  Hospital  General  durante  no- 
venta y  tres  días  y  tuvo  necesidad  de  dejar 
al  cuidado  de  una  empleada  su  tienda  de 
comercio  establecida  en  la  población  de  Pa- 
lencia.  El  proceso  respectivo  terminó  con 
la  condenatoria  de  Maselli  como  autor  de 
lesiones  por  imprudencia  simple  a  quien  sp 
condenó  además  al  pago  de  las  responsabili- 
dades civiles.  Con  estos  antecedentes,  se  pre- 
sentó Changtin,  al  Juzgado  3o.  de  la.  Instan- 
cia de  este  departamento,  bajo  la  dirección 
del  abogado  don  Marcelino  Alvarez  Ordoñe/, 
demandando  del  citatlo  Maselli  y  de  don  Juan 
B.  Maselli,  dueño  del  camión,  el  pago  de  la 
suma  de  mil  ciento  doce  quetzales,  sesenta 
y  un  centavos,  importe  de  daños  y  perjuicios 
que  sufrió,  según  detalle  formulado  al  efecto. 
Fundó  su  reclamación  en  e*  Decreto  Legis- 
lativo 1827,  que  declara  responsables  solida- 
riamente en  la  acción  civil,  al  dueño  del  ve- 
hículo y  a  la  persona  que  lo  maneje  en  el 
momento  de  ocurrir  la  desgracia. 

RESULTA: 
La  parte  actora  rindió  las  pruebas  siguien- 
tes: 
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a)  Certificación  de  la  Secretaria  de  Ha- 
cienda de  dos  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y  seis,  en  que  se  hace  constar  qui' 
en  la  Inspección  de  Hacienda  fue  inscrito  un 
establecimiento  comercial  en  Falencia,  pro- 
piedf>d  de  José  Changtin. 

b)  Certificación  del  Secretario  del  Hospital 
General,  fecha  treinta  y  uno  de  octubre  de 
mil  novecientos  treinta  y  ocho,  en  que  cons- 
ta que  Changtin  pagó  ciento  ochenta  y  seis 
quetzales,  por  noventa  y  tres  días  de  perma- 
neneia,_  a  dos  quetzales  cada  día;  cinco  quet- 
zales, sesenta  y  dos  centavos,  por  exámenes 
del  brazo  y  cadera;  y  cuatro  quetzales  cin- 
cuenta centavos  por  servicio  de"  Rayos  X. 

c)  Partida  de  nacimiento  de  Agustín  Chang- 
tin Morales  y  José  Angel,  María  Herlinda  y 
Amanda  Changtin  Sandoval,  nacidos  respec- 
tivamente, el  treinta  y  uno  de  diciembre  de 
mil  novecientos  treinta  y  dos,  el  veintiocho 
de  agosto  de  mil  novecientos  diez  y  nuavo; 
el  veintitrés  de  abril  de  mil  novecientos  vein- 
tiuno; y  el  doce  de  junio  de  mil  novecientos 
veintitrés:  Agustín  es  hijo  fuera  de  matri- 
monio del  demandante,  quien  lo  reconoció 
ante  el  Registro  Civil  el  cinco  de  noviembre 
de  mil  novecientos  treinta  y  ocho;  y  los  tres 
últimos,  hijos  de  matrimonio. 

d)  Certificación  expedida  por  la  Dirección 
General  de  Rentas  en  que  se  hace  constar 
que  don  Juan  B.  Maselli  tiene  inscritas  en  la 
Matricula  varias  propiedades  con  un  valor 
total  de  catorce  mil  doscientos  cincuenta 
quetzales. 

e)  Cetificación  extendida  por  el  Secreta- 
rio de  la  Intendencia  Municipal  de  Falencia 
acerca  de  unas  diligencias  seguidas  por 
Changtin  para  establecer  que  su  negocio  lo 
tenía  instalado  en  aquella  población  desde 
hacía  veintidós  años,  el  que  tuvo  que  dejar 
a  una  empleada  mientras  él  permaneció  en 
la  Casa  de  Salud. 

í)  Certificación  del  Juzgado  5o.  de  la. 
Instancia  que  contiene  la  sentencia  ejecuto- 
ria que  condena  a  Maselli,  por  imprudencia 
simple,  a  seis  meses  de  arresto  mayor. 

g)  Recibos  de  los  enfermeros  Roberto  León, 
por  ciento  veinticinco  quetzales,  cincuenta 
centavos,  y  de  Salvadora  de  Sandoval,  por 
cuarenta  y  nueve  quetzales. 

La  parte  demandada  rindió  las  pruebas  si- 
(íuientes: 

a)  Declaración  de  Salomón  de  León  Oliva, 
quien  manifestó  que  prestaba  sus  servicios 
como  chofer  del  camión  de  don  Juan  B.  Ma- 
belli  en  el  mes  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho;  que  el  jueves  veintisiete  de 
ese  mes,  oyó  que  Marino  Maselli  le  pidió  el 
parro  a  su  padre  para  llevar  leña,  pero  le  fue 
negado;  al  día  siguiente  que  llegó  el  decla- 
rante, como  de  costumbre,  no  encontró  el 


camión  y  habiéndole  preguntado  a  don  Juan, 
éste  le  contestó  que  el  abusivo  de  su  hijo  lo 
había  sacado  y  probablemente  había  ido  a 
Falencia: 

b)  Miguel  del  Cid,  ayudante  del  chofer,  de- 
blaró  que  el  comión  sólo  servía  para  transpor- 
tes de  madera  del  aserradero  Las  Victorias  de 
don  Juan  Maselli;  que  el  veintiocho  de  enero 
de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  Marino 
llegó  por  el  declarante  a  su  casa  y  le  dijo  qw 
se  fuera  con  él  porque  su  padre  le  había  pres- 
tado el  camión;  pero  estando  en  Falencia 
le  contó  la  verdad,  manifestándole  que  el  ca- 
rro lo  había  sacado  sin  consentimiento  de 
aquél; 

e)  Declaraciones  de  Juan  Antonio  Boba- 
]dilla,  Leopoldo  Castillo  y  Nicolás  Martínez, 
quienes  manifestaron  que  oyeron  a  don  Juan 
Maselli  cuando  negó  a  su  hijo  el  permiso  que 
le  solicitaba  para  llevarse  el  carro,  negativ.a 
que  dió  lugar  a  razones  enojosas  cruzadas  en- 
tre ambos; 

d)  Declaraciones  de  Marta  Torres  y  Carlota 
Vásquez,  dueña  la  primera  de  la  tienda  lla- 
mada "El  Lorito",  en  esta  ciudad  y  emplea- 
da de  la  misma  lá~segunda,  quienes  expusie- 
ron que  el  veintiocho  de  enero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  ocho,  como  a  las  ocho  de  la 
noche,  llegaron  a  su  establecimiento  en  un 
camión  cargado  de  leña,  Marino  Maselli  y 
José  Changtin;  que  en  estado  de  ebriedad  y 
por  insistencia  del  chino,  dispusieron  dar  un 
paseo  por  la  Reforma,  pero  frente  a  Los  Ar- 
cos volcó  el  camión; 

e)  Declaraciones  de  Antonio  Gándara  Du- 
rán  dueño  de  una  garita  de  gasolina,  y  Ber- 
iiardino  Bocaletti,  a  quienes  les  consta  que 
el  chofer  del  carro  era  Salomón  de  León  Oli- 
va en  enero  de  mil  novecientos  treinta  y 
ocho;  que  dicho  carro  sólo  se  empleaba  para 
el  transporte  de  madera  del  Aserradero  Las 
Victorias  de  don  Juan  Maselli;  y  que  ésto 
había  dado  orden  al  primero  para  no  expen- 
derle gasolina  a  Marino  su  hijo; 

I)  Posiciones  que  absolvió  José  Changtin 
en  que  confiesa  los  hechos  siguientes:  que 
Marino  era  su  amigo  intimo  y  muchas  veces 
llegó  a  Falencia  a  visitarlo  a  su  casa  y  allí 
almorzaba  y  se  embriagaban;  que  el  viernes 
veintiocho  de  enero  de  mil  novecientos  trem- 
ía y  ocho  lo  recibió  y  le  dió  almuerzo,  pero 
no  le  dió  cerveza  ni  aguardiente  porque  él 
Jlevaba;  que  lo  acompañó  en  su  regreso  a  es- 
ta capital,  paiaron  a  "El  Lorito"  y  allí  es- 
tuvieron tomando  cerveza;  y  que  después  se 
fueron  a  La  Reforma  v  en  el  camino  volcó  el 
farro. 

La  parte  demandante  propuso  el  juicio  de 
expertos  para  establecer  la  cuantía  de  los  da- 
ños y  perjuicios  que  se  le  causaron.  Para  el 
efecto  se  designó  a  don  Emilio  Valladares  \ 
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el  demandado  pidió  el  nombramiento  de  don 
Próspero  Bocaletti.  El  primero  rindió  su  dic- 
támen  fijando  el  monto  de  los  daños  y  per- 
juicios sufridos  por  Changtin  en  la  suma  de 
novecientos  noventa  y  cinco  quetzales,  sesen- 
ta y  dos  centavos  y  el  segundo  sn  la  suma 
de  doscientos  cincuenta  quetzales,  pero  pro- 
veyendo el  Juez  la  ratificación,  sólo  lo  hizo 
el  primero,  pues  el  término  de  prueba  ven- 
ció sin  que  Bocaletti  hubiera  comparecido. 

RESULTA: 

El  Juez  dictó  sentencia  el  diez  y  ocho  de- 
noviembre  de  mil  novecientos  treinta  y  nue- 
ve en  que  declara  que  Changtin  es  acreedor 
a  una  indemnización  en  efectivo  de  ocho- 
cientos quetzales,  pago  que  corre  a  cargo  de 
los  señores  Juan  Bautista  Maselli  Filipini  y 
Marino  Maselli  Bocalleti,  según  lo  prescrito 
en  el  articulo  lo.  del  Decreto  Legislativo  1827, 
que  declara  responsables  solidariamente  en  la 
acción  civil  al  dueño  del  carro  y  a  la  persona 
que  haya  causado  el  accidente,  pues  no  está 
probado,  expresa  que  la  víctima  haya  produ- 
cido intencionalmente  el  daño,  lo  que  hubiera 
sido  caso  de  excepción. 

La  Sala  3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  co- 
noció en  apelación  y  resolvió  el  veintiocho 
de  febrero  del  año  en  curso,  confirmando  la 
sentencia  de  primera  instancia.  Considera 
que  a  consecuencia  del  accidente,  Changtin 
sufrió  daños  graves  que  le  deben  ser  indem- 
nizados pecuniariamente  por  los  dos  demanda- 
dos quienes  son  solidariamente  responsables 
de  conformidad  con  el  Decreto  1827;  que  el 
monto  de  la  indemnización  fijada  por  el  Juez 
está  de  acuerdo  con  la  ley,  que  lo  faculta  pa- 
ra fijarla  cuando  haya  desacuerdo  entre  los 
expertos  como  ocurre  en  este  caso,  no  obs- 
tante que  Maselli  Filipini  probó  que  sin  su 
consentimiento  fué  tomado  el  camión  por  su 
hijo  Marino  y  que  Changtin  iba  ebrio  y  so- 
licitó el  servicio  del  camión,  pues  estos  he- 
chos no  excepcionan  a  los  demandados  de  la 
responsabilidad  civil  indicada,  aparte  de  que 
no  se  probó  que  el  damnificado  haya  dado 
lugar  al  suceso,  ni  menos  que  hubiera  in- 
fringido los  reglamentos  dictados  con  respec- 
to a  los  servicios  públicos  y  previsión  de  se- 
guridad. 

Juan  Bautista  Maselli  Filipini,  con  auxilio 
del  abogado  don  Conrado  Tercero,  introdujo 
recurso  de  casación  por  violación  de  ley,  ci- 
tando como  infringidas  las  disposiciones  si- 
guientes: artículos  lo.,  3o.,  4o.,  y  5o.,  incisos 
a,  b,  y  c  del  Decreto  Legislativo  1827,  que  es 
la  Ley  de  Accidentes.  Señalado  día  para  la 
vista  y  presentados  en  esa  oportunidad  los 
alegatos  de  las  partes  es  el  caso  de  resolvei'. 


CONSIDERANDO: 

El  articulo  lo.  del  Decreto  Legislativo  1827 
prescribe  que  los  dueños  de  cualquier  medio 
de  transporte  son  solidariamente  responsa- 
bles en  la  acción  civil,  con  los  autores  de  los 
daños  y  perjuicios  que  causen  las  personas 
encargadas  de  los  vehículos,  aun  cuando  no 
sean  empleadas  de  las  empresas,  siempre  que 
el  verdadero  encargado  de  ellos  se  los  haya 
encomendado,  aunque  fuere  de  manera  tran- 
sitoria. En  consecuencia,  para  declarar  la 
responsabilidad  del  dueño  del  vehículo,  en  el 
caso  sub-judice,  es  indispensable  que  el  actor 
haya  probado  en  el  juicio  que  el  señor  Ma- 
selli Filipini,  o  el  chofer,  encargaron  el  carro 
a  Maselli  Bocaletti,  pues  de  lo  contrario,  la 
responsabilidad  debe  recaer  únicamente  sobre 
la  persona  que  con  su  imprudencia  ocasionó 
el  daño,  toda  vez  que  la  ley  es  imperativa  y 
terminante  sobre  el  particular. 

Las  pruebas  rendidas  por  la  parte  deman- 
dante demuestran  que  por  imprudencia  de 
Maselli  Bocaletti,  que  manejaba  el  camión, 
ocurrió  la  desgracia  a  consecuencia  de  la  cual, 
la  víctima  permaneció  noventa  y  tres  días  en 
la  Casa  de  Salud,  y  su  negocio  tuvo  que  en- 
comendarlo a  una  empleada  durante  ese  tiem- 
po, lo  que  le  obligó  a  hacer  gastos  y  a  dejar 
de  percibir  ganancias;  que  es  padre  de  cua- 
tro hijos,  dos  de  ellos  mayores  de  edad;  que 
don  Juan  B.  Maselli  era  el  dueño  del  carro  y 
que  este  señor  tiene  propiedades  inmuebles 
con  un  valor  declarado  en  la  Matrícula  de 
catorce  mil  doscientos  cincuenta  quetzales,  pe- 
ro estos  hechos  que  constan  en  documentos 
auténticos  y  producen  plena  prueba  de  confor- 
midad con  el  Art.  282  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil,  de  ninguna  manera 
demuestran  que  el  dueño  encomendara  el  ca- 
rro al  autor  del  daño,  que  es  precisamente  el 
extremo  que  debió  establecerse;  muy  al  contr.i 
rio,  la  prueba  del  demandado,  señor  Maselli 
Filipini,  convence  que  éste  negó  a  su  hijo  el 
permiso  que  le  solicitara  para  llevarse  el  ca- 
rro, pues  así  queda  plenamente  probado  con 
las  declaraciones  del  chofer  Salomón  de  León 
Oliva,  su  ayudante  Miguel  del  Cid,  los  testi- 
gos Juan  Antonio  Bobadilla.  Leopoldo  Casti- 
llo y  Nicolás  Martínez,  que  presenciaron  y 
oyeron  el  altercado  entre  padre  e  hijo  con 
ese  motivo,  y  los  testigos  Antonio  Gándara 
Durán  y  Bernardino  Bocaletti,  que  corrobo- 
raron lo  asegurado  por  él  de  que  había  pro- 
hibido a  su  hijo  que  sacara  el  camión,  debido 
a  su  conducta  bastante  reprensible.  Estos 
testigos  no  fueron  tachados  por  la  parte  ac- 
tora  y  sus  dichos  están  conformes  con  la  ley 
para  producir  plena  prueba;  de  manera  que 
la  responsabilidad  del  dueño  del  vehículo  no 
la  estableció  el  demandante  mediante  la  com- 
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probación  del  hecho  que  pudo  haberla  moti- 
vado, y  el  demandado  señor  Maselli  Filipini 
sí  probó  su  irresponsabilidad,  circunstancia 
que  obliga  a  declarar  que  la  sentencia  recu- 
rrida infringe  el  articulo  lo.  del  Decreto  1827, 
citado  en  el  recurso,  por  lo  que  es  el  caso  de 
^ular  el  fallo  y  resolver  conforme  a  derecho. 
Artículos  399,  427,  428,  430  y  431  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  las  leyes  citadas  y  de  lo  dispuesto  en  los 
artículos  506  inciso  lo.  y  518  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  CASA  Y 
ANULA  la  sentencia  recurrida  en  cuanto  se 
refiere  al  recurrente  y  resolviendo  declara  ab- 
suelto  de  la  demanda  al  señor  Juan  Bautista 
Masseli  Filipini.  Notifiquese  y  con  certifi- 
cación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  antece- 
dentes a  donde  corresponde.  —  Repóngase  el 
papel,  arto.  27  Dto.  Leg.  2009. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Muñas. 

—  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrigues. 

—  Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R.  - 
Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  tres 
de  Octubre  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vistos  para  resolver  la  aclaración  y  amplia- 
ción pedidas  por  José  Changtin  Cantón  en  el 
recurso  de  casación  resuelto  por  esta  Corte 
el  ocho  de  agosto  próximo  pasado,  las  que 
tunda  en  que  siendo  dos  los  demandados  y  nu 
haciéndose  declaración  alguna  respecto  a  Ma- 
rino Maselli,  no  .se  sabe  en  qué  situación 
queda  éste,  ya  que  la  sentencia  de  segund.i 
in.stancia  quedó  casada  y  anulada;  y 

CONSIDERANDO:  que  la  parte  resolulixa 
del  fallo  de  este  Tribunal  expresa  con  cía- 
iMdad  que  la  reíolución  recurrida  se  casa  y 
anu'a  sólo  en  cuanto  se  refiere  al  recurren','.' 
y,  en  esa  virtud,  es  indudable  que  queda  en 
vigor  la  condenaloria  que  hizo  la  Sala  con- 
tra el  mencionado  Marino  Maseli,  como  tie- 
ne (lue  ser,  desde  el  momento  que  éste  con- 
forme con  el  fallo,  no  interpuso  casación: 
que  por  otra  parte,  nada  hay  que  aclarar  ni 
ampliar  al  tenor  de  los  artículos  455,  456  dei 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantii. 

i'OR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
l  ia,  con  apoyo  además  on  el  articulo  457  del 
mismo  Código,  declara  improcedentes  los  re- 
Mrsos  interpuestos.    Notifiquese  y  con  cer- 


tificación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  au- 
tos a  donde  corresponde  y  repóngase  el  pa- 
pel de  acuerdo  con  lo  que  determina  el  ar- 
ticulo 27  del  Decreto  Legislativo  número 
2009. 

Ordóñez  Solis.  —  Serrano  Muñoz.' —  Pare- 
des. —  Rodríguez.  —  O.  Salazar.  —  Max  Gar- 
cía R.  —  Secretario. 


CIVIL 

■JUICIO  ordinario  seguido  por  don  Miguel  So- 
to Barillas  contra  don  Emiliano  Poitán  Ló- 
pez. 

DOCTRINA :  Una  vez  hecha  liquidación  de 
una  cuenta,  y  reconocido  de  común  acuer- 
do entre  las  partes  el  saldo  que  resulte,  no 
puede,  el  deudor,  alegar  que  está  pagada 
ron  otras  partidas  anteriores  a  la  liquida- 
ción, a  ntenos  que  se  comprobara  plena- 
mente que  por  alguna  causa  legal  no  fue- 
ron comprendidas. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintidós  de  Octubre  de  mil  novecientos  cu-a- 
renta. 

Por  recurso  de  casación  y  con  sus  antece- 
dentes, se  examina  la  sentencia  dictada  con 
fecha  treinta  y  uno  de  enero  del  corrientí.- 
año,  por  la  Sala  Tercera  de  Apelaciones,  en 
el  juicio  ordinario  seguido  por  don  Miguel  So- 
to Barillas  contra  don  Emiliano  Poit.in  Ló- 
pez, de  la  que  adelante  te  hará  relación. 

Como  antecedente  del  juicio  de  que  ahora 
se  trata,  aparece  un  ejecutivo  promovido  por 
el  señor  Soto  ante  el  Juez  Segundo  departa- 
mental, contra  el  mismo  señor  Poitán,  co- 
brándole la  suma  de  dos  mil  setecientos  un 
quetzales,  veintiséis  centavos  (CÍ2. 701.26), 
que  le  resultaba  de  saldo  al  hacer  la  liquida- 
ción de  su  cuenta  hasta  el  mes  de  febrero  de 
mil  novecientos  treinta  y  uno,  de  conformi- 
dad con  la  cláusula  .sexta  de  la  escritura  au- 
torizada por  el  Notario  F"iladelfo  Salazar,  el 
veinte  de  ma\'ü  de  mil  novecientos  veintisie- 
te, y  por  no  haber  cumplido  con  entregarle 
las  cosechas  de  café  correspondientes  a  los 
años  de  1932-1933  y  1934,  las  cuales  estaban 
depositadas  a  cargo  de  don  Daniel  Gaitán.  y 
formaban  la  cantidad  de  mil  veintinueve 
quintales  en  uva  cereza.  A  su  demanda 
acompaño  unas  posiciones  absueltas  por  ol 
Licenciado  Manuel  Soto  Marroquin,  como 
apoderado  de  Poitán,  on  las  cuales  aparecen 
los  puntos  siguientes:  No  se  le  dirigieron  la.-; 
tres  primeras  preguntas  relativas  a  si  Pe 
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tán  había  recibido  tres  partidas  de  trescien- 
tos treinta  y  tres  quetzales,  treinta  y  cuatro 
centavos  (y333.34)  cada  una,  ol  tres  y  vein- 
te de  mayo  y  tres  de  Julio  de  mil  novecien- 
tos veintinueve,  respectivamente,  para  pagar- 
las con  café  en  sus  cosechas,  porque  el  Juez 
estimó  que  contienen  dos  hechos;  pero  al 
presentarle  el  recibo  correspondiente  a  la 
partida  del  veinte  de  mayo,  fué  reconocida 
la  firma  del  poderdante;  pero  dijo  que  •■■!.' 
refería  a  persona  distinta  del  señor  Soto  B.: 
y  que  el  del  tres  de  Julio  sí  fué  extendido 
a  favor  del  articulante.  Estos  recibos  son: 
uno  marcado  con  letra  "A",  por  valor  de  vein- 
te mil  pesos  ($20.000),  a  favor  de  Miguel  So- 
to y  Cía.,  fecha  weinte  de  Mayo  de  mil  nove- 
cientos veintinueve,  y  el  marcado  "B",  por 
igual  cantidad,  a  favor  de  Miguel  Soto  B., 
fecha  tres  de  Julio;  y  agrega  el  absolvente 
que  las  cifras  se  refieren  a  pesos  billetes  de 
los  antiguos  Bancos;  fué  reconocida  también 
la  firma  de  un  documento  fechado  el  vein- 
ticinco de  febrero  de  mil  novecientos  treinta 
y  uno,  por  la  suma  de  dos  mil  setecientos  un 
quetzales,  veintiséis  centavos,  (2.701.26),  que 
Emiliano  Poitán  reconoce  deber  a  Soto  B., 
saldo  que  aparece  (dice  el  documento),  des- 
pués de  haber  cancelado  los  recibos  de  café 
de  la  cosecha  de  1930-31;  en  consecuencia, 
la  escritura  firmada  ante  el  Notario  Filadel- 
fo  Salazar,  conserva  toda  su  validez  y  efec- 
tos legales..  Se  agregó  al  final  que  la  deuda 
arranca  desde  el  primero  de  fetirero  de  eso 
año  (1931),  pues  están  pagados  los  intereses 
hasta  el  treinta  y  uno  de  Enero  del  mismo. 
En  el  saldo  en  referencia  se  dedujo,  inclu- 
yéndose como  abono  a  su  cuenta,  la  suma 
de  un  mil  quetzales  que  había  recibido  en 
tres  partidas  en  las  fechas  expresadas  ante- 
riormente.   (Pregunta  número  7). 

La  escritura  originaria  de  las  obligaciones 
cuyo  cumplimiento  demanda  el  señor  Soto, 
o  sea  la  autorizada  por  el  Notario  Filadelfo 
Salazar,  el  veinte  de  Mayo  de  mil  novecien- 
tos veintisiete,  contiene  los  puntos  siguientes; 
Poitán  López  reconoció  haber  recibido  a  mu- 
tuo de  Don  Miguel  Soto  B.,  la  suma  de  cien- 
to cuarenta  y  cinco  mil  pesos  ($145.000),  con 
el  plazo  de  dos  años,  con  el  interés  del  dos 
por  ciento  mensual,  el  cual  así  como  el  capital, 
debería  pagarlos  con  café  maduro,  obligándo- 
se a  entregar  toda  su  cosecha  de  ese  año  y 
las  sucesivas  que  fueran  suficientes  para  can- 
celarlo; y  dijo  el  absolvente  que  ¡os  datoi 
que  contiene  el  documento,  deben  estar  de 
acuerdo  con  los  libros  de  don  Miguel  Soto, 
habiéndose  Involucrado  fn  él,  una  Cuenta 
proveniente  do  contratos  que  celebró  en  anos 
anteriores  con  la  firma  "Miguel  Soto  B.  >■ 
Compañía",  todos  los  cuales  fueron  cancela- 
dos. La  pregunta  número  once  se  refiere,  a  que 


cada  año,  al  estar  terminadas  sus  entrega? 
de  café,  recibió  Poitán  del  articulante  o  fu 
administrador,  una  copia  sellada  de  las  li- 
quidaciones, y  no  las  objetó  por  estar  de 
acuerdo  con  ellas,  y  eV  absolvente  dijo  que 
no  es  verdad,  y  que  en  algunas  oportunidades 
recibió  su  cliente  las  liquidaciones  hechas  en 
forma  unilateral  y  que  por  ignorancia  en 
asuntos  contables  se  dejaron  de  objetar.  Vol- 
vió el  articulante  al  final  de  la  diligencia,  a 
preguntar  al  absolvente  si  había  recibido  las 
cantidades  de  trescientos  treinta  y  tres  quet- 
zales, treinta  y  cuatro  centavos  (Q333.34) 
cada  una,  en  número  de  tres,  en  las  fechas 
tres  y  veinte  de  Mayo  y  diez  de  Junio  (1929); 
y  contestó  que  únicamente  había  recibido  las 
cantidades  que  constaran  en  los  libros  y  que 
si  se  le  exhibía  el  documento  correspondien- 
te, lo  reconocería  y  contestaba  las  preguntas 
en  sentido  negativo. 

Librado  el  mandamiento  de  embargo  para 
el  caso  de  que  el  café  no  fuera  entregado, 
el  Juez  ejecutor,  que  lo  fué  el  menor  de  Vi- 
lla Canales,  requirió  al  señor  Poitán  quien 
en  virtud  de  diligencia  practicada  un  momen- 
to antes,  había  recibido  ese  artículo  del  de- 
positario señor  Gaitán,  de  orden  -del  Juez  Ter- 
cero de  Primera  Instancia,  habiéndose  em- 
bargado cien  quintales  en  pergamino  y  cien- 
to ocho  en  oro,  quedando  nuevamente  como 
depositario  el  mismo  señor  Gaitán,  quien  ma- 
nifestó que  este  café  era  el  equi\'alente  de 
los  veintinueve  quintales  en  cereza. 

El  demandado  se  opuso  a  la  ejecución,  ma- 
nifestando: que  liquidada  su-  cuenta  con  el 
señor  Soto,  ascendió  con  los  intereses  a  cien- 
to setenta  y  siete  mil,  trescientos  pesos 
($177.300),  pero  como  entregó  toda  su  cose- 
cha de  1927-29,  al  precio  de  doscientos  diez 
pesos  ($210)  el  quintal,  pudo  abonar  ciento 
cuarenta  mil  setecientos  diez  y  siete  pesos 
($140.717),  quedando  un  saldo  a  su  cargo  no 
más  de  treinta  y  seis  mil  setecientos  diez  y 
siete  pesos  ($3G.717).  que  tenia  que  pagar 
con  su  cosecha  de  1928-29,  que  también  en- 
tregó, quedando  totalmente  cancelada  su  deu- 
da. Que  sin  perjuicio  de  estar  extinguido  su 
compromiso,  Soto  siguió  recibiendo  sus  cose- 
chas de  los  años  posteriores  a  mil  novecien- 
tos veintiocho  hasta  la  última  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  cuatro,  y  tratando  do  ha- 
cer efectiva  la  obligación  consignada  en  la 
escritura  ante  el  Licenciado  Salazar,  inició 
un  juicio  ejecutivo  en  el  Juzgado'  Tercero, 
embargándosele  sus  fincas  y  nombrándose  de- 
positario a  don  Daniel  Gaitán,  de  manera  que 
la  presente  es  una  nueva  ejecución  originada 
de  la  misma  escritura,  pero  como  ya  tenía 
pagada  aquella  deuda  con  la  entrega  de  sus 
cosechas  de  los  años  1927-28,  1928-29.  1929-.30 
y  1930-31,  oponía  la  excepción  de  pago,  y 
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debía  mandársale  entregar  el  café  que  que- 
dó sécuestrado,  depositado  en  la  finca  "El 
Zapote",  del  señor  Soto.  Entre  las  prueba.-í 
que  ofreció,  está  la  exhibición  de  libros  de 
la  Contabilidad  del  señor  Soto.  Este  último 
señor,  contestando  la  excepción  de  pago,  ne- 
gó que  la  deuda  estuviera  cancelada  desde 
febrero  de  mil  novecientos  veintiocho,  puesto 
que  el  propio  deudor  reconoció  como  saldo 
en  su  contra  hasta  febrero  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  uno,  la  suma  de  dos  mil  setecien- 
tos un  quetzales,  veintiséis  centavos   

(Q2.701.26);  y  tampoco  es  cierto  que  él  haya 
recibido  las  cosechas  hasta  la  del  año  mil 
novecientos  treinta  y  cuatro,  ya  que  tales  co- 
sechas se  encontraban  depositadas  en  don  Da- 
niel Gaitán. 

Para  obtener  la  prueba  ofrecida  el  señor 
Poitán  solicitó  que  Soto  Barillas  exhibiera 
sus  libros  de  contabilidad,  pero,  a  pesar  de 
los  requerimientos  que  se  le  hicieron  y  de 
las  multas  de  veinticinco  y  cincuenta  quetzales 
que  se  le  impusieron  por  su  inobediencia,  es- 
ta diligencia  no  se  pudo  practicar,  a  pesar 
de  la  importancia  que  implicaba  para  escla- 
recer el  derecho  del  propio  acreedor. 

El  señor  Soto  presentó  una  cortiíicación 
donde  consta  que  en  una  ejecución  que  sí- 
guió  contra  el  señor  Poitán,  fué  nombrado 
interventor  de  las  fincas  hipotecadas  don  Da- 
niel Gaitán,  por  auto  del  Juzgado  de  Ama- 
titlán,  fecha  diecisiete  de  diciembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  dos;  que  en  autos  no 
consta  que  las  cosechas  le  hayan  sido  entre- 
gadas a  él  (señor  Soto),  y  por  declaración 
del  Interventor,  constaba  que  durante  el  año 
mil  novecientos  treinta,  fueron  recogidos  dos- 
cientos veinte  quintaleí^,  noventa  y  seis  libras; 
en  mil  novecientos  treinta  y  tres,  doscientos 
cmcuenta  y  nueve  quintales,  nueve  libras  y 
en  mil  novecientos  treinta  y  cuatro,  quinien- 
tos diez  quintales,  cuarenta  y  nueve  libras. 

El  señor  Poitán  presentó  una  certificación 
de  las  posiciones  que  absolvió  don  Daniel 
Gaitán,  en  las  cuales  éste  manifestó  que  no 
tenía  en  su  poder  las  cosechas,  porque  se  las 
había  entregado  al  .señor  Soto  a  cuenta  de  la 
deuda  del  señor  Poitán,  lo  que  hizo  porque 
Soto  le  manifestó  que  ya  había  obtenido  au- 
torización del  Juez.  Lo  ejecutado  por  el  se- 
ñor Gaitán,  dió  lugar  a  un  proceso  que  se 
le  siguió  en  el  Juzgado  Cuarto  de  Primera 
Instancia,  por  malversación  de  caudales,  se- 
gún aparece  en  una  cerlificaión,  en  donde 
consta  que  el  acusado,  al  indagársele,  rati- 
ficó la  diligencia  de  posiciones  que  se  ha  men- 
cionado anleriormontc,  a  excepción  de  la  pre- 
gunta número  veintidós,  porque  dice  que  si 
bien  entregó  el  café  al  señor  Soto  B.,  no  lo 
hizo  a  cuenta  de  ninguna  deuda,  sino  par"» 
que  lo  guardara,  y  la  número  vointiorlio. 


porque  Soto  no  le  manifestó  que  tuviera  au- 
torización del  Juez  para  que  se  le  entregara 
el  café.  En  la  propia  certificación  aparece 
que  el  Juez  (de  Amatitlán),  se  constituyó  en 
la  finca  "El  Zapote",  en  donde  el  Adminis- 
trador mostró  el  café  que  había  entregado  el 
señor  Gaitán,  y  que  se  encontraba  en  el  al- 
macén, consistente  en  ciento  ocho  quintales, 
correspondientes  a  la  cosecha  de  1933  a  1934 
y  cien  quítales,  noventa  y  cuatro  libras  a  la 
de  1934  a  1935,  haciéndose  el  cálculo  de  que 
ambas  partidas  equivalían  a  un  total  de  mil 
treinta  quintales  de  café  en  "uva"  (cereza). 
Este  café  quedó  en  depósito  del  propio  ad- 
ministrador, señor  José  Paniagua. 

Con  los  datos  relacionados  anteriormente, 
el  Juez  Primero  de  Primera  Instancia,  a  don- 
de pasaron  los  autos  por  excusa  de!  Segundo, 
profirió  sentencia  el  tres  de  febrero  de  mil 
novecientos  treinta  y  ocho,  declarando  que 
era  procedente  la  excepción  de  pago  inter- 
puesta y  que  el  café  puesto  en  secuestro  ju- 
dicial se  mandaba  entregar  al  señor  Poitán 
López.  Aunque  fué  interpuesto  el  recurso  de 
apelación  contra  esta  sentencia,  fué  abando- 
nada la  segunda  instancia,  declarándose  así, 
en  auto  iecha  veintiséis  de  Noviembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  ocho. 

JUICIO  ORDINARIO. 

Con  fecha  veintitrés  de  enero  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  nueve,  el  señor  Soto  Ba- 
rillas se  presentó  al  Juzgado  Tercero  de  Pri- 
mera Instancia  de  este  departamento,  ha- 
ciendo referencia  del  contrato  contenido  en 
la  escritura  autorizada  por  el  notario  Salazar, 
el  veinte  de  mayo  de  mil  novecientos  veinti- 
siete, de  donde  se  originó  la  deuda  del  señor 
Poitán;  dice  que  esa  cuenta  fué  liquidada  de 
común  acuerdo,  el  veinticinco  de  febrero  de 
mil  novecientos  treinta  y  uno  y  arrojó  el 
saldo  de  dos  mil  setecientos  un  quetzales, 
veintiséis  centavos  (2.701.26),  que  se  hizo 
constar  en  documento  reconocido  el  veintidós 
de  Junio  de  mil  novecientos  treinta  y  cuatro, 
saldo  por  el  cual,  más  los  intreses  correspon- 
dientes, demandaba  de  su  expresado  deudor, 
asi  como  la  propiedad  del  café  que  le  fué  en- 
tregado por  el  depositario  don  Daniel  Gaitán 
en  el  beneficio  "El  Zapote"  y  que  estaba  en 
depósito  en  don  José  Paniagua  y  la  entrega 
de  las  futuras  cosechas. 

El  señor  Poitán  López,  atribuyendo  esta 
nueva  demanda  a  un  afán  de  fastidiarlo  y 
ocasionarle  gastos  innecesarios,  pues  el  actor 
había  recorrido  ya  los  tres  Juzgados  de  Pri- 
mera Instancia,  expuso;  que  cuanta  suma 
adeudaba  al  señor  Soto,  había  sido  cancela- 
da en  su  oportunidad,  por  lo  que.  negándola, 
interponía  las  excepciones  de  pago,  cosa  juz- 
gada y  falta  de  acción. 
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Durante  el  término  de  prueba,  el  actor  pro- 
puso y  fué  aceptada  por  el  Juez,  sin  oposi- 
ción de  la  parte  contraria,  que  se  practicara 
la  liquidación  del  adeudo,  por  expertos,  de 
acuerdo  con  los  documentos  extendidos,  y 
sobre  los  puntos  siguientes:  lo.,  si  Emiliano 
Poitán  era  deudor  de  Miguel  Soto  B.,;  2o., 
cuál  era  el  saldo  a  cargo  del  deudor;  3o.,  so- 
bre el  monto  de  los  intereses  convenidos  y  los 
legales,  y  4o.,  sobre  la  totalidad  de  la  deuda. 
El  demandado  no  propuso  experto,  por  ¡o 
que  se  designó  de  oficio,  asi  como  tercero 
para  el  caso  de  discordia  y  aquellos  presen- 
taron su  dictamen,  aunque  separadamente, 
pero  coincidiendo  exactamente  en  las  canti- 
dades, tomando  como  base  la  suma  de  do.; 
mil  setecientos  un  quetzales,  veintiséis  cen- 
tavos (Q2.701.26),  contenida  en  el  documen- 
to y  agregando  los  intereses  que  montan  a 
mil  novecientos  noventa  y  nueve  quetzales, 
sesenta  y  seis  centavos  (Ql.999.66),  aprecian 
que  hacen  la  suma  total  de  cuatro  mil  sete- 
cientos quetzales,  noventa  y  dos  centavos 
(Q4. 700.92'),  que  es  lo  que  Poitán  López  adeu- 
da al  señor  Soto  B. 

La  secunda  prueba  del  actor,  consiste  en 
las  declaraciones  uniformes  de  los  señores 
José  Jiménez,  David  Salazar  y  Francisco  Mon- 
tenegro, quienes  manifestaron  que  el  precio 
del  café  maduro  en  plaza,  durante  los  años 
de  1931,  1932  y  1933,  no  fué  mayor  de  un 
quetzal  por  quintal;  y  que  para  obtener  un 
quintal  de  café  en  pergamino,  son  necesarios 
cinco  de  maduro  y  por  consiguiente,  el  precio 
del  mismo  articulo  ya  beneficiado,  era  siete 
veces  mayor,  tomando  en  cuenta  los  gastos 
de  beneficio  y  las  pérdidas,  lo  que  asegura- 
ban por  su  condición  de  productores  de  café. 

La  tercera  prueba  del  mismo  actor,  con- 
siste en  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  Pri- 
mera de  Apelaciones,  el  nueve  de  febrero  de 
mil  novecientos  treinta  y  cinco,  en  el  ejecu- 
tivo iniciado  en  el  Juzgado  de  Amatitlán,  con- 
tra Poitán  López,  en  la  cual,  resolviendo  un 
incidente  de  nulidad  del  propio  juicio,  revocó 
la  resolución  apelada,  sin  que  se  diga  su 
contenido  y  declaró  improcedente  la  ejecu- 
ción y  la  nulidad  del  ejecutivo  "de  mérito", 
fundándose  el  tribunal  en  que  el  título  no 
aparejaba  ejecución  por  cuanto  no  era  de 
cantidad  liquida,  ni  aparecía  que  la  liquida- 
ción hubiera  sido  aceptada  por  la  otra  parte. 

La  cuarta  prueba  consiste  en  las  posiciones 
articuladas  al  demandado  y  absueltas  por  su 
apoderado  Licenciado  Soto  Marroquín,"de  las 
que  ya  se  hizo  mención  anteriormente. 

En  su  alegato  de  primera  instancia  el  de- 
mandado, refiriéndose  a  la  excepción  de  pago, 
dice  "Tanto  el  Juzgado  Primero  de  Primera 
Instancia  de  este  departamento,  como  la  Sala 
jurisdiccional,  tuvieron  a  la  vista  los  mismos 


documentos  que  ahora  ha  presentado  el  se- 
ñor Soto  Barilías  y  sería  ilógico,  incongruen- 
te e  injusto,  que  se  dictara  otro  fallo  dis- 
tinto de  aquél;  para  ello  no  habría  razón  al- 
guna, puesto  que  en  la  certificación  que  he 
acompañado  a  la  defensa,  se  hace  referencia 
a  todos  esos  documentos". 

El  Juez  del  juicio  consideró,  que  con  el  do- 
cumento suscrito  por  el  deudor  con  fecha  vein- 
ticinco de  febrero  de  mil  novecientos  treinta 
y  uno,  se  establecía  la  obligación  de  éste  de 
pagar  al  señor  Soto  B.  la  cantidad  de  dos  mil 
setecientos  un  quetzales,  veintiséis  centavos 
(Q2.701.26),  dejando  vigente  las  estipulacic- 
nes  contenidas  en  la  escritura  autorizada  por 
el  Notario  señor  Salazar,  el  veinte  de  Mayo 
de  mil  novecientos  veintisiete;  y  que  no  ha- 
biéndose presentado  ninguna  prueba  respecto 
al  pago  de  esa  cantidad,  no  procedía  la  ex- 
cepción opuesta;  y  aceptando  el  dictámen  de 
los  expertos,  condenó  al  señor  Poitán  a  pa- 
gar a  Soto,  la  suma  de  cuatro  mil  setecientos 
quetzales,  noventa  y  dos  centavos  (Q4. 700.92). 

El  demandado  apeló  de  esta  .sentencia  y 
el  actor,  en  segunda  instancia  se  agregó  a! 
recurso,  alegando  que  no  hubo  razón  para 
que  se  declararan  "sin  lugar"  los  puntos  se- 
gundo y  tercero  de  su  demanda,  los  cuale.; 
se  encontraban  perfectamente  probados  con 
la  escritura  autorizada  por  el  Notario  Sala- 
zar,  tantas  veces  referida. 

Alegó  el  apelante  que  con  la  certificación 
que  pesentó,  está  probado  que  su  acreedor 
recibió  en  pago  su  cosecha  de  1927  a  1928 
o  sean  setecientos  quintales,  que  al  precio 
de  doscientos  diez  pesos  cada  uno  ($210),  ha- 
cen ciento  cuarenta  y  siete  mil  pesos  .... 
($147.000);  pretender  qué  esté  vigente  la 
deuda  de  dos  mil  setecientos  un  quetzales, 
veintiséis  centavos  (Q2.701.26),  consignada 
en  el  documento  firmado  el  veintiocho  de  fe- 
brero de  mil  novecientos  treinta  y  uno,  es  un 
absurdo,  porque  después  de  esa  fecha.  Soto 
recibió  considerables  cantidades  d"  café  en 
pago  de  esa  deuda,  como  son  los  setecientos 
quintales  ya  dichos,  más  doscientos  cuarenta 
y  nueve  quintales,  ocho  onzas,  de  la  cosecha 
de  1933  a  1934,  al  precio  de  diez  quetzale:; 
(QIO)  cada  uno,  fupra  de  otras  que  constan 
en  el  departamento  que  en  esa  oportunidad 
acompañaba,  el  cual  consiste  en  las  posicio- 
nes absueltas  por  el  señor  Soto  anie  el  Juez 
de  Primera  Instancia  de  Amatitlán,  en  el  eje- 
cutivo que  éste  siguió  contra  aquél,  el  die- 
cinueve de  Junio  de  mil  novecientos  treinta  y 
cuatro,  en  las  cuales  aparecen  las  pregun- 
tas: 7a.,  si  recibió  setecientos  quintales  de  ca- 
fé en  cereza  de  la  cosecha  1927-28,  contestó 
que  sí  recibió  café,  pero  que  no  podía  preci- 
sar la  cantidad;  8a.,  si  esos  quintales  se  los 
liquidó  a  doscientos   diez  pesos   ($210)  el 
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quintal,  contestó  que  no  lo  recordaba;  con 
vista  de  esa  evasiva,  y  por  persistir  en  ella 
a  pesar  del  apercibimiento  que  se  le  hizo,  fué 
declarado  confeso,  a  lo  que  Soto  dijo  que  en 
poder  de  Poitán  existían  las  liquidaciones  que 
se  le  entregaban  cuando  llegaba  a  hacer  sus 
cuentas;  9a.,  si  es  cierto  que  el  monto  de  la 
liquidación  por  venta  de  café  lo  abonó  a  la 
cuenta  de  mutuo?  ,  dijo  que  es  cierto;  10a., 
si  es  cierto  que  abonó  a  la  cuenta  de  mutuo 
la  suma  de  ciento  cuarenta  mil  quinientos 
ochenta  y  tres  pesos  billetes  ($140.583),  con- 
testó que  nó;  19.,  si  es  cierto  que  el  valor  de 
las  cosechas  que  le  ha  entregado  (Poitán), 
las  ha  abonado  a  su  cuenta,  dijo  que  es  cier- 
to; 22.,  si  es  cierto  que  recibió  doscientti.s 
cuarenta  y  nueve  quintales,  ocho  onzas  de  ca- 
fé maduro  de  la  cosecha  de  1933  a  1934,  con- 
testó que  es  cierto  y  que  ese  café  lo  beneficio 
y  lo  vendió  a  diez  quetzales  el  quintal.  En 
preguntas  adicionales,  se  hace  constar  que 
Soto  confesó  que  recibió  una  parte  de  la  co- 
secha de  1928  a  1929;  que  no  solo  al  pago 
del  saldo  de  treinta  y  seis  mil  setecientos  diex 
y  siete  pesos  ($36.717)  aplicó  esa  cosecha,  si- 
no al  de  tres  mil  ciento  diez  y  siete  quetza- 
les (Q3.117),  que  era  su  saldo,  que  de  con- 
formidad con  los  recibos  que  se  le  pusieron 
a  la  vista,  recibió  doscientos  cincuenta  y  nue- 
ve quintales;  que  en  sus  libros  tiene  constan- 
cia del  café  que  ha  recibido  desde  1928  hasta 
1934;  que  el  producto  de  la  cosecha  de  1927- 
1928,  no  la  aplicó  a  ninguna  otra  deuda,  mas 
que  a  la  de  la  escritura  (la  de  mutuo);  que 
después  de  haber  iniciado  demanda  ejecuti- 
va contra  Poitán,  recibió  sumas  en  pago,  po- 
ro fué  en  pago  de  otros  créditos. 

La  Sala  de  Apelaciones,  después  de  recibi- 
dos los  alegatos  de  las  partes,  dictó  la  sen- 
tencia que  se  examina,  en  la  que  considera 
que  la  prueba  de  expertos,  no  se  aprecia  con 
valor  legal  probatoria,  por  haber  versado  el 
dictamen  de  los  mismos,  sobre  si  Poitán  de- 
bía o  no,  materia  que  era  del  solo  conoci- 
miento y  resolución  del  Juez,  así  como  las 
cantidades  que  deberían  incluirse  y  confirma 
la  de  primera  instancia,  con  las  modifica- 
ciones siguientes:  que  la  excepción  de  pago 
se  declara  procedente  en  cuanto  a  la  entre- 
ga que  Poitán  hizo  de  doscientos  cincuenta 
y  nueve  quintales,  ocho  onzas  de  café  madu- 
ro y  que  la  suma  que  éste  es  en  deber  a  Soto 
Barillas,  es  el  saldo  restante  del  reconocido 
de  dos  mil  setecientos  un  quetzales,  veinti- 
séis centavos  (Q2.701.26),  después  de  dedu- 
cir el  valor  de  los  doscientos  cincuenta  y 
nueve  quintales,  ocho  onzas,  ya  expresados, 
más  los  intereses  correspondientes  a  dicha 
suma. 


Aunque  el  actor  pidió  se  aclarara  y  am- 
pliara el  fallo  por  no  haberse  determinado 
el  precio  del  café  entregado,  ni  la  forma  en 
que  debe  ser  liquidada  dicha  cantidad,  lo 
que  los  obligaría  a  seguir  un  nuevo  juicio  de 
liquidación  de  la  cuenta,  lo  que  precisamen- 
te era  el  objeto  del  presente,  ta!  solicitud  fué 
declarada  sin  lugar. 

El  demandado  introdujo  el  recurso  de  casa- 
ción, denunciando  que  han  sido  violados  los 
artículos  2300  del  Código  Civil;  227  y  229 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial;  269  in- 
cisos lo.  y  4o.,  282,  358,  361,  364,  365  y  367 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil; 
y  en  su  alegato  dice:  "una  excepción  de  pago 
debidamente  confirmada  en  Segunda  Instan- 
cia, en  juicio  ejecutivo,  no  hay  razón  ni  de- 
recho que  la  pueda  excluir  en  juicio  ordina- 
rio o  declarativo". 

CONSIDERANDO: 

Que  si  bien  la  declaración  que  hace  el 
tribunal  de  Segunda  Instancia  en  la  senten- 
cia que  se  examina,  no  se  ajusta  estrictamen- 
te a  lo  dispuesto  por  el  artículo  229  de  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  por 
cuanto  que  al  condenar  al  demandado  al  pa- 
^o  de  cierta  suma  determinada  (Q2.701.26), 
declara  que  es  procedente,  en  parte,  la  ex- 
cepción de  pago,  consistente  (según  lo  ex- 
presa el  "Considerando")  en  el  valor  de  dos- 
cientos cincuenta  y  nueve  quintales,  ocho 
onzas  de  café  maduro,  el  cual  valor  no  se  de- 
terminó ni  se  establecieron  las  bases  para 
hacer  su  liquidación,  sin  que  tampoco  se  de- 
jaran al  juicio  de  expertos,  ni  la  determina- 
ción del  precio  de  dicho  fruto,  ni  la  de  los 
intereses  correspondientes  al  capital  deman- 
dado, lo  cual  constituye  el  punto  primero  de 
su  demanda;  la  omisión  apuntada  no  impli- 
ca que  el  fallo  contenga  resoluciones  contra- 
dictorias, que  haya  otorgado  más  de  lo  pe- 
dido, o  no  contenga  declaración  sobre  algu- 
na de  las  pretenciones  reclamadas  en  el  jui- 
cio, ni  que  sea  incongruente  con  las  acciones 
que  fueron  objeto  del  mismo;  que  son  tres 
de  los  casos  en  que  puede  darse  el  recurso  de 
casación,  luego  este  no  procede  respecto  de 
la  disposición  legal  citada  al  principio  do 
este  párrafo,  y  sólo  queda  a  las  partes  el  de- 
recho para  exigir  su  cumplimiento  en  la  for- 
ma que  en  ella  se  establece. 

CONSIDERANDO: 

Que  entre  las  disposiciones  legales  citadas 
por  el  recurrente  como  infringidas,  está  el 
artículo  2300  del  Código  Civil,  el  cual  defi- 
ne que  el  pago  es  el  cumplimiento  de  la 
obligación  por  el  deudor.    Es  esta  una  excej- 
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ción  que  el  demandado  ha  opuesto  tenazmen- 
te contra  las  pretensiones  de  su  acreedor,  no 
sólo  en  este  juicio,  sino  también  en  el  eje- 
cutivo que  le  precedió,  en  el  cual  tuvo  éxito 
satisfactorio  al  obtener  una  declaración  de 
los  tribunales  sobre  la  existencia  de  tal  ex- 
cepción, a  cuya  declaración  se  acoge  el  re- 
currente, expresando,  como  ya  se  dijo,  que 
cuanta  suma  adeudaba  al  señor  Soto  había 
sido  cancelada  en  su  oportunidad,  y  "que 
sería  ilógico,  incongruente  e  injusto,  que  se 
dictara  otro  fallo  distinto  de  aquél". 

Tomando  como  base,  como  no  puede  dejar 
de  hacerse,  el  documento  reconocido  judicial- 
mente por  el  apoderado  del  señor  Poitán 
López,  fechado  en  la  finca  "El  Zapote",  el 
veinticinco  de  febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  uno,  se  llega  a  la  conclusión  de 
que,  hasta  esa  fecha,  el  saldo  adeudado  por 
el  recurrente  era  de  dos  mil  setecientos  un 
quetzales,  veintiséis  centavos  (Q2.701.26),  ya 
que  dicho  documento,  produce  plena  prue- 
ba; de  manera  que  toda  otra  modificac'iín 
que  de  su  contenido  quiera  hacerse,  debe  ser 
probada  también  plenamente.  A  ese  efecto, 
manifiesta  el  recurrente  que,  después  de  la 
fecha  del  documento,  entregó  a  su  acreedor 
setecientos  quintales  que  le  abonó  al  precio 
de  doscientos  diez  pesos  ($210)  cada  uno,  lo 
que  no  es  cierto,  porque  la  entrega  de  este 
producto,  como  correspondiente  a  la  cose- 
cha de  1927  a  1928,  como  lo  afirma  el  deu- 
dor, no  ha  sido  posterior,  sino  anterior  a  la 
liquidación  que  determinó  el  saldo  consig- 
nado de  dos  mil  setecientos  un  quetzales, 
veintiséis  centavos  (Q2.701.26)  y  por  consi- 
guiente, dicho  saldo  ha  quedado  firme.  Fue- 
ra de  esa  cantidad  de  café,  confiesa  Soto  ha- 
ber recibido  doscientos  cuarenta  y  nueve 
quintales,  ocho  onzas  de  la  cosecha  1933  y 
1934,  pago  que  también  está  comprobado  con 
los  recibos  debidamente  reconocidos;  pero 
como,  respecto  de  ellos,  se  ha  aceptado  par- 
cialmente la  excepción  de  pago,  y  no  existe 
ninguna  otra  prueba  que  justifique  la  ex- 
cepción en  cuanto  al  resto  de  la  deuda,  no 
cabe  duda  acerca  de  la  procedencia  de  la  de- 
manda, y  la  sentencia  proferida  no  ha  infrin- 
gido el  artículo  citado  al  principio  de  este 
párrafo. 

CONSIDERANDO: 

Que  si  bien  el  actor  señor  Soto  Barrillas 
<;e  agregó  a  la  apelación  interpuesta  por  el 
demandado,  respecto  a  los  puntos  segundo  y 
tercero  de  su  demanda,  por  haberse  decla- 
rado "sin  lugar"  y  que  se  refieren  a  que  se 
entreguen  las  cantidades  de  café  que  están 
en  depósito  de  don  José  Panlagua  Gálvez, 
respecto  de  las  cuales  se  estableció  que  co- 


rresponden a  las  cosechas  de  1933-34  y  1934- 
35;  y  a  la  entrega  de  las  futuras  hasta  la  can- 
celación de  la  deuda,  cabe  estimar  que  res- 
pecto de  tales  puntos  ha  quedado  firme  la 
sentencia  de  segunda  instancia,  por  no  ha- 
ber interpuesto  el  señor  Soto  el  recurso  de 
casación. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  Tribunal  sentenciador  al  proferir  su 
fallo,  lo  hizo  teniendo  en  cuenta,  principal- 
mente, lo  confesado  por  el  demandado,  sin 
desatender  también  lo  dicho  por  el  deman- 
dante, de  acuerdo  con  los  documentos  pre- 
sentados y  no  hay  incongruencia  entre  sus 
decisiones  y  la  demanda,  de  lo  que  se  dedu- 
ce que  no  han  sido  infringidos  los  artículos 
227  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial. 269  incisos  lo.  y  4o.,  282,  358,  361,  36'i. 
365  y  367  del  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y  Mercantil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  los  artículos  513,  515,  521  y  522  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil  y  233  do 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  estima 
que  la  resolución  recurrida  está  arreglada  a 
derecho  y,  por  consiguiente,  DESESTIMA  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  don  Emi- 
liano Poitán  López,  a  quien  condena  al  pago 
de  las  costas  del  mismo  y  a  una  multa  de 
veinticinco  quetzales,  que  en  caso  de  no  pa- 
garla, será  sustituida  con  la  prisión  simple 
de  un  día  por  cada  quetzal.  Notifíquese,  con 
certificación  de  lo  resuelto  devuélvanse  los 
antecedentes  al  tribunal  de  su  origen,  y  re- 
póngase el  papel  de  conformidad  con  la  ley. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Re- 
dríguez.  —  Federico  O.  Salazar.  —  Max  Gar- 
cía R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  entre  Lucio  Palma 
Qómez  y  Juan  Antonio  Gómez. 

DOCTRINA:  Interpuesto  recurso  extraordi- 
nario de  casación  por  haberse  denegado  la 
deligeficia  de  una  prueba  admisible,  reci- 
bida después  en  virtud  de  auto  para  me- 
jor fallar,  quedó  subsanado  el  vicio  de 
procedimiento  y  en  consecuencia  es  impro- 
cedente el  recurso  que  se  interponga  por 
dicho  motivo. 
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Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  Octubre  de  mil  novecientos  cua- 
renta. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes,  la  sentencia  fecha  diez 
y  seis  de  Diciembre  del  año  próximo  pasado, 
en  que  la  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, confirmó  el  falloi  del  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  del  Departamento  de  Jalapa. 
En  el  Por  tanto  de  la  resolución  dictada  por 
dicho  funcionario,  se  declara  lo  siguiente: 
Primero,  que  Lucio  Palma  Gómez  es  propie- 
tario de  siete  y  media  manzanas  de  la  finca 
rústica  número  ocho  mil  doscientos  (8.200), 
folio  ciento  doce  (112),  Libro  cincuenta  y 
tres  (53),  asiento  número  ciento  trece,  fo- 
lio sesenta  y  cinco,  Tomo  veinticuatro  del 
Diario;  Segundo,  que  condena  a  Juan  Anto- 
nio Gómez  a  su  devolución  dentro  de  tercero 
dia,  identificándose  el  inmueble  mencionado, 
previamente,  en  la  forma  de  ley;  Y  tercero, 
que  no  hay  especial  condenación  en  costas. 
La  Sala  para  fundamentar  su  fallo  estima: 
a)  que  el  actor  probó  ser  propietario  del  te- 
rreno que  acaba  de  mencionarse,  con  el  testi- 
monio de  la  escritura  pública  correspondiente, 
y  que  desde  luego  tiene  derecho  a  reinvindi- 
car  tal  predio,  y  gozar  y  disponer  de  él  con 
exclusión  de  otra  persona  que  carezca  de  tí- 
tulo legal;  y  b)  que  probada  la  acción,  pro- 
cede que  Gómez  devuelva  las  siete  manzanas 
y  media  que  reclama  Palma  Gómez,  las  que 
deberán  ser  identificadas  previamente. 

Contra  este  último  pronunciamiento,  Juan 
Antonio  Gómez  auxiliado  por  el  Abogado  Lá- 
zaro Valdéz,  interpuso  el  recurso  de  casación 
fundándose  en  que  fué  violado  el  inciso  quin- 
to del  artículo  269  del  Código  de  Eniuicia- 
miento  Civil  y  Mercantil,  "porque  en  la  apre- 
ciación de  las  pruebas  hubo  error  de  hecho", 
pues  se  omitió  analizar  la  inspección  ocular 
que  consta  en  el  acta  agregada  a  la  pieza  de 
primera  Instancia  (folios  50  vuelto  y  51); 
que  también  se  infringió  el  artículo  374  del 
Decreto  Legislativo  número  2009,  por  estar 
demostrado  con  la  susodicha  probanza,  qui? 
la  parcela  do  cuatro  manzanas  de  extensión 
objeto  del  litigio,  no  está  enclavada  en  la 
finca  rústica  número  ocho  mil  doscientos,  a 
que  .se  hace  referencia  en  la  escritura  de  pro- 
piedad, instrumento  que  según  Palma  (Lucio) 
constituye  la  prueba  de  su  acción;  y  que  ade- 
más, .se  quebrantó  substancialmento  el  pro- 
cedimiento, violando  los  artículos  262.  263, 
264  y  267  del  precitado  Decreto  Legislativo, 
por  haberle  denegado  las  pruebas  que  pidió 
por  medio  de  su  escrito  fecha  diez  y  ocho  de 
Septiembre  del  año  próximo  pasado.  Por  úl- 
timo cxpu.so,  el  recurrente,  que  desdo  el  prin- 
cipio (en  el  juicio  de  propiedad  respectivo), 
ha  venido  .sosteniendo  que  Lucio  Palma  po- 


see en  el  lugar  denominado  "El  Camalote", 
pro-indiviso  con  su  tío  Leopoldo  Palma,  un 
terreno  compuesto  de  quince  manzanas,  de 
'as  cuales  tocan  a  cada  uno  siete  y  media, 
pero  este  lote  es  muy  diferente  de  un  terreno 
de  cuatro  manzanas,  que  se  han  disputado  su- 
cesivamente en  el  interdicto  de  despojo,  en 
el  juicio  posesorio  y  en  el  de  propiedad,  y 
que  él  (Gómez)  está  en  posesión  de  las  men- 
cionadas tierras,  y  las  que  según  ha  probado, 
no  son  parte  integrante  del  predio  inscrito  a 
favor  de  Palma,  toda  vez  que  no  se  encuen- 
tran enclavadas  en  el  referido  terreno,  como 
lo  demuestra  la  inspección  ocular  practicada, 
y  la  cual  obra  en  autos. 

RESULTANDO: 

Que  Lucio  Palma  Gómez  compareció  ante 
el  Juez  Departamental  de  Jalapa,  el  veinti- 
cinco de  Marzo  del  año  retropróximo,  enta- 
blando demanda  de  propiedad  para  que  se  de- 
clarara oportunamente,  que  es  el  legítimo  pro- 
pietario de  la  fracción  de  terreno  a  que  se  re- 
fiere el  instrumento  público  que  acompaña- 
ba a  su  escrito;  y  que  protestaba  desde  lue- 
go, las  costas,  daños  y  perjuicios  que  se  le 
irrogaran,  teniendo  en  consideración,  la  ma- 
nera "violenta  y  temeraria"  con  que  Juan 
Antonio  Gómez  ha  procedido  al  vulnerar  sus 
indiscutibles  derechos.  En  el  primer  testi- 
monio de  la  escritura  pública  número  do^- 
cientos  cuarenta  y  seis  autorizada  por  el  No- 
tario José  I.  Cabrera  E..  en  la  ciudad  de  Ja- 
lapa, a  los  nueve  días  del  mes  de  Noviem- 
bre de  mil  novecientos  veintisiete,  y  que  Pal- 
ma, Gómez  presentó  al  iniciar  el  litigio,  cons- 
ta entre  otras  cosas,  lo  siguiente:  que  don 
Lorenzo  Palma  por  herencia  de  su  padre  don 
Jesús  Palma  y  su  hermano  Leopoldo  del  mi.^,- 
mo  apellido  son  dueños  y  poseedores  de  bue- 
na fe.  proindiviso  de  un  terreno  compuesto 
de  quince  manzanas  de  extensión,  ubicado  en 
el  Municipio  de  San  Luis  Jilotepeque,  finca 
que  se  formó  de  la  número  ocho  mil  doscien- 
tos, folio  ciento  doce.  Tomo  cincuenta  y  tres, 
asiento  número  ciento  noventa  y  uno,  folio 
cuarenta  y  ocho.  Tomo,  primero.  Diario 
que  de  este  lote,  le  tocan  a  don  Lorenzo  siete 
y  media  manzanas,  y  las  otras  siete  y  media 
le  corresponden  a  don  Leopoldo;  que  el  pri- 
mero de  dichos  señores  vendió  su  parte  n 
don  Lucio  Palma  por  la  cantidad  de  dos  mil 
quinientos  pesos  "moneda  nacional";  y  qiu' 
IOS  "linderos  generales  de  todo  el  ierren'" 
son":  al  Norte  con  la  Vega  de  Andrés  Pérev. 
y  "rastrojos"  de  Manuel  del  mismo  apellido; 
por  el  Oriente  con  una  "travesía  vieja"  de 
Apolonio  Gómez,  y  camino  real  de  San  Fran- 
cisco; al  Sur  con  tierras  de  Benito  Felipe  \- 
Carlos  Calderón;  y  por  el  Poniente  con  el 
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rioAgua  Caliente.  Esta  escritura  fué  inscri- 
ta en  el  Tercer  Registro  de  la  Propiedad  In- 
mueble a  favor  de  Lucio  Palma,  el  veintisie- 
te de  Octubre  de  mil  novecientos  veintiocho, 
bajo  la  segunda  inscripción  de  dominio  sobre 
siete  y  media  manzanas  de  la  finca  rústica 
número  ocho  mil  doscientos  (8.200),  folio 
ciento  doce  (112),  Libro  cincuenta  y  tres 
(53).  Asiento  número  ciente  trece,  (113) 
folio  sesenta  y  cinco  (65)  Tomo  veinticuatro 
(24).  Diario. 

Se  declaró  sin  lugar  la  excepción  de  in- 
competencia ópuesta  por  la  parte  demandada. 

El  señor  Gómez  por  medio  de  su  memorial, 
fecha  doce  de  Julio  (1939),  negó  ios  con- 
ceptos de  la  demanda  relacionada  y  además, 
interpuso  las  excepciones  relativas  a  demanda 
defectuosa  y  a  falta  de  personería  en  el  actor, 
fundó  la  primera  en  que  Palma  ha  promovi- 
do su  acción  con  el  objeto  de  reinvindicar 
siete  y  media  manzanas  de  terreno  y  sola- 
mente son  cuatro  las  litigiosas,  según  apare- 
ce en  un  juicio  de  despojo  y  en  otro  de  pose- 
sión; e  invocó  la  segunda  de  dichas  excep- 
ciones, a  causa  de  no  estar  localizadas  las 
siete  y  media  manzanas  que  don  Lucio  posee 
en  comunidad  con  su  hermano  Leopoldo  Pal- 
ma. Manifestó  también  Gómez  que  su  lote 
situado  en  los  Llanos  de  Agua  Caliente,  Can- 
tón Palo  Blanco,  es  distinto  del  terreno  a  que 
Palma  se  refiere,  pues  aquél  se  compone  de 
cuatro  manzanas,  limitadas:  al  Norte  con 
tierras  de  Ramón  Méndez,  Agustín,  Matías. 
Manuel  y  Camilo,  los  tres  de  apellido  Felipe; 
por  el  Oriente,  con  la  vía  de  por  medio,  que 
conduce  a  San  Francisco,  y  los  señores  Feli- 
pe, (Matías,  Manuel  y  Camilo);  al  Sur  con 
lotes  de  Víctor  Vásquez  y  al  Poniente,  cerco 
de  piedra,  de  por  medio,  con  el  terreno  de- 
nominado "El  Camalote"  perteneciente  a  Lu- 
cio Palma.  Abiertas  a  prueba,  las  excepcio- 
nes propuestas,  ninguna  fué  rendida  por  las 
partes.  Para  mejor  resolver  dispuso  el  Juez 
aquo  traer  a  la  vista  los  juicios  sumario  de 
despojo  y  ordinario  de  posesión  mencionados 
por  el  señor  Gómez  en  su  respectivo  memo- 
rial. Y  ambas  excepciones  fueron  declaradas 
sin  lugar  por  improcedentes. 

Se  tuvo  por  contestada  en  sentido  negativo 
la  demanda.  Y  se  denegó  al  demandado  su 
solicitud  en  que  pidió:  lo.  que  se  practicara 
una  inspección  ocular,  procediéndose  por  me- 
dio de  expertos  a  la  medida  y  deslinde  de  los 
predios  que  motivan  la  controversia,  y  que 
se  estableciera,  si  sus  cuatro  manzanas  están 
o  no  enclavadas  en  el  terreno  del  señor  Pal- 
ma; 2o.  que  se  pusiera  a  la  vista  el  juicio  or- 
dinario de  posesión  que  había  seguido  contra 
el  demandante;  y  3o.  que  fueran  nombrados 
expertos,  por  su  parte,  los  señores  Cruz  Pé- 
rez y  Federico  Morales  y  como  tercero  en 


discordia  don  Oscar  Guerra.  La  denegatoria 
de  esta  solicitud  se  fundó  en  no  haber  sido 
presentadas  las  pruebas  referidas  en  la  forma 
legal.  A  petición  de  don  Lucio  Palma  se 
tuvo  como  probanza  de  su  parte,  el  testimo- 
nio de  la  escritura  pública  que  había  acom- 
pañado a  su  demanda. 

Para  mejor  fallar,  el  Juez  de  la.  Instan- 
cia de  Jalapa,  dispuso  que  el  Juez  menor  de 
San  Luis  Jilotepeque  por  medio  de  una  ins- 
pección ocular  identificara  el  inmueble  ob- 
jeto del  litigio,  y  estableciera  si  éste  se  en- 
cuentra enclavado  en  la  finca  rústica  núme- 
ro ocho  mil  doscientos,  folio  ciento  doce  del 
Libro  cincuenta  y  tres,  asiento  número  trece, 
folio  sesenta  y  cinco.  Tomo  veinticuatro.  Dia- 
rio. Al  practicarse  la  mencionada  diligen- 
cia fueron  recorridos  los  linderos  del  terreno 
materia  del  juicio,  haciendo  constar,  el  refe- 
rido Juez  de  Jilotepeque,  y  los  testigos  de 
identidad  José  María  y  Luis  Cervantes  que,  el 
lote  susodicho  no  está  enclavado  en  la  finca 
del  señor  Lucio  Palma.  Y  previos  los  trá- 
mites legales  se  pronunciaron  las  sentencias 
al  principio  relacionadas. 

CONSIDERANDO: 

Que  si  bien  es  cierto,  que  fué  denegada  la 
prueba  propuesta  por  don  Juan  Antonio  Gó- 
mez, en  su  memorial,  fecha  diez  y  ocho  de 
Septiembre  del  año  próximo  pasado,  tam- 
bién es  verdad  que,  el  Juez  aquo  dispuso,  para 
mejor  resolver,  que  por  medio  de  una  ins- 
pección ocular  se  identificara  el  inmueble 
objeto  del  litigio,  estableciéndose,  al  mismo 
tiempo,  si  aquel  predio  está  enclavado  en  la 
finca  rústica  perteneciente  a  don  Lucio  Pal- 
ma. Y  practicada  con  posterioridad,  la  re- 
ferida probanza,  es  indudable  que  tal  anoma- 
lía, se  subsanó  en  esta  forma.  Razón  por  la 
cual  resulta  improcedente,  la  interposición 
del  recurso  fundado  en  quebrantamiento  sub.s- 
tancial  del  procedimiento. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  la  inspección  ocular,  mencionada, 
el  Juez  menor  de  San  Luis  Jilotepeque  y  los 
testigos  de  identidad  hicieron  constar  lo  si- 
guiente: a)  que  ese  predio  está  limitado  a! 
Norte  con  terrenos  de  Ramón  Méndez,  Tomás 
Gómez,  Matías,  Manuel  y  Cam.ilo,  los  tres  de 
apellido  Felipe;  al  Oriente,  con  tierras  de  los 
mismos  señores  Felipe,  camino  vecinal,  de 
por  medio,  que  conduce  a  San  Francisco;  al 
Sur,  con  propiedad  de  Víctor  Vásquez;  y  al 
Poniente,  río  Agua  Caliente,  de  por  medio, 
con  propiedades  de  Lucio  Palma;  b)  que  el 
terreno  descrito,  según  manifestaron  los  testi- 
gos es  el  mismo  que  se  disputan  Lucio  Palma 
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Gómez  y  Juan  Antonio  Gómez;  y  c)  que  di- 
cho inmueble  no  está  enclavado  en  la  finca 
rústica  número  ocho  mil  doscientos  (8.200), 
perteneciente  al  primero  de  los  referidos  se- 
ñores. Ahora  bien,  el  Tribunal  de  segunila 
Instancia  al  no  hacer  consideración  algún  i 
acerca  del  hecho  que  fué  establecido  por  me- 
dio de  la  diligencia  que  se  deja  ya  relaciona- 
da, y  confirmar  lo  resuelto  por  el  Juez  sen- 
tenciador, infringió  los  artículos  269  inciso 
5o.  y  374  del  Decreto  Legislativo  número 
2009. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  el  testimonio  de  la  escritura  pública 
presentado  por  el  actor  para  probar  su  ac- 
ción, se  consignó  el  derecho  que  este  tiene 
en  las  siete  y  media  manzanas  compradas  a 
don  Lorenzo  Palma;  pero  no  se  hace  mención 
de  los  linderos  correspondientes  al  lote  vendi- 
do, sino  que  se  determinan  los  límites  denti'o 
de  los  cuales  está  comprendida  toda  la  pro- 
piedad, compuesta,  como  ya  se  dijo,  de  quin- 
ce manzanas.  En  cambio,  con  la  inspección 
ocular  llevada  a  cabo  por  el  Juez  de  Paz  de 
San  Luis  Jilotepeque  se  ha  establecido  q\ie 
el  predio  de  don  Juan  Antonio  Gómez  no  .'?e 
encuentra  enclavado  en  el  terreno  a  que  se 
refiere  el  actor  en  su  demanda.  Y  de  todo 
lo  expuesto  se  viene  en  conocimiento  de  que 
el  demandante  no  ha  probado  que  él  señor 
Gómez  ocupe  en  la  actualidad,  las  siete  y 
media  manzanas  tantas  veces  mencionadas; 
ni  quj  esta  fracción  de  terreno,  sea  la  misma 
a  que  se  refiere  la  escritura  fecha  nueve  de 
Noviembre  de  mil  novecientos  veintisiete, 
otorgada  por  el  señor  Lorenzo  Palma  a  fa- 
vor de  don  Lucio  Palma. 

POR  TANTO: 
La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  observan- 
cia de  lo  estatuido  por  los  artículos  259,  371, 
506,  507  y  518  del  Código  de  Enjuiciamiento 
Civil  y  Mercantil;  y  91  de  la  Ley  Constituti- 
va del  Poder  Judicial,  lo. — Declara  la  im- 
procedencia del  pre.sente  recurso  por  infrac- 
ción substancial  del  procedimiento;  2o.  Que 
ha  lugar,  al  recurso  por  violación  de  ley,  y 
en  consecuencia  CASA  Y  ANULA  la  ejecuto- 
ria recurrida  y  resolviendo,  absuelve  a  Juan 
Antonio  Gómez  de  la  demanda  que  le  enta- 
bló Lucio  Palma  Gómez;  v  3o.  —  Que  las 
costas  son  a  cargo  de  ambas  partes.  Notifí- 
quese,  devuélvanse  los  antecedentes  con  cer- 
tificación de  lo  resuelto  y  repóngase  el  pa- 
pel en  la  forma  que  determina  el  artículo  27 
üel  Decreto  Legislativo  número  2009. 

Raj.  Ordóñez  Sulís.  --  Joxé  Serrano  Mu- 
flas.— Abel  Paredes. — Francisco  E.  Roárignct 
—  Federico  O.  Solazar.  —  Max  García  R.  — 
Secretario. 


CIVIL 

QUEJA  presentada  por  el  Licenciado  Juan. 
Córdova  Cerna,  contra  la  Sala  Primera  de 
Apelaciones. 

DOCTRINA :  La  citación  que  se  hace  a  un 
tercer  poseedor  de  bienes  adquiridos  ert¡ 
subasta  pública,  le  dá  derecho  para  oponer 
excepciones  en  otro  juicio  relativo  a  lott 
mismos  bienes,  aunque  no  se  tenga  el  ca- 
rácter de  demandado. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  de  Octubre  de  mil  novecientos  cua- 
renta. 

Se  tiene  a  la  vista,  para  resolver,  la  que- 
ja presentada  por  el  Liceftcia'^o  Just.  ri-do- 
va  Cerna,  contra  la  Sala  Primera  de  Apela- 
ciones, con  motivo  de  lo  que  a  coníínuación 
se  expresa: 

Elias  Aboud  Blanco  adeuda  veinte  mil  dó- 
lares a  su  hijo  Aboud  Elias  Jorge  Aboud 
Blanco,  que  de  él  recibió  a  mutuo,  a  dos  años 
plazo,  al  seis  por  ciento  anual  de  interés  y  le 
dió  hipoteca  de  varias  fincas. 

Anís  Aboud  Blanco,  compró  los  bienes  con 
la  hipoteca: 

Juana,  esposa  de  Elias  Jorge  Aboud  Blan- 
co, como  tutriz  de  Aboud  Elias  Jorge,  dió 
poder  a  José  Jop,  quien  lo  sustituyó  a  Licen- 
ciado Juan  Córdova  Cerna. 

Córdova,  como  apoderado  de  Juana,  de- 
mandó ejecutivamente  a  su  esposo  Elias  por 
dieciocho  mil  dólares  que  le  debía  a  Jorge 
su  hijo  y  pidió  .se  notificara  al  comprador  de 
los  bienes  (Elias). 

El  deudor  no  se  opuso,  pero  Anís  (posee- 
dor), si  lo  hizo,  con  las  excepciones: 

a)  falta  de  personería  en  el  Licenciado  Cór- 
dova Cerna.  como  apoderado  de  Juana. 

b)  falla  de  personería  y  personalidad  en 
Juana. 

c)  falta  personalidad,  personería  y  acción 
on  el  acreedor. 

d)  falla  personería  y  personalidad  en  Anís. 
El  Juez  tramitó  las  excepciones  y  el  actor 

pidió  revocatoria,  porque  ese  derecho  sólo  co- 
rresponde al  deudor  (Elias). 

El  Juez  denegó  la  revocatoria  >•  concedió 
apelación  y.  la  Sala  confirmó. 

El  Juez  sentenció  que  son  procedentes  la^ 
excepciones  a),  b)  y  que  no  ha  lugar  a  tran- 
ce y  remate. 

La  Sala  Primera  confirmó,  en  cuanto  a  la 
primera  excepción;  revocó  en  cuanto  a  la 
segunda  y  modificó  en  cuanto  a  que  la  de 
rlaración  de  no  haber  lugar  a  trance  y  rema- 
te es  ;or  ahora,  y  a  pesar  de  estas  declara- 
ciones condonó  en  costas. 
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Con  motivo  de  estas  resoluciones,  ahora 
quiere  Anís  que  se  liquiden  las  costas  en  mil 
trescientos  treinta  quetzales  y  Jop  apodera- 
do de  Elias,  también  pretende  liquidación  en 
doscientos  noventa  y  ocho  quetzales. 

Agrega  el  quejoso,  que  el  único  que  podía 
oponerse  a  la  ejecución  era  el  deudor,  pern 
Anís  no  y  que  al  haberse  tramitado  y  decla- 
rado procedente  una  excepción  y  si  fundado 
en  esa  se  declaró  sin  lugar  la  ejecución,  se 
hizo  uso  de  procedimientos  contrarios  a  los 
establecidos  por  la  ley,  motivo  por  el  que 
procede  la  queja. 

Determina  como  fundamental  la  interven- 
ción que  se  dio  al  poseedor  al  permitirle  la 
interposición  de  excepciones,  a  causa  de  lo 
cual  se  llegó  a  declarar  sin  lugar  la  acción 
ejecutiva  y,  además;  a)  en  haberse  fundado 
la  Sala  en  que  el  poder  no  estaba  traducido, 
a  pesar  de  estar  otorgado  en  castellano;  y 
b)  en  que  se  hizo  condena  en  costas  a  pesar 
de  que  la  sentencia  fué  revocada  en  otro-; 
puntos  mediante  su  apelación. 

Los  agravios  los  hace  consistir;  lo.,  por- 
que se  levantó  la  intervención  de  los  bienes 
hipotecados;  2o.,  en  los  gastos  que  hizo  en  la 
ejecución;  3o.,  porque  Anís  sigue  usufruc- 
tuando los  bienes  que  obtuvo  mediante  hechos 
que  son  motivo  de  investigación  judicial;  4o., 
porque  Anís  ahora  pretende  que  se  le  paguen 
'.as  costas;  y  5a.,  porque  también  el  deudor 
exige  el  pago  de  las  costas. 

Oída  la  Sala  Primera,  informó  que  el  re- 
curso os  infundado,  como  puede  apreciarco 
leyendo  los  fundamentos  legales  que  ei  Tri- 
bunal tuvo  para  resolver  en  la  forma  que 
lo  hi;co;  y  para  el  efecto,  transcribió  los  con- 
siderandos de  su  fallo,  en  los  cuales  se  ve  la 
sin  razón  de  esta  queja,  ya  que,  al  declararse 
que  el  Licenciado  Córdova  Cerna,  como  apo- 
derado de  la  señora  Juana  Makin  de  Aboud 
Blanco  no  tiene  personería,  y  que  por  consi- 
guiente, por  ahora  no  precede  hacer  trance 
y  remate  de  los  bienes  hipotecados,  fué  con 
fundamento  en  los  artículos  196  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial  y  lo.  del  De- 
creto 251. 

Más  tarde,  ampliándose  el  informe,  acom- 
pañó copia  de  la  resolución  por  la  que  se 
confirmó  la  de  primera  instancia,  concre- 
tada a  dar  interveción  en  el  juicio  al  actual 
propietario  de  los  bienes  hipotecados,  trami- 
tando las  excepciones  que  opuso.  Y  si  bien 
es  cierto,  dice  el  informe,  que  el  artículo  9,37 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
\M  concede  al  deudor  el  derecho  de  interpo- 
ner las  excepciones,  también  !o  es  que  prác- 
•icamente,  en  este  asunto,  don  Anís  se  ha 
identificado  con  el  deudor,  es  decir  que,  sin 


serlo,  la  ejecución  lo  afecta  directamente, 
puesto  que  los  raíces  hipotecados  son  los  lla- 
mados a  responder  por  el  préstamo  vigente. 

Oído  el  Ministerio  Público,  dictaminó  en  el 
sentido  de  que  los  procedimientos  de  la  Sala 
ocursada  son  correctos,  y  que  no  debe  dicta  r- 
íe  providencia  contra  aquel  tribunal,  mayor- 
mente al  considerar  que  su  decisión  no  es  de- 
finitiva, sino  su  calidad  de  por  ahora,  teniendo 
la  parte  recurrente,  desde  luego,  expedito  su 
derecho  para  iniciar  de  nuevo  su  acción,  lle- 
nando las  omisiones  apuntadas  por  el  Tribu- 
nal de  segunda  instancia. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  motivo  o  causa  principal  de  la  que- 
ja, consistente  en  haber  aceptado  el  Juez  y 
confirmado  la  Sala  de  Apelaciones  la  inter- 
posición de  excepciones  por  parte  del  tercei- 
poseedor  do  los  bienes  hipotecados,  sin  ser 
el  deudor  de  la  cantidad  demandada,  no  tie- 
ne razón  de  existencia,  porque,  habiendo  ad- 
quirido los  bienes  el  tercero,  en  rematí?  judi- 
cial, a  virtud  de  ejecución  seguida  contra  el 
anterior  propietario,  no  cabe  duda  que  la  ci- 
tación que  se  le  hizo  en  la  ejecución  entabla- 
da por  el  Licenciado  Córdova  Cerna,  no  de- 
be reducirse  a  que  tenga  un  simple  conoci- 
miento de  ella  y  mantenerse  cohibido  de  ejer- 
citar ningún  derecho  para  la  defensa  de  sus 
bienes,  sino  que  el  espíritu  de  esa  ley  debe 
aplicarse  en  sentido  más  amplio  a  fin  de  que 
más  tarde  no  se  puedan  alegar  otras  acciones 
n  nulidades  que  provengan  de  limitaciones 
impuestas  a  quienes  tienen  Interés  directo  en 
un  asunto,  interés  que  sólo  pueden  demostrar, 
cuando  así  les  convenga,  ejercitando  su  de- 
recho en  toda  su  plenitud  y  nunca  .la  cita- 
ción puede  obligarlos  a  que  simplemente  que- 
den a  la  espectativa  de  lo  que  se  resuelva 
en  definitiva,  sin  poder  ni  siquiera  interponer 
los  recursos  que  estimaren  procedentes,  por 
no  autorizarlo  tampoco  la  ley.  En  tal  virtud 
la  queja  presentada  con  este  motivo,  por 
cuanto  afecta  el  procedimiento  seguido,  es 
infundada  y  debe  declararse  sin  lugar. 

CONSIDERANDO: 

Que  tampoco  es  procedente  la  queja  pre- 
sentada por  haberse  fundado  la  resolución  de 
la  Sala  relativa  a  personería  del  Licenciado 
Córdova  Cerna  en  la  falta  de  traducción  del 
poder  otorgado  por  doña  Juana  Makin  de 
Aboud  B',anco.  por  que  en  este  caso  no  se 
trata  propiamente  del  procedimiento,  sino 
que  al  plantearse  la  excepción  de  falta 
de  personería,  en  primera  instancia,  no  ca- 
bía más  quE  sustanciarla  y  resolverla,  como 
consecuencia  de  la  admisión  del  tercero  para 
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intervenir  en  el  asunto  a  virtud  de  la  citación 
que  se  le  hiciera,  de  manera  que  al  conocer 
la  Sala  en  apelación  y  resolver  lo  que  estimó 
legal  acerca  de  la  propia  excepción,  no  ha 
observado  un  procedimiento  contrario  a  la  ley 
que  pueda  dar  lugar  a  la  queja  de  que  se  hace 
referencia. 

Otro  tanto  puede  decirse  de  lo  relativo  a 
la  condena  en  costas,  no  sólo  por  la  relación 
directa  que  tiene  con  la  excepción  de  que  se 
ha  hecho  mérito  anteriormente,  sino  también 
porque  tampoco  constituye  esa  declaratoria, 
un  procedimiento,  sino  una  resolución  formal 
que  no  puede  modificarse  a  virtud  de  un  re- 
curso de  queja. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  en  observan- 
cia de  lo  que  disponen  los  artículos  483  y  484 
'del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til y  de  acuerdo  con  lo  pedido  por  el  Minis- 
terio Público,  declara  que  no  ha  lugar  a  dic- 
tar providencia  contra  la  Sala  Prtmera  de 
Apelaciones  con  motivo  de  los  hechos  relacio- 
nados. Notifíquese  y  repóngase  el  papel  de 
conformidad  con  la  ley. 

Ordóñez  Solk.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pare- 
des. —  Rodríguez.  —  O.  Solazar.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Tiburcio  Gar- 
cía contra  Mauricia  Reyes. 

DOCTRINA :  Iniciada  una  demanda  de  pro- 
piedad y  2}osesión  para  que  se  declare  en 
sentencia  un  derecho  que  ya  constaba  en 
forma  legal,  el  abandono  que  de  la  instan- 
cia hubiere  hecho  el  demandante  en  nada 
puede  perjudicarle  en  el  ejercicio  de  las 
acciones  que  como  propietario  y  usu- 
fructuario le  correspondan,  sin  que  para 
este  tUtimo  efecto  pueda  estimarse  proce- 
dente la  excepción  de  cosa  juzgada  produ- 
cida con  el  mencionado  auto  de  abandono, 
que  alegue  la  parte  contraria. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala  die¿ 
y  .seis  de  Noviembre  de  mil  novecientos  cua- 
renta. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  dictó  la 
Sala  2a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  el  nueve 
de  agosto  del  año  en  curso,  en  el  juicio  ordi- 
nario que  siguió  ante  el  Juzgado  2o.  de  la. 
Instancia  de  este  departamento,  el  señor  Ti- 
burcio García  contra  Mauricia  Reyes, 


RESULTA: 

El  señor  Tiburcio  García  presentó  deman- 
da ante  el  Juez  2o.  de  la.  Instancia  de  este 
departamento,  el  siete  de  febrero  del  año  en 
curso,  bajo  la  dirección  del  abogado  don  Gre- 
gorio Aguilar  Fuentes,  expresando:  que  el 
catorce  de  noviembre  de  mil  novecientos 
veintisiete,  ante  el  notario  José  Lara,  compró 
la  finca  urbana  número  20374.  folio  218,  li- 
bro 201  de  Guatemala;  el  veintiséis  de  julio 
de  mil  novecientos  treinta  y  siete  compró  la 
finca  urbana  número  28539,  folio  102,  libro 
257  de  Guatemala,  ante  el  Notario  J.  Francis- 
co Mena,  y  por  escritura  de  primero  de  agos- 
to de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  que  au- 
torizó el  m.ismo  notario  Mena,  donó  la  últi- 
ma de  las  fincas  mencionadas  a  su  hija  Se- 
cundina  García,  reservándose  el  usufructo  vi- 
talicio. Sobre  el  terreno  que  ocupan  ambas 
fincas,  construyó  la  casa  número  sesenta  y 
dos  del  Callejón  del  Administrador  de  esta 
ciudad  y,  por  consiguiente,  tiene  derechos  de 
propietario  y  usufructuario:  que  durante  al- 
gunos años  vivió  maridablemente  con  la  se- 
ñora Mauricia  Reyes  en  la  citada  casa,  pero 
al  separarse,  ella  siguió  habitándola  y  por 
este  motivo  solicitaba  que  se  declarara  en 
sentencia  que  la  señora  Reyes  no  tiene  dere- 
cho alguno  para  seguir  viviendo  y  explotan- 
do la  casa  de  su  propiedad  la  que  debe  des- 
ocupar dentro  de  tercero  día,  pagando  las 
costas  del  juicio. 

RESULTA: 

La  señora  Mauricia  Reyes  contestó  la  de- 
manda, auxiliada  por  el  abogado  don  César 
Izaguirre,  manifestando:  que  la  casa  que  mo- 
tiva el  juicio,  fué  adquirida  con  su  trabajo 
en  la  época  en  que  vivió  con  García;  la  casa 
es  muy  suya,  dice,  "ante  Dios  que  es  la  su- 
prema justicia,  porque  haciéndola  perdió  su 
juventud  y  su  salud  hasta  quedar  en  estado 
lastimoso  y  García  cuando  la  vió  vieja  la 
abandonó  y  le  quiere  quitar  la  propiedad  que 
es  lo  único  que  le  cobija";  que  anteriormen- 
te, su  demandante  le  entabló  juicio  ordinario 
de  posesión  y  propiedad  de  la  misma  casa, 
el  cual  fué  declarado  abandonado  y  extingui- 
das las  acciones  de  posesión  y  propiedad  de 
parle  de  Tiburcio  García  y  Secundina  Gar- 
cía. Después,  García  inició  un  juicio  de 
desahucio  que  perdió  en  ambas  instancias, 
por  carecer  de  acción;  y  ahora  nuevamente 
vuelve  a  reproducir  virtualmente  su  acción 
'le  propiedad  y  de  posesión,  olvidando  que 
carece  de  ellas,  por  estar  extinguidas  median- 
te el  abandono.  Al  negar,  pues,  la  demanda, 
interpuso  las  excepciones  de  falta  de  acción 
y  de  cosa  juzgada,  pidiendo,  en  definitiva. 
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que  se  declarara  que  no  solamente  ya  se  juz- 
gó lo  que  atañe  a  la  acción  reinvindicatoria 
de  propiedad  sino  que  tal  acción  no  existe,  por 
lo  que  su  absolución  era  procedente. 

RESULTA: 

La  demandada  acompañó  certificación  de 
la  demanda  ordinaria  de  que  se  ha  hecho 
mención,  pretendiendo  probar  con  dicho  do- 
cumento, lo.  que  las  acciones  propuestas  son 
las  mismas  que  antes  propuso  el  actor  ante 
el  Juez  lo.  de  la.  Instancia;  2o.  que  dichas 
acciones  ya  fueron  juzgadas  en  juicio  ordi- 
nario; 3o.  que  las  acciones  de  propiedad  y 
posesión  están  extinguidas  por  abandono.  La 
tíertificación  está  extendida  por  el  Secretario 
del  Juzgado  lo.  de  la.  Instancia  de  este  de-- 
parlamento  y  se  hace  constar;  que  en  el  jui- 
cio ordinario  que  siguió  el  señor  Tiburcio 
García  contra  Mauricia  Reyes,  se  encuentran 
los  pasajes  que  siguen:  demanda  ordinaria 
de  propiedad  y  posesión  de  la  casa  número 
setenta  y  dos  del  Callejón  del  Administra- 
dor, detentada  por  la  segunda,  sin  título  al- 
guno; y  auto  de  abandono  de  la  primera  de 
dicho  juicio. 

RESULTA: 

Tiburcio  García  presentó  testimonio  de  la 
escritura  pública  de  compraventa  de  la  casa 
en  cuestión,  autorizada  por  el  notario  den 
José  Lara,  el  catorce  de  noviembre  de  mil 
novecientos  veintisiete,  e  inscrita  a  su  favor 
bajo  el  número  20374,  folio  218,  libro  201  de 
Guatemala;  y  certificación  extendida  por  e¡ 
Registrador  General  de  Inmuebles  en  que 
consta  la  inscripción  de  la  misma  propiedad 
a  su  favor  y  la  de  la  finca  número  28539,  fo- 
lio 102,  libro  257  de  Guatemala,  a  favor  de 
Ku  hija  Secundina  García,  por  donación  que 
él  le  hizo,  reservándose  el  usufructo  vitalicio. 

RESULTA: 

El  diez  y  seis  de  mayo  del  corriente  año 
el  Juez  dictó  sentencia.  Considera  que  el 
actor  demostró  plenamente  ser  propietario  y 
usufructuario  de  las  fincas  demandadas,  ha- 
bitadas por  Mauricia  Reyes,  sin  que  ésta  ha- 
ya justificado  derecho  alguno  para  ocupar- 
ías; que  en  cuanto  a  la  excepción  de  cosa 
juzgada,  estima  que  en  el  caso  sub-judico, 
no  se  discute  la  propiedad,  motivo  del  primer 
juicio,  sino  se  ejercita  dicho  derecho  ya  es- 
tablecido y  demostrado  con  los  documentos 
que  obran  en  el  juicio,  por  lo  que  declara  im- 
í)rocedentes  las  excepciones  interpuestas  y 
que  Mauricia  Reyes  debe  desocupar  los  in- 
muebles a  que  se  refiere  la  demanda,  dentro 
de  quince  días,  bajo  apercibimiento  de  ser 
lanzada  sino  lo  verifica. 


RESULTA: 

La  Sala  2a.  de  Apelaciones  resolvió  la  ape- 
tación  interpuesta  el  nueve  de  agosto  próxi- 
mo pasado,  declarando:  que  la  señora  Reyes 
no  tiene  derecho  pasa  seguir  viviendo  y  ex- 
plotando la  casa  y  que  debe  desocuparla  den- 
tro de  tercero  día.  Considera  que  la  extin- 
ción que  produce  el  abandono  significa  que 
los  demandantes  quedan  en  la  imposibilidad 
de  reproducir  eficazmente  la  misma  demanda. 
"pero  no  que  adquiera  mayor  derecho  que  lo'; 
que  tenían  antes  de  ser  emplazados,  como 
ocurre  con  Tiburcio  García,  que  no  obstante 
la  declaración  de  abandono,  siguió  siendo 
propietario  de  una  finca  y  usufructuario  de 
otra,  pues  su  derecho  consta  conforme  a  la 
ley  y  la  extinción  de  la  acción  deducida  no 
T'odría  extenderse  nunca  hasta  privar  de  su 
propiedad  al  dueño,  por  lo  que  es  improce- 
dente la  excepción  de  falta  de  acción:  y  res- 
pecto a  la  cosa  juzgada  asimismo  la  juzga 
improcedente,  pues  no  concurren  los  requisi- 
tos necesarios  para  su  existencia.  Por  últi- 
mo, que  probada  la  propiedad  del  actor,  pro- 
cede confirmar  el  fallo,  pero  modificándose 
la  forma  de  declarar  tal  absolución,  par? 
conformarla  con  la  demanda. 

RESULTA: 

Mauricia  Reyes,  con  auxilio  de  su  abogado, 
presentó  recurso  de  casación  contra  el  fallo 
de  segunda  instancia,  citando  como  violado.s 
los  artículos  387,  388,  396  del  Código  Civil 
y  142,  150,  248,  551  y  157  inciso  2o.  del  Códi- 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  ale- 
gando de  una  vez  las  razones  que  a  su  juicio 
fundamentan  el  recurso.  Manifiesta  que  der,- 
de  el  momento  en  que  García  le  siguió  juicio 
ordinario  de  propiedad,  utilizó  todos  los  de- 
rechos que  ésta  comprende,  por  lo  que  al 
ser  declarado  el  abandono  y  extinguida  la  ac- 
ción de  propiedad,  quedó  extinguida  la  de 
reinvindicación  que  es  uno  de  los  derechos  que 
comprende  la  propiedad,  y  en  consecuencia, 
la  acción  de  reinvindicación  demandada  en  el 
segundo  juicio  no  puede  existir,  y  al  apreciar 
lo  contrario  la  Sala,  violó  los  artículos  150 
y  248  del  Decreto  2009,  388  y  396  del  Código 
Civil.  También  violó  el  artículo  551  del  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  porque  dispone  qu" 
la  demandada  desocupe  la  casa  lo  que  no  es 
posible  porque  nada  se  declara  respecto  de 
la  posesión  y,  ésta  según  declara  el  propio 
Tribunal  es  acción  extinguida.  Muerta  la  ac- 
ción de  propiedad,  por  razón  del  abandono, 
continúa,  caducó  el  derecho  de  usar  y  gozar 
la  cosa  para  el  demandante  y  esta  caducidad 
es  la  limitación  que  tiene  en  su  derecho  el 
señor  García,  como  lo  expresa  el  artículo  387 
del   Código  Civil.    No   teniendo   acción  de 
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propiedad  no  es  propietario  y  no  puede  rein- 
vindicarla  y  como  la  Sala  reconoce  esa  pro- 
piedad, violó  el  precepto  mencionado.  El 
abandono  está  conceptuado  como  un  desisti- 
miento y  como  éste  produce  excepción  de  co- 
sa Juzgada,  crée  que  el  artículo  142  del  Códi- 
go de  Enjuiciamiento  ha  sido  violado.  Ade- 
más, reproducir  una  acción  extinguida  es  te- 
meridad y  mala  fe  y  habiendo  procedido  de 
ese  modo  el  demandante  la  Sala  violó  el  ar- 
tículo 157  inciso  2o.  del  Decreto  2009  al  no 
condenarlo  en  las  costas. 

CONSIDERANDO: 

El  derecho  de  propiedad  del  demandante 
sobre  la  finca  número  20374,  se  deriva  del 
título  de  compraventa,  y  el  derecho  de  usu- 
fructuario sobre  la  finca  número  28529,  de  la 
reserva  que  él  mismo  hizo  al  donar  entre 
vivos  dicha  propiedad  a  favor  de  su  hija,  co- 
mo está  probado  plenamente  con  la  escritura 
pública  y  documento  auténtico  que  obra  en 
el  juicio.  Es  indudable,  por  consiguiente,  que 
la  demanda  iniciada  por  el  titular  de  tales 
derechos,  solicitando  la  propiedad  y  posesión 
que  ya  tenía  conforme  la  ley,  era  ineficaz, 
pues  en  la  sentencia  hubiera  sido  redundante 
declarar  lo  que  ya  constaba  en  forma  legal, 
y  no  habiendo  demanda  alguna  encaminada 
a  discutir  la  nulidad  o  falsedad  de  las  escri- 
turas mencionadas,  éstas  deben  surtir  y  sur- 
ten sus  efectos  legales  a  favor  del  demandan- 
te, mientras  otra  persona  no  presente  título 
traslativo  debidamente  inscrito.  Sin  duda, 
convencido  el  actor  de  que  su  acción  no  al- 
teraría su  derecho,  abandonó  la  instancia  y 
Rsí  se  declaró  a  petición  de  parte  demandada, 
pero  el  auto  de  abandono  deja  las  cosas  co- 
mo estaban  al  iniciarse  la  demanda  e  impide 
que  vuelva  a  promoverse  por  los  mismos  mo- 
tivos, en  cuya  virtud,  el  demandante,  que  era 
propietario  y  usufructuario  antes  de  la  de- 
manda, quedó  en  esa  situación  al  declararse 
el  abandono,  y  en  lo  sucesivo,  no  podrá  re- 
petir acción  alguna  para  obtener  la  declara- 
ción de  sus  derechos  de  propiedad  y  posesión, 
pero  como  esta  declaración  no  la  necesita, 
por  las  razones  expresadas  al  principio,  el 
■abandono  declarado  en  nada  ha  podido  per- 
judicarle en  el  ejercicio  de  las  acciones  que 
romo  propietario  y  usufructuario  le  corres- 
ponden, de  conformidad  con  los  artículos  387, 
388  y  396  del  Código  Civil,  cuyos  preceptos 
no  están  violados  por  la  Sala,  sino  fielmen- 
te acatados.  Artículos  citados,  789,  1033  y 
J123  del  Código  Civil,  144,  150  fracción  2a. 
y  283  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer- 
cantil. 


CONSIDERANDO: 

Se  alega  en  el  recurso  violación  de  los  ar- 
tículos 142  y  150  del  Código  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil,  porque  la  Sala  no  estimó 
la  cosa  juzgada  producida  con  el  auto  de 
abandono  de  la  primera  instancia  en  el  jui- 
cio de  propiedad  y  posesión  iniciados  por  el 
peñor  Tiburcio  García,  y  su  consecuencia  le- 
gal que  es  dejar  extinguida  la  acción  deduci- 
(Ja;  pero  tal  violación  no  existe  en  la  senten- 
pia,  pues,  por  las  razones  expresadas  en  el 
primer  considerando,  los  derechos  del  de- 
mandante como  propietario  y  usufructuario, 
no  estaban  pendientes  de  declaración  judicial 
alguna  sino  legalmente  existentes  cuando  la 
demanda  fué  iniciada  y,  en  consecuencia,  la 
acción  de  reinvindicación  comprendida  en  el 
derecho  de  propiedad,  pudo  ejercitarla  in- 
dependientemente de  aquella  declaración  que 
había  pedido  y  la  cual  quedó  abandonada. 
La  acción,  pues,  quedó  extinguida  por  el 
abandono,  según  el  articulo  150  citado,  pero 
el  derecho  de  reinvindicación  ejercitado  por 
el  demandante  se  desprende  del  derecho  de 
propiedad  que  ostenta  mediante  sus  títulos 
de  adquisición  y  no  de  la  acción  judicial  que 
había  comenzado  a  ejercitar.  Siendo  legal  la 
acción  deducida  e  improcedente  la  excepción 
de  cosa  juzgada,  es  inadmisible  la  condena  en 
costas  pretendida  por  la  parte  demandada, 
por  lo  que  tampoco  hay  infracción  del  ar- 
tículo 157  inciso  2o.  del  Código  de  Enjuicia- 
miento citado. 

CONSIDERANDO: 

El  articulo  248  del  Código  de  Enjuiciamien- 
to establece  que  en  la  contestación  de  la  de- 
manda debe  proponer  el  demandado  las  ex- 
cepciones perentorias:  disposición  que  por 
su  carácter  puramente  procesal  no  da  lugar 
al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley: 
y  en  cuanto  al  artículo  551  del  mismo  Códi- 
go, tampoco  hay  infracción  alguna  puesto 
que  no  es  el  caso  de  posesión  en  virtud  de 
sentencia  que  contempla  dicho  precepto,  sino 
de  reinvindicación,  como  consecuencia  del 
ejercicio  del  derecho  de  propiedad  que  supon'' 
la  posesión. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  las  leyes  citadas  y  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 521  del  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y  Mercantil,  DESESTIMA  el  recurso  de 
casación  interpuesto  y  condena  al  recurren- 
te a  pagar  la  multa  de  veinticinco  quetzales 
o  igual  número  de  días  de  prisión  simple,  en 
caso  de  insolvencia.    Notifiquese  de\Tjélvanse 
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los  antecedentes  con  certificación  de  lo  re- 
suelto al  Tribunal  de  su  origen  y  repóngase 
el  papel  de  acuerdo  con  lo  que  determina  el 
artículo  27  del  Decreto  Legislativo  número 
2009. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mic- 
ñoz.  —  Ahél  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrí- 
guez. —  Federico  O.  Solazar.  —  Max  García 
R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  Arbitral,  seguido  entre  Samuel  Gó- 
mez Sie7'ra  y  "Schwendener  y  Compañía". 

DOCTRINA  :  El  término  para  dictar  senten- 
cia en  juicio  de  árbitros  de  hecho,  fijado 
por  las  partes  o  por  la  ley,  se  cuenta  des- 
de que  se  haga  la  última  notificación  de 
que  el  Tribunal  ha  quedado  organizado. 

Es  irrenunciable  el  recurso  de  casación 
contra  la  sentencia  que  se  dicte  en  juicio 
arbitral,  aunque  así  se  estipule  en  la  escri- 
tura de  compromiso. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintisiete  de  Noviembre  de  mil  noveciento.=; 
cuarenta. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación  in- 
terpuesto por  Samuel  Gómez  Sierra  con  au- 
xilio del  Abogado  Héctor  Menéndez  de  la  Ri- 
va,  se  examina  la  sentencia  proferida  por  el 
Licenciado  don  Alejandro  Arenales,  en  su  ca- 
rácter de  árbitro  de  hecho,  en  la  reclamación 
que  el  expresado  Gómez  Sierra  tiene  pendien- 
te contra  "Schwendener  y  Compañía",  de  es- 
ta plaza,  sobre  devolución  de  unos  descuen- 
tos y  abonos  de  aguinaldos. 

—  I  — 

Según  escritura  ante  los  oficios  del  Notario 
Carlos  González  Calvo,  fecha  veinte  de  fe- 
brero del  corriente  año,  don  Samuel  Gómez 
Sierra  en  su  propio  nombre,  y  Juan  Schwen- 
dener en  representación  de  la  sociedad  colec- 
tiva mercantil  "Schwender  y  Co.",  convinie- 
ron en  que  las  dificultades  provenientes  de  la 
escritura  autorizada  por  el  Notario  J.  Anto- 
nio Vásquez  el  doce  de  febrero  de  mil  no- 
vecientos treinta,  consistentes  en  que  Gómez 
Sierra  reclama  la  suma  de  diez  mil  quetza- 
les (QIO.OOO),  y  Schwendener  afirma  que 
solamente  tiene  derecho  a  un  saldo  de  mil 
ciento  veintiocho  quetzales,  cincuenta  y  ocho 
centavos  (Ql.138.58),  se  someterían  a  la  de- 
cisión de  un  Juez  árbitro  arbitrador,  y  para 


el  efecto  fué  nombrado  el  Licenciado  Alejan- 
dro Arenales,  quien  debería  pronunciar  su 
fallo  dentro  del  plazo  de  treinta  días,  a  par 
tir  de  la  fecha  en  que  se  consignara  su  acep- 
tación del  cargo  respectivo.  En  otra  de  las 
cláusulas  se  comprometieron  las  partes  a  obe- 
decer el  fallo  arbitral,  renunciando  a  la  in- 
terposición de  cualquier  recurso  legal  que  en- 
torpeciera su  ejecución  inmediata. 

—  n  - 

En  autos  aparece  que  el  acta  de  discerni- 
miento y  aceptación  del  cargo  por  parte  del 
f^icenciado  Arenales,  es  de  fecha  veinticinco 
de  marzo  del  año  en  curso  y  que  el  quince 
de  abril  del  expresado  año,  se  hizo  la  últini.'i 
notificación  de  que  el  Tribunal  Arbitral  que- 
daba organizado.  El  trece  de  mayo  del  re- 
petido año,  las  partes  presentaron  escrito  al 
Arbitro  manifestando,  que  el  quince  del  cita- 
do mes  de  mayo  vencía  el  término  para  qu'? 
profiriera  su  laudo,  pero  faltando  que  se  prac- 
ticaran unas  diligencias  pedidas  en  tiempo, 
solicitaban,  con  el  consentimiento  que  pre.s- 
taban,  se  ampliara  por  ocho  días  más  dicho 
•^érmino,  que  debería  principiar  a  contarse 
desde  el  dieciseis  de  mayo  mencionado. 

El  veintidós  de  Mayo  de  mil  novecientos 
cuarenta,  el  Arbitro  profirió  su  laudo  en  el 
que  se  declara:  lo.,  que  "Schwendener  y 
Compañía"  debe  pagar  a  Gómez  Sierra,  en 
total  cancelación  de  sus  reclamos  por  servi- 
cios prestados  a  esa  casa,  la  cantidad  de  dos 
mil  quetzales;  2o.,  que  el  pago  debe  verificar- 
se a  razón  de  quinientos  quetzales  mensuales, 
más  los  intereses  correspondientes  a  razón  del 
seis  por  ciento  anual  en  cuenta  corriente;  y 
3o.,  que  el  pago  de  cada  abono  y  de  los  inte- 
reses correspondientes,  debe  verificarse  en 
esta  ciudad  el  día  siete  de  cada  mes,  consecu- 
tivamente, a  contar  del  siete  de  Junio  último. 

El  primer  recurso  de  casación,  fué  ihter- 
puesto  por  Gómez  Sierra,  con  el  auxilio  del 
Abogado  Héctor  Menéndez  de  la  Riva,  fun- 
dado, lo.,  en  haberse  proferido  el  laudo  fue- 
ra del  término  fijado  en  la  escritura  de  com- 
promiso; y  2o.,  porque  el  árbitro  resolvió 
aplicando  el  Decreto  Número  1434,  que  no  fué 
cuestión  sometida  a  su  decisión  y  sin  tomar 
en  cuenta  el  contrato  de  locación  de  servicios 
celebrado  el  doce  de  febrero  de  mil  novecien- 
tos treinta,  y  se  apoya  en  los  artículos  50.S 
incisos  lo.  y  2o.;  753  inciso  5o.;  511,  512, 
513,  520,  772,  774  fracción  2a.  del  Decreto 
2009  y  XXIX  inciso  5o.  de  los  Preceptos  Fun- 
damentales de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial.  En  el  segundo,  reproduce  los  mis- 
mos argumentos  y  cita  como  violados  los  ar- 
tículos 508  incisos  lo.  y  2o.,  753  inciso  5o., 
511,  512,  513,  520,  772  y  774  fracción  2a.  de! 
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Decreto  Legislativo  número  2009  y  XXIX  in- 
ciso 5o.  de  los  P.  F.  de  la  Ley  Constitutiva, 
del  Poder  Judicial. 

Señalado  día  para  la  vista  y  habiendo  te- 
nido lugar,  es  el  caso  de  resolver  lo  que  en 
derecho  corresponde. 

—  HI- 
EL TRIBUNAL  DE  CASACION, 
CONSIDERA: 

A)  Que  si  bien  es  cierto  que  las  partes  tie- 
nen el  derecho  de  pactar  lo  que  estimen  con- 
veniente a  sus  intereses,  no  lo  es  menos  que 
no  pueden  estipular  cláusulas  contrarias  a  lo 
que  en  forma  imperativa  establece  la  ley; 
que  al  convenirse  por  los  interesados  que  nin- 
guno de  ellos  podría  interponer  ningún  re- 
curso legal  que  entorpeciera  la  ejecución  del 
fallo  arbitral,  tal  convenio  no  puede  obsta- 
culizar ni  impedir  el  ejercicio  del  derecho  de 
interponer  el  recurso  de  casación,  pues  el 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil 
en  forma  expresa  y  categórica  preceptúa  en 
el  inciso  5o.,  de  su  articulo  731,  que  en  los  jui- 
cios arbitrales  es  irrenunciable  el  expresado 
recurso; 

B)  Que  si  bien  es  cierto,  por  otra  parte, 
que  los  interesados  fijaron  al  árbitro  en  la  es- 
critura de  compromiso  el  término  de  treinta 
días  para  que  dictara  sentencia,  a  partir  de  la 
fecha  en  que  se  consignara  su  aceptación  del 
cargo;  y  en  autos  aparece  que  el  acta  de  dis- 
cernimiento y  aceptación  por  parte  del  Li- 
cenciado Arenales,  es  de  fecha  veinticinco  de 
marzo  del  año  en  curso,  no  lo  es  menos  que 
el  plazo  principió  a  correr  legalmente  el 
quince  de  abril  siguiente,  o  sea  el  día  en  que 
se  notificó  que  el  Tribunal  Arbitral  quedaba 
organizado,  con  lo  que  las  partes  no  .solo  es- 
tuvieron de  acuerdo,  sino  que  manifestaron 
en  su  escrito  de  trece  de  mayo  último,  que  el 
término  fijado  en  la  escritura  compromisaria 
para  proferir  el  laudo  vencía  el  quince  de 
dicho  mes  de  mayo,  por  una  parte;  por  otra, 
en  dicho  escrito  ambas  partes  solicitaron  la 
ampliación  del  plazo  por  ocho  días  más,  que 
deberían  principar  a  contarse  el  dieciseis  del 
mismo  mes  de  mayo;  en  consecuencia,  el  pla- 
zo para  proferir  el  laudo  venció  el  veinti- 
trés de  mayo  retropróximo,  y  la  fecha  del 
mismo  es  el  veintidós;  luego,  la  sentencia  so 
profirió  un  día  antes  del  vencimiento  que  fi- 
jaron los  propios  interesados  en  su  solicitud 
de  ampliación  de  entero  acuerdo  con  la  facul- 
tad que  las  concede  el  artículo  752  inciso  2o. 
del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til. En  consecuencia,  el  Tribunal  Arbitral  no 
violó  los  artículos  508  inciso  lo.,  753  inciso 
5o.,  772  del  Decreto  Legislativo  2009. 


C)  Tampoco  pudo  ser  infringido  por  el  tri- 
bunal sentenciador,  el  inciso  5o.  del  artículo 
XXIX  de  los  Preceptos  Fundamentales  de  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  que  pre- 
ceptúa que  en  los  términos  legales  y  judicia- 
les no  se  comprenden  los  días  feriados  que 
se  declaren  oficialmente  ni  los  domingos,  pues 
el  plazo  fijado  por  las  partes,  para  el  pro- 
nunciamiento del  laudo,  no  es  de  naturaleza 
legal  ni  judicial,  sino  convencional,  ya  que  tal 
plazo  no  lo  establece  la  ley  ni  lo  fijó  el  Juez, 
si  no  los  propios  interesados,  además  el  ar- 
ticulo 771  del  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil y  Mercantil,  establece  que  los  árbitros  ar- 
bitradores  no  están  sujetos  a  los  procedimien- 
tos ordinarios  y  sus  resoluciones  deben  tener 
por  fundamento  la  equidad  y  la  justicia,  se- 
gún su  leal  saber  y  entender,  .sin  estar  obli- 
gados a  ceñirse  a  las  disposiciones  legales; 
y  por  último,  fueron  las  propias  partes  quie- 
nes en  forma  tácita  dieron  la  regla  de  que 
no  deben  excluirse  los  días  feriados  ni  do- 
mingos, al  manifestar  en  su  escrito  del  trece 
de  mayo  referido,  que  los  treinta  días  fijados 
en  la  escritura  compromisaria,  concluirían  el 
quince  de  dicho  mes,  es  decir  que  contaron  el 
plazo  del  quince  de  abril  al  quince  de  mayo 
sin  hacer  exclusión  alguna.  Pero  en  todo 
caso,  la  exclusión  de  feriados  y  domingos  no 
aprovecharía  la  intención  del  recurrente,  pues 
no  haría  otra  cosa  sino  prolongar  aún  más 
el  plazo,  de  tal  manera,  que  el  laudo  resulta- 
ría dictado  mucho  antes  del  de  su  venci- 
miento. 

(D  Habiéndose  concretado  el  laudo  a  esta- 
blecer la  cantidad  y  forma  de  pago  que 
"Schwendener  y  Compañía"  debe  a  Gómez 
Sierra,  que  es  lo  que  en  esencia  constituye 
el  objeto  del  arbitraje,  el  Tribunal  Arbitral 
no  pudo  haber  violado  el  inciso  2o.  del  Ar- 
tículo 508  del  Decreto  Legislativo  número 
2009;  y  menos  pudieron  ser  infringidos  por 
el  Tribunal  sentenciador  los  artículos  551,  512, 
513,  520  y  774  franción  segunda  del  mismn 
Decreto,  pues  todos  ellos  se  refieren  exclusi- 
vamente al  recurso  de  casación,  cuya  aplica- 
ción sólo  corresponde  a  esta  Corte  Superm.i 
de  Justicia. 

E)  En  la  interposición  del  recurso,  se  afir- 
ma que  el  arbitro  resolvió  aplicando  el  Dí'- 
creto  Legislativo  número  143-4,  que  no  fué 
cuestión  sometida  a  su  decisión  y  sin  tomar 
en  cuenta  el  contrato  de  locación  de  servicios 
que  se  celebró  el  doce  de  febrero  de  mil  nove- 
ceintos  tremía,  entre  Gómez  Sierra  y  Schwen- 
dener y  Compañía,  pero  entre  las  leyes  cita- 
das como  violadas  por  el  Tribunal  Arbitral, 
no  se  expresa  el  mencionado  Decreto,  por  lo 
que  al  Tribunal  de  casación  no  le  es  dable 
entrar  a  su  estudio,  tanto  menos  cuanto  que 
en  él  se  contiene  toda  una  ley  del  trabajo. 
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contenida  en  setentitrés  artículos,  sin  que  se 
haya  especificado  cuál  de  ellos  ha  sido  infrin- 
gido. 

F)  Por  lo  que  se  deja  considerado,  es  el 
caso  de  desestimar  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto, de  conformidad  con  lo  establecido 
por  los  artículos  521,  523  y  525  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

POR  TANTO: 

El  Tribunal  de  Casación,  con  apoyo  en  las 
leyes  citadas  y  de  lo  preceptuado  por  los  ar- 
tículos 233  y  234  de  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  DESESTIMA  el  recurso  de 
casación  interpuesto,  y  condena  al  recurrente 
al  pago  de  las  costas  del  mismo  y  veinticin- 
co quetzales  de  multa  o  a  que,  en  caso  de  in- 
solvencia, sufra  veinticinco  días  de  prisión 
simple.  Notifiquese  y  con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de 
su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Ro- 
dríguez. —  Federico  O.  Solazar.  —  Max  Gar- 
cía R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Neftalí  Figue- 
roa  contra  Víctor  Manuel  Castillo  Flores. 

DOCTRINA :  La  prueba  producida  en  el  pro- 
cedimiento criminal  no  puede  surtir  efec- 
tos en  el  juicio  civil,  ya  que  son  de  natura- 
leza distinta,  y  para  recibirlas  están  sujetas 
a  formalidades  diferentes,  por  lo  que  aun- 
que la  certificación  de  los  pasajes  del  pro- 
ceso penal  tenga  el  carácter  de  documen- 
to auténtico,  se  entiende  que  su  valor  pro- 
batorio debe  apreciarse  en  el  juicio  a  que 
corresponda  y,  en  todo  caso,  siempre  que 
el  hecho  que  se  trate  de  establecer,  no  es- 
tuviere sujeto  a  formalidades  diferentes 
determinadas  en  la  ley. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  tres 
Ib  Diciembre  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  la  Sala 
la.  de  Apelaciones  dictó  el  doce  de  septiem- 
bre del  corriente  año,  en  el  juicio  ordinario 
que  don  Neftalí  Figueroa  siguió  contra  don 
Víctor  Manuel  Castillo  Flores. 

RESULTA: 

El  veintiocho  de  septiembre  del  año  próxi- 
mo pasado,  el  señor  Neftalí  Figueroa,  bajo 
ia  dirección  del  abogado  don  Humberto  Le- 


win,  se  presentó  al  Juez  de  la.  Instancia  de 
Suchitepéquez  manifestando:  que  don  Víctor 
Manuel  Castillo  Flores  le  dió  a  mutuo  la  su- 
ma de  doscientos  mil  pesos  billetes  de  los  an- 
tiguos bancos  de  emisión,  al  uno  y  medio  por 
ciento  mensual,  según  escritura  que  autorizó 
bl  notario  don  Salvador  Guerra  el  siete  de 
agosto  de  mil  novecientos  veintinueve;  que 
después  de  promulgados  los  decretos  que  li- 
mitaron el  interés  al  ocho  y  al  seis  por  cien- 
to anual,  él  siguió  pagando  el  uno  y  medio 
por  ciento  mensual,  por  exigencias  del  acree- 
dor; que  el  total  de  intereses  que  tenía  pa- 
gado era  de  dos  mil  setecientos  noventa  y 
cinco  Q.uetzales,  treinta  y  nueve  centavos,  por 
cuya  cantidad  el  acreedor  extendió  recibos  y 
los  reconoció  oportunamente.  Previas  las 
consideraciones  de  hecho  y  de  derecho,  con- 
cluyó pidiendo  que  se  declarara:  lo.  —  que 
el  demandado  había  recibido  en  pago  de  la 
obligación  de  mutuo  la  cantidad  de  dos  mil 
setecientos  noventa  y  cinco  quetzales  treinta 
y  nueve  centavos;  2o.  —  que  debía  otorgarle 
carta  de  pago  por  dicha  cantidad  líquida:  3o. 
— que  se  condenara  en  las  costas  del  juicio 
al  demandado,  en  caso  de  oposición. 

El  señor  Castillo  Flores,  se  presentó  el  sie- 
te de  octubre,  con  auxilio  del  abogado  don 
Abel  Leiva,  y  negó  la  demanda,  pidiendo  que 
en  definitiva  se  le  declarara  absuelto  de  ella 
y  se  condenara  en  costas  al  actor. 

RESULTA: 

El  término  probatorio  principió  el  nueve 
de  octubre  y,  por  suspensiones  debidas  a  re- 
cursos interpuestos  venció  hasta  el  ocho  de 
mayo  del  año  en  curso.  Dentro  de  él  fueron 
producidas  las  siguientes  pruebas: 

a)  el  actor  propuso  la  prueba  de  experto.s 
con  el  obieto  siguiente:  lo.  -  el  monto  de  in- 
tereses al  uno  V  medio  por  ciento  mensual 
hasta  li  emisión  del  Decreto  Gubernativo 
1328  de  treinta  de  enero  de  mil  novecientos 
treinta  y  dos,  que  fijó  el  8%  anual;  2o.  -  cal- 
cular los  intreses  al  8'~A  anual  sobre  la  can- 
tidad adeudada  y  abonarlos  cada  mes;  3o.  - 
abonar  el  exceso  de  intereses  pagados  al  ca- 
pital, hasta  el  nueve  de  noviembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  cinco,  fecha  en  que  se 
limitó  el  interés  al  69?  anual,  por  Decreto 
1755;  4o.  -  calcular  los  intreses  al  6'"c  desde 
la  fecha  anterior  y  abonarlos  cada  mes  hasta 
la  fecha  de  la  demanda  ejecutiva  que  presen- 
tó el  acreedor;  5o.  -  sobre  el  saldo  mensual 
calcular  los  intreses  legales  y  abonar  el  exce- 
so que  resulte  de  los  intereses  pagados;  6o.- 
ístablecer  el  saldo  deudor  o  acreedor  que  exis- 
ta hasta  el  día  de  la  ejecución  mencionada. 
El  Juez  confirmó  el  nombramiento  de  exper- 
tos en  las  personas  propuestas,  señores  Alfre- 
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do  M.  García  y  Miguel  Angel  Castillo,  pre- 
vino a  la  otra  parte  la  designación  de  su  ex- 
perto y  mandó  oírla  respecto  de  los  puntos 
üobre  que  debía  versar  el  dictamen.  El  de- 
mandado señor  Castillo  Flores,  contPStó  opo- 
niéndose al  nombramiento  de  tercero  recaído 
en  el  señor  Miguel  Angel  Castillo,  prciponien- 
do  por  su  parte  como  tal  a  cfon  Ricardo  Aré- 
valo  y  como  expertos  a  don  Enrique  Balañá; 
respecto  de  los  puntos  propuestos  para  el  pe- 
ritaje tampoco  le  parecieron  y  manifestó  que 
se  atenía  a  lo  que  determina  e¡  artículo  376, 
que  deja  a  disposición  del  .Tuez  señalar  los 
puntos  sobre  los  cuales  debe  versar  el  dictá- 
men  de  los  peritos,  pero  agregó  que  a  su  en- 
tender, el  dictámen  debía  emitirse  sobre  los 
intereses  que  realmente  haya  pagado  el  deu- 
dor sin  tomar  en  cuenta  recibo.;  raidos  o  que 
se  refieran  a  negocios  diferenies  El  Juez, 
con  presencia  de  ambas  solicitudes,  tuvo  co- 
mo experto  al  señor  Balañá,  designó  como  ter- 
cero a  don  Luis  Aguilar  y  señaló  como  pun- 
tos del  dictámen  los  relativo;;  al  examen  de 
los  recibos  que  conforme  a  derecho  fueron 
reconocidos  y  válidamente  corresponde  tomar- 
se en  cuenta  para  fijar  el  monto  de  los  inte- 
ses  cancelados  por  el  demandante  por  todo 
el  tiempo  que  hizo  los  abonos  por  tales  in- 
tereses, sobre  el  capital  adeudado,  según  do- 
cumentos presentados  al  Tribunal;  y  esto  con 
el  fin  de  obtener  el  monto  exacto"  de  lo  pa- 
gado por  intereses  hasta  la  fecha  en  que  el 
tíeudor  suspendió  los  pagos:  acordó,  además, 
que  de  los  recibos  sólo  harían  plena  prueba 
los  que  en  su  parte  esencial  no  estuvieran  ro- 
tos, raídos  o  con  borrones  o  testaduras  no 
salvadas.  Esta  resolución  fue  apelada  por 
Castillo  y  la  Sala  la  revocó,  pero  sólo  en  par- 
te final,  estimando  que  la  calificación  do  los 
documentos  debe  hacerse  hasta  en  la  senten- 
cia definitiva.  A  los  expertos  les  fueron  dis- 
cernidos sus  cargos,  el  veinticuatro  de  octu- 
bre a  Balañá,  y  el  trece  de  noviembre  a  Gar- 
cía. El  primero  presentó  su  dictamen  al  día 
siguiente  del  discernimiento,  asentando  en  su 
conclusión  que  el  saldo  a  favor  del  acreedor 
es  de  mil  doscientos  cincuenta  y  tres  quetza- 
les, diez  y  siete  centavos;  el  segundo,  emitió 
dictámen  el  quince  de  febrero  del  año  sn 
curso,  con  las  siguientes  conclusiones:  lo. 
Los  intreses  vencidos  legalmente  desde  el  sie- 
te de  agosto  de  mil  novecientos  veintinueve, 
fecha  de  la  escritura,  hasta  el  veintidós  de 
marzo  de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  as- 
cienden a  Q2340.27;  2o. — Los  intreses  paga- 
dos sobre  la  deuda  del  señor  Figueroa,  ascien- 
den a  Q2613.21:  3o. —El  saldo  definitivo  a 
cargo  de  Neftalí  Figueroa,  el  veintidós  do 
marzo  do  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  as- 
ciende a  la  suma  de  Q2983.01.  Mientras  tanto, 
el  actor  se  opuso  al  nombramiento  del  señor 


Luis  Aguilar  como  tercero,  por  carecer  de  tí- 
íu'o  de  Tenedor  de  Libros.  El  Juez  aceptó 
la  tacha  y  designó  en  sustitución  a  don  Ri- 
cardo Arévalo  Cárdenas,  pero  apeló  el  de- 
mandado y  la  Sala  revocó  la  resolución.  Ven- 
.cido  el  término  de  prueba,  en  auto  para  me- 
jor fallar,  de  veinticinco  do  mayo  próximo 
pasado,  el  Juez  designó  tercero  al  señor  Pe- 
dro Ciani,  quien  notificado  de  su  nombra- 
-liento  el  día  cinco  de  junio,  le  fué  discernido 
el  cargo,  y  presentó  el  dictamen  el  diez  y  nue- 
ve del  mismo  mes,  conteniendo  la  siguiente 
conclusión:  "El  veintidós  de  marzo  de  mil 
novecientos  treinta  y  ocho,  don  Neftalí  Fi- 
gueroa sí  estaba  al  día  con  los  intereses  lega- 
les en  el  negocio  que  me  ocupa  y  además 
tenía  a  su  favor  un  saldo  de  ciento  setenta 
}'  tres  quetzales,  dos  centavos  (Q173.02)"; 

b)  testimonio  de  la  escritura  pública  de 
constitución  del  crédito  por  la  suma  de  dos- 
cientos mil  pesos  moneda  nacional  (billetes 
antiguos),  al  uno  y  medio  por  ciento  men- 
sual, otorgada  en  Mazatenango,  por  Neftalí 
"^igueroa  a  favor  de  Víctor  Manuel  Castillo, 
ante  el  notario  Salvador  Guerra,  el  siete  de 
agosto  de  mil  novecientos  veintinueve; 

c)  certificación  de  las  posiciones  que  absol- 
vió Castillo  y  del  reconocimiento  de  recibos 
de  intereses  pagados  por  Figueroa; 

d)  certificación  expedida  por  el  Registra- 
dor General  de  la  República,  presentada  por 
ol  demandado,  para  demostrar  que  fuera  del 
•"'•édito  aludido,  tuvo  otros  negocios  con  Fi- 
gueroa, pues  en  dicha  certificación  aparece 
que  el  siete  do  mayo  de  mil  novecientos  vein- 
tinueve, lo  otorgó  carta  de  pago  por  Q296200 
pesos  billetes  que  le  adeudaba  desde  el  año 
anterior. 

RESULTA: 

El  Juez  dictó  sentencia  el  quince  de  julio 
próximo  pasado.  Considera  que  en  el  perita- 
je practicado  por  los  señores  García  y  Ciani. 
convienen  en  que  hubo  paga  indebida  de  in- 
tere.ses  y  como  no  están  de  acuerdo  en  el  ox- 
reso.  es  de  equidad  aceptar  como  prueba  de 
'os  hechos  controvertidos  el  dictamen  del  ter- 
cero dirimente,  primero,  porque  en  parte  está 
•  orroborado  con  las  conclusiones  del  dictamen 
úe  García  y,  segundo,  por  la  pregunta  formn- 
'ada  por  el  demandado  para  que  la  contesta- 
a  Figueroa,  respecto  a  establecer  con  la  con- 
fesión de  éste  que  se  había  comprometido  a 
pagarle  el  interés  del  uno  y  medio  por  ciento 
mensual,  de  lo  que  deduce  que  ciertamente 
Castillo  estuvo  recibiendo  mayores  cantida- 
des de  las  que  le  correspondían  por  pago  de 
intereses;  y  que  al  tenor  de  las  conclusiones 
del  tercero  dirimente,  deben  tenerse  como 
¡jrobados  los  hechos  siguientes:  lo.  que  los 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


395 


intereses  del  crédito  están  cancelados  hasta 
el  veintidós  de  marzo  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho;  2o.  que  hubo  paga  indebida 
por  Q173.02  centavos.  Declara,  en  conse- 
cuencia, que  Figueroa  ha  pagado  Q2.647.3.'!, 
del  siete  de  agosto  de  mil  novecientos  veinti- 
nueve al  veintidós  de  marzo  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  ocho,  por  intereses  sobre  200.000 
billetes  antiguos;  3o.  que  Castillo, debe  otor- 
gar a  favor  de  Figuroa  dentro  de  tercero  día, 
carta  de  pago  por  la  suma  de  Q2474.31  cen- 
tavos que  es  la  cantidad  en  que  legalmente 
quedan  cubiertos  los  intreses  hasta  el  veinti- 
iós  de  marzo  de  mil  novecientos  treinta  y 
ocho;  4o.  deja  a  salvo  el  derecho  de  la  parte 
actora  para  que  ejercite  la  acción  respectiva 
de  reembolso  por  la  suma  de  Q173.02  centa- 
vos como  paga  indebida  de  intereses,  ya  quo 
esta  cantidad  sería  improcedente  compren- 
derla en  la  carta  de  pago  por  tratarse  de  un 
exceso  en  el  cumplimiento  de  la  obligación. 

RESULTA: 

Elevado  el  juicio  en  apelación,  la  Sala  la. 
dió  traslado  al  apelante  señor  Castillo,  quien, 
auxiliado  por  el  abogado  don  Ventura  Eche- 
verría, presentó  su  alegato.  Al  referirse  a  la 
prueba  de  expertos  manifiesta  que  el  auto  en 
que  se  nombró  al  señor  Balañá  experto  por 
parte  de  su  cliente  quedó  revocado  por  la  Sa- 
la y  sin  efecto  dicho  nombramiento,  no  obs- 
tante lo  cual,  el  mencionado  experto  rindió 
dictámen.  Concluido  el  termino  proba- 
torio el  Juez  en  auto  para  mejor  fallar  nom- 
bró tercero  dirimente  al  señor  Ciani,  el  vein- 
ticinco de  mayo,  auto  que  fué  notificado  a 
las  partes  al  día  siguiente.  En  esta  prueba, 
dice,  debieron  llenarse  los  requisitos  legales 
nara  que  produjera  sus  efectos  y  no  hubiera 
duda  respecto  a  cantidad,  aplicación  y  certeza 
de  que  tales  o  cuales  sumas  pudieran  apli- 
carse a  tal  o  cual  deuda,  pues  entre  deman- 
dante y  demandado  hubo  otros  negocios  de 
mutuo,  como  lo  probaba  con  el  documento 
que  acompañaba,  en  que  consta  que  el  siete 
de  agosto  de  mil  novecientos  veintinueve. 
Castillo  canceló  la  escritura  de  mutuo  por 
296,200  pesos  antiguos  otorgada  por  Figue- 
roa al  diez  y  ocho  de  agosto  del  año  anterior. 
Desgraciadamente  para  el  actor,  continúa, 
no  se  llenaron  los  requisitos  esenciales  dei 
juicio  de  expertos:  repite  que  el  auto  de 
Veintitrés  de  octubre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  nueve  en  que  se  nombró  experto  a  Ba- 
lañá y  como  tercero  a  Aguilar,  quedó  sin  efec- 
to por  haberlo  revocado  la  Sala;  debió  pro- 
cederse  nuevamente  al  nombramiento  de  ex- 
perto, a  la  designación  de  tercero  y  a  darle 
audiencia  para  la  fijación  de  bases  para  el 


expertaje,  pero  nada  de  eso  se  hizo  y  se  pasó 
adelante.  Faltando,  pues,  nombramiento  de 
un  experto  y  la  fijación  de  bases  no  existe 
tal  prueba  ni  hay  liquidación  de  intereses 
finalmente.  El  auto  para  mejor  fallar  ado- 
lece de  vicio  legal,  pues  el  inciso  2o.  del  ar- 
tículo 91  en  que  se  fundó  el  Juez  se  refiere 
a  los  reconocimientos  o  avalúos  y  en  el  caso 
no  se  trataba  de  ninguna  de  esas  dos  cosas 
y  debió  abarcar  el  auto  los  tres  puntos  in- 
validados y  principalmente  las  bases  para  el 
expertaje.  Después  de  tratar  extensamente 
otras  cuestiones  relativas  al  procedimiento, 
concluyó  pidiendo  la  revocatoria  de  la  sen- 
tencia pues  consideraba  demostradas  las  vio- 
laciones del  juicio  de  expertos,  que  no  pudie- 
ron remediarse  con  el  auto  para  mejor  fallar 
porque  éste  también  adolece  de  defectos;  de- 
mostrado asimismo  que  los  documentos  sim- 
ples reconocidos  no  pueden  tomarse  total- 
mente como  fundamento  legal  ni  como  prue- 
ba completa;  y  comprobado  que  la  liquida- 
ción de  intereses  estaba  en  contradicción  con 
lo  establecido  anteriormente  por  la  Sala  en 
liquidación  formulada  por  la  Secretaría  del 
propio  Tribunal,  cuya  certificación  fué  acom- 
pañada. 

La  parte  actora,  a  su  vez,  presentó  un  li- 
gero alegato,  con  auxilio  del  abogado  don  H. 
Abraham  Cabrera,  solicitando  la  confirmato- 
ria del  fallo,  por  estar  arreglado  a  la  ley, 
pues  el  dictamen  del  tercero  es  claro  y  con- 
cluyente  y  el  Juez  tiene  facultad  de  apre- 
ciarlo y  pedirlo  cuando  existe  desacuerdo  en- 
tre los  expertos  nombrados,  aparte  de  la  con- 
fesión del  propio  demandado. 

La  sentencia  proferida  el  doce  de  septiem- 
bre recien  transcurrido,  confirma  la  senten- 
cia. 

El  señor.  Castillo,  con  auxilio  de  su  aboga- 
do don  Ventura  Echeverría,  introdujo  recur- 
so de  casación  por  violación  de  ley  y  por 
quebrantamiento  sustancial  del  procedimien- 
to, estimando  que  se  violaron  los  artículos 
siguientes:  375,  376,  380,  381,  383,  384,  385, 
357,  359,  262,  266,  267,  282,  364  del  Decreto 
2009  y  186,  187,  189,  190,  192,  195  del  De- 
creto 1862  y  artículos  91  incisos  lo.  fraccio- 
nes a,  b  y  c  e  inciso  2o.  del  mismo  artículos 
Decreto  1862.  Agregó  que  el  procedimiento 
fué  infringido  por  no  haberse  cumplido  con 
lo  que  manda  el  inciso  4o.  del  artículo  507 
del  Decreto  2009.  El  día  de  la  vista,  quince 
de  noviembre  último,  las  partes  presentaron 
sus  respectivos  alegatos,  estando  auxiliado  el 
de  Castillo  por  el  abogado  Echeverría  y  el 
de  Figueroa  por  el  abogado  José  Barillas  Fa- 
jardo. 
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CONSIDERANDO: 

El  recurso  por  quebrantamiento  substan- 
cial del  procedimiento  se  funda  en  el  inciso 
4o.  del  artículo  507  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil,  que  dice:  "por  no 
haberse  recibido  a  prueba  el  juicio  o  sus  in- 
cidencias en  cualquiera  de  las  instancias 
cuando  proceda  con  arreglo  a  la  ley  o  se  hu- 
biere denegado  cualquiera  diligencia  de  prue- 
ba admisible",  pero  en  el  alegato  explica  el 
recurrente  que  considera  infringido  el  proce- 
dimiento porque  no  se  cumplió  en  el  juicio 
fie  expertos  con  los  requisitos  legales  esta- 
blecidos. 

El  artículo  510  del  Código  citado,  estable- 
ce que  el  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  sólo  será  admitido  si  se  hu- 
biere pedido  la  subsanación  de  la  falta  en  la 
instancia  en  que  se  cometió  y  reiterado  la 
petición  en  la  segunda,  cuando  la  infracción 
se  hubiese  cometido  en  la  primera;  de  suer- 
te que,  sin  entrar  a  examinar  si  en  la  prue- 
ba de  expertos  hubo  o  no  infracción  de  pro- 
cedimiento, es  inadmisible  el  recurso  por  es- 
te motivo,  pues  no  consta  que  se  haya  cum- 
plido con  la  exigencia  legal  mencionada. 

CONSIDERANDO: 

Los  artículos  375,  376,  380,  381,  383,  357. 
359,  266,  267  del  Código  de  Enjuiciamienln 
Civil  y  Mercantil  y  186,  187,  189,  190  y  195 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
(en  el  orden  en  que  están  citados  en  el  re- 
curso) se  refieren  todos  al  procedimiento  de 
la  prueba  de  expertos  y  confesión,  por  cuyo 
motivo  no  pueden  dar  lugar  al  recurso  de 
casación  por  violación  de  ley;  y,  si  se  cita- 
ron por  el  recurrente  para  fundar  su  recur- 
so por  quebrantamiento  de  forma,  tampoco 
procede  examinarlos  por  la  improcedencia 
estimada  en  el  anterior  considerando. 

CONSIDERANDO: 

El  artículo  384  del  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil,  manifiesta  el  re- 
currente que  está  violado  porque  la  facultad 
que  otorga  a  los  Jueces  para  apreciar  en  la 
sentencia  el  valor  del  dictamen  del  tercero, 
cuando  hubiere  discrepancia  en  los  dictáme- 
nes de  los  expertos,  no  es  aplicable  al  pre- 
sente caso,  toda  vez  que  no  habiendo  habido 
piás  que  un  experto,  pues  el  otro  no  puedo 
tomarse  en  consideración  desde  el  momento 
en  que  quedó  sin  efecto  su  nombramiento 
por  la  revocatoria  del  auto  en  que  fué  nom- 
brado, no  puede  haber  discrepancia  y  por  lo 
tanto  no  puede  el  Juez  aceptar  el  dictamen 
del  tercero  dirimente.    El  recurrente  ha  in- 


currido en  manifiesta  equivocación  al  esti- 
mar sin  efecto  el  nombramiento  del  experto 
señor  Balañá,  pues  el  auto  de  la  Sala  que  re- 
vocó el  del  Juez  (folio  23)  declara  expresa- 
mente que  la  revocatoria  se  refiere  a  la  ca- 
lificación de  los  documentos  y  no  a  la  de- 
signación del  experto,  el  cual  pudo  presentar 
legalmente  su  dictamen,  como  efectivamente 
lo  hizo,  sin  que  se  hiciera  objeción  alguna. 
En  consecuencia,  no  existe  la  violación  que 
se  denuncia,  ni  del  artículo  385  del  Código 
citado,  puesto  que  habiendo  aceptado  el  Juez 
aquel  dictamen,  no  tiene  aplicación  al  caso, 
este  último  artículo. 

CONSIDERANDO: 

Se  alega  violación  del  artículo  262  del  Có- 
digo mencionado  porque  se  admitió  y  tuvo 
como  prueba  el  dictamen  de  los  expertos,  lo 
que  estima  el  recurrente  que  es  contra  dere- 
cho, pues  para  verificar  el  examen  de  cuen- 
tas y  dar  dictamen,  lo  hicieron  sin  haberse 
ajustado  a  lo  prescrito  por  la  ley,  ya  que  ni 
el  Juez  ni  las  partes  sentaron  indubitable- 
mente los  puntos  básicos  que  debían  diluci- 
darse por  ellos  y  además,  agrega,  es  extem- 
ponránea  la  prueba  puesto  que  al  presentar 
¡su  dictamen  el  tercero  nombrado  por  el  Juez, 
sin  que  constara  la  discordia  entre  los  dos 
expertos,  lo  hizo  fuera  de  los  quince  días  que 
señala  el  artículo  91,  inciso  lo.  fracción  c: 
pero  tal  violación  no  es  cierta,  en  primer  lu- 
gar, porque  si  fueron  dadas  a  los  expertos 
las  bases  de  su  estudio  y  dictamen  en  auto 
de  veintitrés  de  octubre  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve  (folio  9.)  el  que  por  las  ra- 
zones expresadas  en  el  anterior  considerando, 
quedó  subsistente  también  en  esta  parte,  des- 
pués de  la  revocatoria  parcial  que  declaró 
la  Sala;  en  seguntlo  lugar,  porque  asimismo 
fué  oído  el  señor  Castillo  y  él  contestó  qi;e 
se  atenía  a  lo  dispuesto  por  la  ley  en  el  ar- 
tículo 376  (folio  8),  es  decir,  que  defería  en 
el  Juez  el  señalamiento  de  tales  puntos;  y, 
por  último,  el  nombramiento  de  tercero  dií'i- 
mente  fué  hecho  por  el  Juez  en  auto  para 
mejor  fallar  y  no  por  las  partes  en  el  térmi- 
no de  prueba,  lo  que  sujeta  esta  prueba  a 
procedimientos  especiales,  fuera  de  que  el 
dictamen  fué  emitido  dentro  de  los  quince 
(lías  de  haber  sido  notificado  el  tercero,  úl- 
tima notificación  del  auto  referido. 

CONSIDERANDO: 

El  articulo  282  prescribe  que  los  docu- 
mentos auténticos  y  los  públicos  producen  fe 
y  hacen  plena  prueba;  y  afirma  el  recurren- 
te que  está  infringido  en  la  sentencia  porque 
»>n  el  proceso  por  el  delito  de  usura  denun- 
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ciado  por  el  propio  señor  Neftalí  Figueroa 
hubo  expertaje  para  determinar  si  había  ex- 
ceso en  el  cobro  de  intereses,  y  la  sentencia 
absolutoria  fundada  en  la  prueba  pericial, 
declara  que  no  hubo  delito  de  usura;  que 
como  aquel  documento  demuestra  que  existe 
cosa  juzgada  respecto  de  este  punto,  el  ex- 
pertaje que  se  hizo  en  el  juicio  civil  es  nulo, 
o  lo  es  el  que  se  practicó  en  la  causa  crimi- 
nal, porque  no  puede  haber  dos  pruebas  pe- 
riciales contradictorias,  sobre  el  mismo  asun- 
to, e  insiste  en  que  debe  ser  nulo  el  produ- 
cido en  lo  civil  por  la  falta  de  formalidades 
legales.  Es  inadmisible  el  motivo  que  alega 
el  recurrente,  pues  la  prueba  producida  en 
el  procedimiento  criminal  no  puede  surtir 
efectos  en  el  juicio  civil,  ya  que  ambas  son 
de  naturaleza  distinta  y  para  producirlas 
están  sujetas  a  formalidades  diferentes,  por 
lo  que  aunque  la  certificación  de  los  pasajes 
del  proceso  penal  tenga  el  carácter  de  docu- 
mento auténtico,  se  entiende  que  su  valor  pro- 
batorio debe  apreciarse  en  el  juicio  a  que 
corresponda  y,  en  todo  caso,  siempre  que 
el  hecho  que  se  trate  de  establecer,  no  estu- 
viere sujeto  a  formalidades  diferentes  de- 
terminadas en  la  ley. 

CONSIDERANDO: 

El  artículo  364  que  se  refiere  a  la  con- 
fesión debidamente  prestada  en  los  juicios 
civiles  tampoco  está  infringido  puesto  que 
reconocidos  los  recibos  por  el  otorgante,  fué 
el  Juez  quien  apreciando  los  dictámenes 
emitidos  por  los  expertos,  fijó  la  cantidad  a 
cargo  del  acreedor,  con  la  facultad  que  le 
da  el  artículo  384  del  Código  de  Enjuicia- 
miento y  192  de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial. 

CONSIDERANDO: 

Que  en  el  auto  para  mejor  fallar  el  Juez  de- 
cretó el  nombramiento  de  tercero  dirimente, 
tomando  en  consideración  que  la  prueba  de 
expertos,  tal  como  se  encontraba,  no  podía 
servir  de  fundamento  para  fallar  en  un  sen- 
tido o  en  otro,  por  ser  discrepantes;  esto  evi- 
dencia que  no  fué  la  prueba  completa,  como 
dice  el  recurrente,  la  que  se  mandó  practicar, 
favoreciendo  a  una  de  las  partes  y  perjudi- 
cando a  la  otra,  pues  solamente  se  necesita- 
ba la  conclusión  a  que  había  de  llegarse  en 
la  prueba  de  expertos  y,  para  acordarlo,  el 
Juez  hizo  uso  de  la  facultad  que  establece  el 
articulo  91  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  por  cuyo  motivo  no  existe  la  vio- 
lación que  se  denuncia.  Por  otra  parte,  el 
nombramiento  de  tercero  ya  estaba  hecho 


durante  el  término  probatorio  y  fueron  los 
recursos  y  procedimientos  interpuestos  cons- 
tantemente los  que  impidieron  el  desarro- 
llo de  la  prueba,  por  lo  que  se  justifica  que 
el  Juez  haya  procedido  como  lo  hizo.  Ar- 
tículo 237  Ley  Constitutiva. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  las  leyes  citadas  y  de  lo  dispuesto  en  los 
artículos  506,  507,  510  y  521  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  DESESTI- 
MA los  recursos  interpuestos  y  condena  a  la 
parte  que  los  interpuso  a  la  multa  de  cin- 
cuenta quetzales  o  el  mismo  número  de  días 
de  prisión  simple  en  caso  de  insolvencia.  No- 
tifíquese  con  certificación  de  lo  resuelto,  de- 
vuélvanse los  antecedentes  a  donde  corres- 
ponde y  repóngase  el  papel  de  acuerdo  con  lo 
que  determina  el  artículo  27  del  Decreto  Le- 
gislativo número  2009. 

(ff)  Raf  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano 

Muñoz.  —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E. 

Rodríguez.  —  Federico  O.  Solazar.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  sumario  de  despojo  seguido  por  Car- 
los Rivera  Arévalo  contra  el  Juez  Prime- 
ro de  Primera  Instancia  de  este  departa- 
mento. 

DOCTRINA  :  El  ejercicio  del  cargo  de  depo- 
sitario interventor  de  un  bien  inmueble, 
no  implica  tnás  que  funciones  de  un  sim- 
ple administrador,  que  no  privan  de  la  po- 
sesión al  dueño  del  fundo. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
tres  de  Diciembre  de  mil  novecientos  cua- 
renta. 

En  apelación,  se  examina  la  sentencia  que 
dictó  la  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones, el  cuatro  de  octubre  recién  pasado, 
en  el  juicio  sumario  de  despojo,  seguido  por 
Carlos  Rivera  Arévalo  contro  el  Juez  Prime- 
ro de  Primera  Instancia  de  este  departamen- 
to, Licenciado  Hernán  Morales  Dardón.  Ri- 
vera Arévalo  es  mayor  de  edad  y  hábil  para 
comparecer  en  juicio,  en  la  forma  que  lo  ha 
hecho. 

Haciendo  el  extracto  de  la  sentencia,  re- 
sulta, 
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—  I  — 

El  ocho  de  agosto  de  este  año,  se  presen- 
tó Rivera  Arévalo  a  la  Sala  Primera  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  entablando  el  juicio 
sumario  de  despojo  judicial  contra  el  Juez 
Primero  de  Primera  Instancia  de  este  depar- 
tamento, por  haber  nombrado  a  don  Daniel 
Jiménez  interventor  de  los  bienes  relictos  de 
José  Rosa  Rangel  Jiménez  a  petición  de  la 
presunta  heredera  María  Leona  de  los  mis- 
mos apellidos,  porque  siendo  él  poseedor  del 
terreno  denominado  "Pachaj"  compuesto  de 
varios  lotes,  que  forman  una  extensión  de 
quince  y  media  manzanas,  entre  ellos  est.'i 
un  lote  de  treinta  cuerdas  que  compró  a  Enc- 
cón  Pinzón  Conde  y  éste  lo  hubo  de  la  misma 
manera,  de  Fabián  Rangel,  el  año  mil  nove- 
cientos veintidós;  y  estando  en  posesión  de 
toda  la  extensión,  el  2  de  agosto  de  este  año, 
se  le  hizo  saber  que  su  terreno  quedaba  bajo 
la  intervención  de  Daniel  Jiménez  de  orden 
del  Juez  lo.  de  Primera  Instancia  de  este  de- 
partamento; pero  como,  con  este  proceder 
se  cometía  un  despojo  judicial,  pidió  que  pre- 
vio el  trámite  correspondiente,  se  le  resti- 
tuyera en  la  posesión  ofreciendo  prueba  tes- 
timonial y  la  documentación  auténtica,  obrarx- 
te  en  el  expediente  respectivo.  Advirtió  que 
no  había  hecho  uso  del  recurso  de  apela- 
ción. 

—  11  — 

Siguiendo  el  trámite  que  corresponde  a  esta 
clase  de  asuntos,  se  le  pidió  informe  al  Juí'z 
y  manifestó:  que  ciertamente  había  nombrado 
al  señor  Jiménez,  interventor  de  los  bienes 
indicados,  de  acuerdo  con  la  ley,  y  accediendo 
a  la  petición  de  la  interesada,  sin  tener  en  mi- 
ra desposeer  a  los  ocupantes  o  personas  que 
habitan  en  el  inmueble,  de  conformidad  con 
lo  dispuesto  en  el  articulo  594  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 
.  Durante  el  termino  de  prueba,  fueron  exa- 
minados los  testigos  Rubén  Galindo  de  León 
y  Benigno  Alemán,  quienes  se  concretaron  a 
manifestar  que  el  terreno  denominado  "Pa- 
chaj," situado  en  jurisdicción  de  Tecpán,  del 
departamento  de  Chimaltenango,  dentro  de  las 
colindancias  que  indican  en  sus  declaraciones, 
lo  ha  poseído  Carlos  Rivera  Arévalo,  quieta, 
pública  y  pacíficamente,  desde  hace  unes 
nueve  años.  Y  se  agregaron  las  copias 
certificadas  de  pasajes  del  juicio  de  intestado 
del  menor  José  Rangel  Jiménez,  iniciado  a 
petición  de  María  Leona  Rangel  Jiménez, 
donde  consta  que  el  veinticinco  de  Julio  de! 
año  en  cur.so,  el  Juzgado  Primero  de  Primera 
Instancia  de  este  departamento,  nombró  in- 
terventor de  los  bienes  relictos  a  don  Daniel 


Jiménez,  ordenando  que  fuera  notificado  Car- 
los Rivera;  y  el  dos  de  agosto  siguiente,  pre- 
via la  notificación  de  Rivera,  se  le  puso  en 
posesión  del  cargo  de  interventor  de  la  finca 
número  dos  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho 
(2688),  folio  ochenta  y  uno  (81),  del  libro  se- 
tenta y  seis  (76)  de  Chimaltenango,  que  es 
el  terreno  denominado  "Pachaj",  compuesto 
de  vemtiuna  manzanas,  estando  presente  el 
actual  demandante. 

—  III  — 

El  día  de  la  vista,  alegó  Rivera  Arévalo, 
que  había  probado  los  extremos  de  su  deman  - 
da y  pidió  que  se  le  restituyera  en  la  pos  '- 
sión;  y  el  Ministerio  Público,  previo  al  aná- 
lisis del  hecho,  manifestó:  que  el  nombramien- 
to de  depositario  de  un  bien,  de  ninguna  ma- 
nera constituye  un  atentado  contra  la  pose- 
sión, por  lo  que,  en  su  concepto,  la  querella 
se  debe  resolver  sin  lugar. 

—  IV  — 

El  cuatro  de  Octubre  recién  pasado,  resol- 
vió la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  absol- 
viendo de  la  demanda  de  despojo  judicial,  al 
Juez  Primero  de  Primera  Instancia  de  este 
departamento.  Licenciado  Hernán  Morales 
Dardón;  y  condenando  al  demandante,  señor 
Carlos  Rivera  ^révalo,  al  pago  de  las  costas 
del  juicio  y  de  una  multa  de  veinticinco  quet- 
zales. 

Contra  la  sentencia  interpuso  recurso  de 
apelación,  habiendo  sido  remitido  el  juicio  a 
esta  Corte  Suprema,  por  haber  conocido  la 
Sala  Primera,  en  primera  instancia,  se  si- 
gu'ó  el  trámite  correspondiente  a  la  apela- 
ción y  el  día  de  la  vista,  alegaron  el  Minis- 
terio Público  y  el  recurrente,  habiendo  mani- 
festado el  primero,  que  se  declarara  sin  lu- 
gar la  querella  de  despojo  y  se  le  impusiera 
al  señor  Rivera  Arévalo,  la  multa  correspon- 
diente, condenándolo  a  la  vez  al  pago  de  las 
costas;  y  éste,  que  talvez  la  mente  del  Juz- 
gado no  fué  desposeerlo  de  sus  propiedades; 
pero  en  cambio  el  Juez  menor  de  Tecpán  si 
lo  hizo,  abusando  de  su  autoridad,  puesto  que 
le  notificó  que  quedaba  excluido  de  la  inter- 
vención de  las  fincas  y,  de  consiguiente,  sin 
derecho  a  recoger  sus  productos  ni  a  dispo- 
ner de  eljos. 

CONSIDERANDO: 

Que  si  bien  los  testigos  Rubén  Galindo  de 
!.*ón  y  Benigno  Alemán,  han  dicho  que  el  re- 
currente ha  poseído  con  las  formalidades  le- 
gales, desde  hace  nueve  años,  más  o  menos,  el 
terreno  denominado  "Pachaj",  del  municipio 
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de  Tecpán,  del  departamento  de  Chimaltenan- 
go,  el  otro  extremo  fundamental,  que  se  re- 
fiere a  haber  sido  desposeído,  o  lo  que  es  lo 
mismo,  privado  de  la  posesión,  que  es  lo  que 
precisamente  caracteriza  al  despojo,  no  se  esr 
tablece  con  estas  declaraciones,  ni  con  los  do- 
cumentos auténticos  presentados  durante  el 
término  probatorio,  porque  en  estos  documen- 
tos consta  que  el  señor  Daniel  Jiménez  fué 
nombrado  interventor  de  los  bienes  relictos, 
pertenecientes  al  menor  José  Rangel  Jimé- 
nez; que  en  este  concepto  se  le  puso  en  pose- 
sión de  su  cargo  en  un  terreno  denominado 
"Pachaj"  del  mismo  municipio  de  Tecpán,  del 
departamento  de  Chimaltenango,  y  el  ejer- 
cicio de  su  cargo,  que  no  implica  más  que  fun- 
ciones de  un  simple  administrador,  no  priva 
de  la  posesión  al  recurrente,  razón  por  la  cual 
no  probó  haber  dejado  de  poseer.  En  esa 
virtud,  la  absolución  que  dictó  la  Sala  Primera 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  es  la  que  procede, 
así  como  la  condena  al  pago  de  las  costas  y  de 
una  multa  de  veinticinco  quetzales,  que  la  ley 
prescribe  especialmente  para  cuando  no  se 
prueban  los  extremos  del  despojo  judicial. 
Artículos  479  Código  Civil  (Decreto  Legisla- 
tivo 1932);  259,  282,  428,  431,  830,  833,  834 
y  837  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  justicia,  conociendo 
como  tribunal  de  Apelación,  apoyada  en  las 
leyes  citadas  y  en  los  artículos  13  inciso  c) 
y  233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial y  476  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
y  Mercantil,  confirma  en  todas  sus  partes  la 
sentencia  de  que  se  ha  hecho  mérito;  y  man- 
da que,  al  estar  hechas  las  notificaciones,  se 
'devuelvan  los  autos,  con  certificación  de  lo 
resuelto,  al  lugar  de  su  procedencia;  reponién- 
dose el  papel  de  conformidad  con  lo  dispues- 
to por  el  artículo  27  del  Decreto  Legislati\  o 
2009.  , 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Muñoz. 
— -  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez. 
—  Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  el  Banco  Cen- 
tral de  Guatemala,  contra  doña  Rosa  Vas- 
saux  viuda  de  Salazar. 

DOCTRINA :  El  carácter  mercantil  del  pagaré 
a  la  orden,  se  determina  por  la  circuns- 
tancia esencial  de  proceder  de  operaciones 
meramente  mercantiles  o  de  ser  comercian- 
tes las  personas  que  en  él  se  interesan. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  tres 
de  Diciembre  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación,  se 
ve  la  sentencia  que  pronunció  la  Sala  Primera 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  veintisiete  de 
agosto  recién  pasado,  por  la  que,  confirma 
5a  que  dictó  el  Juez  Primero  de  Primera  Ins- 
tancia de  este  departamento,  en  el  juicio  or- 
dinario seguido  por  el  Banco  Central  de  Gua- 
temala contra  doña  Rosa  Vassaux  viuda  dr 
Salazar,  sobre  pago  de  la  suma  de  dos  mil 
quetzales,  más  los  intreses  legales  vencidtjs. 
íí'ueron  emplazados,  a  petición  del  demandan- 
te, Rafael  Rodil  y  doña  Victoria  Rodil  viuda 
de  Vassaux,  quienes  se  reconocieron  deudores 
solidarios  y  mancomunados,  con  la  señora 
Vassaux  viuda  de  Salazar,  del  mismo  Banco. 

Extractando  la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia, aparece. 

—  I  — 

El  siete  de  febrero  del  año  pasado,  el  Ban- 
co Central  de  Guatemala,  por  medio  de  su 
apoderado,  Licenciado  Francisco  Villagrán,  se 
presentó  ante  el  Juez  Primero  de  Primera 
Instancia  de  este  departamento,  demandan- 
do de  la  señora  Rosa  Vassaux  viuda  de  Sala- 
zar,  el  pago  de  la  suma  de  dos  mil  quetza- 
les, más  los  intereses  legales  vencidos  y  las 
costas,  en  virtud  de  un  pagaré  que  firmó  a 
favor  de  la  institución  bancaria  indicada,  so- 
lidaria y  mancomunadamente,  con  don  Rafael 
Rodil  y  doña  Victoria  Rodil  viuda  de  Vassaux. 
Acompañó  copia  certificada  de  las  posiciones 
que  le  articuló,  en  las  cuales  fué  declarad.i 
confesa  la  señora  Vassaux  viuda  de  Salazar; 
y  el  pagaré  por  la  suma  de  dos  mil  quetzales 
que  dice  literalmente;  "Debemos  y  pagaremos 
solidaria  y  mancomunadamente  en  esta  capi- 
tal, el  día  cinco  de  marzo  del  año  próximo  en- 
trante, al  Banco  Central  de  Guatemala,  o  a 
pu  orden  o  endoso,  la  suma  de  dos  mil  quet- 
zales, en  oro  acuñado  del  actual  peso  y  ley, 
con  exclusión  de  cualquier  otra  moneda  crea- 
da o  por  crear,  aún  cuando  sea  de  curso  for- 
zoso. En  caso  de  mora  el  tipo  de  interés  se- 
rá el  diez  por  ciento  anual.  Guatemala,  cinco 
de  septiembre  de  mil  novecientos  veintinueve". 
Está  firmado  por  la  demandada  y  emplazados 
y  las  firmas  autenticadas  por  el  notario.  Li- 
cenciado Tácito  Molina  I. 

—  II  — 

No  habiendo  sido  contestada  la  demanda, 
dentro  del  término  legal,  a  pedimento  de  la 
parte  demandante,  se  tuvo  por  contestada  ne- 
gativamente; emplazándose  a  don  Rafael  Ro- 
dil y  doña  Victoria  Rodil  viuda  de  Vassaux, 
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con  la  advertencia  de  que  el  juicio  se  seguiría 
sin  su  intervención  y  que  quedarían  sujetos 
a  lo  que  se  resolviera. 

'  Posteriormente  subtituyó  al  Licenciado  Vi- 
llagrán,  el  Licenciado  Roberto  Matos  Pache- 
po,  como  apoderado  del  Banco  Central. 

—  m  — 

Durante  el  término  probatorio,  se  tuvo  co- 
mo prueba,  de  parte  del  Banco  Central,  la 
documentación  acompañada  al  escrito  de  de- 
manda, que  consiste  en  el  pagaré  y  las  posi- 
ciones articuladas  a  la  demandada  señora 
Vassau.x  viuda  de  Salazar,  en  las  que  se  le 
tuvo  por  confesa,  por  no  haber  comparecido. 

Concluido,  se  fijó  día  para  la  vista,  habien- 
do alegado  la  señora  Vassaux  viuda  de  Sala- 
zar,  la  prescripción,  que  interpuso  como  ex- 
cepción perentoria,  y  se  admitió  para  resol- 
verla conjuntamente  con  lo  principal. 

—  IV  — 

El  Juzgado  Primero  de  Primera  Instancia 
fle  esta  capital,  pronunció  su  fallo,  estiman- 
do que  por  no  tratarse  de  una  obligación  de 
carácter  mercantil,  sino  de  un  contrato  de 
mutuo,  no  son  aplicables  las  disposiciones  del 
Código  de  Comercio,  y  por  lo  mismo,  no  ha 
prescrito;  y  estando  probada  con  la  confesión 
y  el  documento  auténtico,  condena  a  las  se- 
ñoras Rosa  Vassaux  viuda  de  Salazar  y  Vic- 
toria Rodil  viuda  de  Vassaux  y  a  don  Rafael 
Rodil  Cabrera,  a  pagar  la  suma  de  dos  mil 
quetzales,  más  sus  intereses  respectivos,  den- 
tro de  tercero  día;  declara  sin  lugar  la  ex- 
tepción  de  prescripción  y  no  hace  especial 
condenación  en  costas. 

La  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, sustentando  el  mismo  criterio,  confirmó 
la  sentencia  en  todas  sus  partes,  el  veintisie- 
te de  agosto  recién  pasado. 

V  — 

Contra  este  último  pronunciamiento,  inter- 
puso recurso  extraordinario  de  casación  el 
señor  Rafael  Rodil  Cabrera,  con  auxilio  del 
Licenciado  Tomás  González,  citando  como  vio- 
lados los  artículos  lo.  del  Decreto  Legislativo 
1406;  3o.,  inciso  3o.,  474,  — que  lo  cita  do.5 
veces—,  475,  643,  695  y  701  del  Código  de 
Comercio;  5o.,  70,  71  y  79  del  Reglamento 
de  la  Convención  de  La  Haya.  Estando  en 
tiempo  se  admitió,  señalándose  día  para  la 
vista. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  carácter  mercantil  de  pagaré  a  la 
orden,  no  se  determina.  Cínicamente,  por  la 
cualidad  de  ser  comerciantes  las  personas  que 
en  él  se  interesan,  en  concepto  de  librador, 


endosante  o  tenedor,  sino  por  la  circunstancia 
fesencial  de  proceder  de  operaciones  meramen- 
te mercantiles:  por  cuyo  motivo,  no  constan- 
do en  el  pagaré  a  favor  del  Banco  Central  de 
Guatemala,  que  es  motivo  de  este  juicio,  fir- 
mado por  las  señoras  Rosa  Vassaux  viuda  de 
Salazar  y  Victoria  Rodil  viuda  de  Vassaux 
y  Rafael  Rodil,  que  los  dos  mil  quetzales  los 
hayan  recibido  por  una  operación  mercantil, 
sólo  puede  ser  considerado  como  expresión 
de  la  obligación  de  devolver  la  cantidad  de  dos 
mil  quetzales  y  sus  intereses  respectivos  des- 
de su  vencimiento,  que  según  su  tenor,  es  in- 
dudable que  se  recibió  a  mutuo,  pues  como 
dice  el  artículo  376  del  Código  de  Comercio: 
para  que  los  préstamos  se  tengan  por  mer- 
cantiles, es  necesario:  que  sean  entre  comer- 
ciantes, con  arreglo  a  las  estipulaciones  de 
este  Código,  o  que  al  menos  el  deudor  sea  co- 
merciante; y  que  se  contraigan  en  el  con- 
cepto y  con  la  expresión  de  que  las  cosas 
prestadas  se  destinan  a  actos  de  comercio  y 
no  para  necesidades  ajenas  a  éste.  Faltan- 
do cualquiera  de  estas  dos  condiciones,  se 
considerarán  como  préstamos  ordinarios  y  se 
regirán  por  las  leyes  comunes.  Y  como  las 
señoras  Vassaux  viuda  de  Salazar  y  Rodil 
viuda  de  Vassaux  y  el  señor  Rodil,  no  cons- 
tan que  sean  comerciantes,  ni  tampoco  que 
los  dos  mil  quetzales  los  hayan  recibido  en  el 
concepto  a  que  se  refiere  el  artículo  376,  que 
se  acaba  de  citar,  conforme  ese  mismo  ar- 
tículo, la  cantidad  consignada  en  el  pagaré 
se  debe  considerar  como  un  préstamo  ordi- 
naria, y  no  mercantil,  regido  por  las  leyes 
comunes,  que  no  son  otras  más  que  las  leyes 
civiles.  La  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones, lo  ha  estimado  correctamente  asi 
y  al  hacerlo  no  ha  infringido  los  artículos  3o. 
inciso  3o.  del  Código  de  Comercio  y  lo.  de) 
Decreto  Legislativo  1406. 

CONSIDERANDO: 

Que,  en  consecuencia,  no  emanando  la  obli- 
gación de  un  contrato  mercantil,  el  término 
para  la  prescripción  es  el  que  fijan  las  leyes 
civiles  y  no  las  contenidas  en  el  Código  de 
Comercio,  ni  en  el  Reglamento  de  la  Conven- 
ción de  La  Haya  sobre  Libranzas,  Pagarés  y 
Cheques;  y  al  haberlo  apreciado  así,  la  misma 
Sala  sentenciadora,  tampoco  infringió  los  ar- 
tículos 643,  695  y  701  del  Código  de  Comer- 
cio; 70,  71  y  79  del  Reglamento  de  la  Con- 
vención de  La  Haya. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  474  y  475  del  Código  de 
Comercio,  no  son  aplicables  al  caso,  porque 
se  refieren  al  seguro  y  no  a  Pagaré  de  la 
clase  del  que  originó  este  asunto. 
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CONSIDERANDO: 

Que  asimismo,  tampoco  es  aplicable  el  ar- 
tículo 5o.  del  Reglamento  de  la  Convención 
de  La  Haya,  sobre  Libranzas  y  Cheques,  que 
se  refiere  al  Aval,  por  cuanto  que  en  el  pa- 
garé aparece  la  demandada  y  emplazados, 
todos,  como  deudores  solidarios  y  mancomu- 
nados, y  no  dos  de  ellos  como  fiadores  del 
cumplimiento  de  la  obligación. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  apoyada  en 
los  artículos  521  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil  y  233  de  al  Ley  Consti- 
tutiva del  Poder  Judicial,  DESESTIMA  el  re- 
curso de  casación,  condena  al  recurrente  al 
pago  de  las  costas  y  de  la  multa  de  treinta 
quetzales,  que  al  no  hacer  efectiva,  desquita- 
rá con  igual  número  de  días  de  prisión  sim- 
ple, en  la  cácel  respectiva.  Notifíquese,  con 
certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
antecedentes  al  tribunal  de  su  origen,  y  re- 
póngase el  papel,  de  conformidad  con  la  ley. 

Tiaf.  Ordóñes  Solts.  —  José  Serrano  Muñoz. 

—  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez. 

—  Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Rosa  Amelia 
Gramajo  Sánchez  y  Rosalinda  Gramajo 
Ortiz  contra  los  herederos  de  Leocadio  Gra- 
majo. 

DOCTRINA :  Sólo  el  marido  por  sí  o  por  me- 
dio de  apoderado  especial  podrá  negar  la 
paternidad  del  hijo  concebido  durante  el 
matrimonio. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y  seis  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
cuarenta. 

Vista  en  casación  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones  el  diez 
y  seis  de  febrero  del  corriente  año,  en  el  Jui- 
cio ordinario  de  filiación  seguido  por  Rosa 
Amelia  Gramajo  Sánchez  y  Rosalina  Grama- 
jo  Ortiz  contra  los  herederos  de  don  Leocadio 
Gramajo. 

RESULTA: 

La  sentencia  recurrida  relata  que  el  diez 
y  seis  de  junio  de  mil  novecientos  treinta  y 
ocho  se  presentó  al  Juzgado  3o.  de  la.  Instan- 


cia de  este  departamento,  un  memorial  sus- 
crito por  Rosa  Amelia  Gramajo  Sánchez  y 
Rosalinda  Gramajo  Ortiz,  en  que  manifesta- 
ron: que  sus  respectivas  madres,  doña  Mar- 
garita Sánchez  y  doña  Bonifacia  Ortiz,  cul- 
tivaron relaciones  amorosas  con  don  Leoca- 
dio Gramajo,  de  cuyo  resultado  nacieron  ellas; 
que  su  presunto  padre  las  trató  siempre  co- 
mo sus  hijas,  proveyéndolas  de  lo  necesario 
para  su  subsistencia  y  presentándolas  a  sus  re- 
laciones sociales,  aún  cuando  en  el  Registro 
Civil  no  hizo  el  reconocimiento  correspondien- 
te; que  por  escritura  pública  de  cuatro  de 
agosto  de  mil  novecientos  treinta  y  siete,  au- 
torizada por  el  notario  Víctor  Ramiro  Flo- 
res, un  hermano  de  ellas  y  heredero  de  don 
Leocadio  las  reconoció  expresamente,  no  así 
los  demás  hermanos  y  coherederos  de  quie- 
nes demandaban  su  filiación,  para  que  en  de- 
finitiva se  les  declarara  hijas  de  don  Leocadio 
Gramajo.  Al  mismo  tiempo,  demandaron  el 
derecho  a  una  décima  parte  de  cada  una  de 
las  propiedades  que  dejó  su  causante;  la  nu- 
lidad de  la  transacción  celebrada  por  los  here- 
deros, con  exclusión  de  ellas;  la  nulidad  de 
las  inscripciones  de  dominio  que  se  hicieran 
pn  el  Registro  sobre  las  fincas  que  menciona- 
ban; y  que  las  costas  debían  ser  a  cargo  de 
la  parte  demandada.  Esta  demanda  la  con- 
testó afirmativamente  el  señor  Gerardo  Gra- 
majo y  negativamente  los  demás  herederos, 
señores  Arturo  Gramajo,  Sara  y  Lidia  Grama- 
jo  Mérida,  Elodia  Gramajo  Maldonado  de 
León,  Elvira  Gramajo  Fuentes  y  Berta  Mota 
Rivera,  madre  de  los  menores  Carlos  Enrique 
y  Amparo  Urbelinda  Mota  Gramajo,  a  quien 
repre£.Qrltó  como  apoderado  el  Licenciado 
Francisco  Villagrán.  El  segundo  de  los  nom- 
brados interpuso  las  excepciones  de  falta  de 
personalidad  y  de  acción  en  los  demandantes 
para  promover  las  cuestiones  sobre  que  debía 
Versar  el  juicio. 

RESULTA: 

Durante  el  término  probatorio,  Rosa  Amelia 
rindió  prueba  testimonial  para  establecer  su 
posesión  de  estado  de  hija  de  don  Leocadio 
Gramajo.  Entre  los  testigos  que  declara- 
ron en  su  favor,  debe  hacerse  especial  men- 
ción de  las  declaraciones  prestadas  por 
Jas  señoras  Olivia  García  viuda  de  Wer  y 
Amalia  Alvarez  de  Chúa.  La  primera 
expuso  que  la  madre  de  Rosa  Amelia  y  de 
la  otra  niña  gemela  que  murió,  fué  doña  Mar- 
garita Sánchez  Laguardia,  esposa  de  don  Fi- 
dencio  Zaldaña,  "quien  estaba  empleado  y  au- 
sente y  cuando  se  dió  cuenta  de  que  ella  esta- 
ba en  ese  estado-  (de  embarazo)  la  echó  a  la 
calle  y  entonces  fué  cuando  se  fué  para  la  ca- 
sa de  la  manifestante".  La  segunda  manifestó: 
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que  doña  Margarita  Sánchez  Laguardia  era 
Casado  con  don  Fidencio  Zaldaña,  pero  vivían 
separados  porque  el  último  desempeñaba  un 
cargo  oficial  en  Salamá  o  en  Cobán;  que  el 
primogénito  de  ese  matrimonio  fué  Gerardo 
Zaldaña  y  después  nacieron  las  dos  gemelas, 
una  de  las  cuales  es  Rosa  Amelia. 

Respecto  de  este  hecho,  obra  en  autos  cer- 
tificación expedida  por  el  Secretario  de  la 
Sala  la.  de  Apelaciones,  el  treinta  y  uno  de 
julio  del  año  próximo  pasado,  conteniendo  co- 
pia de  las  diligencias  seguidas  ante  el  Juzga- 
do lo.  de  la.  Instancia  por  Rosa  Amelia  Gra- 
majo  Sánchez  para  rectificar  su  partida  de 
nacimiento.  En  estas  diligencias  aparece  un 
escrito  de  la  solicitante  en  que  dice:  "mi  na- 
cimiento ocurrió  estando  en  vigor  el  matrimo- 
nio de  mi  señora  madre  doña  Margarita  La- 
guardia  o  Sánchez  Laguardia,  con  el  Coronel 
don  Gerardo  Zaldaña  y  si  se  hubiera  consig- 
nado en  nuestras  partidas  de  nacimiento  que 
éramos  hijas  de  una  señora  casada  estando 
su  esposo  empleado,  como  militar,  en  otro 
departamento  lejano,  la  prueba  de  adulterio 
habría  sido  inconcusa  e  indiscutible  y  de  allí 
probablemente  la  idea  de  hacernos  aparecer 
como  hijas  de  otra  madre",  (folio  254). 

La  partida  de  matrimonio  de  la  señora 
Sánchez  Laguardia  con  el  señor  Zaldaña  fué 
presentada  por  uno  de  los  demandados  con 
protesta  de  que  no  la  había  ofrecido  como 
prueba  al  presentar  la  demanda,  porque  ig- 
noraba su  existencia.  El  Juez  la  desechó  y 
la  Sala  confirmó  lo  resuelto,  pero  en  auto 
para  major  fallar,  se  mandó  tener  a  la  vista. 

En  cuanto  a  la  otra  de  las  demandantes, 
Rosalina  Gramajo  Ortíz,  también  rindió  al- 
gunas pruebas  para  demostrar  las  relaciones 
amorosas  habidas  entre  su  madre  y  Gramajo. 
Declararon  al  respecto  el  señor  Pedro  Abar- 
ca, testigo  presencial  de  dichas  relaciones;  y 
Carmen  Morales  y  Juana  María  Leal  Franco, 
que  lo  supieron  por  habérselos  dicho  el  pro- 
pio don  Leocadio,  quien  les  presentó  a  Rosali- 
na como  su  hija. 

RESULTA: 

La  sentencia'  dictada  por  el  Juez  3o.  de  la. 
Instancia,  fecha  veintiocho  de  septiembre  del 
año  próximo  pasado  considera:  que  Rosalina 
y  Rosa  Amelia  tenían  la  edad  de  veintiocho 
y  treinta  y  seis  años,  respectivamente  cuan- 
do ocurrió  el  fallecimiento  del  presunto  pa- 
dre, situación  que  está  contra  lo  expresa- 
mente establecido  en  el  artículo  168  inciso  2o. 
del  Código  Civil;  pero  aifti  cuando  no  se  apre- 
ciara esta  circunstancia,  la  partida  de  matri- 
monio de  la  Sra.  Sánchez  Laguardia  y  del  se- 
señor  Zaldaña,  prueban  que  Rosa  Amelia  na- 
ció dentro  del  hogar  formado  por  dichas  per- 


sonas; y  mientras  no  se  impugne  la  filiación, 
se  presume  hijo  de  matrimonio  al  nacido  den- 
tro de  él;  y  el  Tribunal  no  podría  estimar  co- 
mo padre  de  la  hija  concebida  por  la  esposa 
en  vida  del  marido,  a  persona  distinta  de  éste, 
a  menos  que  se  sancionara  como  licita  la  in- 
fidelidad en  el  hogar.  Que  por  consiguien- 
te, las  declaraciones  de  los  testigos,  en  cuan- 
to a  Rosa  Amelia  no  hacen  fe  en  favor  de 
la  pretendida  filiación;  y  en  cuanto  a  Ro- 
salina, no  son  suficientes  para  establecer  la 
fiotoriedad  de  estado  de  hija  y,  por  otra  par- 
te, la  desfavorece  la  prohibición  contenida 
en  el  inciso  2o.  del  artículo  168  del  Código 
Civil.  Por  último,  que  el  reconocimiento 
hecho  por  Gerardo  Gramajo  y  la  contestación 
afirmativa  que  dio  a  la  demanda,  no  puede 
apreciarse  como  principio  de  prueba  escrita, 
porque  la  validez  de  ésta,  sólo  es  admisible 
cuando  la  ha  prestado  el  presunto  padre,  por 
/ser  él,  precisamente,  a  quien  afecta  la  vin- 
culación de  sangre  que  se  declare  judicial- 
mente. Por  todo  lo  expuesto,  declara:  pro- 
cedentes las  excepciones  de  falta  de  perso- 
nalidad y  falta  de  acción  interpuestas  por 
la  parte  demandada;  absueltos  de  la  demanda 
a  los  señores  Arturo,  Gerardo,  Sara,  Lidia, 
Elodia,  Elvira  Gramajo  y  Berta  Mota  Rive- 
ra, como  representante  legal  de  sus  menores 
hijos  Carlos  Enrique  y  Amparo  Urbelinda 
Mota  Gramajo;  que  Gerardo  Gramajo,  de 
acuerdo  con  el  reconocimiento  notarial  he- 
cho por  su  parte,  puede,  de  hecho,  dar  el 
trato  y  prestar  auxilio  como  familiar  suyo 
a  las  demandantes,  en  tanto  no  medie  oposi- 
ción legal  por  quienes  les  competa;  y  que 
no  hay  especial  condenación  en  costas. 

RESULTA: 

En  la  fecha  expresada  al  principio,  la  Sala 
revocó  la  sentencia  apelada  y  declaró:  lo. 
improcedentes  las  excepciones  de  falta  de 
acción  y  falta  de  personalidad  en  los  deman- 
dados; 2ü.  que  Rosa  Amelia  Gramajo  Sán- 
chez y  Rosalina  Grajnajo  Ortiz,  son  hijas 
fuera  de  matrimonio  de  don  Leocadio  Gra- 
majo; y  3o.  que  se  envíe  copia  de  la  senten- 
cia al  Registro  Civil  para  su  transcripción. 
Considera  la  Sala  que  Rosa  Amelia  Grama- 
jo  Sánchez  y  Rosalina  Gramajo  Ortiz.  partes 
actoras,  en  ejercicio  de  su  derecho  para  in- 
vestigar su  paternidad,  presentaron  un  testi- 
monio de  escritura  pública,  autorizada  por 
el  Notario  Víctor  Ramiro  Flores  Cóbar.  el 
cuatro  de  agosto  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete,  otorgada  por  Gerardo  Gramajo  Fuen- 
tes, en  su  calidad  de  hijo  reconocido  y  here- 
dero de  don  Leocadio  Gramajo,  quien  reco- 
noció en  este  acto  como  hermanas  de  padre, 
y  por  consiguiente,  hijas  del  nombrado  don 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


403 


Leocadio  Gramajo  a  las  demandantes.  Este 
instrumento  público,  dice  la  Sala,  reconoce 
de  manera  inequívoca  la  filiación  de  las  ac- 
oras, de  acuerdo  con  el  precepto  legal  cita- 
do, porque  don  Gerardo  Gramajo  Fuentes 
tiene  suficiente  personalidad  para  hacerlo, 
toda  vez  que  fué  declarado  heredero  de  don 
Leocadio  Gramajo  y  debidamente  reconoci- 
do por  éste  último.  Además,  con  las  prue- 
bas rendidas  se  estableció  plenamente  la  po- 
sesión notoria  de  estado,  a  favor  de  las  de- 
mandantes, de  acuerdo  con  los  requisitos 
contenidos  en  el  artículo  167  del  Código  Ci- 
vil, corroborando  lógica  y  necesariamente  el 
principio  de  prueba  escrita  constituida  por 
el  documento  mencionado;  que  la  certifica- 
ción del  acta  de  matrimonio  de  don  Fiden- 
cio  Zaldaña  con  doña  Margarita  Laguardia, 
no  debe  tomarse  en  cuenta,  porque  durante 
el  curso  del  juicio  fué  descartada  como  prue- 
ba, en  resolución  que  quedó  debidamente 
ejecutoriada;  y  por  tales  razones,  estimaba 
procedente  desechar  las  excepciones  inter- 
puestas. Don  Arturo  Gramajo  Fuentes,  que 
presentó  certificación  del  matrimonio  de 
doña  Margarita  Sánchez  Laguardia  con  don 
Fidencio  Zaldaña,  en  cumplimiento  del  auto 
para  mejor  fallar,  dictado  por  el  Juez,  inter- 
puso los  recursos  de  aclaración  y  amplia- 
ción por  haber  omitido  la  Sala  resolver  so- 
bre todos  los  puntos  propuestos  en  la  deman- 
da, recursos  que  fueron  resueltos  el  veinte 
de  mayo  último  en  el  sentido  de  ampliar  el 
fallo  absolviendo  a  la  parte  demandada  de 
los  demás  puntos  petitorios,  en  virtud  de  las 
siguientes  consideraciones:  lo.  que  para  te- 
ner derecho  de  propiedad  como  herederas  del 
padre,  debe  preceder  la  declaratoria  corres- 
pondiente, punto  que  no  está  pedido  en  la 
demanda;  y  que  el  ejercicio  de  la  acción  de 
propiedad  es  materia  de  juicio  distinto;  2o. 
Ique  también  lo  es  la  acción  de  nulidad  del 
acta  de  transacción;  y  3o.  que  en  cuanto  a 
que  se  declare  la  nulidad  de  las  inscripciones 
que  llegue  a  hacerse  en  el  Registro,  no  solo 
es  prematuro  sino  que  no  puede  anularse  lo 
que  no  se  ha  hecho. 

RESULTA: 

Sara  y  Lidia  Gramajo  y  Elodia  Gramajo 
de  León,  interpusieron  recurso  de  casación 
por  violación  de  ley,  citando  como  infringi- 
dos los  artículos  siguientes:  200  inciso  lo. 
Código  Civil  del  77,  149,  154,  162,  166,  16S 
inciso  3o.,  170,  167  del  Código  Civil  actual, 
91  Ley  Constitutiva  inciso  lo.  282  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil.  Arturo 
Gramajo  Fuentes,  con  auxilio  del  abogado 
Julio  Ernesto  López,  presentó  recurso  de  ca- 
sación, denunciando  la  violación  de  los  ar- 


tículos siguientes :  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  Decreto  Gubernativo  1862,  Artículos 
84,  91  inciso  lo.  fracción  a)  e  Inciso  2o.,  130 
y  250  incisos  4o.  y  13;  Código  Civil,  artículo 
69  Decreto  Gubernativo  272;  lo.  incisos  I, 
II,  III,  IV,  V,  VI,  VII,  VIII  IX;  artículos  2o., 
3o.,  y  4o.  del  Decreto  Gubernativo  591;  261, 
P62,  263,  267,  268  incisos  I,  II;  269,  270  y 
272  Decreto  Gubernativo  921;  66  y  67  De- 
creto Legislativo  1730;  166,  167,  168,  170, 
171,  174,  176,  177  Decreto  Legislativo  1932, 
del  artículo  167  de  dicho  Decreto  determinó 
los  incisos  I,  II,  III,  y  IV  y  del  artículo  168 
determino  los  incisos  I,  II  y  III;  200  incisos 
I,  II  y  III,  201,  302,  323  y  225  del  Código  Ci- 
vil antiguo  o  sea  del  Decreto  Gubernativo 
176;  227,  228,  229  incisos  I,  II,  y  III  Código 
Civil  antiguo  o  sea  el  Decreto  Gubernativo 
176;  232  y  245  Decreto  Gubernativo  921; 
147,  149,  150  incisos  I  y  II;  151,  154  y  161 
Código  Civil  vigente  o  sea  el  Decreto  Legis- 
lativo 1932;  'Enjuiciamiento  Civil  y  Mercan- 
til o  sea  el  Decreto  Legislativo  2009;  los  ar- 
tículos 230,  248,  259,  261,  269  incisos  I  y  VIII, 
277,  282,  340,  364,  366,  368,  386,  388,  391, 
396  inciso  V,  427,  428  incisos  I  y  II,  429, 
430  incisos  I,  II,  III  y  IV,  431,  434.  El  Licen- 
ciado Francisco  Villagrán,  en  representación 
de  doña  Berta  Mota,  madre  de  los  menores 
Gramajo  Mota,  introdujo  asimismo  recurso 
de  casación,  citando^  como  violadas  las  leyes 
siguientes:  inciso  lo.  del  artículo  200  del 
Código  Civil  de  1877;  incisos  2o.,  4o.  y  6o. 
del  Decreto  Gubernativo  591;  204  y  209  del 
Código  Civil  de  1877;  149,  150  inciso  lo., 
151,  154,  156,  162,  166.  168  inciso  3o.,  170 
del  Código  Civil  Decreto  Legislativo  1932;  91 
inciso  lo.  sub-inciso  a);  278  inciso  lo.,  277 
y  282  del  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil  Decreto  2009.  Por  excuso  del  se- 
ñor Magistrado  Serrano  Muñoz,  se  integró 
el  Tribunal  con  el  Magistrado  Presidente  de 
la  Sala  2a.  Licenciado  Octavio  Aguilar. 

CONSIDERANDO: 

El  matrimonio  existente  entre  la  señora 
Margarita  Sánchez  Laguardia  y  el  señor  Fi- 
dencio Zaldaña,  en  la  época  en  que  nació 
Rosa  Amelia,  está  plenamente  establecido  en 
autos.  Lo  declaran  las  testigos  señoras  de 
Wer  y  de  Chúa;  lo  reconoce  la  propia  de- 
mandante, pues  lo  declara  expresamente  en 
las  diligencias  que  siguió  para  enmendar  su 
partida  de  nacimiento,  el  año  próximo  pa- 
sado; y,  sobretodo,  consta  en  la  partida  que 
se  mandó  tener  a  la  vista  en  auto  para  me- 
jor fallar  dictado  por  el  Juez,  legalmente  fa- 
cultado al  efecto  por  el  artículo  91,  inciso  lo. 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 
En  consecuencia,  es  inadmisible  la  acción  in- 


404 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


tentada  por  Rosa  Amelia  para  que  se  le  de- 
clare'hija  fuera  de  matrimonio  de  don  Leo- 
cadio Gramajo,  pues  existiendo  la  presunción 
legal  de  que  ella  es  hija  del  marido  de  la 
señora  Sánchez  y  no  pudiendo  destruirse  esta 
presunción  sino  únicamente  por  acción  del 
mismo  marido  negando  la  paternidad  y  eso 
en  los  casos  limitados  y  dentro  del  plazo  res- 
tringido que  la  ley  establece,  se  procedería 
abiertamente  no  sólo  contra  aquella  presun- 
ción legal  sino  contra  la  disposición  impe- 
rativa del  artículo  154  del  Código  Civil,  que 
prescribe  que  sólo  el  marido  por  sí  o  por 
apoderado  especial  podrá  negar  la  paterni- 
dad del  hijo  concebido  durante  el  matrimo- 
nio. En  virtud  de  lo  expuesto  y  siendo  ma- 
nifiesta la  violación  en  la  sentencia  recurri- 
da de  los  artículos  149,  150,  151  y  154,  del 
Código  Civil,  citados  por  los  recurrentes,  de- 
be casarse  y  anularse  el  fallo  de  la  Sala  pa- 
ra resolver  conforme  a  derecho.  Artículos 
506  inciso  lo.,  518,  521  Código  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  Mercantil. 

CONSIDERANDO: 

Que  respecto  de  la  otra  de  las  persona 
demandantes,  Rosalina  Gramajo  Ortiz.  tam- 
poco puede  admitirse  la  acción  de  filiación, 
pues  no  se  encuentra  en  ninguno  de  los  ca- 
sos que  enumera  el  artículo  168  del  Código 
Civil,  ya  que  el  testimonio  de  la  escritura 
pública  de  reconocimiento  otorgada  por  uno 
de  los  herederos  del  señor  Gramajo,  es  cosa 
muy  distinta  de  la  prueba  escrita  proceden- 
te del  presunto  padre  que  exige  la  lev,  ca- 
ra la  admisión  de  la  prueba  testimonial.  Ar- 
tículo citado  y  166  del  Código  Civil. 

POR  TANTO- 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  con  apovo 
en  las  leyes  citadas,  CASA  Y  ANULA  la 
sentencia  recurrida  y  resolviendo  en  lo  prin- 
cipal, declara:  procedente  la  excepción  de 
falta  de  acción  interpuesta  y  por  consiguien- 
te, absuelve  de  la  demanda  de  filiación  y  de 
los  demás  puntos  petitorios  a  la  parte  deman- 
dada. Notifíquese  y  con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  a  don- 
de corresponde  y  repóngase  el  papel  de  acuei- 
do  con  lo  que  determina  el  articulo  27  del 
Decreto  Legislativo  número  2009. 

(ff)  Raf.  Ordóñez  Solis.  —  Ahel  Paredex, 
Francisco  E.  Rodrigues.  —  Federico  O.  Sa- 
lazar.  —  Octavio  Aguilar.  —  Max  Garría  R. 
~  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  seguido  con  motivo  de  la  ejecución 
del  laudo  dictado  para  resolver  las  dife- 
reyicias  que  surgieron  entre  los  socios  de 
"Kielhorn  y  Compañía". 

DOCTRINA :  Cuando  la  resolución  contra 
la  que  se  recurre  no  pone  fin  a  un  juicio 
de  mayor  cuantía,  procede  desechar  de 
plano  el  recurso  de  casación  que  al  efecto 
se  interponga. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y  ocho  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
cuarenta. 

Visto  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  señor  Fernando  Kielhorn  con  auxilio 
del  Abogado  José  Eduardo  Girón  Zirión, 
contra  el  auto  fecha  treinta  de  Septiembre 
del  corriente  año,  por  medio  del  cual,  la  Sa- 
la Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones  con- 
firmó, el  pronunciado  por  el  Juez  Primero 
de  Primera  Instancia  de  este  Departamento 
(Guatemala),  en  cuanto  resuelve  que,  el  se- 
ñor Kielhorn  no  es  responsable  de  las  pér- 
didas sufridas  por  "Kielhorn  y  Compañía", 
derivadas  de  la  interposición  del  recurso  de 
casación;  y  lo  revoca  en  lo  demás  que  con- 
tiene, declarando:  que  los  sueldos  que  se 
adeudan  a  don  Federico  Jessen  deben  ser 
cancelados  por  iguales  partes  por  los  seño- 
res José  Leber  y  Fernando  Kielhorn  ex-so- 
cios  de  la  extinguida  sociedad  Kielhorn  y 
Compañía. 

CONSIDERANDO;  que  el  presente  recur- 
so no  procede,  pues  el  auto  recurrido  se  pro- 
firió en  las  diligencias  seguidas  con  motivo 
de  la  ejecución  del  laudo  dictado  por  el  ar- 
bitro arbitrador  Licenciado  don  Manuel  Soto 
Marroquín,  al  resolver  las  diferencias  que 
surgieron  entre  los  señores  Leber  y  Kielhorn. 
ambos  socios  de  la  firma  Kielhorn  y  Compa- 
ñía; y  por  consiguiente  no  se  trata  de  una  re- 
solución que  ponga  fin  a  un  juicio  de  mayor 
cuantía. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, en  observancia  de  lo  que  prescriben  los 
artículos  27.  506,  513  y  524  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  DESECHA 
de  plano  el  recurso  al  principio  relacionado. 
Notifíquese,  repóngase  el  papel,  y  en  la  for- 
ma que  corresponde  remítanse  los  autos  al 
Tribunal  de  su  origen. 

Ordóñez  Salís.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pare- 
dez.  —  Rodríguez.  —  O.  Enlazar.  —  Max 
García  R.  —  Secretario. 
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CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Buenaventura 
Morales  Bonilla  contra  Ernesto  Polanco 
Grajeda  y  compañeros. 

DOCTRINA :  No  debe  estimarse  procedente 
la  excepción  de  cosa  juzgada  cuando  el  se- 
gundo juicio  es  consecuencia  del  primero 
por  haber  este  aplazado  para  otro  juicio, 
un  punto  a  resolver. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
cuarenta. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  dicto 
la  Sala  5a.  de  Apelaciones  el  veintidós  de 
agosto  del  año  en  curso,  en  el  juicio  ordinario 
seguido  por  Buenaventura  Morales  Bonilla 
contra  Ernesto  Polanco  Grajedü,  Benjamín 
y  Lauro  Morales  Bonilla. 

RESULTA: 

El  veinticuatro  de  octubre  del  año  próximo 
pasado,  Buenaventura  Morales  Bonilla  se  pro- 
sentó  al  Juzgado  de  la.  Instancia  de  Jalapa, 
manifestando:  que  ante  el  mismo  Tribunal 
inició  juicio  ordinario  contra  los  señores  Er- 
nesto Polanco  Grajeda,  Lauro  y  Benjamín 
Morales  Bonilla,  para  que  le  entregaran  la 
parte  del  valor  de  los  bienes  que  legalmente 
le  correspondían  como  heredero  preterido  de 
su  abuela  doña  Virginia  Bonilla  viuda  de 
Morales  y  de  su  tío  José  Luis  Morales  Boni- 
lla. Que  en  dicho  juicio  se  dictó  sentencia 
el  once  de  noviembre  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho,  en  que  se  le  declaró  herede- 
ro ab-intestato  de  las  dos  personas  mencio- 
nadas y  se  mandó  que  Benjamín  y  Lauro  Mo- 
rales le  entregaran  tres  cientos  cincuenta  y 
nueve  quetzales  cada  uno;  y  Ernesto  Polan- 
co Grajeda,  mil  setenta  y  siete  quetzales.  La 
Sala  confirmó  el  fallo,  pero  lo  revocó  en  cuan- 
to a  las  cantidades  asignadas  por  carecer  de 
base  la  prueba  de  expertos  para  tal  distribu- 
ción. En  tal  virtud,  se  presentaba  de  nue- 
vo demandando  en  la  vía  ordinaria  de  los 
expresados  señores  el  pago  en  moneda  efec- 
tiva de  las  cantidades  que  a  cada  uno  les  co- 
rrespondía entregarle,  como  heredero,  en  re- 
presentación de  su  padre  don  Abel  Morales 
Bonilla,  de  los  bienes  que  dejó  a  su  falleci- 
miento su  abuela  y  tío  mencionados,  consis- 
tentes en  la  quinta  parte  de  los  bienes  de  la 
primera  y  la  cuarta  parte  de  los  bienes  del 
segundo,  de  conformidad  con  el  dictamen  de 
expertos,  para  lo  cual  proponía  desde  luepo 
por  su  parte  a  don  José  Antonio  Marroquín 
Donado  y  como  tercero  dirimente  a  don  Ra 
miro  Antonio  Martínez.    Acompañó  a  su  de- 


manda los  siguientes  documentos: 

a)  escritura  pública  de  partición  otorgada 
por  Benjamín,  José  Luis,  Lauro  y  María  del 
Pilar  Morales; 

•  b)  certificación  de  la  sentencia  de  la.  Ins- 
tancia y  de  la  Sala,  mencionadas; 

c)  testimonio  de  la  escritura  pública  de  ce- 
sión de  derechos  hereditarios,  otorgada  por 
Lauro  y  Benjamín  Morales  a  favor  de  su 
hermana  María  del  Pilar  Morales. 

En  conclusión  pidió:  que  en  la  sentencia  y 
en  virtud  del  expertaje,  se  asignara  a  cada 
uno  de  los  demandados  la  cantidad  que  le 
debían  entregar  dentro  de  tercero  día,  como 
parte  da  las  herencias,  en  representación  de> 
su  padre. 

Se  tuvo  por  contestada  la  demanda  en 
sentido  negativo  y  se  abrió  el  juicio  a  prueba 
por  treinta  días,  habiéndose  propuesto  opor- 
tunamente por  la  parte  actora  la  prueba  pe- 
ricial. El  Juez  confirmó  el  nombramiento 
de  experto  en  el  señor  José  Antonio  Marro- 
quín Donado  para  que  dictaminara  acerca 
de  los  puntos  contenidos  en  el  memorial  de 
quince  de  enero  del  año  en  curso,  que  obra 
a  folios  39  y  40  del  juicio;  previno  a  los  de- 
mandados que  propusieran  su  experto  den- 
tro de  cinco  días,  bajo  apercibimiento  de  ha- 
cerlo de  oficio,  así  como  que  unificaran  su 
personería;  y  designó  como  tercero  a  don  Li- 
cinio  Sandoval.  Notificados  de  este  auto, 
el  señor  Ernesto  Polanco  Graieda  presentó 
recurso  de  nulidad  por  estar  dictado  contra 
lo  establecido  en  la  ley  sobre  el  particular. 
El  Juez  resolvió  en  el  sentido  de  que  en  la 
solicitud  de  la  parte  actora  se  oyera  por  dos 
días  comunes  a  los  demandados  a  quienes  se 
les  previno  que  unificaran  su  personería  ba- 
jo apercibimiento  de  hacerlo  de  oficio,  que- 
dando en  tal  sentido  enmendado  el  procedi- 
miento, de  lo  que  quedaron  debidamente  no- 
tificados los  tres  demandados.  El  señor  Po- 
lanco presentó  al  mismo  tiempo  un  memo- 
rial interponiendo  excepción  perentoria  de 
cosa  juzgada  y  para  el  efecto  pidió  que  se  tu- 
vieran como  prueba  las  dos  certificaciones 
de  l^s  sentencias  de  primera  y  segunda  ins- 
tancia dictadas  en  el  juicio  ordinario  que  dió 
origen  al  nuevo  procedimiento.  El  término 
probatorio  venció  sin  haberse  recibido  la 
prueba  de  expertos,  por  lo  que  el  actor  pi- 
dió que  para  mejor  fallar  se  mandara  prac- 
ticar dicha  prueba,  pero  el  Juez,  sin  acceder 
a  lo  pedido,  dictó  sentencia  el  seis  de  marzo 
del  año  en  curso,  en  que  por  falta  de  prueba 
absuelve  a  Ernesto  Polanco  Gradeja,  Benja- 
mín y  Lauro  Morales  Bonilla,  de  la  demanda 
ordinaria  que  les  entabló  Buenaventura  Mo- 
rales Bonilla,  sin  especial  condenación  en  cos- 
tas. 
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RESULTA: 

Apelada  la  sentencia,  la  Sala  dictó  auto  pa- 
ra mejor  fallar  mandando  que  dentro  del 
término  de  quince  días  se  practicara  la  prue- 
ba de  expertos  por  las  personas  ya  designa- 
das por  las  partes,  señores  Antonio  Marroquín 
Donado  y  Emilio  Solís,  y  en  su  caso,  por  el 
tercero  en  discordia  Bachiller  Licinio  Sando- 
val,  para  cuyo  efecto  mandó  librar  despacho 
al  Juez  de  la.  Instancia  de  Jalapa.  Recibido 
el  despacho  en  el  Juzgado,  se  hizo  saber  el 
nombramiento  a  los  expertos  y  estando  de 
acuerdo  el  Juez  con  los  puntos  indicados  por 
el  actor  en  el  memorial  de  quince  de  eneio, 
anteriormente  mencionado,  declaró  que  el  dic- 
tamen de  los  expertos  debía  versar  sobre  di- 
chos puntos,  de  lo  cual  las  partes  fueron  de- 
bidamente notificadas  sin  haber  hecho  obje- 
ción alguna.  Los  expertos  presentaron  sus 
respectivos  dictámenes,  siendo  la  conclusión 
del  primero  que  la  quinta  parte  de  todo  ol 
capital  es  de  mil  cuatrocientos  treinta  y  sei.s 
quetzales  y  la  cuarta  parte  de  esta  quinta 
parte,  de  trescientos  cincuenta  y  nueve  quet- 
zales; el  segundo,  que  la  quinta  parte  de  la 
mortual  es  de  doscientos  cincuenta  y  tres 
quetzales  cincuenta  y  siete  centavos,  y  la  cuar- 
ta parte  de  esta  quinta  parte,  setenta  y  tres 
quetzales  treinta  y  nueve  centavos.  El  tei-- 
cero  en  discordia  manifestó:  que  basado  en 
el  avalúo  practicado  por  el  señor  Humberto 
Guzmán  Canjura,  que  montó  a  seis  mil  cua- 
trocientos sesenta  quetzales,  el  exceso  que 
tiene  cada  heredero,  que  debe  devolver  al 
heredero  preterido  es  de  trescientos  veinti- 
trés quetzales  cada  uno;  que  dividiendo  en 
cuatro  partes  la  parte  que  correspondía  a 
José  Luis  Morales  Bonilla,  asciende  a  cuatro- 
cientos seis  quetzales,  que  es  la  que  debe  en- 
tregarse a  Buenaventura  Morales  en  repre- 
sentación de  su  padre;  y  que  sumadas  las  dos 
cantidades  o  .sean  mil  seiscientos  veinticua- 
tro quetzales  que  le  corresponden  en  'la  he- 
rencia de  doña  Virginia  y  la  suma  última- 
mente mencionada,  dan  un  total  de  dos  mil 
treinta  quetzales.  El  señor  Polanco  Grajeda 
objetó  el  juicio  de  expertos  por  no  estar  de 
acuerdo  con  la  ley  y  porque  el  experto  que 
se  designó  por  parte  de  los  demandados  no 
era  el  designado  por  cada  uno  de  éstos  sino 
únicamente  el  que  él  propuso. 

La  Sala  dictó  sentencia  el  veintidós:  de  agos- 
to próximo  pasado,  y  considera:  que  el  obje- 
to primordial  de  esto  segundo  juicio,  fué  de- 
terminar por  medio  de  expertos  la  parte  do! 
valor  de  los  bienes  de  las  herencias  intesta- 
das de  doña  Virginia  Bonilla  viuda  do  Mora- 
les y  de  don  José  Luis  Morales  Bonilla,  que 
cada  uno  de  los  demandados  están  obligados 
a  devolver  al  actor,  consistentes  en  un  quin- 


to de  la  primera  partición  y  en  un  cuarto  de 
la  segunda  herencia,  para  cuyo  efecto  tuvo  a 
la  vista  los  dictámenes  que  emitieron  los  e.x- 
pertos  designados  al  efecto;  que  debe  des- 
cartarse el  dictamen  del  experto  señor  Solís 
por  haber  tornado  como  base  para  su  cálcu- 
lo el  monto  a  que  ascendieron  las  particiones 
notariales  y  no  el  justiprecio  de  los  bienes 
de  la  mortual,  como  fué  pedido  en  la  deman- 
da, quedando  entonces,  apreciables.  los  dic- 
támenes del  experto  señor  Martínez  Donado 
y  tercera  señor  Sandoval,  quienes  están  de 
acuerdo,  pues  ambos  tomaron  como  base  el 
avalúo  del  señor  Humberto  Guzmán  Canjura 
y  tratándose  de  una  operación  matemática, 
es  indudable  que  la  quinta  y  la  cuarta  parte 
de  una  quinta  tenía  que  darles  el  mismo  re- 
sultado, salvo  un  error  manifiesto  en  que  in- 
currió el  tercero  dirimente.  Que  en  conse- 
cuencia, habiendo  sido  valorados  los  bienes 
de  la  mortual  en  la  cantidad  de  siete  mil 
ciento  ochenta  quetzales,  la  quinta  parte  o 
.sea  la  suma  de  mil  cuatrocientos  treinta  y 
seis  quetzales,  los  demandados  deben  devol- 
ver a  Buenaventura  Morales,  así  como  la 
cuarta  parte  de  la  quinta  parte  que  había 
heredado  José  Luís  Morales,  en  la  siguiente 
proporción:  Benjamín  Morales,  trescientos 
cincuenta  y  nueve  quetzales;  Lauro  Morales, 
trescientos  cincuenta  y  nueve  quetzales;  y 
Ernesto  Polanco  Grajeda,  heredero  de  su  es- 
posa María  del  Pilar  Morales,  mil  setenta  y 
siete  quetzales,  cantidad  mayor  en  virtud  de 
la  cesión  de  derechos  hereditarios  que  a  su 
mencionada  esposa  hicieron  sus  hermanos 
Benjamín  y  Lauro,  diciéndose  únicos  herede- 
ros de  su  hermano  José  Luis  Morales,  en 
cuyo  sentido  quedó  revocada  la  sentencia  de 
primera  instancia. 

El  señor  Polanco  Grajeda,  con  auxilio  del 
abogado  don  José  Luis  Rosales  Paredes,  in- 
trodujo recurso  de  casación  por  violación  do 
ley,  citando  los  artículos  84,  93,  94,  186,  187. 
190.  192,  237  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial;  376.  379,  380,  381,  384  del  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  y  1029 
del  Código  Civil. 

CONSIDERANDO: 

El  articulo  84  de  la  Ley  Constitutiva  del 
''odor  Judicial  preceptúa  que  los  Tribunales 
Civiles  no  podrán  ejercer  su  ministerio  sino 
a  petición  de  parte;  y  de  oficio  cuando  la 
loy  lo  ordene  expresamente  y  cuando  ya  en- 
tablado el  juicio,  no  sea  indispensable  la  so- 
licitud de  parte  para  su  pronta  terminación. 
El  recurrente  estima  que  este  articulo  fué 
violado  por  la  Sala,  al  disponer  en  auto  para 
mejor  fallar,  la  práctica  de  la  prueba  de  ex- 
pertos, que  no  pudo  llevarse  a  cabo  en  pri- 
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mera  instancia;  pero  la  cita  que  se  hace  es 
improcedente,  ya  que  el  Tribunal  no  proce- 
dió de  oficio,  sino  a  solicitud  de  parte  y  en 
ejercicio  de  la  facultad  que  le  otorga  el  inciso 
lo.  subinciso  b)  del  articulo  91  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial.  Los  artículos 
93  y  94  de  la  misma  Ley  Constitutiva,  se  re- 
fieren a  formalidades  judiciales,  y  por  lo 
tanto,  no  dan  lugar  al  recurso  de  casación, 
aunque  se  hubieren  infringido.  Asi  mismo, 
los  artículos  186,  187,  190  y  192  de  la  repe- 
tida Ley,  y  376,  379,  380  y  381  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  no  dan  lu- 
gar a  recurso  de  casación  por  referirse  a 
formalidades  que  deben  observarse  para  el 
nombramiento  de  expertos  y  sustanciación  de 
la  prueba,  y  aun  cuando  el  recurrente  ha  ale- 
gado vicios  que  estima  sustanciales  parg  ne- 
gar, validéz  al  dictamen  de  los  expertos,  debe 
tenerse  en  cuenta  que  el  recurso  está  inter- 
puesto únicamente  por  violación  de  ley  y  no 
por  quebrantamiento  de  forma,  lo  que  impide 
toda  apreciación  sobre  el  particular.  El  ar- 
tículo 237  de  la  misma  Ley  Constitutiva  de- 
clara -cuando  hay  cosa  juzgada,  y  se  cita 
porque  antes  del  juicio  que  motiva  este  re- 
curso, se  siguió  otro  relativo  al  mismo  asun- 
to entre  las  mismas  partes;  pero  no  le  asiste 
la  razón  al  señor  Polanco  Grajeda,  pues  aun- 
que es  cierto  que  dicho  juicio  se  seguió  has- 
ta sentencia,  no  quedó  decidida  la  cuestión 
que  motivó  la  segunda  demanda,  sino  al  con- 
trario, aplazada  por  decisión  de  la  Sala  sen- 
tenciadora para  un  segundo  juicio  de  exper- 
tos, lo  que  determinó  al  señor  Morales  a  in- 
terponer una  nueva  demanda. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  artículo  284  del  Código  de  Enjui- 
ciamiento Civil  y  Mercantil  se  encuantra  le- 
galmente aplicado  en  la  sentencia  recurrida, 
toda  vez  que  el  dictamen  de  dos  expertos  sir- 
ve de  base  a  la  Sala  para  declarar  las  can- 
tidades que  los  tres  demandados  deben  de- 
volver a  su  coheredero;  las  cuales  deben  ser 
como  dice  la  sentencia,  una  quinta  parte  del 
total  de  la  herencia  de  la  señora  Bonilla  de 
Morales  y  una  cuarta  parte  de  un  quinto,  ope- 
raciones que  no  presentan  dificultad  alguna 
teniendo  la  base  del  justiprecio  de  los  bienes 
como  la  tuvieron  los  expertos  aceptados  en 
el  fallo. 

Por  último,  el  artículo  1029  del  Código  Ci- 
cil  establece  que  la  partición  será  anulable 
si  se  hubiere  hecho  con  preterición  de  alguna 
persona  que  haya  tenido  título  para  heredar 
en  el  momento  de  abrirse  la  sucesión;  pero 
sólo  en  el  caso  que  hubiere  mediado  dolo  ;> 
mala  fe  por  parte  de  sus  coherederos;  y  si 
el  título  para  la  herencia  intestada  se  ad- 


quiere con  posterioridad  a  la  partición,  ésta 
no  se  rescindirá,  pero  el  preterido  tendrá  de- 
recho a  la  parte  del  valor  de  los  bienes  que 
le  corresponderían,  determinándose  su  valor 
'en  juicio  de  expertos.  Estando  la  sentencia 
d£  acuerdo  con  el  artículo  citado,  por  ha- 
berse demostrado  plenamente  la  preterición 
del  heredero  señor  Morales,  en  las  herencias 
de  su  abuela  y  de  su  tío,  no  es  cierta  la  vio- 
lación de  dicho  precepto  legal  que  denuncia 
el  recurrente. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  las  leyes  citadas  y  de  lo  dispuesto  en  los 
artículos  510,  512,  519  y  521  del  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  DESES- 
TIMA el  recurso  de  casación  interpuesto  y 
condena  a  la  parte  que  lo  interpuso  a  la  pe- 
na de  treinta  quetzales  de  multa  o  igual  nú- 
mero de  días  de  prisión  simple  en  caso  de  in- 
solvencia. Notifiquese,  devuélvanse  los  ante- 
cedentes al  Tribunal  de  su  origen  con  certi- 
ficación de  lo  resuelto  y  repóngase  el  papel 
de  acuerdo  con  lo  que  determina  el  artículo 
veintisiete  (27)  del  Decreto  Legislativo  núme- 
ro dos  mil  nueve  (2009). 

Raf  Ordóñez  SoUs.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodri- 
gues. —  Federico  O.  Salazar.  —  Max  García 
R.  Secretario. 


CIVIL 

JUICIO  ordinario  seguido  por  Irene  Oliveros 
Molina  de  Peyré  contra  Ramón  González 
Schaeffer,  Ramiro  Samayoa  Rueda  y  El 
Crédito  Hipotecario  Nacional. 

DOCTRINA:  Siendo  la  servidumbre  de  acue- 
ducto, el  medio  de  transporte  de  las  agua.t, 
para  la  finca  donde  termina,  a  ésta  .per- 
tenecen las  aguas  en  su  totalidad,  mientras 
no  se  demuestre  lo  contrario. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  tres 
de  diciembre  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación,  se 
examina  la  sentencia  que  dictó  la  Sala  Se- 
gunda de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  veinti- 
séis de  Junio  del  año  en  curso,  en  el  juicia 
ordinario  seguido  por  doña  Irene  Oliveros 
Molina  de  Peyré  contra  don  Ramón  Gonzá- 
lez Schaeffer,  Ramiro  Samayoa  Rueda  y  el 
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Crédito  Hipotecario  Nacional,  sobre  que  se 
declare  que  desde  el  veinte  de  Julio  del  año 
mil  novecientos,  corresponde  a  la  finca  San 
iVíctor,  de  la  propiedad  de  la  señora  Oliveros 
Molina  de  Peyré,  el  dominio  pleno  del  acue- 
ducto que  desde  la  finca  San  Gregorio,  lleva 
agua  de  los  ríos  Ceniza  y  Platanares  a  la  fin- 
ca San  Víctor,  pasando  por  la  finca  La  Pro- 
videncia; y  que  la  misma  señora  es  dueña 
del  agua  que  corre  por  tal  acueducto,  debien- 
do restituir  el  demandado,  la  totalidad  de  esa 
agua,  que  indebidamente  se  ha  apropiado. 
Comprende  la  demanda,  así  mismo,  la  ins- 
cripción de  la  servidumbre  de  acueducto  so- 
bre el  predio  sirviente,  que  es  la  finca  La 
Providencia,  y  la  condena  al  pago  de  las  cos- 
tas, daños  y  perjuicios  causados.  Por  esa 
sentencia,  la  Sala  confirma  la  del  Juez  de 
Primera  Instancia  de  Escuintla,  del  diecisiete 
de  enero  del  corriente  año,  que  declara:  lo., 
que  doña  Irene  Oliveros  Molina  de  Peyré,  co- 
mo dueña  de  la  finca  San  Víctor,  inscrita  ba- 
jo el  número  mil  novecientos  noventa  y  cua- 
tro (1994),  folio  ciento  setenta  y  seis  (176), 
del  libro  treinta  (30)  de  Escuintla,  que  se 
formó  por  la  reunión  de  otras  fincas,  adqui- 
rió por  perscripción,  con  respecto  a  la  finca 
La  Providencia,  el  dominio  sobre  el  acueduc- 
to por  donde  pasan  las  aguas  captadas  de  los 
ríos  Ceniza  y  Platanares,  en  la  finca  San 
Gregorio  y  van  a  la  finca  San  Víctor,  cuyo 
acueducto  se  denomina  Toma  San  Víctor,  que 
atraviesa  la  finca  La  Providencia,  registrada 
a  favor  de  Ramón  González  Schaeffer.  bajo 
el  número  mil  quienientos  .sesenta  (1560),  fo- 
lio siete  (7),  del  libro  veintisiete  (27)  de  Es- 
cuintla; 2a.,  que  la  misma  señora  Oliveros 
Molina  de  Peyré,  tiene  sobre  el  referido  acue- 
ducto, los  derechos  que  le  confiere  el  artícu- 
lo 575  del  Decreto  Legislativo  1932  y  el  de 
aprovechamiento  de  las  aguas  que  capta  en 
los  ríos  Ceniza  y  Platanares,  sujeto  a  las 
leyes  de  la  materia,  especialmente  lo  que  esta- 
tuye el  capítulo  III,  Título  IV,  Libro  II,  del 
Decreto  Legislativo  citado;  3o.,  que  el  do- 
minio sobre  el  acueducto,  en  la  parte  que 
atraviesa  la  finca  La  Providencia,  del  señor 
González  Schaeffer,  debe  registrarse  sobre  la 
finca  número  mil  quinientos  sesenta  (1560), 
folio  siete  (7)  del  libro  veintisiete  (27)  de 
Escuintla,  como  predio  sirviente  a  favor  de 
la  finca  San  Víctor,  de  la  señora  Oliveros  Mo- 
lina de  Peyré;  4o.,  que  por  no  haberse  per- 
feccionado la  prescripción  en  que  funda  svi 
excepción  el  demandado,  es  improcedente;  y 
5o.,  que  no  hace  especial  condenación  en 
costas,  la  confirma,  quedando  en  los  térmi- 
nos siguientes:  a),  que  doña  Irene  Oliveros 
Molina  de  Peyré,  como  dueña  de  la  finca  San 
Víctor,  tiene  dominio  pleno  sobre  el  acue- 
ducto que  pasa  por  la  finca  La  Pro"idenci<i 


y  lleva  agua  de  los  ríos  Ceniza  y  Platanare.'?, 
desde  la  finca  San  Gregorio  hasta  la  finca 
San  Víctor,  perteneciéndole  tal  acueducto  con 
todos  los  derechos  reconocidos  por  el  artícu- 
lo 575  del  Decreto  Legislativo  1932;  b),  que 
este  dominio  pleno  le  corresponde  a  la  finca 
San  Víctor,  desde  el  veinte  de  Julio  de  mil 
novecientos,  tanto  por  ministerio  de  la  ley, 
como  por  prescripción  positiva;  c),  que  doña 
Irene  Oliveros  Molina  de  Peyré,  es  única  due- 
ña del  agua  que  corre  por  el  mencionado 
acueducto  y,  de  consiguiente,  el  señor  Ramón 
González  Schaeffer  debe  restituir  la  totali- 
dad del  agua  que  capta  en  la  mencionada  to- 
ma; d),  que  esta  servidumbre  de  paso  de 
acueducto,  se  debe  inscribir  en  el  Registro  de 
la  Propiedad  Inmueble,  sobre  el  predio  sir- 
viente, que  es  la  finca  rústica  La  Providen- 
cia, inscrita  al  número  mil  quinientos  sesen- 
ta (1560),  folio  séptimo  (7o.),  del  libro  vein- 
tisiete (27)  de  Escuintla,  a  favor  de  la  finca 
rústica  San  Víctor,  inscrita  al  número  ciento 
ochenta  y  tres  (83),  folio  doscientos  treinta 
y  seis  (236),  del  libro  segundo  (2o.),  que  pasó 
al  folio  treinta  y  nueve  (39),  del  libro  octa- 
vo (8o.)  de  Escuintla;  e),  desestima  la  ex- 
cepción de  prescripción  que  interpuso  el  de- 
mandado; f),  absuelve  al  señor  González 
Schaeffer,  de  los  daños  y  perjuicios  y  pago 
de  costas;  y  g),  revoca  la  sentencia  de  prime- 
ra instancia  en  lo  que  se  refiere  a  la  condena 
de  la  señora  Oliveros  Molina  de  Peyré,  al  pa- 
go de  la  indemnización  por  el  paso  del  acue- 
ducto. Contra  este  último  fallo,  interpuso  el 
señor  González  Schaeffer  recurso  extraordi- 
nario de  casación,  con  auxilio  del  abogado 
Juan  Córdova  Cerna,  por  violación  de  ley. 
aplicación  indebida  e  interpretación  errónea 
de  la  misma,  así  como  por  haber  habido  error 
de  hecho  y  derecho  en  la  apreciación  ■  de  las 
pruebas,  citando  como  violados  los  articules 
516,  517,  519  inciso  4o..  520,  525,  629,  630, 
632.  641.  644,  645,  649.  650,  1189,  1190,  1193, 
1195,  1200  fracción  la.,  1203.  1204,  1218, 
1220,  1221.  1226,  1227,  1228,  1233,  1286.  1287, 
1288,  1291,  1300  y  1303  del  Código  Civil  de 
1877  (Decreto  Gubernativo  175);  215,  215, 
217.  224,  225.  fracción  la.,  247  del  Decreto 
Gubernativo  272;  407,  479,  480,  484,  485,  486, 
487,  489,  490,  493  inciso  7o.,  495,  496,  556, 
557,  558.  561  inciso  lo.,  575,  588,  591,  592,  59.), 
598  inciso  3o..  659,  666,  668.  670.  671,  681 
inciso  2o.,  1038,  1039,  1040,  1051.  1052,  1053. 
1054,  1055,  1056,  1076.  1084.  1093  incisos  lo. 
y  2o.,  1106,  1114  y  1116  del  Decreto  Legisla- 
tivo 1932;  1425  y  1498  del  Código  Civil  de 
1877  (Decreto  Gubernativo  175);  259,  282. 
288,  274,  374,  384,  386.  388,  389,  396  incisos 
4o.,  5o.,  y  7o.,  391,  427,  428,  430,  431  y  433 
del  Decreto  Legislativo  2009;  II,  IV,  IX,  250 
incisos  5o.  y  7o.  del  Decreto  Gubernativo  1862. 
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Estando  en  tiempo,  se  admitió  el  recurso. 

En  el  juicio  aparece:  que  el  veintiuno  de 
Junio  del  año  próximo  pasado,  se  presentó 
al  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  departa- 
mento de  Escuintla,  el  señor  Carlos  Peyré 
Oliveros,  en  concepto  de  apoderado  de  doña 
Irene  Oliveros  Molina  de  Peyré,  manifestan- 
do: que  el  tres  de  Junio  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cinco,  en  escritura  autorizada  por 
el  Licenciado  Fracisco  Fajardo,  el  señor  Ni- 
colás Arrióla,  propietario  de  la  finca  San 
Gregorio,  del  municipio  de  Siquinalá,  de  aquel 
departamento,  vendió  a  don  Rafael  G.  Moli- 
na, causahabiente  de  su  poderdante,  el  agua 
de  una  toma  que  salía  de  los  ríos  Ceniza  y  Pla- 
tanares, de  la  propiedad  de  la  finca  San  Gre- 
gorio, para  que  el  comprador  usara  el  líquido 
y  el  cauce  por  donde  corría  para  los  traba- 
jos agrícolas  de  la  finca  San  Víctor,  obligán- 
dose a  no  disminuir  el  agua;  y  constituyó 
servidumbre  de  paso  de  acueducto.  Desde 
entonces,  hacía  cuarenta  y  cuatro  años,  el 
señor  Molina  fué  dueño  de  esos  derechos  rea- 
les, gozó  de  la  propiedad  del  líquido  para  su 
finca  San  Víctor  y  del  paso  del  acueducto  por 
todos  los  predios  intermedios,  apareciendo 
inscrita  la  servidumbre  sobre  los  predios  do- 
minante y  sirviente,  respectivamente,  así:  nú- 
mero ciento  ochenta  y  tres  (183),  folio  dos- 
cientos treinta  y  seis  (236),  del  libro  octavo 
(8o.)  de  Escuintla;  y  ciento  noventa  y  ocho 
(198),  folio  ciento  veinticuatro  (124),  del  li- 
bro sexto  (6o.)  de  Escuintla,  inscribiéndose 
en  la  primera  finca  como  servidumbre  acti- 
va de  agua  y  sobre  la  segunda,  como  servi- 
dumbre de  paso.  Que  desde  el  veinte  de  Ju- 
lio de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  el  se- 
ñor Molina  dispuso,  como  dueño  y  poseedor  del 
agua  de  esa  toma,  para  riegos  de  la  finca  San 
Víctor  y  del  paso  del  acueducto  por  los  pre- 
dios intermedios,  adquiriendo  derecho  real  do 
servidumbre  sobre  los  mismos  predios,  en  vir- 
tud de  la  ley,  de  la  posesión  y  de  la  prescrip- 
ción corrida  desde  la  fecha  indicada,  o  sea 
cinco  años  después  de  gozar  la  servidumbre 
f,ín  protesta  por  parte  de  los  dueños,  que  la 
sufrití'on  durante  ese  tiempo.  Entre  los 
predios  intermedios  está  la  finca  La  Pro- 
videncia, inscrita  bajo  el  número  mil  quinien- 
tos sesenta  (1560),  folio  siete  (7),  del  libro 
veintisiete  (27)  de  Escuintla,  que  se  formó 
por  la  fusión  de  varias  parcelas  que,  en  aque- 
lla época,  pertenecían  a  don  Andrés  Dardón 
M.  y  esta  finca  soportó  la  servidumbre  en  una 
longitud  de  mil  trescientos  cincuenta  y  cuatro 
metros,  más  o  menos,  o  lo  que  es  lo  mismo, 
quinientos,  ochenta  y  cinco  metros  antes  de 
llegar  a  la  carretera  Siquinalá-Escuintla,  por 
San  Andrés  Osuna  y  setecientos  sesenta  y 
ocho  metros,  más  o  menos,  del  límite  sur 
de  la  finca  El  Peñón,  hasta  el  límite  de  la 


finca  La  Providencia,  en  la  parte  sur.  El 
acueducto  es  de  acequia  descubierta,  por  no 
ser  peligroso  por  su  profundidad  y  situación, 
excepto  por  donde  atraviesa  carreteras,  que 
está  cubierto  por  un  puente  y  tiene  una  an- 
chura que  varía  de  dos  metros  y  medio  a 
cinco,  siendo  su  curso  variable.  El  primer 
dueño  de  La  Providencia,  señor  Dardón  M., 
dejó  correr  el  agua  durante  veinticinco  años, 
sin  hacer  ninguna  protesta  ni  pedir  indem- 
nización y  lo  mismo  hicieron  los  dueños  sub- 
siguientes, exceptuando  al  señor  Ramón  Gon- 
zález Schaeffer,  último  propietario  de  la  fin- 
ca, que  la  adquirió  el  primero  de  diciembre 
de  mil  novecientos  treinta  y  seis,  y  cuando  ya 
había  pasado  un  año,  comenzó  a  tomarse  el 
agua  a  hurtadillas  y  lo  continuó  haciendo,  no 
obstante  las  quejas  de  su  poderdante,  hasta 
que,  en  el  mes  de  diciembre  del  año  mil  no- 
vecientos treinta  y  ocho  se  atrevió,  por  sí  y 
ante  sí,  a  destapar  la  bocatoma  de  los  ríos 
Ceniza  y  Platanares  para  que  corriera  el 
agua  y  despojar  de  esta  manera  a  los  due- 
ños de  la  mayor  parte  de  ella.  Para  corre- 
gir estas  transgresiones,  demandaba  al  señor 
González  Schaeffer,  a  fin  de  que  se  declara- 
ra: a),  que  su  poderdante  tiene  dominio  ple- 
no sobre  el  acueducto  que  conduce  agua  de 
ios  ríos  Ceniza  y  Platanares,  de  la  finca  San 
Gregorio,  a  la  finca  San  Víctor,  pasando  por 
La  Providencia;  b),  que  a  la  señora  Olive- 
ros Molina  de  Peyré,  le  pertenece  en  propie- 
dad el  acueducto  con  todos  los  derechos  que 
reconoce  el  artículo  575  del  Decreto  Legisla- 
fivo  1932;  c),  que  el  dominio  pleno  de  los  de- 
rechos reales  relacionados,  pertenece  a  la  fin- 
ca San  Víctor,  desde  el  veinte  de  Julio  de  mil 
novecientos,  que  fueron  adquiridos  por  el 
causahabi.ente  de  la  mencionada  señora  Oli- 
veros Molina  de  Peyré,  señor  Rafael  G.  Mo- 
lina, tanto  por  tratarse  de  una  servidumbre 
legal  y  forzosa,  como  porque  el  gravamen 
del  predio  sirviente,  correlativo  a  los  dere- 
chos del  dominante,  se  consumó  después  de 
cinco  años  de  gozar  la  posesión;  d),  que  la 
señora  Oliveros  Molina  de  Peyré,  es  dueña 
del  agua  que  corre  por  el  acueducto  y,  do 
consiguiente,  el  señor  Ramón  González 
Schaefer  debe  restituir  la  totalidad  del  agua 
que  corre  por  el  referido  acueducto,  de  la 
que  se  ha  apropiado  indebidamente;  e),  que 
se  debe  inscribir  en  el  Registro  de  Inmue- 
bles sobre  la  finca  La  Providencia,  la  servi- 
dumbre de  acueducto,  a  favor  de  la  finca  San 
Víctor;  y  f),  que  estaba  obligado  a  pagar  las 
costas,  daños  y  perjuicios  causados  por  el 
damandado,  a  la  señora  Peyré. 

A  la  demanda  acompañó  los  documentos 
siguientes:  a),  escritura  de  fecha  tres  de  Ju- 
nio de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  au- 
torizada por  el  Licenciado  Francisco  Fajar- 
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do,  en  la  cual  consta  que  comparecieron  Pe- 
dro Arrióla,  en  carácter  de  apoderado  de  su 
padre  Nicolás  del  mismo  apellido  y  Rafael 
G.  Molina,  manifestando  el  primero:  que  su 
padre  y  poderdante  era  dueño  de  la  finca 
San  Gregorio,  en  la  que,  en  uno  de  sus  lími- 
tes, existe  una  toma  que  conduce  las  aguas 
de  los  ríos  Ceniza  y  Platanares,  siguiendo 
por  el  cauce  antiguo  y  natural  hasta  la  finca 
próxima  y  que  de  esa  toma  y  cauce  que  su 
padre  había  hecho  uso  como  legítimo  dueño, 
lo  cedía  y  enajenaba  al  señor  Molina,  quien 
para  su  uso  podía  hacer  todos  los  trabajos 
necesarios,  sin  necesidad  de  permiso  previo, 
y  transitar  sin  ningún  obstáculo,  cuando  tu- 
viera que  hacer  reparaciones,  recibiendo  en 
cambio,  como  precio  de  la  enajenación,  la 
guma  de  doscientos  cincuenta  pesos  plata; 
b),  testimonio  de  lá  escritura  pública  del 
poder  otorgado  por  la  señora  Oliveros  Molina 
de  Peyré,  a  favor  del  señor  Carlos  Peyré 
Oliveros,  debidamente  registrado;  c),  un 
croquis  explicativo  de  los  puntos  de  la  finca 
La  Providencia,  por  donde  pasa  el  acueduc- 
to. 

Contestando  la  demanda,  el  señor  Gonzá- 
lez Schaeffer,  manifestó:  que  en  escritura 
autorizada  por  el  Licenciado  Maximiliano 
Cifuentes  Monzón,  compró  a  Ramiro  Sama- 
yoa  Rueda,  la  finca  La  Providencia,  en  la 
suma  de  veintiún  mil  quetzales,  que  era  la 
cantidad  que  su  vendedor  debía  al  Crédito 
Nacional  de  Guatemala,  y  al  hacer  la  compra 
revisó  el  Registro  y  se  enteró  que  no  sopor- 
taba ningún  gravamen,  siendo  ésta  la  razón 
por  la  cual  llevó  a  cabo  el  negocio.  La  finca 
la  había  adquirido  a  su  vez,  su  vendedor,  el 
veintisiete  de  mayo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cinco,  haciéndose  constar  que  la  venta 
era  libre  de  todo  gravamen,  excepto  la  hipo- 
teca, que  en  el  mismo  contrato  se  constitu- 
yó, pudiendo  el  comprador  pagar  el  precio 
en  el  plazo  de  veinte  años.  Cuando  recorrió 
la  finca,  vió  que  gozaba  del  agua  que  corría 
por  una  toma,  que  tenía  su  origen  en  la  finca 
San  Gregorio  y  como  la  finca  se  destinaba 
al  cultivo  de  caña  de  azúcar,  desde  hacía  co- 
íno  cuarenta  años,  para  el  riego  de  los  caña- 
les, se  había  aprovechado  el  agua  de  esa  to- 
ma por  los  dueños  anteriores:  Andrés  Dar- 
dón,  el  Crédito  Hipotecario  Nacional,  José 
Víctor  Dardón  Guzmán  y  don  Ramiro  Sama- 
yoa  Rueda,  sin  que  nadie  hubiera  intentado 
privarlos  de  este  derecho.  Sin  embargo,  los 
hermanos  Peyré  Oliveros,  hijos  de  doña  Ire- 
ne Oliveros  Molina  de  Peyré,  trataron  de  des- 
pojarlo del  uso  del  agua,  acudiendo  a  la  Je- 
fatura Política  de  Escuintla,  afortunada- 
mente sin  resultado  favorable  a  ellos,  porque 
con  presencia  de  sus  razones  y  el  informe 
que  emitiera  la  Municipalidad  de  Siquinalá, 


no  accedió  a  su  petición.  No  es  verdad  que 
la  servidumbre  de  paso  de  acueducto,  la  ha- 
ya adquirido  la  finca  San  Víctor  por  el  trans- 
curso de  cinco  años,  sin  reclamo  de  parte  de 
los  propietarios  de  las  fincas  por  donde  pa- 
sa, puesto  que  los  propietarios  de  la  finca 
La  Providencia,  no  iban  a  permitir  que  ex- 
traños penetraran  a  ella  para  hacer  un  acue- 
ducto, que  de  la  finca  San  Gregorio  llevaia 
el  agua  a  San  Víctor.  Lo  ocurrido  fué  que 
tal  acueducto  ya  existía,  por  él  pasaba  el 
agua  de  los  ríos  Ceniza  y  Platanares,  pero 
se  aprovechaba  en  el  riego  de  las  plantaciones 
de  la  finca  La  Providencia;  y  no  fué  cons- 
truido sino  que  es  un  acueducto  natural  en 
los  terrenos,  aprovechando  quebradas  del 
mismo  origen  natural.  Y  en  el  caso  de  que 
los  hechos  referidos  por  la  demandante,  fue- 
ran ciertos,  la  finca  La  Providencia  adqui- 
rió el  derecho  para  aprovechar  el  agua  por 
atravesar  sus  terrenos,  por  prescripción,  pues, 
la  había  usado  desde  hacía  cuarenta  años. 
Si  la  señora  de  Peyré,  se  basa  en  la  prescrip- 
ción para  pretender  obtener  la  servidumbre, 
también  la  finca  La  Providencia  adquirió  el 
mismo  derecho,  por  la  misma  causa,  para 
aprovechar  el  agua  al  transcurrir  cinco  años, 
ya  que  se  trata  de  servidumbres  aparentes  y 
continuas.  Terminó  manifestando  que  nega- 
ba la  demanda  y  a  la  vez  interponía  la  ex- 
cepción de  prescripción  positiva,  por  haber 
aprovechado  el  agua  la  finca  La  Providencia 
durante  un  término  mayor  de  cuarenta 
años.  Pidió  que  fueran  citados  al  jui- 
cio los  señores  Ramiro  Samayoa  Rueda  y  el 
Crédito  Hipotecario  Nacional,  en  defensa  de 
las  responsabilidades  y  obligaciones  que  pu- 
dieran derivarse  de  las  acciones  promovidas 
contra  él.  Como  prueba  ofreció  testimonios 
de  las  escrituras  de  compra-venta  de  la  fin- 
ca La  Providencia,  otorgadas  por  el  Crédito 
Hipotecario  Nacional  a  favor  de  Samayoa 
Rueda  y  por  éste  a  su  favor;  certificaciones 
del  Registro  de  las  inscripciones  de  dominio  y 
gravámenes  de  las  fincas  San  Víctor  y  La  Pro- 
videncia; certificaciones  de  los  expedientes 
seguidos  ante  la  Jefatura  Política  de  Escuin- 
tla y  el  informe  de  la  Municipalidad  de  Si- 
quinalá; inspecciones  oculares,  prueba  de  ex- 
pertos, etc.,  etc. 

Se  tuvo  por  contestada  en  sentido  negativo;' 
Por  interpuesta  la  excepción  de  prescripción; 
y  se  mandó  oír  por  veinticuatro  horas  al  Pre- 
.sidcnte  del  Crédito  Hipotecario  Nacional  y  a 
don  José  Ramiro  Samayoa  Rueda. 

Durante  el  término  probatorio,  la  parte  ac- 
tora  rindió  las  pruebas  siguientes:  a),  posi- 
ciones absueltas  por  el  señor  González  Schaef- 
fer, quien  ratificó  su  escrito  de  contestación 
a  la  demanda  y  declaró  que  Samayoa  Rueda 
fué  casado  ron  su  hermana  y  después  envin- 
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dó;  que  conopía  la  finca  La  Providencia  antes 
de  comprarla  y  deste  entonces  ya  la  atrave- 
saba la  toma  de  la  finca  San  Víctor,  con  poco 
volumen  de  agua;  •  esa  toma  entra  a  la  finca 
La  Providencia,  luego  penetra  a  otros  terre- 
nos, hasta  llegar  a  San  Victor.  La  finca  La 
Providencia  tiene  toma  propia,  que  sale  del 
río  Mázate  y  a  la  vez  aprovecha  las  aguas  que 
pasan  por  la  toma  que  va  a  San  Víctor;  que 
no  ha  ofrecido  contribuir  con  mozos  para  re- 
parar esa  toma  en  la  finca  San  Gregorio,  a 
cambio  de  poder  tomar  agua  de  lamencio- 
nada  toma.  Reconoció  la  carta  de  fecha  vein- 
tisiete de  noviembre  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  seis,  que  dirigió  a  Carlos  Peyré,  a  San 
Víctor,  ofreciendo  ponerse  de  acuerdo  con  él 
para  los  trabajos  que  iban  a  comenzar,  de 
construcción  de  una  presa  en  el  río  Ceniza; 
y  a  la  vez  le  pregunta  que  cuándo  puede  man- 
darle los  mozos  para  esos  trabajos;  diciéndole 
al  mismo  tiempo,  que  como  la  finca  La  Pro- 
videncia está  cerca  del  sitio  del  trabajo,  en 
ella  podían  encontrar  "cositas"  que  hicieran 
falta  y  que  con  el  mayor  gusto  estarían  a 
disposición  de  Peyré.  b).  Declaraciones  de 
los  testigos  José  Victoriano  Guzmán  Dardón 
y  Francisco  Antonio  Dardón  Guzmán, 
quienes  dijeron,  el  primero:  que  le  consta 
que  don  Rafael  G.  Molina  gozó  de  la  toma 
de  agua  que  sale  de  la  finca  San  Gregorio, 
pasa  por  El  Peñón  y  La  Providencia,  hasta 
llegar  a  la  finca  San  Víctor,  lo  que  sabe  des- 
de que  tiene  uso  de  razón  y  porque  se  lo  re- 
firió su  padre,  siendo  el  señor  Molina  quien 
hacía  las  reparaciones  del  acueducto,  sin  que 
nadie  se  lo  impidiera;  que  el  declarante  fué 
propietario  de  La  Providencia,  de  mil  nove- 
cientos veinte  a  mil,  novecientos  veintiuno  y 
de  mil  novecientos  treinta  y  dos  a  mil  nove- 
cientos treinta  y  cuatro,  vivió  allí,  sin  usar 
para  nada  el  agua  de  la  toma  San  Víctor,  sal- 
vo para  bebedero  de  ganado;  y  que  antes  esa 
finca  fué  de  la  propiedad  de  su  padre,  quien 
tampoco  usó  el  agua,  más  que  en  la  forma  ya 
indicada.  De  los  años  mil  novecientos  vein- 
tiuno a  mil  novecientos  treinta  y  dos,  no  sabe 
cómo  se  hayan  conducido  los  demás  propieta- 
rios con  respecto  a  la  toma.  Repreguntado, 
no  modificó  el  contenido  de  su  declaración  y 
sólo  a  una  de  las  repreguntas,  contestó:  que 
su  padre  sembraba  caña  en  la  finca  La  Pro- 
videncia, pero  no  sabe  si  tomaba  agua  para 
los  riegos  y,  para  ese  efecto,  nunca  la  tomó 
el  declarante.  El  segundo,  se  produjo  en  pa- 
recidos términos,  agregando  que  fué  su  padre 
quien  unificó  los  diversos  lotes  que  forman  la 
finca  La  Providencia  y  no  tiene  conocimien- 
to que  los  dueños  de  esos  lotes  hayan  usado 
el  agua;  que  su  padre  regaba  los  cañales  de 
La  Providencia,  con  agua  del  rio  Mázate;  y 
que  él  (el  declarante),  es  dueño,  actualmen- 


te, de  un  terreno  atravesado  por  la  toma  de 
la  finca  San  Víctor  y  no  hace  uso  del  agua, 
más  que  para  servicio  de  su  ganado,  c).  Tes- 
timonios de  José  Luis  Godínez,  Angel  Sobe- 
ranis,  Miguel  Véliz  y  José  Molina,  que  de- 
clararon, el  primero:  que  de  mil  novecientos 
veintitrés  a  mil  novecientos  veintinueve,  fué 
administrador  de  la  finca  El  Guachipilín,  del 
municipio  de  Siquinalá,  del  departamento  de 
Escuintla,  siendo  hoy  dueño  de  San  José  Izo- 
corro,  de  la  misma  jurisdicción  y  le  consta 
que  don  Rafael  G.  Molina,  fué  dueño  de  la 
toma  de  agua,  que  saliendo  de  la  finca  San 
Gregorio,  pasa  por  El  Peñón,  La  Primavera, 
La  Providencia,  La  Candelaria,  terrenos  de 
los  Zepeda  y  otros  inmuebles,  hasta  la  finca 
San  Víctor,  durante  cuarenta  años,  advirtién- 
do  que  los  terrenos  de  los  Zepeda,  son  los  que 
en  la  actualidad  forman  la  finca  El  Guachipi- 
lín; que  Molina  y  después  la  señora  Oliveros 
de  Peyré,  siempre  han  usado  del  agua  que 
conduce  esa  toma,  sin  limitación  alguna  por 
parte  de  los  dueños  de  los  terrenos  que  atra- 
viesa el  acueducto  y  nadie  ha  tomado  agua 
de  ese  acueducto  para  los  riegos,  lo  que  afir- 
ma porque  él  quiso  hacerlo,  solicitando  per- 
miso al  señor  Molina  y  se  lo  negó,  para  no 
tener  dificultades,  según  le  dijo;  y  era  este 
señor,  quien  a  la  vista  de  todos  los  propieta- 
rios, hacía  las  reparaciones  del  acueducto.  Al 
contestar  a  las  repreguntas,  no  modificó  lo 
que  había  expresado;  y  de  esas  respuestas,  se 
toman  las  siguientes :  que  no  sabe  si  los  dueños 
de  los  lotes  que  formaron  la  finca  La  Provi- 
dencia, tenían  derecho  al  agua  de  los  ríos 
indicados,  ni  si  cuando  Molina  adquirió  la  ser- 
vidumbre de  agua,  hizo  uso  de  un  acueducto 
ya  existente,  entre  San  Gregorio  y  La  Provi- 
dencia; y  asimismo,  no  sabe  si  los  propietarios 
de  esta  última  finca  siguieron  haciendo  uso 
del  agua  de  esa  toma  para  sus  riegos,  pues 
Molina  sólo  permitía  que  se  usara  para  el 
servicio  del  ganado.  Angel  Soberanis  Barre- 
ra, declaró  en  igual  sentido,  afirmando  tener 
cuaranta  y  nueve  años  de  edad  y  ser  propie- 
tario de  la  finca  Las  Mercedes,  y  agregó:  que 
nadie  más  que  los  propietarios  de  la  finca 
San  Víctor,  han  hecho  uso  del  agua  de  la  to- 
ma, porque  cuando  disminuía  el  caudal,  pasa- 
ban comisiones  a  averiguar  quién  estaba  des- 
viando el  agua;  y  que  por  la  finca  del  decla- 
rante, pasan,  año  con  año,  de  San  Victor  a 
reparar  el  acueducto.  A  las  repreguntas  con- 
testó: que  lo  que  dice  con  respecto  a  las  re- 
paraciones, es  lo  que  ha  visto,  desde  que  tiene 
la  edad  de  doce  años;  que  es  la  toma  que 
sale  de  la  finca  San  Gregorio,  llevando  agua 
de  los  ríos  Ceniza  y  Platanares,  la  que  per- 
teneció a  Molina,  y  no  sabe  si  la  finca  La 
Providencia  tiene  derecho  al  agua  de  esos 
ríos.  Molina  era  el  que  reparaba  el  acueducto, 
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como  propietario  de  la  finca  San  Víctor  y 
como  vecino  que  es,  le  consta  que  la  finca  La 
Providencia,  jamás  dió  mozos  para  esas  re- 
paraciones. Miguel  Véliz  Quiñónez,  de  cin- 
cuenta años  de  edad  y  propietario  de  la  fin- 
ca El  Cacaotal,  ubicada  en  Siquinalá,  que  la 
hubo  por  herencia  de  su  padre,  se  expresó 
en  los  mismos  términos  que  los  testigos  ante- 
riores, manifestando  que  sabe,  por  referen- 
cias, que  los  dueños  de  las  fincas  intermedias 
entre  San  Gregorio  y  San  Víctor,  no  han 
usado  agua  de  la  toma  que  pasa  por  su  terre- 
no, en  verano  que  es  cuando  la  echan,  co- 
rriendo completo  su  caudal  hasta  la  finca  San 
Víctor.  Repreguntado,  contestó:  que  Molina 
construyó  la  toma  hace  cuarenta  años  y  no 
existía  otra  toma  anterior  que  fuera  de  la 
finca  La  Providencia,  viniendo  de  San  Gre- 
gorio y  no  sabe  si  la  primera  de  estas  fincas, 
tenía  derecho  al  agua  de  los  ríos  Ceniza  y 
Platanares,  para  sus  riegos;  no  sabe  si  Mo- 
lina utilizó  alguna  toma  antigua,  que  partien- 
do de  la  finca  San  Gregorio,  fuera  a  La  Provi- 
dencia, ni  si  con  posterioridad,  la  última  fin- 
ca ha  usado  del  agua  de  ese  acueducto. 
Veía  que  Molina  era  quien  hacia  las  repara- 
ciones del  acueducto;  pero  no  sabía  si  la  fin- 
ca La  Providencia  contribuía  con  mozos  para 
esos  trabajos.  José  Molina  Alvarado,  de  se- 
senta y  un  años  de  edad  y  ex-dueño  de  la  fin- 
ca Las  Cruces,  situada  en  Siquinalá,  mani- 
festó que  le  consta  que  el  agua  de  la  toma  de 
la  finca  San  Víctor,  sólo  la  aprovechaba  Mo- 
lina y  después  la  ha  estado  aprovechando  su 
sucesora,  Sra.  Oliveros  Molina  de  Peyré,  por- 
que cuando  compró  la  finca  Las  Cruces,  se  le 
advirtió  que  existía  esa  servidumbre,  no  sa- 
biendo nada  acerca  de  los  otros  propietarios 
de  las  fincas  intermedias  entre  San  Víctor  y 
San  Gregorio,  exceptuando  las  fincas  Las  Ma- 
rías, Guachipilin,  Las  Mercedes  y  Miramar, 
donde  tampoco  usan  el  agua.  A  las  repregun- 
tas, contestó  en  el  mismo  sentido  que  los  otros 
testigos,  d),  Inspección  ocular  practicada  en 
la  toma  San  Víctor,  por  el  Juez  de  Primera 
Instancia  de  Escuintla,  funcionario  que,  con 
asistencia  de  las  partes  y  sus  respectivos 
abogados,  se  constituyó  en  la  finca  San  Gre- 
gorio y  observó  que  en  la  margen  derecha 
del  río  Platanares  principia  una  toma  con.;- 
truída  para  llevar  parte  del  agua  de  ese  rio 
al  río  Ceniza,  que  corre  paralelamente;  en  la 
margen  del  mismo  lado,  del  rio  Ceniza,  en- 
contró la  bocatoma  del  acueducto  que  con- 
duce el  agua  a  la  finca  San  Víctor,  habien- 
do vestigios  en  ese  lugar  de  lo  que  se  hac? 
con  objeto  de  encausar  el  agua  a  la  toma; 
pero  en  el  momento  de  la  diligencia,  el  agua 
no  estaba  encausada,  es  decir  en  condiciones 
de  prestar  servicio;  cerca  hay  señales  de  otra 
bocatoma  aterrada,  que  se  construyó  para  el 
mejor  encausamiento  del  agua  en  la  toma 


San  Víctor.  Siguió  el  curso  de  la  toma  San 
Víctor  y  al  atravesar  la  línea  férrea,  tendida 
de  Pantaleón  a  la  finca  Los  Diamantes,  en- 
contró un  puente  construido  para  que  la  atra- 
viese la  toma;  y  otro  puente  de  mamposte- 
ría  en  el  camino  carretero  que  conduce  a  Si- 
quinalá, estando  a  diez  metros  de  distancia 
un  diamante  que  divide  el  curso  del  agua  en 
dos  ramales,  uno  que  va  a  la  finca  El  Pe- 
ñón y  otro  que  continúa  a  San  Víctor.  Este 
último  se  introduce  en  los  terrenos  pertene- 
cientes a  la  finca  La  Primavera,  continuan- 
do en  un  cauce  natural  llamado  "Quebrada 
Seca",  por  el  cual  sólo  corre  agua  en  invier- 
no y  a  cincuenta  metros  arriba  del  diamante 
indicado,  hay  dos  muros  de  calicanto,  uno  a  la 
margen  izquierda/de  la  toma  San  Víctor  y  otro 
sobre  el  cauce  antiguo  de  la  "Quebrada  Zar- 
ca", aguas  que  cuando  el  Juez  practicó  su 
inspección,  estaban  corriendo  por  la  toma  de 
San  Víctor;  y  según  manifestación  del  señor 
Peyré,  fué  arrastrado  a  dicho  lugar,  por  una 
creciente  de  la  quebrada.  A  cincuenta  me- 
tros más  abajo,  está  un  muro  de  contención, 
como  de  veinticinco  metros  de  longitud,  en  la 
margen  izquierda  de  la  toma,  para  evitar  que 
el  agua  siga  la  pendiente  natural  del  terre- 
no. Las  aguas  que  se  dirigen  a  la  finca  El 
Peñón,  pasan  por  la  ranchería  de  esta  finca, 
atraviesan  unos  cañales  y  vuelven  a  unirse 
a  la  toma  San  Víctor,  pocos  metros  después 
que  la  toma  sale  de  la  finca  La  Providencia, 
atravesando  entonces  otro  camino  de  derecha 
a  izquierda,  donde  está  un  tercer  puente  de 
mampostería  sobre  el  acueducto.  Pasó  jel  Juez 
a  la  finca  La  Providencia,  llegó  al  benefi- 
cio de  caña  y  constató  la  existencia  de  una 
toma,  que  en  su  parte  final,  hasta  el  benefi- 
cio, es  de  mampostería,  toma  que  lleva  agua 
del  río  Mázate  y  que  tiene  una  inscripción 
que  dice:  "Andrés  Dardón  M.-1902".  Siguió 
después  a  la  finca  La  Cantadora,  donde  en- 
contró en  la  misma  toma,  una  presa  eon.>- 
íruida  a  propósito  para  que  las  aguas  con- 
tinúen encausadas,  existiendo  más  abajo  la 
confluencia  de  otras  aguas  que,  según  el  se- 
ñor González  Schaeffer  y  el  Administrador 
de  La  Cantadora,  provienen  del  río  Ceniza, 
que  captadas  en  la  finca  El  Carmen,  pasan 
por  la  finca  Palmeras,  hasta  llegar  a  la  toma 
de  San  Víctor  para  incrementar  el  volumen 
de  las  aguas.  Cuarenta  metros  más  adelant^^, 
observó  "una  tapada"  para  encausar  las  aguas 
de  la  misma  toma  San  Víctor  y  a  poca  dis- 
tancia, otro  puente  de  mampostería.  Final- 
mente el  Juez  hizo  constar,  que  también  exis- 
te otro  puente  de  mampostería,  debajo  del 
cual  pasa  la  toma  San  Víctor  y  está  situado 
en  la  finca  El  Peñón,  en  el  punto  en  que  de 
nuevo  entra  la  toma  a  la  finca  La  Providen- 
cia; e),  Prueba  documental:  escritura  de  fe 
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cha  tres  de  Junio  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  cinco,  pasada  ante  los  oficios  del  Notario 
Francisco  Fajardo,  en  la  que  consta  que  don 
Marto  Colón,  propietario  de  la  finca  El  Flo- 
rido (actualmente  El  Peñón),  constituyó  ser- 
vidumbre legal  de  toma  de  agua  de  los  ríos 
Ceniza  y  Platanares,  sobre  su  finca,  a  favor 
de  la  finca  San  Víctor  de  la  propiedad  de  don 
Rafael  G.  Molina;  facultándole  para  que  pu- 
diera hacer  las  reparaciones  necesarias;  y  po- 
día hacer  uso  de  esas  aguas,  Colón,  siempre 
que  al  salir  la  toma  de  la  finca  La  Florida, 
volviera  a  correr  en  el  cauce  de  San  Víctor. 
Escritura  pública  de  once  le  Junio  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cinco,  ante  el  mismo 
Notario,  por  la  que  don  Francisco  Palencia, 
propietario  de  la  finca  rústica  número  dos 
(2),  folio  tres  (3),  del  libro  sesenta  y  siete 
(67)  de  Escuintla,  constituye  la  misma  ser- 
vidumbre a  favor  de  la  finca  San  Víctor,  pu- 
diendo  usar  de  las  aguas  con  aviso  previo  de 
Molina,  en  la  inteligencia  de  que  las  debía 
restituir  a  la  toma;  escritura  de  fecha  diez 
de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  .cinco, 
en  la  que,  don  Ramón  Dávila  permite  que  so- 
bre su  finca  La  Cantadora  pase  la  servidum- 
bre legal  de  agua,  proveniente  de  los  ríos  Ce- 
niza y  Platanares,  para  la  finca  San  Víctor, 
pudiendo  usar  el  cauce  de  una  quebrada  an- 
tigua que  pasa  por  esa  finca;  escritura  del 
tres  de  marzo  de  mil  novecientos,  por  la  cual 
se  protocolizó  el  contrato  privado  de  fecha 
once  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cinco,  celebrado  entre  los  señores  Antonio 
Lobos,  Manuel  y  Felipe  Pérez,  con  el  señor  Mo- 
lina, por  el  cual  los  tres  primeros  permiten 
que  por  un  cauce  antiguo  que  pasa  por  sus 
terrenos,  corran  las  aguas  captadas  de  los 
ríos  Ceniza  y  Platanares  con  dirección  a  la 
finca  San  Víctor,  terrenos  que  se  denominan 
Los  Naranjos,  La  Distracción,  La  Toma  y 
Santa  Teresa,  situados  en  Siquinalá.  f)  Tes- 
timonios de  Fernando  González  Ventura,  Ro- 
drigo González  Rodríguez  y  Apolonio  Perei- 
ra  Palencia,  habiendo  manifestado  el  prime- 
ro: ser  de  cincuenta  y  nueve  años  de  edad; 
que  conoce  la  toma  San  Víctor  y  le  consta  que 
desde  el  mes  de  diciembre  del  año  mil  nove- 
cientos treinta  y  siete,  principió  a  disminuir 
el  caudal  del  agua  y  el  año  siguiente,  en  unión 
de  Apolonio  Pereira,  fué  a  examinar  el  acue- 
ducto y  en  la  finca  La  Providencia  encontra- 
ron una  pequeña  excavación,  cerca  de  la  "ta- 
pada", que  servía  para  hacer  entrar  el  agua; 
pero  en  esos  momentos  el  curso  del  líquido  no 
se  desviaba  por  allí.  Cada  verano  recorría 
el  curso  de  la  toma,  como  jornalero  de  la 
finca  San  Víctor,  donde  trabaja  desde  hacp 
veinticinco  años;  y  no  sabe  si  las  fincas  La 
Providencia  y  El  Peñón  han  aprovechado  el 
agua  de  la  toma  para  sus  riegos.    El  segun- 


do, manifestó:  tener  cincuenta  y  un  años  de 
edad;  que  en  el  año  mil  novecientos  treinta 
y  ocho,  personas  extrañas  a  la  finca  San  Víc- 
tor, destaparon  la  bocatoma  de  los  ríos  Ce- 
niza y  Platanares  y  al  ir  a  ver  esos  hechos, 
los  que  estaban  trabajando  les  dijeron  que 
eran  mozos  de  la  finca  La  Providencia;  die- 
ron parte  a  la  autoridad  y  no  obstante  que 
la  Intendencia  ordenó  que  se  evitara  el  abu- 
so, al  día  siguiente  continuaron  los  mismos 
trabajos.  En  esa  época  trabajaba  en  la  fin- 
ca San  Gregorio  y  le  consta  lo  declarado  por- 
que lo  vió  en  unión  de  don  Carlos  Peyré  y  el 
Administrador  de  la  finca  San  Víctor.  Y.  el 
tercero,  dijo:  que  cuando  fueron  a  revisar  la 
toma,  el  año  mil  novecientos  treinta  y  ocho, 
"¡e  dieron  cuenta  que  en  la  finca  La  Provi- 
dencia existían  dos  aberturas  en  el  canal  de 
la  toma,  por  donde  se  desviaba  el  agua;  y 
que  ese  mismo  año,  fué  mandado  a  destapar 
al  bocatoma;  pero  ya  no  tuvo  necesidad  de 
hacerlo,  porque  otras  personas  lo  habían  he- 
cho, sin  saber  quiénes  fueron.  El  ha  recorri- 
do la  toma  cuando  ocurre  algún  desvío  de  la 
corriente  y  trabaja  en  San  Víctor  desde  hace 
cuatro  años;  y  no  sabe  si  con  anterioridad  al 
año  mil  novecientos  treinta  y  siete,  las  fincas 
La  Providencia  y  El  Peñón  usaban  las  aguas 
para  sus  riegos,  g)  Ttetimonios  de  los  señe- 
res  Luis  Pedro  Aguirre  y  Salvador  Matheu 
Ariía,  habiendo  manifestado  el  primero:  que 
fué  propietario  de  la  finca  El  Peñón,  del  año 
mil  novecientos  uno  al  año  mil  novecientos 
cinco,  por  donde  pasa  la  toma  que  saliendo 
de  la  finca  San  Gregorio,  después  de  pasar 
por  El  Peñón,  sigue  a  las  fincas  La  Primavera 
y  La  Providencia,  vuelve  a  entrar  al  Peñón, 
pasa  otra  vez  a  La  Providencia  y  de  allí  sigue 
con  dirección  a  la  finca  San  Víctor,  atrave- 
sando antes  otras;  vió  construir  parte  de  la 
toma  y  conoció  siempre  como  dueño  de  esa 
toma,  a  don  Rafael  G.  Molina,  quien  supone 
que  pasó  su  derecho  a  la  señora  Oliveros  Mo- 
lina de  Peyré,  que  también  continuó  disfru- 
tando de  la  servidumbre,  establecida  desde 
hace  más  de  cuarenta  años.  Los  dueños  de 
las  fincas  que  mencionó,  no  se  opusieron  al 
paso  de  la  toma  y  tampoco  los  dueños  de  las 
demás  fincas  que  siguen  a  la  finca  La  Pro- 
videncia, pues  el  agua  jamás  faltó  en  San 
Víctor.  Repreguntado,  dijo:  que  no  vió  la 
construcción  de  la  toma  por  parte  del  señor 
Molina;  pero  es  público  y  sí  se  dió  cuenta  que 
él  la  reparaba;  no  sabe  si  los  dueños  de  los 
lotes  que  reunidos  formaron  la  finca  La  Pro- 
videncia, usaban  el  agua  de  los  ríos  Ceni- 
za y  Platanares,  más  como  dueño  de  la  finca 
El  Peñón,  le  consta  que  solamente  San  Víctor 
usaba  el  agua  y  el  entonces  propietario  de  la 
finca  La  Providencia,  Antonio  Dardón,  cons- 
truyó una  toma  particular  para  su  finca,  to- 
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mando  agua  del  rio  Mázate  y  también  gozaba 
del  servicio  de  las  aguas  que  le  llegaban  de 
la  finca  El  Porvenir;  pero  cuando  los  seiío- 
res  Herrera,  adquirieron  esta  última  finca, 
cerraron  el  paso  de  esas  aguas  y  ésta  es  la 
causa  por  la  cual  escasea  en  la  finca  La  Pro- 
videncia. Y  el  segundo:  que  fué  dueño,  du- 
rante dos  años,  de  la  finca  El  Peñón  y  más 
tarde  de  la  finca  El  Carmen,  que  linda  con 
El  Peñón;  del  Peñón  fué  dueño  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete  a  mil  novecientos  cin- 
co, más  o. menos  y  de  El  Carmen,  después  de 
la  caída  del  régimen  del  Doctor  Estrada  Ca- 
brera; y  por  esta  razón,  le  consta  lo  de  la 
toma  de  la  finca  San  Víctor,  tal  como  lo  ex- 
puso el  testigo  que  antecede.  Contestando  a 
las  repreguntas,  dijo  que  Molina  era  el  que 
hacía  las  reparaciones  a  la  toma  y  no  sabe 
si  utilizó  la  toma  antigua  de  la  finca  La  Pro- 
videncia, ni  si  los  antiguos  propietarios  de  los 
lotes  que  formaron  esta  finca,  hacían  uso  del 
agua  de  los  ríos  Ceniza  y  Platanares.  Negó 
haber  tomado  el  agua  de  la  toma  en  cuestión, 
para  el  servicio  de  la  finca  El  Peñón,  salvo 
en  ocasiones  que  lo  verificó  con  la  autoriza- 
ción de  los  de  la  finca  San  Víctor;  y  en  tiem- 
po de  don  Andrés  Dardón,  la  finca  La  Provi- 
dencia no  hacía  uso  de  esta  agua,  porque  la 
surtía  otra  corriente,  que  iba  de  la  finca  El 
Porvenir.  Para  uso  de  la  finca  El  Peñón,  los 
señores  Aguirre  Matheu  y  Manuel  Matheu, 
construyeron  una  toma  especial,  posterior  a 
la  de  San  Víctor. 

La  parte  demandada,  rindió  las  pruebas  que 
a  continuación  se  expresan:  a)  testimonios  de 
Manuel  Marín,  Abrahám  Hernández  Alonso, 
Luis  Paiz  Estrada,  Francisco  Ramírez  Landa- 
verde  y  José  Braulio  Martínez,  de  quienes, 
los  cuatro  primeros,  manifestaron:  que  han 
pasado  toda  su  vida  en  Siquinalá,  exceptuando 
a  Ramírez,  Landaverde,  que  hace  cincuenta 
años  que  vive  en  la  población,  y  por  este  mo- 
tivo, les  consta:  que  la  finca  La  Providencia 
se  formó  por  la  reunión  de  varios  lotes  perte- 
necientes a  personas  cuyos  nombres  fueron 
mencionando;  que  antes  del  año  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cinco,  los  propietarios  de 
esos  lotes  usaban  el  agua  de  los  ríos  Ceniza 
y  Platanares  para  regar  sus  terrenos,  llegan- 
do el  líquido  por  tomas  que  son  las  mismas 
que  existen  en  la  actualidad  y  los  habitantes 
de  Siquinalá  también  aprovecharon  esa  agua 
para  su  servicio.  Cuando  don  Andrés  Dardón 
compró  la  finca  La  Providencia,  siguió  usan- 
do de  la  misma  agua  para  regar  sus  cañales 
y  lo  mismo  hicieron  todos  los  que  le  sucedie- 
ron en  la  propiedad;  y  les  consta  por  ser  ve- 
cinos de  Siquinalá,  a  cuyas  orillas  queda  la 
finca  La  Providencia.  Y  el  quinto,  o  sea  José 
Braulio  Martínez,  dijo:  que  llegó  a  Siquinalá 
en  mil  novecientos  veinticinco  y  desde  enton- 


ces ha  visto  que  los  vecinos  se  surten  con 
agua  de  la  toma  San  Víctor,  que  pasa  por  la 
Providencia  y  en  esta  finca  aprovechan  las 
mismas  aguas  para  riego  de  los  cañales,  así 
como  lo  hicieron  los  dueños  anteriores.  A  las 
repreguntas  que  les  fueron  dirigidas,  contes- 
taron los  cuatro  primeros:  no  recordar  el  año 
en  que  fueron  unificados  los  lotes  que  for- 
man La  Providencia;  que  en  verano  sólo  el 
agua  de  la  toma  San  Víctor  pasa  por  una  que- 
brada natural  que  existe  en  La  Providencia; 
y  desde  que  el  señor  González  Schaeffer,  pa- 
só a  ser  propietario,  comenzó  a  sembrar  con 
caña  una  porción  de  terreno  situada  al  orien- 
te del  camino  que  conduce  a  Siquinalá.  I>a 
Providencia  tiene  otra  toma  que  parte  del 
río  Mázate,  empleando  el  agua  para  el  mo- 
vimiento del  trapiche,  lo  que  les  consta  a 
tres  de  éstos  testigos.  Marín  Alvarez,  agre- 
gó: que  los  lotes  eran  regados  con  agua  que 
se  llevaba  en  una  toma,  que  después  fué  en- 
causada en  la  toma  San  Víctor  y  es  la  mis- 
ma que  pasa  por  la  finca  La  Primavera; 
que  la  finca  San  Víctor  hizo  uso  de  las  tomas 
del  pueblo  de  Siquinalá,  tomando  una  par- 
te del  agua  San  Víctor  y  otra.  La  Providen- 
cia. Hernández  Alonso,  agregó  también  que 
no  recordaba  si  antes  del  año  mil  ochocien- 
tos noventa,  los  propietarios  de  los  lotes  que 
formaron  la  finca  La  Providencia,  usaban 
el  agua  de  la  toma  San  Víctor;  pero  sí  la 
han  usado  ahora  después.  Paiz  Estrada,  aña- 
dió: que  los  primitivos  dueños  de  los  lotes, 
trabajaron  para  romper  las  tomas  que  a 
esos  terrenos  llevaban  el  agua  de  los  ríos 
Ceniza  y  Platanares;  que  La  Providencia  se 
servía  de  la  misma  agua,  que  más  tarde  se 
condujo  en  la  toma  de  don  Rafael  G.  Molina. 
Y  Ramírez  Landaverde:  que  los  dueños  de 
esos  terrenos,  sacaban  agua  de  la  toma  San 
Víctor,  que  atravesaba  la  finca  La  Prima- 
vera. Ramírez  Landaverde  y  Hernández 
Alonso,  contestaron  además,  que  el  uso  de 
las  aguas  que  hacia  La  Providencia  de  la 
toma  San  Víctor,  era  con  licencia  del  se- 
ñor Molina.  José  Braulio  Martínez  Pérez, 
contestó:  que  ha  prestado  sus  servicios  al 
señor  González  Schaeffer  y  que  ignora  si 
los  propietarios  de  la  finca  La  Providencia, 
solicitaron  licencia  para  usar  las  aguas  de 
la  toma  San  Víctor;  que  es  cierto  que  en  ve- 
rano, por  la  quebrada  seca  que  existe  en  te- 
rrenos de  La  Providencia  y  forma  parte  do 
la  toma  San  Víctor,  sólo  pasa  agua  de  esa 
toma;  y  que  en  la  porción  de  terreno  situada 
al  oriente,  sembró  caña  el  .señor  José  Dar- 
dón y  siguió  sembrándola  el  actual  propie- 
tario de  la  finca,  b)  Testimonio  de  la  es- 
critura pública  autorizada  por  el  Licenciado 
Max  Cifuentes  Monzón,  el  primero  de  diciem- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y  seis,  por  la 
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cual  don  José  Ramiro  Samayoa  Rueda  ven- 
dió a  don  Ramón  González  Schaeffer  la  fin- 
ca La  Providencia,  en  veintiún  mil  quetza- 
les; con  un  gravamen  a  favor  del  Crédito  Hi- 
potecario Nacional,  anotaciones  letra  B  y  de 
prenda  agraria  a  favor  de  la  misma  Institu- 
ción; certificación  de  la  sesión  celebrada  por 
la  Municipalidad  de  Siquinalá,  el  dieciocho 
de  mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco, 
acordando  conceder  una  paja  de  agua  a  Eu- 
sebio  Toledo,  quedando  obligado  a  dar  a  la 
Municipalidad  la  toma  de  agua  que  'e  sirve 
para  sus  siembras,  procedente  del  río  Ceniza, 
para  aumentar  el  caudal  de  la  que  surte  la 
pila  pública;  certificación  de  otra  sesión  del 
mismo  cuerpo  municipal,  del  ocho  de  febre- 
ro de  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  hacien- 
do constar  que  los  señores  Eusebio  Toledo  y 
Teodoro  Tahuite  manifestaron:  que  la  toma 
construida  por  ellos  para  desviar  aguas  del 
rio  Ceniza,  para  regar  sus  sementeras,  se  ha- 
bía apropiado  indebidamente  de  ella,  el  se- 
ñor   Rafael  G.  Molina;  y  la  Municipalidad 
acordó  dar  un  informe  al  Jefe  Político;  cei'- 
tificación  de  la  Jefatura  Política  de  Escuin- 
tla,  en  la  que  consta  el  informe  que  rindió 
la  Municipalidad  de  Siquinalá,  que  dice  que 
con  respecto  a  la  toma  en  cuestión,  por  el 
tiempo    transcurrido,  el  Intendente    oyó  el 
parecer  de  tres  personas  de  avanzada  edad, 
que  son:  Francisco  Ramírez,  Manuel  Marín  y 
José  Dardón  Guzmán,  habiéndose  informa- 
do, los  dos  primeros,  que  la  finca  La  Provi- 
dencia aprovecha  las  aguas  de  la  toma  San 
Víctor,  para  atender  a  sus  plantaciones;  y 
el  señor  Dardón  Zuzmán,  que  tiene  conoci- 
miento de  eso  desde  hace  veintitrés  años,  los 
primeros  veinte,  como  hijo  del  propietario  de 
la  finca,  Andrés  Dardón,  y  el  resto  ya  siendo 
el  propietario,  c)  Inspección  ocular  que  lle- 
vó a  cabo  el  Juez  menor  de  Siquinalá,  acom- 
pañado de  los  expertos  Petronilo  Aguilar  y 
Manuel  Véliz,  haciendo  constar  la  existencia 
de  las  bocatomas  de  los  ríos  Ceniza  y  Plata- 
nares, que  ya  había  observado  el  Juez  depar- 
tamental de  Escuintla,  en  su  inspección  an- 
terior, agregando  que  la  del  rio  Platanares, 
fué  construida  en  mil  novecientos  treinta  y 
tres  o  treinta  y  cuatro,  y  la  del  Ceniza,  data 
de  unos  diez  años  a  esta  parte.    En  la  finca 
La  Providencia  vió  que  en  el  centro  de  la 
toma  de  San  Víctor,  había  una  empalizada 
para  la  captación  de  aguas,  para  servicio  de 
la  finca  La  Providencia  y  que  la  toma,  en 
la  parte  baja,  tiene  un  lateral  de  calicanto, 
de  siete  metros  de  longitud,  por  una  parte  y 
veintidós  por  la  otra;    según  los  expertos, 
ese  lateral  tiene  veinticinco  años  de  haber 
sido  construido.    En  la  porción  de  terreno 
llamada  Toledo,  existe  una  plantación  de  ca- 
ña, que  tiene  aproximadamente  diez  años, 


habiendo  en  el  mismo  lugar  una  zanja,  im- 
perceptible, a  manera  de  toma,  por  donde 
corre  el  agua  que  se  desvía  de  la  toma  San 
Víctor  para  regar  esa  plantación;  y  en  el 
paraje  llamado  El  Volador,  hay  otras  siem- 
bras de  caña  más  recientes,  así  como  tam- 
bién en  el  lugar  llamado  El  Cedro,  datando 
esta  última  de  unos  cuatro  meses.  El  tra- 
piche de  la  finca  tiene  en  un  arco,  la  ins- 
cripción siguiente:  "Andrés  Dardón  M.-1902", 
presumiéndose  que  en  esa  fecha  fué  construí- 
do;  y  es  movido  por  aguas  que  corren  en  to- 
ma propia  y  vienen  del  río  Mázate.  En  el 
lugar  llamado  El  Porón,  de  la  misma  finca 
La  Providencia,  pasa  la  toma  de  San  Víctor, 
se  vió  una  presa  con  tapadera  de  hierro,  que 
detiene  el  curso  de  las  aguas  y  las  dirige  a 
las  sementeras  del  demandado,  señor  Gon- 
zález Schaeffer,  en  verano,  de  donde  se  divi- 
de en  varios  ramales,  d)  Certificación  del 
Registro  de  la  Propiedad  Inmueble,  que  con- 
tiene las  distintas  inscripciones  de  dominio 
de  la  finca  La  Providencia,  así  como  tam- 
bién de  la  finca  San  Víctor,  notándose  que 
no  está  inscrita  la  servidumbre  de  paso  de 
acueducto  a  favor  de  San  Víctor  ni  sobre  la 
finca  La  Providencia. 

Con  las  pruebas  escritas  anteriormente, 
fallaron  los  Tribunales  de  Instancia,  en  el 
sentido  que  se  deja  indicado  al  principio. 

La  Sala  se  funda  en  que  la  toma  y  las 
aguas  pertenecen  a  la  señora  Irene  Oliveros 
Molina  de  Peyré,  por  contrato,  por  ministe- 
rio de  la  ley  y  por  prescripción  positiva; 
que  el  damandado  no  tiene  el  justo  título  pa- 
ra la  usucapión;  y  en  que,  de  tenerlo,  no  ha- 
bía pasado  el  término.  Y,  en  cuanto  al  pago 
de  la  indemnización  por  el  paso  de  la  toma, 
no  se  sujetó  a  la  controversia. 

'  La  parte  demandante  se  adhirió  al  recur- 
so de  apelación  que  interpuso  el  señor  Gon- 
zález Schaeffer  contra  la  sentencia  de  Pri- 
mera Instancia,  alegando  a  su  favor  la  pres- 
cripción del  derecho  a  cobrar  indemnización 
por  la  servidumbre  de  acueducto,  de  parte 
del  demandado.  Punto  que  fué  resuelto  en 
la  sentencia  de  segunda  instancia. 

Por  estar  en  tiempo,  como  se  ha  dicho,  se 
admitió  el  recurso  extraordinario  de  casa- 
ción, se  pidieron  los  autos  y  habiéndose  ve- 
rificado la  vista,  el  día  que  fué  señalado,  es 
el  caso  de  resolver.  Posteriormente  presen- 
tó su  alegato  el  recurrente,  insistiendo  en 
que  no  es  cierto  que  los  dueños  de  la  finca 
San  Víctor,  hayan  gozado  en  forma  exclu- 
siva, el  agua  que  corre  por  la  toma  que  prin- 
cipia en  la  finca  San  Gregorio  y  concluye  en 
San  Víctor,  de  manera  pública,  continua 
pacífica  y  de  buena  fe,  por  más  de  cuarenta 
años,  porque  la  finca  La  Providencia  gozó 
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de  igual  derecho  muchos  años  antes;  reba- 
tió la  prueba  propuesta  por  la  parte  contra- 
ria y  acompañó  un  plano  de  la  toma. 

CONSIDERANDO: 

Que  está  perfectamente  demostrado  que 
el  acueducto  que  transporta  las  aguas  cap- 
tadas en  la  finca  San  Gregorio,  de  los  ríos 
Ceniza  y  Platanares,  a  la  finca  San  Víctor, 
es  de  la  propiedad  de  esta  última  finca,  con 
los  siguientes  medios  probatorios,  cuya  rela- 
ción y  enlace  natural,  conduce,  sin  esfuerzo, 
al  mismo  fin:  los  testimonios  de  las  escritu- 
ras públicas  de  los  contratos  celebrados  en- 
tre el  propietario  de  la  finca  San  Víctor,  an- 
tecesor de  la  señora  Irene  Oliveros  Molina 
üe  Peyré  y  los  dueños  de  las  fincas  El  Fio- 
Mdo,  la  número  dos  (2),  folio  tercero  (3o.). 
del  libro  sesenta  y  siete  (67)  de  Escuintla; 
La  Cantadora,  La  Toma,  Santa  Teresa,  Los 
Naranjos,  La  Distracción  y  San  Gregorio,  el 
año  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  referen- 
tes a:  lo.,  adquisición  del  derecho  al  agua 
de  los  ríos  Ceniza  y  Platanares  desde  su 
captación  en  la  finca  San  Gregorio,  del  mu- 
nicipio de  Siquinalá,  del  departamento  do 
Escuintla;  y  2o.,  del  acueducto,  ya  natural, 
o  hecho  por  la  mano  del  hombre,  para  con- 
ducir esas  aguas  a  la  finca  San  Víctor,  pa- 
sando por  todas  las  intermedias.  Las  de- 
claraciones de  José  Victoriano  y  Francisco 
Antonio  Dardón  Guzmán,  José  Luis  Gómez 
Estrada,  Angel  Soberanis  Herrera,  Miguel 
Véliz  Quiñónez,  José  Molina  Albayero,  Luis 
Pedro  Aguirre  y  Salvador  Matheu  Ariza,  a 
quienes  les  consta,  a  unos,  desde  que  tienen 
Uso  de  razón,  y  a  otros  desde  hace  cuarenta 
años,  más  o  menos,  que  el  acueducto  y  agua 
que  pasa  por  él,  en  la  parte  que  atraviesa  la 
finca  La  Providencia,  de  la  propiedad  del 
demandado,  señor  González  Sc¿iaeffer,  per- 
tenecen, exclusivamente,  a  la  finca  San  Víc- 
tor, que  ha  empleado  las  aguas,  siempre, 
para  su  servicio  y  es  la  finca  que  ha  hecho 
las  reparaciones  del  acueducto,  para  su  me- 
jor conservación:  estando  entre  los  testigos, 
los  dos  primeros,  cuyos  dichos  son  impor- 
tantes, por  ser  hijos  de  uno  de  los  dueños  an- 
teriores de  la  finca  La  Providencia,  que  fué 
el  que  la  formó,  y  haber  pasado  después  a 
ser  propietarios,  de  mil  novecientos  veinte 
a  veintiuno,  los  dos;  de  mil  novecientos 
treinta  y  dos  a  fines  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  cuatro,  el  primero;  y  administrador  de 
la  misma  finca,  el  año  mil  novecientos  vein- 
ticinco, el  segundo,  como  lo  confirma  la  cer- 
tificación expedida  por  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad Inmueble,  que  corre  agregada  a  la 
pieza  de  primera  instancia,  y  lo  observado 
por  el  Juez,  inscrito  en  uno  de  los  arcos  de 


la  toma  de  esta  finca,  que  transporta  aguas 
del  rio  Mázate,  que  es  distinta  de  la  de  San 
Víctor,  que  dice:  "A.  Dardón  M.-1902".  La 
inspección  judicial  que  recorrió  todo  el  cau- 
ce, que  principia  desde  la  captación  de  los 
ríos  Ceniza  y  Platanares,  pasa  por  varias 
fincas,  en  cuenta  La  Providencia  y  termina 
en  la  finca  San  Víctor;  encontró  que  se  apro- 
vechó en  parte  el  cauce  natural  o  se  arregló 
mediante  la  obra  del  hombre,  para  el  servi- 
cio a  que  se  iba  a  destinar,  defendiéndolo  en 
los  caminos  que  atraviesa.  Y  el  reconoci- 
miento de  la  existencia  de  la  toma  de  la  fin- 
ca San  Víctor,  que  hace  el  demandado,  al 
ratificar  su  contestación  a  la  demanda  y  re- 
conocer la  carta  que  dirigió  al  apoderado  de 
la  señora  Oliveros  Molina  de  Peyré.  La  ca- 
lidad de  toda  esta  prueba,  su  natural  con- 
cordancia y  eficacia  legal,  demuestra  que  el 
acueducto,  que  es  acequia  abierta,  se  adqui- 
rió mediante  convenios  especiales  con  los 
propietarios  de  las  fincas  intermedias,  excep- 
tuando La  Providencia,  para  servicio  exclu- 
sivo de  la  finca  San  Víctor;  que  pertenece 
todo  a  esta  finca  y  que  el  agua  que  trans- 
porta por  razón  de  ser  San  Víctor  la  propie- 
taria del  acueducto,  que  es  el  medio  de  trans- 
porte, es  a  la  vez  la  dueña  del  caudal  de 
agua  que  conduce,  como  expresamente  se 
consignó  en  las  escrituras  y  lo  presume  la  ley 
al  decir  que  la  finca  a  donde  vá  el  cauce,  es 
la  propietaria  de  él  y  del  líquido  que  trans- 
porta. 

Si  bien  no  existe  título  inscrito  a  favor  de 
la  finca  San  Víctor,  en  lo  que  se  refiere,  a  la 
servidumbre  de  acueducto  sobre  la  finca  La 
Providencia,  la  obra  existente,  que  vió  el 
Juez  en  esta  finca,  su  conexión  con  la  demás, 
de  uno  y  otro  lado,  es  una  prueba  evidente 
de  la  posesión  que  sobre  ella  han  tenido  los 
propietarios  de  la  finca  San  Víctor;  y  como 
data  de  un  período  de  cuarenta  años,  más  o 
menos,  sin  interrupción,  con  todas  las  for- 
malidades legales,  es  decir,  con  justo  titulo, 
buena  fe,  continua,  pacífica,  pública  y  con 
ánimo  de  tener,  tanto  el  acueducto  como  el 
agua,  como  propios,  según  las  declaraciones 
de  los  testigos,  que  no  fueron  desvirtuadas 
con  las  de  los  del  demandado,  por  ser  aqué- 
llos mayores  en  número,  de  mejores  condi- 
ciones personales  y  estar  corroborados  con 
prueba  de  otra  clase,  como  es  la  documen- 
tal y  la  inspección  del  Juez,  tal  acueducto 
también  le  pertenece  por  prescripción  positi- 
va, si  no  fuera  suficiente  la  prueba  anterior- 
mente indicada,  porque  la  prescripción  posi- 
tiva es  uno  de  los  medios  de  adquirir  servi- 
dumbre de  esta  clase,  y  se  perfeccionó  al 
Transcurrir  cinco  años  de  su  uso,  sin  interrup- 
ción, pues  el  propietario  de  la  finca  La  Pro- 
videncia, no  presentó  ningún  título  respecto 
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a  ésto,  ni  probó  que  sus  antecesores  hubie- 
ran usado  el  agua,  ya  que  el  mérito  de  sus 
testigos  quedó  destruido  y,  además  entre  ellos 
mismos,  dos  dicen  que  el  uso  fué  con  licen- 
cia del  anterior  propietario  de  la  finca  San 
Víctor,  señor  Rafael  G.  Molina;  y  en  el  su- 
puesto que  hubiera  sido  en  esta  forma,  la 
licencia  o  simple  tolerancia,  no  sirve  de  fun- 
damento para  llegar  a  formar  justo  título  o 
a  ser  título  incompleto  para  trasmitir  la  pro- 
piedad, que  se  perfeccionara  con  el  transcur- 
so del  tiempo;  tanto  más,  cuanto  que,  du- 
rante los  años  comprendidos  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  dos  a  mil  novecientos  trein- 
ta y  cuatro,  de  ser  cierto  lo  que  afirma  el 
demandado,  se  interrumpió,  de  su  parte,  el 
uso  del  agua,  como  lo  dice  el  ex-propietario 
de  la  finca  La  Providencia,  José  Victoriano 
Dardón  Guzmán,  que  no  la  usó,  ni  tampoco 
fué  usada  en  la  época  en  que  la  finca  fué  de 
su  padre;  que  esta  finca  pasó  a  ser  de  la 
propiedad  del  demandado  señor  González 
Schaeffer,  el  primero  de  diciembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  seis,  y  que,  hasta  fines 
de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  se  marcó 
más  la  falta  de  agua  en  la  toma  de  la  finca 
San  Víctor,  al  llegar  a  esta  finca,  y  princi- 
pió a  notarse  su  disminución  al  año  de  ser 
propietario  el  señor  González  Schaeffer,  co- 
mo lo  han  declarado  Fernando  Guzmán  Ven- 
tura, Rodrigo  González  Rodríguez  y  Apolo- 
nio  Herrera  Falencia,  a  quienes  les  consta 
que  en  diciembre  de  mil  novecientos  treinta 
y  ocho,  se  acentuó  la  falta  de  agua  y  vieron 
que  el  curso  se  desviaba  de  la  toma  para 
aprovecharla  en  la  finca  La  Providencia;  tes- 
tigos que  reúnen  las  condiciones  indispensa- 
bles para  merecer  crédito  con  respecto  a  es- 
te punto  y  cuyas  declaraciones  están  refor- 
zadas con  la  obra  observada  por  el  Juez  pa- 
ra desviar  el  agua.  De  manera  que,  con- 
forme esta  prueba,  la  falta  de  agua  se  marc(') 
más  a  fines  del  año  mil  novecientos  treinta  y 
ocho  y  principió  un  año  antes,  o  sea  al  si- 
guiente de  ser  propietario  el  demandado. 
Tomando  como  punto  de  partida,  la  fecha  en 
que  la  finca  La  Providencia  desvió  el  curso 
del  agua,  que  fué  en  diciembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  ocho,  para  hacer  el  cálculo 
del  tiempo  que  la  usó,  en  el  caso  de  que  tu- 
viera derecho  para  perfeccionar  su  propie- 
dad con  el  transcurso  del  tiempo,  desde  mil 
novecientos  treinta  y  ocho,  a  la  fecha  en  que 
entabló  la  demanda,  no  habían  pasado  cinco 
años  y  por  lo  mismo,  aún  en  el  caso  de  que 
existiera  justo  título,  que  como  se  ha  dicho, 
no  lo  tiene,  no  podía  adquirir  el  derecho  a 
gozar  del  agua  de  la  toma  de  la  finca  San 
Víctor,  y  por  lo  mismo,  no  puede  ser  prefe- 
rido en  un  derecho  que  no  tiene. 


De  las  certificaciones  de  la  Municipalidad 
de  Siquinalá  que  presentó  como  prueba,  la 
que  se  refiere  al  informe  que  al  Intendente 
le  dieron  varios  vecinos,  no  produce  ningún 
efecto,  porque  no  son  testimonios  rendidos  en 
el  juicio  con  las  formalidades  legales,  ni  con- 
tiene actos  pasados  ante  la  autoridad  o  que 
le  consten  al  funcionario  por  razón  de  su 
cargo,  para  que  surta  el  mérito  de  un  docu- 
mento auténtico;  y  en  cuanto  a  la  protesta 
o  denuncia  respecto  a  la  toma,  sólo  fué  una 
denuncia  y  en  cambio  los  documentos  públi- 
cos presentados,  la  desvanecen  al  establecer 
que  se  adquirió  la  presa  y  toma,  constitu- 
yéndose la  servidumbre  en  todas  las  demás 
fincas,  por  concurso  de  voluntades,  que  es  una 
de  las  formas  de  establecerla,  no  resultando 
exacto  lo  manifestado  por  el  señor  Eusebio 
Toledo. 

Finalmente,  como  lo  hace  observar  la  Sala, 
sin  la  necesidad  del  transporte  de  las  aguas, 
para  ser  aplicadas  en  servicios  de  la  finca 
San  Víctor,  fué  la  razón  de  la  constitución 
de  la  servidumbre  y  si  el  acueducto  justifica 
la  posesión  de  esta  finca  sobre  toda  la  ser- 
vidumbre, no  es  posible  admitir  que  permi- 
tiera el  uso  de  las  aguas  a  la  finca  La  Pro- 
videncia, que  tiene  toma  separada,  que  vá 
del  río  Mázate,  como  lo  dice  el  mismo  pro- 
pietario y  lo  acredita  la  inspección  judicial, 
porque  el  incremento  de  sus  siembras  podría 
llegar  a  absorber  todo  el  caudal  y  dejar  a  la 
finca  San  Víctor  privada  de  su  derecho,  que 
fué  la  única  que  contrató  la  servidumbre 
con  los  demás  propietarios  y  que,  como  se 
ha  dicho,  ya  en  la  época  en  que  el  señor  Gon- 
zález Schaeffer  compró  la  finca,  la  ley  esta- 
blecía que  en  toda  acequia  o  acueducto,  el 
agua,  los  cajeros  y  las  márgenes,  serán  con- 
sideradas como  parte  integrante  de  la  here- 
dad o  edificio  a  que  van  destinadas  las  aguas, 
o  lo  que  es  igual,  considera  al  dueño  del  a- 
cueducto  como  propietario  del  agua,  que  en 
este  caso  es  la  finca  San  Víctor  a  quien  le 
pertenece.  En  tal  virtud,  al  resolver  la  Sala 
sentenciadora,  que  la  señora  Irene  Oliveros 
Molina  de  Peyré,  dueña  de  la  finca  San  Víc- 
tor, del  municipio  de  Siquinalá,  de  la  juris- 
(dicción  del  departamento  de  Escuintla,  ins- 
fcrita  bajo  el  número  ciento  ochenta  y  tres 
(183),  del  folio  doscientos  treinta  y  seis  (236), 
del  libro  segundo  (2o.),  que  pasó  al  folio 
treinta  y  nueve  (39),  del  libro  octavo  (8o.) 
de  Escuintla,  es  la  propietaria  del  acueducto, 
que  pasa  por  la  finca  La  Providencia  y  lleva 
agua  de  los  ríos  Ceniza  y  Platanares  a  su 
finca  San  Víctor,  con  todos  los  derechos  re- 
conocidos por  el  artículo  575  del  Decreto 
¿Legislativo  1932,  desde  el  veinte  de  Julio  de 
mil  novecientos,  tanto  por  ministerio  de  la 
ley  como  por  prescripción  positiva;  que  asi- 
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mismo  es  la  única  dueña  del  agua  que  co- 
rre por  el  indicado  acueducto  y  que  debe  el 
señor  González  Schaeffer  restituir  la  totali- 
idad  del  agua  que  capta  en  la  toma  San  Víc- 
tor; mandar  hacer  las  operaciones  corres- 
pondientes en  el  Registro  de  la  Propiedad 
Inmueble,  que  aseguren  el  derecho  de  la  de- 
mandante; absolver  al  señor  González 
Schaeffer  de  los  daños,  perjuicios  y  pago  de 
Costas;  revocar  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia, en  cuanto  a  la  condena  de  la  se- 
ñora Oliveros  Molina  de  Peyré,  al  pago  de 
indemnización  por  el  paso  de  acueducto;  y 
declarar  sin  lugar  la  excepción  de  prescrip- 
ción positiva,  interpuesta  por  el  demanda- 
do, lejos  de  violar  los  artículos  516,  517,  518 
inciso  4o.,  520,  629,  630,  632,  641,  644,  645, 
(649,  650,  1189,  1190,  1193,  1195,  1200,  frac- 
ción primera,  1218,  1220,  1226,  1227,  1286, 
1287,  1288,  1291,  1303  del  Código  Civil  de 
1877;  215,  216,  217,  224  Decreto  Gubernati- 
vo 272;  479,  480,  484,  485,  486,  487,  489, 
493  inciso  7o.  556,  557,  561  inciso  lo.,  575, 
588,  592,  659,  666,  668,  670,  681  inciso  2o. 
1038,  1039,  1051,  1052,  1053,  1054,  1055, 
1058,  1084,  1093  incisos  lo.  y  2o.,  1106  y 
1114  del  Decreto  Legislativo  1932;  282,  374, 
384,  386,  388,  391,  427,  428,  430,  431  y  432 
del  Decreto  Legislativo  2009,  que  de  los  ci- 
tados por  el  recurrente,  son  los  únicos  apli- 
cables al  caso,  los  aplicó  e  interpretó  debi- 
damente. 

CONSIDERANDO: 

Que  todos  los  demás  artículos  que  cita  en 
su  apoyo  el  recurrente  (525,  1204,  1228, 
a233,  1221  y  1300  del  Código  Civil;  225 
fracción  primera  y  247  del  Decreto  Guber- 
nativo 272;  407,  490,  495,  496,  558,  591, 
595,  598  inciso  3o.,  671,  1040,  1066  y  1116 
del  Decreto  Legislativo  1932;  1425  y  1498 
del  Código  Civil  antiguo;  259,  288,  274,  396 
incisos  4o.,  5o.  y  7o.  del  Decreto  Legislativo 
2009;  n,  IV  y  IX  y  250  incisos  5o.  y  7o.  del 
Decreto  Gubernativo  1862),  no  son  aplica- 
bles a  la  servidumbre  de  acueducto,  a  ia 
manera  de  adquirirla  o  constituirla,  ni  a  la 
justificación  de  derecho  de  esta  clase.  Por 
^o  mismo,  no  los  pudo  haber  violado  la  Sa- 
la sentenciadora  y  resulta  inconducente  la 
cita  que  de  ellos  se  hace. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  apoyada  en 
los  artículos  521  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil  y  Mercantil  y  233  de  la  Ley  Consti- 


tutiva del  Poder  Judicial,  DESESTIMA  el 
í^ecurso  de  casación  interpuesto;  condena  al 
recurrente  al  pago  de  las  costas  y  a  la  mul- 
ta de  cien  quetzales  que,  de  no  hacer  efecti- 
va, deberá  desquitar  con  cincuenta  días  de 
arresto  menor,  en  la  cárcel  que  corresponde. 
I^íotífíquese  y  con  certificación  de  lo  resuel- 
to, devuélvanse  los  antecedentes  al  tribunal 
de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrí- 
guez. —  Federico  O.  Salazar.  —  Max  Gar- 
cía R.  —  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  diciembre  de  mil  novecientos 
cuarenta. 

Se  ven,  para  resolver,  los  recursos  de  am- 
pliación y  aclaración  que  interpuso  el  señor 
Ramón  González  Schaeffer,  contra  el  fallo 
de  esta  Corte  Suprema  que  desestimó  el  ex- 
traordinario de  casación,  que  el  mismo  se- 
ñor introdujo  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  Segunda  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes, en  el  juicio  que  sobre  restablecimiento 
de  una  servidumbre  de  acueducto,  le  siguió 
el  apoderado  de  la  señora  Irene  Oliveros  de 
Peyré;  y, 

CONSIDERANDO:  que  al  haber  resuelto 
el  recurso  de  casación,  en  el  juicio  de  que  se 
ha  hecho  mérito,  con  toda  precisión  se  deses- 
timó, en  términos  claros,  que  no  dan  lugar 
a  confusión,  analizando,  antes,  todos  los  pun- 
tos que  fueron  sometidos  a  la  consideración 
de  esta  Corte,  y  no  se  dejó  ninguno  sin  re- 
solver, por  cuyo  motivo,  el  interesado  no  tie- 
ne ningún  derecho  para  pedir  la  ampliación 
y  aclaración  del  fallo.  Artículos  455,  456  y 
457  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, fundada  en  las  leyes  citadas,  declara: 
sin  lugar  los  dos  recursos  indicados.  Noti- 
/íquese  y  como  corresponde,  insértense  en  la 
certificación,  al  devolver  los  autos;  y  re- 
póngase el  papel  de  conformidad  con  la  ley. 

Ordóñez  Solís.  —  Serrano  Muñoz.  —  Pa- 
redes. —  Rodríguez.  —  O.  Salazar.  Max 
García  R.  —  Secretario. 
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CRIMINAL 

CAUSA  contra  Francisco  Cardona  Ochoa, 
por  el  delito  de  hurto. 

DOCTRINA:  Es  nulo  todo  lo  actuado  por 
los  tribunales  ordinarios,  en  el  ramo  pe- 
nal, cuando  se  trate  de  personas  meno- 
res de  quince  años  que  deben  estar  sujetafi 
a  la  jurisdicción  de  tribunales  especiales. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  dos 
de  Octubre  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Visto  el  memorial  presentado  por  el  Fiscal 
de  la  Sala  Tercera  de  Apelaciones,  Licencia- 
do Víctor  Manuel  Cáceres,  interponiendo  re- 
curso de  casación  contra  la  sentencia  que  di- 
cho Tribunal  dictó  con  fecha  cinco  de  Sep- 
tiembre último,  en  la  que  confirma  la  pro- 
nunciada por  el  Juez  Quinto  de  Primera  Ins- 
tanstancia  de  este  Departamento,  condenan- 
do a  Francisco  Cardona  Ochoa,  por  el  delito 
de  hurto,  con  la  modificación  de  que  la  pena 
que  se  impone  no  es  la  de  ocho  meses  de 
arresto  mayor,  sino  la  de  cuatro  meses  de 
arresto  menor,  por  aplicación  de  dos  circuns- 
tancias atenuantes. 

Al  darse  audiencia  al  Fiscal  en  segunda 
instancia,  éste  solicitó  que,  para  poder  emi- 
tir su  dictamen,  se  pidiera  previamente  la 
partida  de  bautismo  del  procesado,  lo  que 
no  fué  aceptado  por  la  Sala,  porque  en  autos 
estaba  ya  comprobada  la  edad  por  medio  de 
expertos;  lo  que  dió  lugar  a  que  el  Fiscal 
objetara  el  dictamen  de  los  mismos,  estimán- 
dolo de  empírico  y  porque  las  personas  nom- 
bradas para  tal  efecto  son  empleados  en  otro 
Juzgado,  calidad  que  los  inhabilita  para  des- 
empeñar ese  cargo  y  siendo  eso  así,  surge  la 
duda  sobre  la  edad  cabal  que  pueda  tener 
el  reo  y  asi  no  se  puede  determinar  si  el 
mismo  está  o  no  comprendido  en  el  Decreto 
2043,  que  lo  sujeta  a  un  Tribunal  especial. 
Como  no  se  hiciera  mérito  de  lo  alegado  por 
el  Fiscal,  y  se  dictara  la  sentencia,  este  fun- 
cionario interpuso  el  recurso  de  casación, 
fundado  en  que  el  procedimiento  ha  sido  in- 
fringido y  que  se  ha  procedido  con  mani- 
fiesta falta  de  jurisdicción,  porque  no  se  ha 
probado  que  el  menor  tenga  quince  años  do 
edad  y  los  menores  de  esa  edad  están  suje- 
tos a  un  Tribunal  especial,  cuyo  procedi- 
miento varía  por  completo  del  ordinario;  y 
de  esa  suerte,  estima  que  se  han  infringido 
los  artículos  29,  295  y  365  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales,  237  Decreto  1568  y  lo. 
del  Decreto  2043. 

CONSIDERANDO:  que  es  manifiesta  la 
falta  de  jurisdicción  con  que  ha  procedido 
la  Sala  de  Apelaciones  al  dictar  sentencia 
en    el    proceso    instruido    contra  Cardona 


Ochoa,  así  como  la  del  Juez  que  lo  siguió, 
por  cuanto  que,  aún  aceptándose  el  dictamen 
de  las  personas  nombradas  para  fijar  la  edad 
del  sindicado,  a  pesar  de  tener  el  vicio  apun- 
tado por  el  Fiscal  y  de  no  haberse  cumpli- 
do fielmente,  como  era  del  caso,  con  lo  es- 
tablecido por  el  artículo  295  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  aparece  que  cuan- 
do se  cometió  el  delito,  dicha  persona  era 
menor  de  quince  años,  y  por  consiguiente, 
el  conocimiento  de  este  asunto  corresponde 
exclusivamente  al  Tribunal  establecido  para 
menores,  infringiéndose  de  esta  manera,  el 
artículo  lo.  del  Decreto  número  2043  e  in- 
curriéndose  en  el  caso  del  inciso  7o.  del  ar- 
tículo 677  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, con  apoyo  en  lo  que  disponen  los  artícu- 
los 29,  688  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les, 20  y  21  Decreto  2043,  136  y  233  de  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  CASA 
Y  ANULA  la  sentencia  recurrida  y  anula 
todo  lo  actuado  desde  que  las  autoridades  or- 
dinarias intervinieron  en  el  conocimiento  de 
esta  causa,  la  cual  manda  que  se  pase  inme- 
diatamente al  Tribunal  para  menores,  para 
que  resuelva  lo  que  estime  conveniente,  te- 
niendo en  cuenta  el  tiempo  que  el  preveni- 
do ha  estado  guardando  prisión.  Notifíque- 
se  y  con  certificación,  devuélvase  el  proce 
so  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñes  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ños.  —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Ro- 
dríguez. —  Federico  O.  Salasar.  —  Max  Gar- 
cía R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CA  USA  contra  Esteban  Cuyán  por  usurpación. 

DOCTRINA:  El  articulo  31  del  Reglamento 
de  Tribunales  no  es  inconstitucional,  ya 
que  el  articulo  S9  de  la  Constitución  esta- 
blece que  las  leyes  señalan  el  orden  y  las 
formalidades  de  los  juicios. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
tres  de  Octubre  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Vista  por  recurso  de  casación,  la  senten- 
cia proferida  por  la  Sala  2a.  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  dos  de  septiembre  del  año 
próximo  pasado,  en  la  causa  instruida  con- 
tra Esteban  Cuyán  Marroquín,  a  quien  se 
acusó  por  el  delito  de  usurpación,  senten- 
cia que  confirma  la  absolutoria  del  cargo 
que  dictó  el  Juez  4o.  de  la.  Instancia  de  es- 
te departamento. 
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RESULTA: 

Don  Arturo  Samayoa,  administrador  de  la 
finca  "Minerva"  de  propiedad  de  don  Juan 
Drummond,  se  presentó  al  Juzgado  de  Paz 
de  Mixco,  municipio  de  este  departamento, 
el  once  de  julio  de  mil  novecientos  treinta 
y  siete,  dando  parte  de  que  varios  indivi- 
duos procedían  a  cercar  terrenos  de  la  pro- 
pia finca.  Para  hacer  constar  el  hecho,  el 
Juez  se  constituyó  en  el  lugar  de  autos  y  en- 
contró, abriendo  hoyos  para  sembrar  pos- 
tes, a  Juan  Toe  Sempuel,  Cleto  Tox  Sem- 
puel.  Agustín  Sempuel  Cuyán,  Santos  Ca- 
racún,  Benito  Gómez,  Felipe  Pérez  Chacón, 
Mauricio  Suruy  y  Teodoro  Francisco  Sem- 
puel, quienes  interrogados  manifestaron  que 
trabajaban  por  cuenta  de  Esteban  Cuyán 
Marroquín,  dueño  del  terreno  que  trataban 
de  alambrar.  En  su  oportunidad  se  forma- 
lizó la  prisión  de  Cuyán  Marroquín  por  el 
delito  de  usurpación  y  se  dejó  en  libertad 
con  sujeción  a  resultas  a  los  mencionados 
individuos.  El  encausado  manifestó  en  su 
indagatoria  que  el  lugar  en  donde  se  encon- 
traba cuando  fué  capturado  con  sus  compa- 
ñeros, se  llama  "Lo  de  Fuentes";  pretendía 
poner  una  cerca  de  alambre,  por  ser  terre- 
no de  su  propiedad,  adquirido  por  compra 
que  hizo  a  Teodoro,  Francisco,  Ruperto,  Agus- 
tín, Julio  y  Victoriano  Sempuel  el  veintinue- 
ve de  abril  anterior  y  cuya  posesión  se  la 
dió  el  Juzgado  lo.  de  Primera  Instancia  el 
cuatro  de  mayo  siguiente;  agregó  que  esos 
terrenos  están  enclavados  en  la  finca  "Mi- 
nerva", pero  entre  ambas  propiedades  hay 
mojones  de  árboles  de  izote  y  que  ignoraba 
si  los  estaba  poseyendo  el  señor  Drummond. 
Le  fué  recogida  una  certificación  extendi- 
da por  la  Secretaría  de  la  Sala  Primera  de 
Apelaciones  en  que  consta  que  a  Cuyán  se 
le  mandó  dar  posesión  por  el  Tribunal  men- 
cionado, siempre  que  el  terreno  no  estuvie- 
ra ocupado  por  tercera  persona,  po.sesión 
que  se  le  hizo  efectiva  el  cuatro  de  mayo 
de  ese  año;  pero  al  día  siguiente  el  mismo 
Juzgado  dejó  sin  efecto  lo  resuelto  y  mandó 
reponer  en  la  posesión  al  señor  Drummond. 
Apelado  el  auto  por  Cuyán,  la  Sala  resolvió 
el  siete  de  junio  declarando  insubsistente  la 
revocatoria  acordada  por  el  Juez.  Presentó 
Cuyán  su  titulo  de  propiedad  que  consiste 
en  la  escritura  de  veintinueve  de  abril  del 
propio  año  (1937)  autorizada  en  esta  ciudad 
por  el  notario  don  Juan  Mayorga  Franco  en 
que  consta  que  compró  a  los  hermanos  Sem- 
puel las  fincas  números  43,  44  y  45,  folios 
136,  139  y  142  libro  18  de  Guatemala. 

RESULTA: 

Las  pruebas  recibidas  son  las  que  a  con- 
tinuación se  expresan: 


a)  el  administrador  de  la  finca,  Leonar- 
do Muralles,  declaró  que  un  grupo  de  indi- 
viduos encabezados  por  Esteban  Cuyán  pa- 
saron por  la  finca  "Minerva"  y  tomaron  el 
camino  para  la  aldea  "Lo  de  Fuentes";  co- 
mo a  las  siete  de  la  mañana  una  (pirvienta  de 
la  finca  le  dió  noticia  de  que  estaban  circu- 
lando de  alambre  parte  de  los  terrenos  por 
lo  que  inmediatamente  se  apersonó  en  el  lu- 
gar y  se  dió  cuenta  de  lo  que  estaban  hacien- 
do y  de  que  ya  habían  cortado  sesenta  y  dos 
árboles  para  hacer  los  postes,  de  lo  cual  dió 
aviso  a  don  Arturo  Samayoa  empleado  de 
Drummond;  que  como  empleado  le  constaba 
que  el  terreno  que  trataban  de  cercar  per- 
tenecía a  la  finca  "Minerva"  y  propuso  in- 
formación de  Justo  Marroquín,  Lorenzo  Pérez 
y  Felipe  Fuentes  para  probar  que  Cuyán  nun- 
ca habaía  tenido  propiedad  colindante  con 
la  repetida  finca; 

b)  Felipe  Pérez  Chacón  y  Mauricio  Ruy 
declararon  que  los  postes  que  cortaron  los  tra- 
bajadores de  Cuyán  eran  de  encinos  de  la 
finca; 

c)  Teodoro  y  Francisco  Sempuel  declara- 
ron que  ellos  en  unión  de  sus  hermanos  Ru- 
perto, Julia  y  Agustín,  vendieron  a  Cuyán 
por  quinientos  quetzales  los  terrenos  que  es- 
taban cercando,  que  hubieron  por  herencia  de 
su  abuelo  Pedro  Sempuel,  con  título  inscrito 
y  del  que  estaban  en  posesión  desde  mil  no- 
vecientos treinta  y  dos;  que  no  lo  habían  cul- 
tivado debido  a  sus  trabajos;  que  no  perte- 
necían a  la  finca  "Minerva"  y  que  Drummond 
había  querido  apoderarse  de  su  propiedad 
como  lo  demostraba  el  hecho  de  que  estaba 
sombrado  de  milpa;  que  en  el  título  se  mar- 
can las  colindancias;  y  que  los  árboles  que 
cortaron  fué  en  la  parte  comprada  por  Cu- 
yán; 

d)  Cayetano  Fuentes,  Regidor  Auxiliar  de 
Ir,  aldea  "Lo  de  Fuentes",  declaró  que  no  co- 
noce a  Cuyán  y  que  este  nunca  tuvo  pro- 
piedad en  ese  lugar,  pues  el  Cushinal  perte- 
nece a  la  finca  "Minerva".  En  igual  sentido 
declararon  Justo  Marroquín  y  Felipe  Fuen- 
tes: 

e)  Certificación  del  Secretario  de  la  Sala 
la.  de  Apelaciones  referente  a  la  posesión  que 
se  dió  a  Drummond  al  día  siguiente  de  la  de 
Cuyán,  para  restablecerlo  en  la  misma.  Fue- 
ron debidamente  localizadas  las  fincas  43,  44 
y  45,  que  forman  un  solo  cuerpo,  con  una  ex- 
tensión de  sesenta  y  cinco  manzanas,  encla- 
vadas en  la  finca  "Minerva",  sin  mojones  ni 
señal  alguna  do  lindero; 

f)  Aparicio  Caracún  y  Florentín  Ruíz  de- 
clararon que  el  terreno  perteneció  antigua- 
mente a  Paula,  Serapia  e  Higinia  Pérez,  des- 
pués a  Pedro  Sempuel,  en  seguida  a  sus  hi- 
jos Teodoro,  Francisco,  Norberta,  Julia  y  Vio- 
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toriana  Sempuel;  que  los  terrenos  de  Drum- 
mond  no  colindan  con  los  terrenos  de  Cuyán 
y  que  éste  y  sus  ayudantes  cercaban  pecífi- 
camente  cuando  fueron  aprehendidos; 

g)  Inspección  ocular  practicada  por  el  Juez 
de  Paz  de  Mixco.  En  el  acta  se  hizo  constar 
que  no  se  pudo  establecer  si  el  terreno  que 
Cuyán  estaba  cercando  era  el  mismo  que  le 
vendieron  los  Sempuel;  pero  el  terreno  que 
trabajaban  se  comprobó  que  colinda  en  todos 
sus  rumbos  con  la  finca  "Minerva",  que  no 
existen  mojones  ni  linderos  y  una  parte  con- 
siderable estaba  cultivada  de  maíz.  Esta 
inspección  ocular  fué  ampliada,  como  cons- 
ta a  folios  60,  consignándose  en  el  acta  lo 
siguiente:  lo. — El  terreno  está  enclavado  en 
la  finca  "Minerva";  2o. — Cuyán  exhibió  cer- 
tificación del  Registro  de  la  propiedad  inscri- 
ta a  su  nombre,  pero  no  fué  posible  locali- 
zarla pues  a  las  personas  que  aparecen  co- 
mo colindantes  no  se  les  conoce  ninguna  pro- 
piedad en  ese  lugar,  según  lo  manifestaron 
Cayetano  Fuentes,  Regidor  Auxiliar  de  ¡a 
aldea  "Lo  de  Fuentes",  Justo  Marroquín  y 
Felipe  Fuentes;  3o. — Ruperta  Sempuel  viu- 
da de  Toe  y  Teodoro  Sempuel  expresaron 
que  el  terreno  que  vendieron  a  Cuyán  lo  de- 
jaron de  poseer  sus  causantes  desde  el  año 
de  mil  novecientos  siete;  4o. — Gonzalo  Esca- 
lante, Vicente  Escalante  y  Secundino  Jeróni- 
mo, dijeron  que  el  terreno  lo  han  cultivado 
por  más  de  diez  años,  por  cuenta  de  la  fin- 
ca "Minerva";  5o. — Arturo  Samayoa  presen- 
tó certificación  del  Registro  en  que  consta 
que  la  finca  rústica  que  fué  de  Bernardina 
Sempuel  de  Gómez  (en  el  acta  no  se  indica 
el  número)  pasó  a  formar  parte  de  la  finca 
número  7958,  folio  87,  libro  139  de  Guate- 
malá,  perteneciente  a  Drummond; 

d)  certificación  del  Registro  de  las  fincas 
números  43,  44  y  45,  de  veintitrés  manzanas 
cada  una,  cuya  primera  inscripción  está  a 
favor  de  Higinia,  Serapia  y  Paula  Pérez  res- 
pectivamente; 

i)  Matías  Marroquín  Chin,  Apolonio  Cara- 
cún  y  Miguel  Fuentes,  testigos  propuestos  poi- 
Cuyán,  contestando  un  interrogatorio  pre- 
sentado al  efecto  aseguraron  conocer  a  los 
causantes  de  Cuyán,  quienes  siempre  poseye- 
ron el  terreno  que  le  vendieron  a  éste;  com- 
puesto de  tres  lotes  que  forman  un  solo  cuer- 
po, no  comprendidos  en  la  finca  "Minerva", 
ni  en  la  propiedad  de  Drummond.  El  último 
de  los  testigos  que  fué  repreguntado  dijo  que 
las  Pérez  dejaron  de  poseer  desde  al  año  de 
mil  novecientos  siete; 

j)  Florentín  Ruíz  Fuentes  y  Aparicio  Ca- 
racún,  interrogados  conforme  interrogatorio 
formulado  por  la  defensa,  declararon  que  los 
terrenos  en  cuestión  no  lindan  con  las  fincas 
de  Drummond;   que  éste  se  los  apropió  ha- 


ce muchos  años  y  que  la  posesión  les  fué  qui- 
tada a  los  causantes  de  Cuyán  desde  mil  no- 
vecientos siete; 

k)  certificación  del  Registro  presentado  por 
Esteban  Cuyán,  relativa  a  la  finca  "Minerva", 
registrada  bajo  el  número  6283,  folio  83  li- 
bro 122  de  Guatemala,  con  una  extensión  de 
seis  caballerías  cuarenta  y  cuatro  manzanas 
y  siete  mil  quinientos  cuarenta  y  cuatro  va- 
ras cuadradas.  De  las  diferentes  fincas  de 
que  se  formó  la  finca  "Minerva"  no  aparecen 
los  números  43,  44  y  45. 

1)  de  la  finca  número  174,  folio  254  libro 
71  antiguo,  título  supletorio  expedido  el  doce 
de  mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco, 
aparece  desmembrado  un  lote  de  una  caballe- 
ría y  cinco  manzanas  del  que  se  formaron  las 
fincas  43,  44  y  45  pertenecientes  a  Paula  Se- 
rapia e  Higinia  Pérez,  inscripción  hecha  a  su 
favor  el  once  de  octubre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  dos. 

RESULTA: 

Llenados  los  trámites  del  plenario  el  Juez 
4o.  de  la.  Instancia  dictó  sentencia  el  prime- 
ro de  diciembre  de  mil  novecientos  treinta  y 
ocho,  absolviendo  a  Esteban  Cuyán  Marroquín 
del  cargo  que  se  le  formuló  por  el  delito  de 
usurpación. 

La  Sala  2a.  al  recibir  la  causa  en  apelación, 
previos  los  trámites  legales,  señaló  día  para 
la  vista,  y  dictó  sentencia  el  dos  de  r.eptiem- 
bre  del  año  próximo  pasado,  confirmando  la 
de  primera  instancia. 

El  fallo  considera  que  Esteban  Cuyán  Ma- 
rroquín al  pretender  construir  el  cerco  no 
tuvo  voluntad  o  intención  de  cometer  delito 
alguno,  apoderándose  de  un  bien  inmueble  o 
de  derecho  real  de  ajena  pertenencia,  sino 
simplemente  procedió  con  la  seguridad  de 
ejercer  un  derecho  sobre  un  inmueble  de  su 
legítima  pertenencia  y  del  cual  le  había  sido 
dada  la  posesión  judicial,  lo  oue  se  despren- 
de de  sus  declaraciones  y  de  la  información 
testimonial  rendida  a  su  solicitud,  así  como 
del  contenido  de  la  certificación  de  la  Sala 
la.  que  presentó  en  el  momento  de  ser  de- 
tenido. 

El  señor  Juan  Samayoa  Archila,  apodera- 
do de  su  hijo  Arturo  Samayoa,  sucesor  de 
don  Juan  Drummond,  presentó  incidente  de 
nulidad  del  fallo  por  no  haber  sido  notifica- 
do del  señalamiento  de  día  para  la  vista,  re- 
curso que  la  Sala  declaró  sin  lugar  en  auto 
de  once  del  mismo  mes  de  septiembre,  funda- 
da en  lo  dispuesto  en  el  artículo  31  del  Re- 
glamento General  de  Tribunales. 

Contra  la  sentencia  de  la  Sala  2a.,  el  señor 
Samayoa  Archila,  como  apoderado  de  don  Ar- 
turo Samayoa  Roldán,  y  con  auxilio  ^el  abo- 
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gado  don  Abel  Girón,  introdujo  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  y  quebranta- 
miento de  forma,  citando  por  este  última 
motivo  como  violados  los  artículos  siguientes- 
22  y  36  de  la  Constitución  de  la  República; 
XXVrn  y  119  de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial;  499,  516,  661  y  677  inciso  2o.. 
3o.,  4o.,  8o.,  del  Código  de  Procedimientos 
Penales.  En  cuanto  a  la  infracción  de  ley 
invocó  como  infringidos  los  artículos  lo.,  11, 
12,  16,  28  inciso  lo.;  30  incisos  lo.,  2o.;  145. 
406,  407,  443  y  444  incisos  lo.,  4o.  del  Código 
Penal;  lo.,  6o.,  13,  14,  571,  573,  586  incisos 
3o..,  4o.  y  5o.;  602  incisos  2o.,  6o.  y  7o.;  603, 
605  y  676  incisos  2o.  y  3o.  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales  y  19  inciso  lo.  Decreto 
Legislativo  número  1728.  Fundado  en  el  ar- 
tículo 85  de  la  Constitución  de  la  República, 
manifestó  que  en  la  sentencia  que  dicte  esta 
Corte  debe  declarar,  que  el  artículo  31  del 
Reglamento  General  de  Tribunales  no  es  apli- 
cable al  caso  por  ser  contrario  a  lo  que  ex- 
presamente dispone  el  artículo  22  de  la  mis- 
ma Constitución.  Por  haberse  excusado  el 
señor  Magistrado  Serrano  se  llamó  al  Presi- 
deote  de  la  Sala  la.  Licenciado  don  Jesús  Un- 
da  Murillo  para  integrar  el  Tribunal. 

CONSroERANDO: 

—  I  — 

Alega  el  recurrente  que  esta  Suprema  Cor- 
debe  declarar  que  el  artículo  31  del  Regla- 
mento General  de  Tribunales  no  es  aplicable 
al  caso  sub-judice  por  ser  contrario  a  lo  que 
expresamente  dispone  el  artículo  22  de  la 
Constitución  de  la  República. 

La  opposición  entre  ambas  disposiciones 
la  encuentra  en  que  el  primero  de  los  pre- 
ceptos enunciados  establece  que  los  habi- 
tantes de  la  república  tienen  derecho  de  diri- 
gir sus  peticiones  a  la  autoridad,  que  está 
obligada  a  resolverlas  sin  demora,  de  con- 
formidad con  la  ley,  y  a  comunicar  las  reso- 
luciones a  los  interesados,  y  el  segundo,  que 
cuando  hubiere  acusador  en  las  cuasas  crimi- 
nales, se  oirá  tanto  a  éste  como  al  Fiscal  de  la 
Sala  pero  las  notificaciones,  con  exceoción  de 
la  providencia  en  que  se  mande  oír  al  prime- 
ro, se  liarán  solamente  al  Fiscal.  En  el  caso 
sub-judice,  dice  el  recurrente,  en  su  carácter 
de  acusador,  pidió  .señalamiento  de  día  para 
la  vista,  lo  que  se  proveyó  de  conformidad, 
pero  el  proveído  no  se  le  notificó,  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  31  que  acaba 
de  transcribirse,  dándose  así  preferencia  a  una 
ley  reglamentaria  sobre  la  Constitucional,  por 
lo  que  estima  que  al  no  hacérsele  saber  el 
señalamiento  de  día  para  la  vista,  aunque  asi 
lo  disponga  el  Reglamento  de  Tribunales,  se 


violó  el  artículo  22  de  la  Constitución  de  la 
República  citado,  el  artículo  36  de  la  misma 
Ley  fundamentífi  y  el  artículo  XXVIII  de  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  que  man- 
da que  ninguna  persona  puede  ser  afectada 
en  sus  derechos  si  antes  no  ha  sido  citada, 
oída  y  vencida  en  juicio. 

Entre  las  disposiciones  de  la  Constitución 
de  la  República  que  se  refieren  al  Poder  Jv.- 
dicial,  el  artículo  89  establece  que  "Las  leyes 
señalan  el  orden  y  las  formalidades  de  los 
juicios";  y  el  90  preceptúa  que  "Todos  los 
habitantes  de  la  República  estarán  sujetos 
al  orden  de  procedimientos  que  determinan 
las  leyes".  Estas  leyes  son  para  los  asuntos 
del  ramo  penal  común,  el  Código  Penal,  el 
de  Procedimientos  Penales  y  la  Ley  Consti- 
tutiva del  Poder  Judicial,  cuya  reglamenta- 
ción la  hace  el  Decreto  Gubernativo  número 
1568.    (Reglamento  General  de  Tribunales). 

Con  fundamento  en  las  disposiciones  cons- 
titucionales transcritas,  esta  Corte  estima  que 
no  existe  oposición  entre  los  textos  enuncia- 
dos, sino  al  contrario,  que  el  artículo  31  del 
Reglamento  de  Tribunales  está  conforme  con 
la  Constitución  y  leyes  de  procedimientos. 
En  efecto,  el  artículo  22  de  la  Constitución 
no  es  aplicable  al  caso,  pues  se  refiere  al 
derecho  que  los  habitantes  tienen  para  diri- 
girse al  Poder  Público  y  no  a  las  peticiones 
en  materia  judicial,  las  cuales  son  objeto  de 
legislaciones  especiales  llamadas  Códigos,  que 
precisan  las  condiciones,  términos  y  demás 
circunstancias  en  que  deben  presentarse  y 
tramitarse  las  cuestiones  controvertidas,  lo 
que  encuentra  a  la  vez  fundamento  en  los  ar- 
tículos 89  y  90  de  la  misma  Constitución  de  la 
República,  ya  transcritos,  de  tal  modo  que 
para  que  exista  quebrantamiento  sustancial 
de  procedimiento  es  indispensable  que  la  for- 
malidad que  lo  motiva  esté  previamente  esta- 
blecida en  la  ley  procesal,  y  su  falta  de  obser- 
vancia anularía  lo  actuado  en  virtud  del  recur- 
so de  casación  en  el  caso  que  estuviere  com- 
prendido en  el  artículo  677  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales,  que  regula  esa  materia; 
y  como  no  hay  disposición  expresa  que  mande 
que  se  notifique  al  acusador  particular  el  seña- 
lamiento de  día  para  la  vista  en  segunda  ins- 
tancia, el  artículo  31  del  Reglamento  de  Tri- 
bunales que  prescribe  que  dicha  providen- 
cia se  notifique  sólo  al  Fiscal  (representante 
de  la  acusación)  y  al  Procurador  (represen- 
tante de  la  Defensa),  no  contraría  ningún 
precepto  de  la  Constitución  de  la  República 
ni  del  Código  de  Procedimientos  Penales,  por 
lo  que  la  inconstitucionalidad  que  se  denun- 
cia es  inadmisible. 

Menos  aplicable  al  caso  es  el  articulo  36  de 
la  Constitución,  pues  nadie  ha  violado  ni  im- 
pedido la  defensa  de  la  parte  acusada,  como 
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que  ella  ninguna  referencia  ha  hecho  sobre  el 
particular;  tampoco  ha  sido  juzgada  por  tri- 
bunales especiales,  como  es  manifiesto  con 
la  lectura  del  proceso,  Por  otra  parte,  el  acu- 
sador tuvo  en  el  juicio  la  más  amplia  inter- 
vención, tanto  en  primera  como  en  segunda 
instancia,  y  la  tramitación  de  ésta  se  ajustó 
a  lo  que  dispone  el  artículo  661  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  de  modo  que  no 
se  aprecia  violación  alguna  de  este  precepto, 
del  artículo  36  de  la  Constitución  y  del 
XXVIII  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju- 
dicial; y  no  existiendo  la  nulidad  que  se  in- 
voca por  los  motivos  expresados,  tampoco  hay 
infracción,  en  la  sentencia,  del  artículo  119 
de  la  misma  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial. 

—  n  — 

Manifiesta  el  recurrente  que  fué  quebran- 
tado el  procedimiento  por  violación  del  ar- 
tículo 499  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales, toda  vez  que  el  Juez  de  la  causa  debió 
haber  deducido  al  reo  los  cargos  siguientes: 
a)  de  desobedecer  a  las  órdenes  y  disposicio- 
nes del  Juez  lo.  de  la.  Instancia  de  este  de- 
partamento; b)  el  de  usurpación;  ye)  el  de 
alteración  de  los  linderos  de  las  fincas  "Mi- 
nerva" y  "San  Joaquín";  y  que  en  conse- 
cuencia, no  se  pudieron  discutir  en  el  plenario 
todos  los  hechos  delictuosos  que  fueron  obje- 
to de  la  acusación,  violándose  por  ese  moti- 
vo los  artículos  516  y  677  inciso  4o.  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  pero  esta  ar- 
gumentación es  inaceptable,  pues  no  es  cier- 
to que  de  la  diligencia  de  confesión  con  car- 
gos se  desprendan  los  hechos  que  tienen  que 
descutirse  en  el  plenario  para  resolverse  en 
la  sentencia,  y  además  esta  circunstancia  ale- 
gada por  el  recurrente  aún  cuando  fuera  ad- 
misible, no  está  comprendida  en  el  artículo 
677  del  Código  de  Procedimientos  Penales  y, 
por  consiguiente,  no  puede  motivar  el  recur- 
so de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma. 

—  III  — 

El  inciso  2o.  del  artículo  677  de  Procedi- 
mientos Penales  establece  que  procede  el  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  cuando  se  haya  omitido  la  citación  del 
procesado,  ya  estuviere  preso  o  en  libertad,  y 
la  de  la  parte  acusadora  para  que  comparez- 
ca al  juicio,  y  éste  se  hubiere  fenecido  sin  la 
intervención  de  alguna  de  las  personas  ex- 
presadas. 

El  inciso  3o.  dispone  que  procede  asimis- 
mo el  recurso,  cuando  en  la  sentencia  no  se 
exprese  clara  y  terminantemente  cuáles  son 


los  hechos  que  se  consideren  probados  o  re- 
sulte manifiesta  contradicción  entre  ellos. 

Y  el  inciso  8o.,  que  también  es  admisible  el 
recurso  por  defecto  de  citación  para  la  sen- 
tencia y  para  toda  diligencia  probatoria. 

Estas  tres  disposiciones  motivan  el  recur- 
so, por  quebrantamiento  de  forma,  pero  del 
examen  del  proceso  aparece  que  tales  infrac- 
ciones no  existen,  pues  acusador  y  procesa- 
do, como  se  ha  dicho,  intervinieron  en  todas 
y  cada  una  de  las  diligencias  procesales;  la 
sentencia  expresa  clara  y  terminantemente 
los  hechos  probados;  y  no  hubo  defecto  de 
citación  para  sentencia,  puesto  que  se  pro- 
cedió de  entero  acuerdo  con  la  ley,  circuns- 
tancias por  las  cuales  la  casación  fundada  en 
estos  motivos  es  improcedente. 

—  rv  — 

Examinados  los  motivos  del  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  sustancial  del 
procedimiento,  inadmisible  por  las  razones  ex- 
presadas, procede  entrar  al  estudio  de  las  dis- 
posiciones legales  cuya  violación  se  denun- 
cia. Afirma  al  recurrente  que  la  sentencia 
infringe  los  artículos  1,  11,  12,  16,  28  inciso 
lo.,  30  incisos  lo.  y  2o.,  145,  406,  407,  443  y 
444  del  Código  Penal,  porque  la  Sala  dejó  de 
calificar  como  delitos  los  hechos  ejecutados 
por  Cuyán  Marroquín  y  omitió  declarar  su 
culpabilidad  e  imponerle  la  pena  correspon- 
diente, pero  esta  Corte  estima  que  no  existe 
violación  de  los  preceptos  enunciados,  pues  el 
fallo  no  hace  la  declaración  de  culpabilidad, 
porque  considera  que  no  se  estableció  en  autos 
la  responsablidad  criminal  del  acusado,  toda 
vez  que  éste  procedió  con  la  seguridad  de 
ejercer  un  derecho  sobre  un  inmueble  que  con- 
sideraba de  su  legítima  pertenencia,  cuya  po- 
sesión le  había  sido  otorgada,  y  además,  no 
se  caracterizó  el  delito  de  usurpación  porque 
no  se  demostró  que  hubo  violencia  o  intimi- 
dación en  las  personas  por  parte  de  Cuyán. 
Estas  apreciaciones  del  Tribunal  sentencia- 
dor están  fundadas  en  las  pruebas  produci- 
das en  autos,  de  las  que  se  deducen  las  con- 
clusiones siguientes:  lo.  que  Cuyán  era  pro- 
pietario de  las  fincas  números  cuarenta  y  tres, 
cuarenta  y  cuatro  y  cuarenta  y  cinco,  cuan- 
do fué  acusado  de  usurpación  y  daños;  2o. 
que  de  estas  fincas,  enclavadas  en  la  Finca 
"Minerva",  se  le  dió  posesión  judicial;  y  3o. 
que  no  consta  en  las  certificaciones  expedi- 
das por  el  Registro  que  las  mencionadas  pro- 
piedades hubieren  quedado  incorporadas  en 
la  finca  del  acusador.  En  consecuencia,  la 
voluntariedad  en  la  infracción  penal,  indis- 
pensable para  la  existencia  del  delito,  apare- 
ce desvirtuada  con  la  prueba  producida  por 
el  indiciado,  por  lo  que  al  declarar  su  incul- 
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pabilidad  el  Tribunal  de  Apelación,  no  pudo 
infringir  las  leyes  citadas  ni  los  artículos  lo., 
6o.,  13  y  14  del  Código  de  Procedimientos 
Penales. 

—  V  — 

Se  denuncia  violación  de  los  artículos  571, 
573,  586  incisos  3o.,  4o.  y  5o.  del  Código  de 
Procedimientos  Penales  y  19  inciso  lo.  del 
Decreto  Legislativo  1728,  porque  la  Sala  acep- 
tó como  buena  una  prueba  testimonial  con- 
traria a  los  principios  reguladores  de  ese  me- 
tíio  de  prueba,  pero  tal  infracción  no  existe, 
pues  la  absolución  del  acusado,  no  se  funda 
exclusivamente  en  dicha  prueba  testimonia], 
Isino  en  el  conjunto  de  pruebas  testificales  y 
documentales  que  demostraron  su  inculpabi- 
lidad, respecto  de  la  cual  ningún  elemento 
aportó  el  acusador  para  establecerla.  Ade- 
más ,se  cita  el  artículo  19  del  Decreto  Legis- 
lativo 1728,  el  cual  no  está  en  vigor,  pues 
fue  derogado  por  el  Decreto  Legislativo  1830, 
que  restableció  el  artículo  583  de  Procedi- 
mientos Penales. 

—  Vi- 
se invoca  infracción  de  los  artículos  602 

incisos  2o.,  6o.  y  7o.  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales,  por  el  desdén,  dice  el  re- 
currente en  su  alegato,  que  le  merecieron  a 
la  Sala  los  documentos,  actuaciones  e  informes 
que  presentó,  pero  el  Tribunal  no  podía  pro- 
ceder de  otro  modo  por  no  .ser  atinente  al 
caso  la  prueba  presentada.  En  efecto,  el  acu- 
sador probó  que  sus  fincas  "Minerva"  y  San 
Joaquín"  se  formaron  con  muchas  parcelas 
cuyos  respectivos  registros  fueron  cancelados 
Cuando  se  abrió  un  registro  único,  pero  exa- 
minada la  certificación  que  contiene  las  ins- 
cripciones correspondientes,  no  se  encuentra 
que  estén  comprendidas  en  la  incorporación 
las  fincas  números  cuarenta  y  tres,  cuarenta 
y  cuatro  y  cuarenta  y  cinco,  que  son  las  re- 
gistradas a  nombre  de  Cuyán,  por  lo  cual  el 
documento  referido  es  inconducente,  ya  que 
ho  llena  el  fin  que  se  propuso  con  su  presen- 
tación; por  otra  parte,  el  acusador  manifes- 
tó al  Juez  de  la  causa  (folio  49),  que  su  tí- 
tulo de  propiedad  lo  tenía  presentado  a  la 
Sala  la.  de  Apelaciones,  para  defenderse  de 
la  acción  principal  de  orden  civil  que  contr.i 
él  promovió  Cuyán.  de  suerte  que  por  ningún 
Imedio  quedó  establecido  su  derecho  sobre 
las  fincas  cuya  posesión  por  Cuyán  dió  ori- 
gen al  proceso.  En  consecuencia,  la  Sala, 
al  hacer  el  análisis  de  la  prueba,  procedió  con 
Sujeción  a  la  ley,  al  otorgar  mérito  probatorio 
a  la  producida  por  el  acusado  y  su  defensa, 


por  lo  que  no  ha  tenido  lugar  la  violación  de 
las  disposiciones  citadas,  y  de  los  artículos 
603  y  605  de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
•en  las  leyes  citadas  y  de  lo  dispuesto  en  los 
artículos  676,  677  y  690  de  Procedimientos 
Penales,  DESESTIMA  los  recursos  de  casa- 
ción interpuestos  por  quebrantamiento  de  for- 
ma y  violación  de  ley  y  condena  al  recurren- 
te a  la  multa  de  noventa  quetzales  o  treinta 
días  de  prisiqn,  en  caso  de  insolvencia.  No- 
tifiquese  y  con  certificación  de  lo  resuelto, 
devuélvanse  los  antecedentes  al  Tribunal  de 
Su  origen. 

Raf.  Ordóñez  SoUs.  —  Abel  Paredes.  — 
Francisco  E.  Rodrigues.  —  Federico  O.  Sala- 
zar.  —  Jesús  Unda  Murillo.  —  Max  García 
R.  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Pedro  Santos  o  Francisco  Ti- 
quirá)i  Mejta  y  compañeros,  por  los  delitos 
de  robo  con  asalto  en  despoblado,  forman- 
do cuadrilla  y  lesiones  leves. 

DOCTRINA :  Cuando  la  actitud  que  se  toma 
no  es  la  de  un  cooperador  accesorio  o  sc- 
cundario,  cuya  ayuda  hubiera  sido  innece- 
saria para  la  realización  del  crimeti,  sino 
activa  e  importante,  queda  comprendida  en- 
tre los  que  toman  parte  directa  en  la  eje- 
cución del  hecho. 

Corte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala, 
quince  de  Octubre  de  mil  novecientos  cua- 
renta. 

Por  rocur.so  extraordinario  de  casación,  se 
ve  la  sentencia  que  dictó  la  Sala  Cuarta  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  organizada  en  Cor- 
te Marcial,  el  catorce  de  diciembre  del  año 
próximo  pasado,  en  el  proceso  seguido  con- 
tra Pedro  Santos  o  Francisco  Tiquirán  Mejia. 
Diego  Ciprián  Sincoj,  Manuel  Benito  Mar, 
Vicente  Gómez  Ya  y  Ramón  Gómez,  por  los 
delitos  de  robo  con  asalto  en  despoblado,  for- 
mando cuadrilla  y  lesiones  leves,  por  la  cual 
confirma  la  del  Tribunal  Militar  del  Quiche, 
del  once  de  noviembre  de  ese  mismo  afio,  quo 
declara:  a)  que  Pedro  Santos  o  Francisco  Ti- 
quirán Mejía  y  Ramón  Gómez,  son  autores 
responsables  de  los  delitos  de  asesinato,  robo 
y  asalto  en  despoblado,  en  cuadrilla,  por  los 
que  les  impone  la  pena  de  muerte  y  en  caso 
de  que  se  les  concediera  la  conmuta  de  la 
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pena  capital,  deberán  sufrir  veintiséis  año3 
ocho  meses  de  prisión  correccional;  b),  que 
Manuel  Benito  Mar  y  Diego  Ciprian  Sincoj, 
son  cómplices  en  los  tres  delitos  indicados  y 
por  lo  mismo,  les  impone  la  pena  de  diecisie- 
te años,  nueve  meses  y  diez  días  de  prisión 
correccional;  c),  que  por  falta  de  prueba,  ab- 
suelve a  Vicente  Gómez  Ya,  de  la  instancia 
y  dispone  que  sea  puesto  en  libertad,  al  ob- 
tener el  fallo  la  aprobación  superior;  y  d), 
manda  que  se  dicten  activas  órdenes  de  cap- 
tura contra  Pablo  Ruíz  o  Riz  y  tres  indivi- 
duos originarios  y  vecinos  de  Zacualpa;  con 
la  modificación  de  que  Pedro  Santos  o  Fran- 
cisco Tiquirán  Mejía,  Ramón  Gómez,  Manuel 
Benito  Mar  y  Diego  Ciprian  Sincoj,  son  res- 
ponsables, los  dos  primeros,  como  autores,  y 
los  dos  últimos,  como  cómplices,  del  delito 
de  robo  con  homicidio  calificado  en  la  perso- 
na de  Francisco  López  Castillo  y  lesiones  le- 
ves en  las  mujeres  Francisca  y  Paulina  Ti- 
quirán, por  lo  que  les  impone  la  pena  de 
muerte,  a  los  dos  primeros,  y  en  caso  de 
que  fuera  conmutada,  deberán  sufrir  quince 
años  de  prisión  correccional,  aumentados  en 
una  tercera  parte;  y  trece  años  cuatro  meses, 
a  los  dos  últimos,  por  ser  cómplices;  que  el 
asalto  en  despoblado  y  en  cuadrilla,  no  es 
constitutivo  de  delito,  sino  son  circunstancias 
de  agravación  inherentes  al  robo,  en  este  ca- 
so; y  que  la  atenuante  de  la  confesión  de  los 
reos,  queda  compensada  racionalmente  con 
lina  de  las  agravantes  genéricas,  ya  sea  la 
hocturnidad,  el  disfraz  o  la  edad  del  occiso. 

RESULTA: 

Que  el  proceso  se  inició  el  veintinueve  de 
agosto  del  año  pasado,  por  haber  comunica- 
do el  comisario  de  la  policía  municipal  de 
Joyabal,  al  Juez  del  mismo  lugar,  que  el  re- 
gidor auxiliar  del  cantón  Chorraxaj,  Pedro 
Alonso,  le  había  dado  parte  que  Francisco 
López  Castillo  había  sido  asesinado,  según 
aviso  que,  a  Alonso,  le  dieron  Juan  Us  Cas- 
tro y  Miguel  Castro.  Examinado  Pedro  Alon- 
so, manifestó:  que  estando  durmiendo  ese 
día,  a  las  tres  horas,  llegaron  a  su  casa  Juan 
Us  Castro  y  Miguel  Castro,  a  decirle  que  ha- 
bía sido  asesinado  Francisco  López  Castillo, 
Sin  darle  más  detalles  y  con  esta  noticia  reu- 
•nió,  auxilio,  pasó  a  la  casa  de  López  Castillo 
a  ver  lo  que  había  sucedido  y  después  fué  a 
poner  el  hecho  en  conocimiento  de  la  autori- 
dad de  Joyabaj.  Juan  Us  Castro,  manifestó: 
que  a  su  casa  había  llegado  Francisca  Tiqui- 
i-án,  a  suplicarle  que  pusiera  en  conocimien- 
to del  regidor  auxiliar  del  cantón,  que  su 
marido  López  Castillo  había  sido  asesinado, 
encargo  que  cumplió  inmediatamente,  yendo 
acompañado  de  su  hermano  Miguel  Castro. 


El  Juez  de  Paz  de  Joyabaj  se  constituyó 
en  el  lugar  del  suceso,  que  queda  al  norte 
de  la  población,  a  doce  kilómetros  de  distan- 
cia, y  encontró  un  rancho  pequeño,  con  un 
departamento  destinado  a  dormitorio  para 
cuidar  ovejas  y  cerca  de  uno  de  los  horcone.s 
que  lo  sostiene,  el  cadáver  de  un  indígena,  bo- 
ca abajo,  que  según  Francisca  Tiquirán,  que 
Estaba  presente,  era  su  marido  Francisco  Ló- 
pez Castillo  y  presentaba  siete  heridas  sobre 
(el  hombro  izquierdo  y  en  otras  partes  del 
tuerpo,  deduciéndose  que  la  que  tenía  en  el 
parietal  izquierdo,  que  abarcaba  hasta  el  cue- 
llo, como  de  trece  centímetros  de  largo,  ha- 
bía sido  la  que  determinó  su  muerte,  por  la 
abundante  hemorragia  que  produjo.  Estas 
heridas  se  notó  que  habían  sido  causadas  con 
&rma  corto-punzante  (cuchillo).  Inmediata 
hl  cadáver  estaba  la  huella  de  haber  existido 
fuego;  en  una  cama,  unas  pieles  de  carnero 
que  presentaban  manchas  de  sangre;  y  a  un 
lado  del  rancho,  un  pequeño  corral  de  ove- 
jas. A  la  distancia  de  cien  metros,  tres  ran- 
chos más,  donde  vivía  el  fallecido  con  sus  fa- 
miliares. Allí  mismo  manifestó  Francisca 
Tiquirán,  que  la  noche  anterior,  del  veintiocho 
para  amanecer  veintinueve,  sin  serle  posible 
determinar  la  hora,  se  acostaron  a  dormir  en 
61  rancho,  con  el  objeto  de  cuidar  las  ovejas; 
a  media  noche,  sintió  que  en  el  interior  como 
habían  seis  hombres,  de  quienes  dos  d-j  ellos 
la  agarraron  de  los  brazos,  como  para  ulti- 
marla, y  los  cuatro  restantes  agarraron  a  su 
marido  Francisco  López  Castillo  y  le  dieron 
muerte.  López  Castillo  gritó,  pero  luego  ya 
no  hizo  ningún  movimiento,  por  los  macheta- 
zos que  Je  infirieron;  y  los  dos  que  la  sujeta- 
ron le  decían:  "calíate  la  boca,  calíate  la  bo- 
pa",  dándole  de  planazos  en  la  espalda.  En 
aquel  mismo  rancho  dormía  Francisca  Tiqui- 
rán, niña  de  tres  años  de  edad,  a  quien  los 
malhechores  no  le  hicieron  nada;  pero  des- 
pués se  dirigieron  a  la  habitación  de  su  hija 
Paula  Tiquirán,  llevándose  de  su  rancho  tres 
chamarras,  que  le  servían  de  abrigo  aquella 
Vioche,  mientras  tanto,  aprovechó  el  momento 
{jara  ir  a  la  casa  de  su  compadre  Juan  Us 
Castro,  a  decirle  lo  que  había  pasado,  para 
l^ue  se  lo  denunciara  al  auxiliar  del  cantón. 
A  su  regreso,  le  refirió  su  hija  Paula  que 
tinos  hombres  la  habían  amarrado,  conocien- 
do que  uno  de  ellos  era  Pedro  Santos,  y  le 
habían  robado  cuatro  azadones,  una  hacha, 
un  machete  calabozo,  una  enagua,  cuatro  pan- 
talones y  otras  cosas.  El  Juez  tuvo  a  la  vista 
la  lesión  que  presentaba  Francisca  Tiquirán 
en  el  codo  del  brazo  izquierdo,  otra  en  la 
palma  de  la  mano  del  mismo  lado,  otra  sobre 
el  metacarpo  de  esa  misma  mano,  así  como 
también  contusiones  amoratadas,  infiriendo 
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que  las  primeras  habían  sido  causadas  con 
pl  filo  de  un  machete  y  las  otras  con  el  ma- 
chete de  plano. 

Paulina  Tiquirán,  declaró:  que  estando  dur- 
miendo, como  a  las  doce  de  la  noche  (24  ho- 
ras), en  su  rancho,  oyó  que  había  sido  abier- 
ta la  puerta,  por  lo  que  se  sentó  pronto  y 
se  dió  cuenta  que  cuatro  hombres,  con  la 
cara  tiznada,  penetraban  al  interior  y  luego 
la  agarraron,  la  amarraron  a  una  de  las  ex- 
tremidades de  la  cama  y  le  exigieron  que  les 
entregara  diez  quetzales,  amenazándola  con 
^arle  muerte  si  no  lo  hacía  y  si  daba  voces 
pidiendo  auxilio.  Estos  sujetos  sacaron  de 
lin  cajón  de  madera,  dos  enaguas,  tres  cal- 
zoncillos de  manta,  tres  camisas,  también 
de  manta,  dos  quetzales  en  efectivo,  dos  cha- 
marras con  que  estaba  tapada  esa  noche,  seis 
libras  de  sal,  cuatro  azadones,  un  machete 
calabozo,  una  hacha,  tres  gallinas,  cuatro 
"matates"  de  pita,  en  los  cuales  colocaron  los 
objetos  y  se  los  llevaron;  los  hombres  habla- 
ban en  castellano,  idioma  que  no  entiende. 
A  uno  que  se  quedó  parado,  cerca  de  la  puer- 
ta, lo  reconoció  y  es  Pedro  Santos.  Los  mal- 
hechores ataron  a  su  menor  hija  Antonia  Ti- 
quirán, a  quien  no  le  hicieron  más;  y  presu- 
mía que  otro  de  estos  hombres  fuera  Diego 
Ciprian  Sincoj,  su  vecino,  porque  era  enemigo 
de  su  padre  Francisco  López  Castillo. 

El  Juez  instructor,  no  obstante^  su  activi- 
dad, no  encontró  huellas  que  le  orientaran, 
únicamente  en  el  corredor  de  la  casa  de  Ci- 
prian Sincoj,  vió  tres  piedras  con  huellas  de 
que  se  habían  empleado  para  moler  carbón. 
Según  la  deducción  de  este  funcionario,  el  ase- 
sinato se  cometió  en  cuadrilla,  con  ocasión 
de  robo  y  asalto  en  despoblado;  con  preme- 
ditación y  alevosía.  Levantó  un  plano  del 
lugar.  . 

El  experto  en  cirugía,  Carlos  Federico  Pe- 
llecer,  informó  con  respecto  a  las  distintas 
heridas  que  presentaba  López  Castillo,  con- 
culyendo  con  que  la  que  principiaba  en  el  pa- 
•rietal  izquierdo  y  terminaba  en  el  cuello,  era 
la  que  había  originado  la  muerte;  y  que  to- 
das las  heridas  habían  sido  producidas  con 
arma  corto-punzante  (cuchillo).  Las  que  pre- 
sentaba Francisca  Tiquirán,  según  el  parecer 
del  mismo  experto,  fueron  originadas  con  el 
filo  y  plano  de  un  machete  y  curaría  en  cin- 
co días,  sin  dejar  más  consecuencia  que  cica- 
trices visibles,  que  desaparecerían  con  el  tiem- 
po. 

A  la  causa  se  agregó  copia  certificada  de 
la  partida  de  óbito  de  Francisco  López  Cas- 
tillo. 

Capturado  o  interrogado  Francisco  Tiqui- 
rán Mejia  o  Pedro  Santos,  declaró:  que  el 
veintiocho  de  agosto  del  año  próximo  pasa- 
do, como  a  las  veinte  horas,  salió  con  di- 


rección al  lugar  llamado  Pachubaj,  del  te- 
rritorio de  Joyabaj,  con  el  propósito  de  re- 
unirse con  Diego  Ciprian  (a)  "Sincoj",  Ma- 
nuel Benito  Miranda,  Ramón  Gómez,  Pablo 
Ruiz,  Vicente  Gómes  y  tres  individuos  de 
Zacualpa,  a  quienes  no  conoce,  para  llevar  a 
cabo  el  asalto  de  la  casa  de  Francisco  López 
Castillo;  se  dirigieron  a  un  rancho  peque- 
ño donde  dormían,  penetraron  sus  compañe- 
ros, quedándose  el  declarante  afuera,  porque 
se  trataba  de  asesinar  a  la  mujer  de  López 
Castillo,  que  es  su  prima  hermana,  habien- 
do sido  Pablo  Ruíz  quien  dió  muerte  a  Ló- 
pez Castillo,  y  Ramón  Gómez,  uno  de  los  que 
flajelaron  a  Francisco  Tiquirán,  ayudado  por 
dos  de  los  de  Zacualpa.  A  excepción  del  de- 
clarante, los  demás  llevaban  la  cara  tizna- 
da, pues  la  mira  era,  a  la  vez,  saquear  com- 
pletamente la  casa  de  López  Castillo  y  lo 
efectuaron  sus  compañeros,  llevándose  los 
objetos  que  estaban  a  su  alcance.  Ramón 
Gómez  le  aconsejó  que  no  se  llevara  nada, 
porque  luego  lo  encontraría  la  autoridad; 
que  era  mejor  que  los  de  Zacualpa  se  lleva- 
varan  las  cosas.  Antes  del  asesinato,  inten- 
taron hurtarse  una  vaca,  perteneciente  al 
propio  López  Castillo,  pero  pensaron  lo  con- 
trario, en  la  creencia  de  que  era  mejor  asal- 
tar la  casa.  Su  participación  en  el  hecho, 
obedeció  a  que  López  Castillo  lo  había  mal- 
tratado anteriormente,  diciéndole  que  lo  iba 
a  brujear  y  a  sacarlo  del  terreno.  Por  ésto, 
convino  con  Ramón  Gómez  en  darle  muer- 
te, habiéndole  manifestado  Gómez  que  él  te- 
nía buenos  amigos,  que  lo  acaldarían,  que  no 
tenían  miedo  porque  ya  antes  habían  estado 
en  la  Penitenciaría.  Cuando  habló  con  Gó- 
mez con  resepcto  a  ésto,  fué  para  la  fiesta 
de  Joyabaj;  que  su  verdadero  nombre  es 
Francisco  Tiquirán  Mejia,  no  Pedro  Santos, 
y  que  si  usó  este  último  nombre,  se  debía  a 
que  hace  catorce  o  quince  años,  que  había 
dado  muerte  a  su  concubina  Antonia  Lux. 
por  haberla  encontrado  con  otro  hombro, 
asestándole  una  puñalada  con  cuchillo  y  en- 
tonces huyó  a  la  costa  de  Escuintla,  cam- 
biándose el  nombre  y  haciéndose  llamar  Pe- 
dro Santos. 

Interrogado  Diego  Ciprian  Sincoj,  expuso: 
que  el  veintiocho  de  agosto,  a  las  doce  horas, 
iba  en  dirección  a  su  casa,  situada  en  Cho- 
rraxaj;  en  el  camino  encontró  a  Francisco 
Tiquirán  Mejia  o  Pedro  Santos,  Ramón  y 
Vicente  Gómez,  Manuel  Benito  Miranda  y 
Pablo  Ruíz,  quienes  lo  invitaron  para  ir  a 
andar  con  ellos,  con  perros,  por  la  noche, 
aceptó,  y  a  las  veinte  horas  llegó  a  su  rancho 
Santos,  o  Tiquirán  Mejia  a  traerlo;  al  poco 
rato,  se  unieron  a  los  demás  individuos  ya 
mencionados,  encaminándose  todos  con  di- 
rección al  terreno  y  casa  de  Francisco  Ló- 
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pez  Castillo,  donde  Santos  le  dijo  que  se  que- 
dara entre  la  milpa  y  todos  los  demás  se 
dirigieron  a  un  rancho  pequeño,  que  servía 
para  cuidar  ovejas,  caminando  adelante  Ti- 
quirán  Mejia  o  Santos,  Ramón  Gómez  y  uno 
de  los  de  Zacualpa.  Al  nada  más  penetrar 
al  interior,  principiaron  a  pegarle  a  Fran- 
cisco López  Castillo,  que  se  hallaba  con  su 
mujer,  habiendo  sido  amarrado  y  muerto 
por  Ramón  Gómez  y  Santos  o  Tiquirán  Me- 
jia, y  los  de  Zacualpa,  fueron  los  que  ata- 
ron a  la  mujer  y  lai  flajelaron,  estando  Ci- 
prian  Sincoj,  afuera,  en  unión  de  Vicente 
Gómez  y  Manuel  Benito  Miranda.  Pasaron 
después  a  otra  habitación,  donde  amarraron 
a  una  mujer  que  se  hallaba  en  el  interior, 
sin  haberse  dado  cuenta  si  robaron  alguna 
posa;  y  esa  noche,  todos  llevaban  la  cara  tiz- 
nada. Inmediatamente  rectificó  y  dijo,  que 
si  vió  cuando  los  individuos  de  Zacualpa  co- 
menzaron a  envolver  chamarras,  tomando 
gallinas,  azadones  y  otros  objetos  más;  pero 
él  no  se  apoderó  de  nada  y  fué  Santos  o  Ti- 
fluirán  Mejía,  el  que  insinuó  que  se  le  die- 
ra muerte  a  López  Castillo,  halDiendo  ayuda- 
do a  consumar  el  crimen  el  individuo  Julio 
Castro;  y  esa  noche  el  declarante  llevaba  un 
palo. 

Interrogado  Manuel  Benito  Miranda,  mani- 
festó: que  en  una  fecha  que  no  le  era  posi- 
ble determinar,  un  día  lunes,  le  propuso  Pe- 
dro Santos  si  quería  ir  con  Ramón  Gómez  y 
otros  muchachos  de  Zacualpa,  a  mostrarle 
el  camino  que  conducía  la  casa  de  Francis- 
co López,  a  quien  irían  a  matar,  y  aceptó. 
La  noche  que  se  trataba  de  llevar  adelante 
lo  convenido,  ya  no  quería  ir,  pero  entonces 
Gómez  lo  amenazó,  diciéndole  que  si  se  ne- 
gaba, que  lo  perjudicarían  los  individuos  de 
'Zacualpa  y  entonces  no  tuvo  más  que  reunir- 
se con  los  otros  en  el  lugar  denominado  Sa- 
culeu,  siendo  estos  otros  los  de  Zacualpa  y 
Vicente  Gómez,  no  asi  Julio  Castro;  se  diri- 
gieron a  la  casa  de  la  victima,  quedándose 
el  declarante  una  cuadra  antes  y  ésto  no  le 
permitió  enterarse  cómo  se  desarrolló  el  he- 
cho; y  cuando  regresaron,  vió  que  los  de 
Zacualpa,  a  quienes  les  desconoce  el  nombre, 
llevaban  gallinas,  azadones,  chamarras  y 
otros  objetos.  No  se  tiznó  la  cara,  ni  se  fijó 
si  los  compañeros  la  llevaban  tiznada.  Si  los 
acompañó,  fué  por  pura  tontería. 

Interorgado  Vicente  Gómez  Ya,  declaró: 
que  como  a  las  dieciseis  horas  del  lunes  vein- 
tiocho de  agosto  del  año  pasado,  llegó  su 
hermano  Ramón  a  suplicarle  que  lo  acompa- 
ñara durante  la  noche,  a  cuidar  las  siem- 
bras de  maíz  que  tenía  en  Saculeu  y  llegó  a 
ese  lugar  a  las  dieciocho  horas,  encontrando 
a  unos  individuos  de  Zacualpa,  entre  ellos  a 
Pablo  Riz  y  al  poco  rato  llegó  Pedro  San- 


tos, le  indicó  a  su  hermano  Ramón  que  fuera 
a  llamar  a  Manuel  Benito  Miranda  y  estan- 
do ya  todos,  se  dirigieron  a  la  casa  de  Fran- 
cisco López,  habiéndoseles  agregado  en  ei 
camino,  Diego  Ciprian  Sincoj.  Todos  llega- 
ron al  rancho,  excepto  el  declarante,  que  se 
quedó  esperando  a  cierta  distancia  y  al  ra- 
to oyó  gritos,  sin  poder  deducir  de  qué  se 
trataba,  pero  cuando  regresaron,  notó  que 
los  de  Zacualpa  llevaban  objetos  dentro  de 
unos  "matates",  en  cuenta  azadones  y  galli- 
nas, que  creyó  que  eran  robadas  en  la  casa 
de  López  Castillo;  pero  a  él,  no  le  dieron 
parte  de  estas  cosas  ni  le  pagaron  por  haber- 
los acompañado.  No  se  tiznó  la  cara  ni  vió 
que  los  demás  lo  hicieran,  ni  tampoco  vió 
esa  noche  a  Julio  Castro. 

Julio  Castro  negó  haber  tomado  partici- 
pación en  la  ejecución  del  hecho. 

Interrogado  Ramón  Gómez,  manifestó; 
que  un  día  que  no  le  era  posible  precisar,  en 
ocasión  que  se  dirigía  a  su  casa,  encontró  a 
Pedro  Santos,  quien  entre  la  conversación, 
le  preguntó  si  conocía  a  algunos  muchachos 
que  tuvieran  valor,  porque  quería  matar  a 
¡un  su  enemigo  de  Chorraxaj,  que  era  brujo 
y  rico;  le  contestó  diciendo  que  no  conocía 
a  ninguno;  pero  por  las  amenazas  que  le  hizo 
Santos,  mencionó  a  Pablo  Riz  o  Ruiz  y  luego 
se  despidieron.  Tiempo  más  tarde,  le  volvió 
hablar  Santos  en  Joyabaj,  estando  Pablo  Riz 
o  Ruíz,  presente,  y  fué  invitado  por  Santos 
para  tomar  un  trago  de  aguardiente,  des- 
arrollándose entonces  la  propuesta  siguien- 
te: Santos  le  dijo  a  Riz  o  Ruíz,  que  como 
buen  muchacho  que  era,  le  podía  un  favor; 
que  él  (Santos)  tenía  un  enemigo  rico,  a 
quien  deseaba  dar  muerte  y  como  sabía  que 
Riz  o  Ruíz  era  hombre  sin  miedo,  quería 
que  lo  acompañara  a  asaltar  la  casa  de  ese 
enemigo  que  era  Francisco  Castillo;  Ruíz 
inmediatamente  aceptó  y  ofreció  llevar  otros 
tres  hombres,  habiendo  fijado  la  fecha  del 
veintiocho  de  agosto  del  año  pasado,  para  la 
ejecución  del  plan,  que  se  desarrolló  tal  co- 
jno  lo  habían  propuesto,  pues  a  las  ocho  de 
Ja  noche  llegó  Pedro  Santos  a  la  casa  del 
declarante,  a  decirle  que  fueran  a  pasear, 
saliendo  con  rumbo  al  lugar  llamado  Sacu- 
leu, en  donde  encontraron  a  Riz  o  Ruíz  con 
tres  individuos  de  Zacualpa,  y  más  tarde,  se 
reunió  a  ellos  Diego  Ciprian  Sincoj.  Pasa- 
ron a  traer  a  Manuel  Benito  Miranda  y  a 
Vicente  Gómez,  éste  último  por  invitación 
del  declarante,  sin  saber  el  propósito  que  lle- 
vaban y  sería  media  noche,  cuando  todos, 
(ion  e.xcepción  de  Julio  Castro,  llegaron  a  un 
rancho  pequeño,  encabezados  por  Santos, 
donde  entraron  los  de  Zacualpa,  agarraron 
al  viejecito  Francisco  López  Castillo,  quien 
comenzó  a  gritar  y  se  calló  luego,  sin  duda 
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porque  le  habían  dado  muerte  a  machetazos. 
El  declarante  y  los  de  Joyabaj,  no  tomaron 
parte  en  el  asesinato,  pues  se  concretaron  a 
puidar  el  contorno  del  rancho  y  fueron  Ruíz 
o  Riz  y  los  tres  de  Zacualpa,  los  que  lo  con- 
sumaron. Dos  de  los  de  Zacualpa,  golpea- 
ron o  Francisca  Tiquirán  y  luego  pasaron  a 
otro  rancho,  amarraron  a  una  indígena  y  de 
allí  se  llevaron  chamarras,  ropa  de  mujer, 
camisas  y  además,  e.xigían  dinero.  Termi- 
nado todo  ésto,  cada  cual  se  fué  a  su  casa. 

El  experto  Víctor  Vicente  Calderón,  valo- 
ró en  nueve  quetzales  cuarenta  y  cinco  cen- 
tavos, los  objetos  que  se  dicen  robados. 

Ampliando  sus  declaraciones  Manuel  Be- 
nito Mar  y  Vicente  Gómez  Ya,  dijeron  que  no 
sabían  anticipadamente  los  propósitos  que 
llevaban  sus  compañeros;  que  no  llegaron  a 
la  casa  de  la  víctima;  y  que  el  segundo  de 
éstos  se  quedó  cuando  faltaban  dos  cuerdas, 
porque  le  dijo  Pablo  Ruiz  o  Riz  "nos  esperas 
aquí,  porque  tenés  que  llevar  una  carga  y  si 
no  nos  esperás,  te  vamos  a  matar".  Así  lo 
hizo  y  al  rato  oyó  unos  gritos  que  decían  "ay, 
ay"  y  cuando  regresaron,  vió  que  los  de  Za- 
cualpa llevaban  unos  objetos. 

El  cirujano  departamental  del  Quiche, 
con  presencia  de  lo  expuesto  por  el  experto 
Pellecer,  señalando  las  lesiones  que  sufrió 
López  Castillo,  en  el  protocolo  gráfico  del 
servicio  médico  forense,  informó:  que  la  he- 
rida que  partía  del  parietal  izquierdo  y  ter- 
minaba en  el  cuello,  había  interesado  la  vena 
yugular  y  había  provocado  la  muerte  por 
hemorragia.  Las  demás  habían  sido  de  ca- 
rácter leve. 

La  menor  Antonia  Tiquirán  y  Tiquirán, 
de  ocho  años  de  edad,  declaró:  que  a  la  me- 
dia noche  del  veintiocho  de  agosto  del  año 
pasado,  llegaron  unos  hombres  con  la  cara 
tiznada,  a  matar  a  su  abuelo  en  el  interior 
de  su  casa  y  conoció  entre  ellos  a  Pedro  San- 
tos, cuyo  legítimo  nombre  es  francisco  Ti- 
quirán; y  los  que  amarraron  a  su  madre 
Paulina  Tiquirán,  fueron  los  mismos  hom- 
bres, quienes  registraron  un  cajón,  llevándo- 
se las  chamarras  y  como  se  asustó,  salió  co- 
rriendo y  se  fué  a  esconder,  sin  haberse  da- 
do cuenta  de  lo  demás. 

A  su  declaración  anterior,  agregó  Diego 
Ciprian  Sincoj,  que  hacía  dos  semanas  quo 
estaban  pensando  comeler  el  hecho,  porque 
Santos  les  había  dicho  que  había  que  matar 
a  López  Castillo,  quien  era  brujo,  pero  no 
sabían  que  fuera  malo.  Modificó  su  decla- 
ración anterior,  diciendo  que  no  conoce  a 
Julio  Castro  y  no  estuvo  con  ellos  la  noche 
del  crimen,  no  sabiendo  si  asistió  a  las  reu- 
niones que  precedieron  y  si  había  dicho  lo 


contrario,  lo  hizo  faltando  a  la  verdad.  En 
el  careo  practicado  entre  éste  y  Julio  Castro 
López,  quedaron  de  acuerdo. 

El  cirujano  informó:  que  las  lesiones  que 
presentaba  Paulina  Tiquirán,  curaban  en  un 
plazo  de  cinco  a  seis  días. 

Pedro  Santos  o  Francisco  Tiquirán  Mejía, 
cambió  su  declaración  anterior,  diciendo  que 
había  usado  el  nombre  de  Pedro  Santos,  por 
una  deuda  que  le  tenía  a  José  Rosales  y  no 
por  haber  dado  muerte  a  su  mujer  Antonia 
Lux;  que  hacía  dos  semanas  que  estaban 
proyectando  el  asesinato  de  López  Castillo  y 
los  autores  habían  sido  sólo  seis:  Pablo  Ruíz 
o  Riz,  tres  de  Zacualpa,  Ramón  Gómez  y  el 
interrogado.  Diego  Ciprian,  Manuel  Benito, 
Vicente  Gómez  y  Julio  Castro  López,  no  to- 
maron parte  y  si  los  complicó,  fué  por  puro 
miedo,  pero  eran  inocentes.  El  no  tomó  par- 
te directa  en  la  muerte,  porque  los  que  la 
ejecutaron  fueron  los  de  Zacualpa  y  Ruiz  o 
Riz,  siendo  éste  último  el  que  le  infirió  los 
machetazos. 

Ramón  Gómez  Ya,  se  retractó  de  su  ante- 
rior declaración,  diciendo  que  si  se  había  ex- 
presado así,  había  sido  por  miedo,  porque 
Santos  le  dijo  que  para  evitar  que  lo  casti- 
garan, dijera  que  había  estado  con  ellos  esa 
noche;  que  él  no  sabía  cuál  era  la  mira  de 
sus  compañeros,  pues  hasta  que  lo  amena- 
zaron con  castigarlo,  supo  que  había  muer- 
to López  Castillo  y  no  sabía  quien  era  el  au- 
tor. 

En  las  casas  de  los  procesados,  no  se  en- 
contró ninguno  de  los  objetos  robados  la  no- 
che del  crimen. 

Constituido  el  tribunal  en  el  sitio  del  cri- 
men, con  el  objeto  de  reconstruirlo,  cada  uno 
de  los  reos  se  apostó  en  el  lugar  donde  dijo 
que  había  estado  y  para  aclarar  algunas  du- 
das, se  les  interrogó  simultáneamente,  dan- 
do por  resultado  que  Diego  Ciprian  Sincoj, 
después  de  haber  discutido  con  Francisco 
Tiquirán  Mejía,  le  sostuvo  a  éste,  firmemen- 
te, que  él  — Tiquirán  Mejía — ,  en  unión  de 
Ramón  Gómez  Ya  y  cuatro  de  Zacualpa,  le 
dieron  muerte  a  López  Castillo.  Estos  dos, 
es  decir,  Tiquirán  Mejia  y  Gómez  Ya,  dije- 
ron que  aunque  habian  llegado  hasta  el  in- 
terior del  rancho,  no  habian  tomado  parte 
material  en  al  ejecución  del  crimen:  pero 
que  sí  presenciaron  lo  que  hicieron  sus  com- 
pañeros. Cuantp  a  los  demás,  están  de 
acuerdo  en  que  el  papel  que  desempeñaron, 
fué  de  centinelas.  En  ese  acto,  Franci-sca  Ti- 
quirán, dijo  que  recordaba  haber  visto  entre 
los  seis  sujetos  que  entraron  a  su  rancho,  a 
uno  que  le  faltaba  la  oreja  y  tenía  la  cara 
amarrada  y  aseguró  que  Tiquirán  Mejia  ha- 
bía sido  el  que  había  dado  muerte  a  su  ma- 
rido.   El  mismo  tribunal  se  trasladó  a  la 
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casa  de  habitación  de  Francisca  Tiquirán, 
donde  se  dice  que  los  malhechores  robaron 
varios  objetos  y  entre  los  presentes  convi- 
nieron en  que  Tiquirán  Mejía  o  Santos  en 
unión  de  Pablo  Ruíz  o  Ríz  y  tres  vecinos  de 
Zacualpa,  habían  sido  los  autores  del  robu. 
Quedaron  de  acuerdo  en  que  Manuel  Benito 
Mar  no  asistió  al  lugar  preciso  del  crimen 
y  que  Vicente  Gómez  no  tomó  parte  en  el 
asesinato;  y  Francisca  Tiquirán  agregó,  a 
lo  que  ya  había  dicho,  que  su  hija  Paulina 
había  sido  violada  por  cuatro  de  los  asaltan- 
tes, sin  poder  determinar  quienes  fueron.  El 
Fiscal  Militar  dedujo  que,  el  crimen  había 
sido  ejecutado  con  premeditación,  porque 
Santos  o  Tiquirán  Mejía  conocía  perfecta- 
mente la  vida  y  costumbres  de  Francisco 
López  Castillo. 

RESULTA: 

Que  el  Tribunal  Militar  del  Quiche,  dictó 
su  fallo  en  el  sentido  que  se  indica  al  prin- 
cipio y  al  pasar  en  consulta  a  la  Sala  Cuarta 
de  la  Corte  de  Apelaciones,  que  conoció  en 
concepto  de  Corte  Marcial,  por  la  naturaleza 
de  los  delitos  y  tratarse  de  una  sentencia 
ejecutiva,  la  confirmó,  con  las  modificacio- 
nes que  también  ya  se  dejaron  descritas  al 
principio.  Contra  este  último  fallo,  inter- 
pusieron recurso  extraordinario  de  casación 
el  Procurador  Oficial  de  la  Sala  Cuarta  de 
la  Corte  de  Apelaciones  y  el  reo  Ramón  Gó- 
mez, que  de  orden  judicial,  fué  auxiliado  por 
el  mismo  Procurador,  citando  como  infrin- 
gidos, el  primero  de  éstos,  los  artículos  5o., 
12,  21  incisos  6o.  y  9o.,  23  incisos  lo.,  5o., 
6o.,  12  y  19,  31,  45  fracción  octava,  67,  71. 
80,  84,  107,  112,  115,  116  y  298  del  Código 
Penal;  4o.,  220  y  654  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales  y  IX  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial;  y  el  segundo,  los  artículos 
30,  31  y  71  del  Código  Penal  y  582  inciso  2o. 
del  Código  de  Procedimientos  Penales.  Ale- 
ga el  Procurador  que  Tiquirán  Mejía  no  tie- 
ne en  su  contra  todas  las  agravantes  que  es- 
tima la  Corte  Marcial  y  las  que  aparecen, 
son  compensables  racionalmente  con  la  con- 
fesión, por  cuyo  motivo  merece  que  se  le 
imponga  la  pena  inmediata  inferior;  y  Gó- 
mez que  se  violó  la  ley  al  condenársele  como 
co-autor,  en  vez  de  cómplice,  estimando  la 
declaración  de  su  co-reo,  sin  tener  en  cuen- 
ta el  tribunal  que  tal  declaración  no  produ- 
ce ningún  efecto  jurídico.  Después  del  día 
de  la  vista,  alegó  el  reo  Gómez,  con  auxilio 
del  abogado  Víctor  Manuel  Mijangos,  en  el 
mismo  sentido. 


CONSIDERANDO: 

Que  estando  establecida  y  aceptada  la  cul- 
pabilidad del  reo  Pedro  Santos,  cuyo  verda- 
dero nombre  dice  que  es  Francisco  Tiquiráji 
Mejía,  con  su  confesión  espontánea,  hecha 
en  la  forma  establecida  por  la  ley,  que  pa- 
tentiza que  es  uno  de  los  principales  autores 
intelectuales  y  a  la  vez  materiales  del  cri- 
men, el  recurso  extraordinario  de  casación 
se  interpuso,  en  cuanto  a  él  se  refiei'e,  se- 
gún se  deduce,  por  no  haberle  sido  aplicada 
la  pena  inmediata  inferior  a  la  de  muer- 
te, alegándose  que  no  han  concurrido  todas 
las  circunstancias  de  agravación  que  apre- 
ció la  Corte  Marcial,  sin  citarse  ninguna  ra- 
zón en  apoyo  de  este  argumento,  y  que  los 
que  concurrieron  son  compensables,  por  su 
importancia  con  la  atenuante  de  la  confe- 
sión; pero  este  fundamento  es  inexacto  y  por 
lo  mismo  carece  de  razón.  Las  circunstan- 
cias se  compensan  racionalmente  por  su  nú- 
mero o  por  su  importancia  y  cuando  de  la 
compensación  resulta  un  saldo  desfavorable, 
la  pena  de  muerte  no  es  susceptible  de  mo- 
dificación, porque  si  cuando  las  circunstan- 
cias se  destruyen  unas  a  otras,  se  aplica  esa 
pena,  conforme  a  las  reglas  de  la  compen- 
sación, con  la  misma  razón  cuando  hecha  la 
operación  correspondiente  que  da  un  saldo 
de  circunstancias  agravantes  que  demues- 
tran mayor  perversidad. 

Las  agravantes  que  apreció  la  Corte  Mar- 
cial resultan  bien  establecidas  en  el  proceso, 
puesto  que  el  crimen  se  perpetró  a  las  vein- 
ticuatro horas,  más  o  menos,  hora  que  fué 
buscada  deliberadamente  con  el  propósito  de 
lograr  la  impunidad,  aprovechando  la  obscu- 
ridad de  la  noche;  se  empleó,  en  la  misma 
forma,  disfraz,  con  igual  propósito,  disfraz 
que  consistió  en  haberse  pintado  la  cara  con 
polvo  de  carbón,  para  no  ser  conocidos;  y 
sin  embargo  de  que  no  se  recabó  copia  cer- 
tificada de  la  partida  de  nacimiento  del  ex- 
tinto Francisco  López  Castillo,  para  esta- 
blecer en  esta  forma  su  edad,  todos  están 
más  o  menos  acordes,  en  que  era  un  ancia- 
no y  ésto  demuestra  que  el  hecho  se  ejecutó 
con  desprecio  del  respeto  que  merería,  má- 
xime que  estaba  en  su  propia  casa,  durmien- 
do, cuando  fué  atacado  y  muerto.  Aparte  de 
estas  tres  circunstancias,  están  las  de  ale- 
vosía y  premeditación  conocida,  que  el  tribu- 
nal de  segunda  instancia  estima  que  con- 
currieron como  constitutivas  del  homicidio 
calificado,  y  la  cuadrilla  y  asalto  en  despo- 
blado, que  le  dan  un  carácter  especial,  más 
grave,  al  homicidio  calificado  con  ocasión 
de  robo. 

La  importancia  de  la  confesión,  es  de  la 
misma  clase  de  cualquiera  de  las  tres  cir- 
cunstancias apreciadas  como  agravantes  y, 
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de  consiguiente,  conforme  a  la  ley,  la  com- 
pensación debe  hacerse  por  su  número,  es 
decir,  la  atenuante  por  una  de  las  agravan- 
tes y  como  aún  así,  quedan  dos  en  contra  de 
Santos  o  Tiquirán  Mejía,  la  pena  que  mere- 
ce, como  autor  del  delito  de  homicidio  con 
ocasión  de  robo  y  violencia  en  dos  personas 
más,  habiendo  sido  con  asalto,  en  despoblado 
y  en  cuadrilla,  en  forma  alevosa  y  preme- 
ditada es  la  de  muerte,  que  le  infligió  la  Cor- 
te Marcial.  En  esta  virtud  los  artículos  23 
incisos  lo.,  5o.,  6o.,  12  y  19;  45  fracción  8a., 
67,  71  y  80  del  Código  Penal,  no  han  sido 
violados. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  intervención  de  Ramón  Gómez,  que 
es  otro  de  los  reos  condenados  a  muerte,  no 
fué  la  de  un  cooperador  accesorio  o  secunda- 
rio, cuya  ayuda  hubiera  sido  innecesaria 
para  la  realización  del  crimen,  sino  que,  al 
contrario,  tomó  parte  activa,  importante, 
para  poner  en  cone.xión  a  Santos  o  Tiqui- 
rán Mejía  con  Pablo  Riz  y  en  unión  de  ellos 
concertó  el  plan  para  la  perpetración  del 
crimen  y  decidieron  llevarlo  a  cabo,  así  lo 
dice  paladinamente,  la  noche  del  lunes  si- 
guiente de  la  celebración  de  la  fiesta  de  Jo- 
yaba  j;  y  esa  noche  estuvo  presente,  llegan- 
do con  sus  demás  compañeros  a  la  casa  de 
la  víctima,  donde  dicen,  dos  de  los  que  for- 
maban la  cuadrilla,  que  coadyuvó  a  la  eje- 
cución material  y  de  cualquiera  de  estas  dos 
maneras,  su  intervención  queda  catalogada 
entre  los  autores,  que  son  los  que  toman 
parte  directa  en  la  ejecución  del  hecho,  los 
que  fuerzan  o  inducen  directamente  a  otro  a 
ejecutarlo  y  los  que  cooperan  a  su  ejecución 
con  un  hecho  sin  el  cual  no  se  hubiera  ve- 
rificado. Su  actividad  en  la  preparación  del 
crimen,  hasta  decidir  y  fijar  el  momento  de 
su  ejecución,  lo  coloca  como  un  verdadero 
co-autor;  y  como  la  noche  de  autos,  según 
su  propia  declaración,  llegó  hasta  el  lugar 
donde  estaba  la  víctima,  en  el  caso  de  que,  lo 
que  dicen  dos  de  sus  compañeros,  que  tomó 
parte  activa  en  los  sucesos  allí  desarrollados, 
no  fuese  cierto,  su  presencia  en  aquel  lugar 
hace  que  se  le  considere,  también,  como  co- 
autor, porque  el  articulo  390  del  Código  Pe- 
nal, en  su  fracción  primera,  literalmente  di- 
ce: "Los  malhechores  presentes  en  la  eje- 
cución de  un  robo  en  despoblado  y  en  cua- 
drilla, serán  castigados  como  autores  de 
cualquiera  de  los  atentados  cometidos  por 
ella";  y  habiendo  sido  ejecutados  los  hechos 
en  despoblado  y  en  cuadrilla  y  siendo  Ra- 
món Gómez  uno  do  los  que  formaban  esa 
cuadrilla,  su  intervención  es  la  de  un  co-au- 
tor y  no  la  de  un  cómplice. 


'  Las  razones  indicadas  son  suficientes  pa- 
ra estimar  que  los  artículos  30  y  31  del  Có- 
digo Penal,  no  han  sido  infringidos: 

CONSIDERANDO: 

Que  el  mismo  reo  Ramón  Gómez  dijo  que 
la  noche  fijada  de  antemano  para  la  ejecu- 
ción del  crimen,  ya  no  tenía  deseos  de  acom- 
pañar a  sus  compañeros,  pero  que  lo  hizo 
por  las  amenazas  de  Santos  o  Tiquirán  Me- 
jía. el  miedo  que  le  sobrevino  y  porque  se 
le  dijo  que  no  se  le  daría  muerte  a  Fran- 
cisco López  Castillo;  sin  embargo  no  probó 
esta  excepción,  ni  es  posible  deducir  que  su 
voluntad  no  haya  operado  libremente,  te- 
miendo un  mal  igual  o  mayor,  por  la  for- 
ma en  que  participó,  según  su  declaración 
y  las  de  sus  demás  compañeros.  En  con- 
clusión, el  artículo  21  en  su  inciso  4o.,  del 
Código  Penal,  no  fué  infringido. 

.CONSIDERANDO: 

Que  no  se  trata  de  un  caso  de  legítima 
defensa  ni  del  de  haber  lesionado  un  bien 
jurídico  de  otra  persona  o  infringido  un  de- 
ber en  estado  de  necesidad,  para  que  los  in- 
cisos 6o.,  y  9o.  del  mismo  artículo  21  del 
Código  Penal,  hubieran  sido  infringidos,  pues 
el  delito  es  el  de  homicidio  con  ocasión  de 
robo,  cometido  en  las  circunstancias  que  ya 
se  dejaron  enumeradas  y  a  él  no  son  apli- 
cables los  dos  incisos  que  se  acaban  de  ci- 
tar. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  Corte  Marcial  no  tuvo  oportunidad 
de  aplicar  el  articulo  298  del  Código  Penal, 
que  el  Procurador  de  la  Sala  Cuarta  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  cita  como  otro,  de  los 
infringidos,  porque  ese  artículo  trata  del 
parricidio  y  de  la  pena  con  que  se  castiga 
y  el  que  resultó  muerto  en  este  hecho,  no  es 
ascendiente,  descendiente  ni  hermano  con- 
sanguíneo de  los  que  formaban  la  cuadrilla. 

CONSIDERANDO: 

Que  estando  en  la  misma  situación  el  reo 
Ramón  Gómez,  como  co-autor,  que  Pedro 
Santos  o  Francisco  Tiquirán  Mejia,  con  res- 
pecto a  las  circunstancias  que  concurrieron, 
la  pena  que  merece  es  la  de  muerte  que  le 
aplicó  el  Tribunal  de  segunda  instancia.  Ar- 
tículos ya  citados 

CONSIDERANDO- 

Que  en  los  diversos  casos  de  casación,  por 
violación  de  ley,  que  tiene  el  articulo  676  del 
Código  de  Procedimientos  Penales,  no  está 
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comprendida  la  falta  de  pesquisa  de  un  he- 
cho constitutivo  de  delito,  ni  tampoco  en  los 
de  quebrantamiento  substancial  del  proce- 
dimiento, que  prescribe  el  artículo  siguiente, 
al  que  no  hace  ninguna  referencia  el  Procu- 
rador Oficial  de  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte 
de  Apelaciones.  De  manera  que  la  falta  de 
pesquisa  de  los  hechos  que  dice  que  confesó, 
Pedro  Santos  o  Francisco  Tiquirán  Mejia. 
siendo  uno  de  ellos  el  que  motivó  el  cam- 
bio de  nombre,  no  dan  lugar  al  recurso  de 
casación  y  por  lo  tanto,  los  artículos  5o.,  12, 
84,  107,  112  (que  está  reformado  y  no  se 
titó  la  reforma),  115  y  116  del  Código  Pe- 
nal; 4o.  220  y  654  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales;  y  IX  de  la  Ley  Constituti- 
va del  Poder  Judicial,  no  los  pudo  haber  in- 
fringido la  Corte  Marcial  que  conoció  de 
este  asunto. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  organizada 
üe  conformidad  con  el  artículo  10  de  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  y  apoyada 
ien  los  artículos  686  y  690  del  Código  de  Pro- 
tedimientos  Penales;  492  y  584  inciso  2o. 
del  Código  Militar,  Segunda  Parte,  y  233  de 
la  Ley  primeramente  citada,  DESESTIMA 
el  recurso  de  casación  interpuesto;  y  si  el 
reo  Ramón  Gómez,  obtuviere  la  conmuta  de 
al  pena  por  la  inmediata  inferior,  le  ijnpone 
la  pena  adicional  de  un  mes  de  arresto  me- 
nor, conmutable  a  veinte  centavos  diarios. 
Notifíquese  y  como  corresponde,  devuélvan- 
se los  artecedentes  al  tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordófiez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ños.  —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrí- 
guez. —  Federico  O.  Solazar.  —  Ciríaco  An- 
tonio Urrutia.  —  E.  VHhu/rdn  Arim.  Max 
García.  —  Secretario.  —  Al  margen  se  lee: 
RAZON:  El  Señor  Magistrado  Licenciado 
don  Abel  Paredes,  razonara  su  voto.  Gua- 
temala, 16  de  Octubre  de  1940.  —  Ma.K  Gar- 
cía R.  —  Secretario. 


Corte  Suprema  de  Justicia: 

Hoy  se  ha  firmado  la  sentencia  por  la  cual 
se  desetima  el  recurso  de  casación  que  in- 
terpuso el  Procurador  de  la  Sala  Cuarta  de 
Apelaciones,  contra  la  que  dicho  Tribunal, 
constituido  en  Corte  Marcial,  dictó  en  la  cau- 
sa instruida  contra  Pedro  Santos  o  Francis- 
to  Tiquirán,  Ramón  Gómez  y  otros  individuos 
procesados  por  el  delito  de  homicidio  con 
ocasión  de  robo,  imponiéndose  a  los  men- 
cionados la  pena  de  muerte. 


!  Se  funda  el  fallo  en  la  confesión  prestada 
ipor  los  enjuiciados,  pero  no  modifica  la  pe- 
na por  cuanto  que  existen  muchas  otras  cir- 
cunstancias agravantes,  con  una  de  las  cua- 
jes puede  quedar  compensada  la  confesión, 
y,  subsistiendo  las  otras,  aquella  pena  es  la 
que  debe  imponerse. 

Mi  criterio  expuesto  a  este  respecto  en 
otros  casos,  podría  tener  aplicación  en  el  pre- 
sente, sino  fuera  que  las  condiciones  son  (di- 
versas. 

Ahora,  no  sólo  tenemos  comprobada  la 
delincuencia  de  los  reos  por  medio  de  su 
confesión,  sino  que  también  con  las  declara- 
ciones de  los  demás  enjuiciados,  las  cuales 
ponen  en  evidencia  la  responsabilidad  de  los 
co-reos,  de  manera,  que  la  confesión  no  vie- 
ne a  constituir  una  atenuante,  si  no  que  el 
delito  queda  caracterizado  en  todas  sus  fa- 
ses sin  acudir  a  compensaciones  de  atenuan- 
tes y  agravantes. 

Esta  es  la  única  razón  que  tengo  que  con- 
signar, para  justificar  la  que  aparece  puesta 
por  la  Secretaría  al  margen  de  la  sentencia 
a  que  me  refiero. 

Guatemala.  15  de  Octubre  de  1940. 

(f)  Abel  Paredes. 


CRIMINAL 

PROCESO  por  robo,  contra  Rafael  Mancilla 
Llerena  y  compañeros. 

DOCTRINA:  Estando  probado  que  los  acu- 
sados, de  común  acuerdo  y  colectivamen- 
te, llevaron  a  cabo  el  robo,  no  es  indispen- 
sable para  la  responsabilidad  criminal  de 
cada  uno,  que  todos  hayan  obrado  con 
violencia,  pues  su  carácter  de  co-autores 
les  da  igual  responsabiliadd  penal,  la  cual 
no  puede  ser  modificada  si  no  por  circuns- 
tancias estrictamente  personales  de  cada 
encausado. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala 
diez  y  seis  de  Octubre  de  mil  novecientos 
cuarenta. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  segunda 
instancia  proferida  por  la  Sala  Primera  du' 
Apelaciones  el  once  de  junio  del  año  en  cur- 
so, en  el  proceso  que  por  el  delito  de  robo 
se  siguió  en  el  Juzgado  6o.  de  Primera  Ins- 
tancia de  este  departamento  contra  Rafael 
Mancilla  Llerena,  Roberto  Noriega  Zelada, 
Eduardo  Pinto  Galdámez  y  Jorge  Arroyo 
Vandorne. 
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RESULTA: 

La  sentencia  recurrida  relata  los  hechos 
Que  dieron  origen  al  proceso  y  las  pruebas 
producidas,  que  sirvieron  de  base  al  Juez 
de  Primera  Instancia  para  dictar  sentencia 
condenatoria  contra  los  indiciados.  El  pro- 
ceso se  inició  el  veintisiete  de  febrero  del 
año  próximo  pasado  en  el  Juzgado  de  Ins- 
trucción por  haber  dado  parte  el  Jefe  del 
Departamento  de  Investigación  de  la  Policía 
Nacional  de  haberse  cometido  un  robo  en  la 
Clinica  del  Cirujano  Dentista  don  Ernesto 
Solís  Crocker.  Nada  pudo  adelantarse  en  la 
pesquisa  durante  los  primeros  días,  pero  el 
veintitrés  ds  marzo  subsiguiente,  se  cometió 
un  robo  en  casa  del  Director  de  la  Banda 
Marcial,  Coronel  Juan  Fuenstueck  y  fueron 
capturados  los  cuatro  individuos  menciona- 
dos a]  principio,  habiendo  averiguado  dicho 
Departamento  de  Investigación  que  Arroyo 
Vandorne  y  Pinto,  fueron  los  que  entraron 
a  la  Clínica  Dental  y  se  apoderaron  de  los 
siguientse  objetos:  una  máquina  de  escri- 
bir portátil,  recuperada  de  poder  de  Carlos 
David  González,  a  quien  la  vendió  Arroyo 
Vandorne  por  medio  de  Efi-aín  del  Aguila 
Quiñónez  por  veinte  quetzales;  una  pistola 
escuadra  marca  "Walther",  y  un  cenicero  de 
metal  blanco,  recogidos  en  casa  de  Pinto; 
una  cigarrera  de  plata  que  se  encontró  en 
poder  de  Francisco  Monterroso,  a  quien  le 
fué  empeñada  por  Rafael  Mancilla  Llerena, 
en  doce  centavos,  por  encargo  de  Arroyo; 
y  respecto  de  un  lapicero  de  oro  que  Arroyo 
aseguró  haber  sido  vendido  a  un  chiclero  de 
por  la  Aurora,  no  fué  posible  recogerlo.  Al 
parte  se  adjuntó  un  documento  simple  firma- 
do por  Arroyo  en  que  consta  que  por  veinte 
quetzales  vende  una  máquina  Royal  portable 
de  su  propiedad  al  señor  Carlos  David  Gon- 
zález, el  diez  y  ocho  de  febrero  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  nueve. 

Jorge  Arroyo  Vandorne,  acerca  de  este  he- 
cho, reconoció  la  máquina  de  escribir,  la  es- 
cuadra, el  cenicero  y  la  cigarrera  que  le  mos- 
traron, los  cuales,  declaró  substrajo  con  Pin- 
to de  la  Clínica  del  Doctor  Solís  Crocker, 
además  de  un  lapicero  que  vendió  en  quince 
centavos  y  dos  plumas  fuentes  que  le  queda- 
ron a  Pinto.  Este,  dijo,  fue  quien  le  insinuó 
ol  robo  en  la  mencionada  Clinica  y  puestos 
de  acuerdo  mientras  el  Cirujano  estaba  ocu- 
pado, amarraron  un  cáñamo  en  el  jalador  del 
picaporte  y  lo  conectaron  en  el  tragaluz  del 
buzón;  cuando  el  Doctor  salió  a  la  calle  y  se 
dieron  cuenta  que  ya  iba  lejos,  jalaron  la 
pita,  abrieron  la  puerta,  penetraron  y  subs- 
trajeron los  objetos,  habiendo  vendido  la  má- 
quina de  escribir  a  Carlos  David  González, 
por  intermedio  de  Efrain  del  Aguila,  venta 


que  hicieron  constar  en  el  documento  cuya 
firma  reconoció. 

Eduardo  Pinto  Galdámez  fué  indagado;  re- 
conoció la  máquina  de  escribir,  la  cigarrer,i, 
el  cenicero  y  la  escuadra  que  le  pusieron  a 
la  vista,  indicando  que  la  escuadra  y  el  ce- 
nicero los  tomó  él  de  la  Clínica  del  Doctor 
Crocker;  la  máquina  y  la  cigarrera  las  to- 
mó Arroyo  del  mismo  lugar,  lo  que  sucedió 
a  fines  de  febrero,  estando  la  puerta  abier- 
ta, como  a  las  siete  de  la  noche;  que  los  ob- 
jetos mencionados  los  llevó  a  su  casa  y  los  en- 
tregó a  la  Policía  cuando  fue  requerido.  Agre- 
gó que  en  el  momento  de  cometer  el  delito 
se  encontraba  en  estado  de  ebriedad  y  eso  lo 
impulsó  al  hecho. 

Efrain  del  Aguila  Quiñónez,  declaró  que  un 
día  encontró  en  la  calle  a  Arroyo,  con  quien 
tenía  amistad,  y  le  propuso  una  máquina  por- 
tátil que  deseaba  vender;  el  deponente,  dedi- 
cado a  comisiones,  tenía  encargo  de  una  má- 
quina del  señor  Edgardo  Cordero  y  así  se  lo 
dijo  a  Arroyo,  por  lo  que  fué  a  buscarlo  pa- 
ra proponérsela;  Cordero  la  compró  por  diez 
y  nueve  quetzales,  después  de  convercerlo 
Arroyo  de  que  la  máquina  la  había  adquiri- 
do legítimamente  y  le  entregó  un  documen- 
to. El  Juez  decretó  la  prisión  de  Pinto  y 
Arroyo  por  el  delito  de  robo  y  la  del  Aguila 
por  encubrimiento. 

RESULTA: 

El  Jefe  del  Departamento  de  Investigación 
dió  parte  al  Juez  de  Instrucción,  el  veintidós 
de  marzo  del  año  próximo  pasado,  del  robo 
cometido  en  la  residencia  del  señor  Juan  Fuen- 
stueck, situada  en  la  8a.  Avenida  Norte  y 
3a.  calle  oriente,  casa  que  forma  parte  del 
edificio  de  la  Banda  Marcial,  de  la  cual  era 
Director,  hecho  que  sucedió  el  veinte  de  ese 
mes  a  las  veinte  horas  y  cincuenta  minutos. 
Julián  Genaro  Arévalo,  Ricardo  Quiroz  y  Jo- 
sé Azurdia,  müsicos  de  la  Banda,  estaban  en 
el  interior  del  edificio  cuando  oyeron  un  rui- 
do en  la  casa  y  como  sabían  que  el  Director 
estaba  ausente,  ocurrieron  en  seguida  y  logra- 
ron ver  a  unos  individuos,  que  al  verse  sor- 
prendidos, emprendieron  la  íuja  dejando  en 
la  calle  nueve  camisas  botadas  y  llevándose  lo 
demás  que  sacaron. 

El  Juez  instructor  practicó  inspección  ocu- 
lar en  el  lugar  de  autos  y  entre  otros  puntos 
del  acta  hizo  constar  que  la  puerta  de  calle 
de  la  casa  fué  violentada  y  rota,  pero  en  los 
muebles  no  se  apreció  que  hubieran  sido  vio- 
lentadas las  gavetas,  pues  las  que  tenían  llave 
no  fueron  abiertas.  Al  mismo  tiempo,  el  Je- 
fe del  Gabinete  de  Identificación  de  la  Policía 
Nacional,  señor  Desiderio  Menchú,  procedió 
al  e.xamen  de  las  huellas  digitales  dejadas  en 
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los  muebles  y  objetos  y  llegó  a  la  conclusión, 
por  la  confrontación  con  los  dactilogramas  co- 
leccionados en  el  Gabinete  a  su  cargo,  qv.c 
tales  impresiones  correspondían  a  los  dedos 
medio,  anular  y  porción  del  auricular  de  la 
mano  derecha  de  Eduardo  Pinto  Galdámez, 
lo  mismo  que  otra  a  su  pulgar  izquierdo,  se- 
gún fotografías  que  al  efecto  acompañó.  Este 
dictamen  fué  ratificado  ante  el  Juez. 

Rafael  Mancilla  Llerena,  fué  indagado  y  de- 
claró que  habia  sido  procesado  anteriormen- 
te por  complicidad  en  el  delito  de  robo  y  con- 
denado a  la  pena  de  tres  años  de  prisión  co- 
rreccional que  cumplió  en  la  Penitenciaria 
Central;  que  presumía  que  su  prisión  era  por 
haber  tomado  parte  en  el  robo  de  la  casa 
del  Director  de  la  Banda  Marcial,  hecho  que 
explicó  asi:  que  iba  acompañado  de  Jorge 
Arroyo  en  busca  de  Florencio  Mendizábal  pa- 
ra proponerle  en  venta  unas  acciones  de  la 
"Petrolera  Shell"  cuando  se  encontraron  en  la 
Sexta  Calle  y  Octava  Avenida  con  Roberto 
Noriega  y  Eduardo  Pinto  y  dispusieron  com- 
prara una  botella  de  aguardiente  por  octavos 
en  el  Callejón  del  Conejo,  siendo  entonces 
cuando  pasaron  por  la  casa  del  Director  de  la 
Banda,  en  donde  se  quedaron  sentados  Arroyo 
y  Pinto,  a  quienes  antes  les  oyó  decir  que  "en 
la  casa  de  ese  alemán  se  podía  hacer  algo 
que  produciera";  que  el  indagado  se  fué  a 
buscar  a  Mendizábal,  acompañado  de  Noriega 
y  al  llegar  a  la  esquina  de  la  Tercera  Calle 
Oriente  vieron  que  dicho  individuo  bajaba  de 
un  automóvil;  después  de  hablarle  regresó  a 
donde  estaban  Arroyo  y  Pinto,  quedándose 
Roberto  Noriega  parado  en  la  esquina;  que  al 
llegar  a  la  puerta  de  la  casa  del  Director  la 
vió  casi  abierta  y  Pinto  y  Arroyo  le  hacían 
presión  con  sus  cuerpos  para  que  cediera  y 
como  era  bastante  falsa,  cedió  luego  y  ellos 
entraron,  primero  Arroyo,  en  seguida  Pinto 
y  por  último  el  declarante,  pero  no  entró  a 
las  habitaciones  sino  sólo  al  zaguán;  que 
vió  un  reloj  despertador  en  una  mesita,  lo 
tomó  y  salió  a  la  calle,  vió  a  Noriega  en  la 
esquina  y  le  manifestó  que  en  la  casa  no  ha- 
bía nada;  encontraron  a  Mendizábal,  le  con- 
taron lo  que  estaba  ocurriendo  y  éste  les  di- 
jo que  mejor  no  se  metieran  en  eso  y  se  des- 
pidió de  ellos.    Siguieron  su  camino,  llegaron 
a  la  venta  de  licores  de  Enrique  Mancilla,  le 
dejaron  empeñado  el  reloj  robado  por  un  cuar- 
to de  aguardiente  y  veinticinco  centavos  y  des- 
pués de  tomar  el  licor  se  fueron  a  sus  casas. 
Agregó  que  Mendizábal  también  les  dijo  que 
por  parte  de  él  no  tuvieran  ningún  cuidado, 
que  no  los  descubriría.  Al  contestar  una  pre- 
gunta manifestó,  además,  que  Mendizábal, 
bien  enterado  del  hecho  que  se  estaba  per- 
petrando, le  dijo  al  indagado  que  si  sacaban 
dinero  que  le  dieran  a  él  una  parte;  que  No- 


riega  se  quedó  en  la  calle  cuidando  que  no  lle- 
gara la  policía  y  que  no  le  tocó  nada  de  lo 
robado. 

Eduardo  Pinto  Galdámez,  declaró:  que  en- 
contrándose en  estado  de  ebriedad,  juntamen- 
te con  Arroyo,  Mancilla  y  Noriega,  dispusie- 
ron entrarse  a  la  casa  del  Director  de  la  Ban- 
da Marcial,  sin  que  ninguno  de  ellos  haya 
sido  el  iniciador  sino  que  los  tres  tuvieron  tal 
pensamiento,  cuando  caminando  hacia  el  Nor- 
te, sin  rumbo  fijo,  encontraron  a  la  Banda 
Marcial  al  mando  del  Director,  en  la  Octava 
Avenida  y  Cuarta  Calle,  por  lo  que  pensaron 
que  la  casa  se  había  quedado  sola;  se  dirigie- 
ron allí  dispuestos  a  llevarse  lo  que  encon- 
traran y  cuando  llegaron  estaba  la  cuadra  bas- 
tante silencia,  pero  enfrente  estaba  una  mu- 
chaha  en  un  balcón  y  empezaron  a  galantear- 
la para  que  se  entrara;  logrando  ésto,  se  si- 
tuaron en  la  puerta  de  la  casa  del  indagado, 
Noriega  y  Mancilla,  juntamente  con  Arroyo; 
Noriega  se  retiró  algunas  varas  para  cuidar 
de  la  Poücía  o  de  alguna  persona  y  ya  todo 
listo,  se  dejó  ir  Mancilla  sobre  la  puerta  la 
que  cedió  en  el  acto  y  quedó  abierta;  entró 
primero  Arroyo,  luego  el  indagado  y  por  úl- 
timo Mancilla;  no  había  luz  y  ninguno  cono- 
cía el  interior,  por  lo  que  encendieron  fósfo- 
ros, pero  tenían  la  seguridad  de  que  no  ha- 
bía ninguna  persona  porque  habían  tenido  la 
precaución  de  tocar  previamente  y  al  ver  que 
no  les  abrían  se  convencieron  de  que  la  casa 
estaba  sola;  los  muebles  fueron  abiertos  por 
los  tres,  cada  uno  por  su  lado  abrió  lo  que 
pudo;  el  indagado  sacó  una  cartera  grande 
de  cuero  que  contenía  unas  corbatas,  cuatro 
libros  y  unas  toallas  y  un  cenicero  pequeño: 
la  ropa  estaba  en  un  ropero  abierto,  los  libros 
en  una  librera  y  el  cenicero  sobre  la  mesa. 
El  Juez  le  puso  a  la  vista  los  objetos  que  le 
fueron  recogidos,  cuya  nómina  consta  en  la 
lista  agregada  a  las  diligencias  y  contestó  que 
sí  los  reconocía  y  que  no  tomó  ninguna  otra 
cosa.  Siguió  declarando  que  Noriega  se  que- 
dó en  la  calle  para  cuidar  y  ya  no  lo  vió  ni 
supo  si  los  demás  le  dieron  algo;  que  la  par- 
ticipación de  Arroyo  en  el  robo  fué  la  de  se- 
cundar la  idea,  llegar  con  el  indagado  a  ga- 
lantear a  la  muchacha  que  se  encontraba  en 
la  ventana,  para  que  se  entrara,  tocar  la  paer- 
ta  para  convercerse  de  que  no  había  gente  en 
el  interior  y  ser  el  primero  en  entrar  y  tomar 
las  cosas  que  quiso  llevarse:  Mancilla,  estu- 
vo desde  el  principio  anuente  a  cometer  el 
robo,  él  fué  quien  dió  el  golpe  en  la  puerta 
para  abrirla,  entró,  registró  y  recogió  obje- 
tos; un  violín  que  había  lo  bajó  y  lo  dejó 
en  el  suelo.  Declaró,  además,  que  fuera  de 
su  participación  en  el  robo,  también  tomó 
parte  en  el  que  se  hizo  en  la  Clínica  del  Doc- 
tor Ernesto  Solís  Crocker,  hecho  que  ocurrió 
en  el  mes  de  febrero  y  lo  ejecutó  en  conipa- 
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nía  de  Jorge  Arroyo;  y  que  en  la  casa  del  Di 
rector  de  la  Banca  sólo  Arroyo  tomó  la  pre- 
caución de  usar  guantes. 

Roberto  Noriega  Zelada,  declaró  que 
tí  lunes  anterior  como  a  las  diez  y  oche 
horas  se  juntaron  en  la  Octava  Avenida  y 
Sexta  Calle,  Arroyo,  Mancilla,  Pinto,  José 
Meyer  y  el  indagado,  y  se  dirigieron  a  la  can- 
tina El  Conejo  de  donde  ya  ebrios,  como  a 
las  veinte  horas,  tomaron  para  la  Octava  Av;- 
nida  por  la  misma  Sexta  Calle,  despidiéndose 
de  ellos  el  señor  Meyer;  cuando  iban  sobre  la 
Octava  Avenida,  una  cuadra  antes  de  llegar 
a  la  casa  del  Director  de  la  Banda  Marcial, 
sus  tres  compañeros,  Pinto,  Arroyo  y  Manci- 
lla, comenzaron  a  platicar  que  dicho  señor  se 
había  sacado  la  lotería  y  tenía  dinero,  por  lo 
que  convinií^ron  en  entrar  a  dicha  casa;  que 
al  llegar  a  la  puerta  se  detuvieron.  Mancilla 
comprobó  que  estaba  falsa,  le  dijeron  al  in 
terrogado  que  se  fuera  a  la  esquina  de  la 
Tercera  Calle  a  ver  si  no  venía  gente,  lo  que 
hizo  juntamente  con  Mancilla  y  como  en  la 
Tercera  Calle  queda  la  casa  de  Horacio  Men- 
dizábal  y  en  la  puerta  estaba  un  carro  y  él 
cerca,  Mancilla  lo  llamó  y  se  fueron  a  pla- 
ticar; al  regresar  se  dirigió  Mancilla  a  la 
puerta  donde  estaban  los  otros  dos  y  comen- 
zaron a  empujar  la  puerta,  momento  en  que 
se  acercó  a  él  Mendizábal  y  le  dijo  que  les 
advirtiera  a  esos  muchachos  que  no  estuvieran 
molestando  esa  casa;  que  cuando  dirigió  la 
vista  a  la  casa  vió  que  ya  habían  entrado; 
que  como  tardaban  sus  compañeros,  el  inte- 
rrogado se  dirigió  a  la  Novena  Avenida  sobrií 
la  Tercera  Calle  y  cuando  iba  cruzando  con 
dirección  al  Sur  oyó  que  le  silvó  Mancilla 
y  cuando  se  juntaron  le  enseñó  un  reloj  des- 
pertador que  había  sacado  de  la  casa  del  Di- 
rector de  la  Banda  y  le  dijo  que  los  otros  dos 
compañeros  todavía  se  habían  quedado  allí; 
juntos  se  dirigieron  a  la  Plazuela  Colón  y  en 
una  venta  de  octavos  empeñaron  el  reloj.  Di- 
jo que  el  robo  lo  propusieron  Arroyo  y  Pinto, 
habiendo  convenido  en  repartirse  el  dinero 
que  sacaran;  a  él  no  le  dieron  nada  porque 
se  fué  antes  que  salieran,  pero  habían  con- 
venido en  reunirse  al  día  siguiente  en  casa  de 
Pinto  para  repartirse  las  cosas;  de  su  honra- 
dez ( ?  )  podían  informar  el  Tribunal  de  Cuen- 
tas en  donde  trabajó  y  en  la  Dirección  de 
Caminos  en  donde  estuvo  empleado  en  los 
años  de  mil  novecientos  veintiocho  a  mil  no- 
vecientos treinta. 

Jorge  Arroyo  Vandorne,  declaró  que  el  lu- 
nes veinte  de  ese  mes  como  a  las  ocho  de  la 
noche,  se  dirigió  con  Pinto,  Mancilla  y  Norie- 
ga, a  proponer  a  Horacio  Mendizábal  unas 
acciones,  pero  .se  detuvieron  frente  a  la  casa 
del  Director  de  la  Banda  porque  Pinto  iba 
muy  ebrio;  entonces  Mancilla  abrió  la  puerta 
de  la  casa  que  estaba  entreabierta  y  entra- 


ron; el  declarante  tomó  una  gabardina  y  otros 
objetos  que  estaban  en  el  dormitirio,  salió  a 
la  calle  y  se  dirigió  a  la  casa  de  Mendizábal, 
en  donde  recomendó  dichos  objetos  a  la  espo- 
sa de  aquél.  Agregó  que  el  hecho  tuvo  lugar 
como  a  las  nueve  y  media  de  la  noche  y  que 
unos  momentos  antes  de  pasar  por  la  casa 
del  Director  de  la  Banda,  Eduardo  Pinto  les 
dijo  al  declarante  y  a  sus  acompañantes  que 
en  casa  del  alemán  se  podría  sacar  algo  de 
producto.  Confesó  en  el  mismo  acto  que  an- 
teriormente había  tomado  parte  en  el  robo 
de  la  Clínica  del  Doctor  Solís  Crocker  en 
compañía  de  Eduardo  Pinto  y  no  recordaba 
la  fecha;  que  como  a  las  seis  y  media  de  la 
tarde  y  cuando  el  Doctor  salió  entraron  ellqs 
y  se  llevaron  la  máquina  de  escribir,  una  ci- 
garrera, un  lapicero  y  algunos  otros  objetos 
más. 

Horacio  Mendizábal  Flores,  citado  por  los 
reos,  declaró  que  no  tuvo  ninguna  participa- 
ción en  el  delito  cometido  en  casa  del  Direc- 
tor de  la  Banda  Marcial;  conocía  a  Arroyo 
desde  diez  años  antes  por  haber  tenido  jun- 
tos un  taller  de  mecánica,  cuya  parte  le  com- 
pró el  declarante  después  de  algún  tiempo  y 
quedaron  de  amigos;  lo  vió  en  el  mes  de  febre- 
ro ant-erior  y  le  contó  que  iba  a  boxear,  des- 
pués lo  vió  en  otra  ocasión  en  una  camioneta 
y  no  volvió  a  verlo  hasta  que  se  encontraron 
en  la  prisión.  A  Mancilla  y  a  Noriega  los  cono- 
cía de  vista  y  el  último  llegó  varias  veces  a  ca- 
sa del  declarante  acompañado  de  Pinto;  que  la 
noche  del  lunes  veintiuno  de  ese  mes  en  el 
momento  en  que  estaba  despidiendo  al  chofer 
que  había  llevado  a  remolque  su  carro,  oyó 
un  silbido  que  reconoció  ser  de  Mancilla,  que 
venía  bajando  la  Tercera  Calle  e  iba  en  es- 
tado de  ebriedad;  le  propuso  unas  acciones 
de  petróleo  en  venta  y  terminaron  disgus- 
tándose porque  el  indagado  también  estaba 
ebrio;  que  en  seguida,  el  declarante,  su  her- 
mano Roberto  y  Antonio  de  León  que  lo  acom- 
pañaba, se  fueron  al  Callejón  del  Conejo  a 
tomar  tragos  y  después  de  pasar  a  varias 
ventas  de  aguardiente,  se  retiró  a  su  casa 
bien  fondeado.  Al  día  siguiente,  su  esposa 
le  informó  que  la  noche  anterior  estando  él 
ausente,  llegó  Arroyo  como  a  las  ocho  o  las 
nueve,  y  dejó  unos  objetos  a  guardar  entre 
los  que  estaban  una  gabardina,  por  lo  que 
para  evitar  responsabilidad,  mandó  a  una  sir- 
vienta a  buscar  a  un  policía  y  llegó  el  Sub- 
inspector del  2o.  Cuartel  y  dos  policías  de 
In\ostigación  a  quienes  entregó  esos  objetos, 
indicándoles  que  Arroyo  los  había  llevado. 
Sin  duda  por  esta  actitud  de  él,  aquellos  in- 
dividuos en  venganza  trataron  de  comprome- 
terlo, pero  todo  es  absolutamente  falso. 

El  Juez  6o.  de  la.  Instancia  que  recibió  las 
primeras  diligencias,  decretó  la  prisión  provi- 
sional de  Arroyo,  Pinto,  Mancilla  y  Noriega 
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por  el  delito  de  robo  y  por  encubrimiento  en 
el  mismo  hecho  la  de  Mendizábal  y  mandó 
acumular  este  proceso  al  iniciado  con  motivo 
de  la  sustracción  que  los  dos  primeros  come- 
tieron en  la  Clínica  del  Cirujano  Destista  So- 
lís  Crocker.  El  Juez  nombró  experto  valua- 
dor  de  los  objetos  pertenecientes  al  Doctor 
Solís  Crocker  al  señor  Hernán  Hurtado  y  con 
las  formalidades  legales  dió  su  avalúo  en  la 
suma  de  sesenta  y  dos  quetzales,  diez  centa- 
vos. Para  el  avalúo  de  los  efectos  robado.? 
al  señor  Fuenstueck  se  designó  al  señor  Car- 
los HoU  Lloreda,  quien  les  dió  el  valor  de 
ciento  once  quetzales,  cincuenta  centavos. 

RESULTA: 

De  las  diligencias  practicadas  durante  el 
plenario,  aparecen  varias  declaraciones  de  je- 
fes y  agentes  de  la  Policía,  que  acudieron  al 
lugar  de  autos;  de  individuos  de  la  Banda 
Marcial,  que  oyeron  ruidos  en  la  casa  y  acu- 
dieron a  enterarse  de  lo  que  pasaba,  pero  no 
modifican  la  prueba  producida  contra  el  re- 
currente Pinto  Galdámez.  Este,  pidió  decla- 
rar nuevamente  y  al  practicarse  la  diligen- 
cia trató  de  relatar  los  hechos  de  distinta  ma- 
nera y  asegurar  que  todo  lo  que  había  decla- 
rado anteriormente  no  era  cierto. 

El  seis  de  noviembre  del  año  próximo  pa- 
sado, el  Juez  dictó  sentencia  resolviendo  lo 
siguiente:  Jorge  Arroyo  Vandorne  y  Eduar- 
do Pinto  son  reos  autores  del  delito  de  hurto 
cometido  en  la  Clínica  del  Doctor  Solís  Crok- 
ker  y  condena  a  cada  uno  a  diez  y  seis  meses 
de  prisión  correccional  inconmutable  y  tam- 
bién son  autores  del  delito  de  robo  cometido 
en  casa  habitada  y  los  condena  a  cuarenta 
meses  de  prisión  correccional  inconmutable; 
Rafael  Mancilla  Llerena  es  autor  del  delito 
de  robo  y  lo  condena  a  cuarenta  meses  de  pri- 
sión correccional  inconmutables;  Roberto  No- 
riega  es  cómplice  en  el  delito  de  robo  y  lo 
condena  a  veinte  y  seis  meses  de  la  misma  pe- 
na, haciendo  las  demás  declaraciones  legales. 

RESULTA: 

El  proceso  pasó  a  la  Sala  la.  en  apelación 
de  la  sentencia.  El  Procurador  de  ese  Tribu- 
nal evacuó  el  traslado  en  nombre  de  Arroyo 
y  pidió  la  confirmatoria  del  fallo;  el  Procu- 
rador de  la  Sala  2a.  lo  hizo  en  nombre  de  los 
otros  reos  y  solicitó  que  para  mejor  fallar  se 
practicara  nuevo  expertaje  para  fijar  con  ma- 
yor acierto  la  condena,  solicitud  que  repitió 
el  Fiscal,  por  lo  que  la  Sala  ordenó  que  por 
medio  del  Juez  de  la  causa  se  practicara  el 
expertaje.  El  Juez  nombró  al  señor  Rodrigo 
Tobías  quien  dió  a  los  objetos  robados  en  ca- 
sa del  señor  Fuenstueck  el  valor  de  doscientos 
treinta  y  un    quetzales    cincuenta  centavos. 


Vuelta  la  causa  al  Fiscal  pidió  que  se  abjsol- 
viera  a  Pinto  del  hurto  cometido  en  la  Clínica 
y  se  confirmara  en  lo  demás,  pero  imponién- 
doles a  los  responsables  la  pena  de  tres  años 
porque  estimaba  exagerado  el  avalúo  de  los 
objetos..  Alegó  el  abogado  defensor  de  Pinto, 
Licenciado  don  Abel  Girón,  y  en  definitiva 
pidió  la  absolución  de  su  defendido  por  falta 
de  prueba,  pues  la  confesión  no  debía  acep- 
tarse por  haber  sido  dada  por  violencia. 

La  Sala  dictó  sentencia  el  once  de  junio 
confirmando  en  todas  sus  partes  la  de  prime- 
ra instancia.  Considera  que  el  hecho  verifi- 
cado en  la  Clínica  es  constitutivo  del  delito 
de  hurto  y  encuentra  probada  la  participa- 
ción en  él  de  Pinto  y  Arroyo,  con  su  confe- 
sión, congruente  con  las  constancias  del  pro- 
ceso, debiendo  rebajárseles  la  tercera  parte 
por  no  haber  otra  prueba  para  condenarlos, 
de  manera  que  correspondiéndoles  la  pena  de 
dos  años,  aceptándose  el  avalúo  de  sesenta  y 
ílos  quetzales  por  los  objetos  hurtados,  queda 
reducida  a  diez  y  seis  meses  de  prisión  co- 
rreccional inconmutable. 

También  considera  que  la  confesión  de  los 
procesados  Pinto,  Arroyo  y  Mancilla  es  la  úni- 
ca prueba  que  existe  para  condenarlos  por  el 
delito  de  robo  en  casa  del  señor  Fuenstueck, 
por  lo  que  de  la  pena  de  cinco  años  que  les 
corresponde  por  ser  el  valor  de  los  objetos 
robados  mayor  de  cien  quetzales  y  haber  co- 
metido el  delito  en  casa  habitada,  debe  reba- 
jarse una  tercera  parte,  quedando  la  pena  re- 
ducida a  cuarenta  meses  de  prisión  correc- 
cional inconmutable.  En  cuanto  a  Roberto 
Noriega,  debe  ser  castigado  como  cómplice 
del  robo  y  sufrir  las  dos  terceras  partes  .!o 
la  pena  señalada  a  los  autores,  rabajada  en 
una  tercer  aparte  por  la  atenuante  de  la  con- 
fesión, quedando  reducida  a  veintiséis  meses 
veinte  días  de  prisión  correccional. 

Eduardo  Pinto  Galdámez,  con  auxilio  del 
abogado  don  Abel  Girón,  interpuso  recurso 
de  casación  contra  el  fallo  de  segunda  ia*;- 
tancia,  por  violación  de  ley,  citando  como  in- 
fringidas las  leyes  siguientes:  11,  30  inciso 
lo.  31,  67,  68,  69,  389,  392  en  sus  cinco  inci- 
sos y  fracción  última  401,  inciso  lo.  del  Có- 
digo Penal;  365  -fracción  final,-  379  inciso 
lo.  568,  608,  609  incisos  2o.  y  4o.  729  y  735  de! 
Código  de  Procedimientos  Penales,  22  inciso 
4o.  fracciones  la.  y  2a.  del  Decreto  Legislati- 
vo 1728.  Señalado  día  para  la  vista  el  abo- 
gado presentó  su  alegato. 

Manifiesta  el  abogado  recurrente  que  la  Sa- 
la cometió  error  de  derecho  en  la  calificación 
de  los  delitos  y  le  impuso  a  su  defendido  una 
pena  que  no  le  corresponde,  por  efecto  del 
mismo  error.  En  el  proceso,  asegura,  no  hay 
contra  Pinto  Galdámez  otra  prueba  que  su 
propia  confesión,  obtenida,  según  asegura  el 
reo,  por  violencia  que  se  ejerció  en  su  perso- 
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na,  pero  desgraciadamente,  agrega,  aunque 
el  hecho  se  denunció  ante  los  Tribunales  de 
la.  y  2a.  Instancia,  nada  se  hizo  para  escla- 
recer la  verdad.  Su  patrocinado  tenía  dere- 
cho para  retractarse  de  su  primera  confesión 
y  así  lo  hizo,  en  cuanto  al  delito  de  hurto. 
Corre  agregado  un  recibo  simple  suscrito  por 
Jorge  Arroyo  Vandorne  por  cuatro  quetzales, 
cincuenta  centavos,  en  que  vendió  a  Pinto 
una  escuadra  y  un  cenicero,  objetos  que  fueron 
hurtados  en  la  Clínica  y  Arroyo  en  la  amplia- 
ción de  su  indagatoria  afirmó  que  Pinto  no 
tomó  parte  en  el  hurto.  Que  en  consecuencia, 
al  declarar  la  Sala  autor  de  dicho  delito  a  su 
defendido  e  imponerle  la  pena  de  dos  años  de 
prisión  correccional,  infringió  los  artículos 
568  y  610  de  Procedimientos  Penales,  30  in- 
ciso lo.,  68,  69  y  401  del  Código  Penal. 

Para  el  avalúo  de  los  objetos  fué  nombrado 
un  estudiante  de  derecho,  sin  conocimientos 
especiales  para  el  caso,  por  lo  que  el  justipre- 
cio que  hizo  no  puede  ser  aceptable.  En  la 
Sala  se  practicó  nuevo  avalúo,  pei-o  el  exper- 
to no  tuvo  a  la  vista  los  objetos  y  los  estimó 
en  valores  muy  altos  como  si  hubieran  sido 
nuevos,  por  lo  que  tampoco  debe  aceptarse 
dicho  avalúo.  Como  la  Sala  impuso  la  pena 
con  ba.se  en  uno  de  estos  avalúos,  infringió 
los  artículos  365,  608,  282  y  379  de  Procedi- 
mientos Penales  y  185  de  la  Ley  Constituti 
va  del  Poder  Judicial,  pues  no  habiendo  ava- 
lúo legal  no  hay  base  para  la  imposición  de 
las  penas. 

En  cuanto  al  robo  cometido  en  casa  del  se 
ñor  Fuenstueck,  dice  que  el  único  signo  de 
violencia  apareció  en  la  puerta  exterior  de  la 
calle  y  la  presión  debe  haberla  ejercido  un 
hombre  de  fuerte  complexión  física,  pero  su 
defendido  es  un  muchacho  débil  y  de  baja  es 
tatura,  por  lo  que  no  crée  que  se  reúna  er 
él  la  condición  indispensable  para  que  pudie- 
ra violentar  y  romper  la  puerta  y,  por  con- 
siguiente él  no  pudo  .ser  autor  de  robo;  ade- 
más, los  delitos  cometiéronse  individualmente 
y  cada  uno  de  los  reos  debe  ser  responsable 
del  valor  de  lo  que  confesó  haber  tomado.  En 
el  supuesto  de  que  fuera  aceptable  la  primera 
confesión  que  hizo,  el  valor  de  los  objetos 
que  le  fueron  recogidos  por  la  Policía  no  llega 
a  cien  quetzales  y  sobre  esta  suma  debe  im- 
ponerse la  pena  y  no  sobre  el  valor  de  la  to- 
talidad de  los  objetos,  romo  lo  establecen  lo.s 
artículos  67,  68  y  69  del  Código  Penal. 

La  escuadra  y  el  cenicí?ro,  fueron  compra- 
dos por  Pinto  en  cuatro  quetzales,  cincuenta 
centavos;  pero  si  no  se  acepta  la  declaración 
de  Arroyo  a  este  respecto  y  el  recibo  que  obra 
en  autos,  debe  por  lo  menos,  imponerse  la  pe- 
na de  acuerdo  con  el  de  este  valor  y  no  con 
el  avalúo  del  experto  nombrado.  Artículo 
403  inciso  5o.  del  Código  Penal. 


No  estando  caracterizado  el  robo  en  lo  que 
se  refiere  a  Pinto,  debe  conceptuarse  respec- 
to a  él  como  simple  hurto,  pues  no  fué  él 
quien  violentó  la  puerta,  y  la  pena  debe  ser 
de  dos  años  de  prisión  rebajada  en  una  ter- 
cera parte.  Artículo  503  inciso  4o.  Código 
Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  confesión  de  Eduardo  Pinto,  pres- 
tada con  todos  los  requisitos  que  enumera  el 
artículo  609  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales, es  categórica,  terminante  y  prueba  su 
participación  directa  en  los  dos  hechos  que 
dieron  lugar  a  su  juzgamiento  y,  aunque  pos- 
teriormente se  retractó  de  ella,  ninguna  mo- 
dificación se  produjo  en  la  prueba,  pues  el 
artículo  610  del  mismo  Código,  exige  que  se 
prueben  los  hechos  afirmados  en  la  retrac- 
tación, lo  que  no  tuvo  lugar  en  este  caso  ya 
que  ningún  valor  probatorio  puede  conceder- 
se a  la  declaración  del  co-reo  Jorge  Arroyo, 
contraria  a  lo  que  él  mismo  declaró  en  su  in- 
dagatoria y  ninguna  otra  prueba  se  produjo 
fuera  de  esta  diligencia.  La  Sala,  en  conse- 
cuencia, no  infringió  los  artículos  609,  610, 
568,  729  de  Procedimientos  Penales,  11,  30 
inciso  lo.,  31;  68.  69,  387  y  401  del  Código 
Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  calificación  de  los  delitos  está  de 
acuerdo  con  la  ley;  el  de  robo  cometido  en 
casa  del  señor  Fuenstueck  está  perfectamen- 
te caracterizado  por  la  violencia,  cuya  com- 
probación consta  en  autos;  asimismo,  está 
probado  que  los  acusados  de  común  acuerdo 
y  colectivamente,  llevaron  a  cabo  el  hecho, 
no  siendo  indispensable  para  la  responsabili- 
dad criminal  de  cada  uno,  que  los  cuatro  ha- 
yan violentado  personalmente  la  puerta  de 
entrada,  pues  es  natural,  que  los  ejecutadores 
hayan  dividido  las  operaciones  para  perpe- 
trar el  delito  sin  que  tal  circunstancia,  cam- 
bie o  agrave  la  responsabilidad  de  unos  y  ate- 
núe la  de  los  otros,  pues  los  co-autores  tienen 
igual  responsabilidad  penal.  Por  esta  razón, 
tampoco  puede  admitirse  que  la  pena  que  se 
asigne  a  cada  delincuente  sea  de  conformidad 
con  los  objetos  que  individualmente  tomó, 
pues  el  hecho  cometido  por  todos  fué  el  de 
robo  de  efectos  cuyo  avalúo  dió  base  para  la 
fijación  de  la  pena,  estando  ésta  de  acuerdo 
con  los  artículos  67,  68,  69  y  392  del  Código 
Penal,  los  cuales  no  fueron  violados,  sino  apli- 
cados rectamente  en  la  sentencia. 

CONSIDERANDO: 

Que  de  los  dos  avalúos  practicados  en  el 
proceso,  la  Sala  aceptó  el  del  experto  nom- 
brado pr  el  Juez  durante  la  sustanciación  del 
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juicio,  por  ser  más  favorable  a  los  reos,  en 
uso  de  la  facultad  que  le  otorga  el  articulo 
608  de  Procedimientos  Penales.  Por  otra 
parte,  para  el  justiprecio  de  los  objetos  que 
se  recogieron  a  los  reos,  no  se  necesitan  co- 
nocimientos técnicos  ni  especiales,  pues  son 
efectos  de  uso  corriente,  cuyo  valor  puede  de- 
terminar con  facilidad  cualquier  persona; 
por  estas  razones  los  motivos  que  alega  el  de- 
fensor a  este  respecto,  no  son  apreciables,  y 
por  consiguiente,  la  Sala  no  ha  violado  los  ar- 
tículos 365,  608  y  379  inciso  lo.  de  Procedi- 
mientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  aceptado  el  avalúo  por  el  Tribunal  sen- 
tenciador, no  es  posible  admitir  que  la  pena 
se  imponga  con  base  en  la  cantidad  en  que 
Arroyo  afirma  haber  vendido  la  escuadra  y 
cenicero,  pues  tal  procedimiento  sería  ilegal 
fuera  de  que  la  declaración  y  el  recibo  aduci- 
dos como  prueba,  no  modifican  el  hecho  con- 
fesado por  el  reo,  porque  no  tienen  valor 
probatorio  alguno.  La  Sala  no  ha  violado, 
pues,  los  artículos  403  incisos  4o.  y  5o.  del 
Código  Penal.  Tampoco  ha  infringido  el 
artículo  398  del  mismo  Código,  puesto  que  no 
fes  el  caso  que  contempla,  toda  vez  que,  como 
se  ha  dicho  repetidas  veces,  existe  avalúo  le- 
gal en  el  proceso. 

CONSIDERANDO:  ■ 

Que  el  ártículo  735  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales  y  22  inciso  4o.  subineisos  lo. 
y  2o.,  del  Decreto  Legislativo  1728  que  refor- 
ma el  artículo  anterior,  contienen  las  pres- 
cripciones a  que  deben  sujetarse  los  jueces  en 
la  redacción  de  las  sentencias,  y,  por  consi- 
guiente, son  disposiciones  que  se  refieren  a  la 
forma  y  no  dan  lugar  al  recurso  de  casación 
por  violación  de  ley,  motivo  por  el  cual  es 
improcedente  su  cita. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  las  leyes  citadas  y  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  690  de  Procedimientos  Penales,  DE- 
SESTIMA el  recurso  de  casación  interpuesto 
y  condena  al  recurrente  a  la  pena  adicional 
de  quince  días  de  prisión  simple  conmutables 
a  diez  centavos  diarios.  Notifíquese  y  con 
certificación  de  lo  resuelto,  devuélvanse  los 
antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrí- 
guez. —  Federico  O.  Salasar.  —  Max  García 
R.  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Adolfo  Rodríguez  Mota,  por 
el  delito  de  robo. 

DOCTRINA :  El  ííso  de  llaves  falsas  para  ex- 
traer dinero  de  una  gaveta  y  apropiárselo 
sin  consentimiento  del  dueño,  constituye  de- 
lito de  robo  y  no  de  hurto. 
Es  aceptable  la  prueba  qxie  acerca  de  este 
delito  se  ha  hecho  en  documento  autenti- 
cado, cuyo  contenido  ha  sido  ratificado  por 
otros  elementos  de  convicción. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  die- 
ciocho de  Octubre  de  mil  novecientos  cuaren- 
ta. 

Por  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Adolfo  Rodríguez  Mota,  auxiliado  por  el  abo- 
gado Juan  Tomás  Delgadillo,  quienes  denun- 
cian haberse  infringido  los  artículos  568,  573 , 
604,  609  inciso  lo.  y  615  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales;  22  inciso  9o.,  78,  81,  82, 
387,  401  inciso  lo.  del  Código  Penal,  se  exa- 
mina la  sentencia  proferida  por  la  Sala  Cuar- 
ta de  Apelaciones,  con  fecha  quince  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  treinta  y  nueve, 
confirmando  la  que  dictó  el  Juez  de  Primera 
Instancia  del  Quiché,  con  la  modificación  de 
que  el  delito  cometido  por  el  expresado  Ro- 
dríguez Mota,  no  es  el  de  hurto  como  aquel 
funcionario  lo  calificó,  sino  el  de  robo  y  que 
la  pena  que  se  le  impone  es  la  de  tres  años 
He  prisión  correccional  inconmutables,  en  vez 
de  un  año  cuatro  meses  que  le  impuso  el  Juez. 

El  Comisario  de  la  Policía  Nacional  del 
Quiché,  dió  parte  al  Juez  de  Paz,  de  que  es- 
taba detenido  Adolfo  Rodríguez  Mota,  acusa- 
do por  Pablo  Mota  Lucas,  de  que  le  había 
robado  cierta  suma  de  dinero.  Ratificado  el 
parte,  fué  examinado  el  quejoso,  quien  ma- 
nifestó: que  desde  el  mes  de  abril  (1939), 
echó  de  ver  que  de  una  cómoda  colocada  en 
la  misma  pieza  donde  tiene  instalado  un  ta- 
ller de  hojalatería,  le  habían  sustraído  diez 
quetzales  veinticinco  centavos,  y  al  principio 
creyó  que  su  esposa  los  había  tomado,  pero 
como  al  preguntarle  le  contestó  negativamen- 
te, dispusieron  tomar  algunas  precauciones; 
que  el  dos  de  agosto,  a  las  siete  horas,  salió 
de  su  casa  el  declarante  para  ir  a  dejar  un 
semoviente  a  un  terreno  cercano  y  cuando  es- 
taba para  regresar,  llegó  corriendo,  muy  agi- 
tada, su  esposa,  a  comunicarle  que  había  sor- 
prendido a  Rodríguez  Mota  abriendo  la  có- 
moda donde  mantiene  guardado  su  dinero; 
con  ella  regresó  a  su  casa  y  encontró  a  Mota 
que  trabajaba  en  el  corredor,  y  al  revisar  sus 
cosas,  notó  que  le  faltaban  veinte  quetzales, 
pero  al  reclamarle  a  Mota,  éste  le  dijo  que 
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no  sabía  nada;  sin  embargo,  cuando  vió  que 
el  dicente  se  disponía  a  poner  el  hecho  en 
conocimiento  de  la  autoridad,  aquél  le  dijo 
que  no  había  necesidad  de  proceder  en  esa 
forma,  y  que  él  reconocía  esos  veinte  quetza- 
les que  se  habían  desaparecido,  los  cuales  no 
podía  pagarle  de  momento,  pero  se  los  des- 
quitaría con  su  trabajo  personal,  y  el  dicente, 
al  ver  que  se  hacía  cargo  y  por  consideración, 
le  dijo  que  estaba  bueno,  pero  que  le  hiciera 
un  documento  haciéndolo  constar,  y  juntos  se 
fueron  a  donde  don  Pascual  Villegas  en  donde 
ise  hizo  el  documento  que  aparece  en  los  au- 
tos, firmado  a  ruego  de  Rodríguez,  por  su  con- 
cubina Enma  Alvarado  M.  Después  de  eso  y 
ya  un  poco  más  sereno,  volvió  a  registrar  su 
cómoda  y  pudo  notar  que  lo  que  le  faltaba 
eran  setenticuatro  quetzales,  por  lo  que  dis- 
puso dar  aviso  a  la  policía.  Que  Rodríguez 
Mota  era  operario  en  el  taller  de  hojalatería, 
desde  hacía  como  tres  años,  a  quien  se  le  te- 
fiía  toda  confianza  y  a  menudo  se  quedaba 
polo  en  la  casa,  habiendo  hecho  las  sustrac- 
ciones del  dinero  en  diferentes  ocasiones,  va- 
Jiéndose  de  otra  llave,  la  cual  esta  vez  dejó 
pegada  en  la  cerradura  cuando  fué  sorpren- 
dido. 

Doña  Estela  Mota  de  Mota,  manifestó:  que 
cuando  regresaba  del  molino  de  maíz,  oyó  que 
alguien  abría  la  cómoda  donde  su  esposo  guar- 
da su  dinero  y  habló,  pero  como  no  le  con- 
testara ninguno,  se  acercó  y  pudo  ver  que 
Rodríguez  salía  corriendo  por  otra  puerta,  por 
lo  que  ella  lo  siguió  hasta  dejarlo  en  el  co- 
rredor y  esperó  que  llegara  al  lugar  donde 
trabajaba,  lo  que  efectivamente  asi  sucedió 
y  le  previno  que  eso  no  se  quedaría  así,  pue.? 
vió  perfectamente  cuando  este  individuo  abrió 
la  cómoda,  y  se  fué  a  darle  aviso  a  su  esposo, 
que  estaba  ausente  momentáneamente. 

El  documento  a  que  se  ha  hecho  referen- 
cia, otorgado  el  dos  de  Agosto  (1939),  dice: 
"...  yo  Adolfo  Rodríguez  Mota...  hoy  en- 
contrándome yo  solo  en  dicha  casa  (la  de  Pa- 
blo Mota)  .se  extraviaron  veinte  quetzales  que 
tenía  el  señor  Mota  en  la  cómoda  donde  guar- 
da su  dinero,  y  como  yo  tomé  dicha  cantidad 
por  suma  necesidad  que  tenía  habiendo  yo 
abierto  dicha  cómoda  con  una  llave  de  mi 
propiedad,  la  cual  queda  en  poder  del  señor 
Mota,  por  haberla  encontrado  éste  pegada  en 
la  referida  cómoda,  y  para  evitarme  de  res- 
ponsabilidades criminales,  vengo  por  medio 
del  presente  documento  a  hacerme  cargo 
la  referida  sumo  con  la  precisa  condición 
que  se  la  desquitaré  al  señor  Mota  con  mi 
personal  trabajo....  firmado  a  ruego  de 
Adolfo  Rodríguez  M.  por  María  Enma  Alva- 
rado M." 

Examinada  Enma  Alvarado,  manifestó:  que 
por  la  insistencia  de  su  amanto  Rodríguez 
firmó  a  ruego  suyo  el  documento  referido. 


pero  que  dicha  persona  le  dijo  que  había  si- 
do amenazado  con  la  prisión  si  no  lo  firmaba, 
pero  que  él  no  se  había  tomado  nada  absolu- 
tamente, por  lo  que  la  dicente  cree  que  todo 
es  una  calumnia,  pues  su  marido  es  conocido 
como  persona  de  verdadera  honradez. 

Interrogado  el  acusado,  negó  ser  autor  del 
hecho  que  se  le  imputa,  aunque  sí  reconoció 
haber  otorgado  el  documento  en  referencia, 
agregando  que  lo  hizo  por  las  exigencias  de 
Mota,  quien  lo  amenazaba  con  poner  el  caso 
en  manos  de  la  autoridad;  y  que  si  bien  es 
cierto  que  ante  el  Comisario,  el  Secretario  y 
agente  Federico  Darodes  Vargas,  afirmó  ha- 
berse tomado  la  suma  de  veinte  quetzales, 
pero  no  la  de  setenticuatro,  fué  porque  Mota 
lo  había  amenazado,  pero  que  estaba  anuen- 
te a  desquitarla  con  su  trabajo  personal. 

El  Comisario  Gerardo  Zaldaña,  el  Secreta- 
rio Fausto  Arrióla  y  el  agente  mencionado, 
manifestaron,  que  ante  ellos,  en  la  Comisa- 
ría, el  reo  Rodríguez  confesó  que  se  había 
hurtado  la  suma  de  veinte  quetzales  del  se- 
ñor Mota. 

Varias  personas  aseguran  que  Rodríguez 
ha  observado  una  conducta  intachable,  a  pe- 
sar de  eso,  consta  en  un  informe  del  Juez 
de  Paz,  que  ha  sido  detenido  dos  veces  por 
faltas:  una  contra  las  personas,  y  otra  con- 
tra los  intereses  generales  y  régimen  de  las 
poblaciones,  habiendo  sido  condenado  por  la 
primera,  a  veinte  días  de  prisión  simple,  y 
por  la  segunda  a  cinco  días,  ambas  conmuta- 
bles. 

Con  estos  antecedentes  se  dictó  sentencia 
en  primera  instancia,  en  la  forma  que  se  ha 
expresado,  de  la  cual  conoció  la  Sala  Cuarta 
en  apelación,  habiéndola  modificado  en  el  sen- 
tido que  también  ya  se  dijo. 

Interpuesto  el  recurso  de  casación  y  seña- 
lado día  para  la  vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  con  el  reconocimiento  judicialmenid 
hecho  por  el  prevenido  Rodríguez  Mota,  del 
contenido  del  documento  en  el  que  aceptó  ha- 
ber sustraído  la  suma  de  20  quetzales  de  la 
propiedad  del  acusador  Pablo  Mota  Lucas,  ha 
quedado  plenamente  comprobado  ese  hecho 
delictuoso,  que  con  justa  razón  ha  sido  cali- 
ficado por  la  Sala  sentenciadora  como  robo 
y  no  hurto,  por  la  circunstancia  de  haberse 
emplead  en  su  ejecución  una  llave  falsa:  y 
si  bien  el  reo  afirma  ser  inocente  y  que  solo 
por  no  verse  acusado  públicamente  consintió 
en  que  so  firmara  a  su  ruego  el  expresado  do 
cumento,  debe  tenerse  en  cuenta  que  acerca 
de  esa  defensa  no  existe  nada  que  la  corro- 
bore, antes  al  contrario,  hay  algo  que  confir- 
ma su  confesión,  como  es  la  gran  sospecha 
que  arrojan  en  contra  suya  las  declaraciones 
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uniformes  y  contestes  de  los  empleados  de  la 
Policía,  el  Comisario,  el  Secretario  y  un  agen- 
te, ante  quienes  afirmó  que  efectivamente 
él  se  habia  tomado  la  suma  dicha.  De  lo  ex- 
presado se  deduce,  sin  lugar  a  duda,  que  le- 
jos de  haberse  infringido,  fueron  rectamen- 
te aplicados  los  artículos  568,  571,  604,  609 
y  615  del  Código  de  Procedimientos  Penales, 
387  y  401  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  a  pesar  de  la  objeción  que  el  reo  ha- 
ce del  contenido  del  expresado  documento, 
asegurando  que  él  es  inocente,  se  acoge  al 
mismo  contenedor  de  una  confesión,  para  el 
efecto  de  alcanzar  la  rebaja  de  la  pena  en 
una  tercera  parte,  apreciando  la  existencia 
de  una  circunstancia  atenuante;  y  aunque, 
así  es  en  efecto,  por  no  existir  más  prueba 
que  esa  para  condenarlo,  también  es  cierto 
que  en  la  comisión  del  delito  concurrió  la 
agravante  del  abuso  de  confianza  estimado 
por  la  Sala,  quedando,  en  consecuencia,  com- 
pensada una  con  la  otra,  y  de  esta  manera, 
no  fueron  infringidos,  sino  observados  recta- 
mente, los  principios  contenidos  en  los  artícu- 
los 22  inciso  9o.,  78,  81,  82  del  Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  lo  que  disponen  los  artículos  686,  690  del 
Código  de  Procedimientos  Penales  y  233  de 
la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial,  de- 
clara improcedente  el  recurso  de  que  se  ha- 
ce mérito,  e  impone  al  reo  recurrente  la  pe- 
na adicional  de  quince  días  de  arresto,  que 
podrá  conmutar  a  razón  de  diez  centavos  ca- 
da día.  Notifíquese  y  con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al  tri- 
bunal de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Salís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodri- 
gues. —  Federico  O.  Solazar.  —  Max  García 
R.  Secretario. 

CRIMINAL 

CAUSA  contra  Manuel  Escobar  Salguero,  por 
los  delitos  de  hurto  de  semovientes  y  estafa. 

DOCTRINA:  La  venta  que  se  hace  de  mue- 
bles o  semovientes  que  han  sido  hurtados:, 
no  dá  lugar  a  una  nueva  acción  criminal, 
ni  a  la  itnposición  de  pena  distinta  de  la 
que  corresponde  al  hurto,  por  estimarse 
que  con  el  nuevo  hecho,  el  primero  se  ha 
completado. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  die- 
ciocho de  Octubre  de  mil  novecientos  cua- 
renta. 

En  virtud  de  recurso  de  casación  y  con 
sus  respectivos  antecedentes,  se  tiene  a  la 
vista  la  sentencia  fecha  dieciocho  de  Julio 
precedente,  dictada  por  mayoría,  por  la  Sa- 
la Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  el 
proceso  que  por  los  delitos  de  hurto  de  semo- 
vientes y  estafa,  se  siguió  en  el  Juzgado  de 
Primera  Instancia  del  departamento  de  Zaca- 
pa,  contra  Manuel  Escobar  Salguero. 

—  I  — 

El  diez  y  seis  de  mayo  último,  el  Comisario 
de  la  Policía  Nacional,  dió  parte  al  Juez  de 
Paz  de  Zacapa,  que  a  solicitud  de  Daniel 
Saavedra,  ponía  a  su  disposición  en  las  cár- 
celes públicas  a  Escobar  Salguero,  por  ha- 
berle hurtado  dos  bueyes. 

Examinado  Saavedra,  dijo:  que  se  quejó 
con  el  Comisario  porque  Escobar  Salguero 
le  hurtó  de  su  rastrojo  "El  Guineal",  un  buey 
color  zardo-hosco  y  otro  overo,  el  domingo 
tinco  de  mayo  (1940);  que  dichos  semovien- 
tes se  los  compró  a  Alfonso  Hernández,  sin 
documento  alguno;  que  Escobar  Salguero  des- 
pués de  hurtárselos,  los  fué  a  vender  en  trein- 
ta quetzales  a  José  Pazos  en  Gualán,  según 
le  contó  Antonio  Mejía;  que  Pazos  ya  le  en- 
tregó los  bueyes;  y  prueba  su  propiedad  y 
falta  posterior  de  ellos,  con  los  testimonios 
de  Adolfo  Casasola  y  Alfonso  Hernández;  és- 
te último,  expuso:  que  los  semovientes  de 
mérito  eran  de  Saavedra,  por  compra  que  hi- 
zo a  Hernández;  y  que  en  su  carácter  de  Co- 
misionado Militar,  capturó  a  Escobar  Salgue- 
ro, quien  confesó  haberlos  hurtado  al  que- 
rellante. Antonio  Mejía,  dijo:  que  estando 
en  casa  de  Juan  Fernández,  en  Gualán,  vió 
pasar  a  un  hombre  con  dos  bueyes,  después 
supo  que  se  le  habían  desaparecido  sus  bue- 
yes a  Saavedra,  por  lo  que  le  contó  en  donde 
los  había  visto  y  lo  acompañó  a  Gualán,  vien- 
do los  bueyes  en  una  vega  de  Teodoro  Pazos; 
que  éste  les  dijo  quién  se  los  había  vendido; 
y  que  dichos  bueyes '  pertenecen  a  Saavedra 
por  compra  que  hizo  en  treinta  quetzales  a 
Alfonso  Hernández.  Al  ser  examinado  este 
geñor  (Hernández),  corroboró  lo  dicho  por  el 
testigo  anterior,  en  cuanto  a  la  compra-ven- 
ta; y  que  por  referencia  sabe  lo  relativo  al 
hurto  de  los  mismos. 

Los  referidos  bueyes  fueron  valuados  en 
la  suma  de  treinta  quetzales  la  yunta,  por  los 
expertos  Manuel  Cordón  Vélez  y  Alfredo 
Aguilar. 

Al  ser  indagado  Manuel  E.  Salguero,  confesó 
haber  hurtado  los  bueyes  el  domingo  por  la 
noche  a  Saavedra  y  los  vendió  a  Pazos  en 
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treinta  quetzales,  dinero  que  perdió  por  ha- 
berse embriagado. 

—  II  — 

El  quince  del  mismo  mes  de  mayo,  Josf. 
Teodoro  Pazos  Mejía  se  presentó  al  Juez  de 
Paz  de  Zacapa,  querellándose  contra  el  men- 
cionado Escobar  Salguero,  por  el  delito  de 
estafa,  en  virtud  de  que  el  siete  del  mismo 
mes,  éste  le  vendió  en  Gualán,  en  la  suma  de 
treinta  quetzales,  una  yunta  de  bueyes,  un 
overo  de  bermejo  y  otro  zardo-hosco.  asp- 
gurándole  que  eran  de  su  propiedad  y  quedó 
obligado  a  entregarle  la  carta  de  venta  dentro 
de  ocho  días;  que  el  lunes  trece,  se  presentó 
a  su  casa  un  señor  llamado  Daniel,  pregun- 
tándole si  había  comprado  una  yunta  de  bue- 
yes de  los  colores  indicados,  y  como  efecti- 
vamente se  los  había  comprado  a  Escobar,  no 
pudo  menos  que  contestarle  afirmativamente, 
monstrándole  aquél  el  fierro  con  que  están 
marcados,  asegurándole  que  eran  de  su  propie- 
dad, por  lo  que  se  los  entregó  y  comprendió 
que  Escobar  se  los  había  hurtado,  y  estafado 
a  él  los  treinta  quetzales  con  venderle  lo  aie- 
Tio;  que  luego  se  fué  al  Guineal  y  lo  puso  en 
conocimiento  del  Comisionado  Militar,  diri- 
giéndose a  casa  de  Escobar,  pero  no  lo  encon- 
traron, sino  hasta  el  día  siguiente  (14),  y  al 
ser  requerido  por  el  Comisionado,  confesó 
haberse  hurtado  los  bueyes  y  vendido  a  él 
en  treinta  quetzales,  por  lo  que  procedió  a 
su  captura.  Se  constituyó  acusador  por  el 
delito  de  estafa,  contra  Escobar.  Examinado 
Saavedra  corroboró  lo  dicho  por  Pazos,  n- 
pitiendo  con  más  detalles  su  declaración  an- 
terior: también  el  Comisionado  Militar  Adol- 
fo Casasola,  declaró  acerca  de  la  captura  y 
agregó,  que  al  principio  Escobar  empezó  con 
evasivas,  pero  después  confesó  que  se  había 
hurtado  los  bueyes  y  se  los  vendió  a  Pazos 
Mejia,  cuyo  dinero  se  lo  gastó  en  compras 
de  maíz  y  ropa. 

Con  las  declaraciones  del  Licenciado  Bau- 
dilio Jordán  y  Lepoldo  Morales  Ramos,  se 
estableció  la  posibilidad  de  que  Pazos  tuvie- 
ra treinta  quetzales. 

Antonio  Mejía,  declaró  lo  mismo  que  lo 
hizo  en  la  otra  causa.  Alfonso  Hernández 
Loyo,  expuso  haberle  vendido  los  bueyes, 
hacía  como  un  mes,  a  Saavedra,  por  treinta 
quetzales  y  no  le  dió  carta  de  venta  por  es- 
tar enfermo. 

Indagado  sobre  este  delito  Escobar  Sal- 
guero, dijo:  que  sabia  que  estaba  preso  por 
haber  hurtado  unos  bueyes  a  Saavedra,  los 
cuales  vendió  en  treinta  quetzales  a  Pazos 
Mejía;  que  no  es  cierto  quo  dicho  señor  le 
haya  pedido  la  carta  de  venia  de  las  bue- 
yes; que  el  dinero  se  le  cayó  de  la  bolsa  y 


Ino  tiene  ni  un  centavo;  y  que  es  cierto  ha- 
ber estafado  a  Pazos  Mejía. 

El  dieciocho  de  mayo,  fueron  recibidas  las 
primeras  diligencias  por  el  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  del  departamento  de  Zaca- 
pa y  se  acumularon  a  las  anteriores,  que- 
dando reducido  a  prisión  provisional.  Esco- 
bar Salguero,  por  los  delitos  de  hurto  de  se- 
movientes y  estafa.  En  este  Tribunal,  rati- 
ficó su  indagatoria  dada  el  dieciocho  ante 
el  Juez  de  Paz  de  la  Cabecera,  por  ser  la 
verdad  lo  que  en  ella  tiene  manifestado;  quo 
niguna  otra  persona  cooperó  con  él  en  el 
hurto  de  los  bueyes  mencionados;  que 
no  rompió  cercas  aJ  hacerlo,  sino  los  extrajo 
por  la  puerta  de  trancas  que  hay  en  el  terre- 
no donde  se  encontraban  pastando,  como  a 
las  dieciocho  horas;  que  son  los  mismos  bue- 
yes que  se  le  pusieron  a  la  vista,  marcados 
con  una  A  y  una  H,  entrelazadas;  que  los 
bueyes  los  hurtó  con  el  fin  de  agenciarse  di- 
nero al  venderlos,  como  en  efecto  así  lo  hizo 
al  irlos  a  vender  a  plazos  en  treinta  quetzales 
que  se  le  perdieron  por  haberse  enbriagado. 

El  señor  Saavedra  también  ratificó  su  de- 
claración, y  en  virtud  de  preguntas,  agre- 
gó: que  no  se  constituye  acusador  del  reo  y 
pide  que  se  le  entreguen  sus  bueyes,  los  que 
fueron  reconocidos  por  Alfonso  Hernández 
y  por  Casasola,  quienes,  además,  ratificaron 
sus  declaraciones  anteriores;  y  a  continua- 
ción fueron  entregados  los  hueves  a  Saave- 
dra. 

Tiburcio  Salguero  Aldana,  declaró  acerca 
de  que  Antonio  Mejia  y  otro  señor,  le  pre- 
guntaron si  había  visto  unos  bueyes  en  la 
vega  de  Pazos,  dándole  los  detalles  de  los 
mismos,  habiéndoles  contestado  que  efecti- 
mente  los  había  visto  en  dicha  vega,  sabien- 
do por  Mejía  y  su  acompañante,  que  busca- 
ban los  bueyes  porque  habían  sido  hurtados. 

—  m  — 

Elevada  la  causa  a  plenario.  se  le  dedu- 
jeron al  acusado  los  cargos  que  le  aparecen 
de  haber  sustraído  el  cinco  de  mayo  (19401, 
dos  bueyes  de  la  propiedad  do  Daniel  Saave- 
dra y  haberlos  vendido  en  treinta  quetzales 
a  José  Teodoro  Pazos,  cargos  con  los  que 
se  conformó.  Se  nombró  defensor  de  oficio 
al  Licenciado  Julio  Morales  Arrióla,  quien 
presentó  s\j  defensa,  pidiendo  lo.,  que  se  le 
aplicara  la  atenuante  de  su  confesión  y  2o., 
que  solamente  por  el  delito  de  hurto  de  se- 
movientes debería  condenársele  y  no  por  esla- 
fa,  pues  siendo  aquel  el  hecho  de  apoderarse 
de  cosa  ajena  con  ánimo  de  lucro,  éste,  pre- 
cisamente, tuvo  lugar  con  la  venta  del  ob- 
jeto del  delito.  Con  estos  antecedentes  el 
Juez  de  Zacapa  dictó  sentencia  el  seis  de  Ju- 
lio precedente,  en  la  que  declara:  que  Esco- 
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bar  Salguero,  es  autor  de  los  delitos  de  hur- 
to de  semovientes  y  estafa  y  le  impone  la 
pena  de  dos  años  cuatro  meses  y  trece  días 
de  prisión  correccional,  hechas  las  compen- 
saciones consideradas. 

Considera  el  Juez  que  los  hechos  cometi- 
dos por  Escobar  Salguero,  califican  el  hur- 
to y  la  estafa,  pero  por  haber  sido  el  pri- 
mero, medio  para  cometer  el  segundo,  la  pe- 
na que  se  debe  infligir  es  la  correspondien- 
te al  hurto,  aumentada  en  una  tercera  par- 
te, por  ser  más  favorable  al  reo,  rebajada  en 
una  tercera  parte  por  ser  su  confesión  la  úni- 
ca prueba. 

Interpuesto  el  recurso  de  apelación,  en  se- 
gunda instancia  el  Procurador  alegó  en  el 
mismo  sentido  que  lo  había  hecho  en  pri- 
mera el  defensor.  También  el  Fiscal  expre- 
só su  parecer  en  igual  sentido. 

El  Tribunal  no  fué  de  la  misma  opinión  y, 
por  mayoría  de  votos,  dictó  la  sentencia  que 
se  examina,  en  la  que  se  confirma  la  de  pri- 
mer grado,  con  el  voto  en  contra  del  Presi- 
,dente,  quien  sostuvo  el  criterio  de  que  pro- 
cede la  condena  solamente  por  el  delito  de 
hurto. 

El  propio  Fiscal  interpuso  el  recurso  de 
casación,  denunciando  como  infringidos  los 
artículos  1,  11,  67,  401  inciso  lo.,  418  inciso 
2o.,  419  inciso  11  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  delito  de  hurto  está  caracterizado 
por  el  hecho  de  tomar  las  cosas  muebles  o 
semovientes  ajenos,  sin  la  voluntad  del  due- 
ño, con  ánimo  de  lucrar  y  sin  violencia  o  in- 
timidación; que  en  el  presente  caso,  está  ple- 
namente establecido  que  Manuel  Escobar  Sal- 
guero se  sustrajo  dos  bueyes  de  la  pertenencia 
de  Daniel  Saavedra,  sin  consentimiento  de  és- 
te, sin  violencia  in  intimidación,  pero  sí  con  el 
ánimo  de  lucrar,  toda  vez  que  los  vendió  a 
José  Teodoro  Pazos  en  la  suma  de  treinta 
quetzales;  que  este  hecho  es  constitutivo  de 
delito  de  hurto,  y  la  venta  que  de  los  refe- 
ridos bueyes  hizo  a  Pazos,  con  engaño,  por- 
que no  era  él  el  legítimo  propietario  y  defrau- 
dándolo en  aquella  suma,  no  genera  otro  de- 
lito distinto  como  es  el  de  estafa,  porque, 
'precisamente,  con  la  venta  que  hizo  de  los 
semovientes,  se  completó  aqué!  en  uno  de 
isus  requisitos,  al  agenciarse  de  treinta  quet- 
zales, extremo  que  genera  el  hurto;  y,  en 
consecuencia,  la  Sala  sentenciadora,  al  ca- 
lificar y  penar  también  de  estafa  el  segundo 
de  los  mencionados  hechos,  violó  los  artícu- 
los del  Código  Penal  citados  por  el  Fiscal  re- 
currente, por  lo  que  es  el  caso  de  casar  y 
anular  el  fallo  recurrido  y  dictar  el  que  en 
derecho  corresponde. 


CONSIDERANDO: 

Que  existe  plena  prueba  de  la  perpetra- 
ción del  delito  de  hurto  de  semovientes,  y  co- 
mo el  valor  dado  a  los  mismos  no  excede  de 
cien  quetzales,  pero  pasa  de  diez,  la  pena 
debe  imponerse  conforme  al  artículo  403  in- 
ciso 4o.,  es  la  de  dos  años  de  prisión  correc- 
cional, aumentada  en  una  tercera  parte,  por 
al  naturaleza  de  la  cosa  hurtada  (semovien- 
tes). Artículo  404  inciso  2o.  del  Código  Pe- 
nal; pero  siendo  la  confesión  del  enjuicia- 
do, la  única  prueba  que  existe  para  conde- 
narlo, debe  rebajarse  la  pena  ya  aumentada, 
en  una  tercera  parte,  en  la  misma  propor- 
ción. Artículos  79,  403  inciso  4o.  y  404  in- 
ciso 2o.  del  Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  funda- 
mento además,  en  los  artículos  674,  676,  687, 
726,  728  y  732  de  Procedimientos  Penales  y 
233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial, declara:  que  ha  lugar  el  recurso  de  ca- 
sación y  por  consiguiente,  CASA  Y  ANULA 
el  fallo  recurrido  y  resolviendo  sobre  lo  prin- 
cipal, declara:  lo.,  que  Manuel  Escobar  Sal- 
guero, es  autor  del  delito  de  hurto  de  semo- 
vientes, por  cuya  infracción  le  impone  la 
pena  de  veintiún  meses  diez  días  de  prisión 
correccional  inconmutables,  que  deberá  ex- 
tinguir en  la  Penitenciaría  Central;  lo  sus- 
pende en  sus  derechos  políticos  durante  el 
tiempo  de  su  condena;  lo  deja  afecto  al  pago 
de  las  responsabilidades  civiles  provenientes 
del  delito  y  lo  exonera  de  la  reposición  del 
papel  empleado  en  el  proceso;  y  2o.,  lo  ab- 
suelve del  cargo  que  se  le  formuló  por  el 
delito  de  estafa,  porque  el  hecho  de  la  ven- 
ta de  los  semovientes  no  constituye  un  de- 
lito distinto  de  su  apropiación.  Notifíquese 
y  con  certificación  de  lo  resuelto,  devuél- 
vanse los  antecedentes  al  tribunal  de  su  ori- 
gen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrí- 
guez. —  Federico  O.  Salazar.  —  Max  García 
R.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  por  incendio  por  imprudencia  te- 
meraria, contra  Rufino  Palax  Ramos. 

POCTRINA  .-Cuando  con  motivo  de  la  roza 
de  un  terreno  el  incendio  se  propaga  por- 
que el  autor  no  ha  tomado  las  precaucio- 
nes del  caso  ni  cumplido  con  dar  el  aviso 
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respectivo,  corresponde  infligirle  pena  por 
su  imprudencia. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
Veintiuno  de  Octubre  de  mil  novecientos  cua- 
renta. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  segunda 
instancia  proferida  por  la  Sala  4a.  de  la 
Corte  de  Apelaciones,  el  once  de  julio  del 
año  en  curso,  en  la  causa  que  por  incendio 
por  imprudencia  temeraria  se  siguió  contra 
Rufino  Palax  Ramos. 

RESULTA: 

'  El  Juzgado  de  Paz  de  Sololá  inició  la  su- 
maria el  trece  de  abril  del  corriente  año.  Gui- 
Jlermo  Fuentes  Girón,  representante  de  la 
finca  "El  Jaibal",  de  propiedad  de  doña  Jo- 
sefina Girón  viuda  de  Fuentes,  se  presentó 
dando  parte  de  que  la  roza  hecha  en  sus  te- 
rrenos por  Rufino  Pala.x,  ocasionó  la  que- 
ma de  sesenta  cuerdas  de  la  finca  menciona- 
da, con  pérdidas  sólo  de  árboles  de  encino, 
pues  no  había  cultivo  alguno.  Las  autorida- 
des de  la  aldea  "San  Jorge",  a  cuya  juris- 
dicción pertenecen  ambas  propiedades,  inter- 
vinieron y  trabajaron  para  evitar  que  el 
fuego  pasara  las  rondas,  pero  fué  imposible 
evitarlo  por  el  viento  que  soplaba.  Decla- 
raron los  auxiliares  Manuel  Buch  y  Rufino 
Felipe  y  el  Regidor  lo.  Hilario  Simeón,  que 
Palax  rozaba  el  jueves  once,  a  las  seis  de  la 
tarde,  pero  como  el  fuego  se  extendía,  se  pu- 
sieron a  hacer  ronda,  la  que  no  fué  suficien 
te,  pues  en  la  madrugada  del  viernes,  el  airo 
era  muy  fuerte  y  extendió  el  fuego  a  "El  Jai- 
bal".  El  Regidor  manifestó  que  él  había 
dado  permiso  para  la  roza,  pero  no  creyó  que 
Palax  fuera  tan  descuidado.  Los  experto.s 
valoraron  los  daños  producidos  en  la  finca 
"El  Jaibal",  en  la  suma  de  treinta  quetza- 
les. 

Indagado  Palax  declaró;  que  hizo  la  roza 
He  dos  cuerdas  del  terreno  de  propiedad  del 
pueblo;  no  soplaba  viento  el  jueves,  a  las 
tres  de  la  tarde,  cuando  comenzó  la  quema, 
6in  embargo,  a  las  cuatro  el  fuego  había 
avanzado  cuatro  cuerdas  para  "El  Jaibal"; 
lograron  apagarlo  a  las  diez  de  la  noche, 
pero  a  las  cuatro  de  la  mañana  hubo  much.o 
aire  y  se  renovó  la  fuerza  del  incendio,  pa- 
sando las  rondas.  No  dió  aviso  de  que  iba 
a  practicar  la  roza  ni  pidió  permiso  porque 
jamás  lo  han  acostumbrado;  él  solo  hizo  el 
trabajo  y  se  sirvió  únicamente  de  su  macho- 
te.   Fue  reducido  a  prisión  por  incendio. 

En  la  inspección  ocular  se  comprobó  que 
la  parte  quemafla  de  "El  Jaibal"  era  de  se- 
senta cuerdas  de  terreno  inculto,  encontrán- 


dose solamente  árboles  pequeños  de  encino, 
en  su  mayor  parte  incinerados. 

La  propietaria  de  la  finca  no  se  consti- 
tuyó acusadora;  tampoco  el  denunciante,  se- 
ñor Fuentes  Girón,  y  tanto  ellos  como  el  ad- 
ministrador señor  Trinidad  de  León  Solór- 
zano,  manifestaron  que  Palax  no  les  dió 
aviso  y  que  la  propagación  del  fuego  se  de- 
bió al  fuerte  viento  y  a  las  pocas  precaucio- 
nes que  aquél  tomó. 

El  Juez  de  Primera  Instancia  de  Quiche 
siguió  conociendo  del  proceso,  por  haberse 
excusado  el  de  Sololá,  y  el  tres  de  julio  dic- 
tó sentencia  absolutoria  por  falta  de  prue- 
ba, considerando  que  el  acusado  tenía  licen- 
cia para  rozar  y  que  practicó  las  rondas  del 
caso,  pero  debido  al  viento  se  produjo  su 
propagación  a  la  finca  vecina,  sin  causar 
daños,  pues  él  avaluó  que  hicieron  los  exper- 
tos, se  refiere  al  valor  del  terreno,  y  ade- 
más, los  propios  perjudicados,  no  estimaron 
los  perjuicios  ni  se  constituyeron  acusadores. 

Pasó  la  causa  en  consulta  de  la  sentencia 
a  la  Sala  4a.,  Tribunal  que  la  desaprobó  con- 
denando a  Palax  como  autor  del  delito  de 
Incendio  por  imprudencia  temeraria,  a  la  pe- 
na de  trece  meses  diez  dias  de  prisión  co- 
rreccional, conmutable  en  dos  terceras  partes 
a  diez  centavos  diarios.  Considera  que  la 
confesión  del  enjuiciado  prueba  que  no  pi- 
dió permiso  para  efectuar  la  roza  y  que 
tampoco  hizo  la  ronda  con  la  extensión  de- 
bida, por  lo  que  con  la  falta  de  cumplimien- 
to de  disposiciones  reglamentarias  queda  ca- 
racterizada la  imprudencia  temeraria  y  hace 
punible  el  hecho.  Que  de  la  pena  de  cinco 
años  señalada  al  delito,  si  se  hubiera  come- 
tido con  malicia,  debe  tomarse  la  tercera 
parte  por  haber  excedido  el  daño  de  veinte 
quetzales  y  disminuirse  la  tercera  parte,  por- 
que la  confesión  es  la  única  prueba  que  se 
produjo  en  el  proceso,  sin  la  cual  procedería 
absolver  al  acusado. 

El  reo  con  auxilio  del  abogado  don  Abel 
V.  Montufar.  introdujo  recurso  de  casación 
por  violación  de  ley.  Cita  como  infringido 
el  artículo  11  del  Código  Penal  porque  él  no 
tuvo  voluntad  de  causar  daño  alguno;  los 
artículos  566  y  568  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales  porque  considera  que  no 
existe  prueba  de  la  comisión  del  delito;  y  los 
artículos  47  y  51  de  la  Ley  Forestal,  porque 
obtuvo  permiso  del  Regidor  Municipal  de 
San  Jorge,  e  hizo  las  rondas  que  determina 
la  ley. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  acusado  confesó  que  no  pidió  per- 
miso a  la  autoridad  antes  de  proceder  a  la 
quema  de  su  terreno,  ni  dio  aviso  a  los  co- 
lindantes, ni  tomó  las  demás  precaucione; 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


443 


necesarias  para  evitar  la  propagación  del 
fuego,  omisiones  que  constituyen  infracción 
de  los  artículos  47,  49,  50  y  51  de  la  Ley 
Forestal,  y,  por  consiguiente,  la  calificación 
de  imprudencia  temeraria  que  hizo  la  Sala, 
está  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artí- 
culo 14  inciso  3o.  del  Código  Penal,  por  lo 
que  no  existe  violación  de  los  artículos  cita- 
dos . 

CONSIDERANDO: 

Que  no  hay  infracción  del  artículo  11  del 
Código  Penal,  puesto  que  no  se  ha  declarado 
la  comisión  de  delito  por  malicia  sino  por 
imprudencia,  hecho  que  declara  punible  el 
artículo  13  del  mismo  Código,  por  cuyo  mo- 
tivo no  es  aplicable  al  caso  la  disposición 
primeramente  citada,  y  en  consecuencia,  no 
pudo  ser  violada  por  el  Tribunal  sentencia- 
dor. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  condenatoria  del  acusado  se  funda 
en  su  confesión  respecto  a  las  omisiones  en 
que  incurrió,  fuera  de  que  también  la  parte 
colindante  declaró  no  haber  recibido  aviso 
alguno  de  que  la  roza  se  iba  a  efectuar  y,  en 
esa  virtud,  no  hay  infracción  de  los  artículos 
566  y  568  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales, puesto  que  dicha  confesión  hace  ple- 
na prueba. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
pn  el  artículo  690  de  Procedimientos  Pena- 
les, DESESTIMA  el  recurso  de  casación  in- 
ferpuesto  y  condena  al  reo  a  la  pena  adicio- 
nal de  quince  días  de  prisión  simple  conmu- 
tables a  diez  centavos  diarios.  Notifíquese 
y  con  certificación  de  lo  resuelto,  devuélvan- 
te  los  antecedentes  al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñes  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ftoz.  —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodri 
guez.  —  Federico  O.  Solazar.  —  Max  García 
R.  ■ —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Serapio  Escobar  Castillo,  por 
el  delito  de  hurto. 

DOCTRINA:  La  casación  de  una  sentencia 
recaída  en  causa  instruida  por  un  delito 
cuya  preexistencia  no  se  estableció,  asi 
como  tampoco  la  responsabilidad  del  pro- 
cesado, no  impide  que  el  hecho  cometido 
se  aprecie  en  su  verdadero  sentido  legal  y, 


que  de  ser  punible,  se  imponga  la  pena  que 
corresponde. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veinticinco  de  Octubre  de  mil  novecientos 
cuarenta. 

Para  resolver  el  recurso  de  casación,  se 
tiene  a  la  vista  la  sentencia  proferida  el  quin- 
ce de  mayo  del  año  en  curso,  por  la  Sala 
Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  el 
proceso  que  por  el  delito  de  hurto,  se  intru- 
yó  contra  Serapio  Escobar  Castillo,  a  quien 
le  impuso  la  pena  de  un  año  de  prisión  co- 
rreccional. El  reo  es  de  treinta  y  tres  años 
de  edad,  soltero,  herrero,  originario  de  Que- 
zaltenango,  con  residencia  en  la  Avenida  de 
los  Arboles  número  nueve. 

RESULTA: 

Que  con  fecha  dieciséis  de  febrero  del  co- 
rriente año,  el  Juzgado  Tercero  de  Paz,  ini- 
ció pesquisa,  porque  el  Jefe  del  Segundo  cuer- 
po de  la  Policía,  puso  a  disposición  de  dicho 
Juzgado  a  los  individuos  Ricardo  Barrios 
Mauricio  y  Serapio  Escobar  Castillo,  condu- 
cidos por  el  agente  Vicente  López  Juárez, 
por  haber  sorprendido  al  primero  ofreciendo 
en  venta  unos  grilletes  (prenda  Nacional), 
que  dijo  haber  recibido  de  Escobar  Castillo, 
quien  al  ser  interrogado,  manifestó:  que  se 
los  había  encontrado  tirados  en  el  campo  de 
instrucción  Militar  de  la  Policía.  El  agente 
López  Juárez,  agregó  el  parte,  manifestando 
que  los  grilletes  pertenecían  a  su  equipo  y 
que  el  veintidós  de  septiembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  ocho,  los  dejó  olvidados  en 
el  inodoro  del  cuartel,  de  donde  le  fueron 
hurtados,  manifestando  después  que  cuando 
se  los  hurtaron  fué  el  veintidós  de  noviem- 
bre y  no  en  septiembre,  creyendo  que  el  au- 
tor fué  Escobar  Castillo,  quien  en  esa  fecha 
estaba  en  ese  Cuerpo  de  alta  como  agente, 
reconociendo  dichos  grilletes  por  estar  marca- 
dos con  el  número  326  que  pertenecían  a  su 
equipo  habiéndole  sido  descontados  cinco 
quetzales,  como  pago  de  tales  grilletes.  El 
agente  López  Juárez,  al  ser  examinado,  dijo: 
flue  cuando  estaba  de  servicio,  en  la  calle, 
llegó  Ricardo  Barrios  Mauricio,  ex-agente  del 
cuartel  número  dos,  y  le  dijo  que  andaba 
buscando  a  Benigna  Bolaños  a  quien  iba  a 
venderle  un  par  de  grilletes  de  los  que  usa 
la  Policía,  y  como  al  declarante  le  habían  si- 
do hurtados  los  suyos,  le  dijo  a  Barrios  que 
se  los  mostrara  y  al  revisarlos,  observó  que 
eran  los  mismos  que  le  habían  hurtado,  por 
lo  que  lo  condujo  al  cuartel;  y  éste  a  su  vez, 
le  dijo:  que  Serapio  Escobar  Castillo  se  los 
había  dado  para  que  los  vendiera;  que  cap- 
turó a  Escobar  Castillo,  quien  también  estu- 
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vo  de  agente  en  el  cuartel  número  dos;  y 
éste  en  la  Policía,  manifestó:  que  se  los  ha- 
bía encontrado  tirados  en  el  campo  de  ins- 
trucción de  la  policía,  en  el  Hipódromo  del 
¡Norte. 

'  Al  indagarse  a  Ricardo  Barrios  Mauricio, 
dijo:  que  llegó  a  donde  estaba  el  agente  Vi- 
cente Juárez  López  a  entregarle  un  par  de 
grilletes  que  sabía  había  perdido  de  su  equi- 
po, grilletes  que  se  los  dió  Serapio  Escobar 
Castillo,  diciéndole  que  los  había  encontra- 
do botados  en  el  campo  de  instrucción  de  la 
policía,  y  como  el  declarante  sabía  de  la 
pérdida  de  esos  objetos,  se  lo  dijo  a  Escobar 
Castillo,  quien  se  los  dió  para  que  los  devol- 
viera; y  no  es  cierto  que  pensara  venderlos 
a  Benigna  Bolaños,  y  sabía  que  esos  objetos 
pertenecían  a  Juárez  López,  porque  se  en- 
contraba de  alta  cuando  leyeron  la  orden  de 
descontarle  cinco  quetzales. 

Escobar  Castillo,  declaró:  que  en  el  mes 
de  agosto  de  mil  novecientos  treita  y  nueve, 
se  encontró  botados  unos  grilletes  en  el  Hi- 
pódromo del  Norte  y  como  no  sabía  de  quien 
eran,  los  guardó,  pero  el  día  quince  de  fe- 
brero de  este  año,  se  encontró  con  Ricardo 
Barrios  Mauricio,  quien  le  dijo  que  él  sabía 
que  pertenecían  a  Vicente  López  Juárez  y 
que  se  los  diera  para  entregárselos,  por  lo 
que  se  los  dió,  conociendo  a  ambos,  por  ha- 
ber sido  compañeros  de  trabajo  y  que  no  los 
había  entregado  antes,  porque  quería  averi- 
guar quien  era  el  dueño. 

RESULTA: 

Que  al  pasar  del  Juzgado  de  Paz  al  Cuarto 
de  Primera  Instancia  este  proceso,  éste  Juz- 
gado se  inhibió  de  conocer  y  mandó  que  pa- 
gara a  la  Comandancia  de  Armas  por  gozar 
del  fuero  de  guerra  los  agentes.  Obran  pa- 
sajes en  la  causa,  sobre  que  es  cierto  la  pér- 
dida de  los  grilletes,  así  como  que  Serapio 
Escobar  Castillo  estaba  de  alta  en  .septiem- 
bre de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  y  que 
el  valor  de  esa  prenda  es  de  cinco  quetzales. 

A  Ricardo  Barrios  Mauricio,  le  fué  reíor- 
mado  el  auto  de  prisión,  con  fecha  primero 
de  mayo  del  año  en  curso,  quedando  deteni- 
do Escobar  Castillo,  quien  al  tomarle  su  con- 
fesión con  cargos,  aceptó  los  que  le  fueron 
formulados. 

CONSIDERANDO: 

Que  al  introducir  el  recurso  de  casación  el 
Veo  Serapio  Escobar  Castillo  con  auxilio  del 
abogado  (\irlos  Leónidas  Acevedo,  cita  co- 
mo violados  los  artículos  150  y  186  del  Có- 
digo Militar  segunda  parte,  401  403  del  Có- 
digo Penal  y  259  y  568  del  Código  de  Pro- 


cedimientos Penales,  y  al  hacer  el  estudio 
de  estos  artículos,  se  deduce  que  la  Sala  sen- 
tenciadora sí  violó  el  artículo  150  del  Códi- 
go Militar  segunda  parte,  que  corresponde 
con  el  259  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales, que  estatuyen  que  la  base  de  todo  pro- 
ceso criminal,  es  la  preexistencia  de  un  he- 
cho u  omisión  que  la  ley  repute  delito  o  fal- 
ta, ya  que  de  las  constancias  del  proceso  no 
llegó  a  probarse  que  Escobar  Castillo  hubie- 
ra cometido  el  delito  de  hurto,  propiamente 
dicho,  pues  si  bien  es  cierto  que  se  encontra- 
ba de  alta  en  el  cuartel  número  dos,  cuan- 
do dice  López  Juárez  que  se  le  extraviaron 
los  grilletes  al  dejarlos  olvidados  en  el  ino- 
doro, no  se  llegó  a  probar  que  lo  que  éste 
dice  fuera  cierto,  y  más  bien  es  presumible 
tjue  los  haya  botado  en  el  campo  de  instruc- 
ción, como  dice  el  procesado,  por  la  circuns- 
tancia de  no  haber  dado  inmediatamente  avi- 
so de  la  pérdida,  sino  hasta  siete  días  más 
tarde,  como  aparece  en  el  informe  suminis- 
trado por  la  Dirección  de  Policía. 

CONSIDERANDO: 

El  artículo  15  del  Decreto  número  1835. 
dice  que  es  reo  de  tentativa  del  delito  de 
hurto,  el  que  se  encuentra  una  cosa  perdida 
y  no  haga  entrega  de  ella  a  la  autoridad 
municipal  más  próxima  al  lugar  donde  la  hu- 
biese encontrado  y,  en  la  Capital,  a  la  Poli- 
cía Nacional.  En  el  caso  que  se  examina, 
Escobar  Castillo  tenía  pleno  conocimiento  de 
que  los  grilletes  que  dice  haberse  encontra- 
do pertenecían  a  la  Policía,  y  aún  cuando  no 
lo  hubiera  tenido,  era  ahí  precisamente  a 
donde  debió  haberlos  entregado  sin  dilación. 
He  tal  manera  que  la  razón  que  da  de  que 
esperaba  averiguar  a  quién  pertenecían,  no 
le  exonera  de  responsabilidad  y  debe  ser  cas- 
tigado de  conformidad  con  el  articulo  citado 
al  principio  de  este  párrafo,  sin  admitir  co- 
mo cierto  lo  que  dice  el  agente  López  Juá- 
rez, porque  no  se  concibe  que  el  poseedor  de 
Una  prenda  nacional,  pida  informe  a  un 
agente  sobre  la  dirección  de  la  casa  donde 
viva  una  persona  que  pueda  comprar  esos 
objetos:  y  menos  aún  que  dicho  agente  fue- 
ra precisamente  aquel  a  quien  se  le  habían 
extraviado,  de  donde  se  deduce  que  es  más 
verosímil  el  hecho  de  haber  llegado  el  ex- 
agente Mauricio  a  devolver  a  López  Juárez 
Jos  grilletes,  porque  sabia  que  correspondían 
a  su  equipo,  tal  como  Escobar  Castillo  lo 
confiesa,  hecho  que  si  bien  lo  exonera  de 
responsabilidad  como  autor  del  delito  de  hur- 
to, como  ya  se  dijo,  no  lo  exonera  por  la  que 
incurre,  por  no  haber  dado  cuenta  con  los 
objetos  encontrados  a  la  autoridad. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  lo  que  disponen  los  artículos  259,  568,  571, 
687,  729,  731,  732  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales;  72,  403  Código  Penal  y  233  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  CASA  Y 
ANULA  la  sentencia  recurrida  y  resolvien- 
do sobre  lo  principal,  declara:  lo.,  que  Sera- 
pio  Escobar  Castillo,  queda  absuelto,  por 
falta  de  prueba,  del  cargo  que  se  le  formu- 
ló por  el  delito  de  hurto;  2o.,  que  el  mismo 
individuo  es  autor  de  tentativa  del  propio 
delito,  por  el  cual  le  impone  la  pena  de  cua- 
tro meses  de  arresto  menor,  la  cual  se  decla- 
ra purgada  con  la  prisión  sufrida  y  por  su 
notoria  pobreza  lo  exonera  de  la  reposición 
fiel  papel,  y  por  ser  innecesarias,  no  se  haca 
declaración  acerca  de  la  responsabilidad  ci- 
vil y  a  la  suspensión  de  derechos  políticos. 
Notifíquese,  ordénese  la  libertad  del  preve- 
nido, y  con  certificación  de  lo  resuelto,  de- 
vuélvase la  causa  al  tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrí- 
guez. —  Federico  O.  Solazar.  —  Max  García 
R.  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Luis  Ajiquichí  Roquel  e  Inés 
RoQuel  Chuj,  púr  el  delito  de  estafa. 

DOCTRINA :  La  venta  duplicada  de  un  bien 
inmueble,  a  distiyitas  personas^  constituye 
el  delito  de  estafa. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  de  Octubre  de  mil  novecientos  cua- 
renta. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación,  se 
ve  la  sentencia  que  dictó  la  Sala  Cuarta  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  el  dieciseis  de  agos- 
to del  año  en  curso,  en  el  proceso  seguido 
contra  Luis  Ajiquichí  Roquel  e  Inés  Roque! 
Chuj,  por  el  delito  de  estafa,  por  la  cual  con- 
firma la  que  pronunció  el  Juez  de  Primera 
Instancia  de  Sololá,  condenando  al  primero  de 
éstos,  a  sufrir  la  pena  de  ocho  meses  de 
arresto  mayor,  conmutables  en  su  totalidad 
e  diez  centavos  diarios;  y  absolviendo  a  la 
segunda,  por  falta  de  prueba  para  conde- 
narla. 

La  narración  de  los  hechos  que  contiene  la 
sentencia  de  segunda  instancia,  es  la  si- 
guiente : 


Vicente  Sicajau  y  Pedro  Julajuj  Samínez 
se  presentaron  al  Juzgado  de  Primera  Instan- 
cia de  Sololá,  el  dieciocho  de  enero  del  año 
en  curso,  declarando,  el  primero:  que  el 
veinte  de  enero,  hacía  cinco  año,  le  entregó 
a  Luis  Ajiquichí  la  cantidad  de  treinta  y  cin- 
co quetzales,  recibiendo  como  garantía  un 
documento  antiguo  del  terreno  situado  en 
"Chueturás",  de  treinta  cuerdas  de  exten- 
sión; dinero  que  le  dió  prestado,  con  el  con- 
venio de  que  sembraría  este  terreno  durante 
tres  años.  Al  terminar  el  plazo,  le  reclamó 
su  dinero,  no  se  lo  quiso  devolver  y  quedó 
en  popesión  del  terreno;  pero  después,  Aji- 
quichí Roquel,  se  lo  vendió  a  Jorge  e  Isidro 
Barrios,  quienes  llegaron  como  poseedores  y 
(dueños.  Julajuj  Samínez,  dijo  que  tres  años 
antes,  había  comprado  a  Ajiquichí  Roquel, 
un  terreno  de  doce  cuerdas  de  extensión  en 
el  cantón  denominado  El  Tablón,  del  muni- 
cipio de  Sololá,  venta  que  se  hizo  constar  en 
escritura  otorgada  ante  el  notario  Salomé 
.Tacinto  Fuentes,  estando  presentes  Luis  Zú- 
ñiga,  Marcelino  Chiyal,  Ajiquichí  Roquel  y 
su  madre  Inés  de  éste  último  apellido;  pero 
resulta  que  el  mismo  Ajiquichí  Roquel  ven- 
dió después,  ,a  Cipriano  Yaxón,  el  mismo  te- 
rreno y  éste  se  lo  quitó,  por  cuyo  motivo  lo 
acusaba  criminalmente  por  la  doble  venta, 
que  constituye  una  estafa. 

—  n  — 

Extractando  únicamente  lo  que  se  refiera 
a  la  doble  venta  que  acusa  Julajuj  Samínez, 
por  ser  la  que  dió  origen  al  recurso  extraor- 
dinario, se  encuentran  las  declaraciones  de 
Cipriano  Yaxón,  Luis  Zúñiga,  Marcelino  Chi- 
yal Ben,  Pedro  Antonio  Bixcul  y  Andrés  An- 
tonio Ajcojom,  quienes  manifestaron,  el  pri- 
mero: que  le  compró  a  Luis  Ajiquichí  Roquel. 
el  terreno  en  cuestión,  en  la  suma  de  once 
quetzales,  sin  que  le  extendiera  documento 
y  su  vendedor  le  advirtió  que  lo  tenía  em- 
peñado con  Pedro  Julajuj;  habiendo  presen- 
ciado la  entrega  del  precio,  a  Inés  Roquel, 
madre  de  Ajiquichí  Roquel,  Rafael  Barrios, 
rviargarito  Cuc  y  Mariano  Tuy;  y  el  título 
viejo  estaba  en  el  Juzgado  de  Paz.  El  se- 
gundo y  tercero  se  refieren  a  la  venta  heclia 
por  Ajiquichí  Roquel,  de  un  terreno  situado 
en  El  Tablón,  a  Pedro  Julajuj  Samínez,  en 
documento  privado  que  se  hizo  en  la  ofici- 
ne  del  Licenciado  Salomé  Jacinto  Fuentes; 
de  una  extensión  de  doce  cuerdas,  en  once 
quetzales,  hacía  un  año  y  seis  meses,  según 
el  primero;  y  tres  años,  según  el  segundo. 
Los  restantes  dijeron  haber  visto  que  Julajuj 
ocupó  el  terreno,  después  de  Ajiquichí  Ro- 
quel, seguramente  por  habérselo  vendido  éste. 
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—  m  — 

Mariano  Tuy  Güit  y  Margarito  Cuc  Ba- 
quín,  manifestaron:  que  hacía  tres  años  que 
vieron  cuando  Yaxón  le  entregó  a  Inés  Ro- 
quel,  diez  quetzales,  por  cuenta  de  un  terre- 
no. 

Al  folio  ochenta  y  uno  del  proceso,  corre 
agregado  el  documento  simple,  escrito  en 
una  hoja  de  pepel  sellado  de  a  cinco  centa- 
vos fechado  el  primero  de  Junio  de  mil  no- 
vecientos treinta  y  siete,  por  el  que  Ajiqui- 
chí  Roquel  vende  un  terreno  de  once  cuer- 
das, situado  en  el  cantón  El  Tablón,  a  Jula- 
juj  Samínez,  que  dice:  ".  .  .2o.,  que  por  con- 
venir a  sus  intereses,  ha  dispuesto  enajenar 
dicho  terreno  al  señor  don  Pedro  Julajuj  Sa- 
mínez, por  el  precio  recibido  a  su  satisfac- 
ción, de  once  quetzales,  transfiriéndole  la  po- 
sesión desde  hoy,  libre  de  todo  gravamen.  .  . 
comprometiéndose  a  otorgarle  la  correspon- 
diente escritura  de  cesión  de  derechos,  den- 
tro del  término  de  veinte  días,  a  contar  de  la 
fecha".  Está  firmado  por  Luís  Zúñiga  y 
Marcelino  Chíyal,  a  ruego  de  los  otorgantes, 
con  impresiones  digitales. 

—  IV  — 

El  reo  Luis  Ajiquíchí  Roquel,  declaró:  que 
vendió  a  Pedro  Julajuj,  parte  de  un  terreno 
situado  en  "Chueturás",  compuesta  de  veinte 
cuerdas;  que  un  terreno  de  doce  cuerdas,  si- 
tuado en  El  Tablón,  lo  vendió  a  Cipriano  Ya- 
xón, jDor  diez  quetzales  que  recibió  su  madre 
Inés  Roquel,  sin  haberle  entregado  docu- 
mento; que  Pedro  Julajuj  tenia  empeñado  un 
documento  viejo,  en  once  quetzales,  que  re- 
cibió su  madre,  pero  que  no  fué  por  venta 
hecha  a  Julajuj;  y  que  el  documento  hecho 
en  la  oficina  del  Notario  Fuentes,  ya  esta- 
ba escrito  cuando  llegó  y  sólo  le  dijeron  que 
pusiera  su  señal  digital,  lo  que  hizo,  habien- 
do firmado  por  él  Luís  Zúñiga.  Negó  haber 
vendido  el  terreno  a  Pedro  Julajuj  Samínez 
y  dijo  que  no  sabía  sí  vender  dos  veces  el 
mismo  terreno,  constituía  delito. 

En  la  copia  certificada  de  algunos  pasajes 
del  juicio  ordinario  seguido  por  Julajuj  con- 
tra Ajiquíchí  Roquel,  consta:  que  el  docu- 
mento privado  fué  declarado  reconocido,  por 
no  haber  comparecido  el  otorgante  y  que  se 
resolvió  la  posesión,  en  el  Juzgado  de  Paz, 
confiriéndosela  a  Julajuj  Samínez.  Esta 
sentencia  la  confirmó  el  Juzgado  departa- 
mental de  Sololá. 

En  otros  pasajes  certificados,  aparece:  quo 
el  mismo  Ajiquíchí  Roquel  vendió  a  Isidro  y 
Jorge  Barrios,  partes  del  terreno  situado  en 
El  Tablón  y  en  su  indagatoria,  dijo:  que 
estaban  situadas  en  "Chueturás". 


—  V  — 

La  madre  Inés  Roquel  Chuj,  declaró:  que 
Julajuj  Samínez  le  prestó  la  suma  de  once 
quetzales,  que  después  le  quiso  devolver  y 
como  se  resistió  a  recibirla,  la  dejó  deposita- 
da en  la  oficina  del  abogado  J.  Filiberto  Es- 
cobar Avila;  que  no  le  vendió  el  terreno;  y 
que  su  marido  Nicolás  Ajiquíchí,  antes  de  su 
muerte,  vendió  a  los  Yaxón  el  terreno;  que 
como  estaban  en  dificultades  porque  éstos 
no  los  dejaban  trabajar,  se  arreglaron,  reci- 
biendo de  Cipriano  once  quetzales,  hacía  tres 
o  cuatro  años,  sin  que  nadie  lo  presenciara, 
y  ese  dinero  fué  el  que  quiso  entregar  a  Ju- 
lajuj, pero  como  no  lo  recibió,  quedó  deposi- 
tado. 

En  los  careos  practicados  entre  Cipriano 
Yaxón  y  Ajiquíchí  Roquel,  el  primero  repi- 
tió que  la  madre  del  segundo  le  había  ven- 
dido el  terreno  en  veintidós  quetzales,  que 
entregó  a  presencia  de  su  careado.  Este  lo 
negó.  Julajuj  Samínez  y  Ajiquíchí,  queda- 
ron en  desacuerdo;  y  Cipriano  Yaxón  e  Inés 
Roquel,  quedaron  de  acuerdo,  pues  la  segun- 
tla  confesó  que  ella  había  vendido  el  terreno 
y  que  si  lo  había  negado,  era  porque  no  se 
recordaba. 

El  Licenciado  J.  Filiberto  Escobar  Avila, 
manifestó:  que  hacía  años  que  había  llegado 
la  Roquel  a  su  oficina  a  depositar  la  suma 
de  once  quetzales  a  la  orden  de  Pedro  Jula- 
juj. 

José  Yaxón  Antonio,  dijo:  que  Inés  Ro- 
quel vendió  el  terreno  a  Cipriano  Yaxón  y 
le  consta  que  le  fueron  entregados  doce  quet- 
zales en  monedas  de  a  veinticinco  centavos 
cada  una. 

—  VI  — 

El  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Solo- 
lá, con  respecto  a  este  punto,  estimó  que 
estaba  probada  la  doble  venta  y  condenó  a 
Ajiquíchí  Roquel,  el  veintinueve  de  Junio  de 
este  año,  a  sufrir  ocho  meses  de  arresto  ma- 
yor. La  Sala  Cuarta  de  Apelaciones,  refi- 
riéndose al  mismo  asunto,  considera  que  es- 
tá probada  la  estafa  cometida  por  Ajiquichí 
Roquel,  consistente  en  haber  vendido  un  in- 
mueble que  no  le  pertenecía  al  señor  Pedro 
Julajuj  Samínez,  pues  sabia  que  pertenecía 
a  su  madre  Inés  Roquel  y  que  ésta  ya  lo  ha- 
bía vendido  a  Cipriano  Yaxón;  en  conse- 
cuencia, se  fingió  dueño  — así  lo  estima —  y 
como  propio,  lo  vendió  a  Julajuj  Samínez, 
como  está  probado  con  el  documento  hecho 
ante  el  Notario  Salomé  Jacinto  Fuentes,  que 
reconoció  judicialmente. 

Contra  esto  último  fallo,  interpuso  recur- 
so de  casación,  el  reo  Luis  Ajiquíchí  Roquel, 
con  auxilio  del  Abogado  J.  Filiberto  Escobar 
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Avila,  citando  como  violados  los  artículos 
lo.,  11  y  423  del  Código  Penal;  568,  731  y 
732  del  Código  de  Procedimientos  Penales; 
1503  y  1508  del  Código  Civil  antiguo.  Se 
pidieron  los  autos  y  habiéndose  verificado 
la  vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  términos  en  que  está  concebido  el 
documento  privado  del  primero  de  Junio  de 
mil  novecientos  treinta  y  siete,  son  de  un 
contrato  de  compra-venta  de  una  finca  rús- 
ticas, compuesta  de  doce  cuerdas,  ubicada  en 
El  Tablón,  del  municipio  de  Sololá,  celebra- 
do entre  el  reo  Luis  Ajiquichí  Roquel  y  Pe- 
dro Julajuj  Samínez,  por  el  cual  el  primero 
claramente  manifiesta  que  dispuso  enajenar 
este  terreno,  a  Julajuj  Samínez,  por  el  pre- 
cio recibido  de  once  quetzales,  transfiriéndo- 
le desde  ese  momento  la  posesión,  libre  de 
gravámenes;  pero  con  sus  servidumbres  ac- 
tivas y  pasivas;  y  comprometiéndose  a  otor- 
garle la  escritura  de  cesión  de  derechos,  den- 
tro de  veinte  días,  contados  desde  esa  fecha. 
El  convenio  contiene  una  compra -venta,  pues- 
to que  Ajiquichí  Roquel,  como  propietario, 
vende  el  inmueble  en  once  quetzales,  que  re- 
cibió a  su  satisfacción,  y  desde  ese  momen- 
jto  lo  puso  en  posesión,  prometiendo,  única- 
mente, otorgarle  la  escritura  de  cesión  de 
derechos,  en  un  término  de  veinte  días,  pla- 
f.0  que  no  lo  convierte  en  una  promesa  de 
compra-venta,  porque  en  la  promesa  se  ex- 
presa la  voluntad  para  realizar  el  contrato 
en  el  futuro,  y  en  el  documento  que  se  exa- 
mina, el  acto  principal,  contiene  el  concurso 
de  las  dos  voluntades,  la  entrega  del  valor 
y  de  la  cosa,  quedando  pendiente  sólo  el 
otorgamiento  de  la  escritura  de  cesión  de  de- 
rechos, por  no  estar  inscritos  a  su  nombre, 
fcin  que  esto  le  dé  un  carácter  distinto;  tan- 
to más.  que  el  mismo  recurrente,  en  su  inda- 
gatoria, conviene  en  la  venta,  aunque  luego 
se  retracta;  pero  queda  con  valor  lo  que  per- 
judica, y  tiende  a  demostrarla  la  prueba  de 
los  testigos,  de  quienes,  unos  vieron  a  Jula- 
juj Samínez  en  posesión  real  del  inmueble. 
Por  otra  parte  ,esa  finca  había  sido  devuelta 
a  Cipriano  Yaxón,  por  convenio  habido  con 
Inés  Roquel  Chuj,  madre  de  Ajiquichí  Ro- 
quel y  éste  lo  sabía  cuando  operó  con  el  mis- 
mo terreno.  De  modo  que  los  artículos  lo., 
11  y  423  del  Código  Penal;  568,  731  y  732 
del  Código  de  Procedimientos  Penales;  1503 
y  1508  del  Código  Civil  antiguo,  parte 
tlue  está  en  vigor,  no  fueron  violados  por  la 
Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  al 
condenar  a  Ajiquichí  Roquel,  a  sufrir  ocho 
meses  de  arresto  mayor,  por  el  delito  de  es- 
tafa, porque  no  es  promesa  de  compra-venta 
la  que  le  hizo  a  Julajuj  Samínez,  sino  com- 


pra-venta de  un  bien  que  no  le  pertenecía  y 
que  sabía  que  su  madre  ya  lo  había  enaje- 
nado a  Cipriano  Yaxón,  por  convenio  con  él, 
recibiendo  dinero  en  compensación. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  cumpliendo 
con  lo  dispuesto  en  los  artículos  686  y  690 
del  Código  de  Procedimientos  Penales  y  233 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
DESESTIMA  el  recurso  de  casación  y  conde- 
na al  recurrente  a  sufrir  quince  días  más  de 
prisión  simple,  conmutables  a  diez  centavos 
diarios.  Notifíquese  y  con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al  Tri- 
bunal de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Ro- 
dríguez. —  Federica  O.  Salazar.  —  Max  Car- 
pía R.  —  Secretario. 

CRIMINAL 

CAUSA  contra  Rubén  Segura  Franco,  por  el 
delito  de  lesiones. 

DOCTRINA :  Las  declaraciones  de  los  testi- 
gos recibidas  en  el  plenario,  sin  la  previa 
citación  del  acusador  particular,  no  pro- 
ducen ningún  efecto  probatorio. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  novecientos 
cuarenta. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación,  se 
examina  la  sentencia  de  la  Sala  Tercera  de 
la  Corte  de  Apelaciones,  del  diez  y  nueve  de 
julio  del  año  en  curso,  dictada  en  el  proceso 
instruido  contra  Rubén  Segura  Franco,  por 
el  delito  de  lesiones,  por  la  cual,  revoca  la 
absolutoria  que  dictó  el  Juez  departamental 
de  Santa  Rosa,  y  lo  condena  a  sufrir  la  pe- 
na de  tres  años  de  prisión  correccional,  que 
le  permite  conmutar,  en  dos  terceras  partes, 
a  diez  centavos  diarios;  lo  deja  afecto  al 
pago  de  las  responsabilidades  civiles  prove- 
ihientes  del  delito;  le  suspende  en  el  ejerci- 
cio de  sus  derechos  políticos  y  no  le  obliga 
a  reponer  el  papel  empleado  en  su  causa. 

Haciendo  el  resumen  de  la  historia  del  su- 
ceso, resulta : 

—  I  — 

El  auxiliar  Alejandro  Bautista,  puso  en 
conocimiento  del  Juez  de  Paz  de  Santo  Do- 
piingo  Nancinta,  del  departamento  de  Santa 
Rosa,  el  doce  de  noviembre  del  año  mil  no- 
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vecientos  treinta  y  ocho,  que  ese  día,  a  las 
diez  y  ocho  horas,  al  volver  de  su  trabajo,  en 
la  playa  del  río  Nancinta,  encontró  a  Rubén 
Segura  y  Jenaro  Quinteros,  a  quienes  salu- 
dó, y  el  primero  de  éstos  se  dirigió  a  él,  di- 
jciéndole:  "ahora  quiero  que  me  vuelvas  a 
regañar,  así  como  me  regañaste  aquella  no- 
che, en  la  fiesta",  y  pronto  le  descargó  va- 
rios machetazos,  causándole  dos  lesiones  en 
la  mano  derecha,  por  lo  que  tuvo  que  salir 
huyendo.  El  motivo  seguramente  es  por 
haber  intervenido,  pacíficamente,  para  evi- 
tar que  su  heridor  disputara,  en  cierta  oca- 
sión, con  el  individuo  Pedro  Alvarez. 

Como  testigo  presencial  y  enteramente  de 
acuerdo,  se  produjo  Jenaro  Quinteros. 

—  n  — 

Se  libraron  ordenes  de  captura  contra  Ru- 
bén Segura  Franco,  desde  entonces,  y  hasta 
el  dos  de  enero  del  año  en  curso,  se  supo 
que  estaba  detenido,  por  lo  que  se  procedió 
a  indagarlo  y  dijo:  que  conoce  a  Bautista 
por  ser  amigos;  que  a  la  hora  que  se  dice 
que  cometió  el  delito,  estaba  en  su  casa, 
aprendiendo  a  tocar  guitarra,  como  lo  podía 
probar  con  las  declaraciones  de  Mariano 
Cruz  Morales  y  Fernando  Pozos;  y  que  no 
es  cierto  que  él  sea  el  autor  de  las  heridas 
que  sufrió  Bautista. 

En  el  careo  que  se  practicó  entre  Segura 
Franco  y  Jenaro  Quinteros,  no  quedaron  de 
acuerdo. 

—  III  — 

Tanto  el  e.xperto  en  medicina  que  lo  aten- 
dió primero,  como  el  Cirujano  Militar  de 
Santa  Rosa,  informan:  que  Bautista  presen- 
taba dos  heridas  producidas  con  arma  cor- 
tante, que  curarían,  según  la  opinión  del  se- 
gundo, en  quince  días  con  asistencia  facul- 
tativa, quedándole  impedimento  funcional 
permanente  en  los  dedos  medio  e  índice  de 
la  mano  derecha  e  inutilizada  esta  mano 
para  sus  ocupaciones  habituales. 

Las  heridas,  también  da  fe  de  haberlas 
visto  el  Juez  que  instruyó  las  primeras  dili- 
gencias. 

Más  tarde,  ampliando  su  informe  el  Ciru- 
jano Militar,  dijo:  que  la  herida  situada  so- 
bre la  región  dorsal  del  dedo  medio,  deja  im- 
pedimento funcional  permanente  para  todos 
ios  movimientos  de  este  dedo,  principalmen- 
te para  la  flexión,  no  pudiendo  dedicarse, 
$fn  consecuencia,  a  sus  ocupaciones  habitua- 
les con  toda  regularidad,  porque  le  queda  la 
mano  inutilizada. 

—  IV  -- 

Con  respecto  a  los  antecedentes,  informó 
el  Intendente  de  Santo  Domingo  Nancinta, 


que  Bautista  y  Segura  Franco  son  personas 
que  han  observado  buena  conducta  y  se  dedi- 
can al  trabajo.  Pedro  Alvarez,  expuso:  que  no 
es  cierto  que  haya  tenido  disputa  con  el  reo, 
antes..  Fernando  Pozos  .se  refiere  a  sus  an- 
tecedentes, diciendo  que  ha  conocido  al  reo 
como  persona  de  buena  conducta  y  trabaja- 
dora, en  la  finca  "Santa  Lucía  Mayor".  Y  el 
mismo  Intendente  informó  que  no  tiene  an- 
tecedentes penales. 

—  V  — 

En  el  término  de  prueba  fueron  examina- 
dos, a  petición  de  la  defensa,  los  testigos  Ale- 
¡andro  Ortega  Interiano  y  Mariano  Cortés 
Morales,  habiendo  manifestdo:  que  el  doce 
de  noviembre  del  año  mil  novecientos  treinta 
y  ocho,  llegaron  a  la  casa  del  reo,  a  las  diez 
y  ocho  horas,  y  lo  encontraron  tocando  una 
guitarra.  A  pesar  de  haber  acusador,  no  se 
le  citó  para  el  examen  de  estos  testigos. 

—  VI  — 

El  Juzgado  departamental  de  Santa  Rosa, 
lo  absolvió  y  la  Sala  Tercera  de  la  Corte  de 
Apelaciones  lo  condenó,  basada  en  que  está 
la  semi-plena  prueba,  formada  por  la  de- 
claración de  un  testigo  presencial;  y  los  he- 
t-hos  siguientes:  la  sindicasión  inmediata; 
el  abandono,  de  parte  del  procesado,  del  lu- 
gar donde  se  cometió  el  delito;  y  el  hecho 
de  no  haber  justificado  su  forma  de  vida  du- 
rante el  lapso  comprendido  entre  la  fecha 
del  suceso  y  la  de  su  captura. 

Contra  esta  última  sentencia,  interpuso  el 
reo  Rubén  Segura  Franco,  recurso  de  casa- 
ción, con  auxilio  del  abogado  José  Barillas 
Fajardo,  por  infracción  de  ley,  citando  como 
Violados  los  artículos  12,  28,  30  y  309  inciso 
3o.  del  Código  Penal  y  568  del  Código  de 
Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  artículos  en  que  se  basa  el  recur- 
so de  casación,  no  han  sido  infringidos,  por- 
que la  existencia  o  realidad  de  las  heridas 
que  sufrió  Alejandro  Bautista,  que  le  dejan 
impedimento  funcional  en  el  dedo  medio  de 
la  mano  derecha,  como  lo  dice  el  Cirujano 
tn  la  ampliación  de  su  informe,  están  pro- 
badas con  dos  medios  importantes,  como  son: 
a),  la  inspección  judicial  practicada  en  cuan- 
to se  tuvo  conocimiento  del  delito;  y  b),  los 
informes  emitidos  por  el  empírico,  que  lo 
leconoció  primero,  y  después  (fcr  el  Ciruja- 
'no  Militar  de  Santa  Rosa,  de  los  cuales  pre- 
valece el  de  este  último,  por  su  calidad  de 
profesional;  y  estos  dos  medios  probatorios, 
que  por  sí  solos,  cada  uno,  sería  suficiente 
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para  establecerlo,  demuestran  plenamente 
que  Bautista  sí  fué  herido. 

Contra  el  procesado  Rubén  Segura  Fran- 
co, está,  la  declaración  del  testigo  presencial 
Jenaro  Quinteros,  que  vió  cuando  lesionó  a 
Bautista,  que  constituye  una  semi-plena 
prueba;  y  los  demás  hechos  apreciados  por 
la  Sala  sentenciadora,  que  se  dejan  descri- 
tos anteriormente;  que,  al  unirlos  a  la  semi- 
plena prueba,  forma,  con  todos,  la  evidencia 
de  que  Segura  Franco  es  el  autor  de  las  le- 
siones, máxime  que  las  declaraciones  de  los 
testigos  que  propuso  a  su  favor,  no  producen 
ningún  efecto  probatorio,  por  haber  sido  re- 
cibidas en  el  plenario,  sin  la  citación  que  co- 
rrespondía al  acusador  particular,  y  que, 
tan  pronto  como  se  le  preguntó  qué  había  he- 
cho la  fecha  cuando  fué  herido  Bautista,  res- 
pondió donde  había  estado,  citando  a  dos  tes- 
tigos, apesar  de  todo  el  tiempo  transcurrido,  lo 
que  sólo  prodría  conservar  en  la  memoria, 
con  tanta  exactitud,  si  ese  día  hubiera  tenido 
para  él  un  acontecimiento  extraordinario,  co- 
mo el  que  se  le  imputa. 

La  pena  que  se  le  impuso,  es  la  que  co- 
rresponde a  lesiones  graves,  que  dejan  con- 
secuencias permanentes  como  la  que  le  quedó 
en  el  dedo.  Por  consiguiente,  los  principios 
contenidos  en  los  artículos  12,  28,  30  y  309 
inciso  3o.  del  Código  Penal  y  568  del  Código 
de  Procedimientos  Penales,  no  han  sufrido 
ninguna  alteración,  con  la  sentencia. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  cumplien- 
do con  lo  dispuesto  en  los  artículos  686  y 
690  del  Código  de  Procedimientos  Penales  y 
233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judi- 
cial, DESESTIMA  el  recurso  de  casación  de 
que  se  ha  hecho  mérito,  y  condena  al  recu- 
rrente a  sufrir  la  pena  adicional  de  un  mes 
de  arresto  menor,  conmutable  a  diez  centa- 
vos diarios.  Notifíquese  y  con  la  certifica- 
ción correspondiente,  devuélvase  al  lugar  de 
su  procedencia. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ños.  —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrí- 
guez. —  Federico  O.  Salazar.  —  Max  García 
R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  por  asesinato  contra  Mateo  Sí  Can 
y  compañeros. 

DOCTRINA:  Concurriendo  leyes  dictadas 
en  diferentes  épocas,  y  habiéndose  come- 
tido el  delito  bajo  el  imperio  de  la  ley  an- 


terior, debe  aplicarse  ésta  cuando  le  sea 
más  favorable  al  reo. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  die- 
ciseis de  Noviembre  de  mil  novecientos  cua- 
renta. 

Vista  en  casación  la  sentencia  proferida 
por  la  Sala  3a.  de  la  Corte  de  Apelaciones 
el  treinta  de  noviembre  del  año  próximo  pa- 
sado, en  la  causa  que  por  el  delito  de  asesi- 
nato se  siguió  contra  Mateo  Sí  Can,  Juana 
Pop  y  Eduardo  Juárez  Vidaurre. 

RESULTA: 

La  sentencia  recurrida  confirma  la  de  pri- 
fnera  instancia  en  cuanto  declara  que  Mateo 
Sí  Can  es  autor  del  delito  de  asesinato  co- 
jTietido  en  la  persona  de  Mario  Vidaurre,  pe- 
ro reduce  la  pena  de  quince  años  inconmu- 
tables a  cinco  años  de  prisión  correccional 
conmutables  en  dos  terceras  partes  a  quince 
centavos  diarios;  y  la  confirma  en  lo  que 
j-especta  a  la  absolución  del  cargo  hecha  a 
favor  de  Juana  Pop  y  Eduardo  Juárez  Vi- 
flaurre.  Para  llegar  a  esta  resolución  el  Tri- 
bunal considera:  lo. — que  la  culpabilidad  de 
Mateo  Sí  Can  está  plenamente  probada  con 
su  propia  confesión  que  reúne  los  requisitos 
legales;  2o. — que  el  reo  cometió  el  delito  con 
alevosía,  circunstancia  constitutiva  de  asesi- 
nato; 3o. — que  atenúan  su  responsabilidad 
pu  confesión,  sin  la  cual  no  habría  prueba 
para  condenarlo;  la  circunstancia  de  que  era 
menor  da  edad  cuando  cometió  el  delito,  y  la 
de  que  procedió  obcecado  por  los  celos  que  le 
produjeron  los  actos  sexuales  que  tuvo  su  pa- 
trón con  Juana  Pop  a  quien  él  pretendía; 
que  no  hay  agravantes,  porque  aunque  el  he- 
cho se  cometió  de  noche,  esta  circunstancia 
inherente  en  el  caso  de  que  se  trata,  a  la 
¡alevosía,  ya  que  fué  la  ocasión  en  que  dor- 
mía el  joven  Vidaurre  la  que  contribuyó  a 
asegurar  el  éxito  de  la  acción  sin  riesgo  para 
pl  agresor;  tampoco  debe  apreciarse  que  el 
reo  cometió  el  delito  en  la  casa  de  la  víctima 
porque  ésta  provocó  el  suceso  aunque  de  ma- 
nera indirecta,  con  sus  relaciones  sexuales 
con  la  Pop,  todo  lo  cual  determina  los  modos 
y  medios  empleados  por  el  delincuente  en  la 
ejecución  del  crimen,  de  tal  manera  que  no 
habiendo  agravantes  y  siendo  más  de  dos 
las  atenuantes  y  bien  calificadas,  procede  re- 
bajar dos  terceras  partes  de  la  pena  señala- 
da al  delito,  pero  como  de  la  pena  de  muerte 
4io  puede  hacer  esa  reducción,  debe  equipa- 
l-arse  a  la  de  quince  años  para  rebajar  las 
dos  terceras  partes;  4o. — que  Eduardo  Juá- 
rez Vidaurre  no  se  encuentra  comprendido 
fen  ninguno  de  los  casos  que  determina  el  ar- 
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tículo  32  del  Código  Penal  para  conceptuar- 
lo como  encubridor  del  asesinato,  por  lo  que 
t>rocede  absolverlo  del  cargo  que  se  le  dedu- 
jo; y  5o. — que  asimismo  contra  Juana  Pop 
no  existen  motivos  para  condenarla,  por  lo 
que  se  impone  su  absolución  irrestricta. 

Con  relación  a  esta  sentencia,  el  dictamen 
fiscal  que  obra  en  la  pieza  de  segunda  ins- 
tancia, hace  consideraciones  sobre  las  agra- 
vantes que  a  su  juicio  existen,  las  cuales  son 
las  señaladas  en  los  incisos  lo.,  5o.,  7o.,  8o., 
a2,  19  y  20  del  artículo  23  del  Código  Penal, 
por  lo  que  no  puede  menos  que  estimar  y  pe- 
dir que  se  confirme  la  condenatoria  de  pri- 
mera instancia  pero  reformándola  en  el  sen- 
tido que  debe  aplicarse  la  pena  de  muerte. 

RESULTA: 

El  acusador  señor  José  Luciano  Vidaurre, 
padre  de  la  víctima,  con  auxilio  del  abogado 
(Ion  Amoldo  Reyes,  introdujo  recurso  de  ca- 
sación por  violación  de  ley.  Alega  que  al 
considerar  la  Sala  que  Mateo  Sí  Can  proce- 
dió obcecado  por  los  celos,  violó,  por  mala 
interpretación,  el  artículo  22  inciso  6o.  del 
Código  Penal;  violó  el  artículo  23  en  sus  in- 
cisos 12  y  20  del  mismo  Código,  al  apreciar 
que  no  es  procedente  aplicar  al  reo  las  agra- 
vantes de  haber  ejecutado  el  delito  durante 
la  noche  buscada  de  propósito  y  la  de  ha- 
berse consumado  el  crimen  en  la  morada  del 
ofendido  sin  que  éste  haya  provocado  el  su- 
ceso; al  no  estimar  la  concurrencia  de  las 
agravantes  referidas  y  no  hacer  compensa- 
ción racional  con  las  dos  únicas  atenuantes 
que  existen,  violó  los  artículos  80  y  81  del 
Código  Penal,  pues  al  hacerse  tal  compen- 
sación la  pena  que  debió  imponerse  al  reo  es 
la  de  quince  años  de  prisión  correccional  y  al 
no  declararlo  asi  infringió  el  artículo  45  en 
Eus  fracciones  8a.  y  10a.,  67  y  68  del  mismo 
Código. 

El  relato  de  los  hechos  se  hace  en  la  sen- 
tencia así: 

El  diez  y  nueve  de  julio  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho,  el  Juez  de  Paz  de  "Lanquín" 
recibió  denuncia  escrita  de  don  José  L.  Vidau- 
rre, de  que  su  hijo  Marco  Mario  Vidaurre,  re- 
pidente  en  la  finca  "Chirreacté"  se  había  dis- 
parado dos  tiros  de  revólver  y  que  el  cadá- 
ver lo  había  trasladado  a  la  finca  "Candela- 
ria" donde  pensaba  sepultarlo.  El  Juez  se 
constituyó  en  este  lugar  a  otro  día  del  suceso, 
e  hizo  constar  en  el  acta  que  el  cadáver  esta- 
ba en  estado  de  descomposición;  que  el  pro- 
yectil penetró  por  la  oreja  derecha  y  salió  en 
el  parietal  izquierdo;  y  que  el  arma  reco.iíida 
fué  un  revólver  calibre  treinta  y  ocho,  con 
dos  cartuchos  disparados  y  tres  útiles.  El 
propio  funcionario  examinó  a  Eduardo  Juá- 


rez, quien  manifestó:  que  en  las  primeras  ho- 
ras del  diez  y  nueve  de  julio  dormía  en  la 
misma  pieza  con  su  tío  Mario  Vidaurre, 
cuando  lo  despertó  una  detonación  y  al  mo- 
mento oyó  otra,  hizo  luz  y  vió  a  su  citado  tío 
bañado  en  sangre  y  la  pistola  en  el  suelo,  ar- 
ma que  antes  de  los  disparos  estaba  en  la  ca- 
])ecera  de  la  cama;  que  inmediatamente  salió 
a  llamar  a  los  mozos  que  dormían  en  el  co- 
rredor y  eian  Ramos  Pop,  Marcos  Cacao,  Ni- 
colás Choc  y  Macedonio  Che  y  en  seguida  es- 
cribió al  señor  José  L.  Vidaurre  dándole  par- 
te de  lo  ocurrido.  Los  mencionados  mozos  de- 
clararon que  después  de  las  detonaciones  fue- 
ron llamados  a  gritos  por  Eduardo  Juárez  y 
ocurrieron  a  ver  que  su  patrón  se  había  ma- 
tado. El  cadáver  fué  reconocido  por  los  ex- 
pertos Ricardo  y  Rubén  Morales. 

RESULTA: 

Las  diligencias  fueron  remitidas  al  Juez  de 
la.  Instancia  de  Alta  Verapaz,  y  entre  otras 
diligencias,  ordenó  la  reconstrucción  del  hecho 
por  medio  del  Juez  de  Paz  de  "Lanquín",  quien 
se  constituyó  en  la  finca  "Chirreacté",  acom- 
pañado del  Secretario,  del  Comisario  de  Po- 
licía, varios  agentes  y  expertos,  establecién- 
dose las  siguientes  conclusiones:  lo.  que  el  jo- 
ven Vidaurre  no  se  suicidó;  2o.  que  la  lesión 
Que  presentaba  en  el  cráneo  le  fué  causada 
por  un  proyectil  disparado  a  metro  y  medio 
de  distancia;  3o.  que  el  segundo  disparo,  da- 
das las  huellas  encontradas  en  la  cabecera  de 
la  cama,  tampoco  lo  disparó  el  occiso.  A  con- 
tinuación de  esta  diligencia,  declaró  Mateo  Sí 
Can  y  confesó  ser  el  autor  de  la  muerte  de 
Vidaurre,  hecho  que  llevó  a  cabo  a  las  dos  de 
la  mañana  del  día  martes,  hacía  como  quince 
días,  por  celos  que  le  causaron  las  relaciones 
de  su  patrón  con  Juana  Pop  y  con  un  revól- 
ver del  mismo  Vidaurre,  que  estaba  en  la  ca- 
becera de  la  cama;  que  cuando  penetró  a  la 
habitación  no  había  luz  y  él  llevó  un  candil, 
tomó  el  revólver,  hizo  el  primer  disparo  y  a 
continuación  el  segundo  que  le  pegó  cerca  de 
la  oreja  derecha;  que  Eduardo  Juárez  no  es- 
taba en  el  cuarto  y  cuando  salió  por  la  puer- 
ta por  donde  había  entrado,  se  fué  al  cuarto 
de  don  Carlos  Vidaurre  en  donde  todavía  en- 
contró a  Juana  Pop;  que  ya  desde  antes  te- 
|iía  intención  de  matar  a  don  Mario  en  el  te- 
rreno Chajnaic  pero  pensó  que  era  malo  ma- 
tarlo en  la  montaña,  que  cuatro  dias  antes  ha- 
bía pensado  hacerlo;  que  el  día  del  suceso 
oyó  una  plática  de  Eduardo  Juárez  y  Cande- 
laria Ba  poniéndose  de  acuerdo  para  dormir 
en  el  último  cuarto  del  segundo  piso  y  decidió 
aprovechar  esta  oportunidad  para  cometer  el 
(lelito  velando  a  don  Mario  desde  el  cuarto  de 
don  Carlos  Vidaurre  y  esperando  que  saliera 
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Juárez.  Eduardo  Juárez  Vidaurre  dijo  que 
la  noche  de  autos  no  durmió  en  el  cuarto  de 
su  tío  Mario  como  lo  acostumbraba  sino  en 
una  habitación  separada  y  al  oír  los  disparos 
se  levantó  y  se  dirigió  a  la  habitación  de  Ma- 
rio a  quien  encontró  en  sus  últimos  momen- 
tos; que  cuando  regresó  a  llamar  a  los  mo- 
zos, Mateo  Sí  Can  no  estaba  con  ejlos  y  apa- 
reció como  a  las  cinco  de  la  mañana;  con 
posterioridad  éste  refirió  al  declarante  que  le 
había  disparado  dos  tiros  a  Mario  y  que  des- 
pués se  había  ocultado  debajo  de  la  cama  de 
don  Carlos. 

RESULTA: 

Que  remitidas  estas  nuevas  diligencias  al 
Juzgado  de  la.  Instancia  fué  llamado  a  decla- 
rar Mateo  Sí  Can  y  reconoció  el  revólver  que 
se  le  puso  a  la  vista  como  el  mismo  con  que 
dió  muerte  a  Vidaurre;  y  en  esta  diligencia 
agregó  que  cometió  el  hecho  porque  el  occiso 
tenía  relaciones  con  Juana  Pop  a  quien  el  de- 
Clarante  pretendía  para  su  concubina.  Tam- 
bién declaró  Juana  Pop,  quien  negó  haber 
tenido  relaciones  amorosas  con  Mateo  Sí, 
Aunque  era  cierto  que  éste  la  enamoró  una 
vez;  que  la  noche  de  autos  la  declarante  dur- 
mió en  el  cuarto  de  don  Carlos  Vidaurre  y 
po  se  dió  cuenta  a  qué  horas  llegó  Mateo,  pues 
ni  siquiera  le  habló;  que  efectivamente  había 
dado  a  éste  el  candil  porque  le  dijo  que  le  iba 
a  servir  para  buscar  dónde  dormir;  que  des- 
pertó cuando  oyó  la  bulla  y  Candelaria  Ba  le 
decía  que  se  levantara  porque  su  patrón  ha- 
bía muerto,  e  hizo  constar  que  durmieron  en 
el  mismo  cuarto  con  Mateo  Sí  Can  pero  sepa- 
rados. 

Indagado  de  nuevo  Mateo  Sí  Can  declaró 
por  medio  de  intérprete,  que  enamoró  a  Juana 
Pop  sirvienta  de  la  finca,  pero  como  ella  no 
le  aceptó  sus  relaciones  él  dejó  de  pretender- 
la; que  ese  día  lunes  para  amanecer  martes 
durmió  en  el  cuarto  de  don  Carlos  Vidaurre 
completamente  separado  de  Juana  Pop  a 
quien  el  deponente  le  había  prestado  un  candil 
diciéndole  que  era  para  buscar  dónde  dormir. 
En  esta  indagatoria  negó  haber  dado  muerte 
a  Vidaurre  expresando  que  se  confesó  autor 
del  hecho  porque  lo  amenazaron  y  lo  amarra- 
ron. 

Indagado  Eduardo  Juárez  Vidaurre  declaró 
en  los  mismo  términos  que  lo  hizo  ante  el 
Juez  de  "Lanquín". 

A  folios  67  obra  el  acta  levantada  en  el 
Juzgado  de  la.  Instancia  con  motivo  de  la 
reconstrucción  del  hecho  efectuado  en  el  mis- 
mo local  del  Juzgado.  En  esta  diligencia 
Mateo  Si  Can  confesó  de  nuevo  haber  sido  el 
autor  de  la  muerte  de  Mario  Vidaurre  y  dió 
todas  las  explicaciones  referentes  a  los  pre- 
parativos y  ejecución  del  crimen  manifestando 


que  su  negativa  anterior  contenida  en  su  in- 
dagatoria se  debió  a  que  se  encontraba  atur- 
dido y  no  sabía  cómo  defenderse. 

Fueron  examinados  los  mozos  que  durmie- 
ron esa  noche  en  el  corredor.  Ramos  Pop,  Ni- 
colás, Choc,  Macedonio  Ché,  quienes  mani- 
festaron que  Mateo  no  se  quedó  con  ellos. 

El  señor  Guillermo  Wuelman,  Juez  de  Paz 
de  Lanquín,  explicó  las  diligencias  que  llevó 
a  cabo  cuando  le  dieron  parte  de  la  muerte 
de  Vidaurre;  desde  el  primer  momento  se  ob- 
servó que  la  herida  no  presentaba  ningún  ta- 
tuaje, pero  por  las  informaciones  de  los  fami- 
liares creyó  que  se  trataba  de  un  suicidio; 
que  ante  él  confesó  Mateo  Si  Can  haber  da- 
do muerte  a  Vidaurre,  con  ocasión  de  la  re- 
construcción del  hecho  verificado  en  la  finca 
"Chirreacté"  y  esa  confesión  la  prestó  sin 
amenaza  de  ninguna  clase. 

RESULTA: 

Mateo  Sí  Can  se  conformó  con  el  cargo 
que  se  le  hizo  de  haber  dado  muerte  a  Vi- 
daurre y  ratificó  las  declaraciones  en  que 
confesó  haber  sido  el  autor  del  crimen,  no 
ratificando  la  diligencia  en  que  lo  negó.  Fue- 
ron nombrados  defensores  los  Licenciados  Fi- 
liberto  Ponce  de  Mateo  Sí  Can;  Rodolfo  Ri- 
vera de  Juana  Pop;  y  José  Santa  Cruz  Ríos 
de  Eduardo  Juárez. 

Las  pruebas  rendidas  por  los  defensores 
fueron  las  siguientes:  Repreguntas  dirigidas 
a  los  testigos  Candelaria  Ba,  Asunción  Coc. 
Ramos  Pop,  Marcos  Cacao,  Macedonio  Ché  y 
Nicolás  Choc;  prueba  de  expertos  para  esta- 
blecer si  dada  la  dirección  de  los  disparos  pu- 
do haber  sido  un  suicidio.  Los  expertos  se- 
ñores Guillermo  Josse  Bird  y  Flavio  Ponce  y 
Capitán  Domingo  Morales  rindieron  su  dio- 
íamen  sentando  la  conclusión  de  que  el  dispa- 
ro no  fué  hecho  por  el  propio  occiso,  sino 
por  otra  persona;  los  expertos  que  examina- 
ron el  cadáver,  Rubén  Morales  y  Ricardo  Mo- 
rales, ratificaron  lo  que  expresaron  en  las' 
primeras  diligencias;  y  por  último  Eduardo 
Juárez  Vidaurre  declaró  de  nuevo  ratifican- 
do sus  declaraciones  anteriores  de  folios  31, 
45  y  48,  no  asi  la  de  folios  21.  prestada  en  la 
finca  "Chirreacté"  ni  la  de  folios  11  vuelto 
prestada  en  la  finca  "Candelaria".  En  auto 
para  mejor  fallar  se  recibió  el  dictamen  del 
Teniente  Víctor  Vicente  Quilo  en  que  mani- 
fiesta que  Mateo  Si  Can  no  puede  hacer  uso 
correctamente  del  revólver. 

i 

CONSIDERANDO: 

Que  está  plenamente  probada  la  culpabili- 
dad de  Mateo  Sí  Can,  como  autor  de  la 
muerte  de  Marco  Mario  Vidaurre,  con  su  pro- 
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pia  confesión,  pues  aunque  en  alguna  de  sus 
indagatorias  negó  su  delincuencia,  posterior- 
mente confesó  de  nuevo  y  dió  todas  las  ex- 
plicaciones respecto  del  modo  como  preparó  y 
ejecutó  el  delito,  conformándose  además  con 
el  cargo  que  se  le  formuló  deducido  de  las  di- 
ligencias practicadas  en  la  causa.  La  última 
de  las  indagatorias  del  procesado  y  su  confe- 
sión con  cargos  fueron  practicadas  con  todos 
los  requisitos  que  exige  la  ley  y,  por  consi- 
guiente, hacen  plena  prueba.  Así  lo  estima- 
iron  los  tribunales  sentenciadores,  pero  la  Sa- 
la al  imponer  la  pena  no  tomó  en  cuenta  las 
circunstancias  agravantes  que  deben  apreciar- 
se fuera  de  la  alevosía,  por  lo  que  rebajó  la 
pena  hasta  cinco  años  de  prisión  correccional, 
violando  manifiestamente  los  artículos  23  in- 
cisos 12  y  20,  67,  80  y  81  del  Código  Penal, 
citados  en  el  recurso,  por  lo  que  debe  casarse  y 
anularse  el  fallo  recurrido  para  resolver  con- 
forme a  derecho. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  delito  de  asesinato  está  perfecta- 
mente caracterizado,  por  haberse  ejecutado  el 
hecho  con  alevosía,  pues  el  delincuente  ase- 
guró el  resultado  sin  riesgo  para  su  persona 
para  lo  cual  aprovechó  el  momento  en  que  su 
víctima  dormía  y  había  quedado  sola  en  su 
habitación.  Además  de  la  alevosía,  que  en 
este  caso  es  inherente  al  delito,  concurrieron 
otras  circunstancias  agravantes  que  aumen- 
tan la  responsabilidad  del  reo,  como  son  la 
premeditación  y  la  de  haber  ejecutado  el  de- 
lito en  la  morada  del  ofendido  sin  que  éste 
haya  provocado  el  suceso.  La  primera  cir- 
cunstancia fué  confesada  por  el  reo  al  ma- 
nifestar que  desde  antes  había  concebido  la 
idea  de  matar  a  su  patrón  por  los  tratos  car- 
nales que  tenía  con  la  mujer  a  quien  él  .desea- 
ba hacer  su  concubina,  idea  que  estuvo  a 
punto  de  realizar  cuatro  días  antes,  pero  pen- 
só que  era  malo  hacerlo  en  !a  montaña  y  de- 
cidió esperar  otra  oportunidad.  Esta  se  le 
presentó  muy  pronto,  pues  el  día  que  Vidaurre 
regresó  a  la  finca  "Chiroacté"  se  enteró  de 
que  Juárez,  que  lo  acompañaba  en  su  dormi- 
torio, se  quedaría  esa  noche  en  otra  habita- 
ción, lo  que  lo  decidió  a  llevar  a  cabo  su  pro- 
pósito. 

La  segunda  circunstancia,  de  haber  ejecuta- 
do el  delito  en  la  morada  del  ofendido  sin 
haber  sido  provocado  por  éste,  está  plenamen- 
te probada,  fuera  de  la  confesión,  con  las 
constancias  del  proceso.  A  la  habitación  don- 
de dormía  Vidaurre  no  tenia  entrada  ningu- 
na persona  extraña,  menos  durante  la  noche; 
de  parte  de  la  víctima  no  consta  que  haya  ha- 
bido jamás  ninguna  provocación  ni  otro  dis- 
gusto más  que  el  que  causó  al  reo  las  relacio- 


nes sexuales  de  su  patrón  con  una  mujer  a 
quien  él  mismo  declara  que  había  dejado  de 
solicitar  porque  no  lo  había  aceptado.  Ar- 
tículos 299  inciso  lo.,  23  incisos  5o.  y  20  del 
Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  está  probado  con  la  partida  de  naci- 
miento del  reo,  que  éste  tenía  diez  y  siete  años 
y  once  meses  cuando  cometió  -el  delito,  de 
.suerte  que  aun  no  era  mayor  de  edad,  cir- 
cunstancia que  impide  que  se  le  aplique  la 
pena  de  muerte,  aun  cuando  no  concurriera 
ninguna  circunstancia  atenuante,  pues  así  lo 
establece  el  artículo  45  fracción  10a.  del  Códi- 
go Penal  y  su  reforma  Decreto  2448,  debien- 
do imponerse  al  delincuente  la  pena  de  quin- 
ce años  de  prisión  correccional  en  vez  de  aque- 
lla, pues  aunque  existe  en  su  favor  la  cir- 
cunstancia atenuante  de  que  sin  su  confesión 
Jio  podría  condenársele,  ésta  queda  compen- 
Gada  con  las  agravantes  que  se  han  aprecia- 
do. Artículos  22  inciso  9o.,  y  80  del  Código 
Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  delito  fué  cometido  el  diez  y  ocho  de 
julio  de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  bajo 
ol  imperio  del  artículo  45  del  Código  Penal, 
es  decir,  cuando  aun  no  .se  había  reformado 
por  el  Decreto  Gubernativo  número  2448  en 
cuya  virtud  la  pena  que  debe  aplicarse  es  la 
que  señala  aquella  disposición  legal  por  ser 
más  favorable  al  reo.  Artículos  V  Preceptos 
Fundamentales  de  la  Ley  Constitutiva  del  Po- 
der Judicial. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo  en 
las  leyes  citadas  y  de  lo  dispuesto  en  los  ar- 
Jiculos  674  inciso  lo.,  676  inciso  6o.,  687.  571, 
609  de  Procedimientos  Penales,  CASA  Y  ANU- 
LA la  sentencia  recurrida  en  cuanto  se  re- 
fiere a  Mateo  Sí  Can  y  resolviendo  en  lo  prin- 
cipal declara:  que  este  individuo  es  autor  del 
delito  de  asesinato  cometido  en  la  persona  de 
Marco  Mario  Vidaurre,  y  le  impone  la  pena 
de  quince  años  de  prisión  correccional  incon- 
mutables que  .con  abono  de  la  prisión  sufrida 
debe  purgar  en  la  Penitenciaria  Central,  le 
suspende  en  el  ejercicio  de  sus  derechos  polí- 
ticos durante  el  tiempo  de  su  copdena  y  por 
su  notoria  pobreza  le  exhonera  de  la  reposi- 
ción del  papel.  Notifiquese  y  con  certifica- 
ción de  lo  resucito,  devuélvanse  los  antece- 
dente.s  al  Tribunal  de  su  origen. 
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Raf.  Ordóñez  SoUs.  —  José  Serrano  Muñoz. 
-Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez.  -— 
—  Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  por  estafa  contra  Ramiro  Obregón 
Piedra  Santa. 

DOCTRINA :  No  apareciendo  que  el  deposi- 
tario se  haya  apropiado  o  distraído,  con 
perjuicio  del  dueño,  los  bienes  muebles  que 
recibió  en  depósito,,  corresponde  decretar  el 
sobreseimiento  definitivo,  por  no  ser  el  he- 
cho constitutivo  del  delito. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
cuarenta. 

Visto  en  casación  el  auto  de  sobreseimien- 
to definitivo  dictado  por  la  Sala  la.  de  Ape- 
laciones el  cuatro  de  diciembre  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  nueve,  en  el  proceso  que  por 
el  delito  de  estafa  se  siguió  contra  el  señor 
Ramiro  Obregón  Piedrasanta.  . 

RESULTA: 

La  causa  fué  iniciada  el  diez  y  nueve  de  ju- 
lio de  mil  novecientos  treinta  y  siete  en  el 
Juzgado  de  la.  Instancia  del  departamento  de 
Suchitepéquez  a  donde  acudió  el  señor  Vicen- 
te Aceituno  Villa  de  León,  con  au.xilio  del 
abogado  don  Humberto  Lewin,  acusando  al 
señor  Ramiro  Obregón  Piedrasanta  por  no 
haberle  devuelto  todos  los  bienes  que  recibió 
como  depositario  judicial  en  la  ejecución  que 
le  siguió  su  hija  Rosa  María  Aceituno  y  acom- 
jDañó  certificación  de  los  siguientes  pasajes 
del  mencionado  procedimiento  ejecutivo:  a) 
auto  del  Juzgado  de  la.  Instancia  de  Suchi- 
tepéquez, de  veintidós  de  noviembre  de  mil 
novecientos  treinta  y  cinco,  en  que  se  nom- 
bra a  Obregón  depositario  de  los  bienes  em- 
bargados al  ejecutado  Vicente  Aceituno,  y 
acta  de  discernimiento  del  cargo;  b)  actas  de 
embargo  y  entrega  de  bienes  al  depositario; 
c)  auto  de  seis  de  mayo  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete,  en  que  el  Juzgado  tiene  a  la 
ejecutante  por  desistida  de  la  ejecución  y 
manda  levantar  los  embargos;  d)  actas  de  po- 
sesión del  propietario;  e)  escrito  presentado 
por  éste  solicitando  del  Juez  señalamiento  de 
término  para  que  el  depositario  entregara  to- 
dos los  bienes;  f)  actas  de  requerimiento  al 
depositario  y  entrega  de  los  bienes;  g)  escri- 
to del  dueño  denunciando  la  falta  de  entrega 
de  los  bienes  que  detalla. 


RESULTANDO: 

Indagado  el  señor  Obregón  declaró  que  al 
cesar  el  depósito  hizo  entrega  de  los  bienes  al 
señor  Aceituno;  que  ganado  no  le  fue  entre- 
gado en  depósito,  pues  fué  José  Hernández 
quien  se  hizo  cargo  de  los  semovientes  por 
disposición  de  los  ejecutantes;  que  maíz  sí  re- 
cibió de  los  medieros  y  de  la  cantidad  que  le 
entregaron  devolvió  una  parte  a  Aceituno,  y 
la  otra  no  la  quiso  llevar  por  estar  podrido; 
que  el  café  tjue  entregó  fué  el  mismo  que  re- 
cibió del  guardián  Manuel  Méndez  y  éste  de- 
be responder  de  la  yuca  y  leña  que  el  dueño 
reclama;  y  que  la  pastura  de  ganado  Aceitu- 
no se  comprometió  a  pagarla.  Por  estafa  se 
le  redujo  a.  prisión. 

RESULTA: 

Las  diligencias  atinentes  practicadas  en  la 
causa  son  las  que  siguen : 

a)  El  guardián  Manuel >  Méndez  Peña  de- 
plaró  que  entregó  a  Obregón  el  poco  café 
que  cosechó,  ignorando  la  cantidad,  pero  se 
perdió  casi  todo  por  la  falta  de  dinero  para 
atenderlo;  que  no  había  siembra  de  yuca  y 
que  vendió  ocho  tareas  de  leña  para  hacerse 
pago  de  sus  sueldos,  con  autorización  del  de- 
positario; 

b)  José  Carmen  García,  declaró  que  él  reci- 
.bió  los  bienes  cuandose  se  constituyó  el  de- 
pósito porque  Obregón  estaba  enfermo  y  és- 
te y  la  ejecutante  le  hablaron  para  que  ma- 
nejara el  ganado,  pero  a  su  propuesta  acep- 
taron para  ese  trabajo  a  José  Moctezuma 
Hernández;  que  con  consentimiento  de  Obre- 
gón vendió  ocho  redes  de  maíz  al  guardián 
del  campo  de  aviación,  seis  a  Juan  Mora  y 
tuatro  y  media  a  Pablo  Robles,  quienes  entre- 
garon a  aquél  el  valor  respectivo; 

c)  Pablo  Robles  y  Juan  Mora,  declararon 
nut  compraron  cuatro  y  diez  redes  de  maíz, 
respectivamente,  a  José  García  a  quien  entre- 
garon e!  valor; 

d)  José  Moctezuma  Hernández,  manifestó 
que  manejó  el  ganado  por  encargo  de  Obre- 
gón; los  animales  estaban  en  muy  mal  esta- 
do y  sólo  unas  pocas  vacas  se  esquilmaron  pa- 
ra pagar  a  los  empleados,  pues  no  había  di- 
nero; que  se  murieron  como  veintinueve;  que 
el  café  estaba  perdiéndose  y  empezó  a  caer- 
se; a  Obregón  le  entregó  sesenta  y  seis  y  me- 
dia redes  de  maíz  por  cuenta  de  los  arrenda- 
tarios; que  compró  a  Manuel  Méndez  cinco 
tareas  de  leña  de  palos  que  estaban  botados, 
para  ayudarlo  pues  no  le  pagaban;  y  el  mis- 
mo Obregón  le  compró  tres  tareas;  y  el  gana- 
do lo  entregó  a  Manuel  Montenegro  cuando 
fué  encarcelado: 
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e)  Angela  Muñoz.  Efraín  Martínez  y  Pedro 
Faustino  Vásquez,  vieron  que  el  guardián  sa- 
caba leña  en  carreta: 

f)  Oscar  Chávez  y  Juan  Bris  declararon 
respecto  de  la  producción  de  leche,  diciendo 
el  primero  que  era  de  doscientos  litros  dia- 
rios y  el  segundo  que  el  esquilmo  producía 
diez  o  doce  botes  diarios. 

RESULTA: 

Fué  propuesta  la  cuestión  prejudicial  y  re- 
suelta favorablemente  se  suspedió  la  prosecu- 
sión  del  juicio  criminal,  pero  se  prosiguió  él 
veintidós  de  agosto  por  haberse  presentado 
certificación  déla  sentencia  dictada  por  la  Sa- 
la la.  de  Apelaciones  en  el  juicio  cfvil  promo- 
vido por  Obregón,  en  que  absolvió  de  la  de- 
manda a  Aceituno. 

Continuado  el  juicio  criminal  se  nombró  de- 
fensor del  acusado  al  Licenciado  Pablo  Ra- 
bassó  Ferrer,  quien  pidió  el  sobreseimiento 
por  no  existir  delito.  Así  se  declaró  en  auto 
Üe  diez  y  siete  de  noviembre  del  año  próxi- 
mo pasado,  el  que  fué  confirmado  por  la  Sa- 
la la.  el  cuatro  de  diciembre  siguiente. 

Considera  el  Tribunal  que  de  las  actuacio- 
lies  no  aparece  que  el  procesado  haya  negado 
el  depósito  y  aunque  el  propietario  reclamó 
varias  cosas  que  no  le  fueron  devueltas,  la 
acción  debe  ejercitarla  en  la  forma  y  vía  que 
torresponde,  ya  que  los  depositarios  que  rehu- 
san entregar  el  depósito,  son  condenados  a 
devolver  la  cosa  o  su  estimación  y  a  pagar 
5ntreses,  daños  y  perjuicios. 

El  acusador,  con  auxilio  del  Abogado  don 
Humberto  Lewin,  interpuso  recurso  de  casa- 
ción contra  el  auto  de  sobreseimiento,  citan- 
do como  infringidos  los  artículos  419,  inciso 
5o.  293,  11,  12  del  Código  Penal;  511,  512  in- 
ciso 11,  513  de  Procedimientos  Penales,  8o. 
Decreto  Legislativo  1728  y  artículo  1974  De- 
creto Legislativo  1932. 

CONSIDERANDO: 

Que  de  las  diligencias  practicadas  en  la  cau- 
sa no  aparece  hasta  hoy  que  el  depositario  — 
se  haya  apropiado  o  distraído,  con  perjuicio 
del  dueño,  los  bienes  muebles  que  recibió  en 
depósitos,  circunstancia  que  sirvió  de  funda- 
mento a  la  Sala  para  decretar  el  sobreseimien- 
to definitivo,  en  vez  del  sobreseimiento  pro- 
visional que  había  acordado  el  Juez,  lo  que 
está  conforme  con  las  disposiciones  conteni- 
das en  los  artículos  511,  512  incisos  lo.,  3o., 
10o.,  y  lio.  513  del  Código  Penal  y  So.  De- 
creto Legislativo  1728,  los  cuales  están  recta- 
mente aplicados  y  no  infringidos  como  lo  afir- 
ma el  recurrente.  Como  consecuencia  del  .so- 
breseimiento fundado  en  que  el  hecho  no  es 


constitutivo  de  delito,  es  indudable  que  no 
pudo  haber  violación  de  los  artículos  11,  12, 
293  y  419  inciso  5o.  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  tampoco  se  aprecia  violación  del  ar- 
tículo 1974  del  Código  Civil  sino  al  contrario, 
conformidad  de  lo  resuelto  con  dicha  disposi- 
ción legal,  pues  el  único  caso  punible  que  con- 
templa el  artículo,  para  lo  cual  hace  referencia 
del  Código  Penal,  es  el  del  depositario  cuan- 
do niega  el  depósito  y  le  sea  probado  en  jui- 
cio, pero  Obregón  no  negó  el  depósito  y  si 
algunos  bienes  que  recibió  no  llegó  a  devolver- 
los, el  propietario  tiene  expedita  su  acción 
para  ejercitarla  como  lo  manda  la  ley. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  las  leyes  citadas  y  de  lo  dispuesto  en  el 
articulo  690  de  Procedimientos  Penales.  DES- 
ESTIMA el  recurso  de  casación  interpuesto 
y  condena  al  recurrente  a  quince  días  de  arres- 
to conmutables  a  veinticinco  centavos  diarios. 
Notifíquese  y  con  certificación  de  lo  resuelto, 
devuélvanse  los  autos  a  donde  corresponde. 

Raf.  Ordóñez  Solts.  —  José  Serrano  Muñoz. 

—  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrigues. 

—  Federico  O.  Solazar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  por  abusos  contra  particulares, 
contra  el  Agente  de  Policía  de  Hacienda 
Juan  Ortiz  Ramírez. 

DOCTRINA :  el  Agente  de  Policía  que  pene- 
trare a  morada  ajena  sin  cotisentimiento  de 
su  morador  ni  orden  de  autoridad  compe- 
tente, es  responsable  como  autor  del  deli- 
to de  abusos  contra  particulares. 

Corte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala, 
veintisiete  de  Noviembre  de  mil  novecientcs 
'  uarenta. 

Vista  en  casación  la  sentencia  que  el  diez 
de  septiembre  próximo  pasado  dictó  la  Sala 
5a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  en  el  proceso 
flue  por  el  delito  de  abusos  contra  particula- 
res se  siguió  contra  el  agente  de  Policía  de 
Hacienda  Juan  Ortiz  Ramírez. 

RESULTA: 

Quirino  Magaña  se  quejó  ante  el  Juez  de 
Paz  de  Concepción,  departamento  de  Chiqui- 
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muía,  que  dos  días  antes,  primero  de  junio 
del  año  en  curso,  su  esposa  Gregoria  Trigue- 
ros de  Magaña,  fué  atropellada  por  los  poli- 
cías de  hacienda  Juan  Ortíz  y  Julio  Aguilar, 
y  después  registraron  su  casa  de  habitación. 
Al  mismo  tiempo,  Eulalio  Hernández,  Regi- 
dor Auxiliar  del  Cantón  San  José,  Municipio 
de  Concepción,  dió  parte  por  escrito  del  mis- 
mo hecho,  del  que  tuvo  conocimiento  por  ha- 
bérselo dicho  la  ofendida  Gregodia  Trigueros 
de  Magaña;  dió  parte  también  de  que  los  mis- 
mos policías  le  catearon  su  casa,  en  ocasión 
en  que  él  se  encontraba  en  la  sesión  que  ce- 
lebraba a  esa  hora  la  Intendencia  Municipal. 
La  ofendida  declaró  que  el  día  de  autos  se 
encontró  botado  en  el  lugar  llamado  "Llano 
Largo"  un  pedazo  de  céfiro,  lo  recogió,  lo 
echó  en  su  bolsa  y  se  encaminó  a  casa  de 
Antonio  Garza,  en  donde  encontró  a  Ange- 
lina Hernández,  a  quien  le  refirió  su  hallazgo; 
pn  ese  momento  llegaron  los  policías  Ortíz  y 
Aguilar  e  interrogándola  el  primero  sobre  lo 
que  cargaba  en  la  bolsa  le  quitó  el  pedazo 
de  tela  y  a  empujones  la  hizo  pasar;  en.  el  ca- 
mino trató  de  violarla,  pero  ella  se  le  escapó 
y  se  fué  a  su  casa;  en  seguida  Ortíz  llegó  y 
practicó  un  registro,  estando  ausente  su  es- 
poso. El  policía  Aguilar  sólo  iba  a  una  vista 
como  cuidando  que  no  hubiera  gente. 

RESULTA- 

Declararon  las  testigos,  Nicolasa  Acevedo  y 
Angelina  Hernández.  La  primera  vió  llegar 
a  un  policía,  que  le  quitó  a  la  Magaña  el  pe- 
dazo de  céfiro,  y  se  la  llevó  por  el  camino  de 
San  José,  sin  haber  presenciado  otra  cosa.  La 
segunda,  esposa  del  dueño  de  la  casa,  expuso 
que  estando  allí  la  Magaña,  llegó  un  policía 
y  pidió  permiso  para  registrar  y  cuando  en- 
tró y  vió  a  aquélla  le  preguntó  en  tono  im- 
perioso que  qué  cargaba  en  la  bolsa,  contes- 
tándose ella  bastante  espantada  que  era  un 
pedazo  de  trapo  que  se  había  encontrado  en 
"Llano  Largo";  entonces  el  policía  se  lo  qui- 
tó y  dándole  empujones  le  dijo  que  pasara 
adelante  y  tomaron  el  camino  de  San  José; 
que  afuera  estaba  otro  policía.  En  rueda  de 
presos  fué  reconocido  el  agente  Ortíz  por  las 
dos  testigos  y  el  agente  Aguilar  solamente 
por  la  señora  Acevedo. 

El  Regidor  Eulalio  Hernández  declaró  asi- 
mismo y  ratificó  su  parte,  pero  dijo  que  las 
vejaciones  de  que  se  quejaba  la  ofendida  lo 
sabía  por  ella  misma  y  no  de  vista. 

RESULTA: 

El  Juzgado  de  la.  Instancia  de  Chiquimula, 
se  declaró  incompetente  por  estar  la  policía 
sujeta  al  fuero  de  guerra  y  mandó  pasar  las 


diligencias  al  Tribunal  Militar.  Indagados  los 
agentes,  Juan  Ortíz  Ramírez  negó  los  hechos 
que  se  le  imputaban  referentes  a  su  intento 
de  violación  y  a  los  atropellos  en  la  persona 
de  la  señora  Magaña,  pero  confesó  que  cateó 
la  casa  de  ésta  en  busca  de  contrabando,  de 
orden  de  su  jefe  Rosendo  Argueta.  El  otro 
agente  negó  toda  participación  en  los  hechos, 
pero  también  manifestó  que  el  día  y  hora  de 
autos  estaba  cateando  casas  en  busca  de  con- 
trabando, habiéndole  tocado  a  su  compañero 
el  registro  de  la  casa  de  Magaña. 

Con  esta  prueba,  y  llenados  los  trámites 
de  ley,  se  dictó  sentencia  el  veintiuno  de 
agosto  último.  El  Tribunal  Militar  estima 
probado  el  delito  de  abusos  contra  particula- 
res con  las  declaraciones  de  las  dos  testigos  y 
Üe  Eulalio  Hernández,  los  careos  y  reconoci- 
mientos que  éstas  practicaron  y  la  confesión 
del  acusado,  con  lo  que  quedó  establecido  que 
el  registro  se  llevó  a  cabo  sin  haberse  llena- 
do ninguna  formalidad  legal,  por  lo  que  le 
impone  seis  meses  de  arresto  mayor  conmu- 
tables en  su  totalidad  a  diez  centavos  diarios. 

Apelada  esta  resolución,  pasó  a  la  Sala  5a. 
jurisdiccional.  El  Procurador  pidió  la  abso- 
lución del  reo  por  falta  de  prueba,  pues  los 
testigos  son  sumamente  vagos  en  sus  referen- 
cias y  el  cateo  se  hizo  de  orden  del  jefe.  El 
Fiscal  estimando  que  sólo  el  registro  ilegal 
está  comprobado,  pidió  la  confirmatoria  de 
la  sentencia  pero  reduciendo  la  pena  en  una 
tercera  parte,  pues  sin  la  confesión  del  proce- 
sado no  habría  mérito  para  condenarlo.  La 
Sala  confirmó  la  sentencia  el  diez  de  septiem- 
bre, e  impuso  al  reo  cuatro  meses  más  de 
arrestó  menor  porque  considera  que  con  las 
declaraciones  de  los  testigos  quedó  establecido 
que  Ortíz  cometió  otro  delito  de  abusos  con- 
tra particulares,  atrepellando  a  la  persona  de 
la  señora  Magaña. 

El  reo,  con  auxilio  del  abogado  Dionisio  Pa- 
lacios, introdujo  recurso  de  casación,  citando 
como  violados  los  artículos  22  inciso  9o.,  79, 
88,  275  y  276  Código  Penal,  3o.,  259,  568, 
571,  572,  575,  580  inciso  3o.  y  731  de  Procedi- 
mientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  Sala  aprecia  como  prueoa  plena  las 
declaraciones  de  los  testigos  que  se  produje- 
ron en  la  causa,  pero  es  evidente  que  de  lo 
expuesto  por  los  mismos,  no  se  deduce  que 
la  señora  Magaña,  haya  sido  objeto  de  veja- 
ciones; pues  Nicolasa  Acevedo,  no  relata  he- 
cho alguno  constitutivo  de  delito;  Eulalio  Her- 
nández,, no  es  testigo  presencial,  se  concretó 
a  dar  parte  de  lo  que  le  dijo  la  ofendida  y 
únicamente  Angehna  Hernández  de  Garza, 
vió  que  el  agente  Ortíz  ordenó  a  la  Magaña 
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que  pasara  adelante  "dándole  empujones".  En 
consecuencia,  no  existe  prueba  plena  para 
condenar  por  este  hecho  al  procesado,  y  la 
referida  Sala,  al  declarar  lo  contrario,  infrin- 
gió los  artículos  568  y  571  de  Procedimientos 
Penales,  citados  en  el  recurso,  por  lo  que  es 
procedente  casar  y  anular  el  fallo  recurrido 
y  resolver  conforme  a  derecho.  Artículos  674 
inciso  lo..  676  inciso  lo.  Procedimientos  Pe- 
nales. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  ley  consagra  la  inviolabilidad  del 
domicilio,  el  cual  sólo  puede  allanarse  por 
orden,  escrita  de  autoridad  competente  y  pre- 
vias formalidades  legales,  prescripciones  que 
el  policía  Ortíz  no  llenó  debidamente,  en  el 
caso  que  se  examina;  y  aunque  trató  de  ex- 
culparse pretextando  que  procedió  con  orden 
de  su  jefe,  esta  circunstancia  no  quedó  esta- 
blecida en  autos,  para  que  la  responsabilidad 
pudiera  recaer  en  éste,  por  lo  que  el  mencio- 
nado agente  es  personalmente  responsable  de 
dicho  allanamiento.  Artículos  467.  468  y  472 
de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO- 

QuP  el  allanamiento  llevado  a  cabo  por  el 
agente  Ortíz,  con  abuso  de  su  oficio,  está  san- 
cionado por  el  artículo  275  del  Código  Penal, 
con  la  pena  de  seis  meses  de  arresto  mayor, 
pero  como  en  el  proceso  no  existe  más  prue- 
ba que  la  confesión  del  reo  y  sin  ésta  nroce- 
dería  absolverlo,  procede  la  rebaja  de  la  pe- 
na en  una  tercera  parte,  por  la  concurrencia 
de  tal  circunstancia,  considerada  como  ate- 
nuante en  el  inciso  9o.  artículo  22  del  mismo 
código. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  apoyo 
en  el  articulo  687  de  Procedimientos  Pena- 
les. CASA  Y  ANULA  la  sentencia  recurrida 
y  resolviendo  en  lo  principal,  declara:  que  el 
t-x-agente  de  policía  Juan  Ortíz  Ramírez  es 
autor  del  delito  de  abusos  contra  particulares 
y  lo  condena  a  sufrir  la  pena  de  seis  meses  de 
arresto  mayor,  con  la  rebaja  de  la  tercera 
parte,  conmutables  en  su  totalidad  a  razón  de 
diez  centavos  diarios,  quedando  suspenso  en 
Pl  ejercicio  de  sus  derechos  políticos  durante 
el  tiempo  de  la  condena  y  exhonerado  de  la 
reposición  del  papel.  Notifíquese  y  con  cer- 
tificación de  lo  resuelto,  devuélvanse  los  an- 
tecedentes al  Tribunal  de  su  origen. 


Raf.  Ordóñez  Solts.  —  José  Serrano  Muñoz. 

—  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrigues. 

—  Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  José  María  Barrios  Otando  y 
Adolfo  Arreaga  Barrios,  por  doble  delito 
de  agresión  y  lesiones  graves. 

DOCTRINA:  Cuando  las  presunciones  no  se 
basan  en  hechos  que  estén  debidamente 
aprobados,  ni  guardan  relación  con  los  que 
aparecen,  no  pueden  servir  de  medio  pro- 
batorio, por  no  reunir  las  condiciones  jurí- 
dicas que  las  caracterizan. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiocho  de  Noviembre  de  mil  novecientos 
cuarenta. 

Por  recurso  extraordinario  de  casación,  se 
examina  la  sentencia  que  dictó  la  Sala  Cuar- 
ta de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  diecinueve 
de  Junio  del  año  en  curso,  en  el  proceso  ins- 
truido contra  José  María  Barrios  Ovando  y 
Adolfo  Arreaga  Barrios,  por  los  delitos  de 
agresión  y  lesiones,  por  la  cual  aprueba  la 
del  Juez  de  Primera  Instancia  de  San  Marcos, 
del  veinticinco  de  mayo  de  este  mismo  año, 
en  lo  que  se  refiere  a  la  absolución  del  pri- 
mero, de  los  cargos  que  le  fueron  formulados 
por  el  doble  delito  de  agresión,  por  falta  de 
prueba;  y  desaprueba  lo  que  corresponde  a 
Arreaga  Barrios,  a  quien  declara  autor  del 
delito  de  lesiones  graves  en  la  persona  de 
José  María  Barrios  Ovando  y  le  impone  la 
pena  de  tres  años  de  prisión  correccional,  con 
sus  accesorias,  que  le  permite  conmutar  a 
quince  centavos  diarios,  únicamente  en  sus 
dos  terceras  partes. 

Haceindo  el  resumen  de  la  sentencia  de 
segunda  instancia,  resulta: 

—  I  — 

El  veintinueve  do  Junio  del  año  próximo 
pasado,  el  Comandante  Local  de  Catarina,  del 
departamento  de  San  Marcos,  Javier  L.  Ba- 
rrios, puso  en  conocimiento  del  Juez  de  Paz 
del  mismo  lugar,  que  a  la  primera  hora  de 
ese  día,  el  cabo  Justiniano  Orozco  y  los  sol- 
dados Macario  Godínez,  Podro  Orozco  y  Her- 
mógenes  Sandoval,  capturaron  a  José  María 
Barrios  en  los  momentos  en  que  reñía  con  ar- 
ma en  mano,  con  Adolfo  Arreaga,  en  el  pa- 
tio de  la  casa  que  ocupa  el  Intendente  Muni- 
cipal, Felipe  del  Aguila.  Arreaga  Barrios  le 
manifestó:  que  en  la  esquina  de  la  casa  de 
Antenor  Domínguez,  lo  habían  asaltado  Ba- 
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rrios  Ovando  y  Mpisés  Alcalán,  con  intención 
de  asesinarlo  y  que,  a  consecuencia  de  la  lu- 
cha que  sostuvo  con  el  primero  de  éstos,  se 
encontraba  completamente  debilitado,  pero 
no  tenía  ninguna  lesión. 

A  lo  indicado  anteriormente,  agregó  el  ca- 
bo Justiniano  Orozco,  que  Arreaga  Barrios 
estaba  luchando  sobre  Barrios  Ovando,  do- 
minándolo en  el  suelo  y  sujetando  la  mano 
donde  Barrios  tenía  el  machete;  en  cuanto 
llegaron,  se  levantó,  Barrios  hizo  lo  mismo  y 
levantando  el  machete  en  una  actitud  amena- 
zante hacía  los  soldados,  le  asestó  un  golpe 
con  su  fusil,  en  la  mano,  que  ocasionó  la  caída 
del  machete,  pues  al  mismo  tiempo  el  sol- 
dado Hermógenes  Sandoval  le  asestó  otro 
golpe  en  la  misma  mano,  a  consecuencia  del 
cual  se  le  quebró  la  caña  del  fusil.  Acudió 
al  lugar  del  suceso,  porque  un  muchacho  fué 
a  pedir  auxilio. 

Los  soldados  Macario  Godínez,  Pedro  Oroz- 
co y  Hermógenes  Sandoval,  explican  el  hecho 
de  la  misma  manera,  agregando  el  primero: 
que  el  golpe  con  el  fusil  se  lo  asestó  Hermó- 
genes Saldoval,  en  la  mano  derecha  a  Barrios 
Ovando,  porque  éste  dijo  que  qué  querían 
con  él;  que  a  él  no  se  lo  llevaban,  levantan- 
do al  mismo  tiempo  el  machete  en  una  acti- 
tud defensiva;  el  segundo:  que  éf  también  gol- 
peó con  su  arma  la  mano  de  Barrios  Ovan- 
do, así  como  Sandoval,  cayendo  entonces  el 
machete  al  suelo,  y  que,  Arreaga  Barrios  no 
tenía  arma  de  ninguna  clase;  y  el  tercero: 
que  cumpliendo  con  su  deber,  golpeó  a  Ba- 
rrios Ovando,  lo  mismo  que  lo  hizo  Pedro 
Orozco,  por  la  actitud  en  que  se  puso  cuando 
se  levantó.  A  éste  último  también  le  consta 
que  Arreaga  Barrios,  no  portaba  arma. 

-_  n  — 

Ricardo  Tirado,  Baltasar  Mateo,  de  cator- 
ce años  de  edad  y  Humberto  Escobar  Córdo- 
va,  manifestaron,  el  primero:  que  al  oír  unas 
voces,  salió  en  ropas  menores  ,y  se  encon- 
tró con  que  dos  hombres  estaban  luchando 
en  el  patio  de  la  casa  ocupada  por  el  Inten- 
dente, de  la  manera  que  lo  han  manifestado 
los  componentes  de  la  escolta.  Para  separar- 
los, los  soldados  le  asestaron  varios  golpes 
con  sus  armas  a  Adolfo  Arreaga  Barrios;  y 
cuando  se  acercó,  antes  de  que  llegaran  los 
de  la  escolta,  lo  confundió  Barrios  Ovando 
con  otra  persona,  porque  le  decía  que  ataca- 
ra a  Arreaga  Barrios,  que  lo  tenía  domina- 
do en  el  suelo.  El  segundo,  manifestó:  que 
Ipor  la  bulla  se  enteró  que  dos  hombres  re- 
ñían en  el  patio  de  la  casa  del  Intendente  y 
al  salir  y  ver  que  era  cierto,  fué  a  la  guarni- 
ción a  pedir  una  escolta,  que  cuando  llegó- 
todavía  encontró  la  escolta  riñendo  a  los  dos 


individuos  y  capturó  a  uno;  habiendo  cono- 
cido que  Adolfo  Arreaga  Barrios  era  uno  de 
los  que  peleaban.  Al  otro  nó.  Y  el  tercero, 
dijo:  que  salió  de  un  velorio,  acompañado  de 
Adolfo  Arreaga  Barrios,  quien  cruzó  en  una 
esquina,  y  por  este  motivo  no  se  dió  cuenta 
de  lo  que  le  sucedió.  Más  tarde,  por  lo  que 
decía  la  gente  que  pasaba  por  su  casa,  se  en- 
teró que  había  habido  una  riña;  y  esa  noche 
Arreaga  Barrios  no  portaba  arma  de  ninguna 
clase. 

Adolfo  Arreaga  Barrios,  manifestó:  que  sa- 
lió de  un  velorio  a  las  veinticuatro  horas 
treinta  minutos,  acompañado  de  Humberto 
Escobar  Córdova  y  caminaban  en  la  calle, 
cuando  violentamente  fué  atacado  por  José 
María  Barrios  Ovando  y  Moisés  Alcalán,  su- 
jetándole ambas  manos,  le  pusieron  un  pu- 
ñal en  el  pecho  y  lo  registraron,  buscándole 
el  revólver  en  la  cintura;  luchó  con  ellos  y 
salió  huyendo,  saltando  cercos,  hasta  llegar 
al  patio  de  la  casa  del  Intendente  Municipal, 
donde  fué  alcanzado  por  Barrios  Ovando, 
quien  con  machete,  cuando  Arreaga  Barrios 
estaba  en  el  suelo,  lo  acometió;  pero  habien- 
do logrado  que  cayera,  lucharon  en  el  suelo 
y  habiendo  acudido  un  individuo,  creyó  su 
atacante  que  era  Alcalán  y  le  decía  que  le 
pegara  por  la  espalda.  Llegó  la  escolta  y  al 
levantarse.  Barrios  Ovando  atacó  a  los  solda- 
dos con  machete,  con  la  mira  de  salir  huyen- 
do. Y  con  estos  individuos,  no  ha  tenido  an- 
tecedentes de  ninguna  clase. 

—  ni  — 

El  reo  José  María  Barrios  Ovando,  declaró : 
que  caminaba  solo,  cuando  encontró  a  Arrea- 
ga Barrios,  frente  a  la  casa  de  Antenor  Do- 
mínguez y  como  amigos,  se  hablaron;  Arrea- 
ga Barrios  le  dijo  que  quería  hablar  con  él 
en  otra  parte,  a  lo  que  convino,  yéndose  los 
dos  al  sitio  de  la  casa  ocupada  por  el  Inten- 
dente, donde,  alevosamente  le  asestó  un  golpe 
en  la  cara,  botándole  dos  muelas.  Conoce  a 
Alcalán,  quien  es  cuñado,  puede  decirse,  de 
Arreaga  Barrios,  porque  éste  vive  maridable- 
mente con  la  hermana  de  aquél.  En  la  lucha, 
quedó  abajo  y  dominado  por  su  contrincante 
recibió  golpes  cuando  estaba  en  el  suelo,  ha- 
biéndole quebrado,  además,  un  diente.  El 
sombrero  que  le  fué  puesto  a  la  vista,  es  de 
su  propiedad,  el  machete  nó  y  las  manchas 
de  sangre  son  de  la  que  le  salió.  Asegura 
que  esa  noche  no  portaba  arma. 

El  experto  de  cirugía,  nombrado  por  el  Juez 
de  Paz  de  Catarina,  dictaminó  que  Barrios 
Ovando  presentaba  una  pequeña  lesión  sobre 
la  parte  inferior  de  la  mejilla  derecha,  de 
un  centímetro  de  longitud,  producida  por  ar- 
ma punzo-cortante;   un  golpe  contuso  sobre 
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la  mejilla  del  mismo  lado,  que  produjo  la 
fractura  de  dos  molares  superiores  y  un  ca- 
nino; y  otros  golpes  sobre  el  vérfice  pulmo- 
nar izquierdo,  producidos  por  arma  contun- 
dente. La  lesión  y  golpe  de  la  mejilla, 
curarían  en  cuatro  días  con  asistencia  facul- 
tativa y  los  golpes  sufridos  sobre  el  vértice 
pulmonar  izquierdo,  en  seis  días. 

El  cirujano  departamental  de  San  Marcos, 
reconoció  nuevamente  a  Barrios  Ovando  e  in- 
formó: que  presentaba  una  cicatriz  lineal,  de 
dos  centímetros  de  longitud  en  el  labio  supe- 
rior del  lado  derecho,  que  parecía  haber  sido 
producida  por  instrumento  corto-punzante  e 
interesó  el  espesor  del  labio  y  seccionó  en  la 
unión  del  cuello  con  la  raíz  de  las  piezas  den- 
tarias siguientes,  un  canino  y  la  primera  mo- 
lar derecha  y  desprendió  de  su  inserción  al- 
veolar los  incisivos  laterales  derechos.  En  el 
muñón  del  hombro  izquierdo,  presentaba  una 
contusión  de  primer  grado;  otra,  de  la  misma 
clase,  en  la  cara  externa  del  brazo  izquierdo 
y  en  el  borde  cubital  del  antebrazo  del  mismo 
lado,  una  pequeña  cicatriz,  de  un  centímetro 
de  longitud.  Le  queda  la  cicatriz  ya  descri- 
ta, visible,  y  la  falta  de  las  piezas  dentarias 
indicadas:  canino  y  primera  molar  y  proba- 
blemente los  incisivos  laterales  derechos. 

Indagado,  en  concepto  de  reo,  Arreaga  Ba- 
rrios, negó  lo  afirmado  por  Barrios  Ovando 
y  volvió  a  repetir  que  el  hecho  se  desarrolló 
como  lo  había  descrito  en  su  anterior  decla- 
ración. 

En  los  careos  practicados  entre  los  soldados 
y  Barrios  Ovando  y  éste  y  Arreaga  Barrios, 
no  se  mejoró  el  resultado  de  la  pesquisa. 

Ampliando  su  declaración  Barrios  Ovando, 
dijo  los  antecedentes  penales  que  ha  tenido 
su  acusador  Arreaga  Barrios  y  que  el  ma- 
chete que  se  hace  aparecer  como  de  su  pro- 
piedad, pertenece  a  Angel  Mazariegos  y  Bal- 
tasar N.,  menores  que  son  mozos  del  Inten- 
dente. 

Federico  de  León  Chang,  Onofre  Mérida, 
Trinidad  V.  viuda  de  López  y  Antenor  Do- 
mínguez, dijeron,  el  primero:  que  a  él  lo  ame- 
nazó Barrios  Ovando  en  cierta  ocasión;  el  se- 
gundo: que  el  mismo  Barrios  Ovando  había 
atacado  a  su  hermano  Ignacio  Mérida;  la 
tercera:  que  oyó  los  gritos  de  Ignacio  y  por 
referencias  de  éste,  supo  que  lo  había  atacado 
Barrios  Ovando;  y  el  cuarto,  dijo  que  no  le 
consta  nada. 

El  Intendente  de  Catarina,  informó:  quo 
Arreaga  Barrios  es  persona  de  buena  conduc- 
ta y  con  respecto  a  la  conducta  de  los  otros, 
no  informó,  por  no  constarle. 


—  rv  — 

En  la  nueva  declaración  que  se  le  tomó  a 
Arreaga  Barrios,  manifestó:  que  los  soldados 
fueron  los  que  golpearon  a  Barrios  Ovando 
y  que  sospechaba  que  el  autor  intelectual  del 
atentado  contra  su  persona,  fuera  Antenor 
Domínguez,  por  dificultades  que  por  razón  de 
comercio  habían  tenido. 

La  Secretaría  del  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia de  San  Marcos,  informó:  Que  contra 
Arreaga  Barrios  se  siguió  anteriormente  un 
proceso  por  el  delito  de  disparo  de  arma  de 
fuego,  fué  condenado  en  las  dos  instancias; 
pero  habiendo  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción, esta  Corte  Suprema  casó  la  sentencia  y 
lo  absolvió  . 

El  Capitán  Joaquín  Barrios  h.,  manifestó: 
que,  según  supo,  Arreaga  Barrios  había  te- 
nido dificultades  con  Antenor  Domínguez,  por 
cuestión  de  negocios. 

—  V  — 

El  cabo  Justiniano  Orozco  y  los  soldados 
Macario  Godinez  y  Pedro  Orozco,  fueron  exa- 
minados nuevamente  y  cambiaron  sus  decla- 
raciones anteriores,  diciendo:  que  Barrios 
Ovando  no  había  intentado  atacarlos  y  que 
|;ampoco  ellos  lo  habían  golpeado  con  sus  fu- 
siles. 

Raquel  Cáceres,  hermano  de  una  amante 
de  Arreaga  Barrios,  dijo:  que  en  plática  que 
había  tenido  con  Barrios  Ovando,  el  quince 
de  mayo  del  año  pasado,  éste  le  dijo  que 
Arreaga  Barrios  tardaría  muy  pocos  días  en 
Catarina,  dando  a  entender  que  algo  le  pa- 
liaría. 

El  soldado  Hermógenes  Sandoval,  fué  exa- 
minado nuevamente  y  repitió  que  le  había 
pegado  a  Barrios  Ovando  y  que  la  fractura 
de  la  caña  del  fusil,  fué  al  recibir  un  golpe 
ron  el  machote,  que  le  descargó  Barrios  Ovan- 
do. Con  respecto  a  los  dientes,  no  sabe  quién 
se  los  botó. 

El  experto  en  cirugía  que  nombró  el  Juez 
de  Catarina,  manifestó:  que  de  las  dos  mue- 
las que  tenia  flojas.  le  extrajo  una  a  Barrios 
Ovando  al  día  siguiente  de  la  primera  cura- 
ción, a  petición  de  este  mismo  individuo.  De- 
jó la  otra  muela  y  el  canino  que  tenia  flojos 
temiendo  que  sobreviniera  una  hemorragia. 

—  VI  — 

A  Arreaga  Barrios  se  le  formuló  cargo  por 
el  delito  de  lesiones  y  a  Barrios  Ovando  por 
doble  agresión,  no  habiendo  quedado  confor- 
mes. 
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En  el  plenario  y  durante  el  término  proba- 
torio, los  doctores  Moisés  Villagrán  y  Augus- 
to Reciñes  informaron,  que  las  cicatrices  fue- 
ron producidas  por  un  mismo  traumatismo; 
que  el  canino  derecho  tenía  caries  de  tercer 
grado  y  el  primer  molar  estaba  completamen- 
te sano.  El  diente  se  perdió  a  consecuencia 
de  una  fractura,  como  lo  dice  el  informe  del 
Cirujano  departamental  de  San  Marcos;  y  es 
posible  que  los  dientes  mencionados  hayan 
perdido  su  corona  sin  que  el  machete  tocara 
el  labio.  Que  las  piezas  destruidas,  se  pue- 
den reponer. 

—  VII  — 

El  veinticinco  de  mayo  de  este  año,  falló 
el  Juez  de  Primera  Instancia  de  San  Marcos, 
absolviendo  a  los  dos  procesados  de  los  car- 
gos, apoyado  en  que  la  natura!  consecuencia 
que  pudiera  deducirse  de  la  riña,  queda  des- 
truida por  dos  razones  importantes;  que  está 
demostrado  que  la  noche  del  suceso,  Arreaga 
Barrios  no  portaba  arma  de  ninguna  clase, 
y  que,  los  de  la  escolta  emplearon  fuerza 
contra  Barrios  Ovando  para  su  captura.  Ade- 
más el  machete  lo  tenía  Barrios  Ovando  en 
la  mano  cuando  estaba  debajo  de  Arreaga 
Barrios.  Y  con  respecto  a  la  doble  agresión, 
la  riña  que  tuvo  con  Arreaga  Barrios,  la  hace 
desaparecer  y  de  la  otra,  a  Mérida,  no  se  ob- 
tuvo ninguna  prueba. 

La  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
conoció  en  consulta  y  para  condenar  al  recu- 
rrente se  apoya:  lo.,  en  la  riña  habida  entre 
ambos;  2o.,  en  lo  que  presenciaron  los  solda- 
dos cuando  llegaron  al  lugar  del  suceso;  3o., 
los  pésimos  antecedentes  de  Arreaga  Barrios, 
establecidos  en  el  proceso  que  se  le  siguió  por 
disparo  de  arma  y  las  declaraciones  de  varias 
/personas  que  se  refieren  a  otros  hechos;  4o., 
la  sindicación  que  contra  él  hizo  Barrios 
Ovando,  a  raíz  del  suceso;  y  5o.,  los  infor- 
mes del  experto  Miguel  Angel  Crócker,  cons- 
tatando una  lesión  corto-punzante,  que  sec- 
cionó las  piezas  dentarias,  canino  y  primera 
molar  y  desprendió  de  sus  alveolos  los  inci- 
sivos laterales  derechos.  Con  esta  prueba, 
forma  la  base  de  su  presunción  y  le  impone 
tres  años  de  prisión  correccional,  per  las  con- 
secuencias que  dejaron  los  golpes.  A  Barrios 
Ovando  lo  absuelve,  tal  como  lo  hizo  el  Juez 
de  Primera  Instancia. 

Contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala 
Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  interpuso 
recurso  extraordinario  de  casación  el  reo 
Adolfo  Arreaga  Barrios,  con  auxiho  del  abo- 
gado Germán  Scheel  Aguilar,  citando  como 
violados  los  artículos  23  inciso  16  y  314  del 
Código  Penal;  259,  568,  571,  587,  589,  595, 
596,  597,  600  y  601  del  Código  de  Procedi- 


mientos Penales.  Por  estar  en  tiempo,  se  ad- 
mitió el  recurso  y,  habiéndose  verficicado  la 
vista,  es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO: 

Que  dada  al  forma  en  que  se  desarrolló  el 
suceso  entre  José  María  Barrios  Ovando  y 
Adolfo  Arreaga  Barrios,  quien  según  las  de- 
claraciones de  más  de  dos  personas,  no  por- 
taba aíma  de  ninguna  clase;  la  intervención 
de  la  escolta  y  actitud  asumida  por  ésta,  pa- 
ra lograr  desarmar  a  Barrios  Ovando  del 
machete  que  portaba,  cuyos  componentes  ase- 
guraron haberle  causado  golpes  en  la  mano 
derecha,  aunque  después  se  retractaron  tres 
de  ellos,  pero  como  ya  habían  sostenido  re- 
petidas veces  lo  mismo,  no  desvirtuaron  el 
mérito  de  sus  primeras  declaraciones;  y  co- 
mo tanto  el  experto  que  lo  reconoció  inme- 
diatamente en  Catarina,  como  el  Cirujano  de- 
partamental de  San  Marcos  que  lo  examinó 
más  tarde,  no  encontraron  golpes  en  esa  re- 
gión, sino  en  otras  partes,  la  riña  que  toma 
la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
como  una  de  las  bases  capitales  para  formar 
su  criterio,  no  puede  originar  una  deducción 
necesaria  o  indefectible  que  dé  como  único 
resultado  el  convencimiento  de  que  Arreaga 
Barrios  sea  el  autor  de  la  lesión  y  golpe  que 
sufrió  Barrios  Ovando  y  que  determinaron 
la  pérdida  de  las  piezas  dentarias  que  infor- 
man los  médicos,  pues  la  intervención  de  los 
soldados  y  cabo  y  los  actos  que  ejecutaron 
para  desarmarlo,  le  quitan  la  importancia 
que  pudo  haber  tenido  si  no  interviene  la  es- 
colta y,  eti  consecuencia,  la  deducción  que  se 
hace,  pierde  el  carácter  que  debe  tener  cuan- 
do se  busca  la  verdad  que  se  desconoce,  que 
en  este  caso  es  saber  si  realmente  Arreaga 
Barrios  causó  la  lesión  y  golpe  o  si  fueron 
los  de  la  escolta;  y  como  no  es  posible  des- 
cifrarlo, tanto  más.  cuanto  que,  los  antece- 
dentes de  Arreaga  Barrios  no  aparecen  de- 
mostrados en  este  proceso,  porque  fué  absuel- 
to  del  cargo  de  disparo  de  arma  de 
fuego,  es  indudable  que  al  dictar  su  fa- 
llo, no  sólo  se  basa  en  hecho  que  no 
está  debidamente  probado,  sino  también 
\a  relación  que  hace  de  causa  a  efecto, 
no  tiene  las  condiciones  jurídicas  de  las  que 
la  ley  conceptúa  como  medio  probatorio,  por- 
que desde  luego  que  no  despeja  la  duda,  la 
consecuencia  no  es  necesaria  o  indefectible, 
es  decir,  aquella  que  inevitablemente  tiene  que 
ser  y  en  este  caso,  no  puede  servir  de  base 
a  una  condena.  Por  lo  tanto,  los  artículos 
568,  571,  587,  595,  596  y  601  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  fueron  violados  por 
la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
al  condenar  a  Adolfo  Arreaga  Barrios,  como 
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autor  del  delito  de  lesiones  graves,  a  sufrir 
la  pena  de  tres  años  de  prisión  correccional, 
y  por  lo  mismo,  procede  el  recurso  de  casa- 
bión.  Artículos  676  inciso  4o.  y  687  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  siendo  contra  la  ley  la  ejecutoria  que 
se  examina,  lo  que  procede.es  casar  y  anular 
la  sentencia  de  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de 
Apelaciones  y  absolver  a  Arreaga  Barrios  del 
cargo  que  se  le  formuló  por  el  delito  de  le- 
giones graves,  porque  del  examen  riguroso 
hecho  a  la  prueba,  no  se  desprende  contra  él 
la  suficiente,  que  demuestre,  con  perfección, 
que  es  el  verdadero  autor  de  tales  lesiones, 
pues  como  se  ha  dicho  la  actitud  de  los  com- 
•ijonentes  de  la  escolta,  dá  lugar  a  que  se  pon- 
ga en  duda  su  culpabilidad  y  en  este  caso, 
lo  más  legal  y  conforme  con  los  principios 
de  justicia,  es  absolverle  del  cargo  que  se  le 
.formuló.  Artículos  568,  571  y  731  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  el  fun- 
damento que  le  dan  las  leyes  citadas  y  el  ar- 
tículo 233  de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  declara:  que  ha  lugar  al  recurso  de 
casación;  CASA  Y  ANULA  la  sentencia  re- 
currida, en  lo  que  se  refiere  a  Adolfo  Arreaga 
Barrios  y  resolviendo,  le  absuelve  del  cargo 
que  se  le  formuló  por  el  delito  de  lesiones 
graves  en  la  persona  de  José  María  Barrios 
Ovando,  por  falta  de  plena  prueba  para  con- 
denarlo. Notifíquese  y  con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al  tri- 
bunal de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Muñoz. 
■ —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrigues. 
—  Federico  O.  Salazar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Felipe  Divas  Córlelo  y  com- 
pañero, por  el  delito  de  rapto  violento. 

DOCTRINA:  El  articulo  334  del  Código  Pe- 
nal, después  de  establecer  los  elementos  del 
delito  de  rapto  violento,  define  de  una  ma- 
nera c.vpresa,  la  forma  como  se  castiga 
cuando  va  acompañado  del  delito  de  vio- 
lación, disponiendo  que  se  pene  sólo  el  más 
grave  escepcionando  la  regla  general,  dada 
para  cuando  un  delito  resulta  medio  ne- 
cesario de  otro. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  de  diciembre  de  mil  novecientos  cuaren- 
ta. 

Por  recurso  e.xtraordinario  de  casación,  se 
vé  la  sentencia  que  pronunció  la  Sala  Ter- 
cera de  la  Corte  de  Apelaciones,  el  treinta 
de  agosto  recién  pasado,  en  el  proceso  se- 
guido contra  Felipe  Divas  Córlete  y  Magda- 
leno  Divas  Escobar,  por  el  delito  de  rapto 
violento,  por  la  cual  confirma  la  del  Juez  de 
Primera  Instancia  del  departamento  de  San- 
ta Rosa,  que  los  condenó,  como  autores  de 
este  delito,  a  sufrir  la  pena  de  cinco  años  de 
prisión  correccional,  con  la  reforma  siguien- 
te: que  el  primero  de  los  mencionados  es  au- 
tor del  delito  de  violación,  y  no  del  de  rapto 
violento,  imponiéndole  por  tal  delito,  la  pena 
de  ocho  años  de  prisión  correccional;  y  que 
Magdaleno  Divas  Escobar,  o  sea  el  segundo, 
es  cómplice  en  el  mismo  delito  de  violación, 
y  le  impone  la  pena  de  cinco  años  cuatro  me- 
ses de  prisión  correccional,  equivalente  a  las 
dos  terceras  partes  de  ocho  años. 

Extractando  la  sentencia,  resulta : 

—  I  — 

El  dos  de  febrero  del  corriente  ano,  se  pre- 
.sentó  al  Juzgado  menor  de  Ixhuatán,  del  de- 
partamento de  Santa  Rosa,  el  Regidor  Au- 
xiliar de  la  aldea  "La  Laguna",  Amado  Co- 
rrales Pérez,  comunicando  que  entre  las  ca- 
torce y  quince  horas  de  ese  día,  había  oído, 
r?n  el  pozo  "Agua  Zarca",  distante  tres  cua- 
dras de  la  aldea,  gritos  de  dos  mujeres,  co- 
nociendo que  una  era  la  voz  de  Modesta  de 
Paz  y  al  haber  acudido  en  auxilio  con  los 
hombres  que  reunió,  pudo  distinguir  y  perci- 
bir bien,  que  a  la  de  Paz  se  la  llevaban  a  la 
fuerza,  por  una  falda  de  guatales,  Felipe  Di- 
vas y  Magdaleno  Divas  Escobar,  y  les  persi- 
guió una  legua,  sin  haber  logrado  darles  al- 
cance. Durante  su  persecución,  vió  que  Mag- 
daleno flajelaba  a  la  de  Paz  con  el  plano  de 
un  machete  corvo.  Ya  cuando  se  acercaban 
a  una  plantación  de  patatas.  Divas  Córlete  y 
Divas  Escobar,  dispararon  sobre  ellos  seis 
balazos,  cinco  con  revólver  y  uno  con  escope- 
ta; y  supo  que  Anselmo  Ruano  Divas  y  Juan 
Divas  Galindo,  habían  tomado  parte  directa 
en  el  rapto,  porque  llegaron  al  tanque  y  ayu- 
daron a  los  Divas. 

El  padre  de  la  ofendida,  Casimiro  Paz  Dá- 
vila,  manifestó:  que  a  los  gritos,  fué  a  ver, 
y  vió  que  llevaban  en  peso,  a  su  hija,  por 
unos  guatales,  Felipe  Divas  Corleto  y  Magda- 
leno Divas  Escobar,  con  otros  dos.  a  quienes 
po  pudo  conocer,  y  los  persiguió  con  el  au- 
xilio, habiéndoles  hecho,  los  raptadorcs,  seis 
disparos  con  revólver  y  escopeta.    .Supo  que 
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Jiabía  llegado  al  pozo,  Magdaleno,  por  refe- 
rencias que  le  hiciera  Paulina  Quevedo  y  que 
agredió  con  machete  a  esta  señora,  on  los 
precisos  momentos  en  que  se  raptaban  a  su 
hija.  Se  constituyó  formal  acusador. 

Examinados  Agustín  Osorio,  Gregorio  Dá- 
vila  Lemus,  Bonifacio  Reinosa  Villanueva  y 
Concepción  Lemus  Dávila,  individuos  que  die- 
ron auxilio,  se  produjeron  en  el  mismo  sen- 
tido que  el  Regidor  Auxiliar  Corrales  Pérez. 

Simeón  y  Cesáreo  Juárez  Fernández,  ex- 
pusieron: que  en  el  camino,  cerca  de  la  al- 
dea "El  Platanar",  el  dos  de  febrero,  a  las 
diez  y  seis  horas,  encontraron  a  cuatro  per- 
sonas, habiendo  conocido  a  tres  de  ellas,  que 
eran:  Modesta  de  Paz,  Felipe  Divas  Corleto 
y  Magdaleno  Divas  Escobar.  Al  otro  hombre 
no  lo  pudieron  conocer,  porque  llevaba  la 
cara  cubierta  con  un  pañuelo  y  al  cruzarse 
con  ellos,  sólo  les  dijeron  "adiós",  sin  dar  lu- 
gar a  sospecha  de  ninguna  clase.  El  segun- 
do, agregó:  que  a  él  lo  tomó  del  brazo  la  de 
Paz,  en  el  momento  de  cruzarse  con  ellos,  co- 
mo queriendo  darle  a  entender  algo,  que  no 
alcanzó  a  comprender,  por  la  serenidad  con 
que  iban. 

Examinada  Paulina  Quevedo  viuda  de  Le- 
mus, dijo:  que  fué  al  pozo  con  la  de  Paz;  aüi 
mismo  llegaron  Felipe  Divas  Corleto,  Magda- 
leno Divas  Escobar,  Anselmo  Ruano  Divas 
y  Juan  Divas  Galindo,  se  acercaron  a  la  de 
Paz,  a  quien  le  habló  Felipe,  diciéndole:  "Pues 
ahora  se  vá  conmigo",  a  lo  que  le  contestó 
que  nó,  porque  no  tenia  compromiso  con  él, 
y  al  oír  esta  respuesta,  se  le  fué  Felipe  enci- 
ma a  la  de  Paz,  llevando  un  revólver,  la  to- 
mó del  brazo  y  se  la  llevó  a  la  fuerza.  Al 
querer  defenderla,  se  lo  impidió  Magdaleno, 
agrediendo  a  la  declarante  con  un  corvo,  y 
entre  los  cuatro,  se  llevaron  a  la  de  Paz;  dió 
voces  de  auxilio  y  así  acudieron  el  Regidor 
de  la  aldea  y  varios  individuos,  quienes  los 
persiguieron,  y  a  éstos  les  hicieron  seis  dis- 
paros los  delincuentes.  Terminó  diciendo  que 
Magdaleno  llevaba  la  cara  cubierta  con  un 
pañuelo  y  contra  éste,  que  fué  el  que  la  agre- 
dió, se  constituyó  formal  acusadora,  pero  más 
tarde,  desistió  expresamente. 

Simona  Asencio  Gómez,  estaba  haciendo  le- 
ña, ese  día,  y  es  testigo  presencial  de  los  he- 
chos, que  los  relata  de  la  misma  manera  que 
la  testigo  anterior,  con  la  añadidura  de  que 
unos  llevaban  a  Modesta  del  pelo,  otros  de 
los  brazos,  y  Magdaleno  la  maltrataba  de 
obra,  por  detrás,  con  un  corvo.  Siguió  des- 
cribiendo la  intervención  de  los  del  auxilio, 
del  mismo  modo  que  lo  dijeron  éstos. 


—  n  — 

Indagados  Juan  Divas  Galindo,  Anselmo 
Ruano  Divas  y  Magdaleno  Divas  Escobar,  el 
primero  negó  haber  tomado  participación  en 
el  hecho,  diciendo  que  ese  día  estaba  en  la 
finca  de  Margarito  Cazún,  llamada  "El  Agua- 
catal", acompañado  de  éste,  Juana  Chávez  y 
Cristina  Galindo.  El  rapto  lo  supo  por  refe- 
rencia de  su  madre.  El  segundo,  expuso:  ,que 
estaba  en  la  finca  "La  Sorpresa"  de  Isaac 
Morán,  a  donde  había  llegado  a  las  quince  ho- 
ras de  ese  día,  que  es  el  de  autos;  y  negó  ro- 
tundamente haber  cooperado  a  la  ejecución 
fiel  delito.  Y  el  tercero:  que  es  primo  herma- 
no en  "segundo  grado"  con  Felipe,  y  que,  des- 
de las  cinco  de  la  mañana  hasta  por  la  tar- 
de estuvo  trabajando,  no  habiendo,  de  consi- 
guiente, tomado  parte  en  el  hecho. 

Justo  Divas  Corleto,  hermano  de  Felipe  de 
los  mismos  apellidos,  manifestó:  que  por  el 
rumor  público,  supo  que  su  hermano  se  ha- 
bía raptado  a  la  de  Paz. 

Examinado  Servando  Cifuentes  Mijangos  y 
Rosalío  García  Divas,  declararon,  el  primero: 
que  no  le  ha  proporcionado  revólver  a  Felipe, 
porque  no  lo  ha  tenido;  y  el  segundo:  que  en 
su  casa  tiene  una  escopeta  que  no  le  prestó  a 
Magdaleno;  esa  escopeta  la  guardaba  y  los 
agentes  querían  que  dijera  que  se  la  había 
prestado  a  Magdaleno,  pero  no  es  cierto. 

Indagado  Francisco  Divas  Corleto,  herma- 
no de  Felipe,  negó  haber  participado  en  la 
comisión  del  delito  y  haberles  llevado  alimen- 
tos al  lugar  donde  se  ocultaban. 

Revisada  que  fué  la  escopeta  por  el  Juez, 
hizo  constar  que  presentaba  manifestaciones 
que  denotaban  que  hacía  mucho  tiempo  que 
no  había  sido  usada. 

—  III  — 

La  ofendida  Modesta  de  Paz  Corleto,  que 
dijo  tener  diez  y  siete  años  de  edad,  se  expre- 
só así:  que  a  la  fuerza  se  la  llevaron  del  pozo 
Felipe  Divas  Corleto,  Magdaleno  Divas  Esco- 
bar y  Pedro  Arana,  habiendo  sufrido  rayones 
en  las  pantorrillas  y  se  le  hinchó  la  muñeca 
de  la  mano  derecha,  a  consecuencia  de  la  fuer- 
za que  se  empleó  en  su  conducción.  Confir- 
ma lo  de  los  disparos  que  le  fueron  hechos  a 
los  del  auxilio  que  iba  en  su  persecución;  y 
agregó:  que  estando  ya  en  el  lugar  llamado 
"Las  Pilas",  se  fueron  los  dsmás  que  ayuda- 
ron a  Felipe,  dejando  a  éste  solo  con  ella,  y 
a  la  fuerza  la  violó,  despojándola  de  su  vir- 
ginidad. Dió  los  detalles  de  los  lugares  don- 
de había  estado  con  él,  después  de  ésto,  has- 
ta que  fueron  capturados. 
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Indagado  Felipe  Divas  Córlelo,  declaró: 
que  se  llevó  a  Modesta  del  pozo  del  "Agua 
Zarca",  porque  ésta  había  convenido  en  irse 
con  él,  sin  que  interviniera  ninguna  otra 
persona.  Paulina  Quevedo  viuda  de  Lemus, 
que  la  acompañaba,  le  preguntó  tres  veces  si 
se  iba  con  él  y  ésta  fué  la  que  dio  gritos  lla- 
mando al  padre  de  Modesta.  Que  es  cierto  que 
él  la  desfloró,  con  la  voluntad  de  la  de  Paz 
y  cuando  se  le  capturó  y  flageló,  la  misma 
Modesta  les  dijo  a  los  de  la  autoridad,  que  no 
le  pagaran,  que  ella  andaba  con  él  con  su 
gusto. 

El  Cirujano  que  reconoció  a  Modesta  de 
Paz,  informó:  que  presentaba  una  contusión 
y  escoriaciones  en  las  dos  piernas,  causadas, 
probablemente,  con  zarza;  que  curaría  en 
tres  días;  y  que  ya  no  conservaba  su  integri- 
dad personal. 

La  Secretaría  del  Juzgado  sentenciador, 
informó  que  Magdaleno  Divas  Escobar  fué 
condenado  a  cuarenta  días  de  arresto  menor  y 
cien  quetzales  de  multa,  por  el  delito  de  con- 
trabando en  el  ramo  de  licores,  penas  que 
cumplió. 

Manuel  Boquerín  Martínez  y  Virgilio  Gon- 
zález Osorio,  dijeron:  que  el  once  de  febre- 
ro fueron  detenidos  Felipe  Divas  Corleto  y 
Modesta  de  Paz,  sin  haber  pasado  nada  anor- 
mal, según  el  primero,  y  según  el  segundo, 
cuando  ya  capturado  Felipe,  lo  vejaba  José 
de  Paz,  entonces  Modesta  intervino  dicién- 
dole:  que  no  le  pegara,  que  ella  andaba  con 
él  por  su  gusto. 

Juan  Ortega  González,  Adrián  Dávila  Mo- 
lina, Santiago  Ruano,  Catalina  Antonia  Ra- 
mírez Cárcamo  y  Ramón  Silva,  manifesta- 
ron: el  primero;  que  por  el  rumor  público, 
supo  que  entre  Felipe  y  Modesta,  habían  re- 
laciones amorosas;  el  segundo:  que  a  las 
ocho  horas  alcanzó  a  Anselmo,  el  dos  de  fe- 
brero del  año  en  cusro  en  los  llanos  de  la 
hacienda  Santa  Bárbara;  el  tercero:  que  el 
viernes  dos  de  febrero,  fué  a  La  Sorpresa, 
llegando  a  las  diecisiete  horas;  al  día  siguien- 
te llegó  el  auxilio  y  Casimiro  de  Paz  intervi- 
no para  que  no  se  llevaran  a  Anselmo,  por- 
que .se  convenció  que  era  inocente;  la  cuar- 
ta: que  en  varias  ocasiones,  vió  del  brazo  a 
Modesta  con  Felipe,  en  mucha  intimidad  y 
hasta  besándose;  y  el  quinto:  que  el  dos  de 
febrero,  llegó  Casimiro  de  Paz  con  la  escol- 
ta, a  capturar  a  Anselmo,  quien  el  día  antes 
había  llegado  en  busca  de  trabajo,  y  con  las 
explicaciones  que  dió,  el  mismo  Casimiro  di- 
jo que  lo  dejaran. 

Casimiro  de  Paz  Dávila,  se  presentó  ma- 
hifestando:  que  al  día  siguiente,  con  el  au- 
xilio, llegaron  a  la  finca  La  Sorpresa,  en- 
contraron a  Anselmo  Ruano  Divas,  quien  les 
juró  que  no  había  tomado  participación  en 


el  hecho;  pero  como  no  cumplió  con  pre- 
sentarse y  supo  que  sí  había  tomado  parte, 
lo  puso  en  conocimiento  de  la  autoridad. 

—  IV  — 

Sólo  a  Felipe  Divas  Corleto,  Juan  Rivas 
Galindo  y  Magdaleno  Divas  Escobar,  se  les 
formularon  cargos  por  los  delitos  de  rapto 
violento,  en  la  persona  de  la  menor  Modes- 
ta de  Paz,  y  atentado  contra  los  agentes  de 
la  autoridad,  no  quedaron  conformes,  soste- 
niendo el  primero  que  la  de  Paz  se  había 
ido  voluntariamente  con  él,  y  los  otros,  que 
no  habían  tomado  parte  en  este  hecho. 

En  este  estado,  fué  capturado  Pedro  Rua- 
no Mejía,  y  al  ser  interrogado,  declaró:  que 
el  dos  de  febrero,  fué  a  "Piedra  de  Agua"  y 
"Quebrada  Grande",  habiendo  regresado  a 
las  dieciocho  horas,  cuando  en  la  aldea  se 
comentaba  que  había  sido  raptada  una  mu- 
chacha. Negó  haber  cooperado  a  la  ejecu- 
ción de  este  hecho,  y  por  los  delitos  de  aten- 
tado y  rapto  violento,  se  le  formuló  cargo, 
no  habiendo  quedado  conforme. 

—  V  — 

Las  pruebas  rendidas,  son  las  siguientes: 
examen  de  Venancio  Escobar  Divas,  Floren- 
tin  García  Donis,  Apolinario  Hernández  So- 
lís  y  Ensebio  Asensio  Gómez,  habiendo  dicho 
el  primero:  que  el  regidor  Amado  Corrales 
le  dió  parte  de  lo  sucedido,  se  fueron  persi- 
guiendo a  los  delincuentes,  no  habiendo  lle- 
vado, Corrales,  más  auxilio  y  cuando  llegó, 
ya  no  estaban,  habiendo  sido  entonces  cuan- 
do el  mismo  Corrales  le  dijo  que  le  habían 
hecho  fuego.  El  segundo:  que  cuando  dió 
auxilio  y  llegaron  al  lugar  del  suceso,  estaba 
allí  el  regidor  Corrales  con  otros  individuos; 
pero  no  vió  nada  y,  por  lo  tanto,  ninguno 
hizo  fuego  sobre  ellos.  El  tercero:  que  le 
dió  auxilio  a  Venancio  Escobar  Divas  y  cuan- 
do llegaron  no  estaba  Corrales  en  !l  lugar 
del  suceso,  sino  más  arriba,  no  habiendo  vis- 
;o  ellos  a  ninguno  de  los  procesados  y,  por 
lo  mismo,  no  le  hicieron  fuego  a  nadie;  y 
que,  con  respecto  a  este  suceso,  el  rumor  pú- 
blico esítá  en  desacuerdo.  Y  el  cuarto'  que 
dió  auxilio  a  Venancio,  alcanzaron  a  Corra- 
les en  el  camino,  pero  no  en  el  lugar  del  he- 
cho y  no  hubo  ningún  disparo.  Si  oyó  los 
disparos,  lo  mismo  que  aseguran  todos;  pe- 
ro no  sabe  ni  quién  los  hizo,  ni  a  quién  fue- 
ron dirigidos. 

Celso  Salazar,  Avelino  Chávez  y  Maximi- 
liano Méndez  Cameros,  dijeron:  el  primero: 
que  estaba  en  la  finca,  cortando  café,  cuan- 
do pasó  Galindo  en  compañía  de  Cazún  y  dos 
Señoritas,  siendo  como  las  siete  de  la  ma- 
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ñaña;  y  el  segundo  y  tercero,  se  produjeron 
en  la  misma  forma,  con  el  añadido  de  que 
no  se  dieron  cuenta  a  qué  horas  regresó. 

Martín  Martínez  y  Socorro  Martínez  San- 
tos, manifestaron:  que  en  el  momento  de  la 
captura  José  de  Paz,  tío  de  Modesta  de  esto 
mismo  apellido,  le  pegó  a  Felipe  Divas  Cor- 
leto,  con  revólver,  sin  que  hiciera  oposición. 

—  VI  — 

El  Juez  de  Primera  Instancia  de  Santa 
Rosa,  falló  el.  siete  de  Junio  del  año  en  cur- 
so, resolviendo  que  Felipe  Divas  Corleto  y 
Magdaleno  Divas  Escobar,  son  autores  del 
delito  de  rapto  violento,  perpetrado  en  la 
persona  de  la  señorita  Modesta  de  Paz  y,  por 
este  delito,  los  condenó  a  sufrir  la  pena  de 
Cinco  años  de  prisión  correccional;  absol- 
viéndolos, a  la  vez,  del  cargo  que  les  dedujo 
por  el  delito  de  atentado  a  los  agentes  de  la 
autoridad,  por  falta  de  prueba  para  conde- 
narlos; y  absuelve,  asisimo,  de  ambos  car- 
gos, a  Juan  Divas  Galindo  y  Pedro  Ruano 
Arana,  por  falta  de  prueba. 

El  treinta  de  agosto  pronunció  su  fallo  la 
Sala  Tercera  de  la  Corte  de  Apelaciones,  con- 
íirmando  el  del  Juez,  con  la  reforma  que  se 
deja  indicada  al  principio.  Para  formar  su 
criterio  se  basa  en  los  testimonios  de  Simo- 
na Asensio,  Paulina  Quevedo  viuda  de  Le- 
mus.  Amado  Corrales  y  demás  personas  que 
lo  acompañaron  dando  au.xilio,  con  las  que 
estima  que  está  probado  que  Modesta  de  Paz 
fué  llevada  en  forma  violenta,  con  miras 
Ueshonestas,  por  Felipe  Divas  y  Magdaleno 
Divas  Escobar;  prueba  corroborada  en  parte 
con  lo  declarado  por  el  mismo  Felipe  Divas 
Corleto  y  lo  manifestado  por  Magdaleno  a 
los  agentes  de  la  autoridad  y  reforzada  con 
las  declaraciones  de  Simeón  y  Cesáreo  Juá- 
rez Hernández,  que  los  vieron  por  el  plata- 
nar, lugar  donde  fué  despojada  de  su  virgi- 
nidad; y  que  ésto,  sí  tiene  las  características 
de  un  rapto  violento,  contiene  a  la  vez  los 
elementos  distintivos  de  la  violación.  Como 
el  artículo  334  del  Código  Penal,  en  su  con- 
cepto, deja  amplio  margen  al  criterio  judi- 
cial para  la  calificación  del  delito,  atendien- 
do a  la  violencia  carnal,  su  criterio  es  que 
Felipe  Divas  Corleto  cometió  el  delito  de 
violación  y  Magdaleno  Divas  Escobar,  es 
cómplice  de  este  delito.  Los  dos  primeros 
actos,  fueron  consumados  con  violencia  y 
fuerza,  de  consiguiente,  la  Sala  llega  a  la 
lógica  consecuencia,  que  la  de  Paz  fué  vícti- 
ma de  una  decisiva  intimidación  moral,  al 
darse  perfecta  cuenta  de  las  intenciones  de 
sus  ofensores. 

Contra  esta  sentencia  interpuso  el  reo  Fe- 
lipe Divas  Corleto  recurso  extraordinario  de 


casación,  con  el  auxilio  del  abogado  Fran- 
tisco  Alonso,  por  violación  de  ley,  citando 
como  infringidos  los  artículos  676,  inciso  3o. 
del  Código  de  Procedimientos  Penales;  47, 
67,  68,  330  inciso  lo.  y  334,  segunda  parte, 
del  Código  Penal.  En  otro  escrito,  presen- 
tado antes  del  señalamiento  de  día  para  la 
vista,  y  con  auxilio  del  abogado  Juan  Ma- 
yorga  Franco,  citó  como  violados  los  artículos 
330  inciso  lo.,  y  335  del  Código  Penal;  568, 
571,  573,  581  inciso  8o.,  586  inciso  lo.,  589 
.y  595  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 
Ge  señaló  día  para  la  vista,  y  habiéndose  ve- 
rificado, es  el  caso  de  resolver. 

CONSIDERANDO- 

Que  la  prueba  testimonial  que  se  recogió 
en  este  proceso,  por  sus  condiciones  particu- 
lares, sitio  donde  se  verificó  el  hecho  y  la 
relación  congruente  que  tiene  con  las  demás 
constancias  apreciadas  como  medio  proba- 
torio, merece  fe  y  por  lo  mismo,  con  esta 
prueba,  el  informe  médico  que  describe  las 
huellas  encontradas  en  la  persona  de  Modes- 
ta de  Paz,  posiblemente  ocasionadas  con  zar- 
za; y  la  parte  de  la  declaración  de  Felipe 
Divas  Corleto,  que  le  perjudica,  que  es  la 
única  que  se  toma  en  cuenta,  se  demuestra, 
sin  lugar  a  duda,  que  este  individuo  en  unión 
de  Magdaleno  Divas  Escobar,  se  llevó  a  la 
fuerza  a  la  menor  Modesta  de  Paz,  del  pozo 
denominado  "Agua  Zarca",  cuando  llegó  a 
este  lugar  acompañada  de  la  mujer  Paulina 
Quevedo  viuda  de  Lemus,  con  miras  desho- 
nestas. El  acto  de  llevarse  a  una  mujer  en 
las  circunstancias  en  que  lo  verificaron  Di- 
vas Corleto  y  Divas  Escobar,  es  constitutivo 
del  delito  de  rapto  violento.  En  efecto:  hubo 
extracción  de  la  persona  del  sitio  donde  se 
encontraba  o  hasta  donde  había  llegado  por  su 
^propia  voluntad  y  se  le  trasladó  a  la  fuerza, 
como  lo  vieron  los  testigos  que  acudieron  en  su 
auxilio,  y  las  demás  personas  que  lo  presencia- 
ron, y  lo  revelan  las  huellas  que  presenta- 
ba en  ambas  piernas,  que  vió  el  Juez  y  tam- 
bién el  cirujano  que  la  reconoció;  se  empleó 
íuerza,  lo  que  indica  que  la  de  Paz  opuso 
su  voluntad  a  la  de  los  dos  procesados,  y  es- 
ta fuerza  está  plenamente  establecida  ic.i  !os 
medios  probatorios  que  se  acaban  de  citar; 
y  fué  con  fines  libidinosos,  que  quedaron 
acreditados  con  el  informe  médico  y  lo  de- 
clarado por  el  propio  reo  Felipe  Divas  Corle- 
to. al  haber  dicho  que  después  de  que  se  lle- 
vó a  la  de  Paz,  tuvo  con  ella  la  primera  con- 
junción sexual.  Y  la  concurrencia  de  todos 
estos  elementos,  bien  probados  en  los  autos, 
jurídicamente  constituye  el  delito  de  rapto 
violento,  o  sea  rapto  contra  la  voluntad,  al 
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cual  se  refiere  el  artículo  334  del  Código  Pe- 
nal, en  su  fracción  primera. 

A  Divas  Corleto  y  Divas  Escobar,  se  les 
condenó  por  el  delito  de  violación,  a  uno  co- 
mo autor  y  al  otro  como  cómplice,  respecti- 
vamente, estimando  la  Sala  sentenciadora 
que  el  artículo  que  se  acaba  de  citar,  dá  am- 
plio margen  al  juzgador  para  formar  su  cri- 
terio, cuando  interviene  violencia  carnal; 
pero  esta  afirmación  no  es  muy  exacta.  El 
artículo  334  del  Código  Penal,  lo  único  que 
hace,  después  de  establecer  los  elementos  del 
delito  de  rapto  violento,  es  definir  de  una 
manera  expresa,  la  forma  como  se  castiga 
el  rapto,  cuando  a  la  vez  se  comete  el  delito 
de  violación,  disponiendo  que  entonces  sólo 
se  pene  el  más  grave,  que  es  el  de  violación, 
y  no  conforme  lo  fija  la  regla  general,  dada 
para  cuando  un  delito  resulta  medio  nece- 
sario para  llegar  a  otro. 

La  Sala  encuentra  que  hubo  intimidación, 
¡apreciando  que  si  bien  el  hecho  tiene  las  ca- 
racterísticas del  rapto  violento,  contiene  a  la 
vez,  los  distintivos  de  la  violación,  porque, 
a  su  juicio,  de  los  primeros  actos  ejecutados 
con  violencia  y  fuerza,  llega  a  la  lógica  con- 
secuencia, de  que  la  de  Paz  fué  víctima  de 
una  decidida  intimidación  moral,  elemento 
distintivo  de  la  violación;  más  tal  aprecia- 
ción no  resulta  ser  una  consecuencia  exacta, 
y  sobre  todo,  indefectible,  de  lo  que  establece 
la  prueba  recogida,  porque  no  determina  con 
precisión,  la  real  existencia  de  las  circuns- 
tancias que  integran  el  delito  de  violación, 
como  son:  resistencia  constante  e  igual  de  la 
víctima,  al  fin  que  se  propone  el  agente  del 
delito;  desigualdad  de  fuerza  física,  entre  el 
ofensor  y  la  ofendida,  siendo  ésta,  desde  lue- 
go, la  más  débil,  que  sea  vencida  por  la  otra 
y,  finalmente,  conjunción  carnal,  a  cuyo  he- 
cho vaya  encaminada  la  fuerza  que  se  em- 
plea, pues  con  respecto  a  la  violación,  sólo 
está  lo  que  dice  la  ofendida:  que  fué  a  la 
fuerza;  en  cambio,  el  reo  Divas  Corleto,  sos- 
tiene que  se  le  entregó  voluntariamente  y  co- 
mo las  huellas  que  presentaba,  son  del  rap- 
to contra  su  voluntad  y  no  del  empleo  de 
fuerza  para  violarla,  la  deducción  que  del 
rapto  violento  se  obtiene,  tomando  esos  he- 
chos como  premisas,  es  innegable  que  no  lle- 
ga a  demostrar  la  concurrencia  de  los  ele- 
mentos integrantes  de  la  violación;  y,  de  con- 
6iguiente,  sólo  lo  que  resulta  probado  es  el 
rapto  violento,  por  cuyo  motivo,  al  resolver 
lo  contrario  la  Sala  Tercera  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  infringió  los  artículos  330,  in- 
tiso  lo.  del  Código  Penal;  568  y  571  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales;  siendo  es- 
to sucifiente,  para  declarar  que  procede  el 
recurso  casar  y  anular  la  sentencia,  en  lo 
que  se  refiere  a  la  violación,  no  sólo  en  cuan- 


to al  recurrente  Felipe  Divas  Corleto,  sino 
también  con  respecto  al  co-reo  Magdaleno 
Divas  Escobar,  condenado  por  complicidad 
cn  violación  a  la  pena  de  cinco  años,  cuatro 
meses  de  prisión  correccional,  que  es  igual 
a  los  dos  tercios  de  la  pena  de  ocho  años  de 
prisión,  aplicada  a  Divas  Corleto,  por  estar 
ambos  en  igual  situación  y  ser  aplicables  a 
los  dos  los  mismos  motivos  que  se  tienen  en 
cuenta  para  casar  y  anular  la  sentencia. 
Artículos  571,  573,  589,  607,  608,  613,  687  y 
693  del  Código  de  Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  prueba  testimonial,  la  inspección 
judicial  y  el  informe  médico  establece  ple- 
namente, que  los  dos  procesados  Felipe  Di- 
vas Corleto  y  Magdaleno  Divas  Escobar,  se 
raptaron  a  la  fuerza  a  la  menor  Modesta  de 
Paz,  con  miras  deshonestas.  Por  lo  tanto, 
son  responsables  los  dos,  como  autores  del 
delito,  por  haber  ejecutado  ambos  los  mis- 
mos hechos,  como  son:  haber  llegado  al  po- 
zo donde  había  ido  a  traer  agua  en  unión 
de  Paulina  Quevedo  viuda  de  Lemus;  y  lle- 
vársela por  medios  violentos,  perpetrados  in- 
distintamente por  uno  y  otro,  hasta  el  sitio 
donde  se  le  dejó  sola  con  el  primero  de  los 
mencionados.  Artículos  ya  citados  y  334  del 
Código  Penal. 

CONSIDERANDO: 

Que  la  pena  que  correspónde  a  cada  uno, 
nomo  autor  del  delito  de  rapto  violento,  es 
de  cinco  años  de  prisión  correccional,  sin 
ninguna  modificación,  por  no  haber  motivo 
para  hacerla.  Artículos  78  y  334  del  Código 
Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  el  fun- 
damento que  le  dan  las  leyes  citadas  y  los  ar- 
tículos 47,  60,  65,  y  96  del  Código  Penal, 
el  primero  de  estos  reformado  por  el  Decre- 
to Legislativo  2167;  757  y  758  del  Código  de 
Procedimientos  Penales,  declara:  que  ha  lu- 
gar al  recurso  de  casación;  CASA  Y  ANU- 
LA la  sentencia  recurrida,  en  lo  que  se  re- 
fiere al  delito  de  violación  de  los  reos  Felipe 
Divas  Corleto  y  Magdaleno  Divas  Escobar,  y 
resolviendo,  declara:  que  estos  dos  reos  son 
autores  del  delito  de  rapto  violento,  por  lo 
que,  les  impone  la  pena  de  cinco  años  de 
prisión  correccional,  a  cada  uno,  que  se  con- 
tarán desde  el  auto  de  prisión,  y  les  permi- 
te conmutar  las  dos  terceras  partes,  a  razón 
de  quince  centavos  diarios;  los  suspende, 
durante  la  condena,  en  el  ejercicio  de  sus  de- 
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rechos  políticos;  los  obliga  al  pago  de  las 
responsabilidades  civiles  provenientes  del 
delito  y  a  la  reposición  proporcional  del  pa- 
pel empleado  en  la  causa,  al  sello  que  corres- 
ponde. Notifíquese  y  con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al  tri- 
bunal de  su  origen. 

Raf.  Ordénes  Solis.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrí- 
guez. —  Federico  O.  Solazar.  —  Max  García 
R.,  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  por  deteiición  ilegal,  contra  Sa- 
lomón Pérez  Galindo. 

DOCTRINA:  Para  que  un  hecho  pueda  ser 
constitutivo  del  delito  de  detención  ilegal, 
se  requiere  la  concurrencia  de  tres  requi- 
sitos: un  acto  privativo  de  la  libertad, 
que  lo  haya  verificado  un  particular,  y  que 
el  acto  sea  ilegal. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  de  Diciembre  de  mil  novecientos  cuaren- 
ta. 

Vista  en  casación  la  sentencia  de  la  Sala 
4a.  de  la  Corte  de  Apelaciones,  proferida  el 
ocho  de  octubre  próximo  pasado,  en  el  proce- 
so seguido  contra  Salomón  Pérez  Galindo. 

RESULTA: 

La  sentencia  mencionada  relata  que  el 
proceso  fué  iniciado  en  el  Juzgado  de  Paz  de 
Cotzal,  del  departamento  del  Quiché,  el  nue- 
ve de  marzo  de  este  año,  por  haberse  quere- 
llado Salvador  Escobar  de  que  Pérez  Galin- 
do, el  lunes  cuatro  del  propio  mes,  lo  abofe- 
!teó  por  haberle  reclamado  unos  quintales  de 
maíz  que  le  faltaban  en  su  troj  y  en  seguida 
lo  ató  a  un  palo  en  la  montaña,  hecho  que 
pus  dos  hijas  menores  Ana  y  Lucía  Asicona, 
pusieron  en  conocimiento  de  la  autoridad  de 
Cotzal,  que  inmediatamente  ocurrió  y  evitó 
su  muerte,  no  sin  haber  estado  ocho  horas 
amarrado. 

Con  la  denuncia,  el  Juez  mandó  examinar 
a  los  componentes  de  la  comisión  que  fué  al 
lugar  señalado  por  las  menores  y  todos  ellos 
se  produjeron  en  los  mismos  términos.  Simón 
Osuna,  Juan  Córdova,  Antonio  de  la  Cruz, 
Domingo  Rodríguez,  Hilario  López,  Antonio 
Cruz  Gómez  y  el  Comisario  de  Policía  Muni- 
cipal Eulalio  Solórzano,  declararon  que  el 
cuatro  de  marzo  llegaron  dos  menores  a  ha- 


Jjlar  con  el  Intendente  y  este  funcionario  los 
mandó  para  acudir  al  lugar  que  ellas  indi- 
caban. Llegaron  a  Chichel  y  encontraron 
amarrado  a  Salvador  Escobar,  quien  casi 
exánime  no  podía  ponerse  en  pie,  con  los 
miembros  rígidos  y  sin  poder  articular  pala- 
bra, hasta  que  transcurrió  como  hora  y  me- 
dia y  pudo  declarar  que  Pérez  Galindo  era 
el  autor  de  aquel  atropello. 

Indagado  Pérez  Galindo  negó  la  comisión 
del  delito  y  aseguró  que  los  dos  ranchos  que 
tenia  en  Chichel,  los  ocupaban  en  tiempo  de 
cosecha,  sus  mozos  Isidro  Gómez,  Romelio 
Rojas  de  Leóni  Aurelio  Gómez  y  Arturo  Ar- 
gueta.  Con  fecha  nueve  de  abril  se  le  moti- 
vó prisión  por  el  delito  de  detención  ilegal. 

Los  individuos  mencionados  declararon  que 
el  día  del  hecho  no  trabajaron  en  el  terreno 
del  acusado;  que  en  ese  lugar  hay  dos  ran- 
chos pajizos  uno  de  los  cuales  habitaba  Pé- 
rez Galindo  y  el  otro  ocupaban  los  mozos,  en 
tiempo  de  cosecha,  sin  que  Escobar  tuviera 
troj  de  maíz  en  alguno  de  esos  lugares.  Es- 
tos testigos  fueron  sometidos  a  un  interro- 
gatorio presentado  durante  el  plenario  por  la 
defensa,  tendiente  a  establecer  que  el  día  lu- 
nes cuatro  de  marzo  ellos  habían  estado  en 
el  lugar  y  a  la  hora  del  hecho  sin  haber  pre- 
senciado que  Pérez  Galindo  hubiera  cometi- 
do ningún  hecho  delictuoso,  pero  el  resulta- 
do no  le  fué  satisfactorio,  pues  todos  a  excep- 
ción de  uno,  afirmaron  en  cada  respuesta 
que  e,l  día  cuatro  no  estuvieron  en  ese  lugar 
sino  hasta  el  día  siguiente;  y  el  que  declaró 
haber  estado  el  día  cuatro,  tampoco  le  fué 
favorable,  pues  manifestó  que  una  vez  reci- 
bido el  trabajo  se  retiró  a  ejecutarlo,  sin  ha- 
ber estado  con  Pérez  Galindo  durante  la 
mañana.  No  relata  la  sentencia  las  dos  de- 
claraciones prestadas  durante  el  sumario  por 
las  menores  Ana  y  Lucía  Asicona,  hijas  de 
Escobar,  de  once  y  diez  y  seis  años  de  edad, 
respectivamente,  quienes  se  produjeron  por 
medio  de  la  intérprete  Margarita  Chel,  ha- 
ciendo una  exposición  precisa  de  los  hechos 
que  motivaron  el  enojo  de  Pérez  Galindo 
hasta  el  momento  en  que  lo  ató  en,  presencia 
de  ellas,  por  lo  que  se  encaminaron  a  la  In- 
tendencia de  Cotzal  y  dieron  parte  a  la  auto- 
ridad de  lo  que  ocurría  a  su  padre. 

Durante  el  plenario,  además  de  la  diligen- 
cia que  se  deja  mencionada,  se  practicaron 
las  siguientes: 

a)  el  Juez  de  Paz  de  Cotzal  practicó  ins- 
pección ocular  del  suceso,  haciendo  constar 
en  el  acta  respectiva  que  el  sitio  en  que  se 
encontró  amarrado  a  Escobar  forma  parte 
de  los  terrenos  de  Pérez  Galindo  y  que  es  lu- 
gar despoblado; 

b)  el  Doctor  Ricardo  Guillén  Escobar,  Ci- 
rujano departamental,  procedió  a  examinar 
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a  ofensor  y  ofendido  y  declaró  que  el  prime- 
ro por  su  fuerte  conplexión  bien  pudo  do- 
minar y  asegurar  al  segundo  de  naturaleza 
débil  y  dócil; 

c)  Ismael  Villatoro  y  Salvador  Gil,  testi- 
gos propuestos  por  la  defensa,  declararon 
que  Pérez  Galindo  es  persona  honrada  y  de 
mediana  comodidad,  como  para  no  tener  ne- 
cesidad de,  tomar  nada  ajeno; 
,  d)  José  Luis  Barillas,  Santiago  Escobedo 
y  Toribio  Oxlaj,  propuestos  asimismo  por 
la  defensa  para  establecer  que  la  acusación 
ide  Escobar  era  una  venganza  preparada  por 
él,  declararon  que  no  les  constaba  y  sola- 
mente se  dieron  cuenta  de  que  dicho  sujeto 
estaba  disgustado  con  Pérez  Galindo  porque 
no  le  quería  pagar  sus  salarios. 

RESULTA: 

Que  el  dos  de  septiembre  recién  transcu- 
jTido,  el  Juez  de  la.  Instancia  del  Quiché, 
dictó  sentencia  en  que  declara:  que  Salomón 
Pérez  Galindo  es  autor  del  delito  de  deten- 
ción ilegal  en  la  persona  de  Salvador  Esco- 
bar, por  lo  que  le  impone  seis  años  de  pri- 
sión correccional  inconmutables,  haciendo 
las  demás  declaraciones  legales.  Considera 
probado  que  Escobar  fué  atado  a  un  árbol 
tíel  cuello  y  de  los  brazos  en  donde  permane- 
tió  varias  horas  hasta  que  llegó  la  comisión 
despachada  por  la  autoridad  de  Cotzal;  y 
declara  responsable  de  este  hecho  al  proce- 
sado con  la  prueba  que  producen  las  decla- 
raciones concluyentes  de  las  dos  menores  hi- 
jas de  Escobar;  con  la  inspección  ocular 
practicada  que  demostró  que  el  terreno  en 
qué  fué  encontrado  el  ofendido  pertenecía  a 
Pérez  Galindo  y  es  despoblado;  y  con  el  re- 
conocimiento y  dictamen  del  Cirujano  de- 
partamental, respecto  de  la  posibilidad  de  que 
el  acusado  fuera  el  autor,  dada  su  constitu- 
ción física  superior  a  la  de  Escobar.  Ade- 
Jnás,  estima  que  se  frustraron  los  esfuerzos 
de  la  defensa  para  destruir  aquella  prueba; 
y  de  acuerdo  con  el  artículo  368  inciso  3o. 
del  Código  Penal,  califica  el  delito  como  de- 
tención ilegal  con  violencia. 

RESULTA: 

El  reo  apeló  y  pasó  la  causa  a  la  Sala  4a. 
Pidió  la  revocatoria  del  fallo  el  Procurador, 
por  falta  de  prueba  plena,  y  su  confirmación 
el  Fiscal,  con  la  modificación  de  que  la  pena 
debe  ser  de  tres  años  de  prisión  correccional, 
pues  el  caso  no  está  comprendido  en  el  in- 
ciso 3o.  del  artículo  368,  sino  en  la  primera 
fracción  del  artículo  367,  toda  vez  que  res- 
pecto de  las  violencias  o  amenazas  graves  de 
que  se  quejó  el  ofendido,  sólo  aparece  el  dicho 


de  éste  y  aunque  fué  amarrado,  este  hecho 
es  inherente  al  delito  puesto  que  de  otro  mo- 
do no  lo  hubiera  privado  de  su  libertad.  Con 
respecto  a  la  prueba  manifiesta  que  es  sufi- 
ciente y  debe  agregarse  la  presunción  grave 
que  se  deriva  de  la  malí  conducta  anterior 
del  procesado  y  su  grado  de  peligrosidad, 
pues  encontró  en  el  archivo  de  la  Sala  la  pie- 
za de  segunda  instancia  del  proceso  que  se 
le  siguió  por  ti  delito  de  homicidio  en  la  per- 
sona de  Baltazar  Pacheco,  el  veintidós  de 
enero  de  mil  novecicnto.s  veintiséis,  y  fué  con- 
denado a  seis  años,  ocho  meses  de  prisión, 
correccional  circunstancia  que  exige  la  agra- 
vación de  la  pena  en  una  tercera  parte  por 
la  reincidencia  en  delito  de  diferente  natu- 
raleza. 

La  Sala  resolvió  el  ocho  de  octubre  pró- 
ximo pasado  y  conformándo.se  con  el  pedi- 
mento fiscal,  confirmó  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia  con  la  modificación  de  que 
la  pena  que  debe  purgar  el  reo  es  la  de  tres 
años  de  prisión  correccional,  aumentada  en 
una  tercera  parle,  por  la  agravante  de  la  re- 
incidencia, la  que  !o  permite  conmutar  en  dos 
terceras  partes  a  razón  de  veinte  centavos 
diarios.  • 

El  reo,  con  auxilio  del  abogado  José  Ma- 
ría Barrios  Rivera,  introdujo  recurso  de  ca- 
sación por  violación  de  ley,  citando  como  in- 
frigidos  los  artículos  56S  de  Procedimientos 
Penales,  382  y  .067,  primera  parte  del  Có- 
digo Penal. 

CONSIDERANDO: 

El  hecho  que  motivó  el  procesamiento  de 
Pérez  Galindo,  está  bien  calificado  en  la  sen- 
tencia como  constitutiv  )  del  delito  de  deten- 
ción ilegal,  pues  .se  aprecia  la  concurrencia 
de  los  tres  requisitos  que  caracterizan  dicha 
infracción,  a  saber:  un  acto  privativo  de  la 
libertad,  que  lo  haya  verificado  un  particu- 
lar; y  que  el  acto  sea  ilegal.  En  consecuen- 
cia, la  aplicación  que  los  Tribunales  han  he- 
cho del  artículo  367  fraco'ón  primera  del 
Código  Penal,  se  encuentra  rregU'.'da  a  dere- 
cho, pues,  por  otra  parte,  la  vejación  fie  que 
fué  víctima  el  ofendido  es,  en  el  caso  que  se 
juzga,  inherente  al  delito,  ya  que  fué  el  me- 
dio de  que  se  valió  el  delincuente  para  per- 
petrarlo. Por  estas  razones  no  hay  violación 
de  los  artículos  382  y  367  fracción  primera 
del  Código  Penal,  como  lo  afirma  el  recu- 
rrente. 

CONSIDERANDO: 

Las  pruebas  producidas  en  la  causa  de- 
muestran plenamente  la  culpabilidad  del  pro- 
cesado, pues  son  concluyentes  las  declaracio- 
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nes  de  las  dos  menores  hijas  del  ofendido, 
cuyo  valor  probatorio  debe  aceptarse,  al  te- 
nor de  lo  dispuesto  en  los  artículos  582  y  576 
de  Procedimientos  Penales,  y  además,  exis- 
ten los  hechos  apreciados  en  la  sentencia  re- 
currida, cuya  relación  y  concordancia  hacen 
presumir  la  responsabilidad  criminal  de  Pé- 
rez Galindo,  como  autor  del  delito  de  deten- 
ción ilegal  en  la  persona  de  Salvador  Esco- 
bar, por  lo  que  no  existe  violación  del  artí- 
culo 568  de  Procedimientos  Penales,  que  se 
denuncia. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justica,  con  apoyo 
en  el  artículo  690  de  Procedimientos  Penales, 
DESESTIMA  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto y  condena  al  recurrente  a  la  pena  adi- 
cional de  dos  meses  de  prisión  simple  con- 
mutables en  su  totalidad  a  un  quetzal  diario. 
Notifíquese  y  con  certificación  de  lo  resuel- 
to, devuélvanse  los  antecedentes  al  Tribunal 
de  su  origen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrí- 
guez. —  Federico  O  Salazar.  —  Max  García 
R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  Antonio  Chacón  Gómez,  P'^r 
el  delito  de  falsificación  de  documentos  pú- 
blicos. 

DOCTRINA  :  Cuando  no  esté  plenamente  com- 
probado que  una  persona  es  autora  de  la 
alteración  que  aparece  en  la  certificación 
de  la  partida  de  nacimiento,  y  que  con  ese 
hecho  se  ha  causado  perjuicio  a  otra  o  a 
la  sociedad,  procede  la  absolución  del  en- 
juiciado. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  do- 
ce de  Diciembre  de  mil  novecientos  cuarenta. 

Para  resolver  el  recurso  de  casación,  se 
tiene  a  la  vista  la  sentencia  proferida  el  vein- 
te de  Junio  del  año  en  curso,  por  la  Sala  Se- 
gunda de  Apelaciones,  en  el  proceso  que  por 
el  delito  de  falsificación  de  documentos  pú- 
blicos, se  instruyó  contra  Antonio  Chacón 
Gómez,  quien  es  de  veinticuatro  años  de  edad, 
casado,  oficinista,  originario  y  vecino  de  Rabi- 
nal,  departamento  de  Baja  Verapaz. 


RESULTA: 

Que  el  catorce  de  marzo  del  corriente  año, 
se  presentó  al  Juzgado  de  Paz  de  Rabinal. 
Vicente  Pangán,  dando  parte  de  haberse  co- 
metido un  delito,  y  al  ratificar,  manifestó; 
que  el  dieciocho  de  abril  de  mil  novecientos 
treinta  y  ocho,  se  unió  en  matrimonio  civil 
con  Vicenta  Cucup,  quien  en  esa  época  te- 
nía quince  años,  siendo  hija  de  Silvestre  Su- 
crup  y  Catalina  Hernández,  pero  en  la  parti- 
da de  nacimiento  aparecía  que  era  hija  legí- 
tima de  Miguel  Lajuj  y  deseando  arreglar  esa 
anomalía  le  habló  al  entonces  escribiente  de 
ia  Intendencia,  Antonio  Chacón  Gómez,  para 
que  arreglara  la  partida,  es  decir  que  apare- 
ciera su  prometida  como  hija  de  Sucup  y  no 
de  Lajuj,  como  efectivamente  apareció  al  ve- 
rificar su  matrimonio,  habiéndole  entregado 
por  este  arreglo  a  Chacón,  la  suma  de  dos 
quetzales,  dándose  cuenta  de  ésto  Domingo 
Piox.  Al  volver  posteriormente  a  la  Inten- 
dencia para  que  se  le  extendiera  la  cédula  de 
vecindad  de  su  esposa,  así  como  una  certifi- 
cación de  su  partida  de  nacimiento,  se  encon- 
tró con  que  no  estaba  arreglada  la  partida  del 
Registro,  sino  que  aún  aparecía  como  hija 
de  Miguel  Lajuj,  como  estaba  anteriormente. 

Al  examinarse  a  Donmigo  Piox,  manifestó: 
que  es  cierto  que  Pangán  al  solicitar  la  co- 
pia certificada  de  la  partida  de  nacimiento 
de  su  esposa,  se  enteró  de  que  en  los  libros 
del  Registro  Civil  aparecía  como  hija  de  Mi- 
guel Laiui,  lo  cual  no  es  cierto,  pues  ella  es 
hija  de  Silvestre  Sucup,  y  que  para  arreglar 
esta  anomalía,  el  dicente  tuvo  conicimiento 
que  Pangán  habló  con  Antonio  Chacón  Gó- 
mez, lo  que  éste  ofreció  hacer,  pero  que  no 
recuerda  con  seguridad  si  le  pagó  o  nó,  pues 
de  eso  va  hacía  como  tres  años,  agregando 
que  él  sirvió  de  padrino  del  matrimonio  Pan- 
gán Sucup. 

En  la  partida  del  Registro  Civil,  extendida 
el  catorce  de  mayo  de  mil  novecientos  vein- 
titrés, según  consta  en  certificación,  aparece 
ique  Vicenta  es  hija  legítima  de  Miguel  Lajuj 
y  Catalina  Hernández.  Pero  en  las  diligen- 
cias matrimoniales  que  se  siguieron  ante  la 
Intendencia  de  Rabinal,  en  mil  novecientos 
treinta  y  ocho,  aparece  en  la  certificación  que 
se  presentó,  que  Vicenta  es  hija  legítima  de 
¡Silvestre  Sucup.  aunque  se  nota  a  simple  vis- 
ta, que  fué  borrado  el  nombre  de  Miguel  La- 
*iuj,  poniéndole  encima  con  el  mismo  tipo  de 
letra  de  máquina  de  escribir,  el  de  Silvestre 
Sucup. 

Para  esclarecer  este  asunto,  fueron  nombra- 
dos expertos  José  Julio  Guiarte  Cojulún  y 
Angel  Gabino  Encastilla  Blanco,  quienes  afir- 
man que  cuando  se  expidió  la  certificación, 
aparecía  el  nombre  de  Miguel  Lajuj,  como 
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aún  puede  verse,  y  que  el  de  Silvestre  fué  es- 
crito con  posterioridad  con  la  misma  máquina 
que  se  empleó  para  la  hechura  de  todo  el  do- 
cumento. 

RESULTA: 

Que  mediante  la  práctica  de  una  inspección 
ocular  en  el  Libro  de  nacimientos,  se  estable- 
ció que  no  existe  alteración  alguna  en  la 
partida  de  nacimiento  de  que  se  trata,  apare- 
ciendo que  la  propia  Vicenta  fué  inscrita  co- 
mo hija  de  Miguel  Lajuj  y  Catalina  Hernán- 
dez. 

RESULTA: 

Que  interrogado  Chacón  Gómez,  afirmó  que 
estuvo  empleado  en  la  Intendencia  Municipal 
de  Rabinal,  en  marzo  de  mil  novecientos  trein- 
ta y  ocho,  ocupándose  en  diferentes  trabajos 
conforme  se  lo  ordenaba  el  Secretario;  pero 
negó  que  él  haya  extendido  la  certificación 
adulterada  y  que  Pangán  le  haya  pagado  por 
hacer  el  cambio  de  nombre,  agregando  que 
en  aquel  tiempo  había  varios  pasantes  que 
se  dedicaban  a  expedir  ceFtificaciones  de  las 
partidas  del  Registro.  De  estos  pasantes  o 
meritorios,  Ernesto  Arellano  dijo  que  sola- 
mente se  ocupaba  de  hacer  cédulas  de  vecin- 
dad, copiar  las  órdenes  de  captura,  registrar 
libretos  de  jornaleros,  pero  nunca  de  expedir 
certificaciones  de  partidas  de  nacimiento,  ofi- 
cio que  hacían  los  empleados  responsables  de 
la  oficina;  Francisco  Reyes  y  Guillermo  Cruz 
Hernández,  se  produjeron  en  el  mismo  senti- 
do, agregando  el  último,  que  solamente  Cha- 
cón se  dedicaba  a  aquel  trabajo. 

Domingo  Piox  García,  en  una  nueva  decla- 
ración, expuso:  que  él  vió  personalmente 
cuando  Pangán  le  dió  a  Chacón  dos  quetza- 
les, con  tal  de  que  le  arreglara  la  partida 
de  nacimiento  de  su  esposa  Vicenta  Sucup, 
hecho  que  pasó  en  la  Secretaría  de  la  Inten- 
dencia Municipal,  sin  que  hubiera  otros  testi- 
gos que  lo  presenciaran,  sólo  estaba  otro  es- 
cribiente llamado  Guillermo,  pero  que  no  se 
dió  cuenta. 

RESULTA: 

Que  en  el  careo  practicado  entre  Chacón  y 
Pangán,  el  primero  dijo  que  talvéz  el  haya 
sido  el  que  hizo  la  solicitud  de  matrimonio 
a  Vicente  Pangán,  pero  no  recordaba  bien, 
toda  vez  que  había  transcurrido  mucho  tiem- 
po, pero  afirma  que  no  fué  él  quien  hizo  la 
alteración  del  nombre  de  Vicenta  Sucup  y 
tampoco  es  cierto  que  haya  cobrado  dos  quet- 
zales y  Pangán  le  sostuvo  que  es  cierto  lo  que 
ha  dicho,  y  que  por  seguirle  el  expediente  de 


su  matrimonio  le  pagó  a  Chacón  3  quetzales. 

El  Juez  considera  en  su  fallo,  que  no  cons- 
ta en  forma  legal  que  el  encausado  haya  ve- 
rificado la  alteración  del  documento  de  que  se 
trata,  ya  que  en  su  contra  no  existe  más  que 
la  sindicación  del  ofendido  y  la  declaración  de 
Domingo  Piox,  la  que  se  destruye  por  sí  mis- 
ma, por  la  contradicción  en  que  incurre,  res- 
pecto al  pago  de  los  dos  quetzales. 

La  Sala  Segunda,  que  conoció  en  consulta  de 
la  sentencia,  pronunció  la  suya,  en  la  que  con- 
sidera que  el  testimonio  del  denunciante  de- 
be ser  admitido  como  presunción;  que  la  con- 
tradicción en  que  incurrió  Domingo  Piox  no 
tiene  un  carácter  absoluto,  porque  no  es  im- 
posible recordar,  después,  aquello  de  que  no 
se  tuvo  memoria  días  antes;  que  lo  afirma- 
do por  estas  dos  personas,  corroborado  con 
Ja  prueba  de  que  Chacón  era  en  ese  tiempo 
el  oficial  encargado  del  Registro  Civil;  el 
hecho  de  que  la  suplantación  del  nombre  se 
hizo  con  la  misma  máquina  y  el  de  que  dicha 
suplantación  se  efectuó  asimismo  en  el  ex- 
pediente matrimonial,  constituyen  evidencia 
irrefutable  de  que  el  propio  Chacón  Gómez  es 
el  autor  de  la  infracción  penal  investigada, 
en  la  cual  concurren  los  requisitos  previstos 
por  los  artículos  196  inciso  6o.  y  198  del  Có- 
digo Penal;  pues  está  probado  que  alteró 
un  documento  auténtico;  que  procedió  frau- 
dulentamente con  el  propósito  de  aprovechar- 
se de  la  remuneración  que  le  fué  dada,  ya  que 
el  hecho  es  de  los  que  nadie  ejecuta  desinte- 
resadamente, circunstancia  por  la  cual  proce- 
dería admitir  lo  afirmado  por  Pangán,  aun 
prescindiendo  del  testimonio  de  Domingo 
Piox,  máxime  si  se  toman  en  cuenta  las  cir- 
cunstancias en  que  el  propio  Pangán  vino  a 
tener  conocimiento  del  mal  proceder  del  proce- 
sado y  los  términos  en  que  se  produjo  al  ha- 
cer la  denuncia;  que  sus  actos  redundaron 
en  perjuicio  de  la  sociedad  y,  en  particular, 
<le  Pangán  y  de  su  esposa,  por  la  anomalía 
que  ahora  resulta  respecto  a  la  filiación  pa- 
terna de  la  segunda,  expresada  en  el  expe- 
diente de  -SU  matrimonio,  en  relación  con  las 
constancias  de  su  partida  de  nacimiento;  y, 
finalmente,  que  hizo  la  falsificación  sin  el 
con.sentimiento  de  la  perjudicada  que,  según 
Jas  constancias  de  la  causa,  no  tuvo  inter- 
vención alguna  en  el  asunto.  En  resumen, 
la  Sala  condenó  al  reo  a  sufrir  la  pena  de 
seis  años  de  prisión  correccional  inconmuta- 
bles, como  autor  del  delito  do  falsificación  de 
documentos  oficiales;  lo  suspende  en  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos  políticos,  y  lo  exonera  de 
la  reposición  del  papel  empleado  en  la  causa. 

Contra  el  fallo  de  segunda  instancia,  el  reo. 
con  auxilio  del  abogado  Rafael  Nuila,  inter- 
puso el  recurso  de  casación,  acusando  que 
han  sido  infringidos  los  artículos  581  inciso 
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8o.,  600,  589,  583  inciso  lo.,  583  y  573  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales;  el  primero, 
porque  admite  como  testimonio  la  querella 
del  ofendido  y  no  obstante  el  interés  que  tie- 
ne en  el  asunto,  lo  admite  como  presunción, 
y  el  segundo  artículo  no  alcanza  para  tanto, 
porque  se  refiere  al  mérito  que  puede  darse 
a  las  declaraciones  de  testigos  inhábiles,  pero 
nunca  a  las  querellas  o  denuncias  de  los  ofen- 
didos, cuyos  elementos  son  de  muy  distinta 
índole  y  carácter;  el  tercero,  porque  este  ar- 
ticulo exige  que  las  presunciones  sean  conse- 
cuencias necesarias  e  indefectibles  de  hechos 
debidamente  probados,  y  la  declaración  de  Do- 
mingo Piox  carece  de  valor  legal  y  fué  acep- 
tada con  infracción  del  artículo  583  inciso 
lo.,  toda  vez  que  éste,  en  su  primera  dijo  que 
no  recordaba  si  Pangan  le  pagó  o  nó  y  sin 
asegurar  que  presenció  el  hecho,  dijo  que  de 
él  tuvo  conocimiento  porque  sirvió  de  padri- 
no del  casamiento  de  Pangán-Sucup;  y  más 
tarde,  se  contradice  consigo  mismo  y  con  el 
dicho  de  Pangán,  en  cuanto  a  que  estaba  pre- 
sente en  el  momento  del  pago  de  los  dos  quet- 
zales Guillermo  Cruz,  quien  no  se  atrevió  a 
hacer  esta  afirmación. 

CONSIDERANDO: 

Que  los  delitos  se  investigan  mediante  al- 
guna de  las  formas  establecidas  por  la  ley 
de  procedimiento,  entre  las  cuales  se  cuen- 
tan la  denuncia  y  la  querella,  distinguiéndose 
una  y  otra  en  que  la  primera  casi  siempre 
tiene  por  base  el  conocimiento  que  se  tenga 
tíe  la  perpetración  de  cualquier  delito  públi- 
co; y  la  segunda  en  que  se  ejercita  la  acción 
penal  popular  así  se  haya  sido  o  nó  ofendidos' 
por  el  delito. 

En  la  primera  de  las  nombradas,  queda 
comprendida  la  situación  de  Vicente  Pan- 
gán, desde  luego  que  al  denunciar  el  hecho 
tíe  que  a  su  solicitud  se  comprometió  Anto- 
nio Chacón  a  rectificar  el  nombre  del  que 
aparecía  en  la  partida  de  nacimiento  como 
padre  de  la  que  iba  a  ser  su  esposa  llamada 
Vicenta  Sucup,  mediante  la  remuneración  de 
dos  quetzales  pagados  por  él,  sin  haberlo  ve- 
rificado, se  sintió  perjudicado  en  sus  intereses 
por  la  falta  de  cumplimiento  de  lo  ofrecido 
por  aquél,  lo  que  lo  obligó  a  presentarse  ha- 
ciendo la  denuncia,  aunque  no  haya  promo- 
vido ninguna  acción  criminal.  En  esas  con- 
diciones, la  actitud  de  Pangán  debe  ser  apre- 
ciada como  la  de  un  testigo  denunciador  de 
un  hecho  delictuoso  con  interés  directo  en  el 
asunto,  y  su  declaración  no  está  comprendida 
dentro  del  círculo  que  abarca  a  los  testigos  cu- 
yos dichos  pueden  ser  apreciados  por  el  Juez, 
como  indicio  o  presunción,  de  conformidad 
con  el  inciso  8o.  del  artículo  581  y  el  582  del 


Código  de  Procedimientos  Penales,  los  cuales 
han  sido  infringidos  al  fundar  en  esa  decla- 
ración, como  elemento  principal,  el  fallo  que 
se  examina. 

CONSIDERANDO: 

Que  entrándose  a  examinar  el  valor  proba- 
torio de  las  declaraciones  de  Domingo  Piox, 
se  advierte  que  este  individuo,  en  su  prime- 
ra, dijo  que  tuvo  conocimiento  de  que  Vicen- 
te Pangán  le  habló  a  Antonio  Chacón  para 
que  enmendara  la  partida  de  Vicenta  Sucup, 
a  fin  de  que  apareciera  en  el  libro  respectivo 
y;omo  hija  legítima  de  Vicente  Sucup  como  lo 
es  en  verdad,  y  no  de  Miguel  Lajuj:  pero, 
agrega  que  no  recordaba  si  le  pagó  o  nó,  y  es 
de  hacerse  notar  que  nada  dice  acerca  de  la 
alteración  que  se  verificó,  no  en  el  libro,  si- 
no en  la  certificación  que  se  extendió.  En  su 
segunda  declaración,  a  pesar  de  que  dijo  que 
Ratificaba  la  anterior  en  todas  sus  partes  ,1a 
modificó  en  el  sentido  de  que  sí  vió  perso- 
nalmente cuando  Pangán  le  dió  a  Chacón  dos 
quetzales  con  tal  de  que  le  arreglara  la  par- 
tida de  nacimiento  de  la  Sucup,  hecho  que 
ocurrió  en  la  Secretaría  de  la  Intendencia,  sin 
que  haya  habido  más  testigos  presenciales, 
solamente  otro  escribiente  llamado  Guillermo, 
el  cual  no  se  dió  cuenta.  No  sólo  se  nota 
contradicción  en  las  declaraciones  de  esta  per- 
sona, sino  que  se  vé  que  lo  que  Pangán  so- 
licitaba de  Chacón,  era  un  hecho  lícito,  como 
era  el  que  arreglara  el  error  que  aoarecía 
cometido  en  el  libro  del  Registro,  sin  que  ha- 
ya absolutamente  sindicación  acerca  de  que 
Chacón  adoptara  el  camino  de  alterar  en  la 
Certificación  el  nombre  de  Lajuj  por  Sucup 
y,  por  consiguiente,  la  declaración  de  este 
testigo  como  elemento  secundario,  tampoco 
dá  margen  para  reforzar  con  ella  una  sen- 
tencia condenatoria,  aun  en  el  caso  de  traer 
a  cuentas  que  en  ese  entonces  Chacón  era  el 
oficial  encargado  del  Registro  Civil  y  de  que 
la  letra  de  la  suplantación  sea  de  la  misma 
máquina  con  que  se  escribió  la  certificación, 
porque  acerca  de  lo  primero,  el  Intendente 
Domingo  Rizo,  ha  declarado  que  nada  le  cons- 
ta acerca  de  la  alteración  cometida  y  no 
sabe  si  Chacón  trabajaba  en  el  Registro,  pues 
el  Registrador  lo  era  el  Secretario  Edmundo 
Vásquez,  y,  como  tal,  era  el  único  responsa- 
ble del  trabajo  de  dicha  oficina;  y  el  escri- 
biente Izaguirre,  está  en  la  duda  de  que  ha- 
ya sacado  él  la  certificación  de  que  se  trata; 
y  en  cuanto  a  la  máquina  no  está  compro- 
bado que  Chacón  haya  sido  el  único  que  la 
manejaba.  De  lo  dicho  se  infiere,  que  no 
hay  hechos  ciertos  y  categóricos  en  los  cua- 
les fundar  una  presunción  de  culpabilidad  del 


470 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


acusado  y  por  consiguiente,  ha  sido  infrin- 
gido el  artículo  589  del  citado  Código  de  Pro- 
cedimientos. 

CONSIDERANDO: 

Por  otra  parte,  que  como  el  delito  consis- 
te en  haber  alterado  el  nombre  del  padre  de 
la  Sucup,  escribiéndose  el  de  Vicente  Sucup 
en  vez  del  de  Miguel  Lajuj,  que  antes  tenía, 
se  vé  que  la  idea  que  se  tuvo  en  mira,  con- 
ducía a  que  la  interesada  apareciera  como 
hija  del  que  efectivamente  es  su  padre,  — 
según  lo  afirma  Pangán  —  circunstancia  que 
aleja  la  intención  de  causar  daño  a  un  terce- 
ro o  a  la  sociedad  o  que  haya  sido  impul- 
sado el  autor,  por  la  intención  de  lucro,  ni 
que  haya  obrado  de  manera  fraudulenta,  y 
baio  estos  conceptos,  la  infracción,  aún  en 
el  caso  de  que  se  hubiese  comprobado  que  Cha- 
cón la  cometió,  no  reúne  las  condiciones  lega- 
les para  ser  punible,  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  por  el  artículo  198  del  Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  a  novo  en 
!o  que  disponen  los  artículos  568.  728,  7.S1, 
7.32  y  7.^5  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales. 2.32  v  233  de  la  Lev  Constitutiva  H"l 
Poder  .Tiidicial  v  22  Decreto  Legislativo  1728, 
CASA  Y  ANULA  la  sentencia  de  que  se  ha 
hecho  referencia,  en  virtud  de  no  estar  de- 
mostrada la  narticipación  del  eniuiciado  en 
la  eiecución  del  hecho  que  dio  lupar  a  la  in- 
vestigación: absuelve  a  Antonio  Chacón  Gó- 
mez del  cargo  que  se  le  formuló,  y  manda  que. 
por  teléfono,  se  comunique  sea  puesto  en  li- 
fjertad.  Notifíquese  y  con  certificación  de  lo 
resuelto,  devuélvanse  los  antecedentes  al  tri- 
bunal de  su  origen. 

Raf.  Ordóíiez  Solis.  —  José  Serrano  Muño;:. 

—  Ahel  Paredes.  —  Franciico  E.  Rodriguen. 

—  Federico  O.  Solazar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  José  Marcelino  Vásquez  Agui- 
lar,  por  el  delito  de  atentado  contra  los 
agentes  de  la  autoridad. 

DOCTRINA:  El  delito  de  atoitado  se  comete 
sabiéndose  que  es  la  autoridad  o  sus  agen- 
tes a  quienes  se  ataca  en  el  momento  que 
ejercen  sus  funciones  o  con  /(lo/írn  dr  ella.':. 


Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  tre- 
ce de  Diciembre  de  mil  novecientos  cua- 
renta. 

Por  recurso  de  casación,  se  ve  la  senten- 
cia que  dictó  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de 
Apelaciones,  el  veintiocho  de  mayo  del  año 
en  curso,  confirmando  la  que  con  ftcha  dos 
de  ese  mes,  dictó  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia de  Totonicapán,  condenando  a  José  Mar- 
celino Vásquez  Aguilar,  por  el  delito  de  aten- 
tado contra  los  agentes  de  la  autoridad,  a 
sufrir  dos  años  de  prisión  correccional,  que 
le  permite  conmutar  en  dos  terceras  partes, 
a  diez  centavos  diarios;  con  la  reforma  de 
que  debe  certificarse  lo  conducente  para  in- 
vestigar el  delito  de  allanamiento  de  morada- 

RESULTA: 

Que  el  trece  de  febrero  del  año  en  curso, 
el  comisario  de  la  policía  de  Totonicapán,  An- 
selmo Getellá  Amézquita,  puso  en  conoci- 
miento del  Comandante  de  Armas  de  aquel 
departamento,  que  en  la  casa  de  Miguel 
Aguilar  se  reunía  un  número  como  de  ciento 
cincuenta  indígenas,  con  la  mira  de  provocar 
recaudaciones  de  dinero  entre  ellos,  para 
mandarlo  a  esta  capital,  donde  estaban  Jo- 
sé Isidro  Castro  Yax  y  Miguel  Aguilar,  ha- 
ciendo gestiones  para  que  no  se  llevara  a 
cabo  el  censo  y  se  les  exonerara  del  pago  de 
la  contribución  del  tres  por  millar.  Al  pro- 
ceder a  la  captura  de  los  principales  cabe- 
cillas, Jo.sé  Marcelino  Vásquez  Aguilar,  Ma- 
nuel Vásquez  y  Vásquez,  José  Benito  Agui- 
lar Soc,  José  Rosales  Aguilar,  Antonio  Tiú 
Castro,  José  María  Vásquez  Menchú  y  Fran- 
cisco Vásquez  y  Vásquez  lo  agredió,  a  bofe- 
tones el  primero  de  éstos,  que  es  José  Mar- 
relino  Vásquez  Aguilar. 

Siguiendo  la  averiguación,  fueron  exami- 
nados todos  los  capturados  que  se  acaban  de 
citar  y  declararon:  que  ciertamente  hacían 
colectas  para  sufragar  los  gastos  de  la  co- 
misión que  vendría  a  esta  capital  a  reclamar 
unos  adoquines  que  iban  a  servir  para  el 
adoquinado  frente  a  la  iglesia  de  Totonica- 
nán;  y  que  José  Marcelino  Vásquez  Aguilar 
había  abofeteado  al  comisario  de  la  policía 
al  momento  de  su  captura.  Esta  última 
parte  que  se  refiere  a  la  captura,  no  la  con- 
firmaron el  procesado,  ni  José  Rosales  Agui- 
lar; y  Tiú  Castro,  agregó:  que  al  día  si- 
guiente de  su  captura,  había  pensado  venir 
a  esta  capital  a  entregar  once  quetzales  de 
la  colecta,  a  José  Isidro  Castro. 

Interrogado  José  Marcelino  Vásquez  Agui- 
lar, dijo:  que  como  en  el  momento  de  su  cap- 
tura había  mucha  confusión  y  le  fueron  ases- 
tados varios  golpes  en  el  cuerpo  y  en  la  ca- 
r.i.  sin  haber  reconocido  ,i  los  que  le  uta- 
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caban,  perdió  la  cabeza  y  por  defenderse,  hi- 
zo uso  de  sus  manos,  sin  saber  si  agredió  al 
comisario  o  a  alguna  otra  persona;  que  la 
reunión  que  tuvieron  fué  con  el  objeto  de 
tratar  de  una  misa  con  motivo  de  las  siem- 
bras de  maíz,  en  el  mes  de  marzo  del  año  en 
curso. 

Examinados  Manuel  Vásquez,  José  Ro- 
sales Aguilar,  Florencio  Vasquez  y  Vasquez, 
manifestaron:  que  se  reunían  con  el  obje- 
to de  recolectar  fondos  para  que  viniera  una 
comisión,  a  esta  capital,  a  quejarse,  con  el 
fin  de  que  se  averiguara  el  paradero  de  los 
adoquines  que  habían  sido  proporcionados 
para  el  pavimento,  frente  a  la  iglesia. 

Fué  capturado  Secundino  Pérez  Alonso,  y 
al  ser  interrogado,  manifestó:  que  hizo  tres 
telegramas  a  José  Isidro  Castro,  pidiéndole 
audiencia  al  señor  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca, para  ponerle  en  su  conocimiento  que  se 
habían  perdido  varios  cientos  de  adoquines 
y  unos  árboles  que  habían  sido  cortados  pa- 
ra Nochebuena;  otro,  para  Simón  Tax,  que- 
jándose contra  el  regidor  Lucas  Chaclán. 
Negó  haber  sido  secretario  de  los  principa- 
les. 

Esteban  Ajché  Tohon,  negó  también  ha- 
ber asistido  a  las  reuniones  celebradas  en  la 
casa  de  Miguel  Aguilar. 

Examinados  Bernardo  León  Puac  y  José 
Antonio  Menchú,  se  refieren  a  que  en  la 
casa  de  José  Crispín  Menchú,  habían  como 
treinta  indígenas,  hablando  con  José  Isidro 
Castro,  y  convinieron  en  contribuir  con  cinco, 
diez  y  hasta  veinticinco  centavos  , según  sus 
circunstancias,  para  que  Castro  viniera  a  es- 
ta capital  a  hablar  con  el  señor  Presidente; 
pero  ellos  se  negaron  a  contribuir,  porque 
comprendieron  que  aquello  era  un  engaño. 

El  Comisario  de  la  policía,  Anselmo  Ge- 
tellá  Amézquita,  aseguró  que  el  sargento  de 
su  cuerpo,  dos  agentes  y  los  auxiliares,  le 
comunicaron  que  la  noche  del  doce  de  fe- 
brero, antes  de  llegar  a  la  casa  de  Miguel 
Aguilar  y  Manuel  Vásquez,  a  capturarlos, 
vieron  que  Esteban  Ajché  Tohon  estaba  a 
un  lado  del  camino,  apostado  como  centine- 
la; y  que  le  consta  que  este  individuo  llega- 
ba a  la  oficina  a  darse  cuenta  de  las  órdenes 
giradas  por  los  tribunales,  para  poner  al  co- 
rriente a  los  cabecillas,  por  ser  empleado  de 
la  directiva  de  los  cuarenta  y  ocho  cantones. 
Los  regidores  Domingo  Tzunún  y  Diego 
Mendoza  confirmaron  que  Ajché  Tohon  es- 
taba apostado  como  de  centinela  antes  de 
llegar  a  la  casa  de  Miguel  Aguilar  y  les  dijo 
que  se  fueran  con  él,  que  llamaría  a  José 
Isidro  Castro  a  quien  iban  a  capturar;  pero 
comprendiendo  que  se  trataba  de  un  enga- 
ño, no  entraron  a  la  casa,  temiendo  ser  ul- 
timados. 


El  mismo  Comisario  de  la  policía,  puso  a 
disposición  de  la  Comandancia  de  Armas,  a 
Froilán  Juan  Batz  García,  por  haber  allana- 
do, en  estado  de  embriaguez,  la  casa  de  Cris- 
tóbal Tumax  Pérez  y  ser  el  secretario  de  las 
reuniones  celebradas  en  las  casas  de  Manuel 
Vásquez,  Miguel  Aguilar,  Hermenegildo  Ló- 
pez y  Samuel  Alvarez,  en  las  que  actuaba 
como  director  José  Isidro  Castro  Yax,  reco- 
lectando dinero  para  quejarse  contra  las  auto- 
ridades. Interrogado,  negó  haber  allanado 
la  casa  y  ser  secretario  de  los  cabecillas. 

El  Comandante  de  la  policía  de  hacienda, 
César  Méndez  Camey;  los  sargentos  Domingo 
Chú,  Valeriano  Mejía,  Carlos  José  Peroj, 
Herminio  Reyes;  y  los  soldados  José  Pastor, 
Cayetano  Tecún,  Ramón  Puac,  Ignacio  Ve- 
lásquez,  Martín  López,  Pedro  Luis  Hernán- 
dez y  Juventino  Estrada  R.,  se  refieren  a  la 
captura  de  siete  individuos  de  los  que  esta- 
ban reunidos  en  la  obscuridad,  en  el  cantón 
Cerro  de  Oro,  el  trece  de  febrero  a  las  vein- 
ticuatro horas. 

El  Sargento  de  la  policía,  Alberto  Morales 
Sandoval,  Víctor  Manuel  Hernández,  Ciría- 
co Molina  y  Santos  Barrientos  C,  declararon 
con  respecto  al  atentado  de  José  Marcelino 
Vásquez  Aguilar,  al  momento  de  ser  captu- 
rado. Y  Trinidad  Ordóñez  Say,  Adrián  B. 
Gutiérrez,  SUverio  Victoriano  Bulux,  Boni- 
facio Pacheco.  Clemente  García,  Francisco 
Antonio  Lucero  y  Antonio  de  León,  se  re- 
fieren a  la  captura  de  los  siete  individuos, 
diciendo  los  tres  primeros,  que  no  opusieron 
ninguna  resistencia;  y  los  cuatro  últimos, 
que  presenciaron  la  agresión  que  José  Mar- 
celino Vásquez  Aguilar,  hizo  al  comisario  de 
la  policía. 

RESULTA: 

Que  después  de  haber  sido  puestos  en  li- 
bertad Manuel  Vásquez  y  Vásquez,  José  Be- 
liito  Aguilar  Soc,  José  Rosales  Aguilar,  An- 
tonio Tiú  Castro,  José  María  Vásquez  Men- 
chú y  Florencio  Vásquez  y  Vásquez,  se  le 
dedujo  cargo  a  José  Marcelino  Vásquez  Agui- 
lar, por  atentado,  se  conformó  y  nombró  co- 
mo su  defensor  a  Egberto  Amézquita  y  al 
estar  agregado  el  informe  de  la  Secretaría 
del  Juzgado  departamental  de  Totonicapán, 
que  dice  que  Vásquez  Aguilar  ya  había  sido 
condenado  por  el  delito  de  vagancia,  se  pro- 
nunció la  sentencia  de  que  se  hizo  relación 
al  principio,  que  más  tarde  fué  confirmada 
por  la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelacio- 
nes. Contra  ésta  última,  interpuso  recurso 
de  casación  el  reo  José  Marcelino  Vásquez 
Aguilar.  con  auxilio  del  abogado  Francisco 
Delgadillo  Zamora,  citando  como  violados  los 
artículos  144  y  145  del  Código  Penal;  569, 
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571,  573  incisos  3o.  y  4o.,  581  inciso  2o.,  582, 
583  inciso  lo.,  584  y  676  inciso  6o.  del  Código 
de  Procedimientos  Penales;  fueron  pedidos 
los  autos,  y  habiéndose  verificado  la  vista, 
se  ha  llegado  la  oportunidad  de  resolver. 

CONSIDERANDO. 

Que  tanto  con  la  confesión  del  reo  José 
Marcelino  Vásquez  Aguilar,  que  tiene  todos 
los  requisitos  exigidos  para  formar  una 
prueba  plena,  como  con  las  declaraciones  de 
más  de  dos  testigos  presenciales,  idóneos,  que 
no  tienen  el  carácter  de  co-reos  y  que  por  lo 
mismo  merecen  que  se  les  conceda  crédito, 
sobre  todo  estando  acordes  con  lo  que  el  pro- 
pio reo  ha  confesado  y  ratificó  en  el  plena- 
rio,  queda  bien  establecido  que  la  noche  del 
doce  de  febrero  del  año  en  curso,  al  proce- 
der varios  agentes  de  la  policía  nacional,  al 
mando  de  sus  jefes,  con  el  auxilio  de  otros 
agentes  de  la  autoridad,  a  la  captura  de  los 
individuos  que  estaban  reunidos  en  una  ca- 
sa situada  en  el  cantón  denominado  "Cerro 
de  Oro",  del  municipio  de  Totonicapán,  el 
ijrocesado  José  Marcelino  Vásquez  Aguilar, 
puso  manos  al  Comisario,  asestándole  bofe- 
tones, en  esos  precisos  momentos,  por  lo  que 
incurrió  en  el  delito  de  atentado,  que  se  per- 
feccionó: a),  porque  sabía  que  eran  agen- 
tes de  la  autoridad,  no  solo  por  haber  llega- 
do con  la  mira  de  detenerlos,  sino  porque 
ellos  sospechaban  que  se  les  perseguía  por 
siis  reuniones,  como  lo  demuestra  el  hecho 
de  haber  colocado,  como  vigilante,  a  uno  de 
Sus  compañeros,  según  la  exposición  de  los 
regidores  auxiliares  Domingo  Tzunún  y  Die- 
go Mendoza,  que  encontraron  a  inmediacio- 
nes de  la  casa  a  Esteban  Ajché  Tohon,  como 
de  centinela;  y  b),  los  bofetones  le  fueron 
asestados  en  el  propio  acto  que  trataban  de 
capturarlos,  en  virtud  de  las  funciones  pro- 
pias de  su  cargo.  En  tal  virtud,  la  Sala  sen- 
tenciadora ,al  estimar  que  existe  prueba  evi- 
dente de  la  culpabilidad  de  Vásquez  Agui- 
lar en  el  delito  de  atentado,  caracterizado 
por  haber  puesto  manos  al  comisario  que  iba 
a  detenerlo,  no  ha  infringido  los  artículos 
569,  571,  573,  incisos  3o.  y  4o.,  581,  inciso  2o., 
582,  583  inciso  lo.,  y  584  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  por  haber  sido  el  atentado  en  las  con- 
diciones en  que  aparece,  la  pena  de  dos  años 
de  prisión  correccional,  que  impuso  la  Sala 
Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones,  os  la  que 
le  corresponde,  pues  no  se  trata  de  desobe- 
diencia grave  o  de  resistencia,  sino  de  haber 
puesto  manos  a  uno  de  los  agentes  de  la  au- 


íoridad  (Artículo  3o.  del  Decreto  Guberna- 
tivo 2445),  por  cuyo  motivo,  los  artículos  144 
y  145  del  Código  Penal,  tampoco  han  sido 
infringidos. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  inciso  6o.  del  artículo  676  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  no  lo  pudo 
haber  quebrantado  la  misma  Sala,  porque 
tratando  del  caso  de  casación  por  violación 
de  ley,  cuando  se  aplica  una  pena  que  no  co- 
rresponde, ora  por  el  hecho,  ora  por  las  cir- 
cunstancias que  hubieren  concurrido,  no  tu- 
vo la  oportunidad  de  aplicarlo. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  obedecien- 
do a  lo  dispuesto  en  los  artículos  686  y  690 
fiel  Código  de  Procedimientos  Penales  y  233 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
DESESTIMA  el  recurso  interpuesto  y  conde- 
na al  recurrente  a  sufrir  la  pena  adicional 
He  quince  días  de  prisión  simple,  conmuta- 
bles a  diez  centavos  diarios.  Notifíquese  y 
con  certificación,  devuélvase. 

Raf.  Ordóñez  Solts.  —  José  Serrano  Mu- 
ñas. —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodrí- 
t/uez.  —  Federico  O.  Salasar.  — •  Max  García 
R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  por  disparo  de  arma  de  fuego, 
contra  León  López  Ramírez. 

DOCTRINA :  Si  los  testigos,  convienen  en  la 
substancia,  pero  no  en  los  accidentes  del 

.  delito,  y  éstos  a  juicio  del  Juez  no  modifi- 
can la  esencia  del  hecho,  stis  declaraciones 
constituirán  plena  prueba. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
diez  y  ocho  de  Diciembre  de  mil  novecien- 
tos cuarenta. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus 
respecjtivos  antecedentes,  la  sentencia  que 
más  adelante  se  relatará,  pronunciada  en  el 
proceso  instruido  contra  León  López  Ramí- 
rez por  el  delito  de  disparo  de  arma  de  fue- 
go- 

RESULTA: 

Que  don  Gregorio  Guerra  Cordón,  el  siete 
de  Septiembre  del  año  retropróximo,  se  pre- 
sentó por  escrito  ante  el  Juez  de  Paz  de  Ca- 
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motan,  manifestando:  que  el  cinco  del  mes 
que  acaba  de  mencionarse,  como  a  las  diez 
y  seis  horas,  estaba  trabajando  en  un  terre- 
no de  su  propiedad,  situado  a  orillas  del  Río 
Grande,  en  el  lugar  denominado  "Tajum", 
predio  que  le  habia  comprado  a  Martiliano 
López,  cuando  llegaron  los  hermanos  López 
Hernández,  León  y  Leandro,  portando  cor- 
vos y  llevando  León,  además,  un  revólver, 
calibre  treinta  y  ocho,  marca  Smith  y  Wes- 
son,  y  después  de  haberle  dicho,  que  no  tra- 
bajara en  esa  tierra,  pues  si  no  les  habían 
administrado  justicia,  "ellos  la  harían",  León 
le  disparo  un  balazo  con  intención  de  matar- 
lo, pero  afortunadamente  no  le  causó  lesión 
alguna;  que  dos  perros  que  había  llevado  al 
campo,  acometieron  a  dichos  sujetos,  contra 
quienes  se  querellaba  por  asesinato  frustra- 
do y  proponía  como  testigos  a  Timoteo  Her- 
nández y  Arcadio  García. 

Proseguida  la  pesquisa  se  tomó  declara- 
ción a  García  y  a  Hernández.  Estas  perso- 
gas corroboraron  lo  expuesto  por  el  quere- 
llante, en  cuanto  al  disparo  pero  aseguraron 
que  solamente  Leandro,  llevaba  machete. 
García  agregó  que  Guerra  Cordón  llegó  a 
encerrar  una  yunta  de  bueyes,  y  como  a  los 
diez  minutos,  arribaron  León  y  Leandro;  y 
que  si  los  perros  no  se  hubieran  arrojado  a 
los  agresores,  y  el  dicente  y  su  compañero 
no  gritan,  aquellos  individuos,  habrían  "lo- 
grado su  intento",  asesinando  a  don  Grego- 
rio. Y  Hernández  también  dijo  que  el  acu- 
sador había  llegado  con  el  objeto  que  expu- 
so García,  y  momentos  después,  penetraron 
al  terreno  los  hermanos  López  Hernández, 
fe  aproximaron  a  don  Gregoroio  y  dirigién- 
dole insultos,  León  le  hizo  un  disparo  con  el 
ánimo  de  causarle  la  muerte. 

Lograda  la  captura  de  los  sujetos  a  quie- 
nes sindica  Guerra  Cordón,  al  ser  interroga- 
dos expusieron:  el  primero  dijo:  llamarse 
León  y  es  hijo  natural  de  Gregorio  Ramírez 
y  Juana  López  Gutiérrez;  que  el  día  de  au- 
tos se  encontraba  trabajando  en  su  "roza", 
situada  a  corta  distancia  de  los  lugares  don- 
de trabaja  don  Antonio  Mejía,  estaba  solo  y 
nada  de  particular  le  sucedió  en  aquella  oca- 
sión; que  con  Guerra  Cordón  no  tiene  rela- 
ciones, pero  la  madre  del  interrogado  venti- 
la un  asunto  de  tierras  con  dicho  señor,  y 
pn  esto  no  se  inmiscuye  el  deponente.  Ne- 
gó Ramírez  haber  cometido  el  delito  que  le 
imputa,  manifestando  que  probaba  su  ino- 
cencia con  el  testimonio  de  Antonio  Mejía, 
Baltazar  Guerra  y  de  las  señoras  Evanelia  y 
Olivia  Jordán.  El  segundo  dijo:  que  su  nom- 
bre es  Leandro  y  sus  padres  son  Nicolás  Gu- 
tiérrez y  Juana  López  Gutiérrez,  que  el  día 
de  autos  estaba  solo,  ninguna  cosa  particu- 
lar le  aconteció,  y  trabajaba  en  un  terreno 


de  Antonio  Pérez,  ubicado  a  una  legua  de 
distancia,  poco  más  o  menos  de  la  casa  que 
habita.  López  Gutiérrez  negó  haber  tomado 
participación  en  el  hecho  que  se  pesquisaba, 
agregando,  que  por  un  error  dijo  que  se  lla- 
ma Antonio  el  dueño  del  terreno  menciona- 
do, pero  rectificaba  tal  equivocación,  en  el 
sentido  de  que,  Anselmo  es  el  nombre  de  la 
referida  persona  y  con  el  dicho  de  esta,  pro- 
baba su  inosencia. 

Tomada  declaración  a  Evanelia .  Jordán  y 
a  Baltazar  Guerra  expusieron:  la  primera, 
que  el  seis  de  Septiembre,  vió  a  León  Ramí- 
rez López  trabajando,  solo,  en  la  milpa  que 
.sembró  en  terrenos  de  Antonio  Mejía,  aman- 
te de  la  interrogada.  Ella,  ese  día,  había 
llegado  a  dejar  desayuno  y  almuerzo  a  c:!a- 
tro  de  sus  mozos  y  a  su  yerno  Baltazar  Gue- 
rra, y  como  León  se  ocupaba  en  su  faena,  a 
corta  distancia  de  aquel  sitio,  por  este  mo- 
tivo, se  dió  cuenta  de  que  ahí  estaba.  Y  el 
segundo  dijo:  que  el  cinco  de  Septiembre  no 
tuvo  oportunidad  de  ver  a  León  Ramírez  Ló- 
pez trabajando  en  los  maizales  que  cultiva- 
ba: que  sí  es  verdad,  que  Ramírez  López  se 
dedica  a  trabajo  en  propiedades  de  don  An- 
tonio Mejía,  pero  que  en  esa  cosaión  no  lo 
vió,  sin  duda  a  causa  de  que  sus  milpas  se 
encuentran  en  unas  hondonadas,  ¡as  cualeá 
impiden  distinguir  a  las  personas  o  cosas 
desde  un  lugar  o  otro. 

El  Juez  de  Paz  de  Camotán  comunicó  al 
Juez  de  Primera  Instancia  del  Departamen- 
to de  Chiquimula  que  en  la  información  ren- 
dida por  los  Regidores:  Encarnación  Ramos 
y  Genaro  Pérez,  consta  que  León  y  Leandro 
Hernández,  vecinos  de  Shupá  Segundo,  no 
obedecen  las  órdenes  relacionadas  con  los 
trabajos  de  carreteras  y  ornato;  que  cada 
uno  cultiva  una  manzana  de  maíz,  obtenien- 
do dos  cosechas  al  año;  y  que  carecen  de 
antecedentes  penales. 

Olivia  Jordán  de  Guerra  declaró:  que  en 
los  primeros  días  del  mes  de  Septiembre,  del 
cinco  al  seis,  y  entre  las  catorce  y  diez  y  seis 
horas  fué  a  traer  leña  y  vió  a  León  López, 
trabajando  en  la  milpa  que  sembró,  en  los 
terrenos  pertenecientes  al  señor  Antonio  Me- 
jía, padre  de  la  dicente;  pero  ignoraba  a  que 
horas  se  había  retirado  Lqpez  de  aquel  lu- 
gar; y  que  este  sujeto  es  de  buenas  costum- 
bres .honrado  y  trabajador. 

Por  no  haberse  practicado  las  diligencias 
que  enseguida  se  mencionan,  las  cuales  había 
pedido  el  defensor,  el  Juez  que  instruía  la 
causa,  para  mejor  fallar,  dispuso  que  fuera 
interrogado  Gregorio  Guerra  Cordón  y  que  se 
repreguntara  a  los  testigos  García  y  Her- 
nández con  arreglo  a  los  interrogatorios  re.s- 
pectivos.  Examinado  Guerra  Cordón  expu- 
so: que  con  León  López  Ramírez  y  Leandro 
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López  Gutiérerz  tiene  pendientes,  el  proceso 
criminal  y  otra  acción  que  Ies  sigue  por  da- 
ños y  perjuicios;  que  en  aquella  ocasión,  León 
llevaba  el  corvo  en  la  mano  izquierda  y 
Leandro  portaba  su  machete  en  la  derecha, 
estaban  apareados,  no  lo  agredieron  con  los 
corvos  ,y  solamente  el  primero  de  dichos  in- 
dividuos le  hizo  un  disparo  con  revólver,  a 
ocho  o  diez  brazadas  de  distancia,  poco  más 
o  menos;  que  los  testigos  llegaron  a  defen- 
derlo, y  se  encontraban  a  más  de  cincuenta 
brazadas  de  distancia  del  interrogado,  y  a 
veinte  o  veinticinco  de  los  acusados;  que  lle- 
gó al  terreno,  con  dos  perros,  después  que 
los  hermanos  López  ,a  las  diez  y  seis  horas, 
con  el  objete  de  cambiar  de  sitio  a  dos  bue- 
yes, uno  de  color  hosco  y  el  otro  bermejo, 
aue  había  apersogado  en  su  lugar,  y  también 
para  darles  de  beber  agua;  y  que  los  refe- 
ridos testigos  vieron  que  López  Ramírez  le 
hizo  el  disparo  con  ánimo  de  asesinarlo. 
Repreguntados  García  y  Hernández  contes- 
taron uniformemente  acerca  de  que  López 
Ramírez  llevaba  ,el  revólver  en  la  mano  de- 
recha, cuando  efectuó  el  disparo,  y  que  ellos 
se  dieron  cuenta  de  lo  que  sucedía,  hasta  que 
percibieron  la  detonación.  En  cambio,  dis- 
creparon entre  sí,  en  cuanto  a  las  armas 
que  portaban  los  dos  hermanos  López,  al  aco- 
metimiento a  Guerra  Cordón  .al  calibre  del 
revólver,  a  la  distancia  en  que  estaban  los 
agresores  y  testigos,  a  la  llegada  de  Guerra 
Cordón,  a  la  distancia  en  que  fué  hecho  el 
disparo,  al  color  de  los  bueyes  y  a  la  cir- 
cunstancia de  que  León  López  al  hacer  el 
disparo  le  dijo  a  Guerra  que  lo  iba  a  asesi- 
nar. 

El  Juez  Departamental  de  Chiquimula  dió 
fin  a  la  causa  absolviendo  del  cargo  al  pro- 
cesado por  falta  de  prueba  plena. 

En  segunda  Instancia,  el  acusador  solicitó 
la  revocatoria  del  fallo  por  estimar  que  las 
pruebas  que  había  presentado,  demuestran 
plenamente  la  responsabilidad  criminal  del 
enjuiciado.  El  Procurador  abogó  porque  la 
gentencia  se  confirmara,  pues  estimaba  que 
las  declaraciones  de  los  testigos  de  cargo 
carecen  de  valor  probatorio  por  ser  estos  va- 
rios y  contradictorios  en  sus  dichos.  Y  el 
señor  Fiscal  pidió  que  se  revocara  el  fallo 
toda  vez  que  está  probado  que  el  reo  es  autor 
del  delito  que  originó  la  pesquisa,  y  que  las 
repreguntas  dirigidas  por  al  defensa  no  des- 
virtuaron lo  expuesto  por  los  testigos  Arca- 
dio  García  y  Timoteo  Hernández,  quedando 
ien  consecuencia  firme  el  fondo  de  sus  pri- 
meras declaraciones.  La  Sala  Quinta  de  la 
Corte  de  Apelaciones  ,el  diez  y  nuevo  de  Ene- 
ro del  comento  año,  revocó  la  sentencia  de 
primer  grado  y  declara:  que  León  Ramírez 
López  es  autor  del  delito  de  disparo  de  arma 


de  fuego  y  por  esta  infracción  legal  le  im- 
pone dos  años  de  prisión  correccional,  pena 
que  con  abono  del  tiempo  padecido  deberá 
cumplir  en  la  Penitenciaría  Central;  le  sus- 
pende en  el  ejercicio  de  sus  derechos  políti- 
cos durante  el  tiempo  de  la  condena;  lo  obli- 
ga a  la  reposición  del  papel  empleado  en  la 
causa;  y  le  permite  conmutar  las  dos  terce- 
ras partes  de  la  pena,  a  razón  de  quince  cen- 
tavos diarios,  previo  pago  o  afianzamiento 
de  las  responsabilidades  civiles  provenientes 
del  delito,  a  las  que  también  lo  condena. 

El  reo  con  auxilio  del  Abogado  José  Dio- 
fiisio  Palacios,  interpuso  conti:a  este  último 
pronunciamiento  ,el  recurso  de  casación  por 
violación  de  los  artículos  lo.,  fracción  se- 
gunda, 3o.  y  568  del  Código  de  Procedimien- 
tos Penales;  lo.,  11  y  315  del  Código  Penal. 

CONSIDERANDO- 

Que  la  Sala  sentenciadora  estima  probada 
la  responsabilidad  criminal  del  encausado 
como  autor  del  delito  de  disparo  de  arma 
de  fuego,  con  las  declaraciones  uniformes  y 
contestes  de  los  testigos  presenciales  Arcadio 
García  y  Timoteo  Hernández;  y  si  bien  es 
cierto  que  tales  testigos,  dice  también  la  Sa- 
la, al  ser  repreguntados  por  la  defensa  in- 
currieron en  contradicciones,  estas  a  su  jui- 
cio no  desvirtúan  la  fuerza  probatoria  de 
sus  testimonios  dados  a  raíz  del  suceso.  Y 
dicha  evidencia,  agrega  el  Tribunal  de  se- 
gunda Instancia,  está  robustecida  con  la 
presunción  que  se  desprende  del  hecho  de 
haber  intentado  el  reo  probar  la  coartada,  lo 
que  no  logró,  y  es  indudable  que  no  hubie- 
ra procedido  así,  si  se  consideraba  inocente. 
Además,  debe  tenerse  en  cuenta  que,  al  mo- 
dificar sus  deposiciones  García  y  Hernández, 
no  dieron  razón  alguna  justificativa,  de  esa 
mutación;  y  a  mayor  abundamiento,  en  ¡a 
causa  no  hay  otros  elementos  que  enerven 
la  precitada  prueba,  ni  se  tacharon  en  su 
oportunidad  a  los  testigos  tantas  veces  men- 
cionados. Y  que  en  virtud  de  lo  relacionado 
no  so  infringió  el  artículo  568  del  Código  de 
Procedimientos  Penales. 

CONSIDERANDO: 

Que  tampoco  se  quebrantaron  los  artículos 
lo.  fracción  segunda  y  3o.  del  Cuerpo  legal 
que  acaba  de  citarse;  11  y  315  del  Código 
Penal,  porque  la  referida  Sala  haciendo  co- 
rrecta aplicación  de  tales  preceptos  revocó 
el  fallo  del  Juez  a-qno  c  impuso  a  López  Ra- 
mírez la  sanción  correspondiente  al  delito 
que  ha  originado  .su  encausamiento. 
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POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  fun- 
damento en  lo  estatuido  por  los  artículos  690 
del  Código  de  Procedimientos  Penales  y  233 
de  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
DESESTIMA  el  recurso  interpuesto  por  León 
López  Ramírez  a  quien  impone  la  pena  adi- 
cional de  quince  días  de  arresto,  conmutables 
a  razón  de  quince  centavos  diarios.  Notifí- 
quese  y  con  certificación  de  lo  resuelto,  de- 
vuélvanse los  autos  al  Tribunal  de  su  ori- 
gen. 

Raf.  Ordóñez  Solís.  —  José  Serrano  Mu- 
ñoz. —  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Ro- 
dríguez. —  Federico  O.  Salazar.  —  Max  Gar- 
ría R.  —  Secretario. 


CRIMINAL 

CAUSA  contra  el  menor  Víctor  Andrés  Chuc 
Garcíaj  por  el  delito  de  violación. 

DOCTRINA:  Para  que  proceda  el  recurso  d( 
casación  por  violación  de  ley,  contra  un 
auto,  debe  éste  decidir  con  respecto  a  lo 
principal. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintiuno  de  diciembre  de  mil  novecientos 
Cuarenta. 

VISTOS;  y  CONSIDERANDO:  que  con- 
ceptuándose como  ejecutoria  el  documento 
público  en  que  se  consigna  una  decisión  ju- 
tiicial,  firme  y  definitiva,  es  improcedente  el 
recurso  de  casación  que  interpone  el  Fiscal  de 
la  Sala  Cuarta  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
contra  el  auto  de  esa  misma  Sala,  del  cator- 
ce de  octubre  recién  pasado,  dictado  en  el 
proceso  seguido  contra  el  menor  Víctor  An- 
drés Chuc  García,  por  el  delito  de  violación, 
porque  estando  ya  resuelto  por  sentencia  que 
ps  irrevocable,  no  reúne  las  condiciones  de 
aquellos  autos  contra  los  cuales  cabe  este  re- 
curso, por  los  motivos  siguientes:  a)  el  auto 
de  la  Sala  imprueba  el  sobreseimiento  que  ha- 
bía dictado  el  Juez  de  Primera  Instancia  de 
Totonicapán,  por  estar  ya  fallado  el  asunto 
y  declara  extinguida  la  pena;  y  b),  decide  una 
cuestión,  nacida  después  de  la  sentencia  fir- 
me, como  es  la  remisión  de  la  pena,  por  per- 
dón del  acusador.  Artículos  121  del  Código 
Penal;  674,  675,  677,  685  y  727  del  Código 
de  Procedimientos  Penales. 

POR  TANTO:  la  Corte  Suprema  de  Justi- 
cia, con  el  fundamento  que  le  dan  las  leyes 
citadas,  DESECHA  el  recurso  de  que  se  ha 


hecho  mérito;  y  manda  que  se  devuelvan  los 
autos  con  certificación,  al  lugar  de  su  proce- 
dencia, al  estar  hechas  las  notificaciones;  y 
que  la  Secretaría  pida  informe,  tanto  a  la 
Sala  Cuarta  de  Apelaciones,  como  al  Juez  de- 
partamental de  Totonicapán,  con  respecto  a 
lo  manifestado  por  el  señor  Fiscal,  en  su  re- 
curso, transcribiendo  lo  conducente. 

Ordóñez  Solís.  —  Serrallo  Muñoz.  —  Pare- 
des. —  Rodríguez.  —  O.  Salazar.  —  Max  Gar- 
cía R.  Secretario. 


CRIMINAL 

PROCESO  por  varios  delitos  contra  el  ex- 
Mayor  de  Plaza  de  Izabal,  Coronel  Manuel 
Virgilio  Castillo  González. 

DOCTRINA:  El  funcionario  público,  que  en 
su  carácter  de  particular,  adquiere  sin  in- 
fringir disposiciones  legales  en  bien  del 
Estado,  puede  ejercer  todos  los  derechos 
inherentes  al  dominio,  inclusive  el  de  ena- 
jenación, sin  que  por  ello  pueda  deducírse- 
le responsabilidad  alguna. 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala, 
veintitrés  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
cuarenta. 

Vista  por  recurso  de  casación  y  con  sus  res- 
pectivos antecedentes,  la  sentencia  que  más 
adelante  se  relatará,  pronunciada  en  el  proce- 
so instruido  contra  el  Coronel  Manuel  Vir- 
gilio Castillo  González  por  los  delitos  de  ame- 
nazas, coacción  y  abusos  de  autoridad. 

La  causa  fué  inciada  por  el  Auditor  Gene- 
ral de  Guerra,  en  Puerto  Barrios,  a  los  ca- 
torce días  del  mes  de  Abril  del  corriente  año, 
en  virtud  de  la  querella  presentada  ante  el 
Jefe  del  Poder  Ejecutivo  por  Enrique  Donis 
Rivera,  quien  al  ratificarla  expuso:  que  el 
Coronel  Virgilio  Manuel  Castillo  González,  Ma- 
yor de  Plaza  del  Departamento  de  Izabal.  le 
había  dicho,  el  nueve  del  mes  citado,  entre 
las  diez  y  seis  y  diez  y  siete  horas;  "si  usted 
sigue  estorbándome,  porque  lo  que  usted  quie- 
re es  que  no  construya,  le  voy  a  romper  la 
cara  y  le  voy  a  botar  los  dientes",  hecho  que 
sucedió,  al  ser  practicada  una  inspección  ocu- 
lar que  solicitó  el  compareciente,  en  el  terre- 
no dende  el  referido  Coronel  tiene  el  propó- 
sito de  construir  una  casa,  frente  a  la  suya, 
edificio  que  le  impediría  la  salida  a  la  calle. 
Y  como  el  dicente  le  arguyera  que  no  era  esa 
la  ocasión  para  amenazarlo,  pues  ahí  estaba 
la  autoridad  para  resolver  el  asunto,  y  lle- 
gado el  caso,  él  (Donis  Rivera)  sabría  de- 
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fenderse,  el  señor  Castillo  le  dijo:  "si  quiere 
vamos  en  este  momento  a  rompernos",  y  por 
este  motivo  se  quejó,  y  el  Comandante  de  Ar- 
mas que  había  concurrido  a  la  diligencia  diri- 
giéndose al  Mayor  de  Plaza  le  manifestó  que 
nada  negociaba  con  eso,  que  se  callara;  que 
el  mismo  Coronel  Castillo  González,  hacia  un 
año,  había  construido  una  casa  en  la  manza- 
na número  veintisiete,  contigua  al  edificio 
ocupado  por  la  Policía  Nacional,  y  que  la  pre- 
citada casa  la  vendió  aquel  señor  a  Francis- 
co Veliz;  que  la  casa  de  que  se  viene  hablan- 
do fué  construida  por  Castillo  con  materiales 
del  antiguo  edificio  de  la  Comandancia  de 
Armas;  que  todo  lo  que  podía  utilizarse  ma- 
chihembre, en  su  mayor  parte,  fué  destinado 
para  construir  la  Comisaría  de  la  Policía,  la 
cual  está  situada  a  cuarenta  varas,  poco  más 
o  menos  de  la  casa  que  vendió  Castillo  Gon- 
zález; que  este  para  ejecutar  el  mencionado 
trabajo  enviaba  al  presidio  de  Puerto  Ba- 
rrios. Por  último,  el  querellante  propuso,  pa- 
ra establecer  lo  que  se  deja  ya  mencionado, 
a  los  señores  Eduardo  Kemps,  Luis  Alegría, 
Mario  Penedo,  Francisco  Veliz,  un  fotógrafo 
de  apellido  Acevedo,  un  carpintero  de  apelli- 
do Castellanos,  Francisco  Avilés,  y  al  Inten- 
dente Municipal  don  Felipe  Nery  Barrientes. 

En  la  inspección  ocular  practicada  en  la 
manzana  número  veintisiete,  se  hizo  constar: 
lo. — que  en  la  calle  que  conduce  al  Campo 
de  Aviación  se  encuentran  paralelamente,  e] 
edificio  de  la  Comisaría  de  la  Policía  Nacio- 
nal y  la  casa  comprada  por  Francisco  Veliz 
al  Coronel  Castillo,  existiendo  entre  estas 
construcciones,  un  espacio  de  veintisiete  me- 
tros y  ochenta  y  siete  centímetros,  donde  fue- 
ron colocados,  los  materiales  del  antiguo  edi- 
ficio de  la  Comandancia  de  Armas,  según 
afirmó  José  Enrique  Donis  Rivera;  2o.  que 
la  casa  ocupada  por  Donis  Rivera,  su  señora 
e  hijas,  está  situada  en  el  ángulo  formado 
por  dos  "suampos"  y  tiene  enfrente  otro,  con 
un  pequeño  puente  de  madera  por  el  cual  se 
pasa  al  sitio,  en  que  el  Coronel  tiene  la  inten- 
ción de  construir  una  casa,  parcela  que  se 
encuentra  entre  el  último  suampo  mencionado, 
y  la  tercera  calle,  que  es  la  más  próxima  a 
la  casa  de  Donis  Rivera. 

El  Comandante  de  Armas  de  Puerto  Ba- 
rrios, informó,  entre  otras  cosas,  al  Auditor 
General  de  Guerra,  lo  siguiente:  que  al  efec- 
tuarse una  inspección  ocular  del  sitio  en  que 
p1  Mayor  de  Plaza  proyecta  edificar  una  ca- 
sa, don  Enrique  Donis  Rivera,  se  acercó  a 
fnanifestarle  que  el  Coronel  Castillo  lo  ha- 
bía dicho  que  :"lo  iba  a  romper  a  balazos", 
y  al  mismo  tiempo  se  aproximó  el  susodicho 
Coronel,  al  enterarse  de  la  queja  de  Donis  Ri- 
vera, exponiendo  que  efectivamente  dijo  eso 
por  haber  procedido  Donis  en  idéntica  for- 


ma, y  como  ambos  trataran  de  promover  una 
discusión,  les  impuso  silencio;  pero  no  oyó 
que  Castillo  amenazara  a  Donis  Rivera;  que 
t>n  ese  momento  le  acompañaban,  el  Juez  de 
Paz,  don  Felipe  N.  Barrientes,  el  Superinten- 
dente del  Ferrocarril,  señor  W.  F.  Macdugall, 
su  ayudante  Santos  Ochoa  y  el  Secretario  del 
informante,  J.  Antonio  Mota  M.  —  Que  se- 
gún constaba  en  el  Contrato  fecha  nueve  de 
abril  (1940).  el  Gobierno  de  la  República  con- 
cedió a  la  Empresa  de  los  Ferrocarriles  In- 
ternacionales de  Centro  América,  una  faja  de 
una  milla  de  playa,  de  cíen  yardas  de  ancho, 
medida  desde  la  marea  alta,  a  cada  uno  de 
los  lados  del  Puerto,  conservando  el  Estado  sü 
soberanía  inmanente  y  su  dominio  en  la  cita- 
da faja;  que  el  predio  donde  pretende  hacer 
una  construcción  el  señor  Castillo,  está  com- 
prendido en  la  faja  mencionada,  y  según  le 
indicó  verbalmente,  el  referido  empleado,  la 
Empresa  de  los  Ferrocarriles  dió  en  arrenda- 
miento al  Coronel  Castillo  ese  terreno;  que 
previno  a  Castillo  González  que,  mientras  el 
Gobierno  no  resolviera  la  consulta  que  había 
hecho  acerca  de  si  aquella  Compañía  podía 
arrendar  o  no  dicho  lote,  no  debe  iniciar  sus 
trabajos.  Que  al  ser  demolido  el  edificio  que 
ocupaba  la  Comandancia  de  Armas,  el  Ma- 
yor de  Plaza  Coronel  Castillo,  le  pidió  auto- 
pización  para  tomar  de  esa  madera  (la  inser- 
vible) y  construir  una  casa;  que  accedió  a 
tal  petición  teniendo  en  cuenta  de  que  Cas- 
tillo González  había  alojado  a  su  familia  en 
un  apartamento  contiguo  al  ocupado  por  la 
Mayoría  de  Plaza,  pero  entendiéndose  que  ahí 
viviría  con  su  familia  al  estar  concluida  la 
casa,  y  cuando  se  retirara  dejaría  la  cons- 
trucción para  los  futuros  Mayores  de  Pla- 
za; que  al  mismo  tiempo  que  se  levantaba 
la  Comisaria  de  la  Policía,  el  Mayor  construía 
su  casita,  y  como  le  llegaron  rumores  de  que 
Castillo  había  tomado  de  la  madera  destina- 
da a  la  Comisaría,  después  de  haber  compro- 
bado tales  rumores,  le  ordenó,  que  se  trasla- 
dara a  la  mencionada  casita.  El  Comandan- 
te de  Armas  transcribió  dos  cartas,  en  la  pri- 
mera, consta  que  el  Mayor  de  Plaza  le  había 
solicitado  permiso  para  poder  enajenar  la 
casa  que  había  construido  por  tener  necesi- 
dad de  dinero,  y  estimar  que  era  un  obse- 
quio, el  que  se  le  había  hecho,  al  que  su  tra- 
bajo personal  y  sus  recursos  le  dieron  valor. 
La  segunda,  contiene  la  respuesta  a  dicha 
carta,  dada  por  el  informante,  quién  le  ma- 
nifestó al  Coronel  Castillo  González:  que  no 
había  tomado  de  la  madera  inservible,  sino 
de  la  mejor;  que  en  vez  de  pasarse  a  vivir  a 
la  casa  dispuso  alquilarla,  y  si  por  una  bon- 
dad había  tolerado  ésto,  no  permitiría  que  la 
vendiera  a  don  Luis  Alegría,  persona  que  te- 
nía el  propósito  de  ensanchar  la  construc- 
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ción;  que  la  autorización  concedida  fué,  "en 
fel  entendido  de  que",  la  casa  sería  para  ha- 
bitarla el  Mayor  de  Plaza  y  su  familia,  y  que 
después,  la  ocuparan,  los  futuros  Mayores;  y 
que  por  la  circunstancia  de  estar  construida 
pn  terrenos  nacionales  no  podía  acceder  a  su 
petición.  Consta  también  en  el  informe  da- 
do por  el  Comandante  de  Armas,  que  el  Co- 
ronel Castillo  había  pedido  que  se  nombrara 
un  experto  con  el  objeto  de  que  fuera  valo- 
rada la  madera  que  había  tomado  para  la 
construcción  de  su  casita;  y  tramitado  el  ex- 
pediente, la  Secretaría  de  la '  Guerra  dispuso 
flue  el  referido  Coronel  pagara  el  valor  de  la 
mencionada  madera,  y  de  este  modo  Casti- 
llo González  quedó  autorizado  para  disponer 
de  la  casita  como  de  su  propiedad;  que  Cas- 
tillo ocupó  a  los  presos  para  hacer  la  obra  de 
que  se  trata,  y  el  informante  por  las  razones 
que  ya  expuso,  no  tomó  ninrruna  medida  so- 
bre este  particular;  y  que  al  autorizar  la  Se- 
cretaría de  Guerra,  la  venta  de  la  madera, 
quedó  desde  luego  Castillo  facultado  por  ese 
Despacho  para  utilizarla  en  beneficio  propio. 

El  Intendente  Municipal  don  Felipe  Nery 
Barrientos  informó  lo  siguiente;  que  el  nueve 
de  Abril  (1940),  entre  las  diez  y  seis  y  diez 
y  siete,  horas,  poco  más  o  menos,  cuando  se 
practicaba  una  inspección  ocular  en  el  predio 
que  el  Coronel  Virgilio  Manuel  Castillo  ha- 
bía elegido  para  construir  una  casa  particu- 
lar, frente  a  la  morada  del  señor  Enrique  Do- 
nis  Rivera  ,por  desavenencias  que  existían  en- 
tre estos  señores,  se  dió  cuenta  de  que  pron- 
to, surgió  una  discusión  la  cual  degeneró  en 
expresiones  ofensivas  que  ambos  se  dirigie- 
ron diciendo:  "esto  lo  arreglaremos  como 
hombres",  "aunque  las  palabras  no  subieron 
de  tono";  que  Donis  se  encaminó  al  lugar 
donde  se  encontraba  el  Comandante  de  Ar- 
mas y  le  manifestó  lo  sucedido;  entonces  dicho 
funcionario,  en  el  mismo  acto,  y  enérgica- 
mente llamó  la  atención  a  Castillo  y  Donis 
imponiéndoles  absoluto  silencio;  que  el  Coro- 
nel Castillo  hizo  construir  una  casa  en  la  ca- 
lle que  conduce  al  Campo  de  Aviación  usan- 
do madera  del  antiguo  edificio  de  la  Coman- 
dancia de  Armas;  que  supo  que  los  reos,  y 
un  camión  de  la  Municipalidad  transportaron 
lodos  los  materiales  empleados  en  la  cons- 
trucción del  edificio  ocupado  actualmente  por 
Ja  Comisaría  de  la  Policía  Nacional,  cons- 
trucción que  se  hizo  al  mismo  tiempo  que  la 
1,-asa  mandada  edificar  por  el  Coronel  Casti- 
llo; pero  ignoraba  si  de  esos  mismos  materia- 
les los  acarreados  para  el  edificio  de  la  Co- 
misaría se  tomó  la  madera  para  la  casa  del 
propio  señor  Castillo  González;  y  que  el  Ayun- 
tamiento no  había  cobrado  fletes  por  tratar- 
se de  un  edificio  Nacional., 


t 

En  la  información  seguida  por  don  Balta- 
zar  Aldana  A.,  Comisario  de  la  Policía  Na- 
cional en  Puerto  Barrios,  se  encuentran  las 
declaraciones  de  Francisco  Veliz  Barrera,  Luis 
Alegría  Sánchez,  Valerio  Morales  Sosa,  José 
Meléndez  Pinto,  Manuel  Antonio  Guerra  San- 
doval,  Francisco  Avilés  Hernández,  Javier 
Acevedo  Espinoza,  Anselmo  López  Ayala, 
Santos  Martínez  Benrry  y  Francisco  Beteta 
Quezada,  quienes  expusieron:  Veliz  Barrera, 
que  el  ocho,  de  Febrero  de  mil  novecientos 
treinta  y  nueve,  compró  al  Coronel  Virgilio 
Castillo  una  casa  de  madera  por  la  cantidad 
de  cuatrocientos  cuarenta  quetzales,  de  esta 
suma  recibió  el  señor  Castillo,  trescientos,  y 
el  resto,  convinieron  en  que  se  lo  pagaría  el 
quince  de  Marzo  de  ese  -mismo  año,  obliga- 
ción que  ya  cumplió;  que  se  ha  dado  cuenta 
de  que  la  madera  empleada  en  la  construc- 
ción de  esa  casa  está  completamente  inútil, 
por  haber  sido  ya  usada,  y  le  consta  que  era 
del  antiguo  edificio  de  la  Jefatura  Política; 
que  el  techó,  solamente  en  el  centro,  tiene 
lámina  nueva  que  valdría  veinticinco  quetza- 
les, y  en  las  orillas  lámina  recogida  del  edifi- 
cio de  donde  fué  tomada  la  referida  madera. 
Alegría  Sánchez  dijo:  que  a  fines  del  año 
de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  el  Coronel 
Castillo  González  le  ofreció  en  venta  la  casa 
tantas  veces  mencionada,  y  creyendo  él  que 
podía  extender  la  construcción,  dispuso  com- 
prarla, y  le  dió  a  dicho  señor  anticipadamen- 
te, la  suma  de  doscientos  quetzales,  pero  ha- 
biéndole enterado  después,  que  no  le  permi- 
tirían realizar  su  proyecto,  y  estando  pen- 
diente una  valoración,  el  Coronel  Castillo  le 
devolvió  voluntariamente  la  suma  menciona- 
tía.  Valerio  Morales  Sosa  dijo:  que  durante 
el  tiempo  que  fué  Alcaide  de  las  cárceles  en 
aquel  Puerto  (no  recuerda  la  fecha),  se  dió 
cuenta  de  que  salían  por  termino  medio  diez 
reos  para  ir  a  trabajar  al  edificio  que  el  año 
mil  novecientos  treinta  y  ocho,  se  estaba  cons- 
truyendo, y  sería  destinado  para  la  Comisa- 
ría de  la  Policía  Nacional;  que  al  mismo  tiem- 
po que  se  edificaba  la  Comisaría,  al  lado  de 
esta  se  construía  una  casa  que,  en  aquel  en- 
tonces, se  dijo  que  ocuparían  los  Comisarios, 
pero  después  supo  que  era  del  Coronel  Casti- 
llo, y  del  pelotón  de  reos  que  trabajaban  en  el 
primero  de  los  edificios  expresados,  pasaban 
unos  a  ocuparse  en  los  trabajos  de  la  casa  del 
señor  Castillo,  recordando  que  estos  presos 
fueron:  Rosalío  y  Julián  Castillo,  Rogelio  Du- 
bón  y  Javier  Acevedo,  Rómulo  Ardón,  Her- 
minio Kade  y  Santos  Martínez,  y  el  chaufeur 
que  manejaba  el  camión  era  José  Meléndez; 
que  algunos  "pilotes"  que  sobraron  después 
de  haber  sido  concluido  el  edificio  de  la  Co- 
misaría, los  pasaron  a  la  casa  del  Coronel 
Castillo,  y  la  madera  empleada  en  esta  fué 
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de  la  que  quitaron  del  antiguo  edificio  de  la 
Jefatura  Política;  que  los  durmientes  usados 
en  las  dos  construcciones  (la  Comisaría  y  ca- 
pa del  Coronel  Castillo),  fueron  acarreados 
por  los  reos,  del  barrio  Vanee  al  Cuartel,  y  de 
ahí,  en  un  camión  Municipal  los  transporta- 
ron al  sitio  donde  se  levantaban  aquellos  edi- 
ficios; y  que  las  láminas  usadas  para  estos 
las  compusieron  Kade  y  Ardón.  Meléndez 
Pinto  y  Guerra  Sandoval  dijeron:  que  cuan- 
do habían  estado  desempeñando  el  empleo  de 
chaufeures,  en  la  Municipalidad  de  Puerto  Ba- 
rrios, no  acarrearon  madera  en  el  camión  que 
manejaban.  Avilés  Hernández  declaró  no  ha- 
berse enterado  de  los  trabajos  efectuados  en  la 
construcción  de  la  Comisaría  de  Policía  y  de 
la  casa  del  Coronel  Castillo  González.  Aceve- 
do  Espinoza  dijo:  que  trabajó  en  la  cons- 
trucción del  edificio  que  ocupa  la  Comisaría 
Nacional  de  Puerto  Barrios  empleando  madera 
del  edificio  de  la  antigua  Jefatura  Polítita; 
y  después  pasó  a  encargarse  de  la  edifica- 
ción de  una  casa  que  levantó  el  Mayor  de 
Plaza  Coronel  Castillo,  contigua  a  la  Comi- 
saría, y  tuvo  como  ayudante  o  "segundo",  a 
López  Ayala  (Anselmo);  que  los  "pilotes" 
que  sirvieron  para  construir  el  edificio  de  la 
Policía,  los  transportaron  del  barrio  denomi- 
hado  "Vanee",  y  que  de  estos  mismos  mate- 
riales, tomaron  para  la  casa  del  referido  Ma- 
yor; que  durante  la  construcción  de  esta  ca- 
sa trabajó  dos  semanas,  devengando  diaria- 
mente veinticinco  centavos,  jornales  que  le 
cubrió  el  Coronel  Castillo,  y  a  López  le  pa- 
gaba diez  centavos  diarios;  que  para  con- 
cluir la  mencionada  obra,  colocó  tela  metáli- 
ca y  además  hizo  otros  trabajos;  y,  Julián 
Castillo  puso  los  "pilotes";  que  de  los  reos 
que  salían  a  trabajar,  hasta  los  domingos, 
unos  pasaban  a  ocuparse  en  la  construcción 
de  la  Comisaria  y  a  otros  los  llevaban  a  la 
casa  que  edificaba  el  Corone!  Castillo,  quien 
consiguió  pintura  en  la  Compañía  Taca  para 
pintar  la  lámina,  la  cual  era  "muy  usada  y 
vieja";  que  toda  la  madera  que  se  empleó  en 
la  construcción  de  esta  casa  fué  tomada  del 
edificio  de  la  Jefatura  Política  que  había  si- 
do demolido;  y  que  si  mal  no  recordaba,  el 
chaufeur  que  manejó  el  camión  Municipal, 
acarreando  madera  se  llama  Alberto  Ramírez 
"alias"  Chajazo.  López  Ayala  corroboró  lo 
manifestado  por  Acevedo  Espinoza  agregan- 
do que  la  tela  metálica  empleada  en  la  casa 
del  Coronel  Castillo  fué  tomada  de  la  que 
estaba  en  el  edificio  de  la  antigua  Jefatura 
Política,  lo  mismo  que  algunas  láminas  vie- 
jas; que  creía  que  el  clavo  usado,  era  del 
mismo  que  habían  comprado  para  la  cons- 
trucción de  la  Comisaría,  por  que  de  un  barril 
que  estaba  en  la  Mayoría  de  Plaza,  sacaban 
para  emplearlo  en  los  trabajos  de  ambos  edi- 


ficios; que  a  veces  los  reos  transportaban  la 
referida  madera;  que  en  la  construcción  de 
la  casa  trabajó  dos  meses,  y  solamente  le 
pagaron  dos  semanas  y  media  a  razón  de  diez 
centavos  diarios;  que  el  declarante  y  los  de- 
más reos  concurrían  con  sus  respectivas  cus- 
todias; que  las  láminas  agujereadas,  las  re- 
mendó Rómulo  Ardón;  y  que  también  había 
trabajado  en  la  edificación  de  aquella  obra 
.Santos  Martínez.  Martínez  Benrry  declaró  ha- 
ber pintado  el  edificio  de  la  Comisaría  y  la 
casa  del  Coronel  Castillo  González,  habiendo 
comprado  a  Fue  Lon  la  pintura  que  usó  para 
la  referida  casa;  y  Herminio  Kade  consiguió, 
en  la  Empresa  de  los  Ferrocarriles,  una  pintu- 
¡ra  plateada  con  la  cual  pintó  las  láminas  de 
la  misma  casa;  que  durante  el  tiempo  que 
estuvo  trabajando  en  ésta,  lo  hizo  con  su  cus- 
todia respectiva,  y  por  los  trabajos  susodi- 
chos no  devengó  sueldo  alguno.  Beteta  Que- 
dada, el  agente  más  antiguo  de  la  Policía  Na- 
cional en  Puerto  Barrios,  dijo;  que  el  edifi- 
cio que  en  la  actualidad  ocupa  la  Comisaría 
de  lá  Policía  fué  levantado  con  madera  y  lá- 
mina que  se  tomó  de  una  construcción  derrui- 
da, el  año  de  mil  novecientos  treinta  y  ocho; 
que  esa  madera  fué  trasladada  en  un  camión 
municipal  por  el  presidio  de  aquella  locali- 
dad, y  que  una  parte  de  esta  misma  madera, 
la  aprovechó  el  Coronel  Castillo  para  cons- 
truir una  casa,  la  cual  vendió  después  a  Fran- 
cisco Veliz  por  la  cantidad  de  cuatrocientos 
cuarenta  quetzales;  que  el  Coronel  Enrique 
Recinos  había  convocado  a  varios  chinos  ve- 
cinos de  aquel  puerto,  con  el  objeto  de  que 
contribuyeran  con  dinero  para  llevar  a  ca- 
bo la  construcción  de  la  Comisaria  de  Poli- 
cía; el  Sargento  Rubén  R.  Díaz  le  dió  una  lis- 
ta para  hacer  la  colecta  correspondiente,  ha- 
biendo reunido  la  cantidad  de  setenta  y  un 
quetzales  (Q71),  que  entregó  al  referido  sar- 
gento; que  de  ese  dinero  tomaron  para  com- 
prar un  barril  de  clavo,  y  que  en  los  trabajos 
de  construcción  de  la  Comisaría  y  de  la  casa 
del  Coronel  Castillo  González  eran  empleados 
reos  con  su  custodia  correspondiente.  El  re- 
ferido Comisarlo  manifestó  también  que  Cas- 
tillo González  al  vender  su  casa  había  obteni- 
do un  beneficio  de  cuatrocientos  dos  quetza- 
les y  veinticinco  centavos,  pues  invirtió,  en 
construirla,  treinta  y  seis  quetzales  setenta  y 
finco  centavos,  y  recibió  como  precio  de  ese 
contrato,  la  suma  de  cuatrocientos  cuarenta 
quetzales  (Q4-10). 

El  Mayor  de  Plaza  Víctor  Manuel  Castillo 
González  presentó  un  memorial  manifestan- 
do lo  que  sigue:  que  el  dos  de  octubre  del 
año  próximo  pasado  (1939),  solicitó  en  arren- 
damiento a  la  Empresa  de  los  Ferrocarriles 
Internacionales  de  Centro  América,  una  pe- 
queña porción  de  terreno  que  está  situada, 
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al  costado  del  edificio  de  Sanidad,  con  el  ob- 
jeto de  edificar  una  casita  en  ese  puerto, 
terreno  que  le  fué  concedido.  Para  que  Do- 
his  Rivera  pudiera  entrar  a  su  morada,  la 
Empresa  de  los  Ferrocarriles  le  dejaba  cua- 
tro pies  ingleses,  con  lo  cual  no  convino  di- 
cho señor,  manifestando  que  no  le  entraría 
aire  y  se  le  quitaba  "la  vista"  a  su  casa.  Pro- 
puso a  Rivera  que  le  iba  a  ceder  dos  varas  de 
anchó  para  que  pudiera  pasar,  comprometién- 
dose a  rellenar  con  arena  el  piso,  y  mientras 
se  hacía  eso,  le  colocaría  dos  trozas  de  un 
pié  cuadrado  de  grueso,  obsequiándoselas  des- 
jDués  para  que  arreglara  su  puente.  Donis  Ri- 
vera protestó  ante  la  Jefatura  Política  por 
la  mencionada  construcción,  y  al  hablar  so- 
bre el  particular,  le  contestó  que  no  le  conve- 
nía que  hiciera  casa  en  ese  predio.  En  com- 
pañía de  Rivera,  le  habló  del  asunto  al  Jefe 
Político,  quien  dispuso  que  se  practicara  una 
inspección  ocular  en  el  referido  terreno.  Al 
ser  llevada  a  cabo  esta  diligencia,  el  señor 
Superintendente  de  los  Ferrocarriles  se  opu- 
so a  que  se  le  concediera  edificar  en  ese  te- 
rreno, entonces  el  General  Pineda  decidió 
suspender,  la  resolución  del  asunto,  mientras 
dirigía  la  correspondiente  consulta  al  Gobier- 
íio.  En  ese  mismo  acto,  le  propuso  al  Co- 
mandante de  Armas,  que  para  evitar  poste- 
riores dificultades,  estaba  dispuesto  a  dividií: 
pn  dos  partes,  ese  predio,  dejando  un  camino 
en  medio;  y  al  proponer  a  Donis  lo  expuesto, 
manifestó  que  no  convenía  absolutamente  en 
nada.  En  vista  de  esa  negativa,  le  dijo  que 
no  tenía  derecho  alguno  para  oponerse  a  ello, 
contestándole  aquel  sujeto,  que  ese  era  un 
capricho,  y  que  se  atenía  a  que  siempre  lo 
custodiaban.  Que  estimando  esto  como  una 
ofensa,  le  dijo  no  ser  cierta  tal  afirmación, 
pues  si  algunas  veces  le  acompañaba  un  sol- 
dado se  debía  a  que  iba  a  efectuar  sus  prac- 
ticas de  tiro  al  blanco,  y  si  quería  convencerse 
de  que  él  (Castillo),  era  hombre  podría  de- 
mostrárselo en  cualquier  momento;  lo  cual 
tíió  motivo  para  que  Donis  dijera  "mire  se- 
ñor, ahí  me  está  amenazando  de  muerte",  y 
al  explicarle  al  General  lo  que  pasaba,  orde- 
nó que  guardara  silencio  y  así  lo  hizo  el  di- 
cente.  En  el  mes  de  Enero  del  año  de  mil 
novecientos  treinta  y  ocho,  se  comenzó  a  de- 
moler el  antiguo  edificio  de  la  Jefatura  Polí- 
tica, y  el  General  Pineda  le  encargó  que  al- 
macenara los  materiales  útiles.  Logrando  esa 
oportunidad,  dispuso  construir  un  kiosko  que 
aunque  no  es  una  gran  obra,  mejoró  algo  el 
ornato  de  la  ciudad.  En  esa  época,  la  Policía 
Nacional  carecía  de  edificio  propio,  y  por  este 
motivo,  el  Comandante  de  Armas  dispuso  que 
se  hiciera  uno  para  que  fuera  ocupado  por 
dicho  cuerpo.  Que  el  Comisario  de  dicha  Ins- 
titución en  aquel  entonces,  llevó  a  cabo  una 


colecta  de  fondos  entre  los  miembros  de  la  Co- 
lonia China  del  Puerto.  Fueron  reunidos 
veinticinco  quetzales,  que  dieron  en  clavos, 
y  cuarenta  quetzales,  en  efectivo,  cantidad 
que  entregó  el  Comisario  de  la  Policía  al  Co- 
mandante de  Armas;  y  de  esa  suma  se  le 
dió  al  exponente  para  que  sufragara  los  gas- 
tos que  ocasionaría  la  construcción  de  aquel 
edificio.  Para  llevar  a  cabo  los  trabajos  fué 
necesario  adquirir  una  herramienta,  que  cos- 
tó diez  quetzales,  y  la  cual  sirve  en  la  actua- 
lidad para  los  trabajos  de  la  Mayoría  de  Pla- 
za. Los  "pilotes"  que  se  emplearon  en  la 
obra  los  obsequió  la  Empresa  de  los  Ferroca- 
rriles, y  el  Doctor  Francisco  Rimóla  también 
obsequió  cinco  galones  de  pintura  y  una  arro- 
ba de  clavo,  poco  más  o  menos.  Cuando  el 
edificio  estaba  para  terminarse  solicitó  del 
General  Pineda  que  le  permitiera  escoger  en 
un  montón  de  madera  que  estaba  a  la  intem- 
perie, la  que  fuera  útil  para  construir  una 
casita  en  la  cuchilla  situada  entre  los  canales 
que  existen  cerca  de  la  Comisaría.  Esta  so- 
licitud le  fué  concedida  y  edificó  su  casa,  que 
tiene  una  extensión  de  siete  por  seis  metros. 
Javier  Acevedo,  que  estaba  preso,  le  habló 
para  encargarse  de  la  construcción  de  dicha 
casa,  pues  deseaba  aprender  los  trabajos  de 
"artezón,"  convino  con  Acevedo  en  que  se 
hiciera  cargo  de  ejecutar  esa  obra,  pagándole 
veinticinco  centavos  diarios  y  a  su  ayudante, 
Anselmo  López  Ayala,  le  daría  un  jornal  de 
diez  centavos;  y  que  la  casa  fué  construida 
en  dos  semanas.  El  Doctor  Rimóla  le  consi- 
guió al  crédito,  en  la  United  Fruit  Company, 
la  lámina  y  una  parte  del  clavo,  y  otra  parte 
de  este,  la  obtuvo  al  encontrarla  dentro  de 
un  saco  de  harina,  y  al  mismo  Doctor  y  don 
Rafael  Gutiérrez  le  obsequiaron  cada  uno,  dos 
galones  de  pintura.  Supo  que  Donis  lo  deni- 
graba a  causa  de  haber  hecho  su  casita,  por 
lo  que  habló  al  General  Pineda  con  el  ob- 
jeto de  pagar  el  valor  de  la  madera  emplea- 
da en  la  construcción.  Con  autorización  de  la 
Secretaría  de  la  Guerra  y  después  de  valora- 
da por  un  experto  aquélla,  cubrió  en  la  ad- 
ministración de  Rentas  del  Departamento  de 
Izabal,  la  cantidad  de  treinta  y  ocho  o  cua- 
renta quetzales  a  que  ascendió  el  avalúo.  Al 
ser  interrogado  Castillo  González  ratificó  el 
memorial  que  acaba  de  relacionarse,  negó  ha- 
ber amenazado  a  Donis  Rivera,  y  agregó,  que 
la  madera  que  empleó  en  su  casa  y  la  del  edi- 
ficio de  la  Comisaría  de  Policía,  fué  aserrada 
en  los  talleres  de  la  Empresa  de  los  Ferroca- 
rriles a  petición  suya,  no  le  cobraron  por  eje- 
cutar ese  trabajo  y  la  madera  de  la  Comisa- 
ría fué  transportada  en  un  camión  de  la  Mu- 
nicipalidad, y  la  de  la  casa  que  él  construía, 
la  acarrearon  en  un  camión  de  la  Mayoría  de 
Plaza  manejado  por  un  soldado  de  aquella 
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Guarnición,  pero  él  (Castillo)  pagó  el  valor 
de  la  gasolina;  y  que  al  señor  Roberto  Mi- 
ller  le  constaba  lo  relativo  a  la  aserrada  de 
esa  madei-a;  que  en  dichos  trabajos  ocupó  al 
chófer  ya  mencionado,  quien  voluntariamen- 
te le  ofreció  conducir  el  camión  y  a  los 
presos  Acevedo  y  López,  habiendo  devengado 
estos  veinticinco  y  diez  centavos  diarios,  res- 
pectivamente, y  al  chófer  no  le  pagó,  pero 
sí  a  Santos  Martínez,  reo  que  recibió  un  do- 
lar, que  no  comunicó  al  General  Pineda  ha- 
ber empleado  a  ese  soldado  y  a  los  del  pre- 
sidio en  aquellos  trabajos,  ni  el  funcionario 
referido  lo  había  autorizado  para  ocuparlos 
en  la  construcción  de  su  casa;  que  el  edificio 
de  la  Comisaría  estaba  casi  terminado,  cuan- 
do comenzó  a  levantar  la  mencionada  casa,  y 
el  General  Pineda  le  permitió  tomar  la  ma- 
dera, de  un  "montón"  que  se  encontraba  a  la 
intemperie,  frente  al  predio  que  había  ocu- 
pado el  antiguo  edificio  de  la  Comandancia 
de  Armas,  pero  no  es  verdad  que  se  haya 
autorizado  para  edificarla  con  la  condición, 
de  que  después  la  ocuparían  los  futuros  Ma- 
yores de  Plaza,  que  el  señor  General  Pineda, 
también  regaló,  de  esa  misma  madera,  a  los 
señores  Enrique  Donis,  Mario  Penedo  y  a 
otras  personas  más;  que  la  lámina  la  adqui- 
rió por  medio  del  Doctor  Francisco  Rimóla, 
en  un  remate  efectuado  en  la  Administración 
de  Rentas  Departamental;  que  en  el  edificio 
demolido  no  había  buena  tela  metálica;  que 
del  "montón"  de  madera,  buena  y  mala,  que 
se  deja  ya  mencionado,  personalmente  esco- 
gía la  mejor  para  enviarla  al  aserradero  de 
los  talleres  del  Ferrocarril,  y  de  ahí,  era  trans- 
portada al  sitio  donde  se  estaba  construyen- 
do el  edificio  de  la  Comisaría.  En  ese  mismo 
acto  presentó,  el  enjuiciado,  los  documentos 
que  siguen:  la  contestación  a  la  carta  fecha 
diez  y  seis  de  Abril  (1940),  que  el  Coronel 
Castillo  dirigió  al  Doctor  Francisco  Rimóla 
G.,  quien  manifiesta  en  dicha  misiva  que,  te- 
niendo necesidad  el  señor  Castillo  González 
de  techar  una  casita  que  estaba  construyen- 
do en  el  barrio  "El  Pueblo",  le  solicitó  pedir 
al  "Comisariato  de  la  United  Fruit  Cía", 
treinta  láminas  de  zinc,  lo  cual  hizo,  y  que 
después,  en  dos  "contados",  el  referido  Coro- 
nel le  pagó  el  valor  de  esas  láminas,  que  as- 
cendió a  la  suma  de  treinta  y  dos  quetzales 
fcuarenta  centavos;  y  una  certificación  en 
que  el  Secretario  de  la  Administración  de 
Rentas  y  Aduana  de  Puerto  Barrios  hizo  cons- 
tar: que  en  el  Libro  de  Caja  número  veinti- 
dós, de  esa  Administración,  se  encuentra  al 
folio  ciento  setenta  y  dos,  la  partida  de  in- 
greso que  en  lo  conducente  dice:  Febrero 
18-1938.  -632-1-.  Venta  de  Mercaderías 
abandonadas.  A  Virgilio  M.  Castillo,  lote  nú- 
mero diez  y  nueve  (19),  consistente  en  trece 


piezas  lámina  acanalada,  del  remate  de  esta  * 
Aduana.  -1-  codo  Form.  63.  A.  No.  204.565. — 
Q11.05. 

Francisco  Veliz  Barrera,  Valerio  Morales, 
Rómulo  Dardón  y  Rogelio  Dubón  declararon: 
que  el  Coronel  Castillo  González,  a  fines  del 
año  de  mil  novecientos  treinta  y  ocho,  em- 
pleó en  la  construcción  de  su  casa  de  la  mis- 
ma madera  que  se  usaba  para  edificar  la  Co- 
misaría de  la  Policía  Nacional;  y  que  el  Co- 
ronel Castillo,  en  los  trabajos  de  la  casa  que 
estaba  construyendo  empleó  a  los  presos  de 
las  cárceles  del  mencionado  Puerto.  Veliz 
Barrera,  Morales  y  Dubón  agregaron  que  los 
'¡usodichos  reos  eran  custodiados  por  solda- 
dos de  la  Guarnición.  Morales  también  dijo 
que  recordaba  entre  aquellos  reos  a  Javier 
Acevedo,  Rogelio  Dubón,  Rosalío  y  Julián 
Castillo,  Rómulo  Dardón  y  Herminio  Kade. 
y  supo  que  algunos  de  estos  presos  devenga- 
ban sueldos  en  la  Municipídidad  a  pesar  de 
que  trabajaban  en  la  construcción  de  la  casa 
del  Mayor.  Dardón  agregó  que  había  remen- 
dado todas  las  láminas  empleadas  en  la  cons- 
trucción de  la  Comisaria  de  la  Policía. 

Se  agregaron  a  la  causa:  a  varias  facturas 
por  diversas  mercaderías  a  cargo  de  la  Ma- 
yoría de  Plaza;  b)  una  lista  de  las  personas 
que  contribuyeron  voluntariamente  para  cons- 
truir la  Comisaría,  contribución  que  montó 
a  la  cantidad  de  sesenta  y  seis  quetzales;  c) 
lina  carta  fechada  en  Puerto  Barrios,  el  cator- 
ce de  abril  del  corriente  año,  y  en  la  que  el 
Coronel  Virgilio  Manuel  Castillo  González, 
relata  al  Presidente  de  la  República  los  he- 
chos que  se  le  imputan,  los  antecedentes  de 
su  detractor;  y  d)  el  contrato  de  arrenda- 
miento del  lote  número  veintisiete,  de  tres- 
cientas cincuenta  yardas  cuadradas,  celebrado 
en  Puerto  Barrios,  a  ocho  de  Abril  (1940), 
entre  el  Superintendente  de  los  Ferrocarriles 
Internacionales  de  Centro  América,  señor  G. 
W.  Dougall  y  el  Coronel  Virgilio  Manuel  Cas- 
tillo González. 

Fueron  presentadas  las  pruebas  siguientes: 
lo.  la  certificación  expedida  por  el  Adminis- 
trador de  Rentas  de  Izabal  y  Aduana  de  Puer- 
to Barrios,  en  que  consta,  la  venta  de  "Mer- 
caderías abandonadas"  que  se  hizo  al  Coro- 
nel Castillo  González  y  que  acaba  de  ser  re- 
lacionada; 2o.  la  certificación  expedida  en 
Puerto  Barrios  a  diez  y  ocho  de  Abril  del 
corriente  año,  en  que  el  Notario  Manuel  Ze- 
ceña  Molina  hizo  constar:  que  tuvo  a  la  vista 
los  documentos  que  a  continuación  se  expre- 
san; a)  el  recibo  por  treinta  y  dos  quetzales 
extendido  a  favor  del  Coronel  Virgilio  M.  Cas- 
tillo, por  valor  de  madera  que  tomó  del  anti- 
guo edificio  de  la  Jefatura  Política,  firmado 
por  el  Contador  de  la  Administración  de 
Rentas  de  Izabal  y  Aduana  de  Puerto  Barrios 
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don  F.  Cárcamo,  a  los  treinta  y  un  días  del 
mes  de  Enero  de  mil  novecientos  treinta  y 
nueve;  b)  el  escrito  presentado  por  el  referido 
Coronel  Castillo,  al  Comandante  de  Armas 
Departamental,  solicitando  el  nombramiento 
de  un  experto  para  que  valorara  la  madera 
mencionada;  c)  la  providencia  en  que  se  nom- 
bró experto  valuador  al  señor  Alfredo  P.  Je- 
réz;  d)  el  discernimiento  del  cargo  del  señor 
Jeréz;  e)  el  dictamen  del  referido  perito,  quien 
valoró  en  la  cantidad  de  treinta  y  dos  quet- 
zales y  veinticinco  centavos,  los  pedazos  (en 
su  mayor  parte),  de  la  madera  usada  y  ave- 
riada que  tuvo  a  la  vista;  f)  la  providencia 
en  que  se  mandaron  elevar  a  la  Secretaría  de 
Guerra  las  actuaciones  respectivas,  con  el  in- 
forme en  que  el  Jefe  Político  de  aquel  De- 
partamento, manifestó  que  la  madera  de  que 
se  trata,  fué  tomada  del  edificio  demolido  de 
la  antigua  Jefatura  Política  y  Comandancia 
de  Armas;  g)  la  providencia  en  que  la  Secre- 
taría de  la  Guerra  autorizó  al  Comandante 
de  Armas  de  Izabal  para  que  efectuara  la 
venta  de  la  madera  usada  a  que  se  refiere 
por  el  precio  asignado  por  el  experto,  y  cuyo 
importe  debía  de  ingresar  a  las  economías  en 
el  Ramo  de  Guerra;  y  h)  y  la  providencia  en 
que  se  mandó  sumplir  con  lo  resuelto  por  di- 
cha Secretaría;  3o.  la  declaración  en  que  el 
señor  G.  W.  MacDougall  manifestó:  que  ra- 
tificaba en  todas  sus  partes  el  contenido  del 
contrato  de  arrendamiento  ya  mencionado,  y 
leconocía  su  firma  puesta  al  pié  de  dicho 
contrato,  pero  que  éste  carecía  de  validez,  eri 
virtud  de  que  el  Coronel  Castillo  no  pagó  los 
derechos  correspondientes,  "como  lo  reza",  la 
misma  convención;  4o.  el  reconocimiento  que 
el  Doctor  Francisco  Rimóla  hizo  de  su  firma 
y  de  la  respuesta  que  consignó  al  pie  de  la 
carta  que  el  Coronel  Castillo  le  dirigió,  el 
diez  y  seis  de  Abril  del  corriente  año,  relati- 
va al  crédito,  abierto  en  la  "United  Fruit  Com- 
pany";  a  dicho  señor,  para  que  pudiera  com- 
prar treinta  láminas  de  zinc;  5o.  las  decla- 
raciones en  que  los  señores  Julio  Friely,  Li- 
cenciado José  Dolores  Mayorga  y  Roberto 
Muller  García  manifestaron  lo  siguiente: 
Friely  y  el  Licenciado  Mayorga  que  cono- 
cen al  Coronel  Castillo,  quien  es  una  per- 
sona de  buena  conducta  y  honrada,  y  cuan- 
do desempeñaba  el  cargo  de  Mayor  de  Plaza 
y  Fiscal  Militar  en  Puerto  Barrios,  cumplía 
con  sus  obligaciones.  Friely  agregó,  que  el 
Coronel  Castillo  no  tiene  vicios.  Y  Muller 
García  expuso:  que  en  el  año  de  mil  nove- 
cientos treinta  y  ocho,  mandó  a  aserrar  "un 
poco"  de  madera  para  el  Coronel  Castillo 
González,  quien  desempeñaba  a  la  sazón,  el 
puesto  de  Mayor  de  Plaza  en  aquel  puerto; 


que  la  madera  era  usada,  la  llevaron  unos 
presos,  y  estos  aserraron  bajo  la  dirección  de 
un  carpintero  que  trabajaba  con  el  declaran- 
te, y  no  le  cobró  al  Coronel  por  el  trabajo, 
pues  estaba  muy  cerca;  6o.  los  informes  en 
que  consta  que  el  enjuiciado  no  tiene  antece- 
dentes penales;  7o.  la  carta  dirigida  por  el 
señor  G.  W.  Dougall  al  Coronel  Virgilio  M. 
Castillo  G.  a  cinco  de  Octubre  del  año  retro- 
próximo, relativa  a  la  licencia  solicitada  por 
el  Coronel  Castillo  para  edificar  una  casita 
en  el  terreno  de  la  Compañía  que  se  encuen- 
tra situado  cerca  del  edificio  de  Sanidad;  8o. 
repreguntas  dirigidas  a  Valerio  Morales,  An- 
selmo López  Ayala  y  Francisco  Javier  Ace- 
vedo,  quienes  expusieron:  Morales,  que  en 
1^  construcción  de  la  casa  del  Coronel  Casti- 
llo trabajaron  Javier  Acevedo,  Santos  Martí- 
nez, Rosalío  y  Julián  Castillo;  que  no  pre- 
senció cuando  estos  presos  recibieron  su  jor- 
nal; ignora  a  cuanto  ascendió  el  jornal  de 
cada  preso;  y  que  hizo  entrega  de  la  Alcaidía, 
el  primero  de  Octubre  del  año'  de  mil  novecien- 
tos treinta  y  ocho.  López  Ayala  dijo:  que 
el  Coronel  Castillo  le  pagó  a  razón  de  diez 
centavos  diarios;  que  también  trabajó  en  la 
construcción  de  la  referida  casa,  el  preso 
Francisco  Javier  Acevedo  a  quien  dicho  Co- 
ronel le  pagó  a  razón  de  veinticinco  centavos 
diarios,  Acevedo  contestó  a  las  repreguntas 
manifestando:  que  el  Coronel  Virgilio  Casti- 
llo le  pagó  veinticinco  centavos  diarios,  por 
los  trabajos  que  le  hizo  en  la  casa  que  dicho 
señor  construyó  en  la  calle  de  la  Aviación; 
y  también  estuvo  trabajando,  como  "segun- 
do del  dicente",  Anselmo  López  Ayala  y  no 
Morales  (según  se  le  decía),  a  quien  el  Coro- 
nel Castillo  le  pagó  diez  centavos  por  jor- 
nal; y  9o.  el  oficio  número  (10.557),  en  que 
el  Subsecretario  de  Guerra  informó  que  al 
ex-Mayor  de  Plaza,  Virgilio  M.  Castillo  Gon- 
zález, se  le  confirió  la  Medalla  del  Reforma- 
dor, segunda  clase,  por  acuerdo  fecha  diez  y 
nueve  de  julio  de  mil  novecientos  treinta  y 
cinco  (1935). 

El  Tribunal  Militar  de  Izabal  puso  fin  a  la 
causa  declarando:  lo. — Que  absuelve  al  Co- 
ronel Virgilio  Castillo  González  de  los  car- 
gos que  por  los  delitos  de  amenazas  y  coac- 
ción se  le  formularon;  y  2o. — Que  este  mis- 
mo procesado  es  autor  del  delito  de  abusos 
de  autoridad,  infracción  por  la  que  le  impo- 
ne seis  meses  de  prisión,  que  con  abono  del 
tiempo  padecido,  extinguirá  en  las  cárceles 
respectivas,  pudiendo  conmutar  la  pena  a 
razón  de  una  suma  diaria,  igual  a  la  tercera 
parte  del  sueldo  que  al  enjuiciado  corres- 
ponde por  su  empleo;  le  suspende  en  el  ejerci- 
cio de  éste,  durante  la  condena,  y  por  igual 
tiempo  lo  suspende  en  el  ejercicio  de  sus  de- 
rechos políticos;   lo  deja  afecto  al  pago  o 
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afianzamiento  de  las  responsabilidades  civi- 
les provenientes  del  delito;  y  lo  obliga  a  re- 
poner el  papel  empleado  en  la  causa  al  del 
sello  respectivo. 

En  segunda  Instancia,  para  mejor  fallar 
se  pidió  el  informe  a  que  se  refiere  la  reso- 
lución fecha  trece  de  Septiembre  retropróxi- 
mo. La  Secretaría  de  Guerra  'nformó  que 
ese  Despacho  únicamente  autorizó  a  la  Co- 
mandancia de  Armas  de  Izabal  para  que  ven- 
diera al  Coronel  Virgilio  M.  Castillo,  "la  ma- 
dera vieja  que  indica"  por  la  suma  de 
(Q32.25),  la  que  enteró  en  la  Administra- 
ción de  Rentas  y  Aduana  respectiva,  según 
consta  en  la  providencia  de  la  mencionada 
Comandancia,  fechada  el  treinta  y  uno  de 
Enero  de  mil  novecientos  treinta  y  nueve:  y 
por  consiguiente  dicha  Secretaría  no  autoiizó 
la  venta  de  aquella  construcción. 

La  Sala  Quinta  de  la  Corte  de  Apelaciones 
aprobó  la  sentencia  consultada  con  la  modi- 
ficación de  que  el  delito  por  el  que  se  con- 
dena al  Coronel  Virgilio  M.  Castillo,  es  el  de 
fraude,  y  la  pena  que  se  le  impone  es  de  tres 
años  de  prisión  correccional,  pena  que  con 
abono  de  la  sufrida  desde  el  auto  de  bien 
preso,  purgará  en  la  Penitenciaría  Central, 
permitiéndole  conmutarla  en  sus  dos  terce- 
ras partes,  a  razón  de  veinticinco  centavos 
diarios,  siempre  que  pague  o  afiance  las  res- 
ponsabilidades civiles  provenientes  del  delito, 
B  las  cuales  queda  afecto,  y  se  le  inhabilita 
durante  el  término  de  la  condena  en  confor- 
midad con  lo  dispuesto  en  el  artículo  4o.  del 
Decreto  número  1985. 

El  Procurador  de  la  Sala  Quinta  de  Ape- 
laciones interpuso  contra  este  último  pro- 
nunciamiento, el  recurso  de  casación,  citan- 
do como  infringidos  los  artículos  78,  81,  295, 
fracción  primera,  418  inciso  tercero  del  Có- 
digo Penal;  6o.  circunstancias  primera  y 
cuarta,  25  del  Código  Militar  Primera  Parte; 
|207  inciso  8o.  del  Código  Militar  Segunda 
Parte.  El  reo  con  auxilio  del  Abogado  Eleo- 
par  Urmeneta,  interpuso  también  el  recurso 
de  casación  denunciando  la  violación  de  los 
artículos  387,  388  del  Código  Civil;  4o.  inci- 
so 4o.  del  Código  Militar  Primera  Parte;  150, 
J.86,  188,  193,  194  inciso  segundo  Código  Mi- 
litar Segunda  Parte;  21  inciso  10  del  Códi- 
go Penal;  731  y  732  del  Código  de  Procedi- 
mientos Penales.  El  Licenciado  Manuel  Zece- 
ña  Molina  gestionando  como  defensor  y  apo- 
derado del  Coronel  Castillo  González,  inter- 
puso el  recurso  de  casación  citando  como  in- 
fringidos los  artículos  11  del  Código  Penal 
t'omún;  186  del  Código  Militar  Segunda  Par- 
te; 568  del  Código  de  Procedimientos  Pena- 
les y  580  del  Código  Militar  Segunda  Parte. 


CONSIDERANDO: 

Que  el  Tribunal  de  Segunda  Instancia  ha- 
ce consistir  el  delito  de  fraude,  en  que  "se 
halla  establecido  que  el  procesado  directa- 
mente procuró  su  interés  personal  con  la 
construcción  de  la  casa  origen  del  procedi- 
miento, vendiéndola  sin  estar  autorizado". 
Ahora  bien,  el  Coronel  Virgilio  Miguel  Casti- 
lo  González,  a  fines  del  año  mil  novecientos 
treinta  y  ocho,  construyó  una  casa  con  la 
madera  que  resultó  al  ser  demolido  el  anti- 
guo edificio  de  la  Comandancia  de  Armas 
de  Puerto  Barrios;  y  después  de  haber  paga- 
do el  valor  de  esa  madera,  vendió  la  mencio- 
nada casa  a  don  Francisco  Veliz  Barrera,  el 
ocho  de  Febrero  de  mil  novecientos  treinta 
y  nueve.  Lo  que  acaba  de  relacionarse  cons- 
ta: a)  en  el  informe  emitido  por  el  General 
Puenaventura  Pineda,  quien  sobre  este  par- 
ticular manifestó:  que  había  dado  permiso 
al  referido  Coronel  para  que  con  madera  in- 
servible hiciera  una  casa,,  pero  entendién- 
dose que  tal  autorización  era  para  que  la  ha- 
bitara con  su  familia,  y  al  marcharse,  la  de- 
jaría al  servicio  de  los  futuros  Mayores  de 
Plaza;  y  a  solicitud  del  Coronel  Castillo  y 
facultado  por  la  Secretaría  de  Guerra,  vendió 
a  dicho  señor,  la  madera  empleada  en  aque- 
lla construcción,  "y  de  esta  madera  (Castillo) 
quedó  autorizado  para  disponer  de  la  casita 
como  de  su  propiedad";  y  b)  en  la  certifica- 
ción expedida  por  el  Notario  Manuel  Zeceña 
Molina  del  expediente  seguido  por  el  Coronel 
Castillo  para  comprar  y  cubrir  el  importe  de 
los  referidos  materiales.  Habiéndose  esta- 
blecido que,  el  Coronel  Castillo  pagó,  el  valor 
de  la  madera  con  que  fué  construida  la  casa, 
tantas  veces  mencionada,  esta  ya  no  perte- 
necía al  Estado,  sino  que  formaba  parte  del 
patrimonio  del  referido  ciudadano,  quien  po- 
día en  consecuencia  disponer  de  la  misma, 
sin  limitación  alguna,  ejercitando  al  enaje- 
narla, un  acto  de  dominio,  que  garantizan  la 
Constitución  de  la  República  y  la  Legislación 
Civil  vigente.  Y  en  consecuencia,  no  se  en- 
cuentra caracterizado,  el  delito  que  apreció 
como  fraude,  la  Sala  Quinta  de  Apelaciones, 
pues  para  que  tenga  vida  jurídica  ese  hecho, 
es  indispensable  la  concurrencia  de  los  ele- 
mentos que  lo  integran  a  saber:  lo — Que  in- 
tervenga un  funcionario  público;  2o. — Que 
dicho  funcionario  procure  su  interés  particu- 
lar de  una  manera  directa  o  indirecta;  y 
3o. — Que  el  mismo  funcionario  haya  inter- 
venido en  el  contrato  u  operación  por  razón 
de  su  cargo.  Y  en  el  caso  presente,  como  ya 
se  dijo,  el  Coronel  Castillo  realizó,  el  negocio 
de  compra-venta  a  que  se  refiere  el  Tribunal 
sentenciador,  como  particular  y  no  en  el  con- 
cepto de  Mayor  de  Plaza  del  Departamento 
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de  Izabal.  Y  al  estimar  lo  contrario,  la  Sala 
que  pronunció  el  fallo  recurrido,  infringió  el 
artículo  295  del  Código  Penal  en  su  primera 
fracción. 

CONSIDERANDO: 

Que  el  procesado  confesó  los  siguientes  he 
chos:  a)  que  la  madera  que  ocupó  en  la  cons- 
trucción de  su  casa  la  acarreó  en  un  camión 
lie  la  Mayoria  de  Plaza,  el  cual  era  manejado 
por  un  soldado  de  la  Guarnición,  quien  "se 
le  ofreció  voluntariamente",  y,  no  le  pagó  can- 
tidad alguna;  b)  que  ocupó  como  carpintero 
al  reo  Javier  Acevedo  y  al  ayudante  de  Ace- 
vedo,  Anselmo  López,  quienes  devengaron 
veinticinco  y  diez  centavos,  respectivamente; 

c)  que  no  puso  en  conocimiento  del  General 
Pineda  que,  empleaba  a  ese  soldado  y  a  los 
reos  para  levantar  la  mencionada  obra;  y 

d)  que  sin  autorización  del  referido  funcio- 
nario ocupó  a  los  presos  en  sus  trabajos  y 
particulares.  Estos  hechos  también  están 
justificados  con  el  informe  del  Comandante 
de  Armas  de  aquel  Departamento;  y  con  el 
testimonio  de  Anselmo  Ayala,  Valerio  Mora- 
les, Francisco  Veliz  Barrera  y  Rogelio  Du- 
bón  .se  e.stablece  que  los  reos  iban  custodia- 
tíos  por  soldados  de  la  Guarnición  del  suso- 
dicho puerto,  y  probada  la  responsabilidad 
criminal  del  Coronel  Castillo  procede  imponer- 
le la  pena  correspondiente.  Se  han  invocado 
a  favor  del  recurrente,  las  atenuantes  seña- 
ladas por  las  fracciones  primera  y  cuarta  del 
artículo  6o.  del  Código  Militar  Primera  Parte; 
pero  sobre  este  particular,  cabe  tener  en  cuen- 
ta, que  es  improcedente  apreciar  la  primera 
de  dichas  circunstancias,  por  que  no  fué  agre- 
gada al  proceso,  la  hoja  de  servicios  del  Co- 
ronel Castillo  González,  y  en  el  referido  do- 
cumento, es  precisamente  donde  se  consig- 
nan, los  antecedentes  y  actos  favorables  o 
desfavorables  del  Militar;  y  con  respecto  a 
la  segunda,  ya  se  dijo,  que  además  de  la  con- 
fesión del  procesado,  existe  otro  medio  pro- 
batorio con  el  cual  se  ha  establecido  su  de- 
lincuencia. 

CONSIDERANDO: 

Que  acerca  del  delito  de  amenazas,  por  el 
cual  también  se  formuló  cargo  al  enjuiciado, 
cabe  estimar  que  no  existe  en  el  proceso  pro- 
banza alguna  tendiente  a  establecer  su  cul- 
pabilidad. En  efecto:  José  Donis  Rivera  ase- 
guró haber  sido  amenazado  por  el  Coronel 
Castillo  en  presencia  del  Jefe  Político  y  Co- 
mandante de  Armas  de  Izabal  General  Bue- 
naventura Pineda,  del  Intendente  Municipal 
don  Felipe  Nery  Barrientos  y  del  señor  G. 
W.  McEtougall.   En  los  informes  emitidos  por 


el  General  Pineda  y  el  señor  Barrientos  cons- 
ta, que  el  primero  de  dichos  funcionarios,  ma- 
nifestó no  haber  escuchado  las  palabras  cru- 
zadas entre  Donis  Rivera  y  el  Coronel  Casti- 
lol  González  y  supo  lo  sucedido  porque  Donis 
Rivera  se  lo  refirió  en  son  de  queja;  y  el  se- 
ñor Barrientos  no  expresó  cuales  fueron  esas 
palabras  ofensivas,  y,  la  frase,  "eso  lo  arre- 
glaremos como  hombres",  que  asegura  este 
señor  haber  sido  dicha  por  ambos  (Donis  y 
Castillo),  solamente  la  oyó  él  (Barrientos). 
Y  aunque  el  defensor  solicitó  que  se  tomara 
declaración  a  los  señores  J.  Antonio  Mota, 
Mario  Penedo,  Santos  Ochoa  y  G.  W.  Mc.Do- 
gaull  con  respecto  a  las  amenazas,  estos  tes- 
tigos no  fueron  examinados,  porque  se  dijo 
al  defensor  que  presentara  el  interrogatorio 
respectivo,  y  no  lo  hizo  en  su  oportunidad. 

CONSIDERANDO: 

Que  para  estimar  cometido  el  delito  de  co- 
acción se  necesita  que  haya  surgido  "un  acto 
de  violencia  o  sea  de  fuerza  o  intimidación 
determinante  de  que  el  ofendido  hiciera  lo 
que  no  quería  hacer  o  dejara  de  realizar  lo 
que  quería  ejecutar.  En  el  caso  sub-judice 
no  está  probado  que  el  ex-Mayor  de  Plaza, 
Coronel  Castillo  González  ejerciendo  violen- 
cia o  intimidación  sobre  los  presos  y  solda- 
dos, obligara  a  los  primeros  a  trabajar  en  la 
construcción  de  la  mencionada  casa  y  a  los 
segundos  que  custodiaran  a  dichos  reos.  Y 
por  consiguiente,  es  indudable  que  no  debe 
aplicarse  al  enjuiciado,  la  sanción  que  señala 
el  artículo  382  del  Código  Penal. 

POR  TANTO: 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  con  funda- 
mento en  lo  estatuido  por  los  artículos  20,  21 
y  130  Código  Militar  la.  Parte;  189,  192,  194, 
199,  422  y  424  del  Código  Militar  II  Parte, 
676  y  687  del  Código  de  Procedimientos  Pe- 
nales, CASA  Y  ANULA  la  sentencia  recurri- 
da y  fallando  declara:  lo. — qlie  absuelve  por 
falta  de  orueba,  al  Coronel  Virgilio  Manuel 
Castillo  González  de  los  cargos  de  amenazas 
y  coacción  que  le  fueron  formulados;  y  2o. — 
que  el  referido  Coronel  Castillo  González  es 
reo  del  delito  de  abusos  de  Autoridad,  infrac- 
ción por  la  cual  le  impone  la  pena  de  cinco 
meses  de  prisión;  lo  suspende  en  el  ejercicio 
de  sus  derechos  políticos  durante  la  condena: 
lo  obliga  al  pago  de  las  responsabilidades  ci- 
viles provenientes  del  delito  y  a  la  reposición 
del  papel  empleado  en  la  causa  al  del  sello 
que  corresponde;  y  apareciendo  que,  ya  cum- 
plió su  condena  con  el  tiempo  padecido,  orde- 
na su  libertad  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
por  el  artículo  81  de  la  Ley  Constitutiva  del 
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Poder  Judicial.  Notifíquese  y  con  certifica- 
ción de  lo  resuelto  devuélvanse  los  anteceden- 
tes al  Tribunal  de  su  origen. 

Raf.  Ordóñes  Solís.  —  José  Serrano  Muñoz. 

—  Abel  Paredes.  —  Francisco  E.  Rodríguez. 

—  Federico  O.  Solazar.  —  Max  García  R. 
Secretario. 

Honorable  Corte  Suprema. 

Usando  de  la  facultad  que  me  dá  la  Ley 
Constitutiva  del  Poder  Judicial,  con  la  aflic- 
ción natural  de  quien  se  separa  de  la  opi- 
nión tan  ilustrada  de  los  señores  Magistrados, 
me  he  visto  obligado,  el  día  de  hoy,  a  salvar 
mi  voto,  al  discutirse  el  fallo  que  ponga  tér- 
mino al  proceso  seguido  contra  el  e,x-mayor 
de  plaza  de  Izabal,  Coronel  Virgilio  M.  Cas- 
tilol  González,  por  varios  delitos,  entre  ellos, 
el  de  abuso  de  autoridad  militar,  por  no  te- 
ner el  mismo  criterio. 

Se  le  castiga  por  este  delito,  aplicándole  el 
artículo  130  del  Código  Militar  primera  par- 
te, por  haber  empleado  a  los  soldados  que  es- 
taban bajo  un  mando,  para  que  custodiaran 
a  los  presos  que  fueron  a  trabajar  a  su  ca- 
sa particular;  calificándose  como  un  acto  im- 
propio de  la  profesión  militar. 

El  articulo  130  citado,  comprende  varios  ca- 
sos que  se  pueden  descomponer  así:  a)  el  ofi- 
cial que  empleare  en  su  servicio  doméstico 
mayor  número  de  soldados  que  el  señalado 
por  los  reglamentos;  b)  el  oficial  que  en  el 
mismo  caso  consintiere  que  se  empleen  por 
otro;  c)  el  oficial  que  diere  los  soldados,  a 
particulares;  y  d)  el  oficial  que  destinare 
la  tropa  de  su  mando  a  ocupaciones  impro- 
pias del  servicio  militar. 

El  Coronel  Castillo  González  está  compren- 
dido en  la  denominación  de  oficial,  toda  vez 
que  el  artículo  208  de  la  primera  parte  del 
Código  Militar,  incluye  en  esta  denominación, 
desde  subtenientes  hasta  generales  de  divi- 
sión. 

El  primer  caso,  permite  que  el  oficial  pm- 
plée  en  su  servicio  doméstico,  el  número  de 
soldados  que  faculten  los  reglamentos  y  solo 
erige  en  delito,  el  mayor  número  del  que  fi- 
jan los  reglamentos. 

El  segundo,  en  las  mismas  condiciones, 
cuando  se  permito  que  otro  oficial  lo  haga. 

El  tercero,  cuando  se  dan  los  soldados  a 
particulares,  para  su  servicio. 


Y  el  cuarto,  cuando  se  destina  a  la  tropa, 
que  no  es  otra  mas  que  la  reunión  de  varios 
Soldados,  a  ocupaciones  ajenas  del  servicio 
militar. 

El  Coronel  Castillo  González,  empleó  a  los 
soldados  para  que  custodiaran  a  los  presos 
y  esta  custodia  es  la  aque  se  califica  de  acto 
impropio  del  servicio  militar,  por  la  circuns- 
tancia de  haber  ido  los  presos  a  trabajar  a 
pu  casa;  pero  yo  pienso,  y  así  lo  sostuve  en 
la  discusión,  que  emplear  soldados  para  la 
custodia  de  los  presos,  cualquiera  que  sea  el 
sitio  donde  se  les  mande,  no  es  un  servicio 
impropio  de  la  profesión  militar,  porque,  pre- 
cisamente, el  reglamento  para  el  servicio  del 
ejército  en  tiempo  de  paz,  aprobado  por  el 
Acuerdo  Gubernativo  de  29  de  Abril  de  1935, 
en  sus  artículos  del  465  al  469,  trata  de  las 
guardias  de  presidios,  que  son  las  encargadas 
de  la  custodia  y  vigilancia  de  los  presos,  y 
si  es  un  acto  reglamentado  del  servicio  del 
ejército,  no  es  posible  considerarlo  como  ex- 
traño o  ajena  al  servicio  militar,  en  términos 
en  que  vaya  en  mengua  del  prestigio  de  es- 
ta profesión  y  m.enos  todavía  que  por  la  cir- 
cunstancia de  h.iber  sido  la  custodia  de  los 
presos  en  su  sitio  particular  en  el  último  ca- 
so que  contiene  el  artículo  130  del  Código 
Militar  Primera  parte,  puesto  que  la  caracte- 
ríMica  que  tiene,  es  lo  impropio  de  la  ocupa- 
ción a  que  .se  destina  la  tropa  y  la  custodia 
de  presos  es  al  contrario,  acto  propio  de  la 
profesión  militar,  o  sea  que  tiene  las  cualida- 
des convenientes  con  los  servicios  del  ejérci- 
to. Por  esto  mismo,  opiné  que  se  le  absol- 
viera en  cuanto  al  abuso  de  autoridad  militar 
así,  como  de  los  demás  cargos  que  le  fueron 
formulados. 

Guatemal.  23  de  Diciembre  de  1940. 


FRANCISCO  E.  RODRIGUEZ. 

Corte  Suprema  de  Justicia. 

Estoy  de  acuerdo  con  las  razones  consig- 
.nadas  en  el  voto  anterior,  del  Magistrado  se- 
ñor Rodríguez,  y,  por  tal  motivo  me  adhiero 
a  ellas. 

Guatemala,  23  de  Diciembre  de  1940. 

ABEL  PAREDES. 
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DEPARTAMENTO  DE  ESTADISTICA 

RESOLUCIONES  DICTADAS  POR  LOS  TRIBUNALES  DE  JUSTICIA  DE  LA  REPUBLICA, 
DURANTE   LOS   MESES   DE   OCTUBRE.    NOVIEMBRE   Y   DICIEMBRE   DE  1940. 


TRIBUNALES 


Guatemala 
Guatemala 


Corte  Suprema  de  Justicia 

CORTE  DE  APELACIONES 

Sala  Primera   

Sala  Segunda   ,. 

Sala  Tercera   

Sala  Cuarta  

Sala  Quinta   

Auditoria  de  Guerra  .... 

JUZGADOS  DE  la.  INST. 
TANGIA- 


lo.  de  Guatemala 
2o.  de  Guatemala 
3o.  de  Guatemala 
Juzgado  4"  de  Guatemala 
Juzgado  5"  de 
Juzgado  6"  de 
Alta  Verapez  .  .  . 
Baja  Verapaz  .  . 
Chimaltenango 
Chiquimula  .... 

Escuintla   

Huehuetenango 

Izabal   

Jalapa   

ffutiapa   

El  Peten   

Quezaltenango  lo. 
Quezaltenango  2o. 

El  Quiche   

Retalhuleu   

Sacatepequez   .  . . 

San  Marcos  

Santa  Rosa  

Sololá   

Suchitepéquez  .  . 
Totonicapán  ... 

Zacapa   

El  Progreso   


RAMO  CIVIL 


TOTALES    11.639 


RAMO  CRIMINAL 


Decretos 

Autos 

Sen- 
tencias 

Total 
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Autos 

Sen- 
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99 
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31 
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7 
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63 
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43 

2.067 
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33 
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91 

1.672 

2.321 
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1.130 
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38 

2.029 
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59 

00 
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304 

120 

1.045 
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56 

5 

288 
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317 

89 

1.381 

165 

85 

2 

252 

879 

337 

52 

1.268 

335 

38 

5 

378 

656 

570 

271 

1.497 

183 

74 

4 
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2.404 

367 

99 

2.870 
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69 

7 
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344 
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1.312 
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11 
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257 

38 
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30 

Q 
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57 

3 
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42 

8 
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30 

5 

170 
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6 
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358 

47 
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74 

4 
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31 

2.633 

546 

118 

1 
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1.239 
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1.651 
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50 

0 
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1.386 
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35 

1.625 

120 

98 

4 
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241 

54 
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63 

38 

5 
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880 

380 

86 
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66 

6 

248 

745 

344 

97 

1.186 

139 

62 

4 

205 

1.739 

176 

10 

1.866 

184 

114 

8 
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1.040 
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42 

1.454 

204 

22 

3 
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104 

25 
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31 

5 
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80 

115 
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1 
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34 
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8.857 1 
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40.883 
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Circulares  giradas  por  la  Secretaría  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia 


No.  1.144-B 
Guatemala,  4  de  diciembre  de  1940. 

Senos  Secretario: 

Con  instrucciones  de  esta  Superioridad,  tengo  el  honor  de  dirigirme  a  Ud., 
para  manifestarle:  que  cuando  sean  devueltos  los  procesos  al  Juzgado  de  ori- 
gen, se  consigne  al  pie  de  las  ejecutorias  el  número  de  hojas  que  contenga  la 
pieza  de  segunda  instancia,  para  el  efecto  de  la  reposición  correspondiente  y 
no  esperar  que  el  Juez  pida  ese  informe. 

Sírvase  acusar  recibo  a  su  muy  Atto.  y  S.  S. 

Max  García  R. 


No.  1.164-B 
Guatemala,  H  de  diciembre  de  1940. 

Señor  Juez: 

Con  instrucciones  de  esta  Superioridad,  tengo  el  honor  de  dirigirme  a  Ud., 
para  manifestarle:  que  en  los  asuntos  del  ramo  civil  en  que  haya  persona  par- 
ticular interesada,  debe  anotarse  en  una  esquina  del  sobre  respectivo,  el  nombre 
de  esta  persona  y  su  dirección  al  ser  posible  ésta,  para  que  las  dependencias  de 
la  Dirección  General  de  Comunicaciones,  exijan  el  pago  del  porte  correspondien- 
te, en  resguardo  de  los  intereses  de  la  Institución.  Sírvase  Ud.  transcribirlo  a 
los  Jueces  Menores  de  su  jurisdicción  y  acusar  recibo  a  su  muy  Atto.  S.  S. 

Max  García  R. 


No.  1.200-B 
Guatemala,  17  de  diciembre  de  1940. 

Señor  Juez: 

r 

Con  instrucciones  de  esta  Superioridad,  tengo  la  honra  de  comunicarle:  que 
con  el  fin  de  que  no  se  defraude  al  Fisco  en  la  contribución  del  papel  sellado 
al  reponerse  el  papel  común  al  sello  correspondiente,  y  en  atención  a  las  ob- 
servaciones que  ha  hecho  la  Dirección  General  de  Cuentas,  en  lo  sucesivo  los 
Tribunales  de  Justicia  sólo  podrán  actuar  en  papel  español  que  tenga  las  mis- 
mas dimensiones  y  el  mismo  número  de  líneas  del  papel  reliado,  procurando,  si 
fuere  posible,  emplearse  papel  de  lino  con  el  mismo  rayado  y  dimensiones  in- 
dicados. Sírvase  transcribirlo  a  los  Jueces  Menores  de  su  jurisdicción  y  acu- 
sar recibo  a  su  muy  Atto.  y  S.  S. 


Max  García  R. 


GACETA  DE  LOS  TRIBUNALES 


487 


No.  1.217-B 

Guatemala,  19  de  diciembre  de  1940. 

Señor  Juez: 

Con  instrucciones  de  esta  Superioridad,  para  los  efectos  de  los  Decretos 
Gubernativos  1556  y  1557  y  a  fin  de  que  el  Ministerio  Público  obtenga  facili- 
dades en  el  cumplimiento  de  su  cometido,  sírvase  Ud.  comunicar  a  esa  Insti- 
tución todas  las  demandas  civiles  que  se  entablen  por  terceros  damnificados  por 
incendios,  indicándole  si  hay  o  no  embargo  judicial  pendiente  y  enviándole  co- 
pia integra  de  la  demanda.    Sírvase  acusar  recibo  a  su  muy  Atto.  y  S.  S. 


Ma.x  García  R. 
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PODER  JUDICIAL 

Presidente  del  Poder  Judicial  y  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia: 
Licenciado  Don  Rafael  Ordóñez  Solis.  —  Sexta  Avenida  Norte  N°  25. 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

MAGISTRADO:  Licenciado  Don  José  Serrano  Muñoz.  —  Villa  de  Guadalupe  "Villa  Elena". 
M'.GISTRADO:  Licenciado  Don  Abel  Paredes.  —  12  Avenida  Sur  Prolongación. 
MAGISTRADO:   Licenciado  Don  Francisco  E.  Rodríguez.  —  11  Calle  Poniente  N"  28. 
MAGISTRADO:  Licenciado  Don  Federico  Ojeda  Salazar.  —  Callejón  Corona  N"  5. 
SECRETARIO:  Licenciado  Don  Ma.x.  García  R.—  5«  Calle  Oriente  N"  50. 
OFICIAL  MAYOR:  Br.  Don  Héctor  Fajardo  Ca    dena.  —  6»  Calle  Poniente  N°  62. 


CORTE   DE  APELACIONES 


SALA  PRIMERA: 
( Guatemala^ 

Presidente:  Licenciado  Don  Jesús  Unda 
Murillo,  2«  Avenida  Sur  N"  92-A. 

Magistrado:  Licenciado  Don  José  Leandro 
Rodas.  15  Calle  Oriente  N"  22. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Jorge  Morales 
Urruela,  11  Calle  Poniente  N'"  11. 

Magistrados  Suplentes:  Licenciado  Don  Gon- 
zalo Menéndez  de  la  Riva  y  Licenciado  Don 
Abel  Girón. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Ricardo  Ortiz  Sán- 
chez, 16  Calle  Poniente  N''  31. 

Procurador:  Licenciado  Don  Federico  Bari- 
llas  Calzia,  14  Calle  Oriente  N"  30. 

Secretario:  Licenciado  Don  Emilio  Beltra- 
nena,  Finca  "Las  Charcas",  Chalet  "Paselli". 

SALA  SEGUNDA: 
(Guatemala) 

Presidente:  Licenciado  Don  Octavio  Agui- 
lar,  7'  Avenida  Norte  Prolongación,  N°  2. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Miguel  Alvarez 
Lobos,  17  Calle  Oriente  N"  11. 

Magistrado:  Licenciado  Don  J.  Joaquín  Pal- 
ma, 12  Calle  Poniente  N"  8. 

Magistrados  Suplentes:  Licenciado  Don  Car- 
los A.  Recinos  y  Licenciado  Don  Guillermo 
Lavagnino. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Fernando  Juárez 
Aragón,  7"  Avenida  Sur  N"  92. 

Procurador:  Licenciado  Don  Héctor  Cruz  F., 
18  Calle  Oriente  N"  80. 

Secretario:  Licenciado  Don  Antonio  Rivera 
Al-iza.  Ciudad. 

SALA  TERCERA: 
( Guatemala) 

Presidente:  Licenciado  Don  Manuel  V.  Ma- 
rroquin,  4»  Calle  Oriente  N"  28. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Miguel  Alfredo 
Gil,  5"  Calle  Poniente  N"  38. 


Magistrado:  Licenciado  Don  Carlos  Girón 
Ziríón,  Avenida  "La  Reforma". 

Magistrados  Suplentes:  Licenciado  Don  Leo- 
poldo Rosales  y  Licenciado  Don  Jesús  Ibarra. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Víctor  Manuel  Cáce- 
res.  Callejón  Variedades  N-  31. 

Procurador:  Licenciado  Don  Eleázar  Urme- 
neta,  11  Avenida  Norte  N"  29. 

Secretario:  Licenciado  Don  Fernando  Ore- 
llana  h.,  4»  Avenida  Sur  N-  92. 

SALA  CUARTA: 
( QuezaJtenango  > 

Presidente:  Licenciado  Don  J.  Luis  P.  Var- 
gas. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Eulogio  Gon- 
zález. 

Magistrado:  Licenciado  Don  Abraham  Bus- 
tamante  h. 

Magistrados  Suplentes:  Licenciado  Don  Fi- 
ladelfo  J.  Fuentes  y  Licenciado  Don  Francis- 
co Rendón  C. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Francisco  Barrios 
Solis. 

Procurador:  Licenciado  Don  Luis  Gerardo 
Barrios. 

Secretario:  Don  Porfirio  Sánchez. 

SALA  QUINTA: 
(Jalapa) 

Presidente:  Licenciado  Don  Daniel  Are- 
llano. 

Magistrado:  Lienciado  Don  José  l.  Cabrera. 
Magistrado:   Licenciado  Don  Alfonso  Cal- 
vez S. 

Magistrados  Suplentes:  Licenciado  Don  An- 
tonia  Castañeda  y  Licenciado  Don  V'irgilio 
Alvarez  Castro. 

Fiscal:  Licenciado  Don  Humberto  Robles. 

Procurador:  Licenciado  Don  Augusto  Lina- 
res Letona. 

Secretario:  Licenciado  Don  Alfredo  Figue- 
roa  Palma. 
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VOCALES 

CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

Propietarios:  General  de  División  don  Ciría- 
co Antonio  Urrutia,  6"  Calle  Poniente  69. 

General  de  División  don  Miguel  Castro  Mon- 
zón, Jalapa. 

Suplentes:  General  de  División  don  José  Víc- 
tor Mejia,  Chalet  "Los  Andes". 

General  de  División  don  Eduardo  Villagrán 
Ariza,  16  Calle  Oriente  N<?  65. 

SALAS  PRIMERA,  SEGUNDA  Y  TERCERA 
DE  APELACIONES 

Propietarios:  General  de  Brigada  Don  Ro- 
salio  Reina,  Ciudad. 

General  de  Brigada  Don  Manuel  Gómez 
Ponce,  Ciudad. 

Suplentes:  General  de  Brigada  Don  Encar- 
nación de  León  Corzo. 

Coronel  Don  Manuel  Maldonado  Robles. 


MILITARES 

SALA  CUARTA   DE  APELACIONES 

Propietarios:  Teniente  Coronel  Don  Regino 
Siliézar. 

Teniente  Coronel  Don  Gustavo  Ovalle. 

Suplentes:  Teniente  Coronel  Don  Juan  J. 
Maldonado. 

Teniente  Coronel  Don_  Gabriel  Soberanis. 

SALA  QUINTA  DE  APELACIONES 

Propietarios:  Teniente  Coronel  Don  Adrián 
Sa  lazar. 

Teniente  Coronel  Don  Moisés  Morales. 

Suplentes:  Teniente  Coronel  Don  Felipe  So- 
lórzano. 

Teniente  Coronel  Don  Martin  Carias. 


JUECES  DE  PRIMERA  INSTANCIA 


Juez  1°  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Hernán  Morales  Dardón,  Cha- 
let "Mimosa",  "La  Reforma". 

Juez  2°  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Juan  Fernández  Córdova,  9' 
Avenida  Sur  N-  88. 

Juez  3"  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  José  Luis  Lemus,  Villa  de 
Guadalupe,  Chalet  "Las  Palmas". 

Juez  4-  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  don  Julio  César  Martínez  Perales, 
C.  R.  de  Ciudad  Vieja  N?  50. 

Juez  5"  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Eugenio  Nuila,  12  Avenida 
Sur  N"  112. 

Juez  6-  del  Departamento  de  Guatemala: 
Licenciado  Don  Carlos  A.  Recinos,  12  Avenida 
Sur  N=  129. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Alta 
Verapaz:  Licenciado  Don  Francisco  Carrillo 
Magaña. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Baja 
Verapaz:  Licenciado  Don  Oliverio  García  As- 
turias. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Clú- 
maltenango:  Licenciado  Don  Alberto  Herrar- 
te. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Chi- 
quimula:  Licenciado  Don  Justo  Rufino  Mo- 
rales. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Es- 
cu'mtla:  Licenciado  Don  Virgilio  Alvarez  Cas- 
tro. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Hue- 
huetcnango:  Licenciado  Don  J.  Vicente  Ro- 
dríguez. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Iza- 
bal:  Licenciado  Don  Ricardo  Marroquin. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Jala- 
pa: Licenciado  Don  Carlos  Villela  Rosa. 


Juez  Propietario  del  Departamento  de  Ju- 
tiapa:  Licenciado  Don  Víctor  Manuel  Gutié- 
rrez. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  El 
Petén:  Licenciado  Don  Manuel  Pacheco  Ra- 
mírez. 

Juez  1=  Propietario  del  Departamento  de 
Quezaltenango:  Licenciado  Don  Héctor  Villa- 
grán. 

Juez  2"  Propietario  del  Departamento  de 
Quezaltenango:  Licenciado  Don  Francisco  Ren- 
dón  C. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  El 
Quiche:  Licenciado  Don  J.  Juan  Alvarez. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Re- 
talhuleu:  Licenciado  Don  José  María  Grajeda. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Sa- 
catepéquez:  Licenciado  Don  Arturo  Herbru- 
ger  A. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  San 
Marcos:  Licenciado  Don  Ismael  Ortiz  Ore- 
llana. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  San 
ta  Rosa:  Licenciado  Don  Haroldo  Barillas 
Arroyo. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  So- 
lolá:  Licenciado  Don  Carlos  Fernández  Cha- 
varría. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Su- 
chitepéquez:  Licenciado  Don  Oscar  Paiz. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Tofo- 
nicapán:  Licenciado  Don  Eduardo  Rivera  Mo- 
rales. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  Za- 
capa:  Licenciado  Don  Laureano  Torres  Loren- 
zana. 

Juez  Propietario  del  Departamento  de  El 
Progreso:  Licenciado  Don  José  Arturo  Ruano 
Mejia. 
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COMANDANTES   DE  ARMAS 


Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Guatemala.  General  Don  Pedro  Reyes  Rey- 
nelas. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Alta  Verapaz,  General  Don  Fidel  Torres. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Baja  Verapaz,  General  Don  Mario  Ochoa 
Méndez. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento  de 
Chimaltenango,  General  Don  Rafael  Arrióla  G. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Chiquimula,  General  Don  Daniel  Corado. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Escuintla,  Coronel  Don  Carlos  Humberto 
Ceballos. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Huehuetenango,  Coronel  Don  Isidoro  Mo- 
rales. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Izabal,  General  Don  Buenaventura  Pineda. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Jalapa,  General  Don  Miguel  Castro  Mon- 
zón. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Jutiapa,  General  Don  Gustavo  Alfaro. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  El  Petén,  Coronel  Don  Oscar  H.  Peralta. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Quezaltenango,  Coronel  Don  Carlos  Enri- 
quez  Barrios. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  El  Quiche,  General  Don  Daniel  Montenegx-o. 


Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Retalhuleu,  General  Don  Rafael  Aldana. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Sacatepéquez,  General  Don  Manuel  J.  Ve- 
lázquez. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  San  Marcos,  General  Don  José  Domingo 
Juárez  Aragón. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Santa  Rosa,  Coronel  Don  Ramón  Grbte- 
wold. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Solóla,  General  Don  Sarbelio  Castillo  Gon- 
zález. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Suchitepéquez.  General  Don  Nicolás  de 
León. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Totonicapán,  Coronel  Don  Enrique  Ardón. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  Zacapa,  Coronel  Don  Carlos  Cipriani. 

Comandante  de  Armas  del  Departamento 
de  El  Progreso,  General  Don  Federico  Ponce. 

Auditor  General  do  Guerra:  Licenciado  Don 
Elíseo  Solis,  10'  Calle  Oriente  N'  33-B. 

Auditor  de  Guerra  del  Departamento  de 
Guatemala:  Licenciado  Don  Guillermo  Cabre- 
ra Martínez.  "Villa  Olympia",  Calle  García 
Granados. 

Fiscal  Militar:  Bachiller  Don  Urbano  Ora- 
majo,  Ciudad. 


JUECES   DE  PAZ 

DE    LA  CAPITAL 

Juez  1»  Licenciado  Don  Domingo  Ayerdí.— Pasaje  Rubio  Letra  B. 

Juez  2»  Licenciado  Don  José  Luis  Villacorta  Francés.— 10"  Avenida  Sur  N"  12. 

Juez  3"  Bachiller  Don  Cecilio  Mayorga  Cordón. -  Colonia  Ubico,  2"  Avenida  N°  232 

Juez  4"  Licenciado  Don  Ramón  Alvarez.  -2"  Calle  Oriente  N°  11. 

Juez  5"  Bachiller  Don  Alberto  Portillo  Aldana.— 12  Avenida  Sur  67. 

Juez  6"  Licenciado  Don  Feliciano  Fuentes  Alvarado. — Avenida  "El  Quetzal"  N"  15 

Juez  7"  Señor  Don  Juan  f'.arci  Aguirre  Vives.  -Cantón  Lavarreda,  Ciudad. 

Juez  de  Instrucción,  Br.  Don  Humberto  SoUs  Gallardo.    11  Avenida  y  10"  Calle. 

Juez  del  Tránsito,  Licenciado  Pon  José  León  Castañeda  Ayala,  15  C.  P.  N"  712S. 
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JURIDICCION  DE  LOS  TRIBUNALES 

SALA  PRIMERA 

Juzgado  1»  y  6°  de  1"  Instancia  de    Guatemala 

Juzgado  de  1»  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Sacatepéquez 

Juzgado  de  1'  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Alta  Verapaz 

Juzgado  de  !•  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Suchitepéquez 

SALA  SEGUNDA 

Juzgado  2'  y  5=  de  1=  Instancia  de    Guatemala 

Juzgado  de  1"  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Baja  Verapaz 

Juzgado  de  1"  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Chimaltenango 

Juzgado  de  1'  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Petén 

SALA  TERCERA 

Juzgado  3"  y  i°  de  1'  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Guatemala 

Juzgado  de  V  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Santa  Rosa 

Juzgado  de  1'  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Retalliuleu 

Juzgado  de  1»  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    El  Progreso 

Juzgado  de  1'  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Escuintla 

SALA  CUARTA 

Juzgado  1°  y  2=  de  1'  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Quezaltenango 

Juzgadoide  1«  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    San  Marcos 

Juzgado  de  1'  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Totonicapán 

Juzgado  de  1'  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Solóla 

Juzgado  de  1"  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    El  Quiché 

Juzgado  de  1»  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Huehuetenango 

SALA  QUINTA 

Juzgado  de  1»  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Jalapa 

Juzgado  de  1«  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Jutiapa 

Juzgado  de  1»  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Chiquimula 

Juzgado  de  1»  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Izabal 

Juzgado  de  1'  Instancia  y  Comandancia  de  Armas  de    Zacapa 

EN  EL  DEPARTAMENTO  DE  GUATEMALA 
RAMO  CIVIL 

tÜ!!!^°  Ztí^^ l  JUZGADO  1'  DE  1.  INSTANCIA 


JUZGADO  2=  DE  1«  INSTANCIA 


Juzgado  4-  de  1'  Instancia:  Juzgados  3-  y  7-  de  Paz  y  municipios. 


Juzgado  5'  de  Paz   < 

Juzgado  6°  de  Paz   I 

Juzgado  7=  de  Paz    V  JUZGADO  3=  DE  1 

Mimicipios  de  este  Departamento   ) 

RAMO  PENAL  , 

Juzgado  4-  de  1'  Instancia:  Juzgados  3-  y  7'  de  Paz  y  n 
Juzgado  5°  de  V  Instancia:  Juzgados  2",  i'  y  5'  de  Paz. 
Juzgado  6-  de  1»  Instancia:  Juzgados  1'  y  6-  de  Paz. 
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DIRECTORIO  JUDICIAL 


Presidencia  del  Poder  Judicial.  "I 
Corte  Suprema  de  Justicia. 
Sala  1',  2'  y  3'  de  Apelaciones 
Archivo  General  de  Protocolos 
Archivo  General  de  Tribunales 
Tesorería  dé  Fondos  de  Justicia  j  ^iel  Carrocero). 
Estadística  Judicial  | 
Biblioteca  del  Poder  Judicial.  j 
"Gaceta  de  los  Tribunales"  j 


PALACIO  DTE  jbSTÍÜfA-  -     "  .  "  ■ 
O'  Avenida  Sur  entre  14  Calle  y  Callejón 


Juzgado  1-,  2°  y  3'  de  1'  Instancia:  9«  Calle  Oriente  N°  41. 
Juzgado  i'  de  1'  Instancia:  7'  Avenida  Sur  N=  72. 
Juzgado  5°  y  6'  de  1'  Instancia:  7'  Avenida  Sur  N°  70. 

Comandancia  de  Armas,  Auditoria  de  Guerra  y  Fiscalía  Militar:  13  Av.  y  7' C. 

Juzgado  1'  de  Paz:  15  Calle  Poniente  N«  37. 

Juzgado  2»  de  Paz:  3»  Calle  Oriente  N"  15. 

Juzgado  3''  de  Paz:  Avenida  Los  Arboles  N"  139. 

Juzgado  4'  de  Paz:  7*  Avenida  Sur  N"  72. 

Juzgado  59  de  Paz:  Avenida  Bolívar  155. 

Juzgado  6°  de  Paz:  2"  Avenida  del  Cantón  La  Independencia,  San  Pedrito. 
Juzgado  7°  de  Paz:  Cantón  Lavarreda.  Ciudad.  ■> 


